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INTRODUCCIÓN





Introducción. Hacia una nueva sensibilidad política
y un innovador planteamiento constitucional:
la España de la IIRepública

nización.

Había transcurrido más de medio siglo desde que los legisla-

dores españoles procedieran a dotarse de una norma normarum.
España había experimentado un sensible proceso de innovaciones,

en sintonía con un mundo también en fase de transformación. Se

había completado un primer proceso industrializador y urbaniza-

dor, que gestaba una creciente clase trabajadora deseosa de partici-

par activamente en los centros de decisiones políticas. Las artes y las

letras conocían una auténtica "Edad de Plata". Desde sus raíces tra-

dicionales, el país se encontraba inmerso en una acelerada moder-

Uno de los signos de aquella modernización era la renova-

ción de sus atmósferas universitarias y académicas. Los grandes

intelectuales novecentistas, además, se encontraban nítidamente

posicionados junto al proyecto republicano. Ramón Pérez de Ayala,

José Ortega y Gasset, Gregorio Marañón, agrupados en la

"Asociación al Servicio de la República", se encontraban presentes

en las Cortes constituyentes. Historiadores y juristas, como Claudio

Sánchez-Albornoz o Luis Jiménez de Asúa, asumían similar posicio-

namiento.

En aquellas circunstancias no debe sorprender que la elabo-

ración del texto constitucional se realizara desde un exhaustivo

conocimiento de sus más avanzados e inmediatos precedentes

europeos, como la Constitución de Weimar o el texto constitucio-

La proclamación de la IIRepública española supuso el esta-

blecimiento de un nuevo modelo de Estado en España. Tras la cri-

sis del sistema de la "Restauración", definido institucionalmente
por la Constitución de 1876, y el autoritario directorio militar lide-

rado por el general Primo de Rivera, la elaboración de un nuevo

texto constitucional se convirtió en la primera y preferente fun-

ción de las Cortes constituyentes de 1931.



nal austríaco, ambos datados en 1919. Muchas de sus innovaciones
y aportaciones, desarrolladas y perfeccionadas, pasarían a la Cons-
titución española en 1931 1.

Entre ellas se encuentra la voluntad de crear un órgano que
respondiera a un doble orden de objetivos: velar por el respeto a
los derechos fundamentales, y por la adecuada aplicación del
texto constitucional, interviniendo eficazmente en la resolución
de los conflictos competenciales que pudieran suscitarse. Estas
funciones quedaban encomendadas a una instancia de naturalezajurisdiccional sin precedentes en la historia constitucional o de la
administración de justicia en España: el Tribunal de Garantías
Constitucionales 2.

I. La creación yconstitución de un Tribunal pionero
(1931-1934)

El 2 de septiembre de 1933, y en la presidencia del Consejode Ministros, se constituye el Tribunal de Garantías Constituciona-les con la asistencia del propio presidente del Consejo, don Manuel
Azaña, en uno de sus últimos actos como tal, diez días antes de su
salida del Gobierno, del primer presidente del Tribunal, don Alvaro
de Albornoz, del presidente del Consejo de Estado, don Gabriel
Martínez de Aragón, y de un vocal del citado organismo, Gerardo
Abad Conde. Una segunda sesión, celebrada a las cuatro de la tarde

Ruiz Lapena, R. M.: El Tribunal de Garantías Constitucionales en la IIRepública Española, Barcelona, 1982, pp. 1 y ss . Vid. también Alcalá Zamora N \u25a0

Los defectos de la Constitución de 1931 y tres años de experiencia constitucio-n«/,Madrid,1931,pp. 247 y ss.,y Royo Villanova, A.La Constitución Española del9 de diciembre de /93 AValIadolid, 1934.

„ a , Viliarroya, J.T.: Breve historia del constitucionalismo españolMadrid, 1992, pp. 123 y ss. Vid. asimismo Jiménez deAsúa.L.: Elproceso histórico
de la Constitución de la República Española, Madrid, 1932- Vidarte J S • LasCortes Constituyentes de 1931-1933,2 vols., Barcelona, 1976; y Ramírez Jiménez M •
Las reformas de la IIRepública, Madrid, 1977. García de Enterría E '\u25a0 LaConstitución como norma y el Tribunal Constitucional, Madrid 1981- CruzViualón E:La formación del sistema europeo de control de constúucionalidad(1918-1939), Madrid, 1987.



La creación de un Tribunal destinado a la efectiva tutela de la

flamante Constitución de 1931 se contemplaba en su Título IX,

dedicado a las garantías constitucionales y a la propia reforma del

texto constitucional, y concretamente en los artículos 121 y si-

guientes. El primero de ellos definía sus competencias, entre las

que se encontraban entender en los recursos de inconstitucionali-

dad de las leyes, en los recursos de amparo, los conflictos compe-

tenciales entre el Estado y las regiones, y las hipotéticas

responsabilidades penales de los altos cargos de la República,

comenzando por su presidente, y prosiguiendo por el Consejo de

Ministros,Tribunal Supremo y Fiscal General 4.

Su composición resultaba ciertamente original, y perseguía

tanto la representatividad política y territorial cuanto la cualifi-
cación técnica, profesional y académica. El art. 122 de la CE de

1931 establecía que estuviera integrado por los presidentes del

Tribunal de Cuentas y del Consejo de Estado, dos diputados
designados por las Cortes, un representante de cada región, dos

representantes de los Colegios de Abogados, y cuatro profesores
universitarios de Derecho, siendo designado el Presidente del

AltoTribunal por las Cortes.

La elaboración de una Ley Orgánica delTribunal de Garantías
Constitucionales se convertiría, así pues, en un mandato constitu-

cional no culminado hasta el 14 de junio de 1933. No pretende este

sucinto estudio descriptivo de una «colección documental» anali-

3 Biblioteca del Tribunal Constitucional: El Libro de Actas del Tribunal de

Garantías Constitucionales (LAT), Sesión n.° 1,Madrid, 2 de septiembre de 1933-
4 Tomás Villaroya, J.: "El recurso de inconstitucionalidad en el Derecho

español (1931-1936)", Revista del Instituto de Ciencias Sociales 11, Barcelona,

1968, pp. 11-52, concretamente pp. 13-14. Alcalá-Zamora, N.: Los defectos de la

Constitución de /5>3/..,PP-248-251, y Alcalá-Zamora y Castiilo,^.: Significado y

funciones del Tribunal de Garantías Constitucionales, Madrid, 1933, sobre todo

de aquel mismo día "en el local habilitado para estos efectos, en

el Palacio de Justicia", permite que se incorpore Laureano

Sánchez Gallego, quien no había podido "acudir al acta de cons-

titución del Tribunal por no haber recibido la convocatoria"*.



1.1. La constitución del organismo

Bajo estas disposiciones constitucionales, y su monográfi-
co ordenamiento legislativo, el Tribunal se estableció en el
Palacio de Justicia de Madrid, en donde comenzó a celebrar
sesiones el mismo 2 de septiembre de 1933, y dos días después
se adoptaron los primeros acuerdos, eminentemente centrados
en el funcionamiento ordinario del Tribunal, como eran reunir-
se todos los días laborables de diez de la mañana a dos de la
tarde, recibir las actas de las elecciones para vocales del
Tribunal, habilitar como secretario a Gabriel del Brío González,
comunicar al Jefe del Gobierno la constitución del Tribunal en
el Palacio de Justicia, y distribuir el trabajo de clasificación y
estudio de las actas 6.

Durante más de tres meses, en efecto, se estuvieron reci-
biendo actas de las elecciones y, desde el 14 de septiembre, con-
cluida la clasificación de las actas, comenzó a darse vista a los
candidatos o sus apoderados. El 18 de septiembre se decidió publi-
car un anuncio en los Boletines provinciales para que los interesa-
dos procedieran al examen de los expedientes electorales,
abriéndose un plazo que se ampliaría con posterioridad.

Pérez Serrano, N.: "El proyecto de Tribunal de Garantías y el recurso de
mconstitucionalickid'\Revista de Derecho Público, tomo II,Madrid. 1933,pp. 7-15.Tomás VillaroyaJ. :Elrecurso de inconstitucionalidad..., pp. 13-14, y Ruiz Lapeña|
R. M.:El Tribunal de Garantías Constitucionales..., pp. 99 y ss.

6 LAT: Sesión n.° 3, Madrid, 4 de septiembre de 1933.

zar las causas de la demora en la redacción y sobremanera, apro-
bación de la Ley, y sus consecuencias para el ulterior funciona-
miento del Tribunal, una demora constatada ya por sus propios
coetáneos, y bien estudiada con posterioridad 5. Lo cierto es que las
ilusiones depositadas en el alto Tribunal habrían de experimentar
un sensible retraso. Algunas de esas ilusiones, sin embargo, no se
verían defraudadas.



7 LAT: Sesión n.° 24, Madrid, 28 de septiembre de 1933

Diez días después se recibe el nombramiento de José María

Sbert como vocal de la "región autónoma de Cataluña", con

José Quero Morales como suplente, y el 19 de octubre se separa-

ron los "expedientes que carecen de protestas y que van refe-
rentes a los negocios de Cataluña, Canarias, Valencia y

Vascongadas" 1.

Al día siguiente los vocales Pradera, Del Moral y Silió expre-

san diversas reservas de forma y fondo respecto a la elección de

algunos de los vocales miembros delTribunal, reservas a las que se

unen otras intervenciones de similar tenor. Alvaro deAlbornoz pro-

cede a precisar que "sin entrar a rebatir argumentos de los ora-

dores, pues la Presidencia tiene elpropósito de no intervenir en

las discusiones, tiene que hacer constar que al hablar el señor

Del Moral de la significación política olvida que también entre

los señores electos es marcada la significación política, es nece-

sario que se tenga en cuenta —dice— que aun teniendo toda su

significación política, se pierda al entrar a formar parte de este

alto Tribunal que ha de colocarse en el nivel que le correspon-

de... El Tribunal —continúa— ha actuado con imparcialidad y

altura de miras y ha entendido que elprocedimiento a seguir es

el siguiente: en primer lugar, recibir las actas y clasificarlas en

dos grupos, a un lado las que se encuentran limpias de toda pro-

testa y a otro lado las protestadas; seguidamente se procede a

aceptar a aquellos Vocales que no tienen protesta en la elección
y con ellos se constituye el Tribunal en tanto se examinan los

expedientes de los Vocales y se resuelve sobre ellos dentro del

plazo legal".

La sesión sufre tormentosas escenas cuando "el señor Del

Moraly el señor Pradera hacen uso de lapalabra a un tiempo y

el señor Presidente les llama al orden... (El señor Pradera abandona
el puesto que ocupa y marcha a sentarse en la mesa del Tribunal). El

señor Presidente le conmina reiteradamente a que vuelva a ocu-

par su puesto y ante la negativa del señor Pradera a la Presiden-

cia, después del tercer requerimiento ordena se le expulse del local,



"1. ° Votar separadamente a un Vicepresidente primero y aun Vicepresidente segundo.

2.° Hacer una primera votación que sólo será seguida de la
proclamación del que alcance mayoría de votos emitidos, yen caso
contrario, se hace una segunda votación en la que sólo podrán ser
votados los dos que hayan alcanzado, en la primera, el mayor
numero de sufragios proclamándose el que alcance más votos.

3." En caso de empate en la segunda votación, se procede-
rá en una tercera votación, decidiendo el voto del Presidente".

Siguiendo este procedimiento, se elegiría como vicepre-
sidente primero a Fernando Gasset, quien obtendría doce votospor ocho de César Silió,y como vicepresidente segundo a Manuel
Miguel Traviesas, quien alcanzó once de los sufragios emitidos por
ocho de Süió y uno en blanco. De la misma forma, se estableció el
tiempo de duración de los mandatos de los vocales regionales sien-do de cuatro años para Cataluña, las dos Castillas, Baleares,Valencia
Extremadura y Aragón, y dos para las restantes, y se nombró tam-bién como vocal letrado a César Silió y como vocales profesores a

8 1AT:Sesión n.° 25, Madrid, 29 de septiembre de 1933

suspendiendo la sesión por diez minutos, ordenando que se desa-loje la sala" s.

Finalmente, tomaron posesión los vocales electos entre quie-nes se encontraban Gabriel González Taltabull, Gil Gil y Gil CarlosMartín Alvarez, Pedro Jesús García de los Ríos, Víctor Pradera
Larumbe, Antonio María Sbert, Francisco Basterrechea Zaldíbar,
Manuel Miguel Traviesas, Francisco Beceña González... Entre los
suplentes, asimismo, se encontraban prestigiosos juristas, como elhistoriador del derecho Román Riaza, después trágicamente desa-
parecido.

En la sesión 45 el vocal Basterrechea propone un mecanismopara completar la cúpula directiva del alto Tribunal, siguiendo el
procedimiento seguido por las propias Cortes constituyentes-



1.2. Las dificultades materiales de un nacimiento

El organismo creado se encontraba ante graves carencias de

toda suerte. En la sesión celebrada el 24 de octubre siguiente, el

propio Presidente Albornoz confesaba cómo "por la anómala

situación en que, en cuanto a organización se refiere, se encuen-

tra el Tribunal, la reunión se celebra sin Orden del Día prefijado.

Es necesario resolver —manifestó— problemas como la falta de

local, funcionarios y créditos, en primer lugar. En segundo lugar, la

falta de un Reglamento respecto al cual ya se hicieron porparte de

la Presidencia las gestiones necesarias, mas por los cambios de

Gobierno acaecidos, el ya redactado por la Comisión Jurídica
Asesora no ha sido aún examinado por el Gobierno. Cree que si

bien es potestativa del Gobierno la confección de éste es también
de competencia del Tribunal el redactar aquella parte que a su

organización se refiere. No es posible la organización completa del

Tribunal —dice— sin este Reglamento, pues se ha de tropezar con

grandes inconvenientes, como por ejemplo en laforma en que han

de constituirse las Salas".

La práctica unanimidad de orientación de las intervenciones

que a continuación se producen en el sentido de proceder a desa-

rrollar las oportunas gestiones tendentes a la dotación de un asien-

to decoroso y una plantilla ajustada a las funciones del Tribunal, se

concretan finalmente en una propuesta presidencial, que será sus-

crita por el pleno en todos sus términos: "En primer lugar, solici-

tar un local adecuado para el Tribunal, que bien pudiera ser el

edificio del Senado; petición del personal adecuado, en el que se

ha de encontrar un Secretario General competente que puede ser

9 LAT: Sesión n.° 45, Madrid, 21 de octubre de 1933- Fernández Segado, E:

"ElTribunal de Garantías Constitucionales: la problemática de su composición y

del estatuto jurídico de sus miembros", Revista de Derecho Público, Madrid, 1988,

pp. 273-349, especialmente, por loque respecta a la elección de los miembros del

Francisco Beceña y Juan Salvador Minguijón, por cuatro anos, y a

Carlos Ruiz del Castillo y Manuel MiguelTraviesas, por dos 9.



10 LAT:Sesión n.° 46, Madrid, 24 de octubre de 1934

elegido del personal del Parlamento, dos secretarios de Sala y los
necesarios oficiales y taquígrafos-mecanógrafos, en tercer lugar la
aprobación del Reglamento...y, por último, es imprescindible tam-
bién pedir el crédito necesario para el material".

Dos días después, la presidencia da cuenta de las gestiones rea-
lizadas ante el propio presidente del Gobierno: "Ya se publicó en la
Gaceta el concurso para la adquisición de local y se va a hacer
una gestión cerca del señor Presidente de las Cortes para la cesión
provisional. Respecto a los funcionarios, el señor Presidente del
Gobierno pidió una plantilla mínima que se lefacilitará por la
presidencia del Tribunal. En cuanto a material, se nos facilitará—prosiguió— el mínimo necesario, y en cuanto al Reglamento,
manifestó que es criterio del Gobierno el redactar solamente el
referente a la ley, dejando al Tribunal la redacción de toda aque-
llaparte que interesa directamente al mismo" 10.

Yla preparación técnica de la plantilla motivará una profun-
da controversia en el pleno celebrado el 21 de diciembre, último
del año 1933. El vocal Beceña considera que los letrados deben
prestar una cualificada asistencia al órgano, toda vez que ciertas
cuestiones "requieren un asesoramiento competente, como son,por ejemplo, las cuestiones de competencia entre el Poder central
y las regiones autóctonas, cuestiones que requieren una gran
preparación en materia de Derecho público por parte de los
letrados". Finalmente se redactarán las bases del concurso, de
manera que los futuros letrados del Tribunal se designen "por con-
curso de méritos entre licenciados en Derecho mayores de vein-
tiún años", y esos méritos a estimar serán "años en el ejercicio de
las funciones y profesiones que dan actitud al solicitante, publi-
caciones, expediente académico y cargos universitarios, número
de oposiciones ganadas sobre materias de Derecho, formación
en el extranjero, acreditadas en oportuna memoria, idiomas y
los que ajuicio del concursante puedan alegarse y sean de esti-
marse". Parece que el celo profesional del Tribunal, al objeto de
dotarse de un selecto elenco de especialistas, habría de verse coro-



11 Alcalá-Zamora, N.:Los defectos de la Constitución de 1931- -,P- 253:"En
este libro, donde está desterrada la injuria, se halla ausente también el halago. Por

lo mismo, tiene más relieve proclamar que los funcionarios del Tribunal han sido

mucho mejores que la institución, en su esencia, y la Ley Orgánica, en su desarro-

llo".LAT: Sesión n.° 51, Madrid, 21 de diciembre de 1933.

nado con el éxito, como habría de reconocer el propio presidente

Niceto Alcalá-Zamora 11.

En los meses siguientes continúa completándose la plantilla
de la institución, no sin polémica. El 26 de abril de 1934 el vocal

Sbert "en nombre de la Ponencia designada para la calificación
de méritos de los aspirantes a las plazas de Oficiales administra-

tivos, da cuenta al Tribunal de que dicha Ponencia después de un

detenido examen de los expedientes, estima que se hallan en

igualdad de condiciones y con preferencia respecto a los demás

concursantes don Luis de Diego González y don César M.
Ramírez, ambos pertenecientes al Cuerpo General de Hacienda,

Licenciados en Derecho y con análogo tiempo de servicios". La

propuesta es aprobada, y a continuación se hace saber el informe

de la Ponencia para el nombramiento de secretarios de sección,

interviniendo "el señor García de los Ríos que defiende la prefe-
rencia del Secretario de la Audiencia de Burgos, señor Bustamante

y delfiscal de Audiencia Territorial, señor Octavio de Toledo, y el

señor Halcón, que se lamenta de que no sea incluido en la pro-
puesta ningún Magistrado de Audiencia, aun habiéndolos entre

los solicitantes con más de veinte años de servicio". Finalmente,

la propuesta inicial es confirmada.

En la sesión siguiente, la del 2 de mayo, se adoptan algunas

disposiciones complementarias que aciertan a expresar muy níti-

damente esta atmósfera de paulatino modelado de la propia infra-

estructura material y plantilla de un organismo todavía en plena

fase de establecimiento y consolidación. Se habilitan secretarios de

las secciones primera y segunda del Tribunal "hasta tanto que se

posesionen... los Oficiales letrados don Francisco Casas, Ruiz del

Árbol y don Antonio López Hernández". Asimismo, se designan

los correspondientes taquígrafos y mecanógrafos con un sueldo de

4.000 pesetas. De la misma forma, finalmente se decide "satisfacer



En último término, el 31 de julio de 1934 se aprueba el ante-
proyecto de presupuesto para el siguiente ejercicio de 1935, por
un montante global de 1.309.879,95 pesetas, incluyendo el esta-
blecimiento del sueldo de los vicepresidentes "en treinta milpese-
tas por equiparación al que disfrutan lospresidentes de sala del
Supremo", del Secretario general en 25.000, se reducen las partidas
de dietas y viajes a 50.000, y se consigna una partida para material
por una suma equivalente a 70.000 pesetas 13.

1.3. La provisionalidad del Reglamento de régimen
interno de 8 de diciembre de 1933

Superada la primera fase de la vida del Tribunal, la que afec-
ta a su mero establecimiento formal, comienza a plantearse la pro-
blemática referente a su ámbito competencial. El 27 de febrero de
1934 se dedica la sesión número 66 de manera monográfica al ar-
tículo 39 del Reglamento de régimen interno. El vocal Beceña indi-
ca que "no repugna ni a la naturaleza extraordinaria del
recurso ni a las funciones del Tribunal de Garantías, al consi-
derar que la consulta del Tribunal Supremo es un trámite exclu-
sivo de admisibilidad". No está de acuerdo García de los Ríos:
"desde el momento en que la ley dice que las consultas formu-
ladas por el Tribunal Supremo hay que resolverlas por senten-
cia, es indudable que se les da un carácter de recurso". Pradera
expresa su parecer en el sentido que "las consultas que eleve el
Tribunal Supremo al de Garantías puede considerarse en todos
los casos como recurso, diferenciándose de los presentados por

12 LAT: Sesiones n. os 68 y 69, Madrid, 26 de abrily 2 de mayo de 193413 LAP: Sesión n.° 91, Madrid, 31 de juliode 1934.

con cargo a la asignación de material y en concepto de dietas a
los señores Elias Cristóbal Bermejo y don Ramón Villa del Rey,
que han formado parte de dicho Tribunal, gratificando la can-
tidad de trescientas setenta y cinco pesetas a cada uno y dos-
cientas cincuenta al Oficial administrativo don Alfonso Oyeusa
que ha auxiliado a dicho Tribunal" 12.



14 LAT: Sesión n.° 66, Madrid, 27 de febrero de 1934.
15 LAT: Sesión n.° 69, Madrid, 2 de mayo de 1934.
16 LAT: Sesión n.° 72, Madrid, 8 de marzo de 1934. Ruiz Lapeña, R. M.: El

Tribunal de Garantías Constitucionales..., pp. 146-147.

los particulares en que estos últimos casos deben ser objeto del

trámite previo de la admisión" 14.

En la sesión del 2 de marzo se suscita un nuevo problema.

Sbert opina, con fundamento en el enunciado número 14 del

Estatuto catalán, "que si se diera traslado del recurso al Presiden-

te del Parlamento... se infringiría el texto del citado artículo

puesto que las relaciones entre la República y la región autóno-

ma no serían a través del Presidente de la Generalidad. Propone

que se diga que se comunicará al representante de la región
autónoma. En Cataluña ese representante es el Presidente de la

Generalidad, en otra región podrá ser el Presidente del Par-

lamento" 15.

Finalizados los trabajos, en la sesión del Pleno correspon-

diente al 8 de marzo, el vocal Gasset realiza una positiva valora-

ción del Reglamento "en el cual, sin embargo, existen todavía
algunos vacíos. Uno de ellos es el recurso contra las resolucio-

nes del Pleno o de las Secciones. Hay que tener en cuenta que

van a actuar tres secciones, que van a conocer distintos asun-

tos, y como algunos de ellos serán idénticos no es extraordina-
rio pensar que los resuelvan de distinta forma. Cosa que en

parte se resuelve esta dificultad estableciendo el recurso de

súplica además del de aclaración. Otra cosa importante es que

en el Reglamento se establezcan las normas mediante las cua-

les se pueda ir a una reforma del mismo. Por último, dice que

como en el Reglamento hay preceptos que obligan no sola-

mente a los componentes del Tribunal sino a los que acudan a

él, es menester que se publique en la Gaceta para fijar la obli-

gatoriedad del mismo". No sería hasta la entrada en vigor del

segundo y último Reglamento, de 6 de abril de 1935, que este fun-

damental instrumento ordenador acertaría a adquirir unos defini-

tivos perfiles 16.



Una vez más interviene el vocal Sbert, quien "... entiende
que en el escrito leído se plantean tres puntos, dos de los cua-
les son procesales y el tercero defondo. Dice que si se va a nom-
brar un ponente será conveniente que el Tribunal fije un
criterio para que dicho ponente ajuste en cierto modo el infor-me a cada uno de los puntos que están sometidos al Pleno. La
primera cuestión es meramente procesal. El Tribunal ha tenido
la misma preocupación que el Parlamento de Cataluña y ha
disentido en su reglamento en una serie de preceptos que el
Parlamento catalán desconoce y que por otra parte no pueden
conocer porque no han sido publicados. La segunda cuestión
es de forma ypuede resolverse con una mayor amplitud en la
comunicación que se ha dirigido al Parlamento catalán con
motivo de esta consulta. Considera que el tercer extremo no es
momento oportuno deplantearlo puesto que se está discutien-
do el procedimiento"11'.

1.4. La revolución de Octubre y la politización
del funcionamiento ordinario del Tribunal

La reanudación de las sesiones del alto Tribunal, tras el des-
canso estival, denota la progresiva crispación de la atmósfera políti-
ca de la nación. Concretamente la primera de las sesiones otoñales,
correspondiente al 26 de septiembre, se abre con la intervención
del propio Presidente, quien manifiesta su deseo de "dar cuenta al
Tribunal del asunto referente a la carta aparecida en elperiódi-
co El Socialista, desagradable por su contenido ypor las alusiones
directas en contra de uno de los miembros del Tribunal. Dice que
la presidencia se apresuró a remitir el texto de dicha carta con

17 LAT:Sesión n.° 78, Madrid, 6 de abril de 1934

En la sesión celebrada el 6 de abril se da lectura al escrito
dirigido por el Presidente del Parlamento catalán al Tribunal en
relación con la consulta planteada por el Presidente de la
Audiencia de Lérida acerca de la posible inconstitucionalidad del
art. 22 del Estatuto catalán.



española

El 15 de octubre de 1934, y tras la dimisión de Alvaro de

Albornoz, Fernando Gasset pasaba a ocupar la presidencia del

Tribunal, y César Silió la segunda vicepresidencia. La declaración
de inconstitucionalidad de la "Ley de Contratos de Cultivo", de

la Generalidad de Cataluña, había situado al Tribunal de

Garantías Constitucionales en el primer plano de la vida pública

Adicionalmente, la revolución y la proclamación del Estat

Cátala, y la actitud adoptada por las instituciones del Estado, origina

la división del órgano. La sesión del 16 de octubre de 1934 resulta

muy indicativa a este respecto: "El señor Presidente propone que al

igual que en otros centros, se inicie en el Tribunal una suscripción

en favor de las fuerzas que han intervenido para sofocar elpasa-

do movimiento revolucionario".

18 LAT: Sesión n.° 92, Madrid, 26 de septiembre de 1934.

una comunicación al Fiscal de la República para que procediera

lo antes posible al esclarecimiento de los hechos".

rando

Después de un breve debate, el pleno del Tribunal de

Garantías Constitucionales aprueba un nítido comunicado en

defensa de la propia honestidad de su funcionamiento, decla-

"Que de acuerdo con lo dispuesto en el art. 30 del regla-

mento de 8 de diciembre de 1932, el nombramiento de Secretario

General del mismo fue hecho directa y exclusivamente por la pre-

sidencia del Consejo de Ministros en virtud del Decreto de 12 de

diciembre de 1933-

El Tribunal se adhiere a las gestiones hechas por el

Presidente en defensa del Vocal del mismo Excelentísimo señor

don Basilio Álvarez Rodríguez y después de oír complacido las

manifestaciones de éste sobre las acciones que por vía de que-

rella ejerce en contra de los difamadores, espera confiadamente
en que el resultado del fallo judicial ponga de manifiesto la

honorabilidad de su conducta" 1*.



19 LAT: Sesión n.° 94, Madrid, 16 de octubre de 1934.

1.5. La querella contra los Consellers catalanes
y la nueva época del Tribunal

A partir de esta iniciativa, la djvisión se hace patente-
"Intervienen los señores Pradera, Taltabull y Silió, que estimanno puede hacerse por el carácter del Tribunal, si bien particu-
larmente cada uno puede contribuir como estime conveniente
acordándose de conformidad". Pero este inicial desacuerdo en
cuanto al posicionamiento respecto al movimiento revolucionarioconlleva inmediatas consecuencias de carácter técnico-jurídico- "Elseñor Secretario da lectura a un escrito de la presidencia del
Consejo de Ministros, formulando querella en nombre del Gobierno
contra los consejeros de la Generalitat de Cataluña como auto-res de un delito de rebelión militar. El señor Presidente dispone
que el señor Secretario informe sobre el ponente a quien corres-
ponda y el trámite procesal que debe darse".

Pero a continuación se suscita una básica objeción: "ElseñorPradera estima que hay que tratar como cuestión previa la dela competencia del Tribunal. Advertido por el señor Presidente de
que no se ha de tomar acuerdo alguno sin oír antes las mani-

festaciones que estime pertinentes dicho señor Vocal, éste insistey pide que se hagan constar en acta sus manifestaciones El
señor Secretario da cuenta de que sobre la cuestión de compe-
tencia a que alude el señor Pradera, hay redactado ya un dicta-
men por los oficiales letrados del Tribunal, pero estima que noes momento oportuno para tratar ese extremo, sino que debe
darse a la acusación formulada el trámite que señala el art. 2
de la Ley Orgánica, y al resolverse en su día sobre la admisiónde la querella examinar todas las cuestiones que con ella se rela-
cionen, incluso la de competencia del Tribunal" 19.

En las sesiones siguientes puede detectarse la sucesión de
litigios suscitados por la revolución, y concretamente el 13 de
noviembre del mismo año "... el señor Secretario da lectura al
acuerdo del señor Fiscal ponente en la querella sustentada por
el gobierno de la República contra los consejeros de la



La incorporación del antiguo presidente Samper al Tribunal

es también motivo de política controversia, como se manifiesta en

la sesión del 15 de marzo de 1935, cuando resuelta la compatibili-

dad del cargo "... el señor Pradera dice que todas las dudas que

el dictamen haya sugerido han quedado disipadas, y que sólo

tiene que declarar que ve con desagrado que el señor Samper

venga a formar parte del Tribunal, después de su actuación

como Presidente del Consejo, en relación del Tribunal de

Garantías...". A continuación se origina un áspero debate: "el

señor Halcón estima que el Tribunal no debe juzgar en estos

momentos la anterior actuación del señor Samper como

Presidente del Consejo. El señor Álvarez cree que el Tribunal

podrá juzgar en su día la actuación del señor Samper como

Vocal del mismo, pero no su conducta como Presidente del

Consejo con motivo de la sentencia sobre la Ley de Cultivos de

Cataluña. Elseñor Sbert opina que se va a admitir en el seno del

Tribunal al Presidente del Consejo de Estado, al que correspon-

de por precepto constitucional tal carácter de Vocal nato sin

tener en cuenta su anterior actuación política como Presidente

H. La consolidación del Tribunal de Garantías
Constitucionales (1934-1936)

Pero quizá uno de los extremos más atractivos del ordinario

funcionamiento del Tribunal radique en el rigor y la sensibilidad

con que, en medio de avalares políticos tan radicalmente ligados al

#> LAT: Sesión n.° 98, Madrid, 13 de noviembre de 1934
21 LAT: Sesión n.° 116, Madrid, 15 de marzo de 1935.

Generalitat. Asimismo, da cuenta de los escritos presentados por

don Amadeo Hurtado, a nombre del Consejero de la Generalitat

don Martín Esteve, y don Isidoro Duran, como defensor del tam-

bién consejero don Ventura Gasset, en forma de que con poste-

rioridad se presentó un procurador del abogado defensor de don

Luis Companys, señor Osorio y Gallardo..." 20.



itinerario histórico apasionante y complejo de la segunda expe-
riencia republicana española, el Tribunal se ocupa de, no ya sólodotarse de unas instalaciones ajustadas a su rango jurisdiccional ysu significación política, sino de allegar los imprescindibles recur-sos del trabajo intelectual: los bibliográficos. Queda manifiesta lavoluntad de establecer un organismo denotado por la profesionali-
dad y la cualificación académica.

En este sentido, resulta particularmente indicativo el conte-nido de las Actas de la Junta de Gobierno del Tribunal de Garantías
Constitucionales. En la celebrada el 30 de noviembre de 1934 se
informa de cómo la "cantidad disponible para la adquisición delibros en el día de la fecha es de diez mil ciento ochenta y tres
pesetas... La Junta acuerda que se invierta aproximadamente lamitad de dicha suma en adquirir los libros que estime conve-
nientes..:'. La decisión al respecto corresponderá a una ponencia
constituida por los vocales del Tribunal que son catedráticos deUniversidad, estableciendo que se reserve el resto para atender alas publicaciones que el Tribunal tiene en proyecto. El 24 de juniode 1935 se detalla una adquisición de fondos bibliográficos que
abarca medio centenar de títulos. El 11 de diciembre del mismoano, sin embargo, y conocido el escrito presentado por "Doña
Rosario de la Guerra, ofreciendo en venta ypor precio de cin-
cuenta milpesetas una biblioteca, cuyo catálogo se acompañase acuerda hacer saber a la solicitante, con devolución de dicho
catalogo, que el Tribunal no dispone de medios económicos sufi-cientes para la adquisición de los libros que ofrece" 22.

n.l. Las primeras manifestaciones de la jurisprudencia
constitucional

ElTribunal de Garantías Constitucionales se encuentra anteuna nueva fase de su todavía breve existencia, una fase denotadapor la voluntad del gobierno radical-cedista de proceder a su defi-

s,tu Blb,h°te^ delTnbnn:llConstitncioIlal- Sesiones de lafunta de Gobiernodel Tribunal de Garantías Constitucionales (SJG): Sesiones n » 13 30 v 38Madrid, 30 de noviembre de 1934,24 de junio de 1935 y 11 de diciembre de 1935'



La sentencia observa en sus'fundamentos legales"que siendo

posible que la Ley "se haya inspirado en elpropósito de solucionar

o suprimir en el campo de Cataluña los conflictos derivados de

Contratos de cultivo...a la vez ha creado otros caracterizados por el

menosprecio a la cosa juzgada, al procedimiento de desahucio

establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil, a la misma Ley

Orgánica de los Tribunales y a las bases contractuales de las obli-

gaciones", y que constatando "que la urgencia de soluciones para

los conflictos generadores acaso de violencias, provocados en

Cataluña con ocasión del cumplimiento de contratos de cultivo,

es ineficaz para desligar, ni aun transitoriamente, a la Región
autónoma del respeto y sumisión debidos a los preceptos consti-

tucionales, que en otro supuesto quedarían al arbitrio de aqué-

llas", debe declarar "la inconstitucionalidad material de la Ley del

Parlamento catalán". La jurisprudencia constitucional brinda uno

de sus primeros y más representativos frutos. En su itinerario futuro

adoptará una prudente filosofía, característica del sentido y conteni-

do de las sentencias delAltoTribunal 23.

23 Biblioteca del Tribunal Constitucional: Causas ante el Tribunal de

Garantías Constitucionales (CTGC), Madrid, 21 de enero de 1935. Rallo

Lomearte, A.:"ElTribunal de Garantías Constitucionales como Tribunal de Garan-

tías Electorales", Revista de Estudios Políticos 92, abril-junio, Madrid, 1996, pp.

251-279, y concretamente p. 274. Respecto a las funciones de control de constitu-

cionalidad del Tribunal, en una perspectiva comparada, vid. CruzVillalon,P:"Dos

modos de regulación del control de constitucionalidad: Checoslovaquia (1920-

1938) y España (1931-1936)", Revista Española de Derecho Constitucional 5,

nitiva consolidación como el decisivo instrumento técnico que

habrá de velar por la plena estabilidad institucional de la

IIRepública. El 21 de enero se emite una sentencia que, además de

resolver el recurso de inconstitucionalidad presentado contra la

Ley "para la solución de los conflictos derivados de los contra-

tos de cultivo sancionada por la Generalidad de Cataluña el 26
de junio de 1933", cierra temporalmente uno de los motivos de

más persistente y porfiada controversia en el seno del propio

Tribunal.



La autoridad def*presidente sobre los vocales se reafirma
probablemente como consecuencia del desempeño, muchas
veces ineficaz, del Tribunal en sus dos primeros años de funcio-
namiento, y probablemente también con el mismo objetivo se
establece reglamentariamente, en el art. 14, el sueldo que habrá
de percibir, cien pesetas por día de asistencia, "más los viáticos
correspondientes", y en el epígrafe siguiente se especifican toda
una serie de causas que puedan motivar su amonestación o aper-
cibimiento. A continuación se reglamentan las funciones del
secretario general, secretarios, letrados y personal administrativo
y subalterno. La Comisión de Reglamento emitirá al respecto un
dictamen, comunicado al Pleno del organismo el 23 de mayo
siguiente que, entre otras observaciones, afirma no poder con-
sentir que "a título de corrección disciplinaria pueda llegarse a
la privación del cargo de Vocal del Tribunal, olvidando el ori-
gen de su elección". Dentro de las facultades de éste se puede, en
el Reglamento interior, garantizar el funcionamiento normal del
Tribunal en cuanto a asistencia y conducta de sus Vocales.

II.2. El definitivo Reglamento Orgánico
de 6 de abril de 1935

Pero un nuevo conducto reglamentario sintetiza esta nueva
etapa abierta por el alto Tribunal. El 6 de abril de 1935 se publica
en la Gaceta de Madrid el nuevo "Reglamento Orgánico", que
deroga el precedente de 8 de diciembre de 1933.

Al organismo constitucional queda reservado, comenzando
por el Título I, y desde el propio art. 1.°, un concreto abanico
competencial: "El Tribunal de Garantías Constitucionales
actuará: en Tribunal pleno y en Secciones, las cuales funcio-narán indistintamente como Salas de Justicia y de Amparo,
turnándose entre ellas los asuntos propios de su competencia'.'
El presidente, según el enunciado 7.°, no sólo preside yrepresen-
ta al organismo, sino que, en virtud del 7.3, preside cualquier
Sección "cuando lo estime conveniente", y, con arreglo al 7.4
puede designar "en caso de urgencia, a los Vocales que han de
completar el número de los que sean necesarios para elfun-cionamiento de cualquier Sección".



ElTítulo II,"Del modo de funcionar elTribunal", establece el

funcionamiento del Pleno y de las Secciones, así como la presen-

tación de los recursos de inconstitucionalidad, de ilegalidad y des-

viación de poder, y de amparo, así como de responsabilidad
criminal. Sin embargo, este Reglamento, que venía a sustituir al

provisional, y que debía dotar de un renovado impulso al organis-

mo, presenta precisamente en el tercer capítulo de este mismo

título que contempla la existencia de un recurso "de ilegalidad",

un motivo de nueva controversia. El Consejo de Estado eleva a la

Presidencia una moción, aprobada el 17 de mayo siguiente, en la

que se indica cómo el art. 101 de la Constitución reza que la Ley

"establecerá recursos contra la ilegalidad de los actos o disposi-

ciones emanadas de la Administración en el ejercicio de su

potestad reglamentaria y contra los actos discrecionales de la

misma constitutivos de exceso o desviación de poder" y, al

mismo tiempo, la propia Constitución, al enumerar las competen-

cias del Tribunal de Garantías Constitucionales en su art. 121 "no

señala la competencia del mismo para conocer del recurso a

que se refiere el art. 101 citado". Así pues, entiende que debe
dejarse en suspenso todo el capítulo tercero del reglamento, cri-

terio que prevalecerá hasta el punto de que el 6 de junio siguien-

te se declara nulo y sin efecto "hasta tanto se determine

legalmente el organismo o tribunal a cuya jurisdicción hayan

de atribuirse los recursos contra la ilegalidad de los actos o dis-

posiciones emanadas de la Administración, constituidos de

exceso o desviación de poder" 24.

n.3. El período más fecundo de la jurisprudencia
constitucional

El sentido de los eminentes cometidos encomendados al

Tribunal de Garantías Constitucionales, así como su posición en el

seno de los organismos definidores del régimen republicano, moti-

24 Gaceta de Madrid: "Reglamento Orgánico del Tribunal de Garantías

Constitucionales", Madrid, 6 de abril de 1935. LAT: Sesión n.° 123, Madrid, 23 de



"A) Estudio del significado yfunciones del Tribunal de
Garantías Constitucionales. Antecedentes históricos y com-
paración con los diversos sistemas y Organismos análogos
del extranjero, tendiendo a popularizar y justificar esta ins-
titución.

B) Composición yfuncionamiento actual. Labor reali-
zada por el Tribunal, Pleno y por las Secciones en sus salas
de amparo, en las distintas especies jurisdiccionales clasifi-cadas por materias. Criterios sentados e interpretaciones
establecidas.

C) Crítica de la legislación aplicable: Constitución; ley
orgánica; reglamentos y legislación supletoria. Recurso de ampa-
ro y de defensa constitucional" 25.

El esfuerzo ordenador del Tribunal es realmente incesante,
tanto en el plano normativo como en el interno, pero la penuria
material resulta a veces asfixiante, y en este sentido, las Juntas de

25 LAT:Sesión n.° 122, Madrid, 14 de mayo de 1935

va nuevas iniciativas de sus miembros tendentes a potenciar el tra-
bajo desarrollado.

El Pleno celebrado el 14 de mayo del mismo año 1935,
acoge una propuesta del vocal Basterrechea, aprobada por una-
nimidad, para que se realice una memoria cuya exposición de
motivos resulta sumamente descriptiva: "no sólo por estar ello
previsto y ordenado en el reglamento interior y ser práctica
establecida en otros Cuerpos similares, sino por consideracio-
nes de gran conveniencia ypor nobles impulsos de colabora-
ción a la labor legislativa que nos es dado realizar, así como
para popularizar su labor... rindiéndola al juicio de la opinión
pública".

La redacción quedaría confiada a una ponencia nombrada al
efecto, y la memoria se entregaría al presidente de la República, a
las Cortes y al Gobierno, de acuerdo con un plan también sugeri-
do por el mismo vocal:



26 SJG: Sesión n.° 27, Madrid, 3 de mayo de 1935

Gobierno recurren de manera reiterada a la solicitud de créditos

extraordinarios. En la celebrada el 3 de mayo de 1935, sin embar-

go, la queja es muy concreta: "El señor Presidente da cuenta de

la imposibilidad en que se encontró los días de las Juntas de la

República, 12 y 13 delpasado, de cumplir lo ordenado por la

Presidencia del Consejo de Ministros de colgar e iluminar los

edificios oficiales, por carecer de colgaduras e instalación
eléctrica apropiada, acordándose por la Junta delegar en el

señor Presidente para que pida el oportuno presupuesto a ese

objeto" 26.

H.4. La consolidación de una orientación jurisprudencial
independiente yrepublicana

Ello no es obstáculo para que elTribunal continúe emitiendo
sentencias que contribuyen a definir decisivamente no sólo su pro-

pio itinerario, sino el itinerario global del régimen republicano. El

19 de junio de 1935 el Tribunal examina el recurso de amparo

interpuesto por Adrián Escudero contra la multa de 5.000 pesetas
que le fue impuesta el 12 de septiembre de 1934 por la Dirección
General de Seguridad por su participación en la huelga general de

8 de septiembre, habiéndose desestimado el recurso de alzada

interpuesto por el interesado negando su participación en los

hechos. El Tribunal de Garantías estimará el recurso entendiendo
que los arts. 18 y 33 de la Ley de Orden Público establecen "que la

autoridad gubernamental podrá sancionar los actos contra el

orden público a que dicha Ley se refiere, siempre que no consti-

tuyan delito, con multas individuales en la cuantía que deter-

minan. Es imposible conocer la licitud o ilicitud de un hecho sin

conocer, en mayor o menor grado, en qué haya consistido. Y

como en el expediente de este recurso no obra atestado ni
denuncia, ni referencia de ninguna clase a cuáles fueron los

actos u omisiones cometidos por el inculpado el día 8 de sep-
tiembre, falta, en consecuencia, la situación concreta de hecho



27 Biblioteca del Tribunal Constitucional: Sentencias del Tribunal de
Garantías Constitucionales (STGC), Sentencia n.° 48, Madrid, 19 de junio de
1935. Para una revisión exhaustiva de la jurisprudencia constitucional, Bassols

Coma, M.:La furisprudencia del Tribunal de Garantías Constitucionales de laII
República Española, Madrid, 1981.

en que pueda apoyarse esta jurisdicción para aplicar las nor-
mas de la Ley de Orden Público" 21.

En la misma fecha se ve otro recurso de amparo inter-
puesto por el director de El Socialista, Julián Zugazagoitia, con-
tra la multa de 5.000 pesetas que le había impuesto el año
precedente el Consejo de Ministros. El 28 de junio de 1934 se
había publicado en el citado periódico el artículo "¡Ladrones,
ladrones! En rescate de las virtudes que agonizan", en el que sé
aludía a algunos miembros del Gobierno, quien había entendido
que se habían vertido conceptos que atentaban contra el orden
público. El recurso de amparo alegaba "en cuanto alfondo, la
violación de la propia Ley de Orden Público, ya que los
hechos sancionados con la vaga expresión de contener con-
ceptos que tienden a alterar el orden público, no se hallan
comprendidos en ninguno de los casos a que se refiere el art.
3 de la Ley, pues en el artículo de referencia no se hace una
apología del atraco, ni se instiga a la realización del mismo,
sino que se critica como mucho más grave el atraco velado,
nunca en peligro de caer bajo la acción de la justicia, y que,
a veces con protección oficial, une a su impunidad la voraci-
dad; que, de ser punible el hecho, caería bajo la acción de los
Tribunales ordinarios de justicia, y nunca de la sanción gu-
bernativa".

ElTribunal estimará el recurso admitiendo que, una vez cono-
cido el tenor literal del artículo periodístico, "se obtiene la eviden-
cia de que no encaja su contenido en el ámbito general de la Ley
de Orden Público, porque no se advierten en el mencionado ar-
tículo conceptos que tiendan a alterar materialmente la paz
pública, ni se perturban tampoco las condiciones esenciales que
le sirven de fundamento ypor cuya seguridad y afianzamiento



Se rechaza, en cambio, el 20 de septiembre del mismo año, el

recurso de amparo interpuesto por Arturo Menéndez de la Cuesta,

presidente del Círculo Socialista de Pacífico, contra la multa de

1.000 pesetas impuesta por la Dirección General de Seguridad al

haber proferido gritos y cantado "La Internacional" tras la velada

celebrada por dicho Círculo el 22 de julio de 1934. El interesado

alegó que el cántico se había debido a un "movimiento espontáneo

de los concurrentes —alumnos y familiares de los alumnos-

siendo totalmente inexacto que se profirieran gritos subversi-

vos". Sin embargo, el Tribunal estimó que el acto, "que trascendió

a la vía pública por los cánticos y manifestaciones en alta voz,

no puede considerarse como una sesión o reunión ordinaria...

toda vez que no venía establecida como uno de losfines prima-

rios de la misma... ypor la asistencia al acto de las familias de

los alumnos y personas ajenas a la misma", por lo que hubiera

resultado precisa la oportuna notificación a la autoridad compe-

tente. Además, si a los hechos "les ha podido faltar el elemento

intencional exigido por elpárrafo cuarto del art. 3 de la Ley de

Orden Público, tienen, sin embargo, virtualidad suficiente para

influirsobre la paz pública y alterarla materialmente, según lo

definido por el párrafo sexto del mismo artículo" 19.

H.5. El recurso de inconstitucionalidad contra ciertas bases

de la Ley de Reforma Agraria de 1932

La reforma agraria constituye, igualmente, uno de los ejes

motrices del proyecto republicano, y en este sentido resulta tam-

bién muy significativa la sentencia de 14 de diciembre de 1935

28 STGC: Sentencia n.° 61, Madrid, 19 de junio de 1935.
29 STGC: Sentencia n.° 73, Madrid, 20 de septiembre de 1935

deben velar las autoridades gubernativas" 26. La línea doctrinal del

Tribunal parece orientarse a la consolidación de algunos de los ras-

gos directores del programa reformista que reside en el propio

substrato intelectual y en la praxis material del proyecto republica-
no, y concretamente de un generoso entendimiento del concepto

de libertad de expresión.



30 STGC: Sentencia n.° 94. Madrid, 14 de diciembre de 1935

contra el recurso de inconstitucionalidad presentado por ManuelFalco y Alvarez de Toledo contra ciertos preceptos de la Ley de 15de septiembre de 1932 sobre Reforma Agraria, haciendo notarcomo se le había expropiado sin indemnización la finca "Fuente
Olmedo", radicada en la provincia de Badajoz,y argumentando que
el art. 25 de la Constitución disponía que "no podrán ser funda-mento de privilegio jurídico la naturaleza, la filiación, el sexo,
la clase social, la riqueza, las ideas políticas ni las creencias reli-
giosas", y en el art. 45 de la misma se prescribía "que lapropiedad
de toda clase de bienes podrá ser objeto de expropiación forzo-sa, por causa de utilidad social, mediante adecuada indemni-
zación, a menos que disponga otra cosa una ley aprobada por
los votos de la mayoría absoluta de las Cortes y que, en ningúncaso, se impondrá lapena de confiscación de bienes;y en contrade estos preceptos la ley de 15 de septiembre de 1932 estableció
normas excepcionales a los propietarios pertenecientes a la
extinguida Grandeza de España, determinando el apartado 13de la base V, las fincas susceptibles de expropiación, acumulan-
do todas las que posean en el territorio nacional, a los miem-bros de la extinguida Grandeza de España...y el apartado a) dela base VII, que en ese mismo caso, únicamente se indemnizarádel importe de las mejoras útiles no amortizadas", y, en últimotérmino, que la expropiación sin indemnización tal y como se reco-
ge en el art. 44 de la Constitución "ha de estar justificada por
motivos de utilidad social, que ha de considerarse no con rela-
ción a la persona titular de los bienes, sino objetivamente en
orden a los efectos que la expropiación haya de producir"™.

El Pleno de 13 de diciembre de 1935 había presenciado un
profundo debate al respecto. La ponencia del vocal Beceña enten-día que no debía estimarse el recurso al no existir interés actual en
el recurrente y carecer de acción. Martín Álvarez afirmaba, sin
embargo, que las dos bases alegadas eran inconstitucionales, "la
una por virtud de la cual se les expropia sin indemnización; la
otra que en vez de computar a cada propietario sólo las fincasque poseen en cada término municipal, se hace la suma de
todas las que tengan en el territorio nacional".



Así, pues, el Tribunal de Garantías Constitucionales resuelve

denegar el recurso partiendo del "hecho mismo de su inevitable

ineficacia en la situación jurídica del recurrente, cuya finca con-

tinuará en régimen de ocupación temporal... Yun recurso cuya

solución no aporta un beneficio, ni evita un daño jurídico y

actual, ni es susceptible de alterar la situación jurídica del recu-

rrente, ni tiene viabilidad procesal. El Tribunal de Garantías care-

ce, en efecto, defacultades para dar dictámenes sin trascendencia

en los casos que motivan su intervención, y la función jurisdic-

cional del Estado no puede provocarse, en ninguno de sus órde-

nes, sino para laresolución de verdaderos conflictos de intereses".

Además, el Tribunal, "como todos los Tribunales, tiene que aplicar

la legislación vigente en el momento de dictar el fallo en lo que

afecta a la situación jurídica creada en el proceso, no sólo para
que la sentencia tenga la debida eficacia, sino porque nadie, y

menos la Administración de Justicia, puede sustraerse a la efica-
cia de las leyes.Ya este momento procesal delfallo hay que refe-
rir también la existencia de los supuestos necesarios para que

aquél pueda dictarse sobre elfondo del asunto, si la presencia de

alguna cuestión de carácter previo no lo impide. Por eso no basta

a la justificación de aquélla, la supuesta existencia de un agrá-

El posicionamiento del Presidente resulta probablemente
decisivo, habida cuenta del estrecho resultado de la votación, once

votos favorables a la ponencia contra diez negativos. Estima que no

se puede "discutir la inconstitucionalidad de la Ley de Reforma
Agraria sin antes discutir si subsiste o no la disposición final de

nuestra Ley Orgánica. La cuestión que plantea es la siguiente: ¿Se

va a revocar esa disposición final para entrar enseguida en el

estudio de la inconstitucionalidad de la ley agraria? Pues eso es

abrir un portillo contra toda la obra legislativa de las

Constituyentes. Es grave declarar la inconstitucionalidad de un

precepto contenido en la Ley Orgánica por la cual nos regimos.

Pero son mucho más graves las consecuencias de esta doctrina

porque podremos declarar la inconstitucionalidad de ese pre-

cepto, pero lo que no podemos hacer es, a virtud de esa declara-

ción, declarar nuestra competencia para una serie de cuestiones

que se plantearán al Tribunal y que hasta ahora no tenemos

competencia para conocer".



En este sentido, en el Pleno celebrado el 22 de febrero de
1936, se da cuenta de un escrito del Fiscal General de la República

relativo a la amnistía decretada tras las elecciones celebradas seis
días antes, con el triunfo del Frente Popular, y cómo esa amnistía
afecta a los penados por elTribunal de Garantías Constitucionales
Según el criterio del Fiscal General del Estado "... los beneficios de
la amnistía alcanzan a los penados por este Tribunal como
autores de un delito de rebelión militar, don Luis Companys
Jover, don Juan Llubí-Vallescá, don Juan Comorera Soler, don
Ventura Gassol Rovira, don Martín Esteve, don Martín Barrera
Maresma y don Pedro Zoilo Mestres Albert, así como al proce-
sado rebelde don José Dencás Puigdollers, solicitando del
mismo que acuerde aplicarles dicho Decreto-ley. Se acuerda
acceder a lo solicitado por el Fiscal y cursar al efecto las órde-
nes oportunas para la libertad de los presos..."* 2.

32 CTGC: Madrid, 22 de febrero de 1936.

31 LAT: Sesión n.° 135, Madrid, 13 de diciembre de 1935

vio ya anulado y cuya posible subsistencia será, en todo caso,
debida a disposiciones legales no impugnadas"* 1.

en su itinerario decisivo (1936-1939)
m. Un Tribunal ligado al régimen republicano

Pero, fundamentalmente, el examen de las "Actas del Pleno"
de este órgano, en efecto, además del conocimiento de las mate-
rias que se encontraban dentro de la esfera competencial del
Tribunal, permite también deducir los más decisivos jalones de la
evolución política de la IIRepública, unos jalones que adquieren
una especial significación desde las primeras semanas del aciago
año de 1936.

a los revolucionarios de 1934

m.l. Las elecciones de 1936 y la amnistía



Los recurrentes argumentaban "la falta de pruebas de los

hechos imputados, y el carácter delictuoso que tendrían los mis-

mos" .ElTribunal de Garantías Constitucionales procede, el 4 de marzo

de 1936, a la estimación del recurso, indicando cómo no existía cons-

tancia "en la información practicada que las cuartillas que llevaban
dos de los recurrentes estuvieran destinadas a la publicidad y, aun-

que así fuese, las manifestaciones en ellas contenidas del carácter
revolucionario y de lucha del partido comunista no son más que la

expresión de disconformidad de dicho partido con el actual régi-

men social ypolítico, y expresión de un ideario no declarado fuera
de la Ley, que no supone ineludiblemente el empleo de medios vio-

lentos para la alteración del orden legalmente establecido^.

JH.2. La guerra y el compromiso de la institución

con la República

El estallido de la Guerra Civil determina decisivamente el fun-

cionamiento del Tribunal. En la primera sesión celebrada tras el

33 STGC: Sentencia n.° 103, Madrid, 4 de marzo de 1936

Bajo estas mismas históricas coordenadas se inscribe también

prácticamente el único recurso de amparo promovido por razón de

ejercicio de la actividad política, y protagonizado por Federico

Castillo García Negretejosé Aroca Núñez y José Godoy Cruz, veci-

nos de Jaén, contra la multa de 1.000 pesetas que les había impues-

to el gobernador civil de la provincia. El motivo es que el 2 de junio

de 1935, y estando en la capital jienense, "se intervinieron a los

dos últimos unas cuartillas de propaganda y organización del

partido comunista, en las que se hacían repetidas alusiones al

carácter revolucionario y de lucha del mismo, y a una determi-

nada conferencia o reunión celebrada el día 20 de mayo para
analizar la situación de la clase obrera, sin indicar directa o

indirectamente las personas que a la misma hubieran concu-

rrido... considerándose, por el Gobernador de Jaén, la reunión

como clandestina y algunas frases de las contenidas en las cuar-
tillas ocupadas como excitadoras a la violencia".



En sesión celebrada el 27 de agosto, la 159, el presidente delTribunal anuncia que va a ausentarse "para atender necesidades
de orden personal"*5. En lo sucesivo presidirá el Tribunal Pedro
Vargas, quien acababa de ser elegido como vicepresidente prime-
ro, siendo el segundo, Gerónimo Bugeda, quien pase el 2 de octu-
bre a la primera vicepresidencia, y resultando elegido para la
segunda Manuel Alba.

El 11 de septiembre se recibe un comunicado del Comité del
Frente Popular:

"Primero. Deben considerarse indiscutiblemente personas
afectas alRégimen y,por tanto, continuar al servicio del Tribunal,
todas aquellas que pertenecen a Partidos u Organizaciones
encuadradas en el Frente Popular...

Segundo. Asimismo, entiende la Comisión que procede
hacer igual declaración respecto de los funcionarios que, aun
sin pertenecer a Partidos u Organizaciones integrantes del

34 LAT: Sesión n.° 156, Madrid, 10 de agosto de 1936.
35 LAT: Sesión n.° 159, Madrid, 27 de agosto de 1936.

comienzo del conflicto, la 156, que tiene lugar el 10 de agosto, se da
cuenta de los mensajes enviados por algunos vocales que manifies-
tan su evidente imposibilidad de asistir a la sesión, así como el des-
conocido paradero de algunos otros, en testimonios escritos cuyo
rigor formal no esconde las lógicas angustia y zozobra.

El Tribunal decide continuar funcionando con los compo-
nentes que puedan acudir regularmente a sus sesiones, ceder undía del salario de sus miembros "para la suscripción abierta en
favor de las fuerzas leales" y, a propuesta del Vocal Pedro Vargas
aprobar el siguiente comunicado:

"ElTribunal de Garantías Constitucionales, en laprimera
reunión celebrada, condena explícitamente el movimiento sub-versivo producido contra el Gobierno legítimo del país, ratifi-cando su promesa de guardar y defender la Constitución de laRepública"* 4.



m.3. El último viaje del Tribunal: de Valencia a Barcelona

En noviembre, el Tribunal de Garantías Constitucionales se

traslada, como las restantes instituciones de la nación, a Valencia.

Las "Actas" del plenario del organismo manifiestan la voluntad de

sus integrantes de seguir trabajando en estrecha conexión con los

restantes poderes del Estado. El Pleno del Tribunal, así como su

Tunta de Gobierno, no retornarían ya a la capital de España. En

36 LAT:Sesión n.° 161, Madrid, 11 de septiembre de 1936

Frente Popular, figuran dentro de éste en el Tribunal por haber

sido acordado su ingreso a propuesta de dos de sus miembros...

al mismo.

Tercero. En igual forma debe estimarse que son personas

afectas al Régimen aquellas cuya actuación antes y después de

la subversión no deje lugar a duda alguna respecto su adhesión

Cuarto. En cuanto al resto del personal de plantilla, debe-

rán ser requeridos por escrito para que, en el término de diez

días, presenten las pruebas que justifiquen no estar incursos en

el artículo primero del Decreto de 21 de juliodel corriente año".

La enumeración de los funcionarios insertos en cada una de

estas categorías resulta sumamente detallada, y la respuesta del

Tribunal es nítida: se aceptan los tres primeros enunciados de la

propuesta y, respecto al cuarto, "... se resuelve requerir a todos los

funcionarios para que en término de ocho días hagan una

declaración escrita de adhesión al régimen republicano, mani-

festando al mismo tiempo ypor su honor, si pertenecen a algu-

nos de los partidos complicados en la insurrección militar o de

cualquier modo han contribuido a provocarla o mantenerla,

todo ello sin perjuicio de que si el Comité del Frente Popular

hiciera alguna acusación basada en hechos concretos contra

cualquier funcionario sea depurada aquélla para adoptar las

resoluciones procedentes" *6.



en extremas circunstancias

El desempeño ordinario se enfrenta a dificultades de toda
índole. La siguiente sesión plenaria, celebrada en la urbe levantinael 23 de enero de 1937, da cuenta "del expediente de correccióndisciplinaria por abandono del servicio, instruido contra los
Oficiales letrados del Tribunal don Antonio López Hernández y

37 LAT: Sesión n.° 165, Valencia, 2 de diciembre de 1936.

Valencia celebrará las sesiones que van de la 165 a la 172 entre el2 de diciembre de 1936, que se corresponde con la primera y el
13 de diciembre de 1937, en que tiene lugar la última de ellas

Concretamente, la primera de las sesiones celebradas en
Valencia indica cómo han acordado "...por unanimidad, trasladar
provisionalmente a Valencia la residencia de este organismo
mientras las circunstancias lo exijan, no sólo por las dificultadesque para su trabajo pudiera encontrar en su domicilio habitual
expuestas por el Señor Presidente, sino porque el normal juego de
las instituciones políticas tal como la Constitución la concibe
exige que este Tribunal actúe en inmediato contacto con lasCortes, órganos del Poder Ejecutivo y otras altas instituciones que
circunstancialmente tienen su residencia en Valencia".

Ademas, y como consecuencia "de tal acuerdo, se decide
igualmente que mientras no se encuentre en Valencia el
Secretario General del Tribunal, señor Serrano Pacheco, desem-
peñe tal cargo con plena capacidad en sus distintos cometidos
el de Sección don Carlos Sanz Cid, según lo establecido por el
Reglamento sobre la sustitución de aquel funcionario;y por últi-mo, a propuesta del señor Coraminas, se acuerda que el señor
Presidente dé las órdenes precisas para que se trasladen aValencia todos los demás funcionarios del Tribunal que aún nolo han hecho, salvo aquellos que ajuicio del mismo alegan justa
causa que les impida ponerse en camino"* 1.

m.4. Valencia, o la voluntad de sostener la normalidad



Garantías

El funcionamiento del conjunto de los órganos delTribunal,

en efecto, se ve sumamente limitado. La Junta de Gobierno no se

reúne entre el 18 de junio de 1936, última de las celebradas en

Madrid, y el 14 de abril de 1937, desde luego una fecha simbólica-

mente elegida para reiniciar sus sesiones en la capital valenciana.

Hay que significar, sin embargo, que probablemente merced a su

operatividad en tiempo de guerra, esta Junta de Gobierno adquie-

re unos perfiles sumamente relevantes, pasando a reunirse con

muy estimable regularidad, y a la adopción de iniciativas dotadas

de un enorme potencial indicativo de la significación atribuida por

los mandatarios republicanos a la continuidad del Tribunal de

cuya adquisición se propone".

Concretamente en la sesión siguiente, de 8 de mayo del mismo

año, "se acuerda la adquisición de libros para la Biblioteca dentro

de los límites que las cantidades disponibles consientan, debiendo

de darse cuenta en esta Junta de los títulos y precios de las obras

Pero a renglón seguido se adopta una decisión que a los

autores de este trabajo nos permitió delimitar, y muy fundadamen-

te, sus verdaderas posibilidades como tal "colección documental"

del Tribunal de Garantías Constitucionales. Concretamente se soli-

cita "que se autorice la destrucción de los documentos existentes

en el Tribunal, extendidos por los Colegios electorales en la desig-

nación de compromisarios que el año último eligieron Presi-

dente de la República, conservando en el archivo, como ya lo

están, las actas deproclamación de las Juntas provinciales y las

resoluciones del Tribunal referentes a las mismas, y teniendo en

cuenta la penuria de pasta de papel debida a las actuales cir-

cunstancias y que los datos consignados en esos documentos

son los ya recogidos en las actas archivadas, se acuerda el envío

38 LAT: Sesión n.° 166,Valencia, 23 de enero de 1937

don Enrique García de la Rasilla, y el Oficial administrativo don

Luis de Diego González, y de conformidad con lo propuesto en el

Capítulo V del Reglamento se impone a los tres indicados fun-
cionarios la sanción de separación definitiva del servicio"* 6.



de los mismos a las fábricas de papel en donde puedan tener unnuevo aprovechamiento"*9.

Si, en medio de las verdaderamente extremas circunstancias
características de la guerra, elTribunal procedió a surtir a las fábri-cas de papel con documentos procedentes de su propio fondo de
archivo, necesariamente los fondos documentales procedentes
del alto Tribunal habrían de quedar casi exclusivamente restringi-dos a las actas de su organismo plenario y su Junta de Gobierno
asi como a una serie dispersa de expedientes y, cómo no, senten-
cias. ElTribunal se había configurado, desde su mismo orto, comoun organismo íntimamente comprometido con la experienciarepublicana, y como tal habría de desempeñarse hasta sus instan-
tes postreros.

El desenvolvimiento ordinario del AltoTribunal se enfrenta-
ba, efectivamente, a un dilema integrado por la necesaria austeri-dad inducida por la guerra, y la propia forzosa disponibilidad de
recursos materiales adecuada a la propia fidelidad del organismo alas funciones a él atribuidas. En pleno celebrado el 28 de septiem-
bre siguiente, el vocal Corominas había manifestado su parecer afir-mando que "constituye un deber del Tribunal mantenerse encondiciones de poder cumplir en todo momento eficientementey sin ningún género de cortapisas, las altas funciones que cons-
titucionalmente le están encomendadas, por lo que deben ir
siempre incluidas en su presupuesto las cantidades precisaspara atender a los probables gastos derivados de sus funcionesy que igualmente deben de repetirse en elproyecto las cantida-des que venían consignadas por una sola vez para la adquisi-
ción de muebles y realización de obras que la más elemental
instalación del Tribunal exige" 40.

En la sesión celebrada por la Junta de Gobierno el 10 de sep-
tiembre anterior, sin embargo, y a la vista de la orden cursada por la
Presidencia del Consejo de Ministros, se reduce 'al mínimo indis-
pensable" el elenco fimcionarial que habrá de continuar prestando

LAT: Sesión n.° 170,Valencia, 28 de septiembre de 1937

39 SJG: Sesión n.° 45,Valencia, 8 de mayo de 1937.
40



41 SJG: Sesión n.° 48,Valencia, 10 de septiembre de 1937:"La Jefatura por el

Secretario General señor Serrano Pacheco; el Registro General por la señorita Abad

Conde; el Servicio de Notificaciones por el OficialAdministrativo señor Salazar;los

trabajos de oficina por uno de los taquígrafos, señor Gómez Mesías, que el señor

Secretario designe, y los. servicios subalternos por los Auxiliares Benito Calles y

Marciano Trocho, debiendo trasladarse ineludiblemente a Valencia las demás fun-

ciones, señores: Rojas, interventor; Chamorro, Oficial Letrado. Hirschsfeld, Oficial

Administrativo, y uno de los taquígrafos, señor Gómez Mesías. El señor Secretario

deberá enviar urgentemente elnombre de las personas de las familias de los expre-

sados funcionarios que han de acompañarles a Valencia para que el señor

Presidente pueda comunicarlo al Ministerio deTrabajo yAsistencia para los efec-

tos de locomoción y alojamiento".

servicios en la sede madrileña del Tribunal 41. Es tiempo. Un nuevo

traslado está a punto de producirse.

m.5. Barcelona, o la manifiesta imposibilidad de sostener

en sus funciones al Tribunal

Las postreras doce sesiones del Pleno del alto Tribunal, hasta

completar las 184 celebradas entre el 21 de marzo de 1938 y el 23
de enero de 1939, se realizarán en Barcelona, en donde se había

fijado la capitalidad de la República desde el 31 de octubre de

1937.

Las razones del traslado a Barcelona se enuncian ya en la

penúltima sesión plenaria celebrada en Valencia, la de 3 de noviem-

bre de 1937, y son las mismas "que motivaron su venida a

Valencia, y que ya constan en el acta correspondiente a la sesión

del día 2 de diciembre de 1937" 42.

La Junta de Gobierno, por su parte, después de la decisión

de traslado adoptada el 3 de noviembre anterior, inicia sus traba-

jos en la capital condal el 21 de diciembre de 1937, dando cuen-

ta de las oportunas gestiones desarrolladas para dotar de asiento

al Tribunal, y que se concretan en una serie de acuerdos: "Tomar

para la instalación oficial de este Organismo todo elpiso prin-

cipal de la casa número 418 de la Avenida del 14 de abril, dele-

42 LAT: Sesión n.° 171,Valencia, 3 de noviembre de 1937



El Pleno, por su parte, debe también ocuparse de resolver los
expedientes abiertos contra algunos de los miembros de la planti-
lla del Tribunal. En la sesión celebrada el 4 de mayo siguiente se da
cuenta del que pesaba desde el 27 de septiembre de 1936 sobre
Carmen López Bonilla, acusada de hostilidad al Régimen, "en un
oficio enviado por el señor Ministro de la Gobernación, en el
que se reproducía, a su vez, otro de la Dirección General de
Seguridad, y no habiendo encontrado apoyo alguno los cargos

formulados en las diligencias practicadas, unánimemente se
acuerda conforme a lo propuesto por el Instructor, sobreseer
libremente el procesamiento, declarando no haber lugar a
imponer sanción alguna en dicho expediente" 44.

Los propios efectivos del Tribunal se encuentran ya en un
estado sumamente precario. La siguiente sesión celebrada por el
Pleno, el 16 de junio, recoge la preocupación del presidente,
quien "hace notar la difícilsituación que se plantearía a este
Tribunal si los decretos de movilización alcanzasen a algunos
de sus Vocales, ya que, al llevarse a cabo la reorganización del
mes de agosto de 1936, cuando éstos pusieron unánimemente
sus cargos a disposición del Gobierno para facilitar con tal
actitud las determinaciones que se estimasen pertinentes en su
lucha contra la rebelión, se rechazaron las dimisiones de aqué-

43 SJG: Sesión n.° 52, Barcelona, 21 de diciembre de 1937.44 LAT:Sesión n.° 175, Barcelona, 4 de mayo de 1938.

gando en el señor Secretario el cuidado defirmar yformalizarel oportuno contrato por la cantidad de quinientas pesetas enque la renta de esta parte del inmueble está evaluada", así
como contratar los servicios generales imprescindibles y, en últi-
mo término, "vistas las proposiciones que para amueblar y
decorar los locales tomados han presentado algunas casas y
dada las escasas disponibilidades que se encuentran en las
que radican en Barcelona, se acuerda encargar a la casa
Andrés y Fuster de Valencia un presupuesto detallado del coste
de los muebles y decoraciones que se necesitan para los distin-
tos despachos y dependencias sobre los enseres traídos de las
oficinas de Madrid"4*.



m.6. Los últimos trabajos del Tribunal de Garantías

Constitucionales

Todavía en la reunión celebrada el 26 de octubre de 1938

por la Junta de Gobierno "se examina la cuenta que para justi-

ficación de una cantidad librada con cargo al artículo y con-

cepto de Adquisición de libros y encuademaciones de la

Sección 60 del Presupuesto, ha enviado el Señor Secretario

General en Madrid", mientras la economía de medios resulta ya

extrema: a renglón seguido, el Secretario "da lectura de la Orden

de la Presidencia del Consejo de Ministros, de 14 del actual,

por la que se prohibe el empleo de calefacción eléctrica en

todas las dependencias oficiales, y la Junta, asociándose a las

iniciativas del Gobierno para el mayor éxito de su gestión,

hace suya la repetida Orden, acordando que se recojan y encie-

rren bajo llave todas las estufas de esta índole que venían pres-

tando servicio en las dependencias de la Casa" .

allí constituirse, y se adoptan providencias para que un "número

reducido de funcionarios" que resulte operativo, acompañe a

sus integrantes a fin de poder proseguir en el desempeño de sus

funciones, "hasta tanto que habilitado local suficiente, pueda

ElTribunal trabaja, en efecto, hasta el momento postrero. La

Junta de Gobierno se reúne por última vez el 22 de diciembre de

1938, y en cuanto al Pleno, en la sesión barcelonesa de 23 de

enero se decide el traslado del organismo a Gerona para poder

45 LAT: Sesión n.° 176, Barcelona, 16 de junio de 1938.
46 SJG: Sesión n.° 66, Barcelona, 26 de octubre de 1938

líos cuyo número fue estimado estrictamente indispensable

para el desenvolvimiento de este Organismo. Yhabiendo sufri-
do desde entonces las ausencias temporales producidas por la

enfermedad del Presidente del Consejo de Estado, señor

Corominas, ypor la excedencia circunstancial de los represen-

tantes de Cataluña, cualquier otra baja imposibilitaría a este

Tribunal el cumplimiento de su cometido" 45.



,«/ u
47 ?& SCSÍÓn n'° 67' Barcelona

'
22 de diciembre de 1938. LAT: Sesión n °184, Barcelona, 23 de enero de 1939.

trasladarse la totalidad de la plantilla autorizando al señorPresidente que haya de trasladarse" 41.

La prevista constitución gerundense delTribunal no fue posi-ble. La sesión 184, de 23 de enero de 1939, completaba los más de
cinco anos de funcionamiento ininterrumpido, aun en las más difí-ciles circunstancias, humanas y materiales, de un organismo que se
constituiría en el más genuino precedente de, no ya el actualTribunal Constitucional español, sino numerosas institucioneshomologas de nuestro entorno cultural. En su Libro de Actas asípues, se contienen algunas de las más importantes páginas de, nosolo el entorno histórico y dogmático de la jurisprudencia consti-tucional española, sino la propia historia contemporánea deEspaña.

Conclusiones. El legado del alto Tribunal republicano

Hubo de transcurrir casi medio siglo, el que va de la pos-
trera sesión del organismo en las últimas semanas de la GuerraCivil española, a la aprobación por el pueblo español del texto
constitucional vigente el 6 de diciembre de 1978 para que se
contemplara la restauración de un organismo,'denominado
Tribunal Constitucional, destinado a velar por el mejor cumpli-
miento de no sólo el contenido, sino los objetivos y el espíritu
que informaron la propia redacción de nuestra actual "lev deleyes".

El conocimiento de los trabajos desarrollados por su prede-
cesor durante la IIRepública se convierte, así pues, en un excelen-
te testimonio de las inquietudes y la praxis de los juristas de untiempo esencial a la propia configuración de la España contempo-
ránea: el tiempo en el que se procedió a la definición de una nueva
esfera jurisdiccional competente en los valores, derechos y princi-
pios que informan la convivencia en libertad de un Estado de



Este trabajo quiere ser una aportación al elenco de fuentes

documentales disponibles al objeto de completar más adecuada-

mente el análisis, desde la reflexión, de la trayectoria del Tribunal

de Garantías Constitucionales. Confiamos en que esta sumaria

introducción, que evidentemente no pretende sino facilitar la lec-

tura de las páginas siguientes, pueda contribuir a definir el conte-

nido significado y, esperamos, utilidad de las fuentes documentales

que a continuación se relacionan, fundamentalmente el extraordi-

nariamente sugestivo Libro deActas del Pleno del organismo.

Pensamos que los historiadores del Derecho y los constitu-

cionalistas vamos a disfrutar verdaderamente con su lectura, una

lectura que, gracias al patrocinio de la Comunidad de Madrid, y par-

ticularmente del interés y estímulo de su Consejero de Educación,

Gustavo Villapalos, y la permanente dedicación de ese querido

maestro de historiadores del Derecho, Rogelio Pérez-Bustamante,

es hoy posible. A ellos nuestras más expresivas gracias.

Madrid, primavera de 1999

48 García de Enterría, E.: La Constitución como Norma..., pp. 49 y ss., y

132- «Es en consecuencia, elTribunal Constitucional un legislador, sólo que no un

legislador positivo, sino un legislador negativo, dice Kelsen. El poder legislativo se

ha escindido en dos: el legislador positivo, que toma la iniciativa de dictar y de

innovar las leyes, y el legislador negativo, que elimina aquellas leyes que no son

compatibles con la superior norma constitucional».

Derecho, magistralmente plasmado por el profesor García de

Enterría en sus precedentes históricos y filosóficos y en su pro-

yección jurídica48: la jurisprudencia constitucional; el tiempo en el

que se definió una institución, el Tribunal de Garantías Consti-

tucionales que, en su breve trayectoria^suministra muy significati-

vas propuestas de aproximación, y resuelve algunas de las mas rele-

vantes interrogantes suscitadas en torno a la segunda experiencia

republicana en España.





ACTAS DEL PLENO DEL TRIBUNAL DE GARAN1

CONSTITUCIONALES DE LAH REPÚBLICA





NÚMERO 3

Reunidos el día cuatro de septiembre de mil novecientos trein-

ta y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se expre

Reunidos el día dos de septiembre de mil novecientos treinta y

tres, a las doce de la mañana, en la Presidencia del Consejo de

Ministros, los señores que al margen se expresan, el primero como

Presidente del Consejo de señores ministros, el segundo como Presi-

dente delTribunal de Garantías Constitucionales, el tercero Presidente

del Consejo de Estado, como Vocal nato del mismo Tribunal, y el últi-

mo como Vocal de dicho organismo en representación de las Cortes

constituyentes, el señor Presidente del Consejo de Ministros declara

constituido el Tribunal; acto seguido se levanta la sesión a las trece

horas.

Excmo. Sr. D. Manuel Azaña
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz
Excmo. Sr. D. Gabriel Martínez de Aragón
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

NÚMERO 2

Reunidos el día dos de septiembre de mil novecientos treinta y

tres, a las cuatro de la tarde, en el local habilitado para estos efectos,

en él Palacio de Justicia, los señores que al margen se expresan, mani-

fiesta don Laureano Sánchez Gallego no haber podido acudir al acta

de constitución del Tribunal por no haber recibido la convocatoria.

Acto seguido se hace constar su incorporación al Tribunal de

Garantías Constitucionales, y se levanta la sesión a las cuatro horas

quince minutos de la tarde.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gabriel Martínez de Aragón

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego



1.° Celebrar sesiones todos los días laborables en el local habi-litado para estos efectos en el Palacio de Justicia desde las diez de la
mañana a las dos de la tarde.

2. Proceder a recibir la documentación correspondiente a las
actas en que figuren protestas a los efectos del apartado 0 de la pri-mera disposición transitoria de la Ley Orgánica del Tribunal

3. Habilitar como secretario, con carácter provisional, a donGabriel del Bno González, oficial primero del cuerpo general de laadministración de la Hacienda Pública, incorporado al Tribunal deGarantías para las operaciones de examen de actas y escrutinio
4° Comunicar al Jefe del Gobierno la constitución del Tribunalcon carácter provisional en el Palacio de Justicia, expresándole las cir-

cunstancias que aconsejan, con carácter de urgencia, la habilitación deun edificio donde instalar los servicios del Tribunal de Garantías indi-cándole al propio tiempo la conveniencia de ceder para estos fines elPalacio del antiguo Senado.

5. Distribuir el trabajo de clasificación y estudio de actas utili-zando el personal que para este servicio ha facilitado el Ministerio de
Justicia y la Dirección General del Instituto Geográfico y Catastral

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidencia:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Excmo. Sr. D. Gabriel Martínez de Aragón
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

Vocales

NUMERO 4

Reunidos el día cinco de septiembre de mil novecientos treinta
y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se expresan
han continuado el examen de actas que se han recibido

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidencia:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz



Reunidos el día ocho de septiembre de mil novecientos

y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se ex]

han continuado el examen de las actas que se han recibido.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Excmo. Sr. D. Gabriel Martínez de Aragón

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego

NÚMERO 5

Reunidos el día seis de septiembre de mil novecientos treii

tres, a las diez de la mañana, los señores que al margen se expn

han continuado el examen de las actas que se han recibido.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidencia:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

NÚMERO 6

Reunidos el día siete de septiembre de mil novecientos trei

y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se expre;

han continuado el examen de las actas que se han recibido.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidencia:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego

Vocales:

NÚMERO 7



Vocales
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

[ERO 10

Reunidos el día doce de septiembre de mil novecientos treinta:s a las diez de la mañana, los señores que al margen se expresan
continuado el examen de las actas que se han recibido.

Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

[ERO 8

Reunidos el día nueve de septiembre de mil novecientos trein-y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se expre-n, han continuado el examen de las actas que se han recibido
Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidencia:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

NUMERO 9

Reunidos el día once de septiembre de mil novecientos treintaes a las diez de la mañana, los señores que al margen se expresan
i continuado el examen de las actas que se han recibido

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidencia:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz



Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidencia:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego

NÚMERO 11

Reunidos el día trece de septiembre de mil novecientos treinta

y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se expresan,

han continuado el examen de las actas que se han recibido.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidencia:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego

NÚMERO 12

san, acordaron:

Reunidos el día catorce de septiembre de milnovecientos trein-

ta y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se expre-

Que a las veinticuatro horas de llegar la última acta, se dé por

terminada la clarificación de actas, dando por cumplido el aparta-

do f) y se proceda a lo que preceptúa el apartado g), dando vista

de las actas a los candidatos o sus apoderados, durante las horas de

diez de la mañana a dos de la tarde todos los días laborables hasta

aquel en que se fije por el señor Presidente la fecha de sesión del

Tribunal.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidencia:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz



Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

NUMERO 15

Reunidos el día dieciocho de septiembre de mil novecientos
treinta y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen seexpresan, continúan el examen de las actas que se han recibido

Se acordó la publicación en los Boletines Oficiales de todas las
provincias del siguiente anuncio: Tribunal de Garantías Constitucio-nales. Se pone en conocimiento de todos los interesados en la elec-

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

NUMERO 13

Reunidos el día quince de septiembre de mil novecientos trein-ta y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se expre-san, han continuado el examen de las actas que se han recibido

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

NUMERO 14

Reunidos el día dieciséis de septiembre de mil novecientos
treinta y tres a las diez de la mañana los señores que al margen seexpresan, han continuado el examen de las actas que se han recibido

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz



Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

ción de Vocales propietarios y suplentes, que puedeni «

expedientes electorales todos los días" laborables de di

horafen la secretaría establecida en elMjac .de Jusu
hasta el día veinticinco. El Presidente del Tnbunal

Constitucionales. Alvaro de Albornoz.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo Sr. D. Gerardo Abad Conde

Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego

NÚMERO 16

Reunidos el día diecinueve de septiembre de m

treinta y tres a las diez de la mañana, los señores qu<

expresan, han continuado el examen de las actas que s,

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

NÚMERO 17

Reunidos el día veinte de septiembre de mil m

ta y tres a las diez de la mañana, los señores que al n

san, continúan el examen de las actas que se han reo

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

tci

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz



expresan, continúan el examen de ,as actas „„e Se nTrecST
Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz
Vocales:
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

Reunidos el día veintiuno de seotiemhre He m ;i „
treinta y tres a las HW He u ™ ~

í,cpnemDre de mu novecientos

Se levanta la sesión a las dos de la tarde
Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz
Vocales
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

NUMERO 19

Reunidos el día veintidós de septiembre He «,« „

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz
Vocales
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

NUMERO 20



Se acordó pedir al Ministerio de la Gobernación los anteceden-

tes que haya sobre intervención de concejales y "rt*""£^?
para intervenir en la elección de Vocales regionales del Tribunal de

Garantías

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Reunidos el día veinticinco de septiembre de mil novecientos

treinta y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se

expresan, continúan el examen de las actas que se han recibido.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

Vocales:

NÚMERO 22

Reunidos el día veintiséis de septiembre de mil novecientos

treinta y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se

expresan, continúan el examen de las actas que se han recibido.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego

NÚMERO 23

Reunidos el día veintisiete de septiembre de mil novecientos

treinta y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se

expresan, continuaron el examen de las actas que se han recibido.



Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

Vocales

NUMERO 24

Reunidos el día veintiocho de septiembre de mil novecientostreinta y tres a las diez de la mañana, los señores que aí^mSen seexpresan, continúan el examen de las actas que Z ZkcS
Ke~ o T Presidente da c"enta de haber recibido un oficio delseñor Presidente del Consejo de Ministros trasladando e^decretoexpedido por aquel Departamento, con fecha veintiséis del «S?nombrando vocal representante de la región autónoma dCatSen elTribunal de Garantías Constitucionales a don José Mana steTvManavet,y Vocal suplente a don José Quero Morales Y

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

Vocales:

NUMERO 25

Reunidos el día veintinueve de septiembre de mil novecientostreinta y tres a las diez de la mañana, los señores que alm^n seexpresan, han continuado el examen de las actas que" sehanrSda
H*£? feCretario P^isional informó que en el día de hov sehabta recibido la última acta que faltaba para completar las de todoslos ayuntamientos de España.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde



Albornoz"

A propuesta del señor Presidente, se acordó cursar a los

Gobernadores Civiles de todas las provincias el siguiente telegrama^?Ruego a VE. disponga insercione Boletín Oficial esa provincia el

sSnte anuncio: Tribunal de Garantías Constitucionales.

HabSose recibido con posterioridad al veinticinco del comente

actas de las elecciones para Vocales de esteTribunal, se amphahasta

eí día cinco inclusive de octubre próximo, el plazo concedido en

decí»cno del actual, para examinar los expedientes electorales.

Hasta eíaía di" incluye del mismo mes se admitirán las reclama-

Sones que se presenten. Madrid, treinta de septiembre de mil nove-

centos treinta y tres. El Presidente del Tribunal. Alvaro de

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego

NÚMERO 27

Reunidos el día dos de octubre de mil novecientos treinta ytres

a las diez de la mañana, los señores que al margen se expresan, han

continuado el examen de las actas.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego

•c;1»V

NÚMERO 26

Reunidos el día treinta de septiembre de mil novecientos trein-

ta y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se expre-

san, han continuado el examen de las actas.



Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

NUMERO 30

tres aSzdet nT * de **n°VeCÍentos ™™ Ytres a las diez de la mañana, los señores reseñados al margen han continuado el examen de las actas.
»wrgen, nan con-

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego

NUMERO 28

Reunidos el día tres de octubre de mil novecientos treinta vtresa las diez de la mañana, los señores que al margen se expre^han
continuado el examen de las actas.

expresan, han

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

NUMERO 29

Reunidos el día cuatro de octubre de mil novecientos treinta vtres a las diez de la mañanados señores reseñados al margen Z conturnado el examen de las actas.
margen, nan con-

Se levanta la sesión a las dos de la tarde
Presidente



NÚMERO 33

Reunidos el día nueve de octubre de mil novecientos treinta y

tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se expresan,

han continuado el examen de las actas.

Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

Vocales:

NÚMERO 31

Reunidos el día seis de octubre de mil novecientos treinta y tres

a las diez de la mañana, los señores reseñados al margen, han conti-

nuado el examen de las actas.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

NÚMERO 32

Reunidos el día siete de octubre de mil novecientos treinta y

tres a las diez de la mañana, los señores reseñados al margen, conti-

nuaron el examen de las actas.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego



Vocales
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego

¡R0 36

a bsTe. h
CCe dC °CtUbre de mil novecientos treinta ya las diez de la mañana, los señores que al margen se expresancontinuado el examen de las actas

expresan,

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

[ERO 34

res a TSeZ^ í °CtUhrC <* **novecientos treinta yres a las diez de la mañana, los señores que al margen se expresan•an continuado el examen de las actas.
expresan,

Se levanta la sesión a las dos de la tarde
Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

[ERO 35

-» a STditTÍ °nCe í °CtUbre dC "*--omentos treinta y_s a las diez de la mañana, los señores que al margen se exoresanm continuado el examen de las actas.
expresan,

Se levanta la sesión a las dos de la tarde
Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz



Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

NÚMERO 39

Reunidos el día diecisiete de octubre de mil novecientos trein-

ta y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se expre-

san, han continuado el examen de las actas.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego

NÚMERO 37

Reunidos el día catorce de octubre de mil novecientos treinta y

tres, a las diez de la mañana, los señores que al margen se expresan,

han continuado el examen de las actas.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego

NÚMERO 38

Reunidos el día dieciséis de octubre de mil novecientos treinta

y tres a las diez de la mañana, los señores que al margen se expresan,

han continuado el examen de las actas.

Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz



Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz
Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

NUMERO 40

-=S£ssss=síssas=
Se levanta la sesión a las dos de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

Vocales

NUMERO 41

Reunidos el día diecinueve de octubre de mil novecientos treinta y tres, los señores reseñados al margen han acordado IT, vmiento del apartado f) de la disposiS n^torÍ 10 iTltOrgánica de este Tribunal, sean separados los expedentes quecarTcen de protestas y que van los referentes a los negocios de SalXCananas, Valencia y Vascongadas. Cataluña,

Los demás expedientes contienen protestas que oararán ronSSS3T do h) de Ia misma dispo Jón transiS ™ *e

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz
Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D.Laureano Sánchez Gallego



El señor Del Moral insiste en lo manifestado y pide que conste

en acta sus manifestaciones, a lo cual se accede por la Presidencia.

El señor Pradera manifiesta su oposición a que los Vocales elec-

tos por las Cortes ocupen puesto en la mesa a los lados de la

Presidencia, puesto que no hay diferencia esencial entre ellos y los

demás Vocales electos. Por tanto, hace constar que no se considera

presidido por ellos.

El señor Presidente le contesta que los señores Vocales parla-

mentarios tienen su nombramiento oficial del Gobierno y que las fun-

ciones de Presidente son ejercidas solamente por el.

El señor Pradera insiste en lo manifestado y el señor Presidente

le contesta que, según la ley, los Vocales parlamentarios tienen facul-

tades para recibir las actas y clarificarlas después de su estudio.

El señor Del Moral y el señor Pradera protestan y el Señor

Presidente se ve obligado a imponer el orden. Seguidamente se pro-

cede por el Secretario a la lectura del apartado g) de la disposición

transitoria de la Ley Orgánica del Tribunal; a la Gaceta ác once de

octubre de mil novecientos treinta y tres, convocando para esta

sesión,y al acta de la última sesión delTribunal celebrada el día dieci-

nueve de los corrientes.

Después de escuchada la lectura de estos extremos, el

Presidente concede la palabra al señor Silió, el cual manifiesta su

deseo de que se aclare por parte delTribunal el itinerario que se va a

seguir en cuanto a considerar la amplitud de las protestas. Lee el apar-

Reunidos en el día veinte de octubre de mil novecientos treinta

v tres a las nueve de la mañana, bajo la presidencia de don Alvaro de

Albornoz y con asistencia de los señores que al margen se expresan, se

abre la sesión dándose por la Presidencia la voz de audiencia publica.

El Presidente ordena la lectura de los párrafos g) y h) de la Ley

Orgánica de este Tribunal. El señor Del Moral pide la palabra para

decir que no existiendo Secretario, se proceda a la designación de uno

de los Vocales electos para ocupar dicha plaza.

El Presidente le contesta que por elTribunal se ha designado

provisionalmente al funcionario que lleva a cabo el desempeño de

estas funciones.



El señor Abad Conde le ruega que lea el apartado f) de la menclonada disposición transitoria, pues a su juicio esto puede ser acTamtorio de la cuestión que se debate.

El señor Silió lo lee y se manifesta conforme en lo que se refiere a la actuación delTribunal hasta el momento presente pero entien

electo fe fC°n1 deraf "*"^ a VocÍefsXelección no se formulo protesta,y a aquellos Vocales que por tener enus respectivos expedientes protestas que no afectan a la toía Sad dela elección, no deben dejar de formar parte delTribunal de££££ Drimera sesión. Manifiesta que lo dicho tiene importanc^fse tiene encuenta que se puede sentar mal precedente ysenaposiWe qÍe" n eld^ítibl^Tbe^0 aCt°f V»*™^^^del tribunal. Se debe seguir el criterio de dividir en tres gruoos lasactas de los Vocales, según se encuentren en ellas protestos gXes
feves o, por el contrario, se encuentren sin tachas, y con los doTúTtl

Interviene después el señor Pradera para adherirse a lo maniestado por el señor Silió y dice, además, qJno es %££rnterpXla ley en el sentido que parece pretenderse. Dice que en su reg^ola protesta de un solo concejal sobre la emisión del voto de otro que

tado g) de la disposición transitoria para argumentar en el sentido deque las protestas parciales no se consideren como referentes UoÍotexpediente. Lee también el apartado h) para terminarS que laprotestas sobre particularidades de la elección no puede^c^ aZde esta, sobre todo en el caso de que haya^ muchofvotos de

El señor Pradera hace uso de la palabra para darse por satisfe

El señor Abad Conde habla a continuación para hacer notar auesegún la Ley Orgánica delTribunal, se ha limitado^71dientes protestados y los que no lo son.Teniendo en cuento que laYey
fatScT"^ eXPedÍeMeS n° P°r l3S ParticulaXdesdI1^«:tj£T°' sino por ei mer° hech°de —'-

El señor Silió rectifica diciendo que, a su juicio el señor AbadConde sufre un error, insistiendo en sus" anteriores SanSesSSnes



El señor García de los Ríos pregunta cuáles son las protestas for-

muladas sobre la elección de Castilla laVieja que a su juicio no existen.

El señor Martín Álvarez dice que no hay punto de unión entre

los candidatos que tienen protestas en la elección y los que no las

cuenSí aun cuando figuren en el mismo expediente, y por tanto no

Puedelferir la admisión de cuatro Vocales por la protesta formulada

contra uno de hecho.

El señor Silió dice que lo que es menester determinar en quie-

nes van a dictaminar sobre la validez de las actas y que, a su entender,

deben ser todos aquellos que no tengan protestas de carácter grave en

la elección.

El señor Pradera interpreta la palabra protesta en el sentido de

invalidación y que por lo tanto no se debe dar este nombre a las recla-

maciones formuladas con respecto a la elección en algunos pueblos.

Le contesta brevemente el señor Abad Conde,y el señor Pradera

insiste en el caso particular de la región Navarra. Se entabla un dialo-

rSree estos dos señores sobre unas palabras del señor Pradera ytras

Sctmcar el señor Abad Conde, hace uso de la palabra el señor

Martínez Sabater, que considera absurdo que por el mero hecho de

figurar como suplente del señor Calvo Sotelo no se considere valida

su elección.

El señor Martín Álvarez hace uso de la palabra para impugnar el

criterio de solidaridad que no está manifiesto en el texto de la ley.

Abunda en lo dicho por el señor Sabater,y se reafirma en sus anteno-

res manifestaciones.

El señor Presidente hace uso de la palabra y manifiesta que sin

entrar a rebatir argumentos de los oradores, pues la Presidencia tiene

el propósito de no intervenir en las discusiones, tiene que hacer cons-

al parecer no asistía a los señores desde dos anos atras^ se ha suspen-

dido su admisión. A continuación lee la circular del Gobernador de

Navarra de veinticinco de agosto de mil novecientos treinta y tres y

otrl^sterior ampliatoria de la primera, y termina afirmando que no

puede considerar como protesta la mencionada.

El señor Del Moral afirma que en la elección del señor Calvo

Sotelo y la suya no existe ninguna protesta y que, no obstante, se ha

separado el expediente del Colegio de Abogados.



Don Fernando Gasset hace después uso de la palabra y se mues-tra conforme con el criterio delTribunal, que a su juicioha obído rec-tamente, no puede haber más cribados -dice- que el preliminar varealizado y el que lleve a cabo el Tribunal una ve! que scccT^Zlcon los Vocales que no posean protestas. El señor Siltó le ÍSSse refiere solamente a que se aplacen las admisiones de los que tengan protestas graves, mas no a las que sean de carácter leve yel señorGasset continua diciendo que lo esencial es determinar quiénes^de intervenir en el examen de los expedientes y en el caso de que se

Ze qZtié?£¿\r7Z Del dC k unificación política, olvidaque también entre los señores electos es marcada la significación polí-tica, es necesario que se tenga en cuenta -dice- que aun tenkndotodo, „.significación política se pierda al entrar a forLrparte Se estealto Tribunal que ha de colocarse en el nivel que le corresponde

del Tribunll V?¿ eTfeS V°CaIeS Pr°feSOreS qUC han de *»partedelTribunal y a los tres que no tienen protesta alguna en sus exoedientes a que tomen parte de las deliberaciones, manifestando su oninion en cuanto al asunto debatido.
"íesianao su opi-

El Tribunal -continúa- ha actuado con imparcialidad y alturade miras y ha entendido que el procedimiento a seguir es el signen
ladolPnmer reCÍbÍf amS y Clasificarias en dos grupos a unlado las que se encuentran limpias de toda protesta y a otro lado lasprotestadas, seguidamente se procede a aceptar a aquel os Vocaleque no tienen protesta en la elección y con ellos se coStiluye eTribunal en tanto se examinan los expedientes de los Vocales y seresuelve sobre ellos dentro del plazo legal. Y

oarte de TZ h **aCepta gUStOSO la "dación que porparte de la Presidencia se hace y expresa su conformidad con lo rea-lizado hasta la fecha por elTribunal, añade que deben diferxncfarseTos
esSue oTrV? Ím^»C™ de ~a acción, las protestaestima que, por no entrañar vicio grave, no deben constituir impedi-mento para la designación de los Vocales mientras que la seguZas
Manifiesta después que le interesa hacer constar que tantoTcomo
SLÍTiESSSr vienen alTribunal sin otra sign"

El señor Ruiz del Castillo se levanta para mostrarse conformecon lo dicho por el señor Silió y manifiesta que no deben constose protestadas aquellas actos de elecciones que no sean imputáis
de la misma forma que quedó dicho por el señor Beceña



El señor Marcos Pelayo hace uso de la palabra para tratar de bus-

car una solución armónica, puesto que a su entender la ley es oscura

no da la razón a ninguno de los criterios expuestos. Lee algunos ar-

tículos de la ley en donde se echa de menos de un modo explícito

quiénes deben ser los Vocales que a partir de hoy constituyan el

Tribunal. Afirma después que él, personalmente, no se considera re-

presentado por el señor Beceña que así lo afirmó al tomar el nombre

de los Vocales profesores, titulares y suplentes.

El señor Basterrechea se muestra conforme con lorealizado por

elTribunal en cuanto a la separación de las actas se refiere y dice que

en cuanto a la interpretación de la ley es solamente elTnbunal quien

debe hacerlo.

El señor Presidente dice se va a comenzar a dar posesión a los

tres Vocales en cuyo expediente no existen protestas.

El señor Del Moral pide la palabra y el señor Presidente no se la

concede por considerar que el asunto está suficientemente debatido.

El señor Del Moral pide que se haga constar en acta su afirmación de

que los Vocales que se eligen tienen el carácter de amigos del

Presidente.

El Presidente le contesta que en primer lugar esto no es exacto

por figurar entre ellos señores de marcadas diferencias en su signifi-

cación política.

El señor Silió pregunta cuál es el criterio delTribunal y el señor

Presidente vuelve a manifestar que considera el asunto suficiente-

mente debatido.

El señor Del Moral y el señor Pradera hacen uso de la palabra a

un tiempo y el señor Presidente les llama al orden. A continuación el

señor Presidente solicita del señor Sbert el cual presta la procura con

arreglo a la siguiente fórmula "guardar y hacer guardar la Constitución

de la República, administrar recta y cumplida e imparcial justicia, cum-

plir todas las leyes y disposiciones que se refieren al ejercicio de su

cargo" a continuación del cual el señor Maffiote promete. (El señor

considerase imputaba la decisión delTribunal se podría recurrir ante

el pleno de él cuando se constituya.

El señor Del Moral afirma que al igual que los tres catedráticos,

él no pertenece a ningún partido político.



nr„nJ Residente le conmina reiteradamente a que vuelva aocupar su puesto y ante la negativa del señor Pradera, la PresWerSadespués del tercer requerimiento, ordena se le expulse deí local sus'pendido ,a sesión por diez minutos, ordenando que te det £
Presidente da "^™ h °h- * ** d°Ce Y Veinte de Ia mañana, elPresidente da la voz de audiencia pública y continúa dando poses óna los señores Vocales. Prestan promesa sucesivamente los señores donFernando Gasset Lacasaña, don Francisco Basterrechea titeares vsuplentes don Antonio Fleitas Fontana, don Rafael Blasco ¿arcfav donSarí pásente *hadénd0l° *» *"»*

p^no
El señor Ruiz del Castillo manifiesta que habiendo sido eleeidnpor la universidad de Oviedo con el doble carácter de VofütiX ysuplente, opta por el primero de estos cargos. Y

El señor Presidente ordena que se lea el apartado h) de la dis-posición transitoria de la ley, lo cual se efectúa por el Secretario
El señor Gasset hace uso de la palabra y dice que se ratifica enel nombramiento de Secretario, del señor Gabriel del Brío GoSe"hasta la constitución definitiva delTribunal y que la fórmula íe orometer establecida por la Presidencia se haga7 extensivo Vocal"

a
q
cuerdUaCeS1Vamente Penándose de los cargos y as? se

Se levanta la sesión a las trece y quince

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

Vocales Titulares Electos:
Excmo. Sr. D. Gabriel González Taltabull
Excmo. Sr. D. Gil Gil y Gil
Excmo. Sr. D. Luis Maffiote de la Roche
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez

del Trina 1,?0"* **°CUP" Y a Sentarse en 'a -esa



Vocales Suplentes Electos:
Excmo. Sr. D.Justino Bernal Valenzuela
Excmo. Sr. D.José Sampol Ripoll
Excmo. Sr. D.Antonio Fleitas Santana

Excmo. Sr. D.Justo Garran Monos
Excmo. Sr. D.José de Haguirre yAyestarán
Excmo. Sr. D. Rafael Blasco García
Excmo. Sr. D.Román Riaza y Martínez Osorio

Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo

Excmo. Sr. D. Eduardo Martínez Sabater
Excmo. Sr. D.Joaquín del Moral

Vocal Suplente Parlamentario:
Excmo. Sr. D. Matías Peñalba yAlonso de Ojeda

NÚMERO 43

Alas cuatro de la tarde del día veinte de octubre de mil nove-

cientos treinta y tres se reunieron los señores reseñados «t margen

acordando nombrar ponentes para el estudio de los expedientes de

Z"regiones de Andalucía y Navarra, y del de Colegios de Abogados al

Excmo señor don Gerardo Abad Conde; al Excmo. señor don

Francisco Basterrechea, para las regiones de Aragón y Extremadura;£
Excmo. señor don Francisco Gasset Lacasaña, para la región de

Asturias y las Facultades de Derecho, al Excmo. señor don Luis

Maffiote Je la Roche, para las regiones de Baleares y Galicia alhema
señor don Laureano Sánchez Gallego, para las regiones de Castilla la

NuTva y León; y al Excmo. señor don Antonio María Sbert Massanet

para las regiones de Castilla la Vieja y Murcia.

Se acordó también conceder al Excmo. señor Presidente el ejer-

cicio del voto de calidad.

Excmo. Sr. D. Pedro Jesús García de los Ríos

Excmo. Sr. D.Antonio María Sbert
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera Larumbe
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea Zaldívar
Excmo. Sr. D.Fernando Gasset Lacasaña

Excmo. Sr. D. Manuel MiguelTraviesas
Excmo. Sr. D.Juan Salvador Minguijón
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña González
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del Castillo



Puesto a discusión el dictamen sobre el expediente de Asturias
las reSneT une i?^" """^*"Pr°»ÓSÍt° de retí™las relaciones que le unen con esa región y los señores Vocales lerogaron que no lo hiciera, puesto que no había persona que"nudieo
sustituirle y el señor Albornoz consintió en coSttau^SS?lavot^ón ""^ n°t0maría Parte en Ia «£^ e°„

Se levanta la sesión a las siete de la tarde
Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset yLacasañaExcmo. Sr. D.Luis Maffiote de la Roche
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego
Excmo. Sr. D. Antonio María Sbert MassanetExcmo. Sr. D. Francisco Basterrechea y Zaldívar

NUMERO 44

A las d,ez y tremía de la mañana del día veinte de octubre demil novecientos treinta y tres se reunieron los señores señTdos almargen y han examinado, de conformidad con la letra ) de la diSDÍ«jon transitoria primera, de la Ley Orgánica de catorce de untfae"
terale^Excmo 1"^ *** -PedÍniTdec
ex^diente^eZT 01" T ferardo Abad C°nde informa sobre e,expediente de Andalucía y da lectura a su ponencia en la que propo-ne _ la validez de la elección y la proclamación de don Gabriel GonzX
Zr^oZZíH^1 SUP,entC' ele8Íd° «~ — -ndo

Seguidamente, informó el Excmo. señor don FranciscoBasterrechea Zaldíbar sobre el expediente de Antgón yZccZTsl
ponencia en la que propone la validez de la elección y la pSama
cion de don Gil Gil y Gil para Vocal titular elegido por 3142 vo o^y"la de don Justino Bernal Valenzuela para Vocal suplente elegí por3.159 votos, dictamen que es aprobado por unanimidad

P



El señor Sánchez Gallego interviene siempre, en la discusión,

para manifestar que se encuentra conforme con lo manifestado por el

señor Sbert, puesto que todo procesado que no lo es a instancia de

parte lo es de oficio, siendo éste el caso del señor March.

El señor Gasset hace constar el ambiente político ymoral que este

tema ha creado,y puesto que hay una gran parte de la opinión balear par-

tidaria que el señor March venga alTribunal ha de ser tenido en cuenta.

Hace mención al caso del señor Morata y al de los miembros del Partido

Socialista que fueron elegidos diputados estando condenados a reclusión.

El señor Sánchez Gallego le contesta que tanto en uno como en

otro caso no existía un precepto legal que se opusiese y, ademas, fue-

ron amnistiados, lo que no sucede en el caso del señor March.

El señor Basterrechea coincide con el criterio de los señores

Sbert y Sánchez Gallego, puesto que al señor March debe aplicársele

el n.° 2 del art. 15 de la ley.

El señor Gasset señala los defectos que, a su juicio, tiene la ley

a la cual hay que someterse desde luego, pero manifiesta que no se

puede equiparar a unTribunal ordinario, unTribunal político que es la

Comisión de Responsabilidades.

El señor Basterrechea dice que la Comisión de Responsabili-

dades ofrece ciertas garantías de carácter procesal, puesto que en la

ley de su constitución se delineó todo un procedimiento. Por mucha

intención de clemencia que tengamos -continúa- no podemos

hacer otra cosa que rechazar la elección del señor March porque tene-

mos que ser esclavos de la ley.

El señor Abad Conde manifiesta que el señor March no ha sido

procesado por un tribunal ordinario que como tal es el único que

ofrece garantías suficientes de carácter procesal. El delito de cohecho

Leído por el ponente Excmo. señor don Fernando Gasset Laca-

saña el informe, se acordó por mayoría de votos anular la elección del

Vocal titular y proclamar suplente a don Bonifacio Martín Puertas, ele-

gido por 378 votos.

Después se pone a discusión la ponencia del Excmo. señor don

Luis Maffiote de la Roche, sobre la región de Baleares, el cual lee su

informe. El señor Sbert manifiesta que es aplicable al efecto a donjuán

March y Ordinas el art. 15 de la Ley Orgánica delTribunal de Garantías.



ta JS C°nSldera ag°tada la discusión 7 manifies-ta que el problema es necesario verlo desde el punto de vista jurídi-co que es el más interesante para el Tribunal

El señor Gasset propone que en vista de lo excepcional delcaso el asunto quede pendiente de resolución y se pida a las Cortescertmcacion del acta de procesamiento, de /situación actual deTribunal Parlamentario y de la del señor March.

El señor Basterrechea cree que es necesario someterse a la LeyOrgánica del Tribunal y pregunta si existe algún texto legal en q2pueda uno apoyarse para hacer tal dilación

falta de^e'deníí *"""^*""nB°e~to
«"»« ™ la

El señor Sbert manifiesta que el examinar el acta de procesa-
miento del señor March implicaría entrar en el fondo de la cuestión alo cual no esta autorizado el Tribunal por el art. 15 de su Ley OrgánicaElTribunal de Garantías tiene que someterse a lo que presenta el articulo citado que no es otra cosa que considerar incapacitados a losperseguidos de oficio.

El señor Presidente somete el dictamen a votación y es recha-zado aprobándose por mayoría de votos declarar la incapacidad dedonjuán March Ordinas para Vocal propietario y proclamando Vocalsuplente a don José Sampol Ripoll, elegido por 433 votos. En la vota-ción tomaron parte en pro del nuevo dictamen los señores AlbornozSánchez Gallego, Sbert y Basterrechea, y en contra, los señoreaMaffiote, Gasset yAbad Conde.

Seguidamente, el Excmo. señor don Laureano Sánchez Gallegoinforma sobre el expediente de Castilla la Nueva y da lectura a suponencia que es aprobada por unanimidad, proclamándose a don

por el que se acusaba a March es perseguible de oficio, pero esto noquiere decir que se le haya perseguido, que es lo que e/art. 15 de la
Ío Vn Th 1C

h TmÍna 'bÍCn qUC d Señ°r March ha de ser proclama-do Vocal desde el momento que en la elección no ha habido irregula-

El señor Basterrechea le contesta que según la Ley no puedenser elegidos los procesados de oficio y que como tal hay que cons"derar al señor March, puesto que no lo ha sido a instancia de parte



Explica el señor Abad Conde el alcance de la ponencia y mam-

fiesta a su juicio,que la Ley Orgánica no es aplicable al caso del señor

Calvo Sotelo, puesto que no se trata de sentencia que le haga desme-

recer en el concepto público.

tuyentes

El señor Albornoz hace notar que el referido señor Calvo Sotelo

se encuentra bajo el peso de una inhabilitación de las Cortes Consti-

El señor Basterrechea se adhiere a lo dicho por el señor

Presidente y éste interviene nuevamente para manifestar que no es

necesSo que la ley de una manera explícita consigne la incapacidad

plXÍaXes qZ son aplicables al señor Calvo Sotelo puesto^ue
no se puede suponer el caso de que venga al mas

República un hombre inhabilitado por medio de una Ley de las Cortes

Constituyentes a la cual no puede oponerse en modo alguno la

Orgánica de este Tribunal.

Manifiesta que no era que las Cortes tengan el propósito de

derogar la Ley que incapacita al señor Calvo Sotelo al dictar la

Orgánica delTribunal.

Se rechaza el dictamen y se acuerda proclamar a don Cesar _ Siho

Cortés para Vocal titular y como a don Eduardo Martínez Sabater

como Vocal suplente, y declara la incapacidad de don Joaquín del

uZ y Pérez ¿de para el cargo de Vocal suplente. Por unanimidad y

Carlos Martín Álvarez, elegido por 5.415 votos, para Vocal

ya don Rafael Melgarejo Tordesülas elegido por 3.474 votos paraVocal

suplente.

El señor Sbert da lectura a su ponencia sobre el expediente de

la región de Castilla la Vieja que es aprobado por mayona con los

votos en contra de los señores Gasset, Maffiote y Abad Conde, acor

dándose pues, proclamar Vocal titular a don Pedro Jesús García de los

rSs elegido por 8.061 votos, y a don Vicente Rodríguez Paterna y

Balazategui, elegido por 8.011 votos por Vocal suplente.

A continuación, el señor Abad Conde da lectura 11 su ponencia

sobre el expediente de la elección de los Colegios de Abogados en la

que se pide la declaración de incapacidad del electo don Joaquín del

MoraTy Pérez Alde,y la proclamación de los titulares don José Calvo

stteío y don César Silió Cortés y del Vocal suplente don Eduardo

Martínez Sabater.



expediente de I
8° * '^ * SU P°nenCÍa Sobre eIexpediente de León que es aprobada por unanimidad, acordándoseproclamar a don Francisco Alcón Robles como Vocal iníVicente Tomé Prieto como Vocal suplente Y

Se pone a discusión el expediente de la región de Navarradel que es ponente el señor Abad Conde que da lectura al dÍctomen; aprobándose por unanimidad y proclamando a ío £suptme 'V°CaI tÍtUlaf' 7 a d°n JUSt° Garran Monos, Vo a

Por ultimo, el señor Gasset, como ponente, procede a leer sudictamen sobre el expediente de las facultades de derecho aprotóndose por unanidad proclamar Vocales titulares a los señores ZRomán Riaza, don Manuel Jiménez Fernández, don Francisco MarcosPelayo y don Carlos Sauz Cid, correspondiendo cada uno de losuplentes en sus funciones a su titular por el orden en el q^evaÍenu

do7nZZ -°
S deClaKir la incapacidad de don José

ronZrT PaKl f^dC V°Cal Poetarlo. En esta votación tomaron parte en contra los señores Abad Conde, Gasset y Maffiote en Z
Sbert absten 116 'TVOt° dC CaMad

'
y los señores Bastenec^a ySbert, absteniéndose el señor Sánchez Gallego.

Y

Hien, ü Sfñ0r Basterrechea da lectura a su ponencia sobre el exne

cCral^clamar al señor Alba Baunzano (don Manuel) elegido por 1 534 votos

Murciare. 0"6 78UÍdamente a discusión el expediente de la región deMurcia, del cual es ponente el señor Sbert, que lee su dictamen acordando^ por unanimidad anular ,a elección del Vocal tittTryCal
Al ponerse a discusión el dictamen sobre el expediente de laegion de Galicia, el señor Abad Conde manifiesto que e attendÍ deoda intervención en los debates, así como de votar, ¿xT£££

señor Maffiote se da lectura al dictamen que es rechazado aprobándose por mayoría con los votos en contra de los señores' Gasset vMaffiote, proclamar Vocal titular a don Emilio Pan de SorTuce vVocalsuplente a don Sergio Andión Pérez.
aoraiuce yVocal
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Madrid, veintiuno de octubre de mil novecientos treinta y tres

Se abrió la sesión a las cinco y veinticinco de la tarde, bajo la

Presidencia del Excmo. señor don Alvaro de Albornoz, con asisten-

cia de los Vocales reseñados al margen.

El señor Presidente dio la voz de audiencia pública y seguida-

mente dijo que el señor Secretario se sirviera dar lectura del Acta de

la sesión anterior precediéndose a ello.

El señor Del Moral pidió la palabra sobre el Acta, manifestando

el señor Presidente, que si era para algo que le afectara podía hacer

uso de ella.

Manifestó el señor Del Moral, que en la sesión anterior había

intervenido tres veces y sus manifestaciones -sin duda por falta de

costumbres del Secretario redactor delActa- no constaban con exac-

titud. Añadir que en primera intervención respetuosa fue para decir

que no se había cumplido el art. 17 de tal Ley Orgánica delTribunal, por-

que no estaba dando fe en la sesión el Secretario General del mismo,

sino un empleado particular del señor Presidente o de los Vocales que

le acompañaban. La segunda fue el hablar de la representación política

del señor Presidente y de los dos Vocales natos que le acompañaban, y

lo manifestado fue que podía darse la casualidad de que esos tres res-

petables señores fueran a declarar única y exclusivamente las actas de

sus amigos; observación que tampoco estaba reflejada en el Acta.

Seguidamente, se procede por el señor Presidente a dar cuenta

del orden del día para la sesión pública que queda aprobado, levan-

tándose la sesión a las tres y veinte de la tarde.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vocales:
Excmo. Sr. D.Fernando Gasset Lacasaña

Excmo. Sr. D. Luis Maffiote de la Roche

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

Excmo. Sr. D. Antonio María Sbert y Massanet

Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea Zaldívar



Logró que se consignaran las observaciones hechas en el Actade la sesión que se celebraba.

al ActaE1 Señ°r Maítíne2 Sabatef PÍdÍÓ k PalaDra también con relación

El señor Presidente dijo que podía hacer uso de ella y el señormencionado manifestó que había pedido en la sesión anterior queconstara en Acta su protesto con el intento que se iba a adoptar coírespecto a la indivisibilidad de las actas, a lo que acudióSseñorifpafadT' r°8and°' ""*'**«^ en "cta esta de

E1 señor Presidente dijo que se daba por aprobada el Acto conlas observaciones hechas. ™

Acontinuación, dispuso que el señor Secretario diera lectura delos apartados i, j,y k de la disposición transitoria primera de la Lev

s^SSa ddTrÍbUnaI dC Garantías Constitucionales
P

procediéndose I
El señor Presidente, después de la lectura de los citados aparta-dos manifestó que el Tribunal había cumplido con todo lo dispuso

en los apartados leídos y con tal motivo había tomado el acuerl deque se enviana dar lectura al Secretario.

Por el Secretario se procedió a la lectura del siguiente acuerdo

Prp .. Reunido
1 5 Tribunal de Garantías Constitucionales, bajo laPresidencia del Titular Excmo. señor don Alvaro de Albornoz yLiminiana y con asistencia de los Excmos. señores Vocales donGerardo Abad Conde, don Laureano Sánchez Gallego, don FernandoGasset Lacasaña, don Francisco Basterrechea, don Luis Maffiote de laRoche y don Antonio Sbert y Massanet, en el día de hoy iban exami-

me^°de e,T°ro **"° de h dÍSPOSÍCÍ°n transitoriaTri-
tiSntavt es

Y
H famCa * de jUnÍ° de mü novecientostreinta y tres, sobre los siguientes expedientes:

nWH dalufa- Ponente: don Gerardo Abad Conde.Acuerdo por una-nimidad. Proclaman Vocal titular a don Gabriel González Taltabull yVocal suplente a don Joaquín de Pablo Blanes

Terminó diciendo que su última intervención fue para pregun-

crénos rev^ drÍa T CÓm° d Señ°r PrCSÍdente habí4 rlP tid8o ycon el los Vocales parlamentarios y los natos.



Aragón Ponente: don Francisco Basterrechea.Acuerdo por una-

nimidá7p 8roclaman titular a don Gil Gil y Gil yVocal suplente a don

Justino BernalValenzuela.

Asturias Ponente: don Fernando Gasset. Acuerdo por mayoría.

Anulanladeccfon del Vocal titular y proclaman Vocal suplente a don

Bonifacio Martínez Puerta.

Baleares. Ponente: don Luis Alfustes. Acuerdo por mayoría^Decían la incapacidad del electo Vocal

Ordinas, proclamando Vocal suplente a don José Sampol y Ripoll.

Castilla la Nueva. Ponente: don Laureano f^che^fT S
Acordado por unanimidad. Proclaman Vocal titular a don Carlos

MÍrtmfzXrez yVocal suplente a don Rafael Melgarejo Tordesülas.

Castilla la Vieja. Ponente: don Antonio M." Sbert y Massanet.

Acuerdo por mayoríi. Proclaman Vocal titular a don Pedro García de los

RÍoTy VocaísupLte a donVicente Rodríguez Paterna y Balagategui.

Extremadura. Ponente: don Francisco

por unanimidad. Proclaman Vocal titular a don Manuel Alba y Vocal

suplente a don Jacinto Guerrero Hurtado.

Galicia Ponente: don Luis Maffiote. Acuerdo por mayona.

Proc^VocSar a don Francisco Alcón Robles yVocal suplente

a don Vicente Tomé Prieto.

Murcia. Ponente: don Antonio María Sbert y Massanet. Acuerdo

por unanimidad. Anulan la elección de Vocal titular y vocal suplente.

Navarra. Ponente: don Gerardo Abad Conde^ Acuerdo por una-

nimidad. Proclamó Vocal titular a don Víctor Pradera y Vocal suple-

mentario a don Justo Garran Monos.

Colegios de Abogados. Ponente: don Gerardo Abad Conde

Acordado por unanimidad. Proclaman Vocal titular a don Cesar Silio

CortÍyvS suplente del mismo a don Eduardo Martínez Sabater y

decS la incapacidad de don Joaquín del Moral y Pérez AJde para el

car^de Vocal suplente, por mayoría, declaran la incapacidad de don

José Calvo Sotelo para el cargo de Vocal titular.

Facultades de Derecho. Ponente: don Fernando Gasset. Acuerdo

oor unantaSad. Proclaman Vocales titulares a los señores don Manuel

"don Juan Salvador Minguijón, don Francisco Beceña



cientostemtTtT * & de «**«de \u25a0* "ove-

Firmado. El Presidente: Alvaro de Albornoz los Vocales- TSánchez Gallego, Basterrechea, Luis Maffiote, AutonS m" SbertGerardo Abad Conde y Fernando Gasset. *'
Terminada que fue la lectura del dictado acuerdo el señor

He lo ? T ,artmCZ Sabater manifestó con referencia a los Vocalesde lo colegios de Abogados que ignoraba con qué criterio se haWaestablecido que la suplencia del señor Silió hublra dte recae • e TSdeclarando al mismo tiempo, la incompetencia del "eñ or Calvo Sotelo
nan* s^T^ ™ Y* la de ™ -an- Sminante, señalaba el carácter con que se hacía la elección de suplentesyVocales efectivos, siendo claro ynotorio que en la elección del señoCalvo Sotelo, figuraba él como suplente

eieccion del señor

del t -k SCf°r Presidente advirtió al señor Sabater que los acuerdos
ÍSbuna^no 0 **"**"*Y **"° ™~ *
del señl^esidÍnten 2 de "testacionesmi! Presidente que se le reservara la palabra para después detomar posesión y que, asimismo, constara en Acta su protesta

El señor Presidente manifestó que no tenía que reservarle lapalabra yrepitió lo anteriormente manifestado respecto a que^ontmlos acuerdos delTribunal sólo cabría el recurso mencionado
El señor Martínez Sabater insistió en que él figuraba en I, ™

El señor Pradera hizo uso de la palabra para manifestar con referencia a ,a promesa preliminar a la toma de ¡UfdSS

González y don Carlos Ruiz del Castillo, yVocales suplentes a los seño



Seguidamente, dijo que lo único que se podía exigir a los seno-

res Vocales era que sin salirse del marco constitucional, fallasen todos

los asuntos que a dichoTribunal se encomendaran,y que si elTribunal

pedía una garantía perfecta al estado de ánimo de sus miembros res-

pecto al juicio que habrían de emitir él, desde aquel momento, decía

que no solamente prometía lo que antes había dicho, sino que juraba

por Dios y por la Patria, que era para él lo más grande que existía,

hacer recta y cumplida justicia.

El señor Presidente dijo que lo expresado por el señor Pradera

era lo que implícitamente contenía la fórmula de la promesa.

Seguidamente, prometieron ante el señor Presidente y tomaron

posesión los señores Vocales proclamados excepto los señores De

Pablo Blanco (don Joaquín), Martín Puerta (don Bonifacio), Andion

Pérez (don Sergio), Tomé Prieto (don Vicente), Sanz de Bartolomé

(don Emilio), Jiménez Fernández (don Manuel) y Sanz Cid (don

Carlos), que no se encontraban en la sala.

Al prometer, el señor Pradera manifestó que prometía en la

forma manifestada en su discurso.

El señor Martínez Sabater prometió, haciendo al mismo tiempo

constar su protesta de que era suplente del señor Calvo Sotelo y no

le manifestara a qué criterio se había atenido para obligarles a formu-

lar esa promesa, porque la Ley Orgánica del Tribunal en ninguno de

sus artículos se refería para nada a ella.

Hizoreferencia a unas palabras del diputado republicano señor

Ballesteros pronunciadas en las huelgas el día veinte de abnl de mil

novecientos treinta y tres, para demostrar que siempre había sido cn-

terio de la República no ejercer opresión sobre las conciencias.

Añadir que como la ley no obligaba a efectuar promesa alguna, los

señores miembros delTribunal podían acusarles de prestarla; pero que,

sin embargo, él como español no se oponía a prometer cumplir como

norma la constitución de la República, ya ser únicamente a esa función

a lo que se debía entender la promesa, pero no a aceptar todas las leyes

de la República, porque entre ellas podría haber alguna inconstitucional

que por tanto no podía ser cumplida por los miembros delTnbunal que

se constituía única y exclusivamente para juzgar de todas las leyes con

arreglo a la Constitución y declarar la mconstitucionalidad de aquellas.



Tras las seis ymedia de la tarde

kw^TÜT *SCSÍÓn baJO Presidencia del titular Excmo. señor
-s°ad des 7z;:z con asistencia de ios Excmos- señ°- v-ai-

El señor Presidente dijo que se iba a proceder a la elección deVicepresidentes y que, como la Ley no determinaba la forma en queesa elección había de verificarse, era menester que los señores VocaTes
ESSEKSSr- por —'"d-

El señor Martín Álvarez, en vista de lo manifestado por laPresidencia, propuso que se eligieran a los señores Vicepresidentes envotación; que cada uno de los miembros del Tribunal no pudiera votarmas que un solo candidato y por tanto, si en alguna papekta fig^araí
dos nombres, se invalidara el segundo, resultando ekgido v^cer^sidente primero el señor Vocal que hubiera obtenido mayoría devoS
re, vreÍ Seí° r Pradefa SC adhWÓ a la ProPuesta del señor Martín Álva-
en L . qUC T mÍSm° CrÍterÍ° Cra d **había Presidido tanto

65 adaS "IOS C°k8ÍOS dC Ab°8adOS COm° en las

El señor Presidente preguntó si había algún señor Vocal más
que^ quisiera hacer uso de la palabra para proponer formas de ekc

El señor Basterrechea leyó la siguiente proposición:

1. Votar separadamente a un Vicepresidente primero y a unVicepresidente segundo.
y

2. Hacer una primera votación que sólo será seguida de procla-
mación del que alcance mayoría de votos emitidos, y en caso contra-rio, se hace una segunda votación en la que sólo podrán ser votadostos dos que hayan alcanzado, en la primera, el mayor número de sufrígios, proclamándose el que alcance más votos.

p^ch T ceremonia de la toma de posesión, el señorPresidente d„o que quedaba definitivamente constituido elTribunal yque se iba a proceder a la elección de Vicepresidentes, y con arregloa la ley de sorteo de los Vocales que habían de sacar a los dos prmferos anos del ejercicio de su cargo, suspendiéndose la sesión poívdn-
te minutos, ordenando el Señor Presidente el despeje de la sala



Manifestó que le había servido de base para ella lo dispuesto en

el Reglamento de la Cámara Constituyente para la elección de su

Presiente. Dicha fórmula consistirá en elegirlos individualmente pn-

meramente al señor Vicepresidente primero y después el segundo.

El señor Martín Álvarez rectificó, insistiendo en la conveniencia

de aprobar la fórmula por él propuesta.

El señor Sbert se sumó a la proposición del señor^sterre-
chea mostrándose, por lo tanto, disconforme con lat del señor

Martín Álvarez por entender que esa forma de elección podría

aceotarse si se tratase de una asamblea deliberante en la que lo

V^ceTresiden - sustituyeran en esa su función presidencial al

Senté, pero no tratándose delTribunal de Garantías en e que

ia runción de los Vicepresidentes iba a ser nada menos que la de

presidir dos salas.

El señor Martín Álvarez hizo uso nuevamente de la palabra para

sostener su proposición.

sa, mejor.

El señor Basterrechea rectificó e insistió en la conveniencia de

nue el procedimiento se explicara fuera del presupuesto, pues asi se

evLría lo que intelectualmente ocurría de seguir el procedimiento

expuesto por el señor Martín Álvarez, que el Vicepresidente primero

Sara eíegido con una mayoría absoluta de votosen^cambio^el
Vicepresidente segundo lo fuera por una miñona, y creía que tanto

Ina cío otra se debían proclamar por mayoría, cuanto mas numero-

El señor Pradera dijo que se podía hacer la elección poniendo

un tanto por ciento de votantes como coeficiente al igual que ocurría

Z las elecciones de diputados a Cortes, y que el coeficiente a adop-

tar podría ser el treinta por ciento.

El señor Presidente manifestó que como había dos criterios dis-

tintos lo procedente era votar alguna de las proposiciones presento-

cÍ y pregunta a los señores Vocales cuál de las existentes elegían para

3 En caso de empates en la segunda votación, se procederá en

una tercera votación decidiendo el voto del Presidente.

En esta propuesta se ha seguido criterio analógico con la elec-

ción del Presidente de las Cortes Constituyentes.



si no se1.^ ""5 CaSí UO dÍj° qUC Sería conveniente fijar un tope ysi no se llegaba a el, no habría elección. P Y

caba otr^oSoÍ" 6

"^«* '° «"**>de «P~ ***
El señor Pradera manifestó que para facilitar que no hubiese másque una sola elección y teniendo en cuenta lo manifestado ñor el señorBasterrechea de que se deba procurar que el segundo Vicepresidente

VkeprSiderfct CSCaS° nÚmero de -tos parí que no tuSÍ"Vicepreadencia una pequeña representación de señores Vocales nrí
oo el coeficiente del treinta por ciento se podría votar dichaproposición, eligiendo las dos vicepresidencias de una sola veTvotanlcada señor Vocal, pero teniendo necesidad el VicepresSente deamenosvotación de obtener el treinta por ciento del número de^T

El señor Presidente preguntó al señor Basterrechea si manteníasu proposición o aceptaba la propuesto por el señor Pradera
El señor Basterrechea, manifestó que aceptando la fórmula nrnpuesta por el señor Pradera yrealizando la elección acoplaZ"o S dosnombres en una sola candidatura, resultaría una cosa £S£ al pro-posito inicial que a él le había movido al presentar su proposSon Porlo tanto, seguía manteniéndola.

proposición. Por

Anadw que lo que procedía era celebrar dos votaciones v sipara elegir d segundo Vicepresidente, en la segunda votación se deCÍaque había de obtener como mínimo el número de sufragiosproles
tos por el señor Pradera, le parecía bien.

propues-

El señor Pradera se mostró disconforme con lo últimamenteexpuesto por el señor Basterrechea, pues dijo que en ese ZTTJSStodo sería el mismo que si se elegían en l forma prSerl^nte
expuesto por dicho señor Vocal, porque en la segunda voTa^tón volverán a votar todos los que lo habían hecho en la primera

El señor Presidente dijo que se iba a presentar a votar la oroposición del señor Basterrechea. P

El señor Sbert manifestó que con esa sola votación era suficíente porque las proposiciones eran contradictorias

one \u25a0.JSSSS* o^e"" ' TO'" '"™>



4 años
2 años.
2 años.
2 años.
2 años
2 años
4 años.
2 años.
4 años
2 años

Castilla la Nueva:
Canarias:

Galicia:
Baleares:

Murcia:
Andalucía:
Vascongadas:
León:

Asturias:
Cataluña:

Celebrada la votación fue aceptada la fórmula propuesta por el

señor Basterrechea por once votos contra ocho, quedando, por tanto,

desechada la proposición del señor Martín Álvarez.

Se abstuvo de votar el señor Presidente

Seguidamente se procedió a la elección de Vicepresidente pri-

mero, obteniendo los siguientes resultados:

8 votos
Don Fernando Gasset: 12 votos

Don César Silió

Quedó proclamado Vicepresidente primero, el señor Gasset

A continuación se pasó a la elección del segundo Vicepresi-

dente, obteniéndose los siguientes resultados:

Don Manuel Miguel Traviesas: 11 votos

8 votosDon César Silió

Quedó proclamado Vicepresidente segundo el señor Miguel

Inmediatamente después de realizada la segunda elección,

pasaron ambos señores a ocupar sus respectivos sitios en la

Presidencia.

El señor Presidente dijo que se iba a proceder al sorteo de los

turnos en que habían de renovarse bienalmente los señores Vocales

regionales, letrados y profesores.

Se procedió a sortear los turnos de señores Vocales regionales,

resultando el siguiente tiempo de duración de cada uno de ellos:



El señor Presidente dijo que habían quedado terminadas todaslas operaciones que la ley encomendaba, y que le parecía natural convocar la primera reunión del Pleno lo antes posible

afectable T £"*?" manÍfeStÓ qUe tenían <-Ue tratar de cosas que

SSU^TuS^^ entendía que la primera re Jón
El señor Presidente dijo que si se pudiera disponer del local queen ese momento se ocupaba, convocaría la sesión para el próximounes, pero como antes había que hacer las gestiones pertinentes^

¡XSSS: se convocaría para d —si les p-ía««ÍS

El señor Ruiz del Castillo manifestó que a los señores Vocalesque no tienen su residencia en Madrid, les convendría más reunirse

Navarra:
Castilla la Vieja:
Valencia:
Extremadura:
Aragón:

2 años
4 años
4 años
4 años
4 años.

señores^s^^ *» *"« °***™*<*«" <* *
Celebrado éste, se obtuvieron los siguientes resultados
Don César Silió
Vacante: 2 años

4 años

El señor Ruiz del Castillo preguntó si los señores Vocalessuplentes señan renovados al mismo tiempo que los titulares
El señor Gasset le contestó diciendo que la Ley determinaba

eTd^Xte el mandato del señor VocaI titular' «~SS2
A continuación se procedió al sorteo de los señores Vocalesprofesores, obteniéndose los siguientes resultados.

Don Carlos Ruiz del Castillo: 2 años
Don Francisco Beceña: 4 años.
Don Juan Salvador Minguijón: 4 años
Don Manuel Miguel Traviesas: 2 años



Y se levantó la sesión siendo las ocho y veinte

Presidente:
Exmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

el martes, porque de esta forma tendrán que estar menos tiempo en

Madrid.

Garantías

El señor Presidente dijo que para disponer de la sala eraobbga

do hacer una gestión cerca del señor X#*?5¿*£^
Supremo pues el local que ocupaban era en el que ellos celebraban

oTpknos'no habiéndolo podido hacer en esa sernasi, como de cm£
nario, por la cesión de la sala para las reuniones del Tnbunal de

Añadir que como reconocía que la próxima reunión plenaria

era urgente, haría las gestiones debidas con la máxima celendad.

El señor Pradera dijo que una de las cosas que encontraba de

mayor urgencia era tratar de lo referente a la situación detosfun-

cionarios del Estado que habían sido designados miembros del

Tribunal, debiendo examinar la proposición que había sido pubh-

cada.

El señor Silió dijo que a él, la fecha del martes, le parecía bien.

Varios señores Vocales mostraron su conformidad.

El señor Presidente manifestó que el lunes haría las gestiones

anunciadas y ese mismo día se avisaría a los señores Vocales.

El señor Beceña dijo que otra de las cosas que había de tratar

era de lo referente a la consecución de pases del ferrocarril para los

Sores Vocales de provincias y que para ello se podía nombrar una

Comisión que asesorara en la gestión al señor Presidente.

El señor Presidente manifestó que de eso y de todas las cosas

que fueran necesarias ya se trataría en las próximas reuniones del

Tribunal.

Preguntó nuevamente si se convenía la reunión para el martes

próximo, mostrando los señores Vocales su conformidad.

Y con objeto de poder pasar aviso a domicilio, dijo que por el

señor Secretario se tomaría nota de las de todos.



Excmo. Sr. D. Fernando Gasset y Lacasaña
Excmo. Sr. D. Manuel Miguel Traviesas
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo, Sr. D. Laureano Sánchez Gallego
Excmo. Sr D. Gabriel González Taltabull
Excmo. Sr. D. Gil Gil y Gil
Excmo. Sr. D. Luis Maffiote de la Roche
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D. Pedro García de los Ríos
Excmo. Sr. D.Antonio María Sbert y MassanetExcmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera Larumbe
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea ZaldívarExcmo. Sr. D.Juan S. Minguijón
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña GonzálezExcmo. Sr. D. Carlos Ruiz del Castillo
Excmo. Sr. D. César Silió Cortés
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. suplente del titular de Baleares
Excmo. Sr. D.José Sampol Ripoll

NUMERO 46

A las cuatro y cuarenta del día veinticuatro de octubre denovecientos treinta y tres y bajo la Presidencia del titX Excseñor don Alvaro de Albornoz y Liminiana, se reunió d HenoTribunal con asistencia de los señores reseñados al margen

Leída el acta de la reunión anterior por el Secretario el s,Sampol hace uso de la palabra para que se aclare si consta en aq

SecrTario "***"k COOto* dativamente^
El señor Pan de Soraluce pide una aclaración al acta quehace por la Secretaría. Se aprueba el acta.

q

Seguidamente por la Presidencia se invito a los señores <Emilio Pan de Soraluce y don Bonifacio Martín Puertas a que se aquen a la mesa para prestar la promesa, lo cual es ejecutodo porreferidos señores que toman posesión de los cargos de Vocal tftuFSuplente de las regiones de Galicia yAsturias, respectivamente



Terminada la ceremonia de toma de posesión, el señor Ga jet
hace uso de la palabra para pedir alTribunal acuerde que los suplen-

tos ocupen un puesto reservado en el Salón de Plenos a los que pue-

ST2E >'2 voz ni voto excepto en el caso de que suplan a su

feTpeSIvo titular, pues de esta forma al tener que actuar se encontra-

rán al corriente de los asuntos que se pongan a debate.

El señor Pradera aclara que es potestativo en los suplentes el

asistir o no a las sesiones y así se aprueba.

El señor Minguijón pide que se aclare si los señores Vocales

suplentes están adscritos solamente a su titular y por la Presidencia se

k contesta en sentido afirmativo.

El señor Martín Puerta pregunta si tiene derecho a intervención

como Vocal y se le contesta afirmativamente.

El señor Ruiz del Castillo pide que se fije un plazo a los señores

Vocales suplentes para que acepten o no sus cargos, pues algunos no

lo han hecho aún.

El señor Alcón hace notar que hay señores suplentes que aun

no han comparecido a tomar posesión.

El señor Martínez Álvarez hace constar que en virtud de la^espe
cial posición de algunos señores Suplentes la aceptación del rango sin

u^arks Lguna^entaja les es, en cambio, sumamente inconveniente.

El señor Presidente manifiesta que cuando esté en vigor el Re-

glamento se podrá regular la situación de estos señores.

El señor Beceña manifiesta que pudiera arreglarse este asunto

haciendo que las suplencias, en cuanto a los señores Vocales

P otesores se refiere, se" regulen con un criterio de mayona de= votos

en vez de escribir cada Suplente a un titular,para lo cual se ha de tener

engenta cómo se verificó la elección de Vocales Suplentes en las

Facultades.

El señor Minguijón manifiesta, que a su juicio, la Ley no permi-

te este procedimiento y, que, en su día, habrá que examinar como se

hizo esta elección de Vocales Suplentes en las Universidades.

El señor Presidente manifiesta que por la anómala «»"*""
eme en cuanto a organización se refiere, se encuentra d Tribunal, la

reíntón seTelebral Orden del Día prefijado. Es necesario resolver,



Si.ió .«
Señ°r °aSSet 'mterviene Para deducir de lo dicho por el señorSilio las necesarias consecuencias del momento.

manifestó, problemas como la falta de local, funcionarios y créditos enprimer lugar. En segundo lugar, la falto de un Reglamento respecto alcual ya se hicieron por parte de la Presidencia fas gestion^necesa
f2E t^TT G°bÍern° aCaCCÍdOS

'
'a rXad^porla Comisión Jundica Asesora no ha sido aún examinado ñor el

de ér°es CtombS d ***"""-*"« G°bie™oe este, es también de competencia delTribunal el redactar aquellaparte que a su organización interna se refiere. No es posiblla orTamzacion completa delTribunal -dice- sin este Regtao pue "se"ha de tropezar con grandes inconvenientes, como por ekmplo en laforma en que han de constituirse las Salas.
P

por la Sncta^s" "^^qUe además de lo —ciadopor ia Pres dencia es necesario resolver lo referente a los recursos alegados por los señores Vocales respecto a su elección.

Álvarez
E

v cU°aref 7o1** **testado por el señor MartínÁlvarez y cita el recurso presentado por el señor March que se hallaencarcelado y cuya solución considera de urgencia.

nnr ío
S~en °r **'ma«tfestando su conformidad con lo expuestopor los señores anteriormente citados, hace notar la situación eT que eencuentran los señores Vocales que son funcionarios del Estodo con apublicación del Decreto, fijando las de fecha veineTs trDtzo d

S qUH SHC°nSÍdera COm° ™ta»^Xse les rija un plazo de ocho días para optar por uno u otro raneo Fstn-rroga grandes perjuicios a estos señores, poflo cuíl aToSen dfdifcusion fijado por la Presidencia debe añadirse lo que atañe a los recurso""de los señores Vocales electos y loreferente a los funcionarios
El señor Silió se muestra conforme con que se estudien estospuntos, pero es necesario elegir primeramente aqueje frecen

T^Zsmr^J que además son de más ur^cia p- nu-rStrabajos. ElTribunal necesita un local propio sin necesidad de estarsujeto a la amabilidad del señor Presidente" del Tribunal Supremo E

2S?££T Tar T Un PefSOnal qUC eS -dispens^bk parala marcha delTribunal, para lo cual se podría proponer al Gobierno la

negasen -dice- no sena por falta de voluntad propia por lo que nofuera positiva la labor del Tribunal.
q



El señor Sánchez Gallego manifiesta que interviene solamente

con el deseo de ilustrar a los miembros delTribunal, en cuanto al pro-

ceso de las gestiones que éste llevó a cabo en los primeros tiempos de

su constitución. Manifiesta que considera que la redacción del Regla-

mento es privativa delTribunal, pero que no obstante hubo que ceder

a las demandas del Ministerio de Justicia que lo reclamaba para si. En

cuanto al local, se hicieron gestiones por elTribunal en repetidas oca

siones para conseguir el del Senado, u otro, sin que dieran^resultodo
satisfactorio, del mismo modo que ha sucedido con el ereditojtes-
pecto al personal, hace constar que se cedió por parte de los Minis-

terios no a personal administrativo, sino a funcionarios en expectativa

de destino y fue necesario rehusar muchos de los por ellos ejecutados.

Sería conveniente solicitar de la Presidencia del Consejo de

Ministros la aprobación del Reglamento y que se

Tribunal para que se pueda determinar el margen de libertad con que

éste puede contar.

Coincide con el señor Silió que es conveniente el nombramien-

to de una Comisión que venga a reforzar lar*™™*™^™^
del Presidente. Cree que para elTribunal son imprescmdibksTos^re-
ditos pues si bien los señores Vocales se muestran dispuestos a pres-

cmdl por el momento, de sus emolumentos, no es -un

Personal que se preste a trabajar gratuitamente, siendo lo mas nnpor-

mteTformación de las plantülas.También juzga necesaria la adquisi-

ctón de un local provisional o definitivo y además cree necesano

contar con los créditos imprescindibles para los gastos de matenal.

No se puede actuar -continúa- sin los medios necesarios, por

lo que se considera pertinente que se hagan las necesarias gestiones.

El señor Silió vuelve a intervenir para poner de manifiesto que

si bien lo que el señor Gasset apunta es muy conveniente, quiza sea

preciso conformarse con menos y si no se han aprobado los

Reglamentos elTribunal puede actuar ateniéndose estnctamente a lo

nrScrito por la Ley. Considera también conveniente que acompañe al

señorPresidente en sus gestiones el acuerdo del Pleno delTnbunaL
En cuanto a las Salas, no ve inconveniente para que se constituyan,

desde luego.

El señor Martínez Álvarez se manifiesta conforme con lo dicho

por el señor Silió, pues considera que lo pertinente será pedir sola-

mente aquello que se pueda conceder por ahora.



VocalefaSSr lo expuesto por los señoresvocales que han hecho uso de la palabra, propone que en la gestión

Gobierníp SC r h38an kS SÍ8UÍenteS observaciones SdGobierno. En primer lugar, solicitar un local adecuado para el Tribunaque bien pudiera ser el edificio del Senado, petición del personal aSecuado en el que se ha de encontrar un Secretario General competen-te que puede ser elegido del personal del Parlamento, dos secutariosde Sala y los necesarios oficiales y taquígrafos-mecanógrafo^eTtSeer
Ingar la aprobación del Reglamento que si bien compete dSbfemóen cuanto expresión del ejercicio de la potestad regLentoSrTes
menos cierto que alTribunal compete la redacción de u^rS amentointerno, ypor último, es imprescindible también pedir eícréditonecesano para el material. F creaito nece-

Se aprueba lo expuesto por el señor Presidente, quien nombralos.miembros delTribunal que han de acompañarle en su gestX y dseñor Presidente designa a los dos señoreí^Vicepresidentes a loseñores Silió y Sánchez Gallego.
ementes y a los

Después, el señor Martín Álvarez, que se debe proceder inmediatamente a la discusión de los recursos elevados por los señTeselectos a los que debe darse carácter de urgencia.

El señor Silió cree que ahora tendrán más las gestiones oues sin

pZiSnVZT*^™ Para la -nsiderabfe autoXde]
Presidente, esta se refuerza con el acuerdo del Pleno delTribunal.

mteip¿to2s 0rco m oei? SÍn qUC SUS P^13™ deba« serinterpretadas como censura para nadie, cree que la situación del

lo"dectroT o^deb 8 "^T*""K) decorosa que debiera ser. Es necesario que se haga saber alGobierno el deseo delTribunal de que le faciliten los meatos Tara suactuación, imprescindibles para su decoro P

El señor Gasset manifiesta que no habiendo grandes diferencias deentono entre los miembros delTribunal, será convente reato ST gettiones que por diferentes señores Vocales se han apuntodo CreeTue lafórmuía que pudiera sugerir al Gobierno es que si bien se trato de Suntode orden interno del Tribunal, su no resolución afectaría al orden^ut&o
El señor Bastenechea se pronuncia en el sentido de que el Tribu-nal asuma toda responsabilidad si no se le conceden los meLs necTsanos para su desenvolvimiento, por lo cual propugna el nom Sto euna comisión amplia que realice las gestiones pertinenteí



El señor Martínez Álvarez manifiesta que no deben considerar-

se de la misma manera los recursos ordinarios y los presentados por

los electos que son de urgencia y para cuyo estudio debe procederse

al nombramiento de ponencias.

El señor Presidente pide que se dé tiempo a la oficina para que

los recursos que se mencionaban puedan venir sobre la mesa en las

debidas garantías de procedimiento.

El señor Martín Álvarez pide que, sin pérdida de tiempo, se nom-

bre quien se pide, puesto que a su conocimiento hal llegado> que_ exis-

ten recursos de muy fácü solución y del mismo modo que elTribunal

tuvo tiempo de resolver sobre los expedientes de la lección podían

estas ponencias resolver sobre los recursos.

El señor Presidente manifiesta que el Tribunal resolvió en el

plazo que les fijaba la ley y que no es ésta la solución actual, por lo

que no era favorable presentar la resolución de los recursos que se

han presentado y de algunos que según las noticias, no se han pre-

sentado aún.

El señor Sánchez Gallego hace uso de la palabra para manifes-

tar que si elTribunal pudo resolver sobre los expedientes fue merced

a la labor realizada con anterioridad por la Presidencia y los Vocales

parlamentarios en el escrutinio y en la confección del resumen total y

de los parciales.

Tras una breve intervención del señor Pradera, manifiesta el

señor Presidente que es necesario seguir el procedimiento para la

tramitación y resolución de los recursos. La Presidencia -dice- no

tiene ningún prejuicio, pero es necesario llevar cierto orden en la tra-

mitación de los asuntos del que no es posible prescindir.

El señor Basterrechea hace uso de la palabra para preguntar de

qué clase de recursos se trata, pues a su juiciosolamente cabe el ínter-

El señor Presidente manifiesta que se han presentado centena-

res de recursos a los que provisionalmente se dio por recibidos en

registio, pero que una vez constituido elTribunal es necesario que se

autoricé a la Presidencia para, por medio de una diligencia, dar entra-

da a los recursos que se reciban en la oficina.

El señor Basterrechea manifiesta que no se debe proceder a

conocer de los recursos sin que se les haya dado entrada.



«k «
nCn Cn la discusión el señor Pan de Soraluce el señorSbert y el señor Beceña para apoyar los argumentos del señor Praderay se acuerda que, al pedir la aclaración del Decreto al Gobierno se kproponga se haga ésta en el sentido de la fórmula siguiente Que ,Ós

efectos de la excedencia voluntaria se entiendan limitodos no pe"
do ínH ,° d Caf8° ' qUC SC dedaren excedentes, pero conservan-do todos los restantes derechos anejos a la misma en los mismastérminos regulados por la excedencia forzosa, con reserva del destooque hubteren desempeñado ampliándose el plazo para so icftar laexcedencia en otros ocho días, a contar de la fecha de publicactón deesta aclaración en la Gaceta. nae

He, T K f . f PldC qUC C°n detenimiento se estudie por partedelTnbunal todo lo referente a incompatibilidades, pues es necesariofijar las que se consideren como tales y las que no

niHe h f Tf **""****referencia a su caso particular y

oor^SÍfT C°n l0KÍCh° P°r d Señ°r Sbert ' *«"to
ZI7'1 kS compatibilidades que pueda haber para tranquili-dad de las conciencias de los señores Vocales.

h H E! -!fTrPfadera PÍdC qUC Se facmte a los señores Vocales carnéde identidad, lo cual se acuerda.

™ , Presidente propone que vuelva a reunirse el Pleno delTribunal el próximo jueves a las cuatro de la tarde, y así se acuerda Acontinuación se levanta la sesión siendo las siete ymedia

poner recurso de súplica, que en buena jurisprudencia no cabe con-siderarlos como tales. (Le contesta el señor Martín Álvarez y entreambos señores se entabla un diálogo al que se suma el señor Pradera)

h k . EiSe? f Garda dC l0S RÍOS manifiesta que cree improcedente eldebate, desde el momento que se está debatiendo el fonoo de la cues-
eSJp r°r PrCSÍdente la dÍSCUSÍÓn eoncediendo la paíabra alseñor Pradera que manifiesto que es necesario que elTribunal resuelvala situación a los señores Vocales, que son funcionarios del Estado yloPlantea en el sentido de solicitar del Gobierno se aclare el decreto

b^ecr terbUCad0
' qUC * terminar su mandato en el Tríbunal de Garantías no se encuentren en situación de inferioridad a la quese concede a los funcionarios que son elegidos Diputados en Cortes

Decreto mSio^dT ****«*» ' éste >~ el



El señor Presidente manifiesta que yendo a comenzar el

Tribunal su actuación, es necesario delimitar las facultades que la

pSencSy aseñores Vocales tienen, ya que el Reglamente.no la.

Pulde espeemear por su no existencia, por lo que creo que la actúa-

A las cuatro y veinte minutos de la tarde del día veintiséis de

octubre de treinta y tres, se reunieron bajo la presi-

de^del Scmo. señor don Alvaro de Albornoz, los señores que se

indican abajo.

Por el Secretario se da lectura al Acta de la sesión anterior a

,a nuen^aieon rectificaciones el señor Basterrechea, en el sentido de

£Kí£E£Sn no fue para indicar la procedencia deUecurso

del cargo en dTribunal, entendiendo que

fue estimado como no incurso en incompatibilidad.

Seguidamente se procedió por la Presidencia a dar posesión al

Vocal SupkntTpara Cataluña señor Quero Morales, el cual presto la

promesa en la forma acostumbrada.

Fl señor Presidente dio cuenta de las gestiones llevadas a cabo

por fcSSSSSS señor Presidente del Consejo de Ministros^FTc^bkZ -dijo- no ha prestado sino facilidades en cuanto a la

fclarac oHe! Decreto de lo cual se ha*i por los

Sientes ministerios. Manifestó también que ya se publico en la

fnZTlconcurso para la adquisición de local y se va a hacer una ges-

tirSrl dd SnofSsideme de las Cortes, para la cesión provisio-

rRespecS a funcionarios, el señor Presidente del Gobierno pidió

ufa platilla mínima que se le facultará por la P^%**£¡^
En cuanto a material, se nos facilitará -prosiguió- el «^«nec^
rio v en cuanto al Reglamento, manifestó que es cnteno del Gobierno

e^Jdactar SSnente^referente a la ley, dejando alTribunal la redac-

c ónt toda aquella parte que interesa directamente al mismo.

El señor Beceña pide al Tribunal dé un voto de gracias a la

Comisión por sus gestiones realizadas y así se acuerda.



s^^^-sss-r- *ios —*\u25a0—
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-?cr;.:.'^=ii~s.r¿-=i-
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mes, nH SÍ°r M!rón PUma Pide los asnntos queden sobre lamesa para el estudio de los señores Vocales que los desconocen

=is=P=
El señor Pradera rectifica y se ratifica en sus anteriores mani-festaciones



El señor Beceña se adhiere a lo dicho por el señor Alcon pues

cree que elTribunal en pleno tiene facultades en dos sentidos: la una

ce oficio y la otra a instancia de parte interesada. Cree que no se debe

sentar un criterio excesivamente formulista que dificulte a los ciuda-

danos el elegir al Tribunal.

El señor Presidente manifiesta que en vista de que no existen

grandes discrepancias y puesto que la ley nada afirma ni niega respec-

to a este recurso, no dé inconvenientes para que se acepten a estudio.

luego juzgar.
El señor Alcón manifiesta que elTribunal debe informarle para

El señor Beceña manifiesta que no se debe seguir el sistema que

hace que la jurisdicción ordinaria sea muchas veces tan ngida, que da

más importancia a lo sacramental del procedimiento, que al fondo de

los asuntos.

sentados

Interviene después el señor Gü Gil y Gil para manifestar que

cree necesario nombrar ponentes para el estudio de los escritos pre-

El señor Martín Álvarez se refiere a la resolución delTnbunal

respecto a los expedientes electorales para manifestar que en virtud

de la recta razón elTribunal debe actuar, vista la ley de diecinueve de

octubre de mil ochocientos ochenta y nueve, para concluir que pues-

to que no hay ley que impida el estudio de estos asuntos, elTnbunal

lo debe acometer.

El señor Pradera interviene para concretar, manifestando que se

debe proceder a nombrar ponentes que en el plazo de veinticuatro

horas traigan a estudio del Pleno las ponencias que sobre los diferen-

El señor Sbert manifiesta que no teniendo el Tribunal

Reglamento y siendo éste en su parte de aplicación de la ley potesta-

tivo del gobierno, no se puede interpretar la ley con el nesgo de que

esta interpretación no sea la debida, bien que los recursos han de

seguir unTtramitación definida y será necesario un dictamen antes de

que el Pleno defina sobre ellos.

El señor Alcón manifiesta que para elTribunal se ha sentado ya

un procedimiento y que el Pleno puede perfectamente atenerse a los



•h,. H1 Señ°r, 1UÍÓ manifiesta que cree el asunto suficientementebatido y se debe proceder a nombrar la ponencia.
Cientemente

la leT^0" BaStCrreChea -nanifiesta que cree incumplido el art. 36

... HEI/eñ°r Presidente hace notar que lo que se vota es la admisilidad de los escritos haciéndolos pasar a imitación. Lo cuaTe•rueba en votación con un solo voto en contra.

Por el señor Presidente se procede al nombramiento de lanencia presidida por el Vicepresidente don Manuel MigudTraviesasde la que tomarán parte los señores Vocales don Francic^cóntL^S^JT^ Y 2ald- * «**- d"
Seguidamente, se acuerda la nueva reunión del Pleno nara eloximo día dos de noviembre, en el que dará cuento la ponenc"de~ trabajos y se levanta la sesión a las seis y media de la tarde
Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz y Laminiana

Excmo. Sr. D. Fernando Gasset yLacasañaExcmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas

Vicepresidentes:

Vocales:
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. Sr. D. César Silió Cortés
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera Larumbe
Excmo. Sr. D. Emilio Pan de Soraluce
Excmo. Sr. D.Juan Salvador Minguijón
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del Castillo
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña GonzálezExcmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús García de los Ríos
Excmo. Sr. D. Luis Maffiote de la Roche
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez Gallego

T

la

E señor Presidente manifiesta que lo primordial es oue elnbunal acuerde su admisión para estudio y el señor Basterrechea pideue se nombre una ponencia siguiendo análogo sistema íque señalaLey Orgánica respecto a los recursos de inconstitucional^



Excmo. Sr. D. Antonio Sbert Massanet

Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano

Vocales Suplentes en funciones de Titular:

Excmo. Sr. D.José Sampol Ripoll

Excmo. Sr. D. Bonifacio Martín Puerta

NÚMERO 48

Alas cuatro y veinte de la tarde del día dos de noviembre de md

novecientos treinta y tres se abre la sesión, bajo la Presidencia de

Excmo. Sr. don Alvaro de Albornoz con asistencia de los señores

Vocales reseñados abajo.

El señor Presidente ordena se proceda a la lectura del acta de la

sesión anterior, lo que se efectúa por el Secretario. Luego de una rec-

tificación del señor Pradera que manifiesta que, en su mtervencion de

la anterior sesión, citó el art. 22 en su apartado once y no el art. 11

como constaba en acto, se aprueba ésta.

Acto seguido se procedió a dar cuenta de los recursos de súpli-

ca, presentados por los señores Cortés, Fernández Vega y Calvo Sotelo.

El señor Presidente propone que el recurso presentado por el

señor Cortés, asimismo de los otros dos señores, pasen a estudio de la

comisión ya nombrada, que ha venido actuando en esta clase de

recursos

El señorTaltabull hace uso de la palabra para pedir que queden

en suspenso estos dictámenes para dar tiempo a los señores Vocales

que no los conocen a proceder a sus estudios.

lean los dictámenes
El señor Beceña cree que no hay inconveniente para que se

El señor Pradera cree que no se debe dilatar por más tiempo el

estudio de estos casos a los que ya elTribunal declaró de urgencia.

Rectifica el señor Taltabull y el señor Pradera se ratifica en lo ya

Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. GÜ GÜ y GÜ



El señor Sbert manifiesta que a su juicio es bastante escaso elplazo de veinticuatro horas que se pretende fijar.

Corté
EI "fu" Presidente dice que respecto al recurso del señor

señoSs SC^oe^ tÍf
pdÍCtamfn 7 reSpeCt° a los ™ de loÍT alv° Sotdo y Fernandez Vega, lo que procede es incorporarlos a los dtetamenes ya redactados para que en ellos surtan "tidecto

El señor Taltabull pide que se aplace el estudio de los díctamenes y el señor Alba Baunzano se adhiere a lo manifestado por d
El señor Alcón se opone por creer que los asuntos deben va serconocidos; a lo cual se suma el señor Pradera.

Y

Rectifica luego el señor Taltabull para decir que puesto que ooruna gran serie de dificultades, elTribunal no puede función ° normdZT' " PUCde apla2ar d CStUdÍO de «*» asuntos por To menoshasta que sean conocidos de los señores Vocales.

t K E¡ ÍCÍí0r GaSSet hace una Proposición previa para oue elTribunal declare un plazo para la admisión de recursos d aplica res-pecto a sus decisiones al resolver los expedientes de la elecdon y ñorelTribunal se acuerda que el plazo termine en el día de a fecha
Intervienen seguidamente los señores Beceña y Minguijón elprimero para apoyar sus anteriores razonamientos y el segundo parapedir a los señores Vocales, que se consideren no suficfentemenSenterados, que vayan concretando sus preguntas

demente

r.n h
H SC, °fRUÍZ dC CaStÍU° dice *ue se fiie ™ plazo de veinticua-rs irdScu-r cón y pradera piden q-«—-::
El señor Presidente manifiesta que sería conveniente fijar unplazo que satisfaciera a las dos tendencias, pues no es necelíiotoa una votación en este asunto.

resano negar

El señor Martín Puertas y el señor García de los Ríos intervienenbrevemente, y a continuación el señor Peñalba pide que J£2 «™en los Tribunales ordinarios, es necesario queks SámeSseanconocidos por los señores Vocales antes de ser traídos aTes'di dd

El señor Silió se une a los señores Vocales que propugnan el plazode veinticuatro horas y el señor Taltabull pide que sea de Caimana



El señor Pan de Soraluce propone que se faciliten copias de los

dictámenes a los señores Vocales yel señor Presidente le contesta que

no es posible atender esta petición por no contar elTribunal con el

personal indispensable para su funcionamiento.

El señor Silió insiste en que el plazo sea de veinticuatro horas,

fundamentándose en el texto de la ky,y el señor Sbert le contesta que

no es aplicable a este caso lo prescrito por las disposiciones transito-

rias de la ley que ya fueron cumplidas.

El señor Presidente propone que se demore el estudiar de los

dictámenes hasta el lunes próximo, para dar tiempo a que los estudien

los señores Vocales y así se acuerda.

Seguidamente se leen por el Secretario los dictámenes sobre los

recursos de los señores Del Moral, Martínez Sabater y March, con su

voto particular.

El señor Beceña manifiesta en nombre de la Ponencia, contestan-

do a una propuesta del señor Ruiz del Castillo, que desde el sábado a las

dos de la tarde tendrán los señores Vocales a su disposición en la oficina

los dictámenes sobre aquellos recursos a los que ha habido adiciones.

El señor Basterrechea pide que se reserve la palabra para la pró-

xima sesión para exponer un asunto de sumo interés para elTnbunal

y el señor Presidente accede.

Luego, el señor Gasset, propone que se nombre una comision

que visite al Presidente de la República para cumplimentarla y el

señor Presidente manifiesta que tan pronto regrese el señor Presiden-

te de la República de su viaje les pedirá audiencia para visitarle en

compañía de cuantos señores Vocales lo deseen.

A continuación de lo cual se levanta la sesión siendo las seis y

veinte de la tarde.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gabriel González Taltabull



El señor Presidente ordenó la lectura del acta, lo cual se efectúapor el Secretario, siendo aprobada.

do el ZT™ BaStCrrf haCC US° de la Palabra Para> exponien-do el hecho, sopesar las cuestiones que de él se derivan Lee unrecorte de ABC, que reseña un mitin en el que el señor Pradera aludeal orador y pregunta hasta qué punto pueden los señores Vocaleshacer publicas las decisiones delTribunal y la actitud que en sus reu-niones reservan los señores Vocales. Cree que el ataque que se les hadirigido es injustificado y pregunto en qué condición se encuentranlos señores Vocales a quienes la discreción les obliga a acudir IZ
de zlra^a 7 alUdÍd,OS•LeC tambÍén °tr° reC°"e delde Zaragoza en el que se hace una más amplia referencia del acto aque les ha referido y en el que según dicho periódico se vertieron

Prudente" *"*""^*"*"* Y* la P™-» de s"

Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Excmo. Sr. D.Antonio Sbert
Excmo. Sr. D. Luis Maffiote de la Roche
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña González
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera Larumbe
Excmo. Sr. D. César Silió Cortés
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. Sr. D. Emilio Pan de Soraluce
Excmo. Sr. D. Gü Gil y Gil
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del Castillo
Excmo. Sr. D.Juan Salvador Minguijón
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús García de los Ríos
Excmo. Sr. D. Matías Peñalba Ojeda

NUMERO 49

Alas cuatro y cuarenta de la tarde del día seis de noviembre demil novecientos treinta y tres y bajo la presidencia del Titular Excmoseñor don Alvaro de Albornoz y con asistencia de los señores Voceesresenados al margen, se celebró sesión plenaria del Tribunal deGarantías Constitucionales.



El señorTaltabull cree que la propuesta del señor Basterrechea

es conveniente y manifiesta que elTribunal no debe abstenerse de

intervenir en este asunto que le afecta directamente.

El señor Pradera hace uso de la palabra para manifestar que el

no puede hacerse responsable de lo que un periódico le atribuye,

puesto que solamente de lo dicho por él se le puede inculpar, pero

que no obstante cree que un Vocal tiene derecho a manifestarse fuera

del ámbito delTribunal siempre que aquello que diga sea veraz.

El señor Presidente manifiesta que de las deliberaciones deben

apartarse todo lo que a la persona de la presidencia se refiere.

El señor Basterrechea manifiesta que quedan en pie las cuestio-

nes por él expuestas y lo que solicita delTribunal es que exponga su

criterio.

El señor Pradera rectifica manifestando que si no se trata de una

censura a su persona, él no ha de considerarse aludido, ratificándose

en todo lo dicho respecto al aspecto general de la cuestión.

El señor Abad Conde manifiesta que lo importante es fijarnor-

mas para el futuro puesto que hay dos cuestiones distintas: la una en

cuanto a la actuación delTribunal en las cuestiones que le son propias

respecto a la administración de justicia constitucional Cita después

párrafos de la Ley Orgánica en los cuales se delimitan las facultades

que los señores Vocales tienen a este respecto y cree que, entretanto

no exista reglamento, hay que atenerse a los dispuesto por la ley.

El señor Martín Álvarez, hace uso de su palabra para ratificarse

en lo manifestado con anterioridad y mostrar su conformidad con lo

expuesto por el señor Abad Conde.

futuro

El señor Sbert manifiesta que el señor Basterrechea se ha refe-

rido a este caso solamente con el fin de que se fijen normas para el

El señor Traviesas manifiesta contestando a lo dicho por el

señor Martín Álvarez en cuanto al nombramiento de una ponencia

El señor Martín Álvarez manifiesta que a su juicio no se pueden

tratar asuntos de esta índole cuando no existe una norma reglamenta-

ria a la cual sea posible atenerse. Cree que lo pertinente sena esperar

a que exista un reglamento, para lo cual elTribunal debe realizar las

gestiones necesarias.



El señor Basterrechea pregunta qué criterio se va a seguir encuanto a lo por él manifestado, y el señor Presidente le contesto que

SrSSSíT Td°S
™"***"» en su actuación iuera'de

t,m e h

a ,C°"tÍnuacion Por la Presidencia se ordena la lectura del dic-

Súator eTs^fario" « *"**M "«"\u25a0* *
El señor Pradera hace uso de la palabra contra el dictamen dela Comisión pues a su juicio debe existir relación, al tratar de estecaso, entre los apartados 21 y 31 del art. 15 de la ley

El señor Abad Conde le contesto defendiendo el dictamen de laComisión

Rectifican el señor Pradera y el señor Abad Conde y el señorMinguijón manifiesta que es preciso estudiar todo lo que eí p o y encontra del recurso puesto a disensión exista
Y

El señor Presidente interviene para aunar conceptos y el señor

que se ocupe de la confección del Reglamento que si esto ponenciase nombrase solamente podría hacer una obra L^enSríZrZconocer el reglamento de la ley del Gobierno. Manifiesta que a su iuicío existe una gran identidad entre los señores Vocales y ks juecesdesde el momento en que elTribunal tiene jurisdicción. íay tres partes de la cuestión que considerar: la deliberación, la resolución y losvotos particulares de las cuales, la primera debe, a su juSc ir secrea, mientras que las otras dos pueden ser públicas, teniendo en cuen
nro

qcees f 8rntíaS deClaKl aPHcabIes las -rmas de derechoprocesa común, salvo en cuanto a los votos particulares que puedenser publicados en todo caso.
q pueden

causa s
PreSÍdente manifiesta que la falta de Reglamento es lacausa de estos inconvenientes que el Tribunal encuentra para suSSSSSSS CbCrt PÍd

H
a PfeSÍdenCÍa

señor Presidente del Consejo de Ministros para que a la mayor breve

S^^i-Cr de este—1o cuaI es ——



Rectifica después al señor Pradera y el señor García de los Ríos

manifiesta que, a su juicio, la ley está en este respecto y que el señor

Del Moral es indudable que se encuentra procesado.

El señor Sánchez Gallego interviene también a favor del dicta-

men y antes de ponerse el asunto a votación el señor Marcos Pelayo

pregunta si podrá intervenir en la votación como suplente del señor

Beceña a lo que se le contesta afirmativamente por la Presidencia.

Puesto a votación el dictamen de la Ponencia es aprobado por

veinte votos contra dos.

Seguidamente, se procede a leer por el Secretario el dictamen

sobre el recurso del señor Martínez Sabater.

El señor Abad Conde hace uso de la palabra para decir que la

ley no establece correlación personal entre el propietario y el

suplente.

El señor Ruiz del Castillo lee el art. 7 de la ley para concluir

manifestando que a su juicio sí está clara la correlación personal de

ambos rasgos.

El señor Süió hace uso de la palabra para esclarecer hechos en

cuanto a la elección de los colegios de abogados y el señor Abad

Conde manifiesta que sostiene sus afirmaciones por no encontrar en

la ley ni en la elección motivos suficientes para establecer la citada

correlación personal.

Rectifica el señor Ruiz del Castillo y el señor Abad Conde para

leer e interpretar el art. 71.

El señor Sbert se muestra contrario al criterio de la Comisión y

así lo manifiesta y el señor Minguijón apoya los razonamientos del

señor Ruiz del Castillo.

El señor Pradera apoya el dictamen y después de rectificar los

señores Sbert y Ruiz del Castillo hace uso de la palabra el señor Martín
Álvarez para apoyar el dictamen. Se levanta a hablar el señor Marcos

Pelayo para referirse al caso de las Universidades con disconformidad
con las palabras del señor Ruiz del Castillo.

El señor Alcón, como ponente, mantiene el dictamen y tras nue-

vas rectificaciones del señor Abad Conde y Martín Álvarez, el señor

Basterrechea replica su posición dentro de la Ponencia por entender



que si se tiene en cuente el estricto sentido de la ley hay que desesti-mar el recurso, pero encaminando el fondo de la cuestión se imponeresolver el asunto como lo hace el dictamen.
Puesto a votación el dictamen se aprueba por 13 votos contra8, absteniéndose el Presidente.

A continuación se lee el dictamen sobre el caso del señorMartín y el señor Gasset propone una proposición previa para pedirque se soliciten para el mejor esclarecimiento del asunto el acto deacusación contra el señor Martín, la situación del referido señorcomo diputado de los constituyentes, y la posición de la Comisión deresponsabilidades encargada de juzgarle en la actualidad

El señor Pradera habla en contra de la proposición previa delseñor Gasset y éste rectifica.

Interviene el señor Martín Álvarez también en contra de la pro-
posición del señor Gasset, manifestando que es necesario hacer pron-
ta justicia. v

El señor Sánchez Gallego hace uso de la palabra para manifes-tar que el señor Gasset ha hablado consecuentemente puesto que laposición que habrá de defender fue la que sostuvo en la reunión deltribunal cuando este dictaminó respecto a la admisión de las actas

El señor Pradera y el señor Martín Álvarez rectifican y el señorSampol pide que se resuelva a la mayor brevedad.
El señor Bernal pide que se traiga también a estudio delTribunalel auto de sobreseimiento del Tribunal Supremo de Justicia sobre elcaso del señor March.

El señor Martínez Sabater se opone a la proposición del señorGasset, pues el Tribunal tiene suficientes elementos de juicio pararesolver. ' y

El señor Abad Conde le contesta, rectificando luego el señorMartínez Sabater.

El señor Pradera hace una breve intervención para pedir que sefijen los documentos que se han de pedir y el señor Ruiz del Castillopide que se anote la proposición del señor Gasset en contraposicióna otras que el referido señor presenta para que no sean necesarios losreferidos documentos.



Se levanta la sesión a las ocho y cuarenta convocándose la pro-

reunión para el día siguiente a las cuatro de la tarde.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel de MiguelTraviesas

Vocales

Excmo. Sr. D. César Silió Cortés
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D.Antonio M.a Sbert Massanet

Excmo. Sr. D. Emilio Pan de Soraluce

Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles

Excmo. Sr. D. Antonio Bernal
Excmo. Sr. D.José Sampol
Excmo. Sr.D.Francisco Pelayo

Excmo. Sr. D.Eduardo Martínez Sabater, suplentes en funciones

Excmo. Sr. D. Gerardo Conde
Excmo. Sr. D. Gabriel González Taltabull
Excmo. Sr. D. Carlos Martín
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús García de los Ríos

Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D.Juan Minguijón
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del Castillo

nterviene el señor Minguijón que no es necesario el estudio de

dos documentos, y el señor Sbert manifiesta que si bien cree

son necesarios para la resolución delTribunal los documentos

piden, él votará en pro de la proposición del señor Gasset por

erar que cuando varios señores Vocales no creen tener sufi-

s elementos de juicio,lo que debe hacerse es facilitar este deseo

•rmacion.

ll
a

LO

Puesta a votación, la propuesta del señor Gasset es rechazada

ece votos contra doce, quedando para la próxima reunión la dis-

i del dictamen de la Ponencia.



El señor Basterrachea pide que le haga constar en acta las razo-
IUC 50 en la anterior sesión por las cuales considera e ataqueque se le dingiera justificado, porque en la elección de Vicepresidentesse limito a interponer la Ley en el sentido de que tenían que votark aVicepresidente primero y segundo en dos papeletas distota, y no en

cuada Fn l I Y "^^^ COSa 1ue caUficó de ade-cuada. En la elección no tuvo voto decisivo ya que los resultados de lamisma, como se recordará, fueron en cuanto al ¿rocedimientode oncevotos contra ocho en favor. También pidió que se hiciera^onstar enacta que su intervención en la sesión del día seis se limSTa^nrarconcretamente al Tribunal respecto a la publicidad o secretoTS
tnTn°lTd?¿ CenS° ddTrÍbUnal dC Garantías Constitucionatsttraten, a la de las opiniones emitidas por algunos Vocales- a la de lasvotaciones y a la de las resoluciones.

Acontinuación se escribirá el acta con la adición yrectificacio-nes pedidas por el señor Bastenechea.
rectmcacio

El señor Presidente abre la discusión sobre el dictamen delrecurso de señor March yel señor Pradera hace uso de la pSra paradefender el voto particular del señor Siliópor creer que el señor Marcíno esta procesado de oficio, autorización que juzga suícknteManifiesta que en disconformidad con el preludio de íponenS nocree que toda acción pública pueda ser considerada de a¿S
138 del Código de Justicia Military el 838 de la misma ley. Cree que sita ley hubiera querido incluir los delitos perseguidos por la CorSstónParlamentaria de Responsabilidades lo hubiera manifestado expresa

mente, y como el señor March está procesado por el referido o'gaXmo, su proceso no puede considerarse de oficio.

Manifiesta que la ley de veintisiete de agosto de mil novecien-tos treinta y uno no faculto a la Comisión de Responsables paraprocesar, sino solamente para instruir diligenciad, pudiendo úS

He m ,A kS CUatr° Y veinticineo de la tarde del día siete de noviembre

señoTÁlvatoriV"^ * **Y *PreSÍdencÍa del E™señor Alvaro de Albornoz y con asistencia de los señores Vocales resé-



El señor Minguijón manifiesta que ya en la sesión pasada se votó

la conveniencia de pedir documentos para el mejor esclarecimiento

del asunto y elTribunal se pronunció en contra.

El señor Abad Conde dice que ha sentido un profundo disgusto

viendo cómo elTribunal va a revocarse de su acuerdo en un asunto

planteado sólo hace veinticuatro horas. Manifiesta que el fue partida-

rio de que se trajeran algunos documentos creyendo que en cambio

son inadecuadas las defensas que del recurso del señor March se han

hecho Cree que no se puede buscar apoyo en nadie y menos para la

persona del ex rey en la Constitución del 76, pues a este se le exigió

responsabilidad de carácter histórico, precisamente por el incumpli-

miento de aquella Constitución.

Se entabla un diálogo entre los señores Abad Conde y Pradera

que corta la Presidencia y el señor Abad Conde confirma, manifestan-

mente juzgar las cuestiones políticas o de gestión mimstenal. El art. 15

deTLey Orgánica no puede referirse al caso jurado y sostiene que el

voto particular del señor Silió debe ser estimado por el Tnbunal.

Tambkn manifiesta que siendo opuesto a düaciones si es cierto, como

se ha dicho, que en el acta de acusación no se menciona el delito de

cohecho, será preciso que elTribunal la conozca.

El señor Martínez cree que por ser la Ley del Tnbunal de

Garantías posterior a la de responsabilidades, si no lo menciona no se

puede decir que es porque no lo haya podido prever, como el señor

Pradera que fa fórmula "procesado por el delito perseguido de oficio

no es^pncable al caso del señor March. No se puede dar a la ley otra

Serpretodón que la que da el voto particdar del señor Alcom Se ocupa

de7ley de responsabilidades, en la que encuentra una manifiestage-
rencia entre la diligencia de instrucción y la que compete a los

tribunales de Justicia, cuya intervención es expresamente citada en la

Ley presto que en ella se expresa que hay asuntos en los que mterven-

orlnTas Cortes y otros en los que tendrá competencia el Tribunal que

S> que por todo lo cual cree que debe prevalecer el voto particdar.

El señor Alcón manifiesta que su voto particular descansa sobre

la base de existir el delito de cohecho; si en el acta de acusación no

figura éste, el voto no tiene razón de existir.

El señor Beceña declara que la Comisión en este caso ha de reti-

rar el dictamen, puesto que éste descansa, asimismo, sobre la existen-

cia del delito de cohecho.



El señor Pradera manifiesta que por su parte no existe revocacion, pues lo que él manifestó en la anterior sesión fue qujuzgadomnecesano el conocimiento de los referidos documentos"no se hTbÍ
conTenos* ******"**"*"debate SU^ía la «£¡£S

El señor García de los Ríos manifiesta que él no cree necesarioel conocimiento de los referidos documentos
El señor Beceña hace uso de la palabra para manifestar eme seconsidera suficientemente instruido, puesto que de ex^d acfc deacusación, lo natural sería que se mencione por la defensa ño obstan*kcuaLno ha de oponerse a que los mencionados documentos ean

Elsenor Gasset manifiesta que él apoyará la propuesta del señorAlcon siempre que se amplíe en el sentido de pedir, además Zdocumentos que él creyó necesarios en la cesión anterior
El señor Alcón muestra su conformidad con lo expuesto ñor elseñor Gasset, y el señor Martín Álvarez hace notar qufes necesarioque sea el texto auténtico de los documentos el que se conozca Teshasta el han llegado noticias de variaciones introducidas en elST
El señor Bernal pide que se traiga también el acta del sobreseímiento dictada por el Supremo de Justicia.
El señor Presidente cree que sería conveniente que en el caso

se fifer°un aXo *""?*d°CUment°S a"ndo h^n venido éstos

cre^ecetir" * *******«
'°S

do que como representante parlamentario, ha de decir que es públicala existencia del acta de acusación como también es púbüco quetta
no se ha dado a conocer al señor March. Dice que, a su jukio no se
toouee ir CCer dÍferenCÍa al8Una Cntre la C°m"sión yírZai pulto que la Cámara tema facultades para juzgar y las penas que miousnno estaban en ninguna legislación anterior

q P

traer afestono mTT ?**"** SC PreSenta la cuesti°n detraer al estud o del Tribunal el Acta de acusación en vista de lo maniSn estoTuJ ertbT.t 1 T°******Y P°r IaS ~uon esta que elTribunal ha de resolver.



El señor Gasset pide que se lea el recurso del señor Calvo

Sotelo, lo cual se efectúa por el Secretario tras de lo cual manifiesta e

señor Gasset que no debe estimarse el recurso por encontrarse en el

el carácter de apelativo, siendo así que no puede tener este carácter.

El señor Sampol pide que se traigan también los acuerdos toma-

dos por la Comisión de Responsabilidades y los votos particulares que

respecto a ellos se compilaron.

Seguidamente, se apunta el que sean traídos a estudio del

Tribunal los siguientes documentos, haciendo patente su voto en con-

tra los señores García de los Ríos y Pan de Soraluce.

1." Fecha de sobreseimiento delTribunal Supremo de Justicia.

2 • Justificación acreditativa de la situación como Diputado de

las Cortes constituyentes de don Juan March y Ordinas, y de los que

tomaron posesión del cargo hasta la disolución de las mismas.

3 ~ Testimonio del Acto de acusación y votos particulares for-

mulados; pondrá dicho supuesto a conocimiento de la Subcomisión

correspondiente de la Comisión de Responsabilidades.

permanente
4.° Certificación comprensiva de los acuerdos de la Diputación

Acordándose que el plazo para pedir documentos de que dis-

pondrán los señores Vocales, después de recibidos los que se mencio-

nan, será de cinco días.

Se suspende la sesión a las seis y veinticinco para reanudarla a

las seis cincuenta.

Martín Puerta

Se pone primeramente a discusión el dictamen sobre el expe-

diente de Asturias; al comenzarse a discutir abandona el salón el señor

Una vez leído el dictamen de la Comisión, el señor Presidente

manifiesta que del mismo modo que hizo al discutirse este expedien-

te por elTribunal de los Siete, él se abstendrá de toda intervención

dadas las particulares relaciones de carácter político que con la men-

cionada región le han ligado.

Se aprueba el dictamen por unanimidad.



Cnm-s-
Señ°r Presidente cree que sería conveniente nombrar unaComisión que se ocupe de la preparación del Reglamento interno del

El señor Martínez Álvarez cree que esta es cuestión que va íueresuelta, puesto que sería injusto el no admitir unos recursos por unorganismo excesivo de carácter procesal.
recursos por un

recurran TribTÍ"^
dÍCÍend° qUe aPdar se hiende porrecurrir a un Tribunal superior al que decidió.

Certifican nuevamente el señor Martín Álvarez y el señorGasset, y el señor Basterrechea manifiesta que se encuentra corarmecon el señor Gasset como ya manifestó cuando esta cuest c^ fufpuesta a debate, citando con su apoyo textos legales. . P

Ios acutSton^H CaStU1° manmeSta qUC en aCta han de constarios acuerdos tomados en este sentido.

El señor Beceña hace constar que cuando por elTribunal se dis-cutió la cuestión, se admitieron todos los recursos con el carie er Zsuplica, y no se puede llevar a un estrecho criterio procesal queperjudique a uno sólo de los presentados.
procesal que per-

El señor González Taltabull presenta una proposición paraque, fundándose en la ley, se asegure al Tribunal de si el referidoseñor Calvo Sotelo tiene o no el carácter de abogado en e ere cíoque la fey exige para poder ser los'colegios ieabo

Pradera
evMaartST n "" T^ «** ProP°sición los señoresPradera y Martín Álvarez y el señor Abad Conde apoya la propuesta.

El señor Presidente hará constar en su proposición esta oro

ttSSET***pedir d—*fo- -—„

Y el señor Taltabull acoge en forma de ampliación de su oropuesta lo manifestado por el señor Presidente, aprovechándose 7apetición de testimonio del auto de procesamiento y sentencias recat
SSETEST k C°mÍSÍÓn Re™«dad- contra

Seguidamente se pone a disposición, tras ser leído el dictamen
ñámente *"^de MUfCÍa

' qUe eS aProbado "4^



Excmo. Sr. D. Gabriel González Taltabull

Excmo. Sr. D. Pedro Jesús García de los Ríos

Excmo. Sr. D.Víctor Pradera

Excmo. Sr. D.Antonio M.a Sbert Massanet

Í Excmo. Sr. D. Francisco Pelayo
Excmo. Sr. D. Eduardo Martínez Sabater, suplentes en funciones

de propietarios.

NÚMERO 51

A las once y veinte de la mañana del día veintiuno de diciembre

de mil novecientos treinta y tres bajo la Presidencia del Excmo. don

Alvaro deAlbornoz y con asistencia de losVocales reseñados al margen,

se abre la sesión del pleno delTribunal. Por el Secretario provisional se

procedió a la lectura del acta que es aprobada por unanimidad.

El señor Pradera pide la palabra para formular una propuesta a

la Presidencia que afecta al decoro delTribunal y el señor Presidente

Tribunal, lo cual se considera oportuno por éste, denominándose a los

señores Abad Conde, Beceña, Sánchez Gallego y Silió.

Seguidamente se levanta la sesión a las siete cuarenta

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel MiguelTraviesas



El señor Presidente manifiesta que no tiene ninguna noticia

Pkno d°e lorntatd0 d Señ°r PKldera Y qUC n° d^e apartase
Pleno de los asuntos que constituyen el orden del día.

El señor Abad Conde manifiesta que ha de recordar, sin ningúnagravio para nadie, que el señor Pradera con anterioridad se perrS
también hacer manifestaciones de índole extrema al Tribunal y creeque este debe apartarse de todo aquello que como la note oficiosa dereferencia, tiene un carácter eminentemente político

Varios señores Vocales hacen manifestaciones en el sentido dedeclarar que no han recibido indicaciones de ningún género.

El señor Silió pide que se intensifiquen los trabajos para la con-

TribZ1 T " CreS dd CrédÍt° Para d fnncionamiento delTnbunal y el señor Presidente le conteste que ya se ha ocupado deque estos créditos se estudien con la debida celeridad

Rápidamente se entra en el orden del día, poniéndose a cono-cimiento del Tribunal el expediente abierto sobre las diligencias
enviadas por el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción d^Santiago de Compostela en virtud de auto sobreseimiento en elcaso del señor Ruiz del Castillo. Este señor manifiesta que constea de ínteres el rápido esclarecimiento del asunto para^u personalsatisfacción y sobre todo para que quede a salvo la dignidad Zcargo que desempeña. S

manifiesta que de no ser referente al acta se procederá a dar posesiónde su cargo al señor Pedregal.
posesión

El Excmo. señor don José Manuel Pedregal se aproxima a lassssr dd señor p~ yp-ia p—-«-

la nren J f ' referencia a la "ota oficiosa aparecida enla prensa madrileña con fecha treinta del pasado noviembre en la quepor el señor Botella Asensi se hacía referencia a presiones delGobierno sobre determinados miembros del Tribunal, manifieste queino es cierta debe ser desmentida por el Tribunal. Manifiesta que porsu parte no ha recibido ninguna indicación del Gobierno ni por rungun otro conducto, ypregunta si el señor Presidente tiene alguna noti-

Tribunal
8UbematÍVa " °ptato °" de IoS "^ros del



c) Doctores en Derecho"

El señor Presidente propone el nombramiento de un ponente

que informe ante elTribunal de lo actuado y el señor Beceña pide que

T«to^ condición de este ponente que a juicio del señor Alcon no

ha de tener otro carácter que el meramente informativo.

Tras breves intervenciones de algunos señores Vocales encami-

nadas a delimitar las facultades del Ponente, se nombra para este expe-

diente al Excmo. señor don Francisco Alcon Robles.

Seguidamente se da conocimiento por el señor Presidente de la

existencia de un expediente formado al señor Pradera y propone que

otro ponente con el fin de informar alTribunal en la misma

ToZTqnc se hará con el caso del señor Ruiz del CastUlo,y se designa

para ello al señor Martínez Sabater.

El señor Presidente da cuenta de haberse recibido un escnto

por elTribunal dirigido por el señor Del Moral, el cual es leído por el

SecretL provisión y es desechado por elTribunal, ateniéndose aTo

ya resuelto para este caso, las circunstancias que se alegan por el fir-

mante no se ajustan a la realidad de los hechos ya que el referido

señor Del Moral no ha sido absuelto.

Puesta a discusión la Ponencia sobre el Reglamento de régimen

interior delTribunal, el señor Beceña como ponente planteat unaxuea-

tión de orden en el sentido de que primeramente se discutan las dis-

posiciones transitorias que son las de mayor urgencia.

Aprobada la cuestión planteada por el señor Beceña, este

comienza su informe sobre el criterio seguido por la ponencia al

redactar las disposiciones transitorias del Reglamento.

Presenta enmienda a ella el señor Abad Conde y se aprueba esta

enmienda, quedando redactada la fase primera en la siguiente forma:

"Los Secretarios de Sección delTribunal de Garantías Constitu-

cionales se nombrarán por concurso de méritos entre las personas

que reúnan cualesquiera de las condiciones siguientes:

a) Licenciados en Derecho que sean funcionarios públicos por

oposición

b) Abogados con más de cinco años de prácticas.



El señor Abad Conde se opone a este criterio por creer que enel referido art. 20 del Reglamento también se prescribe para los ktrados el carácter de auxiliares de los Secretarios, lo cual les da un cSkter emmentemente práctico del que necesariamente han ce carecer"os abogados jóvenes. Propone que las condiciones que se exijanTZLerdos sean las mismas que se aprobaron para los SecrSrk de

El señor Sbert interviene para adherirse a lo expuesto por elseñor Beceña, pues cree que se trato de verdaderos técnicos en dere
gaZ en^^r' **"°"*"*~P°' "*~«-

Tras una rectificación del señor Beceña y otra del señor AbadConde se aprueba la base redactada en la forma siguiente:

Los oficiales letrados del Tribunal de Garantías se designaronpor concurso de méritos entre licenciados en Derecho mayores deveintiún anos. La convocatoria determinará los méritos respecto a loscuales debe basarse el nombramiento".
El señor Beceña, a continuación, hace una relación de los que asu juicio deben ser considerados como méritos para la convocatoria y

La fase segunda se aprueba sin discusión y seguidamente se
mSno adía SeS1°n

*"*""»*"*\u25a0 * *media de "«
Alas cuatro y cuarenta y cinco de la tarde se reanuda la sesiónbajo la Presidencia del señor Albornoz y el señor Beceña continúa suinforme manifestando que ha de hacer referencia al art 20 del

semfdoT !? tacn
1
tatete Para aPoyar su razonamiento en e

Vocales " *"****»C°m° auxiliares únicos de lo

Hay otras cuestiones de mucha importancia que han de serresueltas por los Vocales y que requieren un asesorante competente, como son por ejemplo, las cuestiones de competencia entre dPoder central y las regiones autónomas, cuestiones que requeren unagran preparación en materias de derecho público por parte de loserrados. Propone que se modifique lo anterLmente prendo por

Lral esnooreanbel T** * ***deLetrados por abogados mayores de veintiún años mediante un concurso con alegación de méritos.



Los méritos que podrán alegarse y serán estimados discrecio-

nalmente serán los siguientes:

"Años en el ejercicio de las funciones y profesiones que dan

aptitud al solicitante, publicaciones, expediente académico y cargos

universitarios, número de oposiciones ganadas sobre materias de

Derecho,formación en el extranjero acreditada en oportuna memoria,

idiomas y los que a juicio del concursante puedan alegarse y sean de

estimarse".

A continuación, se pone a discusión la base 50 de la ponencia

que aprobaron; en la forma siguiente pasa a ser cuarta de las disposi-

ciones:

"Los funcionarios administrativos del Tribunal de Garantías

Constitucionales se nombrarán mediante concurso entre los funcio-

Lrios activos o en excedencia que pertenezcan a la administración

civil del Estado.

Elplazo de presentación de instancias para el concurso se enten-

derá cerrado veinte días después de la convocatoria en la Gaceta de

Madrid.

Refiriéndose a la base sexta de la ponencia, el señor Sbert hace

constar que elTribunal garantiza a los funcionarios la conservación de

las plazas que abandonaron para ingresar en elTribunal y este acepta

solicitar del Gobierno que así sea".

Se aprueba la base que pasa a ser quinta en la forma siguiente

"El Tribunal de Garantías Constitucionales gestionará del Go-

bierno el que los funcionarios públicos que hubieran sido designados

en virtud de concurso para desempeñar cargos de Secretarios oficiales

letrados o administrativos en este Tribunal, sigan figurando en sus res-

pectivos escalafones y ascendiendo en ellos aunque sin percibir sueldo.

Así como que dichos funcionarios conserven en el Cuerpo de

donde procedan los derechos que las disposiciones vigentes les con-

ceden, sin limitación alguna como si continuasen ejerciendo normal-

mente sus destinos y se les conserven las plazas que servían a fin de

que puedan reintegrarse a ellas al cesar elTribunal de Garantías .

tras otras intervenciones de los señores Pradera, Martín Álvarez, Abad

¿onde y Alcón, se aprueba la segunda parte de la base en la forma

siguiente:



Por último, se puso a discusión la base séptima de la ponenciaquedo aprobada en el número seis de la forma siguiente:

"Los taquígrafros-mecanógrafos delTribunal de Garantías Cons-tcionaks se nombraran de manera definitiva mediante oposición".

A continuación se procedió al nombramiento de los miembrosTribunal que van a constituir el de las oposiones para las plazas deuigrafos-mecanografos que fueron los siguientes:

Presidente del Tribunal: el Vicepresidente del de Garantíasmo. señor don Manuel de Miguel Traviesas, Vocales: Excmos. seño-don Carlos Martín Álvarez, don Antonio M.a Sbert Comoetano, uno delTribunal, y como técnicos dos taquígrafos de las:es"

Seguidamente se acordó la fecha de reunión del próximo Plenoel día nueve de enero, levantándose la sesión a continuación.
Son las siete y veinte de la tarde

Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Presidente

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas

Vocales:

le

Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña González
Excmo. Sr. D. Gabriel González Taltabull
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús García de los Ríos
Excmo. Sr. D. Luis Maffiote de la Roche
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del Castillo
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert
Excmo. Sr. D. César Silió Cortés
Excmo. Sr. D. Laureano Sánchez
Excmo. Sr. D.José Manuel González
Excmo. Sr. D. Eduardo Martínez Sabater



anterior.
El señor Secretario provisional da lectura del acta de la sesión

El señor Pedregd dice que no se extraña de que en dicha acta

no se haya recogido una conversación suya, pero que era convenien-

te el que
yconste8en acta lo que en dicha sesión dijo cuando el señor

Beceña empezó a retomar su informe sobre la ponencia que le fue

encomendada que fue cuando dicho señor Beceña leyó el encabeza-

miento en que se refería a las plazas que se habían de anunciar en vir-

tud dd Reglamento de ocho de diciembre, que si no se suprimía ese

e7cabezan?ento en el que se hacía referencia a dicho Reglamento,tendía qTplantear undebate a fondo sobre la legalidad del mismo.

Insiste nuevamente en que debe constar así en acta.

El señor Presidente afirma que constará, quedando con esta sola

aclaración aprobada el acta de la sesión anterior.

El señor Presidente, antes de entrar a discutir el ordenl del dm

da unas explicaciones de por qué no ha habido otra reunión de pleno

exterioridad, que ha sido debido a que aun cuando aprecia que no

habírnSguna dtfLultad para la conclusión del Senado y esperaban

tod?s Señores Vocales, cuando se separaron en la sesión ultima que

la reunión podía haber sido el nueve del corriente mes en dicho local

de S^ado P
han surgido algunas dificultades en la limitación de^este

asunto firme; diciendo esto inmediatamente al habla con el Gobierno

í^imera noticia que tuvo de estas dificultades, se le mandes to que

según había dicho el señor Presidente del Congreso, quedana este pro-

Sa resuelto el lunes de la semana pasada y que el martes por

mediación de la Presidencia del Consejo de Ministros, se daña la con-

Stoctón definitiva. Llegado el martes no se recibió esta contestación

™o nt* obtuvo8sino que las dificultades que había la semana

anterior continuaron en pie. Aconsecuencia de esto la mesa en pleno,

de algunos señores Vocales, fue a ver al señor Presidente

ce! Conejo de Metros, el cual remitió a este Tribunal d Senado.

Entrevistados la tarde con elPresidente de la Cámara de los Diputados,

expuso las difiedtades, todas ellas realmente de tipo subalterno,

que para que la conclusión del Senado no se hubiera verificado ya,

quedSSo con dicha sección. Sigue manifestando el señor Presidente

El señor Presidente declara abierta la sesión a las cinco y cuar-

to de la tarde.



de Obras CpmíTc Íéa 0tKl8eStÍÓn rCalÍZada Cerca deloe Ubras Publicas. Como quiera que la Comisión de Presunuestossuprimió la partida que iba en el presupuesto para concertaron lascompañías de Ferrocarriles billetes pagándoles este ÍSbunal de supropio presupuesto, dice el señor Presidente al Minero de ObrasPublicas que parecía que la Comisión de Presupuestos de la Cámarahabía tomado entre otras razones para la no concesión de esa pÍtiTla de que seguramente por parte del Ministerio de Obras Públka nohabía inconveniente en hacerlo, así lo cual ha dicho el señor MnTstroestar dispuesto a dar toda clase de facilidades para la Concestón depases a todos los señores Vocales de este Tribunal a cuyo efecto orímete el señor Presidente el dirigir mañana mismo una commucadóncon los razonamientos encaminados al caso, incluyendo
nal de todos los Vocales. Hace también observar que b meSTomóTaresolución al objeto de apremiar al Gobierno, de hacéroste reuniónsin mas orden del día que la discusión de los Presupuestos po^cuva
razón no se trata ningún asunto más en la convocatoria. Manaes a quecomo se hallan presentes los compañeros que han sfdo eSidosVocales yVocales suplentes parlamentarios, «va a proceder aSeposesión de su cargo con la promesa de rigor

Los señores don Basilio Álvarez y don Gonzalo Meras Vocalesparlamentarios, y don Alfredo García Ramos y don Franascc Vega dela Iglesia, suplentes de los anteriores, prometen el cargo

El señor Presidente. Orden del día. El señor Secretario se servi

que —en^
SSSÜ 7 se abra decisión sobre cada—«SESSK

en dar estado oficial al asunto mediante una comunicación enviada vapor mi. El señor Albornoz aclara que aun cuando de akha comunicacion ha recibido la contestación, la mediación del señor Presidie delConsejo de Ministros, tan sólo es en sentido de dar buen^nresknes y no con una resolución definitiva. Antes de cnZ ZresZesta reunión dice que se ha puesto nuevamente aThab^contdeípendón oSV; T"?" *****"«* "» --toae la ejecución del Senado a los señores Vocales, pero que le hancomunicado que todavía no se ha resuelto nada en la Cámara



El señor Basterrechea dice con respecto a este artícdo que, en

efecto, contra lo dicho anteriormente, el sueldo de los Magistrados del

El Secretario provisional da lectura d art. 11 del Capítdo I

Hecha la pregunta por el señor Presidente de si se aprueba,

queda aprobado por unanimidad.

El señor Beceña dice que quiere hacer constar dgo que ya tuvo

ocasión de señdar en reuniones anteriores. Cree que la justificación

fundamentel de las partidas está en que respondan a preceptos lega-

les Hay algunas que derivan de artícdo de la propia ley delTribunal,

como por ejemplo las que se refieren a los Vicepresidentes y tiene

como base la comparación con los Vicepresidentes de Sala dd

Tribund Supremo. En una pdabra, quiere que en la memoria se haga

constar el capítdo, artícdo y concepto del Presupuesto general del

Mimsterio de Justicia donde figuren los sueldos de los Vicepresidentes

de la Sala del Supremo, a razón de treinta mil pesetas, para que tenga

plena notificación esta partida que se refiere d aumento del sueldo de

los Vocales Vicepresidentes.

Varios señores Vocdes aclaran que ya consta así en la Memoria.

El señor Beceña dice que en efecto así es, pero que desea tam-

bién la cita clara de la ley: capítdo tal, artícdo cual, sección tal, con-

cepto cual del Presupuesto del Ministerio de Justicia para que de este

modo en la Comisión de Presupuestos Parlamentarios no exista duda

dguna.

Se acuerda hacerlo en este sentido

El señor Secretario provisiond da lectura del artículo tercero

El señor Basterrechea manifiesta que, efectivamente, los Magis-

trados delTribund Supremo tienen veintiséis mil pesetas de sueldo

anual, pero que además tienen concedida una asignación por residen-

cia de mil quinientas pesetas.

Varios señores Vocales dirán que esta partida de indemnización

por residencia va incluida en otro artícdo del Presupuesto y que

cuando dicho artícdo se lea podrá ser discutido.

Queda aprobado el artícdo

El señor Secretario anterior da lectura d art. 11



El señor Pradera rectifica diciendo que aun cuando le da exacamenté igual que se establezcan estes mi, quinientas pesetas Dorresidencia o que no se establezca, lo que sí quiere que conste es íuepara ellos no existe la obligación de vivir en Madrid. Porque si se exige
la residencia en la capital, debe equiparárselos completamente TosMagistrados del Supremo. Pide que esto conste de una forma fehacientisima y clara en el texto de la Memoria.

El señor Álvarez se muestra conforme con la equiparación enun todo a los Magistrados del Supremo, o sea, la ¿Sde
"oírPreXcT^^

El señor Presidente pregunta si se mantiene la residencia

Tnbunal Supremo es de veintiséis mil pesetas anuales y mil quinientaspese tos por indemnización de residencia, pero quiere quedar presen
te a los señores Vocales del Tribunal que si, efectivamente como hadicho el señor Presidente, se tienen solamente solicitados síno casiconcedidos los pases de ferrocarril para los Vocales, le parece ütcoTPatible el que se tengan las dos cosas, pues si se obtienen los país
ello supone la no obligación de vivir en Madrid y entonces la indemnizacion por residencia es un caso de incompatibilidad

n«, I6"01" tt dÍCC en d mismo criterio expuesto por el señorBasterrechea y entiende que esa indemnización por residencia podráestar en contradicción con el derecho a disfrutar estos pases de fibíecirculación, cuya concesión encuentra justificada por la Tbligactón
que tienen todos los Vocales de estar en contacto con las ÍÍgones emstituciones que representan. De modo que es mucho mlor queantes que se haga desaparecer una gratificación "a mano alzador"2ZSS2ST 1a C°rreSP°nd— - oprimida por los

E señor Pradera considera que esto tiene una gran dificultadpues la ley es escrupulosa con los Magistrados del Supremo y de estemanera esta equiparación desaparece teniendo como titular dichos

2££* eS l0S ferrOVÍarÍOS la -demnizacion po

Hnn
E1 Seí° rTraviesas manifiesta que no puede existir tal equipara-ción con ellos porque los Magistrados del Supremo tienen la oblS-

VoTakÍ drel^T08 "»*******° «™ « "



El señor Presidente aclara que si el Tribund acordara que no

había obligación de residencia no se podría pedir dicha indemnización.

El señor Alcón opina que existe una insuperable dificdtad para

que se llegue a un acuerdo de td calibre, como el que propone el

señor Pradera, de que se haga la declaración oficid de la no obligación

de estar residenciados en Madrid los señores Vocdes, cuando los tra-

bajos que les están encomendados sí lo imponen necesanamente.

Se aprueba dicha partida

capítulo
El señor Secretario provisional da lectura del art. 51 del mismo

El señor Álvarez considera que debido d significado deatono

de esta partida, será conveniente regularla, determinando una canti-

dad para cada suplente y así esta cifra no estará sometida a las fluc-

tuaciones de los viajes que tengan que hacer por suplencia de los

Vocdes propietarios.

El señor Pradera dice que si esta partida no se consume total-

mente durante el año, será reintegrado su resto a Hacienda.

El señor Álvarez pregunta qué se hará si se rebasa dicho crédito

El señor Pradera dice que se abrirá uno nuevo

El señor Martín Álvarez recuerda que en el Reglamento dado

por el Gobierno se señdan los suplementos de los Vocdes suplentes

y se dice que tendrán cien pesetas por cada sesión a que asistan, ade-

más de los gastos de locomoción y metálicos. Por lo tanto, esta esta-

blecida la acumdación con arreglo al número de asistencias y no con

arreglo al carácter de suplentes. Hace observar que ya en el Regla-

mento se ha definido dgo, bastando la condición de suplente porque

ya no es -dice- como se creía antes obligación suya el estar siem-

pre a la disposición del Presidente que esté, sino que se dice que solo

suplirá a los tildares cuando éstos disfruten de permiso, Ucencia o

estén enfermos. No insiste sobre este asunto aun cuando lo considera

El señor Pradera insiste en que se debe hacer constar en acta la

opinión de los señores Vocdes que estiman que la concesión de

ambas indemnizaciones por residencia no significa la obligación de

viviren Madrid.



El señor Presidente dice que todo eso es cuestión del Regla-
mento de régimen interior. Por eso aquí sólo se establece que hayaoficiales a cinco mil pesetas.

H Y

El señor Pedregal estima que si bien debe haber categorías dis-tintas o establecerse consignaciones en otra modalidad de ascenso.
El señor Pradera propone que sólo se consignen por activo ofi-ciales administrativos treinta mil pesetas cuyas pesetas se repartiránluego con arreglo a lo que acordemos al discutir el Reglamento

te n ara^ S?° r PreS Hdeo e adara qUC eSt° tiene un inconvenien-
deS 3sueXT * *"« d n° *«Ia dÍStribuci°n

El señor Pradera dice que esto es cosa delTribunal

Se aprueba el artículo por unanimidad
El señor Secretario provisional da lectura al art. 61
El señor Pedregal cree que no se podrán habilitar más de tres

baster7 CStima ' P°r C°nSÍgUÍente > con sólo tres secretarios puede

rinn,. h Mb°^oz °Pma qUC C°m° Puede haber un caso excep-cional de enfermedad, puede actuar de suplente uno de dichos secre-tíinos.

h,v, hE1 Señ°r PradCra SC mUCStra c°nforme, para comenzar, con quehaya dos secretarios para cada Sala. 4

Sin más discusión quedó aprobado dicho art. 61

debatif Señ°r SeCretari° ICCtUra al art 71 qUC es aProbado sin

Seguidamente lee el art. 81, cuyo 11 y 21 apartados son apro-bados

n~« t

ReSpeCt° al aPartado que se refiere a los ocho oficiales admi-n strativos, e señor Beceña manifiesta su confianza porque se esta-blezca un solo sueldo para todos los oficiales, creyendo convenientela diversidad de sueldos y categorías.

El señor Pradera abunda en los mismos razonamientos expues-tos por el señor Beceña. F



El señor Gasset quiere hacer unas manifestaciones de carácter

puramente práctico. Dice que está pendiente de aprobación el regla-

mento y cree que en el ánimo de todos los señores Vocales esta el

que se debe ir sobre la marcha y aprobarlo para de este modo anun-

ciar inmediatamente a oposición o concurso las plazas de todo el

personal que deba depender del Tribunal. Ahora tenemos tan solo

una norma que es el crédito que se ha aportado y después la canti-

dad consignada en el presupuesto trimestral que ahora empieza a

seguir Si nos atenemos a esas reglas -sigue diciendo-, podemos

anunciar inmediatamente las plazas a comenzar en oposición, pero

si no nos atenemos a ellas, vamos a tener que esperar a que en el

Presupuesto de los nueve meses restantes se consignen esos suel-

dos representando ello la dilación de algunos meses para que el

Tribunal de Garantías tenga su personal. Cree que es muy sencillo

apresurarse al crédito aprobado, el cual sirve para anunciar las pla-

zas sin perjuicio de que todos esos funcionarios pidan a posterion

El señor Beceña no cree que son consistentes las razones

expuestas por el señor Gasset, máxime cuando el crédito prorrogado

ha sido condicionado por la Comisión de Presupuestos con respecto

a la provisión de plazas, condicionamiento que ha ido mas día de la

vigencia del crédito, solicita, en una palabra, primero, la manera de

cómo se han de proveer las plazas en este concurso provisional y des-

pués la aplicación del párrafo 21 del art. 116 de la Constitución, que

El señor Martín Álvarez afirma que aun cuando no sabe el dcan-

ce que puedan tener sus pdabras, no le gusta dar muestras en ningu-

na comisión de las que interviene de improvisar, creyendo que se

debe tener en cuenta dgo de lo apuntado por el señor Pedregal.

Ahora d principio, todo es facilidad, todo está muy bien, pero después

de que hayan ingresado, ya dirá el persond administrativo que no

tiene ascenso, que no poseen escaldón y pedirán se les iguale, por lo

menos, con los demás funcionarios del Estado.Todas estas manifesta-

ciones las hace para no sentar plaza de inadvertidos.

El señor Praderalnsiste en que eso es cosa a fijar en el Regla-

mento de Régimen interior.

El señor García de los Ríos pregunta si estos funcionarios van a

ser de los Cuerpos de la Admimstración del Estado.

El señor Pradera dice que esto es una cosa ya acordada.

la asimilación, etcétera.



SSST q PT;ePtOS de la de Presupuestos regirán tan sólodurante la vigencia del presupuesto misma. Cree que el reparto que sepodría hacer de las cuarenta mil pesetas consignadas en dicha partidaes el siguiente, dos oficiales a ocho mil pesetas, cinco a cuatro mil ydos a tres mil. Las cuatro mil pesetas restantes podrían quedar comoreserva para la concesión de quinquenios, completándose así la cifrade cuarenta mil pesetas. Sobre todo cree que debe quedar compro-metido para el porvenir del Tribunal.

El señor Pradera se manifiesta conforme con ella.

El señor Alcón considera que debe quedar en dicho proyecto laconsignación que ya se estipula.

El señor Martínez Álvarez considera necesario que se hagan losnombramientos interinamente y así elTribunal no se comprometepara nada. Las Cortes aprueban los Presupuestos para los tres trimes-tres últimos y de acuerdo con ello,hacemos los nombramientos defi-nitivos. Manifiesta que la interinidad debe ser corta y propugna quese convoque inmediatamente el concurso o la oposición para queames del treinta y uno de marzo pueda elTribunal tener personal

El señor Beceña insiste en mantener la cifra y el número, distri-buyendo este en categorías.

El señor Presidente propone que se suspenda la sesión porunos minutos para dar lugar a que el señor Beceña redacte su propo-
sición. Asi se acuerda siendo las seis horas y cinco minutos de la tarde

El señor Presidente ruega al señor Beceña que si ha formuladoconcretamente su propuesta, se sirva dar cuenta de ella al Pleno.
El señor Beceña dice que la distribución que ha hecho ha sidola siguiente: seis oficiales a cuatro mil pesetas y tres a cinco milsumando en total treinta y nueve mil pesetas. Esta proposición con-serva la idea del señor Pradera con referencia a la jerarquía

El art 81 queda aprobado en su totalidad con la modificaciónhecha por el señor Beceña al párrafo tercero de dicho artícdo.

discusión
Cñ0r SeCretafÍO da kCtUra *art- 9J- el cual es aprobado sin

Lo mismo sucede con el art. 10 que trato del personal subalterno.



Se pasa d Capítdo II. Materid.

El señor Secretario da lectura del artícdo primero que es apro-

bado

Dada lectura por el señor Secretario provisiond al art. 21, e

señor Martín Álvarez considera exagerada la partida de sesenta md

pesetas anudes para gastos de escritorio, e impresiones, útiles de lim-

pieza, uniformes para el persond subdterno, etcétera.

El señor Pradera cree que tiene gran trascendencia la pdabra

imprevistos: No nos vayamos a encontrar con que el más dtoTnbunal

de la Nación, y esto hay que repetirlo con insistencia, no puede gas-

tarse cuatro pesetas en imprevistos.

El señor Martín Álvarez se muestra conforme con que en el

Presupuesto figure, como en todos, un partida de imprevistos. Lo que

no se puede admitir -dice- en buenos principios, en ningún presu-

puesto, es que la partida de imprevistos esté unida a tres conceptos

perfectamente previstos. Lo que hace falta es desglosar de esta parti-

da la de imprevistos.

El señor Ruiz del Castillo dice que realmente es todo imprevis-

to- el gasto materid es imprevisto, el de impresiones también.

Considera bien incluida la partida de imprevistos en este artícdo.

El señor Martín Álvarez insiste en sus puntos de vista.

El señor Pradera opina que la pdabra imprevistos tiene una

tremenda importancia filosófica.

El señor Martín Álvarez se muestra conforme en que exista la

partida de imprevistos, máxime cuando no se tiene el manantial de

créditos extraordinarios. Repite que lo que llamaría la atención es que

el concepto de imprevistos vaya unido a otros conceptos determina-

dos y no aparezca d final del Presupuesto como generalmente suele

hacerse. En resumen, propone: 1.°, la separación de la partida de

imprevistos de los demás conceptos,y 2.°, que entre ellos, los dos con-

ceptos no lleguen a la cifra de sesenta mil pesetas d ano.

El señor Presidente pregunta si se mantiene o se reduce la can-

tidad que figura en el anteproyecto.

Los señores Pradera y Álvarez opinan que no debe ser modifi-



El señor Presidente dice que aunque en el orden del día no figu-ran mas asuntos relacionados con el nombramiento de habilitado afavor del señor Brío a los efectos de hacer efectivos los haberes delpersonal de este Tribunal, considera que no habrá ningún inconvemente respecto a este nombramiento.

Queda acordado así por unanimidad

a vnt E1SCf °r PreSÍdente manifiesta que si no hay acuerdo se pondráa votación la proposición del señor Martín Álvarez.

poco d?Íice eso Señ°r PreSÍdCnte d CálCUl° dCbe haCerse con ™
Los señores Taltabdl y Álvarez piden votación

tn-mesf Señ°r MCÓn CXPOne qUC hay que tener en cuenta que para eltrimestre que transcurre ya está aprobada esta partida.

El señor Presidente pone a votación en primer lugar la propo-
sición del señor Martín Álvarez consistente en la separación del concepto de imprevistos de los demás ya previstos

Verificada la votación, es rechazada la proposición del señorMartín Álvarez por dieciocho votos contra dos

El señor Martín Álvarez propone que se reduzca esa partida desesenta mil pesetas a cuarenta y ocho mil.

Puesto a votación esta proposición, es también rechazada pordoce votos contra nueve. por

El señor Alcón explica su voto en contra de la proposición delseñor Martín Álvarez, diciendo que hay que tener JcJnta que esapartida pasa por diversos tamices: el del Ministro de HaciendaComisión, de Presupuestos, etcétera.
<*"enaa,

El señor Sabater manifiesta que aun cuando el artículo está vaaprobado, podrían armonizarse con lo que va a proponer los do criteños, agregando los demás imprevistos. Retirante modmcacl aldecirle vanos señores Vocales que se ha votado el artículo y no halugar a mas discusión. y

El señor Secretario provisional da lectura de los arts 31 y4\ delCapitulo III,los cuales son aprobados sin discusión.



El señor Minguijón se muestra conforme con los razonamientos

expuestos por el señor Alcón, pero cree que dicho tanto por mil debe

salir del sueldo de los señores Vocdes.

Se acuerda por unanimidad.

El señor Presidente dice que como en el orden del día no hay

más asuntos a tratar, se puede acordar la fecha de la próxima reunión.

El señor Pradera formula una pregunta a la Mesa con respecto

a la situación en que se encuentra la convocatoria para la provisión en

concurso de las diversas plazas de la que ya se trató en la sesión ante-

rior, pues no tiene noticia de que en la Gaceta haya aparecido nada

referente a esa materia m a la provisión por consenso de secrétanos

de Sala, ni tampoco a las oposiciones de taqdgrafos-mecanógrafos.

El señor Presidente contesta respecto a los dos primeros extre-

mos diciendo que las Cortes han modificado lo acordado por el Pleno

delTribund. Con referencia d tercero, manifiesta que algunos de los

miembros que forman parte de la Comisión han estado ausentes.

El señor Pradera dice que entonces el concurso para secretarios

de Sda y Oficides llevaría a tener que modificarla ahora.

El señor Presidente dice que así es, pero que será objeto a tra-

tar en la reunión próxima.

El señor Martínez Álvarez cree de conveniencia que el Pleno se

reúna mañana mismo, ya que hay que discutir el Reglamento de régi-

men interior empezando por las disposiciones relativas a la provisión

de cargos. Por lo que se refiere a los taqdgrafos-mecanógrafos, cree

que no tiene modificación alguna, pues según le ha comunicado el

señorTraviesas va a rogar d señor Presidente que se dirija a las Cortes

para que éstas designen a los dos taqdgrafos que en unión de los

señoresTraviesas, Sbert y el que habla, formemos elTribund de la opo-

exageración.

El señor Alcón dice que respecto d nombramiento de habilita-

dos se debe tener en cuenta que este cargo supone trabajos extra-

ordinarios con relación a aquellos que deben desempeñar normal-

mente y además implica una responsabilidad que es la del manejo de

fondos y por ello todos los habilitados tienen un tanto mas o menos

modesto que viene a retribuir esos servicios extraordinarios y esa res-

ponsabilidad. Opina que teniendo en cuenta que se trata de una nomi-

na mensud de sesenta mil pesetas, cree que el dos por mil no es una



mismas

El señor Taltabdl opina también que no debe reunirse elinbunal mientras no disponga de local propio.

Trihunü f *"********M **parecer de °-ue mientras elTnbunal Supremo permita la reunión en este local se debe utilizareste salón hasta tanto se facilite otro locd.

El señor Beceña solicita que se traiga una lista de todos los asun-tos pendientes sin designación de nombre ni de lugar, pero sí de mate-rias porque podría ocurrir que hubiera algunos recursos sobre loscuales pudiera deliberarse sin examen. Recuerda que ya se han trata-do en sesiones anteriores, y resuelto, asuntos de gravedad sobre lacapacidad de algunos de los elegidos aun cuando no había persona nioficios como quiera que los problemas eran difíciles en el fondo peromuy fáciles y sencillos de antecedentes, pudieron ser examinados.Proseguía diciendo que alguno de los recursos en los cuales ha deentender elTribunal se encontrara en las mismas condiciones. En unapalabra lo interesante es, en la lista que pide, la materia del recurso sinotra indicación.

El señor Presidente advierte que tendrá que ser desde luegouna lista sucinta porque no hay local en que puedan trabajar los pocosempleados de que dispone elTribunal.
El señor Silió dice que aunque la sesión estaba convocada para

tratar solamente del Presupuesto, pues, que antes del día veinte debe-
rán estar presentados si es que va a haber una reunión estos díasdesea manifestar al señor Presidente y a todos los participantes que
según sus noticias existe una instancia enviada por el Colegio deAbogados de Madrid, relativa a la elección y no admisión del señorMoral y como el representa a los Colegios de Abogados, se cree en el

non. Opta, que se debe acordar la convocatoria Inmediata pan. la

Ss den,asec«: s
P'a2aS' Pr°nt° Xm deS,8md°S

'<* *"»~*
El señor Presidente propone que la sesión en lugar de ser maña-na se deje para el dieciocho a las once de la mañana.

mienta e,TKÍ qUe n0 SC Cekbre n^guna sesión másmientras elTribunal viva de precario y además hace observar que encaso de que se celebren esas sesiones por la tarde tendrá que recabarsu con el fuero parlamentario y no podrá asistir a las



El señor Presidente pregunta si dgún Vocd tiene que hacer

dguna manifestación.

Como ninguno de los Vocdes pide la pdabra, se acuerda que la

Próxima sesión se celebre en el locd de Plenos delTribund Supremo

el día dieciocho a las once de la mañana. Se levanta la sesión a las siete

horas y cinco minutos de la tarde.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas

Vocdes:
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo

Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Sr. D. Francisco Alcón Robles

Sr. D. Basilio Álvarez
Sr. D. Francisco Basterrechea
Sr. D. Francisco Beceña
Sr. D. Gabriel GTdtabull
Sr. D. Pedro Jesús García de los Ríos

.Sr. D. Carlos Martín Álvarez

. Sr. D. Gonzdo Meras

. Sr. D.Juan Sdvador Minguijón

. Sr. D.José Manuel Pedregal

deber de rogar d señor Presidente que este asunto sdga lo mas pron-

to posible a discusión, puesto que no le parece correcto que una ins-

tancia que viene avdada por personalidades de tanta capacitación y

tanta consideración como el Colegio de Abogados de Madrid, se le

conteste con un "visto". No quiere discutir ni en pro ni en contra de

esta instancia ni manifestar cud es su opinión, pero sí que se traiga

muy pronto a discusión. Recuerda también a la Mesa que hay dos

expedientes de capacidad e incapacidad referente a los señores Cdvo

Sotelo y March que quedaron pendientes de discusión hasta que las

Cortes enviaran documentos que se les había pedido.

El señor Presidente manifiesta que se pidieron, pero que no los

han enviado todavía en su totalidad.

El señor Silió cree convemente que se deba reclamar nueva-

mente el envío de los documentos que fdtan.



Admitida la renuncia del señor Tomé

El señor Presidente ruega al Secretario Provisional lea seguida-
mente otro escrito suscrito por el señor Gil Gil y Gil que dice así:

Gil Gil y Gil, catedrático de Derecho yAbogado, con domicilioen Zaragoza provisto de la cédula personal que notificaré al pie defirma comparezco ante elTribunal de Garantías Constitucionales esta-blecido por la República Española y respetuosamente, expongo- Queconsidero necesario dimitir o renunciar al cargo en dicho Tribundpara el que fui elegido por Aragón, porque las frecuentes indisposi-
ciones que vengo padeciendo en mi salud durante esta temporada meobligan a permanecer en mi domicilio, impidiéndome desempeñar
aquel cargo con la intensidad y constancia que mi propia dignidad
considera imprescindible si han de cumplirse debidamente las obliga-
ciones que son anejas al mismo. Además, en uno de estos días, maña-na quiza, se interpondrá por próximo deudo mío ante elTribunal deGarantías un recurso de amparo, y ello, por razones fáciles de com-
prensión, me crea una incompatibilidad para seguir formando partede aquel organismo.

Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del Castillo
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert
Excmo. Sr. D. César Silió Cortés
Excmo. Sr. D.José Sampol Ripoll
Excmo. Sr. D. Eduardo Martínez Sabater
Excmo. Sr. D. Alfredo García
Excmo. Sr. D. Francisco Vega de la Iglesia

NUMERO 53

Abierta la sesión a las once y veinticinco de la mañana, el señorSecretano provisional da lectura del acta de la anterior que es apro-bada por unanimidad.

El señor Presidente hace constar la conveniencia de que antesde entrar a discutir lo referente a los concursos para el nombramientodel personal, se de cuenta de algunos asuntos urgentes que hay sobrela mesa. Ruega al señor Secretario que dé lectura del escrito presentadopor el señor Tomé, renunciando al cargo de Vocal suplente. El señorPresidente aclara que como parece se trata de un caso de incom-patibilidad manifiesta, no hay más remedio que admitir la renuncia



Viva Ud. muchos años

Zaragoza para Madrid, once de enero de mü novecientos trein-

ta y cuatro.- Cédda, tarifas 10, rentas de trabajo, clase 50 n.° 7870,

expedida en Zaragoza a diecisiete de julio de mü novecientos treinta

y tres. Excmo. señor Presidente del Tribund de Garantías Constitu-

ciondes".

El señor Presidente considera que el caso del señor Gü GÜ y GÜ

es muy distinto del señor Tomé, que alegaba una incompatibilidad

manifieste. El señor Gü GÜ y GÜ funda su renuncia en un motivo de

delicadeza excesiva que no le hace incompatible con su función del

Tribunal de Garantías, pues en dicho caso la incompatibüidad tendrá

lugar al ventüarse el recurso de amparo a que alude el señor Gü Gü y

GÜ en su escrito. Pide a los señores Vocdes del Tribund que se mani-

fiesten sobre el asunto.

El señor Álvarez se muestra conforme en apreciar con el señor

Presidente que como se trata de un motivo de delicadeza, de un escrú-

pulo verdaderamente elegante del señor GÜ Gü y Gü, no se le debe

El señor Pedregd abunda en los mismos razonamientos expues-

tos por el señor Álvarez y dice que si los motivos son simplemente

cuestiones de delicadeza no se le debe admitir la renuncia del cargo

de Vocd.

Convendría —dice— enterarse de si existe otro aspecto de la

cuestión que impela d señor GÜ GÜ y Gü a presentar la dimisión de su

cargo, pues en este caso no le podemos obligar a seguir en su puesto.

El señor Presidente dice que explicará todos los antecedentes

que posee del asunto. Manifiesta que recibió el escrito del que se

ocurren.

Con méritos de lo expuesto, lamentándolo de veras dejar la

grata y honrosa compañía de los señores todos que constituyen dicho

Tribund a los cuales me complazco en testimoniar mis respetos mas

cariñosos, así como el deseo de que el mayor acierto informe sus

resoluciones, como hace esperar confiadamente las cualidades que

Implico al Tribund haber producido este escrito y admitir la

renuncia o dimisión que irrevocablemente presento del cargo de Vocd

delTribunal de Garantías Constitucionales; así lo espero del mismo.



Leída por el señor Secretario provisional la Ponencia del señorAlcon, este Vocal solicita la palabra. Opina que el asunto del señor Ruizdel CastÜlo tiene muy poca importancia, según se desprende de loshechos que han motivado su Ponencia. Da cuenta de lo acaecido enSantiago de Compostela en la noche del ocho de noviembre y diceque las pdabras puestas en boca del señor Ruiz del CastÜlo, que segúnalgunos eran ingeniosas para la policía, han quedado desvanecidascompletamente, pues por las pruebas verificadas se deduce que tan

acaba de dar lectura por el señor Secretario provisional con una cartadel señor Gü Gil y Gü, antiguo amigo del señor Presidente, por media-ción de sus hijos, los cuales le comunicaron a la vez que acababan depresentar un recurso de amparo, en nombre de uno de ellos enSecretana. Explicaron de qué se trataba, cuál era la materia del recur-so que, manifiesta el señor Presidente, no roza en absoluto con laactuación personal, la honorabilidad y la consideración de ninguno delos hijos del señor Gil. En atenta carta, el señor Presidente se dirigió al
señor Gü manifestándole que el motivo que alegaba en su escrito nok parecía motivo suficiente, viendo en él, tan sólo, una excesiva deli-cadeza. En vista de eüo, le invitaba a que reflexionase sobre el parti-cdar antes de que se diese cuenta del escrito del Pleno delTribunalLa carta dirigida al señor Gil Gü y Gü debióse cruzar con el viaje dedicho señor a Madrid en donde en conversaciones sostenidas convanos señores Vocales ha insistido en presentar la renuncia. En unapalabra, cree el señor Presidente que el único motivo que le ha lleva-do a presentar la renuncia de su cargo ha sido la contrariedad tan vivaque le ha producido el asunto en que se encuentra ahora su hijoPropone, pues, que se haga saber al señor Gü Gü y Gü la actitud delTnbunal para que retire la dimisión presentada, pero aclara que comoeste derecho es, como todos los derechos, renunciable, si después delacto de cortesía del Tribund, insistiera en la renuncia, no habría másremedio que admitírsela.

El señor Bernal, suplente del señor Gü Gil y Gil,se adhiere a lapropuesta del señor Presidente, pues considera que si se le hace saberel acuerdo delTribunal en el sentido expuesto ordenará la renunciaque la fundamente el señor Bernd en un motivo de delicadeza exce-siva. Ruega d señor Presidente que consten sus palabras en acta
teniendo en cuenta su carácter de suplente del señor Gil Gü y Gil

El señor Presidente pone de manifiesto que mientras se discuteel dictamen que ha redactado el señor Alcón, con referencia al señorRuiz del CastÜlo, éste se retira del Salón.



El señor Beceña aclara que ya no rige dicho artícdo, pues ha

sido modificado por ley de once de septiembre. Precisamente fue uno

sólo fue una crítica natural a la ineficacia de la ponda con referencia

a la serie de atentados que habían quedado impunes. Afirma que el

señor Ruiz del CastÜlo, a la primera indicación de la Autondad y acom-

pañado del señor Esteso fue a la Comisaría, desvirtuándose con esto lo

achacado d señor Ruiz del CastÜlo de haberse negado, de una mane-

ra violenta, a que las autoridades detuviesen d señor Esteso. Propone,

en resumen, que sin desvirtuar los derechos del Mimsterio Fiscd basta

contestarle con una notificación en la que se diga que las düigencias

efectuadas han Uegado a este Tribunal.

El señor Beceña se muestra de acuerdo fundamentalmente con

las declaraciones hechas por el señor Alcón y en especial por las que

se refieren a la honorabilidad y respetabüidad del señor Ruiz del

CastÜlo. No se muestra conforme, sin embargo, en que el señor Alcon

sostenga que el Ministerio Fiscd tiene personalidad suficiente para

comparecer ante este Tribund. No encuentra ninguna ventaja en que

el señor Alcón haga afirmaciones doctrindes en el informe, afirmacio-

nes que según demuestra el señor Beceña aduciendo citas de varios

textos legdes, si no son dudosas, por lo menos son susceptibles de

interpretación. No es conveniente -dice- que por una declaración

de principio, de interpretación de normas generales de la vida orgáni-

ca delTribunal, quede sentado que el Ministerio Fiscal puede actuar

ante el Tribund, pues el día de mañana no se podría impedir que en

un asunto cualquiera, tratándose de un delito púbüco, el Ministerio

Fiscd venga dTribund de Garantías a duplicar la acusación hecha por

los procedimientos ordinarios. ¿Para qué cogerse las manos -pre-

gunta- en estos momentos en relación con el futuro delTnbund de

Garantías y por unas declaraciones de principios de índole teorética

de normas generales de la vida orgánica de este Tribund, decir que

aquí se ha sentado ya el principio de que el Fiscd, órgano ordinano,

puede actuar ante nosotros?

El señor Alcón cree que son precisas las afirmaciones hechas en

su informe a fin de justificar el proyecto de acuerdo sometido d

Tribund. En el estado de proyecto de acuerdo se dice que se notifique

al Ministerio Fiscd la elevación, por parte del Juez de Santiago, de las

düigencias efectuadas a este Tribund, pues esta notificación la consi-

dera necesaria. Recuerda que el art. 27 de la Ley del Tribund de

Garantías hace referencia a los delitos que puedan cometer los Vocdes

en el ejercicio del cargo.



El señor Pedregal está conforme con las manifestaciones hechaspor el señor Beceña.

El señor Presidente dice que entonces procede una nuevaredacción de la Ponencia.

El señor Martín Álvarez se muestra conforme con la presidenciay considera que como no es de gran urgencia düucidar este asunto esprefenbk que de acuerdo con las manifestaciones hechas por unos ypor otros, se modifique el dictamen y se traiga nuevamente a discusión
El ponente retiró el informe para redactarlo de acuerdo con lassugerencias del Vocal señor Beceña.

El señor Presidente dice que como hay un escrito del Colegio deAbogados se decidió referente al caso que elTribunal ya conoce del

de los errores que hubo de corregir. Dice que el fiscal no tiene fun-ciones acusadoras. Pregunta que si el Fiscal de la República tiene queintervenir en las acusaciones a los Magistrados del Supremo, ¿es quee Fisca de la Audiencia va a juzgar a los miembros de esteTribunaPEl Fiscal solo interviene cuando expresamente está Uamado. En resu-men solicita que se mantenga el acuerdo suprimiendo el párrafo quejustificael derecho del Ministerio Fiscal, a intervenir en asuntos de res-ponsabilidad de los Vocales delTribunal. Insiste en el mantenimientode dicho acuerdo, pero limitándole a los efectos de que se le comuni-que al Ministerio Fiscal en relación con el señor Pérez Esteso, nuncacon relación al señor Ruiz del Castillo.

El señor Alcon confiesa que no conocía la modificación hechapor la ley de once de septiembre que modifica radicalmente la dispo-
sición del art. 27 de la Ley del Tribunal de Garantías y que derogadoese articulo no se pueden sostener dentro del terreno legal las con-clusiones sobre el ejercicio de la acción penal por parte del MinisterioFiscal ante elTribunal de Garantías. Entiende que para este Tribunal sedebe reducir el testimonio adecuado para que quede expedita la juris-dicción ordinaria con relación a los actos imputados al señor Esteso yarchivar en este Tribunal lo referente al señor Ruiz del CastÜlo entanto se ejercita o no acción penal contra el mismo.

. Hfe ñor Beceña insiste en que no se debe comprometer el cri-terio delTribunal para el día de mañana, diciendo que tiene autoridadpara intervenir cualquier fiscal de cualquier grado ante este TribunalSalvado esto, le parece tener bien todo lo demás.



señor Del Moral y como todos losVocdes conocen los antecedentes de

este asunto, sin más expiaciones, procede a dar lectura del mismo.

"La Junta de Gobierno de este Ilustre Colegio de Abogados de

Madrid tiene el honor de comunicar a VE. como Presidente del

Tribunal de Garantías Constituciondes que, reunida la corporación en

Junta general extraordinaria celebrada el día veintidós de diciembre
pasado, acordó por unanimidad hacer Uegar a ese Tribund el deseo,

consagrado por todos los Colegios de Abogados de España, de que el

letrado don Joaquín del Moral y Pérez Aloe, candidato electo por la

mayoría de votos de los Abogados de España, en quien en esta fecha

concurren todos los reqdsitos y condiciones de capacidad para ocu-

par el cargo para el que fue elegido, sea nombrado por ese Tribund.

Al propio tiempo que manifiesto a VE. el honroso encargo

expresado por el Colegio de Abogados de Madrid, me permito acom-

pañar una certificación acreditativa de haberse dictado sentencia

firme absolviendo Ubremente a don Joaquín del Moral de supuestos

delitos por los que fue perseguido, con cuya declaración judicial se

reintegra y retrotrae d candidato electo por los Colegios de Abogados

de España y pendiente de nombramiento, al propio estado de indis-

cutible capacidad que tenía antes de ser incoado procedimiento algu-

no contra el mismo.

Bien comprende esta Junta de Gobierno que el alto criterio y

rectitud con que ese Tribunal inspira sus decisiones habrá tenido en

cuenta cuando ha tratado del nombramiento del Vocd electo don

Joaquín del Moral, los preceptos claros y terminantes de la Ley del

Tribunal de Garantías que en su art. 15, número 21, impide el nom-

bramiento para aqueüos designados en quienes consuma un procesa-

miento, pero precisamente por haber sobrevenido una absolución

que toma en absoluto todos los efectos y suspicacias que en dgun

momento pudieron ensombrecer la capacidad del elegido será moti-

vo ahora para que ese Tribund comparta el criterio expuesto por el

Colegio de Abogados de Madrid y que esta Junta de Gobierno no

puede menos de avdar y hacer suyo.

Sírvase VE. recibir la certificación que me permito acompañar-

le dar curso al ruego expresado por el Colegio de Abogados de Madrid

y en virtud de haber desaparecido, mediante la oportuna absolución,

dos motivos que pudieran haber aplazado el nombramiento de don

Joaquín del Moral y Pérez Aloe, para el cargo de Vocal Suplente, en

representación del de los Colegios de Abogados de Madrid, hacer esto



Dada lectura por el señor Secretario provisional de dicho escri-to, el señor Süió recuerda que el señor Del Moral no fue admitido en elseno del Tnbunal por estar procesado en causa perseguible de oficioEl señor Del Moral recurrió ante elTribunal -continúa- acompañan-do certificación de la sentencia recaída por virtud de la cual había que-dado libre de toda responsabüidad. El día que se dio cuenta de aquelrecurso estaba interpuesto ante el Supremo una quereüa por el señorFiscal de la República, siguiendo, por lo tanto, el señor Del Moral ensituación de procesado. El señor Fiscal de la República ha desistido delprocedimiento y por eso el Colegio de Abogados de Madrid ha estima-do unánimemente que como no está perseguido de oficio ya por aqueldelito puede ser admitido como Vocal. El Colegio de Abogados hace ladistinción -dice- entre el nombramiento y la elección y estableceque hay que distinguir el momento de la elección del momento delnombramiento. Elegido pudo serlo pero nombrado no a causa del pro-
cesamiento, pudiendo serlo hoy puesto que ya no está procesadoManifiesta que ya sabe que ha habido un acuerdo tomado por elTnbunal de Garantías sobre este asunto, pero dice que ese acuerdo estábasado en supuestos erróneos. Dice que los razonamientos aducidospor el Colegio de Abogados le han convencido plenamente y compar-
te su tesis. Propone, en resumen, que revocando el acuerdo anterioradoptado por elTribunal en relación con el recurso de don Joaquín delMoral, sea admitido como Vocal Suplente de los Colegios deAbogados

El señor Beceña propone que como ya es la cuarta vez que seplantea este asunto en el seno del Tribunal de Garantías y ha habidouna Ponencia que ha conocido del caso, se debe nombrar una nuevaPonencia que estudie el caso y dictamine.

El señor Presidente expone que lo natural es que sea la mismaPonencia la que estudie el caso.

El señor Tdtabull cree que el estar continuamente deliberandosobre el mismo asunto coloca al Tribunal de Garantías en una situa-
ción un poco airada y nada seria y que aunque se merece toda clasede prestigios el Colegio de Abogados, también le parece que es muydigno de respeto el Tribunal de Garantías, por lo que opina que no sedebe anejar tejiendo y destejiendo, pues de esa manera elTribunal dauna sensación de ligereza y falta de respeto con sus propios acuerdos

designación que en méritos de justicia. Madrid, tres de enero de münovecientos treinta y cuatro. Firman: el Decano, el Diputado 1 ° el 2 °el 3.°, el 4.°, el 5.°, el 6.°, el 7.°, el 8.°, el 9.°, el Tesorero y el Secretario»



El señor Presidente pone a discusión el punto referente d nom-

bramiento de persond para elTribund de Garantías.

El señor Beceña dice que hay un asunto previo y es el que se

refiere a que el crédito extraordinario concedido el treinta de diciem-

bre lleve anejo el art. 21 del que el señor Beceña da lectura. Añade

que la provisión de los cargos de Secretarios de Sala oficides letrados

y administrativos puede estimarse dectada por las disposiciones de

dicho art 21 y propone que se haga la reserva que se deduce del art.

116 párrafo 2.° de la Constitución, pues hay que tener en cuenta que

el Presupuesto caduca el treinta y uno de diciembre de mü novecien-

tos treinta y tres y es evidente que la norma no nos decta. Ademas

cree que elTribund posee la elementd habilidad y los recursos sufi-

cientes para poder eludir el cumplimiento de esta Ley. Propone se

efectúe un concurso oposición en el cud el ejercicio de la oposición

consista en uno de aqueüos elementos que se consideren como men-

tos para el concurso —dice el señor Beceña.

El señor Pradera expone su criterio que en este punto es abso-

lutamente claro. No cree que elTribund de Garantías deba hacer nada

para eludir la ley, pues eludirla supone es válida. Se apoya también el

art 116 de la Constitución que ha leído el señor Beceña. En resumen,

no es partidario de que se eluda por medios hábües el cumplimiento

de la ley, pues si elTribund de Garantías tiene poderes para declarar

la inconstitucionalidad de las leyes, puede decir terminantemente que

no la cumple.Además tenemos -dice- la Ley delTribund de Garan-

Afirma que no le mueve ningún interés sectario alrededor de la per-

sona de que se trata y propone que la ponencia que se va a ocupar del

asunto lo haga con dteza de miras, teniendo en cuenta que por enci-

ma de todo está la autoridad y el prestigio delTribunal de Garantías.

El señor SÜió cree que todos están de acuerdo en que el asunto

pase a estudio y manifiesta d señor Tdtabdl que esta determinación

no decta en nada d prestigio del Tribund.

El señor Presidente opina que evidentemente la cuestión tiene

ahora diferente aspecto, pues no se trata de un recurso producido

directamente por el señor Del Moral sino por la Junta directiva del

Colegio de Abogados de Madrid.

Con esta aclaración de la Presidencia queda acordado que el

asunto pase a estudio e informe de la Ponencia que entendió ante-

riormente del mismo.



El señor Presidente dice que no se puede declarar sin más nimas que una ley es anticonstitucional.

El señor Beceña dice que no se trata de la inconstitucionalidadde ley, sino de su caducidad. Si esta rige hasta el treinta y uno dediciembre de mü novecientos treinta y tres, no se puede aplicar a par-tir de enero de mil novecientos treinta y cuatro.

El señor Martín Álvarez opina que los cargos de Secretarios deSala se provean por concurso entre funcionarios del Estado y que loscargos de oficiales y letrados lo sean por oposición y los cargos admi-nistrativos por concurso. Dice que no mejoró el auto nada con poneral lado de concurso la palabra oposición, pues en todo aquello que
tenga algo de concurso hay que atenerse a las disposiciones que secreen vigentes. Opina que si se hace la provisión como propone nohabía conflicto por ahora, aun cuando esto no significa que conservelas responsabüidades. Cree que si ahora se elude esta cuestión queafecta a la independencia delTribunal al tratar de los demás asuntosplanteados en el reglamento orgánico que no se compaginan con elnuestro provisional, tendremos tiempo para enfrentarnos con elpoder ejecutivo. Su propuesta se reduce a que la provisión de las pla-zas de Secretario de Sala y la de Oficiales administrativos se haga pormedio de concurso entre funcionarios del Estado y la de oficialesletrados por oposición.

tías que se refiere a la organización del mismo y en ésta se dan amplí-
simas facultades para ello. P

El señor Ruiz del Castillo cree también que es inconstitucio-
con el^tTrnTr *ÍnV°Cad° P°rqUe eStá en contradiccióncon el art. 116 de la Constitución. Para él la cuestión de fondo estáresuelta pero hay que plantear la cuestión de forma. Los trámitesprocesales que tienen tanta importancia. Si se trata -pregunta-

tramÍta'
eCUrSO ÍnCOnstituci°n^dad, ¿quién lo incoa?, ¿cómo se

El señor Pedregal opina que no hay necesidad de plantear unrecurso de inconstitucionalidad, pues el Tribunal puede estimar queno es de aplicación a este caso proponer si ha terminado la vigenciade la ley de treinta de diciembre.

El señor Sbert pregunta si sigue vigente dicho artículo en la pró-rroga del presupuesto.
p



El señor Pedregal opina que si esto puede hacerse, es lo mejor.

letrados se hace por oposición.

El señor Martín Álvarez sostiene el criterio de que la provisión

de los cargos de Secretarios de Sala es preferible hacerla por concur-

so entre funcionarios sin oposición y lo mismo respecto a los funcio-

narios administrativos. Por el contrario, la posesión de los Oficiales

El señor Pradera dice que elTribunal está consintiendo por un

poder extraño a hacer lo que uno quiera.

El señor Presidente propone que como hay varios señores

Vocdes que tienen pedida la pdabra y la hora es avanzada, que el

señor Beceña en unión del señor Martín Álvarez y el señor Pradera, si

lo desea, puede agregarse también, y de esa manera se armonizan los

criterios expuestos y formden una proposición para la próxima

sesión en la cud se podría dar fin a esta labor.

El señor Pradera expUca por qué no se agrega a la ponencia.

El señor Pradera insiste en sus manifestaciones hechas ante-

riormente. Cree que ahora se tiene una razón poderosísima para

enfrentarse con aqueüa resolución, diciendo pura y simplemente que

con arreglo al art. 116 de la Constitución y d 88 de la Ley delTribunal

de Garantías Constituciondes, quien designa los empleados y funcio-

narios delTribunal es éste, sin intervención ninguna de las Cortes, mas

que en aqueüo que se refiere d pago de la cifra que señde. Quiere que

conste expresamente en acta todo esto, pues es preferible luchar una

sola vez para tener paz el resto que perder una y otra vez para de esta

manera estar luchando siempre.

El señor Beceña se muestra conforme con la argumentación del

señor Pradera. Prefiere la oposición al concurso porque la oposición

une mejor selección del personal que el concurso. El concurso entre

funcionarios tiene el inconveniente limitativo de que no hay mas que

dos criterios de selección: la categoría y los años de servicio. Propone

en todo caso el concurso oposición poniendo alguna condición pre-

via que diga "no podrán tomar parte en este concurso sino las perso-

nas que hubieran aprobado el ejercicio de oposición".

El señor Ruiz del CastÜlo propone que se debe eludir la provi-

sión interina y convocar rápidamente a oposición a fin de cubrir las

plazas de un modo definitivo.
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El señor Presidente abre la sesión a las cuatro horas y treinta y
minutos de la tarde.

El señor Beceña ruega a los representantes parlamentarios queocuren enterarse de si en la prórroga del presupuesto está incluidort. 21 que condiciona la provisión del plazo.

El señor Presidente después de rogar a losVocales parlamentarios: se ocupen de lorelativo a la concesión del edificio del Senado paraistalacion delTribunal de Garantías, cita, de acuerdo con los señoresates, a sesión a las cuatro ymedia de la tarde del próximo veintidóssnero. Se levanta la sesión a las dos horas menos veinte minutos
Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Francisco Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas

a

Vocales:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. Sr. D. Basüio Álvarez
Excmo. Sr. D. Francisco Bastenechea
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Gabriel G.TaltabuU
Excmo. Sr. D. Pedro J. García de los Ríos
Excmo. Sr. D. Luis Maffote de la Roche
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D. Gonzalo Meras
Excmo. Sr. D.Juan Salvador Minguijón
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregal
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del Castülo
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert
Excmo. Sr. D. César SUió Cortés
Excmo. Sr. D.José Sampol RipoU
Excmo. Sr. D. Eduardo Martínez Sabater
Excmo. Sr. D. Justino Bernal



ponencia.

El señor Presidente aclara que todavía no hay decisión porque

en la sesión anterior quedó pendiente de una nueva redacción de la

El señor Ruiz del Castillo manifiesta que es una decisión pro-

visional que merece todo su acatamiento y obediencia, y que si

hubiese sido otra también lo merecería. Recuerda que ya manifestó

ante el Tribunal así como ante el Juez de Primera Instancia de

Santiago de Compostela, d igual que en la prensa y en el Congreso

de los Diputados por medio de uno de sus miembros, su proposito

de formular querella por calumnia contra el Inspector que le

denunció. Desea no encontrarse en vía muerta y consigna la mani-

festación de que si en un plazo que se estime prudencial el

Inspector denunciante no hiciera uso del derecho de presentar la

querella repercutirá contra él, porque lo considera como elemento

de su propia reivindicación y aun cuando no le mueve ningún pro-

pósito de venganza.

El señor Presidente dice que consta en acta las manifestaciones

del señor Ruiz del CastÜlo.

El señor Beceña dice que la acción del señor Ruiz del CastÜlo

queda expedita el día que haya resolución judicid firme. Considera

que se podría rogar d señor Ruiz del CastÜlo para que se diera por

satisfecho con la declaración de este Tribund, porque la da con plena

conciencia de que del estudio de los hechos no se deduce nada con-

tra la honorabUidad de dicho señor.

El señor Presidente manifiesta que este debate estará más en su

lugar después de que elTribund tenga conocimiento de la redacción

defmitiva de la ponencia.

Queda aprobada el acta.

El Secretario provisiond da lectura de la ponencia del señor

Alcón con referencia al asunto del señor Ruiz del CastÜlo, el cual se

retira del salón mientras se debate.

anterior.

El señor Secretario provisiond da lectura del acta de la sesión

El señor Ruiz del CastÜlo dice que por la lectura del acta acaba

de tener conocimiento oficid de la decisión adoptada por elTnbund

con motivo de las düigencias incoadas por su denuncia.



El señor Beceña propone tomar sobre sí el cargo de la lecturapara ir explicando cada uno de sus puntos.

El señor Silió se muestra contrario d acuerdo que se proponeen dicha ponencia, argumentando su criterio.

El señor Alcón dice que de acuerdo con las opiniones vertidas

eracueXn ndTr; ha *nuCVO SU P°nencia aun —doel acuerdo en definitiva es el mismo que el del anterior dictamen.
El señor Beceña afirma que por su parte no hay dificultadalguna. Propone que el Tribunal haga una declaración vistas lasmanifestaciones del señor Alcón, de que queda a salvo la honorahiUdad del señor Ruiz del Castillo, esto como cosa de régimen inte-

deTcÍstík nal 'IO CUaI PUdÍefa aPaCÍ8Uaf d ánÍm° dd señor Ruiz

v Hi,/1 Señ°r^ COn Se asocia a Ias manifestaciones del señor Beceñay dice que en el cuerpo del informe no hay necesidad que figure en
pleTlTrib^d SC dÍriJa JUCZ SantÍag°<^ el—d°

anmh
EI señ°r Presidente manifiesta que hay dos cuestiones para laaprobación de la ponencia: primera, su aprobación.

Queda aprobada

La segunda cuestión es la planteada por el señor Beceña
Queda también aprobada

El señor Ruiz del Castillo entra en el salón

El señor Presidente da cuenta al señor Ruiz del CastÜlo de los
íñor Alcón

P°r d TribUnal C°n refcrenCÍa a la P°ncncia del

nes H f Sen°r*mZ
A

del Castmo dice que en viste de las manifestacio-nes del señor Presidente y delTribunal, cree que no tiene derecho ainsistir sobre el asunto. Le hubiera satisfecho -prosigue- desde elpunto de vista personal que la ley fuera clara y plena, dándose porsatisfecho, complacido y agradecido.

El señor Presidente ruega al Secretario provisional que dé lecturade la ponencia relativa al escrito por el Colegio de Abogados de Madrid.



Los señores Pedregd y Pradera hacen, con este motivo, diversas

apreciaciones sobre el Reglamento.

El señor Presidente dice que se Uevará a otra sesión la discusión
de este asunto

Se pasa a discutir la ponencia relativa d nombramiento de per-

sonal técnico.

Después de una amplia discusión en la que intervienen los

señores Martín Álvarez, Silió, Pradera, Beceña, Sbert, Pedregd,Alcón y

El señor Sbert interviene a favor de la ponencia, siendo contes-

tado brevemente por el señor Silió.

El señor Beceña insiste en sus razonamientos y dice que lo que

se debe acordar es declarar que se da lugar a acceder a lo soUcitado

por el Ilustre Colegio de Abogados de Madrid.

El señor Alcón habla a favor de la ponencia.

El señor Mingdjón interviene para solicitar dgunas aclaracio-

nes, pues el caso se le presenta a él dudoso.

El señor Beceña hace las aclaraciones pedidas

El señor Pradera hace constar que él fue uno de los que votaron

a favor del recurso del señor Del Moral y ahora lo hace en contra muy

a pesar suyo por deber de lealtad consigo mismo.

Presentada a votación por el señor Presidente la ponencia sobre

el caso del señor Del Moral, votaron a favor de eüa todos los señores

Vocales a excepción del señor Silió,que manifestó constara su voto en

contra

El señor Pradera pregunta a la Presidencia las razones por las

cuales no está actuando el Secretario general delTribunal, a pesar de

haber sido nombrado por el Gobierno.

El señor Presidente contesta d señor Pradera y dice que la

Presidencia le ha dado posesión a reserva de que preste la promesa
reglamentaria, cuando elTribunal lo acuerde.

Se acuerda por los señores Vocdes, se le dé posesión a reserva

de la modificación o no del Reglamento



Se acuerda que la próxima sesión se celebre el sábado veinti-te a las cuatro horas y treinta minutos de la tarde.
Se levanta la sesión a la siete horas y treinta minutos
Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas
Vocales:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. Sr. D. Basüio Álvarez
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Gabriel G.TdtabuU
Excmo. Sr. D. Pedro J. García de los Ríos
Excmo. Sr. D. Luis Mdfiote de la Roche
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D.Juan Salvador Minguijón
Excmo. Sr. D. Emüio Pan de Soraluce
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregal
Excmo. Sr. D. Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del CastÜlo
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Veintinueve de enero de mil novecientos treinta y cuatro

Abierta la sesión por el señor Presidente a las cinco menos cuar-: la tarde, el señor Secretario provisional da lectura del acta de la»n antenor, la cual es aprobada por unanimidad.

El señor Presidente propone la formación de una nueva ponen-que recoja todas las sugerencias vertidas por los señores Vocales yfií.tl*7 ParU dÍSCUtÍf e" Cl Hen° Proximo "«- Proposiciónfiní iva. Esta ponencia queda formada por los señores Martín Álva-c, miio y sbert.

la

e
le:

Los señores Beceña yTraviesas dicen que votarán en contra delo lo que suponga la provisión de personal mediante concurso.



Se da lectura a la segunda parte de la ponencia, que se refiere a

la provisión de las plazas de Oficides letrados.

Después de ampüa discusión, es aprobada la Ponencia con la

adición de los Secretarios de las Audiencias que lo sean por oposición.

Se acuerda que los Vocales señores Alcón, Basterrechea, Pan de

Soraluce,Álvarez yAlba formen la ponencia que ha de juzgar los méri-

tos de los aspirantes a dichas plazas y que presenten d Pleno una rela-

ción de los concursantes por orden de mérito.

Prometen sus cargos, en primer lugar, el Vocal nato Presidente

del Consejo de Estado, señor Abad Conde, y después el señor Serrano

Pacheco, nombrado Secretario general del Tribund de Garantías.

El Secretario provisional cesa, desde este momento, en su

actuación

Se da lectura de la ponencia referente a los concursos de

Secretarios de Sección, Oficides letrados y Oficides administrativos, y

como esta se descompone en tres puntos, se pone a discusión el pri-

mero relativo a la provisión de las plazas de Secretarios de Sección.

Después de un extenso debate en el que intervienen vanos

señores Vocdes, el señor Beceña propone que se incluya entre los que

puedan tomar parte en este concurso los catedráticos por oposición

de Derecho público en las Universidades.

El señor Alcón propone igualmente la inclusión de los funcio-

narios judicides con la categoría de magistrados.

El señor García Ramos pregunta si la provisión de estas plazas

va a ser interna o definitiva, aclarando el señor Presidente que sera

con carácter interino, pues con td sentido se refieren sesiones plena-

rías anteriores

El señor Beceña propone que los miembros del Tribund que ha

de juzgar el concurso hagan la calificación de méritos de los aspiran-

tes para que conozca de eUos el Pleno yresuelva en definitiva.

El señor Pradera es de la misma opinión.

El señor Presidente propone para formar parte de la Ponencia

que ha de calificar los méritos de los aspirantes a los señores Martín

Álvarez, Beceña y Pradera, siendo aprobada esta propuesta.



E1 Secretario da lectura al tercer punto de la ponencia referen-te a la provisión de plazas de Oficiales administrativos y manifiestaque sena conveniente que el Pleno modificara acuerdos anterioresrespecto a la fijación de la plantilla pues, si no, no se podrían convo^car ahora cinco plazas ya que en el proyecto de presupuesto se fijantres plazas de cinco mü pesetas. Esto tendría fácil arreglo convocandoa concurso anco plazas de cinco mü pesetas y dejando las tres res-
"S í CUat!°f a reServa de d Proyecto de presupuesto seaaprobado por las Cortes y modificar éste en dicho sentido

El señor Pradera no se muestra conforme con dicha solución y

an^h ¡h "** COtlVeniente ™ modificar el proyecto de Presupuestoaprobado en plenos anteriores.

El señor Martín Álvarez se muestra conforme con lo propuestopor el señor Secretario y cree que las plazas que se deben sacar a con-curso son cinco de cinco mü.

El señor Presidente pone a votación dicha rectificación que esaprobada por diecinueve votos contra dos.
El señor Abad Conde propone que en las condiciones del con-curso no figuren como mérito las categorías administrativas.
El señor Pradera se adhiere a lo manifestado por el señor AbadConde y ruega que se suprima el límite de edad.
Después de amplia discusión en la que intervienen los señoresAlcon Sbert, Pradera, Martín Álvarez y Silió se acuerda que los límitesde edad para poder concursar a las plazas de Oficiales administrativossean los de veintiuno a cuarenta años.

El señor Sbert lee la nueva redacción de la ponencia que quedaaprobada por unanimidad. H

k „ ckE1 SCñc°r Presidente Propone a los señores Silió, Sampol, Talta-bdl, Sbert y Serrano para formar parte de la ponencia que ratifique losméritos que presentaran al Pleno del Tribunal.

Leída la ponencia relativa a las oposiciones de taquígrafos-meca-nógrafos y después de amplio debate queda aprobada.

El señor Abad Conde propone que para garantía de los oposito-res se sorteen las páginas del libro que haya servido para efectuar losejercicios de taquigrafía.



El señor Secretario dice que como el Oficial contable va a tener

el carácter de delegado de Interventor General del Estado, ha sido

nombrado ya por el Ministerio de Hacienda, asignándole a este Oficial

una gratificación.

El señor Presidente dice, con referencia a la plaza de Oficial

Mayor que como la Ponencia que ha tratado del Concurso de los

Oficiales administrativos no había recibido encargo alguno por lo que

a esta plaza se refiere, sería conveniente que la misma Ponencia se

encargara de trazar las Bases a que han de sujetarse los concursantes

de acuerdo con que el límite de edad de cuarenta años, aprobado para

las plazas de Oficiales administrativos, sea ampüado por lo que se

refiere a la del Oficid Mayor.

El señor Pradera pregunta a la Presidencia, qué hay acerca del

personal subalterno.

El señor Presidente aclara que como dicho persond pertenece

al Cuerpo de Interinos CivÜes, dependientes de la Presidencia del

Consejo de Ministros, ésta ha cubierto las plazas.

El señor García Ramón hace diversas apreciaciones sobre la

asistencia a las sesiones de los Vocales suplentes.

El señor Presidente dice que es cuestión a tratar cuando se dis-

cute el Reglamento de régimen interior.

Se acuerda que la próxima reunión tenga lugar el sábado día

tres de febrero a las cuatro y media de la tarde.

Garantías

A preguntas de varios Vocales, el señor Presidente da cuenta

de las gestiones redizadas por los señores Gasset y Álvarez acerca

del señor Lerroux y del Presidente de la Cámara con respecto a la

cesión del Palacio del Senado para la instalación del Tribunal de

ElTribunal en pleno ruega a don Basüio Álvarez que haga cons-

tar en el Sdón de Sesiones del Parlamento, con toda la viveza necesa-

ria, la situación verdaderamente indecorosa y precaria en que se

encuentra instalado este Tribund.

El señor Pedregal pide aclaración a la Mesa preguntando en que

forma se van a proveer las dos plazas de Oficial Mayor y Oficid con-

table que figuran a la cabeza de la plántula administrativa.



Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón
Excmo. Sr. D. Basüio Álvarez
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Gerardo Beceña
Excmo. Sr. D. Gabriel G. Taltabdl
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús G. de los Ríos
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D.Juan Salvador Minguijón
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregal
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Emüio Pan
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert
Excmo. Sr. D.Justino Bernal
Excmo. Sr. D. Alfredo García Ramos

NUMERO 56

Día tres de febrero de mü novecientos treinta y cuatro

Abierta la sesión por el señor Presidente a las cinco menos cuar-to de la tarde, el señor Secretario lee la ponencia referente a la provi-
sión de las plazas de Oficial Mayor.

, a . uSen °f aftmAWz explica los términos en que está formu-lada dicha ponencia, e intervienen en la discusión los señores AlcónPradera, García de los Ríos, Vega de la Iglesia y González Taltabdl

El señor Presidente manifiesta que se propone dirigir una cartaal señor Presidente del Consejo de Ministros, dándole cuenta del esta-do de animo de los Vocales de este Tribunal, debido a las continuasdüaciones que se vienen dando a este asunto.

Se levanta la sesión a las ocho y cuarto de la noche

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz



El señor Alcón resume en proposición diciendo que se debe

exigir la categoría de Jefe de Negociado de tercera clase o el desem-

peño de una función púbüca dotada con sueldo equivalente, por lo

menos, a dicha categoría.

Queda aprobada la ponencia con la adición del señor Alcon con-

siderándose conocimientos el ser licenciado en Derecho, los demás

títdos académicos, los años de servicio y naturaleza de los mismos.

A propuesta del señor Presidente se nombra una Comisión de

calificadores integrada por los señores Gasset, Traviesas, Martínez

Sabater y García de los Ríos.

El señor Presidente recuerda que en la sesión anterior se trato

del enojoso asunto del locd, dándose el encargo d señor Álvarez (don

Basüio) de explanar una interpelación en la Cámara o formular una

pregunta caso de que en el Consejo de Ministros, a celebrar el martes

ultimo, no se tratara del asunto. Él por su parte, cumpliendo lo ofreci-

do dirigió una carta d Presidente del Consejo de Ministros, (de cuya

carta da lectura) a la que no ha tenido contestación manifiesta que

como don Basüio Álvarez no ha asistido a la sesión por encontrarse

fuera de Madrid, no se puede saber cuál ha sido el resultado de sus

gestiones. Hace dusiones a lo dicho por el Presidente de la Cámara

sobre la razón del edificio del Senado y las düicdtades que a juicio de

señor Alba se oponen a la misma. De esto tiene conocimiento, al igual

que los demás señores Vocdes, por la Prensa. Dice que a esto se debe

contestar retomando la actividad del Tribund hasta la ejemplar-dad,
haciendo que lo antes que sea posible la presencia delTnbund se

acuse en la vida española y sea una afirmación en la vida constitucio-

nal porque de esta manera negará a ser aqueüa redidad que espera la

opinión púbnca,y que justificará se le planteen todas aqueüas consi-

deraciones y merecimientos a que habrá de hacerse acreedor median-

te función. Propone que se celebren en la próxima semana cuatro

reuniones de pleno: martes, miércoles, jueves y viernes y que, pasada

la pequeña vacación de Cámara, siga el Tribund actuando con esta

intensidad. Propone que a la próxima sesión se traiga también, ademas

del vital asunto del Reglamento, una relación de los recursos que se

haüan pendientes de resolución y empezar a discutirlos.

El señor Pradera solicita que conste en acta su visto en contra

de la limitación de edad, pues es partidario de que no exista tope dgu-

no, pudiendo escoger los optantes de los cuarenta años que se fijan en

la ponencia.



El señor Pradera se adhiere por entero a lo manifestado por losseñores Pedregal, Beceña y SUió. P

El señor Secretario aclara que ha comenzado ya una labor declas^cacion de los asuntos pendientes, agrupando aquellos escTitoque no merecen siquiera el nombre de recursos, para los cuales esincompetente elTribunal; otro grupo, el de los recursos de inconstitucionahdad, que corresponden al Pleno, y otro tercero, el de los deamparo, que corresponden al de las Secciones.

El señor Pan de Soraluce considera que se debe limitar el tiem-po de la intervención pero no el número de éstas.

El señor Süio reitera su criterio de que se deben limitar las inter-venoones de los Vocales, para que así las discusiones sean más brevesy eficaces. Con respecto a la limitación de tiempo en la defensa de lasenmiendas coincide con el señor Pan de Soraluce.

Después de una amplia discusión en la que intervienen losseñores Alcón, Basterrechea, Silió, Martín Álvarezy Becefe^acepta-
da la proposición del señor Silió en el sentido de que haya tres turnosen pro y tres en contra para la totalidad y que las enmiendas deben

mTnutos S d anterÍOf ak SCSÍÓn
' limitandose en defensa a dos

escritaE1v Sntr "*kCtUM dC UfflPosición que traía
Presídeme t0d° l0 por el señor

El señor Beceña se muestra conforme con el espíritu de lomanifestado por el señor Presidente y el señor Pedregal no obstanteque la inmediata actuación delTribunal se debe dirigir a todos 1^
h^eCrmalfii 8

"""d ¥kBO Y '°S demás *££nasta el normal funcionamiento del Tribunal.

El señor Süio dice que para encargar la discusión del Regla-mento, que es urgentísima, sería conveniente fijarnormas con arregloa las cuales se desarrollen las deliberaciones. Como base de discusSn
SrdelleT 05 t0talÍdad Pf° Y °trOS trCS en C°ntra cTdaarticulo del Reglamento no se discutirá sino a respuesta de las enmien-das que se formulen por escrito con dos horas de anticipaciónTstos
enmiendas formuladas por escrito, serán defendidas por el firmante aquien contestará la Comisión o Ponencia.



Excmo. Sr. D. Francisco V. de la Iglesia (suplente)

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Gabriel Tdtabuü
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús García de los Ríos

Excmo. Sr. D. Luis Mdfiote de la Roche
Excmo. Sr. D. Carlos Martínez Álvarez
Excmo. Sr. D. Gonzdo Meras
Excmo. Sr. D.Juan Minguijón
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregd
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. ErnUio Pan

Excmo. Sr. D. César Süió Cortés
Excmo. Sr. D. Eduardo M. Sabater
Excmo. Sr. D.Justino Bernd

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NÚMERO 57

Día seis de febrero de mü novecientos treinta y cuatro

Se abre la sesión a las once horas y quince minutos de la maña-

El señor Presidente dice que el orden del día para la sesión del

martes próximo será la discusión del Reglamento de gobierno interior

y la lectura de la relación de asuntos pendientes en elTribunal.

Se levanta la sesión a las siete horas menos veinte minutos de la

tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas



Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

El señor Secretario da lectura del acta de la anterior.

El señor Pradera dice que, según sus recuerdos, lo acordado en

Provecto ZtT **** qUe PreSentar las enmiendas a"proyecto del Reglamento con veinticuatro horas de antelación.
El señor Silió aclaró manifestando que aun cuando la letra de lamisma decía eso, el espíritu es que se puedan presentar dentro de lasveinticuatro horas de la víspera.

Queda aprobada el acta

Puesto a discusión el Reglamento por el señor Presidente losseñores Beceña, Pradera, Pedregal, Martín Álvarez, Traviesas y Gas econsumen turnos en el debate de totalidad.

El Presidente resume los criterios expuestos diciendo que en loque están conformes todos los señores Vocales, prescindiendo de

rochoT^ 1-- l0 n° CStá en el Reglamentode ocho de diciembre es materia sobre la cual puede reglamentarindiscutiblemente elTribunal. 2." Si en ese Reglamento de gobiernohubiera preceptos ilegales, contrarios a la ley, esos preceptos habráque, en cierto modo, tenerlos en cuenta y no podrían ser un obstácu-lo para la reglamentación por parte del Tribunal, de todas aquellas
materias referentes a su funcionamiento.

Se acuerda, para la buena marcha de la discusión, poner a deba-te en la sesión del martes hasta el art. 14 del proyecto de Reglamento.

Suspendida la sesión a la una de la tarde, se reanuda a la una ycmco

El señor Secretorio lee la relación de asuntos pendientes quehay presentado en el registro delTribunal y que son de la competen-
cía del Pleno.

El señor Presidente propone al Pleno que los señores Vocalesque integran la Comisión de Reglamento dictaminen sobre los asun-tos que deben ponerse en tramitación inmediata. Esta propuesta es

Se levanta la sesión a la una y quince minutos de la tarde



Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NÚMERO 58

Día siete de febrero de mü novecientos treinta y cuatro

El señor Presidente declara abierta la sesión a las once horas y

veinticinco minutos de la mañana.

Leída por el señor Secretario el acta de la anterior, fue aproba-

da por unanimidad.

Se pasa segddamente a discusión del articdado del Reglamento

El señor Secretario da lectura de las enmiendas presentadas por

el señor Bernal a dicho artícdo primero.

El señor Bernal defiende su enmienda que se dividió en dos par-

tes. Una, que trata de que todo Vocd propietario que no pueda asistir

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas
Excmo. Sr. D.Fernando Gasset

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Gerardo Silió Conde
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Gabriel G. Taltabdl
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D.Juan Minguijón
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregd

Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. ErnÜio Pan

Excmo. Sr. D.José S. RipoU

Excmo. Sr. D. César SÜió Cortés
Excmo. Sr. D.Justino Bernd
Excmo. Sr. D.Joaquín Quero
Excmo. Sr. D. Lds Maffiote
Excmo. Sr. D.Fernando V de la Iglesia
Excmo. Sr. D. Gonzdo Meras



El señor Secretario lee otras enmiendas del señor Alcón quequedanan también rechazadas en votación ordinaria.

a un pleno se lo debe comunicar, al mismo tiempo que al Presidenteal Vocal suplente. La segunda se refiere a la asistencia de dichosVocales suplentes a los Plenos, sin voz ni voto, para que de este modos en algún asunto importante, mediada la discusión, no pudiera asistir2£KS¿"*knte conociera los términos en que había di-

El señor Silió, en nombre de la ponencia, dice que la primera
parte se puede aceptar, siempre que no implique norma del d^Tch"t r H hT C C°nVOCar a l0S V°CaleS- C°n referencia a la segundaparte de dicha enmienda, dice no la puede admitir.

da la selunda aCePtada * *"** enmienda *recha2a-

El señor Secretario lee más enmiendas presentadas por el señorAlcón

El señor Beceña aclara que lo presentado por el señor Alcón noson unas enmiendas, sino un contraproyecto. Se dirige al señor Alcóny le ruega que de forma a dicho contraproyecto, adscribiendo cadauno de sus artículos, como enmienda o adición, a los artículos del pro-yecto de la ponencia.

Aceptada por el señor Alcón esta forma de discutir su contra-proyecto. "
El señor Beceña, en nombre de la ponencia, dice que no podrá

feÍados^ d Pkn° feCUrrÍr °bIi8atoria -nente, todos los dfas no

En relación ordinaria queda enmienda del mismo señor Alcónque se refiere a la hora de empezar las sesiones plenarias y a la dura-ción de estos.
y

Queda también rechazada

El señor Secretario lee otra nueva enmienda del señor Alcón
La ponencia la acepta, pues es íntegramente el primer artículode un proyecto con próximas modificaciones.



El señor Secretario, seguidamente, da lectura a varias enmiendas

del señor Alcón, cuya discusión queda aplazada para el momento

oportuno. Da lectura, asimismo, de un anteproyecto del señor Pradera.

El señor SUió, para la ponencia, manifiesta que el señor Pradera

ha visto perfectamente un problema del que elTribund no puede eva-

dirse pero cree que sería mejor discutir a base del Proyecto de la

El señor Pradera se muestra conforme con lo manifestado por

el señor SÜió y conforme se discutan tan sólo las enmiendas que pre-

senta en dicho anteproyecto.

El señor Secretario da lectura a una enmienda del señor Pradera

al artículo primero, que es aceptada por la Ponencia.

enmiendas
Se suspende la sesión para redactar nuevamente, conforme a las

Reanudada la sesión, el artículo primero queda así:

Art 1.- ElTribunal en pleno se entenderá válidamente consti-

tuido para tomar acuerdos con la presencia de todos sus miembros,

salvo caso de imposibilidad física e incompatibilidad kgd, cuando

haya de entender en la responsabUidad de que trata el número terce-

ro del art 22 de su Ley constituirá; con el de sus dos terceras partes

en los casos de los números 1, 2,4, 5,6,7 y 8 del mismo y con asis-

tencia de la mayoría de los restantes. La ausencia de los que no con-

curran deberán ser justificadas y anunciadas con la anticipación

necesaria al Presidente y el Vocal suplente que corresponda, quien

deberá, asimismo, justificar su ausencia por los mismos motivos que

El señor Basterrechea manifiesta que la Ponencia ha hecho una

clasificación tripartita con relación d número de Vocdes que deberán

estar presentes para constituir elTribunal y se refiere al caso concre-

to del n.° 9 del art. 22 de la Ley para pedir que se incluya en el segun-

El señor Pedregd opina que la cuestión aludida por el señor

Basterrechea tiene td importancia, que no parece oportuno plantear

La Ponencia admite una nueva enmienda del señor Alcón, en el

sentido de que a la convocatoria de sesión se acompañará de un índi-

ce de los asuntos a tratar.



Se levanto la sesión a la una y diez minutos de la tarde
Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vocales
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Gabriel G. Taltabull
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús G. de los Ríos
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D.Juan Minguijón
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregal
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Emilio Pan
Excmo. Sr. D.José S. RipoU
Excmo. Sr. D. César SUió Cortés
Excmo. Sr. D.Justino Bernal
Excmo. Sr. D.Joaquín Quero
Excmo. Sr. D. Luis Mdfiote
Excmo. Sr. D. Fernando V de la Iglesia
Excmo. Sr. D. Gonzdo Meras

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

la discusión en este momento sin dedicar varios artículos a regularesta cuestión. 8

_ La ponencia se muestra conforme con el interior expuesto porel señor Pedregal. F

Puesta a discusión la totalidad del art. 1, como ninguno de los
señores Vocales hace uso de la palabra, queda aprobada con su nuevaredacción.



El señor Quero defiende su enmienda que tiende a la asistencia

de los Vocales suplentes a los plenos sin voz ni voto para que así, en

conflicto de tipo especid, se pueda producir una sensación de conti-

nuidad en caso de que el propietario por cualquier causa tuviera que

dejar de asistir a un Pleno.

El señor Beceña, en nombre de la ponencia, dice que no se

puede admitir la prescripción reglamentaria del derecho de asisten-

cia. No se les prohibirá que asistan, pero tampoco se les facdta.

La ponencia admite una enmienda suscrita por el señor Vega de

la Iglesia, el cual la expüca brevemente.

El señor Secretario da cuenta de una enmienda redactada por él

Día ocho de febrero de mil novecientos treinta y cuatro

mañana.
Abierta la sesión por el señor Presidente a la una y veinte de la

El señor Secretario da lectura del acta de la anterior.

El señor Basterrechea hace una aclaración sobre la misma, la

se aprueba el acta.

Puesto a discusión el artícdo segundo del proyecto de Regla-

mentó

mento

El señor Secretario dice que su enmienda es la armoniza-

ción del Reglamento del Gobierno con el que se discute, pero

como se ha acordado que esta ordenación no se haga hasta que no

esté aprobado totalmente el Reglamento interior, la retira al mo-

Se aprueba el art. 2

Leído por el señor Secretario el art. 3, es aprobado sin debate

ñor Lucio al mismo
El señor Secretario lee el art. 4, así como una enmienda del se-



Sobre este asunto se entabla un extenso debate en el que inter-vienen, ademas del firmante de la enmienda, los señores AlcónBeceña, Gasset, Silió y otros. '

Abad cTnde^ dÍSCUSÍÓn ' "^'" d Sal0" d V°Cal nato ' señ°r

El señor Presidente dice que el debate que se ha producido hademostrado la inutilidad del acuerdo tomado anteriormente, de que nohablase mas que el autor de la enmienda y le contestara la ponenciaQuiere que se resuelva esta cuestión, pues mientras el acuerdo estávigente, la Presidencia se encuentra en la situación de negar la palabraa algunos Vocales o dejar que se produzca un debate irregularfüesS
que se le faculte para que pueda conceder la palabra, saüéndose delacuerdo que por el interés del asunto a tratar lo considere conveniente

PresH ? PUCS aCer US° dC IaPalabra sobre la Propuesta del señorPresidente vanos señores Vocales, se acuerda concederles la facultadde que cuando lo considere necesario pueda permitir el hacer uso dela palabra a algún señor Vocal fuera de todo turno.

El señor Becerra dice que lo que procede es que se redacte nue-

ZSSS artí IkVa C°nSÍ8° SUPrCSÍÓn dd - 5 yP^-Sar

El señor Presidente dice que antes que se redacte el art 4 sedebe discutir lo referente a la sala de vacaciones, según se resuelvaacerca de este particular redactar nuevamente los arts 4 5 y 6
Se entabla una discusión sobre este asunto en la que la inter-

vienen varios señores Vocales. Se acuerda, por último, que no hayasesión de vacaciones y que los asuntos se turnen entre las tres que sevan a constituir. H

Se suspende la sesión para dar fe de los nuevos artículos a lanueva redacción de los artículos 4, 5 y 6. Reanudada la sesión a la unayveinte de la tarde, y leída la nueva redacción de dichos artículos selevanta la sesión.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

El señor Beceña dice que el problema que se plantea en dichaenmienda es el de los turnos para lograr que todos losVocdes puedanintervenir en los asuntos que se reserva en las secciones.



NÚMERO 60

Día nueve de febrero de mü novecientos treinta y cuatro

Abierta la sesión por el Presidente a las once horas y veinticin-

co minutos de la mañana, el señor Secretario da lectura del acta de la

sesión anterior que es aprobada.

Dada lectura de la nueva relación de los arts. 4.°, 5.° y 6.°, el

señor Gasset interviene para soUcitar dgunas aclaraciones con refe-

rencia a la adscripción de Vocales a las secciones.

El señor Beceña dice que esta autoinscripción promete hacerse

por orden alfabético y que los turnos se harán no por períodos de

tiempo, sino por asuntos.

Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón

Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea

Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Gabriel G.Taltabdl
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús G. a de los Ríos

Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D.Juan Minguijón
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregd

Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Emilio Pan

Excmo. Sr. D.José S. Ripoü
Excmo. Sr. D. César SÜió Cortés
Excmo. Sr. D.Justino Bernal
Excmo. Sr. D.Joaquín Quero
Excmo. Sr. D. Lds Maffiote
Excmo. Sr. D. Fernando V de la Iglesia

Excmo. Sr. D. Gonzalo Meras

:p:

Secretario:
D.José Serrano Pacheco



El señor Martín Álvarez propone que las cuentas se remitan alPleno

El señor Beceña por la ponencia, acepta la primera parte de laenmienda del señor Alcón, así como la propuesta del señor Martín
Álvarez.

El señor Secretario da lectura de una nueva enmienda del señorAlcon, el cual la retira.

H señor Secretario lee la segunda parte de su propia enmiendaal art. 4. con la que se muestra conforme el señor Gasset, y es acep-tada por la Comisión. v

El señor Martín Álvarez con relación al art. 4.° cree que en vezde decirse"Cuando algún Vocal nato no pudiera ocuparse de un modopermanente...", debería hacerse constar: "Cuando algún Vocal natomanifestara que no pueda ocuparse".

La ponencia acepta esta modificación

El señor Presidente cree que el asunto está suficientemente dis-cutido y que procede a dar lectura a la nueva redacción de los arts. 4.°,

El señor Secretario lee dichos artículos, los cudes quedan apro-
bados en la incorporación de su enmienda.

Le da lectura al art. 7.°, al que presenta una enmienda del señorQuero en el sentido de que se añada "y dar a las multas el destinoreglamentario".

El señor Traviesa dice que sobre este mismo asunto tiene pre-
sentada una enmienda, proponiendo la supresión del precepto regla-
mentario en que se dice que las multas se destinarán a la compra delibros. r

Después de un pequeño debate, el señor Quero retira suenmienda para presentarla en el momento oportuno.

Leída una enmienda del señor Alcón a dicho art. 1.a,

El señor Beceña, como ponente, admite su primera parte yno
asi la segunda, que trata del reparto de los asuntos, que dice es unacosa estrictamente administrativa.



Leído el art. 8.°, se aprueba sin discusión

Al art 9 ° el señor Quero presenta una enmienda que trata de

la incompatibüidad de los miembros del Tribund en los distintos car-

gos públicos.

El señor Vega de la Iglesia dice que en un reglamento de régi-

men interior estas cosas no se deben tratar, máxime cuando ya se

encuentra la materia reglamentada en la ley.

El señor Beceña, por la Comisión, cree que el dcance del art. 9.°

es meramente interpretativo del art. 16 de la ley.

El señor Secretario lee otro párrafo de la enmienda del señor

Quero

El señor Beceña por la ponencia acepta la adición que dice: "en

el término de quince días a contar desde la toma de posesión del

cargo los Vocdes presentarían en la Secretaría general relación de los

cargos y destinos que ejerzan. El Tribund en Pleno deliberara en

sesión secreta sobre su incompatibüidad y si lo acordare, el interesa-

do deberá renunciar d cargo o destino declarado incompatible .
Se lee una enmienda del señor Pradera que después de ampUa

discusión queda rechazada.

(Entra el señor Silió.)

El señor Secretario lee una enmienda del señor Quero que dice:

Los Vocdes suplentes no podrán actuar ante elTribunal de Garantías

en candad de apoderados y defensores, ni tampoco intervenir en

todos aqueüos asuntos, que ante cualquier jurisdicción se planteen y

que por su naturaleza puedan corresponder de conformidad a la Ley

Orgánica, al Pleno o sus secciones resolver.

Intervienen en la discusión los señores Quero,Alcón,Vega de la

Idesia, Bernd, Martín Álvarez y Beceña, por la ponencia queda acep-

tada la enmienda del señor Quero, que se refiere a la incompatibüidad

de los Vocdes suplentes con el ejercicio de la abogacía, ante este

Tribunal.

Dada lectura de una enmienda del señor Traviesas, a dicho art

9.°, es aceptada por la ponencia.



Son las dos horas menos veinte minutos

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Gabriel GTaltabull
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús G. a de los Ríos
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D.Juan Minguijón
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregal
Excmo. Sr. D. Emilio Pan
Excmo. Sr. D.José S. Ripoll
Excmo. Sr. D. César Silió Cortés
Excmo. Sr. D.Justino Bernal
Excmo. Sr. D.Joaquín Quero
Excmo. Sr. D. Luis Mdfiote
Excmo. Sr. D. Francisco Vega de Iglesia
Excmo. Sr. D. Gonzalo Meras

Vocales

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

Seguidamente, el señor Secretario lee la nueva redacción delart. 9. , el cual es aprobado.

El señor Secretario procede a dar lectura del art. 10.°

Después de un amplio debate en el que intervienen los señoresQuero, Bernal, Silió, Martín Álvarez y Beceña, el señor Presidente sus-pende la discusión de dicho artículo para reanudarla el jueves quincea las once de la mañana, recordando a los señores Vocales que para lapresentación de enmiendas tienen de plazo hasta el miércoles Dicetambién que dichas enmiendas las pueden proponer hasta el art 33inclusive. "



La ponencia admite la enmienda

(Entra el señor Gasset.)

Se da lectura de la nueva redacción del art. 10 y después de las

intervenciones de los señores Gasset,Alcón, Pradera yTaltabdl, queda

apartado dicho artículo.

Día quince de febrero de mil novecientos treinta y cuatro

El señor Presidente abre la sesión a las once horas y veinte

El señor Secretario da lectura al acta de la sesión anterior, que

Continúa la discusión del art. 10.°

El señor Bernd presenta una enmienda en el sentido de que no

se convoque a elecciones por ninguna región cuando haya Vocales

suplentes, sino que éstos sustituyan así a los propietarios. Cita vanos

ejemplos en apoyo de su enmienda.

El señor SÜió, en nombre de la ponencia, contesta al señor

Bernal Cree que el sentido de la ley no es el que propugna el firman-

te de la enmienda, como el que se elijan unos Vocdes propietarios y

otros suplentes

(Entra el señor Tdtabdl.)

La ponencia insiste en su punto de vista de que no debe con-

vertirse a los Vocales suplentes en Vocales propietarios, y que cuando

se produzca una vacante se debe convocar a elecciones, pues asi lo

El señor Presidente considera suficientemente discutido el ar-

tícdo y la enmienda del señor Bernal es aceptada en votación ordi-

naria por once votos a favor y nueve en contra.

El señor Secretario da lectura de otra enmienda al mismo artícu-

lo que presenta el señor Quero, que es defendida por el señor Sbert.



El art. 13 es aprobado sin discusión.

señor ? P°ne a dÍSCUSÍÓn eI art- U Y se da lectura a una enmienda deseñor Quero que es aceptada por la Ponencia.

El señor García Ramos cree que se debe dar una nueva redaccion al articulo, al que se agrega la siguiente frase: "o antes de la cita-ción para la vista, si la causa fuera posterior"

Se aprueba la redacción del artículo, y el señor García Ramos apropuesta de la Presidencia, se encarga de traer una adición al art 14
Se entra en la discusión del art. 15

El señor Secretario propone una adición, que queda aplazadapor estimar la Ponencia que su lugar de acoplamiento está en losarts

discusión
Señ°rTraVÍeSaS PrCSenta emienda que es aceptada

El señor Quero presenta otra enmienda al art. 11.°, apartadoque igualmente es aceptada por la ponencia.

Queda apartado el artículo

El señor Secretorio presenta otra enmienda y el señor Vegala Iglesia se suma a la propuesta. 8

Los señores Beceña y Süió, por la ponencia, manifiestan queLey no establece la exigencia de que actuasen las partes por medio cletrado. Creen que hay que determinar en el Reglamento las meaiddisciplinarias de los que actúen en elTribunal de Garantías
El señor Sbert pide algunas aclaraciones
Intervienen en la discusión los señores Pradera, BasterrecheaAlcón.

Se lee una enmienda del señor Vega de la Iglesia que la pon ei
cía acepta y otra del señor Quero que queda desechada

Se da lectura a una enmienda del señor Pradera que es retirad-por su autor por estar ya recogida por la Ponencia el sentido de Lmismíi.

Si

Queda aprobado el art. 12



Vocdes:
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Antonio Sbert
Excmo. Sr. D. Alfredo García
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Gabriel G.Tdtabdl
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús G.a de los Ríos

Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez

Excmo. Sr. D.Juan Minguijón

Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregd

Excmo. Sr. D. César SÜió Cortés
Excmo. Sr. D.Justino Bernd
Excmo. Sr. D.Joaquín Quero
Excmo. Sr. D.Luis Maffiote

Queda aprobado el art. 15

El señor Secretario propone que se suprima el párrafo segundo

contiene una redundancia.

El señor García Ramos se muestra conforme con el sentido de

:nmienda presentada.

lundancia.
El señor Beceña, por la Ponencia, acepta la supresión de la

Queda aprobado el art. 16

El señor Secretario da lectura del art. 17

Intervienen en la discusión los señores García Ramos, Alcon

Kkra,Vega de la Iglesia, y por la Ponencia, los señores Beceña,Abad

,nde y SÜió Cortés.

Este artícdo queda pendiente para nueva discusión y examen.

Se levanta la sesión a la una y treinta minutos

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

le

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel de MiguelTraviesas
Excmo. Sr. D.Fernando Gasset



(El señor Abad Conde entra en este momento en el salón.)

Dada lectura por el señor Secretario de la ponencia sobre elrecurso de inconstitucionalidad presentado por don León MuñozLobo, por su jubilación, como Vocal de Audiencia, el señor Beceñaexplica el alcance del mismo.

Excmo. Sr. D. Francisco Vega de Iglesia
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D.José Sampol Ripoll
Excmo. Sr. D. Eduardo Martínez Sabater
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NUMERO 62

Sesión del veinte de febrero de mü novecientos treinta y cuatro

El señor Presidente abre la sesión a las once ymedia de la mañana.
El señor Secretario da lectura del acta de la anterior.

El señor Pradera dice que quiere que conste en dichas actas que

SwVr 27 dd R^ame nto, en contra de una enmiendanseñor Sbert, lo hizo en la inteligencia de que no le excluía en los tér-minos del articulo el derecho regional público.

Queda aprobada el acta con esta aclaración.

rent. i* Señ°f Se?^ aio da "^dd dictamen de la ponencia refe-rente al recurso de don Fernando del Castillo Valcárcel sobre conce-sión de aprovechamiento del Júcar.
Después de una extensa discusión en la que intervienen losseñores Garda Ramos, Pradera, Martín Álvarez,Alcón y Beceña por laponencia se aprueba el acuerdo tomado por la misma, haciendo cons-tar el señor Martín Álvarez su voto en contralor lo que significa deba-tir estos asuntos sin haber terminado de discutir el Reglamento

El señor Secretario da lectura del dictamen de la Ponencia sobreel recurso de don Mariano Blasco Juste, contra colegiación de odon-tólogos, el cual se ha aprobado.



El señor Secretario le da la comunicación del Ministerio de

Justicia remitiendo düigencias semandes en el proceso que se sigue d

Consejero de la Generalitat don José Dencás con amenaza.

Después de una amplia discusión en la que intervienen los se-

ñores Beceña y SÜió por la ponencia, Alcón, Martín Álvarez Pedregal,

Ruiz del CastÜlo, Sbert y García de los Ríos, el señor SÜió propone que

Es aprobado el dictamen de la Ponencia en el sentido de que se

siguiera al recurrente para que cumpla los trámites señdados en el

número 5 del art. 31 de la Ley.

Se aprueba también el dictamen de los ponentes sobre el censo

de don Bartolomé Süió.

Se aprueba, asimismo, lo acordado por los ponentes en los

recursos siguientes don Rdael Muñoz y otros Magistrados delTribund

Supremo, de Audiencia yVocales yAbogados contra su jubüacion.

Don Luis Salcedo contra id. id.
Don Manuel Blanco contra id. id.
Don Víctor Goliam y Grera contra id. id.

Don Alfonso de Lara y GÜ contra id. id.

Federación de Agentes del Comercio de Talavera de la Reina

sobre colegiación obügatoria de Agentes comerciales.

Don Rdael González Quesada, contra jubilación como inspec-

tor forzoso de los arquitectos y simüares.

Asimismo, es aprobado el dictamen de la ponencia en el recur-

so de inconstitucionalidad presentado por don José Borges y otros

contra la Ley del Parlamento, votando sobre cultivos en el mismo sen-

tido que en el de don Fernando del CastÜlo Vdcárcel.

El señor Martín Álvarez consta su voto en contra

El recurso presentado por don Joaquín Miguel de la transfigu-

ración sobre la interpretación dada d art. 75 de la Constitución y al

cumplimiento del 72 por el señor Presidente de la República se acuer-

da pase a estudio de la Ponencia.

El señor Pradera se ausenta del salón



te H-s
P

u
n dPnmer Punto> o-ne es en el único que exis-te discrepancia haciéndolo en contra los señores Martín ÁIvareTy

García de los Ríos, explicando el primero su voto
Y

míe h^-?"^0 C°nStaf SU °PmÍÓn contraria al sentido enque ha sido resuelto el primer punto de la Ponencia.

narl^ent a TT de d°n Enri<*ue Venturí sobre la inmunidadparlamentaria de los diputados del Parlamento Catalán el señorPresidente levanta la sesión a las dos horas menos veinte minutos con-vocando para mañana a las once.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset Lacasaña
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas
Vocales:
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Excmo. Sr. D.José Sampol Ripoü
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del CastÜlo
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregd
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús G. a de los Ríos
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D.Luis Mdfiote de la Roche

conoce H?THÍÓn, de lajurisdicción delTribunal de Garantías para
CoHernoh ?** de. delitos Rutados a los Consejos delGobierno de la regiones autónomas.

r.H.s sLa afirmadÓ
i

n de 1ue cuando haya personas doradas o no do-radas se siga la regla de atracción de fuero.

hrn He?T k T^"de IoS SUmarios Pueda confiarse a un miem-bro del Tribund o a un órgano de la jurisdicción ordinaria de donoese haya cometido el delito, para lo cual se solicitaría de una vez parasiempre autorización del Ministerio de Justicia para que^ueda dde"gar a estos efectos en aquel órgano de la jurisdicción^rdmaSa reser-vándose siempre la instrucción del sumario.



Excmo. Sr. D. Gabriel Tdtabuü

Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Antonio Sbert Comte

Excmo. Sr. D. César SÜió Cortés
Excmo. Sr. D. Emilio Pan de Soraluce
Excmo. Sr. D. Gustavo Bernd
Excmo. Sr. D. Alfredo G." Ramos

Secretario:

D.José Serrano Pacheco

NÚMERO 63

Sesión del día veintiuno de febrero de mü novecientos treinta y

cuatro

El señor Presidente abre la sesión a las doce menos veinticinco

de la mañana.

Leída el acta de la sesión anterior, el señor Pedregal solicita que

se haga constar que su omisión fue contraria d acuerdo adoptado

sobre la competencia del Tribund para juzgar a los consejeros de la

Generalitat. El señor Pradera pide que conste también en acta su voto

contrario, que no emitió por haberse ausentado.

El señor Alcón también hace constar que pidió y con eüo estu-

vo conforme la Ponencia, que se arbitrase el medio de evitar que

hubieran de quedar impunes los delitos privados que cometieren

Con estas aclaraciones queda aprobada el acta

El señor Beceña, volviendo sobre el asunto antes referido, estima

que por aplicación del art. 100 de la Ley pueden sostener la acusación

Le este Tribund, cuando no se trate de delitos funciondes a los que

puedan referirse el art. 80, el Müiisterio Fiscd y la parte agraviada.

El señor Pedregd sostiene la cuestión de la inconstituciondidad
del mismo 8.° del art. 22 de la Ley, ya que tal competencia para juzgar

a los Consejeros de la Generalitat no está determinada en el art. 121

de la Constitución.

El señor Beceña rechaza la posibilidad de una declaración de

inconstitucionaüdad hecha de oficio.



n,ra . kVanta lf SC-SÍÓn a Una y media de Ia tarde convocandopara la próxima el señor Presidente a celebrar el viernes veintitrés ala once en punto de la mañana.

(Entra en el salón el señor Taltabull.)

teniendl^ ñ°r 5^ C°mbate ta interpretación del señor Pradera sos-
Caluña P COnStÍtUci°naüdad del art. 14 del Estatuto de

El señor Secretario estima que la propuesta del señor Beceñaimplica una modificación del art. 80 de la Le? Orgánica del Tribunal
Puesta a votación, la proposición del señor Beceña, lo hacen a

mT °Vei\0res Basterrechea > Alba, Beceña, Alcón, García fcunosMaffiote, Pan de Soraluce, Ruiz del CastÜlo, Sampol, Sbert, Silió,C dé
BeS c

5 Y d Presidente > Y en contra los señores

IZ2Í T, °S RÍ°S
' GTaltabuU. Martínez Sabater, MinguijónPradera y Pedregal. Queda aprobada la propuesta y encargada £Ponencia de redactor por escrito el acuerdo adoptado

TrK r? CUCnta dC la C°nSUlta elevada Por la Sala segunda delTnbunal Supremo sobre constitucionalidad del precepto que conce-de mmumdad a los Diputados del Parlamento Catalán, lacuerdareclamar los antecedentes elevados por la Audiencia de Lérida y luegoque se reciban y se dé cuenta de ellos, pues parece que en un con

Continúa la discusión del Reglamento

señor AEJenn ñ°,r SeCretari° d 3rt- 29' aSÍ Como enmienda delseñor Alcon al mismo, que es defendida por su autor.

El señor Beceña, por la Ponencia, acepta el primer punto que serefiere al aumento de cinco a siete del número de jueces que compongan elTribunal de oposición, y se rechaza el resta

Airón fiUCSta lV°TÍÓn ? tinaria d reSt° de Ia enmienda del señorAlcon, fue rechazada por dieciséis votos en contra.

Leída por el señor Secretario otra enmienda a dicho artículo delseñor Sbert, es aceptada la ponencia.

Quedan aprobados los arts. 30,31 y 32 y suprimido el 33



Secretario:

D.José Serrano Pacheco

NÚMERO 64

Sesión del día veintiséis de febrero de mil novecientos treinta y

cuatro

El señor Presidente declara abierta la sesión a las once horas y

qdnce minutos de la mañana.

El señor Secretario da lectura del Acta de la Sesión anterior, que

es aprobada por unanimidad.

Se da lectura del art. 17, nuevamente redactado por la Ponencia,

y se aprueba sin discusión, así como el 18.

Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D.Fernando Gasset Lacasaña
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano

Excmo.-Sr. D.José Sampol RipoU
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del CastÜlo

Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles

Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregd

Excmo. Sr. D. Pedro Jesús G. a de los Ríos

Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D. Luis Mdfiote de la Roche

Excmo. Sr. D. Gabriel Tdtabdl
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña

Excmo. Sr. D. Antonio Sbert Comte

Excmo. Sr. D. César SÜió Cortés
Excmo. Sr. D. Emilio Pan de Soraluce
Excmo. Sr. D. Gustavo Bernd
Excmo. Sr. D. Alfredo G. a Ramos



Se da lectura del art. 26, que queda aprobado sin discusión

«• h h E1, Secretario Iee eI art- 26 y el señor Sbert pregunta quesi dada la redacción del artículo, en el caso de que algún Secretarioaceptase un cargo incompatible, renuncia a su puesto automática

dice aneeenñr,BeCeña 'Pf PonenC-a,le contesta dirmativamente, ydice que en tal caso pueden solicitar la excedencia.

mn^ Señ°f MCÓa Cfee qUC d Párraf° se §undo del art. 26 podríaconvertirse en otro en el que se consignasen las condiciones exigiólespara poder ser oficiales letrados.

Se pasa al art. 19, acerca del cual el señor Secretario presentauna nueva redacción que el señor Beceña, por la ponencia, acepta

re He H u BaSt£f echea Pide algunas aclaraciones sobre el alcan-ce de dicha enmienda ymanifiesta que el art. 8.° del Reglamento estebkce que el Presidente acuerda el reparto de las redajes y elSecretario las ejecutaría. «viuhcs y ei

A propuesta del señor Alcón se acuerda que el turno por elSecretario sea conforme a las reglas establecidas por la Presidencia
cue e.l SeñorTravief s cree <me existe una repetición al indicar

amerior
» **"*C°mtar en el aróculo

El señor Martín Álvarez encuentra algunos reparos respecto aque el Secretorio pueda dictar presidencias de mero trámite
El señor Beceña, por la Ponencia, mantiene la enmienda puescree que es una necesidad del trabajo y queda aprobada.

P

Se pone a discusión el art. 20 y después de una breve interven-ción de los señores Martín Álvarez y Basterrechea y por la Ponerade los señores SÜió y Beceña queda aprobado dicho artículo
El señor Secretario lee los arts. 21, 22 y 23 que son aprobadossin discusión

Leído igualmente el art. 24 se acuerda quede suprimida la exi-gencia de ser «seglar" y que la edad para ser nombrado Secretar o SiTnbunal de Garantías Constitucionales sea la de veinticinco años



El señor Beceña le contesta diciendo que eüo figurará en el art. 30

Sin más discusión queda aprobado el art. 26

El señor Secretario procede a la lectura del art. 27

Se lee una enmienda del señor Sbert que es defendida por su

autor. Opina que no es suficiente el conocimiento dd Derecho

Constituciond puesto que se han de presentar al Tribunal de

Garantías cuestiones de competencia entre la legislación autonom_y
la legislación estatd. Cree, por eüo, que se debe agregar a las condi-

ciones que ya se señdan el conocimiento del Derecho regiond sobre

el cud se ha de tener que juzgar en nuevos casos.

El señor Beceña, por la Ponencia, no acepta la enmienda. Hace

la distinción entre el Derecho regional privado y el publico. Si es dere-

cho regiond privado, no puede admitirse la exigencia, y si es el dere-

cho público, está comprendido en el constitucional o en la

organización administrativa. Como el Derecho regiond no ba tenido

carta de naturaleza entre nosotros, la Ponencia quiere evitar el hacer

uso de un concepto cuyo sentido está poco precisado.

El señor Sbert mantiene la enmienda por entender que los tér-

minos Derecho Constituciond y organización adimnistrativa no com-

prenden todo el Derecho Regional que interesa conozcan los

Secretarios delTribund, contrariamente a lo que entiende la Ponencia.

El señor Basterrechea se adhiere a lo manifestado por el señor

Sbert

El señor Presidente cree que elTribund va a entrar en un deba-

te político sin trascendencia de ninguna clase, y niega a los señores

Sbert y Basterrechea que no se sientan susceptibles porque la

Ponencia no acepta su enmienda.

Los señores Pedregal y Pradera explican su voto, entendiendo

que el Derecho Regiond púbüco está comprendido en los términos

constituciond yregiond.

El señor Bernd se muestra conforme con la redacción dada d

artícdo por la Comisión.

El señor Martín Álvarez cree que no es propio de un

Redámente la redacción detonada que aquí se hace. Estima que algu-

na^de las vacantes de Secretaria de Sección, o todas eüas, debieran de



comno'nen e,
eTaK "l*Señ°™cón ProP°ne que los miembros quecomponen el Tribunal sean siete en lugar de cinco.

Se suspende la discusión hasta la próxima reunión
El señor Presidente propone que la semana próxima haya cua-tro sesiones: martes, miércoles, jueves y viernes y que en la primera dé=rP eandkntes. P°r * ***P~ **~"*"

Acto seguido se levanta la sesión a la una y treinta de la tarde
Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

proveerse por concurso entre los Oficiales letrados. Dice que el cues-tionario se debe remitir a la convocatoria.

rntid/ 1 Señ°r Pref idente Cfee que el asunto está suficientemente dis-cutido y que pueden votar si se acepta o no la enmienda dTseñor

sqentind 0o nVenÍente "*»™ *»•«-SKS
dieciocirr 0s^ntndtenmÍenda ****«eS recha2ada

*<«

El señor Martín Álvarez consume su turno en contra de la totalidad del articulo. Cree conveniente decir quién va a pre Sir la ooosi"
pueaen ascender a Secretarios de Sección o no.

Puesto a votación ordinaria, queda aprobado el art. 27
El señor Secretario da lectura al art. 28

El señor Traviesas explica el alcance de una enmienda ñor él
opSreí "d SentÍd° SC t0da daSC de BarantíasTlos

La enmienda es aceptada por la Ponencia

Sin más discusión queda aprobado el art. 28



El Presidente declara abierta la sesión a las once y cu:

mañana y se procede por el Secretario a dar lectura del a

sesión anterior.

El señor Beceña aclara que d aprobar el art. 30, en coi

con lo que determina el art. 24, se olvidó establecer que av.

para los Secretarios de Sda se señdó la edad de veinticinco

los oficides letrados debe ser de la de veintiuno.Así se acu<

El señor Rdz del Castillo se adhiere a lo manifestí

señor Beceña, y agrega que al discutir la enmienda del se:

sobre aumento de los miembros delTribunal de cinco a

do dos de ellos personas extrañas al Tribunal, votó la citac

Excmo. Sr. D. Manuel de MiguelTraviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vocdes:
Excmo. Sr. D. César Süió Cortés
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Gabriel Taltabdl
Excmo. Sr. D. Luis Maffiote de la Roche

Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregd
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano

Excmo. Sr. D. Francisco Alcón
Excmo. Sr. D.Juan Sdvador Minguijón
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D.José Sampol RipoU

Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo

Excmo. Sr. D. Francisco Vega de la Iglesia

Excmo. Sr. D. Alfredo García Ramos
Excmo. Sr. D.Justino Bernd

Secretario:
D.José Serrano Pacheco
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Veintitrés de febrero de mü novecientos treinta y cual



El señor Martín Álvarez manifiesta que el reglamento del poder
ejecutivo es perfectamente válido, y como cree que tal como ha sidoredactado el art. 34 elimina un precepto del Reglamento, dictado porel Gobierno, vota en contra de la totalidad del artículo.

Los señores Minguijón y Ruiz del CastÜlo se unen a lo manifes-tado por el señor Martín Álvarez y éste solicita votación nominal.

da sin conocer bien el sentido de la misma, por no haberla oído

comra
°r CSta CaUSa ' dCSea qUC SC COnsigne en acta su votación en

Sin más discusión se aprueba el acta

El señor Secretario da lectura a unos artículos adicionales que
regulan la situación administrativa de los funcionarios.

La ponencia acepta el primer artículo adicional, que se refiere alas causas por las que cesan en sus casos los auxiliares.

El señor Martín Álvarez manifiesta que conviene decir algo rela-tivo al rango de Oficial Mayor, pues cree que es un cargo que se des-taca de los demás por la diferencia de sueldo y categoría y que por
tamo, no se puede confundir con los Auxüiares administrativos. Éstasindicaciones las hace para que nadie pueda creer que el Tribunal hatenido una revisión.

El señor Beceña dice que consten en acta estas indicacionesdel señor Martín Álvarez, para tenerlas presentes en la redacción defi-nitiva.

El tercer artículo adicional es aceptado por la Ponencia Se refie-re a la situación de los funcionarios que acepten comisiones tempo-rales conferidas por el Gobierno.

Se da lectura al art. 41 adicional, sobre la separación de auxiliares
El señor Beceña, por la Ponencia, dice que esas son facdtadesde la Ley y que no se pueden hacer constar en un Reglamento de régi-men interior. 8

Queda retirado el artícdo

Seda lectura al art. 34 del anteproyecto de reglamento, que tratode las correcciones disciplinarias, al que no hay presentada ningunaenmienda. &



El señor Mingdjón dice que aun no estando conforme con la

declaración del Reglamento del Gobierno, cree que tiene vigor legal,

y que mientras no se declare ndo hay que cumplirlo. Ante la necesi-

dad de acatar el Reglamento y de adoptar dgunas garantías, afirma que

convendría especificar que las destituciones que acuerde elTribunal,

lo sean por unanimidad.

El señor Traviesas dice que elTribunal tiene obügación de no

ejecutar las disposiciones del poder ejecutivo que estén en contradic-

ción con laLey. Agrega que esteTribund es unTribund de Jueces, por-

que así lo Uama el art. 4 de la Ley Orgánica delTribund. Si después hay

-dice- oposición entre el Reglamento del Gobierno y las disposi-

ciones legales, elTribund puede y debe prescindir de aquél.

El señor Ruiz del CastÜlo opina en cuanto a la cuestión de forma

que mientras no se declare ilegd el Reglamento dictado por él es

mejor acatarlo que atacarlo.

El señor De los Ríos cree que el Reglamento del Gobierno es

contrario a la Ley y que, por consiguiente, no debe cumplirse.

El señor Presidente considera que el Reglamento del Gobierno

tiene vigor legd en tanto no sea contrario a las leyes y que en este

caso él vota con la Ponencia, porque entiende que no hay entre la

Ponencia y el artícdo correspondiente del Reglamento absolutamen-

te ninguna contradicción.

El señor Tdtobdl expUca su voto de acuerdo con las manifesta-

ciones hechas por la Presidencia.

Puesto el artícdo a votación nomind, lo hacen a favor los seño-

res Basterrechea, Sbert, Alba, Pradera, Sampol, SÜió, Beceña, Mdfiote,

García de los Ríos, Pan de Soraluce, Pedregd,Vega de la Iglesia, Bernd,

G.Tdtobdl, G. a Ramos,Traviesas y Presidente, y en contra los señores

Rdz del Castülo, Mingdjón, Alcón y Martín Álvarez.

El señor Pradera no cree procedente votar el acuerdo. Considera

además que la interpretación dada d art. 36 por el señor Martín Álva-

rez no es, a su juicio, acertada, sino todo lo contrario.

El señor Pedregd dice que fundamentalmente para él no hay

problema, pues ya expresó el concepto que le merecía el Reglamento

del Gobierno, pero además le parece perfectamente compatible lo

que dice la Ponencia.



Sin más discusión queda aprobado el artículo

Se da lectura al art. 38 sobre licencia de los Vocales
El señor Pradera explica el sentido de una enmienda por él pre-sentada. Dice que no es obligatoria la licencia de treinta días, sino queesta puede dividirse en períodos, según la conveniencia de los miem-bros del Tribunal. Establece las mismas aclaraciones para los casos deenfermedad. En cuanto al percibo de haberes, los extiende no sola-

Se pone a discusión el art. 35. Se lee una enmienda al númerouno del señor Vega de la Iglesia que la Ponencia acepte sin discusión.El señor Vega de la Iglesia, a petición de la Ponencia, explica el alcan-ce de otra enmienda aneja al número dos del art. 35 en el sentido deque se haga alguna diferenciación según tengan o no el carácter deletrado las personas que actúen ante elTribunal.

Intervienen en esta discusión los señores Traviesas y Minguijón
La Ponencia dice que son aspectos de orden circunstancial yque hay que dejarlos a la Facultad del Tribunal.

La enmienda es retirada por su autor.

Queda aprobado el artículo

Se da lectura al art. 36

Algunos señores Vocales dicen que en la redacción falte undeclarando , y sin más, queda aprobado el artículo.
Se pone a discusión el art. 37

El señor Presidente dice que hay un defecto al figurar en el ar-ticulo la palabra "abogado" y que debe modificarse.
El señor Bernal entiende que, teniendo en cuenta la importan-

cia de las correcciones que se traten en el artículo, así como de la sus-
pensión del articulo provisional, debe venir al Pleno la Sección.

Interviene el señor Beceña por la Ponencia. Opina que hay que
mantener el que cada Sección tenga la facultad de las medidas disci-plinarias, por lo menos en las multas. Hay que darles grandes faculta-des disciplinarias y autónomas.



Se entabla un ampüo debate en el que intervienen los señores

Presidente, Basterrechea y De los Ríos. El Secretario manifiesta que

desea hacer una aclaración, pues cree que en este artícdo hay una

contradicción con el precepto de la ley, toda vez que el particular no

asuntos propios
mente a los casos de enfermedad, sino también a los de licencia para

El señor Pedregal propone una adición. Le parece natural que

se diga en cuanto a los sueldos, que los percibirán los suplentes,

pues si no resultaría que estos haberes los dejaría de percibir el titu-

lar y en cambio a los suplentes habría que abonarles sus subven-

ciones.

El señor Presidente dice que, dada la importancia de la adición,

convendría que fuese un nuevo artículo adicional.

El señor Tdtabdl cree que este artícdo debería ser suprimido y

dejar las facdtades consignadas en el mismo a la potestad delTribunal

en cada caso y no determinada previamente. Dice que este aspecto no

lo tiene regdado el Congreso en su reglamento.

El señor Presidente hace la distinción entre el Congreso y el

Tribund y considera peUgrosa la propuesta del señor Tdtabdl, pues se

podría dar el caso de que elTribund no podría actuar.

El señor SÜió, por la Ponencia, dice que retira el artícdo para

traerlo redactado nuevamente a la sesión próxima.

Se da lectura d art. 39

El señor Secretario da lectura a tres artícdos previos d 39 del

anteproyecto

El señor Presidente manifiesta que estos artículos son de carác-

ter general, aplicables a todo el procedimiento, pero cree que deben

constar al find del articdado.

Como el criterio de la Ponencia coincide con el de la Presi-

dencia, quedan aplazados para discutirlos en el momento oportuno.

Se da lectura d art. 39. El señor Alcón presenta unas enmiendas

y explica el alcance de la misma.

El señor Beceña, por la Ponencia, hace destacar que el informe

está aquí exigido como una condición de admisibilidad.



El señor SÜió dice que no está enteramente de acuerdo con lo
c7<SZ P£^T ñ0¿ 3 Cn CUant° a k interpretación y al alcan-ce del art. 31 delTribunal de Garantías. Desde luego, acepta totalmen-te las manifestaciones del señor Beceña de lo que no puede
corresponder a las facdtades delTribunal Supremo resolver sobre laconstitucionalidad de una ley, porque corresponde eüo alTribunal de

El señor Pedregal desea unirse a lo manifestado por el señorSiho y agrega que esto es de enorme gravedad, puesto que inclusopuede matar los recursos de inconstitucionalidad, pero ese es el sen-tido de la Ley, puesto que no es que elTribunal evalúe una sentenciasino que sentencia.

El señor Alcón cree que la consulta puede tener otra significa-

d Tribual Planteamient° de un "-curso de inconstitucionalidad ante

El señor Presidente dice que se está discutiendo en una situa-
ción un poco rara, porque realmente la Ponencia está completamentedividida. En esta situación, dice, y teniendo pedida la palabra numero-sos Vocales, lo que procedería es suspender la discusión y que laPonencia estudie nuevamente el artículo para ver si a la próxima
sesión puede traer un dictamen unitario.

El señor De los Ríos interviene y manifiesta que a su juicionohay mas remedio que tramitar la consulta con un acuse, citando aas Cortes para que nombren defensor de la constitucionalidad de13. Ley.

Se suspende esta discusión y se acuerda que haya sesión el mar-tes, miércoles, jueves y viernes de la próxima semana.
E señor Presidente manifiesta con respecto a la instalación delTribunal, que las gestiones van por buen camino y pide que se dé a laMesa un voto de confianza para que pueda llevar estos trámites contoda urgencia. Así se acuerda.

Se levante la sesión a la una y treinta de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

puede plantear consultas, y tiene que referirse al número 7 del art 31en la Sala del Tribunal Supremo.
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y cuatro
Sesión del día veintisiete de febrero de mü novecientos treinta

Abierta la sesión por el señor Presidente a las once horas yvein-

te minutos de la mañana, el señor Secretario da lectura del acta de la

anterior, la cud es aprobada.

El señor Presidente manifiesta que continúa la discusión del

art 39 que quedó pendiente en la sesión dtima, y considera que

como la importancia de la materia a tratar es tan excepciond, esta

justificado el que el debate continúe con la misma amplitud que tuvo

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel de MiguelTraviesas
Excmo. Sr. D.Fernando Gasset

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Antomo Sbert
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del CastÜlo

Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles^
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D.Juan Sdvador Minguijón
Excmo. Sr. D.José SampoU
Excmo. Sr. D. César SÜió

Excmo. Sr. D. Francisco Beceña

Excmo. Sr. D Lds Maffiote
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús G.a de los Ríos

Excmo. Sr. D. Emilio Pan de Soraluce

Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregd

Excmo. Sr. D. Francisco Vega de la Iglesia

Excmo. Sr. D.Justino Bernd

Suplentes:
Excmo. Sr. D. Gabriel Taltabdl

Secretario:
D.José Serrano Pacheco



El señor Alcón interviene manifestando que su criterio es simi-lar al del señor García de los Ríos, aun cuando él no daría intervencióna las partes.

El señor Beceña hace la declaración de que la Ponencia no hapodido traer un informe unitario por la ausencia de Madrid del señorSüio, pero que como los puntos de vista de dicho señor eran seme-jantes a los del señor García de los Ríos y señor Alcón, la ausencTa dedicho señor Süio no afecta para nada. Dice que a su juiciono repugna

TriZullTc CZa extraordÍmrÍa dd feCUrso
' ni a las funcionesTelTribunal de Garantías, el considerar que la consulta delTribunal Su-premo es un tramite exclusivo de admisibilidad. Cree que elTribunal

nneHeT T "C°ntestación a una consulta del Tribunal Supremopuede dictar una providencia en términos parecidos a los siguientes-Por recibir la consulta de la Sala... delTribunal Supremo dése cuenta alas partes, para que aqueüa a quien corresponda formalice el recursode inconstitucionalidad con arreglo a los requisitos del art 35 de laky pues a su juicio, el darle al particular ocasión procesal para queplantee el recurso es una exigencia ineludible de la Constitución y de
L ey'J ?nnhnne. h T™í*0"*"1 3 **d agraviado se manifiesteante el Tribunal de Garantías, se infringe la ley. Resume el señorBeceña su intervención diciendo que en el momento en que se plan-tea la consulte ante elTribunal de Garantías se debe dar traslado a laspartes para que formalicen el recurso, y en caso de que éstas no lohagan asi, tramitar dicha consulta según el art. 32 de la ley.

El señor García de los Ríos impugna la tesis del señor Beceñay pregunta para qué sirve el trámite de estar las partes para que for-malicen el recurso, si esa consulta es ya un recurso y de todas mane-ras hay que tramitarlas y hay que resolverla por sentencia. Cree que

oor elÍ¿!k° q\e k ky dÍCC qUC laS COnsu1^ amuladaspor el Tnbunal Supremo hay que resolverías por sentencia, es indu-
elfeíS '"íl ™ CaráCter de recurso, porque si fuera otra cosael legislador hubiera dicho: "previo este trámite se dará conocimien-to a las partes para que utilicen su derecho". En síntesis, según su jui-
cio, el tramite propuesto por el señor Beceña de dar conocimiento aas partes de la presentación de la consulta es innecesario en absolu-to pues no produce ningún efecto por la sencilla razón de que detodas las maneras hay que tramitar el recurso; propone que una vezrecibida la consulte del Tribunal Supremo se emplace a las Cortespara que nombren quién defienda la constitucionalidad de la ky secite a ks partes, y yendo a unos y a otros, elTribunal dicte sentencia



El señor Traviesas se muestra partidario de la tesis del señor

Beceña pero sin el aditamiento que tiende a armonizarla con la doc-

trina del señor García de los Ríos, pues dice que no cabe interpretar

la ley en el sentido de que donde dice consdta no sea consulta sino

recurso. La ley obUga a que tanto las consultas como los recursos

deben resolverse en forma de sentencia, la cud ofrece un contenido

distinto, pues la recdda en el recurso y la recdda en el caso de con-

sultas tienen exigencias lógicas para su función que no son igudes.

Ala consdta se contesta con un dictamen, con una opinión, pero si se

trata de una sentencia dictada en un recurso los efectos son distintos

y por consiguiente habrá una resolución, un mandato que obligaría,

que no podrá ser rectificado por el mismo Tribund.

El señor Minguijón interviene mostrándose disconforme con

la tesis defendida por el señor Traviesas, y manifestando que según la

opinión de dicho señor, elTribunal Supremo decide primero sobre

la procedencia de admisión del recurso, y después que ha decidido

sobre la misma, consulta sobre la cuestión que ha decidido.

Considera que la consdta debe ser antes de decidir. Para evitar la

antinomia, esa contradicción, debe interpretarse la ley en el otro sen-

tido, en el de que la consulta es sobre el fondo de la constituciona-

lidad o no constitucionalidad del precepto legal.

El señor Pradera interviene para insistir en sus puntos de vista.

El señor Martín Álvarez cree conveniente quede bien sentado

que el alcance de las sentencias que resuelvan las consultas y los

recursos no pueden referirse d trámite de admisión, sino d de la reso-

lución definitiva. Cree que la interpretación Usa y Uaná de la ley, que

deja en su lugar a la consdta y al recurso, satisface las exigencias de

una buena hermenéutica kgd, pues dentro de eüa caben perfecta-

mente todos los trámites y todas las garantías que se puedan hacer, y

por lo tanto que no hace falta el que se agregue absolutamente nada

ni que se considere parte d Supremo porque no es recurso sino con-

sulta, ni que se considere parte en la consulta d interesado porque ya

El señor Pradera dice que, según su criterio, la consulta que

eleve el Tribunal Supremo d de Garantías puede considerarse en

todos los casos como recurso, diferenciándose de los presentados por

los particulares en que estos dtimos casos deben ser objeto del tra-

mite previo de la admisión. En resumen, para el señor Pradera las con-

sdtas yrecursos son una misma cosa, debiendo ser formulados ambos

de igud manera y nevando los mismos requisitos.



El señor Martín Álvarez ruega que al formular concretamente la
proposición se tenga en cuenta esa diferencia radical que hay entrelos casos sometidos a la jurisdicción ordinaria civil o criminal y losque están sometidos a la jurisdicción administrativa. Los primeros vanal Supremo y los segundos al Consejo de Estado. ElTribund Supremopuede formular la consulta al Tribunal de Garantías, y el Consejo deEstado no puede formularla.

El señor Presidente propone, en síntesis, que el señor García delos Ríos se ponga de acuerdo con los señores Vocales que están casiconformes con su tesis, para redactar una sola proposición que se con-
traponga a la que igualmente redactará el señor Beceña, con la que
está de acuerdo el señor Traviesas.

El señor Beceña dice que está dispuesto a reunirse a las diez ymedia, antes de la próxima sesión, con el señor García de los Ríos el
señor Alcón y el señor Pradera, para ver de lograr armonizar las dostendencias.

lo ha sido al alegar la excepción de constitucionalidad, yporque lo vol-
verá a ser si así lo desea en el momento en que haciendo uso de la
autorización de la ley pueda interponer su recurso

El señor García de los Ríos dice que la discusión se ha desviadopues se micio por la discrepancia con el ponente señor Beceña sobrela interposición o no del recurso después de planteada la consdta porelTribunal Supremo. El señor Beceña entendía que formulada la con-sulta se debía dar ésta a las partes señalándolas un plazo de equis díaspara que formdaran el recurso, y que él entendía que esta consultaequivalía a la formdización del recurso y que sin más trámite debíaresolverse. Sobre esto es sobre lo que debe recaer acuerdo

El señor Basterrechea opina que todo estaría resuelto si en unode los párrafos que lee, del art. 31 de la ley, se dijera "se planteará lacuestión y no se planteará la consulto".

Después de otra intervención del señor Beceña en la que con-
testa a todos los discursos producidos por los que sustentan tesis con-
trarias a la suya, el señor Presidente dice que se puede considerar
suficientemente discutido el asunto y que procede poner a votaciónlos cntenos discordantes, pero que como existe una posición perfec-
tamente clara, la del señor Beceña y otra, con distintos matices, que conobjeto de simplificar puede ser en cierto modo la que ha expresado el
señor García de los Ríos, es conveniente que se redacten ambas



Excmo. Sr. D. Francisco Vega de la Iglesia (suplentes)

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Antomo M.a Sbert
Excmo. Sr. D.Juan Sdvador Minguijón
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del CastÜlo

Excmo. Sr. D. Francisco Alcón

Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D.José Sampol
Excmo. Sr. D. Gonzdo Meras
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Gabriel G.TdtabuU
Excmo. Sr. D.Lds Mdfiote
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús García de los Ríos

Excmo. Sr. D. EmUio Pan de Soraluce
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregd

Excmo. Sr. D. Justino Bernd

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

¡R0 67

Sesión del día veintiocho de febrero de mil novecientos treinta

cuatro

Abierto la sesión por el señor Presidente a las doce menos

•inco da cuenta de que el señor Secretario general no puede asistir

,or enfermedad, y que por imposibüidad de que actúe el señor Bno

El señor Presidente se muestra de acuerdo con eUo, pero siem-

: sobre la base de que los que se reúnan con el señor García de los

»s, traigan ya estudiada una sola proposición.

El señor Presidente levanta la sesión a la una yveinticinco minu-

citando para el día siguiente a las once de la mañana.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas



Leída el acta por el Secretario habilitado, el señor Traviesashace la aclaración de que en defensa de la tesis sostenida por elseñor Beceña, insistía en que los términos bilaterales de la Ley son
claves^s decir, que elTribunal Supremo ha de dar dictamen sobre laprocedencia de plantear la cuestión de inconstitucionalidad alTribunal de Garantías Constitucionales, y que el Tribunal deGarantías ha de emitir dictamen cabalmente sobre el mismo extre-mo sobre el cual ha escrito elTribunal Supremo. Con esto aclaraciónse aprueba el acta.

El señor Presidente pone a discusión la redacción nueva del dic-tamen de la ponencia del art. 39 del Reglamento.

Presentada que fue éste el señor Beceña la defiende
El Secretario provisional da lectura de la contraposición suscri-ta por el señor García de los Ríos, la cual es defendida por él mismo.
El señor Presidente dice que como ya está suficientemente deba-tido este asunto, se va a proceder a votar el dictamen de la ponencia.

El señor Bernal dice que ha pedido la palabra para explicar suvoto toda vez que no está conforme con la propuesta del señor Garcíade los Ríos, ni lo esta tampoco con la ponencia del señor Beceña auncuando con la de éste coincide en gran parte.

Expone el señor Bernal que, a su juicio, la Ley del catorce de
jumo de mü novecientos treinta y tres está perfectamente clara conrespecto al procedimiento que debe seguirse en la tramitación de losrecursos de inconstitucionalidad y las consultas sobre la misma mate-
ria, procedimiento que se seguía en los arts. 30, 31,32 y 33.

Según los arts. 30, párrafo 1.», y 31, párrafo 1.• también, el recur-so de inconstitucionalidad de la ley pertenece únicamente al titulardel derecho que resultase agraviado por la aplicación de aquélla yensu opimon debe tramitarse en la forma siguiente:

Alegada por la parte en pleito civil o criminal, la inconstitucio-nalidad de una ley se dará inmediatamente traslado de aqueUa alega-
ción a la otra parte para que en el término de treinta días exponga loque a su derecho convenga sobre eUa.

como Secretario provisional, hay que habilitar al señor Anglada para
esta actuación. (Se acuerda así.) P



El Juez o Tribunal que esté conociendo de los autos mandará

que se expida en el preciso término de cinco días testimonio de la ale-

gación y de su respuesta, el cual remitirá con su informe y por con-

ducto de su superior jerarquía al Presidente del Tribund Supremo.

Este pasará las düigencias a la sala competente por la materia a fin de

que en el plazo de cinco días emita dictamen sobre la procedencia de

plantear la cuestión de inconstituciondidad d Tribund de Garantías

Emitido este dictamen en sentido dirmativo, el Tribund

Supremo debe devolver los autos al Juzgado o Tribund de donde pro-

ceden para que suspenda el caso del pleito, sin perjuicio de que se

practiquen en él las düigencias y las de seguridad, y ordenándole al

propio tiempo que haga saber a la parte que hubiera degado la

inconstituciondidad, que en el término de diez días interponga el

recurso ante elTribund de Garantías.

En el caso de que el dictamen de la sda delTribunal Supremo

sea necesario, también se devolverán los autos, pero no para suspen-

der el error del pleito, sino para notificarle el dictamen del otro auto

y para advertirle que a pesar de ello puede interponer el recurso de

inconstitucionalidad ante elTribunal de Garantías, si bien prestando

la fianza que éste le exija dentro del ümite que el mismo artícdo

determina.

De suerte que en los cinco casos a que se refieren los cinco

apartados del art. 31 se procede a instancia de parte y en consecuen-

cia solamente eUa es la que tiene que alegar la excepción de inconsti-

tucionaUdad en los Juzgados yTribundes y solamente ella también es

la que tiene que interponer el recurso ante elTribunal de Garantías,y

elTribunal supremo debe limitarse por medio de la Sala competente,

a emitir su dictamen sobre si procede o no plantear la cuestión de

inconstituciondidad, pero absteniéndose de plantear él la cuestión m

consdta alguna ante elTribund de Garantías porque en este caso se

colocaría en lugar del Utigante, le suplantaría en su puesto, privándo-

le d propio tiempo de ejercitar el derecho que, úricamente a él, como

único agraviado, le concede el art. 30 de la ley.

En cambio, en los casos del art. 32 en que no se procede a ins-

tancia de parte sino de oficio, por imciativa de un Juez o Tribund que

quiere evacuar la consdta (no recurso) a la que autoriza el art.2 de la

Constitución, elTribund Supremo una vez que la Sala correspondien-

te haya dictaminado sólo la procedencia de aquéUa en sentido favora-

Constituciondes



Concluyó dirmando que su voto sería favorable a la ponenciadel señor Beceña, aun cuando por las razones expuestas su coinci-dencia con ella no sea completa.

El señor Sbert hace uso de la palabra también para expUcar suvoto y dice que tal como viene la propuesta de los señores no con-formes con el dictamen del señor Beceña se ha llegado a una mixtifi-
cación de lo que en un principio fueron los puntos de vista del señorGarcía de los Ríos, por lo cual votará con la ponencia.

El señor Taltabull se adhiere a las manifestaciones hechas por elseñor Sbert. v

El señor Martín Álvarez dice que como es natural suscribe lapropuesta del señor García de los Ríos.

El señor Pradera hace la manifestación en répUca a lo dicho porel señor Bernal, de que la ley no está tan clara como dicho señorBernal cree, porque si fuera así no se hubiera estado discutiendo dosdías respecto de este particdar.

El señor Alcon dice que, a manera de transacción, acepta la fór-mula del señor García de los Ríos aunque su interés, expuesto el pri-mer día, es en el sentido de que no es necesario por ningún conceptollamar a las partes para resolver la consulta planteada por el TribundSupremo. Esta consulta debe resolverse, según su primitivo interéscon intervención si comparece del defensor de la constituciondidad'
El Presidente, a su vez, explica qué votó, diciendo que comenzóhabiendo dos actitudes absolutamente contrarias. Sigue, una consultadel Supremo en el recurso y con arreglo a eUa había que resolver Laotra era la que proponía que independiente de la consulta delSupremo, es menester sea formalizado el recurso.

Manifiesta que él votará con la ponencia.

Puesta a votación por el señor Presidente el dictamen de la
ponencia es aprobado por trece votos a favor y siete en contra votan-do a favor los señores Alba Baunzano, Basterrechea, Beceña GTaltabull, Mdfiote, Pan de Soraluce, Pedregal, Ruiz del CastiUo Sbert'Bernal, Gasset, Traviesas yAlbornoz, y en contra los señores Alcón G a
de los Ríos, Martín Álvarez, Meras, Minguijón, Pradera y Sampol

ble,formulará la consulta ante elTribunal de Garantías en el términode cinco días siguientes al dictamen de la Sala.



El señor Beceña le hace la aclaración pedida, y cómo el señor

Martín Álvarez insiste en hacer nuevas degaciones, el señor

Presidente manifiesta que se puede retrotraer la discusión a los tér-

minos en que estaba antes de haber sido aprobado el art 39, pero si

no hay la propuesta de un nuevo artículo hay que pasar a la discusión

del siguiente.

El señor Beceña manifiesta que en curso de la discusión de

estos artículos no va a poderse segdr el régimen establecido, pues hay

que redactar nuevamente el tildo referente al recurso de inconstitu-

cionaUdad. La ponencia propone se retiren esos artícdos para redac-

tarlos nuevamente de acuerdo con el ponente señor Süio.

Así se acuerda, propomendo el señor Presidente se pongan a dis-

cusión los artícdos correspondientes al tildo de los recursos de amparo.

Leído por el Secretario habüitado el art. 48 del proyecto de

Redámenlo, el señor Alcón dice que no ha habido posibüidad de for-

mular enmiendas porque los señores Vocales no creían que se fuera a

poner a debate dicho título del proyecto de Redámenlo.

El señor Presidente considera suficiente la razón aducida por el

señor Alcón para no empezar la discusión de estos artícdos.

El señor Bernd dice que sería conveniente se agregara un Vocal

regiond a la ponencia para que esté por ausencia o enfermedad del

señor SÜió. El señor Presidente aclara que la ponencia no esta integra-

da solamente por el señor Beceña y el señor SÜió, sino que también

pertenece a la misma el señor Alvaro Conde, que por el cargo que

ocupa de Presidente del Consejo de Estado, es muy difícü que asista.

Propone, por lo tanto, que se incorpore a la ponencia el señor Alcon.

Así se acuerda

Se levanta la sesión a la una menos veinticinco minutos de la

tarde, citando el señor Presidente para las once de mañana once de

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

El señor Martín Álvarez solicita del señor Beceña que le aclare

cómo va a resolver una supuesta antinomia consistente en como se va

a tramitar d mismo tiempo en elTribunal una consulta que promueve

el Supremo y un recurso interpuesto por el particdar agraviado.



NUMERO 68

Sesión del día uno de marzo de mil novecientos treinta y

El señor Presidente declara abierta la sesión a las once y cuarto
mañana

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada por unanimidad
Se da lectura al art. 48 y después de aprobado, el señor Beceñaifiesta que a este artícdo, la Ponencia tiene que interponer otrolonal, para fundamentar las razones que ha tenido para eüo y pro-

• a dar lectura al mismo.

El señor Beceña somete a la consideración del Pleno la aproba-
le dicho artículo.

Excmo. Sr. D. Manuel de MiguelTraviesas
Excmo. Sr. D.Fernando Gasset

Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Gabriel G. Taltabdl
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús García de los Ríos
Excmo. Sr. D. Luis Mdfiote
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D. Gonzalo Meras
Excmo. Sr. D.Juan S. Minguijón
Excmo. Sr. D. Emilio Pan de Soraluce
Excmo. Sr. D.José M. Pedregal
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Carlos M. del CastÜlo
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert
Excmo. Sr. D.José Sampol
Excmo. Sr. D.Justino Bernal (suplente)

Vocales

Secretario:
D.José Serrano Pacheco



Se acuerda quede suprimido el art. 55

Leído los arts. 57,58 y 59, son aprobados sin discusión

Se da lectura al art. 60. La Ponencia, por medio del señor Beceña,

llama la atención sobre el contenido del artículo, toda vez que se refie-

re a la ley procesal del Presidente de la República y podrían suscitarse

cuestiones muy graves. Dice que la Ponencia ha examinado estos dos

El señor Presidente somete a la consideración del Pleno la apro-

bación de dicho artícdo.

El señor Presidente dice que tiene gran trascendencia y que

como ha sido presentado en el momento de la reunión, si algún Vocal

lo estima conveniente puede formular alguna enmienda verbal.

art. 48 bis
Como ningún señor Vocd pide la palabra, queda aprobado el

Leído el art. 49, el señor Beceña en nombre de la ponencia, pro-

pone que en vez de "concurso" se diga "reclamaciones" o "acciones" y

con esta modificación queda aprobado.

Los arts. 50,51 y 52 son aprobados sin discusión

Se da lectura d art. 53

(Contra el señor Pradera.)

El señor Beceña propone la supresión del artículo en el sentido

de dejar la resolución de las dificdtades para los casos concretos que

se vayan presentando, pues estima la ponencia que puede haber situa-

ciones de enorme gravedad, y no qdere atarse las manos en el

Reglamento del artículo.

Se lee el art. 54, que queda aprobado sin discusión

Puesto a debate el art. 55, el señor Alcón formda una sugeren-

cia acerca de si la cuantía de la sanción es facdtad de la Sda o del

Pleno. La ponencia estima que la cuantía de la fianza se debe dejar a

la facdtad de la Sala, y que no tiene por qué prejuzgarla el Pleno.

Interviene el señor Pedregal y manifiesta que no se puede par-

tir del supuesto de que la Sala quiera matar los recursos de amparo

con fianzas extraordinarias, y por esto debe mantener la libertad de la

Sala para pedir la sanción que estime en cada caso.



El señor Ruiz del Castillo opina que se hará de acuerdo con elrequisito del art. 85 de la Constitución, pues parece que es una con-secuencia automática de él. Por esto sugiere la modificación de laredacción del artícdo en el sentido de que se procederá a la aplica-
ción del art. 85, párrafo 3, de la Constitución.

El señor Pedregal cree que en un Reglamento hay que determi-nar en que forma se hace y,por tanto, hay que decir que se pondrá enconocimiento del Presidente de la RepúbUca a los efectos oportunos

El señor Presidente dice que sería mejor hacer una declaraciónmas vaga, pues es natural que la notificación al Presidente de laRepública se deba hacer, para algo intenta el criterio del señor Beceñaque entre la Ley y la Constitución prevalece éste.

El señor Pedregal no ve incompatibüidad entre la Constitucióny la Ley.

El señor Presidente considera que la ley de responsabilidad daal Tribunal la facdtad de declarar la disolución de las Cortes No
encuentra contradicción entre la Constitución y este artículo el señorPedregal: la ley lo completa y, por consiguiente, no ve que haya moti-vos para que elTribunal renuncie a estas facultades, mucho más cuan-to que la disolución tendría que acordarla alguien y éste es un caso enque podna acordarla el Presidente de la República que acaba de ser
parte en el litigio. Por otra parte, no ve la necesidad de la notificaciónal Presidente de la RepúbUca, pues él ya lo sabe porque lo dice la
Constitución.

puntos de vista: 1."¿cuándo se devuelve al Congreso el documento deacusación para que se subsane los defectos y elTribunal está obligadoa decir que defectos pueden subsanar?; y 2.° ¿es suficiente devolverlea documentación sin expresión de los defectos de que a su juicioado-lezca la acusación para que los subsanen completamente?

En el caso 3.° del art. 14 el problema es también muy gravepues se pregunta: ¿quién acuerda la disolución de la Cámara? ¿Tiene eíTnbunal facultad para acordar tal disolución? Dice que es evidenteque hay que referirse al art. 85 de la Constitución, y opina que sinintervención ninguna del Tribunal de Garantías se producirá la cesa-
ción de la Cámara.

El señor Pedregal pregunta quién va a ejercer ese acuerdo y la
ponencia le contesta que el Vicepresidente.



Aunque la discrepancia no es grande, dice, existe dguna entre

la Constitución y la Ley. La Constitución dice que las Cortes quedaran

disueltas en todo caso, y la Ley dice que el Tribund acortara. Si se

sigue la Constitución, aunque elTribund no lo acuerde, quedan disuel-

tas Habiendo diferencia, hay que ir por el camino de la Constitución.

En resumen, no cree que elTribund deba acordar la disolución, por-

que a su entender la Constitución no le da td facultad, sino simple-

mente hace una declaración de que se está en el art. 85 y comunicarla

a las Cortes y d Presidente de la RepúbUca.

El señor Presidente manifiesta que si elTribunal declara que se

está en el caso del art. 85, hace lo mismo y si, con arreglo a la

Constitución, declara las Cortes disueltas, se hace una cosa que tiene

una eficacia y una trascendencia. Precisamente lo hace elTnbund por-

que en este caso el úrico que en otras circunstancias puede declarar

las Cortes disueltas -que es el Presidente de laRepúbUca- no lo hace

porque se trata de un proceso abierto con motivo de su actuación.

El señor Mingdjón: Pero es un procedimiento que ha griado y lo

que la Ley ha querido es que las Cortes queden disueltas por sí mismas.

El señor Beceña interviene para decir que eso es evidente, pero

agrega que el Presidente ignora que elTribund ha declarado el acuer-

do Uegd.

El señor SÜió dice que a la ponencia le parece que, en efecto, no

hay contradicción entre la Ley y la Constitución, pero que como es

cosa de tal gravedad cree que vaüa la pena que no pasara sin darse

cuenta de lo que el problema entraña. Es evidente, agrega, que hay un

precepto constituciond según el cud, dadas determinadas circunstan-

cias las Cortes quedan disueltas, ipsofacto, de derecho, y que lo mas

ajustado a la ley es que elTribund acuerde la disolución de las Cortes.

El señor Alcón opina que es difícü que se Uegue a una respon-

sabüidad poUtica de este tipo y como el texto legd, a su juicio, es sufi-

cientemente expresivo, propone que no figure el artícdo en el

Reglamento del Tribund de Garantías.

El señor Minguijón dice que el criterio del señor Alcon es muy

práctico y opina que este punto es esencialmente constitucional, por-

que si la manera de disolver las Cortes y la facdtad para su disolución

no es constituciond, no sabe qué materias constituciondes hay en el

mundo. Por esto no es propio de una ley ordinaria, sino que debe estar

en la Constitución y en la Constitución está.



El señor Presidente es contrario a tal manifestación, pues real-mente, si se hace está declaración, no sería en cumplimiento de esearticulo constitucional, sino en el de la Ley de Responsabüidad delPresidente de la República, que es el que atribuye tal facultad
El señor Beceña dice que el poder, la potestad, deriva de laConstitución, y el señor Pedregal cree que convendría invocar laLey ypormedio de una fórmda solemne decir que quedan disueltas las Cortes

El señor García de los Ríos opina que el Tribunal no tiene quedec arar nada en este caso, y al comunicar el acuerdo de no admisiónde la acusación añadir que quedan por consiguiente disueltas lasCortes en virtud del art. 85.

El señor Vega de la Iglesia interviene y da lectura a una pro-
puesta de la que hace entrega a la ponencia.

El señor Presidente dice que parece que se ha Uegado a unacuerdo en cuanto a la fórmula, y como esto es delicado y hay dosmatices, sería conveniente que la misma ponencia redactara el artícu-lo,recogiendo todas las manifestaciones que se han hecho

El señor Presidente manifiesta, por otra parte, que el señorBeceña sendaba otro caso importante, que es el de si por no venir enforma el asunto de acusación se devuelven las actuaciones alCongreso, se hace en el sentido de que se subsane esto o lo otro Laponencia es partidaria de que se devuelva el escrito sin indicar quécosas han de ser subsanadas.

El señor Pedregal dice que es el fundamento de la devolucióny que hay que señalar para que se devuelva. En el mismo sentido se

El señor Ruiz del CastÜlo se une a lo manifestado por el señorMinguijón, y se le ocurre una fórmula que acaso pudiera dar lugar a ladiscusión, diciendo que la disolución de la Cámara a que se refiere latercera resolución de dicho artículo, se hará en virtud de lo previstoen el art. 85 del párrafo 3, comunicándolo así elTribunal al Presidentede la RepúbUca y al de las Cortes.

El señor Alcon es de opinión que se debe sustituir la palabra "envirtud por las palabras "en cumpUmiento", pues en unos casos laConstitución enmienda la declaración de la disolución de las Cortes alPresidente de la RepúbUca, y en este caso particular encomienda elcumplimiento del art. 85 al Tribunal de Garantías.



expresa el señor Pradera, pues le parece que el texto de la ley esta

perfectamente claro. Los defectos -dice- hay que señalárselos al

Congreso.

El señor SÜió, por la Ponencia, estima que sería mejor dejarlo td

cud está y si negara la ocasión examinar lo que se debe hacer.

El señor Martín Álvarez cree poco deferente para el Congreso

devolverle una cosa diciéndole que subsane los defectos. Por eso es

preferible que se le señden éstos.

El señor Becéna ve un refugio en el señdamiento concreto de

los defectos que hay que subsanar porque elTribund puede sustituir

en tal caso d Congreso en funciones de acusación, y se mega incluso

al Presidente de la RepúbUca una de las defensas que tiene para no ser

atacado por una acusación injusta. Si se dice al Congreso que subsane

los defectos se le fuerza a que se insista en la acusación. Por todo lo

expuesto la Ponencia mantiene la redacción del artícdo tol como esta.

Después de esta discusión se aprueba la Ponencia con una

nueva redacción del pdrafo segundo.

Leídos los arts. 61 y 62 interviene el señor Alcón y manifiesta

que el art. 61 debe tener carácter de generaUdad, pues si no quedana

mermado elTribund en su propia autoridad.

La Ponencia manifiesta que redactará un precepto general para

todos los casos en que se mande un Vocd delegado establecidos por

elTribund. Este artícdo general será sustituyendo los arts. 61 y 62.

Se levanta la sesión a la una y media de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel de MiguelTraviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles

Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña



El señor Presidente declara abierta la sesión a las once y mediade la mañana. 7

El señor Secretario lee el acta de la sesión anterior, que es apro-bada por unanimidad. F

La ponencia da cuenta de la nueva redacción del art. 60, párrafo 2

p -3 Se,n°,f , 8al Cntiende que *comunicar al Presidente de laRepúbUca la disolución de las Cortes, procede que se dijese "a los efec-tos de la convocatoria dentro del plazo constitucional", pues si noparece que produce quedar disueltas las Cortes por elTribund y elPresidente de la RepúbUca no convoca nuevas elecciones. Por consi-
guiente, una alusión a la convocatoria sería oportuna.

El señor SÜió manifiesta que la Ponencia cree que no es nece-sario este acuerdo del Tribund para manifestar una cosa de toda evi-dencia, y es que disueltes las Cortes, está vigente el precepto queobliga a una convocatoria y el recuerdo de este precepto por parte dellnbunal de Garantías le parece poco pertinente.

Excmo. Sr. D. Gabriel G Taltabull
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús G. a de los Ríos
Excmo. Sr. D.Luis Maffiote
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D. Gonzdo Meras
Excmo. Sr. D.Juan Minguijón
Excmo. Sr. D. EmiUo Pan de Soraluce
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregal
Excmo. Sr. D. Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del Castülo
Excmo. Sr. D. César SÜió Cortés
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert
Excmo. Sr. D.José Sampol RipoU
Excmo. Sr. D.Justino Bernal
Excmo. Sr. D. Francisco Vega de la Iglesia (suplente)

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NUMERO 69

Sesión del día dos de marzo de mü novecientos treinta y cuatro



El señor Pedregd sostiene su punto de vista y dice que él de-

searía en lo que dependa delTribund, quedase bien de manifiesto que

el Presidente de la RepúbUca debe convocar elecciones en el plazo

que marca la Constitución.

El señor SUió expone que acaso se podría sdvar el deseo del

señor Pedregd diciendo a los efectos del art. 53 de la Constitución

que determina que en el plazo de sesenta días, después de ser disuel-

tas las Cortes, se verificarían nuevas elecciones.

El señor Ruiz del CastÜlo interviene para manifestar que el caso

suscitado por el señor Pedregd puede evitarse acudiendo a la simple

lectura del art. 59 de la Constitución.

Se aprueba el artícdo en el sentido de que se comunique d

Presidente de la RepúbUca a los efectos del art. 53 de la Constitución

y d Presidente de la Cámara.

El art. 62 queda suprimido

El señor Secretario da lectura d art. 40

El señor Presidente manifiesta que como de la redacción de

estos artículos se da cuenta en estos momentos, si dgún señor Vocd

quiere formdar dguna enmienda verbd puede hacerlo.

Como ningún Vocd pide la pdabra, queda aprobado el art. 40

Se pone a discusión el art. 41

El señor Beceña, por la Ponencia, expUca la nueva redacción

dada a este artícdo y dice que, a juicio de la misma, el problema esta-

ba resuelto en el párrafo 3 del art. 34.

Se da lectura de una enmienda presentada por el señor Sbert,

que expUca el dcance de la misma. Cree, fundándose en el art. 14 del

Estatuto de Catduña (aunque no conviene en este Reglamento perso-

naUzar la región autónoma en un caso particdar de autonomía, en este

caso Catduña), que si se diera traslado del recurso d Presidente de

Parlamento, como se proponía en la primitiva redacción, se infringía el

texto del citado artícdo, puesto que las relaciones entre la RepúbUca y

la región autónoma no serían a través del Presidente de la Generditat.

Propone que se diga que se comunicará al representante de la región

autónoma. En Catduña ese representante es el Presidente de la

Generditat, en otra región podrá ser el Presidente del Parlamento.



El señor Beceña entiende que existen algunas dificultades
fnH , !ftaC1°n í k enmienda del señor Sbert, dificultades deindo e jurídica y política y, quizás de índole procesal. Dice que enCataluña el organismo que corresponde a las Cortes es el Parlamen-
to Catalán.

El señor Sbert no encuentra aceptable este punto de vista.
El señor Beceña dice que la parte afectada por el recurso es elParlamento, y si el Presidente de la Generalitat, por lo que sea nocomunica al Parlamento Catalán el traslado del recurso y elTribunalde Garantías decreta la inconstitucionaUdad de una ley dada por elparlamento catalán, se condena a éste sin ser oído.

El señor Sbert entiende que este caso no puede darse porque elParlamento Catalán es quien elige al Presidente de la Generalitat.
El señor Pradera interviene y dice que esta cuestión está per-

fectamente resuelta en los números 1, 2 y 3 del art. 34 de la ley.
El señorTraviesas se adhiere al punto de vista del señor Praderay por ello cree también acertado el de la Ponencia.
El señor Sbert dice que el sentido de su posición es la interpre-tación que hasta hoy ha tenido el Estatuto. Manifiesta que laGeneralitat es una entidad totalizadora de diversos órganos de podery constituye el único organismo en virtud del cual el Estado españolreconoce personalidad a la región autónoma. Si esto es evidente segúnel art. 14 del Estatuto, las relaciones del Estado español tienen lugar enla Generalitat y esta está representada por el Presidente. Por lo tantosi elTribunal se dirige al Parlamento de la región autónoma, éste darápor recibido, naturalmente, el traslado del recurso, pero no será él

quien conteste, sino el Presidente de la Generalitat. Opina que no exis-te contradicción entre el sentido de su enmienda y el de la Ley puesel caso de las Cortes españolas es, a su juicio, distinto porque hay unpoder moderador. }

No tiene interés en mantener el alcance de la enmienda, pero de-sea que conste en acta su criterio contrario a la redacción del artículo.
Sin más discusión, queda aprobado el art. 41

Leído el art. 42, es aprobado sin discusión

El señor Secretario procede a dar lectura del art. 43



El señor Secretario da lectura de los arts. 44 y 45, los cudes son

aprobados sin discusión.

Leído el art. 46

El señor Álvarez dice que cree conveniente que la excepción de

incompetencia se resuelva con la sentencia, al mismo tiempo que la

cuestión principd.

El señor Alcón manifiesta que en este asunto la ponencia se ha

guiado por lo corriente en las leyes procesdes que dectan a otras

materias. La cuestión de incompetencia se puede plantear propia-

mente dentro del plazo señdado o al contestar a la demanda en la

cuestión de fondo». En el primer caso, ésta se ventüa en un incidente

antes de entrar en el asunto principd.

El señor Martín Álvarez insiste en sus puntos de vista, y a pregun-

tas del señor Presidente dice que no soUcita votación de su enmienda.

Queda aprobado el art. 46

Son, asimismo, aprobados sin discusión los arts. 47 y 48

Leída una enmienda del señor Sbert al art. 42 del Proyecto de

Reglamento. Dicho señor dice que ésta se funda en que está atri-

buida, por virtud del art. 11 del Estatuto de Cataluña, la legislación

en materia civily administrativa, con algunas salvedades, a la región

autónoma. En virtud de ésta y de que el mismo art. 11 establece un

Tribunal de Casación en Cataluña como organismo judicial supe-

rior competente para entender en todas aquellas materias civiles y

administrativas, cuya competencia legislativa es de la región y no

del Parlamento de la República, no es congruente que en los casos

previstos de la consulta de oficio se entienda por organismo supe-

rior competente la Sala del Supremo, declarada incompetente en

virtud del propio art. 11 del Estatuto. En una palabra, el Supremo

carece de competencia para casar y para sentar jurisprudencia en

aquellas materias civiles y administrativas cuya jurisdicción legisla-

tiva está atribuida exclusivamente a las regiones autónomas.

El señor Süió, por la Ponencia, da dgunas expUcaciones

Interviene el señor Martín Álvarez para aclarar si en el caso de

desistir de recurrir el recurrente pierde la fianza, y el señor Süió, y se

aprueba el artícdo de acuerdo con lo manifestado por el señor Martín

Álvarez, respecto a devolución de fianza.



El señor Pradera interviene en solicitud de que el señor Sbert lehaga algunas aclaraciones con respecto a su enmienda, pues dice que
su redacción le suscite una porción de dificultades.

Hechas las oportunas aclaraciones por el señor Sbert dice el
señor Pradera que entonces su voto será en contra de la enmienda.

El señor Basterrechea se muestra conforme con la tesis expues-
to por el señor Sbert y pregunta a los señores Vocales que sustentan la
opimon contraria, ¿si una ky dada por el Parlamento Catalán se esti-ma por el Juez o la parte que infringe, no la Constitución, sino elEstatuto de Cataluña, se está en el caso de mantener su criterio? Esdecir, ¿también en este caso ha de venir dTribunal propuesta la cues-
tión a virtud de consulta de la Sala correspondiente del Tribunal
Supremo?

El señor Beceña insiste en su criterio, ya expuesto anteriormen-
te, de que la Ley delTribunal de Garantías, como es de carácter consti-tucional, no se puede delegar. El dictamen del Tribunal Supremo laconsulta que eleve es sobre si esa ley es constitucional o no Ésta'esla competencia por razón de la materia y ésta es la competencia que
no puede delegarse al Tribunal de casación de Cataluña

El señor Presidente manifiesta que ya puede considerarse sufi-
cientemente discutido el asunto, por lo cual pone a votación nominalla enmienda del señor Sbert.

El señor Beceña, en nombre de la Ponencia, dice que no puedeadmitir la enmienda, pues dice que no es derogable nada de la ejecu-
ción ddTnbunal de Garantías, y por entender que ésta es una facultaddelTnbund Supremo de orden gubernativo que le corresponde por lajerarquía que ocupa en todo el territorio nacional

El señor Martín Álvarez dice que si se resuelve lo que el señorSbert propone respecto al art. 42 de la Ley, o sea, aquel caso en que setramita de oficio, es decir, directamente y sin intervención de parte
agraviada la cuestión relativa a la inconstitucionalidad, no habrá másremedio que admitir igual interpelación para aqueUos recursos quehayan tenido como privilegio una excepción degada por una parte

El señor Sbert insiste en sus puntos de viste y dice que no ve
ningún inconveniente en que elTribunal de Garantías soUcite del de
casación de Cataluña, con jurisdicción perfectamente determinadadentro del Estado, el dictamen y el iribrme que necesite



Se levanta la sesión a las dos menos diez de la tarde

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel de MiguelTraviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Excmo. Sr. D. Francisco Vega de la Iglesia (suplente)

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Gabriel G.TdtabuU
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús G a de los Ríos
Excmo. Sr. D. Luis Maffiote
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D. Gonzdo Meras
Excmo. Sr. D.Juan Minguijón

Excmo. Sr. D. EmUio Pan de Soraluce
Excmo. Sr. D.José Manuel Pedregd
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del Castülo

Excmo. Sr. D. César SÜió Cortés
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert
Excmo. Sr. D.José Sampol RipoU

Excmo. Sr. D.Justino Bernd

itra

Es rechazada por diecinueve votos contra cuatro, haciéndolo en

los señores Abad Conde, Alcón, Beceña, Gonzdez, Tdtabdl,

ía de los Ríos, Maffiote, Martín Álvarez, Meras, Minguijón, Pan de

uce, Pedregd, Pradera, Ruiz del CastÜlo, Süió, Sampol, Bernd,

et, Traviesas y Presidente, y a favor los señores Alba Baunzano,

-rrechea, Sbert yVega de la Iglesia.



Abierta la sesión por el señor Presidente a las once y media dela mañana, el señor Secretario da lectura del acta de la anterior que esaprobada. ' H

Da lectura, asimismo, al art. 43 del Proyecto del Reglamento elcual es aprobado sin discusión.

El señor Beceña manifiesta que existen bastantes lagunas en elReglamento, pero que todas se pueden resolver con un artículo adi-
cional que de vigencia supletoria a lo oportuno de la Ley deEnjuiciamiento CivU en cuanto supla esas lagunas

El señor Alcon dice que según la Ley del Tribunal, la acusaciónen los casos a que se refiere se practicará en forma de querella sin
arredo a la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Es natural que las Cortesy la Presidencia del Consejo de Ministros no se valgan de abogado y
Procurador cuando acusan, pero sí debe ser requisito esencial cuandola acusación procede de persona particular o efectiva directamenteagraviada.

El señor Presidente ruega al señor Alcón explique por qué leparece que en ese caso es necesaria la intervención de abogado ypro-curador. 'y

™ on
Sen°r " dÍCC que es debido a o-ne la Ley. en sus arts. 78,79 y 80 exige la forma de querella y ésta en la Ley de Enjuiciamiento

Criminal, que es supletoria de todas las disposiciones de los artículosdel Reglamento referentes a la acusación, exige la intervención deabogado y procurador.

El señor Minguijón dice que si no hay necesidad legal de admi-
tir la exigencia de abogado y procurador es más justo que cada uno sedefienda con los medios que le parezcan mejores

También intervienen en este debate los señores Pedregal Silióy Donoso, poniendo a votación la Presidencia si se admite o se recha-za la adición propuesta por la ponencia a dicho art 63
Es admitida por quince votos contra seis, haciéndolo a favor dedicha adición los señores Abad Conde, Alba Baunzano, AlcónBasterrechea, G. Taltabull, García de los Ríos, Maffiote, Martín Álvarez

Sesión del día seis de marzo de mü novecientos treinta y cuatro



El señor Süió contesta d señor Gasset diciéndole que así se
encuentra redactado el artícdo, aun cuando en el curso del debate él
sólo se haya referido a las sentencias.

Minguijón, Pan de Soraluce, Pradera, SÜió, Sbert, Gasset y Traviesas, y
en contra los señores García Ramos, Pedregal, Ruiz del CastÜlo, Bernal,
Vega de la Iglesia y Presidente. (El señor Beceña, antes de comenzar la
votación, se ausenta de la Sala.)

Queda aprobado el artícdo

El señor Secretario da lectura del art. 64, el cud es retirado por
la Ponencia, quedando suprimido, por consiguiente.

Se da lectura, seguidamente, de otro artículo que es refundición
del 65 y 66 del proyecto.

El señor Bernd afirma que la redacción del artícdo que se ha
leído en contradicción con el 97 de la Ley que habla de los faUos, pues-
to que en el Tribund de Garantías se busca el régimen de publicidad
de los votos que senda cud puede responder de sus actos, por lo que
es opuesto al régimen de votación secreta.

El señor García de los Ríos se adhiere en un todo a las manifes-
taciones del señor Bernd, pues todos los señores Vocdes están en el
deber de drontar la responsabiUdad de sus actos, sin ocdtar las deter-
minaciones que adopten.

El señor Alcón, en nombre de la ponencia, manifiesta que ésta
no tiene inconveniente en que no pueda haber votaciones por medio
de bolas, pero que respecto a la votación por papeletas no, diciéndo-
se entonces nada en contra.

El señor Pradera interviene diciendo que no sabe qué diferencia
puede haber entre la votación por papeletas y la votación por bolas.

El señor SÜió dice que como la ponencia ha admitido el que no
haya votación por medio de bolas, el sentido del artícdo sería el que
en los casos de sentencia la votación sería nomind, así como en las
calificaciones de conducta. En la selección de cargos, la votación se
efectuará por papeletas.

El señor Gasset soUcita dgunas aclaraciones del señor Süió; dice
que éste sólo se ha referido a la manera de votar en las sentencias,
habiendo como había más resoluciones judiciales.



El señor SÜió está conforme en que se amplíe el plazo

Como los señores Martín Álvarez y Abad Conde, ponentes, no
están conformes con el espíritu del artículo y después de intervenir los

El señor Secretario da lectura de la nueva redacción de dicho
artícdo

El señor Ruiz del Castdo dice que le parece más lógica la pri-
mitivaredacción de la ponencia.

El señor Presidente manifieste que como la redacción conste de
tres apartados deben ponerse a votación por separado.

El primero es aprobado por unanimidad, así como el segundo

El tercero, que se refiere a las votaciones por medio de bolas, es
rechazado por quince votos contra seis, haciéndolo en contra los
señores TaltabuU, Abad Conde, Vega de la Iglesia, Martín Álvarez, G. a

de los Ríos, Pan de Soraluce, Pedregal, Bernal, G. a Ramos, Alba Baun-
zano, Sbert, Basterrechea, Gasset, Traviesas y Presidente, y a favor los
señores Süió, Alcón, Mdfiote, Pradera, Ruiz del Castiüo y Minguijón.

Queda aprobado el artícdo

Leído por el señor Secretario el 67, la ponencia propone su
supresión, siendo así acordado.

El señor Presidente manifiesta que como se ha terminado la discu-
sión del Reglamento, se van a poner a debate varios artícdos adicionales.

El señor Basterrechea soUcita de la ponencia que le aclare si han
redactado el título que se comprometieron a introducir en el Redá-
mente sobre "Funciones no Jurisdiccionales", pues tanto el señor Sbert
como él hasta han presentado dgunos artícdos sobre este asunto.

El señor SÜió dice que lo conveniente es que discutan los ar-
tículos adicionales, y si en eUos ni se recogen las aspiraciones de los
señores Basterrechea y Sbert, éstos presentan las enmiendas y artícu-
los adicionales que deseen.

Leído por el señor Secretario el primer artícdo adiciond de la
ponencia, el señor García de los Ríos se muestra disconforme con los
ocho días que se conceden de plazo para formdar las protestas ante
el Tribunal contra la elección de los Vocales.



Carlos Martín Álvarez
Alfredo G. a Ramos
Juan S. Minguijón
EmiUo Pan de Soraluce
José M. Pedregd
Víctor Pradera
Carlos R. del Castülo
César SÜió

Antonio M." Sbert
Justino Bernd

Gerardo Abad Conde
Manuel Alba Baunzano
Francisco Alcón
Francisco Basterrechea
Francisco Beceña
Gabriel G. TaltabuU
Pedro J. G. a de los Ríos
Luis Maffiote

Francisco de la Vega Iglesia

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

señores Traviesas, Süió, Minguijón, Vega de la Iglesia y Alcón, el señor
Presidente manifiesta que como todavía hay varios señores Vocdes que
tienen pedida la pdabra, y como la discusión se está produciendo con
la Comisión dividida y ausente el señor Beceña, se está en el caso de
suspender el debate y que la Ponencia, refiriéndose a la misma, el señor
Beceña redacte nuevamente el artícdo teniendo en cuenta las obser-
vaciones que se han producido en el curso de la discusión.

Se levanta la sesión a la una y veinticinco minutos de la tarde

Noto: Seguidamente de la intervención del señor Beceña hay
una del señor Secretario para leer el art. 63 del proyecto de Regla-
mento, así como una adición d mismo suscrito por la ponencia.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel MiguelTraviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset



El señor Secretario da lectura de un artículo adicional redacta-
do por la ponencia, referente a las protestas contra la elección de los
Vocales del Tribunal.

Interviene el señor Vega de la Iglesia para manifestar que en
vez de decir que han de formular las protestas o reclamaciones el
interesado o quien legalmente le represente en esta cuestión elec-
toral, desea se determine quiénes son en este caso los representan-
tes legales.

El señor Alcón explica cuál ha sido el criterio de la ponencia

El señor Pradera dice que el artículo de referencia, tal como está
redactado, le merece una observación, y que ésta nace de su compa-
ración con el número 5 del art. 11 de la Ley que tantas veces se ha
comentado. Le parece natural que las reclamaciones de que deba
entender el Tribunal no pueden ser otras que las formdadas o que
aparezcan en las actas y que posteriormente no puede haber más que
presentación de documentos para apoyar esas reclamaciones, pero no
formular otras distintas. Agrega que lo que pudiera saber, después de
la elección y después que consten en acta las reclamaciones corres-
pondientes, no son más que documentos o pruebas que puedan con-
solidar o hacer eficaces esas reclamaciones que se hicieron durante la
elección, y en el acto de la vista del escrutinio apoyar mediante esos
documentos las reclamaciones presentadas.

El señor Abad Conde, por la ponencia, contesta al señor Pradera
diciendo que la ponencia no ha querido hacer tan casuístico el
Reglamento que dejase excluido algún hecho, que pudiera presentar
ciertas particularidades. Cree que es mejor dejar el articulado redac-
tado con el sentido genérico con que lo ha hecho la ponencia.

El señor Pradera entiende que elTribunal le reserva, en su caso,
pedir los documentos convenientes, según ha expuesto el señor Abad
donde dará su voto a la redacción del artículo.

Sesión del día siete de marzo de mil novecientos treinta y
cuatro

El señor Presidente declara abierta la sesión a las once de la
mañana, y el señor Secretario procede a la lectura anterior, que es
aprobada por unanimidad.



El señor SÜió, por la Ponencia, manifiesta que está conforme
con la enmienda del señor Pedregd, pero cree más conveniente que
en lugar de decir, como dice el señor Pedregd que en el caso de que
el Gobierno presentase a las Cortes o éstos tomasen en consideración
algún proyecto o proposición de Ley de los comprendidos en el art.

19 de la Constitución, con que previamente se hubiese declarado su
necesidad por elTribund de Garantías, éste requerirá... etc... sustituir
la pdabra "requerirá" por "advertirá","expresará","significará".

El señor Pan de Soraluce propone que en dtimo apartado de
dicho artícdo, que dice que los Vocales nuevos tomarán posesión del
cargo el veinte de octubre, se señde el día veinticinco para que así los
Vocdes que han de cesar estén los dos años en el ejercicio del cargo.

Con esta modificación queda aprobado el artículo

Se da lectura a una enmienda que presenta el señor Pedregal,
referente al cumplimiento de lo dispuesto en el art. 19 de la Cons-

El señor Pedregd dice que la finaUdad de esta enmienda es pro-
curar hacer efectivo el precepto constitucional en la medida posible,
puesto que realmente, tel como está redactada la Constitución, no hay
en verdad garantías de que se cumpla en ese particdar, porque esta

apreciación previa que se atribuye al Tribunal no se sabe qué garantía
de cumplimiento tiene.

Interviene el señor Sbert y dice que se encuentra absolutamen-
te de acuerdo con la primera parte de la enmienda del señor Pedregal,
pero no así con la segunda parte que se refiere d quorum de asisten-
cia. Cree que elTribund no tiene derecho a constituirse sin estar pre-
sentes todos los Vocdes, y para eso están los suplentes. Comprende
que llevar esto a un riguroso extremado tendría sus dificultades, pero
estima justo que se reconozcan a los Vocales regiondes aqueUas garan-
tías que estiman necesarias en estos casos y que elTribunal en pleno,
constituido por la mitad más uno de los componentes, no es el pleno,
según se deduce de la letra de la Ley. Agrega que en casos especides
como, por ejemplo, conflictos entre el Estado y las regiones autóno-
mas, el quorum que se exige de los Vocales regiondes es insuficiente,
y desea que se requiera en tales casos la comparecencia de los Vocales
de la región autónoma dectada, y si una vez requeridos no existe,
naturalmente, reconocer el pleno derecho del Tribunal a actuar sin la
presencia de este Vocal.



Constitución

El señor Sbert dice que la enmienda del señor Pedregal estable-
ce la necesidad de los dos tercios de asistencia de Vocales regionales,
pero en ello no va incluido el quorum a que se refiere el art. 19 de la

El señor Beceña, por la Ponencia, dice que quorum para exigir
responsabüidad al Presidente de la República es todo elTribunal y en
todos los demás casos son los dos tercios. Dice que el quorum para una
función no jurisdiccional no puede tener la misma importancia que
para la resolución de un recurso de inconstitucionalidad. (El señor
Basterrechea: evidentemente más.) (Entra el señor TaltabuU.)

El señor Basterrechea dice que no se pide la ponencia de los dos
tercios del total de Vocdes para decidir, sino la de dos tercios de votos
favorables, correlativamente a los que exige la Constitución para el
Congreso. Pide, con la venia del señor Presidente, que el señor
Secretorio lea los siguientes artículos, para defender la totaUdad del títu-
lo. Dice que se está en el caso del art. 19 de la Constitución, en el que
para dictar una Ley de Bases por las Cortes de la RepúbUca que armo-
nice los intereses locales con los redonales, habrá de pasar primera-
mente por una resolución o dictamen del Tribunal de Garantías en el
que éste fijará si hay o no necesidad de dictar esto Ley de Bases.
Recuerda la discusión parlamentaria del art. 19 de la Constitución ydice
que se quiso ser más ampüo que en las Constituciones alemana y aus-
tríaca pero aquí no se quiso fijar en la Constitución las materias que
están perfectamente determinadas en las alemana y austríaca, acerca de
las cuales, el Reich, en el primer caso, y la Coriederación, en el segun-
do, se han reservado el establecer principios acerca de los cuales las
provincias tienen que atenerse a legislar en lo que le es pecdiar. Dice
que análogamente a la resolución del Congreso, el Tribunal no puede
decidir estas cosas, sino en base de los dos tercios de votos favorables.

El señor Pedregal entiende que la palabra "requerirá" no tiene
nada de irrespetuosa.

El señor Pradera entiende que significar una obligación es
requerir sin decirlo de un modo expreso.

El artículo queda aprobado con la modificación propuesta por
el señor Silió.

El señor Secretario en el primer artículo que, en unión de otros,
y suscritos por los señores Basterrechea y Sbert, forman un títdo con
el nombre de funciones no jurisdiccionales.



El señor Beceña pone de manifiesto que el señor Basterrechea
ha planteado dos cuestiones fundamentoles y dgunas accesorias. Dice
que si exigen los dos tercios también para las decisiones se aspira a
una cosa sobrehumana, que es a la unanimidad. Cree que lo funda-
mental para la región está en el contenido de las bases, y éstas tienen
para su aprobación la garantía de los dos tercios del Congreso.

Después de ampüa discusión en la que intervienen los señores
Sbert, Basterrechea y Beceña, el señor Presidente opina que es inútil
prolongar esta discusión, y que ya todos los señores Vocdes se han
percatado de los dos criterios que sobre el particdar existen y que
por tanto se va a proceder a votar la enmienda del señor Basterrechea.

Los señores Pedregd, Pradera, Mingdjón, Vega de la Iglesia, Ruiz
del CastÜlo, Traviesas, Martín Álvarez, Alcón y Presidente expUcan su
voto.

Es aprobada la propuesta de la ponencia con los votos en con-
tra de los señores Basterrechea y Sbert.

mentario

El señor Presidente dice que la Presidencia necesita para la
mejor marcha de los debates que la ponencia tome todos los artícdos
adiciondes que haya sobre la Mesa, los artícdos los convierta en
ponencias, y que éstas sean conocidas de los señores Vocdes para que
éstos puedan formdar enmiendas y esto se encare de un modo reda-

Se suspende esto discusión y se levanto la sesión a la una de la
tarde

NUMERO 72

Sesión del día ocho de marzo de mü novecientos treinta y cuatro.

Abierta la sesión por el señor Presidente a las once horas y vein-
te minutos de la mañana, el señor Secretario da lectura del acta de la
anterior, la cud es aprobada.

Continúa la discusión de una enmienda del señor Basterrechea

El señor Beceña manifiesta que no va a renovar el debate de
fondo sobre el problema de audiencia, d organismo de la región autó-
noma interesada en que se dicte la Ley de Bases a que se refiere el art.



El señor Basterrechea dice que sugiere manteniendo las razones
que alegaba en la sesión anterior para defender la enmienda.

El señor Sbert coincide en un todo con el señor Basterrechea, y
dice que con la fórmula del señor Beceña se deja al arbitrio del
Tribunal el hacer uso de la facultad que se le concede de dar audien-
cia o no a la región. No existen, por lo tanto, garantías para la región.

El señor Pradera hace la aclaración, para explicar su voto, de
que el acuerdo del Tribund en el caso que se disiente es meramen-
te un dictamen, pues si creyese que no era así sostendría el criterio
que ha sustentado siempre: el de que no se deben cumplir leyes que
son inconstitucionales. Entendiendo que es incoherente un dicta-
men sin obligatoriedad para el Gobierno o para las Cortes, votará a
favor de la ponencia.

Puesta a votación la enmienda del señor Basterrechea fue recha-
zada por diecisiete votos contra seis, haciéndolo en contra los señores
Abad Conde, Beceña, G. Taltabull, García de los Ríos, Maffiote, Martín
Álvarez, Pan de Soraluce, Pedregal, Pradera, Ruiz del Castillo, SÜió,
Bernal, García Ramos, GassefTraviesas y Presidente, y a favor los seño-
res Basterrechea, Sbert, Alba Baunzano, Martínez Sabater, Minguijón y
Vega de la Iglesia.

Queda aprobado el artículo

El señor Secretorio da lectura de un artículo redactado en susti-
tución del 38 cuya discusión fue aplazada.

El señor Pradera dice que en cuanto a los permisos es una atri-
bución presidencial, pero que en cuanto a la concesión de licencias
soUcita acuerde la Presidencia de acuerdo con la Mesa.

Como esta enmienda es aceptada por la Ponencia, se aprueba el
artículo con ella, o sea que las licencias las conceda el Presidente, de
acuerdo con la Junto de Gobierno.

Dada lectura por el Secretario de una disposición adicional,
referente a la aplicación subsidiaria de la Ley de Enjuiciamiento CivU,

19 de la Constitución, pero que la Ponencia ha estudiado el asunto y
ha visto con claridad que queda dentro de las facultades delTribunal
el conceder o no dicha audiencia. Con vista de eUo ha dicho una mera
redacción de la ponencia a este artículo adicional que es hecho por el
mismo señor Beceña.



El señor Gasset hace un elogio del Reglamento en el cud, sin
embargo, existen todavía dgunos vacíos. Uno de eUos es el recurso
contra las resoluciones del Pleno o de las Secciones. Hay que tener en
cuenta que van a actuar tres secciones que van a conocer distintos
asuntos, y como dgunos de eüos serán idénticos no es extraordinario
pensar que los resuelvan de distinta forma. Cosa que en parte se
resuelve esta dificdtod estableciendo el recurso de súplica además del
de aclaración. Otra cosa importante es que en el Redámente se esta-

blezcan las normas mediante las cuales se pueda ira una reforma del
mismo. Por último, dice que como en el Redámente hay preceptos
que obUgan no solamente a los componentes del Tribund, sino a los
que acudan a él, es menester que se publique en la Gaceta para fijar
la obligatoriedad del mismo.

El señor Presidente dice que las observaciones hechas por el
señor Gasset son muy importantes, pero sobre eUas no se puede abrir
un debate, y que lo que procede es que estas cuestiones sean recogi-
das por la Ponencia para hacerlas o no en la redacción definitiva del
Redámente. Como la labor que tiene que redizar dicha ponencia es
un poco extensa, propone que la misma sea aumentada con los seño-
res Pedregd, Pradera, Sbert y Gasset.

El señor Gasset solicita una aclaración sobre cómo se van a
hacer las propuestas d Pleno del personal, con referencia a los méri-

El señor Pradera pide una aclaración a la Ponencia sobre la posi-
ble acumulación de los recursos que puedan ser interpuestos por
todos los que se consideren lesionados por una ley y por lo tanto si
las fianzas y depósitos deberán entenderse distributivamente o con-
juntamente.

El señor Beceña en nombre de la Ponencia da las aclaraciones
pedidas, y termina diciendo que no ha lugar a plantear el problema de
si la fianza es distributiva o acumulativa, pues elTribunal no puede sin
más que d agraviado.

El señor Pradera dice que la pregunta tenía una finaUdad y no la
de conocer el pensamiento de la Ponencia, para que si discrepaba del
suyo, pudiera solicitar lo que procediera respecto al particular.

El señor Presidente dice que este debate está un poco despla-
zado, y propone a los señores Vocdes que si en la redacción definiti-
va del Redámente tiene que hacer alguna aclaración sobre este

asunto, puedan hacerla.
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D.José Serrano Pacheco

El señor Alcón dice que no es el momento adecuado para hablar
de este asunto, y que cuando Uegue el momento preciso para someter
d Tribunal los trabajos hechos harán mención de aqueUas "normas"
que ha tenido en cuenta para hacer su propuesta.

El señor Secretario lee tres nuevos recursos presentados en la
Secretaría del Tribund sobre inconstitucionaUdad, aun cuando uno
más bien es conflicto jurisdiccional.

El señor Presidente propone como ponentes de estos recursos
a los señores Alba Baunzano, Ruiz del CastÜlo y Vega de la Idesia;
levanta la sesión a las doce y quince minutos.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel MiguelTraviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Francisco Beceña
Gabriel G. TaltabuU
Pedro J. García de los Ríos
Luis Mdfiote



Sesión del día veintiuno de marzo de mü novecientos treinta y

cuatro

El señor Presidente declara abierto la sesión a las once horas y
veinticuatro minutos, dando el señor Secretario lectura del acta de la
anterior, la cual es aprobada.

El señor Beceña, en nombre de la Ponencia redactora del

Redámente, pone de manifiesto los trabajos reaUzados por la misma

en lo que respecta d acoplamiento del Redámente interior por el del
Gobierno. Propone que el proyecto definitivo redactado esté de mani-
fiesto unos días sobre la Mesa, para que si dgún señor Vocd quiere
leerlo lo pueda hacer así, aprobándolo después definitivamente.

Se acuerda quede sobre la mesa hasta la sesión del viernes vein-
titrés en la cud se aprobará definitivamente.

Se pasa a la designación de persond

El señor Alcón, en nombre de la Ponencia que ha entendido el
concurso de Oficides letrados, expUca minuciosamente el criterio

que ha presidido en el seno de la misma para sdvar la propuesta que
soUcitan del Pleno sea aprobada.

El señor Abad Conde soUcita dgunas aclaraciones, las cudes le
son dadas por el señor Alcón.

El señor Secretario da lectura de la propuesta referente a los
Oficiales letrados.

El señor García de los Ríos dice que es respetabUísimo el crite-

rio de los Vocdes de la Ponencia, pero que sin embargo él considera
que el concursante que en la propuesta tiene el número ocho tiene
más méritos que dgunos de los que le anteceden.

El señor Alcón contesta diciendo que la razón es la de que el
que está con el número ocho no ha degado como mérito el número
conseguido en su promoción y sí el siete, por ejemplo, que es el núme-
ro uno de la suya.

El señor Presidente dice que la observación planteada por el
señor García de los Ríos es interesante, y que conviene fijaruna norma
para ver cómo se va a votar, si uno a uno, o la propuesta en conjunto.



El señor Pradera pide el plazo de unos días para poder estudiar
los expedientes.

votación sea nominal

Se entabla un debate en el que intervienen los señores Pradera,
Martín Sabater, Martín Álvarez, Minguijón, Sbert, Pan de Soraluce,
Pedregal, Süió y Ruiz del CastÜlo, y es resumido por el señor
Presidente, que señala el criterio general de que se discuta la ponen-
cia y se puedan presentar enmiendas, entendiendo por éstas la susti-
tución de un nombre por otro, en razón de los méritos, y que la

Se acuerda así

El señor Presidente es del parecer que se debe dar un plazo
para que los señores Vocales no solamente puedan cambiar impresio-
nes entre sí, sino que puedan estudiar los expedientes, por lo cual pro-
pone que se resuelva la cuestión en la sesión de mañana.

También se acuerda así

El señor Secretario da cuenta de la tercera propuesta por los
señores Vocales que componen la Ponencia, que ha estudiado los
expedientes de los concursantes a la plaza de Oficial Mayor.

Forman dicha propuesta:
1.° Don Gabriel del Brío González
2.° Don Rafael Casas R. del Árbol.
3° Doña Luz de Boucher.

El señor Gasset, como miembro de dicha Ponencia, explica las
razones que han tenido para elevar la terna leída por el señor
Secretario.

El señor Alcón hace notar el hecho de que para las plazas de
Oficiales administrativos y Oficial Mayor se han presentado concur-
santes de la carrera judicial, lo cual significa, lógicamente, que lo que
pretenden es una transitoriedad que perjudica alTribunal y no adscri-
birse al mismo de una manera definitiva, en razón a los sueldos que en
su carrera gozan y a los que optan mediante el concurso.

El señor Gasset se muestra en todo de acuerdo con el señor
Alcón

El señor Presidente dice, que como no se puede votar la terna
completa presentada por la Ponencia, supone que ésta propone para



presente

la plaza de Oficial Mayor al que va con el número uno de la misma. Por
ser una cosa muy concreta, esta Ponencia se puede votar en la sesión

El señor Martín Álvarez dice que no ha recibido con anteriori-
dad ninguna propuesta oponiéndose a que se vote hoy.

El señor Presidente senda la votación de la propuesta de la
Ponencia para la sesión de mañana veintidós, al igual que las de los
Oficides letrados.

El señor Presidente pasa a dar cuenta d Pleno de los trabajos
redizados para la instalación del Tribund en una casa de la caUe de
San Bernardo n.° 62,y soUcita autorización para otorgar el contrato de
anendamiento por término de cinco años y rento de ciento veinte mü
pesetas anuales, y así se acuerda por unanimidad.

El señor Secretario explica los términos del proyecto del
contrato.

El señor Martín Álvarez dice que el plazo de noventa días que
se fija en el mismo para avisarse mutuamente con objeto de terminar
el arriendo le parece muy pequeño.

Se acuerda que sea de seis meses. t

El señor Pedregal pide noticias de por qué fracasaron las nego-
ciaciones para alquilar el Palacio del Manzanedo, las cuales le son
dadas por los señores Presidente y Secretario.

El señor Presidente dice que para proyectar y dirigir las obras
que haya de reaUzarse en el Palacio para instalar las Oficinas del
Tribunal se utilizan los servicios de don Jacinto Ortiz Juárez, cuya
designación debe constar en acta y ser aprobada, a los efectos de que
tenga personaUdad para la dirección de las obras y las gestiones, que
hayan de hacerse en el Ayuntamiento y otras dependencias oficides.
Así se acuerda por unanimidad.

Se levanta la Sesión a la una y treinta de la mañana.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel MiguelTraviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
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NÚMERO 74

Sesión del día veintidós de marzo de mü novecientos treinta y
cuatro

El señor Presidente abre la sesión a las once horas treinta minu-
tos de la mañana.

El señor Secretario, seguidamente, lee el acta de la sesión ante-
rior, que es aprobada.

Puesta a discusión la propuesta de la Ponencia sobre designa-
ción de oficiales letrados, el señor García de los Ríos soUcita que
el que aparece en dicha propuesto con el número ocho pase a ocupar el
cinco, y en caso de que esta enmienda sea rechazada, sea colocado en
el lugar séptimo. Razona dicho señor los fundamentos que le mueven
a soUcitar las sustituciones.

Excmo
Excmo
Excmo



Después de contestar el señor Alcón a las manifestaciones
hechas por el señor García de los Ríos, se pone a votación la sustitu-
ción del número cinco por el número ocho, la cud es rechazada por
veintiún votos contra uno, haciéndolo a favor el señor García de los
Ríos y en contra todos los demás señores asistentes.

Se pone a votación nomind la otra enmienda del señor García de
los Ríos consistente en sustituir el siete por el ocho, la cud es también
rechazada por diecinueve votos contra tres, verificándolo en contra los
señores Süió, Beceña, Alcón, Pan de Soraluce, Basterrechea, Maffiote,
Pedregal, Bernd, Meras, Sampol, Martínez Sabater, Pradera, Ruiz del
Castillo, Sbert, TaltabuU, Alba, Gasset, Traviesas y Presidente, y a favor
los señores Vega de la Idesia, Martín Álvarez y García de los Ríos.

El señor Ruiz del Castillo solicita dgunas aclaraciones respecto
al concursante don José Fuentes y Fuentes, que considera está pos-
tergado, teniendo en cuenta los méritos que aduce.

El señor Alcón en nombre de la ponencia le contesta, no
poniéndose a votación la enmienda del señor Ruiz del CastÜlo, por no
pedirlo dicho señor.

El señor Beceña soUcita la sustitución del número siete por el
que tiene el doce en la propuesto, que considera tiene los méritos
suficientes para ocupar una plaza de Oficid Letrado.

(El señor Minguijón entra en este momento.)

Antes de poner a votación la enmienda del señor Beceña, expU-
can sus votos los señores Martín Álvarez, Pedregd, Mingdjón y
Presidente. Es rechazada por diecinueve votos contra dos, haciéndolo
a favor los señores Beceña y Traviesas, y en contra los señores Süió,
Alcón, Pan de Soraluce, Basterrechea, Maffiote, Vega de la Idesia,
Martín Álvarez, García de los Ríos, Pedregd, Bernd, Meras, Sampol,
Martínez Sabater, Pradera, Ruiz del CastÜlo, Sbert, Tdtabdl, Alba,
Gasset y Presidente, absteniéndose el señor Minguijón.

El señor Pedregd dice que, si la posición del señor García de los
Ríos prospera por estar eUa fundamentada en un criterio completa-
mente distinto d segddo por la ponencia en la calificación de los
méritos, la propuesta de la misma queda invaUdada.

El señor Presidente dice que la votación de la enmienda del
señor García de los Ríos no puede traer otra eficacia que la sustitución
de un nombre por otro.



Se aprueba definitivamente la propuesta de la ponencia, siendo
designados para Oficiales letrados los siguientes señores:

Don José Queveda Aparicio.
Don Antonio Hayuela del Campo.
Don Pascual Gálvez Loshuertos.
Don Enrique García de la RasiUa.
Don Santiago Chamorro Pinero.
Don Antonio López Hernández.
Don Francisco Casas Ruiz del Árbol

(El señor Presidente entra en el salón.)

El señor Pradera pregunta qué es lo que se va a hacer, en el caso
de que alguno de estos señores elegidos para el cargo de oficiales
letrados no tome posesión, porque ya no le convenga.

El señor Alcón dice que cuando llegue ese caso se decidirá, pero
lo que cree él es que se deben convocar inmediatamente las oposi-
ciones.

Puesta a debate la ponencia para la designación del Oficial
Mayor, el señor Martín Álvarez se opone en un discurso a que dicha
plaza la ocupe el número uno de la terna, porque considera que no
llena los requisitos exigidos en la convocatoria.

Después de un extenso debate en que intervienen los señores
Sbert, Pradera, García de los Ríos, Traviesas, Alba y Martínez Sabater, se
acuerda que vuelva la ponencia a reunirse para que esclarezca algunos
puntos con referencia a los justificantes presentados por el señor del Brío.

Se levanta la sesión a la una y veinte minutos

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel Miguel Traviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
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NUMERO 75

Sesión del día veintitrés de marzo de mü novecientos treinta y
cuatro

Abierta la sesión por el Presidente a las once horas y treinta minu-
tos y leída el acto de la anterior por el señor Secretario es aprobado.

Se pone a discusión la propuesta de la ponencia para el nom-
bramiento de Oficial Mayor la cud, por mediación del señor García de
los Ríos, defiende su propuesta.

El señor Martín Álvarez se opone d nombramiento de don
Gabriel del Brío, pues opina que lo que acredita el certificado presen-
tado por dicho señor es que percibe un sueldo y una gratificación,
pero no un sueldo de seiscientas pesetas como exige la convocatoria.

El señor Presidente dice que procede poner a votación la pro-
puesta de la ponencia.

El señor Basterrechea dice que sería preferible votar primero la
interpretación que el Tribund da a los términos de la convocatoria y
después el nombramiento.

El señor Martínez Sabater es del parecer, como el señor Bas-
terrechea, que se vote primero la cuestión de si el señor Brío

Excmo
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concurso

El señor Ruiz del CastiUo al expUcar el voto dice que los seño-
res Vocales delTribunal no pueden salirse, d hacer el nombramiento,
de la terna presentada por la Ponencia y como uno, el señor Ruiz del
Árbol, ha sido nombrado ya Oficid letrado, quedan dos, de los cudes,
comparativamente, tiene muchos más méritos el señor del Brío, por lo
cual votará él a su favor.

Puesta a votación la enmienda del señor Martín Álvarez, es
rechazada por veinte votos en contra y dos a favor, siendo éstos los
autores de la enmienda y el señor Martínez Sabater, y en contra todos
los demás asistentes

El señor Presidente declara designado Oficial Mayor de la Escala
administrativa a don Gabriel del Brío González.

El señor Presidente recuerda que el Reglamento quedó sobre la
Mesa para estudio de los señores Vocales y aprobación definitiva en la
sesión de hoy.

El señor Martín Álvarez hace algunas observaciones a determi-
nados artícdos, todas las cuales son recogidas por el señor Beceña en
nombre de la Ponencia.

El señor Martín Álvarez parece decir que la ley es orgánica, que
se publicaran los votos particulares en los recursos de inconstitucio-
naUdad y no se publicarán en los demás casos, pero como el Tribund
debe resolver todo lo que ofrezca dudas, por lo tanto, pide votación
acerca de si se debe resolver o no este asunto dudoso.

El señor Silió en nombre de la Ponencia recuerda que ésta fue
nombrada solamente para un acoplamiento y una redacción definitiva
del Proyecto de Redámente.

El señor Beceña manifiesta que la Ponencia desea hacer una
observación respecto al acuerdo que tomó el Tribunal, aceptando
una enmienda del señor Bernal, con referencia a la elección de
Vocales suplentes y propietarios. Cuando se estaba haciendo la
redacción definitiva del Reglamento, el señor Bernal, reconociendo
que la ley quiere siempre que haya un Vocal propietario y un
suplente, no tiene inconveniente en que se modifique el acuerdo
consistente en aceptar su propia enmienda.

reúne o no todas las condiciones exigidas en la convocatoria del



El señor Ruiz del CastÜlo dice que el espíritu de la ley, según su
criterio, es el de que se reaUce en un solo momento la votación del
propietario y del suplente.

El señor Vega de la Idesia dice que no es momento oportuno
para hacer ninguna modificación en el Reglamento, máxime cuando
una sugerencia del señor Martín Álvarez no ha sido admitida por
entender la ponencia que no podía resolverse sobre los acuerdos del
Tribund.

El señor Traviesas, a instancias de la ponencia, expUca el dcan-
ce de su enmienda d artícdo, que era el de que en ningún caso los
ejercicios de oposición consistirán en meros ejercicios de suerte, pro-
cedimiento no el más adecuado para asegurarse de la capacidad de un
opositor.

El señor Beceña dice que podría quedar redactada dicha adi-
ción así: "Las oposiciones no podrán consistir exclusivamente en
meros ejercicios de suerte o azar".

Es aceptada por el Pleno esta fórmda, siendo aprobada por una-
nimidad, segddamente, en el Redámente.

El señor Presidente dice que hay que pubUcar este Redámente,
pero cree que debe hacerse por medio de un decreto.

El señor Beceña dice que el problema que se plantea al Tribund
es de gran deUcadeza porque va a prejuzgar una facdtad casi kdsiatíva
que va a tener elTribund. Según el artícdo adiciond de laLey, puede el
Tribund enviar a la Gaceta todos los acuerdos que estime conveniente,
y a su jdcio lo que se debe hacer es enviar d diario oficial el
Redámente como un acuerdo del Pleno, haciendo una gestión de orden
puramente partícdar para que el Presidente del Consejo de Ministros
declare derogado el Redámente de ocho de diciembre dtimo.

El señor Abad Conde no se muestra conforme con la tesis sus-
tentada por el señor Beceña, pues dice que el Gobierno tiene una
potestad redamentaria en la Constitución y en virtud de la misma ha
promulgado un Redámente que está por encima de los acuerdos del
Tribunal.

(Entra el señor Bernd.)

(El señor Abad Conde entra en este momento en el Salón.)



Después de explicar su voto el señor Pradera, es aprobada la
propuesta del señor Vega de la Iglesia por veinte votos contra cuatro,
haciéndolo a favor los señores TaltabuU, Silió, Beceña, Alcón, Maffiote,
Vega de la Iglesia, García de los Ríos, Pan de Soraluce, Pedregal, Bernal,
Sampol, Meras, Minguijón, Ruiz del Castillo, Alba, Sbert, Basterrechea,
Gasset, Traviesas y Presidente, y en contra los señores Abad Conde,
Martín Álvarez, Martínez Sabater y Pradera.

Se levanta la sesión a las dos menos cinco minutos de la tarde,
citando el señor Presidente para el próximo martes veintisiete, a las
once de la mañana.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel de MiguelTraviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Gabriel G. Tdtabdl
Excmo. Sr. D. César SiUó
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña

Vocales:

El señor Pedregal dice que todos los Vocales están de acuerdo
en que tiene el Pleno la facultad y aun la obligación de hacer el
Reglamento interior, no pudiendo ser mermada por ninguna otra del
Gobierno, y que lo preferible sería apareciese en la Gaceta el
Reglamento que se acaba de aprobar y un decreto del Gobierno decla-
rando que habiendo tenido carácter provisiond, el dictado por él,
cesaba su vigencia.

El señor Beceña dice que la fórmula sería la derogación del
Reglamento del Gobierno por entender de apUcación el Reglamento
aprobado por el Tribunal.

Intervienen en este debate varios señores Vocales, proponiendo
el señor Vega de la Idesia que el acuerdo que se tome sea en el senti-
do de que a la Mesa, recogiendo el espíritu del Pleno, que es unánime
en cuanto al fuero delTribunal, se acerque al Poder público y recabe
de él un decreto derogatorio de aquél, por virtud del cual pubUcó el
Reglamento orgánico, que tenía un carácter provisional por ser de
aplicación el Redámente aprobado por elTribunal.



Francisco Alcón
Luis Mdfiote
Carlos Martín Álvarez
Pedro G.a de los Ríos
Emüio Pan de Soraluce
José Pedregd
José Sampol
Gonzdo Meras
Eduardo Martínez Sabater
Víctor Pradera
Juan Mingdjón
Carlos Rdz del Castillo
Manuel Alba Baunzano
Antonio M.a Sbert

, Francisco Basterrechea
Justino Bernd (suplente)
.Francisco Vega de la Idesia (suplente)
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Excmo.
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Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NÚMERO 76

Abierta la sesión por el señor Presidente a las once y veinte
minutos de la mañana, el señor Secretario da lectura del acta de la
anterior, que es aprobada.

El señor García de los Ríos dice que el recurso número 7, inter-
puesto por don Manuel Gandarias, que le ha correspondido estudiar,
es de una importancia y extraordinaria gravedad en cuanto d acuerdo
que se adopte sobre la admisión o no del mismo, y hace relación de
los antecedentes de dicho recurso.

El señor Beceña dice que el art. 31, número 5, de la Ley establece
dos reqdsitos, el primero de los cudes se puede considerar como cum-
pUdo por el recurrente, pero del segundo de los mismos, el que se refie-
re d informe del Consejo de Estado, no puede prescindir elTribund.

Interviene el señor Pradera y manifiesta que hay tres cosas
completamente distintas en estos recursos. Primera, la personalidad
de los recurrentes en recursos de inconstitucionalidad. Segunda, la
inconstituciondidad de la Ley de ocho de septiembre, y tercera, la



Intervienen nuevamente los señores Beceña,Alcón y Pradera y
el señor García de los Ríos, ponente, manifiesta que la proposición
formulada por él es que se esté a lo acordado en veinte de febrero, es
decir, que cumpla el recurrente los requisitos del número 5 del art.
31 de la ley, pero que como la ponencia no quería que pasara esto,
sin que elTribunal se fijara en la importancia de la cuestión,por eso

inconstitucionalidad de la disposición final de la Ley Orgánica del
Tribunal, las cuales va a examinar separadamente. La única ley que
produce el agravio por inconstitucionalidad es la de ocho de sep-
tiembre, y si se aplicase efectivamente el recurso a la ley de ocho de
septiembre, entonces no habría más remedio que cumplir el núme-
ro 5 del art. 31. De acuerdo con la disposición final de la Ley
Orgánica del Tribunal, la persona agraviada no puede actuar ante
este Tribunal. Por lo tanto, como no es una disposición final la que
produce el agravio y el número 5 del art. 31 solamente se aplica a
aquellas leyes que producen agravio, el Tribunal no necesita exigir
ninguna otra actuación complementaria. Si se dice que no se recu-
rre contra una ley que le ha causado el agravio, sino contra una ley
que le impide ese recurso de inconstitucionalidad, estamos —dice—
en un caso no previsto en la ley y que debe resolver el Pleno porque
decta a su competencia. El número 5 del art. 31 es de aplicación en
los casos estrictos que señala la ley, cuando se recurre contra una
disposición final que no agravia directamente, pero que impide que
se ejercite el derecho de recurrir sobre la inconstitucionalidad de
una disposición.

El señor Alcón dice que elTribunal se encuentra ante una cues-
tión de procedimiento y no de fondo, considerando que se debe decir
al recurrente:"no ha lugar a la nueva pretensión". El que recurre nece-
sita cumpUr las disposiciones previas para la tramitación del recurso,
viniendo después el trámite de admisión sin que sea posible modificar
los términos del recurso después de interpuesto.

El señor Secretario dice que hay una cuestión de índole proce-
sd. El recurrente planteó el recurso, a su juicio, contra su jubüación,
contra la ley de ocho de septiembre de mü novecientos treinta y dos
y contra la disposición final del Decreto de la Ley Orgánica. Ahora,
por medio de otro escrito, concreta su recurso sólo contra dicha dis-
posición final, lo que equivale a un desestimiento de las anteriores
pretensiones, y como dicha disposición final por sí sola, no le ha cau-
sado agravio alguno según elrazonamiento del señor Pradera, debe ser
rechazado de plano el recurso.



El señor Minguijón opina, que antes de notificar d recurrente
para que cumpla los requisitos exigidos en el párrafo segundo, núme-
ro 5, del art. 31, se debe estudiar por elTribund si el recurso es admi-

El señor Alcón manifiesto que no se puede hacer lo que propo-
ne el señor Minguijón, pues hasta que no cumpla el interesado lo pres-
crito en el número 5 del art. 31, elTribund no puede hacer ninguna
declaración sobre el fondo.

El señor Presidente manifiesta que después de ser tan ampUa-
mente discutido el asunto, procede poner término a la discusión, tan
oportunamente abierta por el señor García de los Ríos.

El señor García de los Ríos, como ponente, propone que se
acuerde hacer saber d recurrente la necesidad de que cumpla lo pres-
crito en el párrafo 21 del apartado 5 del art. 31.

El señor Pradera expUca su voto y dice que considera la inapli-
cación del número 5 del art. 31 en este caso, pues no hace falta este

requisito a los efectos de declarar la inconstitucionalidad de la dispo-
sición find de la Ley Orgánica.

Se aprueba con el voto en contra del señor Pradera lo propues-
to por el señor Alcón, es decir: luego que se haya cumplido el párrafo
21 del apartado 5 del art. 31 se proveerá.

El señor Alcón expUca los términos en que está redactada la
ponencia del recurso número 15 que tiene a estudiar, la cud es apro-
bada por unanimidad, con la aclaración del señor Pradera de que vota
a favor porque este recurso no se refiere a la inconstituciondidad de
la disposición find de la ley.

Dada cuento por el señor Secretario de la presentación de un
recurso de inconstitucionaUdad, sobre la comunidad parlamentaria de
los Diputados de la redón autónoma de Catduña, así como de los trá-
mites efectuados con referencia d mismo, el señor Alcón propone se
haga un extracto de las degaciones contenidas en el escrito, para que
los Vocdes tengan dicho conocimiento de él.

la ha planteado. Propone se dé un nuevo plazo d recurrente para que
subsane los defectos y se le invite a que cumpla el párrafo 21 del
número 5 del art. 31, pues el primer párrafo se puede considerar
como cumplido.

sible o no



Excmo. Sr.

Vocdes:
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
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Excmo. Sr.
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Excmo. Sr.
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Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.

Abad Conde
Manuel Alba Baunzano
Francisco Alcón Robles
Francisco Basterrechea
Francisco Beceña
Luis Mdfiote
Carlos Martín Álvarez
Juan Minguijón
José M. Pedregal
Víctor Pradera
Carlos del CastÜlo
Antonio Sbert
Justino Bernal

Secretarios:
D.José Serrano Pacheco
D. Pedro García de los Ríos

NUMERO 77

Sesión del día cinco de abril de mil novecientos treinta y
cuatro

Abierta la sesión por el señor Presidente a las once y media, se
lee el acta de la anterior por el señor Secretario, siendo aprobada.

El señor Secretario da lectura de la ponencia redactada por el
Vocd señor Alba, con referencia d recurso de inconstitucionaUdad for-
mdado por el Procurador don Raimundo Dalmau en nombre de la
Asociación "Acción Agrícola" de Igualada, contra la ley votada por el
Parlamento Catalán para la solución de los conflictos del campo. El

Se acuerda así, y el señor Presidente, después de convocar para
la próxima sesión que se celebrará el cuatro de abrU a las once de la
mañana, levanta la sesión a la una y diez minutos.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel MiguelTraviesas

Francisco Vega de la Idesia (suplente)



La ponencia formulada por el señor Ruiz del CastÜlo, en el recur-
so de inconstitucionaUdad suscrito por la Sociedad "Instituto Agrícola
Catolán" de San Isidro, contra laLey de cdtivos del Parlamento Catolán,
es aprobada en igudes términos que las anteriores.

El señor Pedregd propone que como se trata de una decisión
que va a dectar a muchos recursos, se redacte una fornida con cui-
dado, y se someto d Pleno para que se conozcan los términos en que
está redactada.

El señor Secretario da lectura de la fornida empleada en el
recurso de inconstitucionalidad, suscrito por don José Rdz Gonzdez
contra el decreto, que declaró la colegiación famosa de los veterina-
rios y se aprobará en igudes términos.

El señor Sbert, en nombre de la ponencia que ha de calificar a
los concursantes a las plazas de oficides administrativos plantea al
Tribunal dos cuestiones que son previas para hacer esa calificación.

Primera: Que acuerde elTribund las normas que han de seguir
los ponentes para calificar los títdos aducidos, pues se da el caso de
que una gran parte de los concursantes presentan diferentes títdos
que entre sí son ineqdparables y otros muchos aducen años de servi-
cios y servicios prestados en diferentes organismos oficides, todo eüo
también no equiparable.

La segunda cuestión es la de que se les conceda proponer, ade-
más de los cinco señores que vayan a ocupar las plazas de oficides
administrativos, otros cinco más para que en caso de vacante o de
ampUación de dichas plazas, pues en el nuevo presupuesto se prevén
tres oficides administrativos más a cuatro mü pesetas, se puedan
cubrir sin verificar un nuevo concurso.

señor Alba defiende oralmente su propuesta y después de dgunas
aclaraciones de los señores Traviesas, Alcón y Beceña se aprueba la
ponencia, en el sentido de que luego que el recurrente cumpla los
requisitos señdados en el art. 31 de la Ley, se resolverá cuando la tra-
mitación de recursos.

anterior.

Se da cuenta de la ponencia suscrita por el vicepresidente don
Fernando Gasset en el recurso formdado por don Miguel Pérez Marín
contra el Decreto de veintinueve de diciembre de mü novecientos
treinta y uno sobre desahucio y se aprueba en igudes términos que el



Así se acuerda

La segunda cuestión es la de que sean ampUados a diez los que
vayan a ser aprobados, los cinco primeros para cubrir las plazas, y
otros cinco a reserva de las vacantes que se reproduzcan.

El señor Pedregal dice que se debe aprovechar esta expe-
riencia y no se apruebe nada más que a cinco para que en caso de
que haya necesidad de convocar nuevamente se haga mejor la con-
vocatoria.

El señor Presidente pide que conste en acta, con respecto al
segundo punto, el que se aluda en la ponencia d acuerdo delTribunal.
Se levanta la sesión hasta mañana seis a las once.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel Miguel Traviesas

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Abad Conde
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Luis Mdfiote
Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D.Juan Minguijón
Excmo. Sr. D.José M. Pedregal

Después de un debate en el que intervienen los señores García
de los Ríos, Ruiz del CastÜlo y Minguijón —el cual solicita se reparta
a todos los señores Vocales una Usta en la que consten los méritos de
todos los solicitantes a dichas plazas— Alcón, Vega de la Iglesia, Martín
Álvarez y Süió, el señor Presidente dice que por lo que se refiere al pri-
mer punto, el señor Sbert propone que elTribunal diga si cree que son
suficientes las base exigidas para este concurso, para que discrecio-
ndmente apreciadas puedan resolver.

El señor Pedregal manifiesta que lo que afirma el Pleno es que
la Ponencia tiene una ampUa facultad discrecional.



Abierto la sesión por el señor Presidente a las once y veinticin-

co de la mañana, el señor Secretario da cuenta del acto de la anterior,

la cud es aprobada.

El señor Sbert da cuenta de que la ponencia calificadora de los
concursantes a las plazas de Oficides administrativos ha terminado su
labor y formdado la oportuna propuesta. Se acuerda que quede sobre
la mesa hasta la sesión inmediata y que se reparta copia de eUa a los
señores Vocdes.

El señor Secretario da lectura del escrito diriddo por el Parla-
mento de Catduña, con referencia a la consdta de la Audiencia de
Lérida, sobre inconstitucionaUdad del art. 22 del Estatuto interior de
Catduña.

El señor Sbert entiende que en el escrito leído se plantean tres

puntos, dos de los cudes son procesdes y el tercero de fondo. Dice
que si se va a nombrar un ponente será conveniente que elTribund
fije un criterio para que dicho ponente ajuste en cierto modo el
informe a cada uno de los puntos que están sometidos d Pleno. La pri-
mera cuestión es meramente procesd. ElTribund ha tenido la misma
preocupación que el Parlamento de Catduña y ha disentido en su
redámente una serie de preceptos, que el Parlamento Catolán desco-
noce y que por otra parte no pueden conocer porque no han sido
pubUcados. La segunda cuestión es de forma, y puede resolverse con
una mayor ampUtud en la comunicación que se ha diriddo d
Parlamento Catalán con motivo de esta consdta. Considera que el ter-

Excmo. Sr. D. Francisco Vega de la Idesia (suplente)

Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Carlos del CastÜlo

Excmo. Sr. D. Antonio Sbert
Excmo. Sr. D. Pedro García de los Ríos
Excmo. Sr. D. Gabriel TdtabuU
Excmo. Sr. D. Gü GÜ y Gü
Excmo. Sr. D.Justino Bernd

Secretario:

D.José Serrano Pacheco

NUMERO 78

Sesión del día seis de abril de mü novecientos treinta y cuatro



Orgánica

El señor Beceña dice que la providencia podría ser la siguiente:
Recibido el escrito de td fecha y siendo idénticas en efecto las garan-
tías de la consulta que las del recurso, procédase a subsanar el defec-
to del número 31 del art. 34 de la Ley y nombrado defensor o
transcurrido su plazo, se seguirán los trámites del capítdo 61 de la Ley

El señor Pradera dice que su criterio es que la ponencia en este
recurso ha sido sustituida por la nota o extracto que han recibido
todos los señores Vocales, y si ahora se acepta el criterio de que sea
nombrada una ponencia, se duplicará el trabajo. Dice que como no
está publicado el Redámente en la Gaceta, no se puede contestar al
Parlamento Catalán diciéndole cuáles son las garantías que ofrece,
pues el mismo Tribunal ignora cuál ha de ser la tramitación definitiva
que ha de darse en estos asuntos.

El señor Beceña es de opinión que aun cuando no esté pubU-
cado el Reglamento, los acuerdos del Tribund tienen valor y obUgan a
todos los litigantes, pues los acuerdos no derivan del Redámente en
sí, sino de la Ley,y a cualquier cosa puede renunciar elTribunal menos
a la de interpretar la Ley.

El señor Abad Conde entra en este momento al salón

El señor Pedregal dice que va a pronunciar dos palabras para
que no quede en pie lo que ha dicho el señor Pradera de que el Pleno

cer extremo no es momento oportuno de plantearlo, puesto que se
está discutiendo el procedimiento.

El señor Beceña propone que se dé lectura de la comunicación
dirigida al Parlamento Catalán, en la que se daba cuenta al mismo de
la interposición del recurso de que se trata, comunicación hecha de
una manera excesivamente concisa y que si estima el Tribunal que
debe subsanarse este defecto de comunicación, se haga así.

El señor Sbert dice que por acuerdo delTribunal se da a la con-
sdta similares garantías que d recurso, pero el Parlamento Catalán
desconoce este acuerdo y tiene imposibilidad legal de conocerlo; por
lo tanto, sin que el redámente delTribunal no esté en vigor, no exis-
ten garantías procesales. Manifiesta que como la comunicación dirigi-
da al Parlamento Catdán es evidentemente insuficiente y el asunto es
importante, no vale la pena no ser excesivamente parcos y es de opi-
nión que ésta se ampUe.



Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel MiguelTraviesas

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

ha subordinado el derecho que tiene de pubUcar el Redámente en la
Gaceta a la düigencia que cerca del señor Presidente del Consejo de
Ministros va a reaüzar la Mesa. Lo que se acordó es que el Redámente
aprobado por elTribund vaya íntegro, con la firma del Presidente, a la
Gaceta, de ningún modo que se subordinase el derecho delTribunal a
pubUcar en la Gaceta sus acuerdos a las supuestas dificultades que
pudiera formar el Gobierno.

El señor Presidente manifiesta que ese sentido era como había
entendido la Junto de Gobierno el acuerdo del Tribund, y anuncia que
dicha visita la realizará mañana día siete de abril. Dice que ateniéndo-
se a la trascendencia e importancia del trabajo a realizar por la
Ponencia del asunto que se disiente, ésta debe estar integrada por tres

Vocdes en lugar de ser uripersond, y propone para componerla a los
señores Sbert, Alcón, Pradera y Beceña. Informa, asimismo, de la ins-
tancia suscrita por doña Carmen López Bonilla, soUcitando quede sin
efecto el acuerdo de nombramiento de Oficid mayor, pues la infras-
crita considera que el eleddo no Uena las condiciones requeridas en
la convocatoria.

Se acuerda que elTribund esté en lo decidido

El señor Presidente manifiesta que como en la última sesión,
que se va a celebrar por elTribund de Garantías en el Sdón de Pleno
del Palacio de Justicia, debe constar en acto el acuerdo de que el
Tribund da las gracias más rendidas d señor Presidente del Tribund
Supremo, por las facüidades concedidas d de Garantías, para que
pudiera desenvolverse como se ha resuelto, y que además de constar
en acto las referidas gracias y de hacerlo saber así d Presidente del
Supremo personalmente, la Junta de Gobierno, con los señores
Vocdes que quieran incorporarse, reaUcen una visita de cortesía. Así
se acuerda. Después de citar a los señores Vocdes para el próximo
pleno que se celebrará el próximo día a las once de la mañana, levan-
ta la sesión a la una menos cinco minutos de la tarde.
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Antonio M.a Sbert
César SÜió

Francisco Beceña
Pedro J. G. a de los Ríos
Gabriel G. TaltabuU
Luis Mdfiote
Carlos Álvarez
Gonzdo Heras

Juan J. Minguijón
José M. Pedregal
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José Sampol

Manuel Alba
Francisco Alcón

Justino Bernd (suplente)

Secretario:

D.José Serrano Pacheco

NUMERO 79

Diez de abril de mü novecientos treinta y cuatro

Abierta la Sesión por el señor Vicepresidente segundo (el señor
Gasset) a las once y veinte de la mañana, es leída por el señor Secre-
tario el acta de la anterior, la cual es aprobada.

El señor Gasset da cuenta de la imposibüidad en que se haüa el
señor Presidente de asistir a la reunión de hoy, pues tenía que cumplir
otros deberes oficiales. También comunica a los señores Vocales el
resultado de la visita que hizo la Mesa d señor Presidente del Consejo
de Ministros, el cual, con referencia d Redámente aprobado por el
Tribunal, se mostró dispuesto a secundar los deseos que le fueron
expuestos, soUcitando una copia simple de dicho Redámente que ya
le fue remitida. Asimismo, da cuenta de la reunión que, por primera
vez, celebró la Junta de Gobierno interior del día anterior.

El señor Pedregal dice que debe hacerse constar en acta la satis-
facción del Pleno, por la forma como ha interpretado la Mesa el acuer-
do de éste en la gestión hecha acerca del señor Lerroux.



El señor Martín Álvarez hace diversas observaciones con
objeto de comparar los méritos del señor Hinojosa con los del
señor Hernando Martín, propuesto en último lugar por la ponencia,
y Uega a la conclusión de que los méritos del primero son, desde su
punto de vista, superiores a los del segundo, pues hay que tener en

cuenta que el Pleno rechazó como mérito la duración de servicios,
no pudiéndose hablar, por lo tanto, nada más que de la naturaleza
de los mismos.

El señor Ruiz del CastÜlo dice que lo que es indispensable
determinar es si ha seguido la ponencia en la calificación de los con-
cursantes un criterio que sea el que mejor se ajuste a las condiciones
exigidas en la convocatoria.

El señor Sbert recuerda que la cuestión previa planteada por el
señor Ruiz del Castillo, ya lo fue en la última sesión por el que habla
en nombre de la ponencia sin que el Pleno la resolviese, sino que
afirma la autonomía de la ponencia para fijar criterio.

El señor Alba no está conforme tampoco con el sustituto que
pretenden para el señor Hernando Martín, los señores Martín Álva-
rez y Bernal. Dice que, siguiendo el criterio de la ponencia, no se
podrá sustituir a un Intendente mercantil por un abogado, sino por
otro titular mercantU. Después de haber estudiado el expediente
personal del señor Hernando, ha deducido que los años de servicio
prestado por este señor a la Administración no son trece pues exis-

te una laguna entre dos tomas de posesión, que no se puede deter-
minar concretamente.

El señor Süió manifiesta que la ponencia mantiene los cuatro pri-
meros lugares de la propuesta, los cuales pueden ser votados en la sesión

El señor Secretario da lectura de la propuesta suscrito por la
ponencia, que ha entendido en la calificación de los concursantes a las
plazas de Oficides administrativos.

El señor Bernd no está conforme con dicha propuesta, pues
dice que los méritos que reúne otro concursante, don Juan Hinojosa,
son superiores a los que aducen los propuestos por la ponencia, para
ocupar dichas plazas de Oficides administrativos.

El señor Sbert manifiesta que lo que se revela del expediente
del señor Hinojosa es una gran capacidad de estudio, pero no su prác-
tica administrativa ni años de servicio.



El señor Sbert se opone a eUo y aclara que el señor Quintana,
que aparece con el número 22 no entró por oposición a la carrera.

El señor Alba dice que retira la enmienda, aun cuando se reser-
va el derecho de votar en contra de la propuesta.

El señor Ruiz del Castillo dice que la ponencia le suscita dudas
aun cuando él la votaría. Manifiesta que no sabe si los ayudantes de
Escuelas normdes son funcionarios públicos, lo cual es aclarado por
el señor Secretario, quien afirma que el carácter de funcionario en
este caso no se puede discutir, puesto que nombrado por autoridad
competente, participan del ejercicio de funciones públicas. Puesto a
votación la propuesta de la ponencia, en lo que se refiere a los cuatro
primeros puestos, es aceptada por dieciséis votos contra dos, hacién-
dolo a favor los señores TaltabuU, SÜió, Pradera, Maffiote, Vega de la
Iglesia, Sampol, Alcón, Pedregal, Bernal, Beceña, Ruiz del Castillo,
Martín Álvarez, García de los Ríos, Sbert, Traviesas y Gasset, y en con-
tra los señores Minguijón yAlba. Quedan, pues, designados Oficiales
administrativos delTribunal los señores don Gerardo Abad Conde, don
Alfonso Ayeusa, don José Hirschfeld y don Luis Salazar.

El señor Gasset dice que en la reunión de la Junta de Gobierno
celebrada ayer, se trató de las vacantes existentes en elTribund de los
representantes propietario y suplente de la región murciana, y esti-
mando que debían proveerse, pero que no entraba esto en sus facd-
tades, lo somete, por encargo del señor Presidente, a la conformidad
del Pleno para que en su caso se dé cuenta d Gobierno de dichas
vacantes y éste anuncie su provisión.

El señor Silió recuerda que también se está en falta con respec-
to d asunto de los colegios de Abogados.

Se acuerda dar cuenta al Gobierno de las vacantes existentes en
la región de Murcia, para que éste anuncie las elecciones oportunas
para su provisión.

El señor Gasset continúa diciendo que la Junta de Gobierno
estimó que, debiendo resolverse en esta semana en el Parlamento una

de hoy, y que el resto queda a reserva de algunas aclaraciones que se
hagan en el centro, en que dicho señor Hernando presta sus servicios.

El señor Alba, a modo de enmienda, propone que el número 4
de la propuesta sea sustituido por el 22 de la relación de maestros.



D. Francisco Vega de la Idesia (suplente)
D.Justino Bernd (suplente)

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NUMERO 80

Sesión del día once de abril de rril novecientos treinta y cuatro

Abierto la sesión por el Presidente a las once y quince de la
mañana, el señor Secretario da lectura del acta de la anterior, la cud es

to.Así se acuerda.

cuestión que decta de una manera directa a los señores Cdvo Sotelo
y March, conviene dejar transcurrido dicho lapso de tiempo para que,
se resuelva o no se resuelva esto cuestión, tratar el Pleno de este asun-

Se acuerda que se celebre sesión mañana día once a las once en
punto, levantando el señor Vicepresidente la sesión a la una y quince
de la tarde.

Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidentes:

Vocdes:
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.

D.Gabriel TaltabuU
D. César SÜió Cortés
D.Víctor Pradera
D. Luis Maffiote
D.José Sampol RipoU
D. Francisco Alcón Robles
D.José M.a Pedregd
D. Francisco Beceña
D. Carlos Ruiz del Castillo
D. Carlos Álvarez
D. Pedro García de los Ríos
D. Juan Minguijón
D. Manuel Alba Baunzano
D. Antonio M.a Sbert



Queda rechazado por dieciséis votos contra seis haciéndolo en
contra los señores Abad Conde, Silió,Mdfiote, Sampol, Alcón, Pedregd,
Bernal, Ruiz del Castillo, Beceña, Minguijón, Martín Álvarez, García de
los Ríos, Pradera, Gasset yTraviesas, y a favor los señores Taltabull, Vega
de la Igksia,Alba, Basterrechea, Sbert y Presidente.

El señor Sbert propone una enmienda, la cual es firmada por el
señor Bastenechea, siendo rechazada por quince votos contra cinco,
haciéndolo en contra los señores Abad Conde, Süió, Mdfiote, Sampol,
Alcón, Pedregal, Bernal, Ruiz del CastÜlo, Minguijón, Martín Álvarez,
García de los Ríos, Pradera, Gasset y Traviesas, y a favor los señores
TaltabuU, Vega de la Iglesia, Alba, Basterrechea, y Sbert absteniéndose
el señor Presidente, levantando la sesión a la una y diez minutos, seña-
lando para la próxima el día de mañana a la misma hora.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidentes:

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Gabriel TaltabuU
Excmo. Sr. D. César SÜió Cortés
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera

Se pone a debate el dictamen firmado por los señores Beceña y
Pradera, en el asunto de la inmunidad parlamentaria de los diputados
del Parlamento Catalán.

El señor Beceña, después de haber sido leído el dictamen así
como el voto particdar del señor Sbert, manifiesta que la ponencia
nombrada para conocer este asunto no pudo llegar a un acuerdo uná-
nime siendo tan solo éste mayoritario. El señor Sbert defiende su tesis,
que es la recogida en el voto particular que firma, y el señor Beceña
por su parte defiende el dictamen de la ponencia rechazando el voto
particular del señor Sbert.

Intervienen en la discusión los señores Martín Álvarez, Pradera,
Minguijón, Basterrechea y Pedregal, manifestando la Presidencia que
ha negado el momento oportuno de poner a votación el voto parti-
cular del señor Sbert.



Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo
Excmo
Excmo.
Excmo.

Excmo
Excmo
Excmo

Juan Minguijón
Manuel Alba Baunzano
Antonio M.a Sbert

Pedro García de los Ríos

Luis Mdfiote
José Sampol RipoU
Francisco Alcón Robles
Gonzdo Meras
José M.a Pedregd
Francisco Beceña
Carlos Ruiz del Castillo
Francisco Basterrechea
Carlos Álvarez

Francisco Vega de la Idesia (suplente)
Justino Bernd (suplente)

Secretario:

D.José Serrano Pacheco

NUMERO 81

Sesión del día doce de abril de mü novecientos treinta y cuatro

El señor Presidente declara abierta la sesión a las once y veinte

de la mañana, aprobándose seguidamente el acta de la anterior, la cud
es leída por el señor Secretario.

El señor Sbert, en nombre de la Ponencia de Oficides adminis-
trativos, retira la propuesta referente d señor Hernando que figuraba
en la misma con el número 5 sin que todavía pueda proponer en su
lugar a otro de los componentes por no haber podido reunirse la
Comisión.

El señor Secretario da lectura del dictamen suscrito por el señor
Vega de la Idesia sobre el recurso de inconstitucionaUdad presentado
por el señor Saguer y OUver. Se aprueba la Ponencia y queda sin tra-
mitación el recurso hasta que se cumplan los trámites previos. Da lec-
tura, asimismo, de una instancia firmada por don Ernesto Echevarría y
Castañeda, sobre recurso sobre abuso de poder.

El señor Abad Conde propone que para entender en estos asun-
tos se nombre una ponencia de admisión. El señor Bernd dice que lo



mejor sería que estos asuntos pasaran a informe de los letrados y
conocido éste por elTribunal resolviera en consecuencia.

Después de un debate en el que intervienen los señores Vega de
la Iglesia, Beceña, Sbert y Secretario, se acuerda que estos asuntos que
en reaUdad no son recursos de ninguna clase, sino asuntos que clara-
mente no corresponden a la competencia delTribunal, sean resueltos
por la Presidencia.

El señor Secretario da cuenta también, para conocimiento del
Pleno, de una instancia firmada por don Vicente Medina García. Se
acuerda como en la anterior.

El señor Presidente informa al Pleno de la marcha que siguen
las obras que se están efectuando en el domicUio del Tribunal, y pro-
pone que se forme una comisión de instalación compuesta por la
Junta de Gobierno interior y los señores Pedregal, Beceña, Pradera y
Süió. Así se acuerda.

(El señor Martín Álvarez entra en este momento.)

sión si se presenta a tiempo

El señor Secretario da cuenta de las dificultades que existen
para la toma de posesión de los Oficiales Letrados nombrados con
carácter interno. Con respecto al señor García de la Masilla,Oficial de
la Secretaría del Congreso, el interesado se estima exceptuado de la
incompatibilidad conforme a la ley de abril de mil novecientos trein-
ta y tres. A propuesta del señor Beceña se acuerda que se le dé pose-

Por lo que se refiere al señor Guereda, elTribunal considera que
siendo clara la incompatibüidad con el cargo que ejerce, hay que ate-

nerse al precepto del art. 18 de la Ley Orgánica.

El señor Sbert propone, y así se acuerda, que se realice una ges-
tión cerca del Gobierno para conseguir que sean allanadas las dificul-
tades que se oponen a los funcionarios nombrados Oficiales Letrados.

Se levanta la Sesión a las doce y veinticinco minutos de la mañana.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro Albornoz

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel MiguelTraviesas



Francisco Vega de la Idesia (suplente)
Justino Bernd (suplente)

Excmo
Excmo

Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.

Gerardo Abad Conde
Manuel Alba Baunzano
Francisco Alcón
Francisco Basterrechea
Francisco Beceña
Pedro García de los Ríos
Gabriel G. a Tdtabdl
Luis Mdfiote
Gonzdo Meras
Juan Minguijón
Carlos Martín Álvarez
José M.a Pedregal
Víctor Pradera
Carlos M. Del Castülo
César Süió

Secretario:

D.José Serrano Pacheco

NÚMERO 82

Sesión del día veintiséis de abril de mü novecientos treinta y
cuatro

Abierta la sesión por el señor Presidente a las once y veinte de
la mañana, el señor Secretario da lectura del acto de la anterior que es
aprobada.

El señor Sbert, en nombre de la Ponencia designada para la caU-
ficación de méritos de los aspirantes a las plazas de Oficides adminis-
trativos, da cuento d Tribund de que dicha Ponencia, después de un
detenido examen de los expedientes, estima que se hallan en iguddad
de condiciones y con preferencia respecto a los demás concursantes
don Lds de Diego Gonzdez y don César M. Ramírez, ambos pertene-
cientes d Cuerpo General de Hacienda, Licenciados en Derecho y con
análogo tiempo de servicios.

Intervienen los señores Alba, Abad Conde, Gil Gü y Gü y
Martín Álvarez, proponiendo estos últimos que en lugar de los desig-
nados por la Ponencia, fuera nombrado donjuán Hijosa. Votada esta



Intervienen el señor García de los Ríos que defiende la prefe-
rencia del Secretario de la Audiencia de Burgos, señor Bustamante y
del fiscal de Audiencia Territorial, señor Octavio de Toledo, y el señor
Alcón, que se lamenta que no sea incluido en la propuesta ningún
Magistrado de Audiencia, aun habiéndolos entre los solicitantes con
más de veinte años de servicio.

Ambos señores contestan al señor Pradera, no formulándose
enmienda a la propuesta de la Ponencia; se pone a ésta a votación y es
aprobada, quedando designados Secretarios de Sección los señores
don Joaqdn Herrero Mateos, don Pedro González García, don Carlos
Sanz y don EmUio Gómez Orbaneja.

El señor Presidente propone que se proceda a la designación de
los vocales que han de constituir las Secciones, y a tal efecto se desig-
na una ponencia integrada por la Junta de Gobierno y los señores
Pedregal y Silió.

El señor Secretario da cuenta al Tribund del Estado de los recur-
sos pendientes y se levanta la sesión, señalándose para la próxima que
tendrá lugar el jueves, tres de mayo, a las once de la mañana.

Presidente
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

enmienda, queda rechazada por once votos en contra de los señores
Abad Conde, Alba, Beceña, Pedregal, Sampol, Sbert, Silió, Eizaguirre,
Gasset,Traviesas y Presidente, contra seis a favor de la enmienda de
los señores Alcón, Álvarez, Gil Gil y Gil, Martín Álvarez, Meras y
Pradera, y dos abstenciones de los señores García de los Ríos y
Maffiote.

Puesta a votación la propuesta de la ponencia emiten su voto a
favor del señor de Diego los señores Abad Conde, Alba, Beceña, Gü,
Martín Álvarez, Maffiote, Meras, Pradera, Pedregal, Sampol, Silió,
Eizaguirre, GassefTraviesas y Presidente, y por el señor M. Ramírez los
señores Alcón, Álvarez y García de los Ríos, absteniéndose el señor
Minguijón. Queda designado Oficial administrativo don Luis de Diego
González.

Se da cuenta por el Secretario de la propuesto formulada por la
Ponencia para la designación de Secretarios de Sección, la cual es
defendida yrazonada por el señor Pradera.



Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NUMERO 83

Sesión del día tres de mayo de mü novecientos treinta y cuatro

Abierta la sesión por el señor Presidente a las once y veinte de
la mañana y leída el acta del día anterior por el señor Secretario, que

Se da cuento de la propuesta formdada por la Ponencia para la
constitución de las secciones a que se refiere el art. 20 de la ley, y des-
pués de acordar elTribund que sean dos las que se constituyan, se ads-
criben los señores Vocdes en la siguiente forma.

Sección primera: señores Gasset, Heras, SÜió, Beceña, Alcón,
Alba, Basterrechea, García de los Ríos, Mdfiote, Pan de Soraluce y

Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel M.Traviesas

Carlos Martín Álvarez
Luis Maffiote
Gonzdo Meras
Juan Minguijón
Víctor Pradera
José M.a Pedregd
José Sampol
.Antonio Sbert
. César SÜió

Gerardo Abad
Manuel Alba
Francisco Alcón
Basüio Álvarez
Francisco Beceña
Pedro Garda de los Ríos
Gü Gü y GÜ

José M.a Eizaguirre (suplente)

Vocdes:
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.

Excmo.
Excmo.



Igudmente se acuerda satisfacer con cargo a la asignación de
materid, y en concepto de dietas a los señores Elias Cristóbal Bermejo
y Ramón VUla del Rey, que han formado parte de dicho Tribund califi-
cando, la cantidad de trescientas setenta y cinco pesetas a cada uno, y
doscientas cincuenta al Oficial administrativo don Alfonso Oyeusa,
que ha auxiUado a dicho Tribunal.

Dada cuenta de los escritos presentados por doña Luz le
Boucher y don Eugenio Orto en reclamación contra las designaciones
de Oficial Mayor y Oficiales administrativos, respectivamente, se
acuerda desestimar dichas reclamaciones y estar a lo acordado.

Ala solicitud de don EmUio Jaquer sobre supresión de los efec-
tos de la Ley dictada por el Parlamento Catalán el dieciséis de febrero
último sobre el régimen de las aguas medicindes, se resuelve no haber
lugar a lo pedido y que se esté a lo ya resuelto por elTribunal en doce
de abril último.

El señor Alcón solicito que se preparen para resolución del
Pleno los recursos referentes a la capacidad y admisión como Vocdes
delTribunal de los señores March y Calvo Sotelo. Se acuerda interesar
a la Presidencia de las Cortes y del Tribunal Supremo los necesarios
antecedentes acerca de la situación legal de dichos señores, y que se
dé cuenta al Tribunal una vez completos los referidos expedientes.

No habiendo más cuentas que tratar, se levanta la sesión a las
doce y media de la mañana.

Sección segunda: señores Traviesas, Álvarez, Martínez Sabater,
R. del CastÜlo, Minguijón, Gil Gü y GU,Taltabull, Pedregal, Sampol, Sbert
y Martín Álvarez.

Se acuerda igualmente, a propuesta del Presidente, habüitar
como Secretarios de dichas secciones y hasta tanto que se posesionen
los nombrados a los Oficiales letrados don Francisco Casas, Ruiz del
Árbol y don Antonio López Hernández.

Aceptando la propuesta formulada por elTribund calificador de
las oposiciones, designan taquígrafos-mecanógrafos, con el sueldo de
cuatro mil pesetas, a los señores siguientes: don Florencio Carbajosa,
don Florián Díaz Núñez, don Eduardo Gómez Mesías, don Antonio
Pérez Olmedo, don Felipe Feliz Moreno Gózalo, don José Luis García
Rubio, don JuUo Andada Sánchez y don José Gómez Iglesias.



Gerardo Abad
Manuel Alba
Francisco Alcón
Basüio Álvarez
Francisco Beceña
Pedro García de los Ríos
Gü GÜ y Gü
Carlos Martín Álvarez
Luis Mdfiote
Gonzdo Meras

Juan Minguijón
Víctor Pradera
José M."Pedregd
José Sampol

.Antonio Sbert
. César SÜió

Vocales:
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
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Excmo.

Secretorio:

D.José Serrano Pacheco

NÚMERO 84

Sesión del día diecisiete de mayo de mü novecientos treinta y
cuatro

Leída el acto de la sesión anterior, fue aprobada.

El señor Secretario da cuento del recurso, que corresponde d
número 29 de don Emüio Saguer OUver, contra Decreto de la
GeneraUtat de Catduña sobre dictamen notarid, cuya Ponencia ha
sido a cargo del señor Mdfiote, leyéndose, asimismo, las conclusiones
de la citada ponencia, en la que se propone que el Tribund pleno
desestime el recurso porque no se trata de un caso de inconstitucio-

Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel M.Traviesas

José M." Eizaguirre (suplente)Excmo



del señor Secretario
Los señores Pradera y Alcón se adhieren a las manifestaciones

El señor Pradera dice que si hay señores que estiman que no pue-
den votar la no admisión, no hay más remedio que admitir el recurso.

Nuevamente insisten los señores Pedregal y Alcón y el señor
Sbert hace algunas aclaraciones diciendo que no se trata se resolver
sobre el artícdo que se refiere a la admisión de recursos. Dice que se
rechaza la tramitación; pero no se niega la admisión.

nalidad yno reunir los requisitos que para su tramitación disponen los
arts. 31 y 35 de la Ley Orgánica delTribunal.

El señor Alcón hace referencia a los trámites procesales que fal-
tan por cumplimentar, entendiendo que el recurso no debe desesti-
marse, sino denegarse la tramitación hasta que sean cumpUdos los
requisitos expresados.

El señor Ruiz del Castillo aboga porque se rechace el recurso

El señor Sbert estima que para no complicar el funcionamiento
delTribunal no debe admitirse el recurso.

El señor Martín Álvarez pide que no se admita el recurso, ba-
sándose en la falta de personalidad del recurrente para plantear el
problema

tenerse por no presentado

El señor Alcón insiste en sus puntos de vista, creyendo que
mientras no estén cumplidos todos los requisitos, el recurso debe

El señor Pradera explica su voto en contra de que se pueda
resolver, sin que se practiquen previamente las diligencias a que se
refería el señor Alcón.

Intervienen brevemente los señores Marín Álvarez y Alcón,
poniéndose a votación la ponencia.

Verificada la votación, se aprueba la ponencia por dieciocho
votos en favor contra cuatro en contra.

El señor Secretario señala que no ha habido unanimidad por lo
que el recurso no puede desestimarse conforme al art. 36 de la ley.



El señor Pradera hace algunas aclaraciones sobre la inconstítu-
cionaUdad y la incompetencia, para terminar anunciando que no pue-

El señor Pradera anuncia que votará en contra de la admisión
pero en momento oportuno.

El señor Presidente hace algunas aclaraciones

El señor Martín Álvarez dice que lo que procede es preguntar,

si elTribund cree que se trata de un recurso de inconstítucionaUdad,

y si la mayoría responde que en caso afirmativo hay que darle trami-
tación, y en caso contrario no habrá necesidad de seguir tramitando.

Los señores Martínez Sabater, Alcón y Süió estiman que el
Tribund no puede entender en este recurso en tanto no se cumplan

los requisitos previos señdados por la ley.

El señor Presidente estima que si el Presidente del Tribund de
Garantías puede decidir sobre la admisión a trámite de un recurso, el
Pleno podrá con mayor motivo adoptar esta discusión.

El señor Ruiz del CastÜlo cree que hay unanimidad en que no
se trata de un recurso.

El señor Minguijón propone que el Tribund declare que se
puede deUberar acerca del asunto planteado, mientras el recuento no
cumpla los requisitos establecidos por los arts. 31 y 35.

Intervienen los señores Martín Álvarez, Sbert, Abad Conde y
García de los Ríos insistiendo en sus puntos de vista, entendiendo el
señor Pedregal que la votación ha sido ineficaz porque no puede recha-
zarse presentado hasta que se hayan cumpUdo los requisitos previos.

El señor Presidente pregunta si se acepta la propuesta del señor
Alcón de no haber lugar a tramitarlo por no haberse cumpUdo los
requisitos señdados en los arts. 31 y 35 de la Ley, acordándose de con-
formidad con la misma.

El Secretario da cuenta de un recurso presentado por don
Antonio Arciniega, sobre el trabajo de la dependencia mercantil en
Catduña, cuya ponencia corresponde d señor Gonzdez TaltabuU, en
cuya ponencia se propone que no ha lugar a deUberar sobre el fondo
del recurso.



Puesta a votación la proposición del señor Alcón, que conecta
en los siguientes términos, formulándose en este escrito un recurso en
que se dice por iriracción de la Constitución y no habiéndose cum-
plido los requisitos indispensables para tramitar el recurso de incons-
titucionalidad, no ha lugar a tramitarlo, por unanimidad es aprobada.

El señor Secretario da cuenta del recurso correspondiente al
número 18, relativo a consdtar sobre inconstitucionalidad del art. 22
del Estatuto interior de Cataluña, formulada por la Audiencia de Lérida
y del escrito del Letrado designado por el Parlamento, soUcitando que
el Tribunal de Garantías pida al Tribunal Supremo la revisión de los
votos reservados emitidos con ocasión de su informe.

El señor Presidente da cuenta de haber dicho d letrado presen-
tase otro nuevo escrito de alegaciones, decidiendo por tanto nombra-
se ponente, acordándose que sea por el turno corriente.

El señor Alcón propone que se fije día de vista, pues es de supo-
ner que la ponencia se pronuncie en este sentido, por lo que conven-
dría saber a quién ha de corresponder la ponencia.

El señor Secretario anuncia que corresponde al señor Abad
Conde y que lo que hay que resolver es sobre la petición o no de los
votos reservados al Tribunal Supremo.

A propuesta del señor Abad Conde, se acuerda solicitar el recur-
so de dichos votos reservados y que éstos se pongan de manifiesto, y
que elTribunal hasta el día de la vista que pueda examinarlos el señor
Roig Bergadá.

A propuesta del señor Presidente se acuerda solicitar del señor
Presidente del Consejo de Estado autorización para utüizar el Sdón de
actos de dicho Organismo, para las vistas que haya de celebrar el
Tribunal de Garantías, en tanto se termina la instalación, del recurso.

También a propuesta de la Presidencia se nombra una Comisión
integrada por la Junta de Gobierno del Tribunal y los señores Abad
Conde y Pradera encargados de resolver sobre el distintivo que hayan
de utilizar los miembros del Tribunal en los actos Oficiales.

El señor Secretario da cuenta de un escrito firmado por el señor
Calvo Sotelo desistiendo del recurso de súpUca interpuesto por este

El señor Alcón propone que se recoja en una fórmula andoga a
la del recurso anterior.



Vocdes:
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.

Francisco Beceña
Pedro J. G. a de los Ríos
Gü Gü y GÜ
Luis Maffiote

Gerardo Abad Conde
Manuel Alba
Francisco Alcón
Francisco Basterrechea

Carlos Martín Álvarez
Eduardo M. Sabater
Gonzdo Meras
Juan S. Minguijón

señor, contra el acuerdo del Tribunal relativo a su capacidad para el
cargo de Vocd del mismo, concordándose que el Tribunal tenga a
dicho señor por desistido del recurso interpuesto y por firme el acuer-
do anterior. Asimismo, da cuento del asunto suscrito por el médico
don Alfonso Fernández de Alcdde proponiendo dTribund el estable-
cimiento de un servicio médico, para cuyo desempeño ofrece sus ser-
vicios, acordándose no ha lugar a deUberar sobre eUo.

El señor Alcón recuerda las gestiones que se iniciaron cerca de
la Presidencia del Congreso de los Diputados, en soUcitud de que los
miembros del Tribund de Garantías tuvieran acceso a la Cámara legis-
lativa Ubremente, cuyas gestiones no han dado resultado satisfactorio,
acordándose que el señor Presidente, con el carácter de td diridera
una carta d de la Cámara reiterando la soUcitud expresada.

El señor Presidente da cuenta de haber recibido una invitación
de la Cámara del Libro, para que elTribund de Garantías coopere a su
mayor esplendor con la adquisición de dgunas obras, acordándose
que por la Presidencia se haga el pedido que se estime necesario.

tario, certifico

Y no habiendo más asuntos de que tratar, el señor Presidente
levantó la sesión siendo las catorce horas, de todo lo que yo, el secre-

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel MiguelTraviesas



Sesión del día veinticuatro de mayo de mü novecientos treinta
y cuatro

El señor Presidente declara abierta la sesión siendo la una y
treinta de la mañana

El señor Secretario da lectura del acta de la sesión anterior, que
es aprobada. Da, asimismo, cuenta de hallarse pendiente del señala-
miento de vista la resolución de la cuestión de competencia inter-
puesta por el Gobierno contra la Generalitat de Cataluña sobre la Ley
de Cultivos de once de abril de mil novecientos treinta y cuatro,
acordándose que dicha vista se celebre el día primero de junio, a las
once de la mañana, en el Salón de actos del Consejo de Estado.

Seguidamente, el señor Presidente recuerda que está pendien-
te el acuerdo del uniforme que hayan de adoptar los miembros del
Tribunal, debiendo resolverse por haUarse próxima la vista del día
primero de junio, y tras breve intervención de los señores Abad
Conde, Pradera y Martín Álvarez se acuerda por diez votos contra
ocho acudir a dicha primera vista con traje negro, sin perjuicio de
acordar más tarde lo relativo al uniforme definitivo.

El señor Secretario da cuenta de los siguientes recursos: núme-
ro 21, interpuesto por doña Concepción Bosch Susany; número 22,
interpuesto por don Ángel Ysern; número 23, interpuesto por doña
Antonia Casarramona Pastor, y número 26, interpuesto por doña
Concepción Bosch, todos por inconstitucionalidad de la Ley dictada
por el Parlamento Catalán en veintiséis de junio de mü novecientos
treinta y tres, acordándose tenerlos por formulados, por haberse cum-

Excmo. Sr. D.José M. Pedregal
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Carlos R. del CastÜlo
Excmo. Sr. D.José Sampol
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert
Excmo. Sr. D. César Süió
Excmo. Sr. D. Gabriel TaltabuU

Secretario:
D.José Serrano Pacheco
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Excmo
Excmo

Excmo
Excmo
Excmo

Excmo

Excmo
Excmo

Excmo

Excmo
Excmo

Vocales:

Francisco Beceña
Lds Mdfiote

Gerardo Abad Conde
Manuel Alba Baunzano
Francisco Basterrechea

Juan Minguijón
José M.a Pedregal
Víctor Pradera
Carlos M.a del CastÜlo

José Sampol

Carlos Martín Álvarez

plido los trámites legales y dar cuenta d señor Presidente del
Parlamento de Cataluña a los efectos determinados en el art. 34 de la
Ley. Asimismo, se da cuenta de haber sido designado por el
Parlamento Catalán el Letrado don Pedro Corominas Montaña para
defender la constituciondidad de la Ley de veintiséis de junio de mü
novecientos treinta y tres, en el recurso interpuesto por don José
Vergés VaUmajor. Da lectura también a la ponencia del señor Martín
Álvarez en el recurso interpuesto por don EmiUo Saguer OUver sobre
incompetencia de la Generalitat para dictar la Ley de once de abrü de
mü novecientos treinta y cuatro, en cuya ponencia se propone la no
admisión a trámite del escrito presentado, acordándose de conformi-
dad con la norma por unanimidad.

El señor Martín Álvarez propone que por elTribund se facüite
a los señores Vocdes un Ubro dedicado a anotar las incidencias de las
distintas ponencias que se les encomienden, y tras breve interven-

ción de los señores Beceña y Minguijón se estima la proposición.

El señor Beceña se refiere a la existencia de libros en la
Biblioteca, algunas de cuyas colecciones están dupUcadas, haciéndo-
se por el señor Presidente las aclaraciones necesarias.

Y no habiendo más asuntos de que tratar, el señor Presidente
levantó la sesión siendo las trece y veinte minutos.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel Miguel Traviesas
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
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Sesión del día cuatro de junio de mü novecientos treinta y cuatro

El señor Presidente declara abierta la sesión, siendo las once y
cuarto de la mañana.

Leída el acta de la sesión anterior, fue aprobada

A propuesta del señor Beceña se acuerda que el Ponente dé
cuenta de su sentencia, en la cuestión de competencia, cuya vista
pública se celebró el día primero del corriente, reservándose la dis-
cusión para la sesión próxima.

El señor Alba da lectura a su ponencia que razona y defiende

A petición del señor Beceña se da lectura igualmente al dicta-
men suscrito por los Oficiales letrados yreferente al mismo asunto.

Se da cuenta de la vacante de Oficial Letrado por no haber
tomado posesión el señor Quesada Aparicio, proponiendo el señor
Álvarez (don BasiUo) que se nombre al siguiente en el orden de la pro-
puesta, a lo que se adhiere el señor Alcón, acordándose de conformi-
dad designar Oficial Letrado, con carácter interino, a don Manuel
Bejador, Juez de Instrucción.

Y no habiendo más asuntos de que tratar, se levanta la sesión
siendo las trece y quince minutos.



. Pedro J. G. a de los Ríos. Francisco Alcón. Francisco Beceña
.José M.a Pedregd
Juan S. Minguijón
Gü Gü y GÜ.Basüio Álvarez

. Carlos M. Álvarez
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Víctor Pradera
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Manuel Alba
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Secretario:
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tro. (Mañana.)
Sesión del día cinco de junio de mü novecientos treinta y cua-

Con asistencia de los señores expresados d margen, se abre la
sesión a las once de la mañana. Leída el acto de la sesión anterior, fue
aprobada.

Se reanuda la discusión sobre la ponencia del señor Alba acerca
de la cuestión de incompetencia promovida por el Gobierno contra el
Parlamento Catdán.

El señor García de los Ríos cree que debe limitarse la discusión
a la excepción referente d plazo de interposición del recurso y expre-
sa su opinión contraria a la Ponencia.

El señor Pradera cree que debe limitarse la discusión a la excep-
ción referente d plazo de interposición del recurso y expresa su opi-
nión contraria a la Ponencia.

El señor Pradera dice que la naturaleza del término en este
recurso es puramente administrativa, porque se refiere a la formación

Excmo
Excmo
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.



El señor Presidente explica su voto creyendo que es de aplicar
el Decreto de veintiocho de octubre de mil novecientos treinta y uno
que determina los días feriados y, por tanto, entendiéndose que el
recurso esté presentado dentro de un término.

de un expediente, por lo que discrepa de la ponencia y entiende
deben descontarse los días inhábiles.

El señor Martín Álvarez es también contrario a la ponencia,
extendiéndose en consideraciones que avalan su afirmación de que
deben descontarse los días inhábiles.

El señor Sbert apoya la ponencia entendiendo que el recurso
interpuesto por el Gobierno, lo ha sido fuera del plazo marcado por
las disposiciones vigentes. Rebate los argumentos de los señores
Pradera y Martín Álvarez.

El señor Ruiz del CastÜlo abunda en la opinión del señor Martín
Álvarez, basándose en los arts. 11 y 28 del Redámente delTribunal.

El señor Beceña estima que el problema está vincdado al de la
naturaleza de la función delTribunal, alegando los arts. 144,22 y el epí-
grafe del Título IX de la Ley Orgánica dirmando que el Tribunal de
Garantías ejerce una jurisdicción, aunque sea de carácter especial y a
falta de norma que regule los plazos debe acudirse a la más afín, que
es la Ley de Enjuiciamiento Civil.

El señor Sbert rebate los argumentos del señor Beceña apoyán-
dose en la misma Ley de Enjuiciamiento CivÜ.

El señor Beceña dice que no es el mismo caso a que se refiere

el señor Sbert puesto que aquí se trata de días.

Martínez y Beceña.
El señor Traviesa se suma a las manifestaciones de los señores

El señor Basterrechea apoya las manifestaciones del señor Sbert.

El señor Alba defiende la ponencia rebatiendo las marifestacio-
nes contrariamente expuestas.

El señor GÜ Gil yGil expUca su voto contrario a la Ponencia por
entender que el voto favorable impediría que se entrase en el fondo
del asunto.



Alas cuatro y media de la tarde se reanudará la sesión.

dos d margen.

Tarde: a las cuatro y cuarenta y cinco minutos el señor Presi-
dente declara abierta la sesión con asistencia de los señores expresa-

El señor Martín Álvarez estima que debe resolverse en la sen-
tencia sobre la excepción de defecto kgd en el modo de proponer la
demanda el acto de la vista por el defensor de la GeneraUtat, aunque
propone que se desestime la excepción.

El señor Sbert opina que no se degó la excepción indicada sino
que como argumento de defensa se esgrimió el de los actos que po-
dían achacarse d escrito iricid del recurso.

Intervienen los señores Ruiz del Castillo, Pedregal yAlcón, y se
acuerda en votación ordinaria que no procede resolver sobre la
excepción que no se degó debidamente.

Se entra en discusión sobre el fondo del asunto, planteándose el
primer punto, o sea, el de la constitucionaUdad de la ley en relación
con su aspecto civü y socid.

El señor Pradera impugna las conclusiones de la Ponencia en
tdes aspectos, sosteniendo que las bases de las obUgaciones contrac-
tuales a que se refiere el art. 15 de la Constitución son todas las que el
Código Civü señala para cada contrato en particdar, por lo que la
regulación de contratos que se contiene en la Ley impugnada excede
de la competencia de la GeneraUtat.

Se procede a votar este primer punto de la ponencia haciéndo-
lo a favor los señores G. Tdtabdl, Minguijón, Alba, Basterrechea y
Sbert, totd cinco, y en contra, los señores Presidente,Traviesa, Gasset,
Abad, Conde, Meras, Maffiote, G.a de los Ríos, Martín Álvarez, Alcón
Pedregal, Beceña, Martínez Sabater, Gü GÜ y GÜ, Álvarez, R. del CastÜlo,

Sampol, Pradera y Süió, totd dieciocho, siendo desechada la ponencia
por dieciocho votos en contra.

treinta

El señor Presidente pregunta si por lo avanzado de la hora
entiende elTribund que debe suspenderse la sesión, y tras una breve
intervención del señor Alcón pidiendo que la discusión se Ueve con
urgencia y la aclaración del señor Presidente, de que la sesión deberá
continuar esta tarde, se acuerda así y se levanta la sesión a las trece



El señor Minguijón hace consideraciones sobre el concepto de
la legislación social en parangón con el de la legislación obrera.

El señor SiUó expone cómo los Diputados catalanes estuvieron
conformes durante la discusión parlamentaria de la Ley de Bases de la
reforma agraria, en que tal reforma tendría aplicación en todo el terri-
torio de la República, en contradicción con el criterio ahora sustenta-
do por la GeneraUtat.

Contesta a todos el señor Sbert fijando lo que debe entenderse
por legislación social conforme a los arts. 46 y 47 de la Constitución.

El señor Beceña opina que tratándose de resolver una cuestión
de competencia, no debe entrarse en el análisis de fondo de los artícu-
los de la Ley, sino sencülamente ver si la materia que regda la Ley de
Cultivos es de la competencia del Estado, conforme a la Constitución.
Después de estudiar dicha materia en cuanto a bases de la contrata-
ción, kdslación social yregulación de la Agricdtura, concluye que la
Ley recurrida ha sido dictada con evidente incompetencia.

Rectificaron los señores Martín Álvarez, SÜió y Sbert.

El señor Traviesas coincide en lo esencial con lo manifestado
por el señor Beceña.

El señor Gasset sostiene que las bases de las obUgaciones con-
tractuales no son las establecidas en el Código Civü, sino en la kdslación
del Estado que ha modificado con sentido social aqueüos preceptos tra-
dicionales de carácter individuaUsta, y estimando que la ley en su aspec-
to civü está dentro de la competencia de la GeneraUtat, pide alTribunal
que tenga en cuenta las consideraciones de interés púbUco.

El señor Basterrechea interpreta los arts. 14 y 15 de la
Constitución en comparación con el 6 y el 7 de la Constitución ale-
mana, sosteniendo que sobre las materias enumeradas en dicho art. 15
puede legislar la Generalitat.

Los señores Alcón y Pedregal recogen para rechazarlas dgunas
de las manifestaciones del señor Gasset, sosteniendo que el faUo debe
dictarse con criterio estrictamente jurídico y constitucional, prescin-
diendo de otras consideraciones.

Rectifican los señores Gasset y Pedregd

El señor Álvarez (don Basilio) expone su voto totdmente favo-
rable a la Ley promdgada por el Parlamento Catolán.
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Secretario:
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Expresan sus votos los señores GÜ Gü y GÜ, R. del Castillo,Abad

Conde y Presidente.

Seguidamente se procede a votación, haciéndolo a favor de la
ponencia los señores Presidente, Gasset, Abad Conde, G. TaltabuU,

Maffiote,Álvarez, Minguijón, Alba y Sbert, totd diez;y en contra los seño-
res Traviesas, Meras, García de los Ríos, Martín Álvarez, Alcón, Pedregal,
Beceña, Martínez Sabater, Ruiz del CastÜlo, Sampol, Pradera, SÜió y GÜ Gü
y GÜ, totd trece, siendo por lo tanto desechada la Ponencia.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión, sien-

do las veinte horas y treinta minutos.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel Miguel Traviesas

Gerardo Abad Conde
Manuel Alba



Abierta la sesión a las cuatro treinta, por el Presidente, se da lec-
tura al acta de la anterior sesión, a la que se hacen las siguientes acia-
raciones

aspecto social

Por el señor Pradera, su opinión expuesta en la sesión anterior
debe ampliarse, consignándose que sostuvo que aun suponiendo
que las bases de las obligaciones contractuales sólo fueran las con-
signadas en los títulos 1 y 2 del libro IV del Código Civil, sería la
misma solución porque la Ley impugnada tiene sobre en todo un

Por el señor Sbert, que acepta el concepto expuesto por el
señor Gasset sobre dichas bases de las obligaciones contractuales y
que no hay incompatibilidad entre la Ley catalana y la de Reforma
Agraria, ni, caso de haberla, prevalecería éste sobre aquéUa.

Por el señor Beceña que aun en el supuesto de tratarse de polí-
tica social, la Generalitat de Cataluña tendría que limitarse conforme a
la regla 50 del art. 15 de la Constitución.

Con estes ampliaciones se aprueba el acta

El señor Pradera expone que algunos periódicos han reprodu-
cido la discusión y votación salidas en el día de ayer, incluso con los
nombres de los Vocales que emitieron el voto, e interesa que se acla-
re qué da elTribunal al art. 14 del Redámente del mismo.

Intervienen los señores Alba, Alcón, Abad Conde y Minguijón, y
el señor Presidente resume que las deliberaciones delTribunal para el
pronunciamiento de las sentencias deben ser secretas, hasta tanto que
dichas sentencias sean publicadas.

Se abre debate sobre el punto segundo de la Ponencia, referen-
te a la validez de la Ley de once de abril de mil novecientos treinta y
cuatro en el aspecto hipotecario, el señor Pradera estima que no es
precisa la discusión sobre este extremo por ser accesorio del civil ya
resuelto, y que debe votarse desde luego exponiendo su criterio con-
trario al de la Ponencia.

El señor Sbert se opone a esa pretensión y defiende la vdidez
del articulado de la Ley en cuanto a la concesión de una anotación

Sesión del día seis de junio de mil novecientos treinta y cuatro



El señor Beceña estima que la GeneraUtat puede crear un
Redstro especid o fichero, pero sin el principio de legalidad, ni regu-
lación de la eficacia de los documentos expedidos.

El señor Abad Conde contesta a las manifestaciones del señor
Beceña exponiendo su voto favorable a la Ponencia en este extremo.

Interviene de nuevo el señor Sbert para sostener que, estando
atribuida a la GeneraUtat la contribución territorid, tiene que organi-
zar los catastros con efectos jurídicos y con la posibilidad legd, de que
sus funcionarios expidan certificaciones con carácter de documentos
públicos.

El señor Minguijón entiende que en caso de duda debe indi-
narse el ánimo a favor de la ley impugnada por tratarse de una reaU-
dad jurídica.

El señor Martín Álvarez entiende que los redstros cuya regula-
ción corresponda exclusivamente al Estado son el Civü, el de la pro-
piedad y el de actos de dtima voluntad, y que caso de plantearse
conflictos de competencia, debe resolverse conforme a los términos
de los arts. 18 y 21 de la Constitución.

El señor Alcón expUca su opinión favorable a la competencia de
la GeneraUtat para la creación de un Registro especid cuyos efectos
jurídicos no se determinan en la Ley.

El señor Beceña impugna la validez de la Ley en cuanto a la
creación de un nuevo derecho real, y de una anotación preventiva a
favor del cultivador.

El señor Presidente, por dtimo, expUca su voto favorable a la
Ponencia, por entender que la GeneraUtat puede crear nuevos dere-
chos reales, sin modificar con eUa la ordenación de los Redstros.

Verificada la votación, opinan a favor de la Ponencia, o sea, reco-
nociendo la vaUdez de la ley impugnada en el aspecto hipotecario, los
señores Abad Conde, G. TaltabuU, Mdfiote, Álvarez, Ruiz del Castillo,
Basterrechea, Sbert, Gasset y Presidente; totd diez; y en contra los
señores Meras, García de los Ríos, Martín Álvarez, Alcón, Pedregal,
Beceña, GÜ Gü y Gü, Martínez Sabater, Minguijón, Sampol, Pradera, Süió
yTraviesas, totd trece. Queda desechada la propuesta de la Ponencia.

presentida a favor del comentado (art. 48) y a la creación de un
Registro especid de contratos de cdtivos.



Se abre discusión sobre el último apartado de la Ponencia, refe-
rente al aspecto procesal de la Ley impugnada.

El señor Martín Álvarez explica su voto contrario por enten-
der que los preceptos impugnados violan la Ley de Enjuiciamiento
Civil

Coinciden con esta opinión los señores Pradera, Alcón, Gasset,
García de los Ríos,Abad Conde y Gil Gil y Gil.

El señor Sbert refuta los argumentos expuestos de contrario,
dependiendo las conclusiones de la Ponencia.

Se procede a votación después de explicar su voto el señor
Presidente en sentido contrario a la Ponencia por la necesidad de ate-
nerse al precepto constitucional que determina la competencia del
Estado en materia procesal.

Emiten supuesto a favor los señores Álvarez, Alba,
Basterrechea, G."Tdtabdl, Sbert, total cinco, y en contra Abad Conde,
Maffiote, García de los Ríos, Martín Álvarez, Meras, Alcón, Pedregal,
Beceña, Gil Gil y Gil, Martínez Sabater, Minguijón, Ruiz del Castillo,
Sampol, Pradera, Silió,Traviesas, Gasset y Presidente, total dieciocho.
Queda desechado este extremo de la propuesta.

Se acuerda designar a los señores Beceña, Ruiz del Castillo y
Pradera para la redacción definitiva de la sentencia y reunirse de
nuevo el próximo día ocho a las once de la mañana para conocer
dicho proyecto.

Se da cuenta de haberse recibido la certificación de votos reser-
vados en el recurso número 18 referente a la inconstitucionalidad del
art. 22 del Estatuto de Cataluña. Se señala para la vista pública el día
doce del corriente mes, a las once de la mañana en el Salón de actos
del Palacio de Justicia.

Dada cuenta por el señor Secretario de los recursos 33 y 34
interpuestos, respectivamente, por doña Josefa Ilons y don Gerardo
Gran, se acuerda admitirlo por estar interpuesto en tiempo y forma

A continuación se procede a la votación nominal en cuanto al
extremo de la Ponencia referente a la competencia de la Generalitat
para la creación de un Registro especial, emitiendo su voto favorable
todos los señores Vocales excepto el señor Traviesas, que lo hace en
contra. Queda aprobado dicho extremo.



Francisco Beceña
Pedro J. García de los Ríos
Gü Gü y Gü

Antonio M.a Sbert
César SÜió Cortés

Gabriel G. TaltabuU
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Carlos Martín Álvarez
Eduardo M. Sabater
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Secretario:

D.José Serrano Pacheco
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Sesión del día ocho de junio de rril novecientos treinta y cuatro

Con asistencia de los señores expresados d margen, el señor
:sidente declara abierta la sesión.

: dé cuenta al señor Presidente del parlamento regional a los efec-
determinados en el art. 34 de la Ley Orgánica.

Yno habiendo más asuntos de que tratar, se levanta la sesión a
veinte horas.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel" Miguel Traviesas

Gerardo Abad Conde
Manuel Alba
Francisco Alcón
Basüio Álvarez

¡e

Francisco Basterrechea



Vocales:

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada.

El señor Beceña, en nombre de la Ponencia encargada de redac-
tar la sentencia en la cuestión de competencia cuya vista se celebró el
día primero, da cuenta de haber cumplido su misión y entrega la minu-
ta a la que se da lectura por el señor Secretario.

Aprobada la sentencia, se acuerda que los señores Vocales acu-
dan en la tarde de hoy al Tribunal para firmarla.

El señor Sbert hace constar que no habiendo tenido la senten-
cia más que trece votos favorables, no ha sido aprobada por mayoría
absoluta, ya que ésta sería catorce votos.

El señor Basterrechea se adhiere a las manifestaciones del señor
Sbert

El señor Beceña hace constar que están sin nombrar el repre-
sentante del Tribunal que cuenta y el de la región de Murcia, por lo
que la mayoría, efectivamente, es absoluta, adhiriéndose a estas mani-
festaciones los señores Pedregd y Pradera.

El señor Alba se adhiere a lo manifestado por el señor Sbert,
acordándose que consten en acta las distintas opiniones expresadas.

Y no habiendo más asuntos que tratar, el señor Presidente le-
vanta la sesión siendo las trece horas.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel MiguelTraviesas

Francisco Basterrechea
Francisco Beceña
Pedro J. García de los Ríos
Gü Gil y Gil

Gerardo Abad Conde
Manuel Alba
Francisco Alcón
BasiUo Álvarez

Gabriel G. Taltabull

Excmo. Sr. D.
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Excmo. Sr. D.
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Excmo. Sr. D.
Excmo. Sr. D.
Excmo. Sr. D.
Excmo. Sr. D.



Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NUMERO 90

Sesión del día veintisiete de junio de mü novecientos treinta y
cuatro

minutos

Con asistencia de los señores expresados d margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión, siendo las once horas y quince

Se da lectura al acta de la sesión anterior que es aprobada.

El señor Secretorio da cuenta de los asuntos presentados por el
representante de la GeneraUtat de los recursos de inconstítucionaU-
dad a los números 20, 21, 22, 23 y 25 pidiendo la acumdación de
todos eUos.

El señor Beceña propone que se dicte una resolución, diciendo
que, vista la petición del representante de la GeneraUtat, se dé trasla-
do a la parte interesada para que en un plazo determinado degue lo
que estimen conveniente.

Intervienen brevemente los señores Alcón, Gasset y Pradera,

insistiendo en su propuesta el señor Beceña.

Se acuerda dar traslado a las partes interesadas para que en un
plazo de diez días deguen lo que estimen conveniente.

El señor Secretario da cuenta de los recursos números 35 y 36
presentados por don Ramón OUer y don Carlos Laderra y se acuerda

Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo
Excmo
Excmo

Sr. D. Luis Mdfiote
Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Sr. D. Eduardo M. Sabater
Sr. D.Juan S. Minguijón
Sr. D.José M.a Pedregd
Sr. D.Víctor Pradera
Sr. D. Carlos R. del CastÜlo

Sr. D.José Sampol
Sr. D. Antonio M.a Sbert
Sr. D. César Süió Cortés



admitirlos y dar traslado de ellos a la Generalitat de Cataluña a los efec-
tos determinados en el art. 34 de la Ley.

Asimismo, da cuenta del escrito de súpUca en recurso de in-
constitucionalidad número 13 interpuesto por don Fernando Garralda
contra su jubilación y de la Ponencia del señor Gü Gil y Gü que esti-
ma no procede rechazar de pleno el recurso, sino que se deberá con-
ceder un plazo al interesado.

El señor Gil mantiene la Ponencia.

El señor Alcón interviene brevemente y el señor Martín Álva-
rez propone que se dé cuenta de la resolución recaída en casos aná-
logos.

Así se hace y se acuerda estar a los resuelto en providencia de
veinte de febrero anterior y luego que el recurrente cumpla lo dis-
puesto en el segundo inciso del párrafo 51 del art. 31 de la Ley se acor-
dará.

Se da cuenta del escrito presentado por el oficial letrado don
Antonio Hayuela renunciando al cargo, y se admite la renuncia dicien-
do cesar en esta misma fecha.

El señor Martínez Sabater se refiere a los casos de vacante de
Vocales efectivos del Tribunal preguntando si debe procederse a
nueva elección

El señor Presidente dice que ha sido resuelto por el Tribunal
considerándose que mientras existo el art. 31 del Reglamento no se
puede hacer nueva elección, pero si el Tribunal considera que este
artícdo no puede mantenerse, habrá que proveer las vacantes acor-
dándose que se dé cuenta, para la reforma del artículo en el primer
pleno que se celebre.

Seguidamente se acuerda celebrar pleno el día 31 de julioy no
habiendo más asuntos que tratar, el Presidente levantó la sesión, sien-
do las trece horas.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel MiguelTraviesas
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Secretario:
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NÚMERO 91

Sesión del Pleno de treinta y uno de jdio de mü novecientos
treinta y cuatro.

Abierta la sesión, el señor Secretario da lectura del acta anterior
que es aprobada. Se da cuenta del escrutinio de la elección de Vocdes
titdar y suplente por la redón de Murcia, no habiéndose formulado
protestas contra la elección, sino simplemente por haber participado
en eUa concejales designados gubernativamente. Intervienen los seño-
res Abad Conde, defendiendo la vaüdez de dichos votos, y Pedregd,
que sostiene la tesis contraria, rectificando ambos insistiendo en sus
puntos de visto.

El señor Presidente hace constar que ya con anterioridad ha
sido resuelto este caso por elTribund en el sentido de no considerar
como vdidos los votos emitidos por concejdes que no sean de elec-
ción popular. Se acuerda que dichos votos sean descontados del totd

Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo.
Excmo.



El señor Secretario da cuenta de un oficio del señor Presidente
del Tribunal Supremo pidiendo el envío del oficial mayor de este
Tribunal con motivo del recurso contencioso interpuesto contra su
nombramiento, acordándose hacer el envío, si bien por medio de
comunicación en que se haga constar que elTribund de Garantías con
el envío del expediente no prejuzga sobre la competencia delTribunal
Supremo respecto a esta cuestión.

del escrutinio, con el voto en contra del señor Abad Conde, procla-
mándose para el cargo de Vocal propietario a don Francisco Mínguez
que obtuvo el mayor número de votos, en totd setecientos cincuenta
y cinco, y Vocal suplente a don Mario Sperafico que obtuvo mayoría
para este cargo, con quinientos ochenta y seis votos.

Seguidamente y a propuesta del señor Presidente, se acuerda
invitar a ambos señores Vocales a que tomen posesión de su cargo,
verificándoles así previa la promesa reglamentaria.

El señor Secretario da cuenta respecto a la acumulación de
recursos interpuestos contra la ky del Parlamento Catalán del vein-
tiséis de junio de mil novecientos treinta y tres, de haberse formula-
do contestación por parte de los interesados de los recursos número
20,21,23 y 25 y haberse dejado transcurrir el plazo sin contestar los
recursos 24, 26, 35 y 36, acordándose conceder la acumulación soli-
citada y dar traslado de ellos al representante de la Generalitat para
que formule el escrito de contestación al recurso en término de
cinco días.

El señor Secretario da cuenta de que contra la misma ley del
Parlamento de Cataluña se han presentado también los recursos
números 33 y 34, siendo designado el señor Corominas como defen-
sor de la constitucionalidad de dicha ley y no personándose éste en
la secretaría, dictó providencia, teniéndole por parte y dándole tras-

lado del recurso, y dicho señor Corominas presentó escrito en que
estimaba que el traslado era improcedente por no haberse persona-
do, debiendo esperarse a su personación, presentando, asimismo, y
con posterioridad dicho señor Corominas otro escrito personándo-
se y solicitando la acumulación de los anteriores recursos; planteán-
dose ahora el caso de que dicha personación de ser precisa ha sido
hecha fuera de tiempo si bien acumulándose a los otros recursos no
hay recurso.

Se acuerda conceder la acumulación a los anteriores con plazo
común para contestación.



Se acuerda proceder d envío de conformidad con la propuesta
del señor Pedregd, haciéndose constar que también se remite direc-
tamente a las Cortes.

Seguidamente comienza a discutirse el articdado

Se fija el sueldo de los señores Vicepresidentes en treinta mü
pesetas por equiparación d que disfrutan los presidentes de sda del
Supremo, y se consignan veintinco mil pesetas para los gastos de
representación de los dos Vocdes natos como determina la ley.

Apropuesto del señor Presidente se acuerda, sin discusión, man-
tener el sueldo del Secretorio general en veintinco mil pesetas como
se fijó en el anterior proyecto.

Tras breve discusión en que intervienen los señores Martín
Álvarez, Pedregd yAbad, se acuerda reducir la partida para "dietas y
viajes de los Vocdes y suplentes a cincuenta mü pesetas y reducir la
gratificación del contable a cinco mü pesetas".

Queda aprobada conforme d anteproyecto presentado, la parti-
da de materid, que importa setenta mü pesetas.

A propuesto del señor Presidente, se acuerda que la partida para
adquisición de muebles y conservación de los existentes debe ser reti-

rada de este presupuesto por no ser permanente el gasto.

Sin discusión son aprobadas, conforme d anteproyecto, las
demás partidas del presupuesto del Tribund que suma en totd un
mülón trescientas nueve mü ochocientas setenta y nueve con noven-
ta y cinco pesetas.

El señor Martín Álvarez se refiere a la provisión de las plazas de
oficides letrados cubiertas interinamente y soUcita que se designe el
Tribund que ha de juzgar estos oposiciones.

Segddamente se da lectura dproyecto de presupuesto para rril
novecientos treinta y cinco. El señor Pedregd propone que d tiempo
que se envíe d Ministerio el proyecto de presupuesto, deberá enviar-

se a la Cámara por entender que el Ministerio no debe más que cono-
cer del presupuesto delTribund a los efectos de acoplamiento en los
generales del Estado correspondiendo úricamente d Tribund la
redacción de dicho proyecto y su presentación a las Cortes en contra
de lo sucedido con el presupuesto anterior, que el Ministerio anterior
lo modificó como lo estimó conveniente y lo remitió a las Cortes.



El señor Presidente hace constar que por tratarse de una cues-
tión que no es urgente y no haberse incluido en el orden del día, debe
quedar aplazada para otra reunión del pleno, salvando su voto en con-
tra el señor Basterrechea, por entender que esta cuestión no debe tra-
tarse en período de vacaciones.

Se acuerda, con dicho voto en contra, que este asunto quede
incluido en el orden del día de la próxima reunión.

El señor Presidente pone de manifiesto la dificdtad que surge
por no haUarse en Madrid el señor Ministro para celebrar la vista anun-
ciada para esta tarde, en la que dicho señor debe constituir Tribunal
por precepto legal.

Añade que esta cuestión es de gran importancia, porque suspen-
der la viste después de haber sido señalada sería de md efecto y por otra
parte, el señor Süió en vista de la importancia de la medida, ni la presi-
dencia ni la Junta de Gobierno quieren tomarla por sí sola, máxime si se
da la coincidencia de haUarse reunido el Pleno en este momento.

El señor Martín Sabater se pone a disposición delTribunal para
hacer la institución, seguidamente el señor Alcón somete a la consi-
deración de los miembros del Tribunal el proyecto de distintivo para
los mismos que tiene hechos, proponiendo el señor Abad que sobre la
balanza de la de la justicia se ponga la espada, incluyéndose también
las tablas de la ley.

El señor Abad Conde se opone, proponiendo el señor
Presidente que quede aplazado el debate por no hallarse incluido en
el orden del día.

El señor Alcón propone que sobre este asunto resuelva la Junta
de Gobierno interior, sumándose a esta proposición el señor
González, que la hace extensiva a la cuestión del carné de identidad,
acatándose así.

Seguidamente se acuerda que la reforma del Reglamento de
Tribunal quede aplazada hasta que éste quede publicado.

Finalmente, el señor Presidente propone que se fije la fecha
para la nueva reunión de Pleno, acordándose que se celebre a media-

El señor Alcón se suma a esta petición haciéndola extensiva a
las plazas de secretarios de sección que también han sido nombrados
interinamente.
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Gerardo Abad Conde
Manuel Alba
Francisco Alcón Robles
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IR0 92

Sesión del Pleno de veintiséis de septiembre de mü novecientos
tta y cuatro

Abierta la sesión a las once cuarenta minutos con asistencia
los señores que al margen se expresan y leída el acta de las
ion anterior por el señor Herrero, Secretario de sección, es apro-

El señor Presidente dice que antes de entrar en el orden del día
:re dar cuenta al Tribund del asunto referente a la carta aparecida

del mes de septiembre, salvo que la urgencia de los asuntos que
•resenten reqdera la rápida reunión del mismo.

No habiendo más asuntos que tratar, el señor Presidente levan-
sesión, siendo las trece horas treinta minutos.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel Miguel Traviesas

Excmo. Sr.



El señor Beceña propone que elTribunal haga una declaración
escrita en la que sin referencia ninguna al autor ni al fondo, se haga la
condenación del mismo.

El señor Álvarez da cuenta al Tribund de todas las diligencias
que ha efectuado para aclarar este asunto en las cudes no cejare, aun
cuando se demuestre, como él en conciencia está plenamente con-
vencido, de la falsedad de la carta. Dice que hay que ir más lejos y
descubrir al que pudo elaborar ese engendro.

El señor Alba se adhiere a las pdabras del señor Álvarez, y soli-
cita que para el futuro, elTribunal reclame el derecho de poder nom-
brar su Secretario General.

El señor Pedregal aclara que esa aspiración ya está expuesta

Después de intervenir los señores Martín Álvarez, Gü Gil y Gil,
Sabater, el señor Beceña da lectura de la nota se propone sea la que se
dé a la prensa, la cual es aprobada y dice así:

El pleno delTribunal de Garantías Constitucionales declara:

Que de acuerdo con lo dispuesto en el art. 30 de redámente de
ocho de diciembre de milnovecientos treinta y dos, el nombramiento
de Secretario General del mismo fue hecho directa y exclusivamente
por la presidencia del Consejo de Ministros en virtud de decreto de
doce de diciembre de mü novecientos treinta y tres.

El Tribunal se adhiere a las gestiones hechas por el Presidente
en defensa del Vocd del mismo Excmo. señor don BasiUo Álvarez
Rodríguez, y después de oír complacido las manifestaciones de éste
sobre las acciones que por vía de quereUa ejerce en contra de los difa-
madores, espera confiadamente en que el resultado del fdlo judicial
ponga de manifiesto la honorabüidad de su conducta.

El señor Presidente propone que en este momento se requie-
ra d señor Serrano Pacheco, Secretario General, para que ocupe su
puesto y asista a la sesión. Así se acuerda y se suspende la sesión por

en el periódico El Socialista, desagradable por su contenido y por las
alusiones directas en contra de uno de los miembros delTribunal. Dice
que la presidencia se apresuró a remitir el texto de dicha carta con
una comunicación al Fiscal de la República para que procediera lo
antes posible al esclarecimiento de los hechos.



sesión.

acuerda

El señor Presidente da cuenta del faUecimiento del Vocd parla-
mentario suplente señor García Ramos y propone que conste en acta

el sentimiento del Tribund, así como el pésame a su famüia, lo cud se

El señor Presidente da lectura de un telegrama diriddo por
varios diputados del Pds Vasco en protesta contra actos reaUzados por
agentes de la autoridad. ElTribund queda enterado.

Asimismo, y antes de entrar en el orden del día, manifiesta el
señor Presidente que la Junta de Gobierno cumpUó con prontitud el
encargo del dtimo pleno de visitar una vez más d señor Presidente
del Consejo de Ministros para recordarle los asuntos que tiene pen-
dientes elTribund. Como todavía d señor Presidente no ha contesta-
do dTribund nada más que en lo referente a la subasta del sdón de
actos, el pleno verá lo que es conveniente hacer.

El señor Pedregd propone con referencia a la pubUcación del
Redámente en la Gaceta que se espere unos días más, y si no son
atendidos los anhelos delTribunal, se nombre una comisión que exa-
mine si en ese Redámente aprobado hay dgo que sea dudoso que
pudiera corresponder a la competencia del gobierno para hacer un

Redamento de la competencia úrica del Tribund, y después enviarlo
a la Gaceta. Así se acuerda.

El señor Secretario da cuenta del recurso de inconstitucionaU-
dad interpuesto por don Luis Veguer Sola que es admitido.

A propuesta del señor Presidente se senda la vista sobre la con-
sdta formdada por la Audiencia de Lérida acerca de la inmunidad par-
lamentaria de los diputados catolanes para el día dieciséis de octubre
en el sdón de plenos del Tribund Supremo.

También se ratifica el acuerdo tomado provisionalmente de que
los Vocdes asistan a las vistos con traje negro.

El señor Secretario manifiesta que parece que el Fiscd de la
República tiene el propósito de asistir a la visto y que convendría
resolver si conviene o no hacerlo.

Después de intervenir en la discusión de este asunto los seño-
res Beceña, Pedregd, Abad, Martín, Sabater y GÜ Gü y Gü, el señor De

El señor Secretario General entra en el sdón y se reanuda la



El señor Martín, en contraposición a lo que propone el señor De
los Ríos, dice que es mejor que se estudie doctrinalmente la interven-
ción del Ministerio Fiscd.Y que cuando éstos terminen su estudio se
convoque un pleno. El señor Conde cree que ese estudio de los
Letrados se concreta en un informe, el cual se puede repartir entre los

Se entra en el punto del orden del día que trata de la provisión
de las plazas vacantes de Letrados.

Interviene el señor Álvarez, que propone se confirmen sus pues-
tos a los letrados y secretarios de sección que los ocupan ahora interi-
namente y se saquen a oposición Ubre las plazas que están vacantes.

El señor Sbert abunda en los mismos razonamientos que el
señor Álvarez. El señor Alcón propone que, en vista de la hora tan

avanzada como la discusión puede prolongarse, se traiga este punto
como primero del orden del día del próximo pleno. El señor Abad pro-
pone también que en la próxima sesión se trate de las incompatibüi-
dades de algunos señores Vocales y suplentes.

Se levanta la sesión a las catorce horas

Presidente:
Excmo. Sr. D. Alvaro de Albornoz

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
Excmo. Sr. D. Manuel Miguel Traviesas
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los Ríos propone que si el fiscal intento personarse en los actos y soli-
cita que se le traiga por parte, el Presidente convocará al Tribunal el
cual declarará haber o no lugar a tenerlo por parte.

señores Vocales



El señor Presidente se refiere a la situación del señor Pedregd,
que se hdla en poder de los rebeldes de Asturias.

El señor SÜió propone que por conducto oficial se averigüen
noticias tanto del señor Pedregd como de los señores Merás,Traviesas
y Beceña, que se hallan en aqueUa redón.
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NUMERO 93

ta y cuatro

Sesión del Pleno de quince de octubre de mü novecientos trein-

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Presidente da cuenta de los motivos por los que ocupa
el sitid de la presidencia a consecuencia de la dimisión del señor
Albornoz.

Se lee una carta del señor Albornoz despidiéndose cariñosa-
mente de todos los miembros del Tribund.

El señor GÜ Gü y Gü agradece el contenido de dicha carta y pro-
pone se le conteste en el mismo sentido dectuoso.

El señor Tdtabdl se adhiere, acordándose de conformidad

El señor Presidente pide a todos su colaboración persond para
el mejor desempeño de su cargo.

El señor Süió, haciéndose eco del sentir de todos, promete dicha
cooperación



El señor Presidente dice que se hará luego que estén de mani-
fiesto ocho días por si algún Vocal quisiera hacer observaciones.

A propuesta del señor Taltabull se acuerda que el señor
Presidente, con otros miembros delTribunal, visiten d señor Ministro
de la Guerra en el día de hoy con este objeto.

Se suspende la sesión por unos minutos

Al reanudarse, el señor Presidente da cuenta de la visita que
en este momento ha recibido del señor Fiscal General de la
República para informarle de que el gobierno planteará querella
ante el Tribunal contra los miembros de la Generalitat de Cataluña.
El señor Fiscal le ha comunicado que va a personarse en el asunto,
cuya vista está señalada para mañana, referente a la inmunidad de los
diputados regionales.

El señor Secretario da cuenta de un escrito del señor Roig
Bergadá, soUcitando la suspensión de la vista señalada por encontrar-
se enfermo.

Así se acuerda

El señor Presidente estima que debe señalarse nueva fecha para
la vista y sobre la pretensión delFiscal resolver mañana una sesión ple-
naria una vez que haya presentado el escrito.

El señor Presidente indica la conveniencia de que se aplace
hasta mañana el nuevo señalamiento de la vista. Acordándose así.

Se da cuenta de un telegrama del señor Basterrechea justifican-
do su no asistencia a las sesión.

El señor Secretario da cuenta de las cuentas pendientes de apro-
bación y correspondientes a los dos primeros trimestres de rril nove-
cientos treinta y cuatro.

El señor Presidente hace algunas aclaraciones respecto a la
Junta de Gobierno, que actualmente queda reducida a sí mismo por la
dimisión del señor Presidente y la ausencia del señor Traviesas, pro-
poniendo, asimismo, el nombramiento de uno o dos señores con
carácter de suplentes para esta Junta.

El señor Pradera cree que la junta de gobierno debe redactar
una memoria para facüitar el estudio de dichas cuentas.



Gabriel Tdtabdl
Lds Maffiote
Carlos Martín
Eduardo Sabater
Gonzdo Meras
Juan Mingdjón
José Pedregd
Carlos del Castillo

Se aplaza hasta mañana el señdamiento de vistas pendientes

Se da cuento de un escrito del persond subdterno pidiendo
una gratificación, y se acuerda que pase para su estudio a la Junto de
Gobierno.

El señor Presidente pregunta si al dejar de actuar como
Vicepresidente primero yVocd por la redón vdenciana deberá susti-
tuirle el señor Blasco, su suplente.

Tras breve discusión, en la que intervienen los señores de los
Ríos, Alcón, Pradera y Süió, se acuerda que no ha lugar a esa sustitu-
ción

El señor Alcón propone que los nombramientos de suplentes
para la Junta de Gobierno se hagan en el momento, sustituyendo al
señor Gasset el señor De los Ríos, y d señor Traviesas el señor Gü

Se acuerda que los demás asuntos pendientes queden incluidos
en el orden del día para mañana y se levanta la sesión. Siendo las doce
y quince minutos.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
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D. Gerardo Abad Conde
Manuel Alba Baunzano
Francisco Alcón Robles
Basüio Abad

Francisco Beceña
Pedro García de los Ríos
Gü GÜ y GÜ

Francisco Basterrechea



El señor Abad propone que se declaren las vacantes deVocdes, pro-
pietarios y suplentes que correspondan por incompatibüidad o renuncia.

A propuesta del señor Presidente se designa una comisión inte-
grada por los señores Abad, Martín y Silió para que hagan el estudio de
cada caso y propongan al Tribunal la resolución.

El señor Presidente propone que al igual que en otros centros
se inicie en elTribunal una suscripción en favor de las fuerzas que han
intervenido para sofocar el pasado movimiento revolucionario.

Intervienen los señores Pradera, Taltabull y Silió, que estiman
no puede hacerse por el carácter del Tribunal, si bien particular-

Excmo. Sr. D. Francisco Mínguez
Excmo. Sr. D. Román Riaza (suplente)
Excmo. Sr. D.José Sampol
Excmo. Sr. D. César SiUó
Excmo. Sr. D. Francisco Vega

Secretario:
limo. Sr. D.José Serrano Pacheco
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treinta y cuatro
Sesión del Pleno de dieciséis de octubre de mil novecientos

Con la asistencia de los señores expresados al margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Presidente da cuenta del resultado de la visita hecha en
nombre delTribunal al señor Ministro de la Guerra para inquirir noti-
cias sobre los señores Pedregal, Meras, Traviesas y Beceña, que se
hallan en Asturias, sin que en dicho centro oficial se conozca el para-
dero de los mismos.

Se da lectura a un telegrama del señor Meras notificando la
imposibilidad de asistir a la sesión.

tinúa enfermo
Asimismo, se lee una carta del señor Pan de Soraluce, que con-



El señor Secretario da lectura a un escrito de la presidencia del
Consejo de Ministros, formdando quereUa en nombre del gobierno
contra los consejeros de la GeneraUtat de Cataluña como autores de
un deUto de rebeUón miütar.

El señor Presidente dispone que el señor Secretario informe
sobre el ponente a quien corrresponda jy el trámite procesal que
debe darse.

El señor Pradera estima que hay que tratar como cuestión pre-

via la de la competencia del Tribund. Advertido por el señor
Presidente de que no se ha de tomar acuerdo alguno sin oír antes las
manifestaciones que estime pertinentes dicho señor Vocd, éste insis-

te y pide que se hagan constar en acta sus manifestaciones.

El señor Secretario da cuenta de que sobre la cuestión de com-
petencia a que dude el señor Pradera, hay redactado ya un dictamen por
los oficides letrados del Tribund, pero estima que no es momento opor-
tuno para tratar ese extremo, sino que debe darse a la acusación formu-
lada el trámite que senda el art. 2 de la Ley Orgánica, y d resolverse en
su día sobre la admisión de la quereüa, examinar todas las cuestiones que
con eUa se relacionen, incluso la de competencia delTribund.

El señor Pradera discrepa del criterio expuesto y dice que desea
quede bien sentado que la tramitación que va a darse a la quereüa no

prejuzga la cuestión referente a la competencia que planteará en su día.

El señor Marcos pronuncia breves palabras, interviniendo el
señor De los Ríos, que se muestra conforme con el criterio expuesto
por el señor Secretario, como, asimismo, los señores Abad y Alcón.

El señor Secretario informa de que corresponde d señor Meras la
ponencia de admisión, proponiendo d señor Alcón que sea nombrado
ponente de este señor por haUarse fuera de Madrid dicho señor Meras.

El señor Martín propone que sea designado ponente por elec-
ción libre del pleno, ya que este caso planteado es distinto a los ordi-
narios, puesto que exige el nombramiento de tres ponentes distintos
en los distintos trámites.

El señor Abad es partidario de que se respete turno automático
ordinario o se establezca un criterio objetivo especid para estos casos.

mente cada uno puede contribuir como estime conveniente, acor-
dándose de conformidad.



El señor Secretario consdta si en este caso deberá dirigirse para
las notificaciones al Presidente de la audiencia de Barcelona o al señor
auditor de guerra de la división.

Tras breve discusión, en que intervienen los señores De los
Ríos, quien propone que al mismo tiempo se pubUque un edicto en la
Gaceta, el señor Sbert, que estima debe hacer las notificaciones un
funcionario del Tribunal, el señor Alcón, que estima es cuestión a
resolver por el ponente, y el señor Pradera, que cree debe hacerse por
medio del auditor de guerra, se proceda a vdoración si la notificación
va a hacerse por medio del auditor de guerra o por la autoridad judi-
cid ordinaria.

Puesta a votación, lo hacen en favor de que haga por con-
ducto de la autoridad judicial ordinaria los señores Álvarez,
Taltabull, Vega, Bastarrechea, Sbert y Riaza; total, seis; y en favor de
que se haga por conducto del auditor de la división, los señores
Abad, Mínguez, Martín, Gil Gil y Gil, Maffiote, de los Ríos, Sampol,
Marcos, Del Castillo, Minguijón, Pradera, Sabater, Silió y Presidente;
total catorce; absteniéndose el señor Alcón. Por tonto, se acuerda
que la notificación a los inculpados se haga por conducto del audi-
tor de la división.

El señor Secretario da lectura a un escrito del señor Fiscal
General de la RepúbUca personándose en el expediente de consulta
hecha por la Audiencia de Lérida sobre constituciondidad del pre-
cepto del Estatuto de Cataluña relativa a la inmunidad de los parla-
mentarios catalanes.

Segddamente, se da lectura a un informe de los oficiales letra-
dos del Tribund sobre el mismo asunto.

Insiste el señor Martín en su proposición, recordando lo ocu-
rrido con el recurso referente a la Ley de Cultivos, en que se nombró
una ponencia especial de tres Vocales para redactar la sentencia.

El señor De los Ríos insiste en que debe hacerse sigdendo el
turno reglamentario abundando en éste los señores TdtabuU yAlcón.

El señor Martín retira su proposición y finalmente se acuerda
sea nombrado ponente para el trámite de admisión el señor Meras, y
mientras éste regresa a Madrid se encargue de la ponencia interina-
mente el señor Vega, suplente del mismo.



Se acuerda, asimismo, señalar el próximo día treinta del presen-
te mes para señdar la celebración de la vista con o sin letrados.

Seguidamente, y en visto de lo avanzado de la hora, se acuerda
levantar la sesión para continuarla a las cinco de la tarde.

Con asistencia de los mismos señores se reanuda la sesión a las
cinco en punto de la tarde.

El señor Secretario da cuenta de haUarse pendientes de senda-
miento dos recursos sobre la Ley de conflictos del campo dictada por

El señor De los Ríos estima que hay que dar cuenta de este
escrito a la otra parte y que puede considerarse parte al Fiscal de la
República.

El señor Gü Gü y Gü se adhiere a estas manifestaciones

El señor Basterrechea recuerda el art. 57 del Redámente, en el
que se establece que sólo se tramitarían las consdtas con interven-
ción del defensor de la constitucionaUdad.

El señor Sbert estima que por tratarse de una consdta no puede
considerarse parte d Fiscd.

El señor De los Ríos insiste en sus manifestaciones

El señor Pradera dice que, aunque su criterio es distinto, cree
que debe respetarse lo establecido en el art. 67 del Redámente, y
denegarse d Fiscd su petición. Estima, sin embargo, que debe refor-
marse dicho artícdo.

Los señores Abad yAlcón se muestran favorables a la admisión
del Ministerio Fiscd.

El señor Martín cree que el Tribunal puede y debe escuchar d
fiscd de la república en el acto de la vista.

Se procede a votar si se admite como parte d señor Fiscd en la
consdta formdada por laAudiencia Provincid de Lérida referente a la
inmunidad de los diputados regiondes.

Votan a favor de la admisión los señores Riaza, Martín, GÜ GÜ y
Gü, De los Ríos, Sampol, Del Castillo,Alcón, Sabater, Süió y Presidente;
totd diez; y en contra, los señores Abad, Álvarez, TdtolbuU, Vega,
Mínguez, Basterrechea, Sbert, Maffiote, Marcos, Mingdjón, Pradera, totd
once.Acordándose por tanto votar dicha pretensión.



El señor Abad se muestra favorable a la concesión de la propie-
dad a los actuales interinos, pero muestra temores de que razones de
índole legal lo impidan.

El señor Álvarez cree que no hay razón alguna de tipo legal que
lo impida y se muestra favorable a la concesión, pudiendo sacarse a
oposición las vacantes que quedan.

El señor del Castillo pide el aplazamiento de la cuestión por fal-
tar dgunos compañeros y por haber asuntos de gravedad que pesan
sobre elTribunal.

el parlamento catalán, uno del señor Vergés y otros varios acumulados
al del señor Bdcells números 19 y 22 respectivamente.

Se acuerda señalar para la vista de estos recursos los días seis y
siete de noviembre próximo en el salón de actos del Tribunal
Supremo.

El señor Secretario lee un telegrama del Vocal don Manuel Alba,
dando cuenta de haber sido detenido en Badajoz.

El señor Sbert estima que debe reclamar dicho Vocal sin espe-
rar notificación oficial.

El señor Alcón propone que elTribunal se declare competente
para conocer de las responsabilidades que hayan motivado la deten-
ción del señor Alba.

Los señores Pradera y Abad proponen que se curse un telegra-
ma al auditor de la división inquiriendo noticias.

El señor Secretario informa que el Fiscal de la República reúne
en sí todas las jurisdicciones.

Se acuerda autorizar al señor Presidente para que se dirija al
señor Fiscd de la República en demanda de antecedentes.

Inmediatamente, el señor Presidente conferencia telefónica-
mente con el señor Fiscd de la República, quien le informa de que
carece de noticias de la detención; sin embargo, se informará e inme-
diatamente comunicará al Tribunal lo que averigüe, acordándose
hacer todas las cuestiones pertinentes en aquel momento.

Se pone a debate el asunto relativo a la provisión con carácter
definitivo de las plazas de secretarios de sección y oficiales letrados.



El señor Del Castillo insiste en que se suspenda, por no haUarse
presentes los señores Beceña, Pedregd yTraviesas.

El señor Presidente propone que se adopte una de las dos for-
nidas siguientes: la de abrir concurso de méritos, considerando como

El señor TaltabuU se opone d aplazamiento del asunto

El señor Sbert recuerda que cuando se hicieron los recursos se
reaUzó una gestión cerca del gobierno para que se reservasen las pla-
zas a los que resdtaron elegidos y, como consecuencia de eUo, se
publicó un decreto de la presidencia. Posteriormente, el Ministerio de
Justicia declaró excedentes a los que habían obtenido las plazas en el
Tribund, hasta que fuera y deba nombrárseles en propiedad.

El señor Martín estima que no hay compromisos contraídos y
no es posible acceder a la confirmación. Únicamente, para evitar per-
juicios a los interesados, cabría prolongar su estancia en elTribund el
tiempo suficiente para terminar el plazo-de su excedencia.

El señor Pradera dice que cuanto se pueda hacer en favor de los
interesados debe hacerse, pero las plazas hay que sacarlas a oposición
conforme a Reglamento.

El señor Abad dice que el Redámente no tiene fuerza de obli-
gar porque está sujeto a examen del gobierno sin que esté aún apro-
bado.

El señor Martín rebate los argumentos del señor Abad. Insiste en
que no se puede acceder a la confirmación.

El señor Minguijón cree que pueden concederse a los interinos
algunas pequeñas ventajas y propone que se haga un concurso dán-
doles tratamiento diferente.

El señor Álvarez insiste en la confirmación, diciendo que el
Tribunal tiene contraído un compromiso.

El señor Del Castillo insiste en que debe aplazarse la cuestión

El señor Sabater se adhiere a esta propuesta, proponiendo, sin
embargo, que se saquen a oposición las tres vacantes que existen y
queden las otras en la situación que están.

El señor Abad se opone y soUcita que se declare suficientemen-
te discutido el asunto y se ponga a votación.



preferente el haber servido interinamente estas plazas, o la de celebrar
una oposición restringida, a la que sólo pudieran presentarse los que
actualmente desempeñan estos cargos.

El señor Martín estima que las oposiciones restringidas están
desacreditadas por ser el medio empleado para favorecer el nepotis-
mo, y en cuanto al concurso, que es antirreglamentario.

El señor Basterrechea propone que se confirme en propiedad
de sus cargos a los actudes secretarios de sección y oficiales letrados
delTribunal, sin perjuicio de los que desean poder quedar en la situa-
ción en la que se encuentran en la actualidad.

El señor Martín ruega que las distintas proposiciones se voten
por orden de presentación.

Se procede a votar la proposición del señor del CastÜlo, que ha
sido hecha suya por el señor Sabater.

de este asunto

Votan a favor del aplazamiento de la cuestión los señores
Martín, De los Ríos, Marcos, Del CastÜlo, Minguijón, Alcón, Pradera,
Sabater, Silió, total nueve; y en contra, los señores Taltabull, Mínguez,
Vega, Basterrechea, Sbert, Riaza, Gü GÜ y GÜ, Abad, Mdfiote, Sampol y
Presidente; total, doce; acordándose, por tanto, no aplazar la discusión

El señor Marcos explica su voto favorable a la suspensión por
su carácter de suplente del señor Beceña, al que no quiere restar

medios de exponer su criterio.

Se va a votar la proposición del señor Basterrechea, y éste reti-
ra la parte que se refiere a sacar a oposición las restantes plazas.

mente

El señor Alcón dice que él votaría la proposición del señor
Basterrechea siempre que se adicionara que los que queden interinos
por su voluntad pierden todo derecho a ser confirmados posterior-

El señor Sbert se muestra de acuerdo con esta edición

Los señores Martín, Pradera y Abad mantienen sus puntos de
visto mientras se redacta nuevamente la proposición del señor
Basterrechea, que queda en los siguientes términos: se confirma en
propiedad en sus cargos a los actuales secretarios de sección y oficia-
les letrados del Tribund sin perjuicio de que quienes lo deseen pue-



Se votan conjuntamente las proposiciones del señor Basterre-
chea y la contraria del señor Martín que estima improcedente por
antirreglamentaria la confirmación, haciéndolo en favor de la pri-
mera los siguientes señores: Martín, Mínguez, Vega, Basterrechea,
Sbert, Riaza, Gil Gil y Gil,Abad, Mdfiote, Sampol,Alcón y Presidente;

total trece; y en favor de la proposición del señor Martín los señores
De los Ríos, Marcos, Del Castillo, Sabater, Süió y el autor de la pro-
posición; totd, seis; absteniéndose de votar los señores Pradera,
Minguijón. Queda, por consiguiente, aprobada la propuesta del
señor Basterrechea.

El señor Secretario da cuenta de un telegrama del gobernador
civü de Badajoz, recibido en este momento, e informando de la deten-
ción del Vocd señor Alba.

El señor Sbert propone que el Tribund lo reclame con las düi-
gencias instraidas.

El señor De los Ríos dice que no puede resolverse de plano sin
conocerse las düigencias instruidas.

El señor Alcón afirma que elTribund tiene plena competencia
conforme a la Constitución para juzgar a sus miembros, por lo que
debe reclamarse inmediatamente a los detenidos.

El señor Abad propone que se suspenda la sesión mientras los
letrados hacen un informe, a lo que se adhiere el señor Pradera.

Insisten los señores Sbert yAlcón, afirmando igualmente la exis-
tencia del fuero del Tribund el señor Álvarez; y el señor Del Castillo
propone que el señor Presidente se encargue de hacer las gestiones
oportunas en nombre delTribunal.

El señor Presidente propone suspender la sesión para que los
letrados dictaminen y volver a reunirse mañana.

El señor Pradera afirma que elTribund no tiene competencia,
ya que declarado el estado de guerra se pierde el derecho de fuero

dan quedar en la situación en que se encuentran en la actudidad a vir-

tud de su nombramiento; los que opten por continuar en la situación
de interinidad no podrán degar derecho dguno para obtener en pro-
piedad el cargo en lo futuro y sólo lo conservarían hasta el momento

en que elTribunal resuelva sobre la provisión definitiva.



Francisco Mínguez
Román Riaza (suplente)

Gabriel Taltabull
Luis Mdfiote
Carlos Martín
Eduardo Sabater
Juan Mingdjón
José Pedregal
Carlos del Castillo

A petición del señor Alcón, el señor Secretario lee el art. 124 de
la Constitución y el 22 del Reglamento en que se fija su competencia,
diciendo que es una facultad privativa e indelegable.

El señor Pradera insiste y anuncia que votará en contra.

El señor Silió se suma a lo marifestado por el señor Alcón, así
como el señor Riaza.

Intervienen brevemente los señores Sabater, Del CastÜlo y
Sbert

Da cuenta el señor Presidente de que el señor Fiscd de la
República acaba de informarle de que en los Ministerios de Guerra y
Gobernación no se tiene noticia de la detención del señor Alba, y se
acuerda proceder a votar la proposición del señor Alcón.

Efectuada ésta, se aprueba por veinte votos a favor y uno en
contra del señor Pradera.

No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión. Siendo
las ocho horas y veinte minutos
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Francisco Basterrechea



NUMERO 95

treinta y cuatro

Sesión del Pleno de veinticinco de octubre de mü novecientos

Abierta la sesión por el Vicepresidente primero como
Presidente interino y con la asistencia de los señores que al margen se
expresan. El señor Secretario da lectura del acta del día de la sesión
anterior.

El señor Pradera expUca su abstención en la sesión anterior, en
la que se confirmó en sus puestos a los funcionarios interinos, hacien-
do constar que lo hizo por estimar que era inútil esgrimir el voto, sien-

do aprobada seguidamente el acta.

El señor Presidente da cuenta de la situación en que se encuen-
tran los señores Vocales residentes en Asturias, acordándose enviarles
un telegrama, a excepción del señor Meras, que asiste ya d pleno,
manifestándoles el deseo de que cuanto antes puedan reanudar nor-
malmente sus trabajos.

También da cuenta el señor Presidente interino del faUecimien-
to de una hermana del señor Sampol, acordándose hacerle presente el
testimonio del Tribund.

El señor Secretorio da cuento de las düigencias instraidas sobre
la detención del señor Alba y del resdtado que ofrecen, así como del
escrito del señor Fiscd de la RepúbUca en que se soUcita se expida tes-

timonio de tdes düigencias y se remita d Presidente del Consejo de
Ministros. Se manifiestan contrarios a td düigencia los señores Álvarez
y Pradera, que entienden que no apareciendo cargo contra el señor
Alba deben archivarse las düigencias.

Después de un debate en el que intervienen los señores Abad,
Álvarez, Sbert, Pradera, Süió, Martín, Sabater, Basterrechea, Mingdjón y
De los Ríos se acuerda por vnianimidad que el señor Alba pueda con-

Excmo. Sr. D.José Sampol
Excmo. Sr. D. César Süió
Excmo. Sr. D. Francisco Vega

Secretario:

D.José Serrano Pacheco



tinuar desempeñando su cargo en el Tribund por no aparecer en lo
actuado indicio alguno de culpabilidad contra él.

Inmediatamente después se pone a votación si de las düigencias
remitidas dTribunal con motivo de la detención del señor Alba se ha
de expedir testimonio conforme a la petición del Ministerio Fiscd
acordándose por quince votos en contra de cuatro expedir dicho tes-
timonio

Votan en dicho sentido negativo los señores Abad, Álvarez,
Mínguez, Tdtabdl, Basterrechea, Sbert, Bernal, Mdfiote, De los Ríos,
Marcos, Del CastÜlo, Meras, Pradera, Riaza y Gasset. Ya favor de la peti-
ción fiscal los señores Martín, Minguijón, Sabater y SÜió.

Se acuerda a continuación la expedición del testimonio de las
düigencias del diputado señor Rubio que se entreguen al señor Fiscal
para que ejercite la acción que proceda ante elTribunal competente;
el señor Abad se ausenta del salón.

Se acuerda, por último, archivar las düigencias instruidas. Hacen
constar su voto en contra los señores Martín y Süió.

El señor Abad entra de nuevo en el salón

El señor Secretario da lectura al recurso de súplica del
Ministerio Fiscal contra la resolución del dieciséis del actual en la con-
sulta efectuada por la audiencia de Lérida.

Sobre este asunto no hay debate y se acuerda mantener dicha
resolución sin perjdcio de oír al Ministerio Fiscd si comparece en el
acto de la vista, cuyo señalamiento se le hará saber.

El señor Secretario da cuenta de la designación de abogado
hecha por los consejeros de la GeneraUtat de Catduña en la quereUa
formulada por el Gobierno de la República, acordándose concederles
diez días naturales para que se presenten las fórmulas y alegaciones
que estimen convenientes.

El señor Secretario da cuenta de un escrito del letrado del señor
Jiménez de Asúa en el que solicita que elTribunal dé las órdenes opor-
tunas para que pueda comunicarse libremente con sus defendidos,
acordándose ordenar al auditor de la división de Cataluña que permi-
ta la comunicación libre de los abogados.



El señor Presidente propone que vista la proposición efectuada
por dgunos secretarios interinos de persond para que se les conceda
nuevo plazo para optar definitivamente a las plazas que hoy ocupan,
les sean concedidos otros diez días de plazo para dicho fin.

Así se acuerda

También se propone que como según la prensa el Vocd suplen-
te del Tribund por Asturias ha faUecido se hagan las gestiones perti-
nentes para averiguarlo.

Seguidamente, el señor Secretario da cuenta de la presentación
de un recurso interpuesto por don Pablo Aymat Pujol contra la Ley de
Cultivos del Parlamento catdán.

Se acuerda admitirlo y dar traslado a dicho Parlamento

Se acuerda un escrito del señor Corominas pidiendo la acu-
mulación del recurso de don Luis Sola al de Ángel Jaén que no ha
lugar a dicha acumdación por estar el último pendiente de vista, y
declarar caducado el término de contestación ya que queda por seña-
lamiento de vista.

No habiendo más asuntos que tratar en el orden del día, se
levanta la sesión en las trece y diez minutos de la tarde.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Gerardo Abad Conde
Manuel Alba Baunzano
Francisco Alcón Robles
Basüio Abad
Francisco Basterrechea
Pedro García de los Ríos
Gabriel Tdtabdl
Luis Mdfiote
Carlos Martín
Eduardo Sabater
Gonzdo Meras
Juan Minguijón
Carlos del Castillo
Francisco Mínguez

Vocales:
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.



El señor Minguijón dice que por no existir delito por parte del
señor Alba éste no puede atraer al fuero delTribunal al señor Rubio.

Excmo. Sr. D. César Süió
Excmo. Sr. D.Justino Bernal
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Román Riaza (suplente)

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NÚMERO 96

Sesión del Pleno de treinta de octubre de mil novecientos trein-
ta y cuatro.

Con asistencia de los señores indicados al margen, se abre la
sesión, siendo las cinco y quince minutos de la tarde.

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Sampol muestra su agradecimiento por las manifesta-
ciones de pésame que constan en dicha acta.

El señor Gil Gil y GÜ que no asistió a la sesión anterior, se adhie-
re a estas manifestaciones y muestra su satisfacción por el estado en
que se encuentran los señores Vocales que se ñauaban en Asturias
durante la revuelta, así como porque el señor Alba no haya tenido nada
que ver en asunto tan lamentable.

El señor Presidente da cuenta de una comunicación del
Supremo relativa a la detención de los señores Alba y Rubio.

El señor Alba se retira del Salón

El señor Secretario hace breve historia del asunto, intervinien-
do el señor Abad para proponer que se tome con respecto al señor
Rubio el mismo acuerdo que se tomó para el señor Alba por ser el
mismo cargo.

El señor Pradera estima que elTribunal no tiene facultades para
juzgar al diputado señor Rubio, ni siquiera declarar su libertad.



Intervienen los señores Martín, Beceña y Pradera.

Se procede a votar la proposición de que el Tribund se inhiba
siendo aprobada por veinte votos contra uno, del señor Abad. Éste
hace constar que voto en contra por no verificarse primero la vota-
ción de la propuesto.

El señor Alcón propone que se comunique este acuerdo a la
autoridad müitar que practicó la detención y que el diputado señor
Rubio sea puesto a disposición del Tribund Supremo mostrándose
conforme todos los asistentes.

Asimismo, se acuerda remitir d Supremo el documento intere-

sado en su escrito, redactándose definitivamente el acuerdo en la
siguiente forma que mereció la aprobación de todos los asistentes:
"Estimándose elTribund incompetente para resolver en las düigencias
sumarides instraidas contra el diputado don Pedro Rubio se inhibe
del conocimiento de las mismas, y constando que el Fiscal General de
la RepúbUca ha ejecutado su acción ante la sala 20 del supremo, se
pone a disposición de la misma el detenido señor Rubio comunicán-
dose al auditor de la división y a dicha sda a la que se remitirá a la vez
el documento reclamado".

Comunicado el incidente se invita d señor Alba a que entre en
el sdón, verificándolo así.

El señor Presidente hace constar que existe un remanente de
importancia para la adquisición de Ubros, e invita a los señores Vocdes
para que faculten a la Junta de Gobierno las Ustas de Ubros que esti-
men deben adquirirse.

Seguidamente concede la pdabra d señor Abad como ponente
para sentenciar en el asunto de la consdta de la Audiencia de Lérida.

El señor Süió pide la pdabra para una cuestión previa. Con la
venia de la presidencia invito a todos los señores del Tribund a que
abandonen el tono de polémica de debate, limitándose a exponer su
opinión sobre el voto que han de emitir respecto a la ponencia de sen-
tencia, pudiendo luego disentir más ampUamente la forma de redac-
ción de la misma.

Muestran su conformidad todos los señores Vocdes

Insiste en su proposición el señor Abad proponiendo la libertad
del señor Rubio.



Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

El señor Abad da cuenta de que no trae el proyecto de senten-
cia por lo que hará una explicación previa de los fundamentos de su
criterio. Hace historia del origen del asunto y fundándose en lo dis-
puesto en el art. 21 de la Constitución estima que no existe inmuni-
dad para los diputados regionales, por lo que el art. 22 del Estatuto
interior de Cataluña resulta inconstituciond.

El señor Sbert sostiene la tesis de la constitucionalidad del art.
22 historiando la forma en que se hizo el Estatuto de Catduña en las
Cortes constituyentes. Además, al no ser impugnado este artículo por
el Tribunal, cree que no hay lugar a esta consdta por haber expirado
el plazo para promover la cuestión de competencia legislativa.

El señor Del CastÜlo explica su voto favorable a la propuesta del
ponente

El señor TaltabuU se muestra contrario a la declaración de
inconstitucionalidad.

El señor Gil Gil y GÜ anuncia que votará a favor de la propues-
ta. Asimismo, se manifiesta el señor Minguijón.

El señor Abad ruega que la ponencia encargada de redactar la
sentencia esté integrada por otros señores Vocales.

El señor Martín explica su voto favorable a la ponencia hacién-
dolo en igual sentido los señores Beceña yTraviesas.

El señor Basterrechea explica su opinión favorable a la consti-
tucionalidad del art. 22 del Estatuto interior.

Se procede a votar si se declara o no constitucional dicho art.
22, acordándose ser inconstitucional por diecisiete contra cuatro de
los señores Alba, Basterrechea, Sbert y Taltabull.

El señor SiUó propone que para redactar la sentencia se desig-
ne juntamente con el señor Abad a los señores Beceña y Del Castillo,
acordándose de conformidad.

Segddamente.y después de acordar que la próxima reunión del
pleno se celebre el día dos a las cinco de la tarde, se levanta la sesión,
siendo las ocho horas y cuarenta y cinco minutos de la noche.
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Excmo. Sr.
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Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Vocdes:

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NUMERO 97

Sesión del Pleno de dos de noviembre de mü novecientos trein-
ta y cuatro.

Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión, siendo las cinco de la tarde.

Se aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Presidente da cuenta que habiéndose reunido la
ponencia designada para la redacción de una sentencia el día de ayer
los taquígrafos-mecanógrafos se habían negado a asistir dTribund por
entender que tienen el derecho de hacerlo en las señdadas como

Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas

Gerardo Abad Conde
Manuel Alba Baunzano
Francisco Alcón Robles
Basüio Abad

. Francisco Basterrechea

. Pedro García de los Ríos

. Gabriel Tdtabdl

.Luis Maffiote

.Carlos Martín

.Eduardo Sabater

.Gonzdo Meras
Juan Minguijón
Carlos del CastÜlo
Francisco Mínguez
Román Riaza (suplente)
César SÜió

Justino Bernd
Antonio M.a Sbert
Víctor Pradera
Francisco Beceña
Gü Gü y GüExcmo. Sr.

Excmo. Sr.



El señor Secretario explica loreunido, dejando sentado que no
hubo por su parte reconocimiento expreso para la asistencia a lafirma
de todos los taquígrafos, sino únicamente a don César Süió, a quien
por el turno establecido correspondía, y ante la negativa de éste desis-
tió designar a otro alguno.

Se anuncia por unanimidad imponer al señor Sánchez la correc-
ción de suspensión de empleo y sueldo durante tres días y que se haga
saber al Tribunal auxüiar que hoy las horas laborables serán de diez a

dos y que las necesidades del servicio aconsejan ampliar la jornada en
la forma que el señor Presidente por su delegación el Secretario gene-
ral determine.

Se da lectura al proyecto de sentencia redactada por la ponen-
cia para resolver la consulta formulada por la Audiencia de Lérida; se
aprueba dicho proyecto por unanimidad, haciendo constar el señor

Sbert que formulará con otros señores Vocales voto particular.

Yno habiendo otros asuntos de que tratar, se levanto la sesión,
siendo las siete y treinta de la tarde.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. Sr. D. Basüio Abad
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Pedro García de los Ríos
Excmo. Sr. D. Gabriel TaltabuU
Excmo. Sr. D. Luis Mdfiote
Excmo. Sr. D. Carlos Martín

hábiles por la mañana, ypropone al pleno acepte las medidas que esti-

me procedentes respecto a la sanción de la falta y modo de prevenir
en el futuro análogas.

Intervienen los señores Pradera, Beceña, Del CastÜlo, Abad y
Sbert proponiendo diversas sanciones.



Antonio M.a Sbert
Víctor Pradera
Francisco Beceña
GÜ Gü y GÜ

Secretorio:
D.José Serrano Pacheco

NUMERO 98

Sesión del Pleno de trece de noviembre de mü novecientos
treinta y cuatro.

Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión, siendo las cinco de la tarde.

Se aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Secretario da lectura d acuerdo del señor Fiscd ponen-
te en la quereUa sustentada por el Gobierno de la República contra los
consejeros de la GeneraUtat. Asimismo, da cuenta de los escritos pre-
sentados por don Amadeo Hurtado a nombre del Consejero de la
GeneraUtat, don Martín Esteve y don Isidoro Duran como defensor del
también consejero don Ventura Gasset; en forma de que, con poste-
rioridad, se presentó un procurador del abogado defensor de don Luis
Companys, señor Ossorio y GaUardo. Lee también un escrito del letra-
do Luis Jiménez de Asúa, defendiéndose don Juan Frahí y don Juan
Pomareda en soUcitud de que se autorice a un señor mterviriente resi-
dente en Barcelona para entrevistarse con los letrados señores desti-
nados en aqueUa capitd.

El señor Meras, como ponente, dice que no es atendible la peti-
ción de Ángel Osorio y estima que hay düigencias preUminares sufi-
cientes para el señalamiento de vista.

Excmo
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Excmo.

Excmo
Excmo

Justino Bernd

Juan Minguijón
Carlos del CastÜlo
Francisco Mínguez
Román Riaza (suplente)
César SÜió

Eduardo Sabater
Gonzdo Meras



Intervienen los señores Presidente, Abad, Sbert, Alcón, Beceña,
Pradera, Martín, Silió,Taltabdl y Gü GÜ y Gil.

El señor Pedregal propone se resuelva en el sentido de que no
ha lugar a nombrar intermediario dguno, sin perjdcio de la facultad
que tiene la parte para nombrar delegados que estime convenientes.

Así se acuerda.

El señor Beceña interviene para pedir que se entregue a la uni-
versidad de Oviedo, que está reuniendo su bibUoteca, un ejemplar de
los tres que existen en elTribund del diccionario de Alcubilla.

Los señores Sbert yTdtabdl comentan si eüo puede hacerse y
después de las intervenciones de los señores Minguijón, Beceña y
Martín se acuerda de conformidad con la propuesta realizada, que
conste su agradecimiento en nombre de la universidad de Oviedo.

El señor Presidente dice que ha de someterse a la aprobación
del Tribund las cuentas correspondientes a los dos primeros trimes-
tres del año actual, y el señor Secretario lee la memoria de la comisión

El señor Sbert interviene para apoyar la pretensión del señor
Osorio

El señor Meras insiste en sus marifestaciones apoyado por el
señor Pradera.

El señor Presidente propone que se discuta por el siguiente

orden:

1.° Si se acepta la propuesta del señor Meras en sus términos

2° Día para la celebración de la vista.

3.° Términos de la resolución al escrito del señor Osorio

Respecto a la celebración de la vista, se acuerda que sea el vier-

nes seis a las cuatro de la tarde y con o sin letrados.

El señor Pradera con relación a la respuesta a dar al señor
Osorio, pide que se esté a lo acordado.

En su vista se acuerda providencias que no hay cuestión alguna
prejuzgada y que se haga saber así a los letrados.



Intervenen los señores Beceña, Martín, Pradera,Abad,TdtabuU y
Pedregd

Apropuesta de éste, tras unas aclaraciones del señor Secretario,
se acuerda aprobar las cuentas correspondientes al primer trimestre
sin perjdcio de que las relativas a materid sean examinadas por la
comisión de gobierno interior que emitirá dictamen.

El señor Presidente expone en pleno la conveniencia de que, de
conformidad con lo aprobado, lo del art. 22 de la Ley Orgánica, sea el
pleno qden conozca de las vistas por mdtas impuestas por la
Dirección General de Seguridad a fin de evitar por ambigüedad o ndi-
dad de la Ley de Orden PúbUco pudiera haber contradicción entre las
reuniones de la sección 10 y 20.

Hacen uso de las palabras los señores Pedregd, Süió, Martín y a
propuesta del señor Mingdjón se aprueba que los señores oficides
letrados emitirán informe, indicando además los antecedentes legdes
que pudieran servirles para mejor formar su opinión.

El señor Presidente expone la conveniencia de señdar por su
orden las vistas pendientes, y a propuesta del señor Sbert se acuerda
que sea la presidencia qden señde las fechas en la seguridad que
sabrá ejercer esa prerrogativa en conveniencia de todos.

El señor TdtabuU pide que se habüite un despacho en la casa
donde puedan trabajar los señores.

El señor Presidente ofrece ocuparse de eUo en su próxima reu-
nión que celebre la Junta de Gobierno interior.

El señor Secretario da lectura de la comunicación del Ministerio
de la Guerra, dando cuento del faUecimiento de don Bonifacio Martín
Puerta, Vocd suplente del Tribund de Garantías en Asturias.

El Pleno queda enterado

El señor Secretario da cuenta de un escrito elevado d pleno por
el taquígrafo del Tribund, el señor Andada, en el que pide se le levan-
te la sanción que se le ha impuesto.

El señor Abad propone que se deje sin efecto en atención d
buen comportamiento anterior del sancionado, pero recordando a
todo el persond el cumplimiento de sus obUgaciones.
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Gerardo Abad Conde
Manuel Alba Baunzano
Francisco Alcón Robles
Basüio Abad

Francisco Beceña
Gü Gü y Gü

Francisco Mínguez
César Süió
Antonio M.a Sbert
Víctor Pradera

Juan Minguijón
Carlos del CastÜlo

Pedro García de los Ríos
Gabriel TaltabuU
Lds Mdfiote
Carlos Martín
Eduardo Sabater
Gonzdo Meras

Secretario:

D.José Serrano Pacheco

NUMERO 99

Sesión del Pleno de diecisiete de noviembre de mil novecientos
treinta y cuatro

Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Se pone a votación y se acuerda dejar sin efecto la sanción por
quince votos contra tres.

No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión, siendo
las catorce horas.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas



Se acuerda la tramitación correspondiente y nombrar d señor
Traviesas como ponente de este asunto.

El señor Meras, ponente en la querella presentada por el
Gobierno de la RepúbUca contra el Presidente y Consejeros de la Ge-
neralitat a qdenes se acusa de un delito militar, hace uso de la pda-
bra. Reconoce la existencia de delito; respecto a la competencia se
refiere al art. 121 de la Constitución, diciendo que se trata de un caso
claro de infracción constitucional y el deUto es de carácter poUtico.
Se recuerda que la intención del Presidente de la Generalitat se pro-
nunció antes de declararse el estado de guerra: relación a los arts. 95
y 121 de la Constitución y art. 14 del Estatuto, que establecen un pri-
vilegio especial por razón de su función. Corresponde dTribunal de
manera privativa e indelegable, debiendo tenerse en cuenta, además,
las consecuencias que tendría el planteamiento de una competencia
negativa. Propone que se admita la querella en la competencia del
Tribunal.

El señor Pradera expUca su voto contra la ponencia. Pide que se
adopte el acuerdo de evitar que los letrados d informar se dirijan d
Tribunal en veinte personas y estima como coacción el juicio emitido
por los letrados en el acto de la misma respecto a las consecuencias
que para elTribund tendría la declaración de incompetencia. La juris-
dicción de guerra es la úrica que debe entender en este asunto, ya que
el art. 86 del Código de Justicia establece, y el caso es análogo d de los
ministros en estado de guerra, serán juzgados por dicha jurisdicción.

El señor Beceña cree que conviene alTribund declararle com-
petente, pero estima que es deseada la competencia multar en este
asunto

El señor Abad expUca su voto favorable a la competencia del
Tribund, si bien está conforme con lo dicho por el señor Beceña, pero
remarca que la jurisdicción multar se ha inhibido y,por tanto, la espe-
cid ordinaria recobra su fuerza totd.

Se aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Secretario da cuenta de la quereUa presentada por el
Gobierno de la RepúbUca contra don José Dencás, consejero de
Gobernación de la GeneraUtat, por malversación de fondos.

El señor Pradera advierte que reserva su opinión para el
momento de tratar la competencia delTribunal.



Se somete a votación acordándose por veinte votos contra tres

la ponencia.

El señor Presidente propone a la dirección del ponente que
actúe como juez instructor lo relacionado con la situación del señor
Companys por su condición de diputado. Acordándose así.

Segddamente, por unanimidad, se acuerda que el Vocal señor
Gil Gil y GÜ sea nombrado ponente para la instrucción del sumario
correspondiente d asunto en cuestión.

Findmente se acuerda la suspensión de la sesión para su conti-
nuación a las seis de la tarde.

Reanudada la sesión, el señor Secretario da lectura al proyecto
de resolución redactado por el señor Meras.

Hacen observaciones al mismo los señores Del Castillo,
Pedregal, Minguijón; se acuerda una nueva redacción del auto por el
que se admite a trámite la querella formulada. Siendo dicho esto, es

El señor Sbert anuncia que votará la competencia delTribunal

El señor Del CastÜlo estima que es un caso claro de delito polí-
tico, por lo que votará a favor de la competencia.

El señor Pradera insiste en sus argumentos

El señor Martín votara a favor de la competencia, ya que ésta
está determinada por la índole de función y no por la persona sim-
plemente.

El señor Alcón votará en pro de la competencia por las razones
que adujo

El señor Silió dice que en vista de las razones asumidas, votará
por la ponencia.

El señor Basterrechea anuncia que votará a favor de la ponencia.

El señor Sabater dice que votaría en contra de la ponencia

El señor Pedregal se adhiere a la tesis de la competencia

El señor Presidente prescinde de razonar su voto por lo avan-
zado de la hora y dice que votaría a favor de la ponencia.



aprobado por el Pleno y se firma por el señor Presidente y los seño-
res Vocdes.

El señor Presidente propone que el Tribund procure la publi-
cación de un Ubro en que estén recogidas todas las disposiciones inte-
resantes para el mismo con algunas aclaraciones tomadas de la
discusión parlamentaria.

El señor SÜió se muestra conforme con la iniciativa.

El señor Beceña dice que sin perjuicio de eUo el Tribunal
deberá publicar anualmente una recopilación de su jurisprudencia y
resoluciones.

Se acuerda por unanimidad que el Secretario General se
encargue de hacer los trabajos imperativos para la publicación del

Se da cuenta de los escritos presentados por el señor Fiscal en
los recursos de inconstitucionaUdad presentados por don José Vergés,
don Ángel Isérn y don José Sola con el voto en contra del señor Álva-
rez no haber lugar a la pretensión del señor Fiscd.

Se da lectura por el señor Secretario a las resoluciones dictadas
por la Sección Segunda en los recursos de amparo números 775 y 777
interpuestos por la imposición de multas hechas por la Dirección
General de conformidad, en cuyas resoluciones se acuerda someterlas
d conocimiento del Tribund pleno conforme a lo dispuesto en el n.°
10 del art. 22 de la Ley Orgánica.

Se acuerda que una vez informados dichos asuntos por los ofi-
ciales letrados, se dé cuenta dTribunal.

A propuesta del señor Abad y con el voto en contra de los
señores Traviesas y Sabater se acuerda que en los actos púbUcos que
celebre el Tribunal usen todos los miembros del mismo con encajes
sobre fondo rojo, placa y medalla d cuello y que el Tribunal adquie-
ra de sus fondos lo necesario para aqueUos miembros que no dis-
pongan de toga.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas
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Sesión del Pleno de veintidós de noviembre de mü novecientos
treinta y cuatro

Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

El señor Secretario da lectura al acta de la sesión anterior, que
es aprobada después de hacerse algunas aclaraciones que solicitan
los señores Beceña, Del Castillo, Silió, Basterrechea, Alcón y
Presidente. Este advierte que el principal objeto de la reunión del
pleno es tratar de la vista celebrada el día anterior sobre los recursos
promovidos por Isérn y Vergés y Sola contra la ley del Parlamento
Catalán; estima que deben discutirse y votarse al mismo tiempo las

Excmo
Excmo

Excmo
Excmo

Excmo
Excmo

Excmo
Excmo

Excmo
Excmo
Excmo
Excmo

Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo

Excmo
Excmo

Gerardo Abad Conde
Manuel Alba Baunzano
Francisco Alcón Robles
Basilio Abad

Antonio M.a Sbert
Víctor Pradera
Francisco Beceña
Gü Gil y GÜ

José Pedregal
César Silió Cortés

Juan Minguijón
Carlos del CastiUo
Francisco Mínguez
César Süió



El señor Presidente anuncia que se votará primero la ponencia
del señor Alcón y después el voto posterior de don Basilio Álvarez.

El señor Alcón como ponente en el primer recurso hace historia
del asunto, y tratándose de infracciones del art. 15 de la Constitución y
11 del Estatuto, ya que esta ley se regda sobre derecho procesd y socid
y se infringen las bases contractudes, propone que en este caso con-
creto se declare la inconstitucionaUdad de la ley recurrida.

El señor Álvarez rebate los argumentos del señor Alcón. Dice
que la ley recurrida estuvo un año en vigor sin que se promovieran
recursos hasta ahora, hace resdtar el problema que se plantearía d
representante del gobierno central en la región autónoma, y solicita se
rechace el recurso.

inconstituciond

El señor Martín coincide con el señor Alcón rebatiendo los argu-
mentos del señor Álvarez. Dice que entre esta ley y las del Estado espa-
ñol existe conflicto de derecho civü y procesal y debe declararse

El señor Pradera está de acuerdo con los señores Alcón y
Martín

El señor Minguijón se extiende en consideraciones, anunciando
que votarán en contra de las tres ponencias, y anunciando su voto par-
ticular a la sentencia por diferenciar la ley impugnada, que tenía carác-
ter temporal, de la de los cdtivos, que era de efecto permanente.

El señor Sbert dice que la ley catolana no está prejuzgada en
cuanto a la inconstituciondidad por la sentencia que este Tribunal
dictó con ocasión del recurso contra la ley de cdtivos.

La Ley de Cultivos no es más que la declaración del Parlamento
Catalán en la que se recoge el pacto de la GeneraUtat hecho por dele-
gación del ministro de agricdtura.

El señor Süió anuncia que votará conforme al señor Alcón.

El señor Beceña dice que no hay que averiguar si el problema
del agro catalán era o no grave, sino saber quién tenía competencia
para las soluciones de los conflictos, que no era el Parlamento Catolán
y votará por la inconstitucionalidad.

El señor Secretario da lectura a la carta del señor Gü Gü y Gü
que emite su voto a favor de la inconstitucionaUdad.



Se acuerda resolver que por ahora no ha lugar a la petición por
ser éstos particulares de los que no constan autos.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles

La primera votación aporta el siguiente resdtado: dieciséis a
favor; y en contra: Vega, Basterrechea, Sbert, Alba, Álvarez y Minguijón;
total, seis.

El recurso de don Ángel Isérn produce a favor cinco de don
Basüio Álvarez, Alba, Sbert, Basterrechea yVega; en contra los dieciséis
restantes. Silió no asistió.

El recurso de don Luis Sola obtuvo el mismo resultado que el
anterior.

El señor Alcón da lectura a los considerandos de las sentencias

El señor Abad estima que del primer considerando debe supri-
mirse la frase "la casi totalidad de los artículos", sustituyéndola por
"una gran parte de los artículos".

Estima que en la sentencia debe hacerse especial mención de
los arts. 61 y 80 de la Constitución, que a su juicio regulan la materia
sobre ordenanzas de necesidad. Así se acuerda.

El señor Traviesas estima que tras la votación la ley es nula en
todas sus partes, siendo redundante la aclaración del señor Abad.

El señor Beceña en igual criterio, pero tampoco se opone a que
consten las salvedades del señor Abad.

El señor Secretario da cuenta de los escritos del señor Ossorio
y Gallardo sobre la destitución de los consejeros de la Generalitat y
solicitando sean puestos en libertad condiciond.
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Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Presidente da cuenta de que el señor Traviesas como
ponente de la comisión estima que puede darse trámite a la quereUa.

El señor Secretario da cuenta de las conclusiones de la ponencia.

El señor Presidente advierte que el acusado no ha nombrado
defensor ni se ha personado.

El señor Presidente propone que se aplace el asunto sobre las
facultades de Dirección de Seguridad para imponer determinadas

El señor Secretario informa que la solución legal sería señdar
ante el pleno la vista de los recursos —art. 22.10 de la Ley Orgánica—
dictar sentencia y fijarun criterio para los demás recursos.
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Vocales
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El señor Pradera dice que la sección acordó consultar al pleno
para ver si resultaba un criterio uniforme, pero en vista de lo autori-
zado por la sección no tiene más remedio que resolver el pleno.

asuntos

El señor Beceña estima que la sección ha transferido su com-
petencia al pleno al dictar el auto que parece, por lo que es el pleno
el que tiene que resolver señalándose vista pública en uno de los

El señor Pradera estima que debe evitarse que los letrados al
informar en las vistas púbUcas ante el pleno se dirijan al Tribunal en
forma personal, así como ante éste hagan referencia a las posibles
competencias que ordena la vida del Tribunal pudiera tener un faUo
adverso o favorable a los asuntos de que se trate: acordándose que la
Presidencia en el momento preciso haga la advertencia correspon-
diente a los letrados.

Se acuerda que pase el Ponente el recurso de don Augusto
Barcia, haciendo constar que su defendido está detenido y solicitando
la reforma de la providencia anterior.

Se da cuenta de la certificación de los secretarios de las cortes,
diciendo que el señor Companys fue elegido diputado, pero no ha pre-
sentado ante las mismas la credencial, acordándose quedar enterados.

Se levanta la sesión a las trece horas

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
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Terminada la vista, el señor Minguijón informa improceden-
te la admisión de la querella por los indicios de delito deducidos,
aunque no tiene formado juicio sobre la competencia del Tri-
bunal.

El señor Pradera sostiene la incompetencia del Tribund para
juzgar a los consejeros por no derivarse dicha competencia de la

Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. GÜ GÜ y Gü
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Secretorio:
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ta y cuatro

Sesión del Pleno de uno de diciembre de mü novecientos trein-

Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
Presidente declara abierto la sesión.

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Presidente da cuento de encontrarse ausente e imposi-
biUtado de asistir; el señor Traviesas, ponente de la quereUa, por deUto
de malversación de fondos, y siguiendo el turno establecido, pasa
dicha ponencia d señor Mingdjón.

El señor Secretario lee un telegrama del señor Anrisen, en el
que diciéndose designado para defender d señor Dencás, en dicha
quereUa anuncia su Uegada para informar en el acto de vista.

El Tribund acuerda que luego que dicho letrado comparezca y
acredite en forma su designación, se acordará lo procedente.

Acto segddo se procede a la celebración de la visto señdada en
dicho asunto, informando en representación del Gobierno quereUan-
te el señor Fiscd General de la República.



El señor Álvarez estima que la querella formulada por el
Gobierno es deficiente en cuanto a su forma y requisitos, pero debe
admitirse a trámite para esclarecer los hechos.

El señor Abad Conde sostiene que los hechos de la querella
carecen de volumen en el orden político, pero en el jurídico son cons-
titutivos de un delito, y estima indiscutible la competencia del
Tribunal para conocer del mismo.

Los señores Alcón, Martín y De los Ríos se pronuncian en senti-
do favorable a la admisión de la querella.

El señor Sabater abunda en los razonamientos del. señor Pradera
para estimar incompetente al Tribunal.

Sometido el asunto a votación nominal, se acuerda admitir la
querella con el voto en contra de Pradera, Sabater y Minguijón.

Se designa Vocal instructor al señor González Taltabull, y
habiéndose éste excusado y aceptada la excusa ésta por elTribunal,
lo mismo que la del señor Maffiote, se designa a don Carlos Martín y
Álvarez con facultad de designar el Secretario que haya de auxiliarle
en las diligencias.

Dada cuenta del escrito dirigido por el Fiscal General de la
República, soücitando el traslado a Madrid y a disposición delTribunal
de los Consejeros de la Generalitat de Cataluña detenidos en
Barcelona, se acuerda que pase dicho escrito alVocal instructor a los
efectos que estime oportunos.

No habiendo más asuntos que tratar, el señor Presidente levan-
ta la sesión a las doce y treinta minutos.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
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Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Sbert pide conste en acta la imposibiüdad de concurrir
a la sesión plenaria anterior, por lo que había soUcitado autorización
del señor Presidente por haberse sometido a intervención qdrúrgica,
así como el suplente por causa de fuerza mayor.

El señor Mingdjón da lectura d proyecto de auto recddo sobre
el caso de mdversación, proponiendo sea admitida a trámite dicha
quereUa. Sin discusión es aprobado.

El señor Gil GÜ y Gil da cuenta de las diligencias reaUzada por
él como instructor del sumario. Muestra su complacencia por la
tarea de los señores Andada y Herrero, así como por el auxüio de
todas las autoridades de Barcelona. Explica las declaraciones presta-
das por los incdpados, haciendo un relato de los sucesos según se
desprende de dichas declaraciones; da cuenta de los documentos
que posee; dice que elTribunal debe discutir si a la vista de los ante-
cedentes, los inculpados caen dentro de los artículos que se citan en
la querella; recuerda la condición de diputado del señor Companys,
que aun a pesar de no haber prometido el cargo, como tampoco ha
renunciado de manera expresa, está comprendido en las prerrogati-
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que eso llevaría
El señor Sbert se opone al traslado por la serie de dificdtades

El señor Süió está a favor del traslado, así como el señor Martín,
recordando el escrito del fiscal a favor del mismo.

vas que alcanzan a los parlamentarios, por lo que habrá que elevar la
petición de suplicatorio a la cámara.

El señor Süió cree que se está en el caso de acordar el procesa-
miento de los inculpados que no son diputados y pedir autorización
para el parlamentario por medio de suplicatorio a las Cortes; también
cree que por el carácter secreto del sumario deben abstenerse los
señores Vocales de revisar su contenido.

Se acuerda conforme d señor Süió mantener secreto de sumario

El señor Beceña estima que no hace falta conocer el sumario

para acordar el procesamiento. Pide que se haga una propuesta con-
creta por parte del ponente instructor sobre el procesamiento de qué
personas y medidas hay que tomar para designar responsabüidades.

El señor Presidente propone el procesamiento y la petición de
suplicatorio del señor Companys, para una vez acordado este extre-

mo, proponer las medidas necesarias.

Se acuerda de conformidad

El señor Gil Gil y Gil que en su poder obra una tasación de los
daños producidos por la rebelión. Estima que acordado el procesa-
miento hay que notificarlo a los interesados en un plazo de veinti-
cuatro horas, teniendo que ir a Barcelona y volver cuando se conceda
el suplicatorio.

Interviniendo los señores Silió y Abad estima el último que el
auto de procesamiento debe dictarse en Pleno y abrir la puerta a la

responsabüidad civil,cuya cuantía fijará el instructor.

El señor Alcón manifiesta que el Tribunal puede decidir con
relación al procesamiento, pero no así respecto a la responsabilidad
pecuniaria.

El señor Beceña dice que hay que acordar sobre la libertad
incondicional, fijar la cifra de la responsabilidad civü, y dictar reso-
lución para que el Vocal instructor vaya a Barcelona o traer a Madrid
los presos.
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Se acuerda la prisión sin fianza de todos los procesados

Así como auto de prisión contra el señor Companys

En contra Sbert, Álvarez, Mínguez, Abad y Tdtabdl, se acu<
itar el traslado de los presos a Madrid.

La cuantía de la responsabüidad civü será soUdaria y po
»n de pesetas

El señor Beceña dice que para la práctica indagatoria pue<
icd instructor.

Almismo se le autoriza para hacer la notificación por sí mi;

»r delegación y recibir las indagatorias dentro del plazo 1<
le se encuentren los presos y salvo el caso de fuerza mayor.

Igualmente se le autoriza para delegar en la jurisdicción
las düigencias sobre la responsabüidad civü.

El señor Martín da cuenta de que para cumplir sus funcic
i causa se propone salir para Barcelona con el señor Gome:
leba.

Se levanto la sesión y se certifica.

Presidente:
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Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas
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Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Secretario da lectura a la minuta del auto de procesa-
miento de los Consejeros de la Generalitat, redactado por el señor Gil
GÜ y Gü.

El señor Basterrechea hace algunas objeciones en cuanto a la
calificación provisiond del delito, y el señor Beceña se opone a ellas
por ser dicha calificación de carácter provisional.

Queda aprobado el proyecto con el voto en contra de los seño-
res Bastenechea y Sbert, por lo que se refiere a la calificación del hecho,
y el segundo, además, por no considerarse en dicha resolución los tra-

tamientos que a los incdpados conesponden por los cargos ejercidos.

Dada cuenta de la memoria que la Junta de Gobierno remite d
Pleno con las cuentos generales conespondientes d segundo trimestre
de mü novecientos treinta y cuatro, quedan aprobadas dichas cuentas.

Da cuenta el señor Presidente del acuerdo adoptado por la
Junta de Gobierno de convocar oposiciones para proveer plazas de
taquígrafos; el señor Minguijón, en nombre del señor Rdz del CastiUo,
imposibUitado de asistir a esta sesión, solicita que se aplace la discu-
sión de este asunto, acordándose así.

Igualmente informa al pleno de los acuerdos adoptados por la
Junta de Gobierno acerca de la custodia de fondos en cuenta corrien-
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El pleno queda enterado del presupuesto para la adqdsición de
insignias, y estimándolo elevado se acuerda hacer gestiones para con-
seguir otro más favorable.

Se somete a debate la cuestión sometida d Pleno por la Sección
diez sobre las facdtades de la Dirección General de Seguridad para la
imposición de mdtas.

El señor Alcón propone que se someta d Pleno todos los recur-
sos de la misma clase para evitar contradicciones.

El señor Beceña estima que es facultad del Tribund crear juris-
prudencia, yque la establecida por el Pleno obUga dmismo ya las sec-
ciones, siendo competencia de éstas la de estimar o no de gravedad e
importancia los asuntos que deban someterse al Pleno, conforme al
número 10 del art. 22 de la Ley.

El señor Pradera estima que hay que aceptar en este momento
lo resuelto por la sección en el auto en que acuerda someter el recur-
so a decisión del Pleno.

Finalmente, el señor Alcón somete a votación ordinaria si el
Tribund Pleno acepta o rechaza el sometimiento que a su competen-
cia hizo la Sección 10, al amparo del número 11 del art. 22 de la Ley
de los Recursos de Amparo interpuestos por don Ángel Gonzdez
Moros y don Pablo de la Fuente Martín, contra imposición de multas
por la Dirección General. Queda aceptada dicha competencia, acor-
dándose a continuación que el señor Presidente haga el señdamiento
de vistas en dichos recursos.

Yno habiendo asuntos que tratar, se levanta la sesión,

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas

te en el Banco de España, inversión del remanente del crédito conce-
dido para mobUiario y adqdsición de Ubros. Propone que de la canti-
dad disponible, que son diez mü ciento ochenta y tres, se invierta la
mitad aproximadamente en la adqdsición de libros, y el reste en
pubUcaciones, y a este efecto se favorezca con una cantidad la pubU-
cación del manual de leyes poUticas que el Secretario General prepa-
ra y se adqderan cien ejemplares de dicho Ubro.Así se acuerda.
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Sesión del Pleno de dieciséis de diciembre de mü novecientos
y cuatro

Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
lente declara abierta la sesión.

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

s conforme a la Ley de Orden Público, teniendo en cuenta las
siciones de mil novecientos doce, treinta de diciembre de mü
ientos doce y uno de enero de mil novecientos trece, si bien del
líente no se desprende prueba suficiente que justifique la impo-

El señor Pradera, como ponente del recurso de amparo 777,
ia que la Dirección de Seguridad tiene facultades para imponer
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El señor Pradera dice que procede notificar las actuaciones d
ministerio fiscd para que se informe d gobierno.

El señor Sbert lo considera bdadí, pues el Fiscal General se per-
sonó en las actuaciones de Barcelona.

versación

El señor Martín cree que por tratarse de un caso con unidad
de delito y persona, el Tribunal puede entender en la segunda mal-

dos delitos.
El señor Del CastÜlo hace extensible la anterior opinión a los

El señor Beceña manifiesto no necesita de la previa presentación.

El señor Sbert contraviene diciendo que entre las facultades no
se incluyen la imposición de mdtas, justificándolo con las disposicio-
nes de diecisiete de noviembre.

El señor del Castillo entiende que el Ministro de Gobernación,
d coi-firmar la mdta acumulada, convaUdó la posible falta de compe-
tencia origind, ya que el recurso de amparo se entabló contra la reso-
lución ministerial confirmatoria del Director de Seguridad.

El señor Presidente anuncia que debe procederse a la votación:
quince a favor y siete en contra.

Queda acordado revocar la mdta impuesta d recurrente en
ambos y simüares supuestos.

El señor Secretario lee un escrito de la situación procesd del
señor Companys firmado por su defensor.

El señor Pradera considera inútil la declaración.

El señor Secretario lee un escrito d persond administrativo,
soUcitando una gratificación por Pascua.

El señor Martín da cuenta de su viaje a Barcelona, destacando el
comportamiento de sus acompañantes.

Da lectura d auto y se propone la aprobación por el Pleno

El señor Alcón estima que no debe incluirse en el auto el con-
siderando sobre el segundo deUto de mdversación, pues es conve-
niente esperar a la quereUa gubernamentd.
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Gerardo Abad Conde
Manuel Alba Baunzano
Francisco Alcón Robles
Basüio Abad

Francisco Beceña
GÜ GÜ y GÜ

José Pedregd
César SÜió Cortés

Pedro García de los Ríos
Gabriel TdtabuU
Lds Mdfiote
Carlos Martín
Eduardo Sabater
Gonzalo Meras
Juan Minguijón
Carlos del CastÜlo
Francisco Mínguez
César SÜió
Antonio M.a Sbert
Víctor Pradera

Secretario:

D.José Serrano Pacheco

NÚMERO 106

Sesión del Pleno de dieciocho de diciembre de mil novecientos
treinta y cuatro

Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

El señor Silió estima que elTribunal debe entender de todos los
delitos deducibles de las actuaciones judiciales que practique some-
tiéndose a votación con resultado favorable a la competencia del
Tribund con doce a favor y diez en contra.

Se levanta la sesión.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas



Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas

Vocdes:
Excmo. Gerardo Abad Conde

Manuel Alba Baunzano
Francisco Alcón Robles
Basüio Abad

Francisco Beceña
Gü GÜ y GÜ

José Pedregd
César SÜió Cortés

Pedro García de los Ríos
Gabriel Tdtabdl
Lds Maffiote
Carlos Martín
Eduardo Sabater
Gonzdo Meras

Juan Mingdjón
Carlos del CastÜlo
Francisco Mínguez
César SÜió

Antonio M.a Sbert
Víctor Pradera

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NUMERO 107

Sesión del Pleno de cuatro de enero de rril novecientos treinta

Se lee y aprueba el acto de la sesión anterior.

El señor Pradera da lectura d proyecto de sentencia en los
recursos de amparo números 775 y 777 de que es ponente, siendo
aprobado dicho proyecto sin discusión.

El señor Presidente levantó la sesión.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset



Contestan los señores TaltabuU, Gü Gü y Gü yAbad con frases
saludatorias para el señor Gasset y para su antecesor en el cargo.

Acto seguido queda el pleno reunido en sesión secreta y leída
el acta de la anterior es aprobada.

Se procede a la provisión de cargos en la Junta de Gobierno
interior.

votos en blanco

Previa una manüestación del señor Presidente aclaratoria de
que para ser elegido habrá de obtenerse la mayoría absoluta en pri-
mera votación, se procede a la elección de Vicepresidente primero,
resultando elegido don Manuel Fradejas por qdnce votos contra
cinco a favor del señor Basterrechea y uno del señor Álvarez, con dos

Seguidamente se elige Vicepresidente segundo para el que es
designado el señor Süió por catorce votos contra ocho del señor Álva-
rez y uno del señor Martín.

Como la elección implica modificaciones en el funcionamiento
de las secciones, se acuerda después de las intervenciones de los seño-
res Presidente, Abad, Martín, Del CastiUo y De los Ríos, que el señor
Vicepresidente primero presida la sección segunda, como venía
haciendo hasta aquí, y que el señor Vicepresidente segundo pase a
presidir la sección primera.

El señor Gil Gil y GÜ.Vocal ponente en el procedimiento segui-
do a instancia del Gobierno de la República contra los ex consejeros
de la Generalitat, da cuenta de que de las actuaciones practicadas
resultan cargos contra el señor Companys suficientes a decretar su
procesamiento, que propone al Tribunal leyendo el auto que ha re-

Reunidos en sesión pública los señores que al margen se expre-
san bajo la presidencia del señor Abad, por el Secretario se dio lectu-
ra al Decreto de nombramiento de Presidente del Tribund de
Garantías a favor de Excmo. señor don Fernando Gasset, a quien el
señor Presidente interino recibió la promesa reglamentaria, ocupando
seguidamente la presidencia.

El señor Presidente dirige la palabra a los reunidos exponiendo
su gratitud por el honor recibido y sus propósitos en el desempeño
del cargo.



El señor Sbert dice que se lean los testimonios o informes que
constituyen a jdcio del señor ponente una acusación contra el señor
Companys.

Apoyan esta pretensión estimando que el pleno debe conocer
esos antecedentes para poder dictar auto de procesamiento los seño-

res TaltabuU y Basterrechea, oponiéndose los señores Martín y Beceña
por existir el antecedente del nombramiento de los ex consejeros de
la GeneraUtat y no existir diferencia entre unos y otros, ya que las
Cortes declararon que el señor Companys no era diputado.

Después de unas palabras del señor Mingdjón que propone se
faculte dVocd que lo desee para leer el sumario a las que se adhiere
el señor Sbert, se aprueba el auto de procesamiento y prisión del
señor Companys, ex Presidente de la GeneraUtat de Catduña, con el
voto en contra de los señores Sbert y Basterrechea.

Por el señor Secretario se da lectura a un escrito del letrado
defensor señor Casanovas y Presidente del Parlamento Catolán, en que
pide que dicho inculpado sea juzgado por elTribund, como asimismo
del escrito evacuando el traslado que se le dio del Fiscd General.

Se acuerda que pase el asunto a informe de los letrados, y que
tanto este informe como los escritos se repartan en copias a los seño-
res Vocales para resolverse en la sigdente sesión.

El señor Secretario da cuenta de un escrito de Juan March en
que desiste del recurso de súpüca que tenía entablado y renuncia d
cargo de Vocd del Tribund de Garantías. Se acuerda tenerle por desis-
tido y declarar la vacante del cargo.

El señor Abad propone que d hacerse en el año corriente la
renovación redamentaria de Vocdes del Tribund se provean a la vez
los puestos vacantes.Así se acuerda.

Se levanta la sesión a las trece horas y quince minutos

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano



Francisco Beceña
Gü GÜ y GÜ

José Pedregd
César SÜió Cortés

Juan Mingdjón
Carlos del CastÜlo
Francisco Mínguez
César Süió
Antonio M.a Sbert
Víctor Pradera

Pedro García de los Ríos
Gabriel Taltabdl
Lds Mdfiote
Carlos Martín
Eduardo Sabater
Gonzalo Meras

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NUMERO 108

Sesión del Pleno de dieciséis de enero de milnovecientos trein-
ta y cinco

Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

casos análogos

El señor Meras somete a la aprobación delTribunal el proyecto
de sentencia en el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el
señor Aymar Pujol cuya vista se ha celebrado en esta fecha. Dicho pro-
yecto coincide con las resoluciones aprobadas por el Tribund en

El señor Sbert expone su opinión contraria comunicando que
formulará un voto particdar, como ya lo hizo en las anteriores oca-
siones en que se resolvieron casos idénticos.

Se suman a la opinión del señor Sbert los señores Taltabdl, Álva-
rez, Basterrechea yAlba.
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Víctor Pradera
Francisco Beceña
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Secretario:

D.José Serrano Pacheco

NUMERO 109

Sesión del Pleno de diecisiete de enero de mil novecientos

El señor Mingdjón hace constar su opinión favorable a la vaU-
dez de los preceptos de la leyreferente a los jdcios de desahucio por-
que éstos no constituyen base de las obUgaciones contractudes.

Los demás Vocdes se manifiestan favorables a la aprobación del pro-
yecto de sentencia sometido por el señor ponente, que queda aprobado.

Se levanta la sesión

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas



Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Traviesas pronuncia palabras de agradecimiento por su
designación como Vicepresidente primero del Tribund.

Se pone a discusión la ponencia de sentencia sobre el recurso de
amparo número 794 interpuesto por la representación de "El Sol S.A."
contra mdta de diez mü pesetas que le fue impuesta al diario La Voz
por la Dirección General de Seguridad, concediéndose la pdabra al
señor Pedregal. Examina las circunstancias que concurrían al publicarse
la información sancionada y sostiene que elTribunal dice dar fe a las afir-
maciones del poder púbUco siempre que no haya prueba concluyeme
en contrario. En este caso, la üiformación pública debía de producir dte-
raciones de la paz púbUca, con lo que el poder púbUco se verá en la pre-
cisión de acortar esta campaña imponiendo la multo recurrida. Propone
que se desestime el recurso y se declare legalmente impuesta la multa.

El señor Sbert se remite a los argumentos contenidos en el voto
particular que suscribe a otra sentencia andoga referente a la compe-
tencia de dicha Dirección General para imponer mdtas. Anuncia que
formulará voto particular en el mismo sentido.

El señor Taltabull lo suscribe rebatiendo los argumentos del
Vocd ponente sobre el efecto que pudiera producir la información
periodística.

El señor Gü Gü y Gil cree que la mdta no debiera imponerse
porque no concurre de manera evidente la condición que establece la
ley de producir alteración material; como precepto de carácter penal
debe interpretarse en sentido restrictivo.

Rectifica el señor Pedregal diciendo que las afirmaciones del
señor Gil le ratifican en su criterio, rebatiendo los argumentos esgri-
midos en su contra

Intervienen los señores Pedregal, Sbert, TaltabuU y Gil Gil y GÜ
sobre la individualidad de las multas, estimando el primero que cabe
imponer mdtas a colectividades o empresas pronunciándose en con-
tra de los demás.

El señor Álvarez resalta que la Sección Segunda ha dictado sen-
tencia fundada en que por virtud de la Ley de Orden PúbUco pueden

Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.



El señor Pradera estima que fdta en la resolución recurrida el
elemento de hecho en que basar la apreciación de que fue alterada la
paz púbUca, y propone que se acuerde para mejor proceder pedir
informe a la Dirección General.

Intervienen los señores Mingdjón y Beceña, oponiéndose este
último a la propuesto del señor Pradera por estimar que la autoridad
no puede informar sobre las circunstancias que concurrieron en un
momento ya pasado sin dejar constancia.

El señor Basterrechea explica su voto que emitirá en contra de
la ponencia.

El señor De los Ríos estima que el caso no está comprendido en
el número 6 del art. 31 de la Ley de Orden Público, ya que no se dte-
ró materialmente la paz púbUca, pero sí cree que cae dentro del caso
del apartado 11 del mismo artículo.

El señor Presidente pone a votación la propuesta del señor
Pradera, concretada en el sentido de que la providencia ampUe la
prueba trayendo a los autos las cotizaciones de la Bolsa de Madrid, y
un extracto de los periódicos de provincias en que se reflejará las con-
secuencias de la información púbUca.

Es rechazada la propuesta del señor Pradera por dieciocho votos

contra cinco: Pradera, Álvarez, Gü Gü y Gü, Mingdjón y Del CastÜlo.

Segddamente se pone a votación la propuesto de la ponencia
aprobada por quince votos contra ocho: Álvarez, Blasco, Basterrechea,
Sbert, Alba,TdtabuU, GÜ Gü y Gü y Minguijón.

imponerse mdtas, de tanto consideración como la recurrida en este

caso a empresas y sociedades anónimas, y así en un mismo día se deses-
timaron dos recursos interpuestos por dos sociedades azucareras de
Zaragoza, contra mdtas que les fueron impuestos por el gobernador de
dicha provincia, estimando que su negativa a admitir determinada can-
tidad de remolacha había dado lugar a dteraciones de la paz púbUca.
Respecto a la competencia de la Dirección General para imponer md-
tas, dice que acata la doctrina establecida por el pleno.

El señor Álvarez está de acuerdo con lo expresado por los seño-
res Sbert, TaltabuU y Gü Gü y Gü. Dice que la noticia pubUcada, lejos
de perturbar la paz púbUca, era patriótica porque excitaba el celo de
las autoridades.



El señor Süió informa sobre el recurso de amparo número 783
impuesto por Enrique Puente contra la mdta de cinco mü pesetas que

El señor Pradera formula un ruego a la ponencia para que en los
antecedentes de la sentencia se recojan los efectos que según la pren-
sa produjo la información.

Se suspende la sesión a la una y cuarto para reanudarla a las seis
de la tarde

Reanudada la sesión a las dieciocho quedaron aprobadas sin dis-
cusión las cuentas generales correspondientes al tercer trimestre de
mil novecientos treinta y cuatro.

Tras breves intervenciones de los señores Gil Gil y GÜ, Álvarez,
Alcón yAbad, se acepta la propuesta de la Junta de Gobierno, que fija
la cuantía de las dietas de las comisiones que se trasladaron a
Barcelona en funciones de juzgado instructor en cien pesetas diarias
para los señores Vocdes, cincuenta pesetas para los secretarios yvein-
ticinco para los taquígrafos.

A continuación, y con la fórmula de ritual, prometen sus cargos
de Vicepresidentes primero y segundo los señores Traviesas y SÜió.

El señor Pradera da lectura al proyecto de sentencia en el recur-
so de amparo número 779 promovido por Luis Cambayes contra la
resolución del Ministerio de la Gobernación confirmatoria de multa de
quinientas pesetas impuesta por la Dirección General de la Seguridad.

El señor Sbert se muestra conforme en cuanto al fondo del asun-
to, pero ratifica su criterio de que dicha Dirección General es in-
competente para imponer mdtas conforme a la Ley de Orden PúbUco.

El señor Beceña cree que el fallo debe descansar en que el
hecho imputado no presenta los caracteres con motivo suficiente
para producir por sí la alteración de orden púbUco.

El señor Álvarez abunda en las precedentes actuaciones y suma
su opinión a la de la ponencia.

Se aprueba el proyecto de sentencia por unanimidad y con el
voto en contra en lo que respecta a la Dirección General para impo-
ner multas de los señores SberfAlba, Blasco, Basterrechea yTaltabull.

El señor Abad se ausentó del sdón antes de comenzar la votación



El señor Alba afirma que la juventud sociaUsta nada tiene que
ver con las excursiones deportivas que organizaba el grupo "Sdud y
cdtura" de la casa del pueblo, y que por eUo procede dejar sin efecto
la multa impuesta.

Intervienen los señores De los Ríos, Tdtabdl, Alcón y Beceña
exponiendo sus distintos puntos de visto, y a requerimiento del señor
Pradera se aplaza la resolución del asunto con objeto de dar lugar a
que se pueda hacer del mismo un estudio detenido.

Dada cuenta del dictamen emitido por los letrados sobre la
incompetencia del Tribund para juzgar d Presidente del Parlamento
Catolán, y no habiendo pedido la pdabra ningún señor Vocd se some-
tió a votación con el siguiente resdtado: diez votos a favor —Abad,
Álvarez, Mínguez, Blasco, Basterrechea, Sbert, Tdtabdl, GÜ Gü y Gü y
Mdfiote— contra trece.

Los señores Abad, Sbert y Basterrechea expresan su jdcio de
que la votación no es váUda por no haberse obtenido la mayoría abso-
luta de los miembros del Tribund.

El señor Álvarez informa sobre la declaración de rebeldía del
señor Dencás en causa que se le sigue por el deUto de mdversación.
Interesa la confirmación del auto correspondiente y que el Tribund
soUcite la extradición del procesado.

El señor Sbert se opone por entender que el deUto que se le
achaca d señor Dencás es conexo con otro poUtico.

El señor Alcón entiende que hay dos delitos de malversa-
ción y que procede solicitar la extradición por uno de ellos úni-
camente.

El señor Mingdjón afirma que si se soUcita la extradición debe-
rá garantizarse que el señor Dencás sólo será juzgado por el deUto de
mdversación imputado.

El señor Abad anuncia que votará en contra, porque en la
Constitución está consagrado el derecho de asüo porque el delito es
genuinamente político y el Tribund también, y por que la extradi-
ción puede concederse por reciprocidad y si así vinieran se incum-
pliría el precepto constitucional, se votó con el siguiente resdtado:

le impuso la Dirección General de Seguridad en el sentido de que
debe confirmarse la sanción impugnada.



Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas
Excmo. Sr. D. César Silió

Vocales:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde

a favor trece y en contra diez, Abad, Álvarez, Mínguez, Blasco,
Basterrechea, Sbert, Alba, Taltabull, Maffiote y Minguijón.

Se da lectura a un escrito del defensor del señor Zohuhí, acom-
pañado del certificado médico en solicitud de que el solicitado sea
trasladado a un sanatorio por requerirlo así su estado de salud.

El señor Gil Gil y Gil informa de que su estado de salud requie-
re cuidados incompatibles con el régimen carcelario.

Los señores Pradera yAlcón estiman que el traslado debe efec-
tuarse, pero que el médico deberá informar previamente.

El señor Presidente excita el celo del ponente de la causa que
se instruye contra los miembros de la Generalitat con el objeto de que
pueda celebrarse la vista en el mes de marzo.

El señor Gü Gil y GÜ recoge la observación e interesa se le auto-
rice para poder delegar en alguna autoridad de Barcelona para la prác-
tica de algunas diUgencias.

Se acuerda que no procede la delegación en cuanto a düigen-
cias sumariales

Se lee un escrito que el auditor de Barcelona remite dTribunal
por si procede unirlo al sumario que se incoa contra el señor Dencás,
y elTribund Pleno acuerda que se devuelva a su procedencia.

Se acuerda también que no procede la admisión de un recurso
de inconstitucionalidad interpuesto por el señor Fábregas y otros con-
tra un decreto del Ministerio del Trabajo. Al ponerse a debate este
asunto se ausentó del salón el señor Presidente, alegando que los sus-
cribían amigos y paisanos suyos, ocupando la presidencia el
Vicepresidente primero señor Traviesas.

Se levanta la sesión a las ocho y cuarto

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset



Pedro García de los Ríos
Gabriel Tdtabdl
Luis Maffiote
Carlos Martín
Eduardo Sabater
Gonzdo Meras
Juan Mingdjón
Carlos del CastÜlo

Francisco Mínguez
Antonio M.a Sbert
Víctor Pradera
Francisco Beceña
Gü Gü y GÜ

José Pedregd
César Süió Cortés
Rdael Blasco
José Sampol

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NUMERO 110

Sesión del Pleno de veintinueve de enero de mü novecientos
treinta y cinco.

Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierto la sesión.

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Álvarez propone d Tribund acuerde ver con satisfac-
ción la elevación del señor Abad a los consejos de la RepúbUca y feU-
citark.Así se acuerda.

Se da cuenta de haber excusado su asistencia a la sesión los
señores Basterrechea y Pradera.

Puesto a discusión el recurso de amparo interpuesto por el
Presidente de la Juventud SociaUsto, señor Puente, el señor SÜió,
ponente del mismo, da lectura al proyecto de sentencia en la que se
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Basüio Álvarez



confirma la multa que le impuso la Dirección General de Seguridad y
que ratificó el Ministro de la Gobernación.

El señor Alba impugna la tesis que el señor SiUó sustenta en el
proyecto de sentencia, yrecuerda que ya elTribunal ha establecido la
doctrina de que la Dirección General debe sentar en los hechos en
que basa sus apreciaciones.

El señor De los Ríos dice que no es razón suficiente el que la
mencionada Dirección General dirme que el señor Puente "alentaba"
determinadas manifestaciones, pues al consignarse dicha apreciación
debería haber consignado el hecho que lo sustentaba.

El señor Sbert suscribe las intervenciones de los señores Alba y
De los Ríos, insistiendo además en su punto de vista de la incompe-
tencia conforme a la Ley de Orden Público.

El señor Minguijón solicita que se examine la proporcionalidad
entre la cuantía de la multa y los medios de quien deba satisfacerla.
El señor Pedregal estima que si bien fue procedente sancionar los
actos realizados por las Juventudes Socialistas, no resulta clara la
manifestación de que la multa debiera imponerse al Presidente de la
misma. A este criterio se suma el señor Del Castillo.

El señor Martín dice que debió consignarse en el expediente
por la Dirección General, si el multado contribuyó o no a los actos
sancionados.

El señor Traviesas sostiene que la junta directiva no tiene per-
sonalidad jurídica, y por tanto debió sancionarse a la sociedad y a
los individuos que la componen, por ello votará en contra de la
ponencia

El resultado de la votación es dieciséis en contra del proyecto
de sentencia y cuatro a favor, Silió, Sabater, Alcón y Sampol. Se estima
el recurso interpuesto dejando sin efecto la mdta impuesta por la
Dirección General de Seguridad a don Enrique Puente.

El señor SÜió anuncia que convertirá su ponencia en voto par-
ticdar al que se unirán los señores que con él han votado.

Se designa ponente para la redacción de la ponencia al señor



El señor Mínguez dice que antes de resolver convendría nom-
brar otro facdtativo para que previa consdta con los dos que han
informado determinasen el tratamiento a seguir con el enfermo.

El señor Sbert dice que d no ponerse de acuerdo los médicos
en la manera de tratar la dcera de duodeno que padece el procesado,
será el enfermo qden deba dUucidar la cuestión, y si se encuentra en
disposición de operarse, así debe permitírsele por elTribund.

El señor Pedregd está conforme en que pueda tratarse quirúr-
dcamente, pues lo úrico que interesa d Tribund es la seguridad per-
sond del procesado.

El señor Álvarez y el señor Presidente se muestran conformes
con la anterior intervención oponiéndose el señor Alcón, que fundán-
dose en el dictamen emitido por el médico forense cree que no debe
autorizarse d señor Zohuhí para que asista a una clínica.

Se acuerda con el voto en contra de los señores Süió, Alcón,
Sabater, De los Ríos, requerir del defensor, para que con certificación
del médico que va a efectuar la intervención quirúrdca, acredite cuán-
to tiempo ha de estar el señor Zohuhí en una clínica para la prepara-
ción de la operación.

Se levanto la sesión a las trece horas y veinticinco minutos

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas
Excmo. Sr. D. César SÜió

Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano

Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. Sr. D. Basüio Abad
Excmo. Sr. D. Pedro García de los Ríos

Vocdes:

El señor Secretorio da cuenta del informe del médico forense,

señor Canseco, sobre el estado de sdud del ex consejero de la
GeneraUtat procesado, señor Zohuhí, así como del escrito del aboga-
do defensor.



Antonio M.a Sbert
Víctor Pradera
Francisco Beceña
José Pedregal
Justino Bernal

Excmo
Excmo

Excmo
Excmo
Excmo

Excmo

Excmo
Excmo

Excmo

Excmo
Excmo

Excmo
Excmo

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NUMERO 111

Sesión del Pleno de treinta de enero de mil novecientos treinta
y cinco

Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Secretario da cuenta del recurso de inconstitucionaUdad
contra lo dictado por el Parlamento Catolán el nueve de marzo de mü
novecientos treinta y cuatro interpuesto por don Francisco Hospita.

ElTribunal acuerda que procede la admisión y que se le conce-
da un plazo de diez días para formaUzar el recurso.

Recurso de inconstitucionalidad contra la ley de suspensión del
Estatuto de Cataluña por el señor Rovira.

El señor Secretario manifiesta que no se han cumplido los trá-
mites previos del art. 31 de la Ley y elTribunal acuerda que no pro-
cede la admisión del recurso en tanto no se cumplan los requisitos.

Contra la misma ley de suspensión del Estatuto Catalán se ha
promovido una cuestión de competencia legislativa por el señor
Martínez Domingo, en funciones de Presidente interino de la

Gabriel TaltabuU
Luis Mdfiote
Carlos Martín
Eduardo Sabater
Juan Minguijón
Carlos del Castillo
Francisco Mínguez
César Süió



Y después de deUberar si procede la celebración de vista, así se
acuerda siempre que el interesado se ratifique en la petición de vista

GeneraUtat, habiéndose dado a dicho recurso el trámite de ley.
También se ha presentado un escrito firmado por el señor Companys
y demás consejeros de la GeneraUtat para que les tenga como adheri-
dos a dicho recurso yparte en el mismo, en caso de no reconocerle la
personaUdad el señor Martínez.

El señor Presidente cree que debería aplazarse la discusión por
este segundo escrito presentado hasta tanto que el Tribund resuelva
respecto a la personaUdad del señor Martínez.

El señor Beceña sostiene que el Tribund debe pronunciarse,
puesto que le consta la suspensión de los consejeros por virtud del
procesamiento. En igud sentido se expresan los señores De los Ríos y
Alcón.

El señor Martín propone que se aplace la resolución que deba
darse d escrito del Presidente y Consejeros de la Generditat, hasta
tanto el Tribund resuelva sobre la persondidad del señor Martínez.

El señor Pedregd entiende que debe rechazarse de plano el
escrito de referencia, ya que el propio Tribund decretó la suspensión
de los recurrentes.

Igualmente se expresa el señor Sabater.

Sometida a votación la propuesta de aplazamiento del señor
Martín fue rechazada por once contra nueve votos, entrando a cono-
cer el fondo del asunto.

Eizaguirre

Después se somete a votación la propuesta del señor Alcón, que
declara no haber lugar a lo pedido sin perjdcio de resolver en su día,
contra la pretensión del señor Martínez, siendo aprobada así por cator-
ce contra seis votos —Álvarez, Tdtabdl, Blasco, Sbert, Alba y

Recurso de amparo número 782 sometido d pleno por la
Sección Segunda conforme d número 10 del art. 22 de la Ley.

El señor De los Ríos dice que son las secciones quienes pueden
someter d pleno las cuestiones de su competencia, y entiende que en
este asunto debe resolver el pleno: se acepto la competencia.



Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. Sr. D. BasiUo Abad

El señor Secretorio da cuenta de un escrito del Vocal suplente,
Francisco Marcos Pelayo, en el que se dice que el Vocal señor Beceña
es incompatible con el ejercicio del cargo por ser Vicepresidente del
Consejo de Cultura.

El señor Presidente propone que se nombre una comisión de
incompatibüidades que conozca de todos estos casos integrada por
los señores Pedregal,Alcón y Álvarez.Así se acordó.

Provisión de una plaza de taquígrafo que se encuentra vacante:
el señor Martín se mostró contrario a la provisión en tanto no se
demuestre la verdadera necesidad.

El señor Secretario estima necesaria la provisión

El señor Alcón propone que se nombre d primero de los opo-
sitores que quedó aprobado sin poder otorgarle una plaza.

Sometida a votación la propuesta de provisión fue rechazada
por diez votos contra nueve, acordándose que no procede la provisión
de la vacante por ahora.

El señor Sabater manifiesta que con motivo de los incidentes
ocurridos al constituirse el Tribund por el señor Pradera se instruyó
un expediente del que fue nombrado ponente y cuya resolución ha
venido demorando.

Propone al Tribunal que, habiendo desaparecido las causas que
lo motivaron, se diera por terminado el asunto enviando el expedien-
te al Tribund para su archivo. Así se acuerda.

Se levanto la sesión a la una y cinco

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset



Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierto la sesión.

Se lee y aprueba el acto de la sesión anterior.

Dada cuenta de un escrito del exVocd y actud ministro de Marina,

señor Abad, mostrando su gratitud por el acuerdo del pleno de darle
cuenta de la satisfacción que el mismo sentía por la exdtación de uno de
sus miembros d Gobierno de la RepúbUca, el pleno quedó enterado.

Segddamente.el señor Sabater como ponente para la redacción
de la sentencia en el recurso de amparo número 782, interpuesto por

el director de El Socialista contra mdta impuesta a dicho diario por

la Dirección General de Seguridad, da lectura dproyecto de sentencia
que deja sin efecto la mdta.

Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo,

Excmo
Excmo
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo
Excmo

Sr. D. Pedro García de los Ríos
Sr. D. Gabriel Tdtabdl
Sr. D. Lds Maffiote
Sr. D. Carlos Martín
Sr. D. Eduardo Sabater
Sr. D.Juan Mingdjón
Sr. D. Carlos del Castillo
Sr. D. Francisco Mínguez
Sr. D. César Süió
Sr. D. Antonio M.a Sbert
Sr. D.Víctor Pradera
Sr. D. Francisco Beceña
Sr. D.José Pedregd
Sr. D.Justino Bernd
Sr. D. Francisco Basterrechea

.Sr. D. Rafael Blasco

.Sr. D.José M.a Eizaguirre

.Sr. D. Gonzdo Meras

.Sr.D.José Sampol

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

NÚMERO 112

Sesión del Pleno de trece de febrero de mü novecientos treinta

y cinco.



El señor Minguijón cree que si no consta que la multa la ha
impuesto la Dirección, lo mejor sería aclarar este extremo mediante
una providencia para mejor proveer, dirmando el señor Sabater que si
bien en el expediente no se drrma de manera terminante, el recu-
rrente lo hace contra la mdta recurrida.

Con unanimidad se aprueba el proyecto de sentencia redactado
por el señor Sabater, acordándose proceder a su redacción definitiva.

Dada lectura a las cuentas generales del dtimo trimestre de mil
novecientos treinta y cuatro, que la Junta de Gobierno somete a apro-
bación del pleno, son aprobadas.

Segddamente por el señor Secretario se da cuenta de los trá-
mites que ha seguido la petición del abogado defensor del procesado
relativa a que éste sea trasladado a una cUnica para ser sometido a qd-
rófano.

El señor Sabater estima que antes de tomar acuerdo debe espe-
rarse el informe del forense que sea soUcitado por elTribund, opinión
contraria a la del señor Sbert por estimar que ya ha sido agotado el
plazo que se le dio para evacuar dicho informe.

El señor De los Ríos dice que el plazo señdado por el médico
necesario para la preparación de la operación ha de resdtar una düa-
ción del sumario mostrando su opinión contraria el señor Sbert.

El señor Sabater dice que se atiene al informe que anterior-
mente envió el forense, puesto que es la autoridad médica a la que el
Tribund debe atenerse ya que los restantes médicos informantes no
han negado la posibUidad de que, dentro del régimen carcelario, se
pueda Uevar a cabo la operación, a lo que se oponen los señores
Tdtabdl y Álvarez, partidarios de que se conceda lo pedido por el

El señor Pedregd soUcita dgunas aclaraciones sobre la autori-
dad que impuso la multa recurrida, dirmando el señor Martín que no
es posible tener seguridad sobre si quien impuso la multa fue el
Director General o el Superior de PoUcía, ya que del expediente no
resulta claro.

El señor Sabater contesta diciendo que en el escrito de dzada,
el recurrente da por cierto que la multa la impuso la Dirección aun-
que le fuera comunicada por el Jefe Superior de PoUcía.



El señor Sabater se adhiere a la proposición del señor Pedregd,
y el señor Alcón soUcita votación, mostrándose de acuerdo con el
informe primitivo del forense.

Se concreta la propuesta del señor Pedregal en los siguientes
términos: "Se acuerda trasladar al señor Zohuhí al sanatorio X,

donde quedará en rédmen de detención debidamente vigUado, sin
que ese traslado y la consiguiente intervención quirúrgica puedan
determinar el aplazamiento o suspensión del juicio oral, y debiendo
el médico que haya de practicar la operación poner en conoci-
miento del Tribund con la suficiente antelación la fecha en que
haya de practicarse".

Sometida a votación lo hacen en contra tres —De los Ríos,
Minguijón yAlcón— y a favor uno.

El señor Mingdjón expUca su voto contrario solamente a que
haya de anunciarse dTribund la práctica de la operación.

El señor Secretario da cuenta de un escrito del señor Álvarez
del Bayo, trasladando otro escrito diriddo d señor Fiscd General, rela-
tivo a determinadas denuncias que hace acordándose el archivo por
ser incompetente elTribund para conocer del asunto.

Segddamente se da cuenta de la contestación del Gobierno de
la RepúbUca d recurso del señor Martínez Domingo contra la ley, esta-
bleciendo un régimen provisiond del gobierno de Catduña, así como
de haber sido designado como ponente d señor Meras.

Al señor Pedregd, que forma parte de la comisión de incompa-
tibüidades, le cabe la duda de ser incompatible para ser Vocd del
Tribund por cuanto es académico.

El señor Pedregd dice que si la autorización para el traslado no
impUcase un retraso para la celebración del jdcio oral, su voto sería
favorable, por lo que propone que se conceda lo pedido, advirtiendo
que de ninguna manera se podrá retrasar el juicio oral, aunque el
señor Zohuhí no estuviere en condiciones de acudir d mismo.

El señor Presidente propone que se ampUe la propuesta del
señor Pedregd en el sentido de que para Uevar a cabo la intervención
quirúrdca se soUcite la intervención del Tribund, oponiéndose el
señor Beceña, que cree bastaría con que dTribund se comunicara la
fecha de la intervención.



Se acuerda que la Junta de Gobierno estudie el asunto yresuel-
va lo pertinente

El señor Álvarez pregunta que qué ha resdtado de las gestiones
practicadas para desdojar d antiguo empleado de los propietarios del
inmueble que ocupa elTribunal, informándole el señor Presidente de
que la Junte de Gobierno se ocupa del asunto. El señor Mingdjón dice
que debe salvar su voto en cuanto a la aprobación de las cuentas
sometidas d pleno, puesto que se ha tratado muy a la Ugera y no ha
podido enterarse.

Se levanta la sesión a las doce horas y treinta minutos

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas
Excmo. Sr. D. César Süió

Excmo. Sr.
Excmo. Sr.

Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Vocales:

Gerardo Abad Conde
Manuel Alba Baunzano
Francisco Alcón Robles
BasiUo Abad

.Pedro García de los Ríos
Gabriel TaltabuU.Carlos Martín

.Eduardo Sabater
Juan Mingdjón
Francisco Mínguez
Antonio M.a Sbert
Víctor Beceña
José Pedregal
Justino Bernal

El Tribund muestra su conformidad con que el señor Pedregal
continúe formando parte de dicha comisión.

El señor Sbert se refiere a los viajes que deben hacer los Vocales
suplentes en los casos en que tienen que asistir a los plenos, lo que les
origina un perjdcio económico por pagárseles únicamente la dieta de
un día, proponiendo que se les abonen dietas por los días de viaje y d
menos se les pague el viaje en coche-cama.



NUMERO 113

Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierto la sesión.

Se lee y aprueba el acto de la sesión anterior.

El pleno quedó enterado de una carta del señor De Pablo,

actualmente subsecretario de Gobernación, en la que da cuenta de
haberse posesionado de su cargo de Vocd suplente de este Tribund
por haber aceptado el de diputado a Cortes. Se acuerda declarar la
vacante.

El señor Meras, como ponente en la cuestión de competencia
promovida por el señor Martínez, da cuento de la ponencia.

Estima que el recurrente no ha Uegado a ser Presidente de la
GeneraUtat de hecho por no haberse posesionado de dicho cargo; ade-
más, cree que nunca puede ser sustituto del Presidente de la Gene-
ralitat conforme d Estatuto interior catolán. Por todo eüo, concluye
que el señor Martínez carece de personaUdad para entablar este recur-
so y procede estimar la excepción de falta de personaUdad.

El señor Sbert rebate los argumentos de la ponencia afirmando
que el señor Martínez actúa como Presidente del Parlamento Catolán
desde el nueve de octubre en que tomó posesión, correspondiéndole
como tol la sustitución del Presidente de la GeneraUtat.

El señor Martínez convocó a la diputación permanente del
Parlamento Catolán para que se nombrara Vicepresidente del mismo, lo
cud no pudo verificarse porque la autoridad müitar no permitió la reu-
nión, negándosele también autorización para que se posesionará de la
presidencia de la GeneraUtat, por lo que se debe a un acto de fuerza y
no contrario a derecho, el que dicho señor no estuviera posesionado de
hecho. Cree que el art. 44 del Estatuto interior establece el derecho del
señor Martínez a ser Presidente de la GeneraUtat. Respecto d fondo de
la cuestión aplaza su opinión a resdto de lo que elTribund resuelva en
esto primera cuestión referente a la personaUdad.

Excmo. Sr. D. Rafael Blasco
Excmo. Sr. D. Gonzdo Meras

Secretario:
D.José Serrano Pacheco



El señor Bastenechea sostiene la personaUdad del señor Martínez
para promover la cuestión de competencia, porque el Presidente del
Parlamento es órgano supletorio del Presidente de la Generditat, y a su
vez los Vicepresidentes son supletorios de todas las funciones del
Presidente del Parlamento Catdán, porque no hay simdtaneidad de
cargos, ya que el Vicepresidente pasó a la presidencia interina d haber
adquirido antes la cdidad de Presidente del Parlamento, ypor lo que el
Presidente de la GeneraUtat es todo poder ejecutivo y por consigdente
tiene la facdtad que a éste senda el art. 55 de la Ley Orgánica.

El señor Pedregd afirma que ve clara la fdta de personaUdad pero
cree debe sdvarse la personaUdad de Catduña d resolverse este recur-
so. Afirma que el señor Martínez no es Presidente del Parlamento
Catolán sinoVicepresidente segundo en funciones de Presidente interino,
ycon la obügación de proveer en plazo breve a la elección de Presidente.

El señor Pradera cree que el señor Martínez no tiene personaU-
dad, pero en la cuestión de fondo no está conforme con la alegación
fiscd ni con las indicaciones del ponente. Dice que la diputación per-
manente, en nombre de la cual actúa el recurrente, no tiene facdtad
para entablar este recurso debiendo además haberse acompañado el
acta en que se tomara este acuerdo. Cita los arts. 29, 30, 31 y 32, asi-
mismo el 44 del Estatuto interior de Cataluña, para sacar en conse-
cuencia que no puede ser nunca Presidente de la GeneraUtat.

El señor Minguijón propone que en la sentencia se diga que el
señor Martínez no es Presidente de la Generalitat por aplicación de la
Ley de Orden PúbUco, al objeto de que levantado el estado de guerra
quede intacto su derecho a desempeñar la presidencia.

El señor Álvarez estima que estos recursos sólo puede promo-
verlos el poder ejecutivo, el cud está compuesto en Catduña por el
Presidente y los Consejeros, no habiendo, por tanto, en la actualidad,
td poder ejecutivo autonómico por cuanto no hay consejeros.

El señor Beceña dice que el señor Martínez no es de hecho
Presidente de la GeneraUtat, ni puede serlo de derecho sin infringir
artícdos concretos del Estatuto interior: por la imposibüidad de simul-
tanear los cargos de Presidente de la Generalitat y Parlamento, optan-
do el recurrente por el segundo, como lo prueba el que convocara a
la diputación permanente del Parlamento Catalán. Cree que no cabe
hacer dusión en la sentencia a lo manifestado por el señor Martín,
pero debe hacerse lo posible para evitar que la sentencia tenga efec-
tos posteriores, en cuanto a los derechos de la región autónoma.



Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas
Excmo. Sr. D. César SÜió

Vocdes:
Excmo.
Excmo.
Excmo.

Gerardo Abad Conde
Manuel Alba Baunzano
Francisco Alcón Robles
Basüio Abad

Francisco Beceña
José Pedregd

Antonio M.a Sbert
Víctor Pradera

Pedro García de los Ríos
Gabriel Tdtabdl
Lds Maffiote
Carlos Martín
Eduardo Sabater
Juan Minguijón
Carlos del CastÜlo
Francisco Mínguez
César SÜió

Francisco Basterrechea
Gonzdo Meras
José Sampol
Antonio Fleitas

Secretario:
D.José Serrano Pacheco

Puesta a votación la ponencia: catorce votos a favor y seis en
contra —Álvarez,TdtabuU, Basterrechea, Alba, Sbert y Fleitas.

Aprobada la ponencia y la fdta de personaUdad del recurrente

El señor Mínguez ruega que no sea trasladado a Madrid el con-
sejero de la GeneraUtat, hasta tanto se haya operado a su esposa que
se halla grave.

El señor Presidente dice que se estudiará el asunto y, sin más,
levanta la sesión a la una y veinticinco minutos.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset



Sesión del Pleno de veintiuno de febrero de mü novecientos

Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Meras da lectura d proyecto de sentencia definitiva-
mente redactada en la cuestión de competencia sometida por el señor
Martínez y es aprobada, anunciando los señores Sbert, González y
TaltabuU que formularán voto particdar.

En consecuencia de la propuesta del señor Pedregd de que se
dé cuenta al pleno de los votos particulares que se redacten se susci-
ta una discusión en la que intervienen los señores Sbert, Alcón,
Tdtabdl, Pedregal, Minguijón,Traviesas, Pradera, De los Ríos, sobre si

podrán o no formdarse votos particulares sobre los fundamentos de
las sentencias, acordándose que los votos particdares podrán formu-
larse no sólo en cuanto a la parte dispositiva de la sentencia, sino tam-

bién en cuanto a los fundamentos legdes de la misma.

El Tribunal queda enterado de una comunicación del señor
Ministro de Agricdtura dando cuenta de haberse posesionado de
dicho Ministerio a los efecto de su incompatibüidad para el cargo de
Vocal suplente de este Tribunal, acordándose declarar la vacante.

Asimismo, quedó enterado el pleno de una comunicación de la
presidencia del Consejo de Ministros, dando traslado de otra de la
Embajada de España en París, y relativa a la petición de extradición del
señor Dencás formulada por elTribunal.

El señor Presidente informa sobre el estado actual de las cuen-
tas relativas a la adquisición del mobüiario delTribunal.

El señor TaltabuU entiende que el asunto no es de la competen-
cia del Pleno.

El señor SÜió dice que aún no ha podido ponerse en claro cómo
han sido traídos dTribunal los muebles, si bien le parece que lo orde-
nó el arquitecto. Lo que sí resdta cierto es que los muebles han sido
adqdridos, sin que existo acuerdo de la Junta de Gobierno que había
entonces. El arquitecto marifestó que los pedidos se hicieron confor-

treinta y cinco



El señor Pradera hace notar que, en las actas de la Junto de
Gobierno, no aparece nada de lo afirmado por el señor Albornoz.

El señor Pedregd dice que él hizo la propuesta de que no se
hiciera nada sin contar con la aprobación del funcionario de contabi-
Udad de la casa, y como no se hiciera así ha sido preguntado dicho fun-
cionario, que dijo que le había negado personaUdad para actuar como
td interventor.

Pleno

El señor Sbert dice que este asunto deber resolverse por la
Junta de Gobierno mediante un voto de confianza que le otorgue el

El señor Presidente dice que se trata de una cuestión de deUca-
deza, por lo cud lo ha sometido d Pleno.

veedores

El señor Álvarez estima que la Junto de Gobierno no desea el
voto de confianza que soUcita el señor Sbert, y cree que el Pleno debe
intervenir en el asunto para no cargar toda la responsabüidad en la
Junto. Dice que la instolación ha sido md hecha, como demuestra que
se instolase antes el despacho del Secretario General que los
Vicepresidentes yVocdes. Cree que debe examinarse si hay responsa-
büidades y si las adqdsiciones están bien hechas, de pagarse a los pro-

El señor Secretario hace constar que no ha intervenido para
nada en la instolación, por lo que no puede atribuírsele que su despa-
cho fuera instolado antes que otros. Dice que además tol despacho
está a disposición de los señores Vocdes, ya que d Secretario no le es
indispensable por el escaso trabajo que tiene que reaUzar.

El señor Martín afirma que no ha imputado d señor Secretario
en sus pdabras relativas a la instolación, pero qdere que conste que
la actud Junto de Gobierno que lo fuera de la anterior, ha manifestado
que no sabe nada respecto a este asunto.

me a dibujos hechos por él por orden del señor Presidente, en vista de
lo cud el actud Presidente diridó una carta d que lo era entonces

don Alvaro de Albornoz, pidiéndole informes, y éste respondió que
nada había contratado personalmente y que todo obedeció a los
acuerdos de la Junto de Gobierno y de la de Obras.

Afirma que por este motivo pidió que se instruyera expediente
para aclarar lo que hubiera de cierto, y de qdén partieron las órdenes.



El señorTaltabdl dice que se suma al criterio de mala dirección
en cuanto a la instalación delTribunal, pero que cree que debe escla-
recerse todo para evitar que se proyecten sombras sobre la honorabi-
lidad de nadie.

El señor Presidente dice que como Vicepresidente que fue
entonces llamó la atención del Presidente sobre que toda obra o con-
trato que excediera de cincuenta mil pesetas, debía sujetarse a las
prescripciones legdes de la subasta o concurso, y si se hacían por la
administración que se efectuaran con la debida intervención.

El señor Albornoz me dijo que delegaba en mí para Uevar a cabo
estas sugerencias y por esto se puso al habla con el interventor y con
el arqdtecto para señalar las normas que debían seguirse, pero él esti-
mó que así no podían segdrse las obras y recabó autorización del
Presidente para continuar haciéndolas, concediéndosele autorización.
Dice que el señor Albornoz, contestando a su carta sobre las obUga-
ciones contraídas, ha marifestado que él contrajo obUgaciones que
constaban en las actas en la Junta de Obras o de las de Gobierno, en
cuyas actas no consta nada.

El señor Traviesas dice que los miembros de aqueUa Junta de
Gobierno no tuvieron intervención en la adqdsición de muebles.

El señor Álvarez propone que se unan a la Junta de Obras los
señores Martín y Sbert para estudiar el asunto, y traen propuesta de
solución al Pleno.

Los señores Martín y Sbert se ponen a disposición del Pleno
acordándose de conformidad la propuesta del señor Álvarez.

Se levanta la sesión a las trece horas

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas
Excmo. Sr. D. César Süió

Vocdes
Excmo. Sr. D. Gerardo Abad Conde
Excmo. Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón Robles
Excmo. Sr. D. Basüio Abad



Secretario:

D.José Serrano Pacheco

NUMERO 115

Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierto la sesión.

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

El señor Secretario da cuenta del informe de la comisión de
incompatibüidades relativo d Presidente del Consejo, el letrado señor
Samper, que además es diputado.

escrito

El señor Pradera soUcita que se desplace el asunto para el
próximo Pleno y acordándose quede sobre la mesa. Dada cuenta

con lectura íntegra del escrito de recusación contra los señores
Vocdes Pradera, Sabater y Del CastiUo formulado por los letrados y
sus defensores en la causa por delito de rebeUón militar en
Cataluña, el seis de octubre último, así como de los preceptos lega-
les aplicables al caso, el señor Sabater hizo constar que no se inhi-
be voluntariamente de la causa de recusación alegada en dicho

El señor Pradera consigna que los cargos que se le hacen y que
no considera como tdes son ciertos, y también el interés poUtico que
se les atribuye, pero ni eUo supone un interés persond, ni sería bas-
tante para torcer la rectitud de su faUo, por lo que tampoco se inhibe,
tanto más cuanto que desde el primer momento se declarase la com-
petencia delTribunal para juzgar a los ex consejeros.

Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo
Excmo

Pedro García de los Ríos
Gabriel Tdtabdl
Lds Maffiote
Carlos Martín
Eduardo Sabater
Juan Mingdjón
Carlos del CastÜlo

Francisco Mínguez
Antonio M.a Sbert

Víctor Pradera
Francisco Beceña
José Pedregd



Se acuerda que se forme pieza separada para tramitar la recusa-
ción, designándose para instruirla al señor Alcón, con facultad para ele-
gir Secretario entre los del Tribund.

Seguidamente se ausentan del salón los señores Pradera, Sabater
y Del CastiUo.

El señor Beceña pide la suspensión del asunto que ha motivado
la recusación hasta tanto se cite a los suplentes de los Vocdes que se
han retirado, por estimar que el Tribunal ha quedado incompleto y
podría sentar un precedente peligroso.

El señor Secretario advierte que con arredo a lo dispuesto en
el art. 90 de la Ley Orgánica, el auto de conclusión del seminario ha
de ratificarse dentro de los tres días siguientes a su fecha, por lo que
no puede paraUzarse este asunto.

El señor Gü da cuenta de lo actuado. Asimismo, informa del
escrito presentado por el señor Fiscal solicitando la práctica de nue-
vas düigencias que se consideraron improcedentes y del auto de con-
clusión del sumario.

El señor Sbert se reitera en manifestaciones que hizo anterior-
mente, afirmando que como no conoce el sumario, no puede consi-
derar si está concluido o habría que practicar nuevas düigencias, por
lo que se abstiene de tomar parte en esta resolución.

Los señores Tdtabdl, Alba y Basterrechea se adhieren a lo mari-
festado por el señor Sbert.

El señor Mingdjón cree que elTribunal no se puede pronunciar
acerca de la conveniencia de considerar concluso un sumario que no
conoce, pero que si eüo es preciso por imperativo kgd votará ciega-
mente. Hace constar su disconformidad con que el Tribund actúe en
este asunto de una forma incompleta por ausentarse tres de sus miem-
bros, y máxime sin haber votado absolutamente nada el pleno sobre
la recusación.

El señor Pedregal es del parecer que se apruebe el auto que
declara concluso el sumario, pues él por su parte tiene el conoci-

El señor del CastiUo dice que estimando como un deber irre-
nunciable su actuación en el Tribund, no le inhibe del conocimiento
de asuntos a que la recusación se refiere, por no ser suficientes los
motivos que para eüos se degan.



miento suficiente del mismo por las manifestaciones periódicas que
tiene el señor Gü, y además, dice que si dicho conocimiento no le
hubiera sido suficiente habría pedido ampUación de las manifestacio-
nes d ponente instructor del sumario, considerando que los demás
señores Vocdes hubieran podido hacer lo mismo.

El señor De los Ríos dice que ninguno de los señores Vocdes
puede abstenerse de votar aun cuando para eUo degue argumentos

fundamentoles.

El señor Alcón dice que la práctica de losTribundes le ha ense-
ñado a que constantemente para los miembros de éstos los asuntos no
sean reservados y que por tanto todos los Vocdes en el curso de la tra-

mitación del sumario han podido enterarse del votado del mismo y
sugerir dTribund, en este momento, la práctica de aquellas düigencias
que estimasen necesarias para el complemento del sumario.

El señor Sbert, así como los señores Alba y Basterrechea, se opo-
nen a declarar concluso el sumario reiterando su afirmación de que
éste no es conocido.

El señor Meras soUcita se aplace el asunto para la próxima
sesión

El señor Alcón se muestra conforme con lo manifestado por el

señor Meras y dice que el sumario puede quedar en la secretaría de
manifiesto para que los señores Vocdes puedan examinarlo.

El señor Presidente propone se suspenda la sesión hasta maña-
na día quince a las once, teniendo por supuesto que el sumario, de
acuerdo con la petición del señor Alcón, estará de manifiesto en la
Secretaría General. Así se acuerda.

El señor Mínguez soUcita conste en acta el sentimiento del
Tribund por la muerte de la madre del Vocd suplente por Murcia,
señor Sperafico, acordándose de conformidad.

Se levanta la sesión a la una y quince minutos

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidentes:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas
Excmo. Sr. D. César Süió
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Sesión del Pleno de qdnce de marzo de mü novecientos
cinco.

Con asistencia de los señores indicados al margen, el
iidente declara abierta la sesión.

Se lee y aprueba el acta de la sesión anterior.

Se da cuenta del dictamen de la comisión de incompatib:
relativo al señor Samper.

El señor Pradera dice que todas las dudas que el dictamen h
:rido han quedado disipadas, y que sólo tiene que declarar qut
desagrado que el señor Samper venga a formar parte del Tribu
mes de su actuación como Presidente del Consejo, en relaciói
•unal de Garantías

El señor Pedregal se adhiere a las manifestaciones del s>
lera y en iguales términos se expresan los señores Beceña, D<

Excmo
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Excmo
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Sr. D. Manuel Alba Baunzano
Sr. D. Francisco Alcón Robles
Sr.D. Basüio Abad

D. Pedro García de los Ríos
D.Gabriel TaltabuU
D. Gü Gü y Gü
D. Carlos Martín
D. Eduardo Sabater
D.Juan Minguijón
D. Carlos del CastÜlo
D. Francisco Mínguez
D. Antonio M.a Sbert
D.Víctor Pradera
D. Francisco Beceña
D.José Pedregal

Secretario:
D.José Serrano Pacheco



El señor Álvarez cree que el Tribund podrá juzgar en su día la
actuación del señor Samper como Vocd del mismo, pero no su con-
ducta como Presidente del Consejo con motivo de la sentencia sobre
la Ley de Cdtivos de Catduña.

El señor Sbert opina que se va a admitir en el seno del Tribund
d Presidente del Consejo de Estado, al que corresponde por precepto
constituciond td carácter de Vocd nato, sin tener en cuenta su ante-
rior actuación poUtica como Presidente del Consejo.

El señor Gü dice que desconociéndose las dtas razones en que
pudo inspirarse la actitud del señor Samper en aqueUa ocasión, no es
prudente juzgar ahora su conducto.

El señor Presidente declara que a su jdcio no debe entrarse a
discutir la conducto anterior del señor Samper, a qden por otra parte
nadie ha molestado en las manifestaciones vertidas, y propone que se
apruebe el dictamen.

El señor Basterrechea se adhiere a las manifestaciones del señor
Presidente, así como el señor Minguijón.

Se aprueba el dictamen de la comisión de incompatibUidades

Se da cuenta de los recursos de inconstitucionaUdad números
42 y 44 promovidos por Francisco Serra y Enrique Perxas en trámite
de admisión, y se acuerda admitirlo. El Secretario comenta la dificdtad
que surge d tener que armonizar el precepto del art. 34 de la Ley
Orgánica con la suspensión dispuesto en la ley de 2 de enero dtimo,
y se acuerda que una ponencia compuesto por los señores SÜió,
Beceña y Sbert estudie la cuestión y proponga dTribund la fórmula
legd apUcable.

Se da cuenta de la propuesta de la Junta de Gobierno ampliada
en la forma que elTribunal acordó respecto a la forma de Uqddación
de muebles debidos, y es aprobada, autorizándose d señor Presidente
a disponer los pagos.

El señor Basterrechea propone que se redacte una memoria de
los antecedentes del Tribund, se expUque la actuación de éste, y se

El señor Alcón estima que el Tribund no debe juzgar en estos

momentos la anterior actuación del señor Samper como Presidente
del Consejo.



propongan las reformas que el Tribund estime convenientes para su
más eficiente actuación.

El señor Presidente dice que en vísperas de la reforma consti-
tuciond, la reforma del señor Basterrechea tiene gran importancia, por
lo que puede dediedsele especial atención en otra reunión del pleno.

Se ausentan los señores Sabater, Pradera y Del CastiUo

Se aprueba el auto de conclusión del sumario contra los conse-
jeros de la Generalitat de Cataluña, así como el de declaración de
rebeldía del señor Dencás y que el señor Traviesas, a quien corres-
ponde, por turno, sea el ponente hasta dictar sentencia.

El señor Presidente estima que debe nombrarse una comisión,
que estime el modo de nombrar el nombramiento de ponentes en las
causas criminales, para que éste no se haga automáticamente por tur-
nos, sino por libre designación del Tribund.

El señor Sbert se opone a la propuesta del señor Presidente, y
cree que ese turno de automatismo debe ser respetado como prueba
de imparciaUdad.

Queda aplazada esta cuestión para más detenido estudio

Se acuerda dar traslado para edificación por término de cinco
días a la parte acusadora y a cada uno de los letrados defensores de los
letrados.

El señor Alcón propone apoyado por el señor GÜ,y después de
exponer su posición contraria el señor Sbert, se resuelve que dicho
traslado tenga lugar.

El señor Alcón, instructor de la pieza de recusación formdada
contra los señores Pradera, Sabater y Del CastÜlo, expone la necesidad
kgd de que los procesados recurrentes se ratifiquen en el escrito de
recusación, y el Tribunal acuerda que ante el propio instructor de la
pieza en representación amplia del Tribund en pleno y asistido del
Secretario General, practiquen las düigencias de ratificación exigidas
por la ley.

El señor Presidente soUcita se le autorice para sustituir transi-
toriamente d ponente designado en caso de enfermedad o imposibi-
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Secretario:

D.José Serrano Pacheco

NUMERO 117

Sesión del Pleno del veintiuno de marzo de mü novecientos
treinta y cinco

Con asistencia de los señores indicados d find, el señor Pre-
sidente declara abierto la sesión.

Leída el acto de la sesión anterior, es aprobada.

Dada cuenta del recurso de súpUca, interpuesto por el Fiscd de
la RepúbUca, contra auto de quince del corriente, dictado por el Pleno
en la causa segdda contra los ex consejeros de la GeneraUtat de
Catduña, el señor Traviesas, ponente en la misma, manifiesto su opi-

Yno habiendo más asuntos de que tratar se levanta la sesión

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vicepresidente:
Excmo. Sr. D. Manuel Traviesas
Excmo. Sr. D. César SÜió

Gerardo Abad Conde
Manuel Alba Baunzano
Francisco Alcón Robles
Basüio Abad



El señor Sbert interesa que quede consignado que la resolución
no impUca que no se acepte íntegramente el sistema acusatorio en
este procedimiento.

Los señores Alcón y Beceña recuerdan que en esta causa no
actúa el Ministerio Fiscd como tal, sino el Comisario del Gobierno y
por tanto el acusador particular, y se acuerda por unanimidad recha-
zar el escrito del Fiscd, denegando la petición contenida en el mismo.

Seguidamente, se da cuenta del escrito elevado dTribunal por
los letrados defensores de los procesados en la citada causa, supUcan-
do que el traslado de los autos se haga por entregas en lugar de poner-
los de manifiesto en el Tribunal, ampliación del término de
calificación a diez días por letrado, y que el traslado de los autos se
haga guardando un orden de prelación determinado, marifestando el
señor Traviesas que, en cuanto al primer extremo, se atiene a lo acor-
dado por el Tribund, y respecto del segundo cree suficiente el plazo
concedido por la ley, no encontrando obstácdo que se oponga a la
concesión del tercero.

El señor Sbert se muestra contrario al criterio de la Ponencia y
solicita que el plazo de calificación se entienda de cinco días por cada
procesado, remitiéndose a sus manifestaciones del Pleno anterior, en
cuanto d traslado de los autos.

Los señores García de los Ríos, Martín Álvarez y Mingdjón
exponen su opinión de acuerdo con la Ponencia, abundando en el
mismo criterio de los señores Beceña y Gü Gü y GÜ, y se acuerda rei-
terar la anterior resolución del Pleno en cuanto al traslado, con voto
en contra de los señores Sbert, Basterrechea, Alba y G. TaltabuU.

El señor Sbert insiste en su proposición sobre la duración del
plazo de calificación, acordándose con el voto de los mismos señores
en contra, que éste sea de cinco días por letrado.

Findmente, se acuerda acceder a lo soUcitado respecto al orden
en que ha de hacerse el traslado.

Entra en el sdón de sesiones el señor Rdz del CastiUo

Sin discusión, son aprobados los sigdentes dictámenes de la
Comisión de Incompatibüidades.

rión contraria a la petición fiscd, sumándose a este criterio los seño-
res Beceña yAlcón.



Se da cuenta de una moción de la Junta Gobierno, relativa a la
necesidad de un crédito extraordinario para adqdsición de muebles,
reaUzación de obras, dotación de servicios y otras atenciones del
Tribund, suspendiéndose su estudio para otra reunión.

El señor Presidente informa de las gestiones realizadas en rela-
ción con la reciente disposición que suprime los pases de ferrocarril
a los miembros del Tribund, y se acuerda soUcitar del señor Ministro
de Hacienda, por gestión que realizará el señor Presidente, la variación
del epígrafe del Presupuesto que se refiere a gastos de viaje de los
Vocdes suplentes por el de "para gastos de viaje y dietas de los tres

Vocdes propietarios y suplentes, y persond auxüiar del Tribund".

Finalmente, el señor Sbert da cuenta del dictamen de la
Ponencia nombrada para determinar el modo de comparecencia del
Parlamento de Catduña, en recursos de inconstitucionaUdad, en el
sentido de que elTribund deberá dirigirse d Gobernador general de
dicha redón para que informe sobre la existencia de algún órgano ges-
tor del Parlamento Catolán a los efectos de recibir notificaciones y
nombrar defensor de la constitucionaUdad de las leyes recurridas,
aprobadas con anterioridad a la ley del dos de enero dtimo, y si no
existiera dicho órgano gestor, deberá elTribund suspender la tramita-
ción de los recursos, hasta que le hubiera, siendo aprobado por una-

Declarando la compatibUidad del señor Beceña para el cargo
de Vocal

En contra de la cud se había presentado un escrito que suscri-
bía el Vocd suplente señor Marcos Pelayo. Al mismo tiempo se acuer-
da de conformidad el dictamen respecto a la residencia del Vocd
suplente, señor Marcos Pelayo.

Declarando, asimismo, la compatibUidad del señor Sbert, resol-
viendo sobre la consdta elevada por el mismo, sobre la posible incom-
patibüidad del cargo del Vocd del Tribund, con el de Director general
del Instituto de Acción Universitaria de Catduña.

A propuesta del señor Presidente se acuerda que la Comisión
de IncompatibUidades haga un estudio de las vacantes existentes en
elTribund, que deben ser provistas, así como del número de conceja-
les electivos que deben intervenir en la elección de Vocdes redona-
les, para en su caso, proceder a la elección.
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Secretario:
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ÍRO 118

Sesión del día veintidós de marzo de mü novecientos treinta ycinco.

Con asistencia de los señores indicados al final, el señor
¡idente declara abierta la sesión.

Leída el acta de la anterior, es aprobada,

Por el señor Secretario se da lectura al proyecto de auto, dene-
lo, el recurso de súplica interpuesto por el señor Fiscal de la
ública, contra el de quince del corriente en la causa por rebelión
tar, siendo aprobado por unanimidad.

continuarla mañana a las once
Y no habiendo más asuntos de que tratar, se levanta la sesión

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
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Uzado

Dada cuenta de la propuesta formdada por la Junto de
Gobierno para la gestión de un suplemento de crédito con que aten-

der a los gastos de instolación, obra, dotación de servicios y otros del
Tribund, el señor Martín Álvarez estima que a dicha propuesta le fd-
tan datos para poder enjdciarla, manifestando que en eUa advierte la
falta de determinadas obras y servicios, por lo que cree que no debe
recaer acuerdo, en tanto no se traiga un presupuesto debidamente rea-

El señor SÜió estima que es una cuestión inaplazable, ya que
éste es el momento propicio para la petición, por las condiciones
especides en que se haUa elTribunal, opinión a que se suman los seño-
res Sbert y Pedregd, advirtiendo éste que el principd argumento que
debe esgrimir elTribund en su petición ha de ser el no cumplimien-

to de la ley que concedía d mismo muebles del Patrimonio de la
RepúbUca.

El señor Martín Álvarez insiste en que deben incluirse determi-
nados gastos para adecentar el edificio en general y habüitor la sec-

Dada cuenta de un escrito de don Luis Jiménez de Asúa, defen-
sor del procesado don Juan Lluhí, soUcitando autorización para que

dicho procesado pueda trasladarse a Barcelona, d objeto de asistir d
parto de su esposa, se acordó, por unanimidad, acceder a lo soUcitado,

haciéndose el traslado a su costa y quedando en régimen de prisión

atenuada y con la oportuna vigüancia.

Asimismo, se acuerda autorizar al señor Presidente para que,
transcurrido el plazo de prueba en la pieza de recusación contra los
señores Martínez Sabater, Pradera y Ruiz del CastÜlo, señale día para la
vista.

Entran en el sdón los señores Rdz del CastiUo y Pradera, reti-
rándose el suplente.

Por el señor Presidente se da cuenta de la gestión realizada
cerca del señor Ministro de Hacienda para la modificación de un
epígrafe del Presupuesto del Tribunal, acordándose quedar entera-

dos y autorizar a la Junta de Gobierno para que estudie y celebre
un concierto con las compañías de ferrocarriles al objeto de con-
seguir pases de libre circulación para los tres Vocales y Secretario
general.



Se pone a debate la cuestión relativa a la forma de designación
de jueces instructores en causas crimindes de la competencia del
Tribund.

El señor Presidente entiende que no debe hacerse por turno,
como se hace para la designación de ponentes, manifestando también
el señor García de los Ríos que debe ser el Pleno, en cada caso, el que
los designe.

Los señores Sbert y G. Tdtabdl se muestran contrarios a la pro-
puesta de la presidencia, mientras el señor Mingdjón cree más con-
veniente que se haga un turno especial entre los tres Vocdes que sean
magistrados, profesores de Derecho Procesal y abogados en ejercicio
durante un determinado tiempo.

Se procede a votar sobre la forma de designación, acordándose
que se efectúe por elección del Pleno, por doce votos de los señores
Presidente,Traviesas, Gü Gü y Gü, Martín Álvarez, Maffiote, García de los
Ríos,Akón, Rdz del CastiUo, Mingdjón, Meras, Pedregd y Beceña, con-
tra siete de los señores Álvarez, Blasco, Mínguez, Basterrechea, Sbert,
Alba, G. Tdtabdl, absteniéndose de votar el señor Pradera.

Y no habiendo más asuntos de que tratar, se levanta la sesión

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Vocales:
Excmo. Sr. D. Manuel de MiguelTraviesas
Excmo. Sr. D. César SÜió
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón
Excmo. Sr. D. Carlos Álvarez
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña

Intervienen brevemente los señores García de los Ríos,
Minguijón y Álvarez, acordándose que la Junta de Gobierno presenté
un nuevo proyecto de presupuesto razonado.

Se da lectura a una proposición del señor Mingdjón acerca de
la forma en que deben estudiar los miembros del Tribunal los suma-
rios que tengan carácter secreto, y se acuerda quede sobre la mesa
para otra sesión.
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Secretario:
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NUMERO 119

Sesión del día veintinueve de marzo de mü novecientos treinta

y cinco

Reunido elTribund en pleno con asistencia de los señores indi-
cados al final, se dio lectura al acta de la sesión anterior, que es apro-
bada.

El señor Alcón somete a la consideración del Tribund la resolu-
ción procedente en el incidente de recusación promovido por los

defensores de los procesados, ex consejeros de la GeneraUtat de
Catduña, contra los Vocdes señores Pradera, Rdz del CastiUo y
Martínez Sabater. El ponente entiende que procede desestimar larecu-
sación, teniendo en cuenta el carácter poUtico de este Tribund y la
falta de justificación del interés persond de los recusados en el asun-
to a que se refiere.

El señor Mingdjón se adhiere a la propuesta del señor Alcón.

El señor Sbert manifiesta que la cuestión que se debate a su jui-
cio es más de deücadeza que de carácter jurídico;hace constar que la
conducta de algunos señores Vocdes, d emitir opiniones y censuras
que concretamente decton a los hechos que elTribunal ha de juzgar,
y alrepUcar en la prensa a escritos presentados por los letrados defen-
sores alTribund, le parece indeUcada, y que esos jdcios pueden indu-
cir a una presunción contraria a la serenidad para juzgar darmando a
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qdenes han de comparecer ante este Tribunal. Añade que hace es
manifestaciones con toda la consideración y respeto que le mere
los aludidos miembros del Tribund, pero debiendo hacer cons
como expUcación de su voto que será contrario a la recusación, j
entender que la Ley Orgánica de este Tribund no establece causas
recusación y si se aplica la de Enjuiciamiento Criminal como suple
ria, en eUa no es motivo de recusación el interés poUtico.

El señor Pedregd expone también su opinión contraria a
recusación, esperando que la autoridad del Presidente del Tribuí
sabrá evitar aqueUas actividades políticas de sus miembros que pi
dan dectar a la imparcialidad y respeto debidos a este Organismo.

Por unanimidad se desestima la recusación propuesta, sin ha<
especial imposición de costas ni sanción de otro orden.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

:o

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset



cinco.

Con asistencia de los señores indicados d find, el señor
Presidente declara abierto la sesión.

Leída el acta de la anterior es aprobada,

Dada lectura del auto redactado por el Vocd ponente señor
Alcón en el incidente de recusación contra los señores Vocdes don
Eduardo Martínez Sabater, don Víctor Pradera y don Carlos Rdz del
CastÜlo, en la causa segdda contra los ex consejeros de la Generditat
de Catduña, en cuyo auto se declara no haber lugar a la recusación.

Intervienen brevemente los señores Mingdjón, Beceña, Sbert y
Pedregd en favor de la Ponencia; asimismo, usa de la pdabra el señor
Farrán, mostrando su opinión de que debe imponerse la sanción que
senda la ley procesd; el señor Martín Álvarez que estima debe süen-
ciarse este punto, y el señor Sbert que propone que el auto se redac-
te en el sentido de desestimar la petición fiscd de la sanción, que se
sdve para el futuro la facdtad de imponerla.

Se aprueba la redacción del auto, haciendo constar su voto en
contra el señor Farrán.

Abandona el sdón el señor Farrán, pasando a ocupar sus pues-
tos los señores Pradera y Rdz del CastiUo.

Leído un escrito del señor Fiscd de la RepúbUca soUcitando se
ampUe el plazo para la calificación provisiond en la causa contra los
ex consejeros de la GeneraUtat de Catduña hasta el treinta y uno del
corriente. Se acuerda denegar la petición yrequerirle para que en tér-
mino de una audiencia presente el escrito.

Asimismo, se da lectura a un escrito de los abogados defensores
de los procesados en esto causa, soUcitando se les dé traslado a domi-
cUio de los autos, acordándose ratificar el acuerdo anterior del Pleno
en el sentido de que dichos autos sean puestos de manifiesto en la
Secretaría General.

El señor Pradera, como ponente en el recurso de abuso de
poder, interpuesto por don Enrique Carmona, expone su opinión de
que elTribund debe denegar la admisión del recurso.

Sesión del día treinta de marzo de mü novecientos treinta y



Segddamente se da cuenta del proyecto de presupuesto para un
crédito extraordinario por cuatrocientas veintiuna mü trescientas cin-
cuenta y una pesetas, manifestando el señor Martín Álvarez su creencia
de que no es este momento oportuno para td petición.

El señor Sbert propone que el primer concepto de dicho pre-
supuesto se redacte diciendo: "Dietas para actuaciones judiciales de
los señores Vocales, Secretarios y personal auxüiar en casos de des-
plazamiento", acordándose de conformidad.

Asimismo, se acuerda solicitar el crédito extraordinario de refe-
rencia.

El señor Secretario da lectura a una propuesta del señor
Minguijón sobre la intervención de los señores Vocales en los suma-
rios que se incoen, que es apoyada por su autor.

El señor Presidente cree que el secreto del sumario no queda
violado, porque un Vocd al ser requerido para que emita su voto sobre
determinada decisión del Tribunal (auto de procesamiento, auto de
conclusión del sumario, etc.), solicite conocer antes las actuaciones.

Los señores Sbert, García de los Ríos yAlcón abundan en el cri-
terio del señor Presidente.

El señor Presidente propone que sea el señor Minguijón quien
redacte una ponencia sobre este asunto, sobre la siguiente base:
"Cuando un señor Vocal haya de emitir su voto sobre una determina-
ción que tenga que adoptar el Pleno en relación con un sumario,
tiene derecho, sin que haya quebrantamiento del secreto sumarial, a
conocer de todas las actuaciones judiciales. Sólo en otro caso el señor
Vocal que desee examinar un sumario lo solicitará del señor

El señor Sbert se refiere a la ley de cinco de abril de mü nove-
cientos cuatro, que atribuye al Senado la facdtad de exigir responsabi-
Udades civUes a instancia de la parte agraviada, entendiendo que éste es
el úrico antecedente legislativo que puede servir de base. Este Tribund,
por tener competencia para juzgar las responsabüidades de los minis-
tros, podría recabar la de los recursos por abuso o desviación de poder.

El señor Martín Álvarez entiende que, por la importancia del
asunto, debiera aplazarse hasta la próxima reunión del Pleno, acor-
dándose, tras breve discusión, no admitir a trámite dicho recurso, y
que el señor Vocal Ponente traiga redactada la resolución.
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NUMERO 121

Sesión del día trece de abril de mü novecientos treinta y cinco

Con asistencia de los señores indicados al find, el señor Presi-
dente declara abierta la sesión.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada.

Presidente, quien podrá otorgarle la autorización por sí, o previa con-
sdta con el Pleno".

El señor Presidente anuncia que se va a dar lectura de una pro-
posición del señor Basterrechea sobre la redacción y pubücación de
una memoria de las actuaciones del Tribund, y propone, que de pro-
ducirse debate, éste quede aplazado hasta el próximo Pleno, hacién-
dose así y acordándose de conformidad.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset



Lamenta que el Pleno delTribund tratara con este motivo de la
actuación del Gobierno presidido por él, de lo que debió abstenerse
por motivos de deUcadeza, ya que no se haUaba presente la persona
cuya actuación se discutía,por no ser de la competencia delTribunal
ocuparse de los actos del Gobierno, y por tratarse de una evidente
injusticia, por todo lo cual formda su protesta contra los señores que
hicieron las manifestaciones a que se refiere.

El señor Presidente aclara que no se trató de nada que se refi-
riese d honor del señor Samper ni que significara ataque d Gobierno.

El señor Pradera recuerda que fue él quien suscitó la cuestión
de posible incompatibüidad moral, sin que en eUo hubiera indeUcade-
za y para demostrarlo repite aquellas mismas palabras y conceptos.
Afirma que úricamente defendió el prestigio del Tribund, que había
quedado en entredicho por la actuación del Gobierno que presidía el
señor Samper d ejecutar la sentencia que anulaba la Ley de Cdtivos
de Catduña, protestando a la vez de que, según deduce de las palabras
del señor Samper, el Gobierno central absorbió facdtades redamen-
tarias que correspondían íntegramente a la Generalitat de Catduña.

El señor Pedregal se asocia a las palabras del señor Pradera, sos-
teniendo que elTribund no puede asentir a que sus sentencias se eje-
cuten en la medida que estimen prudente los Gobiernos, viendo este
alto cuerpo dismindda su autoridad, cuando el gobierno gestionaba
de la Generalitat la pubUcación de un reglamento, para modificar una
ley que había sido declarada nula. Sus quejas se extienden a todos los
gobiernos sucedidos, que no prestaron la atención que dTribunal de
Garantías era debida.

El señor Sbert se remite a lo que ya dijo en aqueUa ocasión, y es
que no pueden enjdciarse conductas poUticas ni tratarse otras incom-
patibüidades que las legdes.

El señor Presidente recibió la promesa redamentaria d Vocal
nato don Ricardo Samper, que quedó posesionado del cargo.

Segddamente, el señor Presidente dio la bienvenida, en nombre
propio y en el delTribunal, al nuevo Vocal.

El señor Samper agradece el sdudo del señor Presidente, refi-
riéndose después d suelto pubUcado por los periódicos con ocasión
del debate, que se desarrolló en el Pleno, d darse cuenta de su nom-
bramiento.



Asimismo, se da cuenta de la pubUcación en la Gaceta del
nuevo redámente del Tribund, acordándose que la Comisión redac-
tóla de redamemos lo estudie, delegando su puesto en dicha
Comisión el señor Presidente en el señor Traviesas.

El señor Beceña afirma que elTribund tiene un carácter consti-
tuciond y sólo se puede y debe velar por su prestido, sdvando todos
los respetos persondes d señor Samper.

Rectifica afirmando que no discutió ni discute la sentencia del
Tribund, pero el trámite para su ejecución debía ser discreciond del
Gobierno, haciendo constar a su vez que él también ve con desagrado
la presencia en elTribund de dgunos señores Vocdes con los que se
declara moralmente incompatible.

Rectifican los señores Pedregd, Pradera y Sbert.

El señor Martín Álvarez protesta de las pdabras pronunciadas
por el señor Samper, que estima irrespetuosas para elTribund y/o para
sus miembros.

El señor Mingdjón hace constar que no se considera molesto
por las pdabras pronunciadas por el señor Samper ni encuentra en su
gestión agravio para el Tribund, que no puede discutir los actos de
Gobierno.

Rectifica nuevamente el señor Samper y queda terminado el
incidente

Dada cuenta de una comunicación del señor Vocd suplente
don Román Riaza, poniendo su cargo a disposición del Tribund por
considerarlo incompatible con el de Subsecretario de Instrucción
PúbUca para el que ha sido nombrado, se acuerda que pase a la
Comisión de IncompatíbUidades.

Dada cuenta de un escrito del Letrado señor Ruiz-Funer, defen-
sor del procesado, en causa por rebeUón militar, don Martín Esteve,
soUcitando autorización para que su defendido pueda trasladarse
durante ocho días a una clínica donde se le hará una radiografía, se
acuerda acceder a lo soUcitodo.

rinamente

ElTribund quedó enterado de haberse pubücado las oportunas
disposiciones, confirmado en sus cargos a los actudes Oficides letra-
dos y secretarios de Sección del Tribund, que los desempeñaban inte-



Asimismo, se aplaza la discusión de las ponencias de los seño-
res Minguijón y Basterrechea sobre examen de sumarios de carácter
secreto y memoria delTribunal.

Dada cuenta de un escrito de los Letrados defensores de los ex
consejeros de la GeneraUtat de Cataluña, motivado en un artículo
periodístico del Vocal señor Pradera, por los señores Sbert y
Bastenechea, se hacen indicaciones sobre determinada alusión que en
el mismo se les hace, explicando el señor Pradera el alcance de dicha
alusión y el motivo de haber publicado dicho artículo, manifestando
el señor Martínez Sabater que por el mismo motivo pubUcó él otro
artícdo sobre el mismo asunto.

El señor Beceña estima que deben prohibirse las marifesta-
ciones públicas de los señores Vocales sobre los hechos pendientes
en este Tribunal, y estudiar qué medios hay para significar el disgus-
to del Tribunal por determinadas actuaciones de los Letrados defen-
sores.

El señor Silió propone que no se tome determinación sobre el
escrito, hasta que se vea lo que corresponda de la moción del señor
Beceña

Intervienen brevemente los señores Sbert y Samper acordán-
dose sobre el escrito dictar una providencia de "visto y archívese", y
designar una ponencia formada por los señores SÜió y Beceña para
que estudien la moción del segundo.

Seguidamente se da cuenta de la concesión de pases del ferro-
carril a los señores Vocales y Secretario General, acordándose hacer
constar la satisfacción del Tribunal y autorizando d señor Presidente
para que en nombre del mismo dé las gracias a los señores Ministro y
Director General.

El Tribunal quedó enterado de una comunicación de la
Presidencia del Consejo de Ministros, trasladando otra del Ministerio
de Estado, en que reinserta una nota de la Embajada de España en
París, dando cuenta de haberse denegado la petición de extradición
del ex consejero de la Generalitat de Cataluña señor Dencás.

Se acuerda que quede sobre la mesa, aplazándose su discusión,
la ponencia del señor Pradera sobre resolución en el recurso por
abuso de poder interpuesto por don Enrique Carmona.
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Sesión del día catorce de mayo de mü novecientos treinta y

Con asistencia de los señores indicados d find, el señor
¡idente declara abierta la sesión.

A propuesta del señor GÜ Gü y Gü se acuerda que conste en el

la satisfacción del Tribund por la pubUcación del libro Leyes poli-
de España, recopüadas por el Secretario General, y del que se

entregado ejemplares a todos los Vocdes.
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El señor Traviesas, como ponente, plantea la cuestión previa de
que se determinen por el Pleno las facultades delTribunal para poder
apreciar en su día en la sentencia, y la participación de los procesados
en el delito que se les imputo, ya que, a su juicio,no puede atribuírse-
les como el Fiscal hace en su escrito, igual participación a todos los
encausados.

El señor Presidente dice que esta cuestión no es necesario tra-
tarla en este momento, y debe plantearse el día en que las partes
hayan hecho su calificación definitiva.

El ponente señor Traviesas informa d Tribunal respecto a la pro-
posición de prueba hecha por las partes, mostrándose partidario de la
admisión de toda la propuesta excepto de la que figura bajo los apar-
tados C) y D), que, respectivamente, hacen relación a que se reclamen
de la Audiencia de Cataluña testimonios suficientes a hacerse constar,
cuántos y cudes son los procesos iniciados contra autoridades o
Corporaciones por haberse adherido a la proclama de la Generalitat de
Catduña; cudes han sido sentenciados y respecto de cada uno de eUos
cud ha sido el hecho declarado probado, cuál la calificación jurídica y
cuál la pena impuesta, e igud testimonio de las Audiencias Provincides
de Barcelona, Gerona, Tarragona y Lérida, respecto a los procesos que
eUos hayan Uegado a faUar y que se pare ante el Tribund durante las
sesiones del jdcio, el disco de gramófono donde consta la lectura del
manifiesto del señor Companys en el balcón de la GeneraUtat, si bien

Leída el acta de la sesión anterior es aprobada

A propuesta del señor Presidente, se acuerda hacer constar en
acta el sentimiento delTribunal por el accidente recientemente sriri-
do por el Secretario General, concediéndosele licencia por todo el
tiempo que tarde en restablecerse y designando al Secretario de
Sección don Joaquín Herrero, para sustituirlo durante su ausencia.

Dada cuenta del fallecimiento del Vocal señor Blasco se acuer-
da, por unanimidad, hacer constar en acta el sentimiento delTribunal
yreiterar el pésame a la famiUa del finado, acordándose, asimismo, diri-
gir una comunicación al Vocal señor Alba, dándole el pésame por la
muerte de su padre, y haciendo constar el sentimiento del Tribund.

Por el señor Secretario se da cuenta de haberse presentado los
escritos de edificación del señor Fiscd General de la República y de
los defensores de los ex consejeros de la Generalitat de Catduña,
habiendo expirado el término concedido.



tra seis.

Segddamente, el señor Minguijón expUca su voto, manifestan-
do que a su jdcio, y en la creencia de que el manifiesto origind del
señor Companys no figura en el sumario, no ve inconveniente en
admitir la prueba de los discos de gramófonos.

El señor Beceña igualmente expUca su voto, diciendo que no ve
la eficacia de esto prueba, pues si con eUo se busca la reacción del
púbUco, ésta tanto si es favorable como contraria a las manifestaciones
del señor Companys sería contraproducente, aparte de que la mayoría
de los asistentes no lo entenderían por estar en catolán.

Segddamente se procede a la fijación de la fecha para celebra-
ción de la visto.

El señor Sbert hace constar su criterio respecto a la interpreta-
ción del art. 92 de la Ley, referente a la fijación de fecha para la visto,
indicando que a su jdcio el referido artícdo no exige que ésta haya

de celebrarse dentro de los diez días sigdentes a la admisión de la
prueba, sino que dentro de este plazo podrá el Tribund señdar la
fecha de celebración de aqueUa.

Intervienen los señores Pradera y Martín Álvarez para exponer
su criterio contrario a la anterior interpretación, acordándose, a pro-

en cuanto a lo primero, el ponente no vería inconveniente en declarar
su pertinencia, con la prudente limitación que el Tribund estimara
necesaria, para evitar una posible suspensión del jdcio, caso de no
tener preparada la prueba para este auto.

Puesto a debate la admisión de prueba, el señor Alcón se opone
por estimarla totalmente impertinente. El señor Sbert, por el contra-

rio, hace constar su criterio favorable a la admisión de la prueba, por

estimar que guarda perfecta relación con los hechos de autos, a cuya
propuesta se adhiere el señor Basterrechea.

Intervienen con posterioridad, nuevamente, los señores Alcón y
Sbert ylos señores Gü GÜ y Gü yMartínez Sabater, acordándose poner-
la a votación, verificada la cud resdta admitida la prueba propuesto
por el señor Fiscd si con la testificd propuesta por las demás partes,
rechazándose la que figura en el apartado A) del escrito de la repre-

sentación del señor Companys por quince votos contra siete; la del
apartado B) por catorce votos contra ocho; la del apartado C) por die-
cisiete contra cinco votos y la del apartado D) por dieciséis votos con-



El señor Presidente plantea la cuestión de si debe celebrarse
dicho auto en elTribunal Supremo o en el local propio de este Tribund.

Los señores Sbert, G. TaltabuU y Martín Álvarez estiman que el
Tribunal no reúne las condiciones necesarias para un acto de esta
naturaleza; por el contrario, los señores Silió y Martínez Sabater, esti-
mando que la vista debe celebrarse en el propio local delTribunal y,
caso de existir deficiencias, éstas vendrían a justificarante los poderes
públicos la mala instalación y la insuficiencia de los recursos con que
cuenta elTribunal.

Los señores Beceña y Alcón estiman que esta cuestión debe
decidirse por la Junta de Gobierno anterior o en su caso por el señor
Presidente.

A propuesta del señor Presidente se acuerda hacer gestiones
cerca del señor Presidente delTribunal Supremo para que ceda a este
efecto el salón de plenos de dicho Tribunal y, caso de no poder con-
segdrse, que la vista se celebre en el local propio.

Por el señor Secretario se da cuenta del escrito del letrado
señor Jiménez Asúa, defensor del procesado señor Lluhí, solicitando su
reingreso en la prisión, poniéndose a disposición delTribunal para la
celebración del jdcio oral.

De conformidad con el mismo, se acuerda interesar de la
Dirección General de Seguridad la oportuna orden de traslado.

El señor Presidente da cuenta de las gestiones realizadas cerca
del señor Ministro de Hacienda del anterior Gobierno para consegdr
un crédito con que atender a los gastos de asistencia de testigos, ges-
tiones que se propone reiterar cerca del actual titular de aquel
Departamento, aprobándose por elTribunal su gestión.

que se archive

El señor Secretario da lectura a un escrito de los letrados defen-
sores de los Consejeros de la Generalitat de Cataluña, poniendo de
manifiesto nuevamente ante el Tribunal las actividades poUticas del
Vocd señor Pradera, acordándose por unanimidad quedar enterado y

Dada cuento de la renuncia presentada por el Vocal Suplente
señor Riaza, y del dictamen de la Comisión de IncompatibiUdades, el

puesta del señor Presidente, fijarel día veintisiete del corriente y hora
de las once de la mañana para celebración de la vista.



El señor Pradera se adhirió a esta propuesta porque había que
estudiar primeramente lo referente a la ley necesaria para que el Tri-
bunal pudiera entender en sus asuntos. AlTribund se le había dado
un Reglamento, pero no la jurisdicción por la ley, y había que pedirla.
No obstante soUcitó que se considerase retirada la primitiva propues-
ta que, antes de la promdgación del nuevo Redamento, había pre-
sentado d pleno, pues aquel ya resolvía dgunos aspectos que iban
comprendidos en su primitivo estudio.

El señor Presidente rogó d señor Pradera que en vista de eUo
redactase una nueva propuesta.

El señor Pradera prometió hacerlo así.

Segddamente se da cuenta por el señor Presidente de la provi-
dencia dictada en el sumario instraido contra el ex consejero de la
GeneraUtat de Catduña señor Dencás, acordándose que pase de
nuevo dVocd ponente para que practique las düigencias que estime

pertinentes hasta su tenninación.

Por el señor Bastercechea se da cuenta de la siguiente moción:

"ElVocd que suscribe cree Uegado el momento de que se con-
sidere y acuerde la confección de una memoria del Tribund de
Garantías Constituciondes, no sólo por estar eUo previsto y ordenado
en el Redamento interior y ser práctica establecida en otros Cuerpos
sirrilares, sino por consideraciones de gran conveniencia y por nobles
impdsos de colaboración a la labor kdslativa que nos es dado reaU-
zar, así como para popdarizar su labor y dto cometido rindiéndola d
jdcio de la opinión púbUca, lo que también se compadece con el
Régimen del Estado establecido por la Constitución.

Por la índole del trabajo que dicha memoria debe contener a
jdcio del suscrito, entiende éste que procedería el nombramiento de
una ponencia redactora de la misma, en la que entrase a participar el
Secretario del Tribund y que se debe comenzar a confeccionarla sin

Tribunal acordó no admitir la expresada renuncia yque se comunique

así al interesado, dejando sobre la mesa el referido dictamen de la
Comisión para discutir los demás extremos que abarca.

Dada cuento del recurso de abuso de poder interpuesto por

don Enrique Carmona, el señor Presidente propone que se aplaze la
resolución de este asunto por guardar íntima relación con las disposi-

ciones del nuevo redamento.



Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

pérdida de tiempo, aunque no se pubUque hasta el verano próximo
para que así pueda hacerse referencia en eUa, a las importantes actua-
ciones que por entonces tendrán lugar.

Dicha memoria sería entregada oficidmente d Excmo. señor
Presidente de la República, a las Cortes y d Gobierno, repartiéndola
también a los Organismos y Corporaciones de donde traen su repre-
sentación los Vocdes, sin perjuicio de facultar extensos extractos ofi-
ciosos a la prensa del país.

La memoria a la que el escrito viene refiriéndose podría desa-
rroüar el plan siguiente:

A) Estudio del significado y funciones delTribund de Garantías
Constituciondes. Antecedentes históricos y comparación con los
diversos sistemas y organismos análogos del extranjero, tendiendo a
popdarizar y justificar esta institución.

B) Composición y funcionamiento actud. Labor reaUzada por el
Tribund, Pleno y por las Secciones en sus salas de amparo, en las dis-
tintos especies jurisdiccionales clasificadas por materias. Criterios sen-
tados e interpretaciones establecidas.

C) Crítica de la kdslación aplicable: Constitución; Ley Or-
gánica; Redamemos y legislación supletoria. Recurso de amparo y de
defensa constituciond.

Madrid, treinta de marzo de mü novecientos treinta y cinco
Firmado: Basterrechea".

Por unanimidad se aprueba dicha moción, acordándose que la
ponencia a que en eUa se hace referencia esté compuesto por los
señores Basterrechea, Beceña, Pedregal y Ruiz del CastiUo, además del
Secretario del Tribund.

A propuesta del señor Presidente se acuerda quede sobre la
mesa la moción presentada por el señor Mingdjón, respecto a examen
de sumarios de carácter secreto, y que se dé cuenta en la primera reu-
nión del Pleno.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión, sien-
do las trece horas y cuarenta y cinco minutos.
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Secretario:
D.Joaquín Herrero

NUMERO 123

Sesión del día veintitrés de mayo de mil novecientos treinta y
cinco

Con asistencia de los señores indicados d find, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Leída el acta de la anterior, es aprobada.

El señor Alba agradece dTribunal la manifestación de pésame
que le envió con motivo del fallecimiento de su señor padre y se
adhiere al sentimiento delTribunal por la defunción del Vocal señor
Blasco.

El señor Presidente da cuenta de la cesión del sdón de plenos
del Tribund Supremo, d objeto de celebrar la vista de la causa contra
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Dada cuenta del escrito de súplica del letrado don Ángel
Ossorio y GaUardo contra el auto delTribunal de catorce del actual, el
Ponente, señor Traviesas, propone que el Tribunal mantenga aquel
acuerdo, oponiéndose por tanto a lo solicitado.

El señor Quero defiende la conveniencia de acceder a lo solici-
tado, ya que con eUo no se perturba el procedimiento, ni siquiera se
dilata, adhiriéndose a este criterio el señor G. Taltabull y en parte el
señor Minguijón, que manifiesta no ve inconveniente en que como se
pide, se acceda a pasar los discos gramofónicos en el acto de la vista.

Puesta a votación la admisión o no admisión del escrito, fue
desechado por catorce votos de los señores Presidente,Traviesas, SÜió,
Álvarez, Mínguez, Gü Gü y Gü, Martín Álvarez, Mdfiote, García de los
Ríos, Sampol, Alcón, Rdz del Castillo, Pedregd, Beceña y Pradera, con-
tra cinco, de los señores Quero, Alba, González TaltabuU y Minguijón.

A propuesta del señor Presidente, se suspende la sesión duran-
te diez minutos.

Reanudada ésta, por el señor Secretario se da lectura al siguien-
te dictamen de la Comisión de Reglamento respecto al vigente del
Tribunal.

La publicación del Reglamento no responde al sentido en que
el Tribunal acordó comunicar su proyecto al Gobierno, según consta
en las actas

Precisamente, en cuanto pudiera estimarse facultad reglamen-
taria de las leyes y correspondientes por lo tanto al Poder Ejecutivo,
es en lo que éste respeta las normas que elTribunal reconsideró en el
caso de particdar por las deficiencias observadas en el Redamento
provisional del Gobierno.Y, en cambio, en aquella parte que es de régi-
men interior, privativa del Tribunal, según la ley, se altera el proyecto
sin justificación alguna e incurriendo en graves errores.

Los puntos en los que, por su importancia, la Comisión debe Ua-
mar la atención del Pleno, son los siguientes:

1.° En todo lo referente al régimen interior, debe recabar su
competencia, y si lo acordase, formará la Secretaría una nota detaUada

los ex consejeros de la Generalitat de Cataluña, y a su propuesta se
acuerda hacer constar en acta el agradecimiento del Tribunal al
Presidente del Supremo por su generosa actitud.



3.° No puede consentir que, a título de corrección discipli-
naría, pueda llegarse a la privación del cargo de Vocal del Tribunal,
olvidando el origen de su elección. Dentro de las facultades de éste
se puede, en el Reglamento interior, garantizar el funcionamiento
normal del Tribunal en cuanto a asistencia y conducta de sus

El señor Martín Álvarez se muestra contrario d criterio susten-
tado en el dictamen, entablándose con este motivo una discusión en
que intervienen los señores Pradera, Beceña y Pedregd, respecto a la
forma en que se atribuye dTribund la jurisdicción sobre el recurso de

Segddamente, se aprueba el dictamen, con el voto en contra
del señor Martín Álvarez, acordándose que la Comisión de redamen-
to, de acuerdo con la Secretaría General, haga la oportuna propuesta

al Pleno de todos aqueUos artículos que se estimen susceptibles de
modificación.

Dada cuenta del escrito de la Sección Primera, soUcitando que
uno de los tres señores Vocdes catedráticos asignados a la Sección
Segunda sea trasladado a aqueUa, así como que el Vocd suplente par-
lamentario pueda suplir a cualqdera de los dos propietarios sin dis-
tinción, se acuerda acceder a lo solicitado.

El señor Süió ruega dTribund tenga en cuenta la anómala situa-
ción de los Vocales representantes de Colegios de Abogados, cuya pre-
sencia en las secciones es imprescindible para adoptar acuerdos,
pudiendo darse el caso de la enfermedad de uno de eUos que imposi-
büitara el funcionamiento de la sección correspondiente, durante un
lapso de tiempo más o menos largo.

El señor Beceña propone que los Vocdes catedráticos suplentes
puedan sustituir indistintamente a cudqdera de los propietarios en
sus funciones, estableciéndose un orden que podría ser de mayor a

de acuerdo con la Comisión. Desde luego no puede pasar el absurdo
de que a la Secretaría General pueden hacer oposición numerosas
categorías de funcionarios del Estado y sean omitidos precisamente
los Secretarios y Oficides delTribund.

2.° No puede elTribund admitir la redamentación que se hace
del recurso por exceso de poder, en tanto no le sea atribdda por una
ley la jurisdicción competente.

Vocales
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menor número de votos de la elección. ElTribund acuerda de confor-
midad a lo propuesto.

Dada cuenta de un dictamen de la Comisión de Incompatibüi-
dades respecto a las vacantes de Vocales existentes en el Tribunal; es
aprobado, acordándose dirigir una comunicación al Gobierno dándo-
le cuenta de la situación y pidiendo urgente resolución.

Por el señor Secretario se da cuenta de una moción del señor
Mingdjón, respecto al examen de los sumarios de carácter secreto y
es aprobada.

disculpas

El Tribunal quedó enterado de un escrito del letrado señor
Ossorio GaUardo, dando cuenta de la posibiUdad de su falta de pun-
tualidad el día veintisiete d acto de juicio oral, por lo que ofrece sus

El señor Presidente expone el plan de trabajo del Tribund
durante la celebración del juicio oral contra los ex consejeros de la
GeneraUtat de Cataluña.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión, sien-
do las trece horas y diez minutos.
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Secretario:
limo. Sr. D.Joaquín Herrero

NÚMERO 124

Sesión del día cuatro de junio de mil novecientos treinta y
cinco

Con la asistencia de los señores indicados d find, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Leída el acto de la anterior, es aprobada.

El señor Tdtabdl planteada la cuestión de si los Vocdes del
Tribund son Ubres para hacer comentarios en púbUco, respecto de las
sentencias dictadas por éste, se muestran favorables a este criterio los
señores Sbert, Basterrechea, oponiéndose los señores Pedregd,Alcón,
Martín Álvarez y Rdz del CastiUo, el cud pide que se vote y se adop-
te acuerdo, oponiéndose a la votación los señores que mantienen cri-
terio opuesto.

El señor Presidente estima que los Vocdes son Ubres de expU-
car su posición dentro de la sentencia, criterio con que se muestra

conforme el señor Gü Gü y Gü, así como el señor Traviesas, sumándo-
se a él los señores G. Tdtabdl, Sbert y Basterrechea.

El señor Alcón propone que elTribund acuerde que no es dis-
creto que los señores Vocdes tomen parte en discusiones púbUcas,
sobre las sentencias y los votos particdares, acordándose así por una-
nimidad.

El señor Traviesas como ponente de la causa segdda contra los
ex consejeros de la Generditot de Catduña, da cuento de la propues-
ta de sentencia. Estima ciertos los hechos que consideran probados las
partes, y coincidiendo con la calificación fiscd considera a los proce-
sados autores de un deUto de rebeüón militarpor el cud debe impo-
nerse a cada uno la pena de treinta años de reclusión mayor.

Segddamente, hace uso de la pdabra el señor Sbert, que com-
bate la ponencia, desecha las calificaciones de las partes por estimar
que el deUto cometido es contra la forma del Estado y no contra la

Excmo. Sr. D.José Quero
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del Castillo
Excmo. Sr. D.José Sampol
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forma de Gobierno, estimando que este delito no está tipificado en la
legislación vigente,por lo cual pide que elTribund absuelva a los pro-
cesados por la imposibUidad de aplicarles pena establecida en el
Código, y se dirija una comunicación al Gobierno de la República inte-
resando que para prevenir casos sucesivos iguales al presente, cree
esta clase de delito y la pena correspondiente.

El señor Minguijón difiere de los criterios de los señores
Traviesas y Sbert, estimando que se trata de un deUto contra la forma
de Gobierno del que era principd responsable el señor Companys, y
los demás consejeros meros ejecutores del delito.

Seguidamente, se suspende la discusión, en vista de lo avanzado
de la hora, acordándose reanudarla en el día de mañana, a cuyo efecto
cada uno de los señores que mantienen criterios diversos traerá una
propuesta de sentencia, que será discutida por elTribunal.

Acto seguido se levanta la sesión. Eran las dos menos cuarto

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset
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anterior.

El señor Presidente abre la sesión con la asistencia de los
señores indicados al final,se leyó y fue aprobada el acta de la sesión

El señor Traviesas da lectura al proyecto de sentencia, en el que
califica los hechos como constitutivos de un deUto de rebeUón müitar,

del que considera autores a los procesados, sin estimar que concurre
circunstancia dguna modificativa de la responsabüidad crimind, por
lo que procede imponer a cada uno de los procesados la pena de
treinta años de reclusión mayor.

Seguidamente, el señor Sbert da cuenta de un proyecto de sen-
tencia, en el cud estimando que los hechos no son constitutivos de
deUto, o que en todo caso se trataría de un deUto no consumado
cometido para evitar un mal, en conciencia, en el que serían de apre-
ciar los eximentes de los números 41 y 71 del art. 81 del Código Pend,
procede absolver Ubremente a los procesados.

El señor Minguijón da lectura de su voto redactado en fecha de
sentencia, soUcitando que conste en acto, pues no tiene verdadero
carácter de voto particdar y desea no se pubUque en la Gaceta, sien-
do del tenor siguiente: "Resdtando que en el día seis de octubre dti-
mo el entonces Presidente de la GeneraUtat, don Lds Companys, y los
consejeros de la misma, procesados en esta causa, acordaron pubUcar
un manifiesto o declaración que fue firmada por todos eUos y leída d
púbUco por el señor Companys, desde un balcón del Pdacio de la
Generalitat, en la cud entre otras cosas se dice que todas las fuerzas
auténticamente repubUcanas y los sectores socides más avanzados se
han levantado en armas, que la Catduña Uberal democrática repubU-
cana no puede estar ausente de la protesta que triunfa por todo el
pds, ni puede süenciar su voz de soUdaridad con los hermanos que en
tierras hispanas luchan hasta morir por la Ubertad y por el derecho' y
que 'Catduña enarbola su bandera' se expresa que se establece y for-
tifica la relación con los dirigentes de la protesta general contra el fas-
cismo y finalmente se dice:'mantendremos a raya a qden sea, pero es

preciso que cada uno se contenga sujetándose a la disciplina y a la
consigna de los dirigentes', actitud que se acentúa y señala particular-
mente en las pdabras pronunciadas inmediatamente después por don
Ventura Gassol que dijo: 'Defended con pdabras, con actos, las Uber-
tades contra cudquier agresión, cueste lo que cueste'.

Sesión del cinco de junio de rril novecientos treinta y cinco



Considerando que de mdtitud de hechos consignados en las
declaraciones prestadas en este proceso, aparece principd organiza-
dor del movimiento el procesado en rebeldía don José Dencás, encar-
gado del departamento de Gobernación, el cud, a jdcio del Alférez de
la Guardia Civü, don Valentín del Sol, declarante en esto causa, obraba
por cuento propia sin obedecer órdenes ajenas, no siendo atribdbks
a los demás procesados los hechos de preparación u organización del
movimiento, emanado de la actividad de dicho ex consejero de Gober-
nación, que desapareció del Palacio de la GeneraUtat a poco de tener
lugar la lectura de la proclama, según declaración del procesado don

Resdtando que el ex presidente de la GeneraUtat, don Luis
Companys, dio orden d comandante de los Mozos de Escuadra, don
Enrique Pérez Farras, de defender la Generalitat contra quien fuere, sin
excluir por tanto, el caso de una lucha contra Fuerzas regulares, como
efectivamente se produjo.

Considerando que los hechos mencionados por lo que se refiere
a los incdpados don Ventura Gassol, don Juan Lluhi, don Juan Como-
rera, don Martín Esteve, don Martín Bañera y don Pedro Mestre, no cons-
tituyen el deUto de rebeUón müitar definido en el art. 237 del Código de
Justicia müitar que, como todas las leyes pendes, se ha de interpretar
estrictamente, y que exigen no sólo el dzamiento en armas de hecho,
sino además que concuna dguna de las circunstancias que dicho ar-
tícdo senda, todas las cudes impUcan participación efectiva y persond
en actos de fuerza müitar, lo que no concurre o no está demostrado que
concurra en dichos ex consejeros de la Generditat de Catduña.

Considerando que la declaración firmada por todos los ex con-
sejeros de la GeneraUtat, casi todos los cuales ejercían cargos admi-
nistrativos y no tenían jurisdicción o mando sobre ningún elemento
de la fuerza púbUca, no se dirida a grupos multares, nipodía tener el
dcance concreto de una orden para la preparación ni organización de
una lucha por elementos determinados, sino que era una excitación
clamorosa y general, de efecto difuso, que podía prender en irnos espí-
ritus y no en otros y provocar reacciones distintas, según los criterios
y los temperamentos y, por tanto, que entre dicha declaración y los
hechos lamentables que después se produjeron no hay una relación
materid y necesaria sino una relación psicológica, de efectos libres y
contingentes, es decir, no de acción directa sino de inducción, provo-
cación y excitación, que es lo que se prevé y castiga en el párrafo
segundo del art. 240 del Código de Justicia Müitar.



Considerando que, habiéndose producido actos de hostilidad a
Fuerzas del Ejército regdar hubo indudablemente deUto de rebeUón
müitar y que si bien los expresados ex consejeros no tomaron parte
personalmente en eUos, los provocaron con la proclama leída desde
uno de los bdcones de la GeneraUtat, y por tanto, están incursos en el
párrafo segundo del art. 240 del Código de Justicia MiUtar, que castiga

con prisión mayor la provocación, inducción y excitación, para come-
ter el delito de rebeUón müitar, cudqdera que sea el medio empleado
para conseguirlo.

Considerando que el ex presidente de la GeneraUtat, don Lds
Companys, no se limitó a firmar y leer púbUcamente la declaración
referida, sino que dio orden d Comandante de Mozos de Escuadra de
defender la GeneraUtat contra todo el que le atacase, sin excluir por

tanto la lucha contra las Fuerzas del Ejército regular y que el propio
señor Companys ha declarado en el sumario que, aunque después de

dadas las primeras órdenes y de haber empezado la coUsión, supo que
las Fuerzas que atacaban eran regdares, dio orden de que los mozos de
escuadra continuasen defendiendo la GeneraUtat, órdenes una y otra

que no aparecen como ejecución de ningún acuerdo corporativo y que
impUcan una participación directa o directiva de los hechos que como
resdtado de ellas se produjeron, siendo, por tanto, atribdble d señor
Companys el concepto de autor de tdes hechos, según el art. 14.

Considerando que en todos los procesados concurre la cir-
cunstancia agravante novena del art. 10 del Código Pend ordinario.

Considerando que el art. 9 del Código Pend ordinario en su dti-
mo número considera como atenuante cudqder circunstancia ando-
ga a las que en dicho artícdo se consignan; que el art. 172 del Código
de Justicia miUtar prescribe que losTribundes impondrán la pena seña-
lada en la extensión que estimen justa y que el 173 del mismo ordena
que en la apreciación de las circunstancias atenuantes o agravantes
obrarán losTribundes según su prudente arbitrio, tomando en cuento

los motivos que aüí se señdan, entre los cudes se encuentra el grado

Considerando que, aunque el hecho de permanecer los proce-
sados en el Pdacio de la GeneraUtat, mientras duró la lucha, se esti-
mase como un acto de adhesión de la rebeUón, de la jurisprudencia
del extingddo Consejo de Fuerza y Marina, en su sentencia de cuatro

de marzo de mil ochocientos noventa y siete, que d adherirse con
actos a los levantados en armas aun después de hacer propaganda
separatista constituye el deUto de inducción a la rebeUón müitar y, por
tanto, no el de td rebeUón propiamente dicha.



Considerando que tampoco es motivo real ni legal que pueda
justificar una actitud rebelde el de defender las creencias constitucio-
nales, porque la Constitución al declararse legalmente reformable
reconoce la legitimidad de las aspiraciones de los que no estando con-
formes con su actud contenido qderan reformarla por los medios
legales que la misma Constitución marca, no siendo exigióle la adhe-
sión interna que ni siquiera exigen los regímenes más absolutos, sino
solamente el acatamiento a la legalidad, que no puede anquüosarse en
un momento político pasado de dudosa interpretación, sino que es de
suyo pacíficamente evolutiva dentro del principio fundamental de
que los poderes emanan del pueblo contra el cud iban el ex presi-
dente y ex consejeros de la Generalitat d alzarse contra un gobierno
emanado del pueblo, es decir, de sus representantes elegidos por la vía
del sdragio, así como se manifestaban prácticamente disconformes
con el principio de la igualdad de todos lo españoles consignado en
los arts. 21 y 25 de nuestra ley fundamental, y con las normas también
constitucionales pertinentes a la formación de los gobiernos.

de perversidad del delincuente, todo lo cud deja ancho margen d
Tribunal para apreciar según su conciencia los motivos de atenuación
y de agravación y para fijarla medida de la pena señdada por la ley.

Considerando que, dada la situación en que los ex consejeros
de la Generalitat, se encontraban o el estado de conciencia que es de
suponer en eUos parece debieron de influir en su ánimo de una parte
el temor de ser desbordados por la exdtación de sus propios partida-
rios, y en especial por la actividad destemplada y revolucionaria del
señor Dencás, el deseo de evitar contener situaciones anárquicas loca-
les, posibles o redes, o por otra parte estaban en la obligación de apre-
ciar también el daño grave que podían inferir al resto de España al
solidarizarse con elementos rebeldes de diversa condición, y al alen-
tar y favorecer con su actitud un movimiento general de tendencia
anárquica que desembocó en sucesos dolorosos y cruentos.

Considerando que, la razón de defensa contra el fascismo que
se aduce con motivo de la actitud de los procesados no tiene funda-
mento real, tanto porque el ideario de los elementos que por enton-
ces entraron a formar parte del Gobierno, y contra los cuales se dirigía
la protesta, no es fascista, como porque más se acercan a determina-
das ideas o tendencias o partidos, excluyendo del Gobierno de la
Nación a los demás, que los que admiten la convivencia y la igualdad
de derechos entre hombres de ideas distintas dentro de la kgdidad
común por todos acatada.



Procediendo en consecuencia imponerles, respectivamente, las
penas señdadas en los artícdos dtimamente invocados con las acce-
sorias conespondientes y pago de costas.

No considera necesario publicar en la Gaceta este voto par-
ticular, bastando se haga constar en acta.

El señor Bastenechea explica el alcance de su voto manifestán-
dose conforme en líneas generales con el del señor Sbert, d pie del

Considerando que si bien los motivos degados son inadmisibles
hay que reconocer que responden a un ideario y a un estado de con-
ciencia política que eran compartidos por muchos, y que todo lo
expresado con otras circunstancias y por antecedentes constituye un
complejo de ideas, sentimientos, presiones circunstancides, impdsos
psicolódcos y prejdcios poUticos que hay que apreciar pradencial-
mente en relación con el grado de maUcia o de intención deUctiva que
deba suponerse en los incdpados".

El Vocal señor GÜ Gil y Gil manifestó: que aun admitiendo
como ciertos los hechos que se exponen por el señor Vocal ponen-
te, le asalta la duda de si tdes hechos merecen mejor que la codifi-
cación jurídica propuesta por la ponencia, de mero delito contra la
forma de gobierno, definido en el art. 167, número 11, del vigente

Código Penal común.

Por entender que el fin úrico persegddo por los procesados era
el reemplazar d Gobierno RepubUcano establecido por la Constitución
por un gobierno anticonstituciond: habiendo resdtado la agresión de
que fue víctima la fuerza led enviada a tomar los edificios de la
GeneraUtat y del Ayuntamiento, así como también las irreparables y
nunca bastante lamentadas consecuencias que de eUo se produjeron
por efecto de antecedentes yresoluciones que no pueden imputarse de
modo directo a ninguno de los encausados a juzgar en estos momentos.

En su virtud, resolviendo el precitado Vocd la indicada duda en
el sentido más favorable para los procesados, entiende que éstos
cometieron el predudido deUto, teniendo en el mismo la participa-
ción indicada por el art. 170, número primero, don Lds Companys, y
la participación indicada por el art. 171, los demás procesados a juz-
gar ahora. Porque no puede ni dudarse siqdera acerca de la distinto
posición en que, respecto de los hechos persegddos, se encuentra el
primero y los demás señores encausados.



Se vota a continuación la propuesta del señor Sbert, que es
rechazada por dieciséis votos contra cinco de los señores Alba, Álva-
rez Rodríguez, Basterrechea, G TaltabuU y aquél.

Seguidamente se procede a votar la del señor Gü Gü y Gü, que
es rechazada, con los votos a favor de su autor y del señor Mínguez.

Luego se vota la propuesto del señor Mingdjón que, asimismo,
es desechada por veinte votos en contra, por el de dicho señor a favor.

El señor Presidente dice que como se han presentado varios
proyectos de sentencia, se va a proceder a la votación, para lo cual,
recogiendo la sugestión del señor Pedregal, se votara primero la pn>
puesta más alejada de la ponencia y así, por ese orden, las demás pro-
puestas que se vayan acercando a aquéUa, hasta Uegar a la solución
que propone el señor Ponente.

El señor Álvarez explica su voto manifestando que, después del
jdcio oral celebrado, llegó a la convicción de que los consejeros de la
Generalitat no cometieron deUto dguno y procede, por tanto, absol-
verlos. No es menester hablar de la exigibüidad o no exigibüidad, ni de
estado de necesidad, ni de la tipicidad, porque, a su juicio, lo mismo
que ocurre es que el acto redizado por los procesados en esto causa
no reviste caracteres deUctivos. Anuncia, pues, que votará la propues-
ta del señor Sbert.

El señor G. Tdtabdl hace suyas las pdabras pronunciadas por
don Basüio Álvarez, porque sostiene honradamente la convicción de
que los acusados en esta causa no deben ser condenados por el
Tribund; procedían en cumpUmiento de un deber imperativo de su
conciencia, que les exigía defender los principios políticos e ideológi-
cos del catorce de abrü. Anuncia que también votará la propuesta del
señor Sbert.

El señor Alba declara su conformidad absoluta con lo manifes-
tado por los señores Álvarez, González Taltabdl y Bastenechea. Del
proceso contra los Consejeros de la Generalitat sólo se deduce un
dan de provocar, por parte de ciertos elementos, la revolución en
Cataluña y víctimas de esa provocación han sido los ex consejeros de
la Generalitat. El Gobierno de Catduña, por lo demás, no hizo sino
encauzar un movimiento anárquico que había estaUado en varios pue-
blos de Cataluña, y evitar así una difícü situación para el país. Surge,
pues, perfectamente definido, el "estado de necesidad", al que no
puede atribuirse carácter culposo alguno. Termina declarando que
unirá su firma a la del señor Sbert.



Vocdes:
Excmo.
Excmo.
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Excmo.
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Excmo.

Francisco Basterrechea
Franciso Beceña

Francisco Alcón
Carlos Álvarez

Manuel de MiguelTraviesas
Manuel Alba

Pedro Jesús García de los Ríos
Gü GÜ y Gü

Por dtimo, se aprueba la ponencia del señor Traviesas por
catorce votos contra siete. Votaron a favor los señores Presidente,
Traviesas, Alcón, Beceña, García de los Ríos, Maffiote,Mínguez, Martín
Álvarez, Martínez Sabater, Meras, Pedregd, Pradera, Ruiz del Castillo y
Sampol; y en contra los señores Alba, Álvarez Rodríguez, Basterrechea,

GÜ Gü y Gü, G. Tdtabdl, Mingdjón y Sbert.

Pradera

El señor Beceña propone que se ampÜen los considerandos
del faUo propuesto por el ponente en el sentido de añadir dgunos
razonamientos políticos que se desprenden de la causa, acordán-
dose se unan d Vocal ponente para este caso los señores Beceña y

Segddamente se levanto la sesión, eran las trece horas

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Excmo.
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Carlos Martín Álvarez
Eduardo Martínez Sabater
Gonzdo Meras
José Pedregd
Víctor Pradera
Carlos Ruiz del CastÜlo

José Sampol
Antonio M.a Sbert



cinco

Abierta la sesión, con asistencia de los señores indicados al
final, se leyó y fue aprobada el acta de la anterior.

Dada cuenta de una comunicación del Congreso de los Diputados
participando elresdtado de la elección de Vocd suplente parlamentario,
a favor de don Daniel Mondéjar, elTribund quedó enterado.

Seguidamente por el señor Presidente se toma la promesa reda-
mentaria d nuevo Vocal, dándole la bienvenida en nombre delTribunal,
pronunciándose por el señor Mondéjar breves pdabras para agradecer
las del señor Presidente y corresponder a eUas en igud forma.

Por el señor Presidente se ruega a la Comisión de Incompati-
bilidades que dictamine respecto a la situación del Vocal señor Vega
de la Idesia, que fue nombrado Director General de Prisiones, contes-
tando el señor Pedregal, en nombre de dicha Comisión, que ésta ha
dictaminado en cuanto al caso del Vocal señor Andión, en el sentido
de que, con arredo al Redamento vigente, sólo existe incompatibüi-
dad para desempeñar el cargo de Vocal suplente del Tribund de
Garantías con el ejercicio de la abogacía ante el Tribund, dictamen
que puede ser aplicado, por andogía, d caso del señor Vega de la
Iglesia, por lo cual la Comisión estima que dicho señor puede conti-
nuar desempeñando el cargo de Vocal.

comunique así a los interesados
El Tribunal acuerda de conformidad con el dictamen, y que se

ElTribunal quedó enterado de haberse recibido un telegrama y
una carta protestando contra la sentencia recaída en la causa seguida
contra el ex presidente y ex consejeros de la GeneraUtat de Cataluña.

Seguidamente se acordó poner en ejecución la sentencia recaí-
da en dicha causa, en lo que hace referencia al cumpUmiento de la
condena, aplazándose para mejor estudio la resolución de la forma en
que haya de ejecutarse dicha sentencia en cuanto a accesorias.

El Tribunal quedó enterado de una carta al Secretario General,
don José Serrano, agradeciendo el interés del Tribunal por su estado

Sesión del día trece de junio de mü novecientos treinta y
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Secretario:
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NUMERO 127

Sesión del día veintiuno de juniode mü novecientos treinta ycinco,

Dada cuento del recurso de inconstitucionaUdad interpuesto
por doña Matüde Duran y otros, auxüiares femeninos del Cuerpo

General de la Hacienda PúbUca, contra la ley de nueve de septiembre
de mü novecientos treinta y uno y la disposición find de la Ley
Orgánica del Tribund, el Ponente, señor Ruiz del CastÜlo, propone la
devolución del mencionado recurso a los interesados, para el cumpU-
miento del trámite que señala el número 51 del art. 31 de la ley del
Tribund, en cuanto a acompañar a dicho recurso certificación del dic-
tamen del Consejo de Estado.

Tras breve discusión en la que intervienen los señores Beceña,
Sbert, Pradera, Basterrechea, Álvarez, Mondéjar, Martín Álvarez,Alcón y
Ruiz del CastiUo, informando d señor Secretario respecto d dcance
de la citada disposición, se acuerda de conformidad con la Ponencia.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión sien-
do las trece horas y quince minutos.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset



Por el señor Presidente se plantea la cuestión relativa a las vaca-
ciones veraniegas del Tribund, que comienzan el día diez del próximo
mes de jdioy terminarán el día diez de septiembre, acordándose que
a los efectos de no interrumpir la vida del Tribunal, durante los pri-
meros treinta días, o sea desde el diez de juUo d diez de agosto, esta-
rá encargada de los asuntos que se presenten la Sección Segunda y del
diez de agosto al diez de septiembre la Sección Primera, quedando sin
embargo, al cargo de la Sección a que conespondan los asuntos que
se encuentren ya en tramitación.

Por el señor Secretario se da cuento de las liquidaciones de con-
dena practicadas a los ex consejeros de la GeneraUtat, en cumpU-
miento de la sentencia recaída contra eUos, siendo aprobadas,
acordándose poner a los penados a disposición de la Dirección
General de Prisiones.

En cuanto a la ejecución de la sentencia en lo relativo a penas
accesorias, el señor Alcón informa que no ve inconveniente en que el
Tribund delegue con arreglo a lo establecido por las disposiciones
vigentes, en un juzgado de Barcelona, que bien pudiera ser el mismo
en que delegó anteriormente, durante la tramitación del sumario, acor-
dándose de conformidad.

Con la venia de la Presidencia, el señor Sampol, ponente en el
turno de admisión delrecurso de inconstitucionaUdad promovido por
la Sociedad Editora Uriversd contra la ley de 25 de marzo del año
actud, que fijael precio de los periódicos, da lectura a un proyecto de
auto proponiendo la admisión a trámite del recurso.

El señor Alcón se opone a la admisión por estimar que se haUa
incumplido el art. 31 de la Ley Orgánica delTribunal, que dispone la
necesidad de acompañar al recurso certificación de informe del
Consejo de Estado. Por tanto, cree que se debe resolver en el sentido
de requerir d interesado para el cumplimiento de dicho trámite.

Con asistencia de los señores indicados al find, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada.

Por el señor Presidente se toma al Vocd suplente, señor Andión,
la promesa redamentaria, pronunciando a continuación breves frases
de salutación a las que corresponde el señor Andión en igual forma.



El señor Sampol manifiesta que no tiene inconveniente en
modificar la ponencia en el sentido que elTribund estime.

El señor Traviesas combate lo manifestado por el señor Alcón,

mostrándose partidario de la admisión del recurso.

El señor Alcón insiste en sus argumentos, manifestando d señor
Presidente que como el señor Ponente ha aceptado la proposición del
señor Alcón, ésto pasa a ser ponencia; pero hay que tener en cuenta

que un artícdo de la Ley del Tribund establece que con sólo un Vocd
que sea partidario de la admisión, ésta debe acordarse.

El señor Beceña Uama la atención del Tribund de la gravedad
que encierra la cuestión que se debate, ya que lo primero que hay que
determinar es la personaUdad del interesado con arredo a las pres-
cripciones vigentes, en cuanto a la presentación del recurso de
inconstitucionaUdad, después la forma en que ha de presentarse. Le
parece bien la proposición del señor Alcón por haUarse conforme con
la jurisprudencia sentada por elTribund.

Ríos y Minguijón.
Intervienen los señores Martín Álvarez, Pradera, García de los

Al señor Martínez Sabater interesa se haga constar que él por
cuestiones de deUcadeza,ya que es propietario y director de un perió-
dico, se abstiene en la decisión que se tome en este asunto.

El señor Sbert indica como posible solución la de que se resuel-
va en el sentido de que se admitirá el recurso cuando se cumplan los
tramites del art. 31, y añadirse en la providencia que si el interesado
haUara obstácdos lo ponga en conocimiento del Tribund y entonces

será Uegado el momento de resolver si éste ha de pedir el informe del
Consejo de Estado.

El señor Alcón se manifiesta de acuerdo con esta propuesto,

El señor Pradera sdva su voto, ya que entiende no son apUca-
bles a este recurso las resoluciones adoptadas por elTribund en casos
parecidos.

El señor Alcón concreto su propuesta y somete la sigdente
redacción a la aprobación del Pleno:

"Por presentado el anterior recurso y una vez que acredite
haber intentado, con o sin efecto, el cumplimiento de los reqdsitos



El señor Alcón dice que como elTribunal ha fijado ya su crite-
rio sobre la tramitación de estos asuntos, procede acordar la suspen-
sión del recurso hasta que se reponga el órgano legislativo de la
GeneraUtat, que tendría que nombrar defensor de la constitucionali-
dad. Como, además, el procedimiento se sigue ante el Tribunal de
Casación de Cataluña interpuesto por otra parte, y éste ignora la inter-
posición de la consdta de inconstitucionalidad, el Tribund de
Garantías debe decretar la suspensión de los autos en el de Casación,
enviando a éste testimonio de un acuerdo de que se suspenda, por
haberse interpuesto ante el mismo consulta de inconstituciondidad
de la ley, el procedimiento recurrido en casación por el Banco de
Cataluña.

Intervienen los señores Sbert, Beceña y de los Ríos, acordándo-
se que elTribunal decrete la suspensión del recurso interpuesto ante
elTribunal de Casación de Cataluña, a instancia del Banco de Cataluña.

Recurso de abuso de poder a instancia de don José Carmona
Luque

El señor Pradera hace historia de lo ocurrido en este asunto.
Dice que por el Redámente aprobado por el Gobierno se dio faculta-
des al Tribunal para resolver el recurso por abuso de poder, pero el
Tribunal, a virtud de informe de la Comisión de Reglamento, acordó
que no podía admitir la reglamentación que se hacía del recurso, en
tanto que no le esté atribdda por una ley la jurisdicción competente.
A virtud de moción presentada posteriormente por el Consejo de
Estado se ha dictado un decreto de siete de junio, declarando ndos y
sin vdor ni efectos los preceptos que regdando el recurso de abuso
de poder figuraban en el Reglamento.

Por lo tanto, elTribunal no puede hacer absolutamente nada

exigidos por el número 51 del art. 31 de la Ley Orgánica de este
Tribund, se acordara sobre su admisión".

En este sentido se aprueba la redacción de la providencia, con
la excepciones de los señores que salvaron su voto y la del señor
Traviesas, que cree no es aplicable a este caso el art. 31.

Se pone a debate la consdta formulada por la Sala 50 del
Tribunal Supremo sobre inconstitucionaUdad de la ley, creando el
Tribunal de Casación de Catduña.



Segddamente se da cuenta de los recursos de abuso de poder
números 49 y 50, formdados por don Isidoro Costa contra el decreto
de veintisiete de diciembre de rril novecientos treinta y cuatro de la
Presidencia del Consejo de Ministros, y por eüo, Compañía de
Azúcares y Alcoholes, contra la Orden del Ministerio de Agricdtura,
regdando la contratación de remolacha y producción azucarera, de
los que son ponentes respectivamente los señores Sbert y SÜió, acor-
dándose desestimarlos de conformidad con las ponencias.

Sometidas d examen del Tribund las cuentas correspondientes
d primer trimestre del año en curso, son aprobadas por unanimidad.

El señor Vicepresidente primero da cuenta dTribund Pleno de
haberse recibido y turnado a las dos secciones del Tribund los recur-
so de amparo números 802 d 891, ambos inclusive, interpuestos por
los concejdes del Ayuntamiento de Vigo don Lucio Vargas, don Juan
Castro, don Eduardo Moreira, don Ignacio Seoane, don Antonio Vidd,
don Ramón Gonzdez Brunet, don EmUio Martínez, don Avelino
Landeiro, don José Cddas y don Matías Gutiénez, respectivamente,
contra resolución del Ministerio de Gobernación de treinta de enero
dtimo, en virtud de la cud se confirmaba la providencia del
Gobernador Civü de Pontevedra de ocho de septiembre anterior, por
la que se impuso a cada uno de los recurrentes la mdta de quinientas
pesetas (si bien se reducía, d resolver la dzada, a doscientas pesetas),
con motivo de la moción votada por dicha Corporación adhiriéndose

Intervienen los señores Beceña y Pedregd, este dtimo para
lamentarse y protestar de que se adopten resoluciones en asuntos que
tanto dectan dTribund de Garantías con ausencia totd de éste. Da
cuenta de unas manifestaciones hechas a la prensa por un Ministro de
la RepúbUca en que se trato despectivamente a los miembros de este
Tribund, y dice que no debe pasar sin protesto enérdca, por lo que
tiene de desprestigio para la Corporación.

El señor Beceña manifiesta su conformidad en un todo de
acuerdo con las manifestaciones del señor Pedregd, aun cuando no
sabe hasta qué punto será oportuna esta protesta.

Se aprueba la proposición incidentol del señor Pedregd, acor-
dándose delegar en el señor Presidente a fin de que éste haga paten-
te la protesta del Tribund contra aqueUas manifestaciones.

Se aprueba la ponencia del señor Pradera, acordándose dictar el
auto correspondiente.



Asuntos de trámite: Se da cuenta de un escrito presentado por
doña Amdia Peña y otros auxüiares de Hacienda en el que acreditan
haber presentado el correspondiente escrito ante el Ministerio de
Hacienda, interesando el oportuno dictamen del Consejo de Estado.

a la actitud adoptada por los Municipios vascos, con motivo de la pro-
yectada asamblea de Zumárraga.

Los expresados recursos fueron admitidos a trámite y al remi-
tirse por el Ministerio de la Gobernación el expediente incoado con
tal motivo, por haberse tramitado todos los recursos de dzada en un
solo expediente, se hizo imposible aportar a cada uno de eUos los
antecedentes suficientes para su tramitación, por todo lo cud, y toda
vez que los recursos se plantean contra la misma sanción y una misma
causa, se permite proponer al Pleno que acuerde la acumdación de
los expresados recursos d número 882, interpuesto por don Lucio
Vargas, toda vez que a éste figura unido el expediente origind, acor-
dándolo así el Pleno por unanimidad.

Seguidamente da cuenta dicho señor Vicepresidente primero
de haberse recibido, asimismo, y turnado a las dos Secciones del
Tribunal los recursos de amparo números 872 y 892 a 896, ambos
inclusive, interpuestos por don Ángel Custodio Mondéjar Vicente, don
José Vicente López, don José Vicente Alarcón, don Ramón Almela
Sánchez, don José María López Beltrán y don Enrique Templado
Tornero, respectivamente, contra resolución del Ministerio de la
Gobernación de doce de febrero dtimo, por virtud de la cual se con-
firmará, desestimando el recurso de dzada interpuesto, la providencia
del Gobernador civil de Murcia, por la que se imponían mdtas de dife-
rente cuantía a cada uno de los recurrentes, por negarse a cumpUr los
acuerdos tomados en distintas reuniones celebradas en el Gobierno
civü entre conserveros y cosecheros de albaricoques para fijarel pre-
cio de compra del referido fruto. Admitidos a trámite los expresados
recursos, al remitirse por el Ministerio de la Gobernación el expe-
diente incoado con td motivo, por haberse tramitado todos los recur-
sos de alzada en un solo expediente, se hizo imposible aportar a cada
uno de eUos, los antecedentes suficientes para su tramitación, y
habiéndose soUcitado, además, por don Vicente Alarcón y don José
María López la acumdación al recurso número 872 primero de los
interpuestos, se permite proponer al Pleno que acuerde dicha acu-
mulación al número 872, interpuesto por don Ángel Custodio
Mondéjar Vicente, toda vez que a éste figura unido el expediente ori-
gind, acordándolo así el Pleno por unanimidad.



Propone, y así se acuerda, que la Presidencia gestione del
Gobierno que sean expedidos los títdos administrativos correspon-
dientes a los miembros de este Tribund.

Dada cuenta por el señor Secretario del desistimiento ante el
Tribund Supremo, por parte de don Lds Raventós Fatjó, del recurso
por infracción de ley que tenía presentado, acuerda reclamar la devo-
lución de la Orden Ubrada a la Audiencia de Barcelona y caso de no
haberse dado cumplimiento a la misma, recurrir d interesado para
que se ratifique en el desistimiento ante elTribund.

Acto segddo se levantó la sesión a la una y cuarenta y cinco

El señor Ruiz del CastiUo, ponente en este asunto, dice que no
procede más que estar a lo acordado, toda vez que por conducto reda-
mentario se soUcita el dictamen del Consejo de Estado, y en el fondo
del escrito no se hace más que reproducir los considerandos anterio-
res, acordándose de conformidad con la propuesto.

Con respecto a la petición formulada por el auditor de la

Cuarta División para que se desdosen de la causa seguida contra

don Luis Companys Jover y otros, los documentos que se sacaron de
la causa seguida por la jurisdicción de guerra, se acuerda comuni-
carle la dificultad de hacerlo por haber todavía un procesado en
rebeldía.

El señor Sbert plantea la cuestión del perjdcio que podría
suponer para dgunos miembros del Tribund que al propio tiempo
son funcionarios del Estado la fdta de títdos de Vocdes, debida-
mente reintegrado, a los efectos de fijar el sueldo regdador para la
jubilación y los años de servicios prestados a la Administración. La

Dirección General de Clases Pasivas se vería en la imposibüidad de
hacer estos abonos de años de servicios sin los títdos, ya que sola-
mente se exceptúan los casos de Ministros, que no lo necesitan para
que les sea abonado el tiempo durante el cual desempeñen dguna
cartera. Por el contrario, con títulos reintegrados, la Dirección de
Clases Pasivas no pondría ningún obstácdo, ya que los señores
Vocales perciben emolumentos por nómina, con cargo a los

Presupuestos Generales del Estado.

Estos títdos habían de expedirse por la Presidencia del Consejo
de Ministros y düigenciarse por la Secretaría haciendo constar la toma

de posesión.
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NUMERO 128

Sesión del día tres de juUo de mü novecientos treinta y cinco

Con asistencia de los señores indicados al final, el señor
Presidente declara abierta la sesión a las once de la mañana.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada.

Antes de entrar en el orden del día, el señor Presidente da cuen-
ta de que, de conformidad con el acuerdo adoptado por el Pleno en
su última reunión, redactó una nota como protesta contra las mani-
festaciones hechas por un señor Ministro y en relación con el
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El señor Presidente dice que habló con el señor Interventor
General del Estado y con el señor Rojas. De acuerdo con éste se redac-
tó una comunicación dirigida d Interventor General porque en el pre-
supuesto se consignaban cantidades ya satisfechas, como pago de
testigos y gastos ocasionados con motivo de viajes a Barcelona, y otras
por satisfacer, como las de mobüiario no comprendidas en los crédi-
tos agotados para obras. En esa comunicación se proponía dar cuenta
d Pleno cuando tuvo noticia de las restricciones que proponía el
Ministro en la concesión de pases.

Redámente por que se debe regir el Tribund, nota que entregó d
señor Presidente del Consejo de Ministros. Haciéndole, asimismo, pre-
sente la molestia que aquéUas habían producido, d propio tiempo que
elogiaba la competencia, el celo y la rectitud con que los señores
Vocdes procedían en el desempeño de su dta misión. El señor
Presidente del Consejo tuvo pdabras elodosas para el Tribund, con
las que hubo de ciarse por satisfecho.

Asimismo, somete a la consideración del Tribund que, habiendo
tenido conocimiento por la prensa de que se había redactado un
decreto restrindendo nuevamente la concesión de pases del ferroca-
rril, figurando ente los que se suprimen los correspondientes a los
miembros de este Tribund, llamó d teléfono d Director General de
Fenocarriles, qden le dijo que esa disposición, no sddría, contra lo
que se aseguraba, en la Gaceta por lo que se propone visitar d señor
Ministro de Obras Púbücas en compañía del Vocd señor Gü Gü y GÜ.

Pide que, caso de no obtener resdtado favorable en sus gestiones,
quede subsistente el anterior acuerdo del Tribund de Uevar a cabo un
concierto con las Compañías Ferroviarias.

El señor Gonzdez Tdtabdl hace constar su protesto por lo que
estima tiene de vejatorio para elTribund estar a merced del favor de
los ministros que pasen por aquel Departamento, y propone el nom-
bramiento de una comisión que gestione aquel concierto, incluso
deduciendo el importe de él de las asignaciones de los señores
Vocdes si no hubiera consignación en presupuestos.

El señor Süió hace observar que d conseguirse, siendo Ministro

el señor Guerra del Río, la concesión de los pases, se eliminó la con-
signación que había en presupuesto y, por tanto, no hay cantidad dis-
ponible para esa atención.

El señor Pedregd estima, asimismo, que el Tribund no puede
depender de la buena voluntad de un Ministro y cree que debe Ue-
garse d concierto, aunque ignora si hay consignación.



El señor Pedregd protesto de aqueUa disposición del Ministro, y
dice que el Tribund tiene derecho a que su presupuesto vaya directa-
mente a la aprobación de las Cortes. Hace constar que esta comunica-
ción no fue Uevada dPleno, como dispone el Redámente, yaun cuando
estime acertado lo hecho por la Junto de Gobierno, cree que debió sen-
tarse la cuestión de principio de que elTribund no es un departamen-
to miristerid. Se adhiere a la propuesto el señor G.Taltabdl.

El señor Presidente propone que el Pleno examine la comuni-
cación redactada por el señor Rojas, e inmediatamente que termine la
sesión ir d Mimsterio para iniciar sus gestiones, para lo cual pueden
acompañarle cuantos Vocales lo deseen.

A propuesta del señor Beceña se acuerda delegar en la
Presidencia, a fin de evitar lo que pudiera parecer una manifestación.

Asimismo, se acuerda delegar en la Junta de Gobierno para tra-
mitar todo lo referente a la concesión del crédito extraordinario.

El señor Secretario da cuenta de haberse recibido una carta del
Vocal señor Alcón en la que da noticia del faUecimiento de su señora
madre. Se acuerda que conste en acta el sentimiento del Pleno y diri-
girun telegrama de pésame d señor Alcón.

El señor Secretario da cuenta de un escrito presentado por la
Sociedad Editora Uriversd, interponiendo recurso de reposición contra
la providencia dictada en el recurso de inconstitucionaUdad promovido
por aquéüa contra la ley que fijaba el precio de los periódicos, haciendo
constar que el ponente, señor Sampol, ha excusado su asistencia.

El señor Beceña repite los argumentos expuestos por el recu-
rrente en su escrito, y dice que si se admite la posibüidad de que haya
un recurso de inconstitucionaUdad fundado en el art. 30 de la Ley
Orgánica, distinto de los del art. 31, los que se promuevan al amparo

El señor Pedregal dice que en el anterior presupuesto sí había
consignación suficiente para el acuerdo con las Compañías Ferro-
viarias y en el nuevo debió mantenerse.

El Presidente dice que por disposición del Ministro de Hacienda
el presupuesto tenía que restringirse en plazo de tercero día a partir de
una comunicación de aquel, en un tres y medio por ciento de economía,
por lo que la Junta de Gobierno lo hizo rebajándolo de los conceptos de
persond y gastos de locomoción y dietas de Vocdes suplentes.



Así pues, se trato del cumplimiento de una mera formaUdad, de
un trámite legd.

El señor Traviesas insiste en que, a su jdcio, en este caso es de
apUcación la Constitución y, según ella, no es necesario que exista agra-
vio directo. No cree que en eUo pueda darse abuso por parte de los ciu-
dadanos, porque elTribund tiene en su mano el imponer sanciones.

El señor García de los Ríos cree que cuando se interpone recur-
so de inconstitucionaUdad no tiene apUcación el art. 31. Le parece
absurdo que cuando se va contra la inconstitucionaUdad de una ley
dictada por la Cortes, sean precisos aqueUos trámites y haya de pro-
vocarse una resolución administrativa o recunir a la violencia.

Intervienen los señores Rdz del CastiUo y Beceña, éste para
insistir en su punto de visto.

El señor Gü Gü y GÜ propone que se admita el recurso por ana-
loda con los del art. 30, que, a su jdcio, determina que puedan presen-
tarse recursos sin necesidad del cumplimiento de aqueUos reqdsitos,
fijando, por ejemplo, una fianza mínima de cinco mil pesetas.

El señor Vega de la Idesia estima que toda persona interesada
en editorides periodísticas se encuentra agraviada porque el agravio
existe desde que la ley ha de cumplirse. Relacionando este criterio
con el art. 30, producido ya el agravio, el editor no necesita otro tipo
de agravio, cud sería la apUcación personaUsima de una sanción.

El señor Farrán dice que si en la providencia dictada deja a sdvo
la posibiUdad de que el Consejo de Estado o Ministerio no contesten
d requerimiento del interesado, debe estarse a lo acordado.

de éste Uevarán consigo la obUgación de presentar informe de la auto-

ridad superior y la constitución de fianza, y los que se presenten con
arredo d art. 30 tendrán vía Ubre, en contradicción con la ley, en la
que se ha querido restringir esta clase de recursos.

Reconoce las dificdtodes del caso, y es evidente que elTribund no
puede partir del supuesto de que se necesita el incumplimiento previo
de la ley que se reputa inconstituciond para admitir el recurso. Cita ejem-
plos de instituciones jurídicas que tienen por base el incumplimiento de
las leyes. El recurso de inconstitucionaUdad supone un agravio en la apU-
cación de una ley, y si para producirse ese agravio el ciudadano ha de
salirse de la ley para provocar una decisión que en definitiva sea lo que
le agravie, elTribund no puede recomendar ese camino.
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Sometido a votación si se desestima el recurso, debiendo estar-
se a lo acordado, se acuerda desestimarlo por once votos contra seis
de los señores Traviesas, Vega de la Idesia, Alba, G.TaltabuU, Mdfiote y
Eizaguine y la abstención del señor Martínez Sabater.

Cataluña

Dada cuenta del recurso de inconstitucionalidad promovido
por don Eugenio Torre de Mer contra la ley del Parlamento Catalán
de nueve de marzo de mil novecientos treinta y cuatro, en el que
es ponente el Vocal don Basilio Álvarez, sin entrar en el fondo del
asunto, se acuerda dejar en suspenso la admisión del recurso por
estar, asimismo, suspendido en sus funciones el Parlamento de

Asimismo, se acuerda dejar en suspenso por las mismas razo-
nes, el recurso interpuesto por el don José Firmat Serramalera, en el
que es ponente el señor Bastenechea, autorizando al Secretario
General para suspender de oficio todos los recursos de esta índole sin
necesidad de dar cuenta d Pleno, mientras subsista la suspensión del
citado organismo legislativo.

Acto seguido se levanta la sesión. Era la una y diez minutos
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Reiteró el señor Alcón el sentimiento del Tribund, por el faUe-
cimiento de su señora madre; y propuso que constase en acto igud
sentimiento por la defunción de la esposa del Vocd señor Mingdjón.
Así se acuerda.

Aludió,asimismo, a la queja que le formdara telegráficamente el
Vocd señor Tdtabdl, de ser molestado por agentes de la autoridad y
dio cuenta de su gestión cerca del señor Ministro de la Gobernación,
manifestando que según las noticias que posteriormente obtuvo, no se
habían repetido tdes molestias.

Se refirió d aplazamiento de la elección de Vocdes del Tribund,
acordada por el Gobierno hasta que las elecciones muricipdes ten-
gan lugar, a virtud del anterior acuerdo del Tribund.

El señor Presidente dudió a la concesión de pases de ferrocarril
a favor de los Vocdes del Tribund y a las gestiones que en td sentido
hiciera la Presidencia con satisfactorio resdtado.

El señor Tdtabdl agradeció estas gestiones e hizo constar que,
asimismo, habían sido muy meritorias y eficaces las realizadas por el
señorTraviesas y el señor Henero.Y en cuanto d fondo del asunto, rei-

Sesión del día diecinueve de septiembre de rril novecientos
treinta y cinco

Con asistencia de los señores que se consignan d final y habien-
do excusado su asistencia el señor Pedregd, el señor Presidente decla-
ró abierta la sesión a las once y veinte minutos de la mañana. Diridó
un sdudo a todos los señores Vocdes y expresó la satisfacción del
Tribund por el restablecimiento del Secretario General, señor Serra-
no; recordó que, en ausencia de éste, desempeñó con toda competen-
cia la Secretaría General el Secretario de Sección don Joaquín Hercero
Mateos, y propuso y se acordó que constase en acta y en el expedien-
te persond de dicho señor Henero la complacencia del Tribund por
el celo y competencia de este funcionario en el desempeño acciden-
to! de aquel cargo.



El señor Beceña dijo que, además, debía recogerse en el acuer-
do que se obraba de acuerdo no sólo con el Redámente delTribunal
sino con los arts. 78 y 100 de la Ley Orgánica del mismo, cuyos pre-
ceptos aquél se limitaba a desanollar.

tero su criterio de que debía Uegarse a un concierto con las
Compañías, para evitar que la concesión de aqueUos pases dependie-
se de la disposición de los Ministros.

El señor Presidente propuso al señor Taltabull el que articulase,
en este sentido, una proposición que fuera base de discusión.

Orden del día.

Escrito del señor Jiménez de Asúa, defensor de don Juan Lluhí,
para que se dejen sin efecto los embargos trabados en bienes del
penado.

El señor Traviesas, ponente en este asunto, entendió que no
podía acordarse a tal petición, pues, condenado el señor Lluhí, era
necesario que se hiciese efectiva su responsabüidad del pago de cos-
tas, y sólo podría tomarse en consideración la petición en caso de exis-
tencia de un embargo especid de bienes para indemnizaciones a
terceros

aspecto del sumario
El señor Sbert entendió que urgía la liquidación total de este

El señor García de los Ríos dijo que lo que procedía era practicar
urgentemente la tasación de costas, para, una vez conocida y de acuer-
do con el resdtado que anojase, estimar o desestimar este escrito.

Se acordó desestimar la petición del Letrado por estar déctos
los bienes embargados al pago de las costas causadas, y que se practi-
que tasación de las mismas.

El señor Secretario dio cuenta del escrito presentado por el
señor Arnáiz en queja contra varios Magistrados del Tribunal
Supremo.

El señor García de los Ríos, ponente, aludió a los requisitos de
firma de quereUa por Letrado, que exige el Redamento de este

Tribund. Como la quereUa no venía presentada en forma debía estar-
se a lo ya acordado anteriormente.



El señor Martín Álvarez entendió que el fuero especid de que

gozaban los consejeros de las redones autónomas se limitaba a su actua-

ción en el desempeño del cargo y nunca en punto a deUtos comunes.

El señor Sbert recordó el precepto de la Ley Orgánica que acla-

ra que la acusación ha de ser base de quereUa suscrita por el Gobierno

o las Cortes, y manifestó que los antecedentes de cuestiones tratadas

en el seno del Tribund eran prueba de que la interpretación que se
daba a esos preceptos era mucho más amplia que la que pretendía el

señor Martín Álvarez.

El señor Martín Álvarez instaba en sus anteriores manifestacio-
nes contrarias a que el fuero por razón del cargo se convirtiese en un
fuero persond que sería contrario a la Constitución.

El señor Beceña senda las dificdtades que surgen en relación
con la apUcación del art. 80 de la ley. Dice que si el Tribund hace
extensión del fuero a consejeros de las redones autónomas para toda
clase de deUtos, no pudiendo venir a él la parte agraviada, es evidente
que todos los deUtos persegdbles sólo a instancia de parte quedan

impunes, dificdtod que no existe, a su jdcio, en el caso de responsa-
büidad de los Ministros porque la Ley Orgánica del Poder Judicid
senda la competencia del Tribund Supremo en Pleno para juzgarles
por los deUtos de que no deba conocer el Senado, sustitddo hoy por
este Tribund.

El señor Presidente interviene y propone que el Tribund se
limite a devolver el sumario d juez ordinario, diciéndole que haga las
averiguaciones necesarias en justificación de qdén sea el autor del
deUto, y que cuando quede comprobado este particdar proceda en
conformidad con los preceptos de nuestra ley especid.

Hecha la oportuna pregunta, se acortó de conformidad con la
propuesto del señor García de los Ríos adicionada con la declaración
del señor Beceña.

El señor Secretario dio cuento de las düigencias practicadas en
el juzgado número 5 de Barcelona con motivo de la pubUcación de un
artícdo, denunciado, de que se dice autor el señor Comorera, ex con-

sejero de la GeneraUtat.

El señor Gü, ponente, se mostró de acuerdo con el informe de
los letrados, favorable a la competencia del Tribund.



El ponente de este asunto, señor González Taltabdl, explica bre-
vemente su dictamen. Dice que considera competente al Tribunal para
conocer del sumario basándose en el precedente establecido ante-
riormente. Manifiesta que está de acuerdo con el dictamen de los
Letrados y cree que se debe dar cuento del asunto a las Cortes y al
Gobierno para que, si lo creen procedente, presenten la oportuna que-
reüa. Así se acuerda; el señor García de los Ríos sdva su voto por lo
que respecto d fuero delTribunal.

Lerroux

Asuntos de trámite: El señor Secretario dice que el seis de junio
se acordó pedir la expedición de títulos administrativos por la Presi-
dencia del Consejo de Ministros a los Vocales del Tribund, y da cuen-
ta de una gestión hecha anteriormente cerca del señor Samper, el cud
contestó por una nota de igud manera que ahora lo hace el señor

El señor Sbert replica a la orden de la Presidencia y dice que no
se encuentran en el mismo caso los Vocales del Tribund y los
Ministros de la República, pues éstos tienen dedicado un artícdo en
la ky de Clases Pasivas en el que se dice que los Ministros están exclui-
dos de la necesidad del título administrativo.

El señor Álvarez propone el nombramiento de una Comisión
para que trate de este asunto.

Se acuerda que dicha comisión esté integrada por los señores
Gü, Sbert y Ruiz del CastÜlo.

El señor Martín Álvarez afirma que al que se confiesa autor de
un deUto de esta naturaleza hay que creerle, a no ser que evidente-
mente sea incapaz de escribir tal cosa, ydice que cualqder resolución
que se tome ha de impUcar la resolución de una cuestión de compe-
tencia, por lo que requiere un estudio profundo del asunto.

El señor Presidente dice que se puede cortar esta discusión
nombrando una ponencia que estudie el asunto. Propone para dicha
ponencia a los señores Gü, Martín Álvarez, Beceña, Sbert y Rdz del
CastÜlo. Dice que el señor Gü, como primer ponente, se servirá de for-
mular la conespondiente convocatoria. Así se acuerda.

Düigencias sumariales instraidas en el Juzgado número 2 de San
Sebastián a virtud de un discurso pronunciado por donVíctor Pradera,
Vocal del Tribunal, y que se estimó constitutivo de delito contra la
forma de gobierno.
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Sesión del día veinte de septiembre de mü novecientos treinta

Con asistencia de los señores que d find se expresan, el señor
idente declara abierta la sesión.

El señor Secretario da lectura de las estadísticas, resumen de
los asuntos entrados y despachados por elTribund.

Se levanta la sesión a las trece horas y diez minutos, convocan-
señor Presidente para mañana a las diez y media.

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset

Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo,

Excmo
Excmo

IS

Excmo.
Excmo.
Excmo
Excmo



Por el señor Secretario se da lectura al proyecto, en la forma que
el Redamento del Tribund determina, debe exponerse a la considera-
ción del señor Ministro de Hacienda, la conveniencia de que sean res-
petadas las partidas consignadas en el mismo y que responden a la
necesidad de datar los servicios y atenciones debidamente, guardán-
dose en tal forma, a este Organismo, las consideraciones a que, por su
rango y categoría, tiene derecho.

El señor Presidente expone la razones justificativas de los
aumentos que se consignan en los sueldos de los señores Vicepre-
sidente y Secretario General, quedando aprobados sin discusión.

El señor Secretario propone que en la partida que se consigna
para sueldos de Oficiales Letrados se haga un pequeño aumento que
permita establecer diferencias o escala entre dichos funcionarios, y
oponiéndose los señores García de los Ríos y Sbert, se desestima la
propuesta, por estimar dichos señores preferible la consignación de
los aumentos por quinquenios de servicios.

La partida de treinta mü pesetas consignada para dictar los
señores Vocdes, Secretarios yAuxÜiares, en caso necesario, se impug-
na por el señor García de los Ríos, que propone, y así se acuerda,
quede reducida a veinte mil pesetas.

El señor Garran combate la fijación de la partida de doscientas
quince mü novecientas treinta y tres con cincuenta y cinco pesetas
para obras en el edificio del Tribunal, por estimar que, siendo dicho
edificio de propiedad ajena, no debe invertirse cantidad alguna en
tales obras, a cuyas manifestaciones se adhiere el señor Mingdjón.

El señor Presidente defiende y justifica la necesidad de dicha
partida, que queda aprobada.

igualmente se aprueba la cantidad de treinta mü pesetas que se
consigna para gastos de viaje, sosteniendo el señor Gonzdez TaltabuU
que debe Uegarse d concierto con las Compañías fenoviarias para la
obtención del carné de viaje a favor de los señores que en la actuaU-
dad tienen pase concedido por el Ministerio de Obras PúbUcas.

Sin otras modificaciones, queda aprobado el proyecto de pre-
supuestos, por un importe totd de un mülón seiscientas treinta y
nueve mü novecientas noventa con noventa y cinco pesetas.

Se aplaza para la próxima la lectura y aprobación del acta de la
anterior.
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NUMERO 131

Sesión del día cuatro de octubre de mü novecientos treinta ycinco.

Abierto la sesión a las once y veinte de la mañana, fueron leídas
por el señor Secretario las actos de las sesiones anteriores de dieci-
nueve y veinte de septiembre dtimo, que fueron aprobadas.

El señor Presidente somete a la consideración del Pleno la per-
tinencia de dar cumplimiento a lo dispuesto de las Órdenes del
Ministerio de Hacienda de ocho de agosto dtimo, como consecuencia
de la ley de restricciones.

El señor Ruiz del Castillo, abundando en las razones expuestas
por el señor Secretario General, entiende que tdes disposiciones no
son apUcables a este Tribund, pues sólo hacen referencia a los
Departamentos miristerides.

Yno habiendo, así se acuerda por elTribund Pleno

Presidente:
Excmo. Sr. D. Fernando Gasset



El señor Secretario da lectura de una carta de don BasiUo Álva-
rez, por la que comunica que ha presentado a las Cortes su renuncia
del cargo de Vocal de este Tribunal.

El señor Presidente propone se acuerde hacer constar el senti-
miento de todos los reunidos por la ausencia del señor Álvarez.

El señor Sbert, al hacer constar su sentimiento, entiende que los
miembros del Tribunal no pueden revocar en ningún caso
—aunque en el caso del señor Álvarez sea un motivo de deUcadeza,
que le honra—, su procedencia política y su situación dentro de los
partidos como motivo para presentar la dimisión del cargo. Lo con-
trario sería peligroso para elTribunal ya que sus miembros no pueden
considerarse vinculados a ninguna ideología para rendir su voto en
contra de recursos y resoluciones que emanan de los jerarcas de sus
propios partidos, como ha ocurrido en el caso de don Basüio Álvarez.

El señor GÜ Gü y Gü manifiesta que si la opinión del señor Sbert
pudiera tomarse en cuenta o imponerse, él vería con gusto que no
saüese delTribunal don Basüio Álvarez, a qden elogia por su rasgo de
delicadeza.

El señor Gonzdez Taltabull se asocia a las manifestaciones
hechas por los señores Presidente, Sbert y Gü Gü y GÜ.

El señor Presidente hace resaltar su propio pesar por la ausen-
cia del señor Álvarez y como no cabe intervenir porque ha de estarse
a la resolución que adopte el Congreso de los Diputados, insiste en su
primera proposición. Así se acuerda.

El señor Presidente da cuenta de la visita de cortesía que en
unión de dgunos señores vocales ha hecho el nuevo presidente del
Consejo de Ministros, señor Chapaprieta.

Orden del día

El señor Secretario da cuenta de un escrito presentado por don
JuUán Arnáiz, que tenía formulada una queja contra los Magistrados del
Tribund Supremo, pidiendo aclaración a lo que previene el art. 107
del Reglamento Orgánico delTribunal.

El señor Presidente da cuenta del faUecimiento de la madre del
señor Traviesas. Propone, y así se acuerda, que conste en acta el senti-
miento del Pleno.



Se da cuento de que el señor Reventós, que tenía preparado un
recurso de inconstitucionaUdad contra la Ley del Parlamento Catdán
de veintiséis de junio de mü novecientos treinta y tres, se ha ratifica-
do en el desistimiento que tenía presentado, y a propuesto del Vocd
ponente, señor Alcón, se acuerda archivarlo, devolviendo d Tribund
Supremo los autos que remitió.

DUigencias sumariadas instraidas en el Juzgado número 5, con
motivo de un artícdo periodístico del que se declaró autor el señor
Comorera, ex consejero de la GeneraUtat.

El señor GÜ GÜ y Gü, ponente, pregunta si se ha de resolver con-
cretamente el caso planteado o si a la resolución debe dársele un sen-

El señor García de los Ríos, ponente, propone que de acuerdo con
la Ley Orgánica y la de Enjdciamiento Crimind, en relación con el art.

107 del Redámente, se dedare que es exidble la presentación de que-
rella con la firma de letrado y,por tanto, elTribund exige esos reqdsitos.

Se acuerda, por tanto, estar a lo acordado en anterior providencia.

Dada cuenta de un escrito formdado por doña Amana Pérez en
recurso de inconstitucionaUdad contra determinadas disposiciones
que les excluyen de ascensos en su carrera, el señor Ruiz del CastiUo,
ponente, dice que el asunto se encuentra en el mismo estado que en
el mes de junio. ElTribund no puede resolver un recurso de inconsti-

tucionaUdad sin el dictamen del Consejo de Estado, que si es negativo
produce el efecto de ser necesario prestar caución. El Consejo de
Estado no ha sido consdtado acerca de la inconstitucionaUdad y, por
tanto, no puede invocarse respecto de él la doctrina del süencio admi-
nistrativo, que es de apUcación frente a la Administración. Como hay
que concüiar la apUcación del art. 31, apartado 5) de la Ley Orgánica,
con la necesidad de abrir una vía a las reclamaciones justificables, pro-
pone: Que la reclamante, acompañando un recibo del Redstro del
Ministerio de Hacienda, se dirija directamente d Consejo de Estado;
segundo, que elTribund se dirija d Consejo de Estado exponiendo los
antecedentes del asunto, y, tercero, que el Tribund se dirija d Minis-
terio de Hacienda, pidiendo remito este organismo el expediente con
sus antecedentes d Consejo de Estado.

Después de unas manifestaciones del señor Alcón, que cree
aventurado que el Tribund dirija a las partes, se acuerda aprobar las
conclusiones segunda y tercera de la ponencia.



El señor Pradera recuerda los casos suyo, del señor Ruiz del
CastÜlo, del señor Alba y de la Generalitat y anuncia que votaría a favor
de la ponencia.

El señor Sbert se muestra de acuerdo con los señores Gil Gü y
Gü y Beceña en cuanto a la propuesta de presentar una moción d
Gobierno.

El señor Traviesas manifiesta que no pueden admitirse más
excepciones al Derecho común que las establecidas en la
Constitución, relativas al Tribunal Supremo y a los miembros del
Tribund de Garantías, en cuanto a responsabüidad penal, salvo las que
corresponden a la jurisdicción müitar.

El señor Süió estima peligroso que con motivo de un caso con-
creto se defina el dcance de determinados artícdos. Como elTribunal
tiene que conocer sobre casos concretos y resolverlos aisladamente
eUo significará a lo largo del tiempo un sentido interpretativo. Cree
que debe limitarse la ponencia a determinarse sobre el caso con-
creto que se le ha sometido.

El señor Gil Gil y Gil expone los antecedentes del asunto
para concluir que con arreglo al número 8 del art. 22 de la Ley
Orgánica del Tribunal y al art. 80 de la misma, el Tribunal es com-
petente para entender en esas diligencias. Cree que debe darse
traslado al Gobierno, a las Cortes y a la representación de la
Generalitat de Cataluña para que, si lo desean, formulen la acusa-
ción

El señor Martín Álvarez disiente del parecer de sus compañeros
de ponencia. Entiende que la pubUcación del artícdo que se declaró
autor el señor Comorera, que contenía injurias para el Gobierno, cons-
tituye un delito común no privativo de la función que dicho señor
desempeñaba. Con arredo a la Constitución están abolidos y no
podrán establecerse en lo sucesivo fueros persondes y,por tanto, esti-
ma que elTribunal es incompetente.

El señor Beceña rebate los argumentos del señor Martín Álva-
rez, y cree que dada la naturaleza del delito, se puede afirmar la com-
petencia. Al mismo tiempo, propone que en la ponencia se haga
constar un vacío de la ley en cuanto a la diferencia que no existe entre
delitos comunes y deUtos funciondes, elevando una moción al
Gobierno o a las Cortes.



Francisco Beceña
Francisco Basterrechea

Francisco Alcón
Sergio Andión

Manuel de Miguel Traviesas
César SÜió
Manuel Alba

Pedro Jesús García de los Ríos
Gü Gü y GÜ

Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo

Vocdes:
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.

En votación nomind se acuerda declarar la competencia
Tribund, con el voto en contra de los señores Martín Álvarez
Traviesas.

El señor Gonzdez Tdtabdl expone la conveniencia de fijar
término para que el Gobierno pueda quereUarse.

El señor Pradera se adhiere a esta manifestación,

Se acuerda que, transcurrido el mes de octubre, se suscite ni

Dada cuento de la jura de cuentos del letrado señor Bofardl, qi

defendió d señor Aymat en recurso de inconstitucionaUdad contra
Ley de Contratos de Cdtivo del Parlamento Catolán, se aprueba
ponencia en el sentido de que se de cumplimiento a lo dispuesto <
la Ley de Enjdciamiento Civü.

Asimismo, se aprueban las cuentas conespondientes al segí

do trimestre del año en curso.

En cumplimiento de la Ley de Restricciones se acuerda mam
ner las Ustas de los Vocdes suplentes, y que para poder satisfacer 1
gratificaciones del persond de limpieza, jardinero y encargado de
cdefacción, que se pagaban el materid, se proponga a Hacienda
desdóse de la partida de materid la cantidad correspondiente y
incluya en presupuesto bajo el epígrafe de "jorndes".

Y no habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión

Presidente

Gabriel Tdtabdl
Lds Mdfiote
Francisco Mínguez

Sr.
Sr.
Sr.

Excmo.
Excmo
Excmo

d.



Por quebranto de moneda al habüitado del material, que tam-
bién lo es del personal 2.000-.

Cantidades a aumentar en el Cap. I., art. 2.1 4.800 -.

Excmo. Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Excmo. Sr. D. Eduardo Martínez Sabater
Excmo. Sr. D.Juan Minguijón
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del CastÜlo
Excmo. Sr. D.José Sampol
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert

NUMERO 132

Sesión del ocho de octubre de mil novecientos treinta y
cinco

Abierta la sesión a la hora señalada, se lee y aprueba el acta de
la anterior.

Seguidamente, el señor Presidente da cuenta de las gestiones
realizadas cerca del Ministro de Hacienda, a fin de llevar a efecto la
aplicación de los decretos sobre restricciones con relación al
Tribunal de Garantías, así como del acuerdo de la Junta de Gobierno
interior, adoptado en sesión celebrada el día siete, consistente en
pedir que se rebajen de las ochenta mil pesetas que aparecen en el
Capítulo II,art. 1.1,"Material de oficina no inventariable",la cantidad
de doce mil ciento cuarenta pesetas para contrapasarlas como
aumento en los siguientes capítulos y artículos, cuyos conceptos se
detallan:

Capítulo I, art. 2.°. Otras remuneraciones

Gratificación al vigüante conductor del automóvü del señor
Presidente

— 10%1.800 ptas 1.620-,

Id. al ayudante del anterior:

1.180 2.800 -.



Capítdo I, art. 1.1. Jórrales.

Cinco sirvientes femeninos encargados de la limpieza de mue-
bles y edificio, a 4 ptas. diarias durante 307 días 6.140 -.

Un sirviente encargado de las tres cdderas y demás elementos
de la cdefácción a 8 ptas. diarias durante 150 días 1.200 -.

.7.340 -.Suma el Capítdo 1.1, art. 4.1

12.140-,Totd

El señor Interventor informa de que el Decreto referente a die-
tas ordena que éstas se ajusten estrictamente d redámente de dietas
del año rril novecientos dieciocho, pero como los señores Vocdes
suplentes no pueden considerarse como funcionarios, por no percibir
sueldo, para fijarlas habrá de formdarse una consdta y recaer acuer-
do en Consejo de Ministros.

El señor Rdz del CastiUo se manifiesta en conformidad a esta

propuesta de hacer una gestión con el carácter de consdta, pero con-
sidera esencid hacer notar que las disposiciones redamentarias del
Poder Ejecutivo en materia de dietas no pueden dectar dTribund, de
la misma manera que no decta d Congreso de los Diputados que las
ha fijado con carácter especid para los mismos.

El señor Beceña propone que se autorice a la Junta de Gobierno
para que de acuerdo con Hacienda resuelva las dificdtodes que pue-
dan surgir en la confección del Presupuesto con motivo de la apUca-
ción de la ley de restricciones.

Así se acuerda por unanimidad.

El señor Presidente manifiesta que, como consecuencia de las
gestiones que se le encomendaron, se proponía visitar d señor
Ministro de Hacienda, exponiéndole los motivos que existen para con-
signar algunas cantidades de importancia para instalación y aumento
de sueldo de los señores Vicepresidentes. Da cuenta de que el señor
Ministro de Hacienda le ha dado hora para mañana, e insta a los seño-
res Vocales que lo deseen a acompañarle en esta visita.

El señor Beceña manifiesta que es esencid el aumento de los
sueldos de los señores Vicepresidentes, que deben eqdpararse a los pre-
sidentes de sda del Tribund Supremo, y propone que sean los Vocdes
parlamentarios los que acompañen d Presidente en su gestión.



mañana,
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Francisco Beceña
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Luis Mdfiote
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Carlos Ruiz del Castillo
Francisco Vega de la Idesia

Secretorio

Jacinto Herrero

NUMERO 133

Sesión del día ocho de noviembre de mü novecientos treinta y
cinco

Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Leída el acto anterior, es aprobada

Dada cuenta de la quereUa formdada por el Procurador don
Juan Ávüa, en representación de don Manuel Rojas, contra don Manuel
Azaña y otros, así como del informe de los oficides letrados del
Tribund que estiman no cabe admitir la quereUa por falta de acción
del quereUante, y proponen la imposición de una sanción d letrado
señor Enterría, con arredo al art. 55 del Redámente del Tribund, el
ponente señor Mdfiote hace suyo dicho informe y propone se impon-
ga al citado letrado la sanción de apercibimiento.

El señor Vega de la Iglesia se muestra dispuesto a hacerlo y pro-
pone que, en su compañía, vaya también el señor Beceña.

Así se acuerda y se levanta la sesión a las doce y veinte de la



Intervienen los señores Mingdjón, que estima que la imposi-
ción de sanciones conesponde íntegramente d señor Presidente, y
Pradera y Beceña, que se oponen a la sanción.

El señor Pradera fundamenta su criterio en la existencia del art.

123 de la Constitución, que puede prestarse a fdsas interpretaciones,
por lo cud estima que en tanto elTribund no tenga sentada jurispru-
dencia en este sentido, no cabe imponer sanciones.

El señor Alcón abunda en el criterio del señor Mingdjón, d que

se opone el señor Beceña, que aunque entiende que es una prescrip-
ción kgd clara la que se infringe en el escrito y procede desde un
punto de vista jurídico la apUcación del número 2 del art. 55 del Re-
dámente; por motivos de oportunidad es contrario a la corrección
que se propone.

El señor Presidente cree que corresponde imponer las sancio-

nes d Tribund en pleno, por lo cud anuncia que, de no asistir acuer-
do del Tribund, la presidencia no impondrá ninguna.

El señor Martín Álvarez afirma que la imposición de coneccio-
nes es potestativa y no imperativa, mostrándose contrario a eUa;
sumándose a este criterio el señor SÜió.

Los señores Quero yGonzdez Tdtabdl afirman que, a su jdcio,
debe sancionarse d letrado de referencia, por suponer su escrito una
doble intención de carácter poUtico y oportunista que es ürespetuo-
sa para elTribund.

Intervienen de nuevo brevemente los señores Minguijón, G.Td-
tabdl y Beceña. El señor Vega de la Idesia muestra su conformidad
con lo manifestado por el señor Pradera, y sin más discusión se pro-
cede a votar si se impone la sanción de apercibimiento d letrado que
autoriza el escrito de quereUa, acordándose no imponer sanción dgu-
na por diecisiete votos de los señores Meras, Vega, M. Sabater, Pradera,
Beceña, Pedregd, Minguijón, Sampol,Alcón, Rdz del CastiUo, García de

El señor Pradera manifiesta la conveniencia de que d redactor
la resolución del Tribund se fundamente en los arts. 77 y 27 de la Ley

Orgánica del mismo, a fin de que aparezca bien claro que es dicha ley

la que impide dTribund admitir esta quereUa.

Sin más discusión, se aprueba la primera parte de la ponencia y se
abre debate en cuanto a la corrección d Letrado firmante de la quereUa.



Dada cuenta de un escrito del señor Arnáiz en que insiste en la
misma petición de otros presentados con anterioridad, a propuesta
del señor Süió, elTribunal decide estar a lo acordado anteriormente.

Igualmente se da cuenta del recurso de inconstitucionalidad
interpuesto por don Manuel Falcó y Álvarez de Toledo contra las bases
VyVIIIde la Ley de Reforma Agraria, así como de que se ha comuni-
cado a las Cortes para nombramiento de defensor de la constitucio-
naUdad de los preceptos legales recurridos, acordándose declarar
admitido dicho recurso y que luego que transcurra el plazo señalado
en el párrafo 3 del art. 34 de la Ley Orgánica, se dé d mismo la trami-
tación prevenida en dicha ley.

El señor Secretario da lectura a una moción propia relativa a los
recursos de inconstitucionaUdad que se hdlan paralizados por fdta de
órgano representativo del Parlamento de Cataluña acordándose a pro-
puesta del señor Presidente nombrar una ponencia formada por los
señores Süió, Beceña y Sbert, que estudie dicha moción con todo dete-
nimiento y proponga al Pleno la resolución procedente.

El señor Presidente da cuenta de la existencia de una vacante
de Vocal parlamentario por dimisión de don Basüio Álvarez.

El señor Vega de la Iglesia soUcita permiso para ausentarse y así
lo hace.

Apropuesta del señor Presidente y con arredo a lo dispuesto en
el pdrafo 2.1 del art. 14 del Redamento delTribunal, se acuerda que el
señor Vega de la Idesia, Vocal parlamentario suplente, pase a ocupar
interinamente el cargo en propiedad vacante con todos los derechos y
prerrogativas desde el día siguiente a la fecha de la vacante.

No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente

Vocales:
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas
Excmo. Sr. D. César SÜió
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Francisco Alcón

los Ríos, Martín Álvarez, GÜ GÜ y Gü, Basterrechea, Traviesas, SÜió y
Presidente, contra cinco de los señores Andión, Mdfiote, G. TaltabuU,
Alba y Quero.
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NÚMERO 134

ta y cinco

Sesión del día veintiséis de noviembre de mü novecientos trein-

Con asistencia de los señores indicados d margen, y habiendo
excusado su asistencia los señores Alba y Basterrechea, se leyó y fue
aprobada el acta de la sesión anterior.

Recurso de inconstituciondidad interpuesto por don Manuel
Fdcó y Álvarez de Toledo contra las bases 5.0 y 8.0 de la Ley de
Reforma Agraria.

El señor Secretario da cuenta de los trámites segddos y de que
el Parlamento no ha designado defensor de la constitucionaUdad de
las leyes impugnadas.

El señor Presidente, en consecuencia, propone y así se acuer-
da, señalar la vista púbUca para el jueves día doce de diciembre, a las
once de la mañana, haciéndoselo saber al señor Presidente de las
Cortes.

El señor Süió, presidente de la ponencia designada con motivo
de la moción presentada por el señor Secretario para resolver acerca

Excmo
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Carlos Rdz del Castillo
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El señor Beceña manifiesta su conformidad con la exposición
hecha por el señor Süió y plantea la cuestión de si por un aumento del
Tribunal puede resolverse en cuanto a la consdta del Tribunal
Supremo sin segdr los trámites fijados a los recursos y dar solución d
caso, ya que, a su juicio, se trato de una laguna legal, puesto que ni la
ky ni el Reglamento han previsto el caso de que pudieran dejar de
existir la personalidad del Parlamento autónomo.

El señor Sbert declara, asimismo, su conformidad con lo
expuesto por el señor Silió. Manifiesta que la persona jurídica del
Parlamento Catalán no ha desaparecido. La ley de dos de enero lo
que hace es suspender su acción y cuando se suspende la acción se
suspenden los plazos. Para aclarar la duda de si la suspensión afecta-
ba a la Diputación permanente se formuló consulta al Gobernador
General, contestando éste que la Diputación permanente debía con-
siderarse suspendida en sus funciones, por lo cual se dictó provi-
dencia suspendiendo la tramitación de los recursos, como también
la consulta del Supremo, que por el art. 74 del Reglamento está
equiparada al recurso.

El señor Süió insiste en la obligación moral delTribunal de abrir
cauces legales a los recunentes, a dgunos de los cuales posiblemente
les asiste la razón, y cree, por tanto, en que el Tribund debe diridrse
al Gobierno pidiéndole una solución.

El señor Beceña reitera sus manifestaciones anteriores y pide al
Pleno que deUbere si está dentro de sus facdtades dar solución a este
conflicto, ya que ni la ley niel reglamento han previsto el caso.

de los recursos de inconstitucionalidad y consdta del Tribund
Supremo paralizados por suspensión en sus funciones del Parlamento
Catalán, da cuenta de los trabajos reaUzados por dicha ponencia de la
que formaron parte con él los señores Beceña y Sbert. En la moción
inicial se proponía que elTribund se dirigiera al Gobierno a fin de que
éste, por los trámites de un proyecto de ley, designe un órgano que,
ostentando la representación legítima de la región autónoma, pueda
evacuar el trámite obligado de la defensa de la constitucionaUdad de
las leyes impugnadas, pero en el seno de la ponencia el señor Sbert
hizo notar que el Gobierno no puede sustituir con un órgano distinto
al Parlamento Catalán y,proponía que fuera su Diputación permanen-
te quien tuviese personaUdad a este efecto, entendiendo los demás
miembros de la ponencia que se debía pedir al Gobierno una solución
d asunto, sin sugerirle ninguna determinada.



El señor Vega de la Idesia interviene para decir que si el
Tribund hiciese modificaciones en el redámente tendría que someter

las variaciones o adiciones a la aprobación del Gobierno.

El señor García de los Ríos distingue entre consdta yrecurso y

cree que deben tener distinto tramitación, como ya sostuvo d discu-
tirse el proyecto de redámente.

El señor Pedregd afirma que elTribund está en la obUgación de
buscar una solución d problema y que aquél, por sí mismo, puede

resolver acerca de si las consdtas deben o no tener los mismos trá-
mites que los recursos.

expuestas
El señor Beceña retira su proposición, en visto de las opiniones

El señor Alcón dice que el recurso de inconstitucionaUdad no
se somete dTribund de oficio, sino por los trámites de un jdcio con-
tradictorio. Por tanto, no puede adoptar resolución que signifique sus-
tituir a ninguna de las partes.

El señor Presidente divide la cuestión en dos partes: 1.°

Consecuencia de llamar o no la atención del Gobierno sobre la cir-
cunstancia de que, por la suspensión de funciones del Parlamento
Catolán, hay en elTribund consdtas yrecursos que no pueden trami-

tarse; 2.° Si debe sugerirse o no d Gobierno la solución que pudiera

darse d caso.

El señor SÜió propone d Tribund que acepte la moción del
Secretario General, suprimiendo la parte que se refiere a que se desig-
ne un órgano que, ostentando la representación ledtima de la redón
autónoma, pueda evacuar el trámite de defensa de la constitucionaU-
dad de la ley que se impugna, diciendo en su lugar: "a fin de que el
Gobierno, por los trámites de un proyecto de ley, arbitre un medio
para que legalmente se puedan tramitar yresolver estos recursos".

El señor Sbert opina que elTribund no tiene competencia para

resolver como pide el señor Beceña.

El señor Pradera estima, asimismo, que elTribund no tiene com-
petencia para resolver acerca de la persona que pueda sustituir en
estos supuestos d Parlamento Catolán. Cree que no se trata de una
laguna de la ley, sino de un precepto terminante de ésta que atribuye
d Parlamento Catolán la defensa de la constitucionaUdad de sus leyes.



Por el señor Secretario se da cuenta del escrito presentado por
doña Amalia Pérez, en nombre de los auxüiares femeninos de
Hacienda, en el recurso de inconstitucionaUdad que tienen interpues-
to. Se acuerda pase a estudio del señor Vocd ponente.

Leída una comunicación de la Presidencia del Consejo de
Ministros, relacionada con los muebles que el Patrimonio de la Re-
púbUca debe ceder dTribund, a propuesta del señor Presidente se acor-
dó que éste con los Vocdes parlamentarios visite d señor Presidente del
Consejo de Ministros, para resolver definitivamente este asunto.

El Tribunal quedó enterado de una carta del señor Ministro de
la Gobernación, contestando a otra del señor Presidente, relativa a la
firma de expedientes que dicho Departamento envía al Tribunal.

El Tribunal acordó, después de examinar las disposiciones de la
ley de restricciones relativas d pago de dietas, mantener la cuantía de
las que tiene establecidas para los señores Vocdes suplentes, así como
visitar al señor Ministro de Hacienda para darle cuenta de los motivos
de esta decisión, a fin de que se oficie d señor Interventor a los efectos
de que no se opongan reparos a las cuentas de las expresadas dietas.

estudiar el asunto

Por el señor Sbert se recuerda la propuesta que hizo en un
pleno anterior para que se abone el importe del bülete de coche cama
a estos señores Vocales suplentes, prometiendo el señor Presidente

Dada cuenta del acuerdo de la Junta de Gobierno de gratificar
al Secretario de Sección don Joaquín Herrero, por el trabajo extraor-
dinario que supone la suplencia de la Secretaría General, durante el
tiempo que el señor Secretario General permaneció enfermo, el Pleno
queda enterado.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.

Hecha la conespondiente pregunta, fue aprobada esta redacción.

Dada cuenta de la reclamación de cuenta jurada formulada por
el Procurador señor Dalmau, contra Acción Agrícola, de Igudada, el
Tribund acordó de conformidad a lo soUcitado, dando comisión al
señor Presidente de la Audiencia de Barcelona a fin de que se practi-
quen las düigencias por la autoridad judicid competente.
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NUMERO 135

Sesión del día trece de diciembre de mü novecientos treinta y
cinco

Abierta la sesión por el señor Presidente a las once y media de
la mañana con asistencia de los señores Vocdes expresados d margen,
el señor Secretario da lectura del acto de la sesión anterior la cud es
aprobada.

Se entra a discutir el primer punto del orden del día y el
señor Beceña, ponente, da lectura a los extremos fundamentales de
la resolución que propone en el recurso de inconstitucionalidad
interpuesto por don Manuel Falcó contra las bases 5.°, apartado 13
y 8.°, apartado a) de la Ley de Reforma Agraria ya reformada por la
posterior de primero de agosto, fundamentando dicha sentencia
en que no existe interés actual en el recurrente y carece de acción,

Excmo.
Excmo.
Excmo,

Excmo.
Excmo
Excmo

Excmo,

Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo

Francisco Mínguez
Carlos Martín Álvarez
Eduardo Martínez Sabater
José Pedregd
Víctor Pradera



El señor Beceña dirma que su tesis es la de que se necesita que
exista un interés actual y jurídico para poder instar la actividad juris-
diccional del Estado.

El señor Ruiz del CastiUo también expUca su voto contrario d
de la ponencia.

El señor García de los Ríos dice que la sentencia tiene que con-
traerse a la fecha en que se planteó la demanda, que es anterior a la de
la derogación de la ley.

El señor Mingdjón dice que una vez que se ha acudido d
Tribunal y ha sido admitida la demanda hay un principio lógico, un
cuasi contrato por el cual elTribunal se obliga, es decir, le obliga la ley
a resolver todas las cuestiones que en la demanda se plantean.

Dice que la declaración de inconstitucionalidad de la Ley de
Reforma Agraria la puede hacer el Tribund, pero sobre lo que no
puede hacer ninguna declaración es sobre si la disposición transitoria
de la Ley Orgánica delTribunal es o no constituciond.

El señor Presidente concede la palabra al señor Martín Álvarez,
pero advierte a los oradores que la tienen pedida, en vista de que se
han consumido tres turnos en contra de la ponencia del señor
Beceña, que hagan uso de eUa con la debida prudencia para no düatar
la discusión.

El señor Martín Álvarez dice que él en definitiva votará porque
se estime y se declare la inconstituciondidad alegada de las dos bases
de la Ley de Reforma Agraria que se refieren a los bienes de la gran-
deza de España, la una por virtud de la cual se les expropia sin indem-
nización, la otra que en vez de computar a cada propietario sólo las
fincas que poseen en cada término municipal, se hace la suma de
todas las que tengan en el tenitorio naciond.

El señor Sbert expUca su voto que es de acuerdo con la ponencia.

El señor Gü Gil yGü recuerda la sesión de las Constituyentes en
la que se votaron las Bases de la Ley de Reforma Agraria, de que se

El señor Pradera se muestra contrario a la ponencia y fija la dife-
rencia que existe entre el derecho agraviado y el interés, pues dice
existe el agravio d derecho aunque no lo exista al patrimonio.
Manifiesta que él votaría por la inconstitucionaUdad de la Ley de
Reforma Agraria.



El señor Traviesas dice que votará a favor de la ponencia por
entender que la declaración que se pretende es una declaración inútil.

Puesta a votación, la ponencia es aprobada por once votos a
favor, contra diez, haciéndolo afirmativamente los señores Mínguez,
Vega de la Idesia, Andión, Alba, Gonzdez Tdtabdl, Eizaguirre, Sbert,
Mdfiote, Beceña, Traviesas y el Presidente, y en contra los señores
SÜió, GÜ, García de los Ríos,Alcón, Ruiz del Castillo, Sampol, Mingdjón,
Pradera, Martínez Sabater y Martín Álvarez.

En visto de lo avanzado de la hora, eran las trece horas y veinte
minutos, el señor Presidente levanta la sesión citando para el día

trata, y que él defendió una tesis contraria a la que aprobó la mayoría,
por lo que ahora votará a favor de la inconstitucionaUdad de la ley.

El señor SÜió es del parecer de que presentada la demanda en
tiempo oportuno, aun cuando por un hecho legislativo producido se
haya derogado la ley contra la que se recurre, elTribund debe faUar el
recurso siendo el partidario que en dicha resolución se declare la
inconstitucionaUdad de la referida ley.

El señor Presidente dice que no se puede discutir la inconstitu-
cionaUdad de la Ley de Reforma Agraria sin antes discutir si subsiste o
no la disposición find de nuestra Ley Orgánica. La cuestión que plan-
tea es la sigdente: ¿Se va a revocar esa disposición find para entrar
enseguida en el estudio de la inconstitucionaUdad de la ley agraria?

Pues eso es abrir un portillo contra toda la obra ledslativa de las Cons-

tituyentes. Es grave declarar la inconstitucionaUdad de un precepto
contenido en la Ley Orgánica por la cud nos regimos. Pero son mucho
más graves las consecuencias de esta doctrina porque podremos
declarar la inconstitucionaUdad de ese precepto, pero lo que no pode-

mos hacer es, a virtud de esa declaración, declarar nuestra competen-
cia para una serie de cuestiones que se plantearán d Tribund y que
hasta ahora no tenemos competencia para conocer.

El señor Secretario dice que la demanda iricid del señor Falcó
entró en el Tribund el día diez de juüo de mü novecientos treinta y
cinco dictándose providencia d día sigdente en la que se decía que
presentara la copia que exige taxativamente el art. 58 del Redámente,
quedando mientras tanto en suspenso el recurso. El recunente pre-
sentó las referidas copias el cuatro de noviembre, admitiéndose el
recurso el día ocho del mismo mes, por lo tanto después del primero
de agosto, fecha en que se aprobó la reforma agraria.
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NÚMERO 136

Sesión del día catorce de diciembre de mü novecientos treinta
y cinco

Abierta la sesión a las once y media de la mañana por el señor
Presidente, asistiendo los Vocales relacionados al margen.

El señor Secretario lee el acta de la anterior, la que es apro-
bada

El señor Presidente da cuenta de las excusas justificadas de los
señores Meras y Pedregal.

siguiente a las once de la mañana para seguir discutiendo los puntos
del orden del día.

Presidente

Vocdes
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Juan Mingdjón
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GÜ Gü y Gü
Carlos Martín Álvarez
Luis Mdfiote



El señor Presidente manifiesta que no es partidario de la
simultaneidad, pues parece hay una cierta indelicadeza en hacer una
gestión de un orden privado cerca del Ministro de Hacienda, y al
mismo tiempo dirigir un oficio al Presidente del Consejo de
Ministros, formulando en realidad una queja. Dice que lo que se
puede hacer es señalar un intervdo de días entre la gestión oficiosa
y la oficid.

El señor Sbert cree que no hay posibüidad de tomar un acuer-
do sobre una gestión oficiosa.

El señor Alcón se muestra contrario a la gestión oficiosa, pues
dice que es dgo tan peUgroso que el día de mañana puede provocar
conflictos y dificdtodes.

El señor Martínez Sabater dice que loque se debe hacer es cum-
plir la Ley de lo Contencioso-admiristrativo, sin hacer gestión parti-
cdar de ninguna clase.

El señor Secretario manifiesto que el art. 111 del Redámente
dice que se apUcara como ley supletoria respecto d recurso de in-

constitucionaUdad la Ley de lo Contencioso-admiristrativo y el art. 38
de esta fija el procedimiento que debe regirse en este caso.

El señor Secretorio da cuenta de un escrito presentado por
doña Amana Pérez, funcionario de Hacienda, en el recurso de incons-

titucionaUdad que con otras tiene formdado, cuyo escrito quedó pen-
diente en anterior sesión.

El señor Ruiz CastiUo dice que se trata de un caso de obstina-
ción de un órgano administrativo que se riega a tramitar un expe-
diente que ha de ser informado por el Consejo de Estado para que
tenga acceso d Tribund. Propone que se reclame el expediente por
medio de una gestión particdar del Presidente. Dice que en el orden
oficid lo que se puede hacer es lo que el Secretario propuso en ante-

rior sesión, o sea, la apUcación en este caso de la Ley de lo Conten-
cioso-admiristrativo, dirigirse a las Cortes para que éstas fuesen las
que reclamasen el expediente.

El señor Sbert dice que dicha ley indica dos trámites: el prime-
ro dirigirse en queja a la Presidencia del Consejo de Ministros, y el se-
gundo a las Cortes, y que por lo tanto no sería prudente utilizar el
segundo sin haber agotado la primera vía.



Se da cuenta de un escrito de la Sociedad Credit Lyonnais, soli-
citando sea abierta la caja existente en eUa a nombre del procesado
don José Dencás, así como del informe correspondiente del Oficial
letrado.

El señor Traviesas, ponente, se muestra conforme con dicho
informe, que es aprobado sin discusión.

El señor Secretario da cuenta del recurso de inconstituciondi-
dad presentado por el señor Martínez Domingo, Vicepresidente del
Parlamento Catalán, contra la ley de dos de enero de este año que sus-
pendió en sus funciones dParlamento de Cataluña, así como de haber
transcurtido el plazo señdado en la ley, sin que las Cortes, a las que se
dio traslado, hayan designado defensor de la constitucionaUdad.

Se admite dicho recurso, acordándose que por el señor Presi-
dente se haga el señalamiento de día para la vista.

El señor Secretario da cuenta del recurso de inconstituciondi-
dad presentado por don Domingo Lara del Rosal, contra la ley de siete
de diciembre de milnovecientos treinta y cuatro. Se acuerda su admi-
sión y luego que transcurra el término que señala el art. 34 de la ley,
se acordará lo procedente.

Dada lectura de las cuentas ordinarias correspondientes al ter-
cer trimestre del año en curso y de la Memoria autorizada por la Junta
de Gobierno, sin discusión fueron aprobadas.

Se da cuenta igualmente de una instancia suscrita por los fun-
cionarios subalterno, taquígrafos yadministrativos del Tribund, en soli-
citud de una paga extraordinaria con motivo de las fiestas de fin de
año. Se acuerda la concesión de media paga, o sea, lo mismo que el año
anterior se hizo.

El propio Secretario advierte de la necesidad que hay de adqui-
rir un aparato multicopista, pues el que hay necesita un material caro
y no es económico ni rápido para hacer pocas copias, acordándose la
compra, así como que se procure la venta del existente.

No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión a la una

Se acuerda cumplir el indicado precepto de laLey Contencioso-
administrativa, sin perjuicio de que el señor Presidente haga alguna
gestión previa si lo estima oportuno.
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NUMERO 137

Sesión del día diecisiete de enero de mü novecientos treinta y

seis

Alas doce de la mañana, se reunió el Tribund con los señores
que se indican al margen, habiendo excusado su asistencia los seño-
res Vocdes don Francisco Alcón y don Francisco Bastenechea, y leída
el acta de la sesión anterior, es aprobada.

El señor Vocal don Gonzalo Meras, ponente en el recurso de
inconstitucionalidad número 58, interpuesto por don Domingo
Lara del Rosal, propone al Tribunal que se desestime dicho recurso
por las propias razones consignadas en el informe de los oficiales
letrados.

El señor Pradera, aceptando que la ley impugnada en el recur-
so no irifringe los artícdos de la Constitución que en el mismo se
señalan, plantea la posible infracción del art. 2.1 de la ley funda-
mentd d dictarse una ley para un caso particdar, lo que pudiera ir
contra la igualdad que dicho artículo proclama, aunque él estima
que la iguddad que establece sólo puede referirse a los derechos
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El señor Sbert estima que la ley recurrida viola principios éti-
cos, aunque, dentro del marco legal, no haya términos para declararla
inconstituciond.A esta opinión se suma el señor Alba.

El señor SÜió defiende la tesis del Vocal ponente concretando la
resolución a la fdta de infracción constitucional, úrico problema que
a su entender debe resolver elTribund.

Por unanimidad queda aprobada la ponencia y desestimado, por
consiguiente, el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por don
Domingo Lara del Rosal.

El señor Presidente expone al Tribunal la razón de enfermedad
justificada que ha dado motivo a la suspensión de la vista en el recur-
so de inconstitucionaUdad número 57 interpuesto por don Antonio
Martínez Domingo. El Pleno queda enterado y acuerda unánimemen-
te autorizar al señor Presidente para que haga el nuevo señdamiento
de vista en la fecha que estime conveniente.

Dada cuenta de la tasación de costas practicada en la causa
número 39 segdda contra don Luis Companys y otros, por delito de
rebelión müitar, se aprueba, dándose comisión al Juzgado correspon-
diente de Barcelona para que la haga efectiva.

Sometidas d Tribunal las cuentas correspondientes a la inver-
sión del crédito extraordinario del año rril novecientos treinta y tres
y de la memoria aprobada por la Junta de Gobierno, son aprobadas sin
discusión

Yno habiendo más asuntos de que tratar, se levanta la sesión

Presidente

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Manuel de MiguelTraviesas
Excmo. Sr. D. César Süió
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D. Pedro Jesús García de los Ríos
Excmo. Sr. D. Gü Gü y GÜ
Excmo. Sr. D. Luis Mdfiote

Los señores Martínez Sabater y Minguijón aclaran el dcance del
referido art. 2°, en relación con el 25 de la Constitución.



Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declaró abierta la sesión.

Se leyó y fue aprobada el acto anterior.

Por el señor Secretario se da cuenta de haber excusado su asis-

tencia los señores Süió, Sampol yMeras, así como de un telegrama del
señor Bastercechea en que concurría el faUecimiento de una hija
suya.

A propuesta del señor Presidente, se acuerda hacer constar el
sentimiento del Tribund por la desgracia que aflige d señor
Bastercechea y dirigir a éste un telegrama en td sentido.

Dada cuenta del recurso de súplica interpuesto por la
Cámara de la Propiedad Urbana de Barcelona y otro igual por el
señor Pons, contra resolución de la Presidencia del Tribund en
cuestión de competencia promovida por los mismos, el señor
Traviesas, como ponente en el primero, informa que no procede la
admisión del recurso, ya que no se trata de un recurso contra ley,
sino de un acto discreciond de la autoridad, que podría, en todo
caso, constituir motivo del recurso de abuso de poder, adhiriéndo-
se a estas manifestaciones el señor Minguijón, como ponente en el
otro recurso, añadiendo su creencia de que los recursos de súplica
deben ser resueltos por el Presidente, que fue quien dictó la reso-
lución recurrida.

El señor Pedregd estima que el Tribund debe cridar, en evita-
ción de sentar precedentes, que pudieran resdtar funestos, de que,
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NUMERO 138

Sesión del día seis de febrero de rril novecientos treinta y seis



El señor Martín Álvarez, contra la tesis del señor Minguijón, esti-
ma que es dTribunal al que corresponde resolver el recurso, ampa-
rando, además, con eUo a su Presidente, y que se aproveche el
momento de reunirse las nuevas Cortes para pedir que se promdgue
la ley correspondiente a los recursos por abuso de poder.

Se acuerda que sea elTribunal Pleno el que resuelva respecto a
los recursos de súplica planteados.

El señor Minguijón entiende que, en cuanto a los escritos origen
de estos recursos, debe resolverse en atención a la falta de persorali-
dad de los reclamantes, dejando aparte lo relativo a disposiciones
kdslativas.

Intervienen brevemente los señores Sbert, Pedregd y Pradera, y
se acuerda de conformidad con la propuesta del señor Minguijón.

El señor Secretario hace constar la conveniencia de que se acla-
re el alcance que da elTribund d concepto de providencia de trámi-
te, que puede dictar la Secretaría, y cuáles deben ser acordadas por el
Pleno.

El señor Pedregd estima que el Secretario debe rechazar de
plano los escritos manifiestamente improcedentes, exigir el cumpU-
miento de registros legdes, y ordenar el procedimiento, quedando al
buen criterio la fijación del límite y los demás, así como los que exijan
razonamiento fundado, reservarse al Pleno.

Queda acordado el nombramiento de una Comisión, de la que
forman parte los señores Pedregd, Martín Álvarez y Secretorio General,
para hacer d Pleno, en una reunión próxima, la propuesta concreto de
las redas de competencia a que se ha referido el señor Pedregd.

conforme a la ley, no se actúe sino en pleno o en sesiones, salvo en
aqueUos asuntos que sean de la competencia del Secretario, no sien-
do este caso de tal competencia, como lo demuestra el hecho de que
en la resolución aparezca un "considerando".

El señor Sbert manifiesta su opinión de que en el auto que ha
de recaer sobre estos recursos, elTribunal debe hacer constar lo que
entiende por disposiciones legislativas para evitar que se rechacen de
plano recursos contra decretos del Gobierno que invaden la esfera
kdslativa. Estima que en el decreto de treinta de diciembre hay clara
incompetencia, pero que no puede tramitarse la cuestión planteada.
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Sesión del día veintidós de febrero de rril novecientos treinta y

Dada cuenta del recurso de inconstitucionaUdad presentado
por don Francisco Llobet contra el decreto del Ministerio de
Industria de primero de agosto de mü novecientos treinta y cinco,
intervienen los señores Sbert, Pedregal y Martín Álvarez, como
Ponente, acordándose, de conformidad con la Ponencia, que se sigan

los trámites que determinan los arts. 111, apartado a) del
Reglamento y 83 de la Ley de lo Contencioso, sin perjuicio de resol-
ver en su día acerca de la admisión.

Por el señor Secretario se da lectura a un escrito de los
Secretorios de Sección y Oficides letrados del Tribund, soUcitando
que d persond técnico se conceda gratificación eqdvdente a la otor-
gada d resto del persond auxüiar, acordándose que pase a resolución
de la Junta de Gobierno.

Y no habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.

Presidente:



Leída el acta de la anterior, es aprobada.

El señor Presidente manifiesta que, según el informe del señor
Secretario, asisten a la reunión suficiente número de señores Vocales
para que ésta pueda celebrarse, dando cuenta d mismo tiempo, de
que los señores Basterrechea y Sbert, que no pueden concurrir, han
delegado su representación en el señor Alba, el cud, a su vez, y tam-
bién por haUarse ausente, delega la suya propia y las que ostenta en el
señor Andión.

Los señores Pedregal, Pradera, Beceña y Ruiz del CastiUo expo-
nen su opinión de que no deben tomarse en cuenta estas representa-
ciones, por cuanto se han otorgado a los efectos de constitución del
Tribunal y éste ha podido constitdrse sin necesidad de ellas, acor-
dándose así.

El señor Secretario da lectura del Decreto-ley de amnistía de
veintiuno del actual, pubUcado en la Gaceta de hoy, así como de un
escrito del señor Fiscd General de la República en que éste estima
que los beneficios de la amnistía alcanzan a los penados por este
Tribund como autores de un delito de rebelión müitar, don Luis
Companys Jover, don Juan Llubí-VaUescá, don Juan Comorera Soler,
don Ventura Gassol Rovira, don Martín Esteve, don Martín Barrera
Maresma y don Pedro Zoilo Mestres Albert, así como d procesado
rebelde don José Dencás PuigdoUers, soUcitando del mismo que
acuerde aplicarles dicho Decreto-ley

Se acuerda acceder a lo solicitado por el Fiscd y cursar d efec-
to las órdenes oportunas para la Ubertad de los presos.

Se hace constar por el señor Secretario que han comunicado
telegráficamente su adhesión d acuerdo los señores Alcón, García de
los Ríos y Sampol.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente

Excmo. Sr. D. César Süió
Excmo. Sr. D. Sergio Andión

Vocdes:

Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.



Leída el acta de la anterior es aprobada

Los señores GÜ GÜy GÜ, Sampol yAlcón hacen constar su adhe-
sión d acuerdo adoptado en el Pleno anterior en relación con la apU-
cación del Decreto-ley de amnistía a los ex Consejeros de la
GeneraUtat de Catduña.

El señor Basterrechea agradece el acuerdo del Tribund de aso-
ciarse a su dolor por el faUecimiento de su hija.

El señor Presidente toma, en forma redamentaria, la promesa d
nuevo Vocd nato, Presidente del Consejo de Estado, don Francisco

Barnés, y, en nombre del Tribund, le da la bienvenida, contestándole el
señor Barnés con pdabras de sdudo d Tribund, con el que está dis-
puesto a colaborar con el mayor entusiasmo.

Dada cuenta del recurso de inconstitucionaUdad número 55
interpuesto por donAntonio Alemán Sánchez, contra la ley de nueve de
septiembre de mü novecientos treinta y uno, que según dice convdidó
el Red Decreto de doce de junio de mü novecientos veintiocho, el
Ponente, señor Mínguez, informa en el sentido de que, en su aspecto
formd, el recurso debe admitirse, si bien examinando el fondo del
asunto, elTribund habría de meditar concienzudamente antes de adop-
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Sesión del día veintisiete de febrero de rril novecientos treinta
y seis

Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierto la sesión.



El señor Pradera se opone a la admisión, puesto que la disposi-
ción recurrida es un Decreto y no una ley, recordando otro caso pare-
cido en que entendió el Tribunal con anterioridad.

El señor Secretario informa de que al dar cuenta en sesión ante-
rior de un recurso de inconstitucionaUdad contra determinado decre-
to planteó el señor Sbert el problema de que dicho recurso debiera
desestimarse por cuanto más tarde no habría de prosperar; acordán-
dose por elTribunal, no obstante, que se cumplieran los requisitos pre-
vios sin entrar en el fondo del asunto.

El señor Ruiz del CastiUo se opone a la admisión delrecurso por
estimar, lo mismo que el señor Pradera, que se trate de un decreto con-
tra el cual no cabe el recurso de inconstitucionalidad.

El señor Sbert estima que en caso de admitirse procedería acor-
dar la prestación de fianza, a fin de corregir la abusiva presentación de
recursos de esta especie.

El señor Alcón cree que no hay posibüidad del recurso por tra-
tarse de una disposición del Poder ejecutivo.

El señor Beceña se muestra conforme con este criterio

Por unanimidad, se acuerda no admitir dicho recurso de incons-
titucionaUdad formulado por donAntonio Alemán.

Dada cuenta del recurso de inconstitucionaUdad número 60,
interpuesto por don Francisco Pons contra el art. 55 de laLey Orgánica
del Tribund, el ponente, señor Mingdjón, plantea el problema de si la
resolución que dio origen a este recurso ha de entenderse como de
carácter judicid, en cuyo caso corcespondería pedir informe dTribund
Supremo, o si esta degación puede admitirse, conforme a las prescrip-
ciones del número 5 del art. 31, debiendo informar el Consejo de Estado.

El señor Sbert cree que por tratarse de una resolución del
Tribunal no procede admitir el recurso, mostrándose de acuerdo con
este criterio los señores Alcón, Beceña, Pradera y Martín Álvarez.

El señor Mingdjón rebate los argumentos expuestos por los
señores Alcón y Martín Álvarez.

El señor Alcón dice que el recurrente no ha formulado recurso
de inconstitucionalidad, sino que pide que el Consejo de Estado infor-
me sobre la apUcación del art. 55, que él considera contrario al espíri-



Los señores Pradera, Beceña y Martín Álvarez sostienen sus
anteriores argumentaciones, insistiendo el señor Alcón en su punto de
vista.

El señor Alcón dice que el recurso va contra el artícdo apUca-
do por elTribund y para impugnarlo hay que degar su inconstitucio-
naUdad; por consigdente, cree que no va a recaer acuerdo sobre la
admisión, sino sobre si procede o no enviarlo d Consejo de Estado.

El señor Beceña insiste en que el recurrente lo úrico que hace
es discrepar de la interpretación dada por elTribund d art. 55,y que
contra esto no cabe recurso.

El señor Martín Álvarez abunda en este mismo criterio

Apropuesto del señor Presidente se pone a votación y es recha-
zada la petición del recurrente por diecinueve votos de los señores
Barnés, Sbert, Mínguez, M. Sabater, Pradera, Pedregd, Beceña, Sampol,
Maffiote, Martín Álvarez, Gü GÜ y GÜ, G. Tdtabdl, Alba, Basterrechea,
Vega,Andión,Traviesas, Sino y Presidente, contra cuatro de los señores
Alcón, R. del Castillo, García de los Ríos y Mingdjón.

Sometidas a la consideración del Tribund, son aprobadas las

cuentas del cuatro trimestre de rril novecientos treinta y cinco.

Por el señor Presidente se da cuenta del uso hecho de la auto-

rización concedida por elTribund para gratificar d persond técnico
en la misma proporción que se hizo d resto del persond. El Pleno
queda enterado.

El señor Secretario da cuenta de un escrito presentado por don

José Armisent, abogado de don José Dencás, en el sumario que a éste
se le sigue por mdversación de fondos, en soUcitud de que le sea apU-
cada la amnistía, y de la providencia dictada, dando traslado d señor
Fiscd de la RepúbUca.

Asimismo, se da cuento de otro escrito de don Juan Casanovas
Maristany, en los autos de recurso de inconstitudonaUdad iniciados
por don Antonio Martínez Domingo, en funciones de Presidente del
Parlamento de Catduña. Se acuerda tener a aquél por parte y por cesa-
do d segundo y quedar enterados de la designación que, d propio
tiempo, hace de letrados para el acto de la visto a favor de los señores

tu de la Constitución, para poder plantear el recurso, y, por consi-

gdente, debería mandarse d Consejo de Estado.
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Sergio Andión
Francisco Barnés
Francisco Basterrechea

Manuel de Miguel Traviesas
César SÜió

Manuel Alba

Pedro Jesús García de los Ríos

Osorio y Gdlardo, Roig Bergadá y Corominas, señalándose la vista para
el próximo lunes, dos de marzo, a las once de la mañana, en el locd
delTribund.

El señor Vicepresidente primero da cuento d Tribund Pleno de
haberse recibido y turnado a las dos Secciones del Tribund los recursos
de amparo números 959 d 970, ambos inclusive, interpuestos por los
funcionarios técnicos del Cuerpo de Correos don Eugenio Rico Cdvo,
don José Armenteros de Dios, don Juan José Tejada Pkyloubet, don
Ambrosio Jacinto Martínez de Hijas, don Jdio Fonrage Daniel, don
Saturnino Peláez Antón, don Fausto Rodríguez Gdvez, don Juan Elena
López, don Rafael Gamo Borja, don Ricardo Alba, don Santiago Fernández
y Fernández y don Amadeo Arias Molinero, respectivamente, contra reso-
lución del Ministerio de la Gobernación de veintiséis de octubre de mü
novecientos treinta y cinco que confirmó la mdta impuesta por la
Dirección General de Seguridad en treinta y uno de agosto de mü nove-
cientos treinta y cinco, por supuesta reunión clandestina.

sanción y una misma causa, se permite proponer al Pleno que
acuerde la acumulación de los expresados recursos al número 939,
interpuesto por don Eugenio Rico Calvo, toda vez que éste fue el
primero que tuvo entrada en el Tribunal, acordándolo así el Pleno
por unanimidad.

Los expresados recursos fueron admitidos a trámite y al
remitirse por el Ministerio de la Gobernación al expediente incoa-
do con tal motivo, por haberse tramitado todos los recursos de
alzada en un solo expediente, se hizo imposible aportar a cada uno
de ellos los antecedentes suficientes para su tramitación, por todo
lo cual, y toda vez que los recursos se plantean contra la misma

Yno habiendo otros asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente
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Sesión del día tres de marzo de mil novecientos treinta y

seis

Con asistencia de los señores expresados d margen, quedó
constitddo elTribund Pleno.

Leída el acta de la sesión anterior, quedó aprobada.

El señor Martínez Sabater, ponente en el recurso de inconstitu-
cionalidad número 57, interpuesto por don Antonio Martínez
Domingo contra la ley de dos de enero de mü novecientos treinta y
cinco, da cuento de su propuesto en la que, reconociendo la persona-
Udad del recurrente para sostener el recurso, se desestima la inconsti-

tucionaUdad formd y materid de la ley impugnada.

El señor Sbert estima que el Estatuto es una ley rígida de reqd-
sitos especides, conforme a los arts. 11 y 12 de la Constitución, y
habiéndose derogado, que a eüo eqdvde la suspensión sine die, sin
observarse dichos requisitos, la ley de suspensión es formalmente
inconstituciond.

El señor Pradera sostiene que los arts. 11 y 12 de la Cons-

titución son de apUcación a la presentación y aprobación del
Estatuto, pero no a su reforma, y aunque la ley de dos de enero de
mil novecientos treinta y cinco es derogatoria y reformativa del
Estatuto, porque no puede admitirse otra suspensión que la que

Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo
Excmo
Excmo

GÜ GÜ y Gü
Gonzdez Tdtabdl
Lds Maffiote
Francisco Mínguez
Carlos Martín Álvarez
Eduardo Martínez Sabater
Juan Mingdjón
José Pedregd
Víctor Pradera
Carlos Ruiz del Castillo
José Sampol
Antonio M.a Sbert
Francisco Vega de la Idesia



Opina el señor Beceña que la Ley impugnada no es formal-
mente inconstitucional, porque no se han infringido preceptos de
trámite señalados en la Constitución; en cambio, en cuanto varía el
régimen político del Estado establecido en la Ley fundamental y
concretado en la aprobación del Estatuto y anuncia, además, un res-
tablecimiento gradual del régimen autonómico, adolece de incons-
titucionalidad material y estima inaceptable que se pueda rechazar
un recurso de inconstitucionalidad por falta de motivación sufi-
ciente en el recurso.

En este momento se suspende la sesión para continuarla a las
cinco de la tarde.

Reanudada la sesión a la hora indicada, con la venia del señor
Presidente, hace uso de la palabra.

El señor Traviesas que manifiesta su criterio de que la ley
impugnada es inconstitucional. Dice que esto ley es inaceptable por-
que mantiene el régimen jurídico autonómico, pero d mismo tiempo
le declara ineficaz e inaplicable.

El señor SÜió estima que es legalmente exigióle al recurrente la
motivación exacta de la degación de inconstitucionaUdad.Afirma que
con la ley impugnada se ha infringido el art. 18 del Estatuto, si bien
esta infracción no vicia a la ley de inconstitucionaUdad. Añade que el

señala el art. 55 de la Ley de Orden Público, con ella sólo se ha infrin-
gido el art. 18 del Estatuto que no tiene carácter constitucional y
hay, por tanto, una simple ilegalidad. En cuanto a la inconstituciona-
lidad material, no puede estimarse por no haberse cumplido en el
recurso los reqdsitos de motivación razonada que exige el apartado c)
del art. 55 de la Ley Orgánica delTribunal.

El señor Martín Álvarez no admite la eqdparación de los térmi-
nos suspensión y derogación, pues hay en las diversas leyes, como la
de Orden PúbUco, autorizaciones de suspensión de funciones o dere-
chos, sin que impUquen derogación o modificación de los mismos y
está conforme con la propuesta del Ponente por no existir en la
Constitución prohibición alguna que haya sido violada.

Rectifica el señor Sbert insistiendo en sus argumentos y con-
testando al señor Pradera; afirma que, andada la Ley de dos de enero,
quedaría siempre vigente la facdtad concedida d Poder Central en el
art. 9 del Estatuto de Cataluña, referente al orden público.



El señor Beceña insiste en sus argumentos, afirmando nueva-
mente que no puede exigirse la motivación jurídica adecuada del
recurso, a que dude el señor Süió, ni puede cerrarse la posibüidad de

estimar un recurso, aunque los fundamentos jurídicos no sean com-

El señor García de los Ríos manifiesto su criterio de que el
Gobierno no infrindó el Estatuto, ante la situación de hecho, sino que

le amparó, de conformidad con lo dispuesto en el art. 11 de la Cons-

titución, estableciendo un régimen transitorio.

Por su parte, el señor Pedregd dice que el espíritu de la
Constitución es de reconocimiento, no de concesión, de personaU-

dades regionales, pero una vez reconocida no es posible descono-
cerla o modificarla urilateralmente y, mucho menos, establecer un
restablecimiento gradud, que implica la implantación sucesiva de
variados Estatutos, sin contar para eUo con la voluntad de la región

autónoma

Interviene el señor GÜ Gü y GÜ. Manifiesta su conformidad con
la Ponencia y su criterio de que la ley de dos de enero fue conse-
cuencia lódca de las circunstancias producidas en Catduña.

El señor Basterrechea hace constar su conformidad con los
argumentos y opinión del señor Pedregd, añadiendo que no pueden
buscarse aqueUos en la Constitución.

Seguidamente hace uso de la palabra el señor Ruiz del CastiUo,
que manifiesta su creencia de que no pueden considerarse situacio-
nes de hecho, sino argumentos jurídicos.

Termina diciendo que el anuncio hecho en la ley de un resta-

blecimiento gradud del Estatuto, es inconstituciond, ya que infringe
el art. 11 de la Constitución.

El señor Meras recuerda que, en las Cortes, votó a favor de la
aprobación de la ley que ahora se impugna. Mantiene el mismo crite-
rio por entender que la suspensión de funciones, si es temporal, no
equivde a una derogación.

recurrente dega como infrinddos los arts. 11, 12, 15 y 16 de la
Constitución, pero examinados dichos artícdos no aparece por nin-

gún lado la infracción que se manifiesto.

pletos o acertados,



El señor Barnés dice que es garantía de paz el que las regiones
autónomas se sientan amparadas y defendidas en su régimen autonó-
mico^ que la Constitución no podía prever la suspensión del Estatuto
porque, una vez aprobado, puede ser atacado por los trámites que la
misma Constitución establece.

Finalmente, el señor Presidente se manifiesta conforme con
la declaración de inconstitucionalidad de la ley, por infracción de
los arts. 11 y 12 de la Constitución, si bien hay que reconocer la
fuerza agobiante de las circunstancias en que aquella hubo de pro-
mulgarse.

Puesta a votación la propuesto del ponente, es desechada por
dieciséis votos de los señores Barnés, Sbert, Mínguez, Vega de la
Iglesia, Andión, Basterrechea, Alba, González Taltabull, Mdfiote,
Sampol, Minguijón, Ruiz del Castillo, Beceña, Pedregal, Traviesas y
Presidente, contra siete a favor, de los señores Martínez Sabater, GÜ Gü
y GÜ, Martín Álvarez, García de los Ríos, Meras, Pradera y SÜió.

Seguidamente, se somete a votación la propuesta de inconstitu-
cionalidad materid de la ley impugnada, siendo aprobada por dieci-
séis votos de los mismos señores que los emitieron para desechar la
ponencia, contra los siete antes citados.

Verificada nueva votación para resolver sobre la propuesta de
inconstitucionaUdad formal de la misma ley, es rechazada por quince
votos de los señores Mínguez, Gil Gü y Gü, Martín Álvarez, García de
los Ríos, Sampol, Mingdjón, Ruiz del CastiUo, Meras, Beceña, Pedregal,
Pradera, Martínez Sabater, SiUó,Traviesas y Presidente, contra ocho de
los señores Barnés, Sbert,Vega de la Idesia.Andión, Basterrechea,Alba,
Gonzdez Taltabdl y Mdfiote.

A propuesta del señor Presidente se designa una ponencia
constituida por los señores Beceña, Rdz del CastiUo y Sbert, para la
redacción definitiva de la sentencia.

Yno habiendo otros asuntos de que tratar, se levanta la sesión

Termina manifestando su decto y consideración d Tribunal, al
que dejará de pertenecer en plazo breve.

El señor Minguijón dice que la ley no exige, bajo pena de
desestimación, que la motivación del recurso sea más o menos per-
fecta y que la ley de dos de enero infringe, entre otros, el art. 16 de
la Constitución.
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Sesión del día cinco de marzo de mil novecientos treinta y
seis

Constitddo elTribund con los señores que d margen se expre-
san, se leyó el acta de la sesión anterior, que fue aprobada.

Por el señor Secretario se da lectura d proyecto de sentencia
redactado por la Ponencia en el recurso de inconstitucionaUdad
número 57, cuya visto tuvo lugar el día dos del corriente mes.

El señor Sbert soUcita se haga constar que la sentencia no refle-
ja la totaUdad de su pensamiento, sino el acuerdo de la ponencia de
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El señor Martínez Sabater anuncia que, con otros señores
Vocales, formulará voto particdar a la sentencia que acaba de ser
aprobada.

Dada cuenta de haber sido nombrado Secretario del Consejo
Ejecutivo del Instituto de Reforma Agraria, el Oficid administrativo de
este Tribunal, don Alfonso Ayeusa, y de la solicitud del Ministerio de
Agricultura de que se le declare en situación de excedencia forzosa,
con reserva de su plaza, conforme a lo dispuesto en la ley de veintiu-
no de jdio de mil novecientos treinta y uno, se acuerda de conformi-
dad, debiendo retrotraerse la excedencia al día anterior d de la
posesión en el nuevo cargo.

El señor Presidente somete al Tribunal la conveniencia de pro-
veer, aunque sea con carácter interino, la vacante producida por el
señor Ayeusa.

El señor SÜió se opone a dicha proposición y en el mismo sen-
tido se manifiesta elTribund.

Y no habiendo otros asuntos que tratar, se levantó la sesión
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tencia

El señor Martín Álvarez pide que en la parte dispositiva de la
sentencia conste la desestimación de la inconstitucionalidad formd
alegada, y así se acuerda, quedando aprobada la redacción de la sen-



El señor Secretario da cuenta de que en la causa seguida con-
tra don José Dencás por deUto de mdversación, se ha presentado por
el señor Fiscd escrito en el que dice no procede incluirle en la
amnistía por ahora, pero sí concederle la libertad provisiond, si se
presentare.

El ponente señor Martín Álvarez lee un proyecto de auto, en el
que propone se apUquen los beneficios de la amnistía a uno de los
deUtos de mdversación, porque está procesado el señor Dencás, y que
por ahora no procede hacerlo en cuanto d otro.

El señor Quero, en relación con el segundo deUto de mdversa-
ción, hace observar que de la actuación del señor Dencás, en la fecha
en que se produjo el hecho, es difícU dscriminar si es o no hecho poU-
tico, y no hay prueba que permita asegurar que la mdversación se
hizo en beneficio propio.

El señor Martín Álvarez dice que esto calificación la hizo el
Tribund con arredo a los datos que obran en el sumario, en el auto

de procesamiento y, por consigdente, no puede ahora revocarlo, ya
que con posterioridad a él no se han practicado düigencias.

El señor Barnés pide esclarecimientos, y pregunto si elTribund
no podría tomar la posición del señor Fiscd.
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Sesión del día trece de marzo de mil novecientos treinta y

seis

Abierto la sesión, es leída y aprobada el acta de la sesión anterior.



El señor Quero dice que el auto de procesamiento se fundó en
indicios de responsabüidad, y ahora de lo que se trata es de apUcar o
no el decreto de amnistía a lo que él cree es un deUto poUtico, fun-
dándose en las pdabras del señor Ponente, que dice que las once mü
pesetas constitrian un viático de huida, y en que la extradición fue
denegada por el Gobierno francés.

El señor Mingdjón propone que en el acuerdo se diga que el
Tribund necesita mayores esclarecimientos para hacer una califica-
ción definitiva y, por tanto, no puede todavía acordar la amnistía.

El señor Martín Álvarez dice que elTribund, d pedir la extradi-
ción del procesado, fijó su posición de que el deUto no era político.

En cuanto a la Ubertad provisional, no puede acordarse sin que
el procesado comparezca y se someta alTribunal.

El señor Beceña se muestra de acuerdo, y dice que el art. 504 de
la Ley de Enjuiciamiento Criminal prohibe conceder la Ubertad provi-
siond a los procesados en rebeldía.

El señor Pradera coincide en esta apreciación

El señor Martín Álvarez se ratifica en su opinión y dice que si no
se apUca la amnistía en cuanto al segundo delito de mdversación, tam-
poco procede hablar de Ubertad provisiond.

El señor Alcón dice que cabe la posibüidad de que el procesa-
do demuestre que la inversión que dio a los fondos, que constituyen
el segundo delito de malversación, tuvo carácter poUtico, y entonces
el señor Dencás sdriría indebidamente prisión.

El señor Pedregal repUca que de lo que se trata es de que el
señor Dencás comparezca, ya que la concesión de Ubertad provisional
se funda siempre en la confianza del Tribund de que el procesado no
va a intentar sustraerse a su acción.

El señor Beceña cita, además del art. 504, el 516 de la Ley de
Enjdciamknto Criminal, que dice que el auto se confirmará o certifi-
cará una vez oído el presunto reo.

El señor Barnés propone se diga en el auto que en cuanto a
acordar su Ubertad provisiond con garantías, por muchas que sean las
razones que considere pudiera motivarlas, a los efectos del esclareci-
miento de los hechos de que se trata, no puede ocuparse de esto hasta
que el rebelde se haya presentado.



El señor Secretario da cuenta de que el recurso número 42,
interpuesto por don Francisco Sena Hospitol, se haUa pendiente de
dar traslado d Parlamento Catolán, para que designe defensor de la
constitucionaUdad de la ley impugnada.

El ponente señor Ruiz del Castillo propone, y así se acuerda por
unanimidad, que se declare admitido el recurso y que se dé cuento del
mismo d Parlamento Catolán, para que haga la designación que seña-
la el art. 31 de la ley.

En cuanto d recurso número 44, interpuesto por don Enrique
Perxas Rico, contra la misma ley del Parlamento Catalán, se adopta
también, por unanimidad, el mismo acuerdo.

El señor Secretario informa de que en los recursos de inconsti-
tucionaUdad números 52 y 53, se suspendió la tramitación por fdta del
Parlamento de Catduña, con qden entender las düigencias. Propone
que se cumpla lo dispuesto en el art. 72 del Redámente del Tribund.

Así se acuerda,ya que la sentencia por elTribund, en cinco del
actud, reintegra a sus funciones d Parlamento de Catduña.

En la consdta formdada por la Sda Primera del Tribund
Supremo sobre inconstitucionaUdad de la Ley de diez de marzo de rril
novecientos treinta y cuatro, recurso número 51, se dza la suspensión
acordada y se acuerda dar cumplimiento a lo dispuesto en el art. 74
del Redámente en relación con el 34 de la Ley Orgánica.

El señor Secretario somete a la aprobación delTribund la cuento
de créditos hechos efectivos en mü novecientos treinta y seis corres-
pondientes a resdtas del año anterior, aprobándose sin discusión.

acordará"

El señor Alcón propone se diga en el auto que "respecto de la
Ubertad provisiond, luego que el rebelde se presente y sea oído, se

El señor Presidente somete a la aprobación del Tribund las tres

cuestiones planteadas y se acuerda: en cuanto a la apUcación de la
amnistía d deUto de mdversación de ochenta mü pesetas, que proce-
de a apücarla; que no procede, por ahora, hacer lo mismo en relación
con el segundo deUto de mdversación de treinta y siete mil pesetas;
y, tercero, en lo relativo a la Ubertad provisiond, que luego que el
rebelde comparezca y sea oído, se acordará.



Francisco Mínguez
Carlos Martín Álvarez

Pedro Jesús García de los Ríos
Gonzdez-TaltabuU
Lds Mdfiote
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Sesión del día veintiséis de marzo de mil novecientos treinta
y seis

Constituido el Tribunal Pleno con los señores que al mar-
gen se expresan, se leyó y fue aprobada el acta de la sesión ante-
rior.

Dada cuenta de una carta del Vocd señor Gonzdez TaltabuU,
dirigida al señor Presidente, renunciando al cargo de Vocd del
Tribund por su incompatibüidad con el de diputado, se acordó admi-
tir la renuncia y hacer constar en acta el sentimiento del Tribund por

No habiendo más asuntos de que tratar, se levanta la sesión

Presidente
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Los señores Beceña y Pradera solicitan que en el auto se haga

constar, en dgún resdtando, la declaración del señor Dencás, a fin de
que quede plenamente probado el carácter poUtico del deUto.

El señor Martín Álvarez cree que en los resdtados del auto que

ha leído, se hace la afirmación de que el dinero se empleó en fines
revolucionarios, lo que a su jdcio es suficiente.

El señor GÜ Gü y GÜ se muestra conforme por entender que es
indudable la apUcación dada d dinero cuya malversación se persegria.

El señor Pradera dirma que no se trata de la naturaleza de la
inversión sino de hacer constar en el auto todos los hechos que se
deducen de la declaración del señor Dencás y, por tanto, la justifi-
cación de la inversión dada a las treinta y siete mil ochocientas
once pesetas.

El señor Sbert cree que procede apUcar la amnistía, desde
luego. Está de acuerdo con el señor Vocd ponente, pero admite que se
ampüe el resdtado, no en el sentido de transcribir la declaración, sino
añadiendo dgunos de los conceptos en que se invirtió el dinero.

El señor Mingdjón expone la conveniencia de aclarar que, con-
tra lo que se había venido diciendo, el movimiento revolucionario
catolán se empezó a preparar a raíz de la promdgación de la senten-
cia contra la ley de contratos de cdtivo.

A petición del señor Pedregd, el señor Secretario da lectura
nuevamente d escrito del señor Fiscd.

Leído el escrito del señor Fiscd General de la RepúbUca en la
causa por mdversación segdda contra el ex consejero de la Gene-
raUtat don José Dencás, el señor Martín Álvarez da cuento de haberse
presentado el procesado ante el instructor y haberle tomado declara-
ción, en cuyo acto presentó justificantes de la inversión de la cantidad
de treinta y siete rril ochocientas once pesetas, por cuya mdversación
se persigue; asimismo, informa de haberse cumpUdo el auto del Pleno

por el que se acordaba la prisión provisiond sin fianza del procesado.

Seguidamente, somete a la consideración del Pleno el proyecto

de auto, en que se acuerda la apUcación de la amnistía, ya que se trata

de un deUto puramente poUtico, como quedó probado con los docu-
mentos aportados por el señor Dencás.



El señor Basterrechea estima que, en todo caso, habrá una dife-
rencia de apreciación entre el Fiscal y el señor Vocal ponente, pudien-
do los señores Vocales optar entre una u otra.

marial

El señor Martín Álvarez contesta al señor Minguijón, que en
el auto está recogido que el señor Dencás venía utilizando esas can-
tidades en la preparación del movimiento, desde junio de mil nove-
cientos treinta y cuatro. Dice que al estimar que está comprendido
el delito en la amnistía, no hace más que calificar la prueba apor-
tada y que no es posible seguir actuando en la investigación su-

Cree que no es necesario hacer constar la declaración del señor
Dencás, por quedar suficientemente aclarados los hechos en los resd-
tandos tercero y cuarto.

Los señores Pradera y Pedregal insisten en sus respectivos pun-
tos de vista

El señor Gü Gil y Gü dice que con arredo a la ley de Enjui-
ciamiento Criminal, supletoria de la Ley Orgánica del Tribunal, éste
puede resolver sin oír d Fiscd.

El señor Presidente dice que se plantean dos cuestiones: pri-
mera, aplicar la ley de amnistía; segunda, aprobar el auto tal como
viene redactado por el señor Ponente o adicionarlo con arredo a las
indicaciones de los señores Pradera y Minguijón.

Sometidas a votación, se acuerda aprobar la amnistía por once
votos contra siete

Votaron en pro de la concesión de la amnistía los señores
Barnés, Basterrechea, Alba, Mínguez, Vega de la Iglesia, Andión, Sbert,
Gil GÜ y Gil, Martín Álvarez, Mdfiote y Presidente, y en el sentido de
que debía aplazarse la resolución hasta que el señor Fiscal califique los
hechos los señores García de los Ríos, Ruiz del CastÜlo, Minguijón,
Pedregal, Pradera, Martínez Sabater y Beceña.

El señor Barnés expone que aun estando coriorme con el pro-
yecto del Vocd Ponente, propone como solución, en cuanto a la redac-

El señor Pedregd lo interpreta en el sentido de que el Minis-
terio público, después de oír la declaración del señor Dencás, sigue
abrigando dudas acerca del carácter poUtico del deUto, y pide al
Tribund que se agoten todos los medios para depurar los hechos.



El señor Martín Álvarez dice que podría añadirse que el dinero
se empleó en la construcción de una gdería, compra de armas, viajes
para desarmar a los Somatenes, adquisición de una estación de radio
y de un camión blindado.

El señor Ruiz del Castülo manifiesta que si a jdcio de un solo Vocd
los resdtodos no expresan suficientemente los hechos, debe dársele
satisfacción en el sentido de consignar los esclarecimientos precisos.

Sometida la cuestión a votación, se aprueba la ponencia, con
las modificaciones propuestas por el propio señor Martín Álvarez,
por dieciséis votos contra dos de los señores Rdz del CastÜlo y
Pradera.

Dada cuenta de un escrito del Procurador don José Pons en el
procedimiento de cuento jurada contra don Pablo Aymat, con la peti-
ción de que se autorice d portador de la orden para intervenir en su
düigenciado, se acuerda de conformidad.

Se da cuento también de un oficio del señor Presidente del
Consejo de Ministros denegando la cesión de muebles del Patrimonio
de la RepúbUca, que se habían pedido por el Tribund, conforme a la
ley de veintidós de marzo de mü novecientos treinta y cuatro.

Yno habiendo otros asuntos de que tratar, se levanto la sesión
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ción del auto, que se admitieran alguna de las modificaciones propuestas
por los señores Pradera y Mingdjón.



Dada cuenta del recurso de inconstitucionalidad número 53
interpuesto por don José Firmat Serramakra, contra la ley del Parla-
mento Catdán de nueve de marzo de mü novecientos treinta y cuatro,
que se haUa en trámite de admisión, el ponente, señor Basterrechea,
propone que sea admitido, acordándose de conformidad, y que se
comunique al Parlamento redonal.

Asimismo, se da cuenta de la consulta formulada por la Sala
Primera delTribunal Supremo sobre inconstitucionaUdad de la Ley de
organización del Tribund de Casación de Cataluña, de diez de marzo
de mü novecientos treinta y cuatro, acordándose, a propuesta del
señor Beceña, que pase a estudio del señor Vocal ponente, don Manuel
Alba.

El señor Secretario informa al Pleno de haberse recibido una
consulta de la Junta Provincid del Censo de ValladoUd sobre la facd-
tad para proponer compromisarios, cuestión que ha quedado resuelta
por el Decreto-Ley aprobado últimamente por la Diputación Perma-
nente de las Cortes.

El señor Pedregal estima que el Tribund debe pronunciarse en
cuanto a su facdtad para evacuar esta clase de consdtas, manifestan-
do el señor Pradera que no puede el Tribunal resolverlas. El señor
Pedregal muestra su conformidad con este criterio, como, asimismo,
los demás señores Vocales, y se acuerda, por tanto, que el Tribunal

Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del Castülo
Excmo. Sr. D. Antonio M.a Sbert
Excmo. Sr. D. Francisco Vega de la Idesia
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Sesión del día dieciséis de abril de mü novecientos treinta y
seis

Constituido el Tribund Pleno con los señores anotados al mar-
gen, se leyó y fue aprobada el acta de la sesión anterior, previa una
aclaración del señor Barnés en el sentido de que, al discutirse la
Ponencia del señor Martín Álvarez, él estaba conforme con la misma,
si bien indicó que podría buscarse una fórmula que, sin modificar el
fondo de dicha ponencia, recogiera algunas de las indicaciones hechas
por el señor Pradera.



Asimismo, da lectura a un oficio, que somete también a la apro-
bación del Pleno, diriddo d señor Presidente de las Cortes, soUcitan-
do el envío de funcionarios del Congreso, en comisión, para las
operaciones auxüiares del escrutinio. Igualmente es aprobado.

El señor Presidente propone se acuerde el orden que ha de
seguirse en la distribución de las ponencias, y después de leídos por
el señor Secretario los artícdos de la ley en que se fija dicho procedi-
miento, se acuerda se turnen las actas protestadas por orden alfabéti-
co de apelUdo de los señores Vocdes, sdtándose dicho turno, cuando
la circunscripción protestada perteneciera a la misma redón que
representa el señor Vocd a qden hubiera correspondido su estudio.
Asimismo, se acuerda que dicho orden se seguirá a medida que vayan
teniendo entrada en el Tribund los documentos, y que cuando sobre
un Vocd recdgan dos circunscripciones de importancia, que no le
permitan desenvolverse normalmente, puede excusarse por exceso
de trabajo, que la Presidencia podrá estimar Ubremente.

El señor Secretario da lectura a un modelo de credencid para,
de acuerdo con la Ley Orgánica del Tribund, entregarla a los compro-
misarios proclamados. Se aprueba el modelo presentado, añadiéndole
el visto bueno de la Presidencia.

El señor Martín Álvarez propone se designe una comisión
encargada de examinar los documentos que vayan Uegando.

Se desestima esto propuesta, por entender que si no vienen pro-
testadas las actas, es a la Secretaría a la que corresponde someterlas a

la aprobación del Tribund.

tiene sólo carácter jurisdiccioral y no puede evacuar las consdtas que
se le formrien por las Juntos del Censo.

El señor Secretario se refiere a las dificdtades que existen para
Uevar a cabo el escrutinio que corresponde dTribund en la elección
de Compromisarios para elegir Presidente de la RepúbUca, por la fdto
de persond e instrumentos de trabajo. Da cuenta de un escrito que
propone a la aprobación del Pleno, diriddo d señor Ministro de
Hacienda, en soUcitud de que se conceda dTribund un crédito extra-
ordinario importante, veinticinco mü pesetas, para atender a los gas-
tos extraordinarios que dicho escrutinio suponga.

Sin discusión se aprueba el escrito y, por tanto, la petición con-
tenida en el mismo.
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Sesión del día dos de mayo de mü novecientos treinta y seis

Abierta la sesión a las once y veinte de la mañana, fue leída y
>ada el acta de la anterior.

El señor Secretario da cuenta haber excusado su asistencia el

El señor Presidente anuncia que, si antes no surgiera la nece-
de hacerlo, convocará al Pleno para el día dos de mayo pró-

No habiendo más asuntos de que tratar, se levantó la sesión

Presidente:
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El señor Presidente da cuento de las gestiones realizadas, en
unión del señor Secretario, cerca del señor Ministro de Hacienda para
la consecución de un crédito con que atender a los gastos de material
y persond y, asimismo, manifiesta que por éste, bajo la dirección del
Secretorio, se viene reaUzando una labor eficacísima en los trabajos
que se Uevan a cabo con motivo de las elecciones de compromisarios.

El señor Secretario da cuenta de haberse dictado por la Sda 3 a

del Tribund Supremo sentencia, en el recurso interpuesto por doña
Carmen López Bonüla contra el nombramiento de Oficid Mayor del
Tribund, hecho por el Pleno a favor de don Gabriel del Brío, en virtud
de la cud se deja sin efecto dicho nombramiento, acordando que el
Tribund designe a la recurrente o a cudqdera de los demás concur-
santes, que estén dentro de las condiciones del concurso.

Con posterioridad, doña Carmen López Bonüla ha presentado un
escrito en soUcitud de que se cumpla la sentencia y se la nombre para
dicho cargo; la sentencia ha de ejecutarse en el plazo de dos meses.

El señor Presidente propone que se designe una ponencia para,
con informe de los Oficides letrados, dctaminar sobre el asunto, que
podría resolverse en cudqdera de los plenos sigdentes.

El señor Riaza estima que no hay problema jurídico, sino que el
Tribund ha de limitarse a cumplir la sentencia, ya que la dternativa que
se le concede por el Supremo es inaceptable. Si la resolución por la que
se nombraba Oficid Mayor d señor Brío la consintieron los demás con-
cursantes, es claro, a su jdcio, que no hay más que nombrar a la señori-
to López Bonilla. Por tanto, estima no hay necesidad de la ponencia.

El señor Rdz del Castülo pide que se reparto copia de la sen-
tencia y de las bases del concurso.

El señor Mingdjón estima que hay que examinar los méritos
degados por la recurrente, puesto que en la sentencia hay que distin-
guir dos partes: una, la andación del nombramiento hecho por el

Los Vocdes parlamentarios don Pedro Vargas Guerendiain y don
Jerónimo Bugeda Muñoz, y el Vocd suplente don Juan A. Méndez
Martínez prestan la promesa reglamentaria de sus cargos. El señor
Méndez se retira del sdón.

El señor Presidente pide autorización para recibir la promesa d
Vocd suplente don Manuel Martínez Pedroso, en el caso de que éste
hubiera de actuar.Así se acuerda.



El señor Bugeda expone su criterio coincidente con el del señor
Riaza, puesto que nadie que consiente una resolución puede ser favore-
cido por la revocación, y dice que hay sobrada jurisprudencia en apoyo
de su tesis. En el caso presente, la facdtad dternativa que concede la sen-
tencia dTribund no es más que una atención guardada a éste.

El señor Pradera estima que para nombrar a la señorita López
Bonüla hay que examinar primeramente sus méritos. Pide que se lean
las bases del concurso, a la vista de las cuales podría decidirse en el
momento

El señor García de los Ríos dice que al andarse el nombra-
miento, la parte dispositiva del fallo deja en libertad dTribund para
nombrar a cudqdera de los concursantes.

El señor Bugeda lee la parte dispositiva de la sentencia, y dice
que la facultad en que se deja al Tribunal de hacer el nombramiento
no es más que una deferencia. Si se nombrase a cualqdera de los con-
cursantes y no concretamente a la señorita López Bonüla, se entraría
otra vez en un posible recurso contencioso-admiristrativo.

El señor Pradera dice que, a su juicio, la úrica persona con dere-
cho a ser nombrada es la señorita recurrente.

Se acuerda designar una ponencia integrada por los señores
Traviesas, Vargas yAlcón, para que sometan su propuesto al Pleno.

Consulta formulada por la Sala 1.a del Tribund Supremo sobre
inconstitucionaUdad de la ley de diez de marzo de mü novecientos
treinta y cuatro

El ponente, señor Alba, informa, de acuerdo con el dictamen de
los Oficiales letrados, en el sentido de que por haber el recurrente

desistido de su acción la consulta no tiene resultado práctico. Por otra

parte, elTribunal tiene resuelta esta cuestión en la sentencia contra la
ley agraria, en la que se decidió que, puesto que la reforma de la Ley
agraria había hecho que desapareciese la causa que motivó el recurso
del duque de Fernán Núñez, no había por qué entrar en la cuestión.
Entiende, por tanto, que se debe dar por no presentada la consdta,
por haber desaparecido la causa originaria de eUa.

Tribund, y otra, la indicación de que se nombre a la señorita López
Bonüla o a otro de los concursantes. Pide la formación de ponencia y
el reparto de la sentencia y bases del concurso.
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El señor Pradera soUcita un esclarecimiento. A su jdcio no es
aceptable el que elTribund haya sentado jurisprudencia, respecto de
recursos andogos d actud en la sentencia definitiva. Acepto, en cam-
bio, el segundo punto expuesto por el señor Alba acerca del desisti-
miento del recurso, con arredo d cud cree que debe estimarse
caducada la consdta.

El señor Secretario da lectura del auto delTribunal de Casación
de Catduña, teniendo por desistido d recurrente, la comunicación en
que da traslado de aquél dTribunal de Garantías, y otra del Tribund
Supremo afirmando lo propio.

El señor Martínez Sabater cree que procede preguntar al
Tribund Supremo si mantiene o no la consdta.

El señor Alba estima que no es necesario y mantiene su ponen-
cia en la segunda parte de su razonamiento.

El señor Martín Álvarez cree, con el señor Martínez Sabater, que
debe preguntarse d Supremo si mantiene o no la consulta.

El señor Alcón se adhiere a la ponencia.

Sometida a votación la ponencia es aprobada por diecinueve
votos contra dos de los señores Martínez Sabater y Martín Álvarez.

El señor Secretario da cuento de la forma en que se desarroUan
los trabajos en las elecciones para compromisarios, y dice que hasta el
momento, por noticias telegráficas de las Juntas provincides del
Censo, no se han formdado protestas más que en Asturias, CasteUón,
Navarra y SeviUa.

No habiendo otros asuntos que tratar, se levanto la sesión des-
pués de anunciar el señor Presidente que el próximo Pleno se cele-
brará el lunes venidero, cuatro de mayo, a las once de la mañana.

Presidente
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Sesión del día cuatro de mayo de mil novecientos treinta y
seis

Constituido el Tribund con los señores anotados al margen, se
leyó y fue aprobada el acta de la anterior.

El señor Presidente da cuento de las gestiones redizadas para
obtener la concesión del crédito extraordinario soUcitado por el
Tribund para atender a los gastos de las operaciones de escrutinio de
la elección de Compromisarios. Propone, y así se acuerda, que se auto-
rice a la Junto de Gobierno para disponer la distribución del mismo,
una vez conseguido, y fijar las gratificaciones del personal. Asimismo,
da cuenta del estado en que se haUan las gestiones para conseguir
quede totdmente amueblado e instalado el Tribunal, proponiendo, y
así se acuerda, que se designe una comisión integrada por los señores
Pedregal, Martín Álvarez y Bugeda, a fin de que realicen las gestiones
necesarias d efecto.

Examen de actas de compromisarios

El señor Presidente estima que elTribund debe decidir sobre si
han de ser aprobadas en el momento de su lectura, las actas de com-
promisarios que hayan Uegado al Tribund sin protesta, y tras breve dis-
cusión en que intervienen los señores Ruiz del CastiUo, Barnés,



240.962

109.993

Madrid (provincia). Don Raimundo Arias Gimeno, 101.697; don
Antonio Robles Soler, 100.728; don Román Gervasio Herrero, 97.943;
don Antonio Trigo Mairal, 94.888; don Francisco Tejeiro Hernández,
91.991; don Florencio Martín Blasco, 91.204; don Vicente Vidal,
29766, y don Lds Fernández Aguada, 25.889.

Votos emitidos

Álava.Don Félix Susaeto y Mardones, 5.564; y donAntonio Díaz
Moreno, 1.235.

Votos emitidos 7.730

Albacete. Don José Tobaría Molina, 72.583; don Juan Solares
Encinas, 72.376; don Eduardo Qdjada Alcázar, 65.355; don Manuel
SUvestre García, 61.035; don Antonio Carrea Rubio, 60.907; don Vidal
Ayda Francés, 20.345, y don Leandro López Ladrón de Guevara,
17.000.

Votos emitidos 93.381

Alicante. Don Ángel Pascud Devesa, 155.332; don Gregorio
Ridaura Pascud, 151.038; don Agustín MoraValero, 150.695; don José
Cañizares Domenech, 149.343; don Antonio Cañizares Peñalva,

Pradera y Bugeda, se acuerda que sea así, y que aqueüas que traigan
protesta sean sometidas a un dictamen del señor Vocd ponente a
quien corresponda, y una vez emitido éste, quedar sobre la Mesa vein-
ticuatro horas antes de su discusión.

Segddamente, por el señor Secretario se da lectura a la Usta de

Compromisarios proclamados por las Juntas Provinciales del Censo,
sin protesta, y sin que tampoco se hayan formdado dentro del plazo
señdado en la convocatoria. Son los sigdentes:

Votos emitidos

Madrid (capital). Don Roberto Castrovido Sanz, con 194.985
votos; don José Serrano Batanero con 194.540; don José Salmerón
García, 194.485; don José BaUester Gozalvo, 193932; don Cipriano
Rodrigo Lavín, 193798; don Luis Menéndez Fernández, 189-140;
don Mariano Muñoz Sánchez, 189.087; doña Matilde Cantos,
188.838; don Amaro del Rosal Díaz, 188.792; don José Díaz Alor,
188.721; don Manuel Luis Fernández, 188.713; don Eduardo Mazón
Martínez, 188.633; don Luis Pablo García, 188.586; donjuán Ldara
García, 27.968; don Santiago Tarodo Fortes, 27.915; don Mariano
Robles Romero Robledo, 27.907, y don Miguel Eugenio Moreno
Ruiz, 27.883.



Badajoz. Don Lucio Martínez Gü, 210.406; don Anselmo Trejo
GaUardo, 210.400; don FeUpe Mesías Carballo, 210.045; don Narciso
Vázquez Torres, 209.127; don Martín Casanovas Moner, 206.547; don
Juan Antonio Rodríguez Machín, 202.473; don Mariano Cienfuegos
Hernández, 201.904; don Antonio Navas Lora, 199.712; don Teófilo
García Rodríguez, 177.385; don Zacarías Lagunas R. Moqueda,
176.816; don Luis González Barriga, 168.247; don Alfredo Ervías
Sánchez, 34.888; don Armengol Sampérez Ladrón de Guevara, 33.333,
y donAmaUo Fatuarte Rodríguez, 30.480.

251.090

Bdeares. Don Bernardo Jofre Roca, 59882; don Antonio Amer
Llodra, 59.248; don Francisco Carreras Reura, 60.747; don Antonio
Gomüa Pons, 58.805; donAlejandro Jaume Roselló, 59595; donAndrés
Sureda Nicolau, 8.123, y don Dormael López Palajo, 7.327.

Votos emitidos 66.102

Barcelona (capitd). Don Juan Sarribes Dracons, 162.849; don
Federico Escofet Alzina, 162.845; don Simón Piera Pagés, 162.824;
don Miguel Soler Elies, 162.820; don Ramón Noguer Comet, 162.800;
don Manuel Companys Jover, 162.785; don Enrique Fons Bernat
Verdaguer, 162.783; don Francisco Momplet Riunes, 162.780; don
Edmundo Narro Celorrio, 162.773; don Casiano Costal MarineUo,
162.727; don Jaime Martí Cabot, 162.691; don Arturo Tüssó Arnau,
162.599; don Tomás Tüssó Temprado, 162.588; don Hilario Orlandis

Esparza, 162.455; don Antonio Aguadé Miró, 162.111; don José
Manzanares Baró, 161.926; don Antonio Martínez Domingo, 51.868;

162.682Votos emitidos

149.175; don José López Pérez, 145.743; don Manuel Rodríguez
Martínez, l44.225;don Luis Arráez Martínez, I44.071;don Rdael Lledó
Asensi, 25.105; don Jacinto Alemán CapaUo, 24.808, y don Vicente
Marco Baldó, 24.797.

Almería. Don Leoncio Gómez de Vinuesa, 67.564; don Cayetano
Martínez Artes, 66.831; don Sdvador Martínez Laroca,65.84l;donJuan
Pérez-Almansa, 65.763; don Pedro Moreno Magaña, 63.519; don Pedro
Márquez López, 51.581, y don Eduardo Cortés Giménez, 51.047.

Votos emitidos 105.413

Ávila. Don José Martínez Linares, 35.939; don Pedro García
Dorado, 36.716; don Andrés Benito Hernández, 36.418; don José
Jiménez de la Serna, 35.228, y don Claudio García CogoUudo, 27.632.

Votos emitidos 49.218

Votos emitidos



111.364

Ceuta. Don Sebastián Ortóñez Ortóñez, 9.195
Votos emitidos 9.325

195.453Votos emitidos

Córdoba. Don Francisco Rivera Romero, 188.131; don Miguel
Castro Palma, 188.004; don Juan José Rodríguez Rodríguez, 187.944;
don Dimas Martínez Menéndez, 187.903; don Diego del Rabd Rapallo,
187.888; don AureUo Servan Mojonero, 187.776; don Antonio Rubio
Martínez, 187.762; don José María Fernández Escobar, 187.541; don
Enrique Fuentes Astillero, 186.888; don Sdvador Le Bret Ballesta,
186.838; don Pascud Cdderón Uclés, 4.862; don Ángel Suárez-Varela

Alonso, 4.797, y don José Manuel Camacho Padüla, 4.794.

80.524Votos emitidos

Gerona. Don Emilio Riero Girones, 68.281; don Lds Bota VÜla,
68.173; don Manuel Fernández Dilné, 68.164; don Ángel Casds
Nogués, 68.158; don Bruno Centrich Nudart, 67.839; don Narciso
Figueras Rexach, 10.874, y don Ferrán Corominas, 10.760.

Granada. Don Alejandro Otero Fernández, 187.189; don Pedro
Cánovas FoUd, 179.382; don Narciso Gonzdez Cervera; 183.676; don
Gabriel Bonüla Marín, 176.683; don Nicolás Martín Cantol, 180.002;

don Narciso Font Ros, 51.716; don José Alomar Estada, 51.648,y don
Miguel CoU Casamiquela, 51.573

Votos emitidos 214.717

Barcelona (provincia). Don Juan Ventosa Roig, 169.402; don
Enrique Pérez Farras, 169-395; don Benito Pdg Vüa, 169319; donjuán
Banús Moreu, 169.295; don Franciso de P. Sdvá López, 169.292; don
Bartolomé Gabarro Gü, 169.276; don Fernando Llardent Comes,
169.251; don José Torrents RoseU, 169.174; don Antonio Planas
Sobirana, 169.103; don Joaquín Pou Mas, 169.073; don José Grau
Fassans, 168.659; don Fernando de Sagarra, 62.863; don Federico Roda
Ventura, 62.833, y don Süvio VdentíVendrel, 62.296.

Votos emitidos 232.448

Votos emitidos

Cáceres. Don José Herrera Quiroga-Vega, 103.927; don José
Cuesta Moreno, 103.564; don Santiago Sánchez Mora, 103.077; don
Telesforo Díaz Muñoz, 97.708; donjuán Gillén Moreno, 97.279; don
Antonio Fernández Gómez, 96.677; don Julio Duran Pérez, 92.722;
don Ignacio Mateos Gdja, 38.397, y don Máximo Calvo Cano,
33104.



Huelva. Don Antonio Pousa Camba, 79898; don Rdael Jurado
Chacón, 79.039; don Manuel Lorenzo Gonzdez, 78.748; don José Ro-
dríguez Alfonso, 77.676; don Manuel Romero Blanco, 77.291; don Anto-
nio Domínguez Navarro, 74.723, y don Lorenzo Qdón Campos, 73.919.

(No aparece en acta el número de votos emitidos.)

42.570

Huesca. Don José María Viu Buü, 38.400; don Ángel Gavín
Pradüla, 36.627; don Manuel Sénder Garcés, 36.062; don Saúl Garó
Borruel, 31.363, y don Pedro Cajal Gü, 14.256

Votos emitidos

211.967Votos emitidos

Jaén. Don Santiago Catena Raya, 203.093; don Pedro Castülo
Peralta, 203.086; don Francisco Cano Lorite, 203.081; don Antonio
Muñoz Cayuela, 203.059; don Ginés Jara García, 203.047; don Atfonso
Fernández de la Torre, 203.066; don Nemesio Pozuelo Expósito,
202.956; don Juan Francisco Cobo Valdivia, 205.249; don Ángel
Rodríguez Ramírez, 205.223; don Antonio García Martínez, 205.280;
don Leonardo Valenzuela Vdenzuela, 8.201; don Andrés Giménez
Quero, 8.123, y don Joaquín VUlar Gómez, 8.220.

62.338Votos emitidos

Las Palmas. Don Fernando Álvarez Astorga, 50.391; don Juan
Rodríguez Doreste, 50.217; don Rdael Roca Suárez, 49.804; don
Nicolás Díaz Saavedra, 46.518 y don Manuel Miranda Benítez,
30.723.

231.892Votos emitidos

don Manuel Ramos Barranco; 169.481; don JuUo Comba López-
Grande, 178.724; don Antonio Pretel Fernández, 170.592; don Manuel
Ramos Esteban, 174.473; don José VUches Montdvo, 175.325; don
Antonio Ruiz Romero, 176.106; don Alfredo Rodríguez Orgaz,
175.515, y don José del Castülo, 170.548.

Guadalajara. Don Marcelino Martín González del Arco, 28.630;
don JuUo Tartuero Barreneche, 27.041; don Arsenio Plaza Vinuesa,
23.204, y don Vicente Relaño Martínez, 13.655

Votos emitidos 31.075

Gdpúzcoa. Don Toribio Echevarría Ibarbia, 27.775; don Jesús
Larrañaga Churraca, 27.370; don Antonio Huerta ViUabolsa, 26.421;
don Victoriano TeUeriarte Álvarez Cienfuegos, 24.618; don José Sasiain
Arsuaga, 20.166, y don Lorenzo de Benito Urizarna, 18.311.

Votos emitidos 37.265



75.652Votos emitidos

Lérida. Don Antonio Torces Companys, 55.558; don José Catolá
Guasch, 55.550; don Juan Ricart Marich, 55.534; don León Luengo
Muñoz, 55.439; don Juan Rovira Roure, 19-811, y don Juan Fornesa
Pdgdemasa, 19-688.

Logroño. Don Miguel Bernal Garijo, 34.980; don Alfredo
Martínez Sánchez, 34.880; don César Lds Arpón, 34.858, y don Blas
Reboiro Saenz, 4.076

Votos emitidos 41.933

159-575

Lugo. Don GuÜlermo Otero Vüldba, 136.748; don Manuel
Fernández Boado, 131.806; don Antonio Páramo Sánchez, 124.502;
don Juan Tirón Herreros, 120.183; don Jacinto Cdvo López, 114.097;
don Rdael de Vega Barrera, 103.576; don Marcelino Fernández Prada,
95313; don VirgiUo Ledo Santo-André, 93731; don Luis Peña Novo,
87.491, y don Perfecto Avelairas Castro, 83-831-

Votos emitidos

Mdaga (capítol). Don José GaUardo Moreno, 48.678; don Miguel
Retamero Pérez, 47.049; don Rodrigo Lara VaUejo, 45.788, y don José
Avüés Ojeda,39775.

Votos emitidos 60.716

124.063Votos emitidos

Málaga (provincia). Don Antonio Mesa Rodríguez, 110.070;
don Cristóbd Moreno Verdugo, 109-970; don Francisco Rodríguez
Taller, 109796; don Domingo del Río Jiménez, 109.526; don Alfonso
Martín Nieto, 109-495; don Rdael Abolafio Correa, 105.513; don
Manuel Fernández VaUejo, 31.175, y don Federico González OUveros,
29.575.

9.506
MelÜla. Don Diego Jaén BoteUa, 9375
Votos emitidos

86.760Votos emitidos

León. Don Hugo Miranda Tuya, 64.308; doña María de las
Mercedes Monroy, 64.195; don Lorenzo Martín Marassa, 64.060; don
Rafael Álvarez García, 63.455; don Francisco Vdverde Álvarez, 63.473;
don Manuel Fernández Gayoso, 63-048; don Antonio Fernández
Martínez, 63-009; don Argirniro Diez del Río, 18.802, y don Máximo
Gonzdez Pdacio Sáenz-Miera, 18.545.



65.823

Palencia. Don César Busano Rodríguez, 38.250; don José
CastriUo Álvarez, 37.928; don Froüan de la Hera Montes, 37.789, y don
Antonio Pérez de la Fuente, 26.613

Votos emitidos

167.242

Pontevedra. Don Enrique Peinador Lines, 145.576; don
Maximiliano Pérez Prego, 147.108; don Ramiro Paz Carbaja, 146.220;
don Eduardo Aranjo Conde, 144.183; don José Adrio Barceiro, 144.108;
don Antonio Blanco SoUa, 143.807; don Telmo Fernández Santomé,
144.760; don Ramón Alonso Martínez, 132.042; don Demetrio BUbatúa
Zubeldía, 131.527; don José Echevarría Novoa, 131.304; don Manuel
Brumbeck Ferceiria, 62.595; don Gerardo Álvarez GaUego, 62.288, y
don Francisco Barbado Mazuelas, 63.813.

Votos emitidos

78.642

Sdamanca. Don Juan José Fresnadülo Motüla, 59.696; don Pablo
Sotes Potenciano, 58.588; don Manuel Francisco Crespo, 57.464; don
Juan Francisco Martín Sánchez, 57.188; don Mateo Bernardo Delgado
González, 56.070; don Fernando Iscar Perra, 18.478, y don Iñigo
Mddonado íñigo, 17.338.

Votos emitidos

Murcia (capitd). Don Luis López Ambit, 36.769; don Antonio
Rayo Rdz, 36.759; don José Martínez Alonso, 36.702, y don Gaspar de
la Peña Seiquer, 8.754

Votos emitidos 43.463

140.608

Murcia (provincia). Don Juan Pacheco Lozano, 117.767; don
Eladio Muñoz Cdero, 117.708; don Andrés Semitiel Rubio, 117.682;
don Andrés Romero Marín, 117.083; don Joaquín Arderines Sánchez-
Fortún, 116.602; don Fernando Mayo Muñoz, 110.057; don Evaristo
Pérez Cánovas, 109.898; don Pedro Olivares Laencina, 16.888, y don
Ginés Tomás Tomás, 16.566.

Votos emitidos

(No consta en acta el número de votos emitidos.)

Orense. Don Manuel Suárez Castro, 93979; don Alejandro
Bóveda Iglesias, 91.166; don Fructuoso Manrique Martín, 90.989; don
Ramón Fuentes Caral, 89.725; don Jacinto Santiago García, 88.532;
don Benigno Álvarez González; 85.996; don AdoUo Moure Fernández,
82.491; don Manuel García Becerra, 35.539, y don Aníbd Lamas Cid,
30.456.



Soria. Don Sixto Morales García, 24.022; don José Santos
Giménez Benito, 23.636, y don Juan Antonio GoyaTovar, 18.572.

Tarragona. Don Matías MaUol Bosch, 79-210; don Alfredo
Escriba Prades, 79-038; don Joaquín Llorens Avelló, 78.915; donjuán
Martí Catdá, 78.886; don Ramiro Ortega Garriga, 78.394; don
Francisco Puig ÁvUa, 22.153, y don José Ixar y de Maragdl, 21.950.

Votos emitidos 102.087

Teruel. Don Joaquín de Andrés Martínez, 36.019; don Juan
GraneU Sendín, 35.956; don Germán Araujo MaUorga, 35.852; don José
Mülán Alonso, 35.486, y don Ramón Segura Fercer, 12.616.

Votos emitidos 41.052

113137Votos emitidos

Toledo. Don Santiago Muñoz Martínez, 105.971; don Virgüio
Carretero Maenza, 105.578; don Manuel Aguülaume Valdés, 104.977;
don Eduardo Blasco López, 102.875; don Orencio Labrado Maza,
101.566; donAmador García Cincuánder, 100.022; don Moisés Gamero
de la Fuente, 87.457; don Manuel Gonzdez CogoUudo, 71.308; don
Vicente Martín Ampudia, 28.964, y don Martín Ortega Pérez, 24.959.

Votos emitidos

Valencia (capítol). Don Eustoqdo Castellano García, 84.873; don
Pablo Fercer Bartrina, 84.168; don Francisco Folch Hernández, 84.062;
don Héctor Altanas Ano, 84.006; don José Vdls Monfort, 83.052; don
Paulino CubeUs de Miguel, 33-846, y don Vicente Roca Folgado,
33-532.

120.518

Santander. Don Antonio Ramos Gonzdez, 59-583; don Roberto
Álvarez Eguren, 59-344; don Antonio Berna, 59-396; don Daniel Rdz
Ortíz Díaz, 60.139; don Elcofredo García y García, 60.027; don
Fernando Quintaral, 6.032, y donAdolfo Vallina Tercida, 5.968.

Votos emitidos 70.134

146.797Votos emitidos

Sevilla (provincia). Don Manuel Sánchez Suárez, 145.015; don
Fernando García y García de Leáriz, 144.961; don Francisco Royano
Fernández, 144.826; don Juan Pérez Mendoza, 144.732; don Manuel
Olmedo Serrano, 144.491; don Francisco Baena Vázquez, 144.468; don
Manuel Adámez Misa, 144.257; don José María Romero Martínez, 144.128;
don Francisco Rodríguez Ojeda, 1.648, y don Justo Feria Salvador, 1.642.

42.621Votos emitidos



193.512

Valladolid. Don Aurelio Cuadrado Gutiérrez, 53.081; don
Celestino Velasco Salinero, 52.728; don Eusebio Gonzdez Suárez,
52.466; don Gabino Príncipe Remolar, 51.278; don Vicente GuÜarte
Gonzdez, 11.847, y don Rafael Gay Hernández, 11.064.

Votos emitidos 71.312

Vizcaya (capital). Don Juan Astigarrabia Andonegui, 71.046;
don Andrés Pérez Gallaga, 70.970; don José Gorostiza Gorostizaga,
56.144; don Ambrosio Garbisu Pérez, 55.990; don Fulgencio Mateo
Redondo, 43.079, y don José Luis Juanero Lazcano, 43.073.

Votos emitidos 85.878

Vizcaya (provincia). Don Guükrmo Morcüla Carreño, 12.938;
don Paulino Gómez Beltrán, 12.717,y donjuán Esguña Ozamir, 11.742.

Votos emitidos 19.596

48.032Votos emitidos

Zamora. Don Félix Balbuena Artolózabal, 38.768; don Gonzalo
Alonso Salvador, 38.289; don José Almuina Mateos, 37.499; don
Antonio Pertejo Seseña, 37.381; don Sebastián Bapjo Fernández, 7.875
y don Segundo VUaria, y Gómez VÜlaboa, 7.679.

45.798Votos emitidos

Zaragoza (capital). Don José María González Gamonal, 36.824;
don Pablo García Lafuente, 36.798; don Isidro Achón GalUga, 36.446, y
don Mariano Bazo Fuentes, 4.388.

66.041Votos emitidos

Zaragoza (provincia). Don José María Lamana UUate, 63.497;
don Antonio GaUar Poza, 63.078; don Tomás Cabronero Morate,
63.069; don Venancio Sarria Simón, 62.948; don Manuel Alvar Catalán,
62.868; don E. Carmelo San Nicolás Francia, 1.352, y don Agustín
Cortés Gdú, 1.335.

Votos emitidos

Valencia (provincia). Don Pedro Costa España, 154.678; don
Vicente GuiUermoti Sastre, 154.511; don ArturoAbeUa Simio, 154.167;
don Ángel Paya Espinos, 154.157; don José CubeUs Ridaura, 154.082;
don Juan Rubert Martínez, 153.740; don Justo Martínez Anuntio,
153.655; don Juan Dura Pedros, 153.645; don Enrique Sanchís
Climent, 153-634; don Ángel Soriano Gómez, 153-262; don Joaquín
Sanchís Ferrer, 32.815; don Miguel Marrades Muñoz, 32.603, y don
Francisco Mañez Sánchez, 32.599.



El señor Secretario informa haberse recibido protesto contra la
elección en las circunscripciones de Sevüla, CasteUón, Navarra y
Ciudad Red, y no haber Uegado aún las actos de escrutinio de las
Juntas provincides de Asturias, Burgos, Cádiz, La Corana, Cuenca y
Santa Cruz de Tenerife.

Quedan designados Ponentes de las actas protestadas, por su
orden, los señores Alba, Alcón, Andión y Basterrechea, acordándose
que todos los ponentes sometan al Pleno por escrito el correspon-
diente dictamen, que quedará sobre la Mesa todo el día cinco, reu-
niéndose el Tribund el día seis a los efectos de discusión de los
mismos

El señor Traviesas da cuento del informe emitido por la
Ponencia que entiende en el asunto relacionado con la ejecución de
la sentencia de la Sda 3. a del Tribund Supremo, andando el nombra-
miento de Oficid Mayor de don Gabriel del Brío Gonzdez, en el que
se proponen el cumplimiento de la sentencia y nombramiento a favor
de la señora recurrente doña Carmen López Bonüla.

Sin discusión es aprobado el dictamen.

A propuesta del señor Presidente se acuerda soUcitar del
Ministerio de Hacienda la agregación del señor Del Brío a este Tri-
bund en comisión de servicio por estimarse sus servicios necesarios.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión,

Presidente:

Vocdes:
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.

Francisco Alcón
Serdo Andión
Francisco Barnés
Francisco Basterrechea
Justino Bernd
Jerónimo Bugeda

Manuel de Miguel Traviesas
César SÜió

Manuel Alba

Pedro Jesús García de los Ríos
Lds Maffiote

Quedan aprobadas yproclamados Compromisarios para la elec-
ción de Presidente de la RepúbUca los señores citados.



70.019

(No consta en acta el número de votos emitidos.)

La Coruña. Don César Alvajar Diéguez, 242.396; don José Barbeito
Rouco, 242.346;don Manuel Insúa Sánchez, 242.205; don Plácido Castro
Ríos, 242.165; don JuUo Súarez Ferrín, 242.050; don Jaime Quintanilla
Martínez, 241.985; don Ramón Maseda, 241.874; don Ricardo
Carballo Balero, 241.868; don Gumersindo Díaz García, 240.659;
don Ángel García Toribio, 240.511; don Juan Camino García,
240.495; don Severino Iglesias Siso, 240.469; don Fernando Valsa
Antón, 240.175; don Emilio Olegario Súarez Barrero, 88.724; don
Enrique Yañez Orjale, 88.067; don Enrique Vilariño Alonso, 88.051,
y don José Soto Picos, 87.921.

Excmo
Excmo

Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo

Sr. D. Francisco Mínguez
Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Sr. D. Eduardo Martínez Sabater
Sr. D.Juan Minguijón
Sr. D.José Pedregal
Sr. D.Víctor Pradera
Sr. D. Román Riaza
Sr. D. Carlos Rdz del CastÜlo
Sr. D. Antonio M.a Sbert
Sr. D. Lucio Vargas
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Sesión del día seis de mayo de milnovecientos treinta y seis

Abierta la sesión, se leyó y fue aprobada el acta de la ante-
ñor.

El señor Secretario da cuenta de haberse recibido, sin protestas,
las actas correspondientes a las circunscripciones de Burgos, La
Coruña y Santa Cruz de Tenerife, que son aprobadas, proclamándose a
los compromisarios siguientes:

Votos emitidos

Burgos. Don Eduardo Calleja Iturriaga, 35.230; don Ricardo
Mato Olarte, 35.078; don Andrés Morquecho de la Fuente, 34.857;
don Máximo Asenjo Areizaga, 34.717; don Paulino Palazuelos Rivas,
34.539; don Guzmán Pisón González, 30.206, y don Juan Rico,
30.024.



Asimismo, anuncia que si durante la celebración del Pleno se reci-
bieran las actas de Cuenca y Cádiz, que fdtan, se daría cuento de ellas.

El Vocd señor Alba, ponente en la circunscripción de Sevüla
(capitd), propone en su dictamen, y así se acuerda, que no procede
admitir larenuncia presentada por el candidato proclamado en dtimo
lugar por la Junta Provincid, señor Alfonseca, quedando, en su conse-
cuencia, proclamados los sigdentes:

100.339Votos emitidos

Sevüla (capitel). Don Saturnino Barnete Atienza, 94.116; don Lino
Cuesto Martín, 94.080; don Miguel Mendiola Osuna, 94.074; don José
Estrada Parra 93991; don Alejandro Gdchot Sierra, 4.940, y don Juan
Alfonseca Caro, 4.675.

El Señor Secretario lee, asimismo, la ponencia presentada por
el Vocd señor Basterrechea, con respecto a la circunscripción de
Ciudad Red, en la que se propone a los candidatos que lo han sido
por la Junta Provincid del Censo. Así se acuerda, quedando procla-
mados:

Votos emitidos 121.164

Ciudad Red. Don Alfonso de la Vega Montenegro, 96.086; don
Antonio Cano MurUlo, 95.892; don Benigno Cardeñoso Negreth,
95.791; don Calixto Pintor Marín, 95.371; don José Puebla Perianes,
88.745; don Jerónimo Martín de Bernardo Cejuela, 88.020; don Luis
Rodríguez, 59969; don Francisco Quirós Arias, 59.503; don José
Serrano Romero, 54.304, y don Félix Torces Rdz, 53-172.

Al dar cuenta el señor Secretario de la ponencia del señor Alcón
acerca de la circunscripción de CasteUón, el señor Presidente se
ausenta del sdón. Es aprobada en el sentido propuesto de rechazar la
protesto formdada por el señor De las Casas, aprobándose las actas y
proclamándose compromisarios a los que han sido por la Junta pro-
vincid del Censo, o sea:

CasteUón. Don Juan Fenoyosa Sanz, 61.946; don Joaquín Marco
Tur, 61.299; don Pascud Albeya Cabedo, 60.702; don Juan Bautista

58.864Votos emitidos

Tenerife. Don Pedro García Cabrera, 39-406; don José Carlos
Schwartz Hernández, 39325; don Domingo Rodríguez Sanfield,
38.845; don José Miguel Pérez Pérez, 37.978; don Adrián Savoir
Benítez, 20.935, y don Lucio IUada Quintero, 20.689.



Navarra. Don Juan Pedro Arraiza Baleztena, 67.380; don Félix
Díaz Martínez, 67.952; don José Gómez Ibiz, 67.004; don Arturo
Monzón Jiménez, 67.236; don Juan Ochoa Jaén, 66.901; don Cándido
Franca Buneneche, 66.076, y don José Martínez Beasáin, 66.170.

Votos emitidos 120.499

El señor Secretario lee la ponencia redactada por el señor Bugeda
en relación con la circunscripción de Asturias, en la que se propone se
apruebe la proclamación hecha por la Junto Provincid, descontando a
cada uno de los candidatos 810 votos de dgunas circunscripciones en
que el número de votos ha excedido a la capacidad de votantes.

El señor Riaza pregunta si la serie de irregularidades que ha
creído recoger el señor Ponente no es, a su juicio, motivo bastante
para declarar la nuUdad de la elección, y, en caso contrario, que se anu-
len aqueUas secciones cuyas actas de votación aparecen escritas por
una misma máquina o el orden de la votación, según alega el candida-
to derrotado, aparece atfabéticamente.

El señor Bugeda expUca las operaciones Uevadas a cabo ydice que
los votos en las actos en que la lista de votantes se ha hecho alfabética-
mente no exceden de cuatrocientos sesenta; añade que la práctica de
muchos años le hace edificar de levísimas las protestas formdadas. En
las secciones en que el número de votos ha excedido a la capacidad de
votantes, aqueUos son ochocientos treinta, y como resumen, la andación
de todos esos votos no dtera el resdtado de la elección.

El señor Minguijón dice que, a su juicio, tiene el Tribund la
misión de hacer constar el número de votos obtenidos por cada can-
didato y, por tonto, será necesario descontar los andados.

El señor Sbert se opone a que sean anuladas las actos que apa-
recen escritas a máquina, y en apoyo de su tesis cita el precedente que
se dio en los días anteriores a la constitución delTribunal, con la elec-
ción de CastiUa la Vieja, en que las actas estaban escritas por la misma
letra en la parte formularia.

BeUido Tirado, 62.261; don Vicente Calduch Almela, 11.076, y don
Francisco Fletcher Arquimbau, 10.503

Votos emitidos 73.583

Se da lectura a la ponencia del señor Andión sobre la circuns-
cripción de Navarra y, de acuerdo con eUa, se desestiman las protestas
formuladas, proclamándose a los candidatos elegidos.



El señor Barnés estima que debe aceptarse la ponencia del
señor Bugeda.

Examinadas las actas, se comprueba que úricamente están es-
critos a máquina los documentos en la parte común a todas eUas.

El señor Presidente propone se vote separadamente la ponencia.

Hecha la correspondiente pregunta, se acuerda aprobar la ponen-
cia en aqueüa parte conforme con la Junta Provincid descontando el
número de votos anulados y quedando por tanto proclamados:

Votos emitidos

Asturias. Don Carlos Martínez Martínez, 209.469; don José María
Esteve Mieres, 209.267; don Eduardo Moraendano Cantolapiedra,
209.115; don Francisco Martínez Dutor, 208.812; don Manuel Jesús de
la Vallina Gonzdez, 208.054; don Manuel González Peña, 206.142; don
Manuel Otero Roces, 205.446; don Celso Fernández García, 205.239;
don Antonio Llaneza Jove, 205.163; don Teodomiro Menéndez
Fernández, 204.714; don Ángel Álvarez Fernández, 204.534; don
Críspdo Gutiérrez García, 204.261; don SUverio Castañón Rodríguez,
204.130; don Armando Pérez Dueño, 27.118; Doña Venerando García
Blanes, 23.695; don Sabino Menéndez, 23.215; seguidamente se aprue-
ba que sea proclamado por el dtimo lugar, don Manuel Martínez
Fernández, por 22.496 votos.

232.492

El señor Secretario da cuenta de haberse recibido las actas de
Cuenca y Cádiz, sin protestas, y son aprobadas, proclamándose a los
compromisarios elegidos, que son los sigdentes:

48.385Votos emitidos

Cuenca. Don Alfredo García Ramos, 47.382; don Jesús Torréenla
Miño, 5.293; don Fernando Jaén Álvarez, 42.366, don Aniceto Bonüla
López, 43.618; don Isaac Moya López, 22.068, y don Manuel Mateo
Suva, 25-285.

El señor Bugeda aclara que no está probado que las actas estén
escritas por la misma máquina, y que tampoco lo está que las Ustas de
votantes vengan por orden alfabético, sino que él ha tomado como
base las manifestaciones del candidato derrotado para deducir que
aun tomándolas en cuento no dterarían el resdtado de la votación.

El señor Martín Álvarez pide se examinen las actas que se dicen
escritas por la misma máquina.



Asimismo, manifiesta que en un acta correspondiente a una
sección de Vdencia no se ha presentado ningún elector a votar, ni
tampoco lo ha hecho la mesa, en vista de lo cual los adjuntos tacha-
ron sus firmas. Se acuerda que pase al Fiscal, por si pudiera constituir
delito

El señor Secretario da cuenta de que en tres recursos de incons-
tituciondidad interpuestos por funcionarios municipdes destitddos
contra Ley del Parlamento Catdán, el representante de éste ha pedido
la anulación.

El señor Bugeda anuncia que cuando se trate de esta cuestión
deberá considerársele ausente por haber sido consultado por los inte-
resados.

Se acuerda la acumulación de los tres recursos d más antiguo
de eUos, y, por consigdente, pasa la ponencia al señor Rdz del
Castülo, que lo era del mismo.

No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente

Vocdes
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.

Francisco Alcón
Sergio Andión
Francisco Barnés
Francisco Basterrechea
Justino Bernd
Jerónimo Bugeda

Manuel de Miguel Traviesas
César Süió
Manuel Alba

Pedro Jesús García de los Ríos
Luis Mdfiote
Francisco Mínguez

Votos emitidos 112.462

Cádiz. Don Diego Gómez Serrano, 97.563; don José de Barrasa
Muñoz de Bustülo, 97.542; don Adotfo Sánchez Cabezas, 97.494; don
Santiago Pérez y Fernández de Castro, 97.278; don Andrés Bonüla
Beritez, 96.941; don Antonio Roma Rubíes, 96.786; don José Do-
mínguez Camacho, 95.885; don Federico Portillo García, 85.992; don
Antonio Alonso Giráldez, 33780, y don Joaquín Díaz Romero, 30.965.



El señor Secretario da cuenta de haber excusado su asistencia,
por razón de enfermedad, los Vocdes señores Martínez Sabater y Gü
Gü y Gü, este dtimo sustitddo por su suplente.

El señor Presidente da cuenta de las gestiones redizadas para
conseguir sean expedidos nuevos pases de FF.CC. a favor de los seño-
res Vocdes, los que acaban de recibirse. También hace presente d
Tribund que ha recibido la promesa reglamentaria d señor Vocd
suplente, don Manuel Martínez Pedroso.

Se da cuenta del escrito presentado por el Letrado don Rafael
Closas, defensor designado por el Parlamento de Catduña, que por
razón de enfermedad soUcita la suspensión de la vista señdada para
hoy en el recurso de inconstitucionaUdad número 53, interpuesto por
don José Firmat. Estando justificada la causa degada, se suspende la
vista hasta nuevo señdamiento.

Recursos de inconstitucionaUdad acumulados números 42,44
y 63. El Ponente, señor Rdz del Castülo, propone, y así se acuerda,
que se cite para sentencia, sin celebración de vista, que no se ha soU-
citado.

Recurso de inconstitucionaUdad número 64, interpuesto por la
Compañía de Azúcares y Alcoholes contra la Ley de veintitrés de
noviembre de mü novecientos treinta y cinco. El Ponente, señor
Pradera, propone, y así se acuerda por unanimidad, la admisión de

Excmo.
Excmo,
Excmo
Excmo
Excmo.
Excmo.
Excmo
Excmo

Sr. D. Carlos Martín Álvarez
Sr. D.Juan Minguijón
Sr. D.José Pedregd
Sr. D.Víctor Pradera
Sr. D. Román Riaza
Sr. D. Carlos Rdz del CastiUo
Sr. D. Antonio M.a Sbert
Sr. D. Lucio Vargas

NÚMERO 149

Sesión del día dos de junio de rril novecientos treinta y seis

Abierta la sesión por el Señor Presidente a las once de la maña-
na, se dio lectura del acto de la anterior, que es aprobada.



dicho recurso, al que se dará la tramitación prevenida en el art. 37 y
sigdentes de la Ley Orgánica, declarándose bastante la fianza de cinco
mü pesetas, constitdda por la sociedad recunente, y teniendo a ésta
por desistida del escrito de interposición que primeramente presentó.

Recurso de inconstitucionaUdad número 61, interpuesto por la
Compañía de Industrias Agrícolas contra la misma ley de veintitrés de
noviembre de mü novecientos treinta y cinco. A propuesta del Po-
nente, señor Pedregd, se adopta idéntico acuerdo que en el recurso
antes indicado.

Llobregat
Düigencias sumariales instraidas en el Juzgado de San FeUú de

El Ponente, señor Vargas, propone, haciendo suyo el informe de
los Oficiales letrados, que se comunique la existencia de dichas düi-
gencias a las entidades oficiales que pueden sostener la acusación
contra los Consejeros de las Regiones autónomas, por si estiman con-
veniente hacerlo.

El señor Beceña sostiene que con ese ofrecimiento de acción no
puede prejuzgarse la competencia delTribund para conocer del suma-
rio, porque no estando precisado si se trata o no de deUto funciond el
que se persigue, pudiera no conesponder al Tribunal su persecución.

El señor Sbert afirma que se trata al presente de un delito de
carácter funcional, porque se refiere a hechos imputados a un
Consejero en funciones de tal, pero de todos modos entiende que el
art. 14 del Estatuto de Cataluña es aplicable en todo caso para deter-
minar la competencia delTribunal, sin admitir excepción.

El señor Pradera expone su criterio favorable a la competencia
del Tribund en todo caso, sdvo en el de declaración de estado de gue-
rra, en el que debe prevalecer el fuero militar.

El señor Martín Álvarez está conforme con el señor Beceña en la
necesidad de distinguir si se trata o no de deUto de carácter funcioral.

El señor García de los Ríos, y con él el señor Minguijón, entien-
de que el conocimiento a las entidades interesadas puede hacerse sin
prejuzgar la cuestión de competencia del Tribunal, ni el carácter del
delito perseguido.

El señor Vargas mantiene su ponencia que apoya además en los
precedentes sentados por elTribunal en casos análogos.



Renuncia presentada por el Vocd suplente por la Redón de
Castilla la Nueva, don Rdael Melgarejo, por haber sido admitido d
cargo de Diputado de Cortes. Es admitida sin discusión.

Se da cuenta por el señor Secretario de que en este acto se
reparte a los señores Vocdes el proyecto de informe que deberá
enviarse a la Comisión parlamentaria de Justicia, sobre la reforma de
la Ley Orgánica del Tribund, acordándose aplazar la discusión sobre el
mismo hasta la próxima reunión.

Asuntos de trámite. Dada cuenta del escrito de don Manuel
Rodríguez Acuña, que soUcita ser nombrado Oficid administrativo del
Tribund, se acuerda denegarlo y que se devuelvan d interesado los
documentos que ha presentado.

sesión

Se da cuento de los escritos dirigidos dTribunal por los taquí-
grafos don Antonio Pérez Olmedo, don José Gómez Mesía y don
FeUpe Moreno, en reclamación contra la corrección de multa impues-
ta por el señor Presidente, a virtud de expediente, e informa el señor
Secretario de los antecedentes del asunto y de la resolución recaída.
A petición del señor Bugeda, se acuerda quede pendiente para otra

Y no habiendo más asuntos, se levanta la sesión por el señor
Presidente

Presidente

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas
Excmo. Sr. D. César Süió
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Serdo Andión
Excmo. Sr. D. Francisco Bastenechea
Excmo. Sr. D. Francisco Beceña
Excmo. Sr. D.Justino Bernd
Excmo. Sr. D.Jerónimo Bugeda

Puesto a votación, es aprobada la ponencia, por dieciocho votos

y dos abstenciones de los señores Beceña yTraviesas.

Recurso de inconstitucionaUdad número 52, interpuesto por
don Eugenio Potou. El Ponente, señor Alba, propone y se acuerda por
unanimidad, la admisión a trámite, sigdéndose lo que establece el art.

37 de la Ley del Tribund.



Pedro Jesús García de los Ríos
Lds Mdfiote
Francisco Mínguez
Carlos Martín Álvarez
Juan Minguijón
José Pedregd
Víctor Pradera
Carlos Ruiz del Castülo
José Sampol
Antonio M.a Sbert
Lucio Vargas

NUMERO 150

Sesión del día cuatro de junio de mil novecientos treinta y
seis

Con asistencia de los señores que se consignan al margen, se
reunió el Tribunal Pleno, siendo aprobada sin discusión el acta de la
sesión anterior.

Se expone por el señor Presidente que no debiendo elTribunal
emitir informe oficialmente en el proyecto de reforma de la Ley
Orgánica del mismo, se ha redactado dicho informe por la Secretaría
General recogiendo las indicaciones de algunos señores Vocdes que
se han servido exponerlas, y anuncia que se dará lectura a dicho infor-
me, para conocimiento de los reunidos y para recoger cualquier otra
iniciativa que pudiera ofrecerse.

Por el señor Secretario se da lectura a dicho informe, y habién-
dose hecho algunas observaciones, son recogidas por aquél, para
incorporarlas d texto definitivo.

Yno habiendo otros asuntos que tratar, se levanta la sesión, a las
dos de la tarde.

Presidente

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión

Excmo
Excmo
Excmo

Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo



seis.

Abierta la sesión por el señor Presidente y dada lectura d acta

de la anterior, es aprobada.

El señor Bugeda dice que, habiendo de discutirse resoluciones
en recursos de inconstitucionaUdad interpuestos contra la Ley del
Parlamento de Catduña de nueve de marzo de rril novecientos trein-
ta y cuatro, en alguno de los cudes fue soUcitado su dictamen profe-
siond, se abstiene de intervenir en eUos y, con la venia del señor
Presidente, se retira.

Dada cuenta del escrito presentado por la representación de
don Francisco Sena, en recurso de inconstitucionaUdad número 42,
soUcitando la celebración de vista, se acuerda conforme d informe del
Ponente no haber lugar a lo pedido extemporáneamente.

Recurso de inconstitucionaUdad número 53 interpuesto por
don José Firmat. El señor Vocd Ponente Basterrechea expone los ante-

cedentes de hecho y descarta que se trate de una cuestión de com-
petencia o de kdslación procesd, porque este aspecto es accesorio
de los preceptos sustantivos. Alegando el art. 41 de la Constitución y

Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo.
Excmo,

Excmo,

Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.

Francisco Basterrechea
Francisco Beceña
Justino Bernd
Jerónimo Bugeda
Pedro Jesús García de los Ríos
Luis Maffiote
Francisco Mínguez
Carlos Martín Álvarez
Eduardo Martínez Sabater
Juan Minguijón
José Pedregd
Víctor Pradera
Carlos Ruiz del Castülo
José Sampol
Antonio M.a Sbert
Lucio Vargas

NUMERO 151

Sesión del día diecisiete de junio de mü novecientos treinta y



Vocales:
Excmo. Sr. D. Manuel de Miguel Traviesas

el párrafo dtimo de las disposiciones transitorias del Estatuto de
Catduña, termina sosteniendo que la Ley impugnada es inconstitu-
cional y así debe declararse.

El señor Sbert solicita oír la opinión formada por los Vocales
Ponentes en recursos interpuestos contra la misma Ley.

El señor Ruiz del Castülo destaca el carácter procesd de la Ley
impugnada, porque es fundamentalmente supresión de recursos e ine-
jecución de sentencias; por td carácter, cuya materia es de la compe-
tencia exclusiva del Estado, la ley es inconstituciond.

El señor Alba muestra su conformidad con la opinión del señor
Basterrechea

El señor Beceña está conforme con lo sostenido por el señor
Rdz del CastiUo, entendiendo que la Ley es de carácter procesd e
infringe por eUo el art. 15 de la Constitución de la República.

El señor Sbert no admite que el Parlamento redond no pueda legis-
lar con efectos retroactivos en materia muricipd, que es de su compe-
tencia, ni tampoco que se trate de una Ley de carácter procesd, porque
éste no es sino accesorio del precepto de convalidación de los acuerdos
muricipdes. Sólo admite la inconstitucionaUdad de la ley en cuanto se
refiera a acuerdos muricipdes posteriores a la vigencia de la Constitución.

El señor Martín Álvarez dice que, ateniéndose d caso concreto
del recurso, y sin entrar en apreciaciones de carácter general, hay que
entender infringido el art. 41 de la Constitución, que establece las
garantías de los funcionarios de todo orden, y a esa declaración debe
limitarse la sentencia que se dicte.

El señor Minguijón destaca también el carácter procesal de la
Ley que se impugna y con ello se muestra conforme el señor Süió.

Puesta a votación la propuesta del señor Basterrechea, es apro-
bada por unanimidad la declaración de inconstitucionaUdad de la Ley
recurrida.

El señor Presidente levanto la sesión, para continuarla el día de
mañana a la misma hora.

Presidente



Francisco Beceña
Jerónimo Bugeda

César Süió
Manuel Alba
Francisco Alcón
Serdo Andión
Francisco Basterrechea

Pedro Jesús García de los Ríos
Lds Maffiote
Francisco Mínguez
Carlos Martín Álvarez
Eduardo Martínez Sabater
Juan Minguijón
José Pedregd
Víctor Pradera
Carlos Ruiz del Castülo
José Sampol
Antonio M.a Sbert
Lucio Vargas

NUMERO 152

Sesión del día dieciocho de junio de mü novecientos treinta y
seis

Reunidos los señores que se expresan d margen, y abierta la
sesión por el señor Presidente, se dio lectura d acta de la anterior, que
es aprobada, sin discusión.

Se da cuenta por el Secretario de haberse acordado por la
Sección 2. a someter a resolución del Pleno los recursos de amparo
números 992 y 1000, interpuestos contra acuerdos de las Comisiones
de readmisión de obreros despedidos. Después de informar los
Vocdes señores Martínez Sabater y Pedregd, ponentes en dichos
recursos, se acuerda aceptar la competencia para resolverlos y señdar
día para dictar sentencia, sin vista.

Dada cuenta de los recursos de inconstitucionalidad núme-
ros 61 y 62, interpuestos contra la Ley de veintitrés de noviembre
de mil novecientos treinta y cinco, sobre régimen de azúcares, así



Se da cuenta por el señor Secretario de los escritos dirigidos al
Pleno por los taquígrafos don Felipe Moreno, don Antonio Pérez
Olmedo y don José Gómez Mesías, contra las correcciones disciplina-
rias que les fueron impuestas. El señor Presidente hace constar que
advertido el Vocal señor Bugeda, que no está presente, de que había de
tratarse del asunto en esta sesión, no ha opuesto obstácdo a que sea
resuelto sin su intervención.

Quedan desestimados dichos escritos, por unanimidad, por no ser
de la competencia del Pleno la revisión de conecciones que se soUcita.

impugnada

El señor Bastenechea, Ponente en el recurso de inconstitucio-
ndidad número 53, interpuesto por don José Firmat, da lectura dpro-
yecto de sentencia, en que se declara la inconstitucionalidad de la ley

El señor Pradera se muestra conforme con la sentencia, sdvo el
Considerando 1.°,por entender que si la Redón autónoma no tenía exis-
tencia kgd como td cuando se produjo el hecho origen del recurso, no
es posible la retroacción d tiempo en que no existía. Con esta sdvedad,
que pide conste en acta para efectos sucesivos, votará la sentencia.

El señor Sbert propone, para evitar que la sentencia prejuzgue
otros recursos promovidos en virtud de la apUcación de la misma Ley
que se declara inconstituciond, que en el fdlo se diga que esa declara-
ción es"en cuanto se refiere d reclínente don José Firmat Serramdera".

El señor Beceña dice que debe seguirse la misma fornida que
en anteriores recursos de inconstitucionalidad se haya seguido para
redactar los faUos.

El señor Traviesas formda observaciones d considerando pri-
mero de la sentencia por estimar que no es necesario sentar la afir-
mación de que las leyes políticas tienen efecto retroactivo.

como de no haberse personado en ellos el defensor de la consti-
tucionalidad designado por el Parlamento, se acuerda la acumula-
ción de los mismos, conforme a lo dispuesto en el art. 77 del
Reglamento del Tribunal, y que se señale día para la vista, con cita-
ción de las partes.

Sometidas a la aprobación del Tribunal las cuentos ordinarias
correspondientes dprimer trimestre del año corriente, ya examinadas
por la Junta de Gobierno, son aprobadas sin discusión.



El señor Ruiz del CastiUo cree que lo que se quiere decir es que
en caso de conflicto entre una ley ordinaria y la constituciond debe
prevdecer ésta, lo que ya se desprende de la misma naturaleza del
texto constituciond, y cree que es innecesario consignarlo.

El señor Basterrechea está conforme con esto interpretación; y
añade que no ha querido dejar de reflejar ninguna de las degaciones
hechas por las partes.

El señor Mingdjón soUcita una aclaración relacionada con
dicho fundamento kgd.

Interviene el señor Presidente a fin de fijarla parte dispositiva
de la sentencia.

Es aprobada en los siguientes términos: "Que debe declarar y
declara la inconstitucionaUdad materid de los arts. 1, 2 y 3 de la Ley
del Parlamento de Catduña de nueve de marzo de mü novecientos
treinta y cuatro en el caso concreto de este recurso".

En cuanto d primer fundamento kgd, el señor Basterrechea
dice que, recodendo una indicación del señor Alcón, se modifica el
sentido de decir que "tanto las leyes generales del Estado como las pri-
vativas de la redón, pueden tener efectos rectroactivos".

Así se aprueba, sdvando su voto los señores Traviesas, Pradera,
Süió y García de los Ríos en cuanto a la redacción de dicho funda-
mento kgd.

El señor Ruiz del Castülo, ponente en los recursos de inconsti-

tucionaUdad números 42, 44 y 63, contra la misma Ley, dice que los
términos del interpuesto por don Francisco Sena Hospitd son los mis-

mos del anteriormente resuelto.

Se acuerda dictar sentencia igud, con las mismas sdvedades de
votos que en relación con el primer fundamento kgd hicieron dgu-
nos señores Vocdes.

En los recursos formdados por los señores don Enrique Perxas
Rico y don José Font añade el señor Rdz del CastiUo que fueron des-
titddos con anterioridad a la vigencia del texto constituciond. Como
eUo impUca una diferencia en relación con los anteriores recursos, ha
redactado un nuevo considerando, que lee, en el que hace dusión a la
legislación procesd, porque con eUo se destruye la degación de que
siendo el acuerdo anterior d texto constituciond no podía estar dec-



El señor Sbert sostiene, por el contrario, la diferencia entre estos
dos casos y los anteriores, negando que pueda estimarse el recurso de
inconstitucionalidad, porque para que pueda ser degada ha de existir
el agravio y en la fecha en que fueron destituidos, a su juicio,no tenían
la condición de funcionarios. Cree, por tanto, que no existe más que
un conflicto entre dos leyes de rango igual.

El señor Ruiz del Castillo dice que en el momento de promul-
garse la Constitución dichos señores eran funcionarios, pues, aunque
destitddos, tenían pendientes reclamaciones ante los Tribunales que
sólo a consecuencia de la promulgación de la Ley de nueve de marzo
quedaron en suspenso. Por tanto, es contra la Ley y no contra el hecho
de su destitución, contra lo que se da el recurso.

El señor Pedregal abunda en estos mismos razonamientos, por
estimar que la legislación protectora de los funcionarios no dejó un
sólo momento de estar en vigor.

El señor Mingdjón estima, asimismo, que los recurrentes no
han dejado de ser funcionarios hasta que la Ley del Parlamento
Catelán les privó de los recursos contencioso-administrativos.

Puesta a votación la ponencia, se aprueba con el voto en contra
del señor Sbert

El señor Alba, ponente en el recurso de inconstitucionalidad
número 52, interpuesto por don Eugenio Potau, dice que este recurso
es análogo al de don José Firmat Serramakra, y habiéndose mostrado
de acuerdo con la ponencia formulada en él, propone se dicte sen-
tencia en los mismos términos.

Se aprueba la ponencia, con las mismas salvedades que en aquél
se hicieron

El señor Basterrechea, en relación con la ponencia del señor
Rdz del CastiUo, manifiesta que recaba su derecho para formular voto
particdar en cuanto a la redacción de los considerandos.

No habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión.

todo por éste, aun cuando no tiene inconveniente en suprimirlo, por
habérselo así sugerido el señor Alcón.



Manuel de Miguel Traviesas
César Süió
Manuel Alba

Pedro Jesús García de los Ríos
Lds Maffiote
Francisco Mínguez
Carlos Martín Álvarez
Eduardo Martínez Sabater
Juan Mingdjón
José Pedregal
Víctor Pradera
Carlos Ruiz del Castülo
José Sampol
Antonio M.a Sbert
Lucio Vargas

** *
(No existen las actas correspondientes a las sesiones números 153 y
154.)

* **

NUMERO 155

Sesión del día tres de jdio de rril novecientos treinta y seis

A las once y veinte el señor Vicepresidente (Traviesas) declaró
abierta la sesión. Se leyó y fue aprobada el acta de la sesión del día dos
del actud.

El señor Vicepresidente dio cuenta de que el señor Presidente
no podía asistir a la sesión por sririr una indisposición. Por su encar-
go, Uama la atención del Tribund sobre el hecho de que puedan
resolverse los recursos de amparo pendientes de discusión, sin
haber oído al Gobierno, lo que cree debe hacerse dada la importan-

Excmo,

Excmo,

Excmo,

Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo

Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo,
Excmo.
Excmo.
Excmo
Excmo

Francisco Alcón
Serdo Andión

Francisco Beceña
Justino Bernd

Francisco Basterrechea



El señor Beceña se suma a la propuesta hecha por el señor
Pedregal, a la que se adhirió el señor Martínez Sabater.

El señor Bugeda estima, asimismo, pertinente la petición de
mayores esclarecimientos a las Comisiones de readmisión, sin prejuz-
gar por eUo el criterio de los señores Vocales en cuanto a las resolu-
ciones definitivas.

El señor Alcón hace la observación de que las Comisiones han
mandado ya d Tribund todos los antecedentes que obran en cada
expediente.

El señor Pedregal insiste en que los datos que obran en los
expedientes no bastan para emitir una resolución.

El señor Martín Álvarez dice que en uno de los expedientes se
dice por el presidente de la Comisión que no puede ser más extenso

El señor Pedregal dice que el procedimiento no tiene tacha
alguna. Precisamente por la trascendencia que «a su juicio tendrá la
resolución que recaiga, para poder discriminar las causas que hubie-
ran motivado los despidos propone —por no ser suficiente que las
Comisiones de readmisión se limiten a decir que los obreros cuya
readmisión se dispone están comprendidos en el decreto— que se
pidiese informe aclaratorio en cada caso.Así, si elTribunal se encon-
trase con casos en que el despido se debiese a las ideas políticas de
los obreros, por virtud de la Constitución, habrían de ser readmitidos
sin derecho por parte del patrono a optar entre la indemnización y
la admisión, por tratarse de despido inconstitucional. Con la aclara-
ción que solicita, podrían llegarse a distinguir perfectamente los
diversos casos.

El señor Martínez Sabater se refiere a la indicación hecha por el
señor Presidente para decir que en el recurso interpuesto por el señor
Noguera se notificó urgentemente a la autoridad incdpada soUcitando
su informe, con envío de la copia de la demanda, yque él como Ponente
propuso que se celebrara vista en este recurso, dada su trascendencia,
lo que no se estimó procedente por elTribund. Por lo demás, se adhie-
re a la propuesta hecha por el señor Pedregd.

El señor Minguijón plantea el caso, si triunfa el criterio del
señor Pedregd, en relación con el art. 33 de la Constitución exclusi-
vamente, de recursos en que no se invoque dicho artículo y sí el art.
28 solamente. Estima que en ese caso el Tribunal puede resolverlos
apoyándose en el art. 33, aunque no se invoque.



Francisco Mínguez
Carlos Martín Álvarez
Eduardo Martínez Sabater
Juan Mingdjón

porque no consta nada en el expediente, ya que estaba convencida
aquéUa de que no podía ser revocado su acuerdo.

El señor Pedregd aclara que no se trato de que en un caso sola-
mente se pida esa ampUación, sino que se haga en todos los casos aná-
logos en que no conste de modo terminante que el despido fue
debido a las ideas poUticas del despedido.

A pregunta del señor Vicepresidente se acuerda aprobar la
propuesta del señor Pedregal y, por consiguiente, que para mejor
proveer y con suspensión del término para dictar sentencia, intere-
sar de la Comisión especid de readmisiones informe en término de
veinte días si el despido a que el recurso se refiere fue motivado
por ideas políticas de los despedidos o por su participación en
huelgas de carácter poUtico, según resulte de las diligencias instrai-
das al efecto.

El señor Martín Álvarez añade que en los demás recursos que
no han Uegado d Pleno tendrán que hacer ese requerimiento las sec-
ciones estudiando uno por uno los asuntos.

Asimismo, se acuerda conceder un plazo de veinte días a las
Comisiones para que contesten.

No habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión a las
once y cincuenta y cinco minutos de la mañana.

Presidente:
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Excmo. Sr.
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Excmo. Sr.
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Excmo. Sr.
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Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Excmo. Sr.
Vocdes:

Francisco Beceña
Jerónimo Bugeda
Pedro Corominas

Francisco Basterrechea

Francisco Alcón
Serdo Andión

Manuel de Miguel Traviesas
Manuel Alba

Pedro Jesús García de los Ríos
Luis Maffiote



El señor Presidente expone que dadas las extraordinarias cir-
cunstancias presentes que motivan la imposibüidad de trasladarse a
Madrid a muchos de los señores Vocdes ausentes, debía entenderse
reglamentariamente constituido el Tribunal con los que asisten, acor-
dándose así por unanimidad.

Se da cuenta de las gestiones realizadas oficialmente por los
señores Presidente y Secretario, y de modo particular por los Vocales
señores Alba y Bugeda, en favor del Vocd señor Mínguez, que fue dete-
nido en Cartagena. Dicho señor hizo presente su gratitud a cuantos se
interesaron por su situación.

A propuesta del señor Bugeda se acordó dar por terminadas las
vacaciones redamentarias del Tribunal, y que se reúnan el Pleno y las
Secciones, para resolver con urgencia todos los asuntos pendientes,
acordándose igualmente que en tanto se reintegran los señores
Vicepresentes sean presididas ambas Secciones por el señor Presi-
dente del Tribund.

A propuesta del señor Vargas, y también por unanimidad, se
acordó hacer pública la siguiente declaración: "El Tribunal de
Garantías Constitucionales, en la primera reunión celebrada, condena
explícitamente el movimiento subversivo producido contra el
Gobierno legítimo del país, ratificando su promesa de guardar y defen-
der la Constitución de la República".

Excmo. Sr. D.José Pedregal
Excmo. Sr. D.Víctor Pradera
Excmo. Sr. D.José Quero
Excmo. Sr. D. Carlos Ruiz del CastÜlo
Excmo. Sr. D.José Sampol
Excmo. Sr. D. Lucio Vargas

NÚMERO 156

Sesión del día diez de agosto de mil novecientos treinta y
seis

sesión

Constituido elTribunal con los señores que se expresan al mar-
gen, sin que conste excusa de ningún otro, se declara abierta la



Vocdes:
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.

Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.
Excmo.

Manuel Alba
Serdo Andión
Justino Bernd
Jerónimo Bugeda
Lds Maffiote
Francisco Mínguez
Marcos Pelayo
Carlos Martín Álvarez

Lucio Vargas
Román Riaza

NUMERO 157

Sesión del día veinte de agosto de mü novecientos treinta y
seis

Con asistencia de los señores que d margen se indican, el señor
Presidente declaró abierto la sesión.

Leída el acta de la anterior, fue aprobada.

Dada cuenta por el señor Presidente de los rumores circda-
dos respecto d posible fallecimiento del Vocal señor Beceña, se
acordó dirigirse a la Dirección General de Seguridad solicitando
informes.

Igualmente por el señor Presidente se dio cuenta de haber desa-
parecido el Vocd señor Martínez Sabater, informando el señor Vargas
de que dicho señor se encontraba en Madrid en los primeros días de
la sublevación, sin que se sepa qué ha sido de él, pues en Vdencia no
se tiene noticia de su paradero.

Se acuerda reaUzar gestiones con carácter particdar cerca de la
Dirección de Seguridad para averiguar su paradero.

También se acordó por los señores Vocdes ceder un día de su
haber Uqddo para la suscripción abierta en favor de las fuerzas ledes.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión.

Presidente



Lucio Vargas
Lds Mdfiote

El señor Secretario da cuenta de que d telegrama cursado d
Consejero de Justicia de la GeneraUtat a fin de que asistieran d Pleno
los Vocales señores Corominas y Sbert se ha recibido contestación en
el sentido de que les era imposible asistir a la reunión por falta de
tiempo

El señor Presidente hace constar que el señor Pdomo no puede
asistir por estar presidiendo una reunión del Tribund de Cuentes.

De conformidad con el informe de los letrados, se desestima el
recurso de abuso de poder interpuesto por el Ayuntamiento de
Javdquinto.

Al dar cuenta del estado en que se haüan los recursos de ampa-
ro interpuestos por don José Nogueras, de Vdencia, y don Eusebio
Bertrand Serta, de Manresa, el señor Presidente manifiesta que se plan-
tean dos cuestiones: una la referente a que es necesario nombrar
nuevo ponente, pues se encuentra ausente el Vocal que Uevaba la
Ponencia, y otra la conveniencia de que estos asuntos se tratasen con
la asistencia del mayor número posible de Vocales. Se acuerda que
dichos recursos sean turnados de nuevo a Ponencia, y se desestiman
en principio, quedando encargados los respectivos Ponentes de la
redacción de los proyectos de sentencia.

A propuesta del señor Vargas y de acuerdo con el texto redac-
tado por el señor Bugeda, se acuerda poner a disposición del
Gobierno de la RepúbUca los cargos de los señores Vocales, a fin de
facUitar su labor.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión

Presidente

Vocales
Excmo.
Excmo.
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo
Excmo

Jerónimo Bugeda
Francisco Mínguez
Justino Bernal
Sergio Andión
Manuel Alba
Román Riaza
Carlos Martín Álvarez
Francisco Marcos



Se acuerda el traslado a la prisión celdar en calidad de dete-
nido, de don Carlos Ruiz del CastiUo, a disposición del Vocal ins-
tructor que se designa don Pedro Vargas, quien, auxiliado por el
Secretario de Sección don Joaquín Herrero, instruirá las düigencias
sumariales que estime oportunas, quedando expresamente faculta-
do para ratificar la prisión del detenido o dejarla sin efecto, según
proceda.

Teniendo conocimiento el Tribunal de haber sido detenido,
por orden de la Dirección General de Seguridad, el Vocal don
Carlos Martín Álvarez, se acuerda que, tan pronto como sea puesto
a disposición del Tribunal, instruya las diligencias sumariales opor-
tunas el propio Juzgado especial antes designado y con idénticas
facultades.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.

Presidente:

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Serdo Andión
Excmo. Sr. D.Justino Bernd
Excmo. Sr. D. Jerónimo Bugeda
Excmo. Sr. D. Lds Mdfiote
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo
Excmo. Sr. D. Lucio Vargas

NUMERO 159

Sesión del día veintisiete de agosto de mü novecientos treinta

Sesión del día veintidós de agosto de mü novecientos treinta y
seis

Constitddo el Tribund con los señores que se indican d mar-
gen, el señor Presidente dio cuenta de las gestiones reaUzadas para Ue-
var a ejecución los acuerdos adoptados en la sesión anterior.



Acto segddo se procede a la elección de Vicepresidentes, resd-
tondo eleddos para la primera Vicepresidencia don Pedro Vargas
Guerendiain, ypara la segunda don Jerónimo Bugeda Muñoz, ambos con
nueve votos y una papeleta en blanco. El señor Bugeda hizo constar que
no tenía la edad que para desempeñar los cargos de Presidente y
Vicepresidentes exige la Ley. El Pleno, a propuesto del señor Corominas,
acordó, interpretando el precepto kgd, en relación con el artícdo sexto
de la propia Ley, que la exigencia de edad no es de apUcación a los
Vocdes parlamentarios.

Acto seguido prestan la promesa redamentaria los dos señores
elegidos, y quedan posesionados de sus cargos.

El señor Presidente hizo presente que se proponía ausentarse
de Madrid para atender necesidades de orden particular, y soUcita del
Tribunal la oportuna autorización, teniendo palabras de decto para
todos los señores del Pleno, y de consideración para los que han deja-
do de pertenecer a él.

El señor Bugeda propone, y así se acuerda, conceder la Ucencia
soUcitada y corresponde dectuosamente a las palabras del señor
Gasset; el señor Corominas hace también presente la consideración
persond para los señores Vocales que cesan, junto con su respeto y
acatamiento a las decisiones del Gobierno.

El señor Presidente da cuenta de la resolución adoptada con
fecha diez del actud por la Sección de Vacaciones en el recurso de
amparo número 1007, interpuesto por don Manuel Palomeque Mateo,
y propone que elTribunal ratifique lo resuelto.Así se acuerda.

En este momento se ausenta el señor Gasset, siendo despedido
por todos los señores del Pleno.

Reanudada la sesión bajo la presidencia del señor Vargas, se
acuerda, a efectos del artículo catorce del Reglamento, hacer constar
que los Vocdes suplentes señores Marcos Pelayo, Fleitas Santana y
Andión Pérez, actúan por vacante definitiva de los propietarios.

Abierta la sesión por el señor Presidente se dio lectura a las
actas de las dos sesiones últimamente celebradas, que quedaron apro-
badas yratificados todos sus extremos.

Por el Secretario se dio lectura d decreto del Ministerio de Justicia
fecha veinticinco del actud, inserto en la Gaceta de ayer, y en su cum-
plimiento elTribund se declaró constitddo conforme a sus preceptos.



Presidente

Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Serdo Andión
Excmo. Sr. D.Jerónimo Bugeda
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Excmo. Sr. D. Lucio Vargas

Vocdes:

NÚMERO 160

Sesión del día veintinueve de agosto de milnovecientos treinta
y seis.

Constituido el Tribund con los señores que se indican al mar-
gen, es leída y aprobada el acta de la sesión anterior.

El señor Andión, Ponente en el recurso de amparo número
1.000, interpuesto por don Eusebio Bertrand, propone la desestima-

ción del recurso por no haberse irifrinddo el art. 28 de la Constitución,
y sí, en cambio, es de observancia el 25 de la misma.

El señor Bugeda sostiene que no se ha infrinddo tampoco el
art. 33 de la Ley fundamental en relación con la Ley de Contratos de
Trabajo, ya que ésto en sus arts. 9 y 10 declara obUgatorio para las rela-
ciones de trabajo, además de las leyes, los decretos y disposiciones
miristerides. Por otra parte, el decreto en sí es inatacable ante esta

jurisdicción que no puede tampoco entrar en el análisis de las prue-
bas practicadas ante las Comisiones revisoras.

Apropuesta del señor Vargas, se acuerda sustituirle en las fun-
ciones que como Juez Instructor desempeña por el Vocd donAntonio
Fleitas. Y por dtimo, se resuelve celebrar sesión plenaria el próximo
sábado a las once de la mañana, quedando citados todos los señores
presentes

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanto la sesión



Por unanimidad se acordó desestimar el recurso, y lo mismo el
número 992, interpuesto por don José Noguera, en el que actúa como
Ponente el señor Bugeda.

El señor Presidente propone, y así se acuerda, que se le auto-

rice para sustituir al Secretario, señor Herrero, en el Juzgado
Instructor especial, en el caso de que dicho señor tuviera necesidad
de ausentarse.

Igualmente, se acordó autorizar a dicho señor Presidente para
que cancele y deje sin efecto las correcciones disciplinarias que a
virtud de expediente se hayan impuesto a los funcionarios del
Tribunal.

Se resuelve la adscripción a las Secciones en la siguiente forma:
Primera: Señores Vargas, Sbert, Marcos Pelayo, Andión y Fleitas; Segun-
da: Señores Bugeda, Pdomo, Marcos Pelayo, Alba y Basterrechea, pu-
diéndose sustituir recíprocamente y constituirse vdidamente cada
Sección con la sola asistencia de tres miembros.

Y no habiendo otros asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente

Vocdes
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Serdo Andión,
Excmo. Sr. D.Jerónimo Bugeda
Excmo. Sr. D. Pedro Corominas
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo

NÚMERO 161

Sesión del día once de septiembre de mü novecientos treinta y
seis

Reunido el Tribunal Pleno con los señores que se indican al
margen, se dio lectura al acta de la sesión anterior, que es aprobada.

El señor Corominas, abundando en las razones del señor
Bugeda, entiende que los acuerdos que se impugnan en este recurso
no dectan a la Ubertad de industria, sino a la legislación social y de
protección de los trabajadores.



Segundo. Asimismo, entiende la Comisión que procede hacer
igud declaración respecto de los funcionarios que, aun sin pertenecer
a Partidos u Organizaciones integrantes del Frente Popdar, figuran den-
tro de éste en el Tribund por haber sido acordado su ingreso a pro-
puesto de dos de sus miembros. Son los sigdentes: Carmen López
Bonüla, Oficid Mayor; Eduardo Gómez Mesías, Taquimecanógrafo, y
Pedro Terón Moratinos y Gervasio Rodríguez Fernández, Porteros.

Tercero. En igud forma debe estimarse que son personas dectas
d Régimen aqueUas cuya actuación antes y después de la subversión no
dejen lugar a duda alguna respecto su adhesión d mismo. En este caso
se halla el Oficid Letrado don Pascud Gdbe, actualmente Juez Especid
para entender en los sucesos derivados de la sublevación.

Cuarto. En cuanto d resto del persond de plántula, deberán ser
requeridos por escrito para que, en el término de diez días, presenten
las pruebas que justifiquen no estar incursos en el artícdo primero
del Decreto de veintiuno de jdio del corriente año.

*

El señor Vocd donAntonio Fleitas informa del estado de las düi-
gencias referentes a la detención de don Carlos Martín Álvarez, y a su
propuesto se acuerda decretar la Ubertad de dicho señor y archivar las
düigencias, poniéndolo previamente en conocimiento de la Dirección
General de Seguridad, a fin de que ésto pueda adoptar las resoluciones
que estime pertinentes.

En cuanto a las düigencias instraidas con motivo de la deten-
ción de don Carlos Rdz del Castülo, se acuerda remitir testimonio en
relación a las mismas d Jefe del Gobierno, por si estimara procedente
formdar acusación contra aquél.

Se da lectura a un escrito remitido por el Comité del Frente
Popdar del Tribund, que contiene Uterdmente los sigdentes particu-

Primero. Deben considerarse indiscutiblemente personas dec-
ías al Régimen y, por tanto, continuar d servicio del Tribund, todas
aqueUas que pertenecen a Partidos u Organizaciones encuadradas en
el Frente Popdar, a saber: Joaquín Herrero Mateo, Secretario de
Sección; Alfonso Ayeusa Sánchez de León, Oficid Administrativo;
Florencia Carbajosa Álvarez, Antonio Pérez Olmedo, FeUpe Félix
Moreno Gózalo, Julio Anglada Sánchez y José Gómez Mesías,
Taquimecanógrafos; y Francisco Gómez Días, Francisco Javier
Lecumberri Izaguirce y Cesáreo Barona Albo, Porteros.



No habiendo otros asuntos de que tratar, se levanta la sesión

Presidente

Vocales
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D.Jerónimo Bugeda
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo

NÚMERO 162

Sesión del día dieciocho de septiembre de mü novecientos
treinta y seis

Reunido elTribunal con los señores que se expresan d margen,
se da lectura al acta de la sesión anterior, que es aprobada.

Por el señor Secretario se hace constar que no ha sido posible
citar d Vocd parlamentario suplente, señor Martínez Pedroso, cuyo
paradero se desconoce, habiéndolo sido en su lugar el señor Méndez.

Se exceptúan de momento los funcionarios ausentes actual-
mente en Madrid por desconocer cuál ha sido la conducta que han
observado durante el desarroUo del movimiento faccioso.

Discutidos los extremos de la propuesta, se acuerda aceptar los
tres primeros, y poniendo de manifiesto la imposibUidad de la prueba
de hechos negativos como los consignados en el apartado 4.1, el
señor Secretario insiste en la propuesta que anteriormente había for-
mulado al Pleno, y aprobándola se resuelve requerir a todos los fun-
cionarios para que en término de ocho días hagan una declaración
escrita de adhesión al régimen republicano, marifestando al mismo
tiempo y por su honor si pertenecen a algunos de los partidos com-
plicados en la insurrección militar o de cualquier modo han contri-
brido a provocarla o mantenerla, todo eUo sin perjuicio de que si el
Comité del Frente Popdar hiciera alguna acusación basada en hechos
concretos contra cualquier funcionario sea depurada aquélla para
adoptar las resoluciones procedentes.



Yno habiendo otros asuntos que tratar, se levanta la sesión

acuerda.

El señor Presidente dice que, aun cuando el acuerdo adoptado
en la sesión anterior referente a la adhesión de los funcionarios del
Tribund abarcaba a todos eUos, debe excluirse a los que figuran en el
Frente Popdar y que se nombran en los tres primeros apartados del
escrito del que se dio lectura, que según eUos han soUcitado. Así se

Dada lectura a un oficio del Vicepresidente señor Bugeda en
que comunica haber tomado posesión del cargo de Subsecretario de
Hacienda, se acuerda declarar dicho cargo incompatible con el que
desempeñaba en el Tribund, por lo que cesa en su función activa
desde la fecha de la posesión en la Subsecretaría; la vacante de la
Vicepresidencia y la reserva de su cargo de Vocd parlamentario hasta
su reintegro d Tribund o hasta que las Cortes resuelvan otra cosa.
También se acuerda que le sustituya desde la misma fecha el Vocd
suplente señor Martínez Pedroso, y que haga constar y comunique d
señor Bugeda la satisfacción del Tribund por su nombramiento.

Dada cuenta del expediente sobre el reintegro de los funciona-
rios que se hallaban ausentes d producirse la sublevación müitar, se
acuerda fijar d Secretario de Sección Gómez Orbaneja un plazo dti-
mo de ocho días para que se restituya a su función, con el apercibi-
miento de que si el próximo día veintiséis no lo ha hecho, se acordará
su destitución.

También se acuerda la separación del cargo de Oficid Letrado
de don Manuel Cejador López, que no se ha presentado ni degado
causa que se lo impida, entendiéndose la separación desde el primero
de agosto dtimo y a reserva de las justificaciones y acuerdos que pue-
dan adoptarse posteriormente.

mü pesetas

SoUcitados por el Ministerio de Hacienda los datos para la pró-
rroga del presupuesto vigente, se resuelve hacer en el mismo la baja
de los sueldos correspondientes a los Vocdes electivos que han cesa-
do ochenta y cuatro rril quinientas pesetas y una plaza de Oficid
Letrado y otra de Taquígrafo, que están vacantes y se amortizan once
mil pesetas y consignar como aumentos los gastos de representación
de los dos Vocdes natos ,seis rril quiniestas pesetas, con lo que se
produce una baja en el presupuesto trimestral de ochenta y nueve
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Sesión del día veintiocho de septiembre de mü novecientos
treinta y seis

Constitddo el Tribund con los señores que se indican al mar-
gen, se dio por el señor Secretario lectura del acta de la sesión ante-
rior, que es aprobada.

Dada cuenta del expediente instruido al Secretario de Sección,
don Joaquín Herrero Mateo, se acuerda su destitución y que se ponga
en conocimiento de los señores Presidente del Consejo de Ministros
y Ministro de Justicia. Igud resolución se adopta en cuanto al también
Secretario de Sección don EmUio Gómez Orbaneja, cuya destitución
será comunicada al Presidente del Consejo de Ministros y d Ministro
de Instrucción Pública.

Dada lectura al escrito dirigido d señor Presidente por el
Comité del Frente Popular, se acuerda quedar enterados, estimando en
cuanto significa la reiteración de su incondicional adhesión al régi-
men vigente.

Por dtimo, se da lectura a una carta del Vocal parlamentario don
Jerónimo Bugeda, haciendo constar su agradecimiento por el acuerdo
adoptado por elTribunal en sesión del dieciocho del corriente.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión,

Presidente:

Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión

Vocales:

Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo
Excmo. Sr. D.Juan A. Méndez
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Sesión del día dos de octubre de rril novecientos treinta y seis.

Reunido elTribund pleno con los señores que se expresan d
margen, se dio lectura d acta de la sesión anterior, que es aprobada.

Se procede a la elección de Vicepresidente segundo del Tribu-
nd, vacante por cese de don Jerónimo Bugeda, resdtando eleddo el
Vocd redond don Manuel Alba, por seis votos y una papeleta en blan-
co. El electo dirige frases de agradecimiento a sus compañeros.

Se acuerda por unanimidad y a propuesta del señor Andión
que elTribunal haga apUcación a todos sus funcionarios del Decreto
de la Presidencia del Consejo de veintisiete de septiembre dtimo,
autorizándose al señor Presidente para la redacción del oportuno
cuestionario y poniéndolo en conocimiento de dicha Presidencia
del Consejo.

Por dtimo, se da cuento de un oficio de la Dirección General de
Seguridad comunicando la detención de don Antonio López Her-
nández, Oficid Letrado de este organismo. El Señor Presidente expo-
ne su propósito, que es aprobado por el Tribund, de dirigirse a dicha
Dirección General, informando favorablemente respecto a la conduc-
ta y actividades del funcionario detenido.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.

Presidente:

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Serdo Andión
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo
Excmo. Sr. D.Juan A. Méndez
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Sesión del día dos de diciembre derril novecientos treinta y seis.

Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo



El señor Presidente manifiesta que, atendiendo a las actudes cir-
cunstancias y a las dificdtades de comunicación por las que ha pasa-
do Madrid, decidió convocar en esta ciudad la presente reunión del
Tribunal después de haber ordenado el traslado a la misma de los fun-
cionarios de su plantilla precisos para el caso y haber conseguido la
cesión de los locales en que esta reunión se celebra.

Valencia

Los señores al margen expresados se declaran constituidos en
sesión pknaria.y en uso de las atribuciones que al Tribunal le están
conferidas por el número once del artículo veintidós de su Ley
Orgánica en cuestiones que afecten a su normal funcionamiento,
acuerdan por unanimidad trasladar provisionalmente a Valencia la
residencia de este organismo, mientras las circunstancias lo exijan,
no sólo por las dificdtades que para su trabajo pudiera encontrar en
su domicilio habitual expuestas por el Señor Presidente, sino porque
el normal juego de las instituciones políticas tal como la
Constitución las concibe, exige que este Tribunal actúe en inmedia-
to contacto con las Cortes, órganos del Poder Ejecutivo y otras altas
instituciones que circunstancialmente tienen su residencia en

Como consecuencia de tal acuerdo, se decide igualmente que
mientras que no se encuentre en Valencia el Secretario General del
Tribunal, señor Serrano Pacheco, desempeñe tal cargo con plena capa-
cidad en sus distintos cometidos, el de Sección don Carlos Sanz Cid,
según lo establecido por el Redámente sobre la sustitución de aquel
funcionario; y por último, a propuesta del señor Corominas, se acuer-
da que el señor Presidente dé las órdenes precisas para que se trasla-
den aVdencia todos los demás funcionarios delTribunal que aún no
lo han hecho, salvo aqueUos que a jdcio del mismo alegan justa causa
que les impida ponerse en camino.

Y no habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

En la ciudad de Valencia a dos de diciembre de mü novecien-
tos treinta y seis, se reúnen los Excmos. Señores que d margen se
expresan. Han excusado su asistencia el Señor Basterrechea, por falta
de medios de locomoción para trasladarse a esta capital, y el señor
Quero Molares, que se encuentra retenido en Barcelona por apre-
miantes ocupaciones que le impiden en esta ocasión sustitdr al
señor Sbert, quien se encuentra a su vez desempeñando una deter-
minada comisión.
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Sesión del día veintitrés de enero de mü novecientos treinta y
siete

Méndez

En la ciudad de Valencia, a veintitrés de enero de rril nove-
cientos treinta y siete, se reúne en sesión plenaria el Tribund de
Garantías ,con asistencia de los Excmos. Señores que al margen se
expresan. No ha podido ser citado el Vocal parlamentario señor
Martínez Pedroso, por no ser conocido su actual domicüio, concu-
rriendo en su lugar el Vocd de la misma representación señor

son aprobadas.

Se dio lectura a las actos de las sesiones celebradas los días dos
de octubre y dos de diciembre de mü novecientos treinta y seis, que

Se da cuenta de la comunicación enviada por el Vocd repre-
sentante de la Región catdana, Excmo. Señor don Antonio M.a Sbert,
en veintidós de diciembre dtimo, por la que hace saber su nombra-
miento de Consejero de Cdtura de la GeneraUtat, en vista de lo cud
unánimemente se acuerda, en primer lugar, feUcitor a dicho señor por
la distinción de que ha sido objeto, lamentando d mismo tiempo la
pérdida de su colaboración destocada y, en segundo, declararle en
situación de excedencia, en cuanto a las funciones de Vocd de este
Tribunal por el tiempo que dure su permanencia en el cargo de
gobierno que le ha sido encomendado. Asimismo, se decide que la
representación de la GeneraUtat de Catduña en este Tribund, que
queda desatendida por el nombramiento del señor Sbert para el cargo

Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión
Excmo. Sr. D. Pedro Corominas
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo
Excmo. Sr. D.Juan A. Méndez



Y no habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión

Presidente

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba

de Consejero de Cultura de aquel Gobierno, sea ostentado a partir de
primero de enero actual por el Vocal suplente de aqueUa región don

José Quero Molares con todos los derechos, deberes y emolumentos
que al señor Sbert le estaban atribuidos.

Seguidamente se pasa a tratar de las instancias dirigidas d
Tribunal por sus funcionarios don José Serrano Pacheco, Secretario
General; don Santiago Chamorro, Oficial Letrado; don Rdael M.a Rojas,
Interventor; don José Hirchsfeld, don Luis Salazar y Doña Aurora Abad
Conde, Oficiales administrativos; don Eduardo, don José Gómez Mesías,
taqrigrafos, y don Benito CaUes y don Marciano Trocho, auxüiares
subdternos, que desean continuar prestando los servicios propios de
sus cargos en las oficinas del Tribund de Madrid, con dispensa por
ahora de su traslado a Valencia, accediendo a lo que se pide por esti-
marse como suficientes las razones que cada uno dega y sin perjuicio
de poder ser Uamados si las necesidades del servicio lo exidesen.

Se da cuenta del expediente de corrección disciplinaria por
abandono del servicio, instruido contra los Oficiales letrados del
Tribunal don Antonio López Hernández y don Enrique García de la
RasiUa y el Oficid administrativo don Luis de Diego González y, de
conformidad con lo propuesto en el Capítulo V del Reglamento, se
impone a los tres indicados funcionarios la sanción de separación defi-
nitiva del servicio, lo que será comunicado al Excmo. señor Presidente
del Consejo de Ministros para la formalización administrativa del
acuerdo y a los Jefes de los Cuerpos de donde procedían, a los efectos
a que haya lugar dadas las circunstancias que concurren en el aban-
dono sancionado que pudieran hacer precisa la aplicación a los mis-
mos del Decreto de treinta y uno de julio dtimo.

Visto el escrito presentado por Doña Tomasa Martínez, como
esposa de don Gregorio Vilatela, pidiendo la tasación de costas en el
recurso de inconstitucionaUdad contra la Ley de veintitrés de noviem-

bre de mil novecientos treinta y cinco, promovido por las Compañías
Ebro, S.A., Compañía de Azúcar yAlcoholes, S.A., y otras, y se acuerda
que pase d Vocd ponente que nuevamente se designe ya que no for-
man parte del Tribund los que lo fueron en este recurso.



Se pasa a examinar la cuestión planteada por doña Tomasa en el
recurso de inconstitucionaUdad ya sentenciado, interpuesto por
"Ebro, Compañía de Azúcares y Alcoholes, S.A." y otras empresas azu-
careras, d pedir la tasación de costas y abono de los honorarios deven-
gados en el mismo, por su marido don Gregorio VUatela, qden
defendió la improcedencia del recurso en nombre y representación

Excmo. Sr. D. Serdo Andión
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Pedro Corominas
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pdayo
Excmo. Sr. D.Juan A. Méndez
Excmo. Sr. D.José Quero
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En la ciudad de Vdencia, a doce de mayo de mü novecientos
treinta y siete, se reúnen en sesión plenaria los señores que d margen
se expresan. No han asistido ni enviado excusa los señores
Basterrechea y Martínez Pedroso.

En primer lugar fue aprobada el acta de la sesión anterior, y
a continuación se dio lectura del escrito presentado por el Oficial
letrado de este Tribunal don Pascual Galbe, en solicitud de que le
sea concedida la excedencia en sus funciones, con reserva del
cargo que desempeña conforme a lo prevenido por el Decreto-ley
de veintiuno de julio de mil novecientos treinta y uno, por haber
sido nombrado miembro de la Junta inspectora de las funciones
judiciales por la GeneraUtat de Cataluña, en decreto de veintisiete
del pasado mes de abrü, que acompaña. El señor Quero manifestó
que los Vocales de la indicada Junta tienen un sueldo igual o supe-
rior al de Gobernador Civil a que hace referencia el Decreto-ley
alegado, y teniendo esto en cuenta y que el repetido cargo es tem-
poral y de confianza de la Generditat, se acuerda unánimemente
conceder al señor Galbe la excedencia sin sueldo en los términos
que la solicita con reserva de la plaza que venía sirviendo, situa-

ción que surtirá efectos desde el día siguiente al de presentación
del escrito.



A continuación, el señor Presidente dio cuenta d Tribunal de
que en las sesiones celebradas por la Junta de Gobierno los días cator-
ce de abril y ocho del coniente, se acordó en la primera la separación
definitiva del servicio del taqdgrafo-mecanógrafo José Luis García
Rubio, en forzosa aplicación del Decreto de treinta y uno de juUo de
mü novecientos treinta y seis, ya que dicho funcionario ha sido sepa-
rado por el Congreso de los Diputados en la depuración ordenada por
el Decreto de veintiuno del citado mes, y en la segunda se resolvió ate-
nerse a los términos en que está hecho el nombramiento de conser-
vador del mobüiario a favor de don Basüio Fernández en la petición
de abono de sueldo que se ha formdado.

Con respecto al primer extremo, el Tribunal se dio por entera-
do, acordando que ni ésta ni ninguna otra de las vacantes que por
separación definitiva del servicio de algunos funcionarios se han pro-
ducido sea cubierta mientras duren las actuales circunstancias, ni aun
con carácter de interinidad, y con relación d segundo de los extremos
enunciados, el señor Alba hizo notar que nunca se había dado cuenta
dTribund Pleno de la existencia de tal cargo y condiciones de nom-
bramiento, por lo que el señor Corominas propuso que se dejara a la
entera resolución de la Junta de Gobierno la petición formdada por
el conservador del mobüiario, y así fue acordado.

El señor Presidente, por último, puso en conocimiento del
Tribunal que los Comisarios de Orden público de los distritos de
Palacio y Universidad habían ocupado algunas dependencias de nues-
tro edificio en Madrid, acordándose pedir al Director General de
Seguridad el traslado de las mismas a otros locdes tan pronto como
sea posible, y que mientras tanto se cuide escrupdosamente de la
conservación del mobüiario y documentación delTribunal.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión.

de las Cortes, y no puede pedir el pago por encontrarse prisionero de
los rebeldes desde los primeros días de la sublevación como es públi-
camente sabido. El nuevo ponente, señor Fleitas, propone que apre-
ciando las muy excepciondes circunstancias del caso, se admita el
escrito presentado, se envíe el expediente al Colegio de Abogados de
Valencia para que formde la minuta de honorarios como en el caso
previsto por el art. 427 de la Ley de Enjuiciamiento Civü, y una vez
conocida se dé traslado de lo actuado al Excmo. Señor Presidente del
Congreso de los Diputados para que aUí se decida o se inste por qden
corresponda lo que se estime conveniente. Este dictamen fue aproba-
do por unanimidad, acordándose lo propuesto en todas sus partes.
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Con la asistencia de los Señores anotados d margen, se declara
abierta por el Señor Presidente la sesión de este día veinticuatro de
mayo de mil novecientos treinta y siete.

Han excusado su asistencia a esto reunión los señores Andión,
Corominas, Pdomo y Quero Molares, por motivos de sdud el primero,
por exigencias inaplazables de los dtos cargos que sirven los señores
Corominas y Pdomo, y por la especid comisión que le ha sido confe-
rida por el Ministro de Estado, el dtimo de los dichos señores.

Se aprueba, previa lectura, el acto de la sesión anterior, con la
sdvedad acordada, a propuesta del señor Basterrechea, de que este

señor no asistió a la sesión anterior ni excusó su asistencia, si a eUo se
hubiese visto obUgado, por no haber Uegado a su poder citación dgu-
na reclamando su presencia para el día en que eUa tuvo lugar.

Entrando en el orden del día, el señor Presidente manifiesto que
en la sesión plenaria de este Tribund celebrada el día dieciocho de
septiembre dtimo se acordó conceder la excedencia, en cuanto a las
funciones de su cargo, dVocd parlamentario señor Bugeda, durante el
tiempo que desempeñase la subsecretaría para la que había sido desig-
nado y mientras tanto que fuere sustitddo por el Vocd parlamentario
suplente señor Martínez Pedroso, y que no habiendo sido posible con-
seguir la incorporación de este señor a los trabajos del Tribund por no

Quedan interlineadas las pdabras "sin sueldo" con entera vaU-
dez en la redacción de este acta. Interlineado "circunstancias".Vale.

Presidente:

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Serdo Andión
Excmo. Sr. D. Pedro Corominas
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo
Excmo. Sr. D. Pdomo
Excmo. Sr. D.José Quero



Vocales:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo
Excmo. Sr. D. Juan A. Méndez
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Sesión del día diecinueve de junio de mil novecientos treinta y
siete

vocatoria

En Valencia, a diecinueve de junio de mü novecientos treinta y
siete, se constituye elTribund en sesión plenaria, con la asistencia de
los señores anotados d margen. Han excusado su asistencia los seño-
res Andión y Basterrechea por el retraso con que han recibido la con-

Leída el acta de la sesión anterior fue aprobada.

Seguidamente, se dio lectura de una carta dirigida por el
Vocal parlamentario señor Bugeda al Señor Presidente por la que
se comunica al Tribunal que al cesar en el desempeño de la
Subsecretaría del Ministerio de Hacienda fue nombrado, por orden

haber acudido a ninguna de las citaciones que se le han dirigido cuan-
do ha sido conocida su probable residencia, procede dejar sin efecto
el acuerdo referido y encargar para el futuro de la sustitución del
señor Bugeda y por el tiempo que dure su excedencia d también
Vocal parlamentario suplente, señor Méndez. Abierto debate sobre
esta proposición, todos los señores Vocdes se mostraron conformes,
con la sola abstención del interesado, y en su consecuencia se acordó
que la representación parlamentaria en este Tribunal, desatendida por
la excedencia del señor Bugeda, sea ostentada desde hoy por el Vocal
suplente don Juan Antonio Méndez, con todos los derechos, deberes y
emolumentos que al señor Bugeda le estaban atribuidos.

Yno habiendo más asuntos de que tratar, se levantó la sesión

Presidente



Vocdes:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Pedro Corominas
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo
Excmo. Sr. D.José Quero

de veintiuno del pasado, Delegado en Europa del Ministerio de
Hacienda, Comercio e Industria para el estudio, fiscalización y
orientación de los órganos dependientes del citado departamento,
por lo que solicita que su situación en el Tribunal continúe siendo
la declarada en su acuerdo del dieciocho de septiembre último, y
habiéndose estimado que el nuevo cargo es, como el anterior, de
alta confianza del Gobierno, se acuerda unánimemente acceder a
lo solicitado, declarando al señor Bugeda en situación de exceden-
cia en cuanto a sus funciones en este Tribunal, con la reserva del
cargo en el mismo, por el tiempo que siga desempeñando la
Delegación que le ha sido confiada, siendo sustituido durante tal
período por el suplente don Juan Antonio Méndez, según estaba
acordado.

A continuación, se dio cuenta de la comunicación dirigida d
Tribund por el Excmo. señor Presidente del Congreso de los Dipu-
tados, trasladando el acuerdo de la Comisión de Gobierno Interior de
la Cámara, de hacer efectivo el importe de la minuto de honorarios for-
mdada por el Colegio de Abogados de Vdencia en el recurso de
inconstitucionaUdad promovido por las Compañías Azucareras contra
la Ley de veintitrés de noviembre de mil novecientos treinta y cinco,
y elTribund quedó enterado.

Y por último, el Señor Presidente propone que, teniendo en
cuenta las circunstancias actudes, se acuerda dejar en suspenso las
vacaciones que por disposición reglamentaria tenía el Tribund
desde el diez de juUo d diez de septiembre, y sin discrepancia, algu-
na así se decide, por lo que este Organismo quedará en situación
normd de trabajo durante el tiempo comprendido entre las indica-
das fechas.

Yno habiendo más asuntos de que tratar, se levantó la sesión.

Presidente



El señor Corominas manifiesta que a su juicio constituye un
deber del Tribunal mantenerse en condiciones de poder cumplir en
todo momento eficientemente y sin ningún género de cortapisas, las
altas funciones que constitucionalmente le están encomendadas, por
lo que deben ir siempre incluidas en su presupuesto las cantidades
precisas para atender a los probables gastos derivados de sus funcio-
nes, y que igualmente deben de repetirse en el proyecto las cantida-
des que venían consignadas por una sola vez para la adqdsición de
muebles y realización de obras que la más elemental instalación del
Tribunal exigen, ya que, si durante el ejercicio actud no han sido rea-
lizadas para no exponer las mejoras que pudieran hacerse al deterio-

Sesión del día veintiocho de septiembre de mü novecientos
treinta y siete

En Valencia, a veintiocho de septiembre de mü novecientos
treinta y siete, se constituye elTribunal en sesión plenaria con la asis-
tencia de los señores anotados d margen.

Se da lectura al acta de la sesión anterior, que fue aprobada

A continuación el señor Presidente da cuenta de que siendo
ésta la época en que, según prescripción reglamentaria, hay que remi-
tir a las Cortes por conducto del Ministerio de Hacienda el proyecto
de presupuesto de este Tribunal para el próximo ejercicio económico,
somete a la consideración de los señores Vocales, reunidos en esta
sesión plenaria, las cuestiones a que la redacción del mismo pueda dar
lugar, cumpUendo con eUo un acuerdo de la Junta de Gobierno. Hace
notar que en principio las curas del actual proyecto deben ser man-
tenidas, pero pueden experimentar modificación las consignadas para
sueldos de los Vicepresidentes, por el aumento preciso hasta eqdpa-
rarlos con los Presidentes de Sala del Tribunal Supremo, las partidas
anteriormente citadas para dietas de Vocales y propietarios,
Secretarios yAuxiUares, cuando actúen fuera de Madrid en funciones
de Juzgados instructores, los gastos de viaje originados con tal motivo
y las cantidades presupuestadas para indemnizaciones a testigos y
peritos, así como las partidas que venían consignadas por una sola vez,
para la compra de muebles y obras para terminar la instalación; parti-
das todas que en lo que va transcurrido del actud ejercicio económi-
co, no han sido ni en una mínima parte invertidas, lo que podría poner
en causa la conveniencia de mantener en el Proyecto algunas canti-
dades que no son posteriormente aplicadas.



A continuación se da lectura de un escrito presentado en nom-
bre de los Oficiales Administrativos y Taqdgrafos-mecanógrafos de
este Tribunal, en el que soUcitan que en los Cuerpos mencionados se
establezcan nuevas plántulas graduales para dar lugar a una escda de
sueldos que lleve consigo el justo premio a la antigüedad y constan-
cia en los servicios. Para lograr tales escaliUas sin gravamen aprecia-
ble para el Presupuesto, proponen la amortización de dos plazas
vacantes, una en cada Cuerpo, que en la actualidad existen. El señor
Corominas estima justa y razonable la pretensión, pero hace notar

que la disminución de cifras en el Presupuesto que resulte por la
amortización de plazas es cantidad que debe quedar íntegramente en
beneficio del Tesoro, que no debe sostener más empleados que los
estrictamente precisos, aun cuando el cree oportuna la amortización
de las plazas que aparecen como innecesarias, e igualmente se intro-
duzca una diversificación de sueldos entre las clases de funcionarios
que lo han pedido. Conforme con estas manifestaciones se acuerda
por unanimidad la amortización de una plaza de Oficid administrati-
vo y otra de Taquígrafo-mecanógrafo, vacante la primera por destitu-
ción del señor De Diego, y la segunda por cesantía del señor García
Rubio, y que para lo sucesivo la plántula de los Oficiales administra-
tivos sea como sigue: un Oficid Mayor con ocho mü pesetas; dos a
siete mü pesetas; dos a seis rril pesetas. Para el Cuerpo de taquime-
canógrafos: uno con seis mü pesetas; cinco con cinco mü pesetas.
Puesta a discusión la oportunidad de incluir en el proyecto para el

ro y daños que vienen causando la guerra en nuestro edificio, es de
esperar en no lejano plazo puedan Uevarse a cabo las reformas que tan

perentoriamente se hacen precisas.

El señor Pdomo manifiesta su criterio coincidente con el ante-
riormente expuesto, y no apareciendo ningún otro en contra, se
acuerda que se repitan en el Proyecto las cifras que contiene el actual
Presupuesto para las necesidades reseñadas, dándose cuenta en la
redamentaria memoria que d Proyecto se acompaña de las razones
expuestas, en virtud de las cudes deben de ser mantenidas las canti-
dades indicadas.

Se acuerda unánimemente también que se mantenga el alza tan

repetidamente propuesta por este Tribund de los sueldos de sus dos
Vicepresidentes, sigdendo de esto manera las disposiciones de la Ley
Orgánica que eqdparan a los Vocdes de este Tribund en sus distintos
clases y categorías con los Madstrados del Tribund Supremo, en donde
igualmente existen Presidentes de Sda, simples Vocdes de las mismas.



Igualmente se acordó incluir en el nuevo Presupuesto la can-
tidad de cincuenta y cuatro mil setecientas cincuenta pesetas para
pago de la subvención por desplazamiento de Madrid a Valencia,
según lo dispuesto en la Orden Circdar de la Presidencia del
Consejo de Ministros de veintséis de noviembre de mil novecientos
treinta y seis.

Y no habiendo más asuntos de que tratar, se levanta la sesión

Presidente

Vocdes
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión
Excmo. Sr. D. Pedro Corominas
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos
Excmo. Sr. D.Juan A. Méndez

NUMERO 171

Sesión del día tres de noviembre de mü novecientos treinta y
siete

En Vdencia, a tres de noviembre de mü novecientos treinta y
siete, se constituye elTribunal en sesión plenaria, con asistencia de los
señores anotados al margen. Han excusado su asistencia los señores
Alba, Fleitas y Quero.

Leída el acta de la sesión anterior, fue aprobada.

Por indicación del señor Presidente se da lectura al Decreto de
la Presidencia del Consejo de Ministros de veintiocho del pasado mes,
por el que se fija temporalmente en Barcelona la residencia oficid del
Gobierno de la RepúbUca, a partir de la publicación de tal Decreto en

próximo Presupuesto, se estimó que dado el momento por que se
atraviesa, y la necesidad de reducir en lo posible los gastos por suel-
dos para el Personal, que no se den cabida en el Proyecto que se ela-
bora, comunicando exclusivamente a las Cortes tan justa aspiración
en la reglamentaria memoria.



Presidente:

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Serdo Andión
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Pedro Corominas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos
Excmo. Sr. D.Juan A. Méndez

NUMERO 172

Sesión del trece de diciembre de mü novecientos treinta ysiete

En Vdencia, a trece de diciembre de mü novecientos treinta y
siete, se constituye el Tribund, con asistencia de los señores que d
margen se expresa, y, leída el acto de la sesión anterior, es aprobada.

Se da cuenta, por orden del Presidente, del oficio remitido por
el Ministerio de Hacienda, solicitando de este Tribunal que antes del
próximo día quince se le envíen estados de diferencias o modifica-
ciones a introducir en los créditos del Presupuesto actud, para pre-
parar la prórroga del mismo para el primer trimestre del año mü
novecientos treinta y ocho, en caso de que, en el término el año

la Gaceta. Yel señor Presidente propone que en vista de dicho texto

inserto en el periódico oficid del pasado día treinta y uno, se acuerde
por este Tribund el traslado temporal de su residencia a Barcelona por
las razones que motivaron su venida a Valencia, y que ya constan en el
acto correspondiente a la sesión del día dos de diciembre de rrilnove-
cientos treinta y seis.

El Tribund, unánimemente conforme con dicha propuesta, así
lo acuerda, confiando d señor Presidente, el cuidado de procurar a
este Organismo la debida instolación en su nueva residencia, emplean-
do para eUo la cantidad que sea precisa de los créditos que para obras
y adqdsición de mobüiario para este Tribund figura en su presupues-
to vigente, y que por virtud de las actudes circunstancias ha de ser
ineludiblemente empleado en su instolación temporal en vez de la
definitiva para que fueron presupuestados.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.



Vocdes

NUMERO 173

Sesión de dieciséis de febrero de mü novecientos treinta y
ocho

En la ciudad de Barcelona, a dieciséis de febrero de mil nove-
cientos treinta y ocho, y con asistencia de los señores expresados al
margen, se constituye este Tribunal de Garantías en sesión plenaria.
Han excusado su asistencia el señor Corominas, por razones de
salud, y los señores Marcos Pelayo y Basterrechea, por dificdtades de
transporte en relación con las fechas en que han recibido la convo-
catoria.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada

corriente, no se haya aprobado por las Cortes un nuevo
Presupuesto. En vista del indicado oficio, y teniendo en cuenta los
razonamientos que ya se hicieron en la sesión del día veintiocho de
septiembre último, al tratar de esta materia, se acuerda, por unani-
midad, que se proponga la prórroga por cuartas partes de los mis-
mos créditos que figuran en nuestro presupuesto para el corriente
año, incluso de las cantidades consignadas con el carácter de "por
una sola vez" para obras de adaptación y mobiliario para el edificio
de este Organismo, ya que su instalación en Barcelona —ya acorda-
da— exigirá muy verosímilmente, dada el alza de precios, no solo
parte de los créditos del actual presupuesto en su capítulo II,arts. 2
y 5, que se pueda emplear hasta fin del ejercicio económico, sino
que será precisa la inversión de una cantidad muy aproximada a la
cuarta parte de los créditos repetidos, que habrá de ser empleada
después de primero de enero.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente

Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D.Juan A. Méndez
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo



A continuación, el señor Presidente da cuenta de las gestiones
que hasta ahora se han realizado en cumplimiento del acuerdo de tres

de noviembre dtimo por el que se decidió el traslado de la residencia
oficid de este Tribund a Barcelona, y refiriéndose concretamente al
aspecto económico de la instolación en el nuevo domiciUo, manifestó
que con fechas de dieciséis y treinta y uno de diciembre próximo
pasado, se concedieron dos Ubramientos a justificar, uno por un

importe de cuarenta y nueve rril trescientas pesetas y otro de veinti-
cuatro rril setecientas, ambos con cargo d Capítdo II,Artícdo 2.°, del
Presupuesto de este Tribund para el pasado ejercicio; cantidades con
las cudes, a juzgar por los avances de costos enviados por las casas
suministradoras a las que se había consdtado, parecían como sufi-
cientes para atender a todos los gastos que el desplazamiento de este
Organismo había de Uevar consigo, pero que, d Uegar el momento de
contratar en firme los muebles necesarios, y debido d dza experi-
mentada por los precios, no han sido bastantes para Uevar a cabo una
instolación totd, quedando pendientes, como ha podido apreciarse, la
del despacho oficid para la Presidencia, y la de dgunos servicios,

como los sanitarios, dumbrado, timbres, cdefacción por electricidad y
otros; y como d mismo tiempo, en la prórroga del presupuesto de rril
novecientos treinta y siete, para el primer trimestre del ejercicio
actud, no se ha consignado cantidad dguna para mobüiario y obras de
instolación, el señor Presidente cree que se está en el caso de pedir al
Gobierno un crédito extraordinario por la cantidad precisa para ter-

minar el acondicionamiento de los locdes que ocupa el Tribund,
amparándose en el art. 114 de la Constitución. Los demás señores
Vocdes, conformes con esta propuesta de la Presidencia, acuerdan
unánimemente que se pida presupuesto a las casas suministradoras
que no lo hayan facultado, para conocer las cantidades a que ascien-
den las obras que fdtan por reaUzarse y enseres por adquirir para
obtener el normal funcionamiento de este Tribund, y una vez que se
conozca la cantidad totd a que ascienden tdes necesidades, se pida al
Gobierno (si las Cortes no estuvieran reunidas) un crédito extraordi-

Antes de comenzar a tratar de ningún otro asunto, el señor Pre-

sidente propone que se haga constar en acta el sentimiento de los reu-
nidos por la enfermedad que aqueja dVocd nato de este Tribund don
Pedro Corominas, y la satisfacción con que se han recibido las prime-
ras noticias de su mejoría, lo que hace esperar, como es el deseo de
todos, que rápidamente pueda reintegrarse a la vaUosa cooperación
que siempre ha prestado con sus intervenciones a este organismo, lo
que se acuerda unánimemente.



Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente

Vocdes
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Juan A. Méndez
Excmo. Sr. D.José Quero

NÚMERO 174

Sesión del veintiuno de marzo de mil novecientos treinta y
ocho

En la ciudad de Barcelona, a veintiuno de marzo de mü nove-
cientos treinta y ocho, con asistencia de los señores indicados d mar-
gen, el señor Presidente declara abierta la sesión plenaria de este
Tribund, siendo las once de la mañana.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada

A continuación el señor Secretorio da lectura de una comuni-
cación enviada al Tribunal por el Ministerio de Hacienda por la que se
pide que se envíen d indicado Ministerio, antes del día veintitrés del
actual, estados de diferencias o modificaciones a introducir en los cré-
ditos del trimestre en curso para su vigencia durante el segundo perí-
odo trimestral del año, así como la Memoria expUcativa de las
dteraciones comprendidas en los estados de düerencia.

El señor Presidente hace notar que las necesidades de este
Tribund previsibles para el próximo trimestre, segundo del año en
curso, son, en principio, las mismas que ya venían suficientemente
dotadas en la prórroga presupuestaria que ha regido durante el tri-
mestre actual, y en la que, desatendida la propuesta formulada por el
Pleno en su sesión de trece de diciembre pasado, se omitió la cantidad

nario por el total que resdte, para que sea concedido por los trámites
previstos por el art. 114 de la Constitución, claramente aplicable en
este caso,ya que las actudes necesidades delTribund se derivan direc-
tamente del hecho de la guerra.



Eran las dos horas de la tarde

Presidente

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Serdo Andión
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D.Juan A. Méndez
Excmo. Sr. D.José Quero

NUMERO 175

Sesión del día cuatro de mayo de mü novecientos treinta y ocho

En la ciudad de Barcelona, el día cuatro de mayo de rril nove-
cientos treinta y ocho, con asistencia de los señores d margen indica-
dos, se reúne este Tribund en sesión plenaria.

proporciond de las totdes que venían figurando en el Presupuesto de
rril novecientos treinta y siete para adquisición de muebles y realiza-
ción de obras; cantidad que, según se podía prever, iba a ser precisa, d
menos durante el primer trimestre de rril novecientos treinta y ocho,

y que, por no figurar en el presupuesto del mismo, como se había
pedido, ha hecho necesaria la soUcitud de un crédito extraordinario
por un importe de sesenta y una mü ciento sesenta y dos pesetas,
acordado por este Tribund en su sesión del dieciséis de febrero. Pero
que una vez atendidas las necesidades urgentes de instolación con el
referido crédito, las demás necesidades ordinarias de este Tribund
quedan suficientemente dotadas con las cifras que, como se ha dicho,

venían figurando en la primera prórroga presupuestaria del corriente

año. Por todo lo cud propone que, sin dejar de recordar la petición de
crédito extraordinario, se signifique d Ministerio de Hacienda que la

prórroga presupuestaria para el próximo trimestre debe reproducir
íntegramente las cifras que figuran en la vigente para los tres meses
que están a punto de finalizar.

Los demás Vocdes, de acuerdo en todas sus partes, con la pro-

puesto presidencid, se adhieren, y así se acuerda.

Y no habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.



Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente

Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión

Vocales

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada.

Se da lectura de una carta dirigida por el Vocal de este Tribunal
don José Quero Molares, al Excmo. señor Presidente, dándole cuen-
ta de haber sido nombrado Subsecretario del Ministerio de Estado,
por Decreto aparecido en la Gaceta de la República el día diez de
abril. En su consecuencia, se acordó declarar al señor Quero en situa-
ción de excedencia, en cuanto a las funciones de Vocal de este
Tribunal, por el tiempo que dure su servicio en el cargo de Gobierno
para que ha sido nombrado y con la plena representación que en
este Tribunal ostenta, haciendo constar al mismo tiempo la satisfac-
ción con que se ha visto la distinción de que ha sido objeto, si bien
lamentando la pérdida temporal de la valiosa colaboración del indi-
cado Vocal, señor Quero.

A continuación, se da cuenta del expediente mandado instruir
para la más acertada aplicación del Decreto de veintisiete de sep-
tiembre de mü novecientos treinta y seis, a la funcionaria de este
Tribunal Doña Carmen López Bonüla, sobre la que pesaban ciertas
imputaciones de hostilidad al Régimen, en un oficio enviado por el
señor Ministro de la Gobernación, en el que se reproducía a su vez
otro de la Dirección General de Seguridad, y no habiendo encontrado
apoyo dguno los cargos formdados en las diUgencias practicadas,
unánimemente se acuerda, conforme a lo propuesto por el Instructor,
sobreseer libremente el procesamiento, declarando no haber lugar a
imponer sanción alguna en dicho expediente, notificando también
esta resolución al señor Ministro de la Gobernación, cuyo Depar-
tamento debió de comenzar aplicando el Decreto de veintisiete de
septiembre citado, ya que la señora López Bonilla es funcionaria, en
situación de excedencia, de la Dirección General de Seguridad.

Seguidamente, el señor Presidente invita a los señores Vocales a
examinar las cuentas generales de este Tribunal correspondientes a los
tres últimos trimestres de mü novecientos treinta y seis, ya aprobadas
por la Junta de Gobierno, y los señores Vocales, después de un examen
de las mismas, las declaran en regla y aprobadas.



A continuación se da cuenta de un escrito de don Pascud
Galbe, Oficid letrado de este Tribund, en situación de excedencia sin
sueldo, con reserva de plaza que venía desempeñando, que le fue con-
cedida en doce de mayo del pasado año, por su nombramiento para
un cargo de confianza de la Generalitat de Cataluña, en la
Administración de Justicia. En el referido escrito expone que, por
haber sido movüizado el reemplazo a que pertenece, como demuestra
con la Orden circdar que acompaña, ha sido incorporado al Ejército
y desea que se le considere en la situación de excedencia activa sin
sueldo, establecida por la kdslación vigente en favor de los funciona-
rios púbUcos a qdenes dcanzan los deberes müitares.

En vista de lo establecido por el Decreto-ley de cuatro de
enero de mü novecientos veintiocho, y disposiciones posteriores
concordantes, el Tribunal, unánimemente, acuerda declarar al
Oficial letrado don Pascual Gdbe, en situación de excedencia acti-
va, en cuanto a las funciones de su cargo, como solicita, sin per-
cepción de sueldo, hasta que, en apUcación de la Orden de
veintiuno de mayo último, otra cosa interese, debiendo reincorpo-

rarse a su destino civü en este Tribunal, en el plazo de treinta días a
partir de aquel en que la movüización termine, según aparezca de
la correspondiente certificación expedida por la Autoridad militar
de quien dependa.

Con motivo del anterior acuerdo, el señor Presidente hace notar
la difícü situación que se plantearía a este Tribund si los decretos de
movilización dcanzasen a dgunos de sus Vocdes, ya que, d Uevarse a

Excmo. Sr. D.José M.a Eizaguirre
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas

NÚMERO 176

Sesión del día dieciséis de junio de mü novecientos treinta y
ocho

En la ciudad de Barcelona, el día dieciséis de junio de mü nove-
cientos treinta y ocho, con asistencia de los señores anotados d mar-
gen, se reúne este Tribund de Garantías, en sesión plenaria.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada



NUMERO 177

Sesión del día veintidós de junio de mü novecientos treinta y

cabo la reorganización del mes de agosto de mü novecientos treinta y
seis, cuando éstos pusieron unánimemente sus cargos a disposición del
Gobierno para facultar con td actitud las determinaciones que se esti-
masen pertinentes en su lucha contra la rebeUón, se rechazaron las dimi-
siones de aquellos cuyo número fue estimado estrictamente
indispensable para el desenvolvimiento de este Organismo. Yhabiendo
sufrido desde entonces las ausencias temporales producidas por la enfer-
medad del Presidente del Consejo de Estado, señor Corominas, y por la
excedencia circunstancid de los representantes de Catduña, cudqder
otra baja imposibiUtaría a este Tribund el cumplimiento de su cometido.

El señor Andión subraya la gravedad de las dificdtades que seña-
la como posibles el señor Presidente, poniendo de reUeve cómo los
Vocdes delTribund, que en su casi totaUdad carecen de suplentes lega-
les, por haber pasado estos a la categoría de propietarios en el referido
mes de agosto de mü novecientos treinta y seis, no tienen otra manera
de renovación y nombramiento que la elección prevista por la ley, ya
que ejerciendo funciones jurisdiccionales, que se extienden sobre todo
el poder ejecutivo, éste está incapacitado para hacer designaciones de
Vocdes, aunque fuera con carácter transitorio, porque desvirtuaría la
naturaleza y carácter de este Organismo el hecho de que los posibles
responsables pudieran previamente designar sus jueces; por estas razo-
nes, unánimemente se acuerda que, en el caso de que los Decretos de
movüización dcanzasen a dgunos de los señores Vocdes actualmente
en ejercicio, el señor Presidente ponga en conocimiento del Jefe del
Gobierno la grave dificultad que el cese de cualqder nuevo Vocd crea
al regular funcionamiento de este Tribunal de Garantías, para que se
encuentre y apUque la solución adecuada al caso.

Y no habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente

Vocales:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión
Excmo. Sr. D.José M.a Eizaguirre
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas



Se lee el acta de la anterior, que es aprobada

tres meses próximos

A continuación, el señor Secretario da cuenta de una comuni-
cación remitida por el señor Ministro de Hacienda en la que se inte-
resa que antes del día veintitrés del corriente se le envíe el estado de
düerencias o modificaciones a introducir en los créditos del semestre
actud, para su vigencia durante el tercer período trimestral del año,
así como el estado de la totaUdad de los créditos prorcogables para los

El señor Presidente manifiesta que en general los créditos del pre-
supuesto de este Tribund para el año rril novecientos treinta ysiete, satis-

facen suficientemente las necesidades ordinarias, por lo que propone
que en principio y con la sdvedad de que a continuación va a ocuparse,
se apruebe la cuarto parte de los créditos dichos. Durante los pasados
meses —añade— dgunos funcionarios han invocado ante la Junta de
Gobierno su indiscutible derecho a percibir como anticipo reintegrable
el importe de una o dos mensuaUdades, según lo dispuesto por el
Decreto-ley de dieciséis de diciembre de rril novecientos veintinueve,
notándose entonces que en el Presupuesto delTribural se había omitido
el crédito preciso para atender a toles necesidades, infrindendo con eUo
otro precepto de la misma disposición por el que se ordena que en el
Presupuesto de todo Departamento se consigne una cantidad para toles
atenciones, y como consecuencia de lo dicho propone que sea subsana-
da la omisión en la prórroga presupuestaria para el próximo trimestre,

incluyendo en ella el crédito preciso para la concesión de los anticipos
reintegrables a pesar de las instrucciones circuladas por el Ministerio de
Hacienda para la confección de estas prórrogas, según las cudes no
deben incluirse más alzas o aumentos que las precisas para la dotación
de servicios establecidos por la posterior d presupuesto prorcogable.las
cudes no son de apUcación en este caso, por tratarse de remediar la
infracción de una ley que debería de haberse tenido ya en cuenta d
redactar el anterior presupuesto, por lo que la partida que ahora nos
ocupa no puede considerarse como una modificación en alza, sino como
la expresión de un gasto normd y ordinario respecto d que ha habido
una omisión antes y no una innovación o aumento ahora.

Los señores Vocdes manifiestan su conformidad con toles apre-
ciaciones, por lo que se decide introducir en la prórroga presupues-

En el día de hoy, veintidós de junio de mü novecientos treinta y
ocho, con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierto esto sesión plenaria.



taria para el próximo trimestre, la cantidad precisa para atender a los
anticipos reintegrables a los funcionarios de dgunas mensuaüdades,
cifrándolas en dos mü quinientas pesetas, o sea, en la cura de diez rril

Y no habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión.

Presidente

Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión
Excmo. Sr. D.José M.a Eizaguirre
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas

Vocdes

NUMERO 178

Sesión del día nueve de septiembre de mü novecientos treinta
y ocho

En el día de hoy, nueve de septiembre de rril novecientos trein-
ta y ocho, con asistencia de los señores que al margen se expresan, se
reúne este Tribunal en sesión plenaria.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada

Se da lectura de una carta remitida por el Vocal de este Tribunal,
don José Quero, dando cuento de haber dimitido del cargo de
Subsecretario del Ministerio de Estado, en cuyas funciones cesó el
veinte del pasado mes.

Seguidamente, se da cuenta de una comunicación enviada por
el Señor Ministro de Hacienda en la que se pide a este Tribund la remi-
sión del proyecto de Presupuesto por que ha de regir su vida econó-
mica durante el próximo ejercicio de rril novecientos treinta y nueve,
y, d mismo tiempo, se lee la propuesta que sobre esta materia ha ela-
borado la Junta de Gobierno Interior. Según ella, se mantienen, en
principio, las cifras consignadas en el presupuesto prorrogado para
mü novecientos treinta y ocho, introduciendo únicamente cuatro
aumentos, que se justifican por la razones que a continuación se

pesetas al año



Finalmente, habiendo desaparecido las causas que motivaron la
excedencia del Vocd de este Tribund don José Quero Molares, a pro-

En primer lugar, y para mantener con eUo un constante criterio

del Tribund, se cifran, en treinta mü pesetas anudes para cada uno de
los sueldos de los señores Vicepresidentes, equiparándolos así, por
razones repetidamente expuestas y consideradas, a la categoría eco-
nómica de los Presidentes de Sda del Tribund Supremo.

Se introduce, en segundo término, un crédito de diez rril pese-
tas para el pago de anticipos reintegrables a los funcionarios, en cum-
plimiento de lo taxativamente dispuesto por el Decreto-ley de
dieciséis de diciembre de rril novecientos veintinueve.

La tercera modificación decta a otro crédito, cifrado en total en
la cantidad de diez mü pesetas, para pago de trabajos extraordinarios
d persond administrativo y subdterno cuando las circunstancias así

Ypor dtimo, debido d hecho de que en los dos dtimos trimestres

de rril novecientos treinta y seis dejaron de abonarse los dqdleres del
edificio que elTribund ocupa en Madrid, a pesar de haber consignado en
presupuesto crédito suficiente para eUo, se propone la indusión en el
capítdo correspondiente a "Ejercicios cerrados" de la cantidad suficiente
para el pago de toles atenciones, debiendo el expediente instrddo pasar
a informe de la Intervención General de k Administración del Estado.

Y después de un detenido examen de las cifras consignadas en
el Presupuesto vigente y de la propuesto elevada por la Junta de
Gobierno, los señores Vocdes, unánimemente, coinciden en apreciar
la conveniencia de mantener los créditos que rigen la vida económica
de este organismo durante el corriente año para su reproducción y
vigencia durante el próximo, con las adiciones que la Junta de Go-
bierno ha propuesto. E igualmente, por unanimidad, se aprueba el

expediente instraido para inclusión en el nuevo presupuesto de rril
novecientos treinta y nueve en su capítdo de "Ejercicios cerrados", la
cantidad de sesenta rril pesetas, importe de los dos trimestres de
dqdler del edificio ocupado por el Tribund en Madrid, correspon-
dientes a los dos dtimos de rril novecientos treinta y seis, para lo que,
según consta en la certificación de la Ordenación de Pagos, venía con-
signado en Presupuesto crédito suficiente, que fue andado por la falta
del oportuno pago; pasando este expediente, como se propone, a exa-
men de la Intervención General de la Administración del Estado.



Ylos demás señores Vocales se muestran conformes con este cri-
terio presidencid, y unánimemente votan de acuerdo con la iniciativa.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.

Presidente

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión

puesta del señor Presidente, unánimemente se decide reintegrarle en
las funciones activas de su cargo de Vocd, con efectos administrativos
desde el veintiuno de septiembre en los términos que el acuerdo del
Tribund de veintitrés de enero del pasado año le confirió en repre-
sentación de la región autónoma de Cataluña.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente

Vocales:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D.José M.a Eizaguirre
Excmo. Sr. D.Juan A. Méndez

NUMERO 179

ta y ocho
Sesión del día veintiséis de septiembre de mü novecientos trein-

En el día de hoy, veintiséis de septiembre de mü novecientos
treinta y ocho, con asistencia de los señores que d margen se expre-
san, se reúne elTribunal en sesión plenaria.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada

Acontinuación, el señor Secretario da cuenta de una comunica-
ción remitida por el señor Ministro de Hacienda, en la que se interesa
que antes del día veintisiete del actual se envíe proyecto de prórroga
presupuestaria para el cuarto y dtimo trimestre del año actud.

El señor Presidente, manifiesta que, no siendo preciso atender a
necesidades o servicios nuevos, debe acordarse la prórroga para el
próximo trimestre de los créditos que hasta ahora vienen figurados,
sin introducir para este dtima parte del año modificación alguna.



Leída el acta anterior, es aprobada.

El señor Presidente, creyendo interpretar el sentir de los seño-
res Vocdes, se congratda de la presencia del señor Corominas des-
pués de su enfermedad.

El señor Pdomo se asocia a las manifestaciones del señor
Presidente, recordando con elogio los principdes logros de la vida
púbUca del señor Corominas, acordándose que conste en acta la satis-
facción de los presentes por el restablecimiento de dicho señor.

A continuación el señor Presidente dice que teniéndose por
definitivamente terminada la instolación de las Oficinas de este
Tribund en Barcelona, la Junta de Gobierno, en su sesión del pasado
día tres acordó traer d Pleno la consideración de las disposiciones
tomadas y gastos a que han dado lugar.

El señor Secretario da cuenta en forma detaüada de los trabajos
reaUzados así como de los pagos hechos, que han sido setenta y tres

mü ochocientas setenta y cinco con cincuenta pesetas en dieciséis y
treinta y uno de diciembre de rril novecientos treinta y siete, como
Ubramiento a justificar con cargo a la Sección, Capítdo y Artícdo
correspondientes del presupuesto del indicado año; nueve mü sete-
cientas ochenta con setenta y seis pesetas, con destino a las instola-
ciones de higiene y aseo, dumbrado, cdefacción, pintura y piso de
luminación del sdón presidencid, las que, así como otra suma de cua-
renta y una mü novecientas noventa y cinco con cero dos pesetas
invertidas en los muebles del dtimo de los citados despachos, obtu-
vieron de su crédito extraordinario de sesenta y una mü ciento sesen-
ta y dos con cuarenta y dos pesetas que para muebles y otros fue

Excmo. Sr. D.José M.a Eizaguirre
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Pdomo

NÚMERO 180

Sesión del día cinco de octubre de mil novecientos treinta y
ocho

En el día de hoy cinco de octubre de mü novecientos treinta y
ocho, con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierto la sesión.



Vocales:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D.Sergio Andión
Excmo. Sr. D.José M.a Eizaguirre

concedido por Decreto de tres de junio próximo pasado, estando por
último acordada con cargo a dicho crédito la compra de una atfombra
para el despacho del señor Presidente, en la cantidad de siete mü sete-
cienats cuarenta y siete con noventa y cin pesetas. Y los señores
Vocales consideran adecuadas y suficientes las instalaciones Uevadas a
efecto, aprobando las inversiones efectuadas.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente;

Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Pedro Corominas
Excmo. Sr. D.Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Juan A. Méndez

Vocdes:

NUMERO 181

Sesión del día diecisiete de diciembre de mil novecientos trein-
ta y ocho

Constituido el Tribunal en día expresado, se declara abierta la
sesión

Leída el acta de la anterior, es aprobada.

A continuación se da lectura de una carta del Excmo. señor don
José Quero Molares, por la que notifica que ha sido nombrado
Subsecretario del Ministerio de Estado, según Decreto aparecido en la
Gaceta del pasado día nueve, en vista de lo cual se acuerda por una-
nimidad declarar al señor Quero en situación de excedencia en cuan-
to a las funciones activas de Vocd de este Tribund en los términos en
que le fue concedida en la sesión de cuatro de mayo último.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Presidente



Lo presentamos en el día de hoy, escrito del borrador de
Catduña, soUcitando la suspensión de la visto, por encontrarse enfer-
mo elTribund necesariamente acuerda acceder a lo pedido y señdar
nuevamente para la celebración de dicha diUgencia, el próximo día
veinte a las diez y media de la mañana en el propio locd que ocupa el
Tribund Supremo, que ya había sido designado.

Yno habiendo más asuntos de que tratar, se levanta la sesión.

Presidente

Vocdes:
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Serdo Andión
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo
Excmo. Sr. D.Juan A. Méndez

NUMERO 183

En la ciudad de Barcelona, a veinte de enero de rril novecientos
treinta y nueve, con asistencia de los señores que la margen se expre-
san se reúne el Pleno del Tribund.

En Barcelona, a catorce de enero de rril novecientos treinta y
nueve, con asistencia de los señores que d margen se expresan, se
recurre dTribund en Pleno.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada,

el caso

A continuación, el señor Secretario da cuento de la cuestión
de competencia planteada por el Procurador de Cataluña en nombre
del Consejo Ejecutivo de la GeneraUtat contra el Gobierno Central,
por sus disposiciones del Ministerio de Hacienda de diecinueve de
noviembre último (Gaceta del veinticuatro), sobre la posesión y

administración de Juntas celebradas en el Ayuntamiento, correspon-

de la ponencia al señor Palomo, y había sido señalado el día de hoy
para la celebración de reunión a petición de la parte que promovió



Acontinuación se da lectura de este escrito presentado por el
Procurador de Cataluña, desistiendo de la cuestión de competencia
que tenía planteada con motivo de las decisiones del Ministerio de
Hacienda de diecinueve del pasado mes de noviembre y acompañan-
do a dicho escrito oficio del Consejo de Justicia de la GeneraUtat, en el
que consta el acuerdo del Consejo Ejecutivo de la región autónoma, de
apartarse de la mencionada cuestión, unánimemente se decide tener
por desistido d gobierno de la GeneraUtat de la acción promovida.

No habiendo más asuntos que tratar, se cierra la sesión

Presidente:

Vocdes
Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Sergio Andión
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo
Excmo. Sr. D. Juan A. Méndez

NUMERO 184

En la ciudad de Barcelona, a veintitrés de enero de mü nove-
cientos treinta y nueve, con asistencia de los señores expresados al
margen, se inicia la sesión plenaria de este Tribund.

Leída el acta de la sesión anterior es aprobada.

A continuación, el señor Presidente manifiesta que, debido a las
actuales y notorias circunstancias, pudiera ser conveniente el traslado
delTribunal a la ciudad de Gerona, y los demás señores Vocales, acce-
diendo a la propuesta presidencial, prestan su consenso, acordándose
por unanimidad que se constituya este Tribunal en la indicada ciudad,
con un número reducido de funcionarios, hasta tanto que habilitado
locd suficiente, pueda trasladarse la totdidad de la plántula, autori-
zando d señor Presidente que haya de trasladarse.

Y no habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Leída el acta de la sesión anterior es aprobada.



Excmo. Sr. D. Manuel Alba
Excmo. Sr. D. Serdo Andión
Excmo. Sr. D. Francisco Basterrechea
Excmo. Sr. D. Antonio Fleitas
Excmo. Sr. D. Francisco Marcos Pelayo
Excmo. Sr. D.Juan A. Méndez
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SESIONES DE LA JUNTA DE GOBIERNO
DEL TRIBUNAL DE GARANTÍAS

CONSTITUCIONALES





El Secretario General,

José Serrano

(Firma)

resente Ubro consta de doscientos foUos sellados y correla-
numerados, y se destina a extender las actas de las sesiones

s por la Junta de Gobierno del Tribunal de Garantías Cons-

Pi
:e

ida;
tali

idrid,dos de abril de rril novecientos treinta y cuatro





El señor Presidente propone a la Junta que haUándose vacantes

los cargos de Vocd y Suplente representantes de la redón de Murcia,
por haber sido anulada la elección antes celebrada, de interés del
señor Presidente del Consejo de Ministros la convocatoria de elección
para proveer dichos cargos. La Junta, estimándolo procedente, acuer-
da que se dé cuenta de eüo dTribund Pleno.

Informa d Secretario de los servicios que viene prestando d
Tribund don Alfonso Gorostiza, ya que por la falta de persond admi-
nistrativo ha sido preciso aceptar sus servicios, y propone que se le
asigne una gratificación periódica con cargo d presupuesto de mate-

rid. La Junto acuerda que se satisfaga dicha gratificación por el tiempo
en que venga actuando y hasta la fecha en que queden posesionados
los Oficides administrativos que se nombren.

Y no habiendo más asuntos que tratar se da por terminada la
sesión, y firma el señor Presidente de todo lo que certifico.

Madrid, nueve de abril de rril novecientos treinta y cuatro

Señores: Presidente, Gasset,Traviesas, Secretario General

NÚMERO 2

Madrid, once de abril de rril novecientos treinta y cuatro

Reunida la Junta de Gobierno, que constituyan los señores indi-
cados al margen, compareció don Antonio López Hernández, nombra-
do Oficid Letrado de este Tribunal con carácter interino, a quien el

Siendo las once de la mañana, se constituye la Junto de Gobier-
no del Tribund con los señores indicados d margen.

Compareció ante dicha Junto el señor Arqdtecto don Jacinto
Ortiz, encargado de dirigir las obras de reforma del edificio e instola-
ción delTribund, informando a la Junta de cuantos obras se están efec-
tuando, presentando los planos trazados por el mismo y contestando
a cuantas preguntas le fueron dirigidas sobre el dcance y duración
probable de dichas obras. La Junto quedó enterada y acordó, a pro-
puesto del señor Presidente, interesar del Pleno del Tribund la desig-
nación de dgunos vocdes que con él intervengan e inspeccionen las
obras que deban realizarse.



señor Presidente recibió la promesa que prestó en legal forma de
guardar y hacer guardar la Constitución de la RepúbUca y observar
todas las leyes y disposiciones que se refieran al ejercicio de su cargo,
quedando en el acto posesionado de su cargo.

Yentendida la presente, la firma el señor Presidente, de lo que
certifico

Señores: Presidente, don Fernando Gasset, Secretario General,
don Manuel M.Traviesas.

NUMERO 3

Madrid, diecinueve de abril de mü novecientos treinta y cuatro

Reunida la Junta de Gobierno que constituyen los señores indi-
cados d margen, comparecieron los señores don Enrique García de la
MasiUa y don Santiago Chamorro Pinero, nombrados Oficides Letra-
dos de este Tribunal, con carácter interino a quienes el señor Pre-
sidente recibió la promesa que prestaron en kgd forma de guardar y
hacer guardar la Constitución de la República, y observar todas las
leyes y disposiciones que se refieren d ejercicio de su cargo, quedan-
do en el acto posesionados de su cargo.

Yentendida la presente, la firma el señor Presidente, de lo que
certifico.

Señores: Presidente, don Manuel Traviesas, Secretario General

NÚMERO 4

Madrid, veinte de abril de mil novecientos treinta y cuatro

Reunida la Junta de Gobierno que constituyen los señores
indicados al margen, compareció don Antonio Hoyuela del Campo,
nombrado Oficial Letrado de este Tribunal con carácter interino, a
quien el señor Presidente recibió la promesa que prestó en legal
forma de guardar y hacer guardar la Constitución de la República y
observar todas las leyes y disposiciones que se refieran al ejercicio
de su cargo, quedando en el acto posesionado de su cargo.

Yentendida la presente, la firma el señor Presidente, de lo que



NÚMERO 5

Madrid, veintitrés de abrü mü novecientos treinta y cuatro

Reunida la Junta de Gobierno que constituyen los señores indi-
cados d margen, compareció don Pascud Gdbe, nombrado Oficid
Letrado de este Tribund con carácter interino, a qden el señor
Presidente recibió la promesa que prestó en legal forma de guardar y

hacer guardar la Constitución de la RepúbUca y observar todas las
leyes y disposiciones que se refieran d ejercicio de su cargo, quedan-

do en el acto posesionado de su cargo.

Y entendida la presente, la firma el señor Presidente, de lo que

certifico

Señores: Presidente, don Fernando Gasset, don Manuel M.Tra-
viesas, Secretario General.

NÚMERO 6

cuatro

Madrid, veinticuatro de abril de mil novecientos treinta y

Reunida la Junta de Gobierno que constituyen los señores
indicados al margen, compareció don Francisco Casas Ruiz del
Árbol, nombrado Oficial Letrado de este Tribunal con carácter inte-
rino, a quien el señor Presidente recibió la promesa que prestó en
legal forma de guardar y hacer guardar la Constitución de la
República y observar todas las leyes y disposiciones que se refieran
al ejercicio de su cargo, quedando en el acto posesionado de su
cargo.

Yentendida la presente, la firma el señor Presidente de lo que

certifico

Señores: Presidente, don Fernando Gasset, don Manuel M.Tra-
viesas, Secretario General.

General.
Señores: Presidente, don Manuel M. Traviesas, Secretario



Madrid, siete de mayo de mü novecientos treinta y cuatro

Reunida la Junta de Gobierno con los señores que al margen se
indican, se adoptan por unanimidad los siguientes acuerdos:

Conceder, en concepto de gratificación y por una sola vez, al
portero don Juan Almeija doscientas pesetas para atender a los gastos
de su curación.

Que se habüiten, en el edificio del Tribund, las habitaciones
convenientes para vivienda del Portero mayor y su famüia.

Aprobar la asignación de Oficiales Letrados hechas por el
Secretario General, quedando adscritos a la Sección Primera los seño-
res Casado Ruiz del Arco y Chamorro; a la segunda, los señores Gálvez
y Hoyuela y al Pleno, los señores López Hernández y García de la
Rasüla.

Que se formaUcen, con la posible rapidez, las cuentas corrien-
tes al primer trimestre del año en curso para que, una vez examinadas
por la Junta, puedan ser sometidas a la aprobación del Pleno.

Dada cuenta de la solicitud de don Alfonso Gorostiza, que ha
venido actuando como Oficial administrativo del Tribunal, con carác-
ter interino, se deniega lo pedido porque aun reconociendo la utilidad
y eficacia de los servicios prestados, y por los que ya se acordó abo-
narle una gratificación mensual, la Junta estima que no deben hacerse
nombramientos de personal con carácter eventual, estando completas
las plántulas de personal fijo.

Y no habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente, don Fernando Gasset, don Manuel M. Tra-
viesas, Secretario General

NUMERO 8

Madrid, uno de junio de mil novecientos treinta y cuatro

Reunida la Junta de Gobierno que constituyen los señores indi-
cados al margen, comparecieron sucesivamente los señores don
Joaquín Herrero Mateos, don Teodoro González García, don Carlos
Sanz Cid y don EmiUo Gómez Orbaneja, nombrados Secretarios de



cuatro

Se reúnen los señores indicados d margen, que constituyen la
Junta de Gobierno para celebrar sesión.

Sección de este Tribund con carácter interino, y a qdenes el señor
Presidente recibió la promesa que prestaron en kgd forma de guar-
dar y hacer guardar la Constitución de la RepúbUca y observar todas
las leyes y disposiciones que se refieran d ejercicio de su cargo, que-
dando en el acto posesionados de su cargo.

certifico
Yextendida la presente, la firma el señor Presidente, de lo que

Señores: Presidente, GassefTraviesas y Secretario

NÚMERO 9

Sesión del día treinta de junio de mü novecientos treinta y cuatro.

Reunida la Junta de Gobierno que constituyen los señores
expresados d margen, se dio cuenta de la soUcitud de licencia formu-
lada por el vocd del Tribund donAntonio Ma Sbert, y la Junta, de con-
formidad con lo dispuesto en el número cuarto del artícdo veintiséis
del Redámente, acordó conceder dicha licencia, cuyo disfrute empe-
zaría desde esta fecha.

Igualmente se acordó conceder una gratificación de sesenta
pesetas mensudes d Portero Marcelino Trocho, encargado del crida-
do y conservación del jardín del edificio.

A propuesta del señor Presidente se acordó soUcitar la exen-
ción de subasta, conforme d número tercero del artículo cincuenta y
cinco de la Ley de Administración y Contabüidad para la reaUzación
de las Obras de adaptación y reforma del edificio en que está instola-
do elTribund.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión

Señores: Presidente, Gasset,Traviesas, Secretario General.

NUMERO 10

Madrid, treinta y uno de octubre de rril novecientos treinta y



13.000

Más la consignación para Ubros y encuademaciones en los tres
dtimos trimestres del año.

Yno habiendo otros asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: GassefTraviesas, García de los Ríos, Secretario General

NUMERO 11

Sesión del día ocho de noviembre de mil novecientos treinta y
cuatro

Reunidos los señores que el margen se indican, se dio lectura
por el Secretario al acta de la sesión anterior, que es aprobada.

Se acuerda adscribir a la Sección Primera al vocd regional.
Comparecen ante la Junta los señores Habilitado, Arquitecto y
Contable delTribunal para exponer el estado económico del mismo y
los gastos realizados en las obras de instalación y mobiliario.

Resulta de los datos suministrados que los muebles adquiridos
importan pesetas 178.462,26 (pesetas ciento setenta y ocho mil,cua-
trocientas sesenta y dos con veintiséis céntimos) quedando disponi-
bles aún pesetas 21.537, 74 (pesetas veintiuna mü, qdnientas treinta
y siete, con setenta y cuatro céntimos).

Las obras han quedado paralizadas por haberse agotado totd-
mente la cantidad disponible para las mismas y, según el Presupuesto
que el señor Arquitecto presenta, serán necesarias las siguientes can-
tidades para terminar la instalación:

167.076,60Para obras

Muebles 120.041,05

Salón de actos 63.940,00

Total pesetas 351.057,65
La Junta queda enterada, sin adoptar acuerdo dguno por el

momento sobre tal particular.

Igualmente queda enterada de que las cantidades disponibles
en esta fecha son:

De calefacción y alumbrado



redacción.

Se acuerda someter a la aprobación delTribund Pleno las cuen-
tas ordinarias correspondientes a los dos primeros trimestres del año
corriente con las Memorias respectivas, que son aprobadas en su

Vistas las solicitudes formuladas por los porteros del
Tribunal, que piden se les facilite casa vivienda, se acuerda conce-
der las dos que se encuentran disponibles a los dos que disfrutan
menos sueldo entre los que la solicitan y que son Gustavo
Rodríguez y Juan Almilibia en tanto continúan como Porteros del
Tribunal.

Yno habiendo otros asuntos que tratar, se levantó la sesión.

Señores: Presidente, Gasset,Traviesas, Secretario

NUMERO 12

Sesión del día catorce de noviembre de rril novecientos treinta

y cuatro

Reunida la Junta de Gobierno con los señores que al margen se

expresan, se resolvieron los siguientes asuntos:

mismo

Que por el arquitecto encargado de las obras de instalación,

se formule un presupuesto de las que sean indispensables para
habilitar las viviendas existentes en el pabellón separado del que
ocupa el Tribund y que han de destinarse a los porteros del

Que por el Secretario se exija requerimiento exento d admi-
nistrador de la señora propietaria de la casa, a fin de que en breve
plazo se disponga se efectúen las obras necesarias en las conduccio-
nes de la cdefacción, ya que ésto no se encuentra en condiciones de
prestar el necesario rendimiento.

Por estar entregados los muebles a que se refiere, y conforme
con el Presupuesto formdado, se aprueba la cuenta de 47.078,33
pesetas (cuarenta y siete mil setenta y ocho pesetas con treinta y tres

céntimos) que importan los mismos y que ha sido favorablemente
informada por la Intervención general del Estado.

Y no habiendo otros asuntos que tratar, se levantó la sesión

Señores: Presidente,Traviesas, García de los Ríos, Secretario



y cuatro

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada

Asisten también a la sesión los vocales señores Pedregal, Prade-
ra y Beceña, en concepto de asesores de la Junta de Gobierno en los
asuntos relativos a la instalación del Tribund.

La Junte queda enterada de haber un remanente de 13.000
(trece mil) pesetas de la consignación para luz y calefacción, acor-
dando se invierta en combustible para la misma que quedará deposi-
tado hasta su consumo en poder de la casa vendedora.

La cantidad disponible para la adquisición de Ubros en el día de
la fecha es de 10.183 pesetas (diez mil ciento ochenta y tres). La Junta
acuerda que se invierta aproximadamente la mitad de dicha suma en
adquirir los libros que estime convenientes una ponencia constituida
por los Vocales delTribunal que son catedráticos de Facultad, y que se
reserve el resto para atender en las publicaciones que elTribund tiene
en proyecto.

Apropuesta del Secretario General se acuerda abrir en el Banco
de España una cuenta corriente para ingresar en ella las cantidades de
que disponga el Tribunal; para dicha cuenta serán registradas las fir-
mas de los señores Presidente, Habüitado y Secretario General, de las
que habrán de figurar en todo caso dos en los talones para la extrac-
ción de fondos.

Se acuerda convocar oposiciones para proveer una plaza de
taqrigrafo, vacante en la actualidad, y dos más en concepto de aspi-
rantes.

Por dtimo, se autoriza al Habilitado para que haga las gestiones
necesarias para la poda de los árboles existentes en el jardín del
Palacio que ocupa el Tribunal, con la exigencia en todo caso de que
los operarios que hayan de efectuarla tengan concertado previamen-
te el seguro de accidentes.

No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente, Traviesas, García de los Ríos, Secretario

Sesión del día treinta de noviembre de mil novecientos treinta



cuatro

Leída el acto de la sesión anterior, es aprobada

Asisten a esto sesión los señores Pedregd y Beceña, asesores de
la Junta de Gobierno en los asuntos referentes a la instolación y mobi-
üario delTribund.

La Junto acuerda que todos los Porteros delTribund presten ser-
vicio de tarde, haciendo dobles turnos los que han sido favorecidos
con la concesión de vivienda y conceder la que dtimamente ha sido
desdojada d Portero Marcelino Trocho que resdta ser el de menor
sueldo y más numerosa famüia.

Se aprueba la provisión de fondos, con cargo a los de materid
dispuesta por el señor Presidente a los Vocdes instructores de suma-
rios que deben trasladarse a Barcelona.

Igualmente se acuerda interesar de la Comisión de Presu-

puestos del Congreso el que se sustituya, a ser posible, el epígrafe del
Presupuesto delTribund que se refiere a dietas para Vocdes suplentes
por el de: "Para gastos de viaje y dietas de los miembros y funciona-
rios del Tribund".

Se aprueban las cuentas de obras ya informadas por la
Intervención General del Estado, importante 49862,03 (cuarenta y
nueve rril ochocientas sesenta y dos pesetas con tres céntimos) e inte-
resar el oportuno Ubramiento.

El arqdtecto señor Ortiz, director de las obras de instolación,
informa acerca de la forma en que se han verificado dichas obras por
disposición del señor Presidente sin otra intervención que la del propio
arqdtecto. Vistos sus informes sobre la compra de muebles se resuelve
dirigir atento comunicación d Presidente dimisionario señor Albornoz,
para que dé cuento de todos los compromisos que hubiera contraído
para la adqdsición de mobüiario, determinando si las entregas hechas
se ajustan exactamente a dichos compromisos, y cudes sean los que se
haUen pendientes de cumplimiento, y que se sirva informar d mismo
tiempo si la persona que habita en una de las dependencias del Tribund
siendo ajena d mismo está autorizada para continuar en la casa.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.

Señores: Presidente, García de los Ríos, Secretario

Sesión del día seis de diciembre de mü novecientos treinta y



Igualmente se acuerda que por el señor Habilitado se forme
un presupuesto de los muebles y objetos necesarios en las depen-
dencias que ocupa el puesto de la Guardia Civil para resolver en

y cuatro
Sesión del día catorce de diciembre de mil novecientos treinta

Reunida la Junta de Gobierno con los señores que al margen se
anotan, se dio por el Secretario lectura del acta de la sesión anterior,
que es aprobada.

Con vista de los presupuestos formulados por las casas cons-
tructoras de muebles para la adquisición de mobüiario para la Sda de
Juntas y despacho de los señores vocales, se acuerda hacer la adjudi-
cación a la casa Rdecas, que resulta la más favorable en precio de
once mü pesetas ambas instalaciones.

Se autoriza al Secretario General para que, de acuerdo con las
instrucciones del señor Presidente, adquiera unas atfombras, relojes y
cualesquiera otros muebles que se estiman necesarios hasta el totd de
la cantidad disponible, que es aproximadamente de seis mü pesetas.

Dada cuenta de la solicitud de gratificación formulada por el
personal administrativo se acuerda aplazar la resolución de la misma
hasta conocer el estado de los fondos al terminar el año.

No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente,Traviesas, García de los Ríos, Secretorio

NÚMERO 16

Sesión del día ocho de enero de mil novecientos treinta y cinco

Reunidos los señores que al margen se expresan, que constitu-
yen la Junta de Gobierno habiendo excusado su asistencia el señor
Vicepresidente don Manuel Miguel Traviesas, se da lectura por el
Secretario al acta de la sesión anterior, que es aprobada.

Se acuerda nombrar Conservador del mobüiario y decorado del
edificio del Tribunal, sin derecho al percibo de sueldo dguno, a don
Basüio Fernández, que en estas condiciones lo tiene solicitado.



Señores: Presidente, Süió, Secretario

NUMERO 17

Sesión del día diez de enero de rril novecientos treinta y cinco

Reunida la Junto de Gobierno con los señores que al margen se
expresan, los señores Pedregd y Pradera en concepto de asesores de
la Junto en los asuntos referentes a la instalación delTribunal, se da lec-
tura al acta de la anterior que fue aprobada.

Se hace constar haber excusado su asistencia los señores
Traviesas y Beceña, que fueron citados.

Comparecen por orden del señor Presidente los señores Ortiz

y Rojas, arquitecto y jefe de contabüidad, quienes informan acerca de
los gastos realizados en las obras de instolación. Según dichos, datos se
han satisfecho por la adqdsición de muebles 132.023,58 pesetas
(ciento treinta y dos rril,veintitrés pesetas con cincuenta y ocho cén-
timos) quedando pendientes de pago compras por valor de
118.911,40 (ciento dieciocho mü novecientos once pesetas con cua-

renta céntimos). El importe totd de las obras e instolaciones por rea-
Uzar asciende —según el Presupuesto formado por el arquitecto — a
369.446,60 (trescientas sesenta y nueve mü cuatrocientos cuarenta y
seis pesetas con sesenta céntimos).

La Junta queda enterada y acuerda que por el propio arqdtec-
to se proponga por separado las obras y adqdsición de muebles que
se estimen absolutamente indispensables y aqueUas otras que puedan
düatarse, para decidir en consecuencia. El señor Ortiz presenta en este

acto el proyecto completo de la obra, que queda para estudio de la

Se acuerda igualmente hacer las gestiones necesarias para soU-
citar el nombramiento de un interventor delegado de la Intervención
General de la Administración del Estado, lo que facultará las operacio-
nes del Tribund.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.

Señores: Presidente, Süió, Pedregd, Pradera, Secretario

Yno habiendo otros asuntos que tratar, se levanta la sesión.



Sesión del día veinticuatro de enero de mil novecientos treinta
y cinco

Reunida la Junta de Gobierno con los señores que al margen se

NOTA: El acta de la sesión correspondiente al día quince enero
mü noveceintos treinta y cinco se inserta a continuación, con el núme-
ro 23.

NUMERO 18

Sesión del día veintidós de enero de mü novecientos tremía y
cmco

Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

El señor Secretario leyó el acta de la sesión anterior, que fue
aprobada. Seguidamente se dio cuenta del Presupuesto de instalación
en los locales que actualmente ocupa el puesto de la Guardia Civil,
que asciende a un total de 580 pesetas (quinientas ochenta), que es
aprobado, autorizándose d Habilitado para que haga efectiva dicha
cantidad.

Se propone por el señor Presidente la formalización de una
póliza de seguro de muebles y decorado del Tribund, manifestando el
señor Süió que antes de tomar acuerdo sobre el asunto procede que
se de cuento por el Secretario de la legislación vigente en la materia,
en la primera reunión.

Dada cuenta de la propuesta para adquirir una estufa eléctri-
ca cuyo coste es de pesetas 115 (ciento quince), se aprueba dicha
adquisición.

Igualmente se acuerda requerir al dueño del edificio que ocupa
el Tribunal para que en el plazo más breve posible haga desalojar las
habitaciones que ocupa el antiguo portero de la casa y ponga las mis-
mas, previa la reaUzación de las obras oportunas, en condiciones de
habiUtabilidad.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión

Señores: Presidente,Traviesas, Silió. Secretario: señor Herrero

NUMERO 19



Dada cuenta de la carta dirigida d señor Presidente por don
Alvaro de Albornoz, con referencia a la adqdsición de muebles del
Tribund, se acordó por la Junta que se instruya un expediente, d que
se unirá dicha carta, oyéndose en el mismo al arqdtecto señor Ortiz.

El señor Pedregd hace constar que desde que asistió a la pri-
mera Junta de Gobierno expuso su opinión de que, tanto la formación
de las cuentas, como la adquisición de muebles y obras, debía de
hacerse de acuerdo con las indicaciones del Jefe de Contabüidad y
éste actuar, en todo caso, siguiendo las del Interventor General del
Estado. El señor Presidente también recuerda que dijo e insistió en
que debía regdarse un procedimiento de intervención en las obras y
adqdsiciones.

El arqdtecto señor Ortiz,presente a este acto, dice que se pres-
cindió de esas formaUdades porque tenía orden del señor Presidente
de proceder con toda rapidez hasta conseguir la instalación del
Tribund evitando los posibles obstácdos.

La Junta acuerda que por el Conservador del mobüiario y deco-
ración delTribunal, don Basüio Fernández, se proceda a la tasación de
todos los muebles adquiridos, haciéndolo con mayor rapidez en los

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanto la sesión

Señores: Presidente,Traviesas, Süió, Secretario

NUMERO 20

Sesión del día ocho de febrero de rril novecientos treinta y
cmco

Reunida la Junta de Gobierno con los Señores reseñados d mar-
gen, se dio lectura al acta de la sesión anterior, que fue aprobada.

Examinadas las cuentas generales correspondientes d cuarto
trimestre del año dtimo, se acuerda por la Junta someterlas a la apro-
bación del Tribund Pleno.

expresan, con asistencia de los señores Vocdes Beceña, Pedregd y
Pradera asesores en los asuntos referentes a la instolación del Tribund,

se dio lectura d acta de la sesión anterior, que es aprobada.



Igudmente se acuerda interesar la devolución del proyecto de
Presupuesto, sometido a la aprobación de las Cortes, para hacer en él
las modificaciones que se estimen pertinentes.

El señor Presidente informa de que ha recibido una petición de
los porteros del Tribunal para que se les provea de abrigo. La Junte
toma en consideración lo que se pide para resolverlo antes del próxi-
mo invierno

Se acuerda adquirir una multicopista para el servicio de las
Secretarias por ser excesivamente costoso el entretenimiento de la
eléctrica que hay adquirida.

Con asistencia desde este momento de los señores Pedregal,
Beceña y Pradera, se da cuenta por el señor Presidente de la tasación
de muebles practicada por el Conservador, y no apareciendo en ella
grandes diferencias con relación a los precios marcados en las factu-
ras de adquisición, se acuerda dar cuenta al Pleno y proponer que se
hagan efectivas las pendientes en la proporción de un ochenta por
ciento de cada una, por ahora, por no alcanzar a más las cantidades dis-
ponibles.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente, Traviesas, Süió, Secretario

NUMERO 21

Sesión del día veintidós de febrero de mü novecientos treinta y
cinco

Reunida la Junta de Gobierno con los señores que se indican al
margen, se dio lectura al acta de la sesión anterior, que es aprobada.

A propuesta del señor Presidente se acuerda gratificar con el
importe de dos mensualidades del sueldo que percibía el portero
Bdbino Carretero, a la viuda de éste.

El señor Presidente afirma que no hay obstáculo kgd, a juicio
de la Intervención del Estado, para abonar con cargo a la partida que
se consigna en el Presupuesto bajo el epígrafe de "Dietas y gastos de
viaje de los vocales suplentes" las cantidades devengadas por los
Vocdes y auxiUares que han constituido los Juzgados instructores de



Estimando la Junta que las dietas correspondientes a los seño-
res Vocales y auxüiares que han realizado düigencias fuera de Madrid

los sumarios pendientes, por lo que se acuerda incluir en las cuentos
correspondientes dichas cantidades.

Y no habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente.Traviesas, Süió, Secretario

NUMERO 22

Sesión del día veintiséis de febrero de rril novecientos treinta y
cmco

Reunida la Junta de Gobierno, constituida por los señores indi-
cados d margen, con asistencia de los señores Vocdes asesores, seño-
res Pedregd, Martín Álvarez y Pradera, se dio lectura d acto de la
sesión anterior, que es aprobada.

Seguidamente el señor Martín Álvarez dio cuenta de las obser-
vaciones que fornida en unión del señor Sbert a las cuentas referen-
tes a la adquisición de muebles para el edificio del Tribund, quedando

presentar en limpio esas observaciones en la reunión próxima, apro-
bándose por la Junto y comisionando d señor Presidente para que
procure acomodar los créditos disponibles a los sddos acreedores.

Y no habiendo más asuntos que tratar, el señor Presidente
levantó la sesión.

Señores: Presidente.Traviesas, SÜió, Secretario: señor Herrero

NUMERO 23

Sesión del día quince de enero de rril novecientos treinta y
cinco

Reunida la Junta de Gobierno con los señores que d margen se
reseñan, y leída el acta de la sesión anterior, fue aprobada.

Examinadas las cuentas generales del Tribund correspondien-
tes d tercer trimestre de mü novecientos treinta y cuatro, se acuerda
someterlas al Tribund Pleno para su aprobación.



deben fijarse en cien pesetas para los primeros, cincuenta para los
secretarios y veinticinco para los taquígrafos, acuerda hacer dicha
propuesta d Tribunal.

Se resuelve soUcitar de la Presidencia del Consejo de Ministros
sea aumentada en dos la plantilla de porteros de este Tribunal.

Enterada la Junta de la carta del ex presidente don Alvaro de
Albornoz, referente a la adquisición de muebles para la instalación de
este organismo, se acuerda que con la misma y con los antecedentes
que existen en las actas de la Junta de Gobierno se dé cuento a ésta
de nuevo para resolver en consecuencia.

Yno habiendo otros asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente, Traviesas, Süió, Secretario

NÚMERO 24

Sesión del día trece de marzo de mil novecientos treinta y
cinco

Reunida la Junta de Gobierno, con los señores que al margen se
expresan, fue aprobada, después de leída, el acta de la anterior.

Dada cuento por el señor Presidente de las proposiciones por los
industrides constructores de muebles para elTribund, se acuerda auto-
rizarle para disponer los pagos en la sigdente forma: a los vendedores de
los aparatos de luz y muebles adquiridos por acuerdo de la Junta de
Gobierno, la totaUdad de los créditos. A los demás proveedores, con la
deducción del 10 por 100 de las facturas, como voluntariamente se han
ofrecido, y d señor Salcedo, proveedor de telas para tapicería, el resto de
las cantidades disponibles y a cuenta del totd de su factura.

La Junto quedó enterada de haber sido dictaminada favorable-
mente por la Intervención General del Estado una de las cuentas de
obras sometidas a su examen.

El señor Pradera propone que las observaciones exentas for-
mdadas por los señores Martín Álvarez y Sbert se unan al expediente
que se haüa en trámite en la Secretaría General, y se examine la tra-
mitación del mismo, oyendo en él d señor Albornoz.

El Secretario General hace observar que estima que no puede
legalmente tramitar dicho expediente sin la previa designación de un



Señores: Presidente, Traviesas, Secretario

NÚMERO 26

Sesión del nueve de abrü de rril novecientos treinta y cinco

Reunida la Junto de Gobierno con los señores que se indican d
margen, por haber excusado su asistencia el señor Süió, se dio lectura
al acta de la sesión anterior, que es aprobada.

Juez instructor, y que por sí solo se considera sin la necesaria autori-
dad para requerir la declaración del señor Albornoz.

Como el señor Pradera insiste en la necesidad de que continúe
la tramitación de dicho expediente, se acceda dar cuenta dTribunal
Pleno para la designación, si lo estima adecuado, de un vocd ins-
tructor.

Yno habiendo otros asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente, Traviesas, Süió, Beceña, Pedregal, Pradera,
Martín Álvarez, Sbert, Secretorio General.

NUMERO 25

Sesión del veintisiete de marzo de rril novecientos treinta y
cmco

Con asistencia de los señores indicados al margen, se abre la
sesión

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada,

Se da cuenta de una carta del vicepresidente señor Süió, excu-
sando su asistencia a la Junto.

Se acuerda proponer dTribund Pleno la conveniencia de soU-
citar un crédito extraordinario importante 421.351,90 pesetas (cua-
trocientas veintiuna mü trescientas cincuenta y una pesetas con
noventa céntimos), dándose cuenta previamente de la forma en que
haya de hacerse en la próxima Junta de Gobierno.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión



Igualmente delega en el señor Presidente para que resuelva la
cuestión referente a la ocupación del local que deja libre el portero
que hasta ahora lo habitaba.

Se acordó designar al Oficial letrado, don Antonio López Her-
nández, para desempeñar la función administrativa y de censura de
cuentas delTribunal.

Solicitar del conservador del mobiliario que redacte un presu-
puesto para la confección de fundas para aqueUos muebles que pue-
dan deteriorarse durante el verano, y que el Secretario se dirija al
administrador de los propietarios de la casa que ocupa el Tribunal
para la realización de las obras necesarias en los aparatos de calefac-
ción y en las casas que ocupan los porteros.

Con asistencia desde este momento de los señores Pedregd,
Beceña y Pradera se aprueban los términos en que han de solicitarse
de las Cortes la concesión del crédito extraordinario importante
421.351,90 (cuatrocientas veintiuna mil trescientos cincuenta y una
pesetas con noventa céntimos) para la terminación de las obras de ins-
talación, adqdsición de mobüiario y atender a los gastos de los viajes
y dietas de los señores Vocales yAuxiliares, peritos y testigos.

Al no haber otros asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente.Traviesas, Secretario

NUMERO 27

Acta de la sesión del día tres de mayo de mü novecientos trein-
to y cinco

Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
Presidente abre la sesión.

Leída el acto de la sesión anterior, es aprobada.

El Señor Presidente da cuenta de la imposibUidad en que se
encontró los días de las Juntas de la RepúbUca, doce y trece del pasa-
do, de cumplir lo ordenado por la Presidencia del Consejo de
Ministros de colgar e iluminar los edificios oficiales, por carecer de
colgaduras e instolación eléctrica apropiada, acordándose por la Junta
delegar en el señor Presidente para que pida el oportuno presupues-
to a ese objeto.



Señores: Presidente, SiUó,Traviesas, Secretario

NUMERO 28

Sesión del día dieciocho de mayo de mü novecientos treinta y
cinco

Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Leída el acta de la anterior, es aprobada.

glamento

Seguidamente se da cuenta por el señor Presidente de la indi-
cación hecha por el vocd señor Pedregd sobre la conveniencia de
interesar al Ministerio de Hacienda la remisión del presupuesto ofi-
cial del Tribunal para el año mü novecientos treinta y cinco a
las Cortes, según determina el art. 6o, párrafo 2.° del vigente Re-

La Junta, teniendo en cuenta que el expresado precepto se
opone d art. 34 de la Ley de Administración y Contabüidad, que deter-
mina que el Ministerio de Hacienda redactará el proyecto de Presu-
puestos Generales del Estado, que se enviará a las Cortes, estima no
haber lugar a interesar tol reunión.

Seguidamente el señor Presidente dio cuenta de las gestiones

realizadas para conseguir la consignación necesaria con que atender
los gastos de viajes y dietas de los testigos que concursan d acto del

Dada cuento de la circdar del Ministerio de Hacienda de 26 del
pasado interesando una reducción de un 3,75 por 100 en el Proyecto
de presupuesto remitido a dicho Ministerio para el corriente año, se
acuerda participar d expresado departamento que las deducciones
podrían hacerse del Capítdo Io, art. 1.°, consignación para los oficia-
les letrados cuya baja se propone; capítdo Io, art. 3°, de 30.000 pese-
tas (treinta mü) para asistencia de Vocdes suplentes, que se propone

una baja de 18.000 (dieciocho mü), reduciéndolo a 12.000 (doce mü)

pesetas, y del Capítdo 3°, art. 1.°, que de 20.000 (veinte mü) pesetas
para satisfacer los gastos de viajes a los señores Vocdes suplentes, se
propone una baja de 10.000 (diez mü), reduciendo la confirmación a
10.000 (diez mü) pesetas.

Seguidamente se acuerda dejar pendientes para la próxima reu-
nión de la Junto los demás asuntos, levantándose la sesión.



Señores: Presidente,Traviesas, Süió, Secretario

juicio oral en la causa contra los Consejeros de la Generalidad de
Cataluña, aprobándose su petición y acordándose interesar al
Ministerio de Justicia la consignación de 8.000 pesetas (ocho mil)
para atender a dichos gastos.

ficio

El señor Secretario da cuenta del presupuesto formulado por
el señor Conservador del Tribunal para la adquisición de fundas
con destino a los muebles del mismo, así como de la solicitud que
formula sobre el nombramiento con carácter definitivo de tras
operarios para atender a la conservación de los muebles y del edi-

La Junta acuerda no haber lugar d refrendo extremo por falta de
confirmación, y en cuanto al presupuesto para fundas reducirlo a aque-
Uos muebles que puedan sdrir deterioro, por su deUcada tapicería.

enterada

Dada cuenta de instancia del propietario del edificio que
ocupa el Tribunal, proponiendo a éste la compra del mismo, así
como de la comunicación remitida por la Presidencia del consejo de
Ministros, acompañada de otra instancia análoga, la Junta queda

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente,Traviesas, Silió, Secretario

NUMERO 29

Sesión del día veintiuno de junio de mü novecientos treinta y
cmco

Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada

Examinadas las cuentas del presupuesto de este Tribunal corres-
pondiente al primer trimestre del año en curso, fueron aprobadas,
acordándose elevarlas, con la oportuna memoria, a la superior apro-
bación delTribunal pleno.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión



Asimismo se acuerda interesar al dueño del edificio la urgente
reaUzación de las reparaciones necesarias en la instolación de la cde-
facción, antes de que transcurra la época del verano.

Sesión del día veinticuatro de junio de mü novecientos treinta

y cmco

Con asistencia de los señores indicados d margen, el señor
Presidente declara abierto la sesión.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada.

Por el señor Presidente se expone la conveniencia de Uqddar
cuanto antes las obras realizadas en el edificio del Tribund, encomen-
dándose por la Junto d Señor Presidente la práctica de todas las fun-
ciones que se consideren precisas para en un breve plazo poder
quedar Uqddado este asunto.

Segddamente se da cuenta del presupuesto formdado por el
señor conservador del edificio, referente a colgaduras para el mismo,
que asciende a 2.275 pesetas (dos mü doscientas setenta y cinco),
quedando aprobado y acordándose la adquisición.

Igualmente se acuerda que por el señor Secretario se interese el
presupuesto para colocar un escudo de España en el sdón de pleri-
Uos delTribunal.

Por el Señor Presidente se da cuenta de la minuto de honorarios
del doctor Bastos, por la asistencia d portero Gervasio Rodríguez con
motivo del accidente sufrido en acto de servicio, acordándose su abono.

A propuesta del señor Presidente se acuerda una gratificación
de cincuenta pesetas a cada uno de los Taqrigrafos de este Tribund
por su intervención con motivo de las sesiones del juicio oral, en la
causa segdda a los Consejeros de la GeneraUdad, con cargo d notarid.

Dada cuenta de los justificantes de materid correspondientes d
primer trimestre se aprueban.

Por el señor Secretario se da cuenta del nuevo presupuesto for-
mdado para la confección de fundas para las distintas dependencias
delTribund, acordándose se interese una nueva reducción del mismo,
fijando un precio límite de 2.000 pesetas (dos mü), y se autorice d
señor Secretario para que dentro de ese tope acuerde su ejecución.



Pierre (Triene) "Traite de droit politique electoral et parlamen-
taire", París, Liney, 1910; Bel (Sudré), "La responsabüité pénale des
Ministres d'aprés le Droit francais en vigueur" (There), París, 1899;
Clos Oean), "De la responsabüité des ministres" (Those), París, 1866;
Chantel (Albert),"De la hade Cour de Justice suivant la legislation et
la Constitution francaise"; Dicey (A.V), "Introduction a l'étude du
Droit Constitutionel"; Wells, "La responsabüité poUtique des minis-
tres"; Glasson, "Historie du droit et des institutions poUtiques en
Anglaterre";Rodiere (Rene), "Constitution a l'étude du deUt politique
et droit francais"; Figourt, "Theorie de la responsabüité poUtique des
ministres dans la Constitution de 1875"; (Joseph),"De la haute Cour de
Justice sdvant la Constitution et la legislation francaise"; Marren
(Charles), "The Supreme Court in United States history"; Hughes
(Charles Evans),"The Supreme Court of the United States"; Toynbee
(Sir Arnold)," A study in history"; Gierke (Otto),"PoliticdTheories of
the middle age"; Gierke (Otto), "Natural law and the theorie of
society";Barker (Trust), "The study of politicd science and its relation
to cognata studies"; TreveUan, "History in England"; Cobban (A),
"Rousseau and the modern State"; Heiden (Konrad), "A history of
national Socialim"; Müne-Barky (W), "Trade Unions and the State";
Uwain (C.H. Me), "The growth of political athought in the West";
Hurley (FeUy),"The Society ofNations"; Sabater,"L'art de faire de Louis
Bonaparte et le Code Civil";Page (Hde),"De l'interpretation des lois";
Momo (M.S.), "Though Fascism and World Power"; Dult (R. Palure),
"Lerin"; Hamüton (M. Afner), "John Stuart MUÍ"; Merrian (Edward),
"PoUtical power: its composition and incidence"; Robey (Rdph),
"Roosevelt versus Recovery"; Delisle Barras (C), "The chaUenge to
Democracy"; Linzij (Paúl), "France's crisis"; Jennings, "Parlamentary
reform"; Greenwood," The Germán Revolution"; Parmalee (Maurice),
"Bolchevism, fascism and the liberal democratic state"; "PoUtical
Handbook ofthe World"; Zetland (M.of.),"Steps towards indian home
rale"; Merrivde (Lord), "The House of Lords"; Hampden Jackson 00,
"The PostwarWorld"; Strachey Oohn),"The nature of capitalist crisis";
Carit (S. M.), "Morals and politics: Theories of their relation from
Hobbes and Spinoza to Marx and Boranguet"; Rogers 0-0, "Crisis
goberment"; Strachey and Werner,"Fascist Germany explains"; Cok, "A
guide to modern poUtics"; Clinton Hatch,"A History of the vicepresi-

En relación con una instancia presentada por JuUo Camba
González, en la que soUcita su nombramiento para desempeñar una
plaza de calefactor y otra de jardinero, se acuerda desestimarla.

Acontinuación se aprueba la adquisición de las obras siguientes



Señores: Presidente,Traviesas, SÜió, Secretario

deney of the United States"; Loule (George), "The Coming American
Revolution"; Adams (G. Burton), "Constitutiond history of Endand";
Bland O-A),"Planning the modern State"; Armand 0~ad),"Le loi du 7
Fevrier 1933 sur les garandes de la Uberté e individueUe"; Boris (G),
"La revolution Roosevelt";Rosentook-Franck,"L'economie corporative
fasciste en doctrine et en fait"; Claps (MaraUe), "L'ordre pubUc";
Macartney (C.A.),"Nationd States an nationd minorites").

Tardieu,"La reforma del Estado"; Rodríguez Brangnet (Alfonso),
"Defensa socid", "Legislación de vagos y mdeantes" (3 ejemplares);
CueUo Cdón QEugerio), "Derecho plural"; Mira, "Psicoloda jurídica";
Arias (Gabriel),"Derecho mercantil"; Flora,"Hacienda";"Revista General
de legislación y jurisprudencia" (suscripción desde 1930);

Dormanewskaja,"El sociaUsmo agrario en Rusia"; R. Gounard,"Historia
de las doctrinas económicas"; L. Laurat, "la economía soviética"; A.
Yugoff'Las tendencias económicas en Rusia"; G. Lombroso,"La trage-
dia del Progreso"; M. de Mann,"El placer de trabajar"; Monel yTercy,
"Comentarios a la kdslación hipotecaria"; Medina y Marañón, "Leyes
civües"; FÜizió (Cesar), "Alvaro de Luna"; Espasa Cdpe, "Biografía de
españoles ilustres del siglo XIX", "Las nacionalidades"; Vocke
(Guülermo), "Principios fundaménteles de Hacienda"; Eheberg (Carlos
T.Von),"Hacienda púbUca";Trías de Bes,"Derecho internaciond priva-
do"; Vidal y Moya (A.),"Comentarios a la ley del divorcio"; Cabrerizo,
"El matrimonio, los hijos, la separación y el divorcio"; Campano
(Fernando), "Ledslación hipotecaria (notarías);Weber (A.), "Tratado de
economía poUtica"; Fernández de Velasco,"Resumen de Derecho admi-
nistrativo y de ciencia de la administración"; Aleda Zamora (N),

"Repercusiones de la Constitución fuera del Derecho poUtico"; Cañera
00, "Programas del curso de derecho crimind"; Merkerl (Adolfo),
"Enciclopedia jurídica", Osorio (Ángel),"Cartas a una muchacha sobre
temas de Derecho poUtico"; Recasens OO, "FUosofía del derecho",
Catherin, "FUosofía del Derecho"; Martín Eipda, "Instituciones de
Derecho mercantil"; Hernández Borcondo,"Derecho mercantil",Benito
Indara,"Derecho mercantil". Ley hipotecaria yredámente; ley del tim-
bre yredámente; ley de administración y contobiUdad de la Hacienda
púbUca; ley de 1932 sobre derechos redes y redámente; ley de 1879
de ordenación bancaria, estatuto muricipd y provincid; Menéndez
Pidd, "Legislación socid de España"; Álvarez, "Arrendamientos"; Ruiz
del CastÜlo OO, "Derecho poUtico" (judicatura).

Yno habiendo más asuntos que tratar, levanto la reunión,



Con asistencia de los señores indicados al margen, el señor
Presidente declara abierta la sesión.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada

Seguidamente el señor Secretario da cuenta de la consulta for-
mdada por el conservador sobre el color que ha de servir de fondo
para las colgaduras cuyo presupuesto fue aprobado en la sesión ante-
rior, acordándose sea en granate oscuro, con adornos en amarillo y
morado

Acontinuación se da cuenta del proyecto de presupuesto para
la confección de un escudo de España con destino al salón de pleni-
llos, quedando aprobado por el importe de 330 pesetas (trescientas
treinta), pintado al óleo y con patinado.

Se acuerda igualmente satisfacer 275 pesetas (doscientas
setenta y cinco) que importa la nota del fluido consumido en el
Tribunal Supremo durante la celebración del juicio por los sucesos
de Cataluña.

Dada cuenta del nuevo presupuesto formulado para la con-
fección de fundas de las dependencias delTribunal, es aprobado por
un importe total de 2.304 pesetas (dos mü trescientas cuatro), en el
que van incluidas las siguientes fundas de sillones: cinco para el des-
pacho del señor Presidente, siete para el despacho del Secretario
General, seis para salón de mármol, ocho para sala de togas, veintio-
cho para salón de plenillos y diez para salita de plenillos, con un
total de sesenta y cuatro fundas.

Seguidamente se da cuenta por el señor Secretario del acuerdo
del Tribunal Pleno, en la sesión celebrada el día tres de julio de mü
novecientos treinta y cinco, en virtud del cual se debate en la Junta de
Gobierno para tramitar todo lo referente al crédito extraordinario que
se tiene solicitado, acordando la Junta dirigir una comunicación al
señor Ministro de Hacienda, recordándole la necesidad de la conce-
sión del crédito extraordinario que se tenía solicitado, toda vez que en
el presupuesto del Tribund, aprobado para el segundo semestre, no se
consignan las partidas correspondientes de aquel que se consideran
imprescindibles, proporcionando, al propio tiempo, la baja de la parti-

Sesión celebrada el día cinco de julio de mil novecientos trein-
ta y cinco



da correspondiente d pago de peritos y testigos, por haberse satisfe-
cho esto atención con cargo d presupuesto del Ministerio de Justicia,
o, como se estimare que pudieran surgir nuevas necesidades de esta
índole, que se consignen exclusivamente para este objeto 10.000
pesetas (diez mü).

Igualmente se propone la reducción a 15.000 pesetas de la par-
tida correspondiente a dietas a Vocdes propietarios, Secretarios y
AuxiUares, dejando subsistente, todas las demás partidas e interesando

creta.

Segddamente se da cuenta por el señor Secretorio de la oferta
de vento hecha dTribund por don EmiUo Marín de su bibUoteca en la
que figura la colección del diario de servicios de las Cortes, corres-
pondiente d sido XTX, acordándose por la Junta que sea examinada
por el señor Secretario y se interese del propietario una oferto con-

Igualmente se propone por el señor Secretario y se acuerda, la
adquisición de seis ejemplares de las leyes mercantiles de Granados y

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanto la sesión

Señores: Presidente, Traviesas, Secretario

NÚMERO 32

Sesión del veinte de septiembre de rril novecientos treinta y
cinco

mañana.

Con asistencia de los señores indicados d margen, se declara
abierta la sesión por el señor Presidente a las diez y media de la

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada sin discusión.

El señor Presidente da cuenta del faUecimiento del portero del
Tribund proponiendo, y así se acuerda, que se haga constar el senti-
miento de la Junto.

A continuación se da lectura por el señor Secretario al pro-
yecto de presupuesto para el próximo año económico, por un
importe total de 1.649990,95 pesetas (un millón seiscientas cua-



Señores: Presidente,Traviesas, Secretario

renta y nueve mil novecientas noventa con noventa y cinco cénti-
mos), que queda aprobado, acordándose ponerlas a la consideración
delTribunal pleno.

No habiendo otros asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores Presidente,Traviesas, Secretorio

NUMERO 33

Sesión del tres de octubre de mil novecientos treinta y cinco

Con asistencia de los señores que se indican, y habiendo excu-
sado su asistencia el Vicepresidente, señor Traviesas, se abre la sesión
y queda aprobada el acta de la anterior.

Ala soUcitud del portero Javier Lecumberri para que se le rele-
ve del servicio de calefacción, se acuerda de conformidad.

La Junta quedó enterada de la soUcitud del conservador del edi-
ficio y mobüiario, don Basüio Fernández, sobre vivienda e instolación
de taUer, aplazándose la resolución en cuanto a la misma.

El Secretario da cuenta de la presentación por la Compañía
Telefónica Nacional de facturas correspondientes al servicio telefóni-
co oficial durante los años mil novecientos treinta y cuatro y mü
novecientos treinta y cinco que suman 1.350,10 pesetas (mü tres-
cientas cincuenta con diez céntimos) acordándose no abonar dicha
cantidad por corresponder a servicios de carácter oficial y entender la
Junta que no está elTribunal obligado a satisfacerlos.

Examinadas las cuentas generales correspondientes al segundo
trimestre del año corriente, se acuerda presentarlas a la aprobación
del Pleno.

Por dtimo, se hizo un estudio de los decretos publicados para
la apUcación de la ley de restricciones a fin de someter a la conside-
ración los particdares que al Tribunal puedan dectar.

No habiendo otros asuntos que tratar, se levantó la sesión



Suma el Capítdo Primero, art. 4, 7.340 pesetas (siete rril tre-

cientas cuarento).Totol: 12.140 pesetas (doce mü ciento cuarenta).

Se acuerda, por dtimo, a propuesta del señor Traviesas, adquirir de
laUbrería Sánchez Cuesta los Ubros indddos en lareladón que presenta.

Y no habiendo otros asuntos, se levanta la sesión,

Señores: Presidente,Traviesas, Süió. Secretario: señor Herrero

Sesión del día siete de octubre de rril novecientos treinta y cinco

Con asistencia de los señores que d margen se indican, el señor
Presidente declara abierto la sesión.

Leída el acto de la sesión anterior, es aprobada

A propuesta del señor Presidente se acuerda elevar d conoci-

miento delTribund pleno las sigdentes notificaciones a introducir en

el proyecto de presupuesto delTribund para el ejercicio económico
de mü novecientos treinta y cinco a rril novecientos treinta y seis:

Que se rebaje de las 80.000 pesetas (ochenta mil) que aparecen

en el Capítdo Segundo, art. 1, "Materid de oficina no inventariable",

la cantidad de 12.140 pesetas (doce mil ciento cuarenta) para contra-

pesarlas como aumento en los siguientes capítdos y artícdos, cuyos

conceptos se detallan:

Capítdo Primero, art. 2. Otras remuneraciones

Gratificación d vigilante conductor del automóvU del señor

Presidentes 1.800 pesetas (rrilochocientas) anudes, menos el 10 por

100,1.620 pesetas (rrilseiscientas veinte). ídem d ayudante del ante-
rior, 1.180 pesetas (rrilciento ochenta).

Por quebranto de moneda d habüitodo del materid que tam-

bién lo es del persond, 2.000 pesetas (dos mü).

Cantidad a aumentar en el Capítdo Primero, art. 2,4.800 pese-

tas (cuatro rril ochocientas).

Capítdo Primero, art. 4, Jórrales
Como sirvientes, encargado de las tres cdderas y demás ele-

mentos de la cdefacción, a 8 pesetas (ocho) diarias, durante ciento
cincuenta días, 1.200 pesetas (mü doscientas).



yecto se fijó

El señor Secretario hace constar que, según los informes facul-
tados por el arquitecto director de las obras, las que vienen redizán-
dose por cuenta del propietario del edificio para reformar los aparatos
de cdefacción no se ajustan a los proyectos formdados, por lo que
entiende que no se obtendrá de eüas la eficacia pretendida. La Junta
acuerda comisionar a dicho señor arqdtecto a fin de que requiera al
jefe técnico de la casa que reaUza las obras, para que diga si garantiza,
con las que se efectúan, la obtención de la temperatura que el pro-

Se acuerda reaUzar en las viviendas que ocupan los porteros
Gervasio Rodríguez y Marcelino Trocho las obras de albamlería nece-
sarias y examinados los presupuestos presentados, adjudicarlas d dba-
ril José Ruiz por precio de 140 (ciento cuarenta) y 75 (setenta y
cinco) pesetas, respectivamente.

Se acuerda igualmente adquirir capotes de invierno para seis
porteros delTribunal que carecen de eUos, en precio de 176 pesetas
(cientos setenta y seis) cada uno.

La Junta resuelve encomendar el cuidado de la cdefacción al
portero Gervasio Rodríguez, que recibirá por eUo una gratificación de
tres pesetas y cincuenta céntimos diarias y,por último, se acuerda que
sean redactadas las bases para adjudicar mediante concurso el sumi-
nistro de los artículos de papelería necesarios en elTribunal.

Yno habiendo otros asuntos que tratar, se levantó la sesión

Señores: Presidente, Süió, Secretario

Sesión del día veintidós de octubre de rril novecientos treinta y
cmco

Reunida la Junta de Gobierno, con asistencia de los señores
indicados al margen, habiendo excusado la suya el señor Traviesas, se
dio lectura d acta de la sesión anterior, que fue aprobada.

Ainstancia del propietario del edificio que ocupa elTribunal, se
acordó devolver a la Presidencia del Consejo de Ministros el escrito
que a aqueUa dirigió dicho señor, ofreciendo en vento la citada casa,
con informe favorable en cuanto a las condiciones adecuadas para la
instolación y sin examinar lo referente d precio fijado para la renta,
cuya determinación no es competencia de la Junta.



Igualmente se da cuento de la comunicación del Presidente del
Consejo de Ministros, relativa a la petición formulada d Consejo de
Administración del Patrimonio de la RepúbUca. Al ver los documen-
tos se acordó dar cuenta dTribund pleno.

Se acuerda someter a la resolución del Pleno la posible apUca-
ción del Decreto de veintiocho de septiembre dtimo, referente en
general a la cuantía de las dietas que pueden devengar los funciona-

Sesión del día siete de noviembre de rril novecientos treinta y

cmco

Con asistencia de los señores que d margen se indican, habien-
do excusado la suya d señor Vicepresidente D. Manuel Miguel Tra-
viesas, se reunió la Junto de Gobierno.

Leída el acta de la sesión anterior, fue aprobada.

Se resuelve conceder casa-vivienda en el edificio delTribunal
al portero Florencio Asunción Rosales, único que la tiene solicita-
da y a quien corresponde, según el criterio de antigüedad ya esta-
blecido.

Se aprobó la factura de 75 pesetas (setenta y cinco), presenta-
da por el conservador del mobüiario, y que se refiere a instolación de
cortinas

No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.

Señores: Presidente, Süió, Secretario

NUMERO 37

treinta y cinco
Sesión del día veinticinco de noviembre de mü novecientos

Reunida la Junto de Gobierno con los señores que se indican d
margen, por haber excusado su asistencia el Vicepresidente señor
SÜió, se dio lectura d acta de la anterior, que fue aprobada.

El señor Presidente dio cuenta de la carta recibida del señor
Ministro de la Gobernación, en contestación a la que fue diridda, refe-
rente a la firma de los expedientes y comunicaciones que se enviaran
a este Tribund.



rios públicos, por entender la Junta que tal precepto no es de apUca-
ción a los vocales suplentes del Tribund.

Apropuesta del señor Presidente se acuerda conceder d secre-
tario de Sección don Joaquín Herrero Mateos una gratificación por los
trabajos extraordinarios prestados en el desempeño interino de la
Secretaría general, durante la enfermedad del titular, consistente en la
diferencia del haber Uqddo que perciben ambos funcionarios en con-
cepto de sueldo, y por el tiempo de la interinidad.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente,Traviesas, Secretario

NUMERO 38

Sesión del día once de diciembre de mü novecientos treinta y
cmco

Con asistencia de los señores que se indican d margen, se reu-
nió la Junta de Gobierno.

Leída por el señor Secretario el acta de la anterior, fue aprobada.

Se examinó la cuenta de gastos correspondientes d tercer trimes-
tre del año corriente, acordándose someterla a la aprobación del Pleno.

Dada cuenta del escrito dirigido por doña Rosario de la Guerra,
ofreciendo en venta y por precio de 50.000 pesetas (cincuenta iril)
una bibUoteca, cuyo catálogo se acompaña, se acuerda hacer saber a
la solicitante, con devolución de dicho catálogo, que elTribunal no dis-
pone de medios económicos suficientes para la adqdsición de los
libros que ofrece.

En cuanto a la soUcitud de gratificación formulada por el per-
sonal administrativo y subalterno y la propuesta del Secretario sobre
adquisición de una máquina multicopista más económica y de fácil
manejo que la existente en el Tribunal, se acuerda someter ambas
cuestiones a la resolución del Pleno.

Se dio cuenta por el Secretario de la soUcitud nuevamente for-
mdada en forma verbd, por un empleado de la Compañía Telefónica,
para cobrar las conferencias celebradas por los aparatos oficiales, acor-
dándose por la Junta demorar el examen de tal cuestión, hasta que se



Con asistencia de los señores que se expresan d margen, se reu-
nió la Junto de Gobierno que aprobó, después de ser leída por el señor
Secretario el acta de la sesión anterior.

formde la soUcitud por escrito y con visto de los razonamientos que
en el mismo se deguen.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente,Traviesas, SÜió, Secretario

NUMERO 39

Sesión del veintiuno de diciembre de rril novecientos treinta y

cmco

Habiendo excusado su asistencia el Vicepresidente señor
Traviesas, se reunió la Junta de Gobierno con los señores que se indi-
can d margen y fue aprobada el acta de la sesión anterior sin discusión.

Examinados los presupuestos de las Casas Monüuy, Gestetner,
Florián Delgado yOmrium,y con vista de los informes recodóos, se acor-
dó adquirir la máquina rmilticopista Gestetner n.° 22, en precio de 1.150
pesetas (rrilciento cincuenta) en que definitivamente ha sido ofrecida.

Quedando un remanente de la cantidad consignada para la
adquisición de Ubros en el ejercicio corriente, se acordó invertirla con
toda urgencia, aprobando la adquisición de los Ubros incluidos en la
Usto que presenta el señor Secretario.

Con asistencia, desde este momento, de los señores Pradera,
Beceña y Sbert, y no habiendo comparecido los señores Pedregd y
Martín Álvarez, también invitados, son examinadas las cuentas del pre-
supuesto extraordinario correspondiente d año mil novecientos trein-
ta y tres, y se aprueban sin discusión acordando someterlas a la
aprobación delTribund Pleno.

Yno habiendo más asuntos que tratar se levanta la sesión

Señores: Presidente, Süió, Secretario

NÚMERO 40

Sesión del día siete de febrero de rril novecientos treinta y seis



Examinadas las cuentas ordinarias correspondientes al cuarto
trimestre del año mü novecientos treinat y cinco se acordó someter-
las a la aprobación delTribunal Pleno.

Dada cuenta de la comunicación del ministerio de Estado, en
que se inserta la nota de la Embajada de la República Francesa, refe-
rente al pago de telas adquiridas a don Andrés R. Salcedo, que se dice
era representante de una casa francesa, se acordó contestar en los tér-
minos que se consignan en la minuta presentada.

Se da lectura a una solicitud suscrita por los Secretarios de
Sección y Oficiales letrados del Tribunal, en petición de que se con-
ceda d persond técnico la misma proporciondidad de gratificación
que fue otorgada a los funcionarios administrativos. Apropuesta del
señor Süió se acuerda acceder a la petición autorizando d señor
Presidente para otorgar dicha gratificación si las disporibüidades eco-
nómicas lo permiten.

Yno habiendo más asuntos que tratar se levanta la sesión

Señores: Presidente, SÜió, Secretario

NÚMERO 41

Sesión del día trece de marzo de mil novecientos treinta y
seis

Reunida la Junta de Gobierno con los señores que d margen se
expresan se leyó y fue aprobada el acta de la anterior.

Examinada la cuenta de resdtas correspondiente al año mü
novecientos treinta y cinco, se acordó someterla a la aprobación del
Tribund Pleno.

ción e Uuminación

Seguidamente se acordó Uevar a cabo las obras de instalación
necesarias para la Uuminación de la fachada del Tribunal, aprobándo-
se el presupuesto formulado por la Casa Moro, importante 2.370 pese-
tas (dos mü trescientas setenta), y gratificar con 100 pesetas (cien) d
conservador señor Fernández, que cuidaría de inspeccionar la instala-

Yno habiendo más asuntos que tratar se levantó la sesión,

Señores: Presidente, Süió, Secretario



Sesión del día dos de mayo de mü novecientos treinta y seis,

Reunida la Junta de Gobierno, constituida por los señores
que al margen se indican, leyó y fue aprobada el acta de la sesión
anterior.

Se acuerda adquirir uniformes de verano para todos los
Porteros del Tribund y dos camas metáUcas para el puesto de la
Guardia Civü.

No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente.Traviesas, SÜió, Secretario

NÚMERO 43

Sesión del día dieciocho de junio de mü novecientos treinta y
seis

Constituida la Junto de Gobierno con los señores que se con-
signan d margen, se dio lectura del acto de la sesión anterior, que es
aprobada.

Pleno

Examinadas las cuentas ordinarias correspondientes d primer
trimestre del año en curso se acuerda someterlas a la aprobación del

Se acuerda igualmente adquirir Ubros para la bibUoteca del
Tribund, por la cantidad totd disponible del crédito presupuesto, y
colchones para las camas del puesto de la Guardia Civü.

Apropuesto del señor Secretario se resuelve aceptar el ofreci-
miento de la Casa Gestetner, cambiando la mdticopisto que fue adqui-
rida a dicha casa por el modelo más perfeccionado, mediante abono
de 700 pesetas (setecientos) de diferencia de precio, cuya cantidad
será satisfecha en dos o tres plazos.

Y, por dtimo, se aprueba, la distribución del crédito extraordi-
nario de 25-000 pesetas (veinticinco mil), aprobado por las Cortes

para satisfacer los gastos de materid y trabajos extraordinarios con
motivo de las elecciones de compromisarios, para la designación de
Presidente de la RepúbUca.



Señores: Presidente, Traviesas, Silii,Secretario

Diligencia. En esta fecha y cumpliendo órdenes recibidas se
remite este libro al Excmo. señor Presidente del Tribunal, en
Valencia

Madrid, dos de abril de mil novecientos treinta y siete

NÚMERO 44

Sesión del catorce de abril de mü novecientos treinta y siete

En la ciudad de Valencia, a catorce de abril de mü novecientos
treinta y siete, se reúne la Junta de Gobierno, formada por los señores
que al margen se expresan. Actúa como Secretario el de Sección don
Carlos Sanz Cid, en virtud de autorización acordada en la reunión ple-
naria delTribunal de los de diciembre dtimo.

Se da lectura d acta de la sesión anterior que fue aprobada

A continuación se da cuenta de un oficio de veintisiete de
febrero dirigido al señor Presidente por el del Congreso de los
Diputados, en el que se comunica que la Comisión de Gobierno
Interior de las Cortes, en la depuración llevada a cabo en virtud de
lo dispuesto por el Decreto de veintiuno de julio de mü novecientos
treinta y seis, ha acordado declarar cesante al auxüiar de la Secretaría
del Congreso y Taquígrafo de este Tribunal, don José Luis García
Rubio, en vista de cuya comunicación y del Decreto de treinta y uno
del mismo año y mes citados, que preceptúa que los funcionarios
declarados cesantes en alguno de los cuerpos de que forman parte
y siendo de la competencia de ésta Junta resolver sobre la cuestión
que se plantea, dado lo previsto en el art. 46 del Reglamento de seis
de abril de mil novecientos treinta y cinco, se acuerda la separación
definitiva del servicio del Taquígrafo-mecanógrafo de este Tribunal,
don José Luis García Rubio.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.

Señores: Presidente, Alba, Secretario

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión



Se da lectura de la comunicación enviada por el Sindicato
único de funcionarios judiciales, abogados y funcionarios adminis-
trativos, en general, solicitando el abono de las mensualidades
devengadas en su cargo por su afiliado y conservador del edificio
don Basilio Fernández, y visto el acuerdo de la Junta de Gobierno
de ocho de enero de mil novecientos treinta y cinco por el que
dicho señor fue nombrado con carácter gratuito, se decide atener-
se a lo establecido y comunicarlo así al expresado Sindicato,
poniéndolo en conocimiento delTribunal en Pleno, por si estimase
otra cosa procedente.

Sesión del día ocho de mayo de mü novecientos treinta y siete

Constituida en Valencia, en el día indicado, la Junta de Gobierno
con los señores que al margen se expresan, se dio lectura d acto de la
sesión anterior, que fue aprobada.

Dada cuenta de la soUcitud de aumento de sdario presentada
por las mujeres encargadas del servicio de limpieza del edificio del
Tribund en Madrid, se acuerda que antes de resolver se pida una infor-
mación sobre la duración de la jornada y extensión del trabajo que las
está encomendado, por si hubieran sdrido modificación al ser ocu-
padas transitoriamente dgunas dependencias del edificio por las
Comisarías de Orden PúbUco.

A propuesta de la Secretaría, se acuerda la adquisición de Ubros
para la Biblioteca, dentro de los límites que las cantidades disponibles
consientan, debiendo de darse cuenta a esto Junta de los Títdos y pre-
cios de las obras cuya adqdsición se propone.

Igualmente se da cuenta de otra adquisición de la Secretaría,
pidiendo que se autorice la destrucción de los documentos exis-

tentes en el Tribunal, extendidos por los Colegios electorales en la
designación de compromisarios que el año último eligieron
Presidente de la República, conservando en el archivo, como ya lo
están, las actas de proclamación de las Juntas provinciales y las
resoluciones del Tribunal referentes a las mismas, y teniendo en
cuenta la penuria de pasta de papel debida a las actuales circuns-
tancias, y que los datos consignados en esos documentos son los
ya recogidos en las actas archivadas, se acuerda el envío de los mis-

mos a las fábricas de papel, en donde puedan tener un nuevo apro-
vechamiento.



Señores: Presidente.Alba, Secretario

NÚMERO 46

Sesión del día diecinueve de junio de mü novecientos treinta y
siete

En la ciudad de Valencia, a diecinueve de junio de mü nove-
cientos treinta y siete, se reúne la Junta de Gobierno con asistencia de
los señores que d margen se expresan.

Se da lectura d acta de la sesión anterior, que es aprobada

Figura como único asunto a tratar en la sesión de hoy, el escri-
to presentado por las empleadas del servicio de limpieza del edificio
del Tribunal en Madrid, en demanda de aumento de sueldo por la
carestía de la subsistencias. El Señor Presidente hace notar que el cita-
do servicio no absorbe la entera actividad de tales empleadas, sino una
pequeña parte de la misma, por lo que el sueldo fijado no pretende
cubrir la totaUdad de sus necesidades, sino marcar sin registro una
retribución para el tiempo empleado, dejando a los ingresos obtenidos
en las restantes horas disponibles, la misión de completar un jornal
suficiente,y que según comunica la Secretaria delTribunal en Madrid,
el servicio de limpieza ha disminddo d instalarse en dgunas depen-
dencias del edificio las Comisarías de Vigüancia, hasta el punto de que
no requiere el trabajo diario de todas las empleadas, süio de una parte
que se va turnando en el mismo, en vista de cuyas razones magnáni-
mamente se acuerda no acceder d aumento de sueldo solicitado.

No habiendo más asuntos que tratar se levantó la sesión.

Señores: Presidente, Alba, Secretario

NÚMERO 47

Sesión del día seis de septiembre de mü novecientos treinta y
siete

En la ciudad de Valencia, a seis de septiembre de mü novecien-
tos treinta y siete, se reúne la Junta de Gobierno con asistencia de los
señores que d margen se expresan.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión



Se da cuento de la instancia presentada por los taqrigrafos-
mecanógrafos de este Tribund don FeUpe Félix Moreno Gonzdo y
don Antonio Pérez Olmedo, pidiendo que les sea concedida la exce-
dencia en los cargos que sirven con reserva de las plazas que ocupan
por haber sido nombradas tenientes de Infantería en campaña, como
lo justifican con la presentación de los oportunos nombramientos.

La Junta de Gobierno, teniendo en cuenta lo prescrito en el art.

1 del Decreto de cuatro de enero de mil novecientos veintiocho cuyo
espíritu se ha mantenido y ampliado por las más recientes disposicio-
nes de treinta de enero y trece de mayo dtimos, acortó acceder a lo
soücitodo declarando a los señores Pérez Olmedo y Moreno, en situa-
ción de excedencia activa con reserva de los cargos que desempeñan
en este Tribund por el tiempo que dure su permanencia en filas y a par-
tir de la fecha de su instancia, debiendo reincorporarse d servicio de
los mismos dentro del plazo de treinta días a partir de su Ucencia-
miento en el ejército, cuyo extremo se justificará mediante certifica-
ción expedida por el Jefe de Cuerpo o unidad a que estuviesen dectos,
entendiéndose que renuncian a su destino si así no lo hicieren.

En cuanto a sus haberes se está a lo dispuesto en las disposi-
ciones vigentes, sin que puedan en ningún caso percibirles simdtá-
neamente por este Tribund y por el Ministerio de Defensa.

Yno habiendo más asuntos que tratar se levantó la sesión.

Señores: Presidente, Alba, Secretario

NÚMERO 48

Sesión del día diez de septiembre de rril novecientos treinta y
siete

En la ciudad de Valencia, a diez de septiembre de mü novecien-
tos treinta y siete, se reúne la Junta de Gobierno con asistencia de los
señores que d margen se expresan.

Se da lectura d acto de la sesión anterior, que es aprobada.

Segddamente se da cuento de la orden de la Presidencia del
Consejo de Ministros del pasado día seis, pubUcada en la Gaceta del
nueve, por la que se dispone que se reduzca d mínimo indispensable
el número de funcionarios que han de seguir prestando sus servicios

Se da lectura el acta de la sesión anterior, que es aprobada.



NÚMERO 49

Sesión del día once de septiembre de mü novecientos treinta y
siete

En la ciudad de Valencia, a once de septiembre de mil nove-
ceintos treinta y siete, se reúne la Junta de Gobierno, con asistencia de
los señores que al margen se expresan.

Se da lectura al acta de la sesión anterior, que fue aprobada con
la salvedad que implican los acuerdos de esta sesión, en la que, vol-

en las oficinas púbUcas de Madrid, en vista de la cual la Junta de
Gobierno acuerda que las necesidades de este Tribunal en dicha capi-
tal quedan atendidas por los señores siguientes: La Jefatura por el
Secretario General, señor Serrano Pacheco; el Registro General por la
señorita Abad Conde; el servicio de Notificaciones por el Oficial admi-
nistrativo, señor Salazar; los trabajos de oficina por uno de los taquí-
grafos, señor Gómez Mesías, que el señor Secretario designe, y los
servicios subdternos por los AuxiUares Benito Calles y Marcelino
Trocho, debiendo trasladarse ineludiblemente a Valencia, los demás
funcionarios, señores: Rojas, interventor; Chamorro, Oficial Letrado,
Hirschsfeld, Oficial administrativo, y uno de los taquígrafos, señores
Gómez Mesías. El señor Secretario deberá enviar urgentemente el
nombre de las personas de las fámulas de los expresados funcionarios,
que han de acompañarles a Valencia, para que el señor Presidente
pueda comunicarlo dMinisterio de Trabajo yAsistencia Socid para los
efectos de locomoción y alojamiento.

Habiendo sido el Oficial letrado señor Chamorro movilizado e
incorporado a la Compañía de Destinos del Regimiento de Infantería
n.° 1 —lo que le permitiría seguir prestando servicio en elTribunal—,
póngase en conocimiento del señor Coronel de la expresada unidad
esta orden de traslado, para que conceda autorización para dicho des-
plazamiento y si no pudiera ser concedida, que quede el mencionado
funcionario a las inmediatas órdenes de la autoridad miUtar, pudiendo
solicitar en este caso de incompatibilidad con sus deberes civiles, la
excedencia activa y demás ventajas que se conceden por el Decreto
de cuatro de enero de mü novecientos veintiocho, y la Orden de la
Presidencia del Consejo de Ministros de trece de mayo último.

Yno habiendo más asuntos que tratar se levantó la sesión

Señores: Presidente, Alba, Secretario



Yno habiendo más asuntos que tratar se levantó la sesión.

Señores: Presidente, Alba, Secretario

NUMERO 50

treinta y siete
Sesión del día veintisiete de septiembre de rril novecientos

En la ciudad de Valencia, a veintisiete de septiembre de rril
novecientos treinta y siete, se reúne la Junta de Gobierno, con asis-
tencia de los señores que d margen se expresan.

Se da lectura d acto de la sesión anterior, que es aprobada.

Se da cuenta de la comunicación enviada por el señor Ministro

de Hacienda, interesando el envío del proyecto para el ejercicio eco-
nómico próximo, y después de un cambio de impresiones se acordó
mantener en principio las partidas y cifras del presupuesto vigente,

Uevando a la resolución delTribunal en Pleno, dgunas cuestiones que
con td motivo se plantean.

A continuación se da lectura del escrito que, por conducto de
la Secretaría General eleva el Oficid letrado don Santiago Chamorro y,
en su vista, se resuelve que dado el espíritu que informa la orden de
la Presidencia del Consejo de Ministros de seis de septiembre actud,
que la Junta hizo suyo para contribuir a la obra del Gobierno, se rati-
fican los acuerdos de diez y once del indicado mes, en virtud de los
cudes se cierran en Madrid todos los servicios y oficinas de este

Tribund que hasta ahora venían funcionando, con la excepción de las
de custodia y comunicación con el exterior —Redstro y notificacio-
nes—, y para ejecutar tdes acuerdos, así como por resdtor aüí desar-

Mesías

viendo sobre la organización de las Oficinas de este Tribund en
Madrid, y acoplamiento del persond, se decidió que dado el mayor tra-

bajo que pesa sobre las oficinas de Vdencia, se trasladen a esto ciudad
los dos taquígrafos-mecanógrafos don Eduardo y don José Gómez

En cuanto d taqrigrafo-mecanógrafo don JuUo Andada, agrega-

do temporalmente d Instituto de Reforma Agraria, se acordó pregun-
tar a dicho organismo si continúan siendo precisos en sus oficinas los
servicios que hasta ahora prestaba en el mismo, y en caso negativo,
que se disponga el cese de la agregación y su traslado a Valencia.



En la ciudad de Valencia, a seis de octubre de mü novecientos
treinta y siete, se reúne la Junta de Gobierno, con asistencia de los
señores que d margen se expresan.

Se da lectura al acta de la sesión anterior, que es aprobada.

Se da cuenta de la instancia que por conducto redamentario
eleva el Oficial Letrado de este Tribunal don Santiago Chamorco,
pidiendo que se le declare en situación de excedencia activa por
haber sido movüizado y destinado con fecha veintinueve de septiem-
bre dtimo, al Grupo deTrenAutomóvü del Ejército del Centro,y haber
dejado con el nuevo destino de prestar sus servicios en la Asesoría
jurídica que le estaba encomendada. En su consecuencia, y visto lo dis-
puesto en el Decreto de cuatro de enero de mil novecientos veintio-
cho, yla Orden de trece de mayo dtimo, se acuerda conceder al señor
Chamorro, la excedencia activa en sus funciones por la incorporación
a filas, con la percepción íntegra de los haberes que en este Tribund

ticdada e inútil la función de un Oficial letrado, el señor Chamorro se
trasladaría a Valencia o cesará en sus funciones en Madrid, si sus debe-
res multares no le consienten tal desplazamiento, comunicándoselo
así, en este caso, d Coronel del Regimiento número uno, para que
resuelva sobre la agregación que tenía dispuesta y que había consen-
tido a dicho oficial segdr, hasta el momento en el desempeño normal
de sus funciones en este Organismo, y no habiéndose hasta ahora pro-
nunciado declaración alguna sobre su situación administrativa, por no
haberse producido la condición —instancial, falta de asistencia, etc.—
que ha de provocar la aplicación, a este caso concreto, de las normas
generales que regdan en abstracto las situaciones y derechos que
pueden decretarse o a las que pueden acogerse los funcionarios, se
reitera el acuerdo precedente, según el cual el letrado señor
Chamorro, de no trasladarse a Valencia, por motivos multares, podrá
soücitar los beneficios de la orden de la Presidencia del Consejo de
Ministros, de trece de mayo dtimo, o atenerse a las resoluciones que
sobre él se tomen.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente, Alba, Secretario

NUMERO 51

Sesión del día seis de octubre de milnovecientos treinta y siete



Señores: Presidente, Alba, Secretario

NUMER0 52

Sesión del día veintiuno de diciembre de mü novecientos trein-

ta y siete

En la ciudad de Barcelona, a veintiuno de diciembre de rril
novecientos treinta y siete, se reúne la Junta de Gobierno interior con
asistencia de los señores que d margen se expresan.

Leída el acta de la sesión anterior es aprobada.

Acontinuación el señor Presidente da cuenta de las gestiones
que han sido practicadas, para dar cumplimiento d acuerdo de trasla-
do de la residencia de este Tribund a Barcelona, tomado en tres de
noviembre dtimo, y en visto de las mismas la Junto acuerda: tomar
para la instelación oficid de este Organismo todo el piso principd de
la casa número cuatrocientis dieciocho de la Avenida del catorce de
abril, delegando en el señor secretario el cridado de firmar y formaU-
zar el oportuno contrato por la cantidad de 500 pesetas (quinientos),
en que la renta de esta parte del inmueble está evduada.

Contratar con las empresas que proporcionan fluido eléctri-
co, gas y agua, los servicios que cada una suministra, delegando
igualmente para este caso en el señor Secretario la representación
de la Junta.

Ampliar la instolación eléctrica en lo referente d servicio de
dumbrado, y hacer instalar toda una línea distribuidora de corriente
industrid por las dependencias del edificio,para obtener por este pro-
cedimiento la necesaria cdefacción durante los meses de invierno, ya
que no ha sido posible obtenerla por ningún otro procedimiento más

le están asignados, y sin derecho a retribución alguna por el Ministerio

de Defensa Naciond, debiendo de reincorporarse a su destino civü en
el plazo de treinta días, a contar desde aquél en que termine la movi-
Uzación extrema, que acreditará mediante certificación expedida por
la Autoridad müitar correspondiente, teniéndole, de no hacerlo, como
se dispone, por renunciante a su cargo.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levantó la sesión



Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanto la sesión

Señores: Presidente, Alba, Secretario

NUMERO 53

Sesión del día veinticuatro de diciembre de mü novecientos
treinta y cinco

En el día de hoy se reúne la Junta de Gobierno, con asistencia
de los señores que d margen se expresan.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada

A propuesta del señor Alba se acuerda la adqdsición de dgu-
nos libros una vez que se compruebe que los títulos y autores que se
proponen por el propio señor Vicepresidente y el Secretario, no se en-
cuentran en la biblioteca delTribunal en Madrid.

Acontinuación se pasa a examinar los proyectos que para la ins-
talación de las Oficinas presenta la Casa Andrés y Fuster, cuya ejecu-
ción se elevaría a un costo total de 69.814,40 pesetas (sesenta y nueve
mü ochocientas catorce con cuarenta céntimos), dejando excluido el
despacho oficial para el señor Presidente y habiendo expuesto, el
Señor Secretario, las explicaciones verbdes recibidas del propio señor
Fuster, y los precios corrientes en Barcelona para dgunos muebles
que se han adqdrido en esta ciudad, se acuerda encargar a la nom-
brada Casa Andrés y Fuster, de realizar los proyectos presentados en
los precios que se indican hasta la suma total de 69.814,40 pesetas
(sesenta y nueve mü ochocientas catorece con cuarenta céntimos).

Dar orden, igualmente, para que se amplíen en lo preciso las ins-
talaciones sanitarias, algo deficientes para las necesidades de este
Tribund, ya que los pisos tomados para su instolación no estaban pre-
parados para servicios públicos, sino para habitaciones privadas.

Y por dtimo, vistas las proposiciones que para amueblar y
decorar los locales tomados han presentado algunas casas, y dada las
escasas disponibilidades que se encuentran en las que radican en
Barcelona, se acuerda encargar a la casa Andrés y Fuster de Valencia un
presupuesto detdlado del coste de los muebles y decoraciones que se
necesitan, para los distintos despachos y dependencias sobre los ense-
res traídos de las oficinas de Madrid.



Yno habiendo más asuntos que tratar se levanta la sesión.

Señores: Presidente, Alba, Secretario

NÚMERO 54
Sesión del día ocho de marzo de rril novecientos treinta y ocho

En el día de hoy se reúne la Junta de Gobierno, con asistencia
de los señores que d margen se expresan.

Leída el acta de la sesión anterior, es probada

Se da cuenta del escrito que envía el taqrigrafo-mecanógrafo de
este Tribund don JuUo Andada, por el que soUcita que se declare en la

situación administrativa que, según las disposiciones vigentes, cones-
ponda por haber sido movilizado, según acredito con la certificación
del segundo Jefe de Estado mayor del XX Cuerpo Ejército y, en conse-
cuencia, se acuerda, en apUcación del decreto de cuatro de enero de
rril novecientos veintiocho, y la orden de trece de marzo de rril nove-
cientos treinta y siete, declararle en situación de excedencia activa con
sueldo, con reserva de la plaza que venía desempeñando, por el tiem-
po que dure su servicio en el Ejército, debiendo reincorporarse a su
destino civü en el plazo de treinta días, a contar desde aquel docu-
mentolmente comprobado, en que termine su movilización.

Consdtada por el señor Secretario la organización del servicio

interior delTribund y adscripción a los distintos servicios de sus fun-
cionarios, se acuerda dejar a su decisión el acoplamiento del personal,

Igualmente se acuerda aprobar la adqdsición de un tresülo, diver-
sas sillas, camas y colchones para las fuerzas del Cuerpo de Seguridad,
que prestan las fuerzas del Cuerpo de Seguridad que prestan servicio de
vigilancia en el Tribund, enseres cuya adqdsición se dispense por el
señor Secretario, a reserva de la dterior aprobación de la Junta de
Gobierno y ante el aprecio de las circunstancias, muebles que en totd
importan la cantidad de 3740.00 pesetas (tres rril setecientas cuarenta).

Queda pues, de esta manera invertido el importe de los dos cré-
ditos extraordinarios a justificar,uno ya concedido y otro en tramita-
ción, que en totd han de hacer la cantidad de 74.000,00 pesetas
(setenta y cuatro rril),debiéndose de reingresar, en el Tesoro PúbUco,
antes de fin de mes, la cantidad que no se invierta de este dtimo totd
aludido.



Señores: Presidente, Alba, Secretario

NUMERO 55

En la Ciudad de Barcelona, a catorce de marzo de mü nove-
cientos treinta y ocho, se reúne la Junta de Gobierno con asistencia de
los señores que al margen se expresan.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada.

A continuación, el señor Secretario presenta las facturas y com-
probantes recibidos en distintas fechas, de las distintas casas que han
suministrado muebles y enseres para la instalación de las oficinas de
este Tribunal, por si la Junta estima que, por estar a punto de transcu-
rrir el plazo de tres meses, que se concedió para justificarla inversión
de los libramientos cobrados con fechas dieiséis y treinta y uno de
diciembre del pasado año —con los que han sido abonados los mue-
bles adquiridos—, procede formalizar la cuenta y enviarla al señor
Ordenador de Pagos, por Obligaciones Generales del Estado. De los
mencionados justificantes aparece que se han pagado a la casaAures
y Fuster, de Valencia, la suma de setenta milciento treinta y cinco pese-
tas, con cincuenta céntimos, que excede en trescientas veintiuna pese-
tas con diez céntimos, de la cantidad a que ascendía el presupuesto
aprobado en veinticuatro de diciembre anterior, por haberse demos-
trado que se padeció error en la relación entonces presentada, exclu-
yéndose una estera y un centro para el recibimiento. Se han invertido
tres mü setecientas cuarenta pesetas en un tresülo, varias sülas, etc.,
comprados en otras casas, y se han reintegrado d Tesoro, ciento vein-
ticinco pesetas con cincuenta céntimos, que aparecieron como
sobrantes en la inversión del primer crédito; extremo que se acredita
con la carta de pago número setenta y tres.

El totd de estas inversiones suma la cifra de setenta mü pesetas,
a que asciende el importe de los créditos a justificar, Ubrados en las
respectivas fechas.

En viste de todo lo cual la junta acordó aprobar las cuentas y
enviarlas previas a los informes reglamentarios, d mencionado Orde-

con la excepción que representa la designación de los funcionarios
agregados para el desempeño de cargos en las Secretarías particulares,
de los Excmos. señores Presidente y Vicepresidente.

Y no habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión



Señores: Presidente, Alba, Secretario

NÚMERO 56
Sesión del día veintiséis de abril de rril novecientos treinta y

ocho

En la ciudad de Barcelona, a veintiséis de abril de mü novecien-
tos treinta y ocho, se reunió la Junta de Gobierno con los señores que
d margen se expresan.

Leída el acto de la sesión anterior, es aprobada.

A continuación el señor Secretario da cuenta de la comunica-
ción presentada por el taquígrafo-mecanógrafo de este Tribund don
Florencio Carbajosa, d ser requerido para que atendiese a las funcio-
nes de su cargo, y en visto de la cud y de los antecedentes que figu-
ran en su expediente persond, de donde resdto que está dentro de la
edad comprendida en el Decreto de movilización del doce de abrU de
rril novecientos treinta y ocho, se acuerda de conformidad con lo dis-
puesto en el Decrete-Eey de cuatro de enero de mü novecientos vein-

tiocho declararle, a partir del día veinte del actud, fecha de su
incorporación d Ejército y por el tiempo que duren sus deberes mul-
tares, en situación de excedencia activa, sin sueldo, con reserva de la
plaza que venía desempeñando en este Tribund, a la que deberá rein-

tegrarse en el plazo de treinta días, a contar de aquel en que termine
su movüización, extremo este que acreditará mediante certificación
expedida por la Autoridad miUtar correspondiente, yteniéndolo, de no
hacerlo como se dispone, por renunciante a su cargo.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanto la sesión,

Señores: Presidente, Alba, Secretorio

Segddamente, se examinan las cuentes generales, a que ha dado
lugar la apUcación del Presupuesto del Tribund durante los dtimos
tres trimestres del año mil novecientos treinta y seis; y apareciendo
que aqueUas están en reda y que además, las cantidades Ubradas para
haberes del persond no percibidas en virtud de disposiciones moti-
vadas por la sublevación müitar, han sido reintegradas d Tesoro, a su
debido tiempo, se acuerda aprobarlas ypasarlas a examen delTribund
en pleno.

Y no habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión



Y no habiendo más asuntos que tratar, se levante la sesión

Señores: Presidente, Alba, Secretario

NUMERO 58

En la ciudad de Barcelona, a catorce de mayo de mil novecien-
tos treinta y ocho, se reúne la Junta de Gobierno interior con asisten-
cia de los señores que d margen se expresa.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada

A continuación el señor Secretario da cuenta de un oficio envia-
do a este Tribunal por el Director General del Tesoro, solicitando se
informe la petición de crédito formulada por el secretario general de

Sesión de la Junta de Gobierno del día veintiséis de abrü, digo,
del cuatro de mayo de mil novecientos treinta y ocho.

En la ciudad de Barcelona, a cuatro de mayo de mü novecientos
treinta y ocho, se reúne la Junta de Gobierno interior, con asistencia
de los señores que al margen se expresan.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada. A continua-
ción el señor Secretario da cuenta de una comunicación presenta-
da por el Oficial administrativo de este Tribunal, don Alfonso
Ayensa y Sánchez de León, solicitando la situación legal que le
corresponda, por haberse incorporado a filas, por estar compren-
dido en el reemplazo de mil novecientos veintisiete. Se leen las dis-
posiciones pertinentes citadas en otras actas de esta Junta, y vistos
los antecedentes de su expediente, de donde resulta que está
comprendido en la edad afectada por la movilización, dispuesta
por el decreto del doce del pasado mes y la Junta acuerda en con-
secuencia declarar al señor Ayensa en la situación de excedencia
activa, por el tiempo que duren sus deberes militares, con reserva
de la plaza que venía desempeñando en este Tribunal, a la que
deberá reintegrarse en el plazo de treinta días, a contar de aquel en
que termine su movilización, disponiendo igualmente que dicha
excedencia sea sin sueldo, por haber optado el interesado por los
haberes que como militar le correspondan, sin perjuicio de los
derechos que le concede la Orden de trece de mayo último, si deja-
ra de cobrar por el Ministerio de Defensa Nacional.



NÚMERO 59

Sesión de la Junto de Gobierno de treinta y uno de mayo de mü
novecientos treinta y ocho.

En la ciudad de Barcelona, a treinta yuno de mayo de mü nove-
cientos treinta y ocho, se reúne la Junto de Gobierno interior con asis-
tencia de los Señores que d margen se expresan.

Leída el acta de la sesión anterior es aprobada. Se da cuento del
escrito elevado, en veintisiete de abrü dtimo, por el Auxüiar subdter-
no don Gervasio Rodríguez, a la Presidencia del Consejo de Ministros,
por conducto de la Secretaria delTribund, en súpUca de que apUcando
el R. D. Ley de dieciséis de diciembre de rril novecientos veintinueve, se
le conceda por aquel Departamento miristerid el anticipo del impor-
te de dos mensualidades (ya que con cargo d Presupuesto del mismo
vienen percibiendo los subdternos los haberes correspondientes),
por razón de los gastos extraordinarios que habían de ocasionársele)
con motivo del dumbramiento de una de sus hijas, cuyo marido esta

movüizado y ausente; pretensión que ha sido denegada por la
Presidencia del Consejo, por no formar parte el peticionario de su
plántula. La Junta de Gobierno estima que el citado Departamento
miristerid es la Entidad obUgada a dar satisfacción al indiscutible

este Organismo en Madrid, y conforme a lo dispuesto en la Orden de
dieciséis de abril dtimo, le sean directamente abonadas por la Dele-
gación de Hacienda de la capítol citada, las sumas que importan el
sueldo de los funcionarios que allí prestan servicio y las precisas para

sufragar los gastos de materid inventoriabk y no inventariable y de
encuademaciones, pubUcaciones, etc., que aUí hayan de producirse.

Yvistos las cifras soUcitadas para las atenciones dichas, la Junta
de Gobierno las encuentra aceptables y en proporción racioral con
los gastos que han de atender, decidiendo, por tanto, informar en este
sentido d Director General del Tesoro, acordando, d mismo tiempo,
en apUcación de la Orden ya citada, autorizar el pago directo por la
Delegación de Hacienda de Madrid, de las cantidades debidas en con-
cepto de dquUeres del edificio en que están instoladas nuestras ofici-
nas en la indicada capítol, si así viniere propuesto.

No habiendo más asuntos que tratar, se levanto la sesión,

Excmos señores: Presidente, Alba, Secretario



Excmos señores: Presidente, Alba, Secretario

derecho d anticipo que asiste al funcionario nombrado; pero a fin de
no causar perjdcio a éste por la discrepancia producida, se acuerda
conceder un anticipo de cuatrocientas pesetas al AuxiUar subalterno
don Gervasio Rodríguez, previo compromiso por parte de éste de
devolverlas, mediante sucesivos descuentos de sus próximas catorce
mensudidades.

A continuación, se da cuenta de otra petición semejante, d
amparo de la citada Disposición, que formula el Oficial Administrativo
D. José Hirschfeld, igualmente por causa del alumbramiento de su
mujer, y asistiéndole el mismo derecho reconocido d anterior, se le
concede el anticipo de setecientas cincuenta pesetas, reintegrables,
también, por sucesivos descuentos durante catorce mensuaUdades.

Seguidamente se procede por la Junta al examen del estado de
las cuentas de inversión de fondos librados para gastos de materid, y
habiéndose podido apreciar ciertas nedigencias y descddos en la for-
mación de las mismas, se acuerda destituir del cargo de Habüitado de
materid al funcionario agregado don Gabriel del Brío Gonzdez nom-
brando para el desempeño de tal función a la Oficid mayor doña
Carmen López Bonüla.

Se da cuenta de las instancias presentadas por el Funcionario
Administrativo don José Hirschfeld Bernal y por los Taquígrafos don
Eduardo y don José Gómez Mesías, solicitando que se les declare en
situación de excedencia activa, con reserva de las plazas que venían
desempeñando, por haber sido interesados en que les sea aplicada,
en cuanto al percibo de haberes, la Orden de veintiuno de mayo
actual; y, teniendo en cuenta que de los datos consignados en sus res-
pectivos expedientes, aparecen como comprendidos en los reem-
plazos llamados últimamente, se acordó conceder a los tres
funcionarios dichos la situación de excedencia activa, con reserva
de las plazas que respectivamente venían desempeñando, conforme
a los preceptos de la Legislación vigente, con los derechos estable-
cidos en cuanto a la percepción de haberes, por la Orden de la
Presidencia del Consejo de Ministros de veintiuno del corriente,
debiendo volver a su destino civil dentro del plazo de treinta días,
desde aquél que aparezca la correspondiente certificación expedida
por el Jefe de los Cuerpos respectivos.

Y no habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión



Se da cuento de un escrito presentado por el taqrigrafo don

José Gómez Mesías, en el que haciendo constar que ha sido declarado
inútil totd, en el examen médico sufrido con motivo de su incorpora-

ción a filas, extremo que acredito con el certificado correspondiente,
soUcita que sea andada la excedencia activa que le fue concedida con
motivo de su movilización y, habiendo desaparecido la causa que mo-
tivó su declaración de excedencia, se acuerda dejar la misma sin efec-
to y por no declarada, retrayéndose la situación administrativa de
dicho funcionario a la misma que tenía en treinta y uno de mayo dti-
mo, cuando su Uamamiento a filas.

Igualmente se da cuento de un escrito que tenía presentado el
taqrigrafo don Florencio Carbajosa, en situación de excendencia acti-
va por su incorporación a filas, por el que opta por el sueldo que venía
percibiendo en este Tribund; con renuncia de los emolumentos que
le pudieran corresponder por el Ministerio de Defensa, ejercitando así
el derecho que le concede la Orden de diecisiete de mayo de mü
novecientos treinta y siete, y habiendo enviado en el día de hoy certi-

ficación acreditativa de su renuncia de haberes en el cuerpo müitar a
que está adscrito, se declara su derecho a percibir la cantidad que en
concepto de sueldo tiene asignada en este Tribund, desde el día en
que fue declarada su excedencia hasta aquel en que comience a serle
apUcada la nueva Orden de veintiuno de mayo, en consonancia con lo
que en la misma se establece.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.

Señores: Presidente, Alba, Secretario

NÚMERO 61

Sesión de la Junta de Gobierno del cuatro de agosto de rril
novecientos treinta y ocho.

Sesión de la Junto de Gobierno de siete de junio de mü nove-
cientos treinta y ocho.

En la ciudad de Barcelona, a siete de junio de mü novecientos

treinta y ocho, se reúne la Junta de Gobierno interior, con asistencia
de los señores que d margen se expresan.

Leída el acta de la sesión anterior es aprobada.



Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada

Se da cuenta de un escrito presentado por el taquígrafo don
José Gómez Mesías, por el que se solicita la concesión de un antici-
po reintegrable por el importe líquido de dos mensualidades, lo que
justifica por las necesidades de carácter familiar a que alude, y en
su cita, la Junta de Gobierno, teniendo en cuenta los precedentes
sobre la materia, acuerda concederle un anticipo de seiscientas
pesetas, con la obligación por parte del indicado funcionario de
devolverlas por sucesivos descuentos, durante cinco de sus próxi-
mas mensualidades.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores Presidente, Alba, Secretario

NÚMERO 62

Sesión de la Junta de gobierno del veintidós de agosto de mü
novecientos treinta y ocho.

En la ciudad de Barcelona, a veintidós de agosto de mü nove-
cientos treinta y ocho, se reúne la Junto de Gobierno interior con asis-
tencia de los señores que al margen se expresan.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada

Seguidamente, se da cuenta de la comunicación enviada por
el Director General de Propiedades y Contribución Territorial, en la
que interesa que si los servicios que en concepto de agregado pres-
ta en este Tribunal don Gabriel del Brío Gonzdez, Jefe de Negociado
del Cuerpo General de la Hacienda Pública, no fuesen indispensa-
bles (los servicios) se acuerda la vuelta del mencionado funcionario
al servicio de la Administración de Hacienda y, concretamente, a la
Dirección de Propiedades, a la que pertenece, por causa de la esca-
sez de personal que en dicho Centro ha producido la movilización
militar.

La Junta de Gobierno, después de examinar el estado actual de
la distribución de servicios entre los funcionarios administrativos,

En la ciudad de Barcelona, a cuatro de agosto de mü nove-
cientos treinta y ocho, se reúne la Junta de Gobierno interior con
asistencia de los señores que la margen se expresan.



Señores: Presidente, Alba, Secretario

NÚMERO 63
Sesión de la Junta de Gobierno de siete de septiembre de mü

novecientos treinta y ocho.

En la ciudad de Barcelona, a siete de septiembre de rril nove-
cientas treinta y ocho, se reúne la Junta de Gobierno interior con asis-
tencia de los señores que d margen se expresan.

Leída el acto de la sesión anterior, es aprobada.

Se da cuento de una comunicación enviada por el señor Minis-

tro de Hacienda, en la que se pide, a este Tribund la remisión del
Proyecto de presupuestos por el que ha de regirse su vida económica
durante el ejercicio de rril novecientos treinta y nueve, y para cum-
plimentar lo que d Ministro interesa y preparar la labor plenaria que

ha de decidir sobre la materia, la Junta de Gobierno examina cuida-
dosamente las cifras consignadas en el presupuesto prorrogado para
el ejercicio actud, en relación con los distintos servicios y las moddi-
dades impuestas por las actudes circunstancias, y en su vista, acuerda
proponer la reproducción integra de los créditos consignados, con las
prórrogas trimestrales del año corriente, introduciendo úricamente
las sigdentes adiciones.

a) En primer lugar, y para mantener con eUo un constante cri-

terio del Tribund, se cifran en sesenta mü pesetas los sueldos de los
señores Vicepresidentes de Sda del Supremo, a cuyo rango y catego-

ría administrativa están asirrilados, por el sentido de nuestra propia
\u25a0

\u25a0 . .
Ley Orgánica.

b) Se introduce también un nuevo crédito de diez mü pesetas
para el pago de anticipos reintegrables a los funcionarios, con lo que
se trata de satisfacer una necesidad constantemente sentida por esto

considera que la agregación del señor Brío a este Tribund continúa
estando plenamente justificada por razón de las funciones que viene

desempeñando, pero teniendo en cuenta las actudes circunstancias y

las razones degadas por la Dirección General de Propiedades acuerda
acceder d cese de la agregación d servicio de este Tribund, del men-
cionado funcionario don Gabriel del Brío, así lo supone.

Yno habiendo más asuntos que tratar se levanta la sesión.



c) Se añade un nuevo concepto en el grupo correspondiente
del art. 1 del Presupuesto, para pago de trabajos extraordinarios al per-
sonal administrativo subalterno.

d)Ypor último, debido al hecho de que en los dos últimos tri-
mestres de mü novecientos treinta y seis, dejaron de abonarse los
alquüeres del edificio que elTribunal ocupa en Madrid, a pesar de cré-
dito suficiente consignado en presupuestos, lo que viene suficiente-
mente acreditado en el expediente instruido (que pasará a examen de
la Intervención General de la Administración del Estado) se acuerda
incluir en el Capítulo V, del presupuesto "ejercicios cerrados" la canti-
dad de sesenta mü pesetas, correspondientes a la suma debida a dos
trimestres de los mencionados dquüeres.

Seguidamente se da cuenta de la instancia elevada por el auxi-
Uar subdterno don Florencio Asunción Rosdes, soUcitando un antici-
po reintegrable, por razón de los excepcionales gastos habidos con
motivo de la operación quirúrgica que ha sdrido.Y constando la vera-
cidad de sus asertos, se acuerda concederle a la cantidad de 400 pes-
tes (cuatrocientas), que habrá de reintegrar por sucesivos descuentos
en catorce mensudidades.

Y no habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente, Alba, Secretario

NÚMERO 64

Sesión de la Junta de Gobierno de tres de octubre de mü nove-
cientos treinta y ocho.

En la ciudad de Barcelona, a tres de octubre de mil novecientos
treinta y ocho, se reúne la Junta de Gobierno interior con asistencia
de los señores que al margen se expresan.

Leída el acta de la sesión, es aprobada.

El señor Secretario da cuenta de una comunicación verbd de
losAuxiUares subdternos de este Tribunal, por el que exponen que el
uniforme azd que han de usar el próximo invierno se encuentra, para
la mayoría de eUos, en no muy buen estado de uso, sobre todos los
pantalones, que difícilmente podrán durar toda la temporada.

Junta y cumpUmentar lo taxativamente dispuesto por el Decreto- Ley
de dieciséis de diciembre de mü novecientos veintinueve.



Seguidamente, el Secretario da cuenta de la gestión hecha
para adquirir la alfombra para el despacho del señor Presidente, y no
habiéndose encontrado en existencia en la ciudad más que una sola
del tamaño aproximado de la que para tal despacho se necesita, se
acuerda su compra, en la cantidad de 7.850 pesetas (siete mil ocho-
cientas cincuenta), que es el remanente del crédito extraordinario
concedido al Tribunal para su instolación y muebles, por decreto de
tres de junio último. Y como queda con este gasto agotado el men-
cionado crédito extraordinario concedido al Tribund para su insta-
lación y, terminada ésta, se examina la cuenta totd de lo gastado, que
es aprobada, acordándose elevarla d Pleno para su consideración y
aquiescencia.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión,

Señores: Presidente, Alba,Secretario

NÚMERO 65
Sesión de la Junto de Gobierno del quince de octubre de mü

novecientos treinta y ocho.

En la ciudad de Barcelona, a quince de octubre de rril nove-
cientos treinta y ocho, se reúne la Junta de Gobierno interior, con asis-
tencia de los señores que d margen se expresan.

Leída el acto de la sesión anterior, es aprobada.

Están sobre la mesa presupuestos y muestras para la confección
de los pantolones para los seis AuxiUares subdternos que en la actua-
Udad prestan servicio en estas Oficinas, y en su visto la Junta acuerda
encargar su confección a la casa M. Alegre Sagrera, en el precio de
ciento cincuenta pesetas cada uno.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente, Alba, Secretario

La Junta de Gobierno, teniendo en cuento que dichos uniformes
se hicieron a fines de mü novecientos treinta y seis, y que por lo tanto,

van a entrar en su tercer invierno de uso, acuerda esperar para hacer
nuevos uniformes a que estos hayan pasado los tres años habitudes,
accediendo, sin embargo a reponer la última de las prendas dudidas,
previo presupuesto de varias casas.



Sesión de la Junta de Gobierno celebrada en veintiséis de octu-
bre de mil novecientos treinta y ocho.

En la ciudad de Barcelona, al veintiséis de octubre de mil
novecientos treinta y ocho, se reúne la Junta de Gobierno interior,
con asistencia de los señores que al margen se expresan.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada

Seguidamente, se examina la cuenta que para justificación de
una cantidad Ubrada con cargo d artículo y concepto de "Adquisición
de Ubros y encuademaciones" de la Sección Sexta del Presupuesto, ha
enviado el señor Secretario General en Madrid. Y encontrándola en
forma y pertinente el gasto, se acuerda su aprobación.

A continuación, el señor Secretario da lectura de la Orden de
la Presidencia del Consejo de Ministros, de catorce del actual, por la
que se prohibe el empleo de calefacción eléctrica en todas las
dependencias oficiales y la Junta, asociándose a las iniciativas del
Gobierno para el mayor éxito de su gestión, hace suya la repetida
Orden, acordando que se recojan y encierren bajo llave todas las
estufas de ésta índole, que venían prestando servicio en las depen-
dencias de la Casa.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión

Señores: Presidente, Alba, Secretario

NÚMERO 67

Sesión de la Junta de Gobierno, celebrada en veintidós de
diciembre de mil novecientos treinta y ocho.

En la ciudad de Barcelona, a veintidós de diciembre de mü nove-
cientos treinta y ocho, se reúne la Junta de Gobierno interior, con asis-
tencia de los señores que d margen se expresan.

Leída el acta de la sesión anterior, es aprobada.

A continuación se examina la cuenta formulada por el habUita-
do de este Tribunal de Madrid, justificativa de la inversión de la canti-
dad de 500 pesetas con cargo al Capítdo Segundo, art. 2, de la Sección
Sexta de los Presupuestos Generales, prorrogados para el año en



Señores: Presidente, Alba, Secretario

curso, y encontrando la indicada cuente en forma y pertinente el
gasto, se acuerda su aprobación. •

Igualmente, se da cuenta de un Oficio enviado por el señor
Secretario General en Madrid en el que hace constar las cantidades de
las consignadas en Presupuesto, que deben de ser abonadas directa-
mente a aqueUa Oficina por la Ordenación de Pagos delegada de
Albacete, y encontrándola adecuada se acuerda oficiar a la indicada
Ordenación de Pagos, en el sentido que se propone por la Secretaría
de Madnd.

Yno habiendo más asuntos que tratar, se levantó la Sesión,





ACTAS DEL TRIBUNALDE GARANTÍAS

CONSTITUCIONALES DE LA H REPÚBLICA





Procedencia: Sdamanca

Interesados: Varios

Asunto: Recursos contra resoluciones de los Jueces de Primera
Instancia de Peñaranda, Alba de Tormes y Sdamanca, sobre bases de
los jurados mixtos del Trabajo Rural

Ponente: Varios

TRAMITACIÓN

24 de mayo de 1934: Vence el plazo concedido en que los docu-
mentos pedidos se han presentado. Se da cuenta a la Sección.

20 de junio de 1934: Providencia acordada por la Sección y fir-
mada por Presidente y Secretario, acordando archivar el expediente.
El mismo día se pasan los recursos d funcionario administrativo para
notificación del anterior acuerdo.

5 de mayo de 1924: Se da cuenta. La sección acuerda se requie-
ra d recurrente para que en el plazo de quince días presente copia de
la resolución en que se supone cometido el agravio y todos los docu-
mentos en que funde su derecho, con copias. Notificada esta resolu-
ción en el siguiente día hábU.

Expediente n.Q 48 d 80 (pares)

Fecha de entrada: distintos días de septiembre de 1933

Procedencia: Salamanca

Interesados: Varios

Asunto: Recursos contra los Jueces de Primera Instancia de
Salamanca, Peñaranda yAlba deTormes sobre bases del Jurado mixto

Expediente n.s 2 d 46 (pares)

Fecha de entrada: Distintos días de septiembre de 1933



Asunto: Recurso de amparo sobre infracción de las garantías
consignadas en el artículo 28 de la Constitución que se supone come-
tida por la Dirección General de Seguridad

Ponente: Señor Álvarez (Don Basilio)

TRAMITACIÓN

Día 6 de junio: Se notifica esta resolución al interesado
Día 20 de junio: Providencia mandando archivar.

Día 28 de septiembre de 1934: Se recibe un escrito del recu-
rrente pidiendo suspensión de las medidas facultativas.

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado al Ponente
Día 5 de junio de 1934: Se dicta auto por la sección, acordan-

do no ha lugar a la admisión del recurso por incompetencia del
Tribunal.

Día 12 de mayo de 1934: La Sección acuerda que se requiera al
recurrente para que en el plazo de quince días presente copia feha-
ciente de la resolución en que se supone cometió el agravio y todos
los documentos en que se funda su derecho con copia. Notificada esta
resolución al día siguiente hábU.

Día 31 de mayo de 1934:Vence el plazo concedido sin que los
documentos pedidos se hayan presentado.

Día 20 de junio de 1934: Se da cuento a la Sección. Providencia,
firmada por Presidente y Secretario acordando archivar el expediente.
El mismo día se pasan los recursos d funcionario administrativo para
notificar la anterior resolución.

Expediente n.e 82

Fecha de entrada: 16 de septiembre de 1933

Procedencia: Madrid

Interesados: Arturo Viyao Reviedo



Ponente: Varios

TRAMITACIÓN

Día 31 de mayo de 1934: Vence el plazo concedido sin que los
documentos pedidos se hayan presentado.

Día 20 de junio de 1934: Se da cuento a la Sección. Providencia,
firmada por el Presidente y Secretario, acordando archivar el expe-
diente. El mismo día se pasan los recursos d funcionario administrati-
vo para justificar la anterior resolución.

Día 12 de mayo de 1934: La Sección acuerda que se reqdera d
recurrente para que en el plazo de quince días presente copia de la
resolución en que se supone cometido el agravio y todos los docu-
mentos en que se funda su derecho con copia. Notificada esta resolu-
ción d día siguiente hábU.

Expediente n.fi 192 d 308

Fecha de entrada: 1933

Expediente n.n 84 d 190 (pares)

Fecha de entrada: Distintos días de septiembre de 1933

Procedencia: Sdamanca

Interesados: Varios

Asunto: Recursos contra resoluciones de los Jueces de
Sdamanca, Alba deTormes y Peñaranda, sobre bases del Jurado Mixto
del Trabajo Rural



Fecha de entrada: 29 de septiembre de 1933

Procedencia: Huelva

Interesados: José Ruiz Gonzdez

Asunto: Recurso de amparo solicitando la derogación de una
sentencia dictada en pleito civü

Ponente: Señor GÜ Gil y GÜ

TRAMITACIÓN

Día 20 de junio de 1934: Providencia, mandando archivar el

Día 19 de junio de 1934: Se recibe cumplimentada en la nobla
del Rey de Valverte.

Día 12 de junio de 1934: Notificación al interesado por el juez
Municipal de Neva.

Día 31 de mayo de 1934: Le da traslado al vocd ponente
Día 5 de junio de 1934: Asunto: rechazado de pleno el recurso

por incompetencia del Tribund. Al día siguiente se Ubra comunica-
ción d juez.

Día 16 de agosto de 1934: Düigencia de ingreso de comunica-
ción complimentada de dicho Juez y providencia de archivo.

Día 2 de agosto de 1934: Le remite comunicación el Juez de
Valverte del Camino.

recurso
Día 19 de jdio de 1934: Entrada de un escrito del recurrente,

soUcitando devolución de documentos.
Día 31 de jdio de 1934: Providencia OPresidente y Secretario)

mandando desdosar.

Expediente n.e 312

Fecha de entrada: 29 de septiembre de 1933

Procedencia: Pdma de MaUorca

Interesados: Francisco Estaben Homs



TRAMITACIÓN

Día 20 de junio de 1934: Providencia mandando archivar.

Día 16 de junio de 1934: Se reciben con contraorden cumpU-
mentadas las düigencias de notificación y según el expediente.

Día 11 de junio de 1934: DÜigencia de notificación del asunto
d recurrente.

ponente
Día 31 de mayo de 1934: Dicha cuenta se da traslado d vocd

Día 5 de junio de 1934: Auto de la Sección declarando admitir
el recurso de amparo por manifiesto incompetencia de este Tribund.
Al día sigdente, se Ubra comunicación d Juez de Palma de MaUorca
por notificación.

Expediente n.fi 316

Fecha de entrada: 2 de octubre de 1933

Procedencia: Mdaga

Interesados: Isidro Sdvadores Prieto

Asunto: Recurso de amparo contra actuaciones del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito de la Audiencia de La Coruña

Ponente: Señor Pedregol

TRAMITACIÓN

Día 12 de junio de 1934: DÜigencia de notificación d interesa-

Día 6 de junio de 1934: Se Ubra comunicación d Juzgado de
Primera Instancia de Mdaga para notificación del auto.

Día 5 de junio de 1934: Auto declarando no haber lugar a la
admisión del recurso por manifiesta incompetencia de este Tribund.

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado d señor vocd ponente,
previo informe de los letrados.

Asunto: Recurso (soUcitando el ingreso en el Cuerpo de
Seguridad) contra la resolución que le repuso de su cargo

Ponente: Señor G.Tdtabdl



Procedencia: Madrid

Interesados: Bartolomé Alio de Tomás

Asunto: Que se deje sin efecto la jubüación forzosa del recu-
declarada por Decreto de 11 de noviembre de 1932

Ponente: Señor Taltabdl

Día 15 de junio de 1934: Se recibe la contraorden düigenciada
tne a los autos.

Día 20 de junio de 1934: Providencia mandando archivar.

Expediente n.Q 370

Fecha de entrada: 11 de octubre de 1933

Procedencia: Sdamanca

Interesados: Leandro Martín de la Torre y otros

Asunto: Recurso contra providencia del Juez de Primera
icia de Peñaranda de Bracamonte

Ponente: Señor Gü GÜ y GÜ

TRAMITACIÓN

Día 16 y 19 de junio de 1934: Düigencias de notificación a los inte-
los: hechas por el Juez muricipd de Vülaflores, partido de Peñaranda.

Día 29 de junio de 1934: Se recibe la contraorden düigenciada

Día 6 de junio de 1934: Se Ubra comunicación al Juez de
tanca para que notifique el acto.

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado al vocal ponente.
Día 5 de junio de 1934: Auto declarando no ha lugar a admitir

:curso por manifiesta incompetencia delTribunal.

Día 31 de junio de 1934: Providencia mandando archivar.

Expediente n.s 372

ui

Fecha de entrada: 16 de octubre de 1933



Día 6 de junio de 1934: DÜigencia autorizada por el oficid
Imiristrativo en la que se expresa que no es posible la notificación

:der.
Tramitar el recurso por incompetencia delTribund.
Al día siguiente se pasan los expedientes d oficid administrati-

>, para su notificación en Madrid, en el domiciUo que se senda en el
icrito.

Expediente n.Q 374 d 412 (pases)

Fecha de entrada:

Procedencia: Sdamanca

Interesados:

Asunto:

Ponente: Secretario

TRAMITACIÓN

Expediente n.B 414

Fecha de entrada: 23 de octubre de 1933

Procedencia: Madrid

Interesados: Modesto Moirón

Asunto: Recurso contra sentencia de un Consejo de fuerza.

Ponente: Señor Martín Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado, previo uniforme de los
dos, d vocd ponente.

Día 5 de junio de 1934: Auto de la Sección acordando no pro-



Asunto: Recurso pidiendo la expedición de su testimonio y
su informe relativo a honorarios devengados que puedan corres-
ponderles

Ponente: Señor Martínez Sabater

Se envía certificación al interesado.
Día 20 de septiembre de 1935: Escrito reproduciendo el de

Día 22 de junio de 1934: Se envía edicto a la Gaceta de Madrid
para conocimiento de interesado.

rrente

personal porque se informa en el domiciUo dado el paradero del recu-

Día 6 de diciembre de 1935: Pase al Archivo
acordado

interposición.
Día 2 de octubre de 1935: Providencia disponiendo si está o no

Expediente n.a 416 al 741 (pases)

Fecha de entrada:

Procedencia: Salamanca

Interesados:

Asunto:

Ponente: Secretario

TRAMITACIÓN

Expediente n.s 744

Fecha de entrada: 3 de noviembre de 1933

Procedencia: Madrid

Interesados: Adeldda de Diego y Federico de Diego



Procedencia: Madrid

Interesados: Gregorio Avechina Martín

Asunto: Recurso solicitando el amparo delTribunal cor
solución de la Comisión de Peticiones del Congreso de los
todos

Ponente: Señor Minguijón

Día 9 de junio de 1934: Notificación a los recurrentes.
Día 20 de junio de 1934: Providencia mandando archivar.

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado dVocd ponente.
Día 8 de junio de 1934: Auto de la Sección: no fue lugar a

nutación por manifiesta incompetencia delTribund.

Expediente n.fi746

Fecha de entrada: 6 de noviembre de 1933

Procedencia: Madrid

Interesados: Enrique Domínguez Espúñez

Asunto: Recurso en soUcitud de que se le confirme el c
comandante del Ejercito y se le abonen haberes.

Ponente: Señor Ruiz de CastiUo

TRAMITACIÓN

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado d ponente:

Día 5 de junio de 1934:Auto resolviendo no ha lugar y
el recurso de amparo por incompetencia delTribund.

Día 6 de junio de 1934: Notificación de auto d recurren!

Día 20 de junio de 1934: Providencia mandando archivaí

Expediente n.fi 748

Fecha de entrada: 29 de diciembre de 1933



Asunto: Recurso Oey de O.P.) contra resolución del Goberna-
dor de Zaragoza imponiendo mdta de 5.000 pesetas, confirmada por
Ministro de la Gobernación.

TdtabuU
Ponente: Primero, señor Gü Gü y Gü. Posteriormente: señor G.

TRAMITACIÓN

Día 12 de junio de 1934: Auto admitiendo a tramitación el
recurso del art. 18 de la Ley de O.E mandando tramitar informe al art.
49 L.O. Segddamente se expide certificación al Gobernador de
Zaragoza. Se recibe, dentro de término, informe y documentos.

Día 27 de junio de 1934: La Sección acuerda pedir expediente
origind d Ministro de la Gobernación. Comunicación con la misma
fecha. (Se entrega d señor Tdtabdl para estudio el informe y docu-
mentos remitidos por el Gobernador de Zaragoza.)

Día 27 de noviembre de 1934: Se senda nueva vista el 6 de di-
ciembre. Se notifica a la parte ycomunica d Ministro de la Gobernación.

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado d Ponente designado
por el turno de registro.

Día 5 de junio de 1934: DÜigencia haciendo constar la inhibi-
ción del Ponente señor Gü Gü y GÜ y que se ha acordado que le sus-
tituye el vocd a que le siga el turno que es el señor TdtabuU. Se da
traslado a éste.

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado al Ponente.
Día 5 de junio de 1934: Auto rechazando de plano, no habien-

do lugar a ulterior tramitación.
Día 6 de junio de 1934: Notificación al interesado.
Día 20 de junio de 1934: Provedencia mandando archivar.

Expediente n.Q 750

Fecha de entrada: 12 de enero de 1934

Procedencia: Zaragoza

Interesados: Desiderio Alfonso Casanova, en nombre de
Micaela Casanova.



Ponente: Señor Sampol

Día 18 de diciembre: Se entrega origind en Secretaría y se en-
d Ministerio de la Gobernación y a la Gaceta.

Pasa d archivo con el hecho para la convicción.

Día 13 de diciembre: Sentencia revocando y dejando sin efecto
ídta notificada.

Día 6 de diciembre: Visto. Informar d abogado defensor y d
isario del Gobierno.

Expediente n.B 752

Fecha de entrada: 13 de enero de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Francisco Idiáquez

Asunto: Recurso pidiendo andación de veredicto y sentencia.

Ponente: Señor TdtabuU

TRAMITACIÓN

Día 31 de mayo 1934: Se da traslado d ponente.
Día 5 de junio:Auto acordando la suspensión de la tramitación

to que quede acreditado que ha resdtado ineficaz la reclamación
icedente ante la sda 2.a delTribund Supremo.

Día 6 de junio de 1934: Notificación del anterior auto.

Día 8 de junio de 1934: Providencia de archivo provisiond.

Expediente n.° 758

Fecha de entrada: 9 de marzo de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Alfonso Alcántara

>mi!

mi

Asunto: Recurso pidiendo que se condene a la Administración
indemnice d recurrente de supuestos perjdcios y se le rehabiUte.



Interesados: Fernando Friderldn Meló

Asunto: Recurso Ley de OR contra resolución Gobernador
Civü de Badajoz imponiendo mdta de 1.000 pesetas (confirmadas por
Ministro) y 4 días de arresto supletorio.

Ponente: L. M. Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 22 de junio dé 1934: Se revisa la carta referenciada, y se

Día 18 de junio de 1934: Notificación al interesado en Comité
de la Serena.

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado d ponente.
Día 8 de junio de 1934: Auto de la Sección: Se acuerda seguir al

interesado para que en término de 10 días presente informe de un
escrito y señde domicüio en Madrid.

Día 9 de junio de 1934: Se libra comunicación al Juez de Con-
treras para que notifique.

une
Día 30 de junio de 1934: Diligencia declarando caducado el

término seguidamente, providencia mandando reescribir prover-

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado d Ponente.
Día 12 de junio de 1934: Acto declarando no haber lugar a la

administración del recurso por incompetencia delTribund.
Día 13 de junio: Notificación al interesado.
Día 20 de junio: Providencia mandando archivar.

Expediente n.fi 754

Fecha de entrada: 21 de enero de 1934

Procedencia: Badajoz



mentes

Día 31 de jdio de 1934: Providencia para pedir d Miristi
envío informe y expediente.

Fecha de entrada: 1 de marzo de 1934

Procedencia: Córdoba-Bujdance

Interesados: Emüio Morente Repiso

Asunto: Contra resolución del Gobernador de Córdoba que 1<
impuso una mdta, recurso del art. 18 de la L. de O. P.

Ponente: Señor Pedregd.

TRAMITACIÓN

Día 14 de junio de 1934: Notificación de la Providencia d int<

Día 6 de junio de 1934: Se expide comunicación d Juez di
Bujdance para que notifique.

Día 5 de junio de 1934: Providencia acortada por la Sección,;
presidida por el Presidente y Secretario, mandando seguir la tramita
ción hasta comprobar los requisitos funciorales del art. 48 de la Le-

Orgánica.

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado d ponente, siguiendo
informe de los Letrados.

resado.
Día 25 de junio de 1934: Se revisa la documentación pedida,

Día 28 de junio de 1934: Se notifica d representante en funci<
nes por el recurrente, se expide comunicación d Gobernador d
Córdoba para que le envíe informe y expediente.

Día 20 de jdiode 1934: Entrada de informe Gobernador y doc

se une
Día 27 de junio de 1934: Dada cuenta ante la Sección admitier

do a tramitación el recurso y mandando proceder conforme d art. 4'
de la Ley Orgánica.

Día 13 de noviembre de 1934. DÜigencia de sustitución d<
vocal L. Mifubatu por el VL. GÜ GÜ y GÜ.

*

Día 6 de agosto de 1934: Providencia demandando unir el infoi
me y expediente enviados por el Ministerio.

Día 26 de septiembre de 1934: Providencia acordando que a
procede vista y que se da sentencia.



notificación.
Día 18 de junio de 1934: Notificación al interesado en Comité

Expediente n.2 762

Fecha de entrada: 26 de marzo de 1934

Procedencia: Zaragoza

Día 14 de noviembre de 1934: Envío de certificación al Mi-
nisterio y a la Secretaría. Notificación al Ministerio.

Día 13 de noviembre de 1934: Sentencia declarando haber lugar
a lo pedido por el recurrente y conmutando la mdta, certificación en
el expediente, original a Secretario General.

Expediente n.a 760

Fecha de entrada: 12 de marzo de 1934

Procedencia: Zaragoza

Interesados: José Guelve Clemente

Asunto: SoUcitando que se le reponga en el cargo de Guardia
Municipal de Ayuntamiento de Madrid

Ponente: Señor Sbert

TRAMITACIÓN

Día 13 de junio de 1934: Auto. No ha lugar al presente recurso
a tramitación, por incompetencia delTribunal.

Día 28 de junio de 1934: Comunicación d Juez de Zaragoza para

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado d ponente previo infor-
me de los Letrados.

Día 31 de jdio de 1934: Se recibe comunicación Juez de Zara-
goza cumplimentando la düigencia.

Día 18 de agosto de 1934: DÜigencia de recibo y providencia
mandando archivar el caso.

de la Serena.



Interesados: Domingo Beunza

Asunto: Recurso contra resolución del Gobernador Civü impo-
niendo multa de 5.000 pesetas, confirmada por el Ministerio

Recurso de la Ley de Orden PúbUco

Ponente: Señor Álvarez 0>on Basüio)

TRAMITACIÓN

Día 16 de octubre de 1934: AqueUa notificación fue el n° 766

Día 4 de octubre de 1934: Se recibe y une la certificación pedi-
da dT.S.

Día 1 de agosto de 1934: Ante la Sección se declara pertinente
la verdadera pedida y se acuerda una práctica. Comunicación d T.S.
pidiendo certificación de documentos.

Día 3 de jdio de 1934: Escrito del recurrente formdando peti-
ciones de prueba.

Se da visto por cinco días, conforme para proponer Junto, se
notifican d presente día.

Día 27 de junio de 1934: Se recibe el informe del Gobernador y
conforme a los anteriores se unen.

cación,

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado d ponente previo informe.
Día 12 de junio de 1934: Auto de la Sección. Se admite a trami-

tación el recurso, y se manda proceder conforme el art. 49 de la Ley
Orgánica. Al presente día se notifica d Procurador y se Ubra comuni-

Expediente n.e 764

Fecha de entrada: 23 de marzo de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Adelaida de Vigo

Asunto: Recursos soUcitando que se le reponga en el cargo de
Guardia Muricipd de Ayuntamiento de Madrid

Ponente: Señor Sbert



cación

Día 12 de junio de 1934: Auto de la Sección. Se admite a trami-
tación el recurso y se manda proceder conforme al art. 49 de la Ley
Orgánica. Al siguiente día se notifica al procurador y se Ubra comuni-

Día 31 de julio de 1934: Se recibe comunicación Juez de Zara-
goza cumplimentando la düigencia.

Día 18 de agosto de 1934: DÜigencia de recibo y providencia
mandando archivar el caso.

Día 18 de junio de 1934: Notificación al interesado en Comité
de la Serena.

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado d ponente previo infor-
me de los Letrados.

Día 13 de junio de 1934: Auto. No ha lugar al presente recurso
a tramitación, por incompetencia delTribund.

Día 28 de junio de 1934: Comunicación al Juez de Zaragoza para
notificación.

Expediente n.s 766

Fecha de entrada: 9 de mayo de 1934

Procedencia: Zaragoza

Interesados: Domingo Beunza, en nombre de Compañía de
Industrias Agrícolas

Asunto: Recurso contra resolución del Gobernador Civü impo-
niendo multa de 5.000 pesetas, confirmada por el Ministro. Recurso
de la Ley de Orden PúbUco

Ponente: Señor Ruiz del CastÜlo

TRAMITACIÓN

Día 3 de julio, 1 de agosto y 4 de octubre de 1934: Tramitación
análoga a la del recurso 762.

Día 27 de junio de 1934: Se recibe el informe del Gobernador y
copia de las actuaciones. Se unen. Se da vista por cinco días para pro-
poner prueba. Vence el día 4.

Día 31 de mayo de 1934: Se da traslado d ponente, previo
informe letrados.



Día 26 de noviembre de 1934: Se reclama de Gobernación la
remisión del expediente contando oficio del 18.

Día 8 de noviembre de 1934: Se celebra la vista. El Comisario del
Gobierno pide la ndidad de lo actuado.

16 de octubre de 1934: Auto acordando la celebración de vista.

Se notifica a la parte.

Expediente n.n 768

Fecha de entrada: 31 de mayo de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Valeriano Pascud Condado

Asunto: Recurso pidiendo suspensión de la orden

Ponente: Señor Minguijón

TRAMITACIÓN

Día 8 de junio de 1934: Se da traslado d ponente.
Día 13 de junio: Auto. No ha lugar a tramitarpor incompetencia

delTribund. No se puede notificar.
Día 22 de junio: Se Ubra edicto.

Expediente n.a 770

Fecha de entrada:

Procedencia: Madrid

Interesados: HüarioAmpuso

Día 8 de noviembre de 1934: Auto declarando la ndidad. Se
repone la actuación el 12 de jdio.



Asunto:

Ponente:

TRAMITACIÓN

Anulado el expediente registrado en este número como
recurso de amparo. Rechazada la petición correspondiente por el
señor Presidente del Tribunal. No ha ingresado el escrito en la

Fecha de entrada: 10 de jdiode 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Arturo Vigro Ranedo

Asunto: Recurso de amparo contra resoluciones de la Direc-
ción General de Seguridad, que determinaron el traslado forzoso del
reclamante

Ponente: Señor Taltabdl

TRAMITACIÓN

Día 14 de julio de 1934: Se da traslado al vocal ponente, pre-
vio informe de los letrados, aconsejando la denegación de la admi-
sión

Día 1 de agosto: Auto. No ha lugar a admitir el presente recurso
por manifiesta incompetencia delTribund. En la misma fecha se pasan
los autos al oficial.

Día 2 de agosto: Se notifica el auto d interesado.
Día 18 de agosto: Providencia mandando archivar.

Expediente n.fi 774

Fecha de entrada:

Procedencia:

Interesados:



Ponente: Señor Sampol

Fecha de entrada: 4 de agosto de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Don Eugenio Rodríguez Solano

Asunto: Recurso contra faüo de un Tribund de Honor. OUi
copia del escrito. Dos dominantes: 1. Copia de una resolución del
Tribund de 4 de junio de 1934.2. Ejemplar del documento Oficid del
M. de la Fuerza de 21 de abril de 1934).

Ponente: Señor Pedregd

TRAMITACIÓN

Día 28 de septiembre: DÜigencia del oficid administrativo
haciendo constar que constituido en el domiciUo señdado, el recu-
rente marchó de la casa y no informa su paradero.

Día 3 de octubre: Le envía edicto d señor Director de la Gaceta
de Madrid para su pubUcación. Pendiente del recibo de un ejemplar
(Carpeta 3.a).

Día 27 de septiembre: Se pasan los autos d oficid administrati-
vo para su notificación.

Día 26 de septiembre: Auto de la Sección acordando su no ha
lugar a admitir el recurso por manifiesto incompetencia delTribund.

Día 8 de agosto de 1934: Informado por los letrados. DÜigencia
para dar traslado d Ponente.

Expediente n.e 778

Fecha de entrada: 20 de agosto de 1934

Procedencia: CasteUón

Interesados: Juan Mortí Portoks

Asunto: Se pide la resolución de un fdlo de la Junta de
Clasificación. Fin copia el escrito. Crea documentos



Expediente n.e 782

Fecha de entrada: 13 de septiembre de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Don Jdián Zugazagoitia, como director

Día 27 de septiembre: Se libra comunicación con el
Nules (CasteUón) por notificación de dicho antes. Pendiente
bir cumplimentación.

Día 20 de agosto de 1934: Informado. Providencia de pase a
Día 26 de septiembre: Auto de la Sección. Se acuerda

lugar a admitir el recurso por incompetencia delTribund

Expediente n.a 780

Fecha de entrada: 31 de agosto de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: D. Emüio Pita de Refo

Asunto: Recurso sobre una sanción de la Dirección de
Fin copia el escrito

Ponente: Señor Sbert

TRAMITACIÓN

Día 3 de noviembre: Se notifica el auto al interesado.
Día 6 de noviembre: Providencia mandando archivar.

Día 31 de octubre: Auto de la Sección. No ha lugar a la
por incompetencia del Tribund.

Día 26 de septiembre: Se da cuenta al ponente. En su
expediente oficid de esta fecha.

m

ponente
Día 31 de agosto de 1934: Informado. Providencia d<



Ponente: Señor Álvarez (don Basüio). Nuevo: Señor Martínez
Sabater.

TRAMITACIÓN

Día 18 de diciembre de 1934: Se entrega en Secretaría General
para su resolución.

Día 13 de diciembre de 1934: Auto acordando que pase d Pleno

Día 27 de noviembre de 1934: DÜigencia declarando cumpUdo
el plazo. Se entrega d ponente.

Día 31 de octubre de 1934: Auto admitiendo a tramitación
Not. en 2 de noviembre. Comunicación al Ministerio.

Día 14 de noviembre de 1934: Providencia mandando unir
informe y expediente. Se da vista a la parte. Prueba notificada por
comunicación d Ministerio.

Día 14 de septiembre de 1934: Providencia de pase d ponente.
Día 26 de septiembre de 1934: Dada cuenta la Sección, se inhi-

be el señor Ponente y se acuerda nombrar d que sigue su turno, que
es el señor Martínez Sabater. En su poder, desde la fecha, la copia del
escrito y documentos.

Expediente n.Q 784

Fecha de entrada: 28 de septiembre de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Enrique de Lériz Ruiz

Asunto: Mdta de la Dirección General de Seguridad. Ley de
Orden PúbUco.

Ponente: Señor Ruiz del CastiUo

TRAMITACIÓN

Día 28 de septiembre de 1934: Informe de los letrados. Pase d
ponente. Se le envía copia de escrito e informe.

Asunto: Recurso de amparo O-ey de Orden PúbUco) contra una
mdta impuesta por la Dirección General de Seguridad, confirmada por
el Ministerio de la Gobernación. Con copia del escrito sin documentos



Día 22 de octubre de 1934: DÜigencia de recibo de docum
tos y providencia de admisión. Por dar cuenta a la Sección. Pase
ponente.

Día 16 de octubre de 1934: Providencia requiriendo d re
rrente para justificarpersonalidad y documentos.

Expediente n.B 786

Fecha de entrada: 1 de octubre de 1934

Procedencia: Pontevedra (Moaña)

Interesados: D. Francisco Fernández

Asunto: Mdta del Gobernador de Pontevedra, confirmada
el Ministro de la Gobernación. Ley de Orden Público

Ponente: Señor Mingdjón

TRAMITACIÓN

Día 18 de diciembre: Se acuerda pedir d Gobernador
Pontevedra informar sobre los hechos.

Día 4 de juUo de 1935: Sentencia reduciendo la mdta,
Día 6 de jdio de 1935: Se envía certificación a Gobernación

Día 28 de noviembre: Se propone prueba por el recurren)

Pase d ponente para su conocimiento hasta reunión de la sección,
rechaza la prueba propuesta.

Día 18 de octubre: Se notifica a don Atfonso Maeso designai
en el escrito de anulación anterior.

Día 2 de octubre: Pase d ponente.
Día 16 de octubre: Providencia requiriendo d recurrente p;

presentar en el plazo de 5 días copia autorizada de su escrito.

Expediente n.a 788

Fecha de entrada: 9 de octubre de 1934

•c

leí

Procedencia: Madrid



Día 26 de noviembre de 1934: Se reclama nuevamente del Al-
cdde la remisión de los expedientes origindes en que los acuerdos

Interesados: Señor Pérez Martín, en nombre del Presidente de
laArchicofradía de San Miguel.

Asunto: Recurso de amparo contra acuerdo del Ayuntamiento
de Madrid de 20 de abril de 1934.

Ponente: Señor Gü GÜ y GÜ

TRAMITACIÓN

Día 10 de octubre de 1934: Providencia con pase d vocd po-

Día 4 de junio de 1935: Sentencia desestimando el recurso

Día 6 de octubre de 1934: DÜigencia de recibo de informe del
Ayuntamiento. Providencia acordando la vista, con término para pro-
poner prueba.

Día 16 de octubre de 1934: Auto. Se admite a trámite el recurso.
Día 18 de octubre de 1934: Notificación d interesado.
Día 20 de octubre de 1934: Se libra documentación del

auto con copia del escrito al Excelentísimo Ayuntamiento de
Madrid.

nente

Expediente n.° 790

Fecha de entrada: 23 de octubre de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Procurador Dago y Saínz, en nombre de la Ar-
chicofradía Sacramento! de San Luengo y San José.

Asunto: Recurso de amparo contra el acuerdo del Ayunta-
miento de Madrid, de 20 del pasado de abril.

Ponente: Señor TaltabuU

TRAMITACIÓN

Día 24 de octubre de 1934: Pase d letrado
Día 26 de octubre de 1934: Admisión a trámite



Procedencia: Vizcaya

Interesados: Marcelino Monasterio yAndriga y otros

Asunto: Resolución del Ministerio de la Gobernación confir-
mando la sanción del Gobernador de Vizcaya. Ley de Orden PúbUco.

Ponente: Señor Martín Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 28 de noviembre: Recibido informe del Ministerio de la
Gobernación con remisión del expediente, significando haber sido con-
donada la mdta. Se acuerda dar cuento a la Sección y pase dponente.

Día 5 de diciembre: Se da cuenta a la Sección y acuerda archivar el
expediente por no existiracto concreto de autoridad y justificarel recur-
so. Se notifica d recurrente y se oficia d Ministerio de la Gobernación.

Día 20 de diciembre: Pase al Archivo

Día 1 de noviembre: Pase a los letrados. Información pasa d
ponente

Día 14 de noviembre: Comunicación d Ministro de la Goberna-
ción con informe de auto y escrito.

Día 13 de noviembre: Auto admitiendo la tramitación. Pase d
oficial administrativo para notificación.

Expediente n.Q 794

Fecha de entrada:

Procedencia: Madrid

de El Sol
Interesados: D.Teodoro Mateos y Mateos, en representación

Asunto: Mdta de 10.000 pesetas impuesta por la Dirección
General de Seguridad d diario La Voz, por providencia de 8 de junio de
1934, confirmada por el Ministro de la Gobernación el 27 de jdiode 1934.

Ponente: Señor Pedregal

Fecha de entrada: 1 de noviembre de 1934



Procedencia: BUbao

Interesados: Eleuterio de Goicoechea y Goicuría

Asunto: Recurso de amparo contra resolución del Ministro (

la Gobernación confirmando otra del Gobernador de Vizcaya, imp
riendo d recurrente una mdta de 2.000 pesetas por desobediencia
Gobernador en el nombramiento de una comisión intermuricipal <
los ayuntamientos vascos

Ponente: Señor Sampol

TRAMITACIÓN

Día 20 de diciembre: Pasó d archivo

Día 13 de diciembre: Auto mandando archivar el expediente
visto de la condonación de la mdta. Notificado y se oficia d Miristei
de Gobernarción.

Día 11 de diciembre: Envía el Ministerio los expedientes y hai
notar que la mdta objeto del recurso ha sido condonada.

Día 24 de noviembre: Remitido d Ministro de la Gobemaciói
copia del escrito interesando remisión de expediente e informe. S
oficia d Gobernador de Vizcaya para suspensión de exanción de 1
mdta.

Día 22 de noviembre: Admitido a trámite con suspensión
cobro de la multa.

Día 18 de diciembre: Se entrega en Secretaría General.

Día 13 de diciembre: Auto omitiendo la prueba pedida y ac
dando que pase d Pleno para resolución.

ficación

Día 28 de noviembre: Se remite por el Ministerio de
Gobernación con informe providencia dejando a disposición de
parte el recurso en Secretaría para proponer prueba. Se pasa a no

Expediente n.Q 796

•ti

Fecha de entrada: 10 de noviembre de 1934



Ponente: Don Basüio Álvarez

Fecha de entrada: 10 de noviembre de 1934

Procedencia: Bilbao

Interesados: Anselmo de Zotorica y Echevarri

vascos

Asunto: Providencia del Ministerio de la Gobernación confir-
mando la del Gobernador de BUbao por la que se imponía una multa
de 1.500 pesetas por desobediencia en el asunto de los municipios

Ponente: Señor Sbert

TRAMITACIÓN

Día 11 de diciembre: Se recibe el expediente reclamado al
Ministerio el cual dice a su oficio que la multa ha sido condonada.

Día 13 de diciembre: Auto mandando archivar el expediente
por la condonación de la multa. Notificado en su oficina d Ministerio
de la Gobernación.

Día 20 de diciembre: Pasó al archivo

multas

Día 24 de noviembre: Remitido al Ministro de la Gobernación
copia del escrito pidiendo remisión del expediente e informe. Se ofi-
cia al Gobernador de Vizcaya para suspensión de exacción de las

Día 22 de noviembre: Admitido a trámite

Expediente n.e 800

Fecha de entrada: 10 de noviembre de 1934

Procedencia: BUbao

Interesados: Prudencio Nolaondo Soria

Asunto: Resolución del Ministerio de la Gobernación confir-
mando la del Gobernador de Vizcaya, por la que se imponía una multa
de 2.000 pesetas por desobediencia en el asunto de los municipios.



Ponente: Señor Martínez Sabater

TRAMITACIÓN

Día 13 de diciembre: Auto mandando archivar por condonación
de la mdta. Se notifica y oficia a Gobernación.

Día 20 de diciembre: Pasó d archivo.

Día 22 de noviembre: Admitido a trámite
Día 24 de noviembre: Notificación d Ministerio de la Gober-

nación pidiendo envío del expediente e informe. Se oficia d Go-
bernador para la suspensión exacción de la mdta.

Día 11 de diciembre: Se recibe de Gobernación el expediente
reclamado haciéndose constar en el oficio que la mdta ha sido con-
donada.

Día 22 de noviembre: Admitido a trámite
Día 24 de noviembre: Notificación al Ministerio de la

Gobernación pidiendo el expediente y copia. Se oficia al Gobernador
de Vizcaya para suspensión de exanción de la mdta.

Día 11 de diciembre: Se recibe de Gobernación el expediente
reclamado haciendo constar que la mdta ha sido condonada.

Día 13 de diciembre: Auto mandando archivar por condonación
de la mdta. Se notifica y oficia a Gobernación.

Día 20 de diciembre: Pasó d archivo.

Expediente n.a 802

Fecha de entrada: 10 de noviembre de 1934

Procedencia: BUbao

Interesados: José Sangromir Menchaca

Asunto: Providencia del Ministerio de la Gobernación confir-
matoria de la del Gobernador de Vizcaya por la que se le impuso una
mdta de 500 pesetas por desobediencia en el asunto de los munici-
pios vascos.



Ponente: Señor Minguijón

TRAMITACIÓN

Día 22 de noviembre: Admitido a trámite.
Día 24 de noviembre: Notificación al Ministerio de la Gober-

nación pidiendo envío de expediente e informe.

Fecha de entrada: 10 de noviembre de 1934

Procedencia: BUbao

Interesados: Mateo de Vidaurrazaga Vidante

Asunto: Providencia del Ministerio de la Gobernación confir-
mando la mdta de 1.000 pesetas impuesta por el Gobernador de Viz-
caya por desobediencia en el asunto de los municipios vascos

Ponente: Señor Ruiz del CastiUo

TRAMITACIÓN

Día 13 de diciembre: Se manda archivar por condonación de la
mdta. Se notifica y oficia al Ministerio de la Gobernación.

Día 20 de diciembre: Pasó d archivo.

Día 11 de diciembre: Se recibe el expediente pedido a Gober-
nación, se hace constar en el oficio que la multa ha sido condonada.

Día 22 de noviembre: Admitido a trámite
Día 24 de noviembre: Notificación d Ministerio de la Gober-

nación pidiendo el expediente e informe. Se oficia al Gobernador para
la suspensión exaccción de la multa.

Expediente n.a 806

Fecha de entrada: 10 de noviembre de 1934

Procedencia: BUbao

Interesados: Luis Garaigorta San Vicente

Asunto: Providencia del Ministerio de la Gobernación confir-
matoria de la mdta impuesta por el Gobernador de Vizcaya d recu-
rrente por desobediencia en el asunto de los municipios vascos



Ponente: Señor García TaltabuU

Día 11 de diciembre: Se recibe de Gobernación el expediente
pedido. Se hace constar en el oficio que la mdta ha sido condonada.

Día 13 de diciembre: Se manda archivar por condonación de la
mdta. Se notifica y archiva. Se oficia a Gobernación.

Día 20 de diciembre: Pasó d archivo

Expediente n.Q 808

Fecha de entrada: 15 de noviembre de 1934

Procedencia: BUbao

Interesados: Gonzdo Albaina

Asunto: Recurso de amparo contra resolución del Ministro de
la Gobernación confirmatoria de providencia del Gobernador de
Vizcaya imponiendo una mdta.

Ponente: Sr Gü Gü y Gü

TRAMITACIÓN

Día 22 de noviembre: Auto de 22 de noviembre mandando acu-
mdar este recurso d n.° 792 por la identidad de hecho, fecha y recu-
rcente

Día 24 de noviembre: Notificado d recurrente

Día 11 de diciembre: Acumdado.

Expediente n.Q 810

Fecha de entrada: 17 de noviembre de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Blas Cañadas Gallardo

Asunto: Recurso contra resolución del Ministro de Goberna-
ción confirmatoria de providencia de la Dirección General de Seguri-
dad imponiendo una mdta de 5.000 pesetas.



Procedencia: BUbao

Interesados: Juan Ormaechea Echebarría

Asunto: Recurso contra resolución del Ministro de la
Gobernación confirmatoria de la providencia del Gobierno Civü de
Vizcaya imponiendo al recurrente multa de 2.000 pesetas.

Ponente: Señor Martín Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 15 de diciembre: Auto mandando archivar por condonación
de la multa. Se notifica y oficia a Gobernación.

Día 20 de diciembre: Pasó al archivo.

Día 22 de noviembre: Admitido a trámite
Día 24 de noviembre: Notificado d Ministro de la Gobernación

interesando remisión de expediente e informe. Se oficia d Goberna-
dor para suspensión exacción de la multa.

Día 11 de diciembre: Se recibe el expediente pedido a Gober-
nación. Se hace constar en oficio al Ministerio que la mdta ha sido
condonada.

nación

Día 30 de marzo de 1935: Sentencia dejando sin efecto la multa.
Día 2 de abrü: Notificación y remisión de la sentencia a Gober-

Día 28 de diciembre: Escrito de la Junta proporcionando

Día 5 de diciembre: Auto. Se admite a trámite el recurso. Al día
siguiente se pasa d oficial admiristrativo y se comunica d Ministerio.

Día 20 de diciembre: Se pide d Ministerio el informe y el expe-
diente. Providencia dando vista.

prueba

Se reclaman documentos para formaüzar el recurso.
Día 28 de noviembre: Se reciben los documentos reclamados.
Día 29 de noviembre: Providencia de Secretaría. Se unen los

documentos a las actas.

Expediente n.a 812

Fecha de entrada: 17 de noviembre de 1934



Ponente: Señor Sampol

TRAMITACIÓN

Día 20 de noviembre: Informe de los letrados

Fecha de entrada: 17 de noviembre de

Procedencia: BUbao

Interesados: Ernesto de Ercoreca y Regü

Asunto: Recurso contra resoluciones imponte]
te una mdta de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Pedregd

TRAMITACIÓN

Día 13 de diciembre: Auto mandando archivar pi

de la mdta. Se notifica y oficia a Gobernación.
Día 20 de diciembre: Pasó d archivo.

Día 22 de noviembre: Admitido a trámite
Día 24 de noviembre: Notificada la admisión a

Gobernación para remisión de expediente e informe,

bernador para suspensión exacción de la mdta.
Día 11 de diciembre: Se recibe el expediente

terio. Hace constar el oficio en que se envía que la mi

donada.

Expediente n.Q 816

Fecha de entrada: 19 de noviembre de

Procedencia: Ferrol

Interesados: Zoimas López de Torce

Asunto: Recurso de amparo contra supuesta
rcespondencia



Día 1 de diciembre: Auto acordando levantar la suspensión
de diligencias acordada y requerir al recurrente para designar
domicilio.

Expediente n.a 818

Fecha de entrada: 4 de diciembre de 1934

Procedencia: BUbao

Interesados: Ramírez de Olano, Director de Euzkadi

Asunto: Resolución del Presidente del Consejo de Ministros
que confirmó la mdta impuesta d citado periódico por el Ministro de
la Gobernación.

Ponente: Señor Sbert

TRAMITACIÓN

Día 4 de diciembre: Pasa a los señores letrados.
Día 11 de diciembre: Se recibe informe y se manda dar cuenta.
Día 14 de diciembre: Pasa al ponente para instrucción.
Día 18 de diciembre: Devuelto por el Ponente: pendiente de dar

Día 18 de enero: Se envían cartas, órdenes al Juez de Instrucción
del Ferrol y comunicaciones d Auditor de la 8. a División y al Gober-
nador Müitar del Ferrol. Pasa para notificación.

archivar.

Día 26 de enero: Se reciben las pruebas pedidas.
Día 12 febrero: Se acuerda recibir la declaración del Comisario

y tener el recurso para sentencia sin vista.
Día 20 febrero: Se recibe escrito del interesado desistiendo del

recurso por absolución en la causa que se le requería.Auto mandando

Día 15 de enero de 1935: Auto admitiendo la prueba propuesta
por las partes

Día 16 de diciembre: Providencia concediendo diez días para
proponer prueba. Se notifica y se comunica d señor Auditor del acta
de División.

Día 22 de noviembre: Auto de la Sesión acordando admitir a trá-
mite, suspender düigencias, notificar dAuditor para remisión de infor-
mes y testimonios y notificar al recurrente.



Gobernación,

Día 5 febrero: Se recibe la carta orden düigenciada y designa-
ción de domicüio.

Día 19 de enero: Se envía carta orden d Juez Decano de BUbao
para notificación.

Día 17 de enero de 1935: Auto concediendo cinco días para de-
signar domicülo.

Gobernación.
Día 16 de mayo: Pasa d archivo

Expediente n.Q 820

Fecha de entrada: 15 de diciembre de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Leopoldo Mejorada Bejundo

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación confirmatoria de la de la Dirección de Seguridad (de 10 de sep-
tiembre de 1934) por la que se le impone una mdta de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 1 febrero 1935: Se recibe el expediente de Gobernación, se
conceden 5 días para prueba y d 5.° pasa d oficid para notificación.

Día 19 febrero: Auto pidiendo a Gobernación ampUación sobre
su informe y datos sobre los hechos atribuidos d mdtodo.

Día 13 marzo: Se recibe.
Día 11 de abrü: Se declara concluso para sentencia.
Día 14 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d recurso.
Día 28 de junio: Pasa d archivo.

I
Día 15 de diciembre: Pasa a informes de los letrados.
Día 17 de diciembre: Devuelto pendiente de envío d ponente.
Día 15 de enero de 1935: Auto admitiendo a trámite.
Día 15 de enero: Se oficia d Ministro de la Gobernación y pasa

d oficid para notificación.

Día 23 marzo: Sentencia dejando sin efecto la mdta.
Día 2 de abril: Notificación y remisión de la sentencia a

Día 13 febrero: Se admite a trámite, notifica y oficia a



Interesados: AUonso González Pérez

Asunto: Recurso contra resolución del Ministro de la Gober-
:ión confirmatoria de la Providencia de la Dirección de Seguridad
25 de septiembre de dtimo por la que se le impuso una mdta de
100 pesetas.

Ponente: Señor Rdz del CastiUo

TRAMITACIÓN

Día 31 de diciembre: Pasa a informe de los Letrados.
Día 15 de enero de 1935: Auto de admisión. Oficio a Goberna-

pasa a notificaciones.

Fecha de entrada: 17 de diciembre de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: José Gabddón Herrera

Asunto: Multa de la Dirección General de la Seguridad, confir-
iva por resolución del Ministerio de la Gobernación de 29 de
iembre de 1934. Ley de Orden PúbUco.

Ponente: Señor Martínez Sabater

TRAMITACIÓN

Día 17 de noviembre: Providencia de recibo. Se pasa a los
idos. Informe de éstos.

Día 18 de noviembre: Pendiente de envío al Ponente.
Día 9 de noviembre de 1935: Sentencia declarando haber lugar

:curso
Día 10 de diciembre: Pasa al archivo

Expediente n.e 824

Fecha de entrada: 28 de diciembre de 1934

Procedencia: Madrid



Procedencia: Madrid

Interesados: Francisco TriUo Izquierdo

Asunto: Recurso contra resolución del Ministro de la Gober-
ión de 15 de noviembre dtimo confirmando providencia de la
:cción General de Seguridad por la que se le impuso multa de
)0 pesetas.

Ponente: Señor Minguijón

TRAMITACIÓN

Día 13 marzo: Se recibe contestación de Gobernación.
Día 20 marzo: Se envía d ponente.
Día 11 de abrü: Se declara concluso para sentencia.
Día 14 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d recurso
Día 28 de junio: Pasa d Archivo.
PubUcado en la Gaceta de 21 de mayo de 1935

Día 1 febrero: Se recibe el expediente de Gobernación. Se con-
; 5 días para prueba y el 5.° pasa d Oficid para notificación.

Día 19 febrero: Auto pidiendo a Gobernación nuevos datos
•e los hechos atribuidos d mdtodo.

Día 31 de diciembre: Pasa a informe de los Letrados.
Día 15 de enero de 1935: Auto de admisión. Oficio de Goberna-

, notificación d interesado.

Día 23 de abril: Se reciben informes de Gobernación.
Día 11 de mayo: Se acuerda declarar concluso para sentencia.
Día 14 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d recurso.
Día 28 de junio: Pasa d archivo.

Día 22 marzo: Se acuerda requerir a Gobernación para que en-

Día 6 marzo: Se oficia a Gobernación pidiendo precisar los he-
y se notifica d interesado.

Día 1 febrero: Se recibe el expediente de Gobernación. Se con-
:n 5 días para proponer prueba; el 5.° se notifica.

Día 9 febrero: Proponen prueba.
leí

Expediente n. a 826

Fecha de entrada: 28 de diciembre de 1934



Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de 1;
nación confirmando la providencia de la Dirección General i

ridad de 10 de septiembre último que le impuso una mdta <
pesetas

Ponente: Señor G. TaltabuU

Fecha de entrada: 29 de diciembre de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Marcelino Chichón Ruiz

Asunto: Recurso contra una mdta de 5.000 pesetas
por el Ministro de la Gobernación.

Ponente: Señor Gü Gü y GÜ

TRAMITACIÓN

Día 22 de enero: Se reciben los documentos que fdtal
Día 16 marzo: Auto admitiendo a trámite. Se oficia

Día 31 de diciembre: Pasa a informe de los Letrados.
Día 15 de enero de 1935: Auto concediendo 5 días

sentar documentos para pasar notificaciones.

nación
Día 4 de abril: Se recibe expediente de Gobernación.
Día 19 de abrü: Se conceden 5 días para prueba.
Día 28 de abrü: Se pide prueba.
Día 11 de mayo: Se deniega y declara concluso para sei
Día 14 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d re
Día 28 de junio: Pasa d archivo.

Expediente n.a 830

Fecha de entrada: 5 de enero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: FeUpe de la Cruz Pascual



Día 8 de enero: Pasa a informe de los Letrados.
Día 15 de enero: Auto concediendo 5 días para presentar docu-

mentos, pasa a notificación.

Expediente n.fi 832

Fecha de entrada: 5 de enero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Juan Plana Cebrián

Asunto: Recurso contra resolución del Ministro de la Gober-
nación confirmando providencia de la Dirección General de
Seguridad del 25 de septiembre de 1934 por la que se le impuso una
mdta de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Martín Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 1 febrero: Se recibe el expediente de Gobernación. Se conce-
de 5 días para proponer prueba y el día 5.° para notificación d Oficid.

Día 19 febrero: Auto pidiendo ampliación de datos a Gobernación.
Día 13 marzo: Se recibe contestación de Gobernación.
Día 2 de abril: Se envía d ponente.
Día 11 de abril: Se declara concluso.

Día 8 de enero: Pasa a informe de los Letrados.
Día 15 de enero: Auto admitiendo a trámite, se oficia a Gober-

nación. Pasa para notificación.

Día 14 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d recurso
Día 28 de junio:Pasa d archivo.

Día 11 marzo: Se recibe el expediente de Gobernación
Día 13 marzo: Se le conceden 5 días para prueba.
Día 20 marzo: Preparan prueba.
Día 11 de abrü: Se desestima la prueba y se traspasa a sentencia.

Se notifica

Día 22 de enero: Se reciben los documentos que faltaban.
Día 12 febrero: Se admite a trámite, se notifica y oficia a Gober-

nación,



nación
Día 11 marzo: Se reciben expedientes de Gobernación.
Día 13 marzo: Se conceden 5 días para proponer prueba.
Día 16 de abril: Se oficia a Dirección General de Seguridad pi-

diendo ampUación de información.

Día 14 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d recurso
Día 28 de junio: Pasa d archivo.

Expediente n.Q 834

Fecha de entrada: 6 de enero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Wenceslao CarcUlo Alonso, Pascual Tomás, Rdael
Heriche, Rufino Bartes, Juan Gómez Egido, Agapito García AtadeU.

Asunto: Recurso contra la resolución del Ministro de la
Gobernación confirmando la providencia de la Dirección General de
Seguridad de 10 de septiembre de último, que les impuso a cada uno
de los recurrentes una multa de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Pedregal

TRAMITACIÓN

Día 12 febrero: Se admite a trámite, se notifica y oficia a Gober-
Día 22 de enero: Se reciben los documentos que faltaban

Día 8 de enero: Pasa a informe de los Letrados.
Día 15 de enero: Auto concediendo plazo de 5 días para pre-

sentar documentos. Pasa para notificación.

PubUcada en la Gaceta de 29 de mayo de 1935
Día 28 de junio: Pasa al archivo

Día 25 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d recurso. Se
notifica y envía a Gobernación.

Día 14 de mayo: Se recibe nuevo informe de la Dirección Ge-
neral de Seguridad y se declara concluso.



Ponente: Señor Sbert.

Fecha de entrada: 8 de enero de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Daniel Arranz Chercoles

Asunto: Recurso contra resoluciones del Ministerio
Gobernación y Dirección General de Seguridad por la que se le
so una mdta de 50 pesetas.

Ponente: Señor Sampol

TRAMITACIÓN

Día 14 de marzo: Se manda traer para sentencia.
Día 30 de marzo: Sentencia confirmando la mdta.
Día 2 de abril: Notificación yremisión a Gobernación de

Día 1 de febrero: Se recibe el expediente de Gobernaci
conceden 5 días para proponer prueba y se notifica el día 5."

Día 19 de febrero: Auto requiriendo d interesado para f
tor ciertas pruebas.

Día 8 de enero: Pase a informe de los señores Letrados.
Día 15 de enero: Auto admitiendo a trámite. Oficio a

nación. Pase para notificación.

Día 28 de junio:Pase d archivo.
tencia.

Expediente n.s 838

Fecha de entrada: 12 de enero de 1934

Procedencia: Madrid

Interesados: Carlos Fermín de la Cruz

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio
Gobernación. Mdta de 5.000 pesetas de la Dirección Gen<
Seguridad. Ley de Orden PúbUco.



Día 21 de junio: Se acuerda pedir antecedentes a la Compañía
del MetropoUtano.

Día 13 de juUo: Se recibe oficio de la Compañía.
Día 25 de noviembre: Sentencia declarando md impuesto la

Día 18 de abrü: Se envía oficio

Seguridad
Día 4 de mayo: Se acuerda recordar lo pedido a la Dirección de

Día 11 de abrü: Se acuerda pedir ampliación de informe a Direc-
ción General de Seguridad.

Día 1 de febrero: Se recibe el expediente de Gobernación. Se
acuerdan 5 días para proponer prueba. Se pasa a notificación el 5o.

Día 19 de febrero: Auto pidiendo a Gobernación aclaración de
los hechos atribuidos al multado.

Día 17 de enero: Auto admitiendo a trámite.
Día 19 de enero: Se oficia al Ministro de la Gobernación y pasa

para notificación.

Día 29 de noviembre: Comunicado a Gobernación. Notifi-
mdta.

cada
Día 6 de diciembre: Pase al archivo

Expediente n.a 840

Fecha de entrada: 12 de enero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Jesús Montero Contreras

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación y confirmó la multa de la Dirección General de Seguridad.

Ponente: Señor Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 17 de enero: Auto concediendo 5 días para presentar docu-
mentes

Día 19 de enero: Pase para notificación.
Día 24 de enero: Se recibe documento que faltaba.



Expediente n.a 842

Fecha de entrada: 12 de enero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Santiago Gonzdez López

Asunto: Recurso contra resolución de la Dirección General de
Seguridad que impuso una mdta

Ponente: Señor Martínez Sabater

TRAMITACIÓN

Día 14 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d recurso
Día 28 de junio: Pase d archivo.

notifica,
Día 11 de abril: Se desestima y acuerda traer para sentencia. Se

Día 11 de marzo: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 13 de marzo: Se conceden 5 días para proponer prueba.
Día 22 de marzo: Proponer prueba.

mentos.
Día 17 de enero: Auto concediendo 5 días para presentar docu-

Día 19 de enero: Pase para notificación.
Día 26 de enero: Se recibe documento que faltaba.
Día 12 de febrero: Se admite a trámite suspendiendo la mdta.

Se notifica y oficia a Gobernación.

Día 14 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d recurso
Día 28 de junio: Pase d archivo.

notifica.
Día 11 de abril: Se desestima y acuerda traer para sentencia. Se

Día 11 de marzo: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 13 de marzo: Se conceden 5 días para proponer prueba.
Día 21 de marzo: Proponer prueba.

Día 12 de febrero: Se admite a trámite suspendiendo la mdta.
Se notifica y oficia a Gobernación.



Ponente: Señor Minguijón. Secretario: Orbaneja

TRAMITACIÓN

Día 19 de marzo: Se devuelve a Gobernación oficiosamente
informe impreso para que se sustituya por otro y unido d expediente

nicación al Ministerio

Día 16 de enero: Pasa a los Letrados.
Día 17 de enero: Auto. Requerimiento para presentar documentos.
Día 29 de enero: Auto admitiendo a tramitación. Se Ubra comu-

Fecha de entrada: 15 de enero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: José Díaz Alor

Asunto: Recurso contra multa de la Dirección de Seguridad
confirmada por el Ministro en 19 de noviembre de 5.000 pesetas

Ponente: Señor Ruiz del CastiUo. Secretario: Orbaneja

TRAMITACIÓN

Día 16 de enero de 1935: Pasa a los Letrados
Día 19 de mayo: Se devuelve a Gobernación oficiosamente

informe impreso para que se sustituya por otro y unido d expediente
ya recibido.

Expediente n.a 846

Fecha de entrada: 15 de enero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: FeUpe Pretel Iglesias

Asunto: Recurso contra resolución de Gobernación confirma-
torio de providencia de la Dirección de Seguridad que impuso multa
de 5.000 pesetas



Fecha de entrada: 15 de enero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Manuel Lois Fernández

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la
Gobernación confirmatoria de la providencia de la Dirección General
de Seguridad que le impuso mdta de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor GÜ GÜ y Gü. Secretario: Orbaneja

TRAMITACIÓN

Día 19 de marzo: Se devuelve a Gobernación oficiosamente in-
forme impreso para que sea sustituido por otro y unir d expediente
ya recibido.

Día 23 de enero: Se recibe el documento pedido.
Día 29 de enero: Auto admitiendo a tramitación. Notificación y

comunicación. Se recibe el expediente del Ministerio acompañado de
oficio impreso

Día 16 de enero: Pasa el informe de los Letrados.
Día 17 de enero: Auto. Se reqdere para la presentación del do-

cumento justificativo.

Expediente n.a 850

Fecha de entrada: 15 de enero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Ángel Gonzdez Alonso

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Go-
bernación confirmatoria de providencia de la Dirección General de
Seguridad de 10 de septiembre de que le impuso multa de 5.000
pesetas.

Ponente: Señor TdtabuU



notifica.

Día 16 de enero: Pasa a informe de los señores Letrados.
Día 12 de febrero: Se admite a trámite, se notifica y oficia a Go-

Día 21 de marzo: Se propone prueba.
Día 11 de abril: Se desestima y declara concluso para sen-

Día 11 de marzo: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 12 de marzo: Se conceden cinco días para proponer

bernación

prueba

Día 14 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d recurso
Día 28 de junio: Pasa al archivo.

tencia

Expediente n.a 852

Fecha de entrada: 15 de enero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Pedro Gutiérrez Navarro

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la
Gobernación confirmando mdta impuesta por la Dirección General
de Seguridad el 12 de septiembre dtimo de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Martín Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 16 de enero: Pasa a los señores Letrados.
Día 23 de enero: Pasa al ponente.
Día 12 de febrero: Se admite a trámite, se notifica y oficia a

Día 14 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d recurso
Día 28 de junio: Pasa al archivo.

Gobernación.
Día 11 de marzo: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 13 de marzo: Se conceden 5 días para proponer pruebas.
Día 18 de marzo: Se propone prueba.
Día 11 de abril: Se desestima y manda traer para sentencia. Se



Ponente: Señor Sampol

Fecha de entrada: 16 de enero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Manuel Sánchez VUldar

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio y Dirección
General de Seguridad que le impusieron mdta de 250 pesetas.

Ponente: Señor Pedregd. Secretario: Orbaneja

TRAMITACIÓN

Día 4 de mayo: Se acuerda recordar a la Dirección lo pedido. Se

Día 11 de abril: Se acuerdan oficios a Dirección General de
Seguridad pidiendo informes. Se oficia el día 16.

Día 19 de marzo: Se devuelve a Gobernación oficiosamente
informe impreso para que sea sustituido por otro.

Día 29 de enero: Auto. Se admite a tramitación, se reciben expe-
dientes del Ministerio con oficio impreso.

Día 16 de enero: Pasa a informe de los señores Letrados.
Día 17 de enero: Auto requiriendo presentación de documentos.
Día 23 de enero: Se reciben.

recibe
Día 4 de jdio: Sentencia confirmando la mdta.
Día 6 de jdio: Se envía a Gobernación. Pasa d archivo

Expediente n.a 856

Fecha de entrada: 17 de enero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Manuel Albar Catdán

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de
Gobernación confirmatoria de providencia de la Dirección General de
Seguridad que le impuso mdta de 5.000 pesetas.



Procedencia: Madrid

Interesados: FeUpe Ronda Ortega

Día 11 de marzo: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 13 de marzo: Se conceden cinco días para proponer prue-

ba. Se desestima.
Día 14 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d recurso.

Día 18 de enero: Pasa a informe de los señores Letrados.
Día 12 de febrero: Se admite a trámite, se notifica y oficia a

Gobernación.

Expediente n.a 858

Fecha de entrada: 22 de enero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Ángel OruetaVertaUes

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la
Gobernación confirmatorio de Providencia de la Dirección General
de Seguridad, que impuso mdta de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Sbert. Secretario: Orbaneja

TRAMITACIÓN

Día 22 de enero: Pasa a informe de los señores Letrados.
Día 28 de enero: Pasa d vocd ponente con informe favorable de

admisión.
Día 19 de febrero: Auto admitiendo tramitación y notificado el

20. Comunicado.
Día 12 de mayo: Se recibe expediente del Ministerio.

Expediente n.B 860

Fecha de entrada: 24 de enero de 1935



Día 2 de febrero: Providencia de Secretaría concediendo un
plazo de 5 días d recurrente para poder justificar la ineficacia del
recurso de dzada con la presentación del documento.

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de Gober-
nación confirmatoria de la providencia de la Dirección General de
Seguridad que le impuso mdta de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 25 de enero: Pasa a informe de los señores Letrados.
Día 12 de febrero: Se admite a trámite, se notifica y se oficia a

Gobernación.
Día 11 de marzo: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 13 de marzo: Se conceden 5 días para proponer prueba.
Día 21 de marzo: Se propone prueba.
Día 11 de abrü: Se rechaza, manda traer para sentencia, se noti-

fica.
Día 14 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d recurso
Día 28 de junio: Pasa d archivo.

Expediente n.a 862

Fecha de entrada: 2 de febrero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Pablo Yagüe Estebaranza

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación confirmatoria de la providencia de la Dirección General de Se-

guridad que le impuso mdta de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Martínez Sabater. Secretario: Orbaneja

TRAMITACIÓN

Día 5 de febrero: El redstro general admite los escritos sin
firma,encabezados por el recurrente en que se manifiesto no tener en
su poder la comunicación de la resolución en la dzada.



recurso

Expediente n.e 866

Fecha de entrada: 7 de febrero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Eugenio Rubio Montal

Fecha de entrada: 5 de febrero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Arturo Menéndez de la Cuesta y Lisardo García

Asunto: Mdta impuesto por la Dirección General de Seguridad
al miembro SociaUsta del Pacífico, confirmada por el Ministerio el 29
de septiembre de 1934.

Ponente: Señor Rdz del Castillo

TRAMITACIÓN

Día 12 de febrero: Se admite a trámite, se notifica y se oficia a

Día 14 de marzo: Se acuerda dejar en suspenso sanción
pensión de sanción.

Gobernación.
Día 11 de marzo: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 11 de marzo: Se recibe escrito del recurrente pidiendo sus-

multa

Día 21 de junio: Nuevo ponente José Sampol.
Día 20 de septiembre: Sentencia declarando no haber lugar d

ponente

Día 22 de mayo: Se presentan los estatutos y pasa al domicio del

Día 18 de marzo: Cinco días para prueba.
Día 25 de marzo: Se propone prueba y pasa al ponente.
Día 14 de mayo: Se acuerda que aporte los estatutos de la socie-

dad. Notificado.

Día 19 de diciembre: Pasa al archivo



Día 15 de febrero: Pase de informe de los Letrados.
Día 16 de marzo: Se admite a trámite, se oficia a Gobernación.
Día 9 de abril: Se recibe expediente.

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación que confirma la de la Dirección General de Seguridad por la
que se le impuso mdta de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Minguijón

TRAMITACIÓN

Día 12 de marzo: Se recibe el expediente de Gobernación.

ponente
Día 7 de febrero: Informado por los señores Letrados. Pasa a

pedida.
Día 20 de febrero: Auto adicioral acordando la suspensión

Día 19 de febrero: Auto acordando la admisión notificado el 20
comunicación al interesado.

Expediente n.a 868

Fecha de entrada: 15 de febrero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Teófilo Molinero Lumbreras

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación confirmatoria de la providencia de la Dirección de Seguridad
por la que se le impuso mdta de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Gü Gü y GÜ

TRAMITACIÓN

Día 19 de abril: Se conceden 5 días para prueba.
Día 11 de mayo: Se desestima y manda traer para sentencia.
Día 14 de mayo: Sentencia declarando haber lugar d mismo
Día 28 de junio: Pasa d archivo.



Asunto: Recurso contra resolución del Ministro de la Gober-
nación Civü de Murcia que le impone una mdta de 1.000 pesetas.

Ponente: Señor Martínez Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 23 febrero: Informado por los Letrados se envía d señor
ponente

Día 18 de marzo: Plazo de 8 días para presentar documentos.
Día 30 de marzo: Auto admitiendo a trámite.
Día 5 de abrü: Se oficia a Gobernación pidiendo expediente y

Fecha de entrada: 16 de febrero de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Mariano ViUaplana

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación confirmatoria de la presidencia de la Dirección de Seguridad
por la que se le impone una multa de 5.000 pesetas.

Ponente: TdtabuU y Orbaneja

TRAMITACIÓN

Día 16 febrero: Pase e informe de los letrados. Informado por
eUos (día 18).

Día 19 febrero: Auto administrado. Notificado el 20.
Día 12 de marzo: Se recibe el expediente e informe del

Ministerio

Expediente n.a 872

Fecha de entrada: 22 de febrero de 1935

Procedencia: Molina de Segura (Murcia)

Interesados: Ángel Bustedio Mondéjar



Día 20 de diciembre: Paso d archivo,

Día 8 de marzo: Informado por los letrados en cuanto a la admi-
sión a trámite.

suspensión.

Día 11 de marzo: Remitido el señor ponente: a su domiciUo.
Día 14 de marzo: Auto acordando la admisión y acordando la

Día 11 de junio: Se pide la acumdación a otros recursos seme-

Día 24 de abril: Se recibe expediente de Gobernación y se con-
ceden 5 días para prueba.

jantes

Día 23 de octubre: Informado por los Letrados para el po-

Septiembre. Se acuerda acumular a estos recursos los núme-
ros 892,894 y 896 de esta Sección y los 893 y 895 de la Sesión pri-
mera. Se concede plazo para proposición de prueba sin que se
proponga.

nente

Día 25 de noviembre: Visto púbUca.
Día 25 de noviembre: Sentencia dejando sin efecto las mdtas.
Día 29 de noviembre: Comunicada a Gobernación. Notificada

enviada. Paso d archivo.

Expediente n.a 874

Fecha de entrada: Madrid de 6 de marzo de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Lds Ferceiro Taboada

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación confirmatoria de la mdta impuesto por la Dirección General
de Seguridad.

Ponente: Señor Pedregd. Secretario: señor Orbaneja

TRAMITACIÓN

recurso

Día 6 de abril: Se recibe el expediente. Se da visto a la parte.
Día 20 de abril: Escrito proponiendo prueba. Dar cuento. Pen-

diente de poner auto de conclusión y hacer sentencia.
Día 9 de noviembre: Sentencia declarando haber lugar al



Asunto: Recurso contra el expediente que se le sigue como
presunto indeseable por la integración del Estado, en Barcelona, en
los servicios de policía.

Ponente: Señor Sbert, señor Orbaneja

Fecha de entrada: 7 de marzo de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Francisco Barranco Guardeño

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación confirmatorio de mdta impuesta por la Dirección General de
Seguridad.

Ponente: Señor Sampol

TRAMITACIÓN

Día 8 de marzo: Informado por los Letrados en cuanto a la admi-
sión a trámite.

Día 16 de marzo: Se admite a trámite, suspendiendo sanción. Se
oficia a Gobernación.

Día 9 de abrü: Se recibe expediente de Gobernación.
Día 19 de abrü: Se conceden 5 días para prueba.
Día 27 de abrü: Se propone.
Día 11 de mayo: Se desestima y manda traer para sentencia
Día 14 de mayo: Sentencia mandando levantar mdta.
Día 28 de junio: Pasa al archivo.

Expediente n.a 878

Fecha de entrada: 9 de marzo de 1935

Procedencia: Barcelona

Interesados: Enrique Bagué Maury



Ponente: Señor Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 20 de septiembre: Sentencia declarando haber lugar d
so. Se comunica a Gobernación y d interesado.
Día 21 de octubre: Pasa d archivo.

Día 10 de jdio: Se recibe expediente, se concede plazo para
:ba.

Día 7 de junio: Se recibe comunicación de Gobernación.
Día 21 de junio: Se admite a trámite, notifica y oficia en

¡rnación el 26.

Día 25 de mayo: Providencia ordenando preguntar a

ernación la autoridad de dónde procede la orden de expdsión. Se
ia a Gobernación.

Día 12 de marzo: Pasa a los Oficides Letrados para informe.
Día 22 de marzo: Auto pidiendo copia y designación domicüio.
Día 25 de marzo: Se oficia el Ministerio de Estado.
Día 16 de mayo: Se recibe la notificación del Ministerio de

lo y documentos.

Día 11 de noviembre: Se pasa d archivo
Día 9 de noviembre: Notificación.

Día 19 de marzo: Notificación,
Día 22 de octubre: Se recibe escrito del recurrente. Con docu-

:os.

Día 11 de marzo: Pasa a los letrados para informe.
Día 16 de marzo: Procedencia: 20 días de plazo para que com-
en nacionaUdad.

Expediente n.a 880

Fecha de entrada: 12 de marzo de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Ilse Wolff-Hirsch de Rivera

Asunto: Recurso de amparo contra resolución que ordenó su
ñamiento del territorio naciond.



Fecha de entrada: 18 de marzo de 1935

Procedencia: Vigo

Interesados: Lucio Vergas

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerii
nación confirmatoria de la Providencia del Gobernador (

so mdta de 500 pesetas.

Ponente: Señor Martínez Sabater. Señor Orbaneja

TRAMITACIÓN

Día 12 de diciembre: Sentencia: Confirmando las s;
Día 15 de diciembre: Se púbUca la sentencia en la

Providencia de la sección

Día 21 de junio: Acuerdo delTribund Pleno sobre
números 884,886,888 y 890, y los números 885,887,88!
Sección primera.

Expediente n.fi 884

Fecha de entrada: 18 de marzo de 1935

Procedencia: Vigo

Interesados: Eduardo Moreira

Asunto: Recurso contra resolución del Miristeri<
nación confirmatorio de la providencia del Gobernador (

so 500 pesetas de mdta.

Ponente: Señor Ruiz del CastiUo. Señor Orbaneja



TRAMITACIÓN

Acumdado d 882

Expediente n.a 890

Fecha de entrada: 18 de marzo de 1935

Fecha de entrada: 18 de marzo de 1935

Procedencia: Vigo

Interesados: Antonio ViddVUa

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación confirmatoria de la providencia del Gobernador por la que se
le impuso 500 pesetas de mdta.

Ponente: Señor Mingdjón. Señor Orbaneja

TRAMITACIÓN

Acumdado el 882

Expediente n.° 888

Fecha de entrada: 18 de marzo de 1935

Procedencia: Vigo

Interesados: EmiUo Martínez Garrido

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la
Gobernación confirmatoria de la providencia del Gobernador que le
impuso 500 pesetas de mdta.

Ponente: Señor GÜ GÜ y Gü. Señor Orbaneja



Ponente: Señor Sampol

TRAMITACIÓN

Día 11 de abrü: Auto pidiendo documento que fdta
Día 14 de mayo: Auto admitiendo a trámite. Se noi

bernación.
Septiembre: Se acuerda acumularlo al 872

Expediente n.fi 898

Fecha de entrada:

Procedencia: Madrid

Interesados: Francisco Garrigós Soler (tranviario)

Interesados: José Caldas

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio
nación confirmatoria de la providencia del Gobernador q
so quinientas pesetas de multa.

Ponente: Señor TaltabuU. Señor Orbaneja

TRAMITACIÓN

Acumdado al 882

Expediente n.a 896

Fecha de entrada: 16 de marzo de 1935

Procedencia: Murcia

Interesados: Don Enrique Templado Tornero,
Alguazar

|U(

Asunto: Recurso contra resolución del Ministro di
nación confirmatoria de la providencia del Gobernador
que le impuso mdta de 250 pesetas.



Ponente: Señor Sbert

TRAMITACIÓN

Día 11 de abril: Auto admitiendo a trámite notificado.
Día 24 de abril: Se oficia a Gobernación pidiendo expediente.
Día 14 de mayo: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 16 de mayo: Providencia concediendo 5 días para prueba.
Día 25 de mayo: Escrito proponiendo prueba.
Día 4 de junio: Se deniega la prueba propuesta.
Día 21 de junio:Sentencia declarando haber lugar d recurso.
Día 22 de junio: Se notifica y envía a Gobernación.
Día 28 de junio: Pasa d archivo.

Expediente n.a 900

Fecha de entrada: 20 de marzo de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Esteban MatobeUo Mateo

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
>n del 13 de diciembre dtimo confirmatoria de mdta impuesto
a Dirección General de Seguridad de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 11 de abril: Auto admitiendo a trámite. Notificado.
Día 24 de abril: Se oficia a Gobernación pidiendo expediente
Día 14 de mayo: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 16 de mayo: Se conceden 5 días para prueba.
Día 24 de mayo: Escrito proponiendo prueba.
Día 2 de junio:Se deniega la prueba proponente.
Día 21 de junio: Setencia declarando haber lugar d recurso.
Día 22 de junio: Se notifica y envía a Gobernación.
Día 28 de junio: Pasa d archivo.

Asunto: Recurso O-ey de Orden PúbUco) contra la mdta de
»0 pesetas confirmada por el Ministerio (26 de noviembre de
4), por participante en la huelga del 8 de septiembre.



Ponente: Señor Ruiz del Castülo

TRAMITACIÓN

Día 5 de abril: Pasa a informe de los Letrados.
Día 8 de abrü: Auto denegando la admisión a trámite. Notificado
Día 22 de abrü: Pasa al archivo.

Fecha de entrada: 30 de marzo de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Félix Velasco Santos

Asunto: Recurso Oey de Orden PúbUco) contra la resolución
de Ministerio de la Gobernación de 15 de noviembre de 1934 que
confirmó la mdta de 5.000 pesetas impuesta al recurrente por el
Director General de Seguridad.

Ponente: Señor Martínez Sabater

TRAMITACIÓN

Día 30 de marzo de 1935: Pasa a los Letrados.
Día 11 de abril: Auto admitiendo a trámite.
Día 15 de abril: Se oficia a Gobernación y pasa para modifi-

cación

Expediente n.fi 904

Fecha de entrada: 4 de abrü de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Félix Aguüar Bermejo

Asunto: Recurso contra el auto del Juzgado de Primera
Instancia número 14 de Madrid que declaró inaplicable, por inconsti-
tucionalidad, el decreto de 2 de junio de 1933.



TRAMITACIÓN

Día 10 de junio: Se recibe el expediente.
Día 21 de junio: Se admite cierto prueba ymanda traer para sen-

Día 25 de mayo: Auto admitiendo a trámite. Se oficia a Gober-
nación y se notifica.

Día 14 de mayo: Auto concediendo plazo para presentar copia
Día 21 de mayo: Presenta la copia.

Fecha de entrada: 15 de abril de 1935

Procedencia: Aneante (Orihuela)

Interesados: Isidoro Sánchez Mora

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación confirmando la providencia del Gobierno de Alicante por la
que se le impuso una mdta de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Minguijón

TRAMITACIÓN

Día 15 de abril: Pasa a los Letrados.
Día 25 de abril: Auto admitiendo a tramite y suspendiendo la

sanción

Expediente n.Q 908

Fecha de entrada: 29 de abril de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Antonio Cruzado Alcázar

Asunto: Recurso contra resolución del Ministro de la Gober-
nación confirmatoria de la mdta de 5.000 pesetas impuesta por la
Dirección General de Seguridad.

Ponente: Señor Gü GU y GÜ



Día 14 de mayo: Auto de la Sección admitiendo el recurso de
tramitación.

Gobernación.
Día 20 de diciembre: Pasa al archivo

Expediente n.Q 912

Fecha de entrada: 16 de mayo de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Tomás Romero Asensi

Día 3 de jdio: Sentencia declarando haber lugar al recurso.
Día 5 de jdio: Se envía certificación al Ministro de la Go-

Día 5 de julio:Pasa al archivo
bernación,

Expediente n.a 910

Fecha de entrada: 9 de mayo de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Jaime Bañameras Alsina

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación confirmatoria de la providencia de la Dirección General de
Seguridad de 12 de septiembre de 1934 que le impuso una multo de
5.000 pesetas.

Ponente: Señor G. a TaltabuU

TRAMITACIÓN

Día 11 de octubre: Sentencia declarando haber lugar al recurso.
Día 14 de octubre: Se notifica y envía certificación a

Día 19 de junio: DÜigencia haciendo constar que expira el plazo
concedido para proponer prueba.

Día 12 de junio: Se recibe el expediente e informe del
Ministerio de la Gobernación.



dando vista.
Día 19 de junio: Se recibe escrito de la parte proponiendo prae-

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación confirmatoria de la providencia de la Dirección General de
Seguridad de 12 de enero dtimo, que le impuso una mdta de 25-000
pesetas.

\u25a0

Ponente: Señor Martín Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 11 de septiembre: Pasa d archivo

Día 19 de junio: Se recibe expediente de Gobernación.
Día 21 de junio:Plazo para proponer prueba.
Día 2 de juUo:Providencia mandando traer para sentencia.
Día 3 de jdio: Sentencia declarando no haber lugar d recurso

Enviada certificación y notificada.

Día 21 de mayo: Informado por los Letrados.
Día 25 de mayo: Auto admitiendo a trámite. Se notifica y oficia

a Gobernación.

Expediente n.a 914

Fecha de entrada: 16 de mayo de 1935

Procedencia: Zaragoza

Interesados: Azucarera del GáUego, S.A.

Asunto: Recurso de amparo contra actos del Gobernador CivU
de Zaragoza que infringen el art. 33 de la Constitución.

Ponente: Señor Pedregd

TRAMITACIÓN

Día 17 de mayo: Pasa a los Letrados.
Día 22 de mayo: Informe de los Letrados. Pasa d ponente
Día 25 de mayo: Auto de admisión. Notificado (29). Comu-

nicación d Ministerio.
Día 11 de junio: Se recibe expediente e informe. Providencia



Procedencia: Madrid

Interesados: Mateo Bongorto en representación del Diario

Día 21 de junio: Auto admitiendo una prueba y rechazando
otra, y señdando vista.

Día 2 de juUo:Vista.
Día 3 de julio: Sentencia declarando haber lugar al recurso Pú-

blico de la Gaceta del 6 de jdio de 1935.
Día 6 de juUo: Pasa d archivo.

Expediente n.a 916

Fecha de entrada: 24 de mayo de 1935

Procedencia: Zaragoza

Interesados: Compañía de Azúcares, Alcoholes, S.A.

Asunto: Recurso de amparo contra actos del Gobernador Civil
de Zaragoza que infringen el art. 33 de la Constitución.

Ponente: Señor Sampol

TRAMITACIÓN

Día 11 de junio: Se recibe expediente e informe. Providencia

Día 25 de mayo: Se da por reproducido el informe de los letra-
dos del n.° 914. Auto admitido a tramitación. Se notifica al Ministerio
de Gobernación.

Sentencia publicada en la Gaceta del 3 de jdio de 1935

dando vista.
Día 19 de junio:Lícito de proposición de prueba de las partes

Para el ponente.

Expediente n.a 918

Fecha de entrada: 27 de mayo de 1935



Día 4 de mayo: Pasa a los Letrados.
Día 21 de junio: Se admite a trámite. Se notifica y oficia

Asunto: Recurso contra Resolución del Ministerio de la
nación de 31 de enero corifirmatoria de mdta impuesto
Dirección General de Seguridad el 9 del mismo mes.

Ponente: Señor Ruiz de CastiUo

TRAMITACIÓN

Día 20 de septiembre: Se admite prueba.
Día 28 de septiembre: Se partirá.
Día 9 de noviembre: Sentencia declarando haber lugar d re<
Día 15 de noviembre: Pasa a archivo.

Día 19 de jdio:Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 20 de jdio:Se propone cierta prueba.
Día 12 de septiembre: Pasa al señor ponente para infi

sobre la prueba.

nación.

Día 4 de junio: Pasa a los Letrados.
Día 8 de junio: Pasa el ponente: a su domicUio.
Día 18 de junio: Nuevo ponente: señor Martín Álvarez.
Día 21 de junio:Se admite a trámite. Se notifica y oficia a

Expediente n.s 920

Fecha de entrada: 4 de junio de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: José Baeza Zerán

Asunto: Recurso contra Resolución del Ministerio de la <
nación que impuso confirmación de la mdta acordada por
rección General de Seguridad.

Ponente: Señor Mingdjón

TRAMITACIÓN

Día 11 de juüo: Se recibe el expediente de Gobernación.

G.

P<

bernación



Expediente n.a 924

Fecha de entrada: 11 de junio de 1935

Procedencia: Jaén
Interesados: Federico Castülo, José Aroca, José Godor

Día 19 de jdio: Se propone cierta prueba.
Día 11 de octubre: Sentencia declarando haber lugar al

Día 12 de octubre: Se notifica y al siguiente día se envía a
ición
Día 24 de octubre: Pasa d archivo

Expediente n.a 922

Fecha de entrada: 6 de junio de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Segundo Serrano Poncela

Asunto: Recurso contra Resolución del Ministerio de la Gol
•n confirmada por la Presidencia de la Dirección General de S<
que le impuso una multa de 2.500 pestetas.

Ponente: Señor Gü Gü y Gü

TRAMITACIÓN

Día 3 de diciembre: Se presenta escrito soUcitando la acunn
1 recurso 928 impuesto d señor don Luis Rufilanchas.
Día 4 de diciembre: Auto accediendo a la acumdación.
Acumdado d caso 928.

rnacion.

¡o

Día 21 de junio: Informado por los Letrados, proviniendo la;
:ión a derecho se admite a tramitación.
Día 15 de octubre:Se recibe el expediente de Gobernación,;

ede plazo de 5 días para la proposición de prueba. Se ofic:



Asunto: Recurso contra multa impuesta por el Gobernador
de Jaén

Ponente: Señor TaltabuU

TRAMTTACIÓN

Día 12 de junio: Pasa informe de los Letrados.
Día 21 de junio: Auto denegando la admisión a trámite. Noti-

Día 8 de agosto: Se recibe el expediente en que recayó la mdta.
Día 12 de septiembre: Pasa a informe de los Letrados.
Día 20 de septiembre: Se admite a trámite.
Día 21 de septiembre: Se notifica a Gobernación y al intere-

Día 4 de jdio:Se oficia d Ministro de la Gobernación y Gober-
nador de Sda.

ficado
Día 1 de jdio:Nuevo escrito con recibo d abogado.
Día 3 de jdio:Auto pidiendo como düigencias preliminares el

expediente de mdta.

sado

Día 30 de noviembre: Plazo para prueba.
Día 4 de marzo de 1936: Sentencia declarando haber lugar d

recurso. Notificada y enviada sentencia a Gobernación.
Día 14 de marzo de 1936: PubUcada en la Gaceta esto sentencia.
Día 10 de abril de 1936: Pasa d archivo.

informe y expediente.
Día 8 de noviembre: Se recuerda a Gobernación el envío de

Expediente n.a 926

Fecha de entrada: 2 de junio de 1935

Procedencia: Zaragoza

Interesados: Compañía de Alcoholes, S.A, representada por
don Juan CastiUo

Asunto: Recurso contra providencia del Gobernador Civü de
Zaragoza que ordenó la incautación de semülas en fábricas de azúcar
de la entidad recurrente.

Ponente: Señor Pedregd



Día 22 de juUo: Se recibe el expediente de Gobern:
Día 23 de jdio: Se concede término para preparar

se deja transcurrir hasta conseguir dguna.
Día 11 de diciembre:Visto.

Expediente n.e 930

Fecha de entrada: 23 de junio de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Isidro Rodríguez Mendieta

Día 24 de junio: Informados los Letrados, enviado al

Expediente n.a 928

Fecha de entrada: 22 de junio de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Rufilanchas Salcedo Ods)

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio
nación confirmatoria de la Presidencia de la Dirección Gi
guridad que le impuso mdta de 2.500 pesetas.

Ponente: Señor Minguijón

TRAMITACIÓN

Día 28 de junio: Informados por los Letrados.
Día 3 de julio: Se admite a trámite. Se oficia a Gol

Día 14 de diciembre: Se envía a Gobernación
Día 18 de diciembre: Pasa a archivo.

Día 12 de diciembre: Sentencia, declarando haber
recurso (acuerdo del 922).

il

notifica



Fecha de entrada: 22 de junio de 1935

Procedencia: Madrid

Asunto: Recurso contra resolución Ministerio de la Goberna-
ción confirmatoria de presidencia de la Dirección de Seguridad que le
impuso una mdta de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Gü GÜ y Gü

TRAMITACIÓN

Día 15 de octubre: Se recibe expediente de Gobernación y se
conceden 5 días para proposición de prueba. Se oficia a Gobernación.

Día 25 de noviembre: Sentencia dejando sin efecto la mdta.
Día 29 de noviembre: Comunicado de la Gobernación, notificada.
Día 14 de diciembre: Pasa d archivo.

tramitación,

Día 6 de jdio: Providencia requiriendo d interesado para que
presente nuevo escrito por mdta en gran parte Uedble. Se admite a

Expediente n.a 926

Fecha de entrada: 2 de junio de 1935

Procedencia: Zaragoza

Interesados: Compañía de Alcoholes, S.A, representada por
don Juan CastÜlo

Asunto: Recurso contra providencia del Gobernador Civü de
Zaragoza, que ordenó la incautación de semülas en fábricas de azúcar
de la entidad recurrente.

Ponente: Señor Pedregd

TRAMITACIÓN

Día 24 de junio:Informados los Letrados, enviado d ponente

Expediente n.a 928



Día 15 de octubre: Se recibe expediente de Gobernación y se
conceden 5 días para proposición de prueba. Se oficia a Gobernación.

Interesados: Rufilanchas Sdcedo

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación confirmatoria de la Providencia de la Dirección General de Se-
guridad que le impuso multa de 2.500 pesetas.

Ponente: Señor Minguijón

TRAMITACIÓN

Día 28 de junio: Informado por los Letrados.
Día 3 de jdio:Se admite a trámite. Se oficia a Gobernación y

Día 14 de diciembre: Se envía a Gobernación
Día 18 de diciembre: Pasa d archivo

notifica.
Día 22 de jdio: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 23 de jdio:Se concede término para proponer prueba y se

deja transcurrir sin proposición alguna.
Día 11 de diciembre: Vista.
Día 12 de diciembre: Sentencia declarando haber lugar a este

recurso (acumulado d 922).

Expediente n.a 930

Fecha de entrada: 23 de junio de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Isidro Rodríguez Mendieta

Asunto: Recurso contra resolución del Ministro de la Gober-
nación confirmatoria de Presidencia de la Dirección de Seguridad que
le impuso multa de 5.000 pesetas.

Ponente: Señor Gil Gü y Gü

TRAMITACIÓN

Día 6 de jdio: Providencia reqdriendo d interesado para que
presente nuevo escrito por resultar gran parte ilegible. Se admite a tra-
nutación



Día 25 de noviembre: Sentencia dejando sin efecto la mdta.
Día 28 de noviembre: Comunicado a Gobernación. Notificada.
Día 14 de diciembre: Pasa d archivo.

Expediente n.Q 932

Fecha de entrada: 4 de jdiode 1935

Procedencia: León

Interesados: Pedro Fernández Llamazares

Asunto: Recurso contra resolución del Ministro de la Gober-
nación que revoca otra del Gobernador de León que suspendía un
acuerdo de la Diputación Provincid sobre prestación del cdto catóU-
co en los establecimientos de Beneficencia.

Ponente: Señor TantabuU

TRAMITACIÓN

Día 14 de diciembre: Pasa d archivo

Día 5 de juUo: Pasa a informe de los Letrados.
Día 20 de septiembre: Se concede plazo para designar domici-

Uo y se Ubra contra orden d Juez de León para que la notifique.
Día 3 de octubre: Se recibe designación de domiciUo.
Día 25 de noviembre: Se deniega la admisión a tramitación.

Notificado.

Expediente n.Q 934

Fecha de entrada: 17 de jdio de 1935

Procedencia: La Coruña

Interesados: Francisco Mazariegos Martínez

Asunto: Recurso contra sentencia de un Consejo de Guerra en
La Coruña en el que se suponen infrinddas ciertas garantías constitu-
ciondes (art. 28).

Ponente: Señor Sbert



rcente

Día 27 de febrero: Sentencia denegando el recurso enviado al
Auditor. Notificada. Enviada a la Gaceta.

Día 8 de abril: pasa al archivo.

Día 17 de enero de 1936: Se admite prueba y deniega suspensión.
Día 20 de enero: Se oficia Auditor de La Corana.
Día 30 de enero: Se oficia Dirección General de Prisiones.

Día 18 de jdio:Informado por los Letrados.
Día 20 de jdio: Pasa al señor ponente. Devuelto por ponente

(petición de suspensión).
Día 25 de noviembre: Auto admitiendo a tramitación. Notificado.
Día 2 de diciembre: Se oficia dAuditor de La Coruña.
Día 12 de diciembre: Se recibe el expediente e informes.

Expediente n.e 936

Fecha de entrada: 2 de agosto de 1935

Procedencia: Burgos

Interesados: Emüio Giménez Heras

Asunto: Recurso contra resolución del Consejo de Ministros
confirmando la Providencia del Ministro de Gobernación por la que
se le impuso mdta de 10.000 pesetas.

Ponente: Señor Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 14 de agosto: Informado por los Letrados proponiendo su
admisión

Día 20 de septiembre: Se admite a trámite, se comunica a Gober-
nación y al interesado.

Día 15 de octubre: Se recibe el expediente de Gobernación y se
concede 5 días para la proposición de prueba. Se oficia a Goberna-
ción.

Día 9 de noviembre: Admitida la prueba propuesta por el recu-

Día 14 de noviembre: Se oficia d Ministerio de Trabajo y al Go-



Día 18 de enero: Se envía certificación d Ministro y la Gaceta
Día 21 marzo: Se pubüca en la Gaceta la sentencia.
Día 10 marzo: Pasa d archivo.

Día 15 de enero de 1936: Visto y sentencia declarando haber
lugar d recurso.

23 de diciembre: Se acuerda la celebración de visto el 15 de
enero. Notificado d Comisario con envío del expediente el 28. Mu-

chas citaciones a los Vocdes.

Expediente n.a 938

Fecha de entrada: 8 de agosto de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Basiano García Panadero

Asunto: Recurso contra mdta impuesta por la Dirección Gene-
ral de Seguridad el 18 de septiembre de 1934 y corifirmada por el Mi-

nisterio de la Gobernación el 15 de noviembre de siguiente.

Ponente: Señor Martínez Sabater. Secretorio: Orbaneja

TRAMITACIÓN

Día 15 de octubre: Se recibe el expediente de Gobernación y se
conceden 5 días para proponer prueba. Se oficia d Ministro.

Día 9 de noviembre: Sentencia declarando haber lugar d

Día 8 de agosto: Informado por los Letrados proponiendo admi-
sión. Se admite a tramitación.

Día 6 de diciembre: Pasa d archivo
recurso

Expediente n.e 940

Fecha de entrada: 17 de agosto de 1935

Procedencia: San Martín de la Vega

Interesados: Román López Blanco



Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación que confirmó la multa impuesta d recurrente por la Dirección
General de Seguridad el 17 de juUo de 1934

Ponente: Señor Minguijón

TRAMITACIÓN

Día 14 de diciembre: Se envía a Gobernación,
Día 20 de diciembre: Pasa d archivo.

recurso
Día 12 de diciembre: Sentencia declarando haber lugar al

Día 11 de diciembre: Se recibe el expediente y se concede pla-
zo para prueba.

Día 11 de octubre: Se admite a trámite. Se acuerda la suspensión
de la medida impugnada y recibido el expediente se concede plazo
para la proposición de prueba. Se oficia a Gobernación.

Día 20 de septiembre: Se admite a trámite. Se notifica a Gober-
nación y al interesado.

Expediente n.a 942

Fecha de entrada: 19 de agosto de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: EUas Riesgo Ortiz

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación confirmando la mdta de la Dirección de Seguridad impuesta
con motivo de la huelga del 8 de septiembre de 1934.

Ponente: Señor Gü GÜ y Gil

TRAMITACIÓN

Día 14 de octubre: Se recibe el expediente de Gobernación y se
concede plazo para prueba. Se oficia a Gobernación.

Día 9 de noviembre: Sentencia declarando haber lugar d recurso.
Día 15 de diciembre: Pasa al archivo.

Día 23 de agosto: Informado por los Letrados proponiendo su
admisión. Se admite a trámite.



admisión
Día 30 de septiembre: Auto denegando la admisión. Se Ubra

comunicación d Juez Decano de Barcelona para notificación.
Día 21 de octubre: Se recuerda al Juzgado n.° 14 de Barcelona la

devolución de la contra orden düigenciada.

Fecha de entrada: 20 de agosto de 1935

Procedencia: León

Interesados: José Caparrón y R. de Berlanga

Asunto: Recurso contra sentencia de la Sda de lo Contencioso
delTribund Supremo, corifirmando una Orden del Ministerio de Ins-

trucción PúbUca que le supuso una cátedra.

Ponente: Señor Gonzdez TdtabuU

TRAMITACIÓN

Día 20 de septiembre: Auto denegando su admisión a trámite.
Día 21 de septiembre: Se oficia a Juez de León para notificación.
Día 30 de septiembre: Devuelto por el Juez la carta orden düi-

genciada. Se acuerda que pase d archivo.

Expediente n.a 946

Fecha de entrada: 22 de agosto de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: EmUio MeUá Pato

Asunto: Recurso contra resolución de la Dirección General de
la Deuda y Clases Pasivas que acordó determinados haberes d recu-
rrente

Ponente: Señor Martín Álvarez. Secretario Orbaneja

TRAMITACIÓN

Día 28 de agosto: Informado por los Letrados proponiendo la no



Día 28 de octubre: Pasa al archivo
del auto

Día 25 de octubre: Se recibe la contraorden con la notificación

Expediente n.B 948

Fecha de entrada: 2 de septiembre de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Lds Fernández Magán

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación confirmando la multa impuesta por la Dirección de Seguridad
con motivo de la huelga de 8 de septiembre de 1934.

Ponente: Señor Pedregal

TRAMITACIÓN

Día 10 marzo: Pasa al archivo
recurso

Día 9 de noviembre: Auto admitiendo a tramitación.
Día 14 de noviembre: Se notifica y oficia a Gobernación.
Día 6 de diciembre: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 7 de diciembre: Se concede plazo para prueba.
Día 16 de diciembre: Se propone.
Día 18 de diciembre: Se envía d señor ponente.
Día 17 de enero de 1936: Sentencia declarando haber lugar al

Expediente n.a 950

Fecha de entrada: 16 de septiembre de 1935
Procedencia: Madrid

Interesados: Francisco Dalmau Segd

Asunto: Recurso de amparo por omisiones pretendidas del Ex-
celentísimo Señor Ministro de Justicia.

Ponente: Señor Sampol. Secretario señor Folas



Expediente n.Q 952

Fecha de entrada: 28 de septiembre d<

Procedencia: Madrid

Interesados: David Antonio Domínguez

Asunto: Recurso contra resolución de Mirist
nación en que se riega a resolver mdta impuesta poi

Seguridad.

Ponente: Señor Sbert

TRAMITACIÓN

Día 23 de septiembre: Providencia para que ajust<
que aparece la notificación.

Día 30 de septiembre: Se presenta.

I
Día 25 de noviembre: Se admite a tramitación.
Día 29 de noviembre: Se notifica y oficia a Gobei
Día 4 de marzo de 1936: Se recibe el expediente de
Día 5 marzo: Se abre período para prueba. Notifi»
Día 2 de junio: Sentencia declarando no haber lu

Notificado y enviado a Gobernación.
Día 10 de junio: Se púbUca la sentencia en la Go*.
Día 8 de octubre: Pasa d archivo.

Expediente n.a 954

Fecha de entrada: 7 de octubre de 19:

dmi

Procedencia: Zaragoza

Día 16 de septiembre: Pasa a los oficides letrad
Día 30 de septiembre: Auto denegando la a

ricación d Ministerio.
Día 1 de octubre: Notificación d interesado
Día 24 de octubre: Pasa d archivo



siones

Día 24 de octubre: Se acuerda devolver el Poder presentado
para que lo presenten legaUzado, requisito que falta.

Día 9 de noviembre: Admitido a tramitación.
Día 13 de noviembre: Se oficia d Ministerio de Agricdtura e In-

dustria y se notifica.
Día 3 de diciembre de: Recibidos informes del Ministerio y

Interesados: Aniceto Nebra Clavería, María Clavería Ferre-
nuela,Antonio Nebra Clavería, Romualdo Roda Gadía

Asunto: Recurso contra resolución del Ministro de la Gober-
nación de 4 de noviembre de 1932 que impuso multa de 10.000 pese-
tas a los varones y 5.000 pesetas a las señoras.

Ponente: Señor Martínez Sabater

TRAMITACIÓN

Día 9 de octubre: Pasa a informes de los Oficiales Letrados.
Día 11 de noviembre: Auto denegando la admisión a tramitación.
Día 26 de noviembre: Notificado y devuelto el poder d Procurador.
Día 6 de diciembre: Pasa d archivo.

Expediente n.a 956

Fecha de entrada: 23 de octubre de 1935

Procedencia: León (Nogarejas y Zorreras de Valdería)

Interesados: Domingo García de Lds, Pedro Ferceras de Luis

Asunto: Recurso contra la orden del Presidente Delegado de
Industria y Comercio en la Central de Resinas Españolas que ordena
la expedición con destino d depósito de Pasajes de ciertos productos
resinosos elaborados por el recurrente.

Ponente: Señor Minguijón

TRAMITACIÓN

Día 23 de octubre: Pasa a los Letrados para informe sobre admi-



mitación.

Día 12 de diciembre: Providencia recordando d Ministerio la
anterior comunicación y requiriendo envío urgente de informe y tra-

Gobernación.

ÍDía
27 febrero: Se recuerda d Ministro de la Presidencia anterior.

Día 10 de septiembre de 1936: Sentencia ha lugar d recurso.

Expediente n.a 960

Fecha de entrada: 11 de noviembre de 1935

Procedencia: Madrid

Día 13 de diciembre: Auto denegando suspensión de medida,

Día 13 de diciembre: Providencia concediendo días para prueba.
Día 17 de marzo de 1936: Sentencia declarando haber lugar d

recurso
Día 18 marzo: Notificada y enviada copia d Ministerio de Industria.
Día 20 marzo: PubUcada en la Gaceta.
Día 20 de mayo: Pasa d archivo.

Expediente nu Q 958

Fecha de entrada: 8 de noviembre de 1935

Procedencia: Badajoz O^knverida)

Interesados: Fernando SantoUestra Nuñez

Asunto: Recurso contra providencia del Gobernador de Ba-

dajoz imponiendo d recurrente mdta de 500 pesetas 0-ev de Orden
PúbUco). Recurrida ante el Ministro declaró no haber lugar d recurso.

Ponente: Señor GÜ GÜ y GÜ

TRAMITACIÓN

Día 19 de diciembre: Se envía comunicación a Gobernación.
Día 6 febrero: Se acuerda prueba documentel proponiéndola a

Ministerio
Día 25 de noviembre: Auto admitiendo a trámite. Notificado a



TRAMITACIÓN

Día 15 de noviembre: Auto admitiendo a tramitación.
Día 28 de noviembre: Enviado a Gobernación. Notificado
Día 20 de enero: Se recibe de Gobernanción expediente.
Día 21 de enero: Se abre período de prueba. Notificado.
Día 6 marzo: Se manda acumular al 959 de la Sección 1.a

Día 16 marzo: Se envía a la Sección Primera.

Interesados: José Armenteros de Dios

Asunto: Recurso contra multe de 1.000 pesetas impuesta
la Dirección General de Seguridad Oey de Orden Público). El Mi
terio de la Gobernación no admitió el recurso

Ponente: Señor Taltabdl

TRAMITACIÓN

Día 25 de noviembre: Auto admitiendo a tramitación.
Día 29 de noviembre: Enviado a Gobernación. Notificado.
Día 20 de enero de 1936: Se recibe de Gobernación el e:

Día 21 de enero: Se abre período de prueba y notificación.
Día 6 marzo: Se acuerda acumdarla al recurso 958 de la 1.a

Día 16 marzo: Pasa a la Sección Primera.

diente

Expediente n.a 962

Fecha de entrada: 11 de noviembre de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Ambrosio Jacinto Martínez de Hijas

Asunto: Recurso contra mdta de 1.000 pesetas impuesta
la Dirección de Seguridad Oev de Orden PúbUco) no siendo admii
el recurso de dzada por el Ministerio de la Gobernación.

lini

Ponente: Señor Martín Álvarez



Día 3 de diciembre: Comunicado a Gobernación.
Día 20 de enero: Se recibe de Gobernación el expediente

Fecha de entrada: 11 de noviembre de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Saturnino Peláez Antón

Asunto: Recurso contra mdta de 1.000 pesetas impuesta por
rección General de Seguridad Oey de Orden PúbUco). El Miris-
de la Gobernación no admitió el recurso de alzada.

Ponente: Señor Pedregd

TRAMITACIÓN

Día 25 de noviembre: Auto admitiendo a tramitación.
Día 29 de noviembre: Comunicado a Gobernación. Notificado
Día 20 de enero: Se recibe de Gobernación el expediente.
Día 21 de enero: Se abre período de prueba y notificación.
Día 6 marzo: Se acuerda acumularle d 959 de la Sección 1.a

Día 18 marzo: Pasa a la Sección Primera.

Expediente n.B 966

Fecha de entrada: 11 de noviembre de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Juan Selena López

Asunto: Recurso contra mdta impuesto por la Dirección Ge-
de Seguridad O-ev de Orden PúbUco). El Ministerio de la Gober-
>n no admitió el recurso de alzada.

Ponente: Señor Sampol

TRAMITACIÓN

Día 25 de noviembre: Auto admitiendo a tramitación. Notifi-



Expediente n.a 970

Fecha de entrada: 14 de noviembre de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Amadeo Arias Molinero

Asunto: Recurso contra multa impuesta por la Diré
Gobernación de Seguridad (Ley de Orden Público). El Mini;

Gobernación no admitió el recurso de alzada.

Ponente: Señor Martínez Sabater

Día 21 de enero: Se abre el período de prueba notific
Día 6 marzo: Se manda acumdar a la Sección 1.a

Día 18 marzo: Pasa a la Sección Primera.

Expediente n.a 968

Fecha de entrada: 11 de noviembre de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Ricardo Alba Banzano

Asunto: Recurso contra mdta impuesta por la 1
General de Seguridad 0-ey de Orden PúbUco). El Ministerio
bernación no admitió el recurso de alzada.

Ponente: Señor Sbert

TRAMITACIÓN

Día 25 de noviembre: Auto admitiendo a trámite. Notí
Día 3 de diciembre: Se comunica a Gobernación.
Día 20 de enero: Se recibe el expediente de Gobernaí
Día 21 de enero: Se notifica y oficia a Gobernación p<

prueba.

:a<

Día 6 marzo: Se manda acumular al 959 de la Sección
Día 16 marzo: Pasa a la Sección Primera.



Gobernación,

Día 5 marzo: Sentencia declarando no haber lugar el recurso y
confirmando la mdta.

Día 21 de enero: Se notifica y oficia a Gobernación período de
Día 20 de enero: Se recibe expediente de Gobernación.

Día 25 de noviembre: Auto de admisión a tramitación. Notifi-
cado y en 3 de diciembre comunicado a Gobernación.

prueba,
Día 6 marzo: Se manda acumriar d 959 de la Sección 1.a

Día 16 marzo: Pasa a la Sección Primera.

Expediente n.a 972

Fecha de entrada: 18 de noviembre de 1935

Procedencia: Oviedo

Interesados: Luis Pérez Lozana

Asunto: Recurso contra la mdta de 500 pesetas que le impuso
el Gobernador General de Asturias en apUcación de la Ley de Orden
PúbUco.

Ponente: Señor Vega de la Idesia

TRAMITACIÓN

Día 12 de diciembre: Auto admitiendo a tramitación.
Día 14 de diciembre: Notificación y comunicación d Miris-

terio

Día 20 de enero: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 21 de enero: Se abre período de prueba y notifica y oficia a

do. Se envía.

Día 14 de diciembre: No ha podido una notificación. Pre-

sidencia mandando pedir carta orden d Juez de 1.a Instancia de Ovie-

Día 14 marzo: PubUcada en la Gaceta de hoy esta sentencia.
Día 1 de abrü: Pasa d archivo.

Día 12 marzo: Se envía certificación de la sentencia a Gober-
nación y se ejecuta. Notificada.



TRAMITACIÓN

Día 12 de diciembre: Auto admitiendo a tramitación

Fecha de entrada: 28 de noviembre de 193

Procedencia: Madrid

Interesados: Fernando Claudín Ponte

Asunto: Recurso contra la multa de 5.000 mil pt
le impuso la Dirección General de Seguridad en aplica*
Ley de Orden Público, confirmada por el Ministerio
bernación.

Ponente: Señor Martínez Sabater. Secretario: Señor

TRAMITACIÓN

Día 20 de julio de 1937: Providencia ordenando p;

Día 29 de noviembre: Pase letrados
Día 12 de diciembre: Auto. Se conceden 5 días pa

senté la copia de la resolución recurrida y justifique la dz;

Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no
al recurso interpuesto.

Día 13 de diciembre: Notificación al interesado

Expediente n.a 976

Fecha de entrada: 3 de diciembre de 1935

Procedencia: Aneante (Orüiuela)

Interesados: Isidoro Sánchez Mora

Asunto: Recurso contra resolución del Ministerio d<
nación confirmando la mdta impuesta de 5.000 pesetas p>
dencia del Gobernador de Alicante (Ley de Orden PúbUco)

>5

Ponente: Señor Minguijón



Día 18 febrero: Informado por los Letrados pasa d ponente
Día 2 marzo: Sentencia declarando haber lugar d recurso.
Día 20 de abril: Pasa d archivo.

nación.
Día 14 de diciembre: Notificación y comunicación a Gober-

Día 20 de enero: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 21 de enero: Se abre período de prueba. Se notifica y oficia

a Gobernación.

Expediente n.a 978

Fecha de entrada: 5 de diciembre de 1935

Procedencia: Barcelona

Interesados: José BelmonteTovar

Asunto: Recurso contra resolución del Consejero de Trabajo,
corifirmatoria de sentencia anterior del Jurado Mixto Rural de Bar-
celona, sobre divulgación de aumento de sdario.

Ponente: Señor GÜ GÜ y Gü. Secretario: Señor Orbaneja

TRAMITACIÓN

Día 12 de diciembre: Auto de la Sección. Se rechaza de pleno,
por no haber sido infringida ninguna de las garantías del art. 45.2.0T.
considerando imcompetente a esta jurisdicción.

Día 15 de diciembre: Verificación d interesado.
Día 19 de diciembre: Enviado d archivo.

Día 7 de diciembre: Informe del letrado señor Lejados.
Día 5 de diciembre: Ingreso. Pasa a informe.

Expediente n.a 980

Fecha de entrada: 11 de diciembre de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Manuel Navarro BaUesteros



Día 3 marzo: Sentencia declarando haber lugar al recurso

Día 6 febrero: Acordando prueba testifical
Día 13 febrero: Se practica.

Día 12 de diciembre: Asunto: admitiendo a tramitación r<
Enviado a gobernación. Notificado.

iáin

Asunto: Recurso contra providencia de la Dirección Ge
Seguridad que le impuso una multa de 5.000 pesetas. Confir
30 de octubre de 1934

Ponente: Señor G. TdtabuU

TRAMITACIÓN

Día 16 de enero de 1936: Admitido a tramitación.
Día 18 de enero: Notificado y comunicado a Gobernación
Día 4 marzo: Se recibe el expediente de Gobernación.
Día 5 marzo: Se concede plazo para prueba.
Día 16 de abrü: Sentencia declarando haber lugar al recurs
Día 18 de abrü: Se envía a Gobernación y se notifica.
Día 11 de mayo: Pasa al archivo.

Expediente n.a 982

Fecha de entrada: 11 de diciembre de 1935

Procedencia: Madrid

Interesados: Isabelo Barriopedro Peña

Asunto: Recurso Ley de O.R contra resolución del Mini;

la Gobernación de 22 de noviembre de 1935 que confín
lita de 100 pesetas por la Dirección General de Seguridad en
:ubre.

Ponente: Señor Pedregal

:m
m;

TRAMITACIÓN

Día 11 de diciembre: Pasa a letrados. Informe del



Procedencia: Madrid

Interesados: Guülermo Moreno Cdvo

Asunto: Recurso contra acuerdo del Congreso de los Dipu-

tados de 7 de diciembre de 1935 haciendo objeto de condenación
moral y poUtica la conducta de dicho señor

Ponente: Señor Sampol. Señor Lary CU1

TRAMITACIÓN

Día 27 de mayo: Se senda la celebración de vista para el 5 de

Día 8 de enero: Informado por los letrados sobre admisión.
Día 17 de enero: Auto admitiendo a tramitación el recurso.
Día 13 febrero: Informe del Congreso de los Diputados.

Día 24 febrero: Petición de prueba.
Día 24 febrero: Se concede parte de la pedida.
Día 18 de abril: Se acuerda la celebración de visto y la notifica-

ción d Congreso

junio
Día 4 de junio: Se suspende la visto para el 16 de junio
Día 25 de junio: Pasa d archivo.

Expediente n.a 986

Fecha de entrada: 28 de enero de 1936

Procedencia: Vich

Interesados: José Franquera y Juan Punté

Asunto: Recurso contra orden de la Comandancia General de
la IV División Orgánica sobre vigencia de las relaciones contractudes
entre propietarios y aparceros.

Ponente: Señor Sbert. Secretario: Señor Orbaneja

Fecha de entrada: 3 de enero de 1936



Asunto: Recurso contra resolución del Juez de 1.a Instancia de
0-ontevedra) que infringe la garantía del art. 28 de la Constitución.

Ponente: Señor Vega de la Idesia. Secretario: Señor Orbaneja

Día 7febrero: Comunicación d Juez deVich notificando lo anterior.
Día 9 marzo: Se recibe düigenciada, la carta diridda dJuez de Vich.
Día 23 febrero: Pasa d archivo.

Día 6 febrero: Acuerdo no pronunciarse sobre la admisión en
i no se presente copia fehaciente de las medidas que concreta-
:e hayan aportado a los recurrentes.

Expediente n.a 988

Fecha de entrada: 15 de febrero de 1936

Procedencia: Madrid

Interesados: Juan Fernando Martín

Asunto: Recurso soUcitando el reingreso en el cuerpo técnico
latastro.

Ponente: Señor Martínez Sabater

TRAMITACIÓN

Día 19 febrero: Infome de los Oficiales Letrados.
Día 27 febrero: Auto denegando la admisión a tramitación.
Día 28 febrero: Notificado y no firmada la notificación por ne-
el interesado.
Día 10 marzo: Pasa d archivo.

Expediente n.Q 990

Fecha de entrada: 4 de marzo de 1936

Procedencia: Süleda O~ontevedra)

Interesados: Elias López Fernández



Fecha de entrada: 25 de marzo de 1936

Procedencia: Valencia

Interesados: José Noguera Bomona

Asunto: Recurso contra violación de la garantía del art. 28 por
el acuerdo de la Comisión de Vdencia encargada de revisar los despi-
dos de obreros creada por Decreto de 29 de febrero de 1936.

Ponente: Señor Martínez Sabater

TRAMTTACIÓN

Día 29 de abrü: Transcurre el plazo sin proposición de prue-

Día 11 de abril: Se recibe el informe de la Comisión.
Día 17 de abril: Auto suspendiendo la indemnización y provi-

dencia admitiendo período de prueba.

petición informe de suspensión
Día 2 de abril: Enviados d Presidente comisión ante admisión y

Día 31 marzo: Auto admitiendo el recuso a tramitación.
Día 31 marzo: Providencia pidiendo el informe redamentario

en incidente de suspensión.

Día 9 de junio: Se remite a Secretaría General.
Día 5 de septiembre: Sentencia denegando lo pedido.
Día 8 de septiembre: Gaceta de este día púbUca sentencia.
Día 28 de septiembre: Pasa d archivo.

Día 2 de junio: Auto acordando someter este recurso d conoci-
miento delTribund en pleno. Notificado.

Día 31 de marzo de 1936: Auto rechazando admisión recurso,
por no constituir el hecho impugnado alguno de los que da lugar d
recurso de amparo. Notificado.

Expediente n.Q 992



TRAMITACIÓN

Día 1 de abril: Pasa a los Señores Oficiales.
Día 16 de abril: Providencia exigiendo acredite persondidad.
Día 6 de mayo: Auto admitiendo a tramitación, traslado a la

Día 2 de junio: Providencia mandando reclamar informe y
documento a la Comisión vincdada, se cumpUmenta.

Día 3 de junio: Auto suspendiendo la resolución impugnada.
Día 15 de junio: Providencia abriendo período de prueba, co-

municada a la Comisión el 20.

Comisión

Fecha de entrada: 3 de abril de 1936

Procedencia: Vdencia

Interesados: Francisco Piqueras Ibaños

Asunto: Recurso contra violación de la garantía del art. 28 por
el acuerdo de la Comisión de Vdencia encargada de revisar los despi-
dos obreros, creada por decreto de 29 febrero de 1936.

Ponente: Señor Minguijón. Secretario: Señor Orbaneja

TRAMITACIÓN

Expediente n.a 996

Fecha de entrada: 4 de abrü de 1936

Procedencia: Sevüla

Interesados: Ildenfonso G. Fieno en nombre de "Azucarera de
Sevüla", S.A.

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión de readmisión
de obreros despedidos por ideas o huelgas poüticas de Sevüla.

Ponente: Señor Gil Gil y GÜ



Interesados: Eusebio Bertrand y Serra

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión revisora des-
pidos por ideas o huelgas poUticas de Barcelona con infracción de los

Ponente: Señor Pedregd

TRAMITACIÓN

Día 18 de abril: Providencia siguiendo copias del escrito yreso-

Día 1 de jdio:Auto admitiendo la prueba propuesto, enviada
comunicación d Presidente de la Sección.

Expediente n.a 998

Fecha de entrada: 1 de abril de 1936

Procedencia: Valencia

Interesados: D. M.Matolón, como Director General de Regadíos

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión de readmisión
de obreros despedidos por ideas o huelgas poüticas, de Sevüla.

Ponente: Señor Martín Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 4 de junio de 1936: Auto acordando la admisión a trámite.
Día 22 de enero de 1937: Sentencia declarando no haber lugar

d recurso
Día 23 febrero 1937: Providencia ordenando pase a archivo

Expediente n.a 1.000

Fecha de entrada: 18 de abril de 1936

Procedencia: Barcelona



Expediente n.a 1.004

Fecha de entrada: 1 1 de mayo de 1936

Procedencia: Manresa O^arcelona)

Interesados: Luis Viñas Guix

5 de junio: Notificada y comunicada la suspensión a la Comi-

Día 2 de junio: Se acuerda la suspensión del pago indemniza-
el sometimiento de este recurso al Tribunal en pleno.

Día 28 de mayo: Se recibe la información de la comisión y se
:1 período de prueba.

Día 6 de mayo: Auto acordando la adscripción, trasladado a la
»ión.

Día 9 de junio: Se remite a Secretaría General.
Día 5 de septiembre: Sentencia Tribund Pleno desestimado el

Día 1 de octubre: Pasa al archivo

Expediente n.a 1.002

Fecha de entrada: 4 de mayo de 1936

Procedencia: Valencia

Interesados: Cristóbal Peris Beltrán

Asunto: Recurso contra el faUo de la Cornisón revisora de des-
de Valencia (con prueba probada de suspensión).

Ponente: Señor Sampol

isi

el

TRAMITACIÓN

Día 4 de mayo: Pasa a los Letrados.
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar
trso interpuesto.
Día 17 de junio de 1937: Providencia ordenando pase a archivo.



TRAMITACIÓN

Día 2 de junio: Auto admitiendo el recurso a tramitación. Se
notifica y comunica a la Comisión. Se pide informe sobre impre-
sión.

Día 11 de mayo: Providencia mandando traer copia fehaciente
del acuerdo recurrido.

Día 3 de jdio:Redbidos documentos e informes de la Comisión
se abre período de prueba. Notificado y comunicado a la Comisión.

Día 18 de junio: Auto suspendiendo la medida. Providencia
recordando envío de informes.

Día 19 de junio: Sde certificación del auto y oficio pidiendo el
informe.

Expediente n.a 1.006

Fecha de entrada: 11 de mayo de 1936

Procedencia: Granada.

Interesados: Manuel Mañero Muñera

Asunto: Recurso contra la Comisión revisora de despidos por
huelgas o ideas poüticas.

Ponente: Señor Bujeda

TRAMITACIÓN

Día 9 de mayo: Providencia mandando presentar poder que le
acredite como Gerente de "La vieja Bucanera" de Granada.

Día 4 de junio: Auto acortando la admisión a trámite.
Día 22 de enero de 1937: Sentencia declarando no haber lugar

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión revisora des-
pidos por ideas o huelgas poüticas de Manresa que ordenó la readmi-
sión de la obrera María Valdés en 28 de marzo dtimo.

Ponente: Señor Sbert



Expediente n.a 1.010

Fecha de entrada: 28 de mayo de 1936

Procedencia: Madrid

Interesados: Alberto Santa María del Alba

Asunto: Recurso contra la Comisión revisora por di
is o huelgas políticas.

Ponente: Señor Minguijón

Expediente n.a 1.008

Fecha de entrada: 21 de mayo de 1936

Procedencia: Alicante

Interesados: AUonso Guixot y Juan Bernochen

Asunto: Recurso contra la Comisión por despidos p
:lgas políticas por su acuerdo de readmisión determinad»
dichos señores

Ponente: Señor Martínez Sabater

TRAMITACIÓN

Día 19 de junio:Período de prueba. Se comunica a 1;

Día 2 de junio: Auto admitiendo a tramitación. Se n<
ica a la Comisión y se le pide informes sobre suspensión

¡ionrevisora.

Día 17 de junio: Auto supendiendo la medida ini]
ividencia. Concediendo plazo para prueba. Notificada.

Día 19 de junio: Se envía certificación ante suspensa

Día 21 de mayo: Providencia exigiendo copia feh;
lerdo recurrido.

Día 1 de jdio: Auto admitiendo prueba propuesta
Día 7 de jdio: Se soUcita del Jurado mixto de espe<

leba acordada. Se oficia a la Comisión revisora la inclusiój

olvidado en el auto de suspensión.



Fecha de entrada: 2 de junio de 1936

Procedencia: Santo Olaüa (Toledo)

Interesados: Víctor Zarza Nesta

nización.

Asunto: Recurso contra acuerdos de la Comisión revisora des-
pidos de Toledo de 15 y 24 de abrü decretando la readmisión e indem-

Ponente: Señor GÜ Gü y Gü. Secretario señor Sanz

Día 28 de mayo: Pasa a los Letrados
Andando este asiento.

Expediente n.a 1.012

Fecha de entrada: 29 de mayo de 1936

Procedencia: Granada

Azucarera Granadina"
Interesados: Manuel Mancebo Muñoz, Gerente de "La Vega

Asunto: Recurso de amparo contra acuerdo de la Comisión
Especid para la apUcación del decreto de 29 de febrero de 1936.

Ponente: Señor Marcos Pelayo. Secretario Señor Sanz

TRAMITACIÓN

Día 18 de junio de 1936: Auto acordando la admisión a trámite.
Día 2 de octubre de 1936: Sentencia declarando no haber lugar

d recurso interpuesto

Expediente n.Q 1.014



Día 2 de octubre de 1936: Sentencia declarando
:urso interpuesto.

Día 17 de junio: Auto admitiendo a tramitación.
Día 19 de junio: Se envía notificación y copias a
Julio: Recibidos documentos se abre período

irica a la Comisión y se notifica.

Día 2 de junio:Providencia requiriéndole para qui
ición contra la que recurre y cumpla los demás. Enviada para notificación d Juez Municipal.

Expediente n.a 1.016

Fecha de entrada: 2 de junio de 1936

Procedencia: Barcelona

Interesados: Pascual Boadal Nogués

Asunto: Recurso de amparo contra faUo de la Co;

despidos de Manresa.

Ponente: Señor Alba. Secretario señor Sanz

TRAMITACIÓN

:urso interpuesto.
Día 23 febrero: Providencia de pase al archivo

Día 4 de junio: Auto acordando admitir el recurso
Día 22 de enero de 1937: Sentencia declarando r

Expediente n.a 1.018

Fecha de entrada: 6 de junio de 1936

Procedencia: Barcelona

le

lu.

:s.

Interesados: HUaturas Sabor



Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión readmisora de
obreros (decreto 29 de febrero de 1936) ordenando la readmisión e

indemnización de la obrera Asunción Torces.

Ponente: Señor Pedregd

TRAMITACIÓN

Día 11 de junio de 1937: Providencia ordenando pase a archivo

Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar
d recurso interpuesto.

Día 17 de junio: Auto de admisión a tramitación. Notificado.
Día 19 de junio: Sde notificación para la Comisión y copias.
Día 7 de jdio: Se recuerda a la Comisión el envío de informe y

documentación

Día 6 de junio: Pasa a los Oficides Letrados para informe.
Día 10 de junio:Providencia requiriendo al recurrente para jus-

tificarpersonaUdad. Notificada.

Expediente n.Q 1.020

Fecha de entrada:

Procedencia:

Interesados:

Asunto:

Ponente:

TRAMITACIÓN

Expediente n.a 1.022

Fecha de entrada: 9 de junio de 1936

Procedencia: Mora de Toledo



Expediente n. a 1.026

Fecha de entrada: 9 de junio de 1936

Procedencia: Manzaneque (Toledo)

Interesados: Juan Teller Peña

Asunto: Recurso contra la readmisión e indemnización al obre-
'austino de la Cruz, decretada por la Comisión revisora por despi-
de Toledo.

Ponente: Señor Sbert

TRAMITACIÓN

Día 22 de enero de 1936: Sentencia declarando no haber lugar
curso interpuesto.

Día 17 de junio: Auto admitiendo a tramitación. Notificado.
Día 19 de junio: Sale notificación y copias para la Comisión.
Día 3 de jdio: Recibidos documentos para abrir período de

:ba.

Expediente n. a 1024

Fecha de entrada:

Procedencia: Toledo (Mora)

Interesados: Pablo VUlarrubia Martín

Asunto: Recurso de amparo contra resolución de la Comisión
despidos de Toledo.

Ponente: Señor Fleitas

TRAMITACIÓN

:curso interpuesto

F;

Día 17 de junio de 1936: Auto acordando la admisión a trámite.
Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar



Procedencia: Mora (Toledo)

Interesados: Pablo Sánchez Gómez

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión revisora por
idos de Toledo, de 23 de mayo de por el que se condena d recu-
e a la readmisión y pago de indemnización del obrero Ambrosio

Ponente: Señor Martínez Sabater

TRAMITACIÓN

:urso interpuesto

Día 22 de enero de 1937: Sentencia declarando no haber lugar

Día 17 de junio: Auto admitiendo a tramitación. Notificado.
Día 19 de junio: Sde oficio y copias para la Comisión.
Día 3 de juUo:Recibidos documentos se abre período de prue-

¡e comunica a la Comisión.

Expediente n.Q 1.028

Fecha de entrada:

Procedencia:

Interesados: Enrique Araño Rodas

Asunto: Contra resolución de la Comisión revisora de Mataré

Ponente:

TRAMITACIÓN

Día 10 de septiembre: Auto denegando la admisión.
Día 27 de septiembre: Pasa a archivo.

Expediente n.a 1.030

Fecha de entrada: 12 de junio de 1936



al recurso interpuesto.
Día 23 febrero 1937: Providencia ordenando pase a archivo

Expediente n.a 1.034

Fecha de entrada: 15 de junio de 1936

Procedencia: Matero

riano Sanz)
Interesados: Juan Alonso García Suelto (representado por Ma-

Asunto: Recurso contra resolución de la Junta revisora por des-
pidos de obreros de Toledo.

Ponente: Señor Gü Gil y Gü

TRAMITACIÓN

Día 17 de junio: Auto rechazando el recurso por insuficiencia
representativa en el acto notificado.

Día 7 de jdio:Devueltos documentos pedidos según lo acordado.
Día 8 de julio:Pasa d archivo.

Expediente n.s 1.032

Fecha de entrada: 11 de junio de 1936

Procedencia: Valencia

Interesados: Salvador Sancho Soler

Asunto: Recurso de amparo contra resolución de la Comisión
revisora de despidos de Valencia.

Ponente: Señor Alba. Secretario: Señor Sanz

TRAMITACIÓN

Día 11 de junio: Auto admitiendo la admisión a trámite.
Día 22 de enero de 1937: Sentencia declarando no haber lugar



Expediente n.a 1.040

Fecha de entrada: 18 de octubre de 1936

Interesados: Juan Brufau

Asunto: Recurso contra acuerdos de la Comisión revisora por
despidos de Mataré.

Ponente: Señor Pedregd

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio de 1937: Sentencia declarando no haber lugar d
recurso interpuesto.

Día 25 de jdio de 1937: Providencia ordenando pase d archivo

BDía 1 de jdio:Auto admitiendo a tramitación certificado.
Día 7 de jdio: Se envía comunicación a la Comisión pidiendo

informe y copia.

Expediente n.a 1.038

Fecha de entrada: 18 de junio de 1936

Procedencia: Valencia

Interesados: José Serra Serra

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión revisora por
despidos de Vdencia de 10 de marzo de 1936 ordenando la readmi-
sión del obrero Francisco Serrano.

Ponente: Señor Sbert

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio: Providencia concediendo 5 días para justificar
personaUdad.

Día 10 de septiembre: Auto rechazando la admisión del recurso.
Día 30 de septiembre: Providencia pasando d archivo.



Asunto: Recurso contra la Comisión revisora de Toledo por su
•do de 18 de mayo de 1935.

Ponente: Señor Martínez Sabater

TRAMITACIÓN

:urso interpuesto

Día 1 de juUo:Auto admitiendo a tramitación. Notificado. Co-
leado a la comisión enviando copias el día 4.
Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar

Expediente n.a 1.044

Fecha de entrada: 22 de junio de 1936

Procedencia: Toledo (Malpica)

Procedencia: Valencia

Interesados: Adrieu E Bastides

Asunto: Recurso de amparo contra acuerdo de la Comisión re-
por despidos de Valencia de 27 de mayo de 1936.

Ponente: Señor Palomo. Secretario señor Sanz

TRAMITACIÓN

Día 4 de juUo de 1936: Auto acordando la admisión a trámite.
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar

:urso interpuesto.
Día 17 de junio de 1937: Providencia ordenando pase a archivo.

Expediente n.a 1.042

Fecha de entrada: 23 de junio de 1936

Procedencia: Turleque (Toledo)

Interesados: FeUciano ViUamayor Palmero



TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio: Auto admitiendo a tramitación. Notifit
Día 4 de jdio:Comunicado a Comisión remitiendo <
Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no 1

d recurso interpuesto.

Expediente n.a 1.048

Fecha de entrada: 22 de 1936

Procedencia: Montearagón (Toledo)

Interesados: Federico Torres Esteban

Interesados: Leopoldo Sánchez-Cabezudo Tostón

Asunto: Recurso de amparo interpuesto contra ac
Comisión revisora de Toledo de 21 de mayo de 1936.

Ponente: Marcos Pelayo

TRAMITACIÓN

fDía 1 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión
Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no

d recurso interpuesto.

Expediente n.n 1.046

Fecha de entrada: 23 de junio de 1936

Procedencia: Retonoso (Toledo)

Interesados: Claudio Hernández Sanguino

Asunto: Recurso contra acuerdo de 28 de mayo de 1;

revisora de Toledo.

:ui

Ponente: Señor GÜ Gü y GÜ



d recurso

Expediente n.a 1.052

Fecha de entrada: 22 de junio de 1936

Procedencia: Madrid

Interesados: Antonio González Barros

Asunto: Recurso de amparo interpuesto contra ac
Comisión revisora de Toledo de 25 de abrü de 1936.

Ponente: Señor Marcos

Asunto: Recurso de amparo interpuesto contra ac
de mayo, de la Comisión revisora de Toledo.

Ponente: Señor Palomo. Secretario: Señor Sanz Gil

TRAMITACIÓN

d recurso

Día 1 de julio de 1936: Auto acordando la admisión
Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no

Expediente n.a 1.050

Fecha de entrada: 23 de junio de 1936

Procedencia: CeboUa (Toledo)

Interesados: Pablo Benayas Muñoz

Asunto: Recurso contra acuerdo de 27 de mayo de 1;
revisora de Toledo.

Ponente: Señor Martín Álvarez

:ui

TRAMITACIÓN

Día 1 de julio: Auto admitiendo a tramitación. Notifii
Día 4 de juUo: Comunicado a la Comisión enviando
Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no 1



Ponente: Señor Pdomo

Día 1 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión
Día 23 de marzo de 1937: Sentencia dedarando no

:urso interpuesto.

Expediente n.a 1.054

Fecha de entrada: 23 de junio de 1936

Procedencia: Madrid

Interesados: Antonio Gonzdez Barros

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión revi
que ordena la readmisión e indemnización d obreí

Ponente: Señor Sampol

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio: Auto admitiendo a tramitación. Comí
dsión con envío de documentos y copias.

Día 1 de jdio:Providencia pidiendo informar para
tunicada el 6 de jdio.

Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no
:curso

Expediente n.Q 1.056

Fecha de entrada: 22 de junio de 1936

Procedencia: Madrid

Interesados: Antonio Gonzdez Barcos

h:
:o

Asunto: Recuso de amparo interpuesto contra acu<
ibril de la Comisión revisora de Toledo.



Asunto: Recurso de amparo interpuesto contra acu»
de abril de la Comisión revisora de Toledo.

Ponente: Señor Marcos. Secretario: Señor Sanz Gü

Día 1 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión a
Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no h;

d recurso interpuesto

Expediente n.a 1.058

Fecha de entrada: 23 de junio de 1936

Procedencia: Madrid

Interesados: Antonio Gonzdez Barros

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión revi
ledo que ordeno la readmisión e indemnización dobrero Ju;

Ponente: Señor Bujeda

TRAMITACIÓN

Día 1 de juUo: Providencia pidiendo informe para si
Comunicada a la Comisión el día 6.

Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no
d recurso interpuesto.

Día 1 de juUo:Auto admitiendo a tramitación. Comí
Comisión con envío de copias.

Expediente n.e 1.060

Fecha de entrada: 22 de junio de 1936

Procedencia: Madrid

Interesados: Antonio González Barros



Ponente: Señor Pdomo. Secretorio: Señor Sanz GÜ

d recurso interpuesto

Día 1 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión a trámite.
Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar

Expediente n.e 1.062

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Madrid

Interesados: Antonio Gonzdez Barros

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión revisora por
despidos de Toledo de 25 de abril.

Ponente: Señor Minguijón

TRAMITACIÓN

envío de copias.
Día 1 de jdio:Auto admitiendo a tramitación. Comunicado de

Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar

d recurso interpuesto.

Día 1 de jdio: Providencia pidiendo informe sobre suspensión.
Comunicada a la Comisión el 6.

Expediente n.Q 1.064

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Montearagón (Toledo)

Interesados: José Chinchón de la Casa

Asunto: Recurso de amparo contra resolución de 9 de junio de
la Comisión Especid de Toledo.



Interesados: Bautista Sánchez Sánchez

Asunto: Recurso de amparo interpuesto contra res*
¡unió, de la Comisión Especial de Toledo.

Ponente: Señor Palomo. Secretario: Señor Sanz Gil

Día 20 de junio de 1936: Auto acordando la admisió)
Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no 1

:urso interpuesto.

Expediente n.a 1.066

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Montearagón (Toledo)

Interesados: Eugenio Marugán Esteban

López

Asunto: Recurso contra acuerdo de 27 de m;
isión revisoría de Toledo acordando la readmisión <

Ponente: Señor Martín Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio: Auto admitiendo a tramitación. Notifi<
Día 4 de jdio: Comunicado a la Comisión enviando
Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no 1

:urso

Expediente n.a 1.068

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

:c

m

h:

Procedencia: Toledo (Montearagón)



Procedencia: Chora (Toledo)

Interesados: Bddomero Vegue Vülarrubia

Asunto: Recurso de amparo contra resolución, de
de la Comisión Especid de Toledo.

Ponente: Señor Fleitas. Secretario: Señor Sanz Gü

Día 1 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión
Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no

d recurso interpuesto

Expedienten. 0 1.070

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Montearagón (Toledo)

Interesados: Panteleón Esperón Domínguez

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión
Toledo de 27 de mayo de ordenando la readmisión di
González

Ponente: Señor Sampol

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio:Auto admitiendo a tramitación.
Día 4 de jdio:Comunicado a Comisión enviando co]

Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no 1
d recurso interpuesto

Expediente n.a 1.072

h:

Fecha de entrada: 22 de junio de 1936



d recurso

Expediente n.a 1.076

Fecha de entrada: 22 de junio de 1936

Procedencia: Chira (Toledo)

Interesados: José Fernández Fernández

Asunto: Recurso de amparo contra resolución de 1
de la Comisión Especial de Toledo.

Ponente: Señor Marcos. Secretario: Señor Sanz Gü

Día 1 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no 1

d recurso

Expediente n.a 1.074

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Mora (Toledo)

Interesados: Felipe Vegui Vülarrubia

Asunto: Recurso contra acuerdo de 10 de junio de 1;
revisora de Toledo ordenando readmisión del obrero M. M;

Ponente: Señor Bujeda

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio: Auto admisión

h;

Día 4 de jdio: Comunicado a la Comisión revisora.
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no



Procedencia: Toledo (Mora)

Interesados: Ángel Martín de Vivdes

Asunto: Recurso de amparo contra resolución de
Comisión Especid de Toledo.

Ponente: Señor Méndez. Secretario: Señor Sanz GÜ

Día 1 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no !

:urso interpuesto.

Expediente n.a 1.078

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Mora (Toledo)

Interesados: Alfonso Fernández Fernández

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión revi;

de 10 de junio.

Ponente: Señor Minguijón

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio:Auto de admisión.
Día 4 de jdio: Comunicado a la Comisión.
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no

:urso interpuesto.

Expediente n.a 1.080

a
h

:c

Fecha de entrada: 22 de junio de 1936



Expediente n. a 1.084

Fecha de entrada: 23 de junio de 1936

Procedencia: Cdera (Toledo)

Interesados: Leoncio Jiménez Fernández

Asunto: Recurso de amparo contra resolución de 9 de mayo de
la Comisión Especid de Toledo.

Ponente: Señor Fleitas. Secretario: Señor Sanz

Día 20 de junio de 1936: Auto acordando la admisión a trámite.
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar

al recurso interpuesto.

Expediente n.9 1.082

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Madrid

Interesados: Felipe Ruano

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión revisora de
Toledo ordenando readmisión de un obrero.

Ponente: Señor Martín Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 4 de jdio: Recibidos los documentos pendiente de dar

Día 25 de junio: Providencia concediendo plazo aportación
resolución recurrida.

cuenta a Sección,
Día 10 de septiembre: Auto rechazando la admisión a trami-

tación
Día 27 de septiembre: Pasa al archivo



Procedencia: Cdera y Chozas (Toledo)

Interesados: Miguel Urdides García Izquierdo

¡e indica.

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión rev
de 7 de mayo por el que se ordenó la indemnizació

Ponente: Señor Bujeda

Día 30 de junio de 1936: Auto acordando la admisi''
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no

urso interpuesto.

Expediente n.a 1.086

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Oropesa (Toledo)

Interesados: Jesús Nava Moreno

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión
lo de 30 de mayo, por el que se ordena la reac

Ponente: Señor Sampol

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio:Auto de admisión.
Día 14 de jdio:Comunicado a la Comisión.
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no

:urso interpuesto.

Expediente n.a 1.090

o

:o

Fecha de entrada: 29 de junio de 1936



Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión revisora de To-
ledo de 6 de mayo, por el que se ordenó la indemnización al obrero
Gregorio Sierra García.

Ponente: Señor Minguijón

Día 29 de junio: Pasa a los Letrados.
Día 1 de julio: Auto de admisión.
Día 4 de jdio: Comunicado a la Comisión revisora.
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar

al recurso interpuesto.

Expediente n.a 1092

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Calera (Toledo)

Interesados: Felisa Guerra Talavera

Asunto: Recurso de amparo contra resolución de 9 de mayo de
la Comisión Especial de Toledo

Ponente: Señor Fleitas. Secretario: Señor Sanz

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión a trámite.
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar

d recurso interpuesto.

Expediente n.a 1.094

Fecha de entrada: 29 de junio de 1936

Procedencia: Calera (Toledo)

Interesados: Gabriel Granda Corrochano



Interesados: HigirioÁvüa Sánchez

Asunto: Recurso contra acuerdo de 9 de mayo de 1
revisora de Toledo, por el que se ordenó la readmisión e
ción d obrero que se indica.

Ponente: Señor Martín Álvarez

TRAMITACIÓN

Día 1 de juüo:Auto de admisión.

I Día 1 de jdio: Auto de admisión.
Día 4 de jdio: Comunicado a la Comisión.
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no

d recurso interpuesto.

Expediente n.Q 1.096

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Cdera (Toledo)

Interesados: Rufino Izquierdo Muñoz

Asunto: Recurso de amparo contra resolución de 8
la Comisión Especid de Toledo.

Ponente: Señor Marcos. Secretario: Señor Sanz

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no 1

d recurso interpuesto.

Expediente n.a 1.098

Fecha de entrada: 29 de junio de 1936

h:

Procedencia: Cdera y Chozas



Fecha de entrada: 29 de junio de 1936

Procedencia: Cdera y Chozas (Toledo)

Interesados: Tomás Gómez Vaguero

Asunto: Recurso contra acuerdo de la Comisión
Toledo de 6 de mayo, por el que se ordenó la readmisión
zación del obrero que se indica.

Ponente: Señor Sampol

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio:Auto de admisión.
Día 4 de juUo:Comunicado de la Comisión

Día 4 de julio: Comunicado a la Comisión.
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no

al recurso interpuesto.

Expediente n.e 1.100

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Calera (Toledo)

Interesados: Crescencio López Moreno

Asunto: Recurso de amparo contra resolución de 9
la Comisión Especial de Toledo.

Ponente: Señor Fleitas. Secretario: Señor Sanz

TRAMITACIÓN

Día 1 de julio de 1936: Auto acordando la admisión
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no 1

al recurso interpuesto.

h;

Expediente n.a 1.102



Fecha de entrada: 29 de junio de 1936

Procedencia: Cdera (Toledo)

Interesados: Juan Rodríguez Núñez

Asunto: Recurso contra acuerdo de 7 de mayo de 1
¡ora de Toledo, por el que se ordenó la readmisión e
del obrero que se indica.

Ponente: Señor Bujeda

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio: Auto de admisión.
Día 4 de jdio: Comunicado a la Comisión.
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no

Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no
:urso interpuesto.

Expediente n.a 1.104

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Toledo (Calera)

Interesados: Emüio Fernández Colina

Asunto: Recurso de amparo contra resolución de 8
•misión Especid de Toledo

Ponente: Señor Méndez. Secretario: Señor Sanz

TRAMITACIÓN

Día 4 de jdio de 1936: Auto acortando la admisión
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no j
:urso interpuesto.

hal
:c

Expediente n.B 1106



Interesados: JuUana Carcherüla García

Asunto: Recurso de amparo contra resolución de 9 de mayo de
la Comisión Especid de Toledo.

Ponente: Señor Méndez. Secretario: Señor Sanz Gü

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión a trámite.
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar

il recurso interpuesto.

Expediente n.a 1.114

Fecha de entrada: 26 de junio de 1936

Expediente n.a 1.110

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Cdera (Toledo)

Interesados: Cesáreo Cerco Labrador

Asunto: Recurso de amparo contra acuerdo de 9 de mayo de la
Comisión revisora de Toledo

Ponente: Señor Marcos.Secretario: Señor Sanz Gü

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión a trámite.
Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar

al recurso interpuesto.

Expediente n.e 1.112

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Calera (Toledo)



Ponente: Señor Basterrechea. Secretario: Señor Sanz Gü

TRAMITACIÓN

I Día 1 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión a trámite.
Día 4 de junio de 1937: Sentencia declarando no haber lugar d

recurso interpuesto.
Día 24 de jdio de 1937: Providencia ordenando pase a archivo.

Expediente n.a 1.118

Fecha de entrada: 30 de jdio de 1936

Procedencia: Madrid

Procedencia: Cdera (Toledo)

Interesados: Germán MiguelArenas

Asunto: Recurso de amparo contra acuerdo de 23 de mayo de
la Comisión revisora de Toledo.

Ponente: Señor Hirtas. Secretario: Señor Sanz GÜ

TRAMITACIÓN

Día 1 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión a tramite.

Día 19 de mayo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar

d recurso interpuesto.

Expediente n.a 1.116

Fecha de entrada: 1 de jdiode 1936

Procedencia: Ciudad Red

Interesados: Don Reguío Pérez en nombre de don Antonio L.

de CebaUos

Asunto: Recurso de amparo contra resolución de 14 de mayo

de 1936 de la Comisión especid de Ciudad Red.



TRAMITACIÓN

Día 1 de julio de 1936: Auto acordando la admisi»
Día 19 marzo 1937: Sentencia declarando no 1

recurso interpuesto.
Día 5 de julio de 1937: Providencia ordenando p;

Expediente n.a 1.124

Fecha de entrada: 8 de jdio de 1936

Procedencia: Tarragona

Interesados: Gaspar de la Serna en nombre di
Oriol

Asunto: Recurso de amparo contra acuerdo de 9
Comisión de Artes Gráficas.

Ponente: Señor Marcos. Secretario: Señor Sanz

TRAMITACIÓN

Día 30 de junio de 1936: Auto acordando la adiri;
Día 1 de julio de 1937: Sentencia declarando no

recurso interpuesto.
Día 25 de jdio de 1937: Providencia ordenando

Expediente n.a 1.120

Fecha de entrada: 25 de junio de 1936

Procedencia: Madrid

Interesados: Ricardo Delgado

Asunto: Recurso de amparo contra resolución di
de la Comisión Especial de Madrid.

le

Ponente: Señor Palomo. Secretario: Señor Sanz



Día 23 de marzo de 1937: Sentencia declarando no haber lugar
d recurso interpuesto.

Día 15 de mayo de 1937: Providencia ordenando pase a archivo.

Expediente n.a 1128

Fecha de entrada: 6 de jdio de 1936

Procedencia: Alcoy (Aneante)

Interesados: José M.a Vüa CañeUas

Asunto: Recurso de amparo contra acuerdo de 4 de junio de la
Comisión revisora de Tarragona, en que se ordenó la readmisión del
obrero Miguel Perales.

Ponente: Señor Marcos. Secretario: Señor Sanz Gü

TRAMITACIÓN

Día 13 de jdio de 1936: Auto acordando la admisión a trámite.
Día 8 de junio de 1937: Sentencia declarando no haber lugar d

recurso interpuesto.
Día 17 de juniode 1937: Providencia ordenando el pase a archivo.

Expediente n.a 1.126

Fecha de entrada: 8 de jdiode 1936

Procedencia: Madrid

Interesados: Julián Reparaz, en nombre de Manuel Pdomeque

Asunto: Recurso de amparo contra acuerdo de 8 de abril de la
Comisión revisora de Artes Gráficas de Madrid.

Ponente: Señor Marcos. Secretario: Señor Sanz Gü

TRAMITACIÓN

Día 14 de jdio de 1936: Auto admitiendo a trámite el recurso
interpuesto.



TRAMITACIÓN

Día 10 de septiembre de 1936: Auto acordando la admisión a
trámite

Día 22 de septiembre de 1936: Contraorden interesando la noti-
ficación del auto anterior.

Expediente n.a 1.156

Fecha de entrada: de 1936

Procedencia: Toledo

Interesados: Doña ObduUa Sancho, viuda de V Heredero

Interesados: Francisco Boronat Picó

Asunto: Recurso de amparo contra resolución del Ministerio
de la Gobernación confirmatorio del Banco de Alicante fecha 12 de
jumo

Ponente: Señor Marcos Pelayo. Secretario: Señor Sanz Gil

TRAMITACIÓN

Día 22 de enero de 1937: Auto rechazando el escrito presentado
Día 5 de marzo de 1937: Pase d archivo.

Expediente n.a 1.154

Fecha de entrada: 18 de juUo de 1936

Procedencia: Toledo

Interesados: Juan Moraleda

Asunto: Recurso de amparo contra resolución de la Comisión
revisora despidos fecha 24 de junio de 1936.

Ponente: Señor Alba. Secretario: Señor Sanz Gil



TRAMITACIÓN

Día 22 de septiembre de 1936: Contraorden inte
ficación del auto anterior.

a trámite
Día 10 de septiembre de 1936: Auto acordando 1;

Expediente n.n 1.160

Fecha de entrada: 18 de jdio de 1936

Procedencia: Toledo

Interesados: Clemente GaUano

Asunto: Recurso de amparo contra resolución d<
revisora despidos de Toledo de 24 de junio de 1936.

Ponente: Señor Basterrechea. Secretario: Señor S;

TRAMITACIÓN

Día 22 septiembre 1936: Contraorden interesaní

ción del auto anterior.

Día 10 de septiembre de 1936: Auto acordando la
a trámite.

Expediente n.a 1.158

Fecha de entrada: 18 de jdio de 1936

Procedencia: Alcoy (Aneante)

Interesados: Andrés Hernández

Asunto: Recurso de amparo contra resolución d<
especid revisora despidos de Toledo de 25 de junio de

le

¡an:

Ponente: Señor Marcos Pelayo. Secretario: Señor



Expediente n.a 1.178

Fecha de entrada: 20 de julio de 1937

Procedencia: Madrid

Interesados: Manuel Rodríguez Lago

Asunto: Recurso contra imposición multe 5.000

Ponente: Señor Basterrechea. Secretario: Señor Sai

Asunto: Recurso de amparo contra resolución di
revisora despidos de Toledo de 25 de junio de 1936.

Ponente: Señor Pdomo. Secretario: Señor Sanz Gil

TRAMITACIÓN

Día 10 de septiembre de 1936: Auto acordando la
a trámite

Día 22 de septiembre de 1936: Contraorden al Ju<
para notificación del auto procedente.

Expediente n.e 1.176

Fecha de entrada: 6 de octubre de 1936

Procedencia: Rentosa (Santander)

Interesados: Ángel Ruiz Sancho

Asunto: Recurso de amparo contra la Comisión
sora despidos de Santander.

Ponente: Señor Palomo. Secretario: Señor Sanz Gi

TRAMITACIÓN

Día 26 de octubre de 1936: Informe de los Letrai
constar que no procede la admisión del recurso.

le

Día 23 febrero 1937: Providencia ordenando pase



Interesados: Carlos FideUno Freiré da Costa

Asunto: Recurso interesando su Ubertad.

Ponente: Señor Méndez. Secretario: Señor Sanz Gü

TRAMITACIÓN

Día 28 de febrero de 1938: Auto de negando la admisión a trámi-
te y demanda notificar d interesado.

Día 9 de marzo de 1938: Se notifica el auto anterior.

Día 18 de septiembre de 1937: Auto acordando interesar remi-
sión expediente y acordar lo procedente.

Día 29 de enero de 1938: Providencia acordando la remisión.

Expediente n.a 1.180

Fecha de entrada: 2 de agosto de 1937

Procedencia: Madrid

Interesados: Müagros Peluco Oldzola

Asunto: Recurso contra mdta de 200 pesetas, impuesta por la
Dirección General de Seguridad

Ponente: Señor Marcos Pelayo. Secretario: Señor Sanz Gü

TRAMITACIÓN

Día 22 de septiembre de 1937: Auto acortando interesar la re-
misión del expediente y acordar lo procedente.

Día 29 de enero de 1938: Providencia recordando la remisión.

Expediente n.a 1.182

Fecha de entrada: 23 de febrero de 1936

Procedencia: Prisión Celdar (Valencia)



Día 28 de marzo de 1938: Se recibe notificación de la Prisión
Popdar de Valencia, certificación y un nuevo escrito del interesado.

Providencia ordenando tener en cuenta.
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SENTENCIAS DEL TRIBUNAL
DE GARANTÍAS CONSTITUCIONALES





CUARTO. Admitido a trámite el recurso por esta Sección
Primera, la autoridad incdpada remitió el expediente y un informe, en
el cud, sin nuevos argumentos, se limitaba a atenerse a los fundamen-
tos de la resolución recurrida. No se especificaban en dicha resolución
el dcance de la intervención, que se atribuye d recurrente en la huel-

Madrid, diecinueve de junio de mü novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido, por la vía de amparo, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco de veintiocho de
junio de mü novecientos treinta y tres, por don Adrián Escudero
Martín, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de veinti-
dós de noviembre de rril novecientos treinta y cuatro, por la que se
confirmó la mdta de cinco mü pesetas que le fue impuesto por la
Dirección General de Seguridad, con arredo a dicha Ley. Siendo
Ponente el Vocal Excmo. señor don Francisco Alcón.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso d recu-
rrente el doce de septiembre de rril novecientos treinta y cuatro, una
mdta de cinco rril pesetas por la actuación del mismo en la huelga
general declarada en Madrid el día ocho de dicho mes. Sin especificar
la providencia gubernativa, concretamente, el dcance de esa actua-

ción, se le consideraba incursa por la referida autoridad en el párrafo
cuarto del art. 3 de la Ley de Orden PúbUco.

SEGUNDO. El multado recurrió en alzada negando toda parti-
cipación en la mencionada huelga. Solicitado informe por el
Ministro de la Gobernación a la Dirección General de Seguridad, y
siendo éste favorable a la confirmación de la multa, fue desestimado
el recurso de alzada, sin averiguación alguna encaminada a demos-
trar la participación del recurrente en la mencionada huelga del
ocho de septiembre.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio se interpuso ante
este Tribund recurso por la vía de amparo, con arredo d art. 18 de la
citada Ley de Orden PúbUco. Se degaba, además, como infrindda la
garantía individud inscrito en el art. 28 de la Constitución y, como
excepción previa, la incompetencia de la Düección General de
Seguridad para la imposición de tdes sanciones.



SEGUNDO. Alega el recurrente, como excepción previa, la
incompetencia de la Dirección General de Seguridad para la imposi-
ción de la multa. Tal alegación queda desvirtuada con la sola conside-
ración de que el Pleno de este Tribund ha reconocido la competencia
de dicha Dirección en resoluciones anteriores.

TERCERO. La vigente Ley de Orden Público de veintiocho de
junio de mU novecientos treinta y tres establece en sus arts. 18 y 33
que la autoridad gubernamentd podrá sancionar los actos contra el
orden público a que dicha Ley se refiere, siempre que no constituyan
delito, con mdtas individuales en la cuantía que determinan. Es impo-
sible conocer la licitud o Uicitud de un hecho sin conocer, en mayor o
menor grado, en qué haya consistido.Y como en el expediente de este
recurso no obra atestado ni denuncia, nireferencia de ninguna clase a
cuáles fueron los actos u omisiones cometidos por el inculpado el día
ocho de septiembre, falta, en consecuencia, la situación concrete de
hecho en que pueda apoyarse esta jurisdicción para aplicar las normas
de la Ley de Orden Público.

CUARTO. La degación e imputación de un acto contra el orden
público incumben a la autoridad incdpada en el recurso, que impuso
la sanción. Faltando aquéüas, ha de ser favorable al recurrente la sen-
tencia definitiva.

Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constitucionales

FALLA: Que procede acceder, y accede, a la reclamación for-
mulada, por la vía del recurso de amparo, por don Adrián Escudero
Martín, contra resolución del Ministerio de la Gobernación a veinti-

ga mencionada, ni los cargos concretos que hubiese contra don Adrián
Escudero Martín y que motivaron aqueüa sanción.

FUNDAMENTOS LEGALES

nativas

PRIMERO. No procede examinar la garantía constitucional que
el recurrente supone infringida con motivo de la imposición de la
multa, ya que el recurso interpuesto no es el ordinario de amparo, cuya
procedencia está determinada por infracción de una garantía concre-
ta, sino el establecido por el art. 18 de la Ley de Orden Público, que se
Umita a señalar el recurso de amparo como vía procesal adecuada para
reclamar ante este Tribund contra la imposición de las mdtas guber-



Visto el recurso promovido, por la vía de amparo, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco de veintiocho de

junio de mil novecientos treinta y tres, por don José Merino Merino,

vecino de Madrid, contra resolución del Ministerio de la Gobernación

de catorce de diciembre de rrilnovecientos treinta y cuatro, por la que

se confirmó la mdta de cinco mil pesetas que le fue impuesta por la
Dirección General de Seguridad, con arredo a dicha ley. Siendo
Ponente el Vocd Excmo. señor don Lds Maffiote.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso d recu-
rrente, el diez de septiembre de mil novecientos treinta y cuatro, una
mdta de cinco mü pesetas por la actuación del mismo en la huelga
general declarada en Madrid el día ocho de dicho mes. Sin especificar

la providencia gubernativa, concretamente, el dcance de esa actua-

ción, se la consideraba incursa por la referida autoridad en los párra-

fos cuarto y quinto del art. 3 de la Ley de Orden PúbUco.

SEGUNDO. El mdtodo recurrió en dzada negando toda partici-
pación en la mencionada huelga. SoUcitado informe por el Ministerio
de la Gobernación a la Dirección General de Seguridad, y siendo éste
favorable a la confirmación de la mdta, fue desestimado el recurso de
dzada, sin averiguación dguna, ni práctica de la prueba propuesta.

dos de noviembre de rril novecientos treinta y cuatro, que confirmó
la multa de cinco mü pesetas que le impuso la Dirección General de
Seguridad en doce de septiembre anterior, dejando sin efecto la san-
ción recurrida. Expídase certificación Uteral de esta sentencia y remí-
tase a la autoridad inculpada para su inmediato cumplimiento. Así se
acuerda y firma.

Excmos. señores: don César Süió, don Gonzdo Meras, don

Francisco Beceña, don Francisco Alcón y don Francisco Mínguez.

N.a49

SENTENCIA

Madrid, diecinueve de junio de mü novecientos treinta y cinco



TERCERO. La alegación e imputación de un acto contra el orden
púbUco incumben a la autoridad inculpada en el recurso, que impuso
la sanción. Faltando aqueUas, ha de ser favorable d recurrente la sen-

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio se interpuso ante
este Tribunal recurso por la vía de amparo con arreglo d art. 18 de la
citada Ley de Orden PúbUco, alegando el recurrente que ni directa, ni
indirectamente, intervino en el mencionado paro del ocho de sep-
tiembre, habiéndose infringido en la imposición de la multa los pre-
ceptos de la Ley de Orden Público yla garantía inscrita en el art. 28 de
la Constitución.

rrida".

CUARTO. Admitido a trámite el recurso por la Sección Primera,
la autoridad inculpada remitió el expediente y un informe, en el que
se manifestaba que "por no existir más datos en la Dirección General
de Seguridad que permitan una mayor ampliación, este Ministerio
ha de atenerse en el mismo a losfundamentos de la resolución recu-

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. No procede examinar la garantía constitucional que
el recurrente supone infringida con motivo de la imposición de la
multa, ya que el recurso interpuesto no es el ordinario de amparo, cuya
procedencia está determinada por infracción de una garantía concre-
ta, sino el establecido por el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, que se
limita a señalar el recurso de amparo como vía procesal adecuada para
reclamar ante este Tribunal, contra la imposición de las mdtas guber-
nativas

SEGUNDO. La vigente Ley de Orden PúbUco de veintiocho de
junio de mü novecientos treinta y tres establece en sus arts. 18 y 33
que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra el orden
púbUco a que dicha Ley se refiere, siempre que no constituyan deUto,
con multas individuales en la cuantía que determinan. Es imposible
conocer la Ucitud o ilicitud de un hecho sin conocer, en mayor o
menor grado, en qué haya consistido. Ycomo en el expediente de este
recurso no obra atestado ni denuncia, ni referencia de ninguna clase a
cuáles fueron los actos u omisiones cometidos por el incdpado el día
ocho de septiembre, falta, en consecuencia, la situación concreta de
hecho en que pueda apoyarse esta jurisdicción, para apUcar las normas
de la Ley de Orden Público.



Madrid, diecinueve de junio de mü novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido, por la vía de amparo, conforme a lo

dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco de veintiocho de
junio de mü novecientos treinta y tres, por don Cándido Pedrosa
VÜldba, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de veinti-
séis de enero de mü novecientos treinta y cinco, por la que se confir-
mó la mdta de cinco mü pesetas que le fue impuesta por la Dirección
General de Seguridad, con arcedo a dicha Ley. Siendo ponente el Vocd
Excmo. señor don Francisco Mínguez.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso d recu-
rrente, el diez de septiembre de mü novecientos treinta y cuatro, una
mdta de cinco nül pesetas por la actuación del mismo en la huelga
general declarada en Madrid el día ocho de dicho mes. Sin especificar
la providencia gubernativa, concretamente, el dcance de esa actua-
ción, se la consideraba incursa por la referida autoridad en los párra-
fos cuarto y quinto del art. 3 de la Ley de Orden PúbUco de veintiocho
de junio de mü novecientos treinta y tres.

Por todo lo cud, la Sección Primera delTribund de Garantías

FALLA: Que procede acceder, y accede, a la reclamación for-
mulada, por la vía del recurso de amparo, por don José Merino
Merino, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de cator-

ce de diciembre de mü novecientos treinta y cuatro, que confirmó la

multa de cinco mil pesetas que le impuso la Dirección General de
Seguridad en diez de septiembre anterior, dejando sin efecto la san-
ción recurrida. Expídase certificación Uteral de esta sentencia y remí-
tase a la autoridad inculpada para su inmediato cumplimiento. Así se
acuerda y firma.

Excmos. señores: don César Süió, don Gonzdo Meras, don
Francisco Beceña, don Lds Maffiote, don Francisco Basterrechea.

N.a50

SENTENCIA



PRIMERO. No procede examinar la garantía constitucional
que el recurrente supone infringida, con motivo de la imposición de
la multa, ya que el recurso interpuesto no es el ordinario de ampa-
ro, cuya procedencia está determinada por infracción de una garan-
tía concreta, sino el establecido por el art. 18 de la Ley de Orden
Público, que se limita a señalar el recurso de amparo como vía pro-
cesal adecuada para reclamar ante este Tribunal, contra la imposi-
ción de las multas gubernativas.

SEGUNDO. Alega el recurrente, como excepción previa, la
incompetencia de la Dirección General de Seguridad para la imposi-
ción de la multa impuesta.Td alegación queda desvütuada con la sola
consideración de que el Pleno de este Tribunal ha reconocido la com-
petencia de dicha Dirección en resoluciones anteriores.

TERCERO. La vigente Ley de Orden Público de veintiocho de
junio de mü novecientos treinta y tres establece en sus arts. 18 y 33
que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra el orden
púbUco a que dicha ley se refiere, siempre que no constituyan deUto,

SEGUNDO. El mdtado recurrió en alzada negando toda partici-
pación en la mencionada huelga. Solicitado informe por el Ministro de
la Gobernación a la Dirección General de Seguridad, y siendo éste
favorable a la confirmación de la mdta, fue desestimado el recurso de
alzada, sin averiguación alguna, ni práctica de la prueba propuesta.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio se interpuso ante
este Tribund recurso por la vía de amparo, con arreglo al art. 18 de la
citada Ley de Orden Público. Se alegaba, además, como infringida la
garantía constitucional inscrita en el art. 28 de la Constitución y, como
excepción previa, la incompetencia de la Dirección General de
Seguridad para la imposición de tales sanciones.

CUARTO. Admitido a trámite el recurso por esta Sección Pri-
mera, la autoridad inculpada remitió el expediente y un informe, en el
cual, sin nuevos argumentos, se limitaba a atenerse a los fundamentos
de la resolución recurrida, "por no existir más datos en la Dirección
General de Seguridad que permitan una mayor ampliación del refe-
rido informe". No se especificaban, pues, en dicha sentencia el alcan-
ce de la intervención que se atribuye al recurrente en la huelga
mencionada, ni los cargos concretos que hubiese contra don Cándido
Pedrosa VÜldba y que motivaron aquella sanción.

FUNDAMENTOS LEGALES



FALLA:Que procede acceder, y accede, a la reclamación formu-
lada, por la vía del recurso de amparo, por don Cándido Pedrosa
ViUalba, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de veinti-
séis de enero de rril novecientos treinta y cinco que confirmó la mdta
de cinco mü pesetas que le impuso la Dirección General de Seguridad
en diez de septiembre anterior, dejando sin efecto la sanción recurri-
da. Expídase certificación de esta sentencia y remítase a la autoridad
incdpada para su inmediato cumpUmiento.Así se acuerda y firma.

Excmos. señores: don César SÜió, don Gonzdo Meras, don Fran-

cisco Beceña, don Francisco Mínguez, don Pedro J. García de los Ríos.

N.fi51

SENTENCIA

Madrid, diecinueve de junio de rril novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido, por la vía de amparo, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco de veintiocho de
junio de mü novecientos treinta y tres, por don FeUpe Blanco
Martínez, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de vein-
tidós de noviembre de rril novecientos treinta y cuatro, por la que se
confirmó la mdta de cinco mü pesetas que le fue impuesta por la

con multas individudes en la cuantía que determinan. Es imposible
conocer la Ucitud o Üicitud de un hecho, sin conocer, en mayor o

menor grado, en qué haya consistido.Y como en el expediente de este

recurso no obra atestado ni denuncia, ni referencia de ninguna clase a
cudes fueron los actos u omisiones cometidos por el incdpado el día
ocho de septiembre, falto, en consecuencia, la situación concreta de
hecho en que pueda apoyarse esta jurisdicción para apUcar las normas
de la Ley de Orden PúbUco.

CUARTO. La degación e imputación de un acto contra el orden
púbUco incumben a la autoridad incdpada en el recurso, que impuso
la sanción. Fdtando aqueUas, ha de ser favorable d recurrente la sen-
tencia definitiva.

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constituciondes.



CUARTO. Admitido a trámite el recurso por esta Sección pri-
mera, la autoridad inculpada remitió el expediente y un informe, en
el cual, sin nuevos argumentos, se limitaba a atenerse a los funda-
mentos de la resolución recurrida, "por no existir más datos en la
Dirección General de Seguridad, quepermita una mayor amplia-
ción del referido informe". No se especificaban, pues, en dicha reso-
lución el alcance de la intervención que se atribuye al recurrente en
la huelga mencionada, ni los cargos concretos que hubiese contra
don Felipe Blanco Martínez y que motivaron aquella sanción.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. No procede examinar la garantía constitucional
que el recurrente supone infringida con motivo de la imposición de
la multa, ya que el recurso interpuesto no es el ordinario de ampa-
ro, cuya procedencia está determinada por infracción de una garan-

Dirección General de Seguridad, con arredo a dicha Ley. Siendo
Ponente elVocal Excmo. señor don Gonzalo Meras.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso al recu-
rrente el diez de septiembre de mil novecientos treinta y cuatro, una
multa de cinco mil pesetas por la actuación del mismo en la huelga
general declarada en Madrid el día ocho de dicho mes. Sin especifi-
car la providencia gubernativa, concretamente, el alcance de esa
actuación, se la consideraba incursa por la referida autoridad en el
párrafo cuarto y en el quinto del art. 3 de la Ley de Orden Público.

SEGUNDO. El multado recurrió en alzada negando toda parti-
cipación en la mencionada huelga. Solicitado informe por el
Ministerio de la Gobernación a la Dirección General de Seguridad, y
siendo éste favorable a la confirmación de la multa fue desestimado
el recurso, sin realizarse ninguna averiguación, con la que se com-
probase la participación del recurrente en la referida huelga del
ocho de septiembre.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio de Gobernación
se ha interpuesto ante este Tribund recurso por la vía de amparo, con
arreglo al art. 18 de la citada Ley de Orden Público. Se alegaba, además,
como üifringida la garantía individual inscrita en el art. 28 de la
Constitución y, como excepción previa, la incompetencia de la
Dirección General de Seguridad para la imposición de tdes sanciones.



Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constituciondes.

FALLA: Que procede acceder, y accede, a la reclamación for-
mulada, por la vía del recurso de amparo, por don Felipe Blanco
Martínez, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de
veintidós de noviembre de mU novecientos treinta y cuatro, que con-
firmó la multa de cinco mil pesetas que le impuso la Dirección
General de Seguridad en diez de septiembre anterior, dejando sin
efecto la sanción recurrida. Expídase certificación Uteral de esta sen-
tencia y remítase a la autoridad inculpada para su inmediato cumpli-
miento. Así se acuerda y firma.

Excmos. señores: don César Süió, don Gonzdo Meras, don
Francisco Beceña, don Víctor Pradera, don Francisco Mínguez.

tía concreta, sino el establecido por el art. 18 de la Ley de Orden
Público, que se limita a señalar el recurso de amparo como vía pro-
cesal adecuada para reclamar ante este Tribunal contra la imposi-
ción de las multas gubernativas.

SEGUNDO. Alega el recurrente, como excepción previa, la
incompetencia de la Dirección General de Seguridad para la imposi-
ción de la multa. Tal degación queda desvirtuada con la sola conside-
ración de que el Pleno de este Tribund ha reconocido la competencia
de dicha Dirección en resoluciones anteriores.

TERCERO. La vigente Ley de Orden Público de veintiocho de
junio de mil novecientos treinta y tres establece en sus arts. 18 y 33
que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra el
orden público a que dicha Ley se refiere, siempre que no constitu-
yan delito, con multas individuales en la cuantía que determinen. Es
imposible conocer la licitud o ilicitud de un hecho, sin conocer, en
mayor o menor grado, en qué haya consistido. Y como en el expe-
diente de este recurso no obra atestado ni denuncia, ni referencia de
ninguna clase a cudes fueron los actos u omisiones cometidos por
el incdpado, el día ocho de septiembre, falta, en consecuencia, la
situación de hecho en que pueda apoyarse esta jurisdicción para
aplicar las normas de la Ley de Orden Público.

CUARTO. La degación e imputación de un acto contra el orden
púbUco incumben a la autoridad incdpada en el recurso, que impuso
la sanción. Faltando aqueUas, ha de ser favorable d recurrente la sen-
tencia definitiva.



TERCERO. Contra la resolución del Ministerio se interpuso ante

este Tribunal recurso por la vía de amparo, con arreglo al art. 18 de la
citada Ley de Orden Público. Se alegaba, además, como infringida la
garantía individual inscrita en el art. 28 de la Constitución y, como
excepción previa, la incompetencia de la Dirección General de
Seguridad para la imposición de tales sanciones.

CUARTO. Admitido a trámite el recurso por este Sección
Primera, la autoridad inculpada remitió el expediente y un informe, en
el cual, sin nuevos argumentos, se limitaba a atenerse a los fundamen-
tos de la resolución recurrida. No se especificaban en dicha resolución
el dcance de la intervención que se atribuye d recurrente en la huel-
ga mencionada, ni los cargos concretos que hubiese contra don Santos

Madrid, diecinueve de junio de mü novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido, por la vía de amparo, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden Público de veintiocho de
junio de mil novecientos treinta y tres, por don Santos Arévalo
Martínez, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de vein-
tiséis de enero de mU novecientos treinta y cinco, por la que se con-
firmó la mdta de cinco mü pesetas que le fue impuesta por la
Dirección General de Seguridad, con arredo a dicha Ley. Siendo
Ponente el Vocd Excmo. señor donVíctor Pradera.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso d recu-
rrente el diez de septiembre de rril novecientos treinta y cuatro, una
multa de cinco mil pesetas por la actuación del mismo en la huelga
general declarada en Madrid el día ocho de dicho mes. Sin especificar
la providencia gubernativa, concretamente, el alcance de esa actua-
ción, se la consideraba incursa por la referida autoridad en el párrafo
cuarto y en el quinto del art. 3 de la Ley de Orden Público.

ba propuesta

SEGUNDO. El multado recurrió en alzada negando toda parti-
cipación en la mencionada huelga. Solicitado informe por el
Ministerio de la Gobernación a la Dirección General de Seguridad, y
siendo éste favorable a la confirmación de la multa fue desestimado
el recurso de alzada, sin averiguación alguna, ni práctica de la prue-



CUARTO. La degación e imputación de un acto contra el orden
púbUco incumben a la autoridad incdpada en el recurso, que impuso
la sanción. Fdtando aqueUas, ha de ser favorable d recurrente la sen-
tencia definitiva.

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constituciondes.

FALLA:Que procede acceder, y accede, a la reclamación formu-
lada, por la vía del recurso de amparo, por don Santos Arévdo
Martínez, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de vein-

Arévalo Martínez y que motivaron aqueUa sanción, "por no existir más
datos en la Dirección General quepermitan una mayor ampliación
del informe".

FUNDAMENTOS LEGALES

nativas

PRIMERO. No procede examinar la garantía constituciond que
el recurrente supone infrindda con motivo de la imposición de la
multo,ya que el recurso interpuesto no es el ordinario de amparo, cuya
procedencia está determinada por infracción de una garantía concre-
ta, süio el establecido por el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, que se
Umita a señdar el recurso de amparo como vía procesd adecuada para
reclamar ante este Tribund contra la imposición de las multas guber-

SEGUNDO. Alega el recurrente, como excepción previa, la
incompetencia de la Dirección General de Seguridad para la imposi-
ción de la mdta.Td degación queda desvirtuada con la sola conside-
ración de que el Pleno de este Tribunal ha reconocido la competencia
de dicha Dirección en resoluciones anteriores.

TERCERO. La vigente Ley de Orden PúbUco establece en sus
arts. 18 y 33 que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos

contra el orden púbUco a que dicha Ley se refiere, siempre que no
constituyan deUto, con mdtas individudes en la cuantía que determi-

nen. Es imposible conocer la Ucitud o Üicitud de un hecho, sin cono-
cer, en mayor o menor grado, en qué haya consistido. Y como en el
expediente de este recurso no obra atestado ni denuncia, ni referencia
de ninguna clase a cudes fueron los actos u omisiones cometidos por
el incdpado el día ocho de septiembre, fdta, en consecuencia, la situa-
ción concreta de hecho en que pueda apoyarse esta jurisdicción para
apUcar las normas de la Ley de Orden PúbUco.



Visto el recurso promovido, por la vía de amparo, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco de veintiocho de
junio de mü novecientos treinta y tres, por don Julio Mateo Sanz, con-
tra resolución del Ministerio de la Gobernación de veintisiete de
noviembre de mU novecientos treinta y cuatro, por la que se confirmó
la mdta de cinco mil pesetas que le fue impuesta por la Dirección
General de Seguridad, con arreglo a dicha Ley. Siendo Ponente el Vocal
Excmo. señor don Víctor Pradera.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso al recu-
rrente, el diez de septiembre de rril novecientos treinta y cuatro, una
multa de cinco mü pesetas por la actuación del mismo en la huelga
general declarada en Madrid el día ocho de dicho mes. Sin especificar
la providencia gubernativa, concretamente, el alcance de esa actua-
ción, se la consideraba incursa por la referida autoridad en el párrafo
cuarto y en el quinto del art. 3 de la Ley de Orden Público.

SEGUNDO. El multado recurrió en alzada negando toda partici-
pación en la mencionada huelga. Soücitado informe por el Ministerio
de la Gobernación a la Dirección General de Seguridad, y siendo éste
favorable a la confirmación de la multa fue desestimado el recurso de
alzada, sin averiguación alguna, ni práctica de la prueba propuesta.

da y firma.

tiseis de enero de rril novecientos treinta y cinco, que confirmó la
multa de cinco mU pesetas que le impuso la Dirección General de
Seguridad en diez de septiembre anterior, dejando sin efecto la sanción
recurrida. Expídase certificación literal de esta sentencia y remítase a
la autoridad incdpada para su inmediato cumplimiento. Así se acuer-

Excmos. señores: don César SÜió, don Gonzdo Meras, don
Francisco Beceña, don Víctor Pradera, don Francisco Alcón.

N.a53

SENTENCIA

Madrid, diecinueve de junio de mü novecientos treinta y cinco



CUARTO. Admitido a trámite el recurso por esto Sección
Primera, la autoridad incdpada remitió el expediente y un informe, en
el cud, sin nuevos argumentos, se limitaba a atenerse a los fundamen-
tos de la resolución recurrida. No se especificaban en dicha resolución
el dcance de la intervención, que se atribuye d recurrente en la huel-
ga mencionada, ni los cargos concretos que hubiese contra don JuUo
Mateo Sanz y que motivaron aqueUa sanción.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. No procede examinar la garantía constituciond que
el recurrente supone infringida con motivo de la imposición de la
multa, ya que el recurso interpuesto no es el ordinario de amparo,
cuya procedencia está determinada por infracción de una garantía
concreta, sino el establecido por el art. 18 de la Ley de Orden
PúbUco, que se limita a señdar el recurso de amparo como vía pro-
cesal adecuada para reclamar ante este Tribunal contra la imposición
de las multas gubernativas.

SEGUNDO. Alega el recurrente, como excepción previa, la
incompetencia de la Dirección General de Seguridad para la imposi-
ción de la mdta. Tal degación queda desvirtuada con la sola conside-
ración de que el Pleno de este Tribund ha reconocido la competencia
de dicha Dirección en resoluciones anteriores.

TERCERO. La vigente Ley de Orden PúbUco de veintiocho de
junio de irilnovecientos treinta y tres establece en sus arts. 18 y 33
que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra el orden
púbUco a que dicha Ley se refiere, siempre que no constituyan deUto,
con mdtas individudes en la cuantía que determinen. Es imposible
conocer la Ucitud o Uicitud de un hecho, sin conocer, en mayor o
menor grado, en qué haya consistido.Y como en el expediente de este
recurso no obra atestado ni denuncia, nireferencia de ninguna clase a
cudes fueron los actos u omisiones cometidos por el incdpado el día
ocho de septiembre, falta, en consecuencia, la situación concreto de
hecho en que pueda apoyarse esta jurisdicción para apUcar las normas
de la Ley de Orden PúbUco.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio se interpuso ante

este Tribund recurso por la da de amparo, con arcedo d art. 18 de la
citada Ley de Orden PúbUco. Se degaba, además, como infrindda la
garantía individud inscrito en el art. 28 de la Constitución y, como
excepción previa, la incompetencia de la Dirección General de
Seguridad para la imposición de tales sanciones.



FALLA: Que procede acceder, y accede, a la reclamación formu-
lada, por la vía del recurso de amparo, por don Jdio Mateo Sanz, contra
resolución del Ministerio de la Gobernación de veintiséis de noviembre
de rril novecientos treinta y cuatro, que confirmó la mdta de cinco mü
pesetas que le impuso la Dirección General de Seguridad en diez de
septiembre anterior, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase
certificación Uteral de esta sentencia yremítase a la autoridad incdpa-
da para su inmediato cumplimiento. Así se acuerda y firma.

Excmos. señores: don César Silió, don Gonzalo Meras, don
Francisco Beceña, don Víctor Pradera, don Francisco Alcón.

N.a54

SENTENCIA

Madrid, diecinueve de junio de mü novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido, por la vía de amparo, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden Público de veintiocho de
junio de mil novecientos treinta y tres, por don Felipe García Alvaro,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de diecinueve de
noviembre de mü novecientos treinta y cuatro, por la que se confirmó
la multa de cinco mü pesetas, que le fue impuesta por la Dirección
General de Seguridad, con arcedo a dicha Ley. Siendo Ponente el Vocal
Excmo. señor don Gonzalo Meras.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso al recu-
rrente el diez de septiembre de rril novecientos treinta y cuatro, una
multa de cinco mü pesetas por la actuación del mismo en la huelga
general declarada en Madrid el día ocho de dicho mes. Sin especificar

CUARTO. La degación e imputación de un acto contra el orden
público incumben a la autoridad inculpada en el recurso, que impuso
la sanción. Fdtando aqueUas, ha de ser favorable d recurrente la sen-
tencia definitiva.

Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constitucionales



SEGUNDO. Alega el recurrente, como excepción previa, la
incompetencia de la Dirección General de Seguridad para la imposi-
ción de la mdta impuesta. Td degación queda desvirtuada con la sola
consideración de que el Pleno de este Tribund ha reconocido la com-
petencia de dicha Dirección en resoluciones anteriores.

la providencia gubernativa, concretamente, el dcance de esa actua-
ción, se la consideraba incursa por la referida autoridad en el párrafo

cuarto y en el quinto del art. 3 de la Ley de Orden PúbUco de veintio-
cho de junio de mü novecientos treinta y tres.

SEGUNDO. El mdtado recurrió en dzada negando toda partici-
pación en la mencionada huelga. Soücitado informe por el Ministerio
de la Gobernación a la Dirección General de Seguridad, y siendo éste
favorable a la corifirmación de la mdta fue desestimado el recurso de
dzada, sin averiguación alguna, ni práctica de la prueba propuesto.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio se interpuso ante
este Tribund recurso por la vía de amparo, con arredo d art. 18 de la
citada Ley de veintiocho de junio de mü novecientos treinta y tres. Se
degaba, además, como irifrüigida la garantía constituciond inscrito en
el art. 28 de la Constitución y, como excepción previa, la incompeten-
cia de la Dirección General de Seguridad para la imposición de tdes
sanciones.

CUARTO. Admitido a trámite el recurso por esta Sección
Primera, la autoridad incdpada remitió el expediente y un informe, en
el cud, sin nuevos argumentos, se limitaba a atenerse a los fundamen-
tos de la resolución recurrida ante la consideración de que no existían
más datos en la Dirección General de Seguridad que permitieran una
ampüación del mismo. No se especificaban en dicha resolución el

dcance de la intervención que se atribuye d recurrente en la huelga
mencionada, ni los cargos concretos que hubiese contra don FeUpe
García Alvaro y que motivaron aqueUa sanción.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. No procede examinar la garantía constituciond que el
recurrente supone infrindda con motivo de la imposición de la mdta,
ya que el recurso interpuesto no es el ordinario de amparo, cuya proce-
dencia está determinada por infracción de una garantía concreto, sino el
establecido por el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, que se Umita a
señdar el recurso de amparo como vía procesd adecuada para reclamar
ante este Tribund, contra la imposición de las mdtas gubernativas.



FALLA: Que procede acceder, y accede, a la reclamación formu-
lada, por la vía del recurso de amparo, por don Felipe García Alvaro,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de diecinueve de
noviembre de mü novecientos treinta y cuatro, que confirmó la mdta
de cinco mü pesetas, que le impuso la Düección General de Seguridad
en diez de septiembre anterior, dejando sin efecto la sanción recurrida.
Expídase certificación literal de esta sentencia yremítese a la autoridad
incdpada para su inmediato cumplimiento. Así se acuerda y firma.

Excmos. señores: don César SÜió, don Gonzdo Meras, don Francisco
Beceña, don Francisco Basterrechea y don Pedro J. García de los Ríos.

N.a55

SENTENCIA

Madrid, diecinueve de junio de mU novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido, por la vía de amparo, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden Público de veintiocho de

TERCERO. La vigente Ley de Orden PúbUco de veintiocho de
junio de mü novecientos treinta y tres establece en sus arts. 18 y 33
que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra el orden
público a que dicha Ley se refiere, siempre que no constituyan delito,
con mdtas individuales en la cuantía que determinen. Es imposible
conocer la licitud o Uicitud de un hecho, sin conocer, en mayor o
menor grado, en qué haya consistido.Y como en el expediente de este
recurso no obra atestado ni denuncia, nireferencia de ninguna clase a
cuáles fueron los actos u omisiones cometidos por el inculpado el día
ocho de septiembre, fdta, en consecuencia, la situación concreta de
hecho en que pueda apoyarse esta jurisdicción para aplicar las normas
de la Ley de Orden PúbUco.

CUARTO. La degación e imputación de un acto contra el orden
público incumben a la autoridad inculpada en el recurso, que impuso
la sanción. Faltando aquéllas, ha de ser favorable al recurrente la sen-
tencia definitiva.

Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constitucionales.



FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. No procede examinar la garantía constituciond que
el recurrente supone infringida con motivo de la imposición de la
multa, ya que el recurso interpuesto no es el ordinario de amparo,
cuya procedencia está determinada por infracción de una garantía

junio de mü novecientos treinta y tres, por don HipóUto Muñoz OUva,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de veinticinco de
noviembre de mü novecientos treinta y cuatro, por la que se confirmó
la mdta de cinco mü pesetas que le fue impuesta por la Dirección
General de Seguridad, con arredo a dicha Ley. Siendo Ponente elVocd
Excmo. señor don Francisco Beceña.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso d recu-
rrente el siete de octubre de rril novecientos treinta y cuatro, una
mdta de cinco mü pesetas por la actuación del mismo en la huelga
general declarada en Madrid el día ocho de dicho mes. Sin especificar
la providencia gubernativa, concretamente, el dcance de esa actua-
ción, se la consideraba incursa por la referida autoridad en el párrafo
cuarto del art. 3 de la Ley de Orden PúbUco.

SEGUNDO. El mdtado recurrió en dzada negando toda partici-
pación en la mencionada huelga. SoUcitodo informe por el Ministerio
de la Gobernación a la Dirección General de Seguridad, y siendo éste
favorable a la confirmación de la mdta fue desestimado el recurso de
dzada, sin averiguación alguna, ni práctica de la prueba propuesta.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio se interpuso ante

este Tribund recurso por la vía de amparo, con arcedo d art. 18 de la
citada Ley de Orden PúbUco. Se degaba, además, como infrindda la
garantía constituciond inscrita en el art. 28 de la Constitución y, como
excepción previa, la incompetencia de la Dirección General de
Seguridad para la imposición de tdes sanciones.

CUARTO. Admitido a trámite el recurso por esta Sección
Primera, la autoridad incdpada remitió el expediente y un informe, en
el cud, sin nuevos argumentos, se limitaba a atenerse a los fundamen-
tos de la resolución recurrida. No se especificaban en dicha resolución
el dcance de la intervención, que se atribuye d recurrente en la huel-
ga mencionada, ni los cargos concretos que hubiese contra don
HipóUto Muñoz OUva y que motivaron aqueUa sanción.



Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constituciondes.

FALLA: Que procede acceder, y accede, a la reclamación formu-
lada, por la vía del recurso de amparo, por don Hipólito Muñoz Oliva,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de veinticinco de
noviembre de mil novecientos treinta y cuatro, que confirmó la multa
de cinco mil pesetas que le impuso la Dirección General de Seguridad
en siete de octubre anterior, dejando sin efecto la sanción recurrida.
Expídase certificación Uteral de este sentencia y remítase a la autori-
dad incdpada para su inmediato cumplimiento. Así se acuerda yfirma.

Excmos. señores: don César Silió, don Gonzalo Meras, don
Francisco Beceña, don Luis Mdfiote, don Francisco Mínguez.

concreta, sino el establecido por el art. 18 de la Ley de Orden
Público, que se limita a señalar el recurso de amparo como vía pro-
cesal adecuada para reclamar ante este Tribunal, contra la imposición
de las multas gubernativas.

SEGUNDO. Alega el recurrente, como excepción previa, la
incompetencia de la Dirección General de Seguridad para la imposi-
ción de la multa. Tal alegación, queda desvirtuada con la sola conside-
ración de que el Pleno de este Tribunal ha reconocido la competencia
de dicha Dirección en resoluciones anteriores.

TERCERO. La vigente Ley de Orden Público de veintiocho de
jimio de mil novecientos treinta y tres establece en sus arts. 18 y 33
que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra el orden
público a que dicha Ley se refiere, siempre que no constituyan delito,
con multas individuales en la cuantía que determinen. Es imposible
conocer la licitud o ilicitud de un hecho, sin conocer, en mayor o
menor grado, en qué haya consistido.Y como en el expediente de este
recurso no obra atestado ni denuncia, nireferencia de ninguna clase a
cuáles fueron los actos u omisiones cometidos por el inculpado el día
cinco de octubre, falta, en consecuencia, la situación concreta de
hecho en que pueda apoyarse esta jurisdicción para aplicar las normas
de la Ley de Orden Público.

CUARTO. La alegación e imputación de un acto contra el orden
público incumben a la autoridad inculpada en el recurso, que impuso
la sanción. Faltando aqueUas, ha de ser favorable al recurrente la sen-
tencia definitiva.



CUARTO. Admitido a trámite el recurso por esta Sección
Primera, la autoridad incdpada remitió el expediente y un informe, en
el cud, sin nuevos argumentos, se limitaba a atenerse a los fundamen-
tos de la resolución recurrida. No se especificaban en dicha resolución
el dcance de la intervención que se atribuye d recurrente en la huel-
ga mencionada, ni los cargos concretos que hubiese contra don JuUo
Mateo Sanz y que motivaron aqueUa sanción.

Madrid, diecinueve de junio de iril novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido, por la vía de amparo, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco de veintiocho de
junio de mü novecientos treinta y tres, por don JuUo Mateo Sanz, con-
tra resolución del Ministerio de la Gobernación de veintisiete de
noviembre de rril novecientos treinta y cuatro, por la que se confirmó
la multa de cinco mü pesetas que le fue impuesto por la Dirección
General de Seguridad, con arcedo a dicha Ley. Siendo Ponente elVocal
Excmo. señor don Víctor Pradera.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso d recu-
rrente el diez de septiembre de mü novecientos treinta y cuatro, una
mdta de cinco mil pesetas por la actuación del mismo en la huelga
general declarada en Madrid el día ocho de dicho mes. Sin especificar
la providencia gubernativa, concretamente, el dcance de esa actua-
ción, se la consideraba incursa por la referida autoridad en el párrafo
cuarto y en el quinto del art. 3 de la Ley de Orden PúbUco.

SEGUNDO. El mdtado recurrió en dzada negando toda partici-
pación en la mencionada huelga. SoUcitodo informe por el Ministerio
de la Gobernación a la Dirección General de Seguridad, y siendo éste
favorable a la confirmación de la mdta fue desestimado el recurso de
alzada, sin averiguación dguna, ni práctica de la prueba propuesta.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio se interpuso ante
este Tribund recurso por la vía de amparo, con arcedo d art. 18 de la
citada Ley de Orden PúbUco. Se degaba, además, como infrindda la
garantía individud inscrita en el art. 28 de la Constitución y, como
excepción previa, la incompetencia de la Dirección General de
Seguridad para la imposición de toles sanciones.



Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constitucionales.

FALLA: Que procede acceder, y accede, a la reclamación for-
mulada, por la vía del recurso de amparo, por don Julio Mateo Sanz,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de veintiséis de
noviembre de mil novecientos treinta y cuatro, que confirmó la
multa de cinco mil pesetas que le impuso la Dirección General de
Seguridad en diez de septiembre anterior, dejando sin efecto la san-

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. No procede examinar la garantía constitucional que
el recurrente supone infringida con motivo de la imposición de la
multa, ya que el recurso interpuesto no es el ordinario de amparo,
cuya procedencia está determinada por infracción de una garantía
concreta, sino el establecido por el art. 18 de la Ley de Orden
Público, que se limita a señalar el recurso de amparo como vía pro-
cesal adecuada para reclamar ante este Tribunal contra la imposición
de las multas gubernativas.

SEGUNDO. Alega el recurrente, como excepción previa, la
incompetencia de la Dirección General de Seguridad para la imposi-
ción de la mdta. Tal alegación queda desvirtuada con la sola conside-
ración de que el Pleno de este Tribund ha reconocido la competencia
de dicha Dirección en resoluciones anteriores.

TERCERO. La vigente Ley de Orden Público de veintiocho de
junio de mü novecientos treinta y tres establece en sus arts. 18 y 33
que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra el orden
púbUco a que dicha Ley se refiere, siempre que no constituyan delito,
con multas individuales en la cuantía que determinen. Es imposible
conocer la Ucitud o Uicitud de un hecho, sin conocer, en mayor o
menor grado, en qué haya consistido.Y como en el expediente de este
recurso no obra atestado ni denuncia, nireferencia de ninguna clase a
cuáles fueron los actos u omisiones cometidos por el inculpado el día
ocho de septiembre, falta, en consecuencia, la situación concreta de
hecho en que pueda apoyarse esta jurisdicción para apücar las normas
de la Ley de Orden Público.

CUARTO. La alegación e imputación de un acto contra el orden
público incumben a la autoridad inculpada en el recurso, que impuso
la sanción. Fdtando aqueUas, ha de ser favorable d recurrente la sen-
tencia definitiva.



Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, conforme d
art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, por don Esteban MatobeUa Mateo,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de trece de diciem-
bre de mü novecientos treinta y cuatro, que confirmó la mdta de
cinco mil pesetas que, con arcedo a dicha Ley, le fue impuesta por el
Excmo. señor don Basüio Álvarez.

HECHOS

mencionada ley".

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad, con fecha de diez
de septiembre del pasado año, dictó una providencia por la que, según
sus términos literales, "usando de las facultades conferidas por el
art. 33 de la Ley de veintiocho de julio de mil novecientos treinta y
tres, se imponía a don Esteban Matobella Mateo, Vocal del Sindicato
de Artes Blancas alimenticias, con domicilio en Meléndez Valdés,
dieciocho, la multa de cinco milpesetas por su actuación en la huel-
ga general declarada en esta capital el día ocho del citado mes, y
estimarlo incurso en los párrafos cuarto y quinto del art. 3 de la

SEGUNDO. El mdtado, una vez resuelto el oportuno recurso de
alzada ante el Ministerio de la Gobernación, en el que se confirmó la
multa impuesta, interpuso ante este Tribund el recurso, por vía de
amparo, autorizado por el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco contra la
citada resolución, alegando que la mencionada multa le había sido
impuesta por su condición de miembro de la Junto Directiva del
Sindicato de Artes Blancas, y que en dicho ramo no hubo huelga el día
ocho de septiembre, y se trabajó la jornada íntegra en casi todas las

ción recurrida. Expídase certificación literal de esta sentencia y remí-
tase a la autoridad inculpada para su inmediato cumplimiento. Así se
acuerda y firma.

Excmos. señores: don César SÜió, don Gonzdo Meras, don
Francisco Beceña, don Víctor Pradera, don Francisco Alcón.

N.a6l

SENTENCIA

Madrid, veintiuno de junio de mü novecientos treinta y cinco



SEGUNDO. Es de incumbencia de la autoridad sancionadora la
alegación e imputación de los actos concretos en que se haya mani-
festado la perturbación del orden púbUco en los términos previstos
por la ley y,faltando tal alegación concreta, carece de fundamento legal
la sanción impuesta.

Por todo lo cual, la Sección Segunda del Tribunal de Garantías
Constitucionales

FALLA: Que debe acceder, y accede, a la reclamación formdada,
por la vía del recurso de amparo, por don Esteban MatobeUa Mateo,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de trece de diciem-
bre de mü novecientos treinta y cuatro, que confirmó la multa que le
impuso la Dirección General de Seguridad en diez de septiembre ante-
rior, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase certificación de
esta sentencia y remítase a la autoridad incdpada para su inmediato
cumplimiento. Así lo acuerdan y firman.

tahonas y fábricas de pan, y sólo en algunas, y por excepción, se dejó
de laborar la dtima hornada, y que, si no hubo huelga en dicho ramo,
eUo acredita que las Juntas Directivas no habían tomado tal acuerdo ni
circulado las órdenes necesarias para ello.

TERCERO. En la tramitación de este recurso, la autoridad san-
cionadora se ha limitado a reproducir los propios términos de la pro-
videncia por la que se acordó la multa, sin que en el expediente
remitido por el Ministerio de la Gobernación se hayan precisado por
carecer de datos para eUo, según se dice en el informe cuáles hayan
sido los actos precisos y concretos imputados al recurrente.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Si la autoridad gubernativa pudiera sancionar con las
multas establecidas en la Ley de veintiocho de junio de mü novecien-
tos treinta y tres cudquier actitud o actuación contra el orden púbU-
co, sin precisar en qué actos definidos y concretos se había
exteriorizado la actuación punible, quedaría frustrado el recurso de
amparo establecido por el art. 18 de la mencionada Ley, toda vez que
ni el sujeto incdpado podría ofrecer prueba congruente y eficaz para
desvirtuar unos cargos, que, por no haberse puntualizado, desconoce,
ni a este Tribunal le sería dado apreciar el acierto o el error con que
habrían sido aplicadas d caso las normas definidoras de la Ley de
Orden Público.



ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso al recu-
rrente el diez de septiembre de iril novecientos treinta y cuatro, una
multa de cinco irilpesetas por la actuación del mismo en la huelga
general declarada en Madrid el día ocho de dicho mes. Sin especificar
la providencia gubernativa, concretamente, el alcance de esa actua-

ción, se la consideraba incursa por la referida autoridad en los párra-
fos cuarto y quinto del art. 3 de la Ley de Orden PúbUco.

SEGUNDO. El mdtado recurrió en dzada negando toda partici-
pación en la mencionada huelga. SoUcitodo informe por el Ministerio
de la Gobernación a la Dirección General de Seguridad, y siendo éste
favorable a la corifirmación de la mdta fue desestimado el recurso de
dzada, sin averiguación alguna, ni práctica de la prueba propuesta.

(Fdta hoja)

cer la Ucitud o Uicitud de un hecho, sin conocer, en mayor o

menor grado, en qué haya consistido.Y como en el expediente de este
recurso no obra atestado ni denuncia, ni referencia de ninguna clase a
cudes fueron los actos u omisiones cometidos por el incdpado el día

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Juan
Sdvador Minguijón, don José Manuel Pedregd, don Basüio Álvarez
Pedregd y don Eduardo Martínez Sabater.

N.a62

SENTENCIA

Madrid, tres de jdio de mü novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido, por la vía de amparo, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco de veintiocho de
jdio de mü novecientos treinta y tres, por don Gonzdo Vivas Muricio,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de veintiséis de
noviembre de mü novecientos treinta y cuatro, por la que se confirmó
la mdta de cinco rril pesetas que le fue impuesta por la Dirección
General de Seguridad, con arcedo a dicha Ley. Siendo Ponente el Vocal
Excmo. señor don Francisco Beceña.



Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constituciondes

FALLA:Que procede acceder, y accede, a la reclamación formu-
lada, por la vía del recurso de amparo, por don Gonzdo Vivas Muricio,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de veintiséis de
noviembre de mü novecientos treinta y cuatro, que confirmó la mdta
de cinco milpesetas que le impuso la Düección General de Seguridad
en diez de septiembre anterior, dejando sin efecto la sanción recurrida.
Expídase certificación Uteral de esta sentencia yremítase a la autoridad
incdpada para su inmediato cumplimiento. Así se acuerda y firma.

Excmos. señores: don César Silió, don Gonzalo Meras, don
Francisco Beceña, don Manuel Alba, don Pedro J. García de los Ríos.

N.a63

SENTENCIA

Madrid, tres de jdio de mil novecientos treinta y cinco

Visto el recurso de amparo interpuesto por don Juan Castrülo
Santos, en representación de la "Azucarera del GáUego", S.A., contra las
incautaciones de serrillas y local de dicha entidad, decretadas por el
Excmo. señor Gobernador Civil de Zaragoza en providencia de veinti-
dós de abril dtimo, por considerar que infringe la garantía constitu-
cional que declara la libertad de industria y comercio contenida en el
artícdo treinta y tres de la Constitución. Siendo Ponente el Excmo.
señor don José Manuel Pedregal.

RESULTANDO: Que con fecha trece de abril último, la
Presidencia del Consejo de Ministros dictó un decreto en el que se

ocho de septiembre, falta, en consecuencia, la situación concreta de
hecho en que pueda apoyarse esta jurisdicción para aplicar las normas
de la Ley de Orden Público.

CUARTO. La alegación e imputación de un acto contra el orden
público incumben a la autoridad inculpada en el recurso, que impuso
la sanción. Faltando aqueUas, ha de ser favorable d recurrente la sen-
tencia definitiva.



RESULTANDO: Que la sociedad Anónima "Ebro, Compañía de
Azúcares yAlcoholes", de la cud es füid la empresa parte en este recur-
so, se dirigió d Consejo de Ministros en escrito de diez y siete de abril,
en súpUca de que, en tanto las Cortes no aprobasen un proyecto de ky
presentado por el Ministro de Agricultura en veintiocho de febrero
dtimo, se suspendiese la apUcación de aquel decreto.

RESULTANDO: Que en dicho proyecto de ley, que figura en el
"Diario de Sesiones" de las Cortes, correspondiente, se propone una
intervención del Estado en la industria azucarera y en las relaciones de
ésta con el cdtivo de remolacha, consistente, principalmente, en la
prohibición de instalar nuevas fábricas azucareras de remolacha y
caña; restricción de fabricación y limitación, durante el transcurso de
un trienio, del cdtivo de las plantas sacarinas.

RESULTANDO: Que, en veinticinco de abril, transcurridos los
cinco días fijados en el Decreto del día diecisiete para la entrega por
las fábricas de la semüla, y enterado el señor Gobernador de
Zaragoza de la impugnación presentada ante el Consejo de Ministros
de dicha disposición por la entidad nombrada, esa autoridad recabó
del Ministerio de Agricdtura que se concretase el alcance del
Decreto y se le autorizase para obrar en consecuencia, y que, como
resultado de esa consulta, el Ministro dictó una Orden a dicha auto-
ridad, en la cual, "estimando urgente que por las Empresas propie-
tarias de fábricas se facilitaran semillas con la reducción fijada
en la aludida disposición", se excitaba el celo del Gobernador para
que requiriera a dichas Empresas en el citado sentido, "llegando, si
preciso fuera, a la incautación de semillas y su reparto propor-
cional entre los cultivadores".

RESULTANDO: Que habiendo contratado aisladamente un
número de cdtivadores con las fábricas de azúcar, con reducciones
superiores d treinta por ciento con relación a la campaña anterior, o

establece una intervención en el conflicto existente entre las fábri-
cas de azúcar y los cultivadores de remolacha, con la finalidad de que
"cese el estado de intranquilidad en las regiones en que el citado
cultivo (de remolacha) es la fuente principal de riqueza", dispo-
niendo que las azucareras deberán formalizar, sobre la cantidad de
remolacha ya contratada, nuevos contratos; que se mantenga el pre-
cio de éstos a la dtura de la campaña anterior, y que, en el término
de cinco días, las fábricas quedaban obligadas a entregar a los culti-
vadores semülas para la siembra.



RESULTANDO: Que la entidad dectada interpuso recurso de
alzada, contra resolución del Gobernador, ante el Ministerio de la
Gobernación, considerándole el superior jerárquico, y, transcurridos
cinco días sin haber sido resuelto, entabló el presente de amparo ante

esta Sección Segunda, que, en aplicación del párrafo último de la
Disposición transitoria segunda de la Ley Orgánica, lo admitió a trami-
tación en auto de veinticinco de mayo, habiendo posteriormente infor-
mado dicho Ministerio, que se ha declarado incompetente por
entender que el Gobernador de Zaragoza obró en materia privativa del
Ministerio de Agricdtura.

RESULTANDO: Que el recurso se ha tramitado en forma, y oídas
las degaciones del recurrente y del señor Comisario del Gobierno en
la vista celebrada.

CONSIDERANDO: Que con arreglo al texto constitucional la
libertad de industria y de comercio, tan solo puede ser limitada
por leyes inspiradas en motivos económicos y sociales de interés

sea, con reducciones superiores a lo que disponía el Decreto del día
trece, el Gobernador consultó telegráficamente d Ministerio si tales
contratos debían respetarse o modificarse, y el Ministro contestó, con
fecha veintinueve de abrü, "que deberá respetarse todo contrato escri-
to efectuado por cultivadores aislados".

RESULTANDO: Que el veintidós de abril, el Gobernador ofició
al Ingeniero Jefe de la Sección Agronómica de la Provincia para que,
en vista de no haberse cumplido espontáneamente las órdenes
dadas a las diferentes fábricas azucareras, se procediese a la incau-
tación de la semilla, y que, con esa misma fecha, se dictó por dicho
Gobernador la orden para que se apoyase y facilitase la misión enco-
mendada a su Delegado "en uso de mis atribuciones con arreglo a
la Ley de Orden Público, ypor cuestión de tal índole", de hacer efi-
caz el Decreto, llegando, si preciso fuera, a la incautación de la semi-
lla y que la orden de incautación fue reiterada el día veinticinco,
llevándose a efecto por lo que afecta a la entidad recurrente el día
veintiséis

RESULTANDO: Que en la fábrica "Azucarera del GáUego" la can-
tidad de semüla incautada fue de diecisiete mü novecientos veinticin-
co kUogramos, que quedó a disposición de la autoridad, una vez
depositada en un local aislado de dicha fábrica.



CONSIDERANDO: Que confirma esto carencia de interés gene-
ral, el hecho de limitar la imposición de entrega de determinada canti-
dad de semüla por parte de la compañía, a aqueUos cdtivadores que
se habían negado a aceptarla por aqueUa fijada.

CONSIDERANDO: Que ningún precepto legal autoriza al
Gobernador para subrogarse a la Compañía, en el contrato que la
entrega de la semüla presentaba.

CONSIDERANDO: Que en modo alguno puede fundarse la
resolución recurrida en los preceptos de la Ley de Orden Público,
que sólo con evidente tergiversación de sus preceptos puede en este

caso invocarse.

CONSIDERANDO: Que la incautación de la semüla, en la forma
referida constituye un acto concreto de la autoridad gubernativa que
infringe las garantías establecidas en el artícdo treinta y tres de la

CONSIDERANDO: Que no es de estimar la manifestación que,
por vía de informe, hace el Ministerio de la Gobernación, d remitir el
expediente, declarándose incompetente para conocer la cuestión
planteada, ya que su competencia está bien determinada, tanto por el
carácter de superior jerárquico que el Ministro de la Gobernación da,
como por fundarse ésta en la eqdvocada apUcación de la Ley de

CONSIDERANDO: Que en el presente caso no se invoca, ni
podía invocarse, a ley alguna para imponer a la Empresa recurrente
una limitación de tanto trascendencia, como supone la privación de la
Ubertad de contratar la cantidad de primera materia que estimaba sufi-
ciente para su finaUdad comercid, obUgándola a establecer, con el
reparto a los cdtivadores de una determinada cantidad de semüla, el
compromiso de adquirir la remolacha por eUos producida.

CONSIDERANDO: Que la incautación de la mencionada semüla
de remolacha constituye una expropiación forzosa, que sólo con las
formaUdades legdes se puede imponer por causa de utilidad socid,
mediante adecuada indemnización.

CONSIDERANDO: Que, lejos de responder la incautación referi-
da a un motivo económico de interés general, contraría de modo mani-
fiesto el que inspira el proyecto de ley presentado a las Cortes por el
Gobierno para conseguir la regdación conveniente a la economía
naciond de la producción de azúcar.



Por todo lo cual, la Sección Segunda del Tribunal de Garantías
Constitucionales

FALLA: Que procede declarar y declara los autos de incautación
decretados por el señor Gobernador Civü de Zaragoza infringen, la
Ubertad de industria y comercio garantizada por la Constitución y
dejan sin efecto las incautaciones practicadas, reservando a la entidad
recurrente los derechos correspondientes, para hacerlos vder en la
forma que proceda. Expídase certificación de esta sentencia, para remi-
tir a la Autoridad inculpada, para su cumplimiento, publicándose en la
Gaceta de Madrid.

Así lo acuerdan y firman

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Iglesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Salvador
Minguijón, don José Manuel Pedregal.

N.a64

SENTENCIA

Madrid, tres de julio de mil novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, conforme al
art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, por don Tomás Romero Asensi, con-
tra resolución del Ministerio de la Gobernación de dieciséis de abrü
del corriente año, que confirmó la mdta de veinticinco pesetas
impuesta por el Excmo. señor Director General de Seguridad. Siendo
Ponente el Excmo. señor don Carlos Martín Álvarez.

Orden Público, y que la resolución del Gobernador, impugnada, vale
como firme al aplicarse lo dispuesto en el párrafo dtimo de la
Disposición transitoria segunda de la Ley Orgánica de este Tribund,
según el cual el süencio administrativo equivale a la denegación de la
reclamación en alzada.

CONSIDERANDO: Que por todo lo expuesto procede estimar el
recurso de amparo, fundado en la infracción de la garantía constitu-
cional contenida en el art. 33 de la Constitución, interpuesto por la
Azucarera del GáUego, y en su nombre por don Juan Castülo.



SEGUNDO. Es de incumbencia de la autoridad sancionadora, la
alegación e imputación de los actos concretos en que se haya mani-
festado la perturbación del orden púbUco en los términos previstos
por la ley y,faltando td degación concreta, carece de fundamento kgd
la sanción impuesta.

Por todo lo cud, la Sección Segunda del Tribunal de Garantías
Constituciondes.

FALLA: Que procede desestimar, y desestima, la reclamación
formulada, por la vía del recurso de amparo, por don Tomás Romero
Asensi, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de die-

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad, con fecha doce
de enero dtimo, impuso a don Tomás Romero Asensi una mdta de
veinticinco pesetas, por secundar la huelga Uegd de taxímetros, decla-
rada en esta capitd el día diez del citado mes.

SEGUNDO. El mdtado, una vez resuelto el oportuno recurso de
dzada ante el Ministerio de la Gobernación, en el que se confirmó la
multa impuesta, interpuso ante este Tribund el recurso, por vía de
amparo, autorizado por el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco contra la
citada resolución, alegando que el mencionado día trabajó, como de
costumbre, desde las ocho de la mañana hasta las siete de la tarde, o
sea, una jornada de once horas consecutivas.

TERCERO. En el expediente üistrddo durante la tramitación en
dzada de la mencionada mdta ante el Ministerio de la Gobernación,
se recoge una manifestación del dueño del coche y del locd en que el
mismo se encerraba, don Honorio Moneó -testimonio que había soU-
citodo, como prueba, por el propio recurrente-, por la que se afirma
que la jornada de trabajó del mdtado, en el día a que se hace referen-
cia, terminó mucho antes de las nueve y media de la noche, hora en
que estaba obUgado a recogerse.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. El hecho sancionado por la Dirección General de
Seguridad, td como aparece descrito, constituye un acto contra el
orden púbUco, de los definidos por el número quinto del art. 3 de la
Ley de Orden PúbUco, susceptible de ser sancionado por la autoridad
gubernativa con una mdta muy superior a la impuesta, según lo pres-
crito por el art. 18 de la mencionada Ley.



Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, conforme d
art. 18 de la Ley de Orden Público por don Antonio Cruzado Alcázar,
contra la resolución del Ministerio de la Gobernación, de treinta y uno
de enero último, que confirmó la multa de cinco mU pesetas que le fue
impuesto por el Excmo. señor Director General de Seguridad. Siendo
Ponente el Excmo. señor don GÜ GÜ y GÜ.

HECHOS

PRIMERO. La Düección General de Seguridad, con fecha diez de
septiembre del pasado año, dictó una providencia por la que, según sus
términos Uterales, "usando de las facultades conferidas por el art. 33
de la Ley de veintiocho de julio de mil novecientos treinta y tres, se
imponía a don Antonio Cruzado, Vocalpor Jefes de Tren del Consejo
Obrero del Metropolitano, con domicilio en la calle de Áncora, 22, la
multa de cinco milpesetas, por su actuación en la huelga declarada
en esta capital el día ocho del citado mes, y a estimarle incurso en
los párrafos cuarto y quinto del art. 3 de la citada Ley".

SEGUNDO. El multado, una vez resuelto el oportuno recurso de
alzada ante el Ministerio de la Gobernación, en el que se confirmó la
multa impuesta, interpuso ante este Tribunal el recurso, por vía de
amparo, autorizado por el art. 18 de la Ley de Orden Público contra la
citada resolución, alegando que la mencionada mdta se le había
impuesto por creérsele miembro del Consejo Obrero del Metro-

ciséis de abril del corriente año, que confirmó la multa de veinti-
cinco pesetas, impuesta por la Dirección General de Seguridad en
doce de enero anterior. Expídase certificación de esta sentencia y
remítase a la autoridad inculpada para su cumplimiento. Así lo
acuerdan y firman.

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Sdvador
Minguijón, don Carlos Martín Álvarez.

N.a65

SENTENCIA

Madrid, tres de jdio de mil novecientos treinta y cinco



SEGUNDO. Es de incumbencia de la autoridad sancionadora la
degación e imputación de los actos concretos en que se haya mani-
festado la perturbación del orden púbUco en los términos previstos
por la Ley, y, fdtondo td degación concreto, carece de fundamento
legd la sanción impuesta.

Constitucionales
Por todo lo cud, la Sección Segunda del Tribund de Garantías

FALLA:Que debe acceder, y accede, a la reclamación formdada,
por la vía del recurso de amparo, por don Antonio Cruzado Alcázar,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de treinta y uno de
enero dtimo, que confirmó la mdta que le impuso la Dirección
General de Seguridad en diez de septiembre del pasado año, dejando
sin efecto la sanción recurrida. Expídase certificación Uteral de esta

sentencia yremítase a la autoridad incdpada para su inmediato cum-
plimiento. Así se acuerda y firma.

poütano, d que había dejado de pertenecer con anterioridad a los
sucesos, el 14 de abril de aquel año; extremo probado en certificación
expedida por la Delegación Provincial de Trabajo de Madrid, y unida a
este expediente por acuerdo de la Sección, añadiendo el recurrente
que tampoco de una manera individud había intervenido en la huelga
planteada en Madrid en la repetida fecha.

TERCERO. En la tramitación de este recurso la autoridad san-
cionadora se ha limitado a reproducir los propios términos de la pro-
videncia por la que se acortó la multa, sin que en el expediente
remitido por el Ministerio de la Gobernación se haya precisado por
carecer de datos para eüo, según se dice en el informe, cuáles hayan
sido los actos precisos y concretos imputados al recurrente.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Si la autoridad gubernativa pudiese sancionar con
las multas establecidas en la Ley de veintiocho de jdio de mü nove-
cientos treinta y tres cudquier actitud punible, quedaría frustrado el
recurso de amparo establecido por el art. 18 de la mencionada Ley,
toda vez que ni el sujeto inculpado podría ofrecer prueba con-
gruente y eficaz para desvirtuar unos cargos, que, por no haberse
puntuaUzado, desconoce, ni a este Tribunal le sería dado apreciar el
acierto o el error con que habrían sido aplicadas d caso las normas

definidoras de la Ley de Orden Público.



SEGUNDO. Efectuada por la autoridad local delegada la clau-
sura de todo el establecimiento propiedad del recurrente "imprenta
y locales destinados a la venta de objetos de escritorio" recurrió en
alzada el señor Sánchez Mora ante el señor Ministro de la Gober-
nación, el cual confirmó las medidas dictadas por el Gobernador de
Alicante. Interpuesto recurso de amparo ante esta Sección, ésta esti-
mó en auto de 26 de abril pasado que la impugnación de la multa
procedía según el art. 33 de la Ley de Orden Público en relación con
el 18, pero que no concediendo dicha Ley análogo recurso contra las
distintas medidas que en salvaguardia al orden público la autoridad
gubernativa puede tomar en los estados de prevención y de alarma,

Excmos. señores: don Manuel Traviesas, don Francisco Vega de la
Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Gil Gil y Gü, don Carlos
Martín y Álvarez.

N. a66

SENTENCIA

Madrid, tres de juUo de rril novecientos treinta y cmco

Visto el recurso interpuesto por don Isidoro Sánchez Mora,
vecino de Orihuela, contra resolución del Ministerio de la Goberna-
ción de 19 de marzo dtimo que confirmó la mdta de cinco mil pese-
tas y otras medidas que contra él tomó el Excmo. señor Gobernador
Civü de Alicante en providencia de 19 de febrero anterior, siendo
ponente el Excmo. señor don Juan Salvador Minguijón.

HECHOS

PRIMERO. Habiendo denunciado la policía al Gobernador Civü
de la provincia de Alicante la imprenta establecida en Orihuela, pro-
piedad del recurrente, donde se habían impreso diversas pubücacio-
nes de carácter subversivo yque dicha imprenta se había comprometido
a reaUzar más trabajos de la misma clase y naturaleza, dictó dicha auto-
ridad la providencia de 19 de febrero en la cual, en uso de las faculta-
des que el Gobernador estimaba que le confiere la Ley de Orden
Público, se acordó la clausura de dicha imprenta y de conformidad con
el art. 47 de la misma se imponía a don Isidoro Sánchez Mora una
multa de cinco mU pesetas.



TERCERO. Al interponer el recurso de amparo el recurrente
pidió a este Tribunal la suspensión de las medidas impugnadas, la
cual se acordó en uso de las facdtades del art. 52 de la citada Ley
Orgánica, ordenándose en la resolución citada de 27 de abrü que el
Gobernador Civil de Alicante hiciese cesar la medida de clausura
impugnada en el recurso, que no había sido decretada como medi-
da temporal, según el art. 28, número segundo de la Ley de Orden
Público.

CUARTO. Por comunicación del Gobernador Civil de Alicante
de fecha veintitrés de mayo consta que dicha autoridad (que en
cumplimiento de la resolución citada había hecho cesar la medida,
y que posteriormente, estimando que las circunstancias de peligro-
sidad de orden público exigían de nuevo la clausura había vuelto a
decretar ésta) estimando haber cesado las causas que aconsejaron la
medida con fecha veinte de dicho mes decretó el levantamiento de
la repetida suspensión que se cumplimentó y llevó a efecto en
siguiente día.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. La Ley de Orden Público de veintiocho de jdio de
mü novecientos treinta y tres establece en sus arts. 18, párrafo prime-
ro, y 47 que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra
el orden púbUco a que dicha Ley se refiere, siempre que no constitu-
yan deüto, con multas individudes en la cuantía que se determine. Si
los actos atribuidos constituyesen un deüto y estén por consecuencia
sancionados en las leyes pendes, es evidente que no pueden ser obje-
to de la sanción gubernativa establecida en la Ley. Los hechos imputa-
dos por el Gobernador Civü de Alicante d mdtado, de ser ciertos,
constituirían un deüto de pubUcación clandestina, sin que esto sea pre-
juzgar la calificación jurídicopenal que a esto jurisdicción en modo
alguno corresponde.

SEGUNDO. Por lo que se refiere a la clausura del establecimien-
to y a la indemnización de los perjuicios que por dicha medida se le
hayan causado d recurrente, no concediendo la Ley de Orden púbUco
recurso ante este Tribund por las medidas preventivas que la autori-
dad toma, y habiéndose admitido la impugnación de tdes medidas por

reguladas en la misma, por lo que dectaba a la clausura del estable-
cimiento el recurso procedente era el de amparo propiamente dicho
establecido en los arts. 40, 44 y 45 de la Ley Orgánica de este

Tribunal.



TERCERO. El art. 59 de la Ley Orgánica de este Tribunal impone
a las Salas de Amparo la obUgación de poner en conocimiento de los
Tribunales ordinarios los hechos que revisten carácter de deUto y que
se deduzcan por las actuaciones.

Por todo lo cual la Sección Segunda del Tribunal de Garantías
Constitucionales.

FALLA: Que procede acceder a la reclamación formdada por la
vía de recurso de amparo por don Isidoro Sánchez Mora, contra la
resolución del Ministerio de la Gobernación de diecinueve de marzo,
que confirmó la multe que le fue impuesta por el Gobernador Civil de
Alicante, dejando sin efecto en ese extremo la sanción recurrida y que
procede desestimar la reclamación formdada contra la suspensión de
industria y comercio decretada por dicha autoridad provincid y con-
firmada en la misma resolución del Ministerio de la Gobernación de
intervención y clausura de industria y comercio, sin que proceda en
consecuencia indemnización de ninguna clase. Asimismo acuerda diri-
gir certificación Uteral de esta sentencia al señor Juez de Instrucción
de Orihuela, por si los hechos que han dado lugar a este procedi-
miento fueran constitutivos de delito.

Expídase certificación Uteral de esta resolución y remítase a la
autoridad recurrida para su inmediato cumplimiento, pubücándose en
la Gaceta de Madrid. Así se acuerda y firman.

esta Sección como recurso de amparo, toda la cuestión queda limitada
a determinar si dichas medidas infringen o no el art. 33 de la Cons-
titución, que no es susceptible de suspensión en los estados de excep-
ción de la Ley de Orden PúbUco. La Ubertad de industria y comercio
queda limitada en el mismo texto constitucional en lo que por moti-
vos económicos y sociales de interés general impongan las leyes. La de
Orden PúbUco constituye indudablemente una limitación, condonada
por la temporaUdad al autorizar en su art. 28 la intervención guberna-
tiva de industrias o comercios que puedan motivar dteración de orden
púbUco o coadyuvar a eUa, Uegándose en casos graves hasta la sus-
pensión temporal. Probado en este expediente que la suspensión de la
industria sufrida por el recurrente ha tenido el carácter de temporaU-
dad no es de apreciar la degada infracción del precepto constitucio-
nal citado.



Visto el recurso promovido por la vía del de amparo, conforme d
art. 18 de laLey de Orden PúbUco, por don Félix Velasco Santos, contra la
resolución del Ministerio de la Gobernación de quince de noviembre de
rril novecientos treinta y cuatro, que corifirmó la mdta de cinco mü pese-
tas impuesta a dicho señor con arcedo a la citada Ley por la Dirección
General de Seguridad en providencia de diez de septiembre anterior.
Siendo Ponente el Excmo. señor don Eduardo Martínez Sabater.

HECHOS

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad, con fecha diez de
septiembre del pasado año, impuso a don Félix Velasco Santos, emplea-

do como chofer en la línea de Madrid a Miraflores, una mdta de cinco
mü pesetas "por estimarle incurso en los párrafos cuarto y quinto

del art. 3 de la Ley de Orden Público, con ocasión de la huelga decla-
rada en esta capital el día ocho de septiembre" según los términos
Uterales de la providencia de imposición.

SEGUNDO. En el recurso de dzada correspondiente el mdtado
negó ante el Ministerio de la Gobernación toda participación en la refe-
rida huelga, y degó que en el día en que tuvo lugar dicha huelga pres-
tó servicio como conductor en el coche de Miraflores desde las ocho
de la mañana hasta las nueve de la noche, en la que dejó el servicio. En
prueba de está afirmación presento un certificado de la empresa de
automóvües "Continentol Auto" de la que es empleado, y un acta sus-
crita por el Juez Muricipd de Miraflores de la Sierra, y por varios com-
parecientes, a quienes constan a ciencia cierto los citados extremos. Sin

entrar en el examen de esta prueba el Ministerio confirmó la sentencia
por entender que las afirmaciones hechas por el recurrente no desvir-
tuaban la imputación de la Dirección General de Seguridad.

TERCERO. En la tramitación de este recurso de amparo la auto-

ridad gubernativa se ha limitado a reproducir en sus propios térmi-
nos, sin añadir ningún fundamento nuevo, la providencia en que se
impuso la mdta, declarando hacerlo así "por no existir más datos en
la Dirección General de Seguridad que permitan ampliar el infor-
me emitido oportunamente", y en el expediente enviado por el
Ministerio de la Gobernación no se precisan los actos concretos en
que se hubiera manifestado la actuación del recurrente.

Madrid, tres de jdio de mü novecientos treinta y cinco



SEGUNDO. La degación de un acto contra el orden público
incumbe a la autoridad que impuso la sanción y que inculpase en el
recurso. Faltando esa degación la sentencia definitiva ha de ser favo-
rable al castigado.

Por todo lo cual, la Sección Segunda del Tribund de Garantías
Constitucionales.

FALLA:Que procede acceder, y accede, a la reclamación formu-
lada por la vía del recurso de amparo por don Félix Velasco Santos,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de fecha quince de
noviembre de mü novecientos treinta y cuatro, que confirmó la multa
que le impuso la Dirección General de Seguridad en doce de septiem-
bre anterior, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase certifi-
cación literal de esta sentencia yremítase a la autoridad incdpada para
su inmediato cumplimiento. Así se acuerda y firma.

Excmos. señores: don Manuel Traviesas, don F. Vega de la Idesia,
don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Salvador Minguijón y don
Carlos Martín y Álvarez.

N. Q68

SENTENCIA

Madrid, tres de julio de mil novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido, por la vía de amparo, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden Público, de veintiocho de
junio de mil novecientos treinta y tres, por don Juan Ramos de An-
tonio, vecino de Madrid, contra resolución del Ministerio de Go-

FUNDAMENTOS LEGALES

Aun sin aparecer probado suficientemente —como a juicio de
esto Sección lo está— la audiencia de Madrid del multado durante
todo el día 8 de septiembre, y que prestó servicio en ese día, bastaría
el que en el expediente de este recurso no obra atestado, ni denuncia,
ni referencia alguna a cudes fueron los actos u omisiones cometidos
por el incdpado, para que fdtase la situación concreta de hechos en
que aplicar por esta jurisdicción las normas de la Ley de Orden
PúbUco, ya que es imposible determinar la licitud o Uicitud de un
hecho sin conocer el mayor o menor grado en que haya consistido.



CUARTO. Admitido a trámite el recurso por la Sección
Primera, la autoridad inculpada remitió el expediente y un informe,
en el que se manifestaba que, por no existir más datos en la
Dirección General de Seguridad que permitan una mayor amplia-
ción, este Ministerio ha de atenerse en el mismo a los fundamentos

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. No procede examinar la garantía constituciond que
el recurrente supone infringida con motivo de la imposición de la
mdta, ya que el recurso interpuesto no es el ordinario de amparo,
cuya procedencia está determinada por infracción de una garantía
concreta, sino el establecido por el art. 18 de la Ley de Orden
Público, que se limita a señalar el recurso de amparo como vía pro-

bernación, de diecinueve de noviembre de mü novecientos treinta y
cuatro, por la que se confirmó la mdta de cinco mü pesetas que le fue
impuesta por la Dirección General de Seguridad, en diez de septiem-
bre anterior, con arcedo a dicha Ley. Siendo Ponente el Vocd Excmo.
señor don Gonzdo Meras.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso d recu-
rrente, el diez de septiembre de rril novecientos treinta y cuatro, una
mdta de cinco mü pesetas, por la actuación del mismo en la huelga
general declarada en Madrid el día ocho de dicho mes. Sin especificar
la providencia gubernativa, concretamente el dcance de esa actua-
ción, se la consideraba incursa por la referida autoridad en los párra-
fos cuarto y quinto del art. 3 de la Ley de Orden PúbUco.

SEGUNDO. El mdtado recurrió en dzada, negando toda partici-
pación en la mencionada huelga. Soücitado informe por el Ministerio
de la Gobernación a la Dirección General de Seguridad, y siendo éste
favorable a la confirmación de la mdta, fue desestimado el recurso de
alzada, sin averiguación alguna, ni práctica de la prueba propuesto.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio de la Gober-
nación se interpuso ante este Tribund recurso, por la vía de amparo,
con arcedo d art. 18 de la citada Ley de Orden PúbUco, degando el
recurrente que, ni directo ni indirectamente, intervino en el mencio-

nado paro de ocho de septiembre, habiéndose infrinddo, en la impo-
sición de la mdta, los preceptos de la Ley de Orden PúbUco y la
garantía inscrito en el artícdo veintiocho de la Constitución.



N.a69

SENTENCIA

Madrid, cuatro de julio de mü novecientos treinta y cinco

Visto el recurso de amparo interpuesto por don Juan Castrillo
Santos, en representación de la Sociedad "Ebro, Compañía de Azúcares
yAlcohoks, S.A.", contra las incautaciones de semiUas y local de dicha
entidad, decretadas por el Excmo. señor Gobernador Civü de Zaragoza
en providencia de veintidós de abrü último, por considerar que infrin-
ge la garantía constitucional que declara la Ubertad de industria y

cesal adecuada para reclamar ante este Tribunal contra la imposición
de las multas gubernativas.

SEGUNDO. La vigente Ley de Orden PúbUco, de veintiocho de
junio de mü novecientos treinta y tres, establece, en sus arts. 18 y 33, que
la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra el orden púbU-
co, a que dicha Ley se refiere, siempre que no constituyan deUto, con md-
tas üidividudes, en la cuantía que determinan. Es imposible conocer la
Ucitud o Uicitud de un hecho sin conocer, en mayor o menor grado, en
qué haya consistido.Y como en el expediente de este recurso no obra
atestado ni denuncia, ni referencia de ninguna clase a cudes fueron los
actos u omisiones cometidos por el incdpado el día ocho de septiembre,
fdto, en consecuencia, la situación concreto de hecho en que pueda apo-
yarse esta jurisdicción para apücar las normas de la Ley de Orden PúbUco.

TERCERO. La alegación e imputación de un acto contra el orden
púbUco incumben a la autoridad inculpada en el recurso que impuso
la sanción. Fdtando aqueUas, ha de ser favorable d recurso de amparo,
por donjuán Ramos de Antonio, contra resolución del Ministerio de la
Gobernación de diecinueve de noviembre de mü novecientos treinta
y cuatro, que confirmó la multa de cinco mü pesetas que le impuso la
Dirección General de Seguridad, en diez de septiembre anterior, dejan-
do sin efecto la sanción recurrida. Expídase certificación Uteral de esta
sentencia, y remítase a la autoridad inculpada, para su inmediato cum-
plimiento. Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don César Süió, don Gonzalo Meras, don Fran-
cisco Beceña, don José Eizaguirre, don Pedro J. García de los Ríos.



RESULTANDO: Que con fecha trece de abril dtimo la Presidencia
del Consejo de Ministros dictó un Decreto en el que se establece una
intervención en el conflicto existente entre las fábricas de azúcar y los
cdtivadores de remolacha, con la financiad de que "cese el estado de
intranquilidad en las regiones en que el citado cultivo (de remolacha)

es la fuente principal de riqueza", disponiendo que las azucareras
deberán formalizar, sobre la cantidad de remolacha ya contratada, nue-
vos contratos; que se mantenga el precio de éstos a la dtura de la cam-
paña anterior, y que en el término de cinco días las fábricas quedaban
obUgadas a entregar a los cdtivadores semillas para la siembra.

Decreto

RESULTANDO: Que la Sociedad Anónima "Ebro, Compañía de
Azúcares yAlcoholes", se diridó d Consejo de Ministros en escrito de
diecisiete de abrü, en súpUca de que, en tanto las Cortes no aproba-

sen un proyecto de ley presentado por el Ministro de Agricdtura en
veintiocho de febrero último, se suspendiese la aplicación de aquel

RESULTANDO: Que en dicho proyecto de ley, que figura en el

"Diario de Sesiones" de las Cortes, correspondientes, se propone una
intervención del Estado en la industria azucarera y en las relaciones de
éste con el cdtivo de remolacha, consistente, principalmente, en la

prohibición de instolar nuevas fábricas azucareras de remolacha y
caña; restricción de fabricación y limitación, durante el transcurso de
un trienio, del cdtivo de las plantas sacarinas.

RESULTANDO: Que, en veinticinco de abrü, transcurridos los
cinco días fijados en el Decreto del día diecisiete para la entrega por

las fábricas de la semüla, y enterado el señor Gobernador de
Zaragoza de la impugnación presentada ante el Consejo de Ministros
de dicha disposición por la entidad nombrada, esa autoridad recabó

del Ministerio de Agricultura que se concretase el alcance del
Decreto y. se le autorizase para obrar en consecuencia, y que, como
resdtado de esa consdta, el Ministro dictó una Orden a dicha auto-

ridad, en la cual, "estimando urgente que por las Empresas propie-

tarias de fábricas se facilitaran semillas con la reducción fijada

en la aludida disposición", se excitaba el celo del Gobernador para
que requiriera a dichas Empresas en el citado sentido, "llegando, si
preciso fuera, a la incautación de semillas y su reparto propor-
cional entre los cultivadores".

comercio contenida en el art. 33 de la Constitución. Siendo Ponente el
Excmo. señor don José Sampol Ripoü.



CONSIDERANDO: Que con arreglo al texto constitucional la
libertad de industria y de comercio tan solo puede ser limitada por
leyes inspiradas en motivos económicos y sociales de interés general.

RESULTANDO: Que habiendo contratado aisladamente un
número de cdtivadores con las fábricas de azúcar, con reducciones
superiores d treinta por ciento con relación a la campaña anterior, o
sea, con reducciones superiores a lo que disponía el Decreto del día
trece, el Gobernador consdtó telegráficamente d Ministerio si tales
contratos debían respetarse o modificarse, y el Ministro contestó, con
fecha veintinueve de abrü, "que deberá respetarse todo contrato escri-
to efectuado por cultivadores aislados".

RESULTANDO: Que el veintidós de abrü el Gobernador ofició al
Ingeniero Jefe de la Sección Agronómica de la Provincia para que, en
vista de no haberse cumpUdo espontáneamente las órdenes dadas a
las diferentes fábricas azucareras, se procediese a la incautación de la
semilla, y que, con esa misma fecha, se dictó por dicho Gobernador la
orden para que se apoyase y facüitase la misión encomendada a su
Delegado "en uso de mis atribuciones con arreglo a la Ley de Orden
Público, ypor cuestión de tal índole", de hacer eficaz el Decreto, lle-
gando, si preciso fuera, a la incautación de la semiUa y que la orden de
incautación fue reiterada el día veinticinco, llevándose a efecto por lo
que decta a la entidad recurrente el día veintiséis.

RESULTANDO: Que en la fábrica "Ebro, Compañía de Azúcares y
Alcoholes S A."la cantidad de semüla incautada fue de dieciocho mü nove-
cientos sesenta y cmco küogramos, que quedó a disposición de la autori-
dad, una vez depositada en un locd almacén de la fábrica sita en Luceri.

RESULTANDO: Que la entidad dectada interpuso recurso de
dzada, contra resolución del Gobernador, ante el Ministerio de la
Gobernación, considerándole el superior jerárquico, y, transcurridos
cinco días sin haber sido resuelto, entabló el presente de amparo ante
esta Sección Segunda, que, en apUcación del párrafo dtimo de la
Disposición transitoria segunda de la Ley Orgánica, lo admitió a trami-
tación en auto de veinticinco de mayo, habiendo posteriormente infor-
mado dicho Ministerio que se ha declarado incompetente por
entender que el Gobernador de Zaragoza obró en materia privativa del
Ministerio de Agricdtura.

RESULTANDO: Que el recurso se ha tramitado en forma, y oídas
las alegaciones del recurrente y del señor Comisario del Gobierno en
la vista celebrada.



CONSIDERANDO: Que confirma esta carencia de interés gene-
ral el hecho de limitar la imposición de entrega de determinada canti-
dad de semüla por parte de la compañía a aqueUos cdtivadores que se
habían negado a aceptarla por aqueUa fijada.

CONSIDERANDO: Que ningún precepto legd autoriza d

Gobernador para subrogarse a la Compañía en el contrato que la entre-
ga de la semüla presentaba.

CONSIDERANDO: Que en modo dguno puede fundarse la reso-
lución recurrida en los preceptos de la Ley de Orden PúbUco, que sólo
con evidente terdversación de sus preceptos puede en este caso invo-
carse

CONSIDERANDO: Que la incautación de la semüla en la forma
referida constituye un acto concreto de la autoridad gubernativa que
infringe las garantías establecidas en el art. 33 de la Constitución.

CONSIDERANDO: Que no es de estimar la manifestación que,
por vía de informe, hace el Ministerio de la Gobernación, d remitir
el expediente, declarándose incompetente para conocer la cuestión
planteada, ya que su competencia está bien determinada, tanto por
el carácter de superior jerárquico que el Ministro de la Gobernación
da, como por fundarse ésta en la eqdvocada aplicación de la Ley de
Orden Público, y que la resolución del Gobernador, impugnada, vale

CONSIDERANDO: Que en el presente caso no se invoca, ni
podía invocarse, ley dguna para imponer a la Empresa recurrente una
limitación de tanto trascendencia como supone la privación de la Uber-
tad de contratar la cantidad de primera materia que estimaba suficien-
te para su finaüdad comercid, obUgándola a establecer, con el reparto
a los cdtivadores de una determinada cantidad de semüla, el compro-
miso de adquirir la remolacha por eüos producida.

CONSIDERANDO: Que la incautación de la mencionada semüla
de remolacha constituye una expropiación forzosa, que sólo con las
formaUdades legdes se puede imponer por causa de utilidad socid,

mediante adecuada indemnización.

CONSIDERANDO: Que, lejos de responder la incautación referi-
da a un motivo económico de interés general, contraría de modo mani-
fiesto el que inspira el proyecto de ley presentado a las Cortes por el
Gobierno para conseguir la regdación conveniente a la economía
naciond de la producción de azúcar.



Constitucionales

FALLA:Que procede declarar y declara, que los autos de incau-
tación decretados por el señor Gobernador Civü de Zaragoza infringen
la libertad de industria y comercio garantizada por la Constitución y
dejar sin efecto las incautaciones practicadas, reservando a la entidad
recurrente los derechos correspondientes, para hacerlos vder en la
forma que proceda. Expídase certificación de esta sentencia, para remi-
tir a la Autoridad inculpada, para su cumplimiento, publicándose en la
Gaceta de Madrid. Así lo acuerdan y firman.

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Salvador
Minguijón, don José Sampol Ripoll.

N. a70

SENTENCIA

Madrid, cuatro de jdio de rril novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido por la vía del de amparo, confor-
me al art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Manuel Sánchez
Villalar contra la resolución del Ministerio de la Gobernación de dos
de diciembre de mil novecientos treinta y cuatro, que confirmó la
multa de doscientas cincuenta pesetas que le impuso la Dirección
General de Seguridad en providencia de tres de octubre anterior,
con arreglo a la citada ky, siendo Ponente el Excmo. señor don José

como firme al aplicarse lo dispuesto en el párrdo último de la Dis-
posición transitoria segunda de la Ley Orgánica de este Tribunal,
según el cual el silencio administrativo equivale a la denegación de
la reclamación en alzada.

CONSIDERANDO: Que por todo lo expuesto procede estimar el
recurso de amparo, fundado en la infracción de la garantía constitu-
ciond contenida en el art. 33 de la Constitución, interpuesto por la
Sociedad Anónima "Ebro, Compañía de Azúcares yAlcoholes", y en su
nombre por donjuán CastriUo.

Por todo lo cud, la Sección Segunda del Tribund de Garantías



vincente

SEGUNDO. Los hechos ocurridos impUcaron efectivamente una
dteración materid de la paz púbUca, y caen, por consecuencia, en el
número sexto del art. 3 de la Ley de Orden PúbUco dentro del cud la
autoridad gubernativa los ha encajado.

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad con fecha tres

de octubre de mü novecientos treinta y cuatro, impuso a don Manuel
Sánchez Villdar,una multa de doscientas cincuenta pesetas por atri-
buirle participación en los hechos acaecidos el día doce de septiem-

bre anterior en la estación del Metropolitano de la Puerta del Sol,

estimándole incurso en el párrafo sexto del art. 3 de la Ley de Orden
Público. Según el atestado de la poUcía, en que la Dirección General
de Seguridad basa su imputación, esos hechos consistieron en que

un grupo de empleados de la Compañía del Metropolitano, formado

por unas cincuenta o sesenta personas de ambos sexos, que venían

de visitar a cinco compañeros presos en la Cárcel Modelo, irrumpie-

ron en la citada estación agrediendo a dos empleados que en eUa tra-
bajaban, rompiendo una de las lunas a puñetazos y provocando

alborotos hasta que la presencia de la Guardia Civü los dispersó. La

Brigada de Investigación Criminal averiguó que entre los dborota-
dores se había distüigddo en la agresión y manifestación el multado
don Manuel Sánchez Vülalar.

SEGUNDO. El mdtado promovió contra la providencia de la
Dirección General de Seguridad, recurso de dzada ante el Ministerio
de la Gobernación, el cud con fecha de dos de diciembre siguiente
confirmó la mdta impuesta, habiendo recurrido don Manuel Sánchez
Vülalar contra dicha resolución ante este Tribunal, conforme d dtimo
párrafo del art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, recurso que ha sido tra-

mitado por la vía del de amparo en forma kgd.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. La participación del inculpado en los hechos acae-
cidos en la estación de la Puerta del Sol está afirmada en el corres-
pondiente atestado de la Policía. Frente a la imputación el multado
opone la negativa de su participación, y ha intentado valerse para
demostrarlo de una prueba que este Tribunal no admitió. La natura-

leza de los hechos obliga a dar el valor máximo a la inculpación de
la autoridad, frente a la cual no se opone ninguna aseveración con-



Por todo lo cual, la Sección Segunda del Tribund de Garantías
Constitucionales

FALLA:Que procede rechazar y rechaza la reclamación formu-
lada por don Manuel Sánchez Vülalar, contra la resolución del
Ministerio de la Gobernación de dos de diciembre de mil novecien-
tos treinta y cuatro, por la que se confirmó la multa de doscientas
cincuenta pesetas que le impuso la Dirección General de Seguridad
en tres de octubre anterior. Expídase certificación literal de esta sen-
tencia y remítase a la autoridad inculpada para su inmediato cumpli-
miento. Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Salvador
Minguijón y don José Manuel Pedregal.

N.a71

SENTENCIA

Madrid, cuatro de juUo de mü novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido por la vía del de amparo, confor-
me al art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Francisco Fer-
nández, vecino de Moaña, contra la resolución del Ministerio de la
Gobernación de veintiocho de agosto de mil novecientos treinta y
cuatro, por la que se confirmó la multa de mil pesetas impuesta por
el Gobernador Civil de Pontevedra, en providencia de dos de julio
anterior. Siendo Ponente el Excmo. señor don Juan Salvador

Nila invocación que el incdpado hace en este recurso a la pro-
porciondidad de la multa, exigida por el art. 18 de la Ley, al caudal o
ingresos del multado, ni el art. 28 de la Constitución, que cita, son argu-
mentos en que apoyar la revocación de la sanción impuesta.

TERCERO. De conformidad, por tanto, con los antecedentes y
fundamentos jurídicos enunciados, procede rechazar la reclamación
formulada por el recurrente, confirmando plenamente la sanción
recurrida



ctitud, y una vez pose-

Escuela
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FUNDAMENTOS LEG
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CUARTO. De conformidad, por consiguiente, con los antece-
dentes y fundamentos jurídicos enunciados, procede rechazar la
reclamación formulada por el recurrente, pero tenida cuenta de lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden Público citada, procede,
asimismo, rebajar la multa impuesta a la cantidad de setecientas

Por todo lo cual, la Sección Segunda del Tribund de Garantías
Constitucionales

FALLA: Que procede modificar la sanción impuesta a don
Francisco Fernández por la resolución del Ministerio de la Gobernación
de veintiocho de agosto de mü novecientos treinta y cuatro, en el senti-
do de dejarla reducida a la cantidad expresada de setecientas cincuenta
pesetas. Expídase certificación Uteral de este sentencia yremítase a la
autoridad incdpada para su inmediato cumpUmiento. Así se acuerda y
firman.

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Salvador
Minguijón y don José M. Pedregal.

del multado, su participación en los hechos, los cuales tienen enca-
je en el art. 3 de la Ley de Orden Público de dieciocho de julio de
mil novecientos treinta y tres, según la autoridad gubernativa ha
entendido.

SEGUNDO. Para la aplicación del art. 18 de esa misma Ley,
que faculta a la autoridad para aumentar la sanción en un cincuen-
ta por ciento sobre la últimamente impuesta, en caso de reinciden-
cia, el concepto de ésta no cabe determinar estrictamente por el
Código Penal. Ante circunstancias que amenazan o perturban el
orden público la autoridad gubernativa, dándose similitud en los
hechos, no ha de esperar a que sea firme una primera sanción que
hubiera sido recurrida en alzada ante el Ministerio de la
Gobernación.

TERCERO. Ahora bien, facdtando a la autoridad la Ley para
aumentar la multa en un cincuenta por ciento sobre la dtimamente
impuesta, y habiendo sido de quinientas pesetas la primera que se
impuso a don Francisco Fernández, al insistir éste en su conducta aten-
tatoria del orden público, no se podrá exceder una segunda sanción de
setecientos cincuenta pesetas.

cincuenta pesetas
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CUARTO. El Presidente del Círculo mencionado es en primer
término responsable del cumplimiento de las leyes en lo que atañe al
desarcoUo de la vida socid.

Por todo lo cual, la Sección Segunda del Tribunal de Garantías
Constitucionales,

FALLA: Que procede desestimar y desestima la reclamación for-
mulada por vía del recurso de amparo por donArturo Menéndez de la
Cuesta, Presidente del Círcdo Socidista del Pacífico, contra la resolu-
ción del Ministerio de la Gobernación de veintinueve de septiembre
de iril novecientos treinta y cuatro, que confirmó la multa impuesta
por la Düección General de Seguridad en once de agosto anterior,
manteniendo íntegramente la sanción recurrida.

Expídase certificación de esta sentencia para remitir a la autori-
dad inculpada y al señor Administrador de la Gaceta de Madrid para
su publicación. Así lo acuerdan y firman.

Excmos. señores: don Manuel MiguelTraviesas, don Basüio Álva-
rez, don Eduardo Martínez Sabater, don José Sampol RipoU, y don

por lo que es de una especid exigibüidad el cumplimiento de todas las
disposiciones que regulan o condicionan el ejercicio de este derecho.

SEGUNDO. La velada del Círculo Socialista del Pacífico que moti-
vó la multa impuesta por la Dirección General de Seguridad, y que
transcendió a la vía pública por los cánticos y manifestaciones en dta
voz, no puede considerarse como una sesión o reunión ordinaria de las
celebradas por dicha entidad, toda vez que no venía establecida como
uno de los fines primarios de la misma —por los estatutos de la socie-
dad, traídos a este expediente por acuerdo de la Sección— y por la
asistencia al acto de las famüias de los alumnos y personas ajenas a la
misma, por lo que en este caso, visto lo establecido por el artícdo
noveno de la Ley de Asociación en relación con la Ley de Reuniones,
era preciso —para la celebración de dicho acto— la notificación a la
autoridad competente, requisito incumplido por el Presidente del
Círculo Socialista del Pacífico.

TERCERO. Si a los hechos reseñados les ha podido faltar el ele-
mento intencional exigido por el párrafo cuarto del art. 3 de la Ley de
Orden Público, tienen, sin embargo, virtuaüdad suficiente para influir
sobre la paz pública y dterarla materialmente, según lo definido por el
párrafo sexto del mismo artícdo.



Contra la orden de expdsión se interpuso por la interesada el
oportuno recurso de amparo, que se ha tramitado conforme a las dis-
posiciones legdes.

TERCERO. En la certificación del expediente formado con motivo
de la expdsión recurrida, enviada por el Ministerio de la Gobernación,
no aparece que se hidera a la interesada notificación de ninguna clase de
la orden de expulsión, en que pudiera haber fundado los recursos de alza-
da pertinentes, y se transcribe Uteralmente una certificación legitimada

Madrid, veinte de septiembre de rril novecientos treinta y cinco

Visto el recurso de amparo promovido por doña Use Wolff
Hirsch de Rivera, contra la orden dictada contra eüa por el Ministerio
de la Gobernación y Uevada a cabo el diecinueve de noviembre del
pasado año. Siendo Ponente el Excmo. señor don Basüio Álvarez.

HECHOS

PRIMERO. Doña Use Wolff Hirsch de Rivera, natural de Postdam,
Alemania, contrajo matrimonio, ante el Juzgado muricipd de Huelva,
el veinte de octubre de mü novecientos treinta y tres con el ciudada-
no español José María Rivera Romero, y optó en el mismo acto de
matrimonio por la nacionalidad de su marido, declarando que "optaba
por la nacionalidad española, renunciando a la alemana, para
caso de viudez o divorcio y demás instituciones de la legislación
española, prometiendo su Constitución", según consto textualmente
en el acto matrimorid.

SEGUNDO. La mencionada señora, que actuaba en Madrid
como corresponsd de periódicos extranjeros, fue detenida el siete
de octubre de mü novecientos treinta y cuatro en la Dirección
General de Seguridad, adonde acudió por asuntos particdares, y
expulsada del territorio nacional el diecinueve de noviembre
sigdente, por resolución del Ministerio de la Gobernación, a pro-
puesta de la referida Dirección, que la reputaba indeseable por los
borradores de los artícdos que se le ocuparon, de carácter poütico-
informativo marcadamente extremistas, que podían servir de infor-
mación, no solo a la Prensa extremista, sino también para una
organización comunista internacioral, siendo su permanencia en
España perjudicid para el orden público.



SEGUNDO. La nacionalidad de la recurrente está regida en este
caso por el artículo de la Constitución, cuya validez y vigencia no
queda condicionada a la promulgación de aquellas leyes comple-
mentarias que el artículo prevé más bien para conciliar sus precep-
tos con los acuerdos internacionales. El nuevo Derecho modifica
aquella subordinación familiar que establecía el art. 22 del Código
Civil,por la que la mujer seguía necesariamente la nacionalidad del
marido, y devuelve a aquélla su autonomía en tan importante mate-
ria, por lo que la expresión de la voluntad de la mujer es la única
norma decisoria sobre la ciudadanía y, por tanto, mientras otra cosa

del acto de matrimonio en la que consto fehacientemente su matrimonio
y las pdabras de opción por la nacionaUdad española antes copiadas. En
eücha certificación aparece igualmente un informe que el marido de
doña Use Wolff,hombre de ochenta años, recibió por consentir el casa-
miento trescientas pesetas y un traje, separándose de su mujer en cuan-
to el matrimonio se hubo celebrado.

CUARTO. En el informe que, según prescripción de la ley, la
autoridad inculpada acompaña al expediente en que recayó la medi-
da impugnada, se alega por el Ministerio de la Gobernación "que la
repetida expulsión fue acordada en uso de las atribuciones que
le confiere el artículo treinta y seis de la ley de veintiocho de julio
de mil novecientos treinta y tres, ya que, si bien Doña Use Woljf
alegaba estar casada con español, esto no era suficiente con arre-
glo a la Constitución de la República para que se le reconociera
a la nacionalidad española, toda vez que no justificaba de modo
fehaciente su opción previa por ella, y su inscripción como tal,
como resultado del oportuno expediente, en el Registro Civil de
Ciudadanía de algún Juzgado municipal".

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. En el expediente gubernativo instruido para acor-
dar la expulsión de la recurrente aparece incumplida la base undé-
cima del art. 2 de la Ley de ocho de octubre de mil ochocientos
ochenta y nueve, por la que se prescribe como obligatoria la noti-
ficación a los interesados de las providencias que pongan término,
en cualquier instancia, a un expediente, expresando los recursos
que en su caso proceden, y los términos para imponerles. Y no
habiendo hecho tal notificación, no ha podido cumplirse lo dis-
puesto en la Disposición transitoria segunda de la Ley Orgánica de
este Tribunal.



TERCERO. La situación jurídica de la mujer extranjera casada
con ciudadano español, que ha optado en el acta del matrimonio por
la nacionaUdad del marido, es la misma, para los efectos de la ley de
Redstro Civü, que la que se daba anteriormente, bajo la vigencia del
art. 22 del Código Civü, por el sólo hecho del matrimonio, y este
hecho bastaba para que la mujer adquiriese la naciondidad del mari-
do, sin necesidad de posterior inscripción en el Libro de Ciudadanía,
porque, según el art. 327 del Código CivÜ, las actas del Redstro serán
la prueba del estado civü, cada una en los actos que le decten y con-
tenga; y así lo ha interpretado la Dirección General de Registros en la
resolución dexnueve de marzo de mil novecientos veintisiete, en cuyo
último considerando se Uama, taxativamente, d acta matrimorid
"modo normal de prueba de la nacionalidad adquirida por el acto
del matrimonio".

CUARTO. De la enumeración de los actos inscribibles en el
Libro de la Ciudadanía que hace la Ley del Registro Civil se des-
prende que en dicho Libro deben inscribirse aquellos actos que,
dectando a la adquisición o perdida de nacionalidad, no pueden ser
inscritos en ningún otro Libro del Registro, y así, al lado de la nacio-
nalización por carta de naturaleza, por vecindad, por opción de los
hijos de extranjeros nacidos en territorio español y otros, figura el
de adquisición de la nacionalidad española por mujer de nuestro
país que hubiera estado casada con extranjero, sin que se cite el de
la extranjera que adqdera nacionalidad española por su matrimonio
con ciudadano de este país; y la misma restricción se observa en el
art. 326 del Código Civil,que reserva para el Libro de Ciudadanía la
nacionalización y vecindad.

QUINTO. Aun cuando el referido matrimonio de doña Use Wotff
Hirsch hubiera sido celebrado en fraude de la ley, debe de surtir todos
sus efectos legdes hasta que sea invaüdado por una vía jurisdiccional,
que no es, desde luego, la delTribund de Garantías.

SEXTO. Es procedente el recurso de amparo, según lo dado por
el art. 44 de la Ley Orgánica de este Tribund, cuando se ha infringido
aqueUa garantía mínima del art. 31 de la Constitución a que queda

no se establezca, basta su manifestación de voluntad en este sentido,
hecha de manera indubitada y fehaciente ante la autoridad propia en
materia de ciudadanía, como es el encargado del Registro Civü, como
se prueba en este caso, para que la mujer extranjera adquiera de
pleno derecho la nueva nacionalidad.



Martín Álvarez

N.a74

SENTENCIA

Madrid, once de octubre de mü novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido por la vía de amparo, conforme al
art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Jaime Cañameras Alsina,
vecino de Madrid, contra la resolución del Ministerio de la Gober-
nación de diecinueve de noviembre dtimo, que confirmó la multa de
cinco mü pesetas, que con arreglo a dicha Ley, le fue impuesta por el
Excmo. señor Director General de Seguridad, en doce de septiembre
anterior, siendo ponente el Excmo. señor don Gabriel González
TaltabuU.

ANTECEDENTES

PRIMERO. El día doce de septiembre de mü novecientos treinta
y cuatro el Excmo. señor Director General de Seguridad impuso al
recurrente una multa de cinco mü pesetas por su actuación en la huel-

reducida la libertad de residencia de los nacionales en los periodos de
suspensión, consistente en no poder ser extrañados o deportados,
según lo dispuesto, en materia de sus pensiones, por el último párrafo
del art. 42 de nuestra Ley fundamental.

Por todo lo cual, la Sección Segunda del Tribund de Garantías
Constitucionales,

FALLA: que reconoce la naciondidad española a favor de doña
Use WoUf Hirsch de Rivera, a los solos efectos de este recurso, y revo-
ca la orden de expulsión, acordada contra eUa por el Ministerio de la
Gobernación en treinta de octubre del pasado año, yUevada a cabo en
diecinueve de noviembre siguiente, dejándola sin efecto. Expídase cer-
tificación de esta sentencia yremítase a la autoridad incdpada para su
inmediato cumplimiento; publíquese en la Gaceta de Madrid. Así lo
acuerdan y firman.

Excmos. Sres, don M. Miguel Traviesas, don Basüio Álvarez, don
Eduardo Martínez Sabater, don Juan Salvador Minguijón y don Carlos



FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Es imposible determinar la Ucitud o Uicitud de un
hecho sin conocer el mayor o menor grado en qué haya consistido. En
el expediente de este recurso no obra atestado, ni denuncia, ni refe-
rencia de ninguna clase a cudes fueron los actos u omisiones cometi-
dos el día cinco de octubre por el incdpado, y en consecuencia falto
la situación concreta de hechos en que apUcar por esta jurisdicción las
normas de la Ley de Orden PúbUco.

SEGUNDO. La degación de un acto contra el orden púbUco
incumbe a la autoridad incdpada en el recurso. Fdtándole la senten-

cia definitiva ha de ser favorable d castigado.

Por todo lo cud, la Sección Segunda del Tribund de Garantías
Constituciondes.

FALLA:Que procede acceder y accede, a la reclamación formu-
lada por la vía del recurso de amparo por don Jaime Cañameras Alsina,
contra la resolución del Ministerio de la Gobernación, de diecinueve
de noviembre de rril novecientos treinta y cuatro, que corifirmó la
mdta que le impuso la Dirección General de Seguridad en doce de
septiembre anterior, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase
certificación Uteral de esta sentencia y remítase a la autoridad incd-
pada para su inmediato cumplimiento y pubücación en La Gaceta de
Madrid. Así lo acuerdan y firman.

ga declarada en Madrid el día ocho anterior, estimándole incurso en el
párrafo cuarto del art. 3 de la Ley de veintiocho de jdio de mU nove-
cientos treinta y tres. El mdtado recurrió en dzada ante el Ministerio
de la Gobernación, dentro del plazo legd, negando toda participación
en la referida huelga, y afirmando que no es directivo de ninguna orga-
nización obrera.

SEGUNDO. Pedido por el Ministerio de la Gobernación informe
a la Dirección General de Seguridad, y siendo este informe favorable a
la confirmación de la sanción, fue desestimado el recurso de dzada sin
práctica de prueba ni averiguación alguna.

TERCERO. Admitido a tramitación el recurso por la vía de ampa-
ro, concedido en el art. 18 de la Ley citada de veintiocho de jdio de
mü novecientos treinta y tres, la autoridad incdpada remitió el expe-
diente y un informe en el cud, sin nuevos argumentos, se limitaba a
atenerse a los fundamentos de la resolución recurrida.



Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, conforme al
art. 18 de la Ley de Orden Público, por don José BaenaTerán, vecino
de Madrid, contra la resolución del Ministerio de la Gobernación, de
diecinueve de noviembre dtimo, que confirmó la multa de cinco mU
pesetas que, con arreglo a dicha Ley, le fue impuesta por la Dirección
General de Seguridad. Siendo Ponente el Excmo. señor donjuán Salva-
dor Minguijón.

HECHOS

PRIMERO. El día doce de septiembre de mü novecientos treinta
y cuatro la Dirección General de Seguridad impuso al recurrente una
multa de cinco mü pesetas, por su actuación en la huelga declarada en
Madrid el día ocho del mismo mes, estimándole incurso en el párrafo
cuarto del art. 3 de la Ley de veintiocho de julio de mil novecientos
treinta y tres

SEGUNDO. El interesado, una vez resuelto el oportuno recurso de
dzada ante el Ministerio de la Gobernación, en el que se confirmó la
mdta impuesta, interpuso ante este Tribund el recurso, por vía del de
amparo, autorizado por el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco contra la
citada resolución, haciendo las degaciones que, a su jdcio, podían des-
virtuar dguna de sus posibles actuaciones durante la mencionada huelga.

TERCERO. En la tramitación de este recurso, la Autoridad san-
cionadora se ha limitado a reproducü en sus propios términos la pro-
videncia por la que se impuso la multa, sin que en el expediente
remitido por el Ministerio de la Gobernación se hayan precisado los
actos concretos en que se haya manifestado la actuación del recurren-
te en la huelga de referencia, por carecer de datos para eUo, según se
dice, en la Dirección General de Seguridad.

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Carlos
Martín y Álvarez, don Gü Gü y Gil, don L. Salvador Minguijón y don
Gabriel González TaltabuU,

N.a75

SENTENCIA

Madrid, once de octubre de mü novecientos treinta y cinco



Por todo lo cud, la Sección Segunda del Tribund de Garantías

FALLA:Que procede acceder, y accede, a la reclamación formu-
lada, por vía del recurso de amparo, por don José BaenaTerán contra
resolución del Ministerio de la Gobernación de diecinueve de noviem-
bre último, que confirmó la mdta que le impuso la Dirección General
de Seguridad en doce de septiembre de rril novecientos treinta y cua-
tro, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase certificación Ute-
ral de esto sentencia y remítase a la Autoridad incdpada para su
inmediato cumplimiento. Así lo acuerdan y firman.

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Gabriel
González Tdtabdl, don GÜ Gü y Gü, don Juan Sdvador Mingdjón y
don Carlos Martín y Álvarez.

N.a76

SENTENCIA

Madrid, dieciséis de octubre de mü novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido por la vía de amparo, conforme a
lo dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden Público de veintiocho
de julio de mil novecientos treinta y tres, por los señores don
Segundo Serrano Poncela, don Santiago Carrillo Solares, don
Federico Melchor, don José Cazorla y don Leoncio Pérez, contra
resolución del Ministerio de la Gobernación de diez de noviembre

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Es imposible determinar la Ucitud o Uicitud de un
hecho sin conocer el mayor o menor grado en que haya consistido. En
el expediente de este recurso no obra atestado, denuncia ni referencia
de cualquier clase a cudes fueron los actos u omisiones cometidos el
día ocho de septiembre por el incdpado, y, en consecuencia, fdta la
citación concreta de hechos a que apUcar por esta Jurisdicción las nor-
mas de la Ley de Orden PúbUco.

SEGUNDO. La degación de un acto contra el orden púbUco
incumbe a la Autoridad incdpada, y, fdtando la sentencia definitiva ha
de ser favorable d castigado.

Constituciondes.



CUARTO. Admitido a trámite el recurso por esta Sección
Primera, la Autoridad inculpada remitió el expediente y un informe,
en el cual, sin nuevos argumentos, se limitaba a atenerse a los fun-
damentos de la resolución recurrida, "por no existir más datos en
la Dirección General de Seguridad" que permitan ampliarlo. No se
especificaban, pues, en dicha resolución el alcance de la interven-
ción que se atribuye a los recurrentes en la huelga mencionada, ni
los cargos concretos que hubiese contra ellos y que motivaron aque-

de mil novecientos treinta y cuatro, por la que se confirmaron las
multas de cinco mil pesetas que les fueron impuestas a cada uno
por la Dirección General de Seguridad, con arreglo a dicha Ley.
Siendo Ponente el Vocal Excmo. señor don Pedro J. García de los
Ríos.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso a cada
uno de los recurrentes el diez de septiembre de mil novecientos
treinta y cuatro una multa de cinco mil pesetas por la actuación de
los mismos en la huelga general declarada en Madrid el día ocho de
septiembre de dicho año. Sin especificar la providencia gubernativa
concretamente el alcance de esa actuación, se la consideraba incur-
sa por la referida autoridad en el párrafo cuarto y en el quinto del
art. 3 de la Ley de Orden Público de veintiocho de julio de mil nove-
cientos treinta y tres.

SEGUNDO. Los multados recurrieron en alzada negando toda
participación en la mencionada huelga. Soücitado informe por el
Ministerio de la Gobernación a la Dirección General de Seguridad, y
siendo éste favorable a la confirmación de las multas, fue desestimado
el recurso de alzada, sin averiguación dguna encaminada a comprobar
la participación de los recurrentes en el paro de ocho de septiembre
de mU novecientos treinta y cuatro.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio se interpuso
ante este Tribunal recurso por la vía de amparo, con arreglo al art.
18 de la Ley de veintiocho de juliode mil novecientos treinta y tres,
alegando los recurrentes la incompetencia de la Dirección General
de Seguridad para imponer las multas y la improcedencia de la san-
ción, toda vez que los recurrentes no tomaron parte en la referida
huelga general.



FALLA: Que procede acceder, y accede, a la reclamación for-
mulada, por la vía del recurso de amparo, por los señores don
Segundo Serrano Poncela, don Santiago Carrillo Solares, don
Federico Melchor, don José Cazorla y don Leoncio Pérez, contra
resolución del Ministerio de la Gobernación de diez de noviembre
de mil novecientos treinta y cuatro, que confirmó las multas de
cinco mU pesetas que impuso a cada uno de estos recurrentes la
Dirección General de Seguridad en diez de septiembre de dicho
año, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase certificación
de esta sentencia y remítase a la autoridad inculpada para su inme-
diato cumplimiento. Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don César SÜió Cortés, don Gonzdo Meras Na-
via, don Francisco Beceña Gonzdez, don Pedro J. García de los Ríos,
don Francisco Mínguez.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Alegan los recurrentes, como excepción previa, la
incompetencia de la Dirección General de Seguridad para la impo-
sición de las multas impuestas. Tal alegación queda desvirtuada con
la sola consideración de que el Pleno de este Tribunal ha reconoci-
do la competencia de dicha Dirección en resoluciones anteriores.

SEGUNDO. La vigente Ley de Orden PúbUco, de veintiocho de
jdio de mü novecientos treinta y tres, establece en sus arts. 18 y 33
que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra el orden
púbUco a que dicha Ley se refiere, siempre que no constituyan deUto,
con mdtas individuales en la cuantía que detenninan. Es imposible
conocer la Ucitud o Uicitud de un hecho, sin conocer, en mayor o
menor grado, en qué haya consistido.Y como en el expediente de este
recurso no obra atestado ni denuncia, ni referencia de ninguna clase a
cudes fueron los actos u omisiones cometidos por los incdpados el día
ocho de septiembre fdta, en consecuencia, la situación concreta de
hecho en que pueda apoyarse esta jurisdicción para apUcar las normas
de la Ley de Orden PúbUco.

TERCERO. La degación e imputación de un acto contra el orden
púbUco incumben a la autoridad inculpada en el recurso que impuso
la sanción. Faltando aqueUas, ha de ser favorable a los recurrentes la
sentencia definitiva.

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constituciondes:



SEGUNDO. El mdtado recurrió en alzada negando toda participa-
ción en los hechos referidos, degando que desde el día seis d trece de
septiembre estuvo fuera de Madrid, por cuyo motivo no pudo tener parte
en la huelga general que tuvo efecto el día ocho de dicho mes. Soücitado
informe por el Ministerio de la Gobernación a la Düección General de
Seguridad, ysiendo éste favorable a la confirmación de la mdta, fue deses-
timado el recurso de alzada, sin averiguación dguna encaminada a com-
probar la actuación del recurrente en el mencionado paro.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio se interpuso ante
este Tribund recurso por la vía de amparo, con arredo d art. 18 de la cita-
da Ley de Orden PúbUco, degando haberse infrinddo las garantías indi-
vidudes inscritas en los arts. 28 y 29 de la Constitución y proclamando la
ausencia de toda prueba que se encaminara a demostrar la intervención
del recurrente en los actos referidos contra el orden púbUco.

CUARTO. Admitido a trámite el recurso por esta Sección
Primera, la Autoridad inculpada remitió el expediente y un informe, en
el cual, sin nuevos argumentos, se limita a atenerse a los fundamentos
de la resolución recurrida, "por no existir más datos en la Dirección
General de Seguridad" que permitan ampliarlo. No se especificaba en

Madrid, ocho de noviembre de mü novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido por la vía de amparo, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden Público de veintiocho de
julio de mil novecientos treinta y tres, por don Esteban Vega
Beünchón, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de diez
de noviembre de mU novecientos treinta y cuatro, por la que se con-
firmó la multa de cinco mil pesetas que le fue impuesta por la
Dirección General de Seguridad, con arredo a dicha Ley. Siendo
Ponente el Vocal Excmo. señor don Francisco Alcón.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso al recu-
rrente una mdta de cinco mil pesetas por su actuación en la huelga
general declarada en esta capitd el día ocho de septiembre de rril
novecientos treinta y cuatro, sin especificar la providencia gubernati-
va alcance de esa actuación y considerándola incursa en el párrafo
cuarto del art. 3 de la Ley de Orden Público.



TERCERO. La degación e imputación de un acto contra el orden
púbUco incumbe a la autoridad inculpada en el recurso que impuso la
sanción. Fdtando aqueUas, ha de ser favorable d recurrente la senten-

cia definitiva.

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constituciondes:

FALLA:Que procede acceder, y accede, a la reclamación formda-
da, por la vía del recurso de amparo, por don Esteban Vega Belinchón,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de catorce de
diciembre de mü novecientos treinta y cuatro, que confirmó la mdta de
cinco mü pesetas que le impuso la Dirección General de Seguridad en
eUez de septiembre de aquel año, dejando sin efecto la sanción recurri-
da. Expídase certificación de esto sentencia y remítase a la autoridad
incdpada para su inmediato cumplimiento. Así se acuerda y firman.

dicha resolución, pues, el dcance de la intervención que se atribuye d
recurrente en los hechos desarcoüados el ocho de septiembre de mü
novecientos treinta y cuatro, ni los cargos concretos que hubiese con-
tra el mismo y que motivaron la sanción impuesto.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Noprocede examinar las garantías constituciondes que
el recurrente supone infrinddas con motivo de la imposición de la mdta,
ya que el recurso interpuesto no es el ordinario de amparo, cuya proce-
dencia está determinada por infracción de una garantía concreta, sino el
establecido por el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco que se Umita a seña-
lar elrecurso de amparo como vía procesd adecuada para reclamar ante

este Tribund contra la imposición de las mdtas gubernativas.

SEGUNDO. La vigente Ley de Orden PúbUco, de veintiocho de
jdio de mü novecientos treinta y tres, establece en sus arts. 18 y 33
que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra el orden
púbUco a que dicha Ley se refiere, siempre que no constituyan deüto,

con mdtas individudes en la cuantía que determinan. Es imposible
conocer la licitud o Uicitud de un hecho, sin conocer, en mayor o
menor grado, en qué haya consistido.Y como en el expediente de este
recurso no obra atestado ni denuncia, ni referencia de ninguna clase a
cudes fueron los actos u omisiones cometidos por el incdpado el cüa
ocho de septiembre de irilnovecientos treinta y cuatro, fdta, en con-
secuencia, la situación concreta de hecho en que pueda apoyarse esta

jurisdicción para apUcar las normas de la Ley de Orden PúbUco.



Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, conforme al
art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, por don José Gabaldón Herrera,
vecino de Madrid, contra la resolución del Ministerio de la
Gobernación de cuatro de noviembre de mil novecientos treinta y cua-
tro, que confirmó la mdta de cinco mU pesetas que, con arreglo a
dicha ley, le fue impuesta por el Excmo. señor Director General de
Seguridad, en nueve de septiembre anterior, siendo Ponente el Excmo.
señor don Eduardo Martínez Sabater.

ANTECEDENTES

PRIMERO. El día nueve de septiembre de mil novecientos
treinta y cuatro el Excmo. señor Director General de Seguridad
impuso al recurrente una multa de cinco milpesetas, por su actua-
ción en la huelga declarada en Madrid el día ocho de septiembre
anterior, estimándole incurso en el párrafo cuarto del art. 3 de la Ley
de veintiocho de julio de mil novecientos treinta y tres. El multado
recurrió en alzada ante el Ministerio de la Gobernación, dentro del
plazo legal, negando toda participación en la referida huelga, inclu-
so la que pudiera deducirse atribuyéndole el cargo de directivo de
la agrupación política a que perteneció, cargo que en la fecha cita-
da ya no desempeñaba.

SEGUNDO. Pedido por el Ministerio de la Gobernación informe
al Director General de Seguridad, y siendo este informe favorable a la
confirmación de la sanción, fue desestimado el recurso de alzada, sin
práctica de prueba ni averiguación alguna.

TERCERO. Admitido a trámite el recurso por la vía de amparo,
concedido en el art. 18 de la citada Ley de veintiocho de juUo de mil
novecientos treinta y tres, la autoridad inculpada remitió el expedien-

Excmos. señores: don César Süió Cortés, don Gonzalo Meras
Navia, don Francisco Beceña González, don Francisco Alcón, don Pedro
J. García de los Ríos.

N. a78

SENTENCIA

Madrid, nueve de noviembre de mil novecientos treinta y cinco



FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Es imposible determinar la Ucitud o Uicitud de un
hecho sin conocer el mayor o menor grado en que haya consistido. En
el expediente de este recurso no obra atestado, ni denuncia, ni refe-
rencia de ninguna clase a cudes fueron los actos u omisiones cometi-
dos el día ocho de septiembre por el incdpado, y, en consecuencia,
falta la situación concreto de hechos a que apUcar por esto Jurisdicción
las normas de la Ley de Orden PúbUco.

SEGUNDO. La degación de un acto contra el orden púbUco
incumbe a la Autoridad incdpada en el recurso. Fdtándole, la senten-

cia definitiva ha de ser favorable d castigado.

Constituciondes
Por todo lo cud, la Sección Segunda del Tribunal de Garantías

FALLA:Que procede acceder, y accede, a la reclamación formu-
lada, por vía del recurso de amparo, por don José Gabddón Herrera,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de cuatro de
noviembre de irilnovecientos treinta y cuatro, que confirmó la mdta
que le impuso la Dirección General de Seguridad en nueve de sep-
tiembre anterior, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase cer-
tificación Uteral de esta sentencia y remítase a la Autoridad incdpada
para su inmediato cumplimiento y pubUcación en La Gaceta de
Madrid. Así lo acuerdan y firman.

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Sdvador
Minguijón y don José Sampol RipoU.

N.a79

SENTENCIA

Madrid, nueve de noviembre de rril novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido por don Mateo Congosto García, en
representación del periódico "Informaciones", utilizando la vía del

te y un informe en el cud, sin nuevos argumentos, se limitaba a ate-

nerse a los fundamentos de la resolución recurrida.



QUINTO. Este Sección Segunda, por su auto de veintiuno de
junio dtimo, aceptando la personalidad del recurrente, admitió el
recurso a trámite, y por otro auto, de diecinueve de septiembre, admi-
tió la prueba propuesta, que ha sido practicada el veintiséis del mismo.

recurso de amparo, conforme al art. 18 de la vigente Ley de Orden
PúbUco, contra la resolución del Ministerio de la Gobernación que
impuso al director de este periódico la multa de mil pesetas. Siendo
Ponente el Excmo. señor don Carlos Martín y Álvarez.

HECHOS

PRIMERO. El periódico "Informaciones", en su número de siete de
enero del corriente año, pubUcó un suelto titdado "Elrespeto a la fuer-
za pública. Un agravio cobarde e intolerable", en el cud refiere un
escánddo de subidos y pateos producido el día cinco del mismo mes,
cuando se proyectaba en el cine "Dos de Mayo" una peücda de un des-
file de nuestras tropas, y con la contrapropuesta iniciada por un redactor
del mismo periódico; hace notar que, habiéndose producido aquel escán-
ddo cuando "aún estaba caliente la sangre de dos infelices guardias
acribillados a tiros, la protesta, la injuria a la fuerza pública, equiva-
le a un movimiento de simpatía a favor de los asesinos", y termina afir-
mando que "conviene enmendar de manera eficaz y perseverante" la.
inhibición, ya repetida, de los agentes de vigüancia en esos casos.

SEGUNDO. La Dirección General de Seguridad impuso d direc-
tor de "Informaciones", don Juan Pujol, una multo de cinco mü pese-
tas, por estimar fdsa la noticia dada por este periódico, y tendente "a
sembrar un distanciamiento entre le cuerpo de vigilancia y el de
Seguridad", considerando el hecho comprendido en el número sexto

del art. 3 de la Ley de Orden PúbUco.

TERCERO. El Ministerio de la Gobernación, en el recurso de alza-
da correspondiente, resolvió confirmar la sanción por los mismos fun-
damentos establecidos por la Dirección General de Seguridad, pero
reduciéndola a mü pesetas, habida cuenta del servicio que ha venido
prestando el diario "Informaciones" a la causa del orden.

CUARTO. El director, don Juan Pujol, ha constituido en el
Decanato de los Juzgados de Primera Instancia un deposito de mU
pesetas para recurrir contra la resolución ministerial, y el Consejero
Delegado de "Informaciones" para todos los asuntos forenses, don
Mateo Congosto, ha formulado el recurso, por la vía del de amparo,
ante este Tribunal.



Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don GÜ GÜ y GÜ y
don Carlos Martín y Álvarez.

N.fi80

SENTENCIA

Madrid, nueve de noviembre de mil novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, conforme
al art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Casiano García
Panadero, vecino de Madrid, jornalero, contra la resolución del
Ministerio de la Gobernación, de quince de noviembre de mü nove-

FUNDAMENTO LEGAL

Probado por el recurrente que se produjo el escánddo que refirió
el diario "Informaciones", sin que sea preciso puntualizar los detones del
mismo, hay que juzgar cud sería el efecto que su relato debería de pro-
dudr, naturalmente, tanto en el pueblo como en los cuerpos de vigilancia
y Seguridad; y, dados los términos en que el relato está redactado, no
puede ni debe produdr ningún movimiento contra el orden púbUco, ni
contra el funcionamiento de las mstituciones del Estado, por lo que no
puede estimarse que la pubUcación del artícdo de referencia constituye
acto dguno contra el orden púbUco, ni de aqueUos definidos en el núme-
ro sexto del art. 3 de la Ley de veintiocho de jdiode mü novecientos trein-
ta y tres, ni de los que han podido escapar a td previsión.Y siendo estos
fundamentos de la resolución recurrida, no procede imponerle sanción.

Por lo cud, la Sección Segunda del Tribunal de Garantías
Constituciondes.

FALLA: Que procede estimar y estima el recurso interpuesto por
la presentación del periódico "Informaciones" contra laresolución del
Ministerio de la Gobernación de treinta y uno de enero dtimo, que
impuso d düector de este periódico la multa de irilpesetas, dejando
sin efecto la sanción recurrida. Devuélvase a don Juan Pujol el depósi-
to de mU pesetas consumido por él en el Decanato de los Juzgados de
primera instancia de esta capitel de diez de mayo dtimo; expídase cer-
tificación de esta sentencia, y remítase a la Autoridad incdpada para su
inmediato cumplimiento. Así lo acuerdan y firman:



TERCERO. En la tramitación de este recurso, la Autoridad san-
cionadora se ha limitado a reproducir en sus propios términos la pro-
videncia por la que se impuso la mdta, sin que en el expediente
remitido por el Ministerio de la Gobernación se hayan precisado los
actos concretos en que se haya manifestado la actuación del recurren-
te en la huelga de referencia, por carecer de datos para ello, según se
dice, en la Dirección General de Seguridad.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Es imposible determinar la Ucitud de un hecho sin
conocer en mayor o menor grado en qué haya consistido. En el expe-
diente de este recurso no obra atestado, denuncia, nireferencia de cud-
qder clase a cudes fueron los actos u omisiones cometidos el día ocho
por el incdpado, y, en consecuencia, falta la citación concreta de hechos
a que apUcar por esto Jurisdicción las normas de Orden PúbUco.

SEGUNDO. La alegación de un acto concreto contra el orden
público incumbe a la autoridad incdpada, yfaltando, la sentencia defi-
nitiva ha de ser favorable d castigado.

cientos treinta y cuatro, que confirmó la multa de cinco milpesetas
que, con arreglo a dicha Ley, le fue impuesta por la Dirección General
de Seguridad. Siendo ponente el Excmo. señor don Eduardo Martínez
Sabater.

HECHOS

PRIMERO. El día dieciocho de septiembre de mü novecientos
treinta y cuatro la Dirección General de Seguridad dictó una provi-
dencia en la que, según sus términos Uteraks, "se imponía al recu-
rrente una multa de cinco mil pesetas, por su actuación en la
huelga declarada en esta capital el día ocho del mismo mes, esti-
mándole incurso en el párrafo cuarto del art. 3 de la Ley de vein-
tiocho de julio de mil novecientos treinta y tres."

SEGUNDO. El interesado, una vez resuelto el oportuno recur-
so de alzada ante el Ministerio de la Gobernación, en el que se con-
firmó la multa impuesta, interpuso ante este Tribunal el recurso, por
vía del de amparo, autorizado por el art. 18 de la Ley de Orden
Público, contra la citada resolución, alegando no haber cometido
acto alguno merecedor de la sanción impuesta y la inexistencia, por
tanto, de prueba alguna de su intervención en la huelga, por lo que
la multa carecía de base legal.



N. a81

SENTENCIA

Madrid, nueve de noviembre de mU novecientos treinta y

cinco

Visto el recurso promovido por la vía del de amparo conforme
d art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, por don EUas Riesgo Ortiz, veci-
no de Madrid, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de
quince de diciembre del pasado año, que corifirmó la mdta de cinco
mü pesetas que con arredo a dicha ley te fué impuesta por la direc-
ción General de Seguridad. Siendo ponente el Excmo. señor don GÜ

GÜ y GÜ.

HECHOS

PRIMERO. El día doce de septiembre de mü novecientos treinta

y cuatro la Dirección General de Seguridad dictó una providencia por

la que, según sus términos Uterales, se "impone a don Elias Riesgo

Ortiz la multa de cinco mil pesetas por su actuación en la huelga

declarada en esta capital el día ocho de dicho mes, y estimarle
incurso en el párrafo cuarto del art. 3 de la Ley de veintiocho de
julio de mil novecientos treinta y tres".

SEGUNDO. El interesado una vez resuelto el oportuno recurso
de dzada ante el Ministerio de la Gobernación, en el que se confirmó

Constituciondes
Por todo lo cud, la Sección Segunda del Tribunal de Garantías

FALLA:Que procede acceder y accede a la reclamación formda-
da, por vía del recurso de amparo, por don Casiano García Panadero
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de quince de
noviembre del pasado año, dejando sin efecto la sanción recurrida.
Expídase certificación Uteral de esta sentencia, yremítase a laAutoridad
incdpada, para su inmediato cumplimiento. Así lo acuerdan y firman.

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Eduardo
Martínez Sabater, don GÜ Gü y Gü y don Carlos Martín y Álvarez, don
Francisco Vega de la Idesia.



PRIMERO. Es imposible determinar la licitud o Uicitud de un
hecho sin conocer el mayor o menor grado en qué haya consistido. En
el expediente de este recurso no obra atestado, ni denuncia, ni refe-
rencia de cualquier clase a cuáles fueron los actos cometidos el día
ocho de septiembre por el inculpado, y en consecuencia fdta la situa-
ción concreta de hecho a que aplicar por esta jurisdicción las normas
de la Ley de Orden Público.

SEGUNDO. La alegación de un acto concreto contra el orden
público incumbe a la autoridad incdpada, yfaltando, la sentencia defi-
nitiva ha de ser favoravk al recurrente.

Por todo lo cual, la Sección Segunda del Tribunal de Garantías
Constitucionales.

FALLA:Que procede acceder, y accede, a la reclamación formu-
lada, por la vía del recurso de amparo, por don Elias Riesgo Ortiz, con-
tra resolución del Ministerio de la Gobernación de quince de
diciembre de mil novecientos treinta y cuatro, que confirmó la multa
de cmco rrilpesetas que le impuso la Dirección General de Seguridad
en doce de septiembre anterior, dejando sin efecto la sanción recurri-
da. Expídase certificación de esto sentencia yremítase a la autoridad
incdpada para su inmediato cumplimiento. Así lo acuerdan y firman.

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Eduardo
Martínez Sabater, donjuán Salvador Minguijón, don Gü Gü y Gil y don
Francisco Vega de la Idesia.

la mdta impuesta, interpuso ante este Tribunal el recurso, por la vía del
de amparo, autorizado por el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco con-
tra la citada resolución, alegando que ignoraba el motivo de la sanción,
y que no había participado en la huelga aludida, ni se había aportado
prueba que demostrase una actuación punible que pudiera ser motivo
de la sanción impuesta.

TERCERO. En la tramitación de este recurso, la autoridad san-
cionadora se ha limitado a reproducü los propios términos de la pro-
videncia por la que se impuso la multa, sin que en el expediente
remitido por el Ministerio de la Gobernación se hayan precisado los
actos concretos en que se haya manifestado la actuación del recurren-
te en la huelga de referencia, por carecer de datos para eUo, según se
dice por la Dirección General de Seguridad.

FUNDAMENTOS LEGALES



FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Es imposible determinar la Ucitud o Uicitud de un
hecho sin conocer el mayor o menor grado en que haya consistido. En

el expediente de este recurso no obra atestado, ni denuncia, ni refe-
rencia de ninguna clase a cudes fueron los actos u omisiones cometi-
dos el día cinco de octubre por el incdpado, y en consecuencia fdta

Madrid, nueve noviembre de rril novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido por la vía de amparo, conforme al
art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, por don Luis FerceiroTaboada, veci-
no de Madrid, contra laresolución del Ministerio de la Gobernación de
treinta de noviembre de mü novecientos treinta y cuatro que confirmó
la mdta de cinco mü pesetas que con arcedo a dicha Ley le fue
impuesta por el señor Director General de Seguridad. Siendo Ponente

el Excmo. señor don José Manuel Pedregal.

ANTECEDENTES

PRIMERO. El día siete de octubre de mü novecientos treinta y
cuatro el Excmo. señor Director General de Seguridad impuso d recu-
rrente una mdta de cinco mü pesetas por su actuación en la huelga

declarada en Madrid el día cinco anterior, estimándole incurso en el
párrafo cuarto del art. 3 de la Ley de veintiocho de jdio de mü nove-
cientos treinta y tres. El mdtado recurrió en dzada ante el Ministerio
de la Gobernación, dentro del plazo legal, negando toda participación
en la referida huelga, y afirmando que los obreros de artes blancas, y
muy especialmente los del ramo de la Panadería, d que pertenece el
multado, trabajaron, haciendo su jornada legd, el día de la huelga.

SEGUNDO. Pedido por el Ministerio de la Gobernación informe
d Düector General de Seguridad, y siendo este informe favorable a la
confirmación de la sanción, fue desestimado el recurso de dzada, sin

práctica de prueba ni averiguación alguna.

TERCERO. Admitido a tramitación el recurso por la vía de ampa-
ro, concedido en el art. 18 de la Ley citada de veintiocho de jdio de
mU novecientos treinta y tres, la autoridad incdpada remitió el expe-
dente y un informe en el cud, sin nuevos argumentos, se limitaba a
atenerse a los fundamentos de la resolución recurrida.



Por todo lo cual, la Sección Segunda del Tribunal de Garantías
Constituciondes.

FALLA: Que procede acceder y accede a la reclamación formu-
lada por vía del recurso de amparo por don Luis FerreiroTaboada, con-
tra la resolución del Ministerio de la Gobernación de treinta de
noviembre de mü novecientos treinta y cuatro, que confirmó la multa
que le impuso la Dirección General de Seguridad en siete de octubre
anterior, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase certificación
Uteral de esta sentencia y remítese a la autoridad incdpada para su
inmediato cumplimiento y publicación en la Gaceta de Madrid. Así lo
acuerdan y firman.

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega, don Eduardo Martínez Sabater, don Gabriel Gonzdez TaltabuU y
don José Manuel Pedregd.

N. 983

SENTENCIA

Madrid,veintidós de noviembre de mü novecientos treinta y cinco

Visto el recurso promovido, por la vía de amparo, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden Público de veintiocho de
junio de mü novecientos treinta y tres, por doña Dolores VUlahermosa
Gómez, vecina de Madrid, contra resolución del Ministerio de la
Gobernación de veintisiete de noviembre de rril novecientos treinta y
cuatro, por la que se confirmó la mdta de doscientas cincuenta pese-
tas que le fue impuesto por la Dirección General de Seguridad, con arre-
glo a dicha Ley. Siendo Ponente el Vocd Excmo. señor don Manuel Alba.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso a la recu-
rrente una multa de doscientas cincuenta pesetas por su actuación en

la situación concreta de hechos en que aplicar por esta jurisdicción las
normas de la Ley de Orden PúbUco.

SEGUNDO. La alegación de un acto contra el orden público
incumbe a la autoridad inculpada en el recurso. Faltándola, la senten-
cia definitiva ha de ser favorable al castigado.



SEGUNDO. Doña Dolores VUlahermosa recurrió en dzada
negando su participación en los hechos referidos, degando que no
tomó participación alguna en los referidos sucesos y que sólo de paso,
y para hacer el transbordo del itinerario Ventas-VaUecas, cruzó los
andenes de aqueUa estación, sin que promoviera dboroto ni adtación
alguna, teniendo después conocimiento de lo ocurrido por el relato
que la hicieron sus compañeras de servicio en la Compañía del
MetropoUtano. El Ministerio de la Gobernación confirmó la mdta
desestimando el recurso de dzada, sin practicar averiguación alguna
encaminada a demostrar la participación de la recurrente en los men-
cionados sucesos.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio se interpuso ante

este Tribund recurso por la vía de amparo, con arcedo d art. 18 de la
citada Ley de Orden PúbUco, degando la recurrente no haber tomado
parte en los hechos que originaron la sanción.

CUARTO. Admitido a trámite el recurso por la Sección Primera,
la autoridad inculpada remitió el expediente y un informe, en el cud,
sin nuevos argumentos, se limitaba a atenerse a los fundamentos de la
resolución recurrida, por no existir más datos que permitan ampliarle
en la Dirección General de Seguridad. No se especificaba, pues, en
dicha resolución el dcance de la intervención que se atribuye a la
recurrente en los hechos desarroUados el doce de septiembre del pasa-
do año, en la estación del Metropolitano de la Puerto del Sol, ni los car-
gos concretos que hubiese contra aqueUa y que motivaron la sanción
impuesta.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. La vigente Ley de Orden PúbUco de veintiocho de
jdio de mü novecientos treinta y tres establece en sus artícdos die-
ciocho y treinta y tres que la autoridad gubernativa podrá sancionar
los actos contra el orden púbUco a que se dicha Ley se refiere, siempre
que no constituyan deUto, con mdtas individudes en la cuantía que
determinan. Es imposible conocer la Ucitud o Uicitud de un hecho sin
fijar, en mayor o menor grado, previamente, en qué haya consistido y
como en el expediente de este recurso no obra atestado ni denuncia

los hechos desarroUados el da doce de septiembre de rril novecientos
treinta y cuatro en la estación del MetropoUtano de la Puerta del Sol,
sin especificar concretamente la providencia gubernativa, el dcance
de cucha actuación, y considerándola incursa en el párrafo sexto del
art. 3 de la Ley de Orden PúbUco.



FALLA:Que procede acceder, y accede, a la reclamación formu-
lada, por la vía del recurso de amparo, por doña Dolores VUlahermosa
Gómez contra resolución del Ministerio de la Gobernación de veinti-
siete de noviembre de mil novecientos treinta y cuatro, que confirmó
la mdta de doscientas cincuenta pesetas que le impuso la Dirección
General de Seguridad en tres de octubre anterior, de mil novecientos
treinta y cuatro, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase cer-
tificación literal de esta sentencia yremítase a la autoridad inculpada
para su inmediato cumpümiento. Así se acuerda y firma.

Excmos. señores: don César Süió Cortés, don Gonzalo Meras
Navia, don Francisco Beceña González, don Manuel Alba Bauzano, don
Francisco Basterrechea Zddívar.

N.e84

SENTENCIA

Madrid, veintidós de noviembre de mil novecientos treinta y
cmco

Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, conforme
al art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Nicolás Arranza
Gonzalo, contra resolución del Ministerio de la Gobernación, de die-
ciséis de abrü de mil novecientos treinta y cinco, que confirmó la
multa de veinticinco pesetas impuesta por el Excmo. señor Director
General de Seguridad. Siendo Ponente el Excmo. señor don Víctor

ni referencia de ninguna clase a cuáles fueron los actos u omisiones
cometidos por la inculpada el día doce de septiembre del pasado año,
falta, en consecuencia, la situación concreta de hecho en que pueda
apoyarse esta jurisdicción para aplicar las normas de la Ley de Orden
Público.

SEGUNDO. La alegación e imputación de un acto contra el
orden público incumben a la autoridad inculpada en el recurso, que
impuso la sanción. Faltando aquéllas, ha de ser favorable al recurrente
la sentencia definitiva.

Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constitucionales.



firman

FALLA: Que procede desestimar, y desestima, la reclamación
formulada, por vía del recurso de amparo, por don Nicolás Arranza
Gonzalo, contra la resolución del Ministerio de la Gobernación de
dieciséis de abril del corriente año, que confirmó la multa de vein-
ticinco pesetas impuesta por la Dirección General de Seguridad en
doce de enero anterior, manteniendo en toda su integridad la reso-
lución recurrida. Expídase certificación de esta sentencia yremíta-
se a la autoridad inculpada, para su conocimiento. Así se acuerda y

Excmos. señores: don César SÜió Cortés, don Gonzdo Meras
Navia, don Francisco Beceña Gonzdez, don Víctor Pradera Larrambe,
don Francisco Alcón Robles.

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad, con fecha
doce de enero último, impuso a don Nicolás Arranza Gonzalo
una multa de veinticinco pesetas, por secundar la huelga ilegal
de taxímetros, declarada en esta capital el día diez del citado
mes.

SEGUNDO. El multado, una vez resuelto el oportuno recur-
so de alzada ante el Ministerio de la Gobernación, en el que se
confirmó la multa impuesta, interpuso ante el Ministerio de la
Gobernación, se recoge una manifestación del dueño del coche y
del local en que el mismo se encerraba, don Honorio Moneó -tes-
timonio que había sido solicitado como prueba por el propio
recurrente-, por la que se afirma que la jornada de trabajo del
multado, en el día a que se hace referencia, terminó mucho antes

de las nueve y media de la noche, hora en que estaba obligado a
recogerse.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. El hecho sancionado por la Dirección General de
Seguridad, tal como aparece descrito, constituye un acto contra el
orden púbUco, de los definidos por el número quinto del art. 3 de la
Ley de Orden PúbUco, susceptible de ser sancionado por la autoridad
gubernativa con una mdta muy superior a la impuesta, según lo pres-
crito por el art. 18 de la mencionada Ley.

Constituciondes
Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías



SEGUNDO. El mdtado, una vez resuelto el oportuno recurso de
alzada ante el Ministerio de la Gobernación, en el que se confirmó la
multa impuesta, interpuso ante este Tribunal el recurso, por vía del de
amparo, autorizado por el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, contra la
citada resolución, degando que el mencionado día trabajó desde las
ocho de la mañana hasta las siete y media de la tarde, o sea, una jorna-
da de once horas y media consecutivas.

TERCERO. En el expediente instruido durante la tramitación en
alzada de la mencionada multa ante el Ministerio de la Gobernación,
se recoge una manifestación del dueño del coche y del locd en que el
mismo se encerraba, don Honorio Moneó testimonio que había sido
solicitado como prueba por el propio recurrente por la que se afirma
que la jornada de trabajo del multado, en el día a que se hace referen-
cia, terminó mucho antes de las nueve y media de la noche, hora en
que estaba obügado a recogerse.

FUNDAMENTOS LEGALES

El hecho sancionado por la Dirección General de Seguridad, tal
como aparece descrito, constituye un acto contra el orden público, de
los definidos por el número quinto del art. 3 de la Ley de Orden
PúbUco, susceptible de ser sancionado por la autoridad gubernativa
con una multa muy superior a la impuesta, según lo prescrito por el

Madrid, veintidós de noviembre de mü novecientos treinta y
cmco

Visto el recurso promovido, por vía del amparo, conforme al
art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, por don Francisco Fernández
Almansa, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de trein-
ta de abril dtimo, que confirmó la multa de veinticinco pesetas
impuesta por el Excmo. señor Director General de Seguridad. Siendo
Ponente el Excmo. señor don Lds Mdfiote de la Roche.

HECHOS

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad, con fecha doce
de enero último, impuso a don Francisco Fernández Almansa una
mdta de veinticinco pesetas, por secundar la huelga ilegal de taxíme-
tros, declarada en esta capitd el día diez del citado mes.



N. a86

SENTENCIA

Madrid, veintidós de noviembre de mü novecientos treinta y
cinco

Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, conforme d
art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, por don Alejo Carretero Piñeiro, con-
tra resolución del Ministerio de la Gobernación de dieciséis de abril de
mü novecientos treinta y cinco, que confirmó la mdta de veinticinco
pesetas impuesta por el Excmo. señor Director General de Seguridad.
Siendo ponente el Excmo. señor don Pedro J. García de los Ríos.

HECHOS

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad, con fecha doce
de enero dtimo, impuso a don Alejo Carretero Piñeiro una mdta de
veinticinco pesetas, por secundar la huelga Uegd de taxímetros, decla-
rada en esto capítol el día eüez del citado mes.

SEGUNDO. El mdtado, una vez resuelto el oportuno recurso de
dzada ante el Ministerio de la Gobernación, en el que se confirmó la
mdta impuesta, interpuso ante este Tribund el recurso, por vía del de

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constituciondes.

FALLA:Que procede desestimar, y desestima, la reclamación for-
mdada, por vía del recurso de amparo, por don Francisco Fernández
Almansa, contra la resolución del Ministerio de la Gobernación de
treinta de abril del corriente año, que corifirmó la mdta de veinticin-
co pesetas impuesta por la Dirección General de Seguridad en doce de
enero anterior, manteniendo en toda su integridad la resolución recu-
rrida. Expídase certificación de esta sentencia yremítase a la autoridad
incdpada, para su conocimiento. Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don César Süió Cortés, don Gonzdo Meras
Navia, don Francisco Beceña Gonzdez, don Lds Mdfiote de la Roche,



N. a87

SENTENCIA

Madrid, veintidós de noviembre de mU novecientos treinta y
cinco

Visto el recurso interpuesto, por la vía del de amparo, por don
Nicolás Galarza Remón, contra resolución del Ministerio de la
Gobernación de veinticinco de febrero de mil novecientos treinta y
cinco, por la que se confirmó la multa de dos milpesetas que le fue
impuesta por la Dirección General de Seguridad en primero de
enero anterior. Siendo Ponente el Excmo. señor don Francisco Alcón
Robles.

HECHOS

PRIMERO. El día primero de enero del año actual fue sorprendi-
do don Nicolás Galarza Remón, por agentes dectos a la Brigada de
Investigación Social, fijando pasquines de la agrupación política deno-
minada «Bloque Nacional», cuyo texto es el siguiente: «Para el BLOQUE
NACIONAL,el Ejército no es sólo el brazo, es la columna vertebral de
la Patria. Adhiérase a él por patriotismo!».

La Düección General de Seguridad impuso al señor Galarza
Remón la mdta de dos mü pesetas, por estimarle incurso en el párra-
fo séptimo del art. 3 de la vigente Ley de Orden Público.

amparo, autorizado por el art. 18 de la Ley de Orden Público, contra la
citada resolución, alegando que el mencionado día trabajó desde las
ocho de la mañana hasta las siete y media de la tarde, o sea, una jorna-
da de once horas y media consecutivas.

TERCERO. En el expediente instruido durante la tramitación en
alzada de la mencionada multa ante el Ministerio de la Gobernación,
se recoge una manifestación del dueño del coche y del local en que el
mismo se encerraba, don Honorio Moneó

Excmos. señores: don César Silió Cortés, don Gonzalo Meras
Navia, don Francisco Beceña González, don Pedro J. García de los Ríos,
don Víctor Pradera Larrambe.



SEGUNDO. De conformidad, por lo tanto, con los hechos y fun-
damentos legdes enunciados, procede admitir el recurso interpuesto,
dzando la sanción impuesta, por carecer de una base concreta que le
sirva de apoyo.

Constitucionales
Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribunal de Garantías

FALLA: Que procede estimar, y estima, el recurso interpuesto
por la via de amparo por don Nicolás Galarza Remón contra reso-
lución del Ministerio de la Gobernación de veinticinco de febrero
de mil novecientos treinta y cinco, por la que se confirmó la provi-
dencia de la Dirección General de Seguridad en que le fue impues-
ta una multa de dos mil pesetas, dejando, en consecuencia, sin
efecto, la sanción recurrida. Expídase certificación literal de esta

sentencia y remítase a la autoridad recurrida para su inmediato
cumplimiento. Así se acuerda y firman.

SEGUNDO. Contra la mencionada providencia recurrió el md-
tado en la dzada ante el Ministerio de la Gobernación, el cud, con
fecha veinticinco de febrero dtimo, desestimó el recurso y confirmó
la mdta impuesta por aquel Centro directivo.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio, interpuso el
multado recurso de amparo ante este Tribunal, alegando la impro-
cedencia de la multa, por no estar comprendidos los hechos reali-
zados en el número siete del art. 3 de la referida Ley de Orden
Público y la desproporcionalidad entre aquélla y los medios pecu-

niarios del recurrente. El presente recurso ha sido tramitado en
forma legal, no habiéndose propuesto por las partes la práctica de

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. El apartado séptimo del art. 3 de la Ley de Orden
PúbUco, que ha servido de base para la imposición de la mdta, se refie-
re a aqueUos actos «en que se encomienden, propugnen o enaltezcan
los medios violentos para alterar el orden legalmente establecido».
No concurren en el texto del pasquín ninguna de las circunstancias
enumeradas en el apartado anterior para que pueda ser apUcado en
este caso la vigente Ley de Orden Público, toda vez que no se reco-
mienden, propongan ni endtezcan en él los medios violentos encami-

nados a subvertir el orden establecido legalmente.



N.a88

SENTENCIA

Madrid, veintidós de noviembre de rril novecientos treinta y
cmco

Visto el recurso presentado por la vía del de amparo, confor-
me al art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Gerardo Baldris
Falces, contra resolución del Ministerio de la Gobernación, de veinti-
séis de noviembre de mü novecientos treinta y cuatro, por la que se
confirmó la multa de doscientas cincuenta pesetas que le impuso la
Dirección General de Seguridad en tres de octubre anterior, con arre-
glo a dicha Ley.

Siendo Ponente el Excmo. señor don Francisco Basterrechea
Zaldívar.

HECHOS

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad, con fecha tres de
octubre de rril novecientos treinta y cuatro, impuso a don Gerardo
Baldris Fdces una mdta de doscientas cincuenta pesetas, por su parti-
cipación en los hechos ocurridos el día doce de septiembre anterior
en la estación de la Puerta del Sol del Metropolitano de Madrid, esti-
mándole incurso en el párrafo sexto del art. 3 de la Ley de Orden
PúbUco.

SEGUNDO. Contra la providencia de la Dirección General de
Seguridad promovió el multado recurso de alzada ante el Ministerio de
la Gobernación, el cud, con fecha veintiséis de noviembre siguiente,
confirmó la multa impuesta, habiendo recurrido don Gerardo Baldris
contra dicha resolución ante este Tribunal, conforme al último párrafo
del art. 18 de la Ley de Orden PúbUco.

TERCERO. El presente recurso ha sido tramitado en forma legal,
figurando unida al mismo una comunicación de la Düección General

Pradera

Excmos. señores: Presidente, don César Silió. Vocales, don
Gonzdo Meras, don Francisco Beceña, don Francisco Alcón, don Víctor



Nila invocación que el incdpado hace en este recurso a la pro-
porcionaUdad de la mdta, esrigida por el art. 18 de la Ley, el caudd o
ingresos del mdtado, ni el art. 28 de la Constitución, que cita, son argu-
mentos en los que se puede fundar la revocación de la sanción

TERCERO. De conformidad, por tanto, con los hechos y funda-
mentos legdes enunciados, procede rechazar la reclamación formda-
da por el recurrente, confirmando plenamente la sanción recurrida.

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constitucionales

FALLA:Que procede rechazar, y rechaza, la reclamación formu-
lada por don Gerardo Bddris Fdces contra laresolución del Ministerio
de la Gobernación, de veintiséis de noviembre de rril novecientos
treinta y cuatro, por la que se mantiene la mdta de la Düección

de Seguridad, remitida, para mejor proveer, a instancia de la Sección
Primera, con fecha veinticinco de octubre dtimo, en la que, refirién-
dose d informe evacuado por la Primera División de Investigación
Crimiral, se hace constar «que el mencionado señor Baldris, entre
otros empleados, se distinguió en la agresión a la señorita Plaza, así
como también en la manifestación que, dando grandes voces y can-
tando "La Internacional", se formó en la citada entrada del
Metropolitano al regreso de la Prisión Celular, conociéndose tam-
bién, por noticias fidedignas, que el sancionado, como delegado
obrero de la Compañía, hizo objeto de amenazas al personal que
hiciera declaraciones sobre los hechos que nos ocupan».

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO Frente a la negativa del mdtado, consto en el expe-
diente el üiforme de la Dirección General de Seguridad, antes mencio-
nado, en el que se especifica, concretamente, la intervención del
recurrente en los hechos acaecidos en la estación de la Puerta del Sol
de Madrid, habiendo intentado valerse aquél, para rebatir la incdpa-
ción de la autoridad de una prueba que no fue admitida por este
Tribunal.

SEGUNDO. Los hechos ocurridos implicaron, efectivamente, una
alteración materid de la paz púbUca, y encajan, por consecuencia, en
el número sexto del art. 3 de la Ley de Orden PúbUco, base en que se
apoya la autoridad para imponer la sanción.

impuesta.



cmco

y Álvarez

Vistos los recursos de amparo interpuestos por don Ángel
Custodió Mondéjar Vicente, don José Vicente López, don José
Vicente Alarcón, don Ramón Almela Sánchez, don José María López
Beltrán y don Enrique Templado Tornero, contra resolución del
Ministerio de la Gobernación de doce de febrero de mil novecien-
tos treinta y cinco, que confirmó las del Excmo. señor Gobernador
Civil de Murcia, de ocho y doce de junio de mil novecientos trein-
ta y cuatro, por las cuales impuso a los recurrentes multas de dis-
tintas cuantías. Siendo Ponente el Excmo. señor don Carlos Martín

HECHOS

PRIMERO. El Gobernador de Murcia, en veinticinco de mayo de
mü novecientos treinta y cuatro, remitió al Excmo. señor Ministro de
Agricultura una instancia de varios productores de albaricoque, de dis-
tintos pueblos de aquella provincia, en súpüca de que se fijasen guber-
nativamente los precios mínimos a que había de venderse aquel fruto,
tanto en dicha provincia como en las de Alicante, Almería, Valencia y
Bdeares, rogando la mayor urgencia en la resolución, por faltar ya muy
poco tiempo para la recolección del fruto.

SEGUNDO. Del indicado Ministerio se contestó por la Düección
General de Agricultura, en telegrama, al Gobernador, participándole
que, con aquella fecha, se dirigía al Jefe de la Sección Agronómica para
que, puesto al habla con representantes de productores y fabricantes-

General de Seguridad el tres de octubre anterior, confirmando plena-
mente la sanción recurrida. Expídase certificación literal de esta sen-
tencia yremítase a la autoridad recurrida para su cumplimiento. Así se
acuerda y firman.

Excmos. señores: don César SÜió, don Gonzalo Meras, don
Francisco Beceña, don Francisco Basterrechea y don Víctor Pradera.

N. a89

SENTENCIA

Madrid, veinticinco de noviembre de mil novecientos treinta y



QUINTO. Los multados recurrieron en alzada ante el
Ministerio de la Gobernación, y no ante el de Agricdtura, como se les
prevenía en la resolución del Gobernador, por entender que, habién-
dose invocado por éste la Ley Provincial, debían alzarse ante el
Ministro de la Gobernación, como inmediato superior jerárquico del

consejeros, procurase Uegar a un acuerdo respecto a los precios a que
hubiera de pagarse el dbaricoque, «única gestión que puede hacerse
por este Ministerio —se decía— hasta que una resolución de gobier-
no permita tasar dicho producto».

TERCERO. En el Boletín Oficial de la Provincia de Murcia corres-
pondiente d lunes cuatro de junio de mü novecientos treinta y cuatro
apareció una circdar del Gobernador Civü, en la que se decía: «des-
pués de distintas reuniones celebradas con las representaciones de
cosecheros de albaricoques y fabricantes de pulpa, y previos los
oportunos asesoramientos, se fijapor este Gobierno Civilcomo pre-
cio mínimo de tasa para las transacciones que se hagan entre fabri-
cantes y cosecheros el de dos pesetas la arroba de la variedad
búlida, y una peseta cuarenta y cinco céntimos para las variedades
tardías. Por los señores Alcaldes de la provincia se dará la mayor
publicidad a esta Orden, en evitación de las sanciones que serán
aplicables a sus contraventores, de acuerdo con la vigente Ley de
Orden Público».

CUARTO. Comunicada d Gobernador Civü la resistencia de dgu-
nos fabricantes-conserveros y exportadores de fruta a pagar por el
referido producto los precios fijados por el Gobernador, éste, por reso-
luciones de ocho y doce de junio de mU novecientos treinta y cuatro,

impuso a don Ángel Custodió Mondéjar una mdta de iril pesetas; a
don José Vicente López, don José Vicente Alarcón y don Ramón Aúnela
Sánchez, sendas mdtas de doscientas cincuenta pesetas, y a don José
María López Beltran y don Enrique Templado Tornero, otras de qui-
nientas pesetas, a cada uno, por haber comprado dbaricoques a pre-
cios inferiores « a los estipulados y convenidos, lo que representa
una resistencia y desobediencia a lo estipulado, advirtiendo a los
multados que contra la resolución pueden interponer recurso de
reforma, en el término de dos días, así como, contra la negación de
éste, utilizar al de alzada ante el Ministerio de Agricultura, previa
consignación del importe de la multa, dentro del termino de diez
días, conforme al art. 22 de la Ley Providencial, reformado por
Decreto de doce de octubre de mil novecientos treinta y tres».



SEGUNDO. Dados los términos en que el art. 33 establece la
Ubertad de industria y comercio, seria preciso que el Gobernador de
Murcia hubiera procedido, al tasar el precio del albaricoque, en virtud
de las facultades que expresamente le confiera alguna ley, y en su
resolución no invoca más que la Ley Provincial de mil ochocientos
ochenta y dos, que en ningún caso autoriza multas superiores a qui-

SEXTO. El Ministerio de la Gobernación, al resolver la alzada,
confirmo la multa, considerando que con la fijación del precio del dba-
ricoque por el Gobernador, se evitó la perturbación del mercado yuna
segura dteración del orden púbUco, dado el estado de excitación de
ánimos existente entre la mayoría de los vecinos de las vülas de Moüno
de Segura yAguazar.

SÉPTIMO. Los multados han recurrido separadamente ante
este Tribunal, interponiendo recursos de amparo, alegando como
infringidos: primero, el art. 33 de la Constitución de la República
Española, que reconoce la libertad de industria y comercio, salvo la
limitación que por motivos económicos y sociales de interés gene-
ral, impongan las leyes, libertad cuya garantía, según el art. 42 de la
misma Constitución, es de aquellas que no pueden ser suspendidas
total o parcialmente; segundo, el art. 28 de la propia ley fundamen-
tal, a cuyo tenor sólo se castigarán los hechos definidos como puni-
bles por ley anterior a su perpetración; el art. 22 de la Ley
Provincial, que taxativamente enumera los hechos por los que se
pueden imponer multas gubernativas hasta un máximo de quinien-
tas pesetas, y la doctrina de la sentencia de este Tribunal de ocho de
noviembre de mil novecientos treinta y cuatro, que prohibe sancio-
nar en vía gubernativa actos contra el orden público cuando cons-
tituyan delito; y

OCTAVO. Habiéndose acordado por elTribunal en Pleno la acu-
mulación de los seis recursos de que ahora se trata, esta Sección seña-
ló plazo para la proposición de prueba, que terminó sin que fuera
utilizado td derecho, y fijó el día de hoy para la vista, que los recu-
rrentes habían pedido.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Contra las providencias por las que el Gobernador de
Murcia impuso las multas señaladas, no procedía la interposición del
recurso de alzada ante el Ministerio de Agricultura, como se indicaba
en las providencias por las que se impusieron, süio ante el Ministerio
de la Gobernación, como hicieron los recurrentes.



para su resolución

TERCERO. La tasa de los productos no la encomiendan las
disposiciones legales vigentes a los Gobernadores de provincia,
sino al Ministerio de Agricultura, según claramente se determina
en el Real Decreto-Ley de seis de marzo de mil novecientos trein-
ta, declarado subsistente por el Decreto-Ley de veintinueve de
mayo de mil novecientos treinta y uno, y Ley de dieciséis de sep-
tiembre de mil novecientos treinta y uno, en relación con el
Decreto de dieciséis de diciembre del mismo año, que cambió el
nombre del Ministerio de Economía por el de Agricultura, siendo
de notar que el propio Gobernador de Murcia debió entenderlo
también así, al empezar la tramitación de los expedientes, por
cuanto remitió la instancia originaria al Ministerio de Agricultura

CUARTO. La úrica imputación que se hace a los recurrentes
con relación al orden púbUco, es la de haber comprado el albarico-
que a precios inferiores a los estipdados y convenidos, y habiendo
quedado demostrado ya en el Fundamento anterior que el

Gobernador no pudo imponerlos, sólo podía hacer responsables a
los multados si eUos hubiesen sido de los que celebraron el conve-
nio, y como los recurrentes lo niegan y en el expediente no hay prue-
ba ninguna en contrario, no es posible obligarles a cumplir acuerdos
que no pasarían de la categoría de convenios privados entre particu-
lares, pero sin carácter corporativo oficid que se tomara legdmente,
único caso en que podrían ser obligatorios para personas que en
eUos no hubieran tomado parte.

Constituciondes.
Por todo lo cud, la Sección Segunda del Tribunal de Garantías

FALLA: Que deben estimarse, y estima, los recursos de ampa-
ro interpuestos por don Ángel Custodió Mondéjar Vicente, don José
María López Beltrán y don Enrique Templado Tornero, contra la reso-
lución del Ministerio de la Gobernación que confirmó las del
Gobernador Civil de Murcia, de ocho y doce de junio anterior, por
las cuales impuso una multa de mil pesetas al primero de los recu-

nientas pesetas, y que es üiapUcable d caso de estos expedientes, por-
que, para sancionar un acto como desobediencia a una autoridad, es
preciso que se trate de dgún caso en que la obediencia sea debida, y
cuando la autoridad da órdenes fuera de la órbita de sus atribuciones,

la responsabüidad no la contrae el ciudadano que las incumple, sino

la Autoridad que las dicta.



SEGUNDO. El interesado, una vez resuelto el oportuno recur-
so de alzada ante el Ministerio de la Gobernación, en el que se con-
firmó la multa impuesta, interpuso ante este Tribunal el recurso, por
vía del de amparo, autorizado por el art. 18 de la Ley de Orden
Público, contra la citada resolución, alegando que su actuación esta-
ba completamente alejada de cuanto significase comisión de acto
alguno de los comprendidos en el art. 3 de la Ley de Orden Público,
y que su influencia personal o política no pudo interponerse para

rrentes; otras de doscientas cincuenta, al segundo, tercero y cuarto,
y otras de quinientas, a los dos últimos, y, en su consecuencia, revo-
ca dicha resolución, dejando sin efecto las multas impuestas, que
serán devueltas si se hubieren hecho efectivas. Expídanse certifica-
ciones de esta sentencia yremítase a la Autoridad inculpada, para su
inmediato cumplimiento, y al Administrador de la Gaceta de
Madrid, para su inserción en dicho periódico oficial. Así lo acuerdan
y firman.

N. Q90

SENTENCIA

Madrid, veinticinco de noviembre de mil novecientos treinta y
cmco

Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, conforme al
art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Isidro Rodríguez Mendieta,
vecino de Madrid, contra resolución del Ministerio de la Gobernación
de quince de noviembre de irilnovecientos treinta y cuatro, que con-
firmó la multa de cinco mil pesetas que, con arredo a dicha ley, le fue
impuesta por la Düección General de Seguridad. Siendo Ponente el
Excmo. señor don Gü GÜ y Gil.

HECHOS

PRIMERO. El día dieciocho de septiembre de mü novecientos
treinta y cuatro, la Dirección General de Seguridad impuso d recu-
rrente una multa de cinco mü pesetas, por su actuación en la huelga
declarada en esta capital el día ocho del citado mes, y estimarle incur-
so en el párrafo cuarto del art. 3 de la Ley de veintiocho de jdio de mil
novecientos treinta y tres.



Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constituciondes.

FALLA: Que procede acceder y accede, a la reclamación formu-
lada por la vía del recurso de amparo por don Isidoro Rodríguez
Mendieta contra resolución del Ministerio de la Gobernación de quin-
ce de noviembre de rril novecientos treinta y cuatro, que confirmó la
mdta que le impuso, en dieciocho de septiembre del mismo año, la
Düección General de Seguridad, dejando, sin efecto la sanción recu-
rrida. Expídase certificación de esta sentencia yremítase a la autoridad
inculpada para su inmediato cumplimiento. Así lo acuerdan y firman:

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco

Vega de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Sdvador
Mingdjón y don GÜ GÜ y Gü.

originar violencia o perturbación del orden, ya que en aquella fecha
el recurrente se hallaba ausente de Madrid, lo cual viene a ser corro-
borado por la falta de prueba concluyeme que evidenciase la exis-

tencia de actuación contra el orden público, que diese motivo a la
sanción

TERCERO. En la tramitación de este recurso, la autoridad san-
cionadora se ha limitado a reproducir en sus propios términos la pro-
videncia por la que se impuso la mdta, sin que en el expediente
remitido por el Ministerio de la Gobernación se hayan precisado los
actos concretos en que se haya manifestado la actuación del recurren-
te en la huelga de referencia, por carecer de datos para eUo, según se
dice, en la Dirección General de Seguridad.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Es imposible determinar la licitud o ilicitud de un
hecho sin conocer, en mayor o menor grado, en qué haya consisti-
do. En el expediente de este recurso no obra atestado, denuncia ni
referencia de cualquier clase a cuáles fueron los actos u omisiones
cometidos el día ocho de septiembre del pasado año por el incul-
pado, y, en consecuencia, falta la citación concreta de hechos a
que aplicar por esta jurisdicción las normas de la Ley de Orden
Público.

SEGUNDO. La degación de un acto contra el orden púbUco
incumbe a la autoridad incdpada, y, faltando, la sentencia definitiva ha
de ser favorable d castigado.



Madrid, veinticinco de noviembre de mil novecientos treinta y
cinco

Visto el recurso promovido, por via del de amparo, conforme al
art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Carlos Fernández de la
Cruz, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de dos de
diciembre de mü novecientos treinta y cuatro, que confirmó la multa
de doscientas cincuenta pesetas que le fue impuesta por la Dirección
General de Seguridad en tres de octubre anterior. Siendo Ponente el
Excmo. señor don Antonio María Sbert.

HECHOS

PRIMERO. Con motivo de los desórdenes ocurridos en la esta-
ción del ferrocarril Metropolitano de la Puerta del Sol, de esta capi-
tal, el día doce de septiembre de mil novecientos treinta y cuatro,
producidos por un grupo de empleados de dicha Compañía que
venían de visitar a unos compañeros presos en la cárcel Modelo, y
en los que resultaron rotas las lunas de la cabina de admisión, al
intentar irrumpir en la estación y agredir a la empleada que ocu-
paba aquélla, la Dirección General de Seguridad, con fecha tres de
octubre siguiente, impuso una multa de doscientas cincuenta pese-
tas al empleado de la Compañia del Ferrocarril Metropolitano, don
Carlos Fernández de la Cruz, por su actuación durante los sucesos,
y estimarle incurso en el párrafo sexto del art. 3 de la Ley de Orden
Público.

SEGUNDO. El interesado recurrió en alzada contra la multa
impuesta, ante el Ministerio de la Gobernación, por el que se con-
firmó la resolución recurrida, interponiendo entonces ante este
Tribunal el recurso, por vía del de amparo, autorizado por el art. 18
de la Ley de Orden Público, y alegando que la multa que le había
sido impuesta debía obedecer a alguna confusión sufrida por la
Autoridad, porque el recurrente se encontraba a la hora en que los
hechos se produjeron en la consulta del médico oculista de la
Compañía.

TERCERO. De la prueba practicada en este recurso no aparece
demostración fehaciente de la intervención del incdpado en los suce-
sos referidos, y se ha aportado, en cambio, un oficio del Jefe de la



FALLA:Que procede declarar y declara haber lugar a la reclama-
ción formdada, por vía del recurso de amparo por don Carlos
Fernández de la Cruz contra resolución del Ministerio de la
Gobernación de dos de diciembre de mü novecientos treinta y cuatro,

que confirmó la mdta de doscientas cincuenta pesetas impuesto por
la Düección General de Seguridad en tres de octubre anterior, dejan-
do sin efecto la sanción recurrida. Expídase certificación de este sen-
tencia y remítase a la autoridad inculpada para su inmediato
cumplimiento. Así lo acuerdan y firman:

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco

Vega de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Sdvador
Minguijón y don Antonio María Sbert.

N.a92

SENTENCIA

Madrid, doce de diciembre de mü novecientos treinta y cinco

Vistos los recursos promovidos, por vía del de amparo, por don
Luis Rufilanches Sdcedo y don Segundo Serrano Poncela contra reso-
lución del Ministerio de la Gobernación que confirmó la multa de dos
mü quinientas pesetas que, con arcedo a la Ley de Orden PúbUco les
fue impuesta por el señor Düector General de Seguridad. Siendo
Ponente el Excmo. señor don Juan Salvador Minguijón.

Düección de Persond de la Compañia del MetropoUtano en el que se
asegura que en los antecedentes que obran en la Compañía, relaciona-
dos con los repetidos disturbios, no figura haberse significado el Jefe
de Estación don Carlos Fernández de la Cruz.

FUNDAMENTO DE DERECHO

No apareciendo en la información aportada a este expedente
que el recurrente, don Carlos Fernández de la Cruz, tomase parte en
los sucesos que dieron lugar a la imposición de la mdta, no pueden
dcanzarle las responsabüidades que de los mismos se deriven.

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constituciondes.



CUARTO. De las aportaciones traídas a este expediente no apa-
recen otros cargos concretos contra los recurrentes que su interven-
ción en el mitin según se hace constar en la referida providencia de la
Dirección General de Seguridad, ya que de una información practica-
da por un Inspector y varios Agentes de Policía se desprende que el
acto fue autorizado por elAlcalde de la localidad a instancia de un veci-
no secretario de la Sociedad Obrera local y que si bien los oradores
habían proferido ataques al Gobierno, no se produjeron alteraciones
que motivasen la intervención de la Guardia Civil presente en el acto.

PRIMERO. El día ocho de julio de mil novecientos treinta y cua-
tro, se celebró en el pueblo de San Martín de la Vega (Madrid), un mitin
de carácter sociaUsta en el que entre otros oradores intervinieron los
recurrentes, don Segundo Serrano Poncela y don Luis Rufilanches
Salcedo. La Dirección General de Seguridad, por providencia del día
dieciséis del mismo mes acordó imponer una multa de dos mil qui-
nientas pesetas a cada uno de los dos recurrentes por su intervención
en dicho acto y «estima el mismo comprendido en elpárrafo 2° del
artículo 2. ° de la vigente Ley de Orden Público».

SEGUNDO. Los interesados, una vez resueltos en sentido negati-
vo los oportunos recursos de dzada interpuestos ante el Ministerio de
la Gobernación, iniciaron ante este Tribunal los recursos de amparo
procedentes a tenor de lo preceptuado por el art. 18 de la Ley de
Orden Público, contra la resolución del Ministerio y después de trami-
tados conforme a lo preceptuado y dispuesto por el art. 49 de la Ley
Orgánica del Tribunal y estando ambos en el mismo período de seña-
lamiento de vista se pidió por el señor Serrano Poncela que su recur-
so número 922 fuese acumulado al que pendía a nombre del señor
Rufilanches número 928, lo que fue acordado por la Sección en auto
de cuatro de diciembre último, por concurrir los requisitos legales
establecidos por los arts. 223 a 225 del Reglamento para la ejecución
de la Ley del veintidós de junio de mü ochocientos ochenta y cuatro
sobre el procedimiento contencioso-admiristrativo, supletorio del
Reglamento de este Tribunal.

TERCERO. Los recurrentes, entre otras alegaciones en su defen-
sa, han hecho las de que su intervención, en el mencionado, mitin fue
exclusivamente a título individual, sin representación de organismo
o sociedad alguna y que no se había precisado por la autoridad san-
cionadora los hechos punibles cometidos por los multados.



FUNDAMENTOS LEGALES

rrentes se les imputa

PRIMERO. La actuación de los recurrentes en el acto que dio
origen a la sanción no aparece como representativa y exterioriza-
dora de una actividad social que no ha sido determinada como tam-

poco pueden estimarse suficientes los términos en que aparece la

imputación hecha por la Providencia de la Dirección General de
Seguridad, en ningún momento ampliada, y que no ofrece hechos

concretos para apreciar la punibilidad de la conducta ya que no se
dice cómo fue ni en qué consistió esa intervención que a los recu-

SEGUNDO. La cücunstancia de que un determinado acto esté
comprendido entre los enumerados por el art. 2.° de la Ley de vein-
tiocho de junio de mü novecientos treinta y tres no supone necesaria-
mente su puribüldad, porque refiriéndose dicho artícdo d ejercicio
de aqueUos derechos en cuyo normd desarroUo consiste, en gran

parte el Uamado orden púbUco, siempre ha de dectarle, pero no son
sancionables más que cuando de alguna manera perturben, menosca-
ben o pongan en peUgro serio el orden mismo, por lo que la autoridad
gubernativa ha dejado sin vaüdez las mdtas impuestas a los recurren-
tes d omitü las consideraciones cücunstanciadas por las que la inter-

vención en un acto público celebrado con acatamiento a las
prescripciones de la Ley de Reumón debía ser considerado como con-
trario al orden púbUco.

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constitucionales.

FALLA: Que procede acceder y accede, a la reclamación formu-
lada por la vía del recurso de amparo por don Segundo Serrano

Poncela y don Lds Rufilaches Sdcedo contra la resolución del
Ministerio de la Gobernación de veintinueve de septiembre de rril
novecientos treinta y cuatro, que confirmó la multa que les fue
impuesta por la providencia de la Düección General de Seguridad
dejando sin efecto las sanciones recurridas. Expídase certificación de
esta sentencia para remitir d Excmo. señor Ministro de la Gobernación
y d señor Adrriristrador de la Gaceta de Madrid para su pubUcación
en el periódico oficid. Así lo acuerdan y firman:

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Sdvador
Minguijón y don Gü GÜ y GÜ.



SEGUNDO. El interesado, una vez resuelto en sentido negati-
vo el oportuno recurso de alzada ante el Ministerio de la
Gobernación, interpuso ante este Tribunal el recurso, por vía del
de amparo, autorizado por el art. 18 de la Ley de Orden Público,
contra la citada resolución, haciendo entre otras alegaciones la de
que autorizó el acto después de obtener las necesarias garantías,
que aconsejaban las circulares del Gobierno Civil de aquella
época; que con su actitud y actuación durante el día de referencia
contribuyó a que la reunión se desenvolviese normalmente, y sin
ninguna alteración del orden; que del desarrollo de los sucesos se
tuvo al corriente a la Dirección General de Seguridad y al
Gobierno Civil,por conducto del cabo de la Guardia Civil, con
fuerzas a sus órdenes, allí presentes, y que en todo caso su inter-
vención no puede reputarse como la de elemento integrante de
colectividad alguna, sino como representante del Poder Público en

Madrid, doce de diciembre de mil novecientos treinta y cinco

Visto el recurso presentado por vía del de amparo, conforme al
art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Román López Blanco, con-
tra resolución del Ministerio de la Gobernación de veintinueve de sep-
tiembre de mU novecientos treinta y cuatro, que confirmó la multa de
cuíco milpesetas que con arreglo a dicha Ley le fue impuesto por el
Excmo. señor Director General de Seguridad. Siendo Ponente el
Excmo. señor don Juan Salvador Minguijón.

HECHOS

PRIMERO. El día ocho de jdio de mü novecientos treinta y cua-
tro se celebró en el pueblo de San Martín de la Vega (Madrid) un mitin
organizado por la Federación de Juventudes Socidistas para cuya cele-
bración se concedió a instancia de los organizadores la oportuna auto-
rización por el Alcalde de aquel Ayuntamiento y recurrente, don
Román López Blanco. La Düección General de Seguridad, por provi-
dencia del dieciséis de julio sigdente, acordó imponer una mdta de
cinco mU pesetas al recurrente, por su intervención en el acto cele-
brado el referido día, y «estimó el hecho comprendido en el párrafo
2. ° del art. 2. ° de la vigente Ley de Orden Público».



FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. En el oficio por el que se impuso por la Dirección
General de Seguridad la multa de cinco mU pesetas al recurrente se
consigna que la sanción es motivada por su intervención en el acto
celebrado el día tres de julio de mil novecientos treinta y cuatro en
el pueblo San Martín de la Vega, y en la comunicación dirigida por
el Ministro de la Gobernación al Excmo. señor Presidente de este
Tribunal se manifiesta, evacuando el informa a que se refiere el apar-
tado a) del art. 49 de la Ley Orgánica de este Tribunal, que en la
Dirección General de Seguridad no existen más datos que permitan
una mayor ampliación, por lo cual la imputación en que la sanción
se basa queda reducida a un concepto indeterminado, que no puede
estimarse suficiente, y que no ofrece a este Tribunal base concreta

en que poder apoyarse ninguna apreciación acerca de la punibüidad
del hecho, ya que no se dice cómo fue ni en qué consistió esa inter-
vención que al recurrente se le imputa.

así procediese

SEGUNDO. Que la sanción ha sido impuesta por estimar la
Düección General de Seguridad que la intervención del recurrente y
de los que con él fueron sancionados, está comprendida en el párrafo
2° del art. 2 de la Ley de Orden PúbUco, de veintiocho de jdio de mü
novecientos treinta y tres, que se refiere a los actos redizados por
colectividades, cuando trascienden a la vida púbUca ciudadana, y por
lo que atañe al recurrente es indudable que no es colectividad, ni
represento ninguna de las colectividades que en su caso pudieran con-
siderarse responsables del acto celebrado en el día referido, en San
Martín de la Vega, por lo cud no puede sancionarse en su persona
dicho acto colectivo, süio su conducta individud en relación con él si

Por todo lo cual, la Sección Segunda del Tribund de Garantías
Constitucionales

FALLA:Que procede acceder y accede, a la reclamación formu-
lada por la vía del recurso de amparo por don Román López Blanco,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de veintinueve de
septiembre de rril novecientos treinta y cuatro, que confirmó la mdta
que le impuso la Dirección General de Seguridad en dieciséis de jdio
de aquel año, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expíeiase certifi-

TERCERO. En el expediente aportado por la autoridad incd-
pada no aparecen nuevos datos que concreten la actuación del
recurrente.



cmco

Visto el recurso interpuesto por la vía de amparo por doña
María Ayguavives Moy, contra resolución del Consejo de Ministros de
dos de juüo último, por la que se confirmó, reduciéndola a quinientas
pesetas, la multa de diez mil que le fue impuesta por el Ministerio de
la Gobernación, en siete de enero anterior, con arreglo a la vigente Ley
de Orden Público. Siendo ponente el Excmo. señor don Francisco
Alcón Robles.

ANTECEDENTES

PRIMERO. En resolución de siete de enero de mil novecientos
treinta y cinco, el Ministro de la Gobernación impuso una multa de
diez mü pesetas a doña María Ayguavives Moy, por su intervención en
los hechos acaecidos durante la fiesta celebrada en el Hotel Ritz de
esta capitd en la madrugada del día primero de enero dtimo, en la
que, d proferir otros comensales el grito de «¡Viva la RepúbUca!», con
ocasión de tocar la orquesta el himno nacional, exclamó la recurrente
«¡Viva la Monarquía!» y «¡Abajo la República!», actitud que se estimó
comprendida en el número seis del art. 3 de la vigente Ley de Orden
Público.

SEGUNDO. Instruido sumario por la autoridad judicial, con moti-
vo de la reaüzación de esos hechos, fue sobreseído libremente por
auto de dieciséis de febrero de mü novecientos treinta y cinco, dicta-
do por el Tribund de Urgencia de la Audiencia Provincid de Madrid,
por aparecer justificado que doña María Ayguavives Moy no tomó
parte directa ni indirecto de la ejecución del hecho perseguido.

cación de esta sentencia para remitir a la autoridad incdpada, para su
inmediato cumplimiento. Así lo acuerdan y firman:

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Iglesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Sdvador
Minguijón y don Carlos Martín y Álvarez.

N.a94

SENTENCIA

Madrid, catorce de diciembre de mü novecientos treinta y



PRIMERO. Carece de base la sanción impuesta a la recurrente,

porque, habiéndosele imputado la ejecución de un hecho com-
prendido en el número seis del art. 3 de la Ley de Orden Público,
constan testimoniadas en el expediente las diligencias sumariales
instruidas con ocasión del mismo y sobreseídas libremente por el
Tribunal de Urgencia de la Audiencia Provincial de Madrid, precisa-
mente por no haberse comprobado que la recurrente profiriese los
gritos de «/Viva la Monarquía!» y «¿Abajo la República*.», base de la
sanción, procediendo, en consecuencia, la revocación de la sanción

SEGUNDO. Y no habiendo tomado parte directa ni indirecta
doña María Ayguavives Moy en los hechos perseguidos por la auto-

ridad judicial y sancionados, al propio tiempo, por la autoridad
gubernativa, es ocioso examinar el problema relativo a la falta de
competencia del Ministerio de la Gobernación para imponer mul-
tas una vez efectuada la declaración del estado de guerra; o la
supuesta infracción de derechos individuales realizada en la reso-
lución que la recurrente impugna; no siendo función de este

Tribunal, por otra parte, la de declarar las responsabilidades en que,
a juicio de aquélla, ha incurrido la autoridad gubernativa al impo-

ner la sanción, quedando expedida a dicha parte las acciones que
le puedan asistir la obtención de las reparaciones que, en su opi-
nión, le fueran debidas.

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías

FALLA: Que procede estimar, y estima, el recurso interpuesto
por la vía de amparo por doña María Ayguavives Moy,contra resolución
del Consejo de Ministros de dos de jdio de mü novecientos treinta y
cuíco, por la que se confirmó, reduciéndola a quinientas, la mdta de
diez mü pesetas que le fue impuesta por el Excmo. señor Ministro de

TERCERO. Interpuesto recurso de dzaela contra la resolución
del Ministerio de la Gobernación, fue confirmada éste por la del
Consejo de Ministros de dos de jdio de iril novecientos treinta y
cmco, aunque rebajando la cuantía de la mdta a quinientas pesetas.

CUARTO. Contra la expresada resolución se ha interpuesto el
presente recurso de amparo, cuya tramitación ha tenido lugar confor-
me a la ley.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

recurrida



SENTENCIA

Madrid, dieciséis de enero de mü novecientos treinta y seis

Idesia.

Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, conforme al
art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Emüio Giménez Heras, veci-
no de Burgos, contra resolución del Consejo de Ministros de siete de
junio de mü novecientos treinta y cinco, que confirmó lamulte de diez
mü pesetas que, en aplicación de la mencionada ley, le fue impuesta
por el Excmo. señor Ministro de la Gobernación en veintisiete de abril
anterior. Siendo ponente el Excmo. señor don Francisco Vega de la

HECHOS

PRIMERO.A requerimiento del Gremio de Camareros de Burgos,
el Delegado interino deTrabajo de aquella capital, don EmÜio Giménez
Heras, adoptó, en veintiséis de abrü de mil novecientos treinta y cinco,
un acuerdo por el que, siguiendo precedentes y disposiciones anterio-
res, se fijaba el régimen de trabajo que había de regü para el indicado
Gremio en la fiesta de primero de mayo del pasado año, acuerdo segui-
damente comunicado al Gobernador Civil para su inserción en el
Boletín Oficial,y publicado en la Prensa local el siguiente día, veinti-
siete, para general conocimiento.

SEGUNDO. Por düerir dicho régimen de trabajo del establecido
por el Ministerio de la Gobernación en Orden circular cursada a los
Gobernadores, el de la provincia de Burgos requüió, el día veintisiete,
la presencia del Delegado Interior de Trabajo, con objeto de atemperar
el acuerdo ya publicado a lo dispuesto en las ordenes superiores, y, no

la Gobernación, en siete de enero anterior, dejando, en consecuencia,
sin efecto la sanción recurrida. Expídase certificación Uteral de esta
sentencia y remítase a la autoridad recurrida para su inmediato cum-
plimiento. Así se acuerda y firma

Excmos. señores: Presidente don César Silió. Vocales don
Gonzalo Meras, don Francisco Beceña, don Francisco Alcón, don Pedro
J. García

N.s95



Con la misma fecha, el Ministerio de Trabajo ordenó la forma-
ción de un expediente contra dicho Delegado, para averiguar y san-
cionar, en su caso, su conducta.

TERCERO. Resuelto, en siete de junio dtimo, en sentido dene-
gatorio, el recurso de alzada oportunamente interpuesto por el señor
Giménez Heras ante el Consejo de Ministros, acudió ante este Tribund,
ejercitando el recurso, por vía de amparo, que autoriza el artícdo 18
de la ley de veintiocho de jdio de irilnovecientos treinta y tres, con-
tra la mdta impuesto en apUcación de dicha ley; recurso que ha sido
tramitado conforme a las prescripciones legdes.

CUARTO. En la sustanciación del mismo, el recurrente ha degado
que en su entrevista con el Gobernador Civü, dentro del respeto de obe-
diencia a las órdenes superiores, mantuvo el criterio de que no se creía
autorizado a modificar por sí mismo el acuerdo sobre la jornada de tra-
bajo para la fiesta de primero de mayo, de que se trataba, y que debía de
recurrirse ante el Ministerio de Trabajo para lo que se estaba dentro de
plazo hábU a fin de que modificara lo acordado, estando él dispuesto a
dar la máxima rapidez a la tramitación de tol alzada; y que, por otra parte,
en el aspecto legd no le sería apücable el art. 33 de la Ley de Orden
PúbUco, sino, en todo caso, el art. 31 de la misma. La Autoridad guberna-
tiva ha dado por reproducida, en su informe, la resolución del Consejo
de Ministros recurrida, por la que se consideraba que la conducto del
Delegado de Trabajo se dirigía a dificdtar el Ubre ejercicio de la indus-
tria y comercio, y que desconoció el especid derecho que compete d
Ministerio de la Gobernación para dictar reglas durante los períodos de
excepción que impidan la cesación de industria y comercio y aseguren
el abastecimiento de los servicios de las poblaciones.

QUINTO. De las düigencias y pruebas aportadas a este expe-
diente aparece que el Delegado de Trabajo no tuvo conocimiento de
las instrucciones del Ministerio de la Gobernación hasta después de
pubücado su repetido acuerdo, y que un vez conocidas se mantuvo

Uegándose a coincidir en el procedimiento pertinente para td intento,
el Gobernador puso la situación creada en conocimiento del Excmo.
señor Ministro de la Gobernación, quien, estimando la actitud del
Delegado de Trabajo señor Giménez Heras, como una resistencia a aca-
tar sus órdenes, le impuso, el propio da veintisiete, una multa de diez
irilpesetas, en apUcación del art. 33 de la Ley de Orden PúbUco, ya que
en aqueUa fecha estaba declarado en la provincia de Burgos el estado
de prevención.



TERCERO. Aún en el caso de que la resistencia a la modificación
del acuerdo por parte del Delegado de Trabajo hubiese constitddo un

dentro de una posición respetuosa, Umitándose a sostener su discre-
pancia en cuanto a la manera de reformar el régimen de trabajo ya
establecido para la fiesta del primero de mayo, sin que aparezcan indi-
caciones ni indicios de actuación alguna por parte del recurrente, que
tendiesen a hacer vder en la vía pública su repetido acuerdo.

SEXTO. En el expediente gubernativo instruido contra el recu-
rrente por Orden del Ministerio del Trabajo de veintisiete de abril últi-
mo, ha recaído una resolución de doce de octubre, cuya certificación
obra en este expediente, y en la que se declara que de lo actuado no
aparece materia punible en la conducta de dicho funcionario, y no ha
lugar a la imposición de sanción alguna.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. La conducta observada por el Delegado ulterior de
Trabajo de Burgos, en lo que pudiera tener de resistencia a las órdenes
emanadas del Ministerio de la Gobernación, por negarse a modificar
por sí mismo un acuerdo hecho púbUco y tomado con anterioridad en
materia de su privativa competencia, y en el ejercicio de atribuciones
legdes, y contra el que estaba abierto el recurso redamentario de dza-
da, no puede reputarse como un acto contra el orden si no se le impu-
ta, concrete y razonadamente, el propósito o los efectos de contribuü
con él de dguna manera d desorden púbUco; intención y resdtados
que ni üidciariamente aparece en este caso de las actuaciones de este

expediente.

SEGUNDO. El desarroUo normd de la intervención de los
Delegados de Trabajo, conforme a lo estatddo por las leyes, no puede
constitrir por sí mismo un elemento perturbador del orden púbUco
sdvo intencionaUdad contraria, manifiesta porque para momentos de
excepción como reconoce el propio Consejo de Ministros en la resolu-
ción de alzada la autoridad gubernativa se encuentra amparada por el
art. 28 de laLey de Orden PúbUco, que le autoriza para prohibü la cesa-
ción de industria y dictar redas para el abastecimiento y servicio de las
poblaciones, con suspensión transitoria de las jornadas de trabajo acor-
dadas para épocas normales, por lo que no puede apreciarse intencio-
naUdad perturbadora del orden púbUco en el mantenimiento de un
acuerdo sobre régimen de trabajo, que podía ser revocado por la auto-
ridad jerárqdca superior, como así aconteció en este caso, y por la auto-

ridad gubernativa, en virtud de las atribuciones del citado art. 28.



Madrid, diecisiete de enero de rril novecientos treinta y seis

Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, confor-
me al art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Luis Fernández
Magán, vecino de Madrid, contra la resolución del Ministerio de la
Gobernación, de dieciocho de octubre de mil novecientos treinta
y cuatro, que confirmó la multa de cinco mil pesetas que, con arre-
glo a dicha Ley, le fue impuesta por la Dirección General de
Seguridad. Siendo Ponente el Excmo. señor don José Manuel

acto contra el orden púbUco, éste hubiera sido uno de los específica y
concretamente definidos por el art. 31 de la Ley de veintiocho de jdio
de mü novecientos treinta y tres, ya que hubiera resdtado que dicho
Delegado trataba de utilizar los medios que la Administración le confie-
re para perturbar el orden, hecho que tiene una definición y una sanción
específica en el art. 31, que le separa de los demás actos contra el orden
y sanciones generales a que se refiere el art. 33 de aqueUa Ley.

Por todo lo cud, la Sección Segunda del Tribund de Garantías
Constituciondes

FALLA: Que procede acceder y accede, a la reclamación for-
mulada por vía del recurso de amparo, por don Emilio Giménez
Heras, contra resolución del Consejo de Ministros,de siete de junio
de mil novecientos treinta y cinco, por la que se confirmó la multa
de diez mil pesetas que el día veintisiete de abril anterior le había
sido impuesta por el Ministro de la Gobernación, dejando sin efecto
la sanción recurrida. Expídanse certificaciones de esta sentencia y
remítanse al Excmo. señor Ministro de la Gobernación para su inme-
diato cumplimiento, y al señor Administrador de la Gaceta de
Madrid para su publicación en el periódico oficial. Así lo acuerdan
y firman.

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, donjuán S. Minguijón
y don Antonio María Sbert.

N.a96

SENTENCIA



TERCERO. En la tramitación de este recurso, la Autoridad san-
cionadora se ha limitado a reproducir en sus propios términos la pro-
videncia por la que se le impuso la multa, sin que en el expediente
remitido por el Ministerio de la Gobernación se hayan precisado los
actos concretos en que se haya marifestado la actuación del recurren-
te en la huelga de referencia, por carecer de datos para eUo según se
dice en la Dirección General de Seguridad.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Es imposible determinar la licitud o ilicitud de un
hecho sin conocer, en mayor o menor grado, en que haya consistido.
En el expediente de este recurso no obra atestado, denuncia, ni refe-
rencia de cualqder clase a cuáles fueron los actos u omisiones come-
tidos el día ocho de septiembre por el inculpado y, en consecuencia,
fdta la citación concreta de hechos a que apUcar por esta Jurisdicción
las normas de la Ley de Orden PúbUco.

SEGUNDO. La alegación de un acto contra el orden público
incumbe a la Autoridad incdpada, y faltando, la sentencia definitiva ha
de ser favorable al castigado.

Por todo lo cual, la Sección Segunda del Tribunal de Garantías
Constitucionales

FALLA:Que procede acceder y accede, a la reclamación formu-
lada, por vía del recurso de amparo, por don Luis Fernández Magán
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de dieciocho de

PRIMERO. El día nueve de septiembre de mil novecientos trein-
ta y cuatro, la Dirección General de Seguridad impuso al recurrente
una mdta de cinco mU pesetas, por su actuación de la huelga declara-
da en Madrid el día ocho del mismo mes, estimándole incurso en los
párrafos cuarto y quinto del art. 3 de la Ley de veintiocho de juUo de
mU novecientos treinta y tres.

huelga.

SEGUNDO. El interesado, una vez resuelto el oportuno recurso
de alzada ante el Ministerio de la Gobernación, en el que se confirmo
la mdta impuesta, interpuso ante este Tribunal el recurso por vía del
de amparo autorizado por el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, con-
tra la citada resolución, haciendo las alegaciones que, a su juicio, po-
dían desvirtuar sus posibles actuaciones durante la mencionada



cmco

Visto el recurso promovido por vía del de amparo, conforme d
art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, por donjuán Simeón Vidarte Franco
Romero, Diputado a Cortes por la cücunscripción de Badajoz, como
Düector del semanario titdado «La Verdad Social», de dicha capitd,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de cinco de agos-
to de mü novecientos treinta y cinco, por la que se confirmó la mdta
de irilpesetas que le fue impuesta por el Gobernador Civü de Badajoz,
en seis de jdio anterior, siendo Ponente el Excmo. señor don Víctor
Pradera Larrambe.

RESULTANDO: Que en el número del día cuatro de jdio de rril
novecientos treinta y cinco del semanario «La Verdad Social», de
Badajoz, se pubücaron, entre otros artícdos, dos que se titdaban, res-
pectivamente, «Montijo» y «Cartas a un americano», firmado el primero
por Juan A. Codes,y el segundo con el seudónimo «El hombre que ríe»,
y que anteriormente vio la luz en el número de veintidós de junio del
mismo año del periódico «El Obrero», de El Ferrol, sin que haya cons-
tancia de que por su pubücación este dtimo periódeo hubiese esta-
do sometido a proceso de ningún género;

RESULTANDO: Que con fecha seis de jdio del mismo año el
Gobernador Civü de la provincia de Badajoz resolvió, degando las atri-
buciones que a los Gobernadores confiere la vigente Ley de Orden
PúbUco y el estado de prevención de la provincia, imponer al Düector

octubre de rril novecientos treinta y cuatro, que confirmó la mdta que
le impuso la Düección General de Seguridad en nueve de septiembre
anterior, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase certificación
de la Gobernación para su inmediato cumplimiento. Así lo acuerdan y
firman:

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Iglesia, don Eduardo Martínez Sabater, don José Sampol
RipoU y don José Manuel Pedregd.

N. a97

SENTENCIA

Madrid, diecisiete de enero de mil novecientos treinta y



RESULTANDO: Que la resolución gubernativa de referencia fue
notificada a un empleado del periódeo, en ausencia del Director del
mismo, con fecha de diez de julio de mü novecientos treinta y cinco,
según resulta de la consiguiente dUigencia que figura en el expedien-

del semanario «La Verdad Social» una multa de mil pesetas, que habría
de hacerse efectiva en el Gobierno Civü,en papel de pagos d Estado,
en el plazo de cinco días a contar de aquél en que se le notificase en
forma redamentaria la resolución gubernativa, pudiendo interponer
contra la misma recurso de alzada ante el Excmo. señor Ministro de la
Gobernación, en el plazo indicado y previo el depósito del importe de
la multa en la Delegación de Hacienda de la provincia;

RESULTANDO: Que el Gobernador Civü de la provincia de
Badajoz fundaba su resolución en que en los artícdos citados se injuria-
ba y menospreciaba a las autoridades locdes y provinciales, Uegándose
a deslizar, además de las expresadas injurias, gravísimas insidias y ataques
violentos d Gobierno Naciond, que rebasaban los límites del desenfre-
no, citándose especialmente como deüctivos los sigdentes párrafos del
artícdo «Cartas a un americano»: ¿Que el cable nos dice que asesinaron
a un diputado sociaUsta en Badajoz los radicdes, son cuentos de la
China?». ¿Que el repubücano histórico jefe del partido radicd fue entre-
gando poco a poco la RepúbUca a lo más reaccionario de España y hoy
se encuentra prisionero de Gü Robles. Esto lo dicen aqueUos que como
el tipógrafo anarquista Apolo, ya en 1920 le Uamaban traidor en un foUe-
to titdado "Losfarsantes sin careta". No sé lo que ocurrirá, pero me
temo que los pobres dablos que forman este Gobierno de ineptos van
a tomar las de Vdadego. Y qué va a ser de nosotros los patriotas traba-
jadores españoles sin un pdpo... digo, un salmón, y sin un Presidente
como Lerroux, el hombre de más moraüdad de España y del mundo, el
hombre de la cd y el cemento, el vaso y el grifo...?» Añadéndose que las
derivaciones que pudieran tener esos escritos se evidenciaban d tener

en cuenta que en todos los partidos poüticos existen individuos de
pasiones exdtadas que, en vista de las referidas afirmaciones, intenten
ejercer represaUas d dar por buenas teles insidias, por lo que, en aten-
ción a la posible dteración del orden púbUco y sin querer hacer hinca-
pié en las injurias a autoridades provüicides y locdes, por inspirarse la
autoridad gubernativa en un espüitu de máxima tolerancia, no podía ser
menos de sancionar los ataques desenfrenados e injuriosos d Gobierno
naciond constitddo y a su dgno Presidente, don Alejandro Lerroux, así
como las gravísimas insidias del asesinato del diputado sociaUsta don
Pedro Rubio, hechos que no podan quedar sin una sanción adecuada;



CONSIDERANDO: Que, invocándose por el señor Gobernador
Civü de Badajoz, como fundamento de la multo impuesta, la existencia,

RESULTANDO: Que con fecha catorce del mismo mes entabló el
recurrente recurso de alzada ante el Excmo. señor Ministro de
Gobernación, por escrito que tuvo ingreso en dcho Ministerio d
siguiente da quince, soUcitando se dejase sin efecto la mdta de iril
pesetas que le había sido impuesta y degando en pro de su petición
los fundamentos que estimó oportunos;

RESULTANDO: Que con fecha de cinco de agosto de iril nove-
cientos treinta y cinco, el Excmo. señor Ministro de Gobernación esti-

mó que no podía adoptar resolución alguna en orden d recurso de
dzada interpuesto, por haber transcurrido con exceso el plazo de
cuíco días que se le señdó d mdtado para interponer el recurso o
para satisfacer la multa, sin que lo hubiese verificado;

RESULTANDO: Que donjuán Simeón Viciarte, como Düector del
semanario «La Verdad Social», de Badajoz, interpuso por su escrito de
primero del pasado mes de octubre, ante este Tribund, recurso de
amparo autorizado por los arts. 18 de la Ley de Orden PúbUco y 45 de
la orgánica del mismo, contra la resolución del Ministerio de
Gobernación que dejó subsistente la del Gobernador Civü de Badajoz
imponiendo la mdta de irilpesetas por la pubUcación de los artícdos
mencionados;

CONSIDERANDO: Que comprobado documentalmente que la
resolución gubernativa de seis de juUopróximo pasado fue notificada
el dez del mismo mes y que con fecha quince sigdente tuvo ingreso
en el Ministerio de la Gobernación el recurso de alzada entablado por
el recurrente, no hay necesidad de examinar si la notificación estuvo

bien hecha en persona que no era el interesado, ya que éste se ha dado
por enterado de la antedicha resolución y ha entablado el recurso en
tiempo hábU;

CONSIDERANDO: En consecuencia, que procede entrar en el
examen del recurso de amparo entablado por donjuán Simeón Vidarte
como Director del semanario «La Verdad Social», por la imposición
gubernativa de la mdta de irilpesetas impuesta por el Gobernador
Civü de Badajoz, con ocasión de haberse pubUcado en aquél los artí-
cdos «Montijo» y «Cartas a un americano», firmado el primero por Juan
A. Cortes y transcrito el segundo del periódico «El Obrero», de El
Ferrol, sin que haya constancia de que por su pubUcación este dtimo
periódico hubiese estado sometido a proceso de ningún género;



CONSIDERANDO: En consecuencia, que no teniendo cabida el
hecho que motivó la sanción del señor Gobernador Civil de Badajoz
en la Ley de Orden Público, debe ser declarada indebidamente impues-
ta la mdta al recurrente,

Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constitucionales

FALLA: Que procede acceder, y accede, a la reclamación formu-
lada por la vía del recurso de amparo por don Juan Simeón Vidarte
Franco Romero contra resolución del Ministerio de Gobernación, de
cuíco de agosto de mil novecientos treinta y cinco, que confirmó la
mdta de mil pesetas impuesta por el Gobernador Civü de Badajoz, en
seis de julioanterior, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase
certificación literal de esta sentencia y remítase a la autoridad incul-
pada, para su inmediato cumplimiento. Así se acuerda y firma.

en el dtimo de los dos artícdos citados, de insidias y ataques violen-
tos d Gobierno Nacional que rebasaban los Umites del desenfreno,
debía sancionarlo en atención a la posible alteración de orden púbU-
co, por existir en todos los partidos políticos individuos de pasiones
exaltadas que en vista de las referidas afirmaciones intentasen ejercer
represdias d dar por buenas tdes insidias;

CONSIDERANDO: Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 18
de la Ley de Orden Público la autoridad gubernativa podrá sancionar
los actos contra el orden público a que la ley de dicho nombre se refie-
re, siempre que no constituyan delito, y este Tribunal tiene declarado
que si los actos atribuidos d mdtado constituyen deüto y está, por
consecuencia, sancionado en las leyes penales, no puede ser también
objeto de la sanción gubernativa establecida en dicha Ley;

CONSIDERANDO: Que el hecho sancionado por el señor
Gobernador Civil de Badajoz es, a juicio del mismo, constitutivo de
delito y no puede ser en sí mismo objeto de sanción como acto diri-
gido contra el orden público, según lo tiene también declarado este
Tribund en su sentencia de trece de noviembre de mU novecientos
treinta y cuatro;

CONSIDERANDO: A mayor abundamiento, que para que un
acto sea objeto de las sanciones a que se refiere la Ley de Orden
Público es indispensable que en alguna forma produzca dteración en
el mismo, sin que baste a la aplicación de aquéllas la posibiUdad remo-
ta de que la alteración sea producida;



ANTECEDENTES

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad impuso al recu-
rrente una multa de cinco mil pesetas por su actuación en la huel-
ga declarada en esta capitd el día ocho de septiembre de mü
novecientos treinta y cuatro, sin especificar concretamente la pro-
videncia gubernativa al dcance de dicha actuación y considerándo-
la incursa en el párrafo cuarto y el quinto del art. 3 de la Ley de
Orden Público.

SEGUNDO. El mdtado recurrió en dzada negando su participa-
ción en la mencionada huelga. Soücitado informe por el Ministerio de
la Gobernación de la Düección General de Seguridad, y siendo éste
favorable a la confirmación de la multo, fue desestimado el recurso de
alzada, sin averiguación alguna encaminada a comprobar la actuación
del recurrente en el mencionado paro.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio se interpuso
recurso ante este Tribund, por la vía de amparo, con arcedo d art. 18
de la citada Ley de Orden PúbUco, degando la ausencia de toda prue-
ba que se encaminará a demostrar la intervención del recurrente en
los actos referidos d orden púbUco.

Excmos. señores: don César Süió Cortés, don Gonzdo Meras
Navia, don Carlos R. Del CastiUo, don Manuel Alba Bauzano, donVíctor
Pradera Larrambe.

N. a98

SENTENCIA

Madrid, diecisiete de enero de mü novecientos treinta y seis

Visto el recurso promovido por la vía de amparo, conforme a lo
dspuesto en el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, de veintiocho de jdio
de mü novecientos treinta y tres por don Evaristo Gü López, contra reso-
lución del Ministerio de la Gobernación de deciocho de octubre de rril
novecientos treinta y cuatro, por la que se confirmó la de la Düección
General de Segurielad, de nueve de septiembre de aquel año, imponien-
do d recurrente la mdta de cinco mü pesetas, con arredo a dcha Ley.
Siendo Ponente el Vocd Excmo. señor don Gonzdo Meras Navia.



Por tanto, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constitucionales

FALLA:Que procede acceder, y accede, a la reclamación formda-
da, por la vía del recurso de amparo, por don Evaristo GÜ López, contra
resolución del Ministerio de la Gobernación de dieciocho de octubre de
rril novecientos treinta y cuatro, que confirmó la mdta de cinco mü
pesetas que le impuso la Düección General de Seguridad en nueve de
septiembre de aquel año, dejando sin efecto la sanción recurrida.
Expídase certificación Uteral de este sentencia y remítase a la autoridad
incdpada para su inmediato cumplimiento. Así se acuerda y firma.

Excelentísimos señores: don César Süió Cortés, don Gonzalo Me-
ras Navia, don Francisco Beceña González, don Manuel Alba Bauzano,
don Pedro J. García de los Ríos.

CUARTO. Admitido a trámite el recurso por la Sección Primera,
la autoridad inculpada remitió el expediente y un informe, en el cud,
sin nuevos argumentos, se limita a atenerse a los fundamentos de la
resolución recurrida, «toda vez que no existen datos que permitan una
ampliación de su informe». No se especificaba en dicha resolución,
pues, el alcance de la intervención que se atribuye al recurrente en los
hechos desarroUados el ocho de septiembre de mü novecientos trein-
ta y cuatro, ni los cargos concretos que hubiera contra el mismo y que
motivaron la sanción impuesta.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. La vigente Ley de Orden PúbUco establece, en sus arts.
18 y 33, que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra
el orden púbUco a que dicha Ley se refiere, siempre que no constituyan
deUto, con multas üidividudes en la cuantía que determinaba. Es impo-
sible conocer la Ucitud o Uicitud de un hecho sin conocer, en mayor o
menor grado, en qué haya consistido.Y como en el expediente de este
recurso no obra atestado ni denuncia, ni referencia de ninguna clase a
cudes fueron los actos u omisiones cometidos por el incdpado el día
ocho de septiembre de mü novecientos treinta y cuatro, fdta, en conse-
cuencia, la situación concreta de hecho en que pueda apoyarse esto
jurisdcción para apUcar las normas de la Ley de Orden PúbUco.

SEGUNDO. La alegación e imputación de un acto contra el
orden púbUco incumbe a la autoridad inculpada en el recurso, que
impuso la sanción. Faltando aquéllas, ha de ser favorable al recurrente
la sentencia definitiva.



seis

Visto el recurso de amparo promovido por don Francisco
Mazariegos Martínez, vecino de La Coruña, contra la sentencia dctada
por el Consejo de Guerra celebrado en La Coruña en veintiocho del
pasado mes de junio. Siendo Ponente el Excmo. Señor don Antonio
María Sbert,

HECHOS

PRIMERO. Con fecha veintiocho de junio de mil novecientos
treinta y cinco se celebró en La Coruña un Consejo de Guerra que
condenó al recurrente a la pena de seis años y un día de prisión
mayor, como autor de un delito de provocación y excitación para
cometer el de rebelión militar, estableciéndose en la sentencia
como hecho probado el de que el recurrente dio instrucciones y
entregó unas pistolas a otros tres individuos para que el día ocho
de octubre del pasado año impidieran la llegada de víveres a la
mencionada ciudad.

SEGUNDO. En el segundo considerando de la sentencia aludi-
da se califica el hecho como constitutivo de un delito de provoca-
ción y excitación para cometer el de rebelión militar,fundándose en
que los individuos a quienes Mazariegos dio armas habían sido con-
denados como autores de un delito de auxilio a la rebelión, sin que
a esta calificación jurídica se opusiese el hecho de haber sido con-
denados aquéllos como auxiliares de la rebelión, pues ésta y el auxi-

lio a la misma son figuras jurídicas diferenciables exclusivamente
por su intensidad, sin que sustancialmente puedan estimarse como
distintas, razonamiento que a juicio del recurrente constituía la crea-
ción de la nueva figura de delito de provocación al auxilio a la rebe-
lión inexistente en las leyes penales aplicables en el tiempo de la
condena, infringiendo con ello la garantía consignada en el art. 28
de la Constitución, que prescribe la previa existencia de la Ley para
su aplicación a casos concretos.

TERCERO. Desestimada por el Auditor de la Octava División la
reclamación formdada por el interesado contra la referida sentencia,
se interpuso por el mismo recurso de amparo por la supuesta viola-

Madrid, veintisiete de febrero de mil novecientos treinta y



PRIMERO. Cudquiera que sea el acierto de los razonamientos
que en los fundamentos legales de la sentencia recurrida se estable-
cen, para apoyar la procedencia del faUo, congruentes por otra parte
con el mismo, el delito por el que el recurrente fue condenado a una
determinada pena por el Consejo de Guerra celebrado en La Coruña
el veintiocho de junio del pasado año, fue el de provocación y excita-
ción para cometer el de rebelión rrilitar, previsto y penado por el
Código de Justicia Mdtar, en su artículo doscientos cuarenta, por lo
que no puede sostenerse que el recurrente fuera condenado por deli-
to inexistente en el momento de la sentencia.

Por todo lo cual, la Sección Segunda de este Tribund de
Garantías Constituciondes.

acuerdan y firman

FALLA: Que procede desestimar y desestima, el recurso de
amparo interpuesto por don Francisco Mazariegos Martínez contra la
sentencia dictada en el Consejo de Guerra ordinario celebrado en La
Coruña el da veintiocho de junio de milnovecientos treinta y cinco,
que le condenó a una determinada pena, como autor del delito de pro-
vocación y excitación para cometer el de rebelión militar. Expídase
certificación Uteral de esta sentencia y remítase d señor Auditor de
Guerra de la Octava División orgánica, a los efectos oportunos. Así lo

Excmos. señores don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Carlos Martín y
Álvarez y donAntonio María Sbert.

N. a 100

SENTENCIA

Madrid, dos de marzo de mil novecientos treinta y seis

Visto el recurso promovido por vía del de amparo, conforme al
art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Isidoro Sánchez Mora, veci-

cion de la garantía a que se ha hecho dusión, en el que las partes han
sostenido sus apreciaciones.

FUNDAMENTOS LEGALES



PRIMERO Los actos contra el orden púbUco que, conforme a las
disposiciones de la Ley de veintiocho de jdiode mü novecientos trein-

no de Orihuela (AUcante) contra providencia del Gobernador Civü de
AUcante de veinticuatro de jdio dtimo por la que se imponía una
mdta de cinco mü pesetas. Siendo Ponente el Excmo. señor donjuán
Sdvador Mingdjón.

HECHOS

PRIMERO. Comunicada d Gobernador Civü de Aneante la apari-
ción en Orihuela de unos pasquines, sin pie de imprenta, que conte-
nían la pdabra «Amnistía» y que por averiguaciones practicadas por la
Guardia Civü resdtaba que habían sido impresos en el establecimien-
to tipográfico que en dcha población tiene don Isidoro Sánchez Mora,
dicha autoridad, después de poner el hecho en conocimiento del Juez
de Instrucción correspondiente, a los efectos pendes oportunos, detó
una providencia en veinticuatro de juüo pasado, por la que se imponía
a Isidoro Sánchez Mora una multa de cinco mü pesetas, por conside-
rar la tirada de los referidos pasquines como una fdta comprendida en
el párrafo tercero del art. 28 de la vigente Ley de Orden PúbUco, y en
el bando de aquel Gobierno al declararse el estado de prevención.

SEGUNDO. Interpuesto por el interesado recurso de dzada ante

el Ministerio de Gobernación contra la sanción que le había sido
impuesta, el Ministro denegó el recurso por no haber sido consignado
previamente el importe de la mdta, interponiéndose entonces ante
este Tribund el recurso de amparo que autoriza el art. 18 de la Ley de
veintiocho de jdio de mü novecientos treinta y tres.

TERCERO. En la sustentación del mismo aparece copia del ofi-
cio diriddo por el Gobernador Civü de Aneante d Juez de Instrucción
de Orihuela en comunicación del hecho referido, y citación dirigida
por el propio Juzgado d interesado en este recurso, para oírle sobre el
mismo asunto. El recurrente, reconociendo la tirada en su imprenta del
pasquín dudido, ha degado que no creía que la pdabra «Amnistía»
pudiera constituü figura alguna de deüto, ya que dariamente aparecía
en la prensa y se pronunciaba en actos púbUcos, y que en caso de
constituir una contravención no sería de las punibles conforme a la
Ley de Orden PúbUco, süio de las comprendidas en el Código Pend. El
informe de la autoridad gubernativa reproduce los términos que moti-
varon la providencia sancionadora.

FUNDAMENTOS LEGALES



N. a 101

SENTENCIA

Madrid, cuatro de marzo de mU novecientos treinta y seis

Visto el recurso promovido por la vía de amparo, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden Público, de veintiocho de
jdio de mil novecientos treinta y tres por don Antonio Genova

ta y tres, pueden ser sancionados con las mdtas que se señdan por la
misma, han de ser actos que al mismo tiempo no constituyan delitos,
según lo expresamente establecido por el art. 18 de la mencionada Ley
y sus concordantes; por lo que aparece la publicación del pasquín
referido, motivador de la multa impugnada en este recurso, por la falta
de requisitos establecidos por la Ley de Imprenta, como un posible
delito de los cometidos por particulares con ocasión del ejercicio de
los derechos individuales garantizados por la Constitución, previstos y
penados por la Sección Primera, capítulo segundo, títdo segundo del
Ubro segundo del Código Penal, hecho que por esto misma razón ya
fue puesto en conocimiento de la autoridad judicial competente, no
puede ser, por tanto, objeto de la multa decretada por el Gobernador
Civü de AUcante.

Por todo lo cual la Sección Segunda del Tribunal de Garantías
Constitucionales

FALLA: Que procede acceder y accede, a la reclamación for-
mulada por don Isidoro Sánchez Mora, por vía del recurso de ampa-
ro, contra la resolución del Ministerio de la Gobernación de
dieciséis de septiembre de mil novecientos treinta y cinco, por la
que se declaraba firme y subsistente la providencia del Gobernador
Civil de Alicante de veinticuatro de julio último, por la que se impu-
so una multa de cinco mil pesetas al recurrente, dejando sin efecto
la sanción recurrida. Expídase certificación Uteral de esta sentencia y
remítase al Excmo. señor Ministro de la Gobernación para su inmedia-
to cumpUmiento. Así lo acuerda y firman.

Excmos. señores, don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Iglesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Salvador
Minguijón y don Gabriel González Taltabdl.



FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. No procede examinar las garantías constituciondes que
el recurrente supone itifrinddas con motivo de la imposición de la mdta,

Pdacios, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de veinti-
séis de enero de mü novecientos treinta y tres, por la que se confirmó
la mdta de cinco mil pesetas que le fue impuesta por la Düección
General de Seguridad, con arcedo a dicha Ley. Siendo Ponente el Vocd
Excmo. señor don Gonzdo Meras Navia.

ANTECEDENTES

PRIMERO. La Düección General de Seguridad impuso d recu-
rrente, el dez de septiembre de mü novecientos treinta y cuatro, una
multa de cinco mü pesetas por la actuación del mismo en la huelga
general declarada en Madrid el día ocho de dcho mes. Sin especificar
la providencia gubernativa concretamente el dcance de esa actuación,
se la consideraba incursa por los párrafos cuarto y quinto del art. 3 de
la Ley de Orden PúbUco.

SEGUNDO. El mdtado recurrió en alzada negando toda partici-
pación en la mencionada huelga. Soücitado informe por el Ministerio

de Gobernación de la Düección General de Seguridad, y siendo éste
favorable a la confirmación de la mdta, fue desestimado el recurso de
dzada, sin averiguación alguna encaminada a comprobar la actuación
del recurrente en la mencionada huelga.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio se interpuso
recurso ante este Tribund, por la vía de amparo, con arredo d art. 18
de la citada Ley de veintiocho de jdio de mü novecientos treinta y
tres, alegando haberse infringido,en la imposición de la mdta, las nor-
mas prevenidas en la Ley de Orden PúbUco, las garantías inscritas en
los arts. 28, 34 y 39 de la Constitución, y, como excepción previa, la
incompetencia de la Düección General de Seguridad para la imposi-
ción de teles sanciones.

CUARTO. Admitido a trámite el recurso por esta Sección
Primera, la autoridad incdpada remitió el expediente y un informe, en
el cud, sin nuevos argumentos, se limitaba a atenerse a los funelamen-
tos de la resolución recurrida. No se especificaba en dicha resolución
el dcance de la intervención que se atribuye d recurrente en la men-
cionada huelga ni los cargos concretos que hubiera contra don
Antonio Genova Pdacios y que motivaron la sanción impuesta.



Por tanto, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constitucionales

FALLA:Que procede acceder, y accede, a la reclamación formda-
da, por la vía del recurso de amparo, por donAntonio Genova Palacios,
contra resolución del Ministerio de la Gobernación de veintiséis de
enero de mü novecientos treinta y cinco, que confirmó la mdta de cinco
mil pesetas que le impuso la Dirección General de Seguridad en nueve
de septiembre anterior, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase
certificación Uteral de esta sentencia yremítase a la autoridad incdpada
para su inmediato cumplimiento. Así se acuerda yfirma.

Excmos. señores don César SiUó Cortés, don Gonzalo Meras
Navia, don Francisco Beceña González, don Francisco Basterrechea
Zaldívar, don Pedro J. García de los Ríos.

ya que en el recurso interpuesto no es el ordinario de amparo, cuya pro-
cedencia está determinada por infracción de una garantía concreta, sino
el establecido por el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, que se Umita a
señdar el recurso de amparo como vía procesd adecuada para reclamar
ante este Tribund contra la imposición de las mdtas gubernativas.

SEGUNDO. Alega el recurrente, como excepción previa, la
incompetencia de la Dirección General de Seguridad para la imposi-
ción de la multa impuesta. Tal alegación queda desvirtuada con la sola
consideración de que el Pleno de este Tribunal ha reconocido la com-
petencia de dicha Dirección en resoluciones anteriores.

TERCERO. La vigente Ley de Orden PúbUco establece, en sus art.
18 y 33, que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra
el orden público a que dicha Ley se refiere, siempre que no constitu-
yan delito, con multas individuales en la cuantía que determinan. Es
imposible conocer la licitud o Uicitud de un hecho sin conocer, en
mayor o menor grado, en qué haya consisitido, y como en el expe-
diente de este recurso no obra atestado ni denuncia, ni referencia de
ninguna clase a cudes fueron los actos u omisiones cometidos por el
inculpado el día ocho de septiembre, fdta, en consecuencia, la situa-
ción concreta de hecho en que pueda apoyarse esta jurisdicción para
aplicar las normas de la Ley de Orden Público.

CUARTO. La degación e imputación de un acto contra el orden
público incumben a la autoridad incdpada en el recurso, que impone
la sanción. Fdtando aquéllas, ha de ser favorable al recurrente la sen-
tencia definitiva.



SEGUNDO. Interpuesta por los recurrentes, dentro de término,
la oportuna dzada ante el Ministerio de la Gobernación, acompañaron
a su escrito una copia de fdtas seguida con el número cuarenta y uno,
de mü novecientos treinta y cinco, en el Juzgado Muricipd de Vdlecas,
por la que se sancionaban los hechos objeto del presente recurso,
habiéndose declarado improcedente dcho recurso por el Ministerio
de la Gobernación fundándose en la fdta de consignación previa en la

Madrid, cuatro de marzo de iril novecientos treinta y seis.

Visto el recurso interpuesto por vía de amparo por don Joaquín
Pérez Muñoz, don Antonio Parra de la Cruz, don Ángel Trapero Cdvo,
don José Añez Main, don Juan Serrano Fernández, don Rdael CogoUo
Sánchez, don Francisco Pacheco, don Francisco Rueda QuintaniUa,
don Ventura Abad Gómez, don Gausencio Águeda Rampere, don
Mariano García de la Cruz, don Antonio Gómez Fernández, don
Apolinar Rodríguez Gómez, don Manuel Humanes Regidor, don
Mauricio Herrero Yebra, don Marcelo García de la Cruz, don Inocente
Rodríguez Alonso, don Plácido Cogollo Sánchez, don Francisco Rdz
Humanes, don Rdael Borondo Luna, don José Casado Prada, don
Ángel Humanes Vivas y don Mauricio del Saz del Saz, conforme a lo
dispuesto en el art. 18 de la vigente Ley de Orden Público, contra reso-
lución del Ministerio de la Gobernación de primero de septiembre de
mü novecientos treinta y cinco, por la que se confirmaron las mdtas
de cien pesetas impuestas a cada uno de los recurrentes por la
Dirección General de Seguridad en primero de junio anterior, con
arredo a dicha Ley. Siendo Ponente el vocal Excmo. señor don
Francisco Beceña Gonzdez.

ANTECEDENTES

PRIMERO. Por el Subdüector General de Seguridad se impuso a
cada uno de los recurrentes una mdta de cien pesetas por la ejecución
de actos que dteraron la paz pública el diecinueve de mayo de mü
novecientos treinta y cinco, consistentes en escandaUzar saludando-
con los puños en dto y enarbolando banderas rojas, jactándose de esta
ostentación en dgunos establecimientos de bebidas a los que concu-
rren habitualmente, cuando se diridan a Chinchón en una camioneta
conducida por el recurrente don Joaquín Pérez Muñoz con la inten-
ción de jugar un partido de fútbol.



Caja General de Depósitos del importe de las mdtas impuestas a los
recurrentes.

TERCERO. Interpuesto el presente recurso, fue tramitado en
forma legal.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Planteada por el recurrente como cuestión previa la
incompetencia del Subdirector General de Seguridad para imponer la
sanción impugnada, como este Tribunal tiene declarada reiteradamen-
te la competencia para imponer sanciones pecuniarias, con arcedo a
la Ley de Orden Público, del Düector General de Seguridad y por lo
tanto, del Subdirector en funciones de Director General, no procede
entrar a examinar este extremo.

SEGUNDO. La vigente Ley de Orden PúbUco establece en sus
artículos dieciocho y treinta y tres que la autoridad gubernativa podrá
sancionar los actos contra el orden púbUco a que dicha Ley se refiere,
siempre que no constituyan deUto, y estando acreditado en el presen-
te recurso que el hecho base de la sanción gubernativa fue considera-
dopor el Juzgado Municipal de VaUecas como constitutivo de una fdta
prevista y sancionada en el art. 585, número cuatro, del Código Penal,
es obvio, según reitiradamente tiene expuesto este Tribund, que cuan-
do los actos motivo de la sanción policial se hallen inscritos en una ley
de carácter punitivo, común, no pueden ser corregidos al amparo de
la Ley de Orden Público.

TERCERO. En cuanto a la degación que sirve de base d Ministerio
de la Gobernación para rechazar el recurso de alzada, relativa a la falta de
consignación previa en la Caja General de Depósitos de las mdtas
impuestas a los recurrentes para que aquel recurso pueda prosperar, no
puede ser tenida en cuenta por este Tribund, toda vez que del propio art.
18 de laLey de Orden PúbUco no se desprende la necesidad de td reqd-
sito, ni expresa ni tácitamente, y sí todo lo contrario, puesto que, según
el párrafo sexto de dicho artícdo, el plazo para satisfacer el importe de
la mdta puede ser superior a cuarenta y ocho horas, y dentro de ese tér-
mino se ha de interponer la dzada, porque a tenor del párrafo sigdente
la ejecución sólo puede incoarse a las veinticuatro horas de existir acuer-
do definitivo en el orden gubernativo, y a este acuerdo se Uega por la
resolución de la alzada; y finalmente, porque el dtimo párrafo del men-
cionado artícdo lo úrico que dce es que no será obügado a suspender
de oficio la ejecución de la mdta por el simple hecho de recurrir ante
este Tribund, consecuencia lódca del sentido general del artícdo, pues,



FALLA:Que procede acceder, y accede, d recurso planteado ante

este Tribund, por la vía del de amparo, por los señores: Joaquín Pérez
Muñoz, Antonio Parra de la Cruz, Ángel Trapero Cdvojosé Añez Main,

Juan Serrano Fernández, Rafael CogoUo Sánchez, Francisco Pacheco,
Francisco Rueda Quüitarilla, Ventura Abad Gómez Gausencio Águeda
Ramper, Mariano García de la Cruz,Antorio Gómez Hernández,ApoUnar
Rodríguez Gómez, Manuel Humanes Reddor, Mauricio Herrero Yebra,
Marcelo García de la Cruz, mócente Rodríguez Alonso, Plácido CogoUo
Sánchez, Francisco Ruiz Humanes, Rafael Borondo Luna, José Casado
Prada, Ángel Humanes Vivas y Mauricio del Saz del Saz, contra resolución
del Ministerio de la Gobernación de primero de septiembre de rril nove-
cientos treinta y cinco, por la que se confirmaron las mdtas de cien
pesetas impuestas a cada uno de los recurrentes por la Dirección
General de Seguridad, en primero de junio anterior, dejando sin efecto

la sanción recurrida. Remítase certificación Uteral de esta sentencia a la
autoridad incdpada, para su inmediato cumplimiento, y notifiquese a los
recurrentes. Así se acuerdan y firman.

Excmos. señores: Presidente, don César Sdó Cortés.Vocdes, don
Gonzdo Meras Navia, don Francisco Beceña Navia, don Pedro J. García
de los Ríos, don Luis Maffiote de la Roche.

N. a 103

SENTENCIA

Madrid, cuatro de marzo de mü novecientos treinta y seis

Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, conforme al
artícdo 18 de la Ley de Orden PúbUco, por don Federico Castülo

en otro caso, habría desaparecido la facdtad delTribund para suspender
la ejecución, si se hubiera tenido que hacer efectiva la mdta.

De loexpuesto claramente se desprende que no cabe apUcar en

este caso la ley provincid, ni los usos y prácticas de la Administración
que se degan por la autoridad recurrida, puesto que eüo equivddría a
derogar expresamente las prescripciones de la Ley de Orden PúbUco.

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constituciondes.



SEGUNDO. El mencionado decreto sancionador del Gobernador
de Jaén fue notificado a los interesados con üicumplüriento de los
requisitos para ello establecidos por la base undécima del artícdo
segundo de la Ley de diecinueve de octubre de mil ochocientos
ochenta y nueve, dictada para regdar las normas a que ha de ajustarse
el procedimiento gubernativo, ya que faltaron en la notificación la
firma del funcionario que la hizo y la expresión de los recursos pro-
cedentes contra el decreto comunicado, y término para interponerlos;
por lo que no puede considerarse como válida la notificación aludida.
Y habiéndose negado el Gobernador de Jaén a repetir la notificación
en la forma que le fue pedida, y el Ministerio de la Gobernación a tra-
mitar el recurso de alzada interpuesto por los interesados, esta
Sección, por su auto de veinte de septiembre del pasado año, declaró
que con tales resoluciones de la Autoridad Gubernativa quedaba ago-
tada la reclamación previa exigida para interponer este recurso, trami-
tándosele entonces conforme a las prescripciones legdes de la Ley
Orgánica de este Tribunal.

TERCERO. En la sustanciación del mismo, los recurrentes han
degado la falto de prueba de los hechos imputados, y el carácter delic-

García Negrete, don José Aroca Núñez y don José Godoy Cruz, vecinos
de Jaén, contra providencia del Gobernador Civilde la provincia impo-
niéndoles una multa de mil pesetas. Siendo ponente el Excmo. señor
don Gabriel González TaltabuU.

HECHOS

PRIMERO. El día dos de junio del pasado año fueron detenidos,
cuando paseaban por las caUes de la ciudad de Jaén, los recurrentes don
Federico CastiUo García Negrete, don José Aroca Nuñez y don José
Godoy Cruz, y conducidos a la Comisaría de Vigüancia, en donde se
intervinieron a los dos dtimos unas cuartillas de propaganda y organi-
zación del partido comunista, en las que se hacían repetidas dusiones d
carácter revolucionario y de lucha del mismo, y a una detenninada con-
ferencia o reunión celebrada el día 20 de mayo para anaUzar la situación
de la clase obrera, sin indicar düecta o indüectamente las personas que
a la misma hubieran concurrido, yconsiderándose por el Gobernador de
Jaén la reunión como clandestina y dgunas frases de las contenidas en
las cuartillas ocupadas como excitadoras a la violencia, impuso, por
Decreto del día tres de junio,a cada uno de los detenidos una mdta de
mü pesetas, invocando el art. 18 de la Ley de Orden Público, en relación
con el caso séptimo del art. 3 del mismo Cuerpo Legd.



SEGUNDO. No consto tampoco en la información practicada
que las cuartillas que Uevaban dos de los recurrentes estuvieran desti-
nadas a la publicidad, y, aunque así fuese, las manifestaciones en eUas
contenidas «del carácter revolucionario y de lucha del partido comu-
nista» no son más que la expresión de dsconformidad de dicho parti-
do con el actud régimen socid y poUtico, y expresión de un ideario
no declarado fuera de la Ley, que no supone ineludiblemente el
empleo de medos violentos para la dteración del orden legalmente
establecido, a cuya propaganda o apoloda se refiere el párrafo sépti-
mo del art. 3 de la Ley del veintiocho de jdio de mU novecientos treüi-

Constituciondes
Por todo lo cud, la Sección Segunda del Tribund de Garantías

FALLA:Que procede acceder y accede, a la reclamación formu-
lada por don Federico CastiUo García-Negrete, don José Aroca Núñez y
don José Godoy Cruz, confirmando por resolución del Ministerio de la
Gobernación, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase certifi-
caciones literales de esta sentencia, y remítase d Excmo. señor
Ministro de la Gobernación, para su inmediato cumplimiento, y d
Señor Administrador de la Gaceta de Madrid, para su inserción en el
periódeo oficid. Así lo acuerdan y firman

Excmos. señores: don Manuel M.Traviesas, don Francisco Vega
de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Sdvador
Minguijón y don Gabriel Gonzdez TdtabuU.

tuoso que tendrían los mismos, caso de ser ciertos, reproduciendo la
Autoridad gubernativa en sus informes los motivos que sirvieron de
fundamento para adoptar la sanción recurrida.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. De los datos contenidos en el expediente e informes
enviados por la Autoridad Gubernativa no aparecen indcios ni aun la
afirmación expücita de que las personas mdtadas por el Gobernador
de Jaén en su Decreto de tres de junio de mü novecientos treinta y
cuíco fueran de las que concurrieron a la reunión clandestina del día
veinte de mayo a que duden las hojas ocupadas, por lo que no proce-
de entrar a considerar la puribridad de td acción dentro de los tér-
minos de la Ley de Orden PúbUco.

te y tres.



Madrid, cinco de marzo de mil novecientos treinta y seis

Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, conforme al
art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Luis Pérez Lozana, contra
resolución del Ministerio de la Gobernación de nueve de septiembre
del último año. Siendo ponente el Excmo. señor don Francisco Vega de
la Idesia.

HECHOS

PRIMERO. Por denuncia escrita de un agente de vigilancia, se
puso en conocimiento del Gobernador General de Asturias que,
durante la celebración de la vista con motivo del proceso seguido
por asesinato del periodista Sirval, que tuvo lugar el día cinco de
julio de mil novecientos treinta y cinco, se oyó manifestar al aboga-
do don Luis Pérez Lozana, que se encontraba entre los testigos y per-
sonas que por allí había, que «aquello se había de revisar y que era
una vergüenza; y que, por la forma en que lo manifestaba, era evi-
dente la intención», de excitar los ánimos, que el denunciado se pro-
ponía, por el que el Gobernador General nombrado acordó, en ocho
de agosto último, imponer al inculpado una multa de quinientas
pesetas.

SEGUNDO. Interpuesto el oportuno recurso de alzada ante el
Ministerio de la Gobernación, y habiendo sido desestimadas las
pruebas testifical propuesta y la documental, consistente en diez
cartas dirigidas al interesado por otras tantas personas presentes en
el acto de la vista, el Ministerio de la Gobernación, por resolución
de nueve de septiembre de mil novecientas treinta y cinco, confir-
mó la imposición de la multa, si bien redujo su importe a la suma
de doscientas cincuenta pesetas, contra cuya resolución se inter-
puso por el interesado, ante este Tribunal, el oportuno recurso, por
vía del de amparo, autorizado por el art. 18 de la Ley de Orden
Público.

TERCERO. En la tramitación de este recurso, seguida confor-
me a los trámites legales, se alegó por el recurrente que no había
pronunciado las frases que se le atribuía, y que, aun en el caso de
que hubiesen sido dichas, no hubieran podido ser oídas por el
Agente denunciante, dada la distancia a que se encontraba, y que en



Excmos. señores: don Manuel M.Traviesas, don Francisco Vega

de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don Carlos Martín y Álva-
rez y don Antonio María Sbert.

el desarrollo del acto a que viene refiriéndose no se produjo el más
mínimo incidente; no habiendo sido propuesta la práctica de prue-
ba alguna en el momento que la Ley Orgánica de este Tribunal con-
cede para ello.

El Ministro de la Gobernación, en el informe remitido con el
expediente, reproduce el especid enviado por el Gobierno General de

Asturias, en el que se dee que el mdtado, prevaUéndose de la influen-
cia que podía ejercer en los que escuchaban, dada su significación
poUtica, pronunció frases, no negadas por él en el expediente, con el
evidente propósito de perturbar el funcionamiento normd del acto

que se celebraba, y de exteriorizar ideas y comentarios que, teniendo
en cuente la atmósfera poUtica que en torno a la causa se produjo,
podían envolver una provocación subversiva.

FUNDAMENTOS LEGALES

Las manifestaciones atribuidas al recurrente por el agente de
vigüancia, en su denuncia, que no ha sido suficientemente contradicha
ni contra la que se ha presentado prueba dguna de este recurso, cons-
tituyen uno de esos actos düiddos a perturbar el funcionamiento de
las instituciones del Estado que el párrafo cuarto del art. 3 de la Ley de
Orden PúbUco reputa en todo caso como contrarios d orden púbUco,

dada la apreciación que la Autoridad sancionadora hizo de las cücuns-
tancias en que fueron aqueUas pronunciadas, y que no ha sido des-
truida en este recurso.

Por todo lo cud, la Sección Segunda del Tribunal de Garantías

FALLA:Que procede desestimar y desestima el recurso formda-
do por don Lds Pérez Lozana contra resolución del Ministerio de la
Gobernación de nueve de septiembre de mü novecientos treinta y
cuíco, dejando subsistente la mdta de doscientas cincuenta pesetas a

que por la misma quedó reducida la sanción impuesto por el
Gobernador General de Asturias. Expídanse certificaciones de esta sen-
tencia, y remítase d Excmo. señor Ministro de la Gobernación, para su
conocimiento, y d señor Administrador de la Gaceta de Madrid, para
su inserción en el periódeo oficid. El interlineado «por» vale. Así lo
acuerdan y firman.



SEGUNDO. La expresada sanción fue recurrida en alzada ante el
Ministerio de la Gobernación, que en primero de septiembre de mil
novecientos treinta y cinco la denegó, sin entrar en el fondo del asun-
to, por estimar que el pago previo de la multa es requisito indispensa-
ble para su impugnación.

TERCERO. Contra las resoluciones expresadas se interpuso ante
este Tribunal recurso por la vía del de amparo, soUcitando se declare
no haber lugar a la multa impuesta por la expresada autoridad guber-
nativa, por haberse cumplido los preceptos de la citada Ley de Orden
PúbUco relativos a la censura previa d ejercitar su derecho de Ubre
emisión del pensamiento, y carecer la campaña periodística del carác-
ter que le atribuye la autoridad sancionadora; habiéndose tramitado el
recurso en forma legal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. En cuanto a la degación que sirve de base al Mi-
nisterio de la Gobernación para rechazar el recurso de alzada, relativa
a la falte de consignación previa en la Caja General de Depósitos de la

Madrid, cinco de marzo de mü novecientos treinta y seis

Visto el recurso interpuesto, por la vía del de amparo, ante este
Tribunal, por don Eulogio Consuegra Muricio, contra resolución del
Ministerio de la Gobernación de primero de septiembre de rril nove-
cientos treinta y cinco, que, al denegar la alzada, confirmó la multa de
cmco mü pesetas impuesta d recurrente por la Dirección General de
Seguridad en veinticinco de junio del mismo año. Siendo Ponente el
Excmo. señor don Pedro J. García de los Ríos.

ANTECEDENTES

PRIMERO. En veinticinco de junio de mil novecientos treinta y
cinco, la Dirección General de Seguridad, en uso de las facultades con-
feridas por el artículo cuarenta y siete de la vigente Ley de Orden
Público, impuso al recurrente una multa de cinco mil pesetas, «por sus
campañas periodísticas con evidente tendencia a la desunión de los
Cuerpos que integran la PoUcía Gubernativa», «perturbando con ellas
el buen funcionamiento de los mismos», estimándole incurso en el
párrafo cuarto del art. 3 de la mencionada Ley.



Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías

mdta impuesta d recurrente, para que td recurso pueda prosperar, no

puede ser tenida en cuenta por este Tribund, según tiene ya declara-
do, toda vez que del propio art. 18 de la Ley de Orden PúbUco no se
desprende la necesidad de td requisito, ni expresa ni tácitamente, y sí
todo lo contrario, puesto que a tenor de su párrafo sexto, el plazo de
satisfacer el importe de la mdta puede ser superior a cuarenta y ocho
horas y dentro de este término se ha de interponer la alzada, porque a
tenor del párrafo siguiente la ejecución sólo puede incoarse a las vein-
ticuatro horas de existir acuerdo definitivo en el orden gubernativo, y
a este acuerdo se Uega por la resolución de la dzada, y finalmente, por-
que el dtimo párrafo del mencionado artícdo lo úrico que dice es
que no será obUgado suspender de oficio la ejecución de las mdtas
por el simple hecho de recurrir ante este Tribund, consecuencia lógi-

ca del sentido general del artículo, pues en otro caso habría desapare-
cido la facdtad delTribund para suspender la ejecución, si se hubiera

SEGUNDO. La autoridad gubernativa, al sancionar los hechos
que sirven de base d presente recurso, se funda en el párrafo cuarto

del art. 3 de la vigente Ley de Orden PúbUco, a cuyo tenor pueden ser
contrarios d orden púbUco los actos «no reaüzados por virtud de un
derecho taxativamente reconocido por las leyes o no ejecutados con
sujeción a las mismas». El derecho de Ubertad de prensa, con arcedo a
la propia Ley, sólo podría ser ejecutado Uegalmente si no se sometiera

a la previa censura durante el estado de excepción; sólo entonces sería
posible su sanción si el acto fuese contrario al orden púbUco; y en el
caso presente, td prescripción se ha sdvado -según manifiesta el recu-
rrente y la autoridad no riega-, por lo que bastaría laexistencia de cen-
sura previa para impedir la sanción gubernativa.

TERCERO. En el apartado cuarto del art. 3 a que venimos refi-
riéndonos, se determina igualmente que los actos a que alude han de
dirigüse a perturbar el funcionamiento de las instituciones del Estado
o la regularidad de los servicios púbUcos, y es evidente que la campa-
ña periodística que sirvió de base para la imposición de la sanción
gubernativa que se recurre en el presente recurso, no es más que una
imputación abstracta, sin que aparezcan por parte dguna del expe-
diente las expresiones o artícdos que se dicen atentatorios d orden,

con imposibüldad por parte delTribund de apreciar la procedencia o
improcedencia de la sanción, en el caso de que ésta fuera posible.



Madrid, cinco de marzo de mü novecientos treinta y seis

Visto el recurso interpuesto, por la vía del de amparo, por don
José Ramón López de Ayguavives, contra resolución del Ministerio
de la Gobernación de cuatro de julio de mil novecientos treinta y
cinco, por la que se confirmó, reduciéndola a quinientas pesetas, la
multa de diez mil pesetas que le fue impuesta por la Dirección
General de Seguridad, en once de enero de mil novecientos treinta
y cinco en virtud de las atribuciones delegadas por la Autoridad mili-
tar. Siendo Ponente el Excmo. señor don Francisco Basterrechea y
Zaldívar.

ANTECEDENTES

PRIMERO. En resolución de once de enero de mil novecientos
treinta y cinco, la Dirección General de Seguridad, en virtud de las
atribuciones delegadas por la Autoridad müitar, impuso una multa de
diez mil pesetas a don José Ramón López de Ayguavives, por su inter-
vención en los hechos acaecidos durante la fiesta celebrada en el
Hotel Ritz de esta capital, en la madrugada del día primero de enero
de aquel año, en la que, al proferir otros comensales el grito de «¡Viva
la República!», con ocasión de tocar la orquesta el himno nacional,

FALLA:Que procede estimar y estima, el recurso interpuesto por
don Eulogio Consuegra Muricio, por la vía del de amparo, contra reso-
lución del Ministerio de la Gobernación de primero de septiembre de
mü novecientos treinta y cinco, que rechazó la dzada interpuesto con-
tra la de la Dirección General de Seguridad de veinticinco de junio
anterior imponiéndole d recurrente la multa de cinco mü pesetas en
uso de las atribuciones conferidas por el artícdo cuarenta y siete de la
Ley de Orden Público. Expídase certificación literal de esta sentencia
y remítase para su ejecución a la autoridad incdpada, y notifíquese al
recurrente. Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don César Silió Cortés, don Gonzalo Meras
Navia, don Francisco Beceña Gonzdez, don Pedro J. García de los Ríos,
don Luis Mdfiote de la Roche.

N. a 106

SENTENCIA



FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. Carece de base la sanción impuesta al recurrente,

porque, habiéndose imputado la ejecución de un hecho comprendi-
do en el número sexto del art. 3 de la Ley de Orden Público, constan

testimoniadas en el expediente las düigencias sumariales instruidas
con ocasión del mismo y sobreseídas Ubremente por el Tribunal de
Urgencia de la Audiencia Provincial de Madrid, precisamente por no

haberse comprobado que el recurrente profiriese los gritos de «¡Viva

la Monarquía!» y «¡Abajo la República!», base de la sanción, proce-
diendo, en consecuencia, la revocación de la sanción recurrida.

SEGUNDO.Y no habiendo tomado parte directa ni üidüecta don

José Ramón López de Ayguavives en los hechos perseguidos por la
Autoridad Judicid y sancionados, d propio tiempo, por la Autoridad
gubernativa, es ocioso examinar el problema relativo a la fdta de com-
petencia de la Düección General de Seguridad para imponer mdtas,

especialmente una vez efectuada la declaración del estado de guerra
(degación que queda desvirtuada, por otra parte, con la sola conside-
ración de haber reconocido el Pleno de este Tribunal en resolución

anterior la competencia de dcha Düección y obrar, en este caso, con
expresa delegación de laAutoridad müitar); o la supuesta infracción de
derechos indvidudes reaüzada en la resolución que el recurrente

impugna; no dando base los hechos en que se funda el presente recur-

exclamó el recurrente «¡Viva la Monarquía!» y «¡Abajo la República!»,

actitud que se estimó comprendida en el número sexto del art. 3 de
la vigente Ley de Orden Público.

SEGUNDO. Instruido sumario por laAutoridad judicialcon moti-
vo de la redización de estos hechos, fue sobreseído libremente por

auto de dieciséis de febrero de rril novecientos treinta y cinco, dicta-
do por el Tribund de Urgencia de la Audiencia Provincial de Madrid,

por aparecer justificado que don José Ramón López Ayguavives no
tomó parte düecta ni üidüecta en la ejecución del hecho perseguido.

TERCERO. Interpuesto recurso de alzada contra la resolución de
la Düección General de Seguridad, fue confirmada ésto por la del
Ministerio de la Gobernación de cuatro de jdiode rril novecientos trein-
ta ycuíco, aunque rebajando la cuantía de la mdta a quinientas pesetas.

CUARTO. Contra la expresada resolución se ha interpuesto el
presente recurso de amparo, cuya tramitación ha tenido lugar confor-
me a la ley.



FALLA:Que procede estimar y estima, el recurso interpuesto por
la vía de amparo don José Ramón López de Ayguavives, contra resolu-
ción del Ministerio de la Gobernación de cuatro de jdio de rril nove-
cientos treinta y cinco, por la que se confirmó, reduciéndola a
quinientas pesetas, la multa de diez mil pesetas que le fue impuesta
por la Dirección General de Seguridad en virtud de las atribuciones
delegadas por la Autoridad miUtar, en once de enero de aquel año,
dejando en consecuencia sin efecto la sanción recurrida. Expídase cer-
tificación literal de esta sentencia yremítase a la Autoridad recurrida
para su inmediato cumplimiento. Así se acuerda y firma

Excmos. señores: don César Süió Cortés, don Gonzalo Meras
Navia, don Francisco Beceña Gonzdez, don Francisco Basterrechea
Zaldívar, don Pedro J. García de los Ríos.

N. a 107

SENTENCIA

Madrid, cinco de marzo de mü novecientos treinta y seis

Visto el recurso de amparo interpuesto por don Juan Castrillo
Santos, en nombre yrepresentación de la Azucarera del GáUego, S.A., contra
resolución del Gobernador Civü de Zaragoza, de catorce de mayo de mü
novecientos treinta y cinco, por la que, a jdcio del recurrente, se Umita la
Ubertad de industria y de comercio garantizada en el art. 33 de la Cons-
titución. Siendo Ponente el Excmo. señor don Luis Maffiote de la Roche.

ANTECEDENTES

PRIMERO. Por el Gobernador Civü de Zaragoza y en cumpli-
miento de lo prevenido en la Orden del Ministerio de Agricdtura de
diez de mayo de mü novecientos treinta y cinco, aclaratoria del

so para la apUcación en este caso de lo prescrito en el artículo cin-
cuenta y uno de la Ley Orgánica del Tribund, quedando expédtes a
dicha parte las acciones que le puedan asistir para la obtención de las
reparaciones que a su juiciole fueren debidas.

Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constitucionales.



PRIMERO. La disposición transitoria segunda de la Ley Orgánica
de este Tribund, en relación con el número segundo del artícdo cua-
renta y cuíco de la misma, exije taxativamente, como requisito previo
para la interposición del recurso de amparo, haber resdtado ineficaz
la reclamación ante la autoridad competente, entendéndose por tal, a
tenor de lo preceptuado en el artícdo noventa y siete del redámente
orgánico, d que por motivos de poder y subordinación en la jerarqria
administrativa resdte con este carácter, o al que, en organizaciones de
otro orden, corresponda el conocimiento de los recursos contra las
decisiones de determinada autoridad.

Decreto de trece de abril anterior, sobre el problema remolachero, se
comunicó d recurrente, en catorce de mayo del citado año, que
teniendo noticia de que en los contratos formaUzados por la entidad
recurrente para la campaña de irilnovecientos treinta y cüico-treinta
y seis, figuraban condciones no estipuladas en los contratos de la cam-
paña anterior, advertía a aqueUa que esas condiciones eran ndas y
carecían de fuerza obUgatoria, no siendo váUdas más que las que se
adaptaran exactamente a las convenidas en el dtimo contrato.

SEGUNDO. Con fecha deciocho del mismo, la Azucarera del
GáUego, S. A., y en su representación don José María Botas y don
Enrique Amézaga, como apoderados mancomunados de la misma,
interpuso el oportuno recurso ante el Ministro de la Gobernación,
interesando la ndidad de lo acordado por el Gobernador Civü de
Zaragoza en catorce de mayo, por entender que dicha resolución

infrinda la garantía relativa a la Ubertad de industria y comercio, ins-

crito en el art. 33 de la Constitución.

TERCERO. El Ministerio de la Gobernación, d resolver el recur-
so interpuesto por larepresentación de la entidad recurrente, se decla-
ró incompetente para conocer de la cuestión planteada, toda vez que
el acuerdo impugnado fue dictado por el Gobierno Civü de Zaragoza
en cumplimiento de una orden y sobre materia privativa del Ministerio

de Agricdtura, estimando que el titdar de dcho Departamento es el
que tiene, con arredo a la segunda disposición transitoria de la Ley de
este Tribunal y artícdo noventa y siete de su Redámente, el carácter
de superior jerárquico üimedato de la citada autoridad gubernativa,
por representar ésta en la provincia, noaun Ministerio determinado,
süio d Gobierno de la Nación.

CUARTO. El presente recurso ha sido tramitado en forma legal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO



SENTENCIA

Madrid, trece de marzo de mü novecientos treinta y seis

Visto el recurso interpuesto por la vía de amparo, por don José
Martínez Calvo, contra resolución del Ministerio de Gobernación de
veinticinco de febrero de rril novecientos treinta y cinco, por la que se
confirmó la multa de cinco mü pesetas que le fue impuesta por el
Gobernador CivU de SevUla en doce de septiembre de mil novecientos
treinta ycuatro. Siendo Ponente el Excmo. señor don Francisco Beceña

SEGUNDO. Planteado el presente recurso contra la resolución
del Gobernador Civü de Zaragoza, dictada en ejecución de la orden del
Ministerio de Agricdtura de diez de mayo dtimo, aclaratoria del
Decreto de trece de abril del mismo año, es evidente que, al hacerlo,
la autoridad gubernativa actuaba en materia privativa del expresado
Departamento y, por tanto, el superior jerárquico a los efectos citados
no era el Ministro de la Gobernación, ante el cual se interpuso la opor-
tuna reclamación, süio el ministro de Agricultura, quedando, por con-
sigdente, incumplido el tramite previo de agotamiento de la vía
gubernativa, toda vez que el error en que pudiera haber incurrido el
recurrente no puede eximirle, en modo alguno, del cumplimiento de
preceptos taxativos de la ley.

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constituciondes

FALLA: Que procede desestimar y desestima el recurso inter-
puesto por don Juan Castrillo Santos, en nombre yrepresentación de
la Azucarera del Gallego, S.A., contra resolución del Gobernador CivU
de Zaragoza de catorce de mayo del mismo año, aclaratoria del decre-
to de trece de abril anterior. Expídase certificación literal de esta sen-
tencia, para su remisión a la autoridad inculpada, y notifíquese al
recurrente. Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don César Silió Cortés, don Gonzalo Meras
Navia, don Francisco Beceña Gonzdez, don Luis Maffiote de la Roche,
don Manuel Alba Bauzano.

N.2 108



FUNDAMENTOS DEL DERECHO

PRIMERO. Impuesta la mdta por la autoridad gubernativa, en
virtud de las facdtades que le confiere el art. 33, en relación con el 18
de la Ley de Orden PúbUco, no consta en el expedente el fundamen-
to jurídico que haya servido de base a su imposición, dudiendo tan

sólo al art. 18 de la mencionada Ley, en el que se autoriza a la autori-
dad gubernativa para sancionar los actos contra el orden púbUco a que
dicha Ley se refiere, sin que haya concretado tampoco, por otra parte,
el texto de los referidos pasquines, ni el significado de los letreros pin-
tados en las paredes, hechos en que descansa precisamente la mdta
impuesta d recurrente, desconociéndose, por tonto, en este caso en
qué consisten los actos destinados a subvertir el orden púbUco.

PRIMERO. El Gobernador Civü de Sevüla impuso d recurrente

en doce de septiembre de mü novecientos treinta y cuatro una mdta
de cmco mü pesetas por haber sido sorprendido por la poUcía pin-
tando letreros y fijando pasquines con alegorías de «Fdange Es-

pañola», y en virtud de las atribuciones que confiere a aqueUa
autoridad el art. 33, en relación con el dieciocho, de la vigente Ley de
Orden PúbUco, aunque sin especificar concretamente la base jurídica
que sirve de fundamento a la sanción.

SEGUNDO. Contra la mencionada providencia recurrió el md-
tado en alzada ante el Ministerio de Gobernación, el cud desestimo el
recurso en veinticinco de febrero de rril novecientos treinta y cinco,
confirmado la multa impuesta por el Gobernador CivU de Sevüla.

TERCERO. Contra la resolución del Ministerio de la Gober-
nación interpuso el señor Martínez Calvo recurso de amparo ante este
Tribunal, negando su intervención en los hechos sancionados.
Tramitado el recurso en forma kgd, se acordó por elTribund, por auto

de veintidós de noviembre de irilnovecientos treinta y cinco, soücitar
del Gobernador Civü de Sevüla la remisión de alguno de los pasquines
objeto de la sanción, üiformando acerca de cuantos pormenores se
relacionaran con la fijación de los mismos participando úricamente
dicha autoridad gubernativa según oficio que consta unido d expe-
diente que «no debió intervenirse ningún pasquín a don José Martínez
Calvo», pues, según el parte que se transcribe de la Comisaría, el recu-
rrente fue detenido por ü conduciendo un automóvü que iba ocupa-
do «por individuos que se dieron a la fuga que iban pintando por la
paredes emblemas de FALANGE ESPAÑOLA».



N.a 109

SENTENCIA

Madrid, diecisiete marzo de mü novecientos treinta y seis

Visto el recurso de amparo promovido por don Domingo García
de Lds, vecino de Nogarejas Oeón) y don Vicente Gdlón Núñez,
Procurador de esto capítol, en representación, legalmente acredtoda, de
don Pedo Ferreras de Lds, vecino deTorneros deVddería Oeón) contra
la Orden del Presidente Delegado del Ministerio de Agricdtura, Industria
y Comercio, en la Central de Resinas Españolas, de treinta de septiembre
pasado. Siendo ponente el Excmo. señor don Francisco Beceña Gonzdez.

HECHOS

PRIMERO. Por Decreto del Ministerio de Industria y Comercio
de veintiocho de junio de mü novecientos treinta y cinco, se creó una
Oficina Central de venta de productos derivados de las resmas, con el
fin de concentrar en eUa el comercio de productos resinosos exclu-
yendo toda intervención de los fabricantes, quienes, según los térmi-

SEGUNDO. De conformidad, por consiguiente, con los hechos y
fundamentos legdes enunciados, procede admitir el recurso inter-
puesto, alzando la sanción impuesta, por carecer de una base concre-
ta que le sirva de apoyo.

Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constituciondes

FALLA: Que procede estimar, y estima, el recurso, por la vía de
amparo, por don José Martínez Cdvo, contra resolución de Ministerio
de la Gobernación de veinticinco de febrero de mü novecientos trein-
ta y cinco por la que se confirmó la mdta de cinco mil pesetas que le
fue impuesta por el Gobernador Civü de Sevüla en doce de septiem-
bre de mü novecientos treinta y cuatro. Notifíquese a la autoridad
incldda y al recurrente. Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don César Süió Cortés, don Gonzdo Meras Na-
via, don Francisco Beceña González, don Manuel Alba Bauzano, don
Víctor Pradera Larrambe.



FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. La garantía contenida en el art. 33 de la Constitución
establece la Ubertad de industria y comercio frente a toda cortapisa de
variada índole, y principalmente frente a la intervención del Poder
púbUco, sdvo las limitaciones que por motivos económicos y socides

nos del redámente de treinta y uno de jdio sigdente, dictado en eje-
cución de td decreto, se habían de considerar como meros deposita-
rios de las mercancías elaboradas sin que pudesen enajenarlas,
transferirlas ni gravarlas. Td Oficina tomaba, según el redámente, el
nombre abreviado de «Central de Resmas Españolas».

SEGUNDO. El Presidente Delegado del Ministerio de
Agricdtura, Industria y Comercio en la Central de Resinas Españolas,
en vista del üicumpUmiento de la disposición referida por parte de
don Pedro Ferreras de Luis y de don Domingo García de Lds, en su
fábrica de resmas de Nogarejas Oeón), les ordenó, con fecha treinta de
septiembre de irilnovecientos treinta y cinco, la inmediata expedición
con destino al depósito de Pasajes, de cuantos productos resinosos
tuvieran elaborados, encomendando d Inspector, portador de seme-
jante orden, la ejecución de lo dispuesto, si los interesados se mostra-
ran remisos o poco diligentes en el cumplimiento de la misma.

TERCERO. Notificada dicha orden a los interesados el día cua-
tro de octubre, se recurrió en alzada contra ella ente el Ministro de
Agricultura, Industria y Comercio el día siete siguiente, y dado su
silencio y acogiéndose a lo dispuesto por la disposición transitoria

segunda de la Ley Orgánica de este Tribunal, se interpuso, el día die-
ciséis del propio mes, recurso de amparo contra la orden referida,

como infractora de la garantía consignada en el art. 33 de la
Constitución.

beneficio

CUARTO. En la tramitación del mismo los interesados han ale-
gado la üiconstitucionaUdad de la limitación que d desarcoUo de su
industria impone la orden del Presidente de la Central de Resmas, dc-
tada d amparo del citado Decreto de veintiocho de junio de iril nove-
cientos treinta y cinco; exponiendo, por su parte, el Ministerio de
Agricdtura, Industria y Comercio, en su informe y escritos, que la situa-
ción del mercado de productos resinosos hace ineludible la coordina-
ción de las ventas, y que no se coarta con eUo la libertad industrid,
porque siendo los precios de vento igudes para todos, por clases de
productos, el que fabrique mejor y más barato obtendrá un mayor



de interés general impongan las leyes, expresión ésta que no se refie-
re a cualquier orden de kgaüdad sino d formalmente elaborado bajo
tal nombre por el Poder Legislativo, porque en su intervención yacuer-
dos, apreciando las necesidades sociales, con exclusión de las decisio-
nes del Poder Ejecutivo, radica el sentido de esta garantía, y porque td
interpretación queda corroborada por el párrafo quinto del art. 44 de
la Constitución, que dice: «El Estado podrá intervenir por ky la explo-
tación y coordinación de industrias y empresas, cuando así lo exigiera
la racionalización de la producción y los intereses de la economía

SEGUNDO. La orden de treinta de septiembre de mü novecien-
tos treinta y cinco, emanada de la Central de Resmas, ordenando la
expedición con destino al depósito de Pasajes de los productos resino-
sos elaborados por los recurrentes, implica una clara limitación de su
Ubertad de comercio, imponiéndoles una determinada venta en tiempo
y condiciones ajenos a su determinación. Ybasándose dicha orden de
la Central de Resinas no en una ley süio exclusivamente en lo dispues-
to por el repetido decreto de veintiocho de junio de mü novecientos
treinta y uno, carece de fundamento legal suficiente para limitar la Uber-
tad de industria y comercio establecida por el art. 33 de la Constitución,
que queda infringido con la expresada orden.

Por todo lo cual, la Sección Segunda de este Tribunal de
Garantías Constituciondes.

firman

Declara haber lugar al recurso de amparo interpuesto por don
Domingo García de Luis, vecino de Nogarejas Oeón) y don Vicente
Gdlón Nuñez, Procurador de esta capital, en representación de don
Pedro Ferreras de Luis, vecino de Torneros de Vddería Oeón), dejando
sin efecto la orden de treinta de septiembre del Presidente Delegado
del Ministerio de Agricultura, Industria y Comercio en la Central de
Resinas Españolas, por la que se ordenó la inmediata expedición con
destino al depósito de Pasajes de los productos resinosos elaborados
por dichos señores. Expídase certificaciones literales de esta sentencia
y remitase d Excmo. señor Ministro de Industria y Comercio, para su
inmediato cumplimiento, y al señor Administrador de la Gaceta de
Madrid para su pubUcación en el periódico oficial. Así lo acuerdan y

Excmos. señores don Manuel Miguel Traviesas, don Francisco
Vega de la Idesia, don Eduardo Martínez Sabater, don José Manuel
Pedregd, don Juan Salvador Minguijón.

nacional»



FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Es imposible determinar la Ucitud o Uicitud de un
hecho sin conocer el mayor o menor grado en qué haya consistido. En
el expediente de este recurso no obra atestado, denuncia, ni referencia
de cudquier clase a cudes fueron los actos u omisiones cometidos el

Madrid, dieciséis de abrü de rril novecientos treinta y seis

Visto el recurso promovido, por vía del de amparo, conforme d
art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Manuel Navarro
BaUesteros, vecino de Madrid, contra la resolución del Ministerio de la
Gobernación, de treinta de octubre de rril novecientos treinta y cua-
tro, que confirmó la mdta de cinco mü pesetas que, con arredo a
dcha ley, le fue impuesta por la Düección General de Seguridad.
Siendo Ponente el Excmo. señor don Carlos García Martín y Álvarez.

HECHOS

PRIMERO. El día dieciocho de septiembre de rril novecientos

treinta y cuatro la Düección General de Seguridad impuso al recu-
rrente una multa de cinco mil pesetas por su actuación en la huelga
declarada en Madrid el día ocho del mismo mes, estimándole incurso

en el párrafo cuarto del art. 3 de la Ley de veintiocho de juüo de mü
novecientos treinta y tres.

SEGUNDO. El interesado, una vez resuelto el oportuno recurso
de alzada ante el Ministerio de la Gobernación, en el que se confirmó
la mdta impuesta, interpuso ante este Tribund recurso por vía del de

amparo, autorizado por el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, contra la
citada resolución, haciendo las degaciones que a su juicio podan des-
virtuar alguna de sus posibles actuaciones durante la mencionada

TERCERO. En la tramitación de este recurso, la Autoridad san-

cionadora se ha limitado a reproducü los propios términos de la pro-
videncia por la que se impuso la mdta, sin que en el expediente
remitido por el Ministerio de la Gobernación se hayan precisado los
actos concretes en que se ha manifestado la actuación del recurrente

en la huelga de referencia, por no existir otros detdles, según se dce,
que permitan una ampUación de lo ya manifestado.



Por todo lo cud, la Sección Segunda del Trbunal de Garantías
Constituciondes.

FALLA: Que procede acceder y accede a la reclamación formda-
da, por vía del recurso de amparo, por don Manuel Navarro Bdlesteros
contra resolución del Ministerio de la Gobernación, de treinta de octu-
bre de rril novecientos treinta y cuatro, que confirmó la multa impues-
ta por la Düección General de Seguridad de deciocho de septiembre
anterior, dejando sin efecto la sanción recurrida. Expídase certificación
Uteral de esta sentencia, y remítase d Excmo. señor Ministro de la
Gobernación para su üimedato cumplimiento. Así lo acuerdan y firman.

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Eduardo
Martínez Babater, don Juan Salvador Minguijón, don Carlos Martín y
Álvarez y don Francisco Vega de la Iglesia.

N. e 111

SENTENCIA

Madrid, dos de junio de mil novecientos treinta y seis

Visto el recurso promovido por vía del de amparo, conforme d
artícdo 18 de la Ley de Orden público, por don David Antena
Domínguez, vecino de Madrid, contra resolución del Ministerio de la
Gobernación de doce de septiembre de mil novecientos treinta y
cinco, yprovidencia de la Dirección General de Seguridad de veinte de
agosto anterior, por la que se le impuso una mdta de quinientas pese-
tas. Siendo Ponente el Excmo. señor don Antonio María Sbert.

HECHOS

PRIMERO. La Dirección General de Seguridad, por providencia
de veinte de agosto de mil novecientos treinta y cinco, acordó ünpo-

día ocho de septiembre por el inculpado, y, en consecuencia, falta la
citación concreta de hechos a que aplicar por esta Jurisdicción las nor-
mas de la Ley de Orden Público.

SEGUNDO. La alegación de un acto contra el orden público
incumbe a la Autoridad incdpada, y,faltando la sentencia definitiva, ha
de ser favorable al castigado.



Por todo lo cud, la Sección Segunda del Tribund de Garantías

ner una mdta de quinientos pesetas a don David Antena Domínguez,
por los conceptos emitidos en su intervención en el mitin celebrado
por el Sindcato Úrico de la Construcción de Madrid (Comité de la
C.N.T) en Tetuán de las Victorias, el día trece de dcho mes, fecha en
que estaba declarado el estado de darma en Madrid y su provincia.

SEGUNDO. Recurrida en alzada la sanción impuesto, el Ministro
de la Gobernación por resolución de doce de septiembre del pasado
año se negó a entender del fondo del asunto, por no haberse consigna-
do el importe de la mdta impuesta, interponiéndose entonces ante este

Tribund el recurso por vía del de amparo que autoriza el art. 18 de la
Ley de Orden PúbUco, que fue admitido, apUcando la reiterada doctrina
de que el propio art. 18 del citado texto legd, d prever el procedimien-
to a seguir para la exacción de las mdtas, cuando laresolución de la dza-
da sea firme, destruye la necesidad del depósito previo a td recurso.

TERCERO. En la tramitación de este expedente se ha aportado
por la Dirección General de Seguridad, en informe unido d del
Ministerio de la Gobernación, el cargo concreto contra el mdtado, de
que éste en su intervención en el referido mitin, ensalzó los medos vio-
lentos como úrico camino de reivüidcación proletaria, sin que el recu-
rrente haya hecho afirmaciones ni propuesto prueba en contrario.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. La Ubertad de emisión del pensamiento establecida
por el art. 34 de la Constitución tiene normalmente entre otras justas
limitaciones la establecida por el número séptimo del artícdo 3 o de
la Ley de veintiocho de jdio de mü novecientos treinta y tres, que
reputa en todo caso actos contra el orden púbUco, propagar o endte-
cer los medios violentos para dterar el orden legalmente establecido,
y tal limitación se cücunscribe, dentro de términos más rigurosos y
estrictos, cuando desapareciendo la Ubertad de expresión por la sus-
pensión de la garantía del mencionado artícdo 34, se declara el esta-
do de darma, conforme a las prescripciones de la Ley, ante una crisis
del orden púbUco, durante la cud las extraUmitaciones de la pdabra
representan un mayor peUgro para la tranqriüdad pública.

SEGUNDO. Las expresiones pronunciadas por el recurrente, en las
cücunstancias de que se ha hecho mención, constituyen el caso previsto
en el repetido número séptimo del art. 3 de la Ley de Orden PúbUco.



Visto el recurso interpuesto por la vía de amparo, conforme al
art. 18 de la Ley de Orden Público, por don Luis Delgado Brakembury,
contra resolución del Ministerio de Gobernación de primero de
diciembre de rril novecientos treinta y cuatro, que confirmó la provi-
dencia de fecha diez de octubre anterior del Delegado del Gobierno
en Ceuta, por la cual se le impuso al recurrente la multa de cinco mil
pesetas. Siendo Ponente el Excmo. señor don Francisco Beceña.

ANTECEDENTES

PRIMERO. Don Luis Delgado Brakembury Delegado apoderado en
Ceuta de la SociedadAnórima «Ibarrola» y consignatario en este puerto de
la «Canadan Pacific Steam Ship», a la que pertenece el vapor üides
«Montclare», el día ocho de octubre cursó d capitán del mismo el sigden-
te radógrama: «A pesar de huelga general, en la población todo tranqdlo,
aunque no recomendable desembarcar pasajeros. Esperamos termine
pronto.Telegrafiaremos mañana...» Este despacho fue sometido a la cen-
sura müitar, por haberse declarado el estado de guerra el da anterior.

SEGUNDO. El nueve de octubre siguiente se cursó otro radio-
grama concebido en los sigdentes términos: «La situación como ayer
salvo cambio rápido que telegrafiaremos, sugerimos hacer escda en

FALLA: Que no ha lugar a la reclamación formulada por vía del
recurso de amparo, por don David Antena Domínguez, contra la reso-
lución del Ministerio de la Gobernación de doce de septiembre de mU
novecientos treinta y cinco, y providencia de la Düección General de
Seguridad de veinte de agosto anterior, que le impuso una multa de
quinientas pesetas, que queda íntegramente subsistente. Expídase cer-
tificación literal de esta sentencia y remítase al Ministerio de la
Gobernación. Notifíquese al interesado. Así lo acuerdan y firman.

Excmos. señores: don Manuel Miguel Traviesas, don Jerónimo
Bujeda, don Carlos Martín y Álvarez, don Antonio María Sbert y don
José Manuel Pedregal,

N. a 112

SENTENCIA

Madrid, diecisiete de junio de mU novecientos treinta y seis



Los telegramas en que consisten los actos y hechos del recu-
rrente, que se estiman contrarios d orden púbUco y aptos para sembrar
la darma üifundada, aparte de responder d cumplimiento de inexcusa-
bles deberes profesiondes, se limitan a poner en conocimiento, del
comandante del vapor «Montclare» hechos exactos, recomendando en
el primero que no desembarquen los pasajeros, sugiriendo en el segun-
do que la escda de Ceuta se haga en el viaje de regreso, como así tuvo
lugar, afirmándose en aquél que todo estaba tranqrilo y confimiándose
en el dtimo la misma impresión. Ytanto por su texto, por el designio
que promovió su envío, como por el carácter privado del destinatario,

no pueden considerarse contrarios d orden púbUco niprovocar darma
infundada, por su carácter de recomendación y sugerencia, que deja la
Ubre determinación de la conducta d tercero a qden se dirige y de la
que no puede ser responsable el que se Umita a comunicar sin exage-
ración la reaüdad de un estado anormd.

Ceuta en viaje de regreso...» Este telegrama no fue presentado d

Estado Mayor para que fuese examinado por la censura müitar.

TERCERO. La Autoridad gubernativa de Ceuta, estando anuncia-
da la Uegada del vapor mencionado, que traía a bordo numerosos turis-
tas, hizo un Uamamiento a los particulares para que cedieran sus
coches a fin de sustitrir d servicio púbUco de taxis, por haUarse dgu-
nos conductores detenidos, logrando la organización de td servicio.

CUARTO. Por el capitán del «Montclare» se cursó un radiograma
al señor Delgado, en el que se decía: «Su telegrama recibido, marcho a
Tánger», como así lo hizo, dejando de hacer escda en Ceuta en su viaje
de ida. Con posterioridad, el recurrente cursó otros radogramas en los
que se refería a la normdidad de la situación.

QUINTO. Por resolución de diez de octubre de rril novecientos

treinta y cuatro, el Delegado del Gobierno de Ceuta impuso d Gerente
de la Sociedad «Ibarrola», señor Delgado, una mdta de cinco irilpese-
tas, «visto que en el da de ayer... procedo con sus actos y hechos, en
relación con la visito anunciada para el día de hoy de un barco extran-
jero con turistas, en contra del orden púbUco y sembrar alarma infun-
dada», según consta de los propios términos de la resolución. Contra

ésta se interpuso en tiempo y forma por el recurrente la oportuna dza-
da ante el Ministerio de la Gobernación, que fue desestimada, por reso-
lución de primero de dciembre sigdente e interpuesto el presente

recurso fue tramitado en forma legd.

FUNDAMENTOS DE DERECHO "



SENTENCIA

Madrid, treinta de junio de mil novecientos treinta y seis

Vistos los recursos interpuestos por la vía de amparo por los
Oficiales del Cuerpo Técnico de Correos don Eugenio Rico Calvo,
don José Armenteros de Dios, don Juan José Tejada Pleyloubet, don
Ambrosio Jacinto Martínez de Hijas, don Julio Fonruge Daniel, don
Saturnino Peláez Antón, don Fausto Rodríguez Gálvez, don Juan
Elena López, don Rafael Gamo Borja, don Ricardo Alba Bauzano, don
Santiago Fernández y Fernández y don Amadeo Arias Molinero, acu-
mulados por acuerdo del Tribunal Pleno de veintisiete de febrero
pasado, contra resoluciones del Ministerio de la Gobernación de
veintiséis de octubre de mil novecientos treinta y cinco, por las que
se confirmaron las multas de mil pesetas que les fueron impuestas
por la Dirección General de Seguridad en dos de septiembre del
mismo año. Siendo Ponente el Excmo. señor don Francisco Bas-
terrechea Zaldívar.

ANTECEDENTES

PRIMERO. En dos de septiembre de mü novecientos treinta y

Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constitucionales

FALLA: Que procede estimar, y estima, el recurso interpuesto
por don Luis Delgado Brakembury, contra resolución de Ministerio
de la Gobernación de primero de diciembre de mil novecientos
treinta y cuatro que confirmó la providencia de diez de octubre
anterior dictada por el Delegado del Gobierno en Ceuta que impu-
so al recurrente la multa de cinco mil pesetas dejando sin efecto la
sanción recurrida. Expídase certificación Uteral de esta sentencia y
remítase a la autoridad inculpada para su inmediato cumplimiento.
Así se acuerda y firma.

Excmos. señores: don César Silió Cortés, don Pedro Vargas
Guerendiain, don Francisco Beceña Gonzdez, don Lds Maffiote de la
Roche, don Víctor Pradera Larrumbe.

N.e 113



CUARTO. En el período de prueba, se aprobó el expediente üis-
trddo a los recurrentes en la Administración Principd de Correos de
Madrid, por fdta de asistencia, sobreseído precisamente porque, según
consta en el mismo, no se concretó por la Düección General de
Seguridad en qué consistían «las actividades sindicales» de aqueUos, no

cuíco, la Düección General de Seguridad impuso a cada uno de los recu-
rrentes una mdta de mü pesetas, en uso de las facdtades conferidas por
el art. 47 de la vigente Ley de Orden PúbUco por «participar en una reu-
nión clandestina de elementos extremistas» y estimándoles üicursos en
el párrafo cuarto del art. 3 del citado texto legd. Contra la providencia
de dcho Centro interpusieron los recurrentes alzada ante el Ministerio
de la Gobernación, quien en veintiséis de octubre del mismo año decla-
ró «improcedente el recurso por adolecer del defecto legd» de no haber
presentado los interesados las cartas de pago justificativas de haber con-
signado el importe de las mdtas en la Caja General de Depósitos, sin
entrar en las cuestiones de fondo planteadas en el mismo.

SEGUNDO. Contra la resolución de la autoridad gubernativa for-
mdaron reclamación los mdtodos ante este Tribund, por la vía de
amparo, conforme autoriza el art. 18 de la Ley de Orden PúbUco, negan-
do el hecho que se les imputo, por tratarse de una reunón o tertulia de
cdé que solían celebrar en el Uamado Bar Plata de la caUe de Fuencarral
y estrilando errónea la doctrina sustentada por el Ministerio d inter-
pretar el art. 18 de la referida Ley de Orden PúbUco en el sentido de ser
necesaria la previa consignación de las mdtas, en caUdad de depósito,
para interponer el correspondente recurso de alzada.

TERCERO. Admitidos a trámite los recursos y soUcitados los
oportunos informes del Ministerio de la Gobernación, do éste por
reproducidos los fundamentos de las resoluciones impugnadas, sin
aportar prueba alguna ni concretar los propósitos de los recurrentes,
ateniéndose a los datos facultados por la Düección General de
Seguridad, consignados escuetamente en una comunicación de este
Centro en la que se manifiesto que tras haberse recibido por varios
Oficides de Correos una carta cücdar no aportada d expedente, en la
que se convocaba a una reunión en el Bar Plato, sorprendo la PoUcía en
la noche del treinta y uno de agosto y en el mencionado sitio a un
«grupo numeroso de indviduos que conversaban aüededor de varios
veladores situados en la terraza del establecimiento», siendo detenidos
trece, entre los que se haUan los recurrentes, ingresanso en la cárcel
hasta que fueron Ubertados el cuatro del sigdente mes, después de
habérseles impuesto a cada uno la mdta de mü pesetas.



SEGUNDO. La mera imputación de haberse sancionado a los
recurrentes por hallarse celebrando una reunión clandestina, no
puede prevdecer cuando se riega por los mismos la redización de ese
hecho, afirmando, en cambio, que se trataba de una tertdia verificada
en la terraza del cdé, no siendo pertinente, en este caso, como base de
las mdtas impuestas, el número cuatro del art. 3 de la vigente Ley de
Orden PúbUco, según el cual se reputarán en todo caso como actos
contra el orden público «los que no realizados por virtud de un dere-
cho taxativamente reconocido por las leyes o no ejecutados con suje-
ción a las mismas, se dirijan a perturbar el funcionamiento de las
instituciones del Estado,la regdaridad de los servicios púbUcos...»,ten-
dencia o resdtado que no aparecen comprobados en el expediente, ni
aun siquiera concretados por la autoridad, toda vez que el hecho de la
mera celebración de la tertuüa en el cdé sólo se convertirá en un acto
de los definidos como perturbadores del orden público cuando hubie-
ra quedado patente ese propósito subversivo en relación con los ser-
vicios e instituciones aludidos en la Ley.

Por todo lo cud, y de conformidad con los antecedentes y con-
sideraciones legales anteriores, la Sección Primera del Tribunal de
Garantías

FALLA: Que procede estimar y estima, los recursos interpues-
tos por los Oficiales del Cuerpo Técnico de Correos don Eugenio
Rico Calvo, don José Armenteros de Dios, don Juan José Tejada
Pkyloubet, don Ambrosio Jacinto Martínez de Hijas, don Julio
Fonruge Daniel, don Saturnino Peláez Antón, don Fausto Rodríguez
Galvez, don Juan Elena López, don Rafael Gamo Borja, don Ricardo

apreciándose, en consecuencia, responsabilidad disciplinaria por
haber concurrido a la reunión celebrada en el Bar Plata.

El presente recurso ha sido tramitado en forma legal

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. En cuanto a la alegación que sirve de base al
Ministerio de la Gobernación para rechazar el recurso de alzada, rela-
tiva a la falta de consignación previa en la Caja General de Depósitos
de las multas impuestas a los recurrentes, para que tales recursos pue-
dan prosperar, no puede ser tenida en cuenta por este Tribunal, según
ya tiene declarado, toda vez que del propio art. 18 de la Ley de Orden
PúbUco no se desprende la necesidad de tal requisito, ni expresa ni
tácitamente, y sí todo lo contrario.



Visto el recurso promovido por vía del de amparo, conforme d
art. 18 de la Ley de Orden PúbUco por don Femando Santdiestra
Núñez, vecino de Bienvenida, contra la resolución del Gobernador
CivU de Badajoz por la que se le impuso una mdta de quinientas pese-
tas. Siendo Ponente el Excmo. señor don Manuel Alba Bauzano.

HECHOS

PRIMERO. El Gobernador Civü de Badajoz, por providencia de
tres de agosto de rril novecientos treinta y cinco, impuso d recurren-
te una mdta de quinientas pesetas por haberse permitido, según decía
la citada resolución, «hacer un encargo de confección de pasquines,
para encomendar a vecinos de esa locaUdad que fueran fijados en las
caUes de esa locaUdad, a la imprento de San José, de Fuente de Cantos,
pasquines prohibidos por orden circular del Ministerio de la
Gobernación, de fecha de veintitrés de jdio dtimo».

SEGUNDO. El interesado interpuso el oportuno recurso de dza-
da ante el Ministerio de la Gobernación, y al denegarse la tramitación
del mismo por no acompañar d escrito iricid carta de pago o de
depósito de la cantidad a que la sanción impuesta ascenda, promovió
el presente recurso de amparo ante este Tribund de Garantías, degan-

Alba Bauzano, don Santiago Fernández y Fernández y don Amadeo
Arias Molinero, contra resoluciones del Ministerio de la Gobernación
de veintiséis de octubre de mü novecientos treinta y cinco, por las
que se confirmaron las multas de irilpesetas que les fueron impues-
tas por la Dirección General de Seguridad, alzando, en consecuencia,
estas sanciones. Expídase certificación de la presente sentencia y
remítase al Excmo. señor Ministro de la Gobernación para su inme-

diato cumplimiento. Así se acuerda y firma.

Excelentísimos Sres: Presidente, don César Süió Cortés; Vocdes,

don Pedro Vargas, don Francisco Beceña, don Francisco Basterrechea,

don Pedro J. García de los Ríos.

N.a 114

SENTENCIA

Madrid, diez de septiembre de rril novecientos treinta y seis



TERCERO. En la tramitación de este recurso la autoridad sancio-
nadora no ha aportado prueba ni degación alguna de que el recu-
rrente, señor SantaUestra, hubiera hecho el encargo que se le imputa,
y en un último informe remitido por el Ministerio de la Gobernación
se dice que, habiendo cambiado las circunstancias, procede dejar sin
efecto la sanción impuesta.

FUNDAMENTOLEGAL

Es de incumbencia de la autoridad sancionadora la degación e
imputación de los actos concretos en que se haya manifestado la pertur-
bación del orden púbüco, en los términos previstos por la Ley, yfdtando
td degación concrete carece de fundamento legd la sanción impuesta.

Por todo lo cual, la Sección Segunda del Tribund de Garantías
Constitucionales

FALLA: Que debe acceder y accede a la reclamación formdada
por vía del recurso de amparo por don Fernando Santoliestra Núñez
contra la providencia del Gobernador CivU de Badajoz de tres de agos-
to de rril novecientos treinta y cinco, por la que se le impuso una
multa de quinientas pesetas, dejando sin efecto la sanción recurrida.
Expídase certificación Uteral de esta sentencia yremítase d excelentí-
simo señor Ministro de la Gobernación para su inmediato cumpü-
miento. Así se acuerda y firman.

Excelentísimos señores don Jerónimo Bugeda Muñoz, don
Manuel Alba Bauzano, don Francisco Basterrechea, don Francisco
Marcos Pelayo y don Sergio Andión Pérez.

N.a 115

SENTENCIA

Madrid,veinticinco de septiembre de rril novecientos treinta yseis

Visto el recurso de amparo promovido por don Vicente Muñiz
Gómez contra resolución de la Comisión revisora de despidos efec-

do que era improcedente la sanción de que había sido objeto por no
existir prueba alguna de que pudiera imputársele la acción castigada y
porque, en caso de que hubiese existido, no representaría más que el
ejercicio de un legítimo derecho.



CUARTO. A petición del recurrente y conforme a los artícdos
cincuenta y dos de la Ley Orgánica y ciento uno del Redámente de
este Tribund, se acortó por auto de fecha treinta de junio dtimo la sus-
pensión de la medida impugnada en la parte referente d pago de la
indemnización por despido.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Se plantea principalmente en este recurso la cuestión
de la procedencia yacierto con que la Comisión revisora de despidos de
Valencia ha apUcado por su acuerdo de ocho de mayo dtimo el Decreto
de veintinueve de febrero pasado, sobre readmisiones, lo que conduciría
a este Tribund a arrogarse funciones de superior jerárqdco de la
Comisión, admitiendo un recurso de apelación o de alzada contra sus
acuerdos, con revisión de pruebas (o reproducción o ampliación en su
caso) para juzgar con plena jurisdcción cor-firmando, modificando o

tuados con motivo de ideas o por huelgas poüticas, constituida en
Vdencia de conformidad con lo que dispone el artícdo segundo del
Decreto de veintinueve de febrero de rril novecientos treinta y seis,
recdda con fecha ocho de mayo de rril novecientos treinta y seis.
Siendo Ponente el Excmo. señor donAntonio Fleitas.

HECHOS

PRIMERO. En ocho de mayo de irilnovecientos treinta y seis la
Comisión revisora de despidos mencionada condenó d recurrente por
los trámites previstos en dicho decreto a la readmisión de los obreros
MiguelAgüera ÁvÜa y Casüdo López Cano por resdtar probado que los
obreros despedidos lo fueron por sus ideas.

SEGUNDO. Por escrito presentado ante este Tribund, con fecha
veintiocho de mayo de irilnovecientos treinta y seis, se interpuso el pre-
sente recurso de amparo contra la resolución indicada, negando como
base de hecho la resdtoncia de la misma y degando como fundamentos
de derecho, aparte de los de carácter procesd, referentes a la interposi-
ción y tramitación del recurso, la justicia intrínseca del faüo y la supues-
ta violación de la garantía constituciond consagrada por el art. 28 de la
Ley fundamentol de la RepúbUca, relativas d enjdciamiento por juez
competente y Ubertad de industria y comercio respectivamente.

TERCERO. Tramitado el recurso en forma y practicadas las prue-
bas acordadas por el Tribund, se acordó por auto de fecha treinta de
junio dtimo la suspensión de la medida impugnada en la parte refe-
rente d pago de la indemnización por despido.



TERCERO. En cuanto a la libertad de industria, igualmente ale-
gada, es de notar que ésta, por el art. 33 de la Constitución, es suscep-
tible de las limitaciones que por motivos económicos y socides de
interés general impongan las leyes, por lo que la Ley de Contratos de
Trabajo de veintiuno de noviembre de mil novecientos treinta y uno,

andando los faüos de las repetidas Comisiones, lo cud constituiría una
manifiesto desnaturalización del recurso de amparo aqd promovido, que
ha de limitarse a la apreciación de la posible existencia de una vulnera-
ción de dgunas de las garantías enumeradas por la Ley, sin üimiscdrse en
las competencias yrelaciones jerárqdcas de los distintos órdenes de las
autoridades del Estado, por lo que este Tribund entiende que debe abs-
tenerse de resolver sobre la cuestión planteada en este recurso.

SEGUNDO. Aun suponiendo que se estuviera ante un típico
recurso de amparo interpuesto por una violación de las garantías con-
signadas en los artículos veintiocho y treinta y tres de la Constitución,
tampoco se podría declarar haber lugar a lo solicitado. El dcance de la
garantía del art. 28 se contrae exclusivamente a la jurisdicción penal,
sin que pueda hacerse extensiva a ninguna otra de las demás jurisdic-
ciones existentes. Situado el citado artícdo al comienzo de los consa-
grados a la salvaguarda de la libertad personal o libertad de
movimientos, establece para el ciudadano la garantía de que dicha
libertad no se verá dectada por causa de condena pend, sin los requi-
sitos de la leyprevia y juezcompetente, alcance restringido que se des-
prende no sólo del lugar que el artícdo ocupa, sino de su contexto y
antecedentes histórico-constitucionaks. Dicho artícdo, tras un primer
párrafo que consagra el principio de la ley previa a todo castigo pend,
dice en el mismo renglón para indicar la continuidad de la materia tra-
tada, que «nadie (es decir, ninguna persona) será juzgada sino por Juez
competente y conforme a los trámites legales», restringiendo así el
dcance de la garantía a los términos que se postulan. El repetido artí-
cdo es, además, una reproducción, con ligeras variantes, del que sobre
tal materia ha venido apareciendo en todas las Constituciones
Españolas a partir de la de mü ochocientos treinta y siete, en la que, en
su artículo noveno, restringiendo deliberadamente la ampUtud con
que fue redactado su concordante en la de mU ochocientos doce dice
concretamente: «Ningún español puede ser procesado ni sentenciado
süio por Juez o Tribunal competente, en virtud de leyes anteriores d
deUto, y en la forma que estas prescriben», redacción Uteralmente
reproducida en todas las Constituciones posteriores hasta la de mU
ochocientos setenta y seis inclusive, y dterada en su forma sin modifi-
car el sentido por el art. 28 de nuestra Constitución actual.



N. a 116

SENTENCIA

Madrid, veinticinco de septiembre de mü novedentos treinta y
seis

Visto el recurso de amparo promovido por don Doroteo Gómez
del Campo contra resolución de la Comisión revisora de despidos efec-
tuados con motivo de ideas o por huelgas poüticas, de Toledo, fecha

pudo sustraer, como lo hizo, a la Ubertad de industria la materia a que
hace referencia su enunciado, declarando por su artícdo noveno que
carecerán de vdor las estipdaciones de las partes que en perjuicio del
trabajador sean contrarias a las disposiciones legdes, y d añadü en su
artícdo dez que a tdes efectos vdgan como leyes los decretos y dis-
posiciones müüsterides, queda limitada la Ubertad de industria en lo
que d contrato de trabajo decta por voluntad de la ley, quedando
cumpUdos, por tanto, los requisitos formales para td limitación, por lo
que, sin vulnerar la garantía del art. 33, el Ministerio de Trabajo pudo
dictar su decreto de veintinueve de febrero de rril novecientos treinta

y seis, constituyendo las Comisiones revisoras de despidos por ideas o
huelgas, y éstas actuar como estimaran pertinente dentro del ámbito
de sus atribuciones, dctarido el faUo aquí impugnado.

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constitucionales.

FALLA:Que procede rechazar la reclamación formdada por don
Vicente Muñiz Gómez contra la resolución de fecha ocho de mayo de
mU novecientos treinta y seis de la Comisión creada en \fotencia para
la apUcación del Decreto de veintinueve de febrero del corriente año,
que le impuso la readmisión de los obreros Miguel Agüera Ávüa y
Casüdo López Cano y el pago a estos de las üidemnizaciones que en
dicha resolución se fijan confirmándola plenamente y quedando dza-
da la suspensión del pago de las mencionadas üidemnizaciones que
tenía acordada esto Sección en lo que por este recurso venían deda-
das. Expídase certificación Uteral de esta sentencia y remítase a la
Comisión revisora de despidos de Vdencia. Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don Pedro Vargas, don Sergio Andión, don
Antonio Fleitas, don Francisco Marcos y don Manuel Alba.



PRIMERO. Se plantea principalmente en este recurso la cues-
tión de la procedencia y acierto con que la Comisión revisora de des-
pidos de Toledo ha aplicado, por su acuerdo de veintitrés de mayo
pasado el Decreto de veintinueve de febrero último sobre readmisio-
nes, lo que conduciría a este Tribunal a arrogarse funciones de supe-
rior jerárqdco de la Comisión, admitiendo un recurso de apelación o
de alzada contra sus acuerdos, con revisión de pruebas (o reproduc-
ción o ampliación en su caso) para juzgar con plena jurisdicción con-
firmando, modificando o anulando los fallos de las repetidas
Comisiones, lo cual constituiría una manifiesto desnaturaüzación del
recurso de amparo aquí promovido, que ha de limitarse a la aprecia-
ción de la posible existencia de una vulneración de algunas de las
garantías enumeradas por la Ley, sin inmiscuirse en las competencias
yrelaciones jerárquicas de los distritos órdenes de las autoridades del
Estado, por lo que este Tribunal entiende que debe abstenerse de resol-
ver sobre la cuestión planteada en este recurso.

veinte y tres de mayo último. Siendo Ponente el Excmo. señor don
Antonio Fleitas.

HECHOS

PRIMERO. En veintitrés de mayo último la Comisión revisora de
despidos mencionada condenó al recurrente por los trámites previstos
en el Decreto de veintinueve de febrero último a la readmisión del
obrero Anastasio Moreno Herrero, indemnizándole además, con cua-
trocientas ochenta y seis pesetas, por resultar probado que el obrero
despedido lo fue por sus ideas.

SEGUNDO. Por escrito presentado ante este Tribund, con fecha
seis de junio dtimo, se interpuso el presente recurso de amparo contra
la resolución indcada, negando como base de hecho la resultancia de la
misma y degando como fundamentos de derecho, aparte de los de
carácter procesd, referentes a la interposición y tramitación del recurso,
la justicia intrínseca del faUo y la supuesta violación de las garantías
constituciondes consagradas por los artícdos veintiocho y treinta y tres
de la Ley njndamentel de la RepúbUca, relativas d enjdciamiento por
juez competente y Ubertad de industria y comercio respectivamente.

TERCERO. Tramitado el recurso en forma y practicadas las prue-
bas acordadas por elTribunal, se ordenó traer el expediente a la vista
para dictar sentencia.

FUNDAMENTOS LEGALES



TERCERO. En cuanto a la libertad de industria, igudmente ale-
gada, es de notar que ésto, por el art. 33 de la Constitución, es sus-
ceptible de las limitaciones que por motivos económicos y socides
de interés general impongan las leyes, por lo que la Ley de Contratos
de Trabajo de veintiuno de noviembre de mü novecientos treinta y
uno, pudo sustraer, como lo hizo, a la libertad de industria la materia
a que hace referencia su enunciado, declarando por su artículo nove-
no que carecerán de valor las estipdaciones de las partes que en per-
juicio del trabajador sean contrarias a las disposiciones legales, y d
añadir en su artículo diez que a tales efectos valgan como leyes los
decretos y disposiciones ministerides, queda limitada la libertad de
industria en lo que al contrato de trabajo decta por voluntad de la
ley, quedando cumplidos, por tanto, los requisitos formdes para tal

SEGUNDO. Aun suponiendo que se estuviera ante un típico
recurso de amparo interpuesto por una violación de las garantías con-
signadas en los artícdos veintiocho y treinta y tres de la Constitución,
tampoco se podría declarar haber lugar a lo soücitado. El dcance de la
garantía del art. 28 se contrae exclusivamente a la jurisdicción pend,
sin que pueda hacerse extensiva a ninguna otra de las demás jurisdc-
ciones existentes. Situado el citado artícdo d comienzo de los consa-
grados a la salvaguarda de la libertad personal o libertad de
movimientos, establece para el ciudadano la garantía de que dcha
libertad no se verá decteda por causa de condena pend, sin los requi-
sitos de la leyprevia y juezcompetente, dcance restringido que se des-
prende no sólo del lugar que el artícdo ocupa, süio de su contexto y
antecedentes histórico-constituciondes. Dicho artículo, tras un primer
párrafo que consagra el principio de la ley previa a todo castigo pend,
dice en el mismo rendón para indicar la contimfidad de la materia tra-
tada, que «nadie (es decü, ninguna persona) será juzgada sino por juez
competente y conforme a los trámites legdes», restringiendo así el
alcance de la garantía a los términos que se postdan. El repetido artí-
cdo es, además, mía reproducción, con Ugeras variantes, del que sobre
td materia ha venido apareciendo en todas las Constituciones espa-
ñolas a partir de la de rril ochocientos treinta y siete, en la que, en su
artículo noveno, restrindendo deüberadamente la ampUtud con que
fue redactado su concordante en la de irilochocientos doce dee con-
cretamente: «Ningún español puede ser procesado ni sentenciado sino
por Juez oTribund competente, en virtud de leyes anteriores d deUto,
y en la forma que estas prescriben», redacción Uteraünente reproduci-
da en todas las Constituciones posteriores hasta la de rril ochocientos
setenta y seis inclusive, y dterada en su forma sin modificar el sentido
por el art. 28 de nuestra Constitución actud.



N° 117

SENTENCIA

Madrid, veinticinco de septiembre de mü novecientos treinta y
seis

Visto el recurso de amparo promovido por don Felipe Vegue
Vülarrubia, contra resolución de la Comisión Revisora de despidos
efectuados con motivo de ideas o por huelgas poüticas de Toledo,
fecha primero de abril último y la del veintisiete del mismo mes, sien-
do ponente el Excmo. señor don Sergio Andión.

HECHOS

PRIMERO. En primero y veintisiete de abril último, la Comisión
Revisora de despidos mencionada condenó al recurrente por los trá-
mites previstos en el Decreto de veintinueve de febrero pasado a la
readmisión del obrero Lázaro González Martín de Mora, por resultar
probado que el obrero despedido lo fue por sus ideas poüticas.

impugnado

limitación, por lo que, sin vulnerar la garantía del art. 33, el Ministerio
de Trabajo pudo dictar su Decreto de veintinueve de febrero de mil
novecientos treinta y seis, constituyendo las Comisiones Revisoras de
despidos por ideas o huelgas, y éstas actuar como estimaran perti-
nente dentro del ámbito de sus atribuciones, dictando el fallo aquí

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribunal de Garantías-
Constitucionales

FALLA:Que procede rechazar la reclamación formulada por don
Doroteo Gómez del Campo contra la resolución la Comisión Revisora
de despidos de Toledo, fecha veintidós de mayo dtimo, que le impuso
la readmisión del obrero Anastasio Moreno Herrero y el pago a éste de
las indemnizaciones que en dicha resolución se fijan, confirmándola
plenamente. Expídase certificación literal de esta sentencia yremítase
a la Comisión revisora de despidos de Toledo. Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don Pedro Vargas, don Sergio Andión, don
Antonio Fleitas, don Francisco Marcos Pelayo y don Manuel Alba.



TERCERO. Tramitado el recurso en forma y practicadas las prue-
bas acordadas por elTribund, se ordenó traer el expedente a la vista
para dictar sentencia.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Se plantea principalmente en este recurso la cuestión
de la procedencia y acierto con que la Comisión Revisora de despidos
de Toledo ha apUcado, por sus acuerdos de primero y veintisiete de
abril dtimo el Decreto de veintinueve de febrero del corriente año
sobre readmisiones, lo que conduciría a este Tribunal a arrogarse fun-
ciones de superior jerárquico de la Comisión, admitiendo un recurso
de apelación o de alzada contra sus acuerdos, con revisión de pruebas
(o reproducción o ampUación en su caso) para juzgar con plena juris-
dicción confirmando, modificando o andando los fallos de las repeti-
das Comisiones, lo cud constituiría una manifiesto desnaturaüzación
del recurso de amparo aqd promovido, que ha de limitarse a la apre-
ciación de la posible existencia de una vulneración de algunas de las
garantías enumeradas por la Ley, sin üimiscdrse en las competencias
yrelaciones jerárqdcas de los dstíntos órdenes de las autoridades del
Estado, por lo que este Tribund entiende que debe abstenerse de resol-
ver sobre la cuestión planteada en este recurso.

SEGUNDO. Aun suponiendo que se estuviera ante un típico
recurso de amparo interpuesto por una violación de las garantías con-
signadas en los art. 28 y 33 de la Constitución, tampoco se podría
declarar haber lugar a lo soücitado. El dcance de la garantía del art. 28
se contrae exclusivamente a la jurisdicción pend, sin que pueda
hacerse extensiva a ninguna otra de las demás jurisdicciones existen-

tes. Situado el citado artícdo d comienzo de los consagrados a la sd-
vaguarda de la libertad persond o Ubertad de movimientos, establece
para el ciudadano la garantía de que dicha Ubertad no se verá décta-

SEGUNDO. Por escrito presentado ante este Tribund, con fecha
seis de junio dtimo, se interpuso el presente recurso de amparo con-
tra la resolución indicada, negando como base de hecho la resdtancia
de la misma y degando como fundamentos de derecho, aparte de los
de carácter procesd, referentes a la interposición y tramitación del
recurso, la injusticia intrínseca del faUo y la supuesta violación de la
garantía constituciond consagrada por los artícdos veintiocho y trein-
ta y tres de la Ley Funelamentel de la RepúbUca, relativas d enjdcia-
miento por juez competente y la Ubertad de industria y comercio,
respectivamente.



Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribunal de Garantías

da por causa de condena penal, sin los requisitos de la ley previa y
juez competente, alcance restringido que se desprende no sólo del
lugar que el artículo ocupa, sino de su contexto y antecedentes his-
tórico-constitucionaks. Dicho artículo, tras un primer párrdo que
consagra el principio de la ley previa a todo castigo penal, dice en el
mismo renglón para indicar la continuidad de la materia tratada, que
«nadie (es decir, ninguna persona) será juzgada sino por juez compe-
tente y conforme a los trámites legales», restringiendo así el alcance
de la garantía a los términos que se postulan. El repetido artículo es,
además, una reproducción, con ligeras variantes, del que sobre tal
materia ha venido apareciendo en todas las Constituciones españolas
a partir de la de mil ochocientos treinta y siete, en la que, en su artí-
culo noveno, restringiendo deliberadamente la amplitud con que fue
redactado su concordante en la de mil ochocientos doce dice con-
cretamente: «Ningún español puede ser procesado ni sentenciado
sino por juez o Tribunal competente, en virtud de leyes anteriores al
delito, y en la forma que éstas prescriben», redacción literalmente
reproducida en todas las Constituciones posteriores hasta la de mü
ochocientos setenta y seis inclusive, y alterada en su forma sin modi-
ficar el sentido por el art. 28 de nuestra Constitución actual.

TERCERO. En cuanto a la libertad de industria, igualmente ale-
gada, es de notar que ésta, por el art. 33 de la Constitución, es suscep-
tible de las Umitaciones que por motivos económicos y sociales de
interés general impongan las leyes, por lo que la Ley de Contratos de
Trabajo de veintiuno de noviembre de mü novecientos treinta y uno,
pudo sustraer, como lo hizo, a la libertad de industria la materia a que
hace referencia su enunciado, declarando por su artículo noveno que
carecerán de valor las estipulaciones de las partes que en perjuicio del
trabajador sean contrarias a las disposiciones legales, y al añadü en su
artícdo diez que a tales efectos vdgan como leyes los decretos y dis-
posiciones ministeriales, queda limitada la libertad de industria en lo
que d contrato de trabajo decta por voluntad de la ley, quedando cum-
plidos, por tanto, los requisitos formales para tal limitación, por lo que,
sin vdnerar la garantía del art. 33, el Ministerio de Trabajo pudo dictar
su Decreto de veintinueve de febrero de mü novecientos treinta y seis,
constituyendo las Comisiones Revisoras de despidos por ideas o huel-
gas, y éstas actuar como estimaran pertinente dentro del ámbito de sus
atribuciones, dictando el fallo aquí impugnado.



seis

Visto el recurso de amparo promovido por don Matías Gómez
del Campo, contra resolución de la Comisión Revisora de despidos
efectuados con motivo de ideas o por huelgas poüticas de Toledo,
fecha veintitrés de mayo dtimo, siendo ponente el Excmo. señor don
Antonio Fleitas.

HECHOS

PRIMERO. En veintitrés de mayo dtimo, la Comisión revisora de
despidos mencionada condenó d recurrente por los trámites previstos

en el Decreto de veintinueve de febrero pasado a la reaelmisión del
obrero Agustín del Campo Revuelta, üidemnizándole, además, con dos-
cientas setenta pesetas, por resdtar probado que el obrero despedido
lo fue por sus ideas.

SEGUNDO. Por escrito presentado ante este Tribund, con fecha
ocho de junio dtimo, se interpuso el presente recurso de amparo con-
tra la resolución indicada, negando como base de hecho la resdtancia
de la misma y degando como fundamentos de derecho, aparte de los
de carácter procesd, referentes a la interposición y tramitación del
recurso, la injusticia intrínseca del fdlo y la supuesta violación de las
garantías constituciondes consagradas por los artícdos veintiocho y

FALLA:Que procede rechazar la reclamación formdada por don
Feüpe Vegue Vülarrubia contra la resolución de la Comisión revisora

de despidos de Toledo, fechas primero yveintisiete de abril dtimo, que
le impuso la readmisión del obrero Lázaro Gonzdez Martín de Mora, y
el pago a éste de las indemnizaciones que en la dtíma de las dos reso-
luciones se fija, confirmándolas plenamente. Expídase certificación
literal de este sentencia yremítase a la Comisión revisora de despidos
de Toledo. Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don Pedro Vargas, don Sergio Andión, don
Antonio Fleitas, don Francisco Marcos Pelayo y don Manuel Alba.

N. a 118

SENTENCIA

Madrid, veinticinco de septiembre de rril novecientos treinta y



TERCERO. Tramitado el recurso en forma y practicadas las prue-
bas acordadas por el Tribunal, se ordenó traer el expediente a la viste
para dictar sentencia.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Se plantea principalmente en este recurso la cuestión
de la procedencia y acierto con que la Comisión Revisora de despidos
de Toledo ha aplicado, por sus acuerdos de veintitrés de mayo último,
el Decreto de veintinueve de febrero próximo pasado sobre readmi-
siones, lo que conduciría a este Tribunal a arrogarse funciones de supe-
rior jerárquico de la Comisión, admitiendo un recurso de apelación o
de alzada contra sus acuerdos, con revisión de pruebas (o reproduc-
ción o ampliación en su caso) para juzgar con plena jurisdicción con-
firmando, modificando o anulando los fallos de las repetidas
Comisiones, lo cual constituiría una manifiesta desnaturalización del
recurso de amparo aquí promovido, que ha de limitarse a la aprecia-
ción de la posible existencia de una vulneración de algunas de las
garantías enumeradas por la Ley, sin inmiscuirse en las competencias
yrelaciones jerárquicas de los distintos órdenes de las autoridades del
Estado, por lo que este Tribunal entiende que debe abstenerse de resol-
ver sobre la cuestión planteada en este recurso.

SEGUNDO. Aún suponiendo que se estuviera ante un típico
recurso de amparo interpuesto por una violación de las garantías
consignadas en los arts. 28 y 33 de la Constitución, tampoco se
podría declarar haber lugar a lo solicitado. El alcance de la garantía
del art. 28 se contrae exclusivamente a la jurisdicción penal, sin que
pueda hacerse extensiva a ninguna otra de las demás jurisdicciones
existentes. Situado el citado artículo al comienzo de los consagrados
a la salvaguarda de la libertad personal o libertad de movimientos,
establece para el ciudadano la garantía de que dicha libertad no se
verá afectada por causa de condena penal, sin los requisitos de la ley
previa y juez competente, alcance restringido que se desprende no
sólo del lugar que el artículo ocupa, sino de su contexto y antece-

dentes histórico-constitucionaks. Dicho artículo, tras un primer
párrafo que consagra el principio de la ley previa a todo castigo
penal, dice, en el mismo renglón para indicar la continuidad de la
materia tratada, que «nadie (es decir, ninguna persona) será juzgada

treinta y tres de la Ley Fundamental de la República, relativas al enjui-
ciamiento por juez competente y la Ubertad de industria y comercio,
respectivamente.



Por todo lo cud, la Sección Segunda del Tribund de Garantías

FALLA: Que procede rechazar la reclamación formdada por don
Matías Gómez del Campo contra la resolución de la Comisión revisora
de despidos deToledo, fecha veintitrés de mayo dtimo, que le impuso la
readmisión del obrero don Agustín del Campo Revuelta, y el pago a éste
de las indemnizaciones que en dcha resolución se fijan, confirmándolas

sino por juez competente y conforme a los trámites legales», res-
tringiendo así el alcance de la garantía a los términos que se postu-
lan. El repetido artícdo es, además, una reproducción, con ligeras
variantes, del que sobre tal materia ha venido apareciendo en todas
las Constituciones españolas a partir de la de mil ochocientos trein-
ta y siete, en la que, en su articulo noveno, restringiendo delibera-
damente la amplitud con que fue redactado su concordante en la de
mil ochocientos doce, dice concretamente: «Ningún español puede
ser procesado ni sentenciado sino por juez o Tribunal competente,
en virtud de leyes anteriores al delito, y en la forma que estas pres-
criben», redacción literalmente reproducida en todas las
Constituciones posteriores hasta la de mil ochocientos setenta y
seis inclusive, y alterada en su forma sin modificar el sentido por el
art. 28 de nuestra Constitución actual.

TERCERO. En cuanto a la libertad de industria, igualmente ale-
gada, es de notar que ésta, por el art. 33 de la Constitución, es sus-
ceptible de las limitaciones que por motivos económicos y sociales
de interés general impongan las leyes, por lo que la Ley de Contratos

de Trabajo de veintiuno de noviembre de mü novecientos treinta y
uno, pudo sustraer, como lo hizo, a la libertad de industria la mate-

ria a que hace referencia su enunciado, declarando por su artículo
noveno que carecerán de valor las estipulaciones de las partes que
en perjuicio del trabajador sean contrarias a las disposiciones lega-
les, y al añadir en su artícdo diez que a tales efectos valgan como
leyes los decretos y disposiciones ministeriales, queda limitada la
libertad de industria en lo que al contrato de trabajo afecta por
voluntad de la ley, quedando cumplidos, por tanto, los requisitos for-
males para tal limitación, por lo que, sin vulnerar la garantía del art.

33, el Ministerio de Trabajo pudo dictar su Decreto de veintinueve

de febrero de mU novecientos treinta y seis, constituyendo las
Comisiones revisólas de despidos por ideas o huelgas, y éstas actuar

como estimaran pertinente dentro del ámbito de sus atribuciones,
dictando el fallo aquí impugnado.

Constituciondes.



Madrid, veinticinco de septiembre de mil novecientos treinta y
seis

Visto el recurso de amparo promovido por donjuán Hazen, con-
tra resolución de la Comisión revisora de despidos efectuados con
motivo de ideas o por huelgas políticas de Madrid O*amo de la
Madera), fecha once de mayo de mil novecientos treinta y seis, siendo
ponente el Excmo. señor don Sergio Andión.

HECHOS

PRIMERO. En once de mayo de mil novecientos treinta y seis, la
Comisión revisora de despidos mencionada condenó al recurrente por
los trámites previstos en el Decreto de veintinueve de febrero pasado
a la readmisión de los obreros don Vicente Carrasco Santamaría, don
José Fernández Vale y don Segundo Toro de la Cruz, por resultar pro-
bado que los obreros despedidos lo fueron por sus ideas.

SEGUNDO. Por escrito presentado ante este Tribund, con fecha
trece de junio dtimo, se interpuso el presente recurso de amparo con-
tra la resolución indicada, negando como base de hecho la resdtancia
de la misma y degando como fundamentos de derecho, aparte de los de
carácter procesal, referentes a la interposición y tramitación del recurso,
la injusticia intrínseca del fdlo y la supuesto violación de la garantía
constituciond consagrada por los artícdos veintiocho y treinta y tres de
la Ley Fundamental de la RepúbUca, relativas al enjdciamiento por juez
competente y la Ubertad de industria y comercio, respectivamente.

TERCERO.Tramitado el recurso en forma y practicadas las prue-
bas acordadas por el Tribunal, se ordenó traer el expediente a la vista

plenamente. Expídase certificación Uteral de esta sentencia yremítase a
la Comisión revisora de despidos de Toledo. Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don Pedro Vargas, don Sergio Andión, don
Antonio Fleitas, don Francisco Marcos Pelayo y don Manuel Alba.

N.a 119

SENTENCIA



SEGUNDO. Aún suponiendo que se estuviera ante un típico
recurso de amparo interpuesto por una violación de las garantías
consignadas en los artículos veintiocho y treinta y tres de la
Constitución, tampoco se podría declarar haber lugar a lo solicita-
do. El alcance de la garantía del art. 28 se contrae exclusivamente
a la jurisdicción penal, sin que pueda hacerse extensiva a ninguna
otra de las demás jurisdicciones existentes. Situado el citado artí-
culo al comienzo de los consagrados a la salvaguarda de la libertad
personal o libertad de movimientos, establece para el ciudadano la
garantía de que dicha libertad no se verá afectada por causa de
condena penal, sin los requisitos de la ley previa y juez compe-
tente, alcance restringido que se desprende no sólo del lugar que
el artículo ocupa, sino de su contexto y antecedentes histórico-
constitucionales. Dicho artículo, tras un primer párrafo que consa-
gra el principio de la ley previa a todo castigo penal, dice en el
mismo renglón para indicar la continuidad de la materia tratada,
que «nadie (es decir, ninguna persona) será juzgada sino por juez
competente y conforme a los trámites legales», restringiendo así el
alcance de la garantía a los términos que se postulan. El repetido
artículo es, además, una reproducción, con ligeras variantes, del
que sobre tal materia ha venido apareciendo en todas las
Constituciones españolas a partir de la de mil ochocientos treinta

y siete, en la que, en su artículo noveno, restringiendo deliberada-
mente la amplitud con que fue redactado su concordante en la de

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Se plantea principalmente en este recurso la cuestión
de la procedencia y acierto con que la Comisión Revisora de despidos
de Madrid ha apUcado, por su acuerdo de once de mayo de iril nove-
cientos treinta y seis el Decreto de veintinueve de febrero dtimo
sobre readmisiones, lo que conduciría a este Tribund a arrogarse fun-
ciones de superior jerárquico de la Comisión, admitiendo un recurso
de apelación o de dzada contra sus acuerdos, con revisión de pruebas
(o reproducción o ampüación en su caso) para juzgar con plena juris-
dicción confirmando, modificando o andando los fdlos de las repeti-
das Comisiones, lo cud constituiría una manifiesto desnaturaüzación
del recurso de amparo aqd promovido, que ha de limitarse a la apre-
ciación de la posible existencia de una vulneración de algunas de las
garantías enumeradas por la Ley, sin üimiscuüse en las competencias
y relaciones jerárquicas de los distritos órdenes de las autoridades del
Estado, por lo que este Tribund entiende que debe abstenerse de resol-
ver sobre la cuestión planteada en este recurso.



TERCERO. En cuanto a la libertad de industria, igualmente ale-
gada, es de notar que ésta, por el art. 33 de la Constitución, es sus-
ceptible de las limitaciones que por motivos económicos y sociales
de interés general impongan las leyes, por lo que la Ley de Contratos
de Trabajo de veintiuno de noviembre de mil novecientos treinta y
uno, pudo sustraer, como lo hizo, a la libertad de industria la mate-
ria a que hace referencia su enunciado, declarando por su artículo
noveno que carecerán de valor las estipulaciones de las partes que
en perjuicio del trabajador sean contrarias a las disposiciones lega-
les, y al añadir en su art. 10 que a tales efectos valgan como leyes los
decretos y disposiciones ministeriales, queda limitada la libertad de
industria en lo que al contrato de trabajo afecta por voluntad de la
Ley, quedando cumplidos, por tanto, los requisitos formales para tal
limitación, por lo que, sin vulnerar la garantía del art. 33, el
Ministerio de Trabajo pudo dictar su Decreto de veintinueve de
febrero de mil novecientos treinta y seis, constituyendo las
Comisiones revisoras de despidos por ideas o huelgas, y éstas actuar
como estimaran pertinente dentro del ámbito de sus atribuciones,
dictando el fallo aqui impugnado.

Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constitucionales.

FALLA:Que procede rechazar la reclamación formdada por don
Juan Hazen contra la resolución de la Comisión revisora de Madrid
Otomo de la Madera), de once de mayo de mü novecientos treinta y
seis, que le impuso la readmisión de los obreros donVicente Carrasco
Santamaría, don José Fernández Vale y don Segundo Toro de la Cruz, y
el pago a éstos de las indemnizaciones que en dicha resolución se
fijan, confirmándola plenamente. Expídase certificación literal de esta
sentencia y remítase a la Comisión revisora de despidos de Madrid
O^amo de la Madera). Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don Pedro Vargas, don Sergio Andión, don
Antonio Fleitas, don Francisco Marcos Pelayo y don Manuel Alba.

mil ochocientos doce, dice concretamente: «Ningún español
puede ser procesado ni sentenciado sino por juez o Tribunal com-
petente, en virtud de leyes anteriores al delito, y en la forma que
estas prescriben», redacción literalmente reproducida en todas las
Constituciones posteriores hasta la de mil ochocientos setenta y
seis inclusive, y alterada en su forma sin modificar el sentido por
el art. 28 de nuestra Constitución actual.



FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Se plantea principalmente en este recurso la cues-
tión de la procedencia y acierto con que la Comisión revisora de
despidos de Madrid ha aplicado, por su acuerdo de once de vein-

tiocho de marzo dtimo el Decreto de veintinueve de febrero último
sobre readmisiones, lo que conduciría a este Tribunal a arrogarse
funciones de superior jerárquico de la Comisión, admitiendo un
recurso de apelación o de alzada contra sus acuerdos, con revisión
de pruebas (o reproducción o ampliación en su caso) para juzgar
con plena jurisdicción confirmando, modificando o anulando los

Madrid, trece de octubre de rril novecientos treinta y seis

Visto el recurso de amparo promovido por don Alberto Santa

María delAlba y Jiménez, contra resolución de la Comisión Revisora de
despidos efectuados con motivo de ideas o por huelgas poüticas de
Madrid, fecha veintiocho de marzo de mü novecientos treinta y seis.
Siendo ponente el Excmo. señor don Antonio Fleitas.

HECHOS

PRIMERO. En veintiocho de marzo de mü novecientos treinta y

seis la Comisión revisora de despidos mencionada condenó d recu-
rrente por los trámites previstos en el decreto de veintinueve de febre-
ro pasado a la readmisión del portero don Florencio Ruiz, por resdtar
probado que, en su da, fue despedido por sus ideas.

SEGUNDO. Por escrito presentado ante este Tribunal, con
fecha treinta de abril, se interpuso el presente recurso de amparo
contra la resolución indicada, negando como base de hecho la resul-
tancia de la misma y alegando como fundamentos de derecho, apar-
te de los de carácter procesd, referentes a la interposición y
tramitación del recurso, la injusticia intrínseca del fallo y la supues-
ta violación de la garantía constitucional consagrada por el art. 28
de la Ley Fundamental de la República, relativas al enjuiciamiento
por juez competente.

TERCERO. Tramitado el recurso en forma y practicadas las prue-
bas acordadas por elTribund, se ordenó traer el expediente a la vista
para dictar sentencia.



Constituciondes

FALLA: Que procede rechazar la reclamación formulada por
don Alberto Santa María del Alba y Jiménez contra la resolución de la

fallos de las repetidas Comisiones, lo cual constituiría una manifies-
ta desnaturalización del recurso de amparo aquí promovido, que ha
de limitarse a la apreciación de la posible existencia de una vulne-
ración de algunas de las garantías enumeradas por la Ley, sin inmis-
cuirse en las competencias y relaciones jerárquicas de los distintos
órdenes de las autoridades del Estado, por lo que este Tribunal
entiende que debe abstenerse de resolver sobre la cuestión plantea-
da en este recurso.

SEGUNDO. Aún suponiendo que se estuviera ante un típico re-
curso de amparo interpuesto por una violación de las garantías consig-
nadas en los artícdos veintiocho y treinta y tres de la Constitución,
tampoco se podría declarar haber lugar a lo soücitado. El dcance de la
garantía del art. 28 se contrae exclusivamente a la jurisdicción penal, sin
que pueda hacerse extensiva a ninguna otra de las demás jurisdicciones
existentes. Situado el citado artícdo al comienzo de los consagrados a la
sdvaguarda de la libertad persond o Ubertad de movimientos, establece
para el ciudadano la garantía de que dcha Ubertad no se verá dectada
por causa de condena pend, sin los reqdsitos de la ley previa y juez
competente, dcance restrriddo que se desprende no sólo del lugar que
el artícdo ocupa, sino de su contexto y antecedentes histórico-consti-
tuciondes. Dicho artícdo, tras un primer párrafo que consagra el prin-
cipio de la ley previa a todo castigo penal, dice en el mismo rendón para
indicar la continuidad de la materia tratada, que «nadie (es decü, ningu-
na persona) sera juzgada sino por juez competente y conforme a los tra-
mites legdes», restringiendo así el dcance de la garantía a los términos
que se postdan. El repetido artícdo es, además, una reproducción, con
Ugeras variantes, del que sobre td materia ha venido apareciendo en
todas las Constituciones españolas a partir de la de mü ochocientos
treinta y siete, en la que, en su artícdo noveno, restringiendo deübera-
damente la ampütud con que fue redactado su concordante en la de mü
ochocientos doce dice concretamente: «Ningún español puede ser pro-
cesado ni sentenciado süio por juez oTribund competente, en virtud de
leyes anteriores d deüto, y en la forma que estes prescriben», redacción
Uteraünente reproducida en todas las Constituciones posteriores hasta
la de rril ochocientos setenta y seis inclusive, y dterada en su forma sin
modificar el sentido por el art. 28 de nuestra Constitución actud.

Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribunal de Garantías



Visto el recurso de amparo promovido por don Constantino
Villar Soria, contra resolución de la Comisión Revisora de despidos
efectuados con motivo de ideas o por huelgas políticas de Madrid
(Sección de Artes Gráficas), fecha diecinueve de marzo y ocho de
mayo últimos. Siendo ponente el Excmo. señor don Francisco Marcos

HECHOS

PRIMERO. En diecinueve de marzo y ocho de mayo último, la
Comisión Revisora de despidos mencionada condenó d recurrente

por los trámites previstos en el Decreto de veintinueve de febrero
pasado a la readmisión del obrero don Vicente BaUesteros, por resdtar
probado que, en su día, fué despedido por sus ideas.

SEGUNDO. Por escrito presentado ante este Tribund, con fecha
veintidós de mayo dtimo, se interpuso el presente recurso de amparo
contra la resolución indicada, negando como base de hecho la resd-
tancia de la misma y degando como fundamentos de derecho, aparte
de los de carácter procesd, referentes a la interposición y tramitación
del recurso, la injusticia intrínseca del faUo y la supuesta violación de
la garantía constituciond consagrada por los arts. 28 y 30 de la Ley
Fundamentel de la RepúbUca, relativas d enjdciamiento por juez com-
petente y Ubertad de industria y comercio, respectivamente.

Comisión Revisora de Madrid, fecha veintiocho de marzo, que le
impuso la readmisión del portero don Florencio Ruiz y el pago a éste
de la indemnización que en dicha resolución se fija, confirmándola
plenamente. Expídase certificación literal de esta sentencia y remíta-
se a la Comisión revisora de despidos de Madrid. Así se acuerda y fir-
man

Excmos. señores: don Pedro Vargas, don Emüio Pdomo, don
Francisco Andión, don Antonio Fleitas, don Francisco Marcos Pelayo.

N.a 121

SENTENCIA

Madrid, trece de octubre de rril novecientos treinta y seis



CUARTO. A petición del recurrente y conforme a los art. 52
de la Ley Orgánica y 101 del Reglamento de este Tribunal, se acor-
dó por auto de treinta de junio pasado la suspensión de la medida
impugnada en la parte referente al pago de la indemnización por
despido.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Se plantea principalmente en este recurso la cuestión
de la procedencia y acierto con que la Comisión revisora de despidos
de Madrid ha aplicado el Decreto de veintinueve de febrero pasado,
sobre readmisiones, lo que conduciría a este Tribunal a arrogarse fun-
ciones de superior jerárquico de la Comisión, admitiendo un recurso
de apelación o de alzada contra sus acuerdos, con revisión de pruebas
(o reproducción o ampUación en su caso) para juzgar con plena juris-
dicción confirmando, modificando o andando los fallos de las repeti-
das Comisiones, lo cual constituiría una manifiesta desnaturalización
del recurso de amparo aquí promovido, que ha de Umitarse a la apre-
ciación de la posible existencia de una vulneración de algunas de las
garantías enumeradas por la Ley, sin inmiscuirse en las competencias
yrelaciones jerárquicas de los distritos órdenes de las autoridades del
Estado, por lo que este Tribunal entiende que debe abstenerse de resol-
ver sobre la cuestión planteada en este recurso.

SEGUNDO. Aún suponiendo que se estuviera ante un típico
recurso de amparo interpuesto por una violación de las garantías
consignadas en el art. 28 de la Constitución, tampoco se podría
declarar haber lugar a lo solicitado. El alcance de la garantía del art. 28
se contrae exclusivamente a la jurisdicción penal, sin que pueda
hacerse extensiva a ninguna otra de las demás jurisdicciones exis-
tentes. Situado el citado artículo al comienzo de los consagrados a
la salvaguarda de la libertad personal o libertad de movimientos,
establece para el ciudadano la garantía de que dicha libertad no se
verá dectada por causa de condena penal, sin los requisitos de la ley
previa y juez competente, alcance restringido que se desprende no
sólo del lugar que el artículo ocupa, sino de su contexto y antece-
dentes histórico-constitucionales. Dicho artículo, tras un primer
párrafo que consagra el principio de la ley previa a todo castigo
penal, dice en el mismo renglón para indicar la continuidad de la

TERCERO. Tramitado el recurso en forma y practicadas las prue-
bas acordadas por elTribunal, se ordenó traer el expediente a la vista
para dictar sentencia.



Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribunal de Garantías

FALLA: Que procede rechazar la reclamación formdada por
don Constantino ViUar Soria contra la resolución de la Comisión
Revisora de Maeirid (Sección de Artes Gráficas), de diecinueve de
marzo y ocho de mayo últimos, que le impuso la readmisión del obre-
ro don Vicente Bdlesteros, y el pago a éste de las indemnizaciones

materia tratada, que «nadie (es decir, ninguna persona) será juzgada
sino por juez competente y conforme a los trámites legdes», res-
tringiendo así el dcance de la garantía a los términos que se postu-
lan. El repetido artículo es, además, una reproducción, con ligeras
variantes, del que sobre tal materia ha venido apareciendo en todas
las Constituciones españolas a partir de la de mil ochocientos trein-
ta y siete, en la que, en su artículo noveno, restringiendo delibera-
damente la amplitud con que fue redactado su concordante en la de
mil ochocientos doce, dice concretamente: «Ningún español puede
ser procesado ni sentenciado sino por juez o Tribunal competente,
en virtud de leyes anteriores al delito, y en la forma que estas pres-
criben», redacción literalmente reproducida en todas las
Constituciones posteriores hasta la de mil ochocientos setenta y
seis inclusive, y alterada en su forma sin modificar el sentido por el
art. 28 de nuestra Constitución actual.

TERCERO. En cuanto a la Ubertad de industria, igualmente ale-
gada, es de notar que ésta, por el art. 33 de la Constitución, es suscep-
tible de las limitaciones que por motivos económicos y socides de
interés general impongan las leyes, por lo que la Ley de Contratos de
Trabajo de veintiuno de noviembre de mü novecientos treinta y uno,
pudo sustraer, como lo hizo, a la Ubertad de industria la materia a que
hace referencia su enunciado, declarando por su artícdo noveno que
carecerán de vdor las estipdaciones de las partes que en perjuicio del
trabajador sean contrarias a las disposiciones legdes, y d añadü en su
artícdo diez que a tdes efectos valgan como leyes los decretos y ds-
posiciones miristerides, queda limitada la Ubertad de industria en lo
que al contrato de trabajo decta por voluntad de la ley, quedando cum-
plidos, por tanto, los requisitos formdes para tol limitación,por lo que,
sin vulnerar la garantía del art. 33, el Ministerio de Trabajo pudo dictar
su Decreto de veintinueve de febrero de rril novecientos treinta y seis,
constituyendo las Comisiones revisoras de despidos por ideas o huel-
gas^ éstas actuar como estimaran pertinente dentro del ámbito de sus
atribuciones, dictando el faUo aqui impugnado.

Constituciondes



Visto el recurso de amparo promovido por don Emüiano Martín,
contra resolución de la Comisión Revisora de despidos de Ciudad Real
fecha diez y ocho de mayo dtimo. Siendo ponente el Excmo. señor
don Sergio Andión.

HECHOS

PRIMERO. En dieciocho de mayo de irilnovecientos treinta y
seis, la Comisión revisora de despidos mencionada condenó d recu-
rrente por los trámites previstos en el Decreto de veintinueve de febre-
ro pasado a la readmisión del portero don Florencio Ruiz, por resultar
probado que, en su día, fue despedido por sus ideas.

SEGUNDO. Por escrito presentado ante este Tribunal, con
fecha veintiséis de junio último, se interpuso el presente recurso de
amparo contra la resolución indicada, negando como base de hecho
la resultancia de la misma y alegando como fundamentos de dere-
cho, aparte de los de carácter procesal, referentes a la interposición
y tramitación del recurso, la injusticia intrínseca del fallo y la supues-
ta violación de la garantía constitucional consagrada por los arts. 28
y 33 de la Ley Fundamental de la República, relativas al enjuicia-
miento por juez competente y libertad de industria y comercio, res-
pectivamente.

TERCERO. Tramitado el recurso en forma y practicadas las prue-
bas acordadas por el Tribund, se ordenó traer el expediente a la vista

que en dicha resolución se fijan, confirmándola plenamente.
Expídase certificación literal de esta sentencia y remítase a la
Comisión revisora de despidos de Madrid. Así se acuerda y firman.

Pelayo

Excmos. señores: don Pedro Vargas, don Emilio Palomo, don
Francisco Andión, don Antonio Fleitas, don Francisco Marcos

N. a 122

SENTENCIA

Madrid, trece de octubre de mil novecientos treinta y seis



FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Se plantea principalmente en este recurso la cues-
tión de la procedencia y acierto con que la Comisión revisora de
despidos de Ciudad Real ha aplicado, por su acuerdo de deciocho
de mayo último el Decreto de veintinueve de febrero último sobre
readmisiones, lo que conduciría a este Tribunal a arrogarse funcio-
nes de superior jerárquico de la Comisión, admitiendo un recurso
de apelación o de alzada contra sus acuerdos, con revisión de prue-
bas (o reproducción o ampliación en su caso) para juzgar con
plena jurisdicción confirmando, modificando o anulando los fallos
de las repetidas Comisiones, lo cual constituiría una manifiesta
desnaturalización del recurso de amparo aquí promovido, que ha
de limitarse a la apreciación de la posible existencia de una vulne-
ración de algunas de las garantías enumeradas por la Ley, sin inmis-
cuirse en las competencias y relaciones jerárquicas de los distintos
órdenes de las autoridades del Estado, por lo que este Tribunal
entiende que debe abstenerse de resolver sobre la cuestión plante-
ada en este recurso.

SEGUNDO. Aún suponiendo que se estuviera ante un típico
recurso de amparo interpuesto por una violación de las garantías
consignadas en los artículos veintiocho y treinta y tres de la
Constitución, tampoco se podría declarar haber lugar a lo solicita-
do. El alcance de la garantía del art. 28 se contrae exclusivamente
a la jurisdicción penal, sin que pueda hacerse extensiva a ninguna
otra de las demás jurisdicciones existentes. Situado el citado artí-
culo al comienzo de los consagrados a la salvaguarda de la libertad
personal o libertad de movimientos, establece para el ciudadano la
garantía de que dicha libertad no se verá afectada por causa de
condena penal, sin los requisitos de la ley previa y juez compe-
tente, alcance restringido que se desprende no sólo del lugar que
el artículo ocupa, sino de su contexto y antecedentes histórico-
constitucionales. Dicho artículo, tras un primer párrafo que consa-
gra el principio de la ley previa a todo castigo penal, dice en el
mismo renglón para indicar la continuidad de la materia tratada,
que «nadie (es decir, ninguna persona) será juzgada sino por juez
competente y conforme a los tramites legales», restringiendo así el
alcance de la garantía a los términos que se postulan. El repetido
artículo es, además, una reproducción, con ligeras variantes, del
que sobre tal materia ha venido apareciendo en todas las
Constituciones españolas a partir de la de mil ochocientos treinta
y siete, en la que, en su artículo noveno, restringiendo deliberada-



TERCERO. En cuanto a la libertad de industria, igualmente ale-
gada, es de notar que ésta, por el art. 33 de la Constitución, es sus-
ceptible de las limitaciones que por motivos económicos y sociales
de interés general impongan las leyes, por lo que la Ley de Contratos
de Trabajo de veintiuno de noviembre de mil novecientos treinta y
uno, pudo sustraer, como lo hizo, a la libertad de industria la materia
a que hace referencia su enunciado, declarando por su artículo nove-
no que carecerán de valor las estipulaciones de las partes que en per-
juicio del trabajador sean contrarias a las disposiciones legales, y al
añadir en su artículo diez que a tales efectos valgan como leyes los
decretos y disposiciones ministeriales, queda limitada la libertad de
industria en lo que al contrato de trabajo afecta por voluntad de la
ley, quedando cumplidos, por tanto, los requisitos formales para tal
limitación, por lo que, sin vulnerar la garantía del art. 33, el Ministerio
de Trabajo pudo dictar su Decreto de veintinueve de febrero de mil
novecientos treinta y seis, constituyendo las Comisiones revisoras de
despidos por ideas o huelgas, y éstas actuar como estimaran perti-
nente dentro del ámbito de sus atribuciones, dictando el faUo aquí
impugnado.

Por todo lo cual, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constituciondes

FALLA:Que procede rechazar la reclamación formdada por don
Emilio Martín Mero contra la resolución de la Comisión Revisora de
Ciudad Real fecha dieciocho de marzo último, que le dispuso la read-
misión por aquél al obrero don Juan Manuel Díaz y de la cantidad que
el citado acuerdo se fija, confirmándola plenamente. Expídase certifi-
cación literal de esta sentencia y remítase a la Comisión Revisora de
despidos de Ciudad Real. Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don Pedro Vargas, don Emilio Palomo, don
Francisco Andión, don Francisco Fleitas y don Francisco Marcos

mente la amplitud con que fue redactado su concordante en la de
mil ochocientos doce, dice concretamente: «Ningún español
puede ser procesado ni sentenciado sino por juez o Tribunal com-
petente, en virtud de leyes anteriores al delito, y en la forma que
estas prescriben», redacción literalmente reproducida en todas las
Constituciones posteriores hasta la de mil ochocientos setenta y
seis inclusive, y alterada en su forma sin modificar el sentido por
el art. 28 de nuestra Constitución actual.



TERCERO. Tramitado el recurso en forma y practicadas las prue-
bas acordadas por elTribund, se ordenó traer el expediente a la vista
para dctar sentencia.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Se plantea principdmente en este recurso la cues-
tión de la procedencia y acierto con que la Comisión Revisora de des-
pidos de Maelrid ha apücado, por su acuerdo de veinticinco de mayo
dtimo el Decreto de veintinueve de febrero último sobre readmisio-
nes, lo que conduciría a este Tribund a arrogarse funciones de supe-
rior jerárquico de la Comisión, aelmitiendo un recurso de apelación o
de dzada contra sus acuerdos, con revisión de pruebas (o reproduc-
ción o ampüación en su caso) para juzgar con plena jurisdicción con-
firmando, modificando o anulando los fallos de las repetidas

Madrid, trece de octubre de rril novecientos treinta y seis

Visto el recurso de amparo promovido por don Nicolás Morente
Yecora, contra resolución de la Comisión Revisora de despidos efectua-
dos con motivo de ideas o por huelgas poüticas de Maelrid (Sección de la
Madera). Siendo ponente el Excmo. señor don Francisco Marcos Pelayo.

HECHOS

PRIMERO. En veintiocho de marzo de irilnovecientos treinta y
seis, la Comisión Revisora de despidos mencionada condenó d recu-
rrente por los trámites previstos en el Decreto de veintinueve de febre-
ro dtimo a la indemnización d obrero don Melchor Rodríguez de la
cantidad que el citado acuerdo se fija, por resdtar probado que en su
día fue despeddo por sus ideas.

SEGUNDO. Por escrito presentado ante este Tribund, con fecha
nueve de junio pasado, se interpuso el presente recurso de amparo
contra la resolución indicada, negando como base de hecho la resd-
tancia de la misma y degando como fundamentos de derecho, aparte
de los de carácter procesd, referentes a la interposición y tramitación
del recurso, la injusticia intrínseca del faüo y la supuesta violación de
la garantía constituciond consagrada por los arts. 28 y 33 de la Ley
Fundamentol de la RepúbUca, relativas al enjdciamiento por juez com-
petente y Ubertad de industria y comercio, respectivamente.



TERCERO. En cuanto a la libertad de industria, igualmente ale-
gada, es de notar que ésta, por el art. 33 de la Constitución, es sus-
ceptible de las limitaciones que por motivos económicos y sociales
de interés general impongan las leyes, por lo que la Ley de Contratos

Comisiones, lo cual constituiría una manifiesta desnaturalización del
recurso de amparo aquí promovido, que ha de Umitarse a la aprecia-
ción de la posible existencia de una vulneración de algunas de las
garantías enumeradas por la Ley, sin inmiscuirse en las competencias
yrelaciones jerárquicas de los distintos órdenes de las autoridades del
Estado, por lo que este Tribunal entiende que debe abstenerse de resol-
ver sobre la cuestión planteada en este recurso.

SEGUNDO. Aún suponiendo que se estuviera ante un típico
recurso de amparo interpuesto por una violación de las garantías
consignadas en los artículos veintiocho y treinta y tres de la
Constitución, tampoco se podría declarar haber lugar a lo solicitado.
El alcance de la garantía del art. 28 se contrae exclusivamente a la
jurisdicción penal, sin que pueda hacerse extensiva a ninguna otra
de las demás jurisdicciones existentes. Situado el citado artículo al
comienzo de los consagrados a la salvaguarda de la libertad personal
o libertad de movimientos, establece para el ciudadano la garantía de
que dicha libertad no se verá dectada por causa de condena penal,
sin los requisitos de la ley previa y juez competente, alcance restrin-
gido que se desprende no sólo del lugar que el artículo ocupa, sino
de su contexto y antecedentes histórico-constitucionales. Dicho artí-
culo, tras un primer párrafo que consagra el principio de la ley pre-
via a todo castigo penal, dice, en el mismo renglón para indicar la
continuidad de la materia tratada, que «nadie (es decir, ninguna per-
sona) será juzgada sino por juez competente y conforme a los trámi-
tes legales», restringiendo así el alcance de la garantía a los términos
que se postulan. El repetido articulo es, además, una reproducción,
con ligeras variantes, del que sobre tal materia ha venido aparecien-
do en todas las Constituciones españolas a partir de la de mil ocho-
cientos treinta y siete, en la que, en su articulo noveno, restringiendo
deliberadamente la amplitud con que fue redactado su concordante
en la de mil ochocientos doce dice concretamente: «Ningún español
puede ser procesado ni sentenciado sino por juez o Tribunal com-
petente, en virtud de leyes anteriores al delito, y en la forma que
estas prescriben», redacción literalmente reproducida en todas las
Constituciones posteriores hasta la de mil ochocientos setenta y seis
inclusive, y alterada en su forma sin modificar el sentido por el art. 28
de nuestra Constitución actual.



N.° 124

SENTENCIA

Madrid, trece de octubre de rril novecientos treinta y seis

Visto el recurso de amparo promovido por donVicente RibeUes,

contra resolución de la Comisión revisora de despidos efectuados con
motivo de ideas o por huelgas poüticas de Vdencia, fecha diecinueve
de mayo dtimo. Siendo ponente el Excmo. señor don Serdo Andón.

de Trabajo de veintiuno de noviembre de mü novecientos treinta y
uno, pudo sustraer, como lo hizo, a la libertad de industria la materia
a que hace referencia su enunciado, declarando por su artícdo nove-
no que carecerán de vdor las estipulaciones de las partes que en per-
juicio del trabajador sean contrarias a las disposiciones legdes, y al
añadir en su artículo diez que a tdes efectos valgan como leyes los
decretos y disposiciones nüristeriales, queda limitada la libertad de
industria en lo que d contrato de trabajo decta por voluntad de la

ley, quedando cumplidos, por tanto, los requisitos formales para td
limitación, por lo que, sin vulnerar la garantía del art. 33, el Ministerio
de Trabajo pudo dictar su Decreto de veintinueve de febrero de mil
novecientos treinta y seis, constituyendo las Comisiones revisoras de
despidos por ideas o huelgas, y éstas actuar como estimaran perti-

nente dentro del ámbito de sus atribuciones, dictando el faUo aquí
impugnado.

Constituciondes
Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías

FALLA:Que procede rechazar la reclamación formdada por don
Nicolás Morente Yecora contra la resolución de la Comisión revisora

de despidos de Madrid (Sección de la Madera), de veinticinco de mayo
dtimo por la que se condenó d recurrente d pago de la cantidad que

en el citado acuerdo se fija, confirmándolo plenamente. Expídase cer-
tificación Uteral de esto sentencia yremítase a la Comisión revisora de
despidos de Madrid (Sección de la Madera). Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don Pedro Vargas, don Emilio Palomo, don
Francisco Andión, don Antonio Fleitas y don Francisco Marcos

Pelayo.



PRIMERO. Se plantea principalmente en este recurso la cues-
tión de la procedencia y acierto con que la Comisión revisora de des-
pidos de Valencia ha aplicado, por su resolución de diecinueve de
mayo último el Decreto de veintinueve de febrero último sobre read-
misiones, lo que conduciría a este Tribunal a arrogarse funciones de
superior jerárquico de la Comisión, admitiendo un recurso de apela-
ción o de alzada contra sus acuerdos, con revisión de pruebas (o
reproducción o ampliación en su caso) para juzgar con plena juris-
dicción confirmando, modificando o anulando los faUos de las repe-
tidas Comisiones, lo cual constituiría una manifiesta desna-
turalización del recurso de amparo aquí promovido, que ha de limi-
tarse a la apreciación de la posible existencia de una vulneración de
algunas de las garantías enumeradas por la Ley, sin inmiscuirse en las
competencias yrelaciones jerárquicas de los distintos órdenes de las

PRIMERO. En diecinueve de mayo dtimo, la Comisión Revisora
de despidos mencionada condenó al recurrente por los trámites pre-
vistos en el Decreto de veintinueve de febrero pasado a la readmisión
del obrero don Jesús Llüi,por resdtar probado que, en su día, fue des-
pedido por sus ideas.

SEGUNDO. Por escrito presentado ante este Tribund, con fecha-
veintiséis de mayo pasado, se interpuso el presente recurso de ampa-
ro contra la resolución indicada, negando como base de hecho la
resultancia de la misma y alegando como fundamentos de derecho,
aparte de los de carácter procesal, referentes a la interposición y tra-
mitación del recurso, la injusticia intríseca del faUo y la supuesta vio-
lación de la garantía constitucional consagrada por el art. 28 de la Ley
Fundamental de la República, relativas al enjuiciamiento por juez com-
petente.

TERCERO. Tramitado el recurso en forma y practicadas las prue-
bas acordadas por elTribunal, se ordenó traer el expediente a la vista
para dictar sentencia.

CUARTO. A petición del recurrente y conforme a los artículos
cincuenta y dos de la Ley Orgánica y ciento uno del Reglamento de
este Tribunal, se acordó por auto de treinta de junio último la suspen-
sión de la medida impugnada en la parte referente al pago de la indem-
nización por despido.

FUNDAMENTOS LEGALES



FALLA: Que procede rechazar la reclamación formulada por
don Vicente RibeUes Pérez contra la resolución de la Comisión
Revisora de despidos de Valencia, fecha diecinueve de mayo, que le
impuso la readmisión del obrero don Jesús Llüiy el pago a éste de la
indemnización que en dicha resolución se fija, confirmándola plena-
mente y quedando dzada la suspensión del pago de la mencionada
indemnización que tenía acordada esta Sección en lo que por este

autoridades del Estado, por lo que este Tribund entiende que debe
abstenerse de resolver sobre la cuestión planteada en este recurso.

SEGUNDO. Aún suponiendo que se estuviera ante un típico
recurso de amparo interpuesto por una violación de las garantías con-
signadas en los arts. 28 y 33 de la Constitución, tampoco se podría
declarar haber lugar a lo soücitado. El dcance de la garantía del art. 28
se contrae exclusivamente a la jurisdcción pend, sin que pueda hacer-
se extensiva a ninguna otra de las demás jurisdicciones existentes.
Situado el citado artícdo d comienzo de los consagrados a la salva-
guarda de la Ubertad persond o Ubertad de movimientos, establece
para el ciudadano la garantía de que dicha Ubertad no se verá dectada
por causa de condena pend, sin los requisitos de la ley previa y juez
competente, dcance restrinddo que se desprende no sólo del lugar
que el artículo ocupa, süio de su contexto y antecedentes histórico-
constituciondes. Dicho artícdo, tras un primer párrafo que consagra
el principio de la ley previa a todo castigo pend, dice en el mismo ren-
dón para indcar la contüiddad de la materia tratada, que «nadie (es

decü, ninguna persona) será juzgada süio por juez competente y con-
forme a los trámites legdes», restringiendo así el dcance de la garantía
a los términos que se postdan. El repetido artícdo es, además, una
reproducción, con Ugeras variantes, del que sobre td materia ha veni-

do apareciendo en todas las Constituciones españolas a partir de la de
mü ochocientos treinta y siete, en la que, en su artícdo noveno, res-
tringiendo deüberadamente la ampUtud con que fue redactado su con-
cordante en la de mü ochocientos doce, dice concretamente: «Ningún
español puede ser procesado ni sentenciado sino por juez o Tribund
competente, en virtud de leyes anteriores d deUto, y en la forma que
estas prescriben», redacción Uteraünente reproducida en todas las
Constituciones posteriores hasta la de mü ochocientos setenta y seis
inclusive, y dterada en su forma sin modificar el sentido por el art. 28
de nuestra Constitución actud.

Constituciondes.
Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías



Madrid, veintidós de octubre de rril novecientos treinta y seis

Visto el recurso de amparo promovido por don José Noguera
Bonora contra resolución de la Comisión Revisora de despidos efec-
tuados con motivo de ideas o por huelgas políticas de Valencia, fecha
veintitrés de marzo dtimo. Siendo ponente el Excmo. señor don
Antonio Fleitas.

HECHOS

PRIMERO. En veintitrés de marzo dtimo, la Comisión revisora
de despidos mencionada condenó al recurrente por los trámites pre-
vistos en el Decreto de veintinueve de febrero pasado a la readmisión
del obrero don Pedro Cot Casanova, por resdtar probado que, en su
día, fue despedido por sus ideas.

SEGUNDO. Por escrito presentado ante este Tribunal, con
fecha cuatro de abril último, se interpuso el presente recurso de
amparo contra la resolución indicada, negando como base de hecho
la resultancia de la misma y alegando como fundamentos de dere-
cho, aparte de los de carácter procesal, referentes a la interposición
y tramitación del recurso, la injusticia intrínseca del fallo y la
supuesta violación de la garantía constitucional consagrada por los
arts. 28 y 33 de la Ley Fundamental de la República, relativas al
enjuiciamiento por juez competente y libertad de industria y comer-
cio, respectivamente.

TERCERO.Tramitado el recurso en forma y practicadas las prue-
bas acordadas por el Tribunal, se ordenó traer el expediente a la vista

recurso venía afectada. Expídase certificación literal de esta senten-
cia y remítase a la Comisión Revisora de despidos de Valencia. Así se
acuerda y firman.

Excmos. señores: don Pedro Vargas, don Emüio Palomo, don
Francisco Fleitas, don Francisco Marcos.

N.s 125

SENTENCIA



FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Se plantea principalmente en este recurso la cues-
tión de la procedencia y acierto con que la Comisión Revisora de
despidos de Valencia ha aplicado, por su acuerdo de veintitrés de
marzo último el Decreto de veintinueve de febrero último sobre
readmisiones, lo que conduciría a este Tribunal a arrogarse funcio-
nes de superior jerárquico de la Comisión, admitiendo un recurso
de apelación o de alzada contra sus acuerdos, con revisión de prue-
bas (o reproducción o ampliación en su caso) para juzgar con
plena jurisdicción confirmando, modificando o anulando los fallos
de las repetidas Comisiones, lo cual constituiría una manifiesta des-
naturalización del recurso de amparo aquí promovido, que ha de
limitarse a la apreciación de la posible existencia de una vulnera-
ción de algunas de las garantías enumeradas por la Ley, sin inmis-
cuirse en las competencias y relaciones jerárquicas de los distintos
órdenes de las autoridades del Estado, por lo que este Tribunal
entiende que debe abstenerse de resolver sobre la cuestión plante-
ada en este recurso.

SEGUNDO. Aún suponiendo que se estuviera ante un típico
recurso de amparo interpuesto por una violación de las garantías
consignadas en los arts. 28 y 33 de la Constitución, tampoco se

podría declarar haber lugar a lo solicitado. El alcance de la garan-
tía del art. 28 se contrae exclusivamente a la jurisdicción penal, sin
que pueda hacerse extensiva a ninguna otra de las demás jurisdic-
ciones existentes. Situado el citado artículo al comienzo de los

consagrados a la salvaguarda de la libertad personal o libertad de
movimientos, establece para el ciudadano la garantía de que dicha
libertad no se verá afectada por causa de condena penal, sin los
requisitos de la ley previa y juez competente, alcance restringido
que se desprende no sólo del lugar que el artículo ocupa, sino de
su contexto y antecedentes histórico-constitucionales. Dicho artí-
culo, tras un primer párrafo que consagra el principio de la ley
previa a todo castigo penal, dice en el mismo renglón para indicar
la continuidad de la materia tratada, que «nadie (es decir, ninguna

persona) será juzgada sino por juez competente y conforme a los
trámites legales», restringiendo así el alcance de la garantía a los
términos que se postulan. El repetido artículo es, además, una
reproducción, con ligeras variantes, del que sobre tal materia ha
venido apareciendo en todas las Constituciones españolas a partir
de la de mil ochocientos treinta y siete, en la que, en su artículo
noveno, restringiendo deliberadamente la amplitud con que fue



TERCERO. En cuanto a la libertad de industria, igualmente ale-
gada, es de notar que ésta, por el art. 33 de la Constitución, es sus-
ceptible de las limitaciones que por motivos económicos y sociales
de interés general impongan las leyes, por lo que la Ley de Contratos
de Trabajo de veintiuno de noviembre de mil novecientos treinta y
uno, pudo sustraer, como lo hizo, a la libertad de industria la materia
a que hace referencia su enunciado, declarando por su artículo nove-
no que carecerán de valor las estipulaciones de las partes que en
perjuicio del trabajador sean contrarias a las disposiciones legales, y
al añadir en su artículo diez que a tales efectos valgan como leyes los
decretos y disposiciones ministeriales, queda limitada la libertad de
industria en lo que al contrato de trabajo afecta por voluntad de la
ley, quedando cumplidos, por tanto, los requisitos formales para tal
limitación, por lo que, sin vulnerar la garantía del art. 33, el
Ministerio de Trabajo pudo dictar su Decreto de veintinueve de
febrero de mil novecientos treinta y seis, constituyendo las
Comisiones Revisoras de despidos por ideas o huelgas, y estas actuar
como estimaran pertinente dentro del ámbito de sus atribuciones,
dictando el fallo aquí impugnado.

Constituciondes
Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribunal de Garantías

FALLA: Que procede rechazar la reclamación formulada por
don José Noguera Bonora contra la resolución de la Comisión revi-
sora de despidos de Valencia, fecha veintitrés de marzo últmo, que
le impuso la readmisión del obrero Pedro Cot Casanova, y el pago
a éste de la indemnización que en dicha resolución se fija, confir-
mándola plenamente. Expídase certificación literal de esta senten-
cia y remítase a la Comisión Revisora indicada. Así se acuerda y
firman.

Excmos. señores: don Pedro Vargas, don Emilio Palomo, don
Antonio Fleitas, don Sergio Andión y don Francisco Marcos Pelayo.

redactado su concordante en la de mil ochocientos doce, dice
concretamente: «Ningún español puede ser procesado ni senten-
ciado sino por juez o Tribunal competente, en virtud de leyes ante-
riores al delito, y en la forma que estas prescriben», redacción
literalmente reproducida en todas las Constituciones posteriores
hasta la de mil ochocientos setenta y seis inclusive, y alterada en
su forma sin modificar el sentido por el art. 28 de nuestra
Constitución actual.



FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Se plantea principalmente en este recurso la cues-
tión de la procedencia y acierto con que la Comisión revisora de des-
pidos de Madrid ha apUcado, por su acuerdo de once de mayo dtimo
el Decreto de veintinueve de febrero dtimo sobre readmisiones, lo
que conduciría a este Tribund a arrogarse funciones de superior jerár-
quico de la Comisión, admitiendo un recurso de apelación o de dzada
contra sus acuerdos, con revisión de pruebas (o reproducción o
ampUación en su caso) para juzgar con plena jurisdicción confirman-
do, modificando o andando los faUos de las repetidas Comisiones, lo

Maelrid, veintidós de octubre de rril novecientos treinta y seis

Visto el recurso de amparo promovido por don Ernesto
Nesofsky Larrea, contra resolución de la Comisión revisora de despi-
dos efectuados con motivo de ideas o por huelgas poüticas de Madrid,
fecha once de mayo. Siendo ponente el Excmo. señor don Antonio
Fleitas.

HECHOS

PRIMERO. En once de mayo dtimo, la Comisión revisora de des-
pidos mencionada condenó d recurrente por los trámites previstos en
el Decreto de veintinueve de febrero pasado a la readmisión del obre-
ro don Juüan Rdz Morales por resultar probado que, en su día, fue des-
peddo por sus ideas.

SEGUNDO. Por escrito presentado ante este Tribund, con fecha
veintiséis de junio dtimo, se interpuso el presente recurso de amparo
contra la resolución indicada, negando como base de hecho la resd-
tancia de la misma y degando como fundamentos de derecho, aparte
de los de carácter procesd, referentes a la interposición y tramitación
del recurso, la injusticia intrínseca del faüo y la supuesta violación de
la garantía constitucional consagrada por efc art. 28 de la Ley
Fundamental de la RepúbUca, relativas d enjuiciamiento por juez com-
petente.

TERCERO.Tramitado el recurso en forma y practicadas las prue-
bas acordadas por elTribund, se ordenó traer el expediente a la visto
para dictar sentencia.



TERCERO. En cuanto a la libertad de industria, igualmente ale-
gada, es de notar que ésta, por el art. 33 de la Constitución, es sus-
ceptible de las limitaciones que por motivos económicos y sociales
de interés general impongan las leyes, por lo que la Ley de Contratos

cud constituiría una manifiesta desnaturalización del recurso de
amparo aquí promovido, que ha de limitarse a la apreciación de la
posible existencia de una vulneración de algunas de las garantías enu-
meradas por la Ley, sin inmiscuüse en las competencias y relaciones
jerárquicas de los distintos órdenes de las autoridades del Estado, por
lo que este Tribunal entiende que debe abstenerse de resolver sobre la
cuestión planteada en este recurso.

SEGUNDO. Aún suponiendo que se estuviera ante un típico
recurso de amparo interpuesto por una violación de las garantías
consignadas en los artículos veintiocho y treinta y tres de la
Constitución, tampoco se podría declarar haber lugar a lo solicitado.
El alcance de la garantía del art. 28 se contrae exclusivamente a la
jurisdicción penal, sin que pueda hacerse extensiva a ninguna otra
de las demás jurisdicciones existentes. Situado el citado artículo al
comienzo de los consagrados a la salvaguarda de la libertad perso-
nal o libertad de movimientos, establece para el ciudadano la garan-
tía de que dicha libertad no se verá dectada por causa de condena
penal, sin los requisitos de la ley previa y juez competente, alcance
restringido que se desprende no sólo del lugar que el artículo
ocupa, sino de su contexto y antecedentes histórico-constituciona-
les. Dicho artículo, tras un primer párrafo que consagra el principio
de la ley previa a todo castigo penal, dice, en el mismo renglón para
indicar la continuidad de la materia tratada, que «nadie (es decir, nin-
guna persona) será juzgada sino por juez competente y conforme a
los trámites legales»* restringiendo así el alcance de la garantía a los
términos que se postulan. El repetido artículo es, además, una repro-
ducción, con ligeras variantes, del que sobre tal materia ha venido
apareciendo en todas las Constituciones Españolas a partir de la de
mil ochocientos treinta y siete, en la que, en su artículo noveno, res-
tringiendo deliberadamente la amplitud con que fue redactado su
concordante en la de mil ochocientos doce dice concretamente:
«Ningún español puede ser procesado ni sentenciado sino por juez
o Tribunal competente, en virtud de leyes anteriores al delito, y en
la forma que estas prescriben», redacción literalmente reproducida
en todas las Constituciones posteriores hasta la de mil ochocientos
setenta y seis inclusive, y alterada en su forma sin modificar el sen-
tido por el art. 28 de nuestra Constitución actual.



N.fi 127

SENTENCIA

Madrid, treinta de octubre de mü novecientos treinta y seis

Visto el recurso de amparo promovido por don Francisco Javier
Gura, contra resolución de la Comisión revisora de despidos efectuados
con motivo de ideas o por huelgas poüticas de Valencia, fecha deciocho
de mayo dtimo. Siendo ponente el Excmo. señor don Antonio Fleitas.

impugnado

de Trabajo de veintiuno de noviembre de mil novecientos treinta y
uno, pudo sustraer, como lo hizo, a la libertad de industria la materia
a que hace referencia su enunciado, declarando por su artícdo nove-
no que carecerán de vdor las estipdaciones de las partes que en per-
juicio del trabajador sean contrarias a las disposiciones legales, y d
añadir en su artículo diez que a tdes efectos valgan como leyes los
decretos y disposiciones müiisterides, queda limitada la libertad de
industria en lo que d contrato de trabajo decta por voluntad de la
ley, quedando cumpüdos, por tanto, los requisitos formdes para td
limitación, por lo que, sin vulnerar la garantía del art. 33, el Ministerio
de Trabajo pudo dictar su Decreto de veintinueve de febrero de mü
novecientos treinta y seis, constituyendo las Comisiones revisoras de
despidos por ideas o huelgas, y éstas actuar como estrilaran perti-
nente dentro del ámbito de sus atribuciones, dictando el fallo aqd

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constituciondes.

FALLA: Que procede rechazar la reclamación formulada por
don Ernesto Nesofsky Larrea contra la resolución de la Comisión
revisora de Madrid (Sección de la Madera), de once de mayo dtimo,
que le impuso la readmisión del obrero don Julián Ruiz Morales y el
pago a éste de las indemnizaciones que en dicha resolución se fijan,
confirmándola plenamente. Expídase certificación literal de este
sentencia y remítase a la Comisión revisora de despidos de Madrid
(Sección de la Madera). Así se acuerda y firman.

Excmos. señores: don Pedo Vargas, don Emulo Pdomo, don
Antonio Fleitas, don Serdo Andión y don Francisco Marcos Pelayo.



SEGUNDO. Aún suponiendo que se estuviera ante un típico
recurso de amparo interpuesto por una violación de las garantías con-
signadas en el art. 28 de la Constitución, tampoco se podría declarar

PRIMERO. En dieciocho de mayo dtimo, la Comisión Revisora
de despidos mencionada condenó d recurrente por los trámites pre-
vistos en el Decreto de veintinueve de febrero pasado a la readmisión
del obrero don Mariano López Mínguez, por resdtar probado que, en
su día, fue despedido por sus ideas.

SEGUNDO. Por escrito presentado ante este Tribund, con fecha
dieciocho de junio pasado, se interpuso el presente recurso de ampa-
ro contra la resolución indicada, negando como base de hecho la resd-
tancia de la misma y alegando como fundamentos de derecho, aparte
de los de carácter procesal, referentes a la interposición y tramitación
del recurso, la injusticia intrínseca del faüo y la supuesta violación de
la garantía constitucional consagrada por el art. 28 de la Ley
Fundamental de la República, relativas al enjuiciamiento por juez com-
petente.

TERCERO. Tramitado el recurso en forma ypracticadas las prue-
bas acordadas por el Tribunal, se ordenó traer el expediente a la vista
para dictar sentencia.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO. Se plantea principalmente en este recurso la cues-
tión de la procedencia y acierto con que la Comisión revisora de des-
pidos de Valencia ha aplicado, por su acuerdo de dieciocho de mayo
último el Decreto de veintinueve de febrero dtimo sobre readmisio-
nes, lo que conduciría a este Tribunal a arrogarse funciones de supe-
rior jerárquico de la Comisión, admitiendo un recurso de apelación o
de alzada contra sus acuerdos, con revisión de pruebas (o reproduc-
ción o ampUación en su caso) para juzgar con plena jurisdicción con-
firmando, modificando o anulando los fallos de las repetidas
Comisiones, lo cual constituiría una manifiesta desnaturaüzación del
recurso de amparo aquí promovido, que ha de limitarse a la aprecia-
ción de la posible existencia de una vulneración de algunas de las
garantías enumeradas por la Ley, sin inmiscuirse en las competencias
yrelaciones jerárquicas de los distintos órdenes de las autoridades del
Estado, por lo que este Tribunal entiende que debe abstenerse de resol-
ver sobre la cuestión planteada en este recurso.



Excmos. señores: don Pedo Vargas, don Emiüo Pdomo, don
Antonio Fleitas, don Serdo Andión y don Francisco Marcos Pelayo.

haber lugar a lo soücitado. El dcance de la garantía del art. 28 se con-
trae exclusivamente a la jurisdcción pend, sin que pueda hacerse
extensiva a ninguna otra de las demás jurisdcciones existentes.

Situado el citado artícdo d comienzo de los consagrados a la sdva-
guarda de la Ubertad persond o Ubertad de movimientos, establece
para el ciudadano la garantía de que dicha Ubertad no se verá dectoda
por causa de condena pend, sin los requisitos de la ley previa y juez
competente, dcance restrinddo que se desprende no sólo del lugar
que el artícdo ocupa, süio de su contexto y antecedentes histórico-
constituciorales. Dicho artícdo, tras un primer párrafo que consagra
el principio de la leyprevia a todo castigo pend, dce, en el mismo ren-
dón para ridcar la continddad de la materia tratada, que "nadie (es
decü, ninguna persona) será juzgada süio por juez competente y con-
forme a los trámites legdes", restringiendo así el dcance de la garantía
a los términos que se postdan. El repetido artícdo es, además, una
reproducción, con ligeras variantes, del que sobre tol materia ha veni-
do apareciendo en todas las Constituciones Españolas a partir de la de
rril ochocientos treinta y siete, en la que, en su art. 9, restrindendo
deüberadamente la ampütud con que fue redactado su concordante
en la de iril ochocientos doce, dce concretamente: "ningún español
puede ser procesado ni sentenciado sino por juez o Tribund compe-
tente, en virtud de leyes anteriores d deüto, y en la forma que estos

prescriben", redacción literalmente reproducida en todas las
Constituciones posteriores hasta la de rril ochocientos setenta y seis
inclusive, y dterada en su forma sin modificar el sentido por el art. 28
de nuestra Constitución actud.

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribund de Garantías
Constitucionales.

FALLA:Que procede rechazar la reclamación formdada por don
Francisco Javier Gura contra la resolución de la Comisión revisora de
Valencia, fecha deciocho de mayo dtimo, que le impuso la readmisión
del obrero don Mariano López Mínguez, y el pago a éste de las indem-
nizaciones que en dicha resolución se fijan, confirmándola plenamen-
te. Expídase certificación Uteral de esto sentencia y remítase a la
Comisión revisora de despidos indicada. Así se acuerda y firman.





YREGLAMENTO ORGÁNICO

OTRAS ACTIVIDADES DEL TRIBUNAL
DE GARANTÍAS CONSTITUCIONALES





En el sumario que se instruye ante este Tribund, por los supues-
tos delitos de mdversación de caudales púbUcos, contra el ex
Consejero de Gobernación de la Generditat de Catduña, don José
Dencás PuigdoUers, se ha acordado por el Pleno delTribund, en reso-
lución de 19 del corriente, soücitar la extradción del procesado, a
cuyo efecto se acompañan los testimonios que determina el artícdo
882 de la Ley de Enjdciamiento Crimiral;interesando de V E. sea cur-
sada por vía dplomática, de conformidad con lo prevenido en el
Tratado de Extradición, celebrado entre España y Francia en 14 de

Lo que tengo el honor, en cumplimiento del acuerdo del Pleno
delTribund, antes citado, de poner en conocimiento deV E. a los efec-
tos interesados.

Madid, 21 de enero de 1935

Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros

Excmo. Sr.



El Subsecretario

Señor Subsecretario de la Presidencia del Consejo de Ministros

Madrid, 26 de enero de 1935

José Dencás

De orden del señor Ministro de Estado tengo la honra de comu-
nicar a V E. que tan pronto como tuvo entrada en este Ministerio la de
esa Presidencia de fecha de ayer se cursaron las debidas instrucciones
a la Embajada de España en París para la detención preventiva del ex
Consejero de Gobernación de la Generalitat de Cataluña, don José
Dencás PuigdoUers,y por correo se han remitido los documentos, que
acompañaban a la citada disposición de esa Presidencia, que sirven de
base para formdizar la demanda de extradición contra el referido don
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Presidente delTribund de Garantías

MINUTA

Madrid, 31 de enero de 1935

Excmo. Señor:

El Subsecretario del Ministerio de Estado, en orden comunicada
fecha de ayer, me dice lo siguiente:

(Copíese el escrito adjunto comunicando haber sido detenido
en París el ex Consejero de la GeneraUtat de Catduña don José Dencás
PuigdoUers).

De orden comunicada, etc., tengo el honor de trasladarlo a V E.
para su conocimiento y efectos procedentes.

El Subsecretario

Subsecretaría
Presidencia del Consejo de Ministros
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Madrid, 30 de enero de 1935

De orden del señor Ministro de Estado, con referencia a la de
esa Presidencia del Consejo de Ministros, de fecha 25 del actud, cúm-
pleme participar a V E. para su debido conocimiento y el del señor
Presidente del Tribunal de Garantías Constitucionales, que el señor
Embajador de España en París manifiesta en telegrama de fecha 29 de
este mismo mes que el señor Ministro de Negocios Extranjero de
Francia le había comunicado oficialmente que se había solicitado del
Departamento de Justicia el arresto preventivo del individuo mencio-
nado d margen, cuya detención se llevó a cabo el domingo por la
mañana, según informes particulares obtenidos por nuestro
Embajador en París.

El Subsecretario

Señor Subsecretario de la Presidencia del Consejo de Ministros

Excmo. Señor:
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Lo que de orden del señor Ministro de Estado cúmpleme poner
en conocimiento de V E. a los fines que crea pertinentes, habiendo de
significarle que los documentos referentes a la extradción de dicho
sujeto se recibieron en este Departamento el da 26 del mes de enero
dtimo, anejos a la orden de esa Presidencia del 25, y que en la misma
fecha en que aquí tuvieron entrada se enviaron d señor Embajador en
París para que formdase la oportuna demanda de extradción, cuando
ya, por lo visto, era púbücamente conocida y comentada en París.

El Subsecretario

Señor Subsecretario de la Presidencia del Consejo de Ministros

Madrid, 14 de febrero de 1935

Excmo. Señor:

El señor Embajador de España en París dce a este Ministerio, en
despacho de 22 de enero próximo pasado, lo siguiente:

"Por noticias de carácter confidencid Uega a mi conocimiento
que el internado catalanista Dencás ha designado para su defensa
eventud ante estas autoridades a M. Henry Torres, diputado del grupo
de la izquierda independente de la Cámara Francesa. Me ha sido posi-
ble averiguar por el mismo conducto, que el mencionado señorTorres
dice haUarse en posesión de una copia Uteral de la demanda de extra-
dición contra Dencás, y se jacta púbücamente de ridiculizar dguno de
los fundamentos de td demanela, que estima muy débU y mal razona-
da. También es cierto que no parece tampoco merecerle mucho res-
peto la persona de su patrocinado, del que dce tratarse de un hom-
bre vdgar, sin personaUdad ni interés dguno.

Como es de extrañar que ya cücde púbücamente en París un
texto de demanela de extradción que desconoce la Embajada y con-
secuentemente no he poddo comunicar a este Gobierno, el cud
debió ser el primero a quien se notificase, me permito poner lo que
antecede en conocimiento de VE. a los fines que estime oportunos."



"Con referencia a mi despacho n.c 158, de 22 de enero próximo
pasado, y en confirmación a mi telegrama n.° 39, de fecha 29 del
mismo, relativo a la extradición y detención preventiva del ex
Consejero de la Gobernación de la GeneraUtat de Catduña, José
Dencás PuigdoUers, procesado por malversación de caudales púbü-
cos, solicitadas oportunamente del Gobierno francés, tengo la honra
de poner en conocimiento de V E. que el Ministerio de Negocios
Extranjeros, en nota verbal de 29 de enero me comunicó el haber soü-
citado del Ministerio de Justicia su detención preventiva. Pese a no
haber recibido hasta el presente ninguna notificación de parte de
estas autoridades relativa a la detención soücitada, puedo sin embargo
informar a VE. que ésta ha tenido lugar de acuerdo con mis comuni-
caciones anteriores, aunque falto de otro mejor testimonio que el de
las informaciones oficiosas y los comentarios de esta prensa pubüca-
dos en los periódicos del día 30. L 'Humanité de esta fecha da la noti-
cia de la detención de Dencás y la comenta en los términos violentos
con que se expresa siempre sobre la política española, protestando de
su arresto por estimar que se trata de una maniobra política de repre-
sión, y por ser el deüto de Dencás de naturaleza únicamente poUtica.
Le Peuple también comenta desfavorablemente la detención del ex
Consejero de la GeneraUtat diciendo que la acusación de que es obje-
to obedece a la necesidad de pedü su extradición ocdtando sus ver-
daderos motivos políticos. Los diarios Excelsior y Paris-Soir pubücan
también la noticia de la detención de Dencás y dan algunos detaUes
de su fuga de Barcelona, pero sin hacer ninguna apreciación ni
comentario, salvo el hacer constar que el procesado protestó de su
arresto.! Tntransigeant se limita en cambio a publicar escuetamente

la noticia contenida en unas breves líneas. Le Matin, L'Oeuvre y el
Populaire también se refieren a la detención de Dencás en los térmi-
nos seguramente conocidos de V E. por recibüse en la Oficina de
Prensa de ese Ministerio estos dtimos periódicos.

Madrid, 15 de febrero de 1935

Excmo. Señor:

El señor Embajador de España en París comunica a este
Ministerio, con fecha 1." del corriente mes, lo siguiente:



Madrid, 21 de febrero de 1935

Ministro de Estado
Presidente del Consejo de Ministros

Tengo la honra comunicar V E., refiriéndome orden ese
Departamento de 25 de enero dtimo, que Embajador en París mani-
fiesta en telegrama que acaba de recibüse que prensa francesa púbU-
ca noticia de que Tribund competente encargado examinar extradi-
ción Dencás la ha denegado, poniéndolo ayer en Ubertad. Abogado
defensor Henry Torces se opuso a extradción degando que los
hechos imputados a Dencás tenían carácter poUtico y añadiendo que
no hubo mdversación cauddes púbUcos, ya que fueron íntegramente
invertidos "por la causa y la defensa de la patria catalana", opinión
que sostuvo abogado general Lecour. Tribund transmitió acuerdo a
Ministro de Justicia, quien es el encargado de adoptar la decisión defi-
nitiva;pero, sin embargo, elTribund ordenó la Ubertad del detenido.

cdar"

Comunico a V E. los extremos expuestos sin otra finalidad que
la simplemente üiformativa, en espera de poder ofrecer próximamen-
te a su superior conocimiento datos de mayor interés sobre el parti-

Lo que de orden del señor Ministro de Estado cúmpleme parti-
cipar a V E. para su debido conocimiento, haciendo referencia a la
orden de ese Departamento de 25 de enero próximo pasado.

El Subsecretario

Señor Subsecretario de la Presidencia del Consejo de Ministros



"Según tuve la honra de participar a V E. en mi telegrama de
hoy, n.° 58, la prensa de esta mañana se ocupa y comenta, según su ide-
ología, de la demanda de extradición que fue solicitada de este

Gobierno contra el ex Consejero de la Generalitat José Dencás y que
el Tribunal competente ha denegado en el día de ayer. El abogado de
Dencás ha sido M. Henry Torres, Diputado por los Alpes-Marítimos, a
quien el Gobierno de la República condecoró con la Encomienda de
la Orden de la República, con motivo del traslado de los restos de
Blasco Ibáñez a Valencia. En su informe degó que el delito de que se
le acusa a Dencás, o sea la malversación de cauddes públicos, no ha
existido, dado que se limitó en el ejercicio de su cargo a firmar docu-
mentos administrativos, añadiendo que esos fondos del Estado, fondos
secretos, que bajo la autoridad de Dencás fueron sustraídos y desde
luego apücados a fines distintos de los que estaban destinados, se hizo
con objeto de aplicarlos íntegramente "para la causa y defensa de la
patria catalana". El abogado general M. Lacour que actuaba de fiscd,
dice Le Petit Parisién, ha estudiado a fondo el asunto y se contentó
más que de acusar de leer sus conclusiones, que son una verdadera
obra de ciencia y generosidad.También, al igual que el abogado defen-
sor, reconoce que los fondos tuvieron una aplicación púbUca distinta
de la prevista, pero añade que si td vez esto constituye en España un

Excmo. Señor:

Madrid, 2 de marzo de 1935

El embajador de España en París dice a este Ministro con fecha 20
de febrero próximo pasado, lo siguiente:
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Señor Subsecretario de la Presidencia del Consejo de Ministros

deüto, la ley francesa no lo reconoce y, por consiguiente no lo penaü-
za, estrilando por otra parte, que sólo se acusa la actividad del
Ministro catolán y no su persona privada, motivo por el cud los
hechos degados tienen un carácter puramente poUtico y termina soU-
citando del Tribund que no acceda a la extradción. La decisión del
Tribund, que hasta la fecha no se ha hecho pública, ha sido enviada al
Ministro de la Justicia, que en definitiva es a quien compete resolver,
pero se inclinan a creer que su resolución será de acuerdo con lo que
soUcita elTribund por el hecho de que esa misma noche Dencás fue-
puesto en Ubertad. Me apresuraré a comunicar a V E. la decisión que
en definitiva se adopte.

Lo que de orden del señor Ministro de Estado cúmpleme poner
en conocimiento de V. E. con el ruego de que se sirva hacerlo Uegar d
delTribunal de Garantías Constituciondes, en adición a la orden de 15
de febrero dtimo y d telegrama de 21 del mismo mes, ambos de este
Ministerio, por si estima conveniente que sea presentada la oportuna
reclamación, en el caso de que la resolución del Tribund francés se
conforme con la tesis sustentada por el Ministerio Fiscd, lo que obü-
garía, por reciprocidad, d Gobierno de la RepúbUca a desestimar las
demanelas de extradción formdadas por el Gobierno francés, y fun-
dadas en deUtos comunes comprendidos en el Convenio de 1877,
ajustado por ambos pdses, cuando fuesen cometidos por funcionarios
calificados o por autoridades en el ejercicio de su cargo.

El Subsecretario
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Excmo. Señor:

El señor Embajador de España en París, en despacho fecha 14 de
los corrientes, dice a este Ministerio lo que sigue:

"Confirmando mi telegrama 58 y despacho 386, ambos de fecha
20 de febrero último, en los que participaba aV E. que elTribunal com-
petente encargado de examinar la demanda de extradición formulada
por esta Embajada contra José Dencás, la había denegado, adjunto
tengo la honra de pasar a manos de VE. copia de la nota que acabo de
recibir de este Ministerio de Negocios Extranjeros en la que nos con-
firma lo anteriormente expuesto, explicando las causas por las cuales
las Autoridades francesas no han podido acceder a nuestra demanda."

De orden del señor Ministro de Estado lo traslado a V E. inclu-
yendo copia de la nota que se menciona, para conocimiento del
Tribund de Garantías Constituciondes, y con referencia a la de este
Departamento de fecha 2 de los actuales.

El Subsecretario

Señor Subsecretario de la Presidencia del Consejo de Ministros

TRIBUNAL PLENO. Señores Presidente, Traviesas. Vocdes, Alba,
Alcón, Álvarez Rodríguez, Beceña, Blasco, Eizaguirre, García de los Ríos,
Gonzdoez Taltabdl, Mdfiotte, Mínguez, Martín y Álvarez, Martínez
Sabater, Meras, Mingdjón, Pedregal, Ruiz del Castülo, Sampol, Sbert.

Madrid, 30 de enero de 1935

Sin perjuicio de resolver en su día acerca de la cuestión plantea-
da por donAntonio Martínez Domingo, Vicepresidente del Parlamento
Catdán, no ha lugar a lo pedido en el escrito que suscriben don Luis
Companys y otros, por estar suspensos en sus cargos de la Generalitat
de Catduña por auto de este Tribunal. Lo acordaron los señores indi-
cados d margen y firma el señor Presidente, de lo que certifico.
Fernando Gasset, José Serrano (rubricados).

Madrid, 27 de marzo de 1935



El Presidente delTribund

Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros

En cumplimiento de lo dspuesto en el número 4 del artícdo 41
de la Ley Orgánica de este Tribunal, tengo el honor de remitir a V E.
certificación de la sentencia dctada por el mismo en el recurso de
inconstitucionaUdad planteado por don Pablo Aymat Pujol contra la
Ley dictada por el Parlamento Catdán en 26 de junio de 1933.

Madrid, 24 de enero de 1935
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Excmo. Señor:

En el sumario que instruyo con motivo del supuesto delito de
rebelión müitar contra el ex Presidente y ex Consejero de la
GeneraUtat de Cataluña por los hechos acaecidos en los días seis y
siete de octubre próximo pasado, he acordado con esta fecha intere-
sar de VE. tenga a bien informar, para su debida constancia, en lacausa
de referencia, sobre las relaciones mantenidas por esa Presidencia con
el Gobierno de la Generalitat de Cataluña desde la constitución del
Gobierno que V E. preside hasta el momento de la rendición de la
Generalitat de Cataluña.

Lo que tengo el honor de poner en conocimiento de V E., supli-
cando se digne acceder a lo solicitado.

26 enero de 1935
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SENTENCIA.- Señores Presidente, Traviesas, Süió, Abad Conde,
Alba, Alcón, Álvarez, Basterrechea, Beceña, Blasco, García de los Ríos,
Gü y GÜ, Gonzdez Tdtabdl, Mínguez, Mdfiote, M. Álvarez, Meras,
Minguijón, Pedegd, Pradera, Ruiz del Castülo, Sampol, Sbert. —Madrid,

dez y siete de enero de iril novecientos treinta y cinco.— Visto el
recurso de riconstitucionaüdad deducido a virtud de la excepción de
riconstitucionaüeiad planteada por don Pablo Aymat Pujol en la apela-
ción del incidente producido en pleito de menor cuantía seguido en el
Juzgado de Primera Instancia de Reus por el recurrente contra don
José Pijoán Oriol, contra la Ley dctada por el Parlamento Catdán en
veintiséis de junio de mü novecientos treinta y tres para la solución de
los conflictos derivados de los contratos de cdtivo, en cuyos autos y
en el acto de la visto púbUca ha informado en nombre del recurrente
el letrado don Manuel BofaraU. Siendo ponente en este trámite el
Excmo. Sr. Vocd don Gonzdo Meras Navia.— ANTECEDENTES.—
Primero.— El Parlamento autónomo de Catduña aprobó una Ley pubU-
cada en el número del Boletín Oficial de la Generalitat correspon-
dente d día veintisiete de junio de mü novecientos treinta y tres titu-
lada "Para la solución de los conflictos derivados de los contratos de
cdtivo" en la que se trato de resolver los conflictos planteados desde
el catorce de abril de rril novecientos treinta y uno hasta el da de la
presentación d Parlamento autónomo del proyecto de Ley, determi-
nando en eUa que durante el período de tiempo a que se contrae el
propietario no podrá reclamar intereses ni daños niperjuicios por la
parte que le corresponda percibü y no haya percibido, estableciendo
una reducción del cincuenta por ciento del precio del arrenelamiento
o la cuota parte; que los daños causados en las fincas desde el catorce
de abril de mü novecientos treinta y uno por el cdtivador o por el pro-
pietario serán úricamente reclamantes por su importe; dejando sin
efecto las reclamaciones por daños y perjuicios pendentes de resolu-
ción ante losTribundes de Justicia; impidendo ejercitar acciones reso-
lutorias de los contratos o de desahucio fundadas en los actos anor-
mdes constitutivos de los conflictos objeto de la Ley; suspendendo o
andando las sentencias firmes recddas en jdcios de aqueUa naturale-
za; dejando sin efecto el embargo decretado; organizando comisiones

Don José Serrano Pacheco

Secretario General delTribund de Garantías Constituciondes

Certifico: que en los autos que se expresará se dictó por el

Tribund Pleno la siguiente sentencia:



arbitrales de distrito a las que se atribuye el conocimiento de las inci-
dencias que resulten en la aplicación de la Ley y regulando el procedi-
miento a seguir ante eUas.— Segundo.— En pleito ordinario de menor
cuantía segddo en el Juzgado de Primera Instancia de Reus por don
Pablo Aymat Pujol contra don José Pijoán Oriol fue suspendida la tra-
mitación del mismo a virtud de escrito de la parte demandada que inte-
resaba tal suspensión por estar reservado su conocimiento a la
Comisión arbitral con arredo a la Ley del Parlamento Catdán de vein-
tiséis de junio de mü novecientos treinta y tres, y conferido traslado a
la otra parte se opuso, dctándose auto por el Juzgado en el que se acor-
dó sobreseer en las actuaciones del juicio, e interpuesta apelación y
sustancid da ante la Sala Segunda de lo Civü de la Audiencia de
Barcelona, dictó resolución confirmando la apelada ya comunicada que
fue, por el Procurador señor Jordi en nombre de don Pablo Aymat, se
presentó escrito degando la inconstitucionaUdad de la Ley referida dic-
tada por el Parlamento Catdán en veintiséis de junio de mü novecien-
tos treinta y tres. Dada vista por tres días a la contraparte, transcurrió
el término sin que hiciera manifestación dguna, y remitidas las düi-
gencias con el correspondiente informe de la Sala de lo CivU de la
Audiencia de Barcelona d Tribund Supremo, por éste se emitió el dic-
tamen prevenido en el artículo treinta y uno de la Ley Orgánica del
Tribunal de Garantías.—Tercero.— Recibidas en este Tribund las ante-
riores düigencias, y dada la tramitación prevenida en la Ley, se presen-
tó escrito fechado en veintitrés de octubre de mü novecientos treinta
y cuatro y suscrito por el Procurador don José Pons y Letrado don
Manuel BofaraU en el que se formaUza el recurso y se suplica d
Tribunal se comunique d Parlamento de la RepúbUca autónoma con
indicación de haber sido impugnada la Ley recurrida por legislarse en
eUa sobre materia pend, social y procesal, sobre bases de los arrenda-
mientos que constituyen obUgaciones contractudes y sobre creación
de las denominadas Comisiones Arbitrales de Distrito y Comisión
Arbitral Superior y que previos los demás trámites legdes señale la
vista y se resuelva declarando que la Ley impugnada no pudo ni debió
ser votada ni promdgada por quienes lo fue a tenor de lo prescrito en
los artícdos quince y deciocho y concordantes de la Constitución y
once del Estatuto de Cataluña, y que se declare la andación de todo lo
dispuesto en la expresada Ley y consigdentes actos de aplicación, y
por ende, en los autos civües de que dimana este recurso.— Cuarto.—
Por acuerdo delTribund Pleno de veinticinco de octubre de mü nove-
cientos treinta y cuatro, se tuvo por formdado el recurso de in-
constitucionaUdad y por admitido el mismo y se ordenó dar cuenta d
Sr. Presidente del Parlamento regiond a los efectos determinados en el



artícdo treinta y cuatro de la Ley Orgánica del Tribund; y habiendo
transcurrido con exceso el plazo señdado sin que por el Parlamento
Catdán se designara defensor de la constitucionaüelad de la Ley impug-
nada, ha sido señalada la viste para el día deciséis del actud.— FUN-
DAMENTOS LEGALES.— Primero.— Es posible que la Ley del
Parlamento Catdán, sancionada en veintiséis de junio de mü novecien-
tos treinta y tres, se haya inspirado en el propósito de solucionar o
suprimir en el campo de Catduña los conflictos derivados de contra-

tos de cdtivo, pero a la vez ha creado otros caracterizados por el
menosprecio a la cosa juzgada, dprocedimiento de desahucio estable-
cido en la Ley de Enjuiciamiento CivU, a la misma Ley Orgánica de los
Triburaks y a las bases contractudes de las obUgaciones, según se des-
prende de los artícdos pertinentes de este recurso, cuyas dsposicio-
nes dteran la merced convenida en los contratos de arrendamiento,
regdan el ejercicio de las acciones de desahucio por fdta de pago, sus-
penden o andan las sentencias firmes recddas en jdcio de la indicada
naturaleza, dejan sin efecto embargos decretados para su cumplimien-
to yorganizan comisiones arbitrales de distrito, atribuyéndolas el cono-
cimiento de las incidencias que resdten en la apUcación o interpreta-
ción de sus preceptos. — Segundo.— En presencia de leyes con-
tradctoriamente regdadoras de las condciones esencides del contra-
to de arcenelamiento, de la ejecutoriedad de las sentencias firmes de-
tedas en jdcio de desahucio de la jurisdeción competente para cono-
cer de las incidencias que en los mismos se susciten, el problema rela-
tivo a su prelativa apUcación ha de enfocarse o resolverse de acuerdo
con lo previsto y establecido en la Ley de Garantías, artícdo veinti-
nueve, número dos, y desde el punto de viste constituciond, exami-
nando si la ley redoral se ajuste o no a las normas constituciondes y a
las del propio Estatuto conceddo por las Cortes Constituyentes a la
Región autónoma.— Tercero.— A este respecto, la Ley Constituciond,
lejos de ser ambigua y oscura, refleja con claridad y precisión que
excluye todo género de interpretaciones, el criterio que prevdeció en
su elaboración, mediante el texto expreso y Uteral de su artícdo quin-
ce, número primero, que atribuye exclusivamente d Gobierno nomiral
la ledslación procesd y, en materia civü, la que se refiere a las bases
contractudes de las obUgaciones, atribución que, en vez de moderar o
limitar, más bien refuerza y amplía el artícdo once, párrafo segundo,
del Estatuto de Catduña, que no sólo reconoce aqueUa potestad süio
que la complete imponiendo a la Región autónoma la obügación de
respetar las leyes orgánicas del propio Estado.— Cuarto.— Es evidente
que la urgencia de soluciones para los conflictos generadores de caso
de violencia, provocados en Catduña con ocasión del cumplimiento de



Lo anteriormente inserto concuerda con su origind, a que me
remito, y para que conste a los efectos determinados en el número
cuatro del artículo cuarenta y uno de la Ley Orgánica de este Tribund,
extiendo la presente, que firmo en Madrid a veintiuno de enero de mil
novecientos treinta y cinco.

contratos de cdtivo, es ineficaz para desügar, ni aun transitoriamente a
la Redón autónoma del respeto y sumisión debidos a los preceptos
constitucionales, que en otro supuesto quedarían d arbitrio de
aqueUas, y, por consiguiente, al estatuü la Ley de veintiséis de junio de
mü novecientos treinta y tres sobre base de las obUgaciones derivadas
de los contratos, sobre materia procesd y jurisdiccioral, ha incidido
notoriamente en la infracción de los artícdos de la Constitución y del
Estatuto antes citados, y no puede, en su virtud, ser apUcada en el caso
concreto de este recurso.— Quinto. — Y,por dtimo, en reciente deci-
sión de este Tribund se ha düucidado yresuelto acerca de la indepen-
dencia entre sí y de la compatibUidad ykgaüdad de las acciones a que
pueda dar origen una misma Ley regiond, la de competencia legislati-
va atribuida d Gobierno xde la RepúbUca, y de la inconstitucionaUdad
ya suscitada por consdtas de los Tribunales, ya por recurso establecido
a favor de los particulares, cuyo derecho no depende ni puede
superitarse a que el Gobierno ejercite o no la acción que le corres-
ponde.— Por virtud de lo expuesto, el Tribunal de Garantías
Constitucionales faüa:— Que debe declarar y declara la inconstitucio-
naUdad material de la Ley del Parlamento Catdán, sancionada en vein-
tiséis de junio de rril novecientos treinta y tres, en el caso concreto

objeto de este recurso, cuyas costos se sdragarán de oficio.— Así se
acuerda y firma, Fernando Gasset, M. Miguel Traviesas, Francisco
Mínguez, César Süió, Gerardo Abad Conde, Gabriel Gonzdez TdtabuU,
Manuel Alba, Gonzdo Meras, Pedro J. García, Francisco Basterrechea,
Antonio Ma Sbert, Francisco Alcón, Carlos Martín Álvarez, Luis Mdfiote,
Basüio Álvarez, José Manuel Pedegd, Francisco Beceña González,
Rdael Blasco, Carlos Ruiz del Castülo, José Sampol, J. Sdvador
Minguijón,Víctor Pradera, Gü Gü y Gü. O*ubricados).



El Tribunal de Garantías Constituciondes presenta a V E. el
ito Redámente para el régimen del propio Tribund, el que cons-
10 títdos y 90 artícdos.
La denominación de los títdos es la siguiente:

Títdo 9 o - De los recursos de responsabddad crimiral.
Títdo 10.° - De las funciones no jurisdiccionales.
El que suscribe tiene el honor de elevarlos a VE. por si se digna

lar que pase a la aprobación del Consejo de Señores Ministros.

Títdo 8.°- Cuestiones de competencia legislativa y conflicto de
iciones.

Títdo 5.°- De las correcciones dsciplinarias y demás sanciones.
Títdo 6.°- Del recurso de inconstitucionaUdad.
Títdo 7.°- Del recurso de amparo.

Títdo 1.°- Constitución y funcionamiento delTribund.
Títdo 2.°- Del Presidente,de los Presidentes de las Secciones,de

ita de Gobierno interior y de los Vocdes.
Títdo 3 o- De las partes, de sus defensores y representantes.
Títdo 4.°- De AuxÜiares delTribund.

Madrid 11 de octubre de 1934

El Jefe del Negociado

Se eleva d Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros para

ElTribund de Garantías Constituciondes remite el Redámente
:1 régimen de dicho Tribund.

Presidencia del Consejo de Ministros

Subsecretaría

Excmo. Señor:





TÍTULO I
De la organización del Tribunal

CAPÍTULO I
Del Tribunal en Pleno, de las Secciones y de la Junta de Gobierno

ARTÍCULO 1.ElTribund de Garantías Constituciondes actuará
en Tribund Pleno y en Secciones, las cudes funcionarán indistinta-
mente como Sdas de Justicia y de Amparo, turnándose entre eüas los
asuntos propios de su competencia.

ARTÍCULO 2. ElTribund en Pleno se compone de las personas
que determina el art. 21 de la Ley. Se entenderá vdidamente consti-
tuido para tomar acuerdos:

a) Con la presencia de todos sus miembros, sdvo caso de impo-
sibUidad física o üicompatibiUdad legd, cuando haya de entender en
la responsabüidad de que trata d número 3 del art. 22 de su ley cons-
titutiva.

b) Con la de sus cuatro quintas partes en los casos de los núme-
ros 1,2,4, 5,6,7,8 y 9 del mismo, y

c) Con la asistencia de la mayoría en los restantes casos

La ausencia de los que no concurran deberá ser justificada y
anunciada con la anticipación necesaria d Presidente y d Vocd
suplente que corresponda, quien, en su caso, deberá asimismo justifi-
car su ausencia por igudes motivos legales que los propietarios.

ARTÍCULO 3- Las Secciones, de ordinario, serán dos, y se cons-
tituirán en la forma prescrita en el art. 24 de la Ley. Cuando dguno de
los Vocdes no pueda ser sustituido por su correspondiente suplente,
se integrará la Sección dectada por el Vocal propietario a quien
corresponde, según el turno que, bajo la inspección del Pleno, se Ue-
vará en la Secretaría General. Deberán guardarse en la formación de
aqueUas redas que permitan sustitrirse entre sí a los Vocdes de idén-

REGLAMENTO ORGÁNICO DEL TRIBUNAL
DE GARANTÍAS CONSTITUCIONALES



ARTÍCULO 7. Corresponderá al Presidente del Tribund de
Garantías Constitucionales:

ARTÍCULO 4. ElTribund en Pleno podrá acordar la constitución
de nuevas Secciones. Formarán parte de cada una de eüas un Vocd nato,
otro catedrático y tres redondes. Cuando d constitdrse estas Sdas los
Vocdes natos manifiesten que no pueden actuar de un modo perma-
nente, serán sustitddos por Vocdes catedráticos. Será Presidente de la
Sección el Vocd de más edad que tenga la condición de letrado.

Los demás Vocales quedarán adscritos a cada Sección, con la
debida proporcionaüdad, y entre todos se turnarán los asuntos de las
mismas. Los Vocdes catedráticos y los regionales turnarán entre sí
para la constitución de las Secciones, según el turno de asistencia que
se Uevará por la Secretaría General.

ARTÍCULO 5. El Presidente del Tribunal de Garantías, los dos
Vicepresidentes y el Secretario General constituirán la Junta de
Gobierno ulterior.

ARTÍCULO 6. El Tribunal en Pleno y sus Secciones tendrán las
facultades que determinan los arts. 22, 25 y 26 de la Ley.

Corresponderá a la Junta de Gobierno interior:

1.- Organizar y distribuir los servicios subdternos delTribunal

2.- Formar el proyecto de Presupuesto del mismo, que una vez
aprobado por el Pleno remitirá con la oportuna Memoria a las Cortes,
por mediación del Ministerio de Hacienda.

Pleno

3-Administrar el indicado Presupuesto, celebrar los contratos
que exijan los düerentes servicios, haciendo efectivos los ingresos y
presentando para su aprobación cuente trimestral justificada ante el

4.- Corregü disciplinariamente a los Vocales del Tribunal

CAPÍTULO II
Del Presidente y miembros del Tribund

Sección 1.a

Del Presidente y de los Presidentes de Sección



2.- Adoptar las medidas que crean necesarias o convenientes
para el mejor funcionamiento de la Sección que presidan, dando cono-
cimiento d Presidente delTribunal.

3.- Sustítdr, por su orden, d Presidente delTribund, en los casos
de vacante, ausencia o enfermedad.

ARTÍCULO 9. La fornida de la promesa que han de prestar,
tanto el Presidente como los Vocdes delTribund, será:

Guardar y hacer guardar la Constitución de la RepúbUca.

Aeimiristrar recta, cumpUda e ünparcid justicia.

Cumplü todas las leyes y dsposiciones que se refieran d servi-

1.°-Llevar la representación delTribund en los actos oficides y
en las relaciones con otros organismos.

2.°- Convocar y presidir elTribund Pleno y la Junto de Gobierno
ulterior.

3.°- Presidü cudqder Sección cuando lo estime conveniente

4.°- Designar en caso de urgencia a los Vocdes que han de com-
pletar el número de los que sean necesarios para el funcionamiento
de cudqder Sección.

5.°- Decidir con voto de caüdad los empates que se susciten en
las votaciones de la Junta de Gobierno Interior y de las Vistas en ds-
cordia.

'- Recibü la promesa que hayan de prestar los Vocdes del
Tribund.

7.°- Conceder Ucencias a los Vocdes delTribund

8.°- Actuar como Jefe del persond del Tribund y de todas sus
dependencias

ARTÍCULO 8. Corresponderá a los Presidentes de las Secciones:

1.- Señdar los das y horas en que hayan de verse los asuntos

que correspondan a su Sección y presidü sus sesiones.



ARTÍCULO 11. El cargo de Vocal será incompatible con cual-
quier otro destino o cargo oficid o particdar cuando su desempeño
ünpüque la adqdsición de grado en una determinada jerarquía admi-
nistrativa, o adscripción permanente a cualquier servicio privado o
púbUco retribddo, o funciones consdtivas de Compañías y Empresas
concesionarias de servicios públicos, y cudesquiera otras que por la
índole o extensión de sus operaciones deban ser comprendidas en el
art. 16 de la Ley, completado con el Decreto de 20 de octubre de 1933
y Ley de 8 de abril de 1933.

ARTÍCULO 12.Las incompatibüidades de los Vocdes suplentes se
reducirán, sdvo lo prevenido en el art. 19, a no poder actuar ante el
Tribund de Garantías en caUdad de apoderados o defensores, ni tampo-
co intervenir en todos aqueUos asuntos que ante cudqder jurisdcción
se planteen y que por su naturaleza puedan corresponder en su resolu-
ción, de conformidad a la Ley Orgánica, d Pleno o a las Secciones.

Los Vocales suplentes que ejerzan la Abogacía no formaran
parte del Pleno cuando éste actúe en el caso previsto en el número 7
del art. 22 de la Ley.

ARTÍCULO 13. Los Vocales delTribunal no podrán tomar parte
en las discusiones y votaciones cuando tuvieran interés privado en el
asunto de que se trate.

ARTÍCULO 14. Los Vocales suplentes percibüán por cada día
que, siendo necesaria su presencia, asistan al Tribunal, la cantidad de
100 pesetas en concepto de dietas, más los viáticos correspondientes.

Cuando actúen por vacante definitiva del propietario, percibi-
rán el sueldo que éste tenga asignado.

ARTÍCULO 15. Los Vocales del Tribunal podrán ser objeto de
amonestación y apercibimiento por parte de la Junta de Gobierno en
los siguientes casos:

1.- Cuando faltaren de palabra, por escrito o de obra a sus supe-
riores en el orden jerárquico, o al respeto o consideración debidos al
Tribund.

2.- Cuando fueren negUgentes en el cumplimiento de sus deberes.

ARTICULO 10. Los Vocales delTribunal serán nombrados en la
forma que determinan los arts. 4 a 13 de la Ley, y gozarán de las pre-
rrogativas que los reconoce el art. 14 de la misma.



Los que no se presentaron a posesionarse se entenderá que
renuncian a su cargo, a no justificar documentolmente, a juicio de la
Junta de Gobierno interior, su imposibüldad para verificarlo.A los que

3.- Cuando por irregularidad de su conducto moral, o por vicios
que los hicieran desmerecer en el concepto púbUco, comprometieran
el decoro delTribund.

Los Vocdes podrán ser separados de sus cargos por elTribunal
en Pleno cuando hubiere causa bastante para eüo.

ARTÍCULO 16. El Tribund tendrá tratamiento impersoral, su
Presidente los mismos tratamientos yhonores que el Presidente de las
Cortes, y los demás miembros, durante el ejercicio de su cargo, los mis-

mos que los Madstrados delTribund Supremo de Justicia.

Sección 3. a

De las vacantes y del modo de proveerlas

ARTÍCULO 17. Para la renovación de los Vocdes a quienes
corresponde cesar por extinción de su mandato, se seguirá el siguien-
te procedimiento:

El Presidente delTribund comunicará d Jefe del Gobierno, con
la necesaria antelación, la relación de los Vocdes que deban ser susti-
tuidos en elección ordinaria.

Las elecciones para proveer los cargos de los que deban vacar
se celebrará en la dtüna decena del mes de agosto.

El Tribund señdará, con la necesaria antelación, el da en que
deba verificarse el escrutinio, en sesión púbUca, para que los interesa-
dos, o quienes legalmente les representen, puedan concurrir y defen-
der o contradecü las impugnaciones que formulen o previamente
hayan formulado por escrito.

Antes del da 5 de octubre sigdente elTribund resolverá, sin dte-
rior recurso, todas las reclamaciones formuladas, y comunicará a la Pre-
sidencia del Consejo de Ministros los nombres de los Vocdes eleddos.

El día 25 del mismo mes de octubre, y en sesión púbUca, se
posesionarán del cargo los Vocdes nombrados, y se tendrán por cesa-
dos a aqueUos quienes corresponda con arredo a la Ley.



ARTÍCULO 20. El Secretario General será nombrado por el
Presidente de la República, en Decreto de la Presidencia del Consejo
de Ministros, a propuesta delTribunal.

Dicho cargo se proveerá por oposición entre Oficides Letrados
del Consejo de Estado, Abogados del Estado, funcionarios de la carre-
ra judicid o fiscal, Oficides Letrados del Ministerio de Justicia, Ofi-
ciales del Congreso de los Diputados y Secretario de Sda delTribund
Supremo y de Audiencia territorial.

justificaren esa ünposibüidad les concederá dicha Junta la prórroga
que estime bastante.

ARTÍCULO 18. Producirán vacante, con carácter definitivo

a) La defunción

b) Las causas de incapacidad determinadas en el art. 15 de la Ley.

c) La aceptación del cargo de representación popular, salvo los
Vocales parlamentarios.

d) Las causas de incompatibilidad contenidas en este

Redámente.
e) Las renuncias aceptadas por elTribunal

ARTÍCULO 19. Producida la vacante de Vocal titdar por una de
las causas expresadas en el artículo anterior, la ocupará el suplente al
que corresponda. Si éste produjera asimismo vacante, el Presidente
del Tribund comunicará d Jefe de Gobierno la necesidad de proveer
de representación a la Región, Universidad o Colegio de Abogados que
hayan quedado sin Vocal titular ni suplente para la convocatoria de la
elección correspondiente.

Los Vocdes suplentes a quienes corresponda ejercer como titu-
lares por término no inferior a un año tendrán las mismas üicompati-
büidades que las prevenidas para los dtimos en el art. 12.

y de los Oficides Letrados

CAPÍTULO III
Del Secretario Generd, de los Secretarios de Sección



9.- Expedir copias y certificaciones que deban remitirse a las
Autoridades y Corporaciones o periódcos oficides.

10.- Dirigüse, para cumplimentar resoluciones del Tribund o
dctadas por su propia competencia, a las partes y a todas las
Autoridades y Corporaciones, excepto a los Ministros y a los
Presidentes de las Cortes,del Consejo de Estado, delTribund Supremo
y delTribund de Cuentas.

11.- Ordenar la pubUcación en la Gaceta de Madrid de cuantos

anuncios, resoluciones o acuerdos sean pertinentes.

12.- Distribuir el servicio interior como jefe inmediato de todo
el persond, auxüiar y subdterno.

ARTÍCULO 21. Corresponde d Secretario General:

1.- Dar cuenta d Presidente, d Tribund Pleno o a la Junta de
Gobierno interior, de los asuntos que respectivamente les competen.

2.- AuxiliardTribund, redactando los extractos, notas y demás tra-

bajos informativos que tiendan a facultar la labor de aquél, recopilando
los antecedentes de hecho necesarios para las resoluciones fundadas.

3.-Asistir con voz a las sesiones que elTribunal Pleno o la Junto
de Gobierno interior celebren yredactor las actas de las mismas, con-
signando los nombres de los Vocdes presentes y las excusas degadas
por los que fdten.

4.- Dar fe de todos los actos en que intervengan

5.- Ordenar el procedimiento, dictando providencias de mero
trámite.

6.- Extender fielmente y autorizar con su firma las resoluciones
delTribund Pleno y de la Junta de Gobierno Interior.

7.- Instrrir y conservar los expedentes persondes de los fun-
cionarios delTribund, cridando de que en los mismos consten todos
los datos referentes a sus nombramientos, tomas de posesión, exce-
dencias, recompensas, méritos y correciones.

8.- Distribrir entre las Secciones los asuntos que les correspon-
dan, conforme a las redas establecidas para el reparto por la
Presidencia.



ARTÍCULO 22. El Secretario redactará y firmará las actas de las
sesiones en que intervenga, señalando en forma clara y sucinto cuan-
to se trata yresuelva, sometiendo la de cada sesión a la aprobación de
la que primeramente se celebre.

Hará constar literalmente las manifestaciones que a cada Vocd
interesa que queden en el acta de esta manera y transcribüá, asimis-
mo, fiel e íntegramente, los documentos que para estos efectos se lean
en las sesiones.

ARTÍCULO 23. El Secretario despachará düectamente con el
Pleno o Secciones delTribunal, sin que pueda delegar para eUo en nin-
gún Oficial niAuxÜiar.

El Secretario General podrá ser sustituido por cudqdera de los
de Sección.

Sección 2. a

De los Secretarios de Sección

ARTÍCULO 24. Habrá por lo menos tantos Secretarios de
Sección como Secciones existan. El Tribund en Pleno podrá ampUar
su número cuando el trabajo de las Secciones así lo reqdriese.

13.- Estar al frente de la BibUoteca yArchivo, salvo que se desig-
nen funcionarios técnicos y especiales.

14.- Llevar los Ubros siguientes:

a) De actas delTribunal Pleno

b) De actas de la Junta de Gobierno

c) De votos particdares del Pleno

d) De Registro general de recursos

e) De ponencias

f) De correciones discipünarias

g) De licencias y vacaciones

h) De turnos de composición de Secciones



ARTÍCULO 25. Los Secretarios de Sección serán nombrados por
oposición entre los funcionarios a que se refiere el art. 18.

ARTÍCULO 26. Serán apücables a los Secretarios de Sección las
dsposiciones de los arts. 20 y 21 en cuanto sean pertinentes a la fun-
ción que cumplen ante la Sección en que actúen.

Los Secretarios de Sección podrán dctar providencias de mero
trámite respecto de los asuntos en que entienda la Sección corres-
pondiente.

Los secretarios de Sección podrán sustituirse entre sí.

Sección 3. a

De los Oficiales Letrados

ARTÍCULO 27. A las órdenes inmedatas del Secretario general
habrá 7 Oficides Letrados.

El Tribund Pleno podrá acordar que este número se ampUe, o
bien que se reduzca.

ARTÍCULO 28. Corresponde a los Oficides Letrados hacer
extractos de los asuntos; preparar notas e informes que faculten su
estudio, suministrando a los Vocdes, y especialmente a los ponentes,
los elementos de información de toda clase que estimen indispensa-
bles para el más perfecto desempeño de sus funciones.

Deberán también auxiliar a los Secretarios desempeñando las
funciones que éstos les encomienden.

ARTÍCULO 29. Los Oficides Letrados serán nombrados por opo-
sición entre las personas que reúnan los requisitos del art. 33.

ARTÍCULO 30. Los ejercicios de oposición versarán sobre cues-
tiones de Derecho PoUtico y Constituciond, Derecho Aílmiristrativo,
Civü, Pend y Procesd, Historia del Derecho y de sus Instituciones, con
especiaüdad de las de España, y Legislación Comparada Constituciond
yAdmiristrativa. Será üídspensable también acredtar el conocimiento
de dos lenguas vivas: la francesa como obügatoria, y facdtativas la de-
mana o la inglesa, acredtando el de la primera por la lectura, conver-
sación y traducción de viva voz a Ubro abierto y sin diccionario, y cud-
qdera de las segundas por la traducción d casteüano de un texto legd



1.°- Ser español, de 25 años de edad o más

2.°- Ser licenciado en Derecho

o trabajo doctrinal sobre materias relacionadas con el cuestionario, por
escrito y con dccionario. El conocimiento de otro u otros idiomas ser-
virá de mérito complementario, y será objeto de examen sólo en casos
de duda.

Acredtarán, por dtimo, los opositores, la práctica burocrática
suficiente para redactar un dictamen, sentencia o resolución de los de
más frecuente uso en elTribunal. Se estimarán como mérito las publi-
caciones

ARTÍCULO 31. Todos los ejercicios serán eliminatorios, y su
extensión, número y pormenores, se determinarán en la convocatoria.
Pero el primer ejercicio será escrito e igual para todos los opositores.

Las eliminaciones se harán por mayoría de votos delTribunal

La propuesta delTribunal se hará designando para cada plaza d
opositor que obtenga para eUa la mayoría de votos.

ARTÍCULO 32. ElTribunal estará formado por el Presidente o un
Vocd miembro de la Junto de Gobierno ulterior; dos Vocdes de los
designados por las Facultades de Derecho; uno de los elegidos por los
Colegios de Abogados y otro por las Regiones, designados todos eUos
por el Pleno, en votación secreta.

Para todos los ejercicios el Pleno podrá designar, seguidamente,
de la misma manera y en el mismo acto, dos personas especializadas
en aqueUas materias acerca de las cuales no se requiera en los miem-

bros delTribund de oposición una especid competencia técnica.

Para el ejercicio de idiomas, se agregarán al Tribund dos perso-
nas competentes en la materia, designadas de la misma manera y en el
mismo acto por el Pleno del Tribunal.

Sección 4.a

Disposiciones comunes a estos funcionarios

ARTÍCULO 33. Para ser nombrados Secretarios del Tribund de
Garantías se requerüá:



ARTÍCULO 35. Los cargos de Secretarios y Letrados delTribund
de Garantías Constituciondes serán incompatibles con las funciones,
destinos o cargos a que se refieren el número 2 del art. 17 de la Ley,
siéndoles permitido úricamente las actividades de carácter científico
e investigaciones de este orden que no devenguen sueldo ni supon-
gan adscripción permanente a un servicio científico o docente.

CAPÍTULO IV
Del persond adnüristrativo y subdterno

Sección 1."
De los Oficiales administrativos

ARTÍCULO 36. Los Oficiales administrativos del Tribunal se
nombrarán por oposición entre los funcionarios que pertenezcan
a los distintos Cuerpos de la Administración Civil del Estado.

3.°- No haUarse comprenddo en ninguno de los casos de inca-
pacidad o incompatibüidad establecidos en la I^ey o en el Redámente.

Para ser nombrado Oficid Letrado se requerirán las mismas con-
dciones, sdvo la edad, que bastará que sea superior a la de 21 años.

ARTÍCULO 34. No podrán ser nombrados Secretarios ni

Letrados:

1.°- Los impeddos física o üitelectuaünente

2.°- Los que estuvieran procesados por cudquier deüto

3.°- Los que estuvieran condenados a cudqder pena por razón
de deUto, mientras no hubieran obtenido su rehabültación.

4.°- Los quebrados no rehabüitados.

5.°- Los concursados mientras no sean declarados üicdpables

diarios
6.°- Los deudores a fondos púbUcos como responsables subsi-

7.°- Los que tuvieran vicios vergonzosos

8.°- Los que hubieren ejecutado actos u omisiones que, aunque
no penables, les haga desmerecer en el concepto púbUco.



ARTICULO 37. Los Oficiales administrativos desempeñarán las
funciones de esta índole que les encomiende la Junta de Gobierno
Interior y el Secretario General.

Sección 2. a

De los Auxiliares escribientes

ARTÍCULO 38. Los auxüiares taquígrafos, mecanógrafos y ama-
nuenses se nombrarán mediante oposición.

ARTÍCULO 39. Los taquígrafos, mecanógrafos y amanuenses
auxiüarán al Presidente, Vocdes, Secretarios y Oficiales Letrados en los
trabajos materides de transcripción y copia que les encomiende.

Sección 3. a

De los Subalternos

ARTÍCULO 40. Los subalternos de Tribunal estarán a las órdenes
inmediatas del Secretario del mismo.

CAPÍTULO V
Disposiciones comunes a los funcionarios

a que se refieren los Capítulos IIIy IV

ARTÍCULO 41. Los nombramientos de todos los funcionarios
delTribunal de Garantías se harán previo acuerdo de éste,formdizán-
dose por la oportuna disposición ministerial.

ARTÍCULO 42. Los funcionarios a que se refiere el presente títu-
lo se presentarán a tomar posesión de sus respectivos cargos dentro
de los treinta días siguientes d de la fecha de su nombramiento. El que
no se presentara en dicho término, se entenderá que renuncia al
cargo, a no justificar documentalmente, a juicio de la Junta de
Gobierno Interior, su imposibUidad para verificarlo. A los que justifi-
quen esta imposibUidad, les concederá dicha Junta una prórroga que

En la convocatoria se harán constar las condiciones que habrán
de reunir los aspirantes, así como los méritos que puedan alegar, y los
ejercicios que han de practicarse.



Los funcionarios que indujeran düectamente a otros a la comi-
sión de una fdta ricurrirán en la corrección señdada para la misma,
aunque aqueUa no se hubiera consensuado.

Este precepto se apücará a los Jefes que toleren y a todos los
funcionarios que encubran las fdtas graves y las muy graves de los
demás.

ARTICULO 44. Los castigos o correcciones dsciplinarias que
deberán imponerse a los funcionarios por fdtas cometidas en el ejer-
cicio de su cargo, son las sigdentes:

ARTÍCULO 43. Se considerarán faltas cometidas por los funcio-
narios en el ejercicio de su cargo, las siguientes:

1.a- Leves. El retraso en el desempeño de las funciones que les
están encomendadas, cuando este retraso no perturbe sensiblemente
al servicio; las que son consecuencia de negUgencia o descuido excu-
sable, y la fdta reiterada de asistencia a la oficina durante las horas
obUgadas sin justificación de causa.

2.°- Graves. La indisciplina contra los superiores; la desconside-
ración a las autoridades o d púbUco en sus relaciones con el servicio;
la fdta reiterada de asistencia a la oficina durante las horas obUgadas,
sin causa que la justifique; las que decten d decoro del funcionario;
las dteraciones y pendencias dentro de las oficinas, aunque no cons-
tituyan deüto ni fdta punible; la üiformaüdad o el retraso en el despa-
cho de los asuntos, cuando perturben sensiblemente el servicio, y el
de negarse a prestar servicio extraordinario en los casos que le orde-
nen por escrito los superiores, por imponerle necesidades de urgente

o inaplazable incumpümiento.

3.°- Muy graves. El abandono del servicio; el hecho de pertene-
cer a asociaciones, agrupaciones o representaciones colectivas de fun-
cionarios púbUcos, contraviniendo la negativa delTribund de aproba-
ción a la orden del mismo de disolverlas; las contrarias d secreto que
se debe guardar en los trabajos; la insubordinación en forma de ame-
naza ridvidud o colectiva; la emisión a sabiendas o por negUgencia o
por ignorancia inexcusables, de informes manifiestamente injustos, o
la adopción de acuerdos por las mismas cücunstancias; la falta de pro-
bidad y las constitutivas de deüto.



3.°- Suspensión de empleo y sueldo, de un mes a un año

cho de ascenso por quinquenios
4.°- Pérdida de uno a veinte puestos en el escaldón o del dere-

5.°- Postergación perpetua

6.°- Cesantía o separación definitiva del servicio

La primera corrección será aplicada a las faltas leves; la segun-
da, tercera y cuarta, a las faltas graves, y la quinta y la sexta a las muy
graves

El apercibimiento se hará por escrito, en todo caso, y constará,
como los demás correctivos, en el expediente persond del funciona-
rio. El tercer apercibimiento impficará la imposición de multa en sus
grados mínimo y medio.

La imposición de suspensión de empleo y sueldo por más de
seis meses irá siempre unida a la pérdida de puesto en el escddón.

La cesantía impuesta como castigo a los funcionarios acti-
vos sólo les atribuirá derecho a figurar en el escalafón de cesan-
tes. La separación definitiva determinará la baja en el escalafón
respectivo.

ARTÍCULO 45. A los funcionarios comprendidos en el
Capítulo IIIde este Título, la corrección de apercibimiento les será
impuesta por el Presidente del Tribunal o por los Presidentes de
Sección cuando la falta se hubiera cometido en la Sección que pre-
sidan; las correcciones correspondientes a las faltas graves serán
impuestas por la Junta de Gobierno Interior, con audiencia del inte-
resado y la cesantía o separación definitiva del servicio, por el
Tribunal Pleno, en virtud de expediente en que será oído el intere-
sado.

ARTÍCULO 46. Al persond comprendido en el Capítdo IV de
este Títdo, el apercibimiento será impuesto por el Secretario del
Tribund; las correcciones correspondientes a las faltas graves, por el
Presidente del mismo, y la cesantía o separación, por la Junta de
Gobierno, siendo indispensable en los dos últimos casos la previa
audiencia del interesado.

2.°- Multa, de uno a quince días de haber.



Del modo de funcionar el Tribunal

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

De las reuniones del Pleno y de las Secciones

ARTÍCULO 47. El Pleno se reunirá por convocatoria del
Presidente delTribund, por propia iniciativa o a requerimiento escri-
to de la tercera parte de los Vocdes, que deberán expresar en su peti-
ción la materia objeto de la reunión.

ARTÍCULO 48. Para las reuniones del Pleno y de las Secciones
serán citados, por orden del respectivo Presidente, todos los Vocales
con antelación bastante para que puedan concurrir.

ARTÍCULO 49. Todas las Secciones turnarán con igualdad en el
servicio de vacaciones, que comprenderá desde el 10 de jdio d 10 de
septiembre, y durante las cudes sólo se despacharán los asuntos que
tengan de urgencia.

Se reputarán urgentes:

1.°- Los recursos de amparo

2.°- La sustanciación de todos los asuntos de que conozca el
Tribund, hasta que se encuentren en estado de vista, y

3.°- Los procesos de la Sda de Justicia declarados de urgencia d
iniciarse el período de vacaciones.

ARTÍCULO 50. Los suplentes sustituirán a los propietarios en las
Secciones, en la misma forma que en los Plenos. La Presidencia de la
Sección corresponderá, por fdta de titíüar, dVocd propietario de más
edad, complementándose elTribund con el suplente que corresponda,
sin perjuicio de lo dspuesto en el dtimo párrafo del art. 24 de la Ley.

Si se ünposibüitara un ponente, se turnará el asunto a otro
Vocal, pudiendo recaer la ponencia en el propio suplente de aquél.



3.°- Cuando en el ejercicio de la profesión que desempeñen
ante el Tribunal, faltaran oralmente, por escrito o de obra d respeto

ARTICULO 51. En cada asunto que se sustancie ante las Secciones
delTribund de Garantías Constituciondes, habrá un Vocd ponente.

Turnarán en este cargo todos los Vocales de la Sección, a excep-
ción del que la presida.

Sección 2.a

De las partes y de sus defensores yrepresentantes

ARTÍCULO 52. Las partes podrán actuar ante elTribund por sí
mismas, conferir su representación a un procurador o valerse tan sólo
de un Letrado habüitado para ejercer su profesión en cudquier punto
del territorio en Madrid, para oír las modificaciones.

ARTÍCULO 53. El nombramiento de defensor de la constitucio-
nalidad deberá acompañarse necesariamente con el escrito a que se
refiere el art. 35 de la Ley, y si entonces no se presentara, se entregará
ocho días antes del señdado para la vista en la Secretaría delTribunal.

Con la misma anticipación, y con certificación bastante del
acuerdo, deberá comunicarse a la Secretaría General la designación
circunstanciada de los Comisarios a que se refieren los arts. 49,57, 66,
y 61 de la Ley.

ARTÍCULO 54. La recusación de cualesquiera de los miembros
del Tribund por la causa a que se refiere el párrafo 2.° del art. 7 del
Redamento, habrá de alegarse por el recurrente por medio de otrosí
en el escrito de interposición de recurso o antes de la citación para la
vista si la causa fuera posterior.

ARTÍCULO 55. Las personas extrañas al Tribund que actúen o
comparezcan ante el mismo, estarán sometidas a las correcciones dis-
ciplinarias de advertencia, apercibimiento y multa hasta mil pesetas
en los casos siguientes:

1.°- Cuando faltaran al orden y respeto debido al Tribunal

2.°- Cuando faltaran notoriamente a las prescripciones de la Ley
y Reglamento en sus escritos y peticiones.



ARTÍCULO 59. De todo documento que presenten las partes
acompañarán copia; ésta, compulsada con su origind, producirá los
efectos de éste, que podrá ser devuelto a petición del que lo presen-
ta. Cuando se trate de documentos privados o de otros documentos
que carezcan de matriz obrante en archivo público volverán a ser pre-

4.°- Cuando en la defensa de sus cuentes se excedieran con sus
colegas de una manera grave e innecesaria para aqueUa.

5.°- Cuando llamados d orden en las degaciones orales no obe-
decieran al que presidiere elTribund.

Estas corceciones les serán impuestas por quien presidiere d

Tribund en funciones.

ARTÍCULO 56. Las sanciones a los Abogados a que se refieren
los números 2 y 3 del art. 43 de la Ley se decretarán:

Las de mdta, por mayoría del Pleno o Sección ante el que
hubiere actuado de Abogado en las cücunstancias que justifiquen
aquéUa,y la de suspensión del ejercicio profesiond ante este Tribund
por el Pleno del mismo.

Sección 3. a

De los escritos y de las partes

ARTÍCULO 57. Tóelas las demandas y reclamaciones que se for-
mulen ante el Tribunal de Garantías Constituciondes, se presentarán
en la Secretaría General, donde serán registradas y numeradas.

El Secretario General, dentro del primer da hábU siguiente d de
la presentación de cudqder escrito, dará cuento del mismo d
Presidente del Tribund, a fin de que éste acuerde el reparto a la
Sección que corresponda.

El Presidente del Tribund turnará todas las demandas y recla-
maciones entre las düerentes Secciones, observando para eUo lo dis-
puesto en el apartado b) del art. 20 de la Ley Orgánica delTribund, o
procurado que la distribución sea equitativa.

ARTÍCULO 58. De los escritos de demanda o quereUa, así como
de los demás de que se deba dar cuenta a la parte contraria, se pre-
sentarán tantas copias como partes se muestran en el proceso.



ARTÍCULO 63. La discusión y votación de las sentencias se veri-
ficará siempre a puerta cerrada.

El ponente someterá a la deliberación delTribunal los puntos
de hecho, los fundamentos de derecho y la decisión que deba com-
prender la sentencia y, previa la discusión necesaria, se votará suce-

sentados originales y serán unidos a las actuaciones siempre que el
Tribunal lo ordenara.

ARTÍCULO 60. Los escritos que se presenten en el curso de una
reclamación en trámite, podrán tener entrada en la Sección corres-
pondiente, la cual llevará a este efecto el oportuno Registro.

Sección 4.a

De las Vistas

ARTÍCULO 61. La Vista de los asuntos de que conozca el
Tribunal de Garantías Constitucionales, constituido en Pleno en los
dos primeros casos del art. 22 de la Ley, o en Secciones, tendrán lugar
en audiencia púbUca.

Se observará lo dispuesto en la Ley de 14 de julio de 1933 y con
carácter supletorio, en los arts. 649 y 666 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial.

En los demás casos del art. 22, elTribunal acordara lo que esti-
me procedente respecto a la pubUcidad de los debates.

ARTÍCULO 62. Antes de la Vista de cada asunto, el Secretario a
quien corresponda formará nota suficientemente explicativa del
mismo que entregará a cada uno de los Vocales y a las partes o a sus
defensores comparecidos.

Concluida la Vista de cada asunto, cudqdera de los Vocales
podrá pedir los autos o expedientes para examinarlos.

Sección 5. a

De las sentencias



Las Secciones o el Tribund en Pleno no podrán variar las sen-
tencias que pronuncien después de firmadas, pero sí aclarar algún
concepto oscuro o suplü cudqder omisión que contengan, dentro de
los tres das hábües sigdentes a la notificación.

Votará primero el ponente y, después de él, todos los Vocales
por orden aüabético de apeüidos. El que presida votará el último.

ARTÍCULO 64. La sentencia se dictará por mayoría absoluta de
votos en los casos en que la Ley exigiera mayor número.

Cuando después de faüar un asunto se imposibüitora un Vocd
de los que votaran y no pudiera firmar, el que hubiere presiddo lo
hará por él, expresando el nombre de aquel por qden firma y después
las pdabras "votó" en sección y no pudo firmar.

ARTÍCULO 65. Cuando después de la Visto y antes de la vota-

ción, algún Vocd se ünposibiUtare y no pudere asistü a la votación,
dará su voto fundado y firmado, y lo remitirá discretamente d
Presidente de la Sección, o d delTribund, en su caso.

El voto así emitido se urirá a los demás y se conservará rubri-
cado por el que presida, con el Ubro de sentencias.

Cuando el impedido no pudiere votar ni aun de este modo, se
votará el asunto por los no impeddos que hubieren asistido a la Visto,
y si hubiere los necesarios para formar mayoría, se dictará sentencia.

Cuando por cudqder causa les corresponde cesar a dgunos de
los Vocdes, votará los asuntos a cuya Vista hubiere asistido, y que aún
no se hubieren fdlado.

Empezada la votación de una sentencia, no podrá üiterrampü-
se sino por algún ünpeeUmento insuperable.

ARTÍCULO 66. Todo el que tome parte en la votación de la sen-
tencia firmará lo acordado, aunque hubiere dsentido de la mayoría,
pero podrá en ese caso sdvar su voto extendéndolo, fúnelándolo
insertándolo con su firma d pie dentro de las veinticuatro horas
siguientes en el Ubro de votos partícdares.

ARTICULO 67. Las sentencias se firmarán por todos los Vocales
no impeddos dentro de las 24 horas sigdentes a aqueUas en que se
hayan acordado.



ARTÍCULO 69. El Presidente del Tribunal, hará el señalamiento
de las Vistas en discordia. Los Vocales discordantes consignarán con
toda claridad en la providencia que hubiera causado la discordia, los
puntos en que convinieran y aqueUos en que disintieran. Se limitarán
a decidir con los dirimentes aqueUos en que no hubiese habido con-
formidad.

Cuando en la votación de una sentencia por la Sda de Discordia
no se reuniese tampoco mayoría absoluta de votos sobre los puntos
discordantes, se procederá a nuevo escrutinio, poniéndose solamente
a votación los dos pareceres que hayan obtenido mayor número de
votos en la precedente.

ARTÍCULO 70. Las discordias que se susciten ante el Pleno
serán objeto de una segunda discusión en la misma forma dispuesta
para las Secciones, y si ésta subsistiese la decidirá el Presidente con su
voto de calidad.

ARTÍCULO 71. Las sentencias y en general todas las decisiones
del Tribunal en Pleno o en Secciones se votarán nominalmente. Se
exceptúan ten sólo las referentes a elección de cargos, que se harán
por papeletas. Si se suscitasen dudas sobre la forma de una votación,
las resolverá en el acto el Tribunal.

Los secretarios llevarán en cada votación Usta exacta de los
votantes y, hecho el escrutinio por la Mesa, publicarán su resultado.

Estas aclaraciones podrán hacerse de oficio o a instancia de parte

ARTÍCULO 68. Cuando en la votación de una sentencia, auto o
providencia no resulte mayoría de votos sobre cualquiera de los pro-
nunciamientos de hecho o de derecho que deban hacerse, o sobre la
decisión que haya de dictarse, volverán a discutirse y a votarse los
puntos en que hayan disentido los votantes.

Cuando tampoco resultare mayoría del segundo escrutinio, se
dictará providencia, declarando la discordia, y mandando celebrar
nueva Vista con asistencia del Presidente del Tribunal o con la del
Presidente de la Sección en el caso de que ésta hubiese sido presidi-
da por el Presidente delTribunal, sdvo en los procedimientos de res-
ponsabüidad crimüid, que se regirán por lo dispuesto en la Ley de
Enjuiciamiento Criminal, con arredo al art. 100 de la Ley Orgánica del
Tribunal.



Una vez interpuesto o transcurrido el plazo sin hacerlo, se dará
a los autos el curso correspondiente, pudendo, los que sean parte en
el pleito que motiva la consdta, personarse en este Tribund antes del
señdamiento para la Visto, con el úrico fin de actuar en eUa, sin que
por ningún motivo pueda retrocederse en el procedimiento.

ARTÍCULO 73. En el caso a que se refiere el número 5 del art. 31
de la Ley, se cumplirá lo dspuesto en el 34, tramitándose como si se
tratase de un recurso admitido, pero sólo con intervención del defen-
sor de la constitucionaUdad, si se hubiera personado. En su defecto,
continuará el procedimiento, en el que podrán comparecer y perso-
narse en cudquier instante, dctándose sentencia dentro de los plazos

Sección 2.a

De la interposición y admisión del recurso

ARTÍCULO 75. El escrito de recurso interpuesto por el
Ministerio Fiscd, deberá ajustarse a los requisitos de los apartados c)

y d) del art. 35 de la Ley.

ARTÍCULO 76. En el caso de que fuese negativo el dctamen
previsto en los supuestos del art. 31 de la Ley, el recurso no será tra-

mitado sin acredtarse con el resguardo correspondiente el depósito
de la fianza núrima de 5.000 pesetas, sin perjuicio de la mayor que
pueda señdar el Tribund, y con apercibimiento de que si esto dtima
no se constituye en el plazo que se conceda al efecto, quedará en sus-
penso la tramitación del recurso.
*

Los recursos de inconstitucionaUdad

De la procedencia ypreparación del recurso

ARTÍCULO 72. Recibida en elTribund de Garantías la consdta
a que se refieren los cuatro primeros números del art. 31 de la Ley, se
le comunicará d que en el pleito que la origine haya degado la excep-
ción de üiconstitucionaüeiad, para que dentro del plazo de diez días
interponga el recurso con los requisitos del art. 35.



la Ley.

ARTÍCULO 79. Cuando se impugne la constituciondidad de los
Decretos a que se refiere el art. 61 de la Constitución, se dará a las
Cortes conocimiento del recurso a los efectos de los arts. 34 y 37 de

De igual modo se procederá en los casos del art. 80 de la
Constitución

ARTÍCULO 80. El plazo de 10 días señalado en el párrafo 3.°
del art. 34 de la Ley, se contará desde que el Presidente de las Cortes
o del organismo correspondiente de la Región autónoma interesada
hubiesen recibido la comunicación a que el propio párrafo se refie-
re. Si no acusase inmediato recibo de dicha comunicación, se hará el
cómputo a partir del día siguiente a la fecha de su entrega en la
Secretaría de la Presidencia del Congreso, acreditada por la oportu-
na diligencia que acreditará el Secretario del Tribunal, o desde tres
días después de su remisión por correo en pliego debidamente cer-
tificado, al Presidente del organismo correspondiente de la Región

Si el recurrente pidiera, en tal caso, la devolución de la can-
tidad depositada, se acordará así, teniéndose por desistido del
recurso.

ARTÍCULO 77. Cuando se presenten varios recursos sobre la
inconstitucionalidad de la misma Ley, el Tribund, de oficio, podrá
decretar su acumulación.

ARTÍCULO 78. Cuando el recurso de inconstitucionalidad se
plantee por el declarado con derecho al beneficio de pobreza
legal para litigio deberá acompañar al recurso certificación bas-
tante de la resolución que le autorice para disfrutar del indicado
beneficio. Los declarados con derechos a bonificación del 50 por
100 de los conceptos a que se refiere el art. 14 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil,tendrán que hacer el depósito de la mitad de
las fianzas prescritas por el art. 31 de la Ley Orgánica delTribunal
de Garantías.

El declarado pobre no tendrá derecho a que se le nombre abo-
gado de oficio,cuando interponga el recurso, no obstante el dictamen
desfavorable emitido por el organismo a qden corresponda en los
casos del art. 31 de la Ley.



ARTÍCULO 82. Denegada la excepción de incompetencia, se

concederá un nuevo plazo de cinco das al defensor de la constitu-
cionaUdad para que pueda degar, en defensa de la Ley impugnada, lo

que estüne conveniente, si ya no lo hubiese hecho en el escrito, eva-
cuando el traslado del recurso.

recurso

ARTÍCULO 83. Alegada la excepción de incompetencia en el
acto de la Vista, decidua elTribund previamente sobre eUa en la sen-
tencia, y si la rechazase, resolverá en la misma cuestión de fondo del

Del recurso de Üegdidad y exceso o desviación de poder

Sección 1. a

De la interposición y admisión del recurso

ARTÍCULO 84. El recurso contra la Uegaüdad de los actos o dis-

posiciones emanadas de la Administración en el ejercicio de su potes-

tad redamentaria prevenidos en el art. 31 de la Ley, sólo podrá inter-

ponerse cuando no esté autorizado en las leyes el recurso contencio-
so-admiristrativo u otra acción judicid.

ARTÍCULO 85. Tanto el recurso prevenido en el artícdo ante-

rior como el de exceso o desviación de poder en los actos dscrecio-
ndes, no podrá ser admitido si no se hubiese degado el abuso en la
vía gubernativa, pidendo en eUa su subsanación.

ARTÍCULO 86. En las demandas de estos recursos, se consigna-

rá claramente el hecho constitutivo de la üegdidad, abuso o desvia-

ción, y en su caso los preceptos o normas legdes infringidos, la fecha

De la sustanciación y resolución de recursos

ARTÍCULO 81. Si d evacuar el traslado del recurso por el tér-

mino establecido en el art. 37 de la Ley, se invocare la excepción de

incompetencia, se acompañará copia del escrito para entregarla al

recurrente a los fines de instrucción, señalándose día para la Visto del

incidente, con citación de las partes con dez de anticipación.



ARTICULO 90. Admitido el recurso, se dará traslado del mismo
al Centro administrativo designado, donde su hubiese realizado el acto
que le dé motivo y, en su caso, a los funcionarios respecto de quienes
se haya reclamado, emplazándolos por término de veinte días.

La Administración podrá comparecer por medio del Ministerio
Fiscal. Comparecidos los recurridos, contestarán la demanda dentro

y cücunstancias del hecho yreferencia al expediente en que se hubie-
se comentado la üegdidad o abuso si constare.

Asimismo se consignará el nombre ycargos de laAutoridad o fun-
cionario a quien se atribuyan los hechos que den motivo d recurso.

ARTÍCULO 87. Se acompañará necesariamente con la demanda,
testimonio del escrito en que se hubiese formdizado la reclamación
prevenida en el párrafo del art. 31 de la Ley, y de la resolución recaída
que se hubiese dictado. Si el recurrente manüestare no haber podido
obtener el testimonio expresado en el párrafo anterior, será reclama-
do de oficio, sin perjuicio de exigü las responsabüidades que proce-
dan al responsable de la infracción.

ARTÍCULO 88. ElTribunal examinará el recurso a los efectos de
su admisión, que podrá ser denegada en los casos siguientes:

1.°- Cuando la demanda no se ajuste a lo prevenido en el art. 85

2.°- Cuando resulte el defecto de previa reclamación en la vía
gubernativa

3.°- Cuando el hecho alegado como motivo del recurso, no
constituya manifiestamente Üegalidad, abuso o desviación del poder.

4.°- Cuando contra el acto reformado se diese por las leyes
recurso de dzada o contencioso-administrativo o procediese acción
civü o pend ante los Tribunales.

ARTÍCULO 89. La inadmisión de la demanda se decretará en
resolución fundada.

Sección 2. a

De la sustanciación y resolución del recurso



ARTÍCULO 94. Cuando en la contestación o en el acto de la
vista se degase como de incompetencia la excepción prevenida en el
número 4.° del art. 88, se resolverá en la sentencia como pronuncia-
miento previo y, si se dése lugar a eUa, no se hará pronunciamiento
sobre el fondo del asunto.

CAPÍTULO IV
Del recurso de amparo

Sección 1.a

De la interposición del recurso

ARTÍCULO 95. El acto concreto a que se refiere el número uno
del art. 45 de la Ley deberá tener carácter de firme por haberse deses-
timado las acciones y los recursos interpuestos contra el mismo ante
las autoridades e instancias competentes, y ante el Tribunal de
Urgencia en su da, sin perjuicio del incidente de suspensión.

ARTÍCULO 96. El plazo establecido en la disposición transitoria
2.a se regirá en el caso a que la misma se refiere, siempre que no seña-
le otro dstinto la Ley reguladora de las reclamaciones contra el acto

ARTICULO 91. Si las partes estuvieren conformes en el recibi-
miento a prueba, propondrá cada una concretamente los hechos
sobre que haya de versar y los medos probatorios de que intenten
vderse, si no hubiese conformidad. El Tribund acordará el recibi-
miento a prueba sólo en el caso de estimarla pertinente y necesaria
para la aprobación de los hechos.

ARTÍCULO 92. El término de proposición de prueba será de
diez das comunes a las partes. ElTribund admitirá los que considere
pertinentes. El término de ejecución, no excederá de treinta días, asi-
mismo comunes a las partes, pudiendo delegar para su ejecución en
cudesquiera autoridades u organismos del Estado.

quinto día

ARTÍCULO 93- Practicadas las pruebas, se unirán a las actua-
ciones, citándose a las partes para sentencia. Si alguna de ellas
pidiese señalamiento de vista, el Tribunal lo acordará dentro del



ARTÍCULO 98. Al escrito interponiendo el recurso de amparo
deberán acompañarse necesariamente:

1.- Copia fehaciente de la resolución en que se suponga come-
tido el agravio.

2.- La del escrito de interposición

3.-Todos aquellos documentos en que la parte funde sus dere-
chos y sus copias.

No serán admitidos posteriormente, los que en el momento de
la presentación del recurso estuvieren a disposición de la parte.

Sección 2.a

De la tramitación del recurso

ARTICULO 99. El plazo a que se refiere la letra a) del número 2
del art. 49 de la Ley, será de diez días a contar desde las dos fechas
siguientes d depósito en correos del oportuno pliego con la copia del
escrito. De la contestación se dará vista por cinco días al recurrente,
poniéndola de manifiesto en la Secretaría correspondiente, con docu-
mentos que le acompañen, excepto los que a juicio de la Sección inte-
rese conservar secretos a los fines del sumario de que procedan, sobre
lo cual informará la autoridad incdpada, en comunicación aparte, diri-
gida d Tribunal.

ARTÍCULO 100. La prueba se practicará en el plazo de diez días
comunes a las partes. De todos los documentos que se presenten en
este período se acompañará copia para entregarla a la parte contraria.

ARTICULO 101. El incidente de suspensión de la medida obje-
to del recurso, se tramitará a petición del interesado en escrito funda-
do. La Sección reclamará de la autoridad inculpada los antecedentes

ARTÍCULO 97. Se entenderá por superior jerárqdco a los efec-
tos de la disposición transitoria 2. a de la Ley Orgánica delTribunal, en
relación con el número 2 del art. 45 de la misma, d que por motivos
de poder y subordinación en la jerarquía administrativa, resdte con
este carácter, o al que en organizaciones de otro orden corresponde al
conocimiento de los recursos contra las decisiones de determinada
autoridad.



y de los conflictos de atribución

CAPÍTULO IV

De las cuestiones de competencia ledslativa

ARTÍCULO 102. Al escrito entablando la cuestión de compe-

tencia ledslativa del art. 57, y los de atribución de los arts. 63, 66,61 y
68 de la Ley, se acompañará la oportuna copia.También deberán acom-
pañarla a los escritos de contestación los organismos y autoridades
interesadas.

Estas contestaciones quedarán de manifiesto en elTribund, por

el plazo que medie desde su recibo hasta la vista, a disposición de las
partes o de sus representantes debidamente autorizados.

ARTÍCULO 103. Los plazos para las comunicaciones del tribu-
nd con los organismos y autoridades interesadas en las cuestiones a
que se refiere el Títdo V de la Ley, se computarán con arredo a lo dis-
puesto en el art. 69 de este Redámente.

ARTÍCULO 104. No será admisible, ni se entenderá promovido

el conflicto de atribución a que se refiere el art. 66 de la Ley, cuando
d escrito iniciándolo no se acompañen las resoluciones que acredten
haberse agotado el trámite previo.

Esta disposición será también apUcable en el caso del art. 68 en
relación con el escrito en que el superior jerárquico correspondente
afirme de manera irrecurrible su competencia.

De los recursos de responsabüidad crimiral

ARTÍCULO 105. La segunda de las resoluciones a que se refiere
el art. 14 de la Ley de 10 de abril de 1933, señdará el plazo dentro del
máximo de quince días para que el Congreso proceda a subsanar los
defectos a que se refiere la indicada dsposición.

que estime necesarios e informe de la misma sobre el extremo inci-

dentd, todo en el plazo de dez días, y resolverá lo que estime proce-
dente, tomando las meddas necesarias para que la persona del agra-
viado no se sustraiga a la acción de la justicia.



El plazo para interponer los recursos contra sus acuerdos será
el de cinco días.

ARTÍCULO 107. La quereUa en los casos de acusación a que se
refieren los arts. 78,79, y 80 de la Ley, deberá reurir los requisitos de
los arts. 277 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, excep-
to en lo que se refiere a la obligatoriedad de la intervención de abo-
gado y procurador, que sólo será exigióle a las partes agraviadas.

CAPÍTULO VI
De las funciones no jurisdiccionales del Tribunal

ARTÍCULO 108. En el caso de que el Gobierno presentase a las
Cortes, o éstas tomaren en consideración algún proyecto o proposi-
ción de ley de los comprendidos en el art. 19 de la Constitución, sin
que previamente se hubiese declarado su necesidad por elTribund de
Garantías Constitucionales, éste significará a la Presidencia del
Congreso la necesidad de que suspenda su tramitación, hasta cumplir
el referido precepto constitucional.

Para la vaüdez del acuerdo del Tribunal deberán asistir a la
Sesión los dos tercios de sus miembros, y ser citado expresamente el
representante de la Región autónoma interesada.

Si no compareciera, se le citará nuevamente por segunda vez,
celebrándose la sesión aunque no asista.

ARTÍCULO 109. En los casos a que se refiere al art. 101 de la Ley,
elTribunal podrá oü al organismo correspondiente de la Región autó-
noma interesada para que, en el plazo prudencial que se señale, ale-
gare lo que estime conveniente sobre la cuestión planteada por el
Gobierno o las Cortes en la Memoria remitida a este Tribund.

En el caso del art. 85, párrafo 4.a de la Constitución, en relación
con el último del art. 4.° de la Ley Procesal del Presidente de la
República, el Tribunal declarará disueltas las Cortes, y lo comunicará
así al Presidente de la RepúbUca, a los efectos del art. 53 de la
Constitución y, asimismo, d de la Cámara.

ARTÍCULO 106. El Vocal Instructor del sumario a que se refiere
el art. 21 de la Ley de 1.° de abril de 1933, tendrá las atribuciones que
la de Enjuiciamiento Criminal concede a los Jueces Instructores en los
títulos IV a XI inclusive del libro 2°.



ARTÍCULO 110. En todo lo no previsto en elTít
Redámente acerca de los derechos y obUgaciones de los
delTribund, serán de apUcación a éstos los preceptos del
de Empleados Públicos de 7 de septiembre de 1918.

:ul«
fuñí

ARTÍCULO 111. En lo no previsto en el Títdo II e
Redámente, se apücará la Ley de Enjuiciamiento CivU,
siguientes excepciones: a) respecto de la tramitación ]

recurso de inconstitucionaUdad y de amparo, en que sen
la Ley y Redámente del recurso contencioso-adrninistrati
pecto de los procedimientos para exigü responsabüidad
que será de apUcación supletoria la Ley de Enjdciamienfc
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y de la Junta de Gobierno

CAPÍTULO I
Del Tribund en Pleno, de las Secciones

ARTÍCULO 1. ElTribund de Garantías Constituciondes actuará:
en Tribund Pleno y en Secciones, las cudes funcionarán indistinta-
mente como Sdas de Justicia y de Amparo, turnándose entre eUas los
asuntos propios de su competencia.

ARTÍCULO 2. ElTribund en Pleno se compone de las personas
que determina el art. 21 de la Ley. Se entenderá váüdamente consti-

tuido para tomar acuerdos:

a) Con la presencia de todos sus miembros, sdvo caso de impo-

sibUidad legd, cuando haya de entender en la responsabüidad de que
trata el número 3.° del art. 22 de su Ley constitutiva.

b) Con la de sus cuatro quintas partes en los casos de los núme-
ros 1,2,4, 5,6,7,8 y 9 del mismo, y

c) Con la de la mayoría en los restantes casos

La ausencia de los que no concurran deberá ser justificada
y anunciada con la anticipación necesaria al Presidente y al Vocal
Suplente que corresponda, quien, en su caso, deberá asimismo

justificar su ausencia por iguales motivos legales que los Pro-

pietarios.

ARTÍCULO 3. Las Secciones, de ordinario, serán dos, y se cons-
titrirán en la forma prescrito en el art. 24 de la Ley. Cuando dguno de
los Vocdes no pueda ser sustituido por su correspondiente Suplente,
se integrará la Sección dectada por el Vocal Propietario a quien
corresponda, según el turno que, bajo la inspección del Pleno, se Ue-
vará en la Secretaría General. Deberán guardarse en la formación de
aquél las redas que permitan sustitrirse entre sí a los Vocales de idén-

PROYECTO REFORMADO DE REGLAMENTO ORGÁNICO
DEL TRIBUNALDE GARANTÍAS CONSTITUCIONALES

TÍTULO I
De la organización del Tribunal



ARTÍCULO 7. Corresponderá al Presidente del Tribunal de
Garantías Constitucionales:

ARTÍCULO 4. ElTribunal en Pleno podrá acordar la constitución
de nuevas secciones. De cada una de eUas formarán parte un Vocal
nato, otro Catedrático y tres Regiondes. Cuando d constitdrse estas
Salas los Vocales natos manifiesten que no pueden actuar de un modo
permanente, serán sustituidos por Vocales Catedráticos. Será
Presidente de la Sección el Vocal de más edad que tenga la condición
de Letrado.

Los demás Vocales quedarán adscritos a cada Sección, con la
debida proporcionalidad, y entre todos se turnarán los asuntos de las
mismas. Los Vocdes Catedráticos y los Regionales turnaran entre sí
para la constitución de las Secciones, según el turno de asistencia que
se Uevará por la Secretaría General.

ARTÍCULO 5. El Presidente del Tribund de Garantías, los dos
Vicepresidentes y el Secretario General constituirán la Junta de
Gobierno Interior.

ARTÍCULO 6. El Tribunal en Pleno y sus Secciones tendrán las
facultades que determinan los arts. 22,25 y 26 de la Ley.

Corresponderá a la Junta de Gobierno Interior:

1.°- Organizar y distribuir los servicios subalternos delTribunal

2.°- Formar el proyecto de Presupuesto del mismo, que, una vez
aprobado por el Pleno, remitüá, con la oportuna Memoria, a las
Cortes, por mediación del Ministerio de Hacienda.

3.°- Administrar el indicado presupuesto, celebrar los contratos
que exijan los düerentes servicios, haciendo efectivos los ingresos y pre-
sentando para su aprobación cuenta trimestral justificada ante el Pleno.

4.°- Corregir disciplinariamente a los Vocdes delTribund

CAPÍTULO II
Del Presidente y Miembros del Tribunal

Sección 1.a

Del Presidente y de los Presidentes de Sección



ARTÍCULO 8. Corresponderá a los Presidentes de las Secciones:

1."- Señdar los días y horas en que hayan de verse los asuntos

que correspondan a su Sección, y presidü sus secciones.

2.°-Adoptar las medidas que crean necesarias o convenientes

para el mejor funcionamiento de la Sección que presidan, dando cono-
cimiento d Presidente delTribund.

3.°- Sustituü, por su orden, al Presidente del Tribund, en los
casos de vacante, ausencia o enfermedad.

ARTÍCULO 9. La fórmda de la promesa que han de prestar,
tanto el Presidente como los Vocdes delTribund, será:

Guardar y hacer guardar la Constitución de la RepúbUca.

Admriistrar recta, cumpüda e ünparcid justicia.

Cumplü todas las leyes y disposiciones que se refieran d ejer-

1.°- Uevar la representación delTribunal en los actos oficides y
en las relaciones con otros organismos.

2.°- Convocar y presidü elTribund Pleno y la Junta de Gobierno
Interior.

3.°- Presidü cudqder Sección cuando lo estime conveniente

4.a- Designar en caso de urgencia a los Vocdes que han de com-
pletar el número de los que sean necesarios para el funcionamiento
de cudqder Sección.

5.a- Decidü con voto de caUdad los empates que se susciten en
las votaciones de la Junta de Gobierno Interior y de las Vistas en dis-
cordia

Tribund
'- Recibü la promesa que hayan de prestar los Vocdes del

1.a- Conceder Ucencias a los Vocdes delTribunal

8.°- Actuar como Jefe del persond del Tribund y de todas sus
dependencias



ARTÍCULO 12. Las ricompatibüidades de los Vocales Suplentes
se reducüán a no poder actuar ante el Tribunal de Garantías en cdi-
dad de apoderados o defensores, ni tampoco intervenir en todos aque-
Uos asuntos que ante cualquier jurisdicción se planteen y que por su
naturaleza puedan corresponder en su resolución, de conformidad a
la Ley Orgánica, al Pleno o a las Secciones.

Los Vocales Suplentes que ejerzan la abogacía, no formarán
parte del Pleno cuando éste actúe en el caso previsto en el número 1.a
del art. 22 de la Ley.

ARTÍCULO 13. Los Vocales delTribunal no podrán tomar parte
en las discusiones y votaciones cuando tuvieren interés privado en el
asunto de que se trate.

ARTÍCULO 14.Los Vocales Suplentes percibirán por cada día que,
siendo necesaria su presencia, asistan d Tribund, la cantidad de 100
pesetas, en concepto de detas, más los viáticos correspondientes.

Cuando actúen por vacante definitiva del Propietario, percibi-
rán el sueldo que éste tenga asignado.

ARTÍCULO 15. Los Vocales delTribunal podrán ser objeto de
amonestación y apercibimiento por parte de la Junta de Gobierno en
los siguientes casos:

1.°-Cuando faltaren de palabra, por escrito o de obra a sus supe-
riores en el orden jerárquico, o d respeto o consideración debidos al

ARTICULO 10. Los Vocales delTribunal serán nombrados en la
forma que determinan los arts. 4 a 13 de la Ley, y gozarán de las pre-
rrogativas que les reconoce el art. 14 de la misma.

ARTÍCULO 11. El cargo de Vocal será incompatible con cual-
quier otro destino o cargo oficial o particular, cuando su desempeño
implique la adquisición de grado en una determinada jerarquía admi-
nistrativa, o adscripción permanente a cudquier servicio privado o
púbUco retribuido, o funciones consultivas de Compañías y Empresas
concesionarias de Servicios Públicos, y cualesquiera otras que por la
índole o extensión de sus operaciones, deban ser comprendidas en el
art. 16 de la Ley, completado con el Decreto de 20 de octubre de 1933
y Ley de 8 de abrü de 1933.



El día 25 del mismo mes de octubre, y en sesión púbUca, se
posesionarán del cargo los Vocdes nombrados, y se tendrán por cesa-
dos a aqueUos a quienes corresponda con arredo a la Ley.

2.°- Cuando fueren negligentes en el cumplimiento de sus deberes.

3.°- Cuando por irregdaridad de su conducto moral, o por vicios

que los hicieran desmerecer en el concepto púbüco, comprometieren
el decoro delTribund.

Los Vocdes podrán ser separados de sus cargos por elTribund
en Pleno, cuando hubiere causa bastante para eUo.

ARTÍCULO 16. El Tribund tendrá tratamiento impersoral, su
Presidente los mismos tratamientos y honores que el Presidente de las
Cortes, y los demás miembros, durante el ejercicio de su cargo, los mis-
mos que los Madstrados delTribund Supremo de Justicia.

Sección 3. a

De las vacantes y del modo de proveerlas

ARTÍCULO 17. Para la renovación de los Vocdes a qdenes
corresponde cesar por extinción de su mandato, se seguirá el siguien-
te procedimiento:

El Presidente delTribund comunicará d Jefe del Gobierno, con
la necesaria antelación, la relación de los Vocdes que deban ser susti-
tuidos en elección ordinaria.

Las elecciones para proveer los cargos de los que deban vacar
se celebrarán en la última decena del mes de agosto.

El Tribund señdará, con la necesaria antelación, el día en que
deba verificarse el escrutinio, en sección púbUca, para que los intere-
sados, o quienes legalmente les representen, puedan concurrir y
defender o contradecü las impugnaciones que formden o previa-
mente hayan formdado por escrito.

Antes del da 5 de octubre siguiente el Tribund resolverá, sin
dterior recurso, todas las reclamaciones formdadas,y comunicará a la
Presidencia del Consejo de Ministros los nombres de los Vocdes ele-
gidos.



Los que no se presentaron a posesionarse, se entenderá que
renuncian a su cargo, a no justificar documentdmente, a juicio de la
Junta de Gobierno ulterior, su imposibilidad para verificarlo.A los que
justificaren esta imposibUidad, les concederá dicha Junta la prórroga
que estime bastante.

ARTÍCULO 18.Producirán vacante, con carácter definitivo:

a) La defunción.

b) Las causas de incapacidad determinadas en el art. 15 de la Ley.

c) La aceptación de cargo de representación popdar, salvo los
Vocdes parlamentarios.

d) Las causas de incompatibüidad contenidas en este Reda-
mentó

e) La renuncia aceptada por elTribunal

ARTÍCULO 19. Producida la vacante de Vocal Titular por una de
las causas expresadas en el artículo anterior, la ocupará el Suplente al
que corresponda. Si éste produjera asimismo vacante, el Presidente
delTribunal comunicará al Jefe del Gobierno la necesidad de proveer
de representación a la Región, Universidad o Colegio de Abogados
que hayan quedado sin Vocal Titular ni Suplente para la convocatoria
de la elección correspondiente. Los Vocales Suplentes a quienes
corresponda ejercer como titulares por término inferior a un año ten-
drán las mismas incompatibilidades que las prevenidas para los últi-
mos en el art. 11.

y de los Oficides Letrados

CAPITULO III
Del Secretario General, de los Secretarios de Sección

ARTÍCULO 20. El Secretario General será nombrado por el
Presidente de la República, en oposición entre Oficides Letrados del
Consejo de Estado, Abogados del Estado, Funcionarios de la carrera
judicial o fiscal, Oficiales Letrados del Ministerio de Justicia, Oficides
del Congreso de los Diputados y Secretarios de Sda del Tribunal
Supremo y de Audiencia Territorial.

ARTICULO 21. Corresponde al Secretario General:



11.°- Ordenar la pubUcación en la Gaceta de Madrid de cuan-
tos anuncios, resoluciones o acuerdos sean pertinentes.

12.°- Distribuir el servicio ulterior como Jefe inmedato de todo
el persond, AuxiUar y Subdterno.

1.°- Dar cuento d Presidente, dTribund Pleno o a la Junta de
Gobierno Interior, de los asuntos que respectivamente les competan.

2. a- Auxiliar d Tribund, redactando los extractos, notas y
demás trabajos informativos que tiendan a facUitar la labor de aquél,
recopilando los antecedentes de hecho necesarios para las resolu-

3.°-Asistir con voz a las Sesiones que elTribund Pleno o la Junto
de Gobierno Interior celebren yredactar las actos de las mismas, con-
signando los nombres de los Vocales presentes y las excusas degadas
por los que falten.

- Dar fe de todos los actos en que intervenga

5.°- Ordenar el procedimiento, dictando providencias de mero
trámite.

6.a- Extender fielmente y autorizar con su firma, las resoluciones
delTribund Pleno y de la Junta de Gobierno Interior.

1.a- Instrrir y conservar los expedentes persondes de los
Funcionarios del Tribund, cridando de que en los mismos consten
todos los datos referentes a sus nombramientos, tomas de posesión,
excedencias, recompensas, méritos y correcciones.

8.°- Distribrir entre las Secciones los asuntos que les corres-
pondan, conforme a las redas establecidas para el reparto por la
Presidencia.

9.°- Expedü copias y certificaciones que deban remitirse a las
autoridades y corporaciones o periódicos oficides.

10.°- Dirigirse, para cumplimentar resoluciones delTribund o
dictadas por su propia competencia, a las partes y a todas las Auto-
ridades y Corporaciones, excepto a los Ministros y a los Presidentes
de las Cortes, del Consejo de Estado, del Tribund Supremo y del
Tribunal de Cuentas.



ARTÍCULO 22. El Secretario redactará y firmará las actas de las
sesiones en que intervenga, señalando en forma clara y sucinta cuan-
to se trate yresuelva, sometiendo la de cada sesión a la aprobación de
la que primeramente se celebre.

Hará constar literalmente las manifestaciones que a cada Vocal
interese que queden en el acta de esta manera y transcribirá, asimis-
mo, fiel e íntegramente, los documentos que para estos efectos se lean
en las sesiones.

ARTÍCULO 23. El Secretario despachará düectamente con el
Pleno o Secciones delTribund, sin que pueda delegar para eUo en nin-
gún Oficial niAuxüiar.

El Secretario General podrá ser sustituido por cualquiera de los
de Sección,

Sección 2. a

De los Secretarios de Sección

ARTÍCULO 24. Habrá por lo menos tantos Secretorios de
Sección como Secciones existan. El Tribunal en pleno podrá ampliar
su número cuando el trabajo de las Secciones así lo requiriese.

13 o- Estar al frente de la Biblioteca yArchivo, salvo que se desig-
nen Funcionarios técnicos y especiales.

14.°-'- Llevar los libros siguientes

a) De actas delTribund Pleno

b) De actas de la Junta de Gobierno

c) De votos particdares del Pleno

d) De Registro General de recursos

e) De ponencias

f) De correcciones disciplinarias

g) De Ucencias y vacaciones

»_

h) De turnos de composición de Secciones



ARTÍCULO 25. Los Secretarios de Sección serán nombrados por
oposición entre los Funcionarios a que se refiere el art. 20.

ARTÍCULO 26. Serán apücables a los Secretarios de Sección las
disposiciones de los arts. 20 y 21 en cuanto sean pertinentes a la fun-
ción que cumplan ante la Sección en que actúen.

Los Secretarios de Sección podrán dictar providencias de mero
trámite respecto de los asuntos en que entienda la Sección corres-
pondiente.

Los Secretarios de Sección podrán sustituirse entre sí.

Sección 3. a

De los Oficiales Letrados

ARTÍCULO 27. A las órdenes inmediatas del Secretario General
habrá siete Oficides Letrados.

El Tribunal Pleno podrá acordar que este número se ampüe, o
bien que se reduzca.

ARTÍCULO 28. Corresponde a los Oficides Letrados hacer
extractos de los asuntos; preparar notos o informes que faculten su
estudio, sumüüstrando a los vocdes, y especialmente a los ponentes
los elementos de información de toda clase que estimen indispensa-
bles para el más perfecto desempeño de sus funciones.

Deberán también auxiliar a los Secretorios desempeñando las
funciones que éstos les encomienden.

ARTÍCULO 29. Los Oficides Letrados serán nombrados por opo-
sición entre las personas que reúnan los requisitos del art. 33.

ARTÍCULO 30. Los ejercicios de oposición versarán sobre cues-
tiones de Derecho PoUtico y Constituciond, Derecho Admiristrativo,
Civü,Pend y Procesd, Historia del Derecho y de sus Instituciones, con
especiaüdad de las de España, y Legislación comparaela constituciond
y administrativa. Será indispensable también acreditar el conocimien-
to de dos lenguas vivas: la francesa como obügatoria, y facdtativas la
demana o la indesa, acredtando el de la primera por la lectura, con-
versación y traducción de viva voz a Ubro abierto y sin diccionario, y
cudqdera de las segundas por la traducción d casteUano de un texto



Disposiciones comunes a todos losfuncionarios
ARTÍCULO 33. Para ser nombrados Secretarios del Tribunal de

Garantías se requerirá:

1.°- Ser español, de veintcinco años de edad o más

2.a- Ser Ucenciado en Derecho

legal o trabajo doctrinal sobre materias relacionadas con el cuestiona-
rio,por escrito y con diccionario. El conocimiento de otro u otros idio-
mas servirá de mérito complementario, y será objeto de examen sólo
en casos de duda.

Acreditarán, por último, los opositores, la práctica burocrática
suficiente para redactar un dictamen, sentencia o resolución de los de
más frecuente uso en elTribund. Se estimarán como mérito las pubU-
caciones

ARTÍCULO 31. Todos los ejercicios serán elimüíatorios, y su
extensión, número y pormenores, se determinarán en la convocatoria.
Pero el primer ejercicio será escrito e igual para todos los opositores.

Las eliminaciones se harán por mayoría de votos delTribunal

La propuesta delTribunal se hará designando para cada plaza d
opositor que obtenga para eUa la mayoría de votos.

ARTÍCULO 32. ElTribund estará formado por el Presidente o un
Vocd miembro de la Junta de Gobierno ulterior: dos Vocales de los
designados por las Facdtades de Derecho; uno de los elegidos por los
Colegios de Abogados y otro por las Regiones, designados todos eUos
por el Pleno, en votación secreta.

Para todos los ejercicios el Pleno podrá designar seguidamente,
de la misma manera y en el mismo acto, dos personas especializadas
en aquellas materias acerca de las cuales no se requiera en los miem-
bros delTribund de oposición una especial competencia técnica.

Para el ejercicio de idiomas, se agregarán al Tribund dos perso-
nas competentes en la materia, designadas de la misma manera y en el
mismo acto por el Pleno delTribund.

Sección 4. a



ARTÍCULO 35. Los cargos de Secretarios y Letrados delTribund
de Garantías Constituciondes serán incompatibles con las funciones,
destinos o cargos a que se refiere el número 2.a del art. 17 de la Ley,
siéndoles permitidas úricamente las actividades de carácter científico
e investigaciones de este orden que no devenguen sueldo ni supon-
gan adscripción permanente a un servicio científico o docente.

CAPÍTULO IV
Del persond aeünriistrativo y subdterno

Sección 1.a

De los Oficiales Administrativos

ARTÍCULO 36. Los oficiales administrativos del Tribund se
nombrarán por oposición entre los Funcionarios que pertenezcan a
los distintos cuerpos de la Aelministración Civü del Estado.

3.°- No haUarse comprenddo en ninguno de los casos de inca-
pacidad o incompatibüidad establecidos en la lxyo en el Redámente.

Para ser nombrado Oficid Letrado se requerirán las mismas con-
dciones, sdvo la edad, que bastara que sea superior a la de veintiún años.

ARTÍCULO 34. No podrán ser nombrados Secretarios ni Letrados:

1."-Los impeddos física o üitelectualmente

2.a- Los que estuvieren procesados por cudquier deUto

3.°- Los que estuvieren condenados a cudquier pena por razón
de deüto, mientras no hubieren obtenido su rehabÜitación.

4.a- Los quebrados no rehabiütados

5.°- Los concursados mientras no sean declarados inculpables

diarios
6.a- Los deudores a fondos púbUcos como responsables subsi-

1.a- Los que tuvieren vicios vergonzosos

8.°- Los que hubieren ejecutado actos u omisiones que, aunque
no penables, les haga desmerecer en el concepto púbUco.



ARTÍCULO 37. Los oficides administrativos desempeñarán las
funciones de esta índole que les encomiende la Junta de Gobierno
ulterior y el Secretario General.

De los Auxiliares Escribientes
Sección 2.a

ARTÍCULO 38. Los auxUiares taquígrafos-mecanógrafos y ama-
nuenses se nombrarán mediante oposición.

ARTÍCULO 39. Los taquígrafos-mecanógrafos y amanuenses
auxüiarán d Presidente.Vocales, Secretarios y Oficiales Letrados en los
trabajos materides de transcripción y copia que les encomienden.

Sección 3-"
De los Subalternos

ARTÍCULO 40. Los subalternos del Tribunal estarán a las órde-
nes inmediatas del Secretario del mismo.

CAPÍTULO V
Disposiciones comunes a los funcionarios

a que se refieren los capítulos 3.° y 4.a

ARTÍCULO 41. Los nombramientos de todos los Funcionarios
delTribunal de Garantías se harán previo acuerdo de éste, formdizán-
dose por la oportuna disposición ministerial.

ARTÍCULO 42. Los funcionarios a que se refiere el presente
Título se presentarán a tomar posesión de sus respectivos cargos den-
tro de los treinta días siguientes al de la fecha de su nombramiento. El
que no se presentare en dcho término, se entenderá que renuncia d
cargo, a no justificar documentalmente, a juicio de la Junto de
Gobierno Interior, su imposibUidad para verificarlo. A los que justifi-

En la convocatoria se harán constar las condiciones que habrán
de reunir los aspirantes, así como los méritos que puedan alegar, y los
ejercicios que han de practicarse.



3.°- Muy graves: el abandono del servicio; el hecho de pertene-

cer a asociaciones, agrupaciones o representaciones colectivas de fun-
cionarios púbücos, contraviniendo la negativa delTribund de aproba-
ción a la orden del mismo de disolverlas; las contrarias d secreto que
se debe guardar en los trabajos; la insubordinación en forma de ame-
naza indvidud o colectiva; la emisión a sabiendas o por negUgencia o
por ignorancia inexcusables, de informes manifiestamente injustos, o
la adopción de acuerdos por las mismas cücunstancias; la fdta de pro-
bidad y las constitutivas de deüto.

Los funcionarios que indujeren directamente a otros a la comi-
sión de una fdta incurrirán en la corrección señdada para la misma,
aunque aquéüa no se hubiere consumado. Este precepto se apücará a
los Jefes que toleren y a todos los funcionarios que encubran las fdtas
graves y las muy graves de los demás.

ARTÍCULO 44. Los castigos o correcciones dscipUnarias que
deberán imponerse a los funcionarios por fdtas cometidas en el ejer-
cicio de su cargo, son las sigdentes:

quen esta imposibUidad, les concederá dcha Junto una prórroga que
estüne bastante.

ARTÍCULO 43. Se considerarán faltas cometidas por los
Funcionarios en el ejercicio de su cargo, las siguientes:

1.°- Leves: el retraso en el desempeño de las funciones que les
están encomendadas, cuando este retraso no perturbe sensiblemente
el servicio; las que son consecuencia de negUgencia o descuido excu-
sable, y la fdta no reiterada de asistencia a la oficina durante las horas
obUgadas, sin justificación de causa.

2.a- Graves: la indisciplina contra los superiores, la desconside-
ración a las autoridades o d púbUco en sus relaciones con el servicio;

la falta reiterada de asistencia a la oficina durante las horas obUgadas,
sin causa que la justifique, las que decten d decoro del funcionario;

los dtercados y pendencias dentro de las oficinas, aunque no consti-
tuyan deüto ni fdta punible; la informaUdad o el retraso en el despa-
cho de los asuntos, cuando perturben sensiblemente el servicio, y la
de negarse a prestar servicio extraordinario en los casos que lo orde-
nen por escrito los superiores, por imponerlo necesidades de urgente

o inaplazable cumplimiento.



2.a.- Mdta, de uno a quince días de haber.

3.a- Suspensión de empleo y sueldo, de un mes a un año

4.a- Pérdida de uno a veinte puestos en el escalafón del derecho
de ascenso por quinquenios.

5.a- Postergación perpetua.

6.a- Cesantía o separación definitiva del servicio

La primera corrección será apUcada a las faltas leves; la segun-
da, tercera y cuarta, a las faltas graves, y la quinta y la sexta a las muy
graves.

El apercibimiento se hará por escrito, en todo caso, y constará,
como los demás correctivos, en el expediente persond del funciona-
rio. El tercer apercibimiento ünpUcará la imposición de multa en sus
grados mínimo y medio.

La imposición de suspensión de empleo y sueldo por más de
seis meses irá siempre unida a la pérdida de puesto en el escddón.

La cesantía impuesta como castigo a los funcionarios activos,
sólo les atribuirá derecho a figurar en el escaldón de cesantes. La sepa-
ración definitiva determinará la baja en el escaldón respectivo.

ARTÍCULO 45. A los funcionarios competentes comprendidos
en el Capítulo III de este Título, la corrección de apercibimiento les
será impuesta por el Presidente delTribund, o por los Presidentes de
Sección cuando la falta se hubiera cometido en la Sección que presi-
dan; las correcciones correspondientes a las fdtas graves serán
impuestos por la Junta de Gobierno Interior, con audiencia del intere-
sado y la de cesantía o separación definitiva del servicio, por el
Tribunal Pleno, en virtud de expediente en que sea oído el interesado.

ARTÍCULO 46. Al personal comprendido en el capítulo IV de
este Títdo, el apercibimiento le será impuesto por el Secretario del
Tribunal; las correcciones correspondientes a las faltas graves, por el
Presidente del mismo, y la de cesantía o separación, por la Junta de
Gobierno, siendo indispensable en los dos dtimos casos la previa
audiencia del interesado.



Si se ünposibUitare un Ponente, se turnará el asunto a otro

Vocd, pudiendo recaer la ponencia en el propio Suplente de aquél.

Del modo de funcionar el Tribunal

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

De las reuniones del Pleno y de las Secciones

ARTÍCULO 47. El Pleno se reunirá por convocatoria del
Presidente delTribunal, por propia iniciativa, o a requerimiento escri-
to de la tercera parte de los Vocales, que deberán expresar en su peti-
ción la materia objeto de la reunión.

ARTÍCULO 48. Para las reuniones del Pleno y de las Secciones
serán citados, por orden del respectivo Presidente, todos los Vocdes
con antelación bastante para que puedan concurrir.

ARTÍCULO 49. Todas las Secciones turnarán con iguddad en el
servicio de vacaciones, que comprenderá desde el dez de jdio d dez
de septiembre, y durante las cudes sólo se despacharán los asuntos
que tengan carácter de urgencia.

Se reputarán urgentes:

1.°-Los recursos de amparo

2.a- La sustanciación de todos los asuntos de que conozca el
Tribund, hasta que se encuentran en estado de Vista.

3.°- Los procesos de la Sda de Justicia declarados de urgencia d
iniciarse el período de vacaciones.

ARTÍCULO 50. Los Suplentes sustituirán a los Propietarios en las
Secciones, en la misma forma que en los Plenos. La Presidencia de la
Sección corresponderá, por falto del Titdar, dVocd propietario de más
edad, completándose elTribund con el Suplente que corresponda, sin
perjdcio de lo dispuesto en el dtimo párrafo del art. 24 de la Ley.



Ponente

Turnarán en este cargo todos los Vocales de la Sección, a excep-
ción del que la presida.

Sección 2. a

De las partes y de sus defensores y representantes

ARTÍCULO 52. Las partes podan actuar ante elTribunal por sí
mismas, conferir su representación a un Procurador o valerse tan sólo
de Letrado, habüitados para ejercer su profesión en cudquier punto
del territorio nacional, con poder al efecto. En todo caso, habrán de
señalar un domicUio en Madrid, para oü las notificaciones.

ARTÍCULO 53. El nombramiento de defensor de la constitucio-
nalidad, deberá acompañarse necesariamente con el texto escrito a
que se refiere el art. 35 de la Ley, y si entonces no se presentare, se
entregara ocho días antes del señalado para la Vista en la Secretaría
General del Tribund.

Con la misma anticipación, y con certificación bastante del
acuerdo, deberá comunicarse a la Secretaría General la designación
cücunstanciada de los Comisarios a que se refieren los arts. 49,57,66
y 67 de la Ley.

ARTÍCULO 54. La recusación de cualesquiera de los miembros
delTribunal por la causa a que se refiere el párrafo 2.a del art. 7.° del
Redamento, habrá de alegarse por el recurrente por medio de otros
en el escrito de interposición de recurso o antes de la citación para la
Visto si la causa fuera posterior.

ARTICULO 55. Las personas extrañas d Tribunal que actúen o
comparezcan ante el mismo, estarán sometidas a las correcciones dis-
ciplinarias de advertencia, apercibimiento y multa hasta de mil pese-
tas en los casos siguientes:

1.°- Cuando fdtaren al orden y respeto debido al Tribund.

2.a- Cuando faltaren notoriamente a las prescripciones de la Ley
y Redámente en sus escritos y peticiones.

ARTICULO 51. En cada asunto que se sustancie ante las
Secciones del Tribunal de Garantías Constitucionales, habrá un Vocal



ARTÍCULO 58. De los escritos de demanda o quereUa, así como
de los demás de que se deba dar cuento a la parte contraria, se pre-
sentarán tantas copias como partes se muestren en el proceso.

3.°- Cuando en el ejercicio de la profesión que desempeñan
ante el Tribund, fdtaren oralmente, por escrito o de obra, d respeto
debido d mismo.

4.a- Cuando en la defensa de sus cuentes se excedieren con sus
colegas de una manera grave e innecesaria para aqueUa.

5.°- Cuando Uamados d orden en las degaciones orales no obe-
decieren d que presidere elTribund.

Estas correcciones les serán impuestas por quien presidere el

ARTÍCULO 56. Las sanciones a los abogados a que se refieren
los números dos y tres del art. 43 de la Ley se decretarán:

Las de multa por mayoría del Pleno o Sección ante el que hubie-
re actuado de abogado en las cücunstancias que justifiquen aqueUa, y
la de suspensión del ejercicio profesional ante este Tribund por el
pleno del mismo.

Sección 3. a

De los escritos de las partes

ARTÍCULO 57. Todas las demandas y reclamaciones que se
formulen ante el Tribunal de Garantías Constitucionales, se pre-
sentarán en la Secretaría General, donde serán registradas y nume-
radas.

El Secretario General, dentro del primer día hábU siguiente d de
la presentación de cudquier escrito, dará cuenta del mismo d
Presidente del Tribund, a fin de que éste acuerde el reparto a la
Sección que corresponda.

El Presidente del Tribunal turnará todas las demandas y recla-
maciones entre las düerentes Secciones, observando para eUo lo ds-
puesto en el apartado b) del art. 20 de la Ley Orgánica delTribund,y
procurando que la distribución sea equitativa.



ARTÍCULO 60. Los escritos que se presenten en el curso de una
reclamación en trámite, podrán tener entrada en la Sección corres-
pondiente, la cual Uevará a este efecto el oportuno Registro.

Sección 4. a

De las vistas

ARTÍCULO 61. La Vista de los asuntos de que conozca el
Tribund de Garantías Constitucionales, constituido en Pleno en los
dos primeros casos del art. 22 de la Ley, o en Secciones, tendrá lugar
en Audiencia púbUca.

Se observará lo dispuesto en la Ley de 14 de juliode 1933,y con
carácter supletorio, en los arts. 649 y 666 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial.

En los demás casos del art. 22, elTribund acordará lo que se esti-
me procedente respecto a la pubücidad de los debates.

ARTÍCULO 62. Antes de la Vista de cada asunto, el Secretario a
quien corresponda tomará nota suficientemente explicativa del mis-
mo, que entregará a cada uno de losVocales y a las partes o a los defen-
sores comparecidos.

Concluida la Vista de cada asunto, cualquiera de los Vocales
podrá pedir los autos o expedientes para examinarlos.

Sección 5. a

De las sentencias

ARTÍCULO 63- La discusión y votación de las Sentencias se veri-
ficará siempre a puerta cerrada.

ARTICULO 59. De todo documento que presenten las partes
acompañarán copia; ésta, compulsada con su original, producirá los
efectos de éste, que podrá ser devuelto a petición del que lo presen-
ta. Cuando se trate de documentos privados o de otros documentos
que carezcan de matriz obrante en archivo público volverán a ser pre-
sentados originales y serán unidos a las actuaciones siempre que el
Tribunal lo ordenare.



Votará primero el Ponente, y después de él, todos los Vocales
por orden alfabético de apeUidos. El que presida votará el dtimo.

ARTÍCULO 64. La Sentencia se dictará por mayoría absoluta de
votos, excepto en los casos en que la Ley exigiera mayor número.

Cuando después de fallar un asunto se ünposibüitore un Vocd
de los que votaren y no pudiera firmar, el que hubiere presidido lo
hará por él, expresando el nombre de aquel por quien firma y después
las pdabras "votó en Sección y no pudo firmar".

ARTÍCULO 65. Cuando después de la Vista y antes de la vota-
ción dgún Vocd se ünposibUitare y no pudere asistir a la votación,
dará su voto fundado y firmado, y lo remitirá discretamente d
Presidente de la Sección, o d delTribund, en su caso.

El voto así emitido se unirá a los demás y se conservará rubri-
cado por el que presida, con el Ubro de sentencias.

Cuando el impeddo no pudere votar ni aun de este modo, se
votará el asunto por los no impedidos que hubieren asistido a laVista,
y si hubiere los necesarios para formar mayoría, se dictará sentencia.

Cuando por cudqder causa le corresponda cesar a dgunos de
los Vocdes, votará los asuntos a cuya Visto hubiere asistido, y que aún
no se hubiesen faUado.

Empezada la votación de una Sentencia, no podrá interrumpü-
se süio por dgún impedimento insuperable.

ARTÍCULO 66. Todo el que tome parte en la votación de la
Sentencia firmará lo acordado, aunque hubiere disentido de la mayo-
ría, pero podrán en ese caso sdvar su voto extendiéndolo, fundándo-
lo e insertándolo con su firma d pie dentro de las veinticuatro horas
sigdentes en el libro de votos particdares.

o tr

ARTÍCULO 67. Las Sentencias se firmarán por todos los Vocdes
no impedidos dentro de las veinticuatro horas siguientes a aqueUa en
que se hayan acordado.

mente

El Ponente someterá a la deüberación delTribund los puntos de
hecho, los fundamentos de derecho y la decisión que deba compren-
der la Sentencia, y previa la discusión necesaria, se votará sucesiva-



Cuando tampoco resultare mayoría del segundo escrutinio, se
dictará providencia, declarando la discordia, ymandando celebrar nueva
Vista con asistencia del Presidente delTribund o con la del Presidente
de la Sección en el caso de que éste hubiese sido presidida por el
Presidente delTribund, sdvo en los procedimientos de responsabüidad
criminal, que se regüán por lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento
Crürind, con arredo al art. 100 de laLey Orgánica delTribunal.

ARTÍCULO 69. El Presidente del Tribund hará el señalamiento
de las Vistas en discordia. Los Vocales discordantes consignarán con
toda claridad, en la providencia que hubiera causado la discordia, los
puntos en que convinieren y aquellos en que disintieren. Se limitarán
a decidir con los dirimentes aquellos en que no hubiese habido con-
formidad.

Cuando en la votación de una Sentencia por la Sala de Discordia
no se reuniese tampoco mayoría absoluta de votos sobre los puntos
discordantes, se procederá a nuevo escrutinio, poniéndose solamente
a votación los dos pareceres que hayan obtenido mayor número de
votos en la precedente.

ARTÍCULO 70. Las discordias que se susciten ante el Pleno
serán objeto de una segunda discusión en la misma forma dispuesta
para las Secciones, y si ésta subsistiese la decidirá el Presidente con su
voto de caUdad.

ARTICULO 71. Las Sentencias y en general todas las decisiones
del Tribunal en Pleno o en Secciones se votarán nominalmente. Se
exceptúan tan sólo las referentes a elección de cargos, que se harán
por papeletas. Si se suscitasen dudas sobre la forma de una votación,
las resolverá en el acto elTribunal.

Las Secciones o el Tribunal en Pleno no podrán variar las
Sentencias que pronuncien después de firmadas, pero sí aclarar algún
concepto oscuro o suplir cualquier omisión que contengan, dentro de
los tres días hábiles siguientes a la notificación.

Estas aclaraciones podrán hacerse de oficio o a instancia de parte

ARTÍCULO 68. Cuando en la votación de una sentencia, auto o
providencia no resulte mayoría de votos sobre cudqdera de los pro-
nunciamientos de hecho o de derecho que deban hacerse, o sobre la
decisión que haya de dictarse, volverán a discutirse y a votarse los
puntos en que hayan disentido los votantes.



ARTÍCULO 72. Recibida en elTribund de Garantías la consulta
a que se refieren los cuatro primeros números del art. 31 de la Ley, se
le comunicará al que en el pleito que la origine haya degado la excep-

ción de üiconstitucionaUdad, para que dentro del plazo de diez días
interponga el recurso con los requisitos del art. 35.

Una vez interpuesto o transcurrido el plazo sin hacerlo, se dará
a los autos el recurso correspondiente, pudendo, los que sean parte

en el pleito que motiva la consdta, personarse en este Tribund antes

del señdamiento para la Vista, con el único fin de actuar en eUa, sin
que por ningún motivo pueda retrocederse en el procedimiento.

ARTÍCULO 73. En el caso a que se refiere el número 5 del art. 31
de la Ley, el recurso se interpondrá con sujeción a lo dspuesto en sus
preceptos y a los del art. 35.

ARTÍCULO 74. Formulada la consulta en el caso del art. 32 de
la Ley, se cumplirá lo dispuesto en el 34, tramitándose como si se tra-

tase de un recurso admitido, pero sólo con intervención del defen-
sor de la constitucionalidad, si se hubiera personado. En su defecto,

continuará el procedimiento, en el que podrán comparecer y perso-

narse en cualquier instante, dictándose sentencia dentro de los pla-

zos del art. 40.

Sección 2. a

De la interposición y admisión del recurso

ARTÍCULO 75. El escrito de recurso interpuesto por el rririste-
rior fiscd deberá ajustarse a los requisitos de los apartados c) y d) del

Los Secretarios Uevarán en cada votación Usta exacta de los

votantes y, hecho el escrutinio por la Mesa, pubücarán sus resdtados.

CAPÍTULO II
Del Recurso de InconstitucionaUdad

Sección 1.a

De la procedencia y preparación del recurso



ARTICULO 78. Cuando el recurso de inconstitucionaUdad se
plantee por el declarado con derecho al beneficio de pobreza legd
para Utigar, deberá acompañar al recurso certificación bastante de la
resolución que le autorice para disfrutar del indicado beneficio. Los
declarados con derechos a bonificación del 50 por 100 de los con-
ceptos a que se refiere el art. 14 de la Ley de Enjuiciamiento CivU, ten-
drán que hacer el depósito de la mitad de las fianzas prescritas por el
art. 31 de la Ley Orgánica delTribunal de Garantías.

El declarado pobre no tendrá derecho a que se le nombre abo-
gado de oficio cuando interponga el recurso, no obstante el dictamen
desfavorable emitido por el organismo a quien corresponda, en los
casos del art. 31 de la Ley.

ARTICULO 79. Cuando se impugne la constitucionalidad de los
Decretos a que se refiere el art. 61 de la Constitución, se dará a las
Cortes conocimiento del recurso a los efectos de los arts. 34 y 37 de
la Ley.

De igual modo se procederá en los casos del art. 80 de la
Constitución

ARTÍCULO 80. El plazo de diez días señalado en el párrafo 3.°
del art. 34 de la Ley, se contará desde que el Presidente de las Cortes
o del organismo correspondiente de la Región autónoma interesada
hubiesen recibido la comunicación a que el propio párrafo se refiere.
Si no se acusase inmediato recibo de dicha comunicación, se hará el
cómputo a partir del día siguiente a la fecha de su entrega en la
Secretaría de la Presidencia del Congreso, acreditará al Secretario del

ARTICULO 76. En el caso de que fuese negativo el dictamen
previsto en los supuestos del art. 31 de la Ley, el recurso no será tra-
mitado, sin acreditarse con el resguardo correspondiente el depósito
de la fianza mínima de 5.000 pesetas, sin perjuicio de la mayor que
pueda señalar elTribunal,y con apercibimiento de que si esta dtima
no se consituye en el plazo que se conceda al efecto, quedará en sus-
penso la tramitación del recurso.

Si el recurrente pidiera, en tal caso, la devolución de la cantidad
depositada, se acordará así, teniéndose por desistido el recurso.

ARTICULO 77. Cuando se presenten varios recursos sobre la
inconstitucionalidad de la misma Ley, el Tribunal, de oficio, podrá
decretar su acumulación.



Sección 3. a

De la sustanciación y resolución de los recursos

ARTÍCULO 81. Si d evacuar el traslado del recurso por el tér-
mino establecido en el art. 37 de la Ley, se invocare la excepción de
incompentecia, se acompañará copia del escrito para entregarla al
recurrente a los fines de instrucción, señalándose día para la vista del
incidente, con citación de las partes con diez de anticipación.

ARTÍCULO 82. Denegada la excepción de incompetencia, se
concederá un nuevo plazo de cinco das d defensor de la constitu-

ciondidad para que pueda degar, en defensa de la Ley impugnada, lo
que estüne conveniente, si no lo hubiese ya hecho en el escrito, eva-
cuando el traslado del recurso.

ARTÍCULO 83. Alegada la excepción de incompetencia en el
acto de la Vista, decidua el Tribund previamente sobre ella en la
Sentencia y, si la rechazare, resolverá en la misma cuestión de fondo
del recurso.

CAPÍTULO ffl

Del recurso de UegaUdad y exceso o desviación de poder

Sección 1.a

De la interposición y admisión del recurso

ARTÍCULO 84. El recurso contra la UegaUdad de los actos o dis-
posiciones emanadas de laAeüriristración en el ejercicio de su potes-
tad reglamentaria prevenidos en el art. 31 de la Ley, sólo podrá inter-

ponerse cuando no esté autorizado en las leyes el recurso contencio-
so-adrrinistratívo u otra acción judicial.

ARTÍCULO 85. Tanto el recurso prevenido en el artículo ante-
rior como el de exceso o desviación de poder en los actos dscrecio-
nales, no podrá ser aelmitido si no se hubiese alegado el abuso en la
vía gubernativa, pidiendo en eUa su subsanación.

Tribund, o desde tres días después de su remisión por correo en plie-
go debidamente certificado, d Presidente del organismo correspon-
dente de la región autónoma.



ARTÍCULO 90. Admitido el recurso, se dará traslado del mismo
al Centro Administrativo designado, donde se hubiese reaUzado el acto
que le dé motivo y, en su caso, a los funcionarios respecto de quienes
se haya reclamado, emplazándolos por término de veinte días.

La Administración podrá comparecer por medio del Ministerio
Fiscal. Comparecidos los recurridos, contestarán la demanda dentro

ARTÍCULO 86. En las demandas de estos recursos, se consigna-
rá claramente el hecho constitutivo de la UegaUdad, abuso o desvia-
ción, y en su caso los preceptos o normas legales infringidos, la fecha
y circunstancias del hecho yreferencia al expediente en que se hubie-
se comentado la UegaUdad o abuso si constase.

Asimismo, se consignará el nombre y cargos de la Autoridad o
funcionario a quien se atribuyan los hechos que den motivo d recurso.

ARTÍCULO 87. Se acompañará necesariamente con la demanda,
testimonio del escrito en que se hubiese formalizado la reclamación
recaída si se hubiese dictado. Si el recurrente marifestare no haber
podido obtener el testimonio expresado en el párrafo anterior, será
reclamado de oficio sin perjuicio de exigü las responsabüidades que
procedan al responsable de la infracción.

ARTÍCULO 88. ElTribunal examinará el recurso a los efectos de
su admisión que podrá ser denegada en los casos siguientes:

1 °- Cuando la demanda no se ajuste a lo prevenido en el art. 85
2.°- Cuando resulte el defecto de previa reclamación en la vía

gubernativa

3 o- Cuando el hecho alegado como motivo del recurso no cons-
tituya manifiestamente UegaUdad, abuso o desviación del poder.

4.a- Cuando contra el acto reformado se diese por las leyes
recurso de alzada o contencioso-admiristrativo o procediese acción
civil o penal ante losTribundes.

ARTÍCULO 89. La inadmisión de la demanda se decretara en
resolución fundada.

Sección 2. a

De la sustanciación y resolución del recurso



ARTÍCULO 94. Cuando en la contestación o en el acto de la

Vista se degase como de incompetencia la excepción prevenida en el
número 4.a, del art. 88, se resolverá en la sentencia como pronuncia-
miento previo y, si se diese lugar a eüa, no se hará pronunciamiento

CAPÍTULO rv
Del recurso de amparo

De la interposición del recurso
Sección 1.a

ARTÍCULO 95. El acto concreto a que se refiere el número uno

del art. 45 de la Ley deberá tener carácter de firme por haberse deses-
timado las acciones y los recursos interpuestos contra el mismo ante

las autoridades e instancias competentes, y ante el Tribund de
Urgencia en su da, sin perjuicio del incidente de suspensión.

ARTÍCULO 96. El plazo establecido en la dsposición transitoria 2. a

regirá en el caso a que la misma se refiere, siempre que no señde otro

dstinto la Ley regdadora de las reclamaciones contra el acto causante

ARTÍCULO 91. Si las partes estuvieren conformes en el recibi-
miento a prueba, propondrá cada una concretamente los hechos
sobre que haya de versar y los medios probatorios de que intenten

valerse; si no hubiese conformidad, el Tribunal acordará el recibi-
miento a prueba sólo en el caso de estrilarla pertinente y necesaria

para la comprobación de los hechos.

ARTÍCULO 92. El término de proposición de prueba será de

diez días comunes a las partes. El Tribund admitirá los que considere
pertinentes. El término de ejecución, no excederá de treinta das, así
mismo comunes a las partes, pudendo delegar para su ejecución en
cualesquiera autoridades u organismos del Estado.

ARTÍCULO 93. Practicadas las pruebas, se unirán a las actuacio-
nes, citándose a las partes para sentencia. Si dguna de eUas pídese

señalamiento de Vista, el Tribunal lo acortará dentro del quinto da.



1.°- Copia fehaciente de la resolución en que se suponga come-
tido el agravio.

2. a- La del escrito de interposición

3.°-Todos aquellos documentos en que la parte funde sus dere-
chos, y sus copias.

No serán admitidos posteriormente los que en el momento de
la presentación del recurso estuvieren a disposición de la parte.

Sección 2. a

De la tramitación del recurso

ARTÍCULO 99. El plazo a que se refiere la letra a) del número 2
del art. 49 de la Ley, será de diez días a contar desde las dos fechas
siguientes al depósito en correos del oportuno pliego con la copia del
escrito. De la contestación se dará vista por cinco días al recurrente,
poniéndola de manifiesto en la Secretaría correspondiente, con docu-
mentos que le acompañen, excepto los que a juicio de la Sección inte-
rese conservar secretos a los fines del sumario de que procedan, sobre
lo cud informará la autoridad inculpada, en comunicación aparte, diri-
gida d Tribunal.

ARTÍCULO 100. La prueba se practicará en el plazo de diez días
comunes a las partes. De todos los documentos que se presenten en
este período, se acompañará copia para entregarla a la parte contraria.

ARTÍCULO 101. El incidente de suspensión de la medida obje-
to del recurso se tramitará a petición del interesado en escrito funda-
do. La Sección reclamará de la autoridad inculpada los antecedentes
que estüne necesarios e informe de la misma sobre el extremo inci-

ARTICULO 97. Se entenderá por superior jerárqdco a los efectos
de la disposición transitoria 2.a de la Ley Orgámca delTribund, en rela-
ción con el número 2 del art. 45 de la misma, d que por motivos de
poder y subordinación en la jerarquía admriistrativa resdte con este
carácter, o d que en organizaciones de otro orden corresponda d cono-
cimiento de los recursos contra las decisiones de determinada autoridad.

ARTÍCULO 98. Al escrito interponiendo el recurso de amparo
deberán acompañarse necesariamente:



dentd, todo en el plazo de diez días, y resolverá lo que estime proce-
dente, tomando las meddas necesarias para que la persona del agra-
viado no se sustraiga a la acción de la Justicia.

y de los conflictos de atribución

CAPÍTULO IV
De las cuestiones de competencia legislativa

ARTÍCULO 102. Al escrito entablando la cuestión de compe-
tencia ledslativa del art. 57, y los de atribución de los arts. 63, 66, 67 y
68 de la Ley, se acompañará la oportuna copia.También deberán acom-
pañarla a los escritos de contestación los organismos y autoridades
interesadas.

Estas contestaciones quedarán de manifiesto en elTribund, por
el plazo que mede desde su recibo hasta la vista, a disposición de las
partes o de sus representantes debidamente autorizados.

ARTÍCULO 103. Los plazos para las comunicaciones del
Tribund con los organismos y autoridades interesadas en las cuestio-
nes a que se refiere el Títdo V de la Ley, se computarán con arreglo a

lo dispuesto en el art. 69 de este Reglamento.

ARTÍCULO 104. No será admisible, ni se entenderá promovido
el conflicto de atribución a que se refiere el art. 66 de la Ley, cuando

al escrito iniciándolo no se acompañen las resoluciones que acredten
haberse agotado el trámite previo.

Esta disposición será también aplicable en el caso del art. 68, en
relación con el escrito en que el superior jerárquico correspondente
afirme de manera irrecurcible su competencia.

CAPÍTULO V
De los recursos de responsabüidad criminal

ARTÍCULO 105. La segunda de las resoluciones a que se refiere
el art. 14 de 1.° de abrü de 1933, señdará el plazo dentro del máximo
de quince días para que el Congreso proceda a subsanar los defectos
a que se refiere la indicada disposición.

En el caso del art. 85, párrafo 4. a de la Constitución, en relación
con el dtimo del art. 14 de la Ley Procesd del Presidente de la



ARTICULO 107. La querella en los casos de acusación a que se
refieren los arts. 78, 79 y 80 de la Ley, deberá reunir los requisitos de
los arts. 277 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, excep-
to en lo que se refiere a la obligatoriedad de la intervención de
Abogado y Procurador, que sólo será exigióle a la parte agraviada.

CAPÍTULO VI
De las funciones no jurisdiccionales del Tribunal

ARTÍCULO 108. En el caso de que el Gobierno presentase a las
Cortes, o éstas tomaren en consideración dgún proyecto o proposi-
ción de Ley de los comprendidos en el art. 19 de la Constitución, sin
que previamente se hubiese declarado su necesidad por elTribunal de
Garantías Constitucionales, éste significará a la Presidencia del Con-
greso la necesidad de que suspenda su tramitación hasta cumplir el
referido precepto constitucional.

Para la validez del acuerdo del Tribunal deberán asistir a la
Sesión los dos tercios de sus miembros, y ser citado expresamente el
representante de la Región autónoma interesada.

Si no compareciera, se le citará nuevamente por segunda vez,
celebrándose la sesión aunque no asista.

ARTICULO 109. En los casos a que se refiere el art. 101 de la
Ley, el Tribunal podrá oír al organismo correspondiente de la Región
autónoma interesada para que, en el plazo prudencial que se señde,
alegare lo que estime conveniente sobre la cuestión planteada por el
Gobierno o las Cortes en la Memoria remitida a este Tribunal.

República, el Tribunal declarará disueltas las Cortes, y lo comunicará
así al Presidente de la República, a los efectos del art. 53 de la
Constitución y, asimismo al de la Cámara.

ARTÍCULO 106. El Vocd Instructor del sumario a que se refiere
el art. 21 de la Ley de 1.° de abril de 1933, tendrá las atribuciones que
la de Enjuiciamiento Criminal concede a los Jueces Instructores en los
Títulos IV a XI,inclusive, del libro 2°

El plazo para interponer los recursos contra sus acuerdos será
el de cinco días.



Derecho supletorio

ARTÍCULO 110. En todo lo no previsto en el Título de este

Redámente acerca de los derechos y obUgaciones de los Funcionarios
delTribund, serán de apUcación a éstos los preceptos del Redámente
de Empleados PúbUcos de 7 de septiembre de 1918.

ARTÍCULO 111. En lo previsto en el Títdo II del presente
Reglamento, se apücará la Ley de Enjuiciamiento CivU, con las dos
siguientes excepciones: a) Respecto de la tramitación pecdiar del
recurso de risconstitucionalidad y del de amparo, en que será subsi-
diaria la Ley y Redámente del recurso contencioso-admiristrativo, y
b) respecto de los procedimientos para exigü responsabüidad crimi-
nd, en que será de apUcación supletoria la Ley de Enjuiciamiento
Crimiral.

955





El hecho determinante de la moción que se formda es la pubU-
cación en la Gaceta de Madrid de 11 de abril dtimo, del Redámente
orgánico del Tribund de Garantías Constitucionales, aprobado por
Decreto del día 6 del mismo mes, cuyo capítdo IIIcontiene disposi-
ciones en las que se regda la interposición, admisión, sustonciación y
resolución del recurso de UegaUdad y exceso o desviación de poder,
el cual queda así atribuido a la jurisdicción delTribunal de Garantías.

La pubUcación de dicho Reglamento sudere a este Consejo dos
observaciones, que, por el interés e importancia que indudablemente
encierran, juzga que está en el deber de someterlas a la consideración
de VE.

Es la primera que, a pesar del texto claro y terminante del
número 8.° del art. 27 de la Ley Orgánica de este Cuerpo Consdtivo,
de 5 de abril de 1904, según el cud este Consejo será oído necesa-
riamente sobre los Redamemos Generales que se hayan de dictar
para la ejecución de las leyes, aunque por razón de urgencia se hayan
puesto en vigor con carácter provisiond, el Redámente en cuestión
ha sido aprobado sin someterlo previamente d trámite de audiencia
de este Consejo que, como esencial, señala el recordado precepto, que
parece inexcusable, dado el carácter de definitivo que ha de suponer-
se reviste, en contraposición d anterior, aprobado en 8 de diciembre
de 1933, que queda expresamente derogado.

Yse refiere la otra observación (que este Consejo habría poddo
formdar oportunamente si se hubiera sometido a su consdta el
Redámente ahora aprobado), d hecho de que dicho Redámente con-

En ejercicio de la facultad que confiere a este Cuerpo Supremo
Consultivo el art. 28 de su Ley Orgánica de 5 de abril de 1904, el
Consejo de Estado eleva a la consideración y acuerdo de V E. la
siguiente MOCIÓN, que fornida con ocasión y motivo de la consdta
emitida en el expedente número 20338, enviado por el Ministerio de
Agricultura, relativo d recurso de risconstitucionaUdad preparado por
don Jacobo Stuart y Fdcó, que en el extinguido régimen ostentó el
títdo de Duque de Alba, contra la disposición final de la Ley de 14 de
junio de 1933, las Bases 5. a (apartado 13) y 8. a (apartado A) de la 15
de septiembre de 1932 y contra la disposición del Düector General de
Reforma Agraria, en ejecución de acuerdo del Instituto de 27 de jdio
de 1933.



El art. 121 de la Constitución misma establece, con jurisdicción
en todo el territorio de la República, un Tribunal de Garantías
Constitucionales, que tendrá competencia para conocer de: a) El
recurso de inconstitucionalidad de las leyes, b) El recurso de amparo
de garantías individuales, cuando hubiere sido ineficaz la reclamación
ante otras autoridades, c) Los conflictos de competencia legislativa y
cuantos otros surjan entre el Estado y las Regiones autónomas ylos de
éstas entre sí. d) El examen y aprobación de los poderes de los com-
promisarios que juntamente con las Cortes eligen al Presidente de la
RepúbUca. e) La responsabilidad criminal del Jefe de Estado, del
Presidente del Consejo y de los Ministros./) La responsabilidad crimi-
nal del Presidente y los Magistrados delTribund Supremo y del Fiscal
de la República.

Y dice el art. 124 que una Ley Orgánica especial, votada por las
Cortes que fueron constituyentes, establecerá las inmunidades y pre-
rrogativas de los miembros delTribunal y la extensión y efectos de los
recursos a que se refiere el art. 121.

Constitución

Esta Ley Especial Orgánica, se ha votado ya: es la de 14 de junio
de 1933, y en ella no se contiene naturalmente precepto alguno que
guarde relación con el recurso establecido en el art. 101 de la

Ala vista de esos preceptos transcritos, aparece claro

Primero: que sólo mediante una Ley pueden y deben regdarse
los recursos a que se contrae el art. 101 de la Constitución, señalando

tiene un capítdo III,con disposiciones reguladoras de la interposición,
admisión y sustanciación yresolución del recurso de UegaUdad y exce-
so o desviación de poder, el cual, como se acaba de decir, queda así atri-
buido a la jurisdicción delTribunal de Garantías Constituciondes.

Porque esa atribución parece evidentemente contraria, no sólo
a las leyes, sino a la Constitución misma, y puede, por tanto, ponerse
fundadamente en duda su validez y eficacia, el Consejo llama con todo
respeto la atención de VE. acerca de tal punto.

El art. 101 de la Constitución preceptúa que "la ley establecerá
recursos contra la ilegalidad de los actos o disposiciones emanadas
de la Administración en el ejercicio de su potestad reglamentaria,
y contra los actos discrecionales de la misma constitutivos de exce-
so o desviación de poder".



Segundo: que entre las funciones que Umitotivamente asigna d
Tribund de Garantías el art. 121 de la Constitución, no figura la relati-
va d conocimiento de los recursos de que se trata, ni expÜcita ni

Tercero: que lógicamente no poda ni debía figurar, porque las
funciones del Tribund expresado guardan relación con las Garantías
Constituciondes, pero no con la UegaUdad de los actos o disposicio-
nes emanados de la Administración, que es función por su significado

y dcance jurídicos, esencialmente distinta del cometido propio del
Tribunal de Garantías; y

te diversos)

Cuarto: que, en su consecuencia, el Reglamento Orgánico del
Tribunal de Garantías Constitucionales no puede regir válidamente
en cuanto a su capítulo III,destinado a regular el recurso de ilega-
lidad y exceso o desviación de poder 0>ajo cuya rúbrica se com-
prenden en realidad, como uno sólo, recursos que tanto en su moti-
vación como en su alcance y consecuencias son fundamentalmen-

Este Consejo de Estado, velando, según le incumbe, a tenor de
la amplia función que le encomienda el art. 28 de su Ley Orgádca, por
la pureza y observancia de las leyes y por el buen orden de la
Administración, a la par que por el respeto debido a los preceptos que
determinan su competencia y atribuciones, estima que cumple una
obUgación elementol, poniendo en conocimiento de VE. estos obser-
vaciones, por si juzga oportuno y acertado, en evitación de que se ori-

gine contienda sobre la vaüdez y eficacia del dudido capítdo III del
Redámente del Tribund de Garantías, someter dicho Redámente d
trámite prevenido en el número 8.° del art. 27 de la Ley Orgánica de
este Consejo, dejándolo, entretanto, en suspenso, d menos en cuanto
al indicado capítulo III,y resolver después y en definitiva lo más pro-
cedente acerca de la subsistencia o supresión de los preceptos conte-

nidos en el capítulo expresado.

Madrid, 17 de mayo de 1935

El Secretario GeneralEl Presidente

Excmo. Señor Presidente del Consejo de Ministros

su extensión y efectos y el organismo o Tribund a cuya jurisdcción
hayan de atribrirse.

ünpücitamente



Que no habiéndose dictado la Ley a que se refiere dicho art. 101,
debe dejarse en suspenso el aludido capítulo 3.° del Redamento del
Tribunal de Garantías, hasta tanto que, dictada aqueUa, se determine el

PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS

Negociado de lo Contencioso

Año de 1935

Expediente

Con motivo de moción elevada por el Consejo de Estado en
solicitud de que se decrete la suspensión del capítulo 3.° del Regla-
mento delTribunal de Garantías y de que se someta dicho Reglamento
a dictamen de él.

Excmo. Señor:

El Consejo de Estado, con fecha 17 de mayo del corriente año
eleva la consideración y acuerdo de V E., en ejercicio de la facultad
que le confiere el art. 28 de su Ley Orgánica de 5 de abril de 1904, una
moción en la que se expone lo siguiente:

Que en la Gaceta de Madrid de 11 de abrü último aparece el
Reglamento Orgánico delTribunal de Garantías Constituciondes apro-
bado por Decreto del 6 del mismo mes.

Que el capítdo 3 o de dicho Reglamento contiene disposiciones
en las que se regda la interposición, admisión, sustanciación yresolu-
ción del recurso de UegaUdad por exceso o desviación de poder.

Que según lo establecedo en el art. 101 de la Constitución "la
Ley establecerá recursos contra la ilegalidad de los actos o disposi-
ciones emanadas de la Administración en el ejercicio de su potes-
tad reglamentaria, y contra los actos discrecionales de la misma
constitutivos de exceso o desviación de poder".

Que el art. 121 de la Constitución, al establecer las atribuciones
del Tribunal de Garantías, no señala la competencia del mismo para
conocer del recurso a que se refiere el art. 101 citado.



Que, por otra parte, no habiéndose tenido en cuenta lo estable-
cido en el número octavo del art. 27 de la Ley Orgánica de 5 de abril
de 1904, según el cual el Consejo de Estado será oído necesariamente

sobre los Reglamentos Generales que hayan de dictarse para la ejecu-
ción de las leyes, se debe, si V E. lo juzga oportuno y acertado, dar cum-
plimiento d mencionado trámite.

Madrid, 24 de mayo de 1935

El Oficial de Negociado

NOTA:

RESULTANDO que, remitido por el Tribunal de Garantías un
proyecto de Reglamento Orgánico del mismo que había de sustituü al
dictado con carácter provisiond en 8 de diciembre de 1933, se elevó
por este Negociado a VE., en 11 de octubre de 1934, por si se digna-
ba acordar su pase a la aprobación del Consejo de señores Ministros.

RESULTANDO que, habiéndose conformado la Sección con la
anterior propuesta, fue entregado a VE., que decretó el pase a Consejo
de Ministros.

RESULTANDO que dicho Consejo, en 6 de abrü de 1936, acor-
dó mostrarse conforme con la propuesta a la que se habían introdu-
cido determinadas moeüficaciones, entre eUas la referente a la regda-
ción del recurso de UegaUdad por exceso o desviación de poder.

RESULTANDO que con la citada fecha de 6 de abril se dictó un
Decreto, que apareció en la Gaceta del día 11 siguiente, aprobando el
Redámente delTribund de Garantías que en eUa se insertaba.

VISTOS la moción formulada por el Consejo de Estado, la
Constitución de la RepúbUca y la Ley Orgánica de dicho dto Cuerpo,
de 5 de abril de 1904:

CONSIDERANDO que el precepto establecido en el art. 101 de
la Constitución, d decü que la ley establecerá recursos contra la üe-

Tribund a cuya jurisdcción haya de atribrirse el recurso que dicho
capítulo redamento.



CONSIDERANDO, que una vez dictado y publicado en la
Gaceta no parece oportuno recabar el informe del Consejo de Estado,
pues para ello sería preciso dejar totalmente en suspenso el Regla-
mento lo que seguramente ocasionaría una grave perturbación al
Tribunal de Garantías.

CONSIDERANDO que, habiéndose aprobado el referido Redá-
mente por el Consejo de señores Ministros, es a él, en definitiva, a quien
corresponde decidir sobre cuanto en este expediente se informa.

Este Negociado entiende procede elevar este expediente al
acuerdo y resolución del Consejo de señores Ministros, con la pro-
puesta de que se deje en suspenso lo establecido en el capítulo 3.° del
Redamento delTribunal de Garantías Constitucionales aprobado por
Decreto de 6 de abril de 1935, hasta tanto que en la Ley que se dicte
en cumplimiento del art. 101 de la Constitución se establezca la exten-
sión y efectos del recurso por exceso o desviación de poder y el
Organismo oTribunal a cuya jurisdicción haya de atribuirse.

V E., no obstante, resolverá

Madrid, 25 de mayo de 1935

El Jefe de Negociado

Vista la moción formdada en 17 de mayo último por el Consejo
de Estado, de acuerdo con el Consejo de Ministros ya propuesta de su
Presidente.

Vengo de decretar lo que sigue

Artícdo único. Se declaran ndos y sin valor ni efecto los pre-
ceptos contenidos en el capítdo 3 o, título 2.°, del Reglamento del

galidad de los actos o disposiciones emanadas de la Administración en
el ejercicio de su potestad reglamentaria, y contra los actos discrecio-
nales de la misma constitutivos de exceso o desviación de poder", no
debe cumplimentarse más que por disposición de rango legislativo, y
que al no haber sido dictada no puede reglamentarse un recurso que
en buena doctrina legal no existe.



Excmo. Señor:

En el Juzgado número 2 de San Sebastián se siguieron düigen-
cias sumarides a virtud de denuncia del señor Gobernador CivU de
aqueUa provincia, por estimarse constitutivo de deüto contra la forma
de Gobierno en el discurso pronunciado en 30 de jdio dtimo, en
aqueUa capitd, por don Víctor Pradera Larumbe. Recibidas dichas dUi-

Tribund de Garantías Constituciondes, aprobado en 6 de abrü próxi-
mo pasado, hasta tanto se determine legalmente el organismo o tribu-
nd a cuya jurisdcción hayan de atribuüse los recursos contra la Üe-

gdidad de los actos o dsposiciones emanadas de la Administración,

constitutivos de exceso o desviación de poder.

Dado en Madrid a siete de junio de irilnovecientos treinta y
cinco

Niceto Alcdá-Zamora yTorces

El Presidente del Consejo de Ministros

Alejandro Lerroux García

7 de octubre de 1935

Incoación de una causa contra don Víctor Pradera por el
Juzgado de San Sebastián, con motivo de un discurso pronunciado por
dicho señor contra la forma de Gobierno.

Nos da cuenta elTribund de Garantías Constituciondes, por si
queremos ejercitar la acción pend.

Había dado también conocimiento a las Cortes, y éstas, han
mandado archivarlo.

¿Se manda a Justicia, o se archiva desde luego?



Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros

Hay un membrete que dice: Tribunal de Garantías Constitu-
cionales.- Hay un sello en tinta roja que dice: Presidencia del
Consejo de Ministros - 23 Septiembre.- Entrada.- Excmo. Señor: En
el Juzgado número 2 de San Sebastián, se siguieron diligencias
sumariales a virtud de denuncia del señor Gobernador Civil de
aquella provincia, por estimarse constitutivo de delito contra la
forma de Gobierno el discurso prununciado en 30 de julioúltimo,
en aquella capital, por don Víctor Pradera Larumbe. Recibidas
dichas diligencias, este Tribunal, en sesión plenaria, ha declarado su
competencia para conocer de las mismas, acordando, al mismo
tiempo, que se ponga en conocimiento de V. E. por si el Gobierno
estimase pertinente el ejercicio de la acción penal, conforme a lo
dispuesto en el art. 79 de la Ley Orgánica de esta jurisdicción.-
Ruego a V E. se sirva acusar recibo.- Madrid, 23 de septiembre de
1935.- El Presidente.- Firma ilegible.- Hay un sello en tinta violeta
que dice: Tribunal de Garantías Constitucionales.- Hay un sello en
tinta violeta que dice: Tribunal de Garantías Constitucionales- 23
septiembre de 1935- Registro General -Salida-

Excmo. Señor Presidente del Consejo de Ministros

gencias, este Tribunal, en sesión plenaria, ha declarado su competen-
cia para conocer de las mismas, acordando, al mismo tiempo, que se
ponga en conocimiento de VE. por si el Gobierno estimase pertinen-
te el ejercicio de la acción penal, conforme a lo dispuesto en el art. 79
de la Ley Orgánica de esta jurisdicción.

Ruego a V E. se sirva acusar recibo

Madrid, 23 de septiembre de 1935

El Presidente,



Excmo. Señor:

En el Juzgado de Instrucción número 5 de Barcelona, se siguie-
ron, a virtud de quereUa del Ministerio Fiscd, düigencias sumariales
por delito de injurias d Gobierno y a los Ministros de la RepúbUca,
contenidas en el artícdo titulado "Maquiavelo idiota",pubücado en el
periódico Justica Social, de aqueUa ciudad, del que se declaró autor

donjuán Comorera Soler, en aqueUa fecha Consejero de la Generalitat
de Catduña. Este Tribunal, en sesión plenaria de 4 del actud, ha decla-
rado su competencia para conocer de dicho sumario, acordándose, al
mismo tiempo, que se ponga en conocimiento de V E. por si el
Gobierno estimase pertinente el ejercicio de la acción penal, confor-
me a lo dispuesto en el art. 80 de la Ley Orgánica de esta jurisdicción.

Ruego a VE. se sirva acusar recibo

Madrid, 9 de octubre de 1935

De Orden comunicada por el Excmo. Señor Presidente del
Consejo de Ministros, y para la decisión que crea conveniente adop-
tar o por si estrilase más procedente dar cuenta de la misma d
Consejo de Ministros, adjunto tengo el honor de remitir a V E. una
comunicación delTribunal de Garantías Constituciondes, de fecha 23
de septiembre último, en la que se participa d Gobierno, a tenor de
lo dispuesto en el art. 79 de la Ley Orgánica delTribunal de Garantías,
la facultad de ejercer la acción penal contra el vocal de dicho
Tribunal don Víctor Pradera Larambe, en causa iniciada en el Juzgado
número 2 de San Sebastián,

Madrid, 2 de octubre de 1935

El Subsecretario

Excmo. Señor Ministro de Trabajo, Justicia y Sanidad



mayo de 1936

10. Sr. Presidente del Consejo de Ministros

ira

ibunal de Garantías Constitucionales solicita que se dicte
que puedan kgdmente ser tramitados y resueltos los

inconstitucionalidad contra las leyes dictadas por el
e Cataluña, ya que actualmente, por no existir órgano

vo de dicho Parlamento, no puede cumpUrse lo dispuesto
de la Ley Orgánica delTribunal,y, por tanto, está detenida
in de estos recursos.
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ARTÍCULO 2. El Tribund en pleno se entenderá válidamente
constituido para tomar acuerdos con la presencia de todos sus miem-

bros, sdvo caso de imposibUidad física o incompatibüielad legd, cuan-
do haya de entender en la responsabüidad de que trata el número 3."
del art. 22 de su Ley constitutiva; con la de sus dos terceras partes en
los casos de los números 1,2,4, 5,6,7,8 y 9 del mismo y con la asis-

tencia de la mayoría de los restantes.

La ausencia de los que no concurran deberá ser justificada y
anunciada con la anticipación necesaria d Presidente y d Vocal
suplente que corresponda, quien deberá asimismo justificar su ausen-
cia por iguales motivos legales que los Propietarios.

ARTÍCULO 3. Las Secciones se constituirán en la forma pres-
crita en el art. 24 de la Ley. Cuando alguno de los Vocales no pueda
ser sustituido por su correspondiente Suplente se integrará la
Sección afectada por el Vocal propietario a quien corresponda,
según el turno que, bajo la inspección del Pleno, se llevará en la
Secretaría General. Deberán guardarse en la formación de aquél las
reglas que permitan sustituirse entre sí a los Vocales de idéntica pro-
cedencia.

ARTÍCULO 4. Si hubiera de constituüse la tercera Sección a
que se refiere el art. 24 de la Ley, formarán parte de la misma un
Vocal nato, otro catedrático y tres regionales. Cuando d constituirse
esta Sala los Vocales natos manifiesten que no pueden actuar de un
modo permanente, serán sustituidos por Vocales catedráticos. Será
Presidente de esta Sección el Vocal de más edad que tenga la condi-
ción de Letrado.

Los demás Vocdes quedarán adscritos a cada Sección con la
debida proporcionaüdad y entre todos se turnarán los asuntos de las
mismas. Los Vocales catedráticos y los regiondes turnarán entre sí

Constitución yfuncionamiento del Tribunal

ARTÍCULO 1. ElTribund de Garantías Constituciondes, creado
por Ley de 14 de junio de 1933, constará ordinariamente de dos Sec-
ciones, que se ocuparán indistintamente de los asuntos de justicia y de
amparo que les atribuye la referida ley.

sidente
Cada una de estas Secciones será presidida por un Vicepre-



ARTÍCULO 10. En cada asunto que se sustancia ante las Sec-
ciones delTribunal de Garantías Constitucionales, habrá un Vocal po-

para la constitución de las Secciones, según el turno de asistencia que
se llevará por la Secretaría General.

ARTÍCULO 5. El Presidente del Tribunal de Garantías, los dos
Vicepresidentes y el Secretario General constituirán la Junta de
Gobierno Interior.

ARTÍCULO 6. El Pleno se reunirá por convocatoria del
Presidente del Tribunal por propia iniciativa o a requerimiento escri-
to de la tercera parte de los Vocales, que deberán expresar en su peti-
ción la materia objeto de la reunión.

ARTICULO 7. Para las reuniones del Pleno y de las Secciones
serán citados por orden del respectivo Presidente todos los Vocales
con antelación bastante para que puedan concurrir.

No podrán estar presentes en las discusiones y votaciones los
que tuvieren interés personal en el asunto de que se trate.

ARTÍCULO 8. Las tres Secciones turnarán con igualdad en el ser-
vicio de vacaciones, que comprenderá desde el 10 de julio al 10 de
septiembre y durante las cuales sólo se despacharán los asuntos que
tengan carácter de urgencia. Se reputarán urgentes:

'- Los recursos de amparo

2.°- La sustanciación de todos los asuntos de que conozca el
Tribunal hasta que se encuentran en estado de vista.

3.°- Los procesos de la Sala de Justicia declarados de urgencia al
iniciarse el período de vacaciones.

ARTÍCULO 9. Los suplentes sustituirán a los propietarios en las
Secciones en la misma forma que en los Plenos. La Presidencia de la
Sección corresponderá, por falta del titular, alVocal propietario de más
edad, completándose elTribunal con el suplente que corresponda, sin
perjuicio de lo dispuesto en el último párrafo del art. 24 de la Ley.

Si se ünposibüitare un ponente, se turnará el asunto a otro
Vocal, pudiendo recaer la ponencia en el propio suplente de aquél.



El ponente someterá a la deüberación del tribund los puntos de
hecho, los fundamentos de derecho y la decisión que deba comprender
la sentencia y, previa la discusión necesaria, se votará sucesivamente.

Votará primero el ponente y después de él todos los Vocdes por
orden diabético de apeUidos. El que presida votará el último.

Turnarán en este cargo todos los vocdes de la Sección a excep-
ción del que la presida.

ARTÍCULO 11.Todas las demandas y reclamaciones que se for-
mulen ante el Tribund de Garantías Constituciondes se presentarán
en la Secretaría General, donde serán registradas y numeradas.

El Secretario General, dentro del primer día hábU siguiente a la
presentación de cualquier escrito, dará cuenta del mismo al
Presidente del Tribund, a fin de que éste acuerde el reparto a la
Sección que corresponda.

El Presidente del Tribund turnará todas las demandas y recla-
maciones entre las eUferentes Secciones, observando para eUo lo dis-
puesto en el apartado b) del art. 20 de la Ley Orgánica delTribunal y
procurando que la dstribución sea eqdtativa.

ARTÍCULO 12. La vista de los asuntos de que conozca el
Tribund de Garantías Constituciondes, constituido en pleno en los
dos primeros casos del art. 22 o en Secciones se hará en audiencia
púbUca.

Se observará para eUo lo dispuesto en la Ley de 14 de junio de
1933 y, con carácter supletorio, en los arts. 649 y 666 de la Ley Orgá-

En los demás casos del art. 22 elTribund abordará lo que esti-
me procedente respecto a la pubücidad de los debates.

ARTÍCULO 13-Antes de la vista de cada asunto, d Secretario a
quien corresponda formará note suficientemente explicativa del
mismo, que entregará a cada uno de los Vocdes.

Concluida la vista de cada asunto, cualqdera de los Vocales
podrá pedr los autos o expedientes para examinarlos.

ARTÍCULO 14. La discusión y votación de las sentencias se veri-
ficará siempre a puerta cerrada.



ARTICULO 15. La sentencia se dictará por mayoría absoluta de
votos, excepto en los casos en que la ley exigiere mayor número.

Cuando después de fallar un asunto se imposibilitare algún
vocal de los que votaren y no pudiere firmar, el que hubiere presidido
lo hará por él, expresando el nombre de aquel por quien firma y des-
pués las palabras:"votó en Sección y no pudo firmar".

ARTÍCULO 16. Cuando después de la vista y antes de la vota-
ción dgún Vocal se imposibüitare y no pudiere asistir a la votación,
dará su voto fundado y firmado y lo remitirá directamente al
Presidente de la Sección o al delTribunal en su caso.

El voto así emitido se unirá a los demás y se conservará, rubri-
cado por el que presida, con el libro de sentencias.

Cuando el impedido no pudiere votar ni aun de este modo, se
votará el asunto por los no impedidos que hubieren asistido a la vista,
y si hubiere los necesarios para formar mayoría se dictará sentencia.

Cuando por cualquier causa le corresponda cesar a alguno de
los Vocales votará los asuntos a cuya vista hubiere asistido y que aún
no se hubiesen fallado.

Empezada la votación de una sentencia no podrá interrumpirse
sino por algún impedimento insuperable.

ARTICULO 17.Todo el que tome parte en la votación de la sen-
tencia firmará lo acordado, aunque hubiere disentido de la mayoría,
pero podrá en este caso sdvar su voto extendiéndolo, fundándolo e
insertándolo con su firma al pie, dentro de las veinticuatro horas
siguientes en el Ubro de votos particulares.

ARTÍCULO 18. Las sentencias se firmarán por todos los Vocales
no impedidos, dentro de las veinticuatro horas siguientes a aqueUa en
que se hayan acordado.

Las Secciones o el Tribunal en Pleno no podrán variar las sen-
tencias que se pronuncien después de firmadas, pero sí aclarar algún
concepto oscuro o suplir cualquier omisión que contengan dentro de
los tres días hábües siguientes a la notificación.

Estas aclaraciones podrán hacerse de oficio o a instancia de



ARTÍCULO 20. El Presidente del Tribund hará el señdamiento
de las vistas en discorda.

Los Vocdes discordantes consignarán con toda claridad, en la
providencia que hubiere causado la discordia, los puntos en que con-

vinieren y aqueUos en que dsintieren. Se limitarán a decidü con los
dirimentes aqueUos en que no hubiese habido conformidad.

Cuando en la votación de una sentencia por la Sda de discordia
no se reuniere tampoco mayoría absoluta de votos sobre los puntos
discordantes, se procederá a un nuevo escrutinio, poniéndose sola-
mente a votación los dos pareceres que hayan obtenido mayor núme-
ro de votos en la precedente.

ARTÍCULO 21. Las discordias que se susciten ante el Pleno
serán objeto de una segunda discusión en la misma forma dispuesta
para las Secciones y si ésta subsistiese se aplicará lo dispuesto en el
art. 24, número 5.

ARTÍCULO 22. Las sentencias y en general todas las decisiones
del Tribunal en Pleno o en Secciones se votarán nomriaünente. Se
exceptúan tan sólo las referentes a elección de cargos, que se harán
por papeletas. Si se suscitasen dudas sobre la forma de una votación,
las resolverá en el acto el Tribund.

Los Secretarios Uevarán en cada votación lista exacta de los
votantes y, hecho el escrutinio por la Mesa, pubUcarán su resultado.

ARTÍCULO 23. La Ley de Enjuiciamiento Civü se apUcará subsi-
diariamente en todo lo no previsto en este Redámente.

ARTÍCULO 19. Cuando en la votación de una sentencia, auto o

providencia no resdte mayoría de votos sobre cudqdera de los pro-
nunciamientos de hecho o de derecho que deban hacerse o sobre la
decisión que haya de dictarse, volverán a discutüse y a votarse los
puntos en que hayan dsentido los votantes.

Cuando tampoco resdtare mayoría del segundo escrutinio se dic-
tará providencia declarando la dscordia y manelando celebrar nueva
viste con asistencia del Presidente delTribund o con la del Presidente
de la Sección, en el caso de que ésta hubiera sido presidida por el
Presidente delTribund, sdvo en los procedmientos de responsabüidad
criminal, que se regirán por lo dspuesto en la Ley de Enjdciamiento
Crimind, con arredo d art. 100 de la Ley Orgánica delTribund.



ARTÍCULO 26. Corresponderá a los Presidentes de las
Secciones

1." Señalar los días y horas en que hayan de verse los asuntos
que correspondan a su Sección.

2.a Adoptar las medidas que crean necesarias o convenientes
para el mejor funcionamiento de la Sección que presiden, dando
conocimiento al Presidente delTribunal.

Del Presidente, de los Presidentes de las Secciones,
de la Junta de Gobierno Interior y de los Vocales

ARTICULO 24. Corresponderá al Presidente del Tribunal de
Garantías Constitucionales:

'- Llevar la representación delTribunal en los actos oficiales

'- Reunir y presidir el Tribunal Pleno y la Junta de Gobierno
interior.

'- Presidir cualquier Sección cuando lo estime conveniente

4.°- Designar en caso de urgencia a los Vocales que han de com-
pletar el número de los que sean necesarios para el funcionamiento
del cualquier Sección.

5.°- Decidir con voto de calidad los empates que se susciten en
las votaciones de la Junta de Gobierno Interior y de las vistas en dis-
cordia

6.°- Ejercitar todas las funciones que no estén atribuidas al
Tribunal Pleno, a las secciones o a la Junta de Gobierno Interior.

7.°- Conceder permisos a los Vocales delTribunal y permisos y
licencias al personal del mismo.

ARTÍCULO 25. El Presidente abrirá y cerrara las Secciones, man-
tendrá el orden en las mismas y dirigirá los debates con imparcididad,
concederá la palabra según el orden en que se haya pedido, llamando
la atención d que notoriamente se separe de ella y al orden al orador
que se exceda.



3.°- Ylas atribuciones en orden a los debates, a que se hace refe-
rencia en el artículo anterior.

ARTÍCULO 27. Corresponderá a la Junta de Gobierno Interior:

1.° Organizar y distribuü los servicios subalternos delTribunal

2.° Formar el proyecte de Presupuestos del mismo que, una vez
aprobado por el Pleno, remitirá con la oportuna Memoria a las Cortes,

por mediación del Ministro de Hacienda.

Pleno

3."Administrar el indicado Presupuesto, celebrar los contratos
que exijan los düerentes servicios, haciendo efectivos los ingresos y
presentando para su aprobación cuenta trimestral justificada ante el

4. a- Conceder las Ucencias a los Vocales delTribund

ARTÍCULO 28. El cargo de Vocal será incompatible con cud-
quier otro destino o cargo oficid o particdar cuando su desempeño
implique la adquisición de grado en una determinada jerarquía admi-
nistrativa o adscripción permanente a cudquier servicio privado o
público retribuido, o funciones consultivas de compañías y empresas

concesionarias de servicios públicos y cualesqdera otras que por
índole o extensión de sus operaciones deban ser comprendidas en el

Lo dispuesto en este artícdo se entiende sin perjuicio de la
compatibUidad de funciones entre el cargo de catedrático universita-
rio y el de Vocal, establecida en el número 4 del art. 13 de la Ley de
Garantías.

ARTÍCULO 29. La fórmda de la promesa que han de prestar
tanto el Presidente como los Vocales delTribund será:

"Guardar y hacer guardar la Constitución de la República.
Administrar recta, cumplida e imparcialmente la justicia. Cumplir
todas las leyes y disposiciones que se refieran al ejercicio de su

ARTÍCULO 30. Los Vocales suplentes no podrán actuar ante el
Tribund de Garantías en calidad de apoderados o defensores ni tam-

poco intervenir en todos aqueUos asuntos que ante cudquier juris-
dicción se planteen y que por su naturaleza puedan corresponder en



a) En los casos de defunción

b) En los casos de incapacidad del art. 15 de la Ley.

su resolución, de conformidad a la Ley Orgánica, al Pleno o a las
Secciones.

Los Vocales suplentes que ejerzan la abogacía no formarán
parte del Pleno cuando éste actúe en el caso previsto en el número 7.°
del art. 22 de la Ley.

ARTÍCULO 31- El Presidente delTribunal comunicará al Jefe del
Gobierno, con la necesaria antelación, la relación de los Vocdes que
deban ser sustituidos en elección ordinaria.

Las elecciones para proveer los cargos de los que deban vacar
se celebrarán en la dtima decena del mes de agosto.

El Tribunal señalará con la necesaria antelación el día en que
deba verificarse el escrutinio, en sesión pública, para que los interesa-
dos o quienes legalmente les representen puedan concurrir y defen-
der o contradecir las impugnaciones que formulen o previamente
hayan formulado por escrito.

gidos

Antes del día 5 de octubre siguiente el Tribunal resolverá sin
ulterior recurso todas las reclamaciones formuladas y comunicará a la
Presidencia del Consejo de Ministros los nombres de los Vocales ele-

El día 25 del mismo mes de octubre y en sesión pública se pose-
sionarán del cargo los Vocales nombrados y se tendrán por cesados a
aquellos a quienes corresponda con arreglo a la Ley.

Se comunicará, asimismo, al Jefe de Gobierno la necesidad de
proveer de representación a la región, universidad o colegio de abo-
gados que hayan quedado sin Vocal titular ni suplente para la convo-
catoria de la elección correspondiente.

Los que no se presentarán a posesionarse se entenderá que
renuncian a su cargo, a no justificar documentalmente, a juicio de la
Junta de Gobierno Interior, su imposibilidad para verificarlo. A los que
justificaren esta imposibUidad les concederá dicha Junta la prórroga
que estime bastante.

ARTÍCULO 32. Se entenderá que la vacante es definitiva



c) En los de aceptación de cargo de representación popdar

sdvo el caso del art. 6. a de la Ley Orgánica.

d) Cuando se acepte cudquier otro cargo que de conformidad
d art 9.° de este Redámente sea incompatible con el del Vocd.

e) En los de renuncia aceptada por elTribunal

ARTÍCULO 33. Los Vocdes suplentes percibirán por cada da que,

siendo necesaria su presencia, asistan d Tribund, la cantidad de 100
pesetas, en concepto de detas, más los viáticos correspondientes.

Cuando actúen por vacante definitiva del propietario percibi-

rán el sueldo que éste tenga asignado.

ARTÍCULO 34. Los nombramientos de Presidente, Vicepre-

sidente, Vocales y Vocdes suplentes se formdizarán por decreto del
Presidente de la República, refrendado por el Presidente del Consejo

de Ministros.

De las partes, de sus defensores yrepresentantes

caciones

ARTÍCULO 35. Las partes podrán actuar ante elTribunal por
sí mismas, conferir su representación a un Procurador o valerse
tan sólo de Letrados, habilitados para ejercer su profesión en cual-
quier punto del territorio nacional, con poder al efecto. En todo
caso habrán de señalar un domicilio en Madrid para oír las notifi-

ARTÍCULO 36. El nombramiento de defensor de la constitucio-
naUdad deberá acompañarse necesariamente con el escrito a que se
refiera el art. 35 de la Ley, y si entonces no se presentare, se entregará

ocho días antes del señalado para la vista en la Secretaría General del
Tribunal.

Con la misma anticipación y con certificación bastante del
acuerdo deberá comunicarse a la Secretaría General la designación

circunstancial de los Comisarios a que se refieren los arts. 49, 57,66,
y 67 de la Ley.

ARTÍCULO 37. La recusación de cudesquiera de los miembros
delTribunal por la causa a que se refiere el párrafo 2.a del art. 1. a del



1.°- Dar cuenta al Presidente, al Tribunal Pleno o a la Junta de
Gobierno Interior de los asuntos que respectivamente les competan.

2.°-AuxiliaralTribunal, redactando los extractos y demás traba-
jos informativos que tiendan a facilitar la labor de aquél y sirvan de
resultado o antecedentes de hecho a las resoluciones fundadas.

3.a- Asistir con voz a las sesiones que el Tribunal Pleno o las
Juntas de Gobierno Interior celebran y redactar las actas de las mis-
mas, consignando los nombres de los Vocales presentes y las excusas
alegadas por los que falten.

4.a- Dar fe de todos los actos en que intervenga

5.°- Ordenar el procedimiento, dictando providencias de mero
trámite

6.a- Extender fielmente y autorizar con su firma las resoluciones
delTribunal Pleno y de la Junta de Gobierno Interior.

Reglamento, habrá de alegarse por el recurrente por medio de otrosí
en el escrito de interposición de recurso o antes de la citación para la
vista si la causa fuera posterior.

TITULO IV
De los auxiliares del Tribunal

ARTÍCULO 38. Constituyen el personal del Tribunal de
Garantías:

1.°- El Secretario General

'- Los Secretorios de Sección

'- Los Oficiales Letrados

4. a- Los Oficiales Administrativos

5.°- Los Taquígrafos-mecanógrafos

6.°- Los Subalternos

ARTÍCULO 39. Corresponde al Secretario General



c) De votos particdares del Pleno

d) De Registro General de recursos

e) De ponencias

f) De correcciones disciplinarias

g) De Ucencias y vacaciones

h) De turnos de composición de Secciones

ARTÍCULO 40. Los Secretarios redactarán y firmarán las actas de
las sesiones en que intervengan, señdando en forma clara y sucinta

1.a- Instrrir y conservar los expedientes persondes de los fun-
cionarios delTribund, cridando de que en los mismos consten todos
los datos referentes a sus nombramientos, tomas de posesión, exce-
dencias, recompensas, méritos y correcciones

Presidencia

8.°- Distribuir entre las Secciones los asuntos que les corres-
pondan conforme a las redas establecidas para el reparto por la

9.°- Expedü copias y certificaciones que deban remitirse a las
autoridades, corporaciones o periódicos oficiales.

10.°-- Dirigüse,para cumplimentar resoluciones delTribund o dc-
tadas por su propia competencia, a las partes y a todas las autoridades y
corporaciones, excepto a los Ministros y a los Presidentes de las Cortes,
del Consejo de Estado, delTribund Supremo y delTribund de Cuentos.

11.°- Ordenar la pubUcación en la Gaceta de Madrid de cuan-
tos anuncios, resoluciones o acuerdos sean pertinentes.

12.°- Distribuir el servicio interior como Jefe inmediato de todo
el personal auxüiar y subalterno.

13.°- Estar d frente de la biblioteca y archivo, sdvo que se desig-
nen funcionarios técnicos especides.

14.°- Llevar los libros sigdentes

a) De actas del Tribunal Pleno

b) De actas de la Junta de Gobierno



ARTÍCULO 47. Para ser nombrados Secretarios del Tribunal de
Garantías se requerirá:

1.°- Ser español, y de más de veinticinco años de edad

2.a- Ser licenciado en Derecho

cuanto se trate y resuelva, sometiendo la de cada sesión a la aproba-
ción de la que primeramente se celebre.

Habrán de constar literalmente las marifestaciones que a cada
vocal interese que queden en el acta de esta manera y transcribirán,
asimismo, fiel e íntegramente los documentos que para estos efectos
se lean en las sesiones.

ARTÍCULO 41. Los Secretarios despacharán directamente con
el Pleno o Secciones delTribunal, sin que puedan delegar para ello en
ningún oficial ni auxiliar.

El Secretario General podrá ser sustituido por cualquiera de los
de Sección y éstos se sustituirán entre sí.

ARTÍCULO 42. Serán aplicables a los Secretarios de Sección las
disposiciones de los artículos anteriores en cuanto sean pertinentes a
la función que cumplan ante la Sección en que actúen.

ARTÍCULO 43. Los Oficiales Letrados tendrán la obligación de
hacer extractos de los asuntos; preparar notas e informes que facüiten
su estudio, suministrando a los Vocales y especialmente a los Ponentes
los elementos de información de toda clase que estimen indispensa-
bles para el más perfecto desempeño de sus funciones.

Podrán también auxüiar a los Secretarios desempeñando las
funciones que éstos les encomienden.

ARTÍCULO 44. Los Oficiales Administrativos desempeñarán las
funciones de esta índole que les encomiende la Junta de Gobierno
Interior.

ARTÍCULO 45. Los taquígrafos-mecanógrafos auxiliarán al
Presidente, Vocales, Secretarios y Oficiales Letrados en los trabajos
materiales de transcripción y copia que les encomienden.

ARTÍCULO 46. Los subalternos del Tribunal estarán a las órde-
nes inmediatas del Presidente del mismo.



ARTÍCULO 50. Los Secretarios delTribunal de Garantías se ele-
girán entre las personas a que se refiere el art. 47 de este Redámente.
Los ejercicios versarán sobre cuestiones de Teoría del Estado y Dere-
cho Constituciond, organización administrativa, Derecho Procesd,
Historia general y especid de España. Será también indispensable
acredtar el conocimiento de dos lenguas vivas; la francesa obügatoria,
y facultativa la alemana o la indesa, acreditando el de la primera por
lectura y conversación y traducción de viva voz a libro abierto y sin
diccionario, y el de la segunda por traducción d casteUano de un texto
legd o trabajo doctriral sobre materias relacionadas con el cuestiona-

rio por escrito y con dccionario. El conocimiento de otro u otros idio-
mas servirá de mérito complementario y será objeto de examen sólo

3.°- No haUarse comprendido en ninguno de los casos de inca-

pacidad o incompatibüidad establecidos en la Ley o en el Reglamento.

ARTÍCULO 48. No podrán ser nombrados Secretarios:

1.°-Los impedidos física o intelectuaünente

2.°- Los que estuvieren procesados por cualquier delito

3.°- Los que estuvieren condenados a cudquier pena por razón
de delito mientras no hubieran obtenido su rehabüitación.

'- Los quebrados no rehabUitados

5.°- Los concursados mientras no sean declarados inculpables

diarios
'- Los deudores a fondos públicos como responsables subsi-

1.a- Los que tuvieren vicios vergonzosos

8.°- Los que hubieren ejecutado actos u omisiones que, aunque
no pensables, les hagan desmerecer en el concepto público.

ARTÍCULO 49. Los cargos de Secretarios del Tribunal de
Garantías Constitucionales serán incompatibles con las funciones, des-
tinos o cargos a que se refiere el número 2.° del art. 17 de la Ley, sién-
doles permitidas úricamente las actividades de carácter científico e
investigaciones de este orden que no devenguen sueldo ni supongan
adscripción permanente a un servicio científico o docente.



ARTÍCULO 55. Los Taquígrafos-mecanógrafos se nombrarán

Acreditarán, por último, los opositores la práctica burocrática
suficiente para redactar un dictamen, sentencia o resolución de los de
más frecuente uso en el Tribunal. Se estimarán también como mérito
las publicaciones.

ARTÍCULO 51. Todos los ejercicios serán eliminatorios y su
extensión, número y pormenores se determinarán en la convocatoria.
Pero el primer ejercicio será escrito por mayoría de votos delTribunal.

Las eliminaciones se harán por mayoría designando para cada
plaza al opositor que obtenga para ella la mayoría de votos.

Las oposiciones no consistirán exclusivamente en meros ejerci-
cios de suerte.

ARTICULO 52. ElTribunal estará formado por el Presidente o un
Vocal miembro de la Junto de Gobierno interior; dos Vocales, de los
designados por las Facultades de Derecho; uno, de los elegidos por los
Colegios de Abogados y otro por las Regiones, designados todos ellos
por el pleno, en votación secreta.

Para todos los ejercicios el Pleno podrá designar, seguidamente,
de la misma manera y en el mismo acto, dos personas especializadas
en aquellas materias acerca de las cuales no recaiga en los miembros
del Tribund de oposición una especial competencia técnica.

Para el ejercicio de idiomas se agregarán al Tribunal dos perso-
nas competentes en la materia, designadas de la misma manera yen el
mismo acto por el Pleno delTribunal.

ARTÍCULO 53. Para los Oficiales Letrados delTribund regirá lo
dispuesto para los Secretarios en el art. 47 de este Reglamento, excep-
to en el Ümite de edad lo dispuesto en los tres artículos anteriores.

ARTÍCULO 54. Los funcionarios que constituyen el cuerpo
Administrativo del Tribunal, se nombrarán mediante concurso entre
los funcionarios que pertenezcan a los distintos Cuerpos de la Admi-
nistración Civil del Estado.

En la convocatoria se harán constar las condiciones que habrán
de reunir los aspüantes, así como los méritos que puedan alegar.



Mdtas de hasta 1.000 pesetas

ARTÍCULO 56. Los nombramientos de todo el persond AuxUiar
delTribunal de Garantías se harán previo acuerdo de éste, formalizán-
dose con la oportuna disposición ministerial.

ARTÍCULO 57. Los funcionarios a que se refiere el presente títu-
lo se presentarán a prometer sus respectivos cargos dentro de los
treinta días siguientes d de la fecha de su nombramiento. El que no se
presentare en dicho término se entenderá que renuncia al cargo, a no
justificar documentalmente, a juicio de la Junta de Gobierno Interior,

su imposibUidad para verificarlo. A los que justificaren esta imposibi-
lidad les concederá dicha Junta la prórroga que estime bastante.

TITULO V
De las correcciones disciplinarias y demás sanciones

ARTÍCULO 58. Los Vocdes del Tribund podrán ser objeto de
advertencia y apercibimiento en los casos enumerados en el artícdo
siguiente

ARTÍCULO 59. Sin perjuicio de la responsabilidad criminal en
que puedan incurrir los auxüiares del Tribunal de Garantías a que se
refiere el art. 34 del presente Reglamento,' serán correddos discipU-
nariamente.

1.°- Cuando fdtaren de palabra, por escrito o de obra, a sus

superiores en el orden jerárquico, o al respeto y consideración debi-
dos alTribunal.

2.a- Cuando fueran negügentes en el cumpUmiento de sus deberes.

3.°- Cuando, por irregularidad de su conducta moral o por vicios
que los hicieran desmerecer en el concepto público, comprometieren
el decoro delTribund.

ARTÍCULO 60. Las correcciones que podrán imponerse a las
personas que se refiere el artícdo anterior serán:

Advertencia.

Apercibimiento



ARTÍCULO 63. Para la ejecución de lo dispuesto en el número 4
del art. 43 de la Ley, el Presidente delTribunal de Garantías comunica-
rá al del Supremo el acuerdo del Pleno declarando la temeridad con
que el recurso de inconstitucionaUdad fue planteado, con expresión de
la autoridad judicial o fiscal que lo hubiere interpuesto.

ARTÍCULO 64. Las sanciones a que se refieren los números 2 y 3
del art. 43 de la Ley se decretarán: las de multa por mayoría del Pleno o

Suspensión con privación de sueldo por tiempo máximo de
seis meses.

Destitución

ARTÍCULO 61. Las correcciones de advertencia y apercibimiento
serán impuestas por el Presidente delTribund o por los Presidentes de
Sección cuando la falta se hubiere cometido en la Sección que presida.

La correción de multa se impondrá siempre por la Junte de
Gobierno Interior, con la audiencia del interesado y alzada ante el
Pleno.

Las correcciones de suspensión ydestitución se impondrán por
el Tribunal Pleno, previo expediente en el que será oído siempre el
interesado.

ARTÍCULO 62. Las personas extrañas al Tribunal que actúen o
comparezcan ante el mismo, estrán igualmente sometidas a las co-
rrecciones disciplinarias de advertencia, apercibimiento y multa de
hasta 1.000 pesetas en los casos siguientes:

1.°- Cuando fdtaran al orden y respeto debido al Tribunal

2.°- Cuando faltaran notoriamente a las prescripciones de la Ley
y reglamento en sus escritos y peticiones.

3.°- Cuando en el ejercicio de la profesión que desempeñan
ante el Tribunal faltaran oralmente, por escrito o de obra d respeto
debido la mismo.

4.a- Cuando en la defensa de sus clientes se excedieran con sus
colegas de una manera grave e innecesaria para aquella.

5. a- Cuando Uamados al orden en las alegaciones ordes no obe-
decieran al que presidiere elTribunal.



ARTÍCULO 65. Recibida en elTribunal de Garantías la consdta

a que se refieren los cuatro primeros números del art. 31 de la Ley, se
le comunicará al que en el pleito que la origine haya degado la excep-

ción de inconstitucionalidad, para dentro del plazo de diez días inter-

poner el recurso con los requisitos del art. 35.

Una vez interpuesto o transcurrido el plazo sin hacerlo, se dará

a los autos el curso correspondente, pudiendo los que sean parte en
el pleito que motiva la consulta personarse en este Tribund antes del

señdamiento para la vista, con el úrico fin de actuar en ella, sin que
por ningún motivo pueda retrocederse en el procedimiento.

ARTÍCULO 66. En el caso a que se refiere el número cinco del
art. 31 de la Ley, el recurso se interpondrá con sujeción a lo dispuesto
en sus preceptos y a los del artícdo 35.

ARTÍCULO 67. Formulada la consdta en el caso del art. 32 de la
Ley, se cumplirá lo dspuesto en el 34 tramitándose como si se tratase

de un recurso admitido, pero sólo con intervención del defensor de la

constitucionaUdad si se hubiera personado. En su defecto, continuará
el procedimiento, en que podrán comparecer y personarse en cud-
qder instante, dictándose sentencia dentro de los plazos del art. 40.

ARTÍCULO 68. El escrito de recurso interpuesto por el
Ministerio Fiscal deberá ajustarse a los requisitos de los apartados b),

c), y d) del art. 35 de la Ley.

ARTÍCULO 69. En el caso de que fuese negativo el dctamen
previsto en los supuestos del art. 31 de la Ley, el recurso no sera tra-

mitado sin acreditarse con el resguardo correspondiente el depósito
de la fianza mínima de 5.000 pesetas, sin perjuicio de la mayor que
pueda señdar el Tribund, y con apercibimiento de que si esta última
no se constituye en el plazo que se conceda al efecto, quedará en sus-
penso la tramitación del recurso.

Sección ante el que hubiere actuado de Abogado en las cücunstancias
que justifiquen aquéUa,y la de suspensión del ejercicio profesiond ante

este Tribund por el Pleno del mismo.

TITULO VI
Del recurso de Inconstitucionalidad



De igual modo se procederá en los casos del art. 80 de la
Constitución

ARTICULO 72. El plazo de diez días señalado en el párrafo 3.°
de art. 34 de la Ley, se contará desde que el Presidente de las Cortes
o del Organismo correspondiente de la Región autónoma interesada
hubiesen recibido la comunicación a que el propio párrafo se refie-
re. Si no acusase de inmediato recibo de dicha comunicación, se hará
el cómputo a partir del dia siguiente a la fecha de entrega en la
Secretaría de la Presidencia del Congreso, acreditada por la oportu-
na diligencia que autorizará el Secretario del Tribunal, o desde tres
días después de su remisión por correo en pliego debidamente cer-
tificado, al Presidente del Organismo correspondiente de la Región
autónoma

ARTICULO 73. Si al evacuar el traslado del recurso por el
término establecido en el art. 37 de la Ley, se invocara la excep-
ción de incompetencia, se acompañará copia del escrito para
entregarla al recurrente a los fines de instrucción, señalándose día
para la vista del incidente con citación de las partes con diez de
anticipación.

ARTÍCULO 74. Denegada la excepción de incompetencia, se
concederá un nuevo plazo de cinco días al defensor de la constitu-

ARTICULO 70. Cuando el recurso de inconstitucionalidad se
plantea por el declarado con derecho al beneficio de pobreza legal
para litigar, deberá acompañar al recurso certificación bastante de la
resolución que le autorice para disfrutar del indicado beneficio. Los
declarados con derechos a bonificación del 50 por ciento de los con-
ceptos a que se refiere el art. 14 de la Ley de Enjuiciamiento Civil,ten-
drán que hacer el depósito de la mitad de las fianzas prescritas por el
art. 31 de la Ley Orgánica delTribunal de Garantías.

El declarado pobre no tendrá derecho a que se le nombre abo-
gado de oficio, cuando interponga el recurso, no obstante el dictamen
desfavorable emitido por el organismo a quien corresponda en los
casos del art. 31 de la Ley.

ARTÍCULO 71. Cuando se impugne la constitucionalidad de los
decretos a que se refiere el art. 61 de la Constitución se dará a las
Cortes conocimiento del recurso a los efectos de los artícdos 34 y 37
de la Ley.



TITULO vn
Del recurso de amparo

ARTÍCULO 76. El acto concreto a que se refiere el número uno
del art. 45 de la Ley, deberá tener carácter de firme por haberse deses-
timado las acciones y los recursos interpuestos contra el mismo ante

las autoridades e instancias competentes y ante el Tribunal de urgen-
cia en su día, sin perjuicio del incidente de suspensión.

ARTÍCULO 77. Elplazo establecido en la dsposición transitoria

segunda, regirá en el caso a que la misma se refiere siempre que no

señde otro distinto la Ley regdadora de las reclamaciones contra el
acto causante del agravio.

ARTÍCULO 78. Se entenderá por superior jerárquico a los efec-
tos de la disposición transitoria segunda de la Ley Orgánica del
Tribund, en relación con el número 2 del art. 45 de la misma, al que
por motivos de poder y subordinación en la jerarqria administrativa
resdte con este carácter o d que en organizaciones de otro orden
corresponda el conocimiento de los recursos contra las decisiones de

determinada autoridad.

ARTÍCULO 79-Al escrito interponiendo el recurso de amparo
deberán acompañarse necesariamente:

1.°- Copia fehaciente de la resolución en que se suponga come-
tido el agravio,

2.a- La del escrito de interposición,

3 o-Todos aqueUos documentos en que la parte funde sus dere-

cionalidad para que pueda degar, en defensa de la Ley impugnada lo

que estime conveniente, si ya no lo hubiese hecho en el escrito, eva-

cuando el traslado del recurso.

recurso

ARTÍCULO 75. Alegada la excepción de incompetencia en el
acto de la vista, decidua el Tribunal previamente sobre eUa en la sen-
tencia, y si la rechazare resolverá en la misma la cuestión de fondo del



contraria

ARTÍCULO 82. El incidente de suspensión de la medida objeto
de recurso se tramitará a petición del interesado en escrito fundado.
La Sección reclamará de la autoridad inculpada los antecedentes que
estime necesarios e informe de la misma sobre el extremo incidental
todo en el plazo de diez días, y resolverá lo que estime procedente,
tomando las medidas necesarias para que la persona del agraviado no
se sustraiga a la acción de la justicia.

y conflictos de atribuciones

titulo vni
Cuestiones de competencia legislativa

resadas

ARTICULO 83. Al escrito entablando la cuestión de competen-
cia legislativa del art. 57 y los de atribución de los arts. 63,66,67 y 68
de la ley, se acompañará la oportuna copia.También deberán acompa-
ñarla a los escritos de contestación los organismos y autoridades inte-

Estas contestaciones quedarán de manifiesto en elTribunal por
el plazo que media desde su recibo hasta la vista, a disposición de las
partes o de sus representantes debidamente acreditados.

No serán admitidos posteriormente los que en el momento
de la presentación del recurso estuvieren a disposición de la parte.

ARTÍCULO 80. El plazo a que se refiere la letra a) del número 2
del art. 49 de la Ley será de diez días a contar desde las dos fechas
siguientes al depósito en correos del oportuno pliego con la copia del
escrito. De la contestación se dará visto por cinco días al recurrente,
poniéndola de manifiesto en la Secretaría correspondiente con los
documentos que le acompañen, excepto los que a juicio de la Sección
interese conservar secretos a los fines del sumario de que procedan,
sobre lo cual informará la autoridad inculpada en comunicación apar-
te dirigida al Tribunal

ARTÍCULO 81. La prueba se practicará en el plazo de diez
días comunes a las partes. De todos los documentos que se presen-
ten en este período se acompañará copia para entregarla a la parte



Esta dsposición será también aplicable en el caso del art. 68 en

relación con el escrito en que el superior jerárqdco correspondiente

afirme de manera irrecurrible su competencia.

TÍTULOLX
De los recursos de responsabilidad criminal

ARTÍCULO 86. La segunda de las resoluciones a que se refiere

el art. 14 de la Ley de 1.° de abril de 1933, señdará el plazo dentro del

máximo de quince das para que el Congreso proceda a subsanar los
defectos a que se refiere la indicada disposición.

En el caso del art. 35, párrafo 4. a de la Constitución, en relación

con el último del art. 14 de la Ley Procesd del Presidente de la
RepúbUca, el Tribund declarará disueltas las Cortes y lo comunicará

así al Presidente de la RepúbUca a los efectos del art. 53 de la Cons-

ARTÍCULO 87. El Vocal Instructor del sumario a que se refiere
el art. 21 de la Ley de 1.° de abrü de 1933, tendrá las atribuciones que

la de Enjuiciamiento Crimind confiere a los jueces instructores en los

títdos IVy XI,inclusive, del Ubro 2.a

El plazo para interponer los recursos contra sus acuerdos será

el de crico días.

ARTÍCULO 88. La querella en los casos de acusación a que se

refieren los arts. 78,79 y 80 de la Ley, deberá reunir los requisitos de

los arts. 277 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Crimiral, excep-

to en lo que se refiere a la obügatoriedad de la intervención de abo-
gado y procurador, que sólo será exigióle a la parte agraviada.

ARTÍCULO 84. Los plazos para las comunicaciones delTribund

con los organismos y autoridades interesadas en las cuestiones a que

se refiere el título 5° de la Ley, se computarán con arcedo a lo ds-

puesto en el art. 69 de este Redámente.

ARTÍCULO 85. No será admisible ni se entenderá promovido el

conflicto de atribución a que se refiere el art. 66 de la Ley cuando d

escrito iniciándolo no se acompañen las resoluciones que acrediten

haberse agotado el trámite previo.



ARTÍCULO 89. En el caso de que el Gobierno presentase a las
Cortes, o éstas tomaren en consideración algún proyecto o proposi-
ción de ley de los comprendidos en el art. 19 de la Constitución, sin
que previamente se hubiese declarado su necesidad por elTribunal de
Garantías Constitucionales, éste significará a la Presidencia del
Congreso la necesidad de que suspenda su tramitación hasta cumplü
el referido precepto constitucional.

Para la validez del acuerdo del Tribunal deberán asistir a la
sesión los dos tercios de sus miembros y ser citado expresamente el
representante de la Región autónoma interesada.

Si no compareciera, se le citará nuevamente por segunda vez,
celebrándose la sesión aunque no asista.

ARTÍCULO 90. En los casos a que se refiere el art. 101 de la Ley,
elTribunal podrá oír al organismo correspondiente de la Región autó-
noma interesada para que en el plazo prudencial que se señale alega-
re lo que estime conveniente sobre la cuestión planteada por el
Gobierno o las Cortes en la Memoria remitida a este Tribunal.

De las funciones no jurisdiccionales
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Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros

Don José Serrano Pacheco

Secretario General del Tribunal de Garantías
Constitucionales

tencia:

Certifico: Que en el recurso de inconstitucionaUdad que a con-
tinuación se indica se ha dctado por elTribund Pleno la sigdente sen-

«Madrid, catorce de dciembre de mil novecientos treinta y
crico. Visto el recurso de riconstitucioralidad interpuesto por el pro-
curador don Bonifacio Gutiérrez Nieto, en nombre de don Manuel
Fdcó y Álvarez de Toledo, contra la disposición find de la Ley de 14
de junio de 1933 y las Bases V,apartado 13, yVIII,apartado a) de la de
15 de septiembre de 1932, en cuyos autos y en el acto de la vista púbU-
ca ha informado, en nombre del recurrente, el letrado don R. Martínez
y Cánovas del Castülo, siendo ponente el excelentísimo señor Vocd
don Francisco Beceña Gonzdez.-ANTECEDENTES. Primero.- En dez
de juUo de mü novecientos treinta y cinco se tuvo por presentado el
escrito de interposición del recurso, fechado en ocho del mismo mes,
suscrito por el letrado don R. Martínez Cánovas del Castülo y el pro-
curador don Bonifacio Gutiérrez Nieto, en nombre de don Manuel
Fdcó y Álvarez de Toledo, con la pretensión de que se declare la
üiconstituciondidad materid de la disposición final de la Ley de 14 de

Tengo el honor de remitir a V E., en cumplimiento de lo dis-
puesto en el número 4. a del art. 41 de la Ley Orgánica de este Tribunal,
certificación Uteral de la sentencia dictada por el mismo en el recurso
de inconstitucionaUdad interpuesto por don Manuel Falcó y Álvarez
de Toledo, contra preceptos de la Ley de 15 de septiembre de 1932
sobre Reforma Agraria.

Madrid, 18 de diciembre de 1935

El Presidente



junio de 1933 y de las Bases V apartado 13, yVIII,apartado a) de la de
15 de septiembre de 1932, de una finca de su propiedad llamada
"Dehesa de Fuente Omendo", como comprendida en el apartado 13,
de la Base V, de la misma Ley, siéndole notificado en treinta de mayo
de mü novecientos treinta y tres un acuerdo del Instituto de Reforma
Agraria por el que se incluyó dicha finca en el inventario de las suje-
tas a expropiación; que en veintisiete de abrü de mil novecientos
treinta y cuatro, fue requerido el administrador del señor Falcó por el
Presidente de la Junta Provincial de Reforma Agraria de Badajoz, para
que al siguiente día, veintiocho, acudiese a la finca "Fuente Omendo",
a cuya incautación iba a procederse, en cuyo acto tuvo conocimiento
de que la Comisión permanente agrícola social del Instituto de
Reforma Agraria y el Consejo ejecutivo habían acordado, con fecha
dieciséis de marzo anterior, la expropiación de la finca sin indemniza-
ción; que con fecha cinco de mayo de mU novecientos treinta y cua-
tro, formuló el señor Falcó, ante el propio Instituto la alegación de
agravio preparatorio del recurso por este escrito interpone, tramitada
la cual se emitió dictamen por el Consejo de Estado en el sentido de
que es procedente el planteamiento ante el Tribunal de Garantías
Constitucionales de la cuestión relativa a la inconstitucionalidad de la
disposición de la Ley Orgánica de dicho Tribund, de catorce de junio
de mil novecientos treinta y tres y de la Base V apartado trece yVIII,
apartado a), de la Ley de quince de septiembre de mU novecientos
treinta y dos. Como alegaciones sobre la procedencia del recurso, cita
los artículos ciento veintiuno, apartado a), de la Constitución y vein-
tiocho, veintinueve, treinta y treinta uno, apartado quinto, de la ley de
catorce de junio de mil novecientos treinta y tres. Hace constar que a
la pretensión que deduce, sirven de fundamento los siguientes moti-
vos: que el Título nueve de la Constitución determina el procedimien-
to a seguir para su reforma (artículo ciento veinticinco) y establece,
con jurisdicción en todo el territorio de la República, un Tribunal de
Garantías Constitucionales, al que atribuye competencia para conocer
del recurso de inconstitucionaUdad (artícdo ciento veintiuno) orde-
nando que una Ley Orgánica especial definirá la extensión y efectos
de los recursos a que se refiere el artículo ciento veintiuno (artículo
ciento veinticuatro); que la Ley Fundamental del Estado sólo podrá
reformarse con las garantías formales que exige el artícdo ciento vein-
ticinco y todas las leyes ordinarias deberán acomodarse a esos pre-
ceptos, pues, si los infringen, toda persona, individual o colectiva, aun-
que no hubiera sido düectamente agraviada, podrá acudü ante el
Tribunal de Garantías interponiendo el correspondiente recurso; que
la Ley de catorce de junio de mil novecientos treinta y tres, que es la



Ley ordinaria, vino a üifringü los arts. ciento veintiuno, ciento veinti-

cuatro, y ciento veinticinco de la Constitución, d declarar en su dis-
posición final exceptuadas del recurso de inconstitucionaUdad "las
leyes aprobadas por las actuales Cortes con anterioridad a la presen-
te"; que la Ley de Reforma Agraria, de 15 de septiembre de 1932, figu-
ra entre aqueUas a que se refiere la disposición find de la de 14 de
junio de 1933, por lo que, para impugnar la primera, ha de hacerlo
también con la segunda en cuanto le priva del recurso que concede
el artícdo ciento veintiuno de la Constitución; que, según hace notar

el Consejo de Estado en su informe, ningún precepto de la Ley
Orgánica del Tribunal impide que se tramiten y resuelvan en un
mismo procedimiento las cuestiones propuestos sobre la inconstitu-

cionaUdad de dos actos tedslativos distintos, pues la resolución de la
otra; que el art. 25 de la Constitución dispone que no podrán ser fun-
damento de privilegio jurídico, la naturaleza, la filiación, el sexo, la
clase social, la riqueza, las ideas políticas ni las creencias reügiosas, y
el artícdo cuarenta y cuatro ordena que la propiedad de toda clase de
bienes podrá ser objeto de expropiación forzosa, por causa de utüidad
socid, mediante adecuada indemnización, a menos que disponga otra
cosa una ley aprobada por los votos de la mayoría absoluto de las
Cortes y que, en ningún caso, se impondrá la pena de confiscación de
bienes, y en contra de estos preceptos la Ley de 15 de septiembre de
1932 estableció normas excepciondes a los propietarios pertene-
cientes a la extinguida Grandeza de España, determinando el apartado
13 de la Base V, las fincas susceptibles de expropiación acumulando
todas las que posean en el territorio naciond a los miembros de la
extinguida Grandeza de España, cuyos türiares hubieran ejercido en
algún momento sus prerrogativas honoríficas y el apartado a) de la
Base VIII,que en ese mismo caso, úricamente se indemnizará del
importe de las mejoras útiles no amortizadas; que la expropiación sin
indemnización que autoriza el art. 44 de la Constitución ha de estar
justificada por motivos de utüidad socid, que ha de considerarse no
con relación a la persona titular de los bienes, sino objetivamente en
orden a los efectos que la expropiación haya de producü. Termina
supücando d Tribund que se sirva admitir el recurso y tramitarlo en
forma y en su da dicte sentencia en la que se declare la inconstitu-
cionaUdad materid de la dsposición find de la Ley de 14 de junio
1933 y de las Bases V apartado 13, yVIII,apartado a), de la de 15 de
septiembre de 1932, y en consecuencia la ndidad de las resoluciones
del Instituto de Reforma Agraria citadas en los hechos del escrito por
las que se acortó la expropiación sin indemnización de la finca deno
mirada "Fuente Omendo", perteneciente a don Manuel Fdcó y Álva-



rez de Toledo, y fue privado éste de la propiedad y posesión de la
misma.- SEGUNDO: En providencia de 11 de julio de 1935 se acordó
requerir al procurador don Bonifacio Gutiérrez para que presentara
las copias a que se refiere el art. 58 del Reglamento Orgánico de este
Tribunal, quedando entre tanto en suspenso la tramitación del re-
curso. Presentadas las copias en 4 de noviembre siguiente, acordóse,
en el 5 del mismo mes, comunicar la interposición del recurso al
Excmo. Sr. Presidente de las Cortes, conforme a lo determinado en el
art. 34 de la Ley Orgánica del Tribunal, a efectos de que se designe
defensor de la constitucionalidad de las leyes impugnadas, habiendo
transcurrido el plazo señalado sin que durante el mismo ni hasta el
acto de la vista se haya personado el representante nombrado por las
Cortes.-TERCERO: Por acuerdo delTribunal Pleno de 8 de noviembre
de 1935, se declaró admitido el recurso, ordenándose dar al mismo la
tramitación legal, y por otro de 26 del mismo mes, se señaló para la
celebración de la vista el día 12 del actual mes de diciembre, con cita-
ción del recurrente y haciendo saber dicho señalamiento d Excmo. Sr.
Presidente de las Cortes.- CUARTO: Que con fecha de 9 de noviembre
se publicó el texto refundido de la nueva Ley de Reforma Agraria con
las modificaciones introducidas por la de primero de agosto que dero-
garon las Bases impugnadas en le presente recurso.- FUNDAMENTOS
DEL DERECHO: La publicación de los textos legales de primero de
agosto y 9 de noviembre de 1935, somete al Tribunal el problema de
dilucidar los efectos que estas leyes deban producir en el presente
recurso y en orden a los mismos determinar, en primer termino, la
posibilidad de entrar en la resolución de las cuestiones que en él se
plantean, relativas a la constitucionalidad de la disposición final de la
Ley de 14 de junio de 1933 y, en su consecuencia, las de las Bases
impugnadas de la Ley de Reforma Agraria, todas las cuales constituyen
la cuestión de fondo del mismo, sin que obste a esta consideración
que una de eUas sea previa a la otra, cualidad lógica que para nada
influye en aquella significación jurídica y que, por referirse a la decla-
ración de conformidad o no de estas leyes con el texto constitucional,
plantea el problema específico y último de los recursos de esta clase.
Ni el recurso tiene otro destino principal niel derecho del recurren-
te puede llegar a más. Pero si en el desenvolvimiento del proceso sur-
gen cuestiones que, sin referirse directamente al derecho mismo del
recurrente, alcanzan, no obstante, a hacer dudar del interés con que
actúa y del que, para su posición jurídica, puede representar la reso-
lución sobre el fondo del asunto, sea favorable o adversa al actor, pre-
senta los caracteres de cuestión procesal frente a las de aquella otra
de naturaleza constreñidas forzosamente a la inconstitucionalidad



demandada. Parece, entonces, obligado que, antes de resolver el pro-
blema de la riconstitucionaUelad de determinadas dsposiciones, se
decida si existe o no un interés que necesite, para su satisfacción, la

mencionada declaración. Bien entendido que el interés a que aquí se
dude no es aquel que califica la personaUdad del Utigante, de los arts.

27 y 31 de la Ley de 1933, sino aquel otro, de naturaleza objetiva, que
por referüse a los elementos de la acción, condiciona su existencia y
es uriversaünente exigido a través de principios jurídicos como los de
"donde no hay interés no hay acción" y"el interés en la medida de la
acción". Y desde este punto de vista, fuera de vigor y apUcación, por
disposición contraria de la Ley posterior de primero de agosto y no
incluidas en el texto refúnddo de la Ley de 9 de noviembre, úrica
vigente, las disposiciones de la Bases V apartado 13,yVIIIapartado a),

de la Ley de 15 de septiembre de 1932, es evidente que no existe en
el recurso el interés jurídco para Uegar a impedü la apUcación de
leyes que ya no se apUcan por virtud y efecto de las disposiciones
contrarias posteriores. Si el recurso de inconstitucionaUdad tiene por
finaüdad exclusiva la de impedü la aplicación de preceptos así tacha-
dos, en el caso concreto que lo motiva, no hay razón que permita plan-
tearlo no resolverlo cuando la indicada apUcación no puede ya reaU-
zarse. Cierto que en el caso de autos la finca expropiada sin indemni-
zación está ocupada temporalmente, y en este sentido pudera soste-
nerse que habiéndose expropiado por la caüdad de Grande de España
de su dueño, continúan en perjuicio de éste dgunos efectos de una
disposición ya derogada y que el evitarlos, por ser inconstitucioraks,
constituye el interés suficiente del recurso que mantiene. Pero se olvi-
da aqd que la ocupación temporal no es efecto jurídico de la expro-
piación decretada, que regda aqueUas, y que no ha sido objeto de
impugnación en este recurso, sino consecuencia de las disposiciones
transitorias de la Ley de 9 de noviembre de 1935, que anda las expro-
piaciones redizadas de hecho hasta la fecha, creando en su lugar las
ocupaciones temporales, ridemnizables con intervención del propie-
tario en la vdoración. Por eso, ni en el recurso ni en los informes del
Consejo de Estado hay nada que duda a la ocupación temporal. La
finca no estaba entonces ocupada temporalmente, sino expropiada
planamente. AqueUa situación que ahora se intenta remover con el
recurso, nace pues, con las Leyes de primero de agosto y 9 de noviem-
bre de 1935, cuya disposición transitoria segunda anda expresamen-
te las expropiaciones realizadas de hecho y con eUo, naturalmente,
todos los efectos jurídcos anejos a esta radicd declaración, y con la
cual debe entenderse plenamente satisfecha la pretensión del recu-
rrente. Si después la misma Ley decreta la ocupación temporal de las



fincas ya expropiadas, crea con ello una nueva situación jurídica de la
finca, que sólo decta a la posesión, indemnizable y de carácter tem-
poral, de la cud la expropiación redizada es un simple supuesto de
hecho, no pudiendo serlo jurídico por virtud de la anulación por la
propia Ley decretada. Y si a pretexto de un recurso que no se refiere
a la Base IXde la LeyAgraria reformada, se decreta la inconstituciona-
lidad material de una situación jurídica creada por la Ley de 9 de
noviembre, se negaría a la inaplicación de las dudidas disposiciones
de esta Ley que no han sido objeto de recurso. La falta de interés sufi-
ciente para sostenerlo lo revela, además, el hecho mismo de su inevi-
table ineficacia en la situación jurídica del recurrente, cuya finca con-
tinuará en régimen de ocupación temporal a tenor de la disposición
transitoria segunda de la vigente Ley de 9 de noviembre de 1935, en
tanto éstas no se modifiquen o declaren inconstitucionales. Y un
recurso cuya solución no aporta un beneficio, ni evita un daño jurídi-
co y actual, ni es susceptible de alterar la situación jurídica del recu-
rrente, ni tiene viabiüdad procesal. ElTribunal de Garantías carece, en
efecto, de facultades para dar dictámenes sin trascendencia en los
casos que motivan su intervención, y la función jurisdiccional del
Estado no puede provocarse, en ninguno de sus órdenes, sino para la
resolución de verdaderos conflictos de intereses. Por otra parte, el
Tribunal de Garantías, como todos los Tribunales, tiene que aplicar la
legislación vigente en el momento de dictar el fallo en lo que afecta a
la situación jurídica creada en el proceso, no sólo para que la senten-
cia tenga la debida eficacia, sino porque nadie y menos la
Administración de Justicia, puede sustraerse a la eficacia de las leyes.
Y a este momento procesal del fallo hay que referü también la exis-
tencia de los supuestos necesarios para que aquél pueda dictarse
sobre el fondo del asunto, si la presencia de alguna cuestión de carác-
ter previo no lo impide. Por eso no basta a la justificación de aquélla,
la supuesta existencia de un agravio ya anulado y cuya posible subsis-
tencia será, en todo caso, debida a disposiciones legales no impugna-
das. Por todo lo cual, elTribunal de Garantías FALLA:Que debe decla-
rar y declara no haber lugar al recurso interpuesto por el procurador
don Borifacio Gutiérrez Nieto, en representación de don Manuel
Falcó y Álvarez de Toledo, contra la inconstitucionalidad de la disposi-
ción final de la Ley de 14 de junio de 1933 y de las bases V apartado
13, y VIII, apartado a) de la Ley de 15 de septiembre de 1932.
Publíquese esta sentencia en la Gaceta de Madrid. Asi se acuerda y
firma. José Eizaguüre.- Antonio M.a Sbert.- Luis Mdfiote.- Francisco
Vega de la Iglesia.-J. Salvador Minguijón.- F. Mínguez.- Carlos Ruiz del
Castülo.- Sergio Andión.-Víctor Pradera.- Manuel Alba.- Pedro J. García.-



Hace ocho meses, y ante el hecho cierto e irrefutable, de la
manifiesta riconstitucionaUdad de la aplicación de las disposiciones
vejatorias que contra nosotras se dictaron sucesivamente, en virtud de
la violación clarísima y pdpable de los arts. 25 y 40 de la Constitución
de la República, que vinieron a redimir a la mujer de la esclavitud tra-

dcional que en orden a sus actividades sufría por razón de su sexo,

acudimos por medio del oportuno recurso ante el Tribunal de
Garantías Constituciondes, pidendo que aquel espíritu redentor de la
mujer de nuestra RepúbUca, tan Uteral y terminantemente incrustado

E. Martínez Sabater.- José Sampol.- Carlos Martín Álvarez.- Francisco

Alcón.- GG. TdtabuU.-Todos rubrican.- El Sr. Vocal don Gü y Gü, votó
en sda y no pudo firmar: Fernando Gasset. Rubricado.

Lo anteriormente inserto concuerda con su original, a que me
remito, y a los efectos determinados en el número cuarto del artícdo

cuarenta y uno de la Ley Orgánica del Tribund, expido la presente,

que firmo en Madrid, a diecisiete de diciembre de mü novecientos
treinta y cinco.

EXCMO. SEÑOR PRESIDENTE
DEL CONSEJO DE MINISTROS

Excmo. Señor: Las que suscriben, auxÜiares femeninos del

Cuerpo General de laAdministración de la Hacienda Pública, a VE. con

el mayor respeto y consideración exponen:

Desde hace años, y contraviniendo abiertamente la Ley de Bases
de 1918 de los Funcionarios PúbUcos y la convocatoria de las distin-
tas oposiciones por las que, en lucha igud con los opositores mascu-
linos, logramos plazas en laAdministración de la Hacienda PúbUca, a la
que seguimos perteneciendo, se nos viene sometiendo a una poster-
gación a todas luces Üegal, negándosenos el acceso a la Escuela
Técnica y aún se ha Uegado a hacérsenos descender de eUa a la auxi-
liar a las que legítimamente habíamos pasado al propio tiempo y con
los mismos indiscutibles derechos que los hombres, postergación que
sólo obedece a nuestra condición de funcionarios femeninos. Todas
nuestras reclamaciones, que datan ya de varios años, han sido desa-
tendidas dejando ricontestadas nuestras demandas por el uso de un
süencio admiristrativo empleado como arma para dejarnos en la inde-
fensión en que nos haUamos.



Claro está, Excmo. Señor, que el cumplimiento de las leyes no
debía, no puede en recta justicia y en sana moral, estar supeditado a
la posibilidad o dificultad de ningún requisito reglamentario que no
son, en definitiva, sino aseguramientos del exacto cumplimiento de
la ley misma, y cuya virtualidad desaparece, para convertirse no ya
en algo secundario, sino inútil y perjudicial, cuando sirve de medio
para mantener la UegaUdad, para afianzar y eternizar la injusticia. Y
ello se consigue fácilmente, como en el caso que nos decta, por la
rigidez e importancia básica que se da al requisito, al trámite, a lo
accidental sobre lofundamental, al Reglamento sobre la Ley. La resul-
tancia es que la justicia se retrasa, que los conculcadores de la Ley
de Bases de Funcionarios, del decreto de convocatoria de oposicio-
nes, que es ley fundamental en estos casos, y de la propia
Constitución logran sus propósitos al amparo de su pasividad y por

en esos y otros artículos de la Carta Constitucional, se impusiese sobre
aquellos preceptos o disposiciones legales que la violaban estrangu-
lando nuestros derechos tan indiscutiblemente legítimos.

Con su habitual rectitud, ese AltoTribunal, ha acogido benévola
y justicieramente nuestro recurso; pero el Ministerio ha seguido firme
en su procedimiento de cerrarnos todo camino, oponiéndonos de
nuevo la vdla infranqueable y artera de su pasividad, del silencio admi-
nistrativo, dejando inerte y sin curso, no sólo nuestros reiterados escri-
tos pidiendo a ese Ministerio que cumpla el deber que le impone el
apartado 5.° del art. 31 de la Ley Orgánica delTribunal de Garantías
Constitucionales, sino desobedeciendo contumazmente los requeri-
mientos y mandatos del propio Tribund que, en su sesión dtüna ha
dictado providencia acordando dirigüse a esa Presidencia del Consejo
de Ministros que hoy tan dignísimante ocupa V E., en queja contra la
conducta del Ministerio de Hacienda.

Creemos innecesario señalar las gravísimas consecuencias que
para la administración de recta justicia se derivarían de sentar el pre-
cedente de que cualquier dependencia oficid pueda detener la mar-
cha normd y legal de todo procedimiento jurídico o administrativo
con sólo negarse a tramitar los asuntos o, simplemente, como en este
caso típico funestamente para la Patria, no cumplü un trámite requi-
sitorio como es el de enviar un expediente al Consejo de Estado con
la degación de agravio de inconstitucionalidad para que aquel Alto
Cuerpo Consdtivo dictamine sobre la justicia o posible temeridad de
los recurrentes.



Excmo. Señor:

Doña Amdia Pérez Ramos y otros funcionarios de la escda auxi-

Uar del Cuerpo General de Hacienda, soücitaron en 14 de junio del
año actud del Excmo. Sr. Ministro de Hacienda que, a los efectos del
recurso de incostitucionalidad que tenían entablado ante este

Tribund, contra la Ley de 9 de septiembre de 1931 y otras disposcio-
nes referentes a persond, fuese remitido a informe del Consejo de
Estado el escrito que, en 10 de diciembre anterior, habían presentado
d propio Ministerio.A instancia de las recurrentes y con fecha 9 de
octubre dtimo, se dridó esto Presidencia d mencionado Excmo. Sr.
Ministro, en cumplimiento de acuerdo del Tribund Pleno, exponién-
dole la necesidad legd de dar cumplimiento a lo dspuesto en el apar-
tado quinto del art. 31 de la Ley Orgánica de 14 de junio de 1933,
como trámite rieludble para la sustentación del recurso de inconsti-
tucionaUdad interpuesto por los funcionarios recurrentes.

A pesar del tiempo transcurrido, no se ha tenido noticia en este
Tribund de que, por el Ministerio de Hacienda, se haya dado cumpU-
miento d mencionado precepto legd, por lo que, conforme a lo dis-
puesto en el apartado a) del art. 111 del Redámente de 6 de abrü del
corriente año, en relación con el párrafo tercero del art. 38 de la Ley

el rigorismo en el cumplimiento de trámites que no está en su mano
despachar a los recurrentes.

Por todo lo cud, a V E. respetuosamente y confiados en su bien
probada rectitud y espíritu de justicia,

SUPLICAMOS: Se digne ordenar larápida y enérgica tramitación
de la queja formdada ante V E. por el Tribund de Garantías Cons-

tituciondes, según su acuerdo del pleno celebrado el día 14 de
diciembre actud, a fin de que por aquel Ministerio de Hacienda se
proceda inmediatamente y sin nuevas düaciones a cumplü el manda-
to del apartado 5.° del art. 31 de la Ley Orgánica delTribund de Garan-

tías, para que se nos haga la justicia que merecemos.

Es justicia que pedimos en Madrid a 31 de diciembre de 1935



El Presidente

Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros

reformada de 22 de junio de 1894,y por acuerdo delTribunal Pleno,
tengo el honor de ponerlo en conocimiento del Consejo de Ministros!
por conducto de V E., interesándole se sirva disponer el oportuno
acuse de recibo.

Madrid, 19 de diciembre de 1935
El Presidente

Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros

Excmo. Señor:

Tengo el honor de remitir a V E., en cumplimiento de lo dis-
puesto en el número 4.a del art. 41 de la Ley Orgánica de este Tribunal,
certificación de la sentencia dictada por el mismo en el recurso dé
inconstitucionalidad promovido por don Domingo Lara del Rosal, con-
tra la Ley de 7 de diciembre de 1934.

Madrid, 21 de enero de 1936
El Presidente

Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros

Excmo. Señor:

Tengo el honor de comunicar a V E., a los efectos que estime
procedentes, que este Tribunal, por acuerdo de hoy, ha declarado apli-
cables los beneficios de la amnistía concedida por Decreto-Ley de
fecha de ayer, a los penados por el mismo como autores de un delito
de rebelión müitar, don Luis Companys Jover, don Juan Lluhí Valkscá,
don Juan Comorera Soler, don Ventura Gassol Rovira, don Pedro
Mestres Albert, don Martín Barrera Maresma, don Martín Esteve y
Guiau, y al procesado rebelde don José Dencás Puigdolkrs, ex Conse-
jeros todos de la Generalitat de Cataluña.

Madrid, 22 de febrero de 1936



Madrid, 16 de abril de 1936

En el recurso de amparo que d margen se expresa, promovido
por don Ángel Castresana y otros contra resolución de esa Presidencia
de 21 de juUo de 1933 (decreto), se ha dctado por la Sección Primera

de este Tribund el auto cuya copia se acompaña, como asimismo la
del escrito de interposición.

Lo que tengo el honor de comunicar a V E. para su conoci-

miento y efectos.

Madrid, 18 abril de 1936

El Presidente

Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros

En el recurso de amparo que el margen se expresa, promovido
por don Ángel Castresana y otros contra resolución de ese
Departamento de 21 de jdio de 1933, la Sección 1.a de este Tribund
ha dctado, en esta fecha, providencia por la que se acuerda interesar

de VE. el informe a que se hizo referencia en el auto de este Tribund
de 16 de abrü dtimo, toda vez que, según determina el apartado a) del
número 2 del art. 49 de la Ley Orgánica de este Tribund, deberá ser
emitido por la autoridad que dcte la resolución que se impugne,

debiendo interesar del Ministerio de Hacienda el expedente a que se
refiere la resolución recurrida.

Adjunto acompaño copias del escrito de interposición del
recurso y documentos que d mismo se acompaña, así como del auto

de este Tribund a que anteriormente se ha hecho referencia.

Lo que comunico a V. E. para su conocimiento y demás efectos

Madrid, 4 de junio de 1936

El Presidente

Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros



RESULTANDO: Que en escrito presentado por los señores don

RESULTANDO: Que por providencia de cinco de marzo pasado
se requirió a los recurrentes para que, en el término de quince días,
acreditaran debidamente la personalidad con que obran en el presen-
te recurso, habiéndose subsanado la expresada formalidad dentro del
término concedido.

CONSIDERANDO: Que aparecen cumplidos los requisitos que se
exigen en el artículo cuarenta y ocho de laLey orgánica de este Tribunal
para la admisión a trámite del recurso de amparo interpuesto.

La Sección primera del Tribunal de Garantías Constitucionales
acuerda admitir a trámite el recurso interpuesto por don Ángel
Castresana Guinea, don José María Gil Robles Quiñones ydon Antonio
Algara Saiz, contra Decreto de veintiuno de jdio de mil novecientos
treinta y tres, de la Presidencia del Consejo de Ministros, en cumpli-
miento de lo dispuesto en el apartado a) del número segundo del artí-
cdo cuarenta y ocho de la Ley Orgánica, notifíquese urgentemente
esta resolución al Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros, con
remisión de la copia del escrito presentado, a fin de que emita el opor-
tuno informe, antes del término de diez días, debiendo acompañar al
mismo el oportuno expediente.

Así lo acuerdan los señores del margen, y firman, de que el
Secretario, certifico. César Silió.- Gonzalo Meras.- Francisco Beceña.-
Francisco Mínguez.-Víctor Pradera.-J. Herrero.- rubricados.

Ángel Castresana Guinea, don José María Gil Robles Quiñones y don
Antonio Algara Sdz, como Presidente, Vicepresidente y Secretario res-
pectivamente de la Congregación-Patronato de Nuestra Señora del
Buen Suceso y San Luis Gonzaga, se interpuso recurso de amparo con-
tra el Decreto de veintiuno de julio de mü novecientos treinta y tres
por el que se declaró sujeta aquella Asociación a la disolución e incau-
tación de sus bienes.



Sr. Presidente del Consejo de Ministros

limo.Señor:

Correspondiendo a su atento oficio fecha 16 del mes actud por
el que se trasladaba una comunicación del Tribunal de Garantías
Constituciondes, cúmpleme manifestar a V I. que con fecha 5 del
corriente el referido Tribund se drigió a esta Presidencia en el mismo

sentido y se le manifestó que la Generalitat renunciaba a ejercer la
acción a que hace referencia manifestando la plena confianza del
Consejo en aquel Tribund.

Barcelona, 26 de junio de 1936

EL PRESIDENTE

limo. Sr. Subsecretario de la Presidencia del Consejo de
Ministros.- Madrid.

Excmo. Señor:

En el Juzgado de Instrucción de San FeUú de Llobregat, se sigdó
con el número 28 de 1936 y a virtud de quereüa, sumario sobre ame-
nazas, coacciones y aUanamiento de morada, en el que aparece dega-
da la responsabüidad de quien en 24 de enero dtimo desempeñaba el

En contestación a su atenta Orden de 10 de junio actud, tengo

el gusto de enviar a VE. el expediente con el riforme emitido por la

Junta administradora de los bienes incautados a la Compañía de Jesús,
con relación al recurso de amparo interpuesto por don José María Gü
Robles y otros contra el Decreto de esa Presidencia de 21 de jdio de
1933, en el que se declaró a la Congregación de San Lds Gonzaga enti-

dad dependiente de la Compañía de Jesús.

Madrid, 27 de junio de 1936



cargo de Consejero de Gobernación de la Generalitat de Cataluña. Por
virtud de dicha alegación, el Juzgado Instructor remitió testimonio de
las diligencias practicadas y el Tribunal, en sesión plenaria de 2 del
actual ha acordado que se ponga en conocimiento de V E. por si ese
Gobierno estimase pertinente el ejercicio de la acción penal, confor-
me a lo dispuesto en el art. 80 de la Ley Orgánica de esta jurisdicción.

Ruego a V E. se sirva acusar recibo

Madrid, 5 de junio de 1936

El Presidente

Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros

Don José Serrano Pacheco

Secretario General del Tribunal de Garantías Constitucionales

Certifico: Que en el recurso de inconstitucionalidad que se
expresará, se ha dictado por elTribunal Pleno la siguiente sentencia:

"Excmos. Señores.- don Fernando Gasset Lacasaña.- Don César
Silió Cortés.- Don ManuelAlba Bauzano.- Don Francisco Alcón Robles.-
Don Sergio Andión Pérez.- Don Francisco Basterrechea.- Don
Francisco Beceña González.- Don Pedro J. García de los Ríos.- Don Luis
Mdfiote de la Roche.- Don Francisco Mínguez.- Don Carlos Martín y
Álvarez.- Don Eduardo Martínez Sabater- Don Juan Salvador
Minguijón.- Don José Manuel Pedregal.- Don Víctor Pradera Larrumbe.-
Don Carlos Ruiz del Castillo.- Don José Sampol Ripoll.- Don Antonio
Ma Sbert Massanet.- Don Pedro Vargas Guerandiain.

Madrid, veintitrés de junio de mil novecientos treinta y seis

Visto el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el pro-
curador don Vicente Gullón y Núñez, en nombre de don Eugenio
Potau Torre de Mer, contra la Ley de nueve de marzo de mi novecien-
tos treinta y cuatro dictada por el Parlamento Catalán, en cuyos autos
fue señalado el día dieciocho del actual para dictar sentencia; siendo
Ponente el Excmo. Sr.Vocal don Manuel Alba Bauzano.



PRIMERO. Con fecha veinte de abril de rril novecientos treinta

y seis, el procurador don Vicente Guüón y Núñez presentó escrito,

fechado el 17 del mismo mes, en el que fonralizaba ante este Tribund
recurso de inconstitucionaUdad contra la Ley del Parlamento de
Cataluña de nueve de marzo de rril novecientos treinta y cuatro, en el
que establecía como hechos: Que el Parlamento de Cataluña dictó,
con fecha nueve de marzo de rril novecientos treinta y cuatro, una ley
relativa a destituciones de funcionarios, la que, en su artículo primero,
dice que los acuerdos sobre destituciones y suspensiones de funcio-
narios muricipdes tomados por los Ayuntamientos que fueron elegi-
dos el año mil novecientos treinta y uno, durante el primer año de su
mandato, son declarados firmes y váüdos, sin que puedan prevdecer
en contra suya los recursos entablados a base de haberse observado
defectos de procedimiento, falto de quorum o infracciones de orden
legd en la adopción de los referidos acuerdos, y en su artículo terce-

ro que las reclamaciones judicides o recursos contencioso-adminis-
trativos que estén en tramitación contra acuerdos comprendidos en el
artícdo primero, quedarán caducados de derecho y sin efecto las
actuaciones reaUzadas; que dicha ley fue aplicada por el Tribund
Contencioso-adiriristrativo de Barcelona a un recurso que tenía plan-
teado el recurrente por destitución Üegd del cargo de secretario que
desempeñaba en el Ayuntamiento de San Martín de Tous, y por eUo
declarado caducado el recurso que tenía interpuesto contra aquel
acuerdo Uegal. Como motivos en que la pretendida inconstitucionaU-
dad se funda, senda que el artículo primero de dicha Ley de nueve de
marzo de mü novecientos treinta y cuatro infringe el artícdo cuaren-
ta y uno de la Constitución de la RepúbUca que eleva a precepto cons-
titucional la inamovüidad de los funcionarios públicos sin hacer dis-
tinción entre eüos, por lo que abarca la totaUdad de los funcionarios
públicos sean de la clase o categoría a que pertenezcan, en el que
constitucionalmente les garantiza que "la separación y suspensión de
los servicios y los traslados sólo tendrán lugar por causas justifica-
das yprevistas por la ley"; que, en su vütud, es obligado que las sepa-
raciones de funcionarios púbücos se redicen a tenor de lo que se dis-
pone en las leyes oportunas, esto es Estatuto Municipal de mü nove-
cientos treinta y cuatro, elevado a Ley de la RepúbUca, en lo que se
refiere a los funcionarios muricipdes; que la Ley recurrida da vdor y
fuerza legd a los acuerdos, ya riconstituciondes en sí, tomados por los
ayuntamientos, al propio tiempo que impide a los agraviados hacer
uso de los derechos legítimos que les otorga la Constitución; que ante



la contradicción observada entre el artículo cuarenta y uno de la
Constitución y el primero de la Ley recurrida, no hay duda que sólo
puede prevalecer la Ley básica de la República; que el Tribunal
Supremo, legalmente consultado sobre el caso, dice que lo que no
puede de ninguna manera la Región autónoma es dictar una ley en
que queden arrollados los derechos estatutarios básicos de que es titu-
lar todo funcionario público, y que como esos derechos, siempre que
son conocidos o violados por la Administración, llevan inherente
como resultado la protección jurídica que les eleva de la simple con-
dición de intereses a la categoría de plenos derechos subjetivos, la
posibilidad del ejercicio de una acción encaminada a lograr su reco-
nocimiento y efectividad, es claro que el artícdo primero de la Ley de
nueve de marzo de milnovecientos treinta y cuatro, que cierra la puer-
ta a todo recurso, sea por

( la razón que fuere, significa una oposición
evidente y declarada al texto constitucional; que el artículo tercero de
dicha Ley del Parlamento Catalán infringe también la Constitución,
pues, como arguye el Tribunal Supremo en la consulta que se le diri-
gió, viene a legislar acerca de procedimientos jurisdiccionales, así pro-
piamente judiciales como contencioso-administrativos incoados y en
trámite, con arreglo a la legislación procesal en vigor y la legislación
procesal, sin distinción alguna, es materia sometida exclusivamente a
la potestad legislativa del Estado, a tenor del número primero del art.
quince de la Constitución de la República, en relación con los arts.
diez y once del Estatuto de Cataluña, pues aunque pudiera llegar a
admitirse en hipótesis que las facultades legislativas de la Región lle-
gasen hasta el establecimiento de régimen y sistema de recursos juris-
diccionales en la esfera municipal, reputando que la ordenación de las
sanciones de índole puramente sustantiva y no adjetiva, no cabe admi-
tir que vivos y en pleno desenvolvimiento un proceso civü, criminal o
administrativo, se deroguen las leyes rituarias a que viene sujeto y se
declare una caducidad de la instancia con la consiguiente insubsis-
tencia de las actuaciones practicadas en ella, cosa que aun dando por
bueno que pudiera explicar una fuerza procesal retroactiva, no corres-
pondería efectuar sino a la legislación del Estado; que la ley recurrida
infringe también la Constitución en cuanto al tiempo, ya que el
Parlamento Catalán quedó constituido en virtud del Estatuto de
Cataluña, promulgado en septiembre de mil novecientos treinta y dos,
y en la fecha en que fue acordada la separación y destitución del cargo
de Secretario que, desempeñaba el recurrente, que fue en abril y mayo
de mil novecientos treinta y dos, el Parlamento de Cataluña no tenía
vida propia, por lo que la Región tiene limitada su facultad de legisla-
ción al tiempo de su Constitución, y por ello no le incumbe legislar



SEGUNDO. Dada la tramitación legd d recurso y no habiéndo-
se personado en los autos el letrado defensor de la constitucionaUdad,

se acordó señalar para dictar sentencia el día 18 del actud.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO Si bien el Parlamento de Catduña, d promulgar la Ley

de nueve de marzo de rril novecientos treinta y cuatro, legislaba sobre
el régimen local, cuya materia le está atribuida exclusivamente por el
artícdo dez del Estatuto, y aunque también pudo hacerlo con efectos
retroactivos a tiempos anteriores a su propio nacimiento, porque
tanto las Leyes Generales del Estado como las privativas de la Región
pueden tener este carácter, a no ser que en la propia ley constitutiva
estuviese dicha facdtad del ledslador limitada, circunstancia que no
se da ni en la Constitución Española ni en el Estatuto de Catduña, sin

que sean obstácdo a eUo los términos de futuro en que suelen estar

redactados los Códigos fundaménteles, ya que la facultad de ledslar
atribuida en eUos contiene, indudablemente, la de promulgar leyes
retroactivas, facdtad que, sin embargo, habrá de ejecutar el legislador

no constituyente con arcedo a la Constitución.

SEGUNDO. La cuestión que se debate en el presente recurso no
tiene carácter de conflicto entre poderes, el Estado y la Generditat de
Catduña, no siendo apUcable a esta apreciación el artícdo veintiuno
de la Constitución, que se refiere a los casos en que la materia legisla-

ble es de las no transmisibles d Poder regiond, ni tampoco decta d
párrafo dtimo del artícdo úrico de la disposición transitoria del
Estatuto de Catduña, que se refiere a la apUcación, supletoriamente,

sobre la vdidez o no vdidez de actos redizados con anterioridad
sobre los que tenía plena autoridad y potestad el gobierno provisiond

de la República; que también infringe la ley recurrida los arts. diez y

ocho de la Constitución y diez del Estatuto catdán en el sentido ante-

riormente expuesto .Termina suplicando dTribunal que tenga por for-
malizado el recurso de inconstitucionalidad contra la Ley del

Parlamento Catdán de nueve de marzo de mü novecientos treinta y
cuatro, y que, previos los trámites oportunos y en viste de las dega-
ciones expuestas y sin necesidad de la celebración de vista, se dicte
resolución en que se declare la inconstituciondidad de dicha ley anu-
lándola y dejando Ubres y expeditos d recurrente los derechos que

ejercitaba en el recurso contencioso-adnüristrativo contra el acuerdo
Uegd de su destitución.



Por todo lo cual, elTribunal de Garantías Constitucionales

FALLA que debe declarar y declara la inconstitucionalidad mate-
rial de los artículos primero, segundo y tercero de la Ley del Parla-
mento de Cataluña de nueve de marzo de mil novecientos treinta y
cuatro, en el caso concreto de este recurso.

Así se acuerda y firma. Entre paréntesis, punteado: (mantenida
por el defensor del recurrente en el acto de la vista), no vale. Fernando
Gasset. Manuel M.Traviesas. César Silió. Manuel Alba. Francisco Alcón.
Sergio Andión. Francisco Basterrechea. Francisco Beceña. Pedro J.
García. Luis Mdfiote. Francisco Mínguez. Carlos Martín y Álvarez. E.
Martínez Sabater. Juan S. Minguijón. José Manuel Pedregal. Víctor
Pradera. Carlos Ruiz del Castillo. José Sampol.Antonio Ma Sbert. Pedro
Vargas.Todos rubrican.

Lo anteriormente inserto concuerda con su original a que me
remito y para que conste, a los efectos señalados en el número 4.° del
art. 41 de la Ley Orgánica delTribunal, extiendo la presente que firmo
en Madrid, a veintinueve de junio de mil novecientos treinta y seis.

TERCERO. Que si es indudable que el Parlamento de Cataluña
tiene competencia para legislar sobre la situación, derechos y deberes
de los funcionarios municipales de la Región autónoma, regulando sus
nombramientos, excedencia y jubilaciones, no es menos cierto que
habrá de hacerlo garantizándoles su rimovüidad, previendo en la pro-
pia Ley las causas justificadas a que habrán de atenerse la separación
del servicio, las suspensiones ylos traslados de los mismos, a tenor del
artículo cuarenta y uno de la Constitución; cuando, lejos de eUo, la Ley
impugnada declaró, por su artículo primero, válidos y firmes los acuer-
dos de destitución de funcionarios municipales de los Ayuntamientos
catalanes, tomados durante el primer año de su mandato, y anuló las
acciones y responsabüidades personales dimanantes a que se refieren
los artículos segundo y tercero de la propia Ley, infringiendo con eUo
notoriamente el artículo cuarenta y uno de la Constitución de la
República, cuando estaba vigente este Código fundamental, al tiempo
de la promulgación de la ley impugnada.



El Presidente

Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Ministros

Don José Serrano Pacheco

Secretario General delTribund de Garantías Constituciondes

Certifico: Que en el recurso de inconstitucionalidad que se
expresará se ha dctado por elTribund Pleno la siguiente:

SENTENCIA = Excmos. Sres: Don Fernando Gasset Lacasaña,

don Manuel Miguel Traviesas, don César Süió Cortés, don Manuel Alba
Bauzano, don Francisco Alcón Robles, don Sergio Andión Pérez, don
Francisco Basterrechea, don Francisco Beceña Gonzdez, don Justino
Bernd, don Jerónimo Bugeda Muñoz, don Pedo J. García de los Ríos,
don Mdfiotte de la Roche, don Francisco Mínguez, don Carlos Martín
Álvarez, don Eduardo Martínez Sabater, don Juan Salvador Minguijón,

don José Manuel Pedregd, don Víctor Pradera Larrambe, don José
Quero Morales, don Carlos Ruiz del CastÜlo, don José Sampol RipoU y
don Pedro Vargas Guerendian.

Madrid, dos de julio de mü novecientos treinta y seis

Vistos los recursos de üiconstitucionaUdad acumdados inter-
puestos por el Procurador don Eduardo Morales, en nombre de la
Compañía de Industrias Agrícolas, S. A. y el Procurador don Vicente

Turón en nombre de las Socieelades Ebro, Compañía de Azúcares y
Alcoholes S. A.,Compañía deAlcoholes S. A.,Azucarera del GáUego S. A.,

En cumpUmiento de lo dspuesto en el número 4. a del art. 41 de
la Ley Orgánica de este Tribunal, tengo el honor de remitir a VE. cer-

tificación Uteral de la sentencia recaída en el recurso de inconstitu-
ciondidad interpuesto por las Sociedades "Industrias Agrícolas" y
otras, contra la Ley de 23 de noviembre de 1935.

Madrid, 4 de jdio de 1936



ANTECEDENTES

PRIMERO. Hacen constar los recurrentes como hechos en sus
respectivos recursos que, creada la Comisión Mixta Arbitral Agrícola,
como consecuencia de la Ley de Jurados Mixtos, de veintisiete de
noviembre de mil novecientos treinta y uno, la Sociedad General
Azucarera solicitó la intervención del Estado y la prórroga forzosa por
ocho años de un convenio privado suscrito por cuatro años entre los
fabricantes y la prohibición de construir nuevas fábricas y de ampUar
y trasladar las existentes; que el Poder Público accedió a ello, publi-
cándose en la Gaceta de veintiocho de febrero de mil novecientos
treinta y cinco un Decreto autorizando la lectura del proyecto de ley
sobre regulación y estabüización de laproducción azucarera, contra el
cud elevaron escrito a la Comisión parlamentaria de Agricultura algu-
nas entidades, razonándose la imposibilidad legal de prorrogar forzo-
samente un contrato privado contra la voluntad de las partes. El pro-
yecto fue retirado y sustituido por otro, fecha veintitrés de julio del
mismo año, que es el antecedente inmediato de la Ley recurrida, pro-
mdgada en veintitrés de noviembre de mil novecientos treinta y
cinco (Gaceta del veintiocho); como consideraciones legales invocan
los recurrentes en sus escritos los artículos ciento veintiuno y ciento
veintitrés de la Constitución y treinta de la Ley Orgánica del Tribunal
de Garantías, y significan que, previo informe del Ministerio de
Agricultura, el Consejo de Estado emitió dictamen en catorce de
marzo último, en el que se declara que, a los efectos prevenidos en el
párrafo último del artículo treinta y uno de la Ley del Tribunal de
Garantías, es improcedente el planteamiento ante dicho Tribunal del
recurso de inconstitucionalidad contra la ley impugnada, creyendo
que el sentido del dictamen fue debido a las dificultades que algunos
Consejeros percibieron de examinar a fondo un pleito sin las razones
del demandante. Estiman que en la Ley mencionada se ha incurrido en
inconstitucionalidad formal por infracción de los artículos cincuenta
y uno y cuarenta y cuatro de la Constitución; por el cincuenta y un o
en cuanto en éste se establece que la potestad legislativa qUe el

y Sociedad Azucarera Antequerana, contra la Ley de veintitrés de
noviembre de rril novecientos treinta y cinco, en cuyos autos y en el
acto de la vista han informado los Letrados don Ángel Ossorio y
GaUardo, por la Sociedad citada en primer lugar, y don Juan CastrÜlo, en
representación de las restantes, y como defensor de la constitucionali-
dad, designado por las Cortes, don Gregorio VUatela, siendo Ponentes los
Excmos. Sres. Vocales don José Manuel Pedegd y donVíctor Pradera.



Congreso ejerce por delegación del pueblo, entraña la regdaridad del
procedimiento parlamentario, del cual es piedra angular el dictamen
de las Comisiones, determinando el Redámente de la Cámara que

éstas sean tantas como Departamentos miristerides, y que la base de
votación es el dictamen modificado por las enmiendas presentadas al
mismo; que refundidos en uno, por Decreto de veinte de septiembre

de mil novecientos treinta y cinco, los Ministerios de Agricultura y de
Industria y Comercio, debió crearse la Comisión Parlamentaria de
Agricultura, Industria y Comercio, que conociera del proyecto, habién-
dose emitido dictamen, previo informe de la Industria y Comercio, la
Comisión de Agricdtura; y por el cuarenta y cuatro, en cuanto la Ley

debió ser votada por la mitad más uno del número de Diputados que

integraban la Cámara, ya que la facdtad concedda por aqueUa al
Gobierno de entregar las fábricas a personas distintas del propietario,

significa una verdadera incautación o expropiación. La inconstitucio-
nalidad materid de la ley recurrida la fundan los recurrentes en infrac-
ción del artícdo cincuenta y uno de la Constitución, que no autoriza
la delegación de la potestad ledslativa, y el contenido sustancial de la

ley se reduce a crear un organismo arbitral al que atribuye compe-

tencia para dar normas reguladoras de una rama de la producción,
delegándose en el competencia para dictar esas normas; del treinta y

tres del mismo Códgo fundamental, porque las limitaciones d princi-
pio de Ubertad de industria y comercio no son impuestas y graduadas
por la Ley, sino por una Comisión Mixta Arbitral, y, además, porque

tdes limitaciones no se inspiran en motivaciones de interés social,

sino de interés privado, estrilando que no hay limitación socid, süio

derogación del principio de Ubertad; y que no hay razón para que el
artícdo treinta y tres de la Constitución ceda ante el cuarenta y cua-
tro,como se afirma en el informe del Ministerio de Agricdtura; degan
también como üifrriddo el artícdo segundo de la Constitución, ya
que se ha dictado una ley de excepción en beneficio de una Empresa

fabrü y en perjdcio de las demás. Consideran que el artículo séptimo

de la Ley recurrida, d establecer que contra la resolución de los
Ministros no cabe ulterior recurso, dtera el sistema constitucional de
recursos, creyendo que del artícdo ciento cinco de la Constitución se
deduce que las resoluciones miristerides podrán ser recurridas,

cabiendo el recurso contencioso-adlrinistrativo si la resolución es
reglamentaria, y el de exceso del poder, si es dscrecional. Terminan
supücando se tenga por formulado el recurso de inconstitucionalidad
contra la Ley de Azúcares, de veintitrés de noviembre de rril nove-

cientos treinta y cinco, y, después de constituida la fianza que el
Tribunal se sirva fijar,dar traslado al defensor de la constituciondidad,



SEGUNDO. Dada al recurso la tramitación prevista en la Ley y
en el Reglamento de este Tribunal, se consideró bastante la fianza de
cmco mil pesetas, y se acordó, por auto de dieciocho de junio último,
la acumulación de los recursos, señalándose la viste para el día treinta
del mismo mes.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO.Aparte de que en la tramitación de la Ley impugnada
de inconstitucionalidad formal y que es objeto de los presentes recur-
sos, las Cortes, que pueden determinar cuál ha de ser la Comisión dic-
taminadora de una ley, decidieron que su aprobación recayese sobre
el dictamen emitido por la de Agricultura, previo informe pedido a la
de Industria, con lo que la base de discusión tenía las necesarias garan-
tías, y aun cuando quisiera equipararse a una expropiación forzosa la
entrega de las fábricas cerradas, con prohibición de hacerlo a entida-
des düerentes de sus dueños, es lo cierto que explícitamente se esta-
tuye en el artículo cuarto de la Ley recurrida que esa entrega habría
de hacerse con las garantías y condiciones que estimase la Comisión
MixtoArbitral, lo cual no solamente no entraña una autorización de
expropiación sin indemnización, sino obligación de indemnizar los
perjuicios que se causaren en los recursos procedentes a favor del
dueño de la fábrica; no cabiendo, por consecuencia, aducir, como
infracción constitucional, la falto en la voluntad de la ley impugnada
del quorum establecido por las expropiaciones sin indemnización
por el artículo cuarenta y cuatro de la Constitución, ni estimar, por
tanto, el vicio de inconstitucionalidad formal señalado en el recurso.

SEGUNDO. Cierto es que, según el artícdo cincuenta y uno de la
Constitución, la potestad ledslativa reside en el pueblo, que la ejerce
por medio de las Cortes; y que, en consecuencia, constituiría vicio de
inconstitucionaUdad la expresada delegación de aqueUa a organismos
düerentes, o la tácita resultante de una fdta de contenido normativo.

señalar día para la celebración de vista y dictar sentencia declarando:
a) la incostitucionalidad formal de la ley; b), alternativamente, la incos-
titucionalidad material de toda la ley, excepción hecha del artículo
segundo, y c) alternativamente, la inconstitucionalidad material de los
artículos primero, en todo lo que explícita o implícitamente signifique
limitaciones al principio de libertad de industria y comercio; séptimo,
en la parte que cercena recursos previstos en la Constitución, y once \en cuanto signifique prórroga de convenios privados suscritos por
fabricantes.



TERCERO. Si bien las limitaciones d principio constituciond de
industria y comercio no pueden imponerse, según tiene también decla-
rado este Tribund, más que en virtud de leyes fundadas en motivos eco-
nómicos y socides de interés general, tratándose en este caso de una
ley, sería preciso demostrar, para consegrir la declaración de su incons-
titucionaUdad, que sus preceptos no se inspiraban en dcho interés
general, no bastando el supuesto, mantenido por la parte recurrente, de

que pueda la comisión arbitral por una actuación viciosa favorecer
intereses particulares en contra del interés general, que, por otra parte,
es natural que, bajo ciertos aspectos y en parte, puedan ser favorecidos,
como favorece a los recurrentes el artícdo segundo, no impugnado de
inconstitucionaUdad. Pero, además, dado el carácter de la Ley que es
objeto de los presentes recursos, el artícdo cuarenta y cuatro de la
Constitución, en su párrafo quinto, no contrario, süio complementario
del treinta y tres, contendría por sí sólo la solución del problema, ya
que el Estado puede intervenir, también por ley, la explotación y coor-
dinación de las industrias y empresas, cuando así lo exija la racionaü-
zación de la producción y de los intereses de la economía nacional; y
no se trata, en definitiva, en la Ley impugnada más que de racionaüzar

Pero en la Ley recurrida, las Cortes impusieron a la Comisión Mixta
Arbitral, como normas de su actuación, la limitación de la producción
de materia sacarina, habida cuenta de las existencias y necesidades del
consumo oficid,su dstribución por zonas y locaüdades con sujeción d
promedo normd dentro de los dtimos cinco años, la fijación de los
principios y fundamentos de una y otra, la apUcación de parte de la pro-
ducción naciond a zonas nuevas de mayor riqueza, la regdación de los

precios de las primeras materias con arcedo a una escda para todo el
pds, previo riforme de las Secciones Agronómicas y teniendo en cuen-
to la riqueza azucarera, según datos oficides, la ordenación de que las
compras de remolacha no se reaücen bajo la ley de la oferta ylá deman-
da en mercado Ubre, sino con sujeción a determinados contratos, el esta-

blecimiento de depósitos de azúcar para el seguro abastecimiento del
mercado, y el condcionamiento de todo eUo a que el consumo rebase
la cura de trescientos cincuenta mü toneladas; extremos todos que cons-
tituyen una verdadera ledslación rectora de las operaciones de la
Comisión Arbitral Mixta,cuyo carácter de órgano ejecutivo aparece con
eüo de modo notorio; por lo que la atribución de facdtades a la misma

no cabe estrilar como delegación de potestad ledslativa, ya que ha de
mantenerse siempre dentro de los límites que la ley fijapara Uegar a la
regdación de una producción de azúcar adecuada d consumo naciond
y no puede eludir las normas establecidas.



SEXTO. El artícdo once de la Ley, d declarar vdidos los pactos que
no se opongan a las dsposiciones de la Ley, no contradice ningún pre-
cepto constituciond, ni establece, como gratdtomente se supone en el
recurso, la prórroga de tdes pactos contra la voluntad de los contratantes.

SÉPTIMO. El número segundo del artícdo cuarenta y tres de laLey
Orgánica delTribund establece que la desestimación del recurso Uevará
consigo la pérdida del depósito y el pago de las costas causadas.

Por todo lo cual, elTribunal de Garantías Constitucionales

FALLA que debe declarar y declara no haber lugar a los recur-
sos de inconstitucionalidad formal y material interpuestos contra la
Ley de veintitrés de noviembre de mil novecientos treinta y cinco en
lo que decta a los mismos, con pérdida de los depósitos constituidos
ypago de las costas causadas.Así se acuerda y firma. Fernando Gasset.
Manuel Miguel Traviesas. César Silió. Manuel Silba. Francisco Alcón.
Sergio Andión. Francisco Basterrechea. F. Beceña. Justino Bernal. J.
Bugeda. Pedro J. García de los Ríos. Luis Maffiote. F. Mínguez. Carlos
Martín y Álvarez. E. Martínez Sabater. J. Salvador Minguijón. José M.
Pedregal.Víctor Pradera.J. Quero Molares. Carlos Ruiz del Castillo.José
Sampol. Pedro Vargas. Todos rubricados.

Lo anteriormente inserto concuerda con su originalidad, a que
me remito, y para que conste, a los efectos indicados en el número
cuarto del artículo cuarenta y uno de la Ley Orgánica del Tribunal,
extiendo la presente, que firmo en Madrid a cuatro de julio de mi
novecientos treinta y seis

en uno de sus múltiples aspectos la producción azucarera e intereses
agrícolas que pudieran haUarse en estado de conflicto.

CUARTO. No se ha demostrado de modo alguno que la Ley recu-
rrida contradiga el principio establecido en el artículo segundo de la
Constitución, que declara a todos los españoles iguales ante la ley, pre-
cepto que, además, ha de relacionarse con el artículo veinticinco de la
Constitución, para darle su verdadero sentido.

QUINTO. El artículo séptimo de la Ley no puede tener más
alcance que el de declarar definitivamente en la vía gubernativa la
resolución del Ministro, sin que de su texto se pueda deducü que pre-
tenda referirse a los recursos mencionados en el artículo ciento uno
de la Constitución (no en el ciento cinco, como dice con error el
recurso) ni a ningún otro recurso constitucional.



MINUTA

Madrid, 14 de septiembre de 1936

Excmo. Señor:

De Orden comunicada, etc., me complazo el acusar recibo a V
E. el testimonio de las düigencias practicadas con motivo de la deten-
ción del ex Vocal de ese Tribund de Garantías, don Carlos Martín Álva-
rez, cuyo documento acompañaba a su escrito de 2 del actual.

MINUTA

(Acompáñese)

Al Ministro de Justicia

MINUTA

Madrid, 28 de octubre de 1936

Excmo. Señor:

De orden comunicada, etc., tengo el honor de remitir a VE. por
si digna ordenar su curso d Fiscal General de la República para que
informe d Gobierno respecto a si ha de formdar o no la quereUa a
que se refiere el art. 79 de la Ley de 14 de junio de 1933, testimonio
enviado a este Departamento por el Presidente del Tribund de
Garantías Constituciondes, comprensivo de las diUgencias practicadas
con motivo de la detención del que fue Vocal del propio Tribunal don
Carlos Martín Álvarez; acompañando, asimismo, el expediente incoado
sobre el particular en esta Presidencia.

El Subsecretario

Acompáñese el expedente

AlPresidente delTribund de Garantías Constituciondes



Al Ministro de Justicia

MINUTA

Madrid, 29 de octubre de 1936

Excmo. Señor:

lo a este Departamento por el Presidente del Tribunal de Ga-
» Constitucionales, comprensivo de las diligencias practicadas
totivo de la detención del que fue Vocal del propio Tribunal don

: Ruiz del Castillo, acompañando asimismo el expediente incoa-
ire el particdar en esta Presidencia.

De orden comunicada, etc... tengo el honor de remitir aV E. por
gna ordenar su curso d Fiscal General de la República para que
•me d Gobierno respecto a si ha de formular o no la querella a
se refiere el art. 79 de la Ley de 14 de junio de 1933, testimonio

El Subsecretario

MINUTA

(Acompáñese el expediente)
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PRIMERO: La Düección General de Seguridad impuso d recu-
rrente, el 18 de septiembre de mü novecientos treinta y cuatro, una
multa de cinco mil pesetas, por la actuación del mismo en la huelga
general declarada en Madrid el día ocho de dicho mes. Sin especificar
la providencia gubernativa concretamente el alcance de esa actúa-

TRIBUNALDE GARANTÍAS

SENTENCIA

Excmos. señores:

Don César SÜió

Don Gonzalo Meras

Don Francisco Beceña

Don Francisco Alcón

Don Pedro J. García de los Ríos

Madrid, seis de junio de irilnovecientos treinta y cinco

Visto el recurso, promovido, por la vía de amparo, conforme a
lo dispuesto en el art. 18 de la Ley de Orden Público, de veintiocho de
junio de mil novecientos treinta y tres, por don Jacobo Castro Santa-

maría, vecino de Madrid, contra resolución del Ministerio de la Gober-
nación de veintiséis de noviembre de mü novecientos treinta y cuatro,

por la que se confirmó la mdta de cinco mü pesetas que le fué im-
puesta por la Dirección General de Seguridad, con arreglo a dicha Ley.
Siendo Ponente el Vocd Excmo. Sr. don Francisco Alcón.

\

ANTECEDENTES



CUARTO: Admitido a trámite el recurso por esta Sección pri-
mera, la autoridad inculpada remitió el expediente y un informe, en el
cual, sin nuevos argumentos, se limitaba a atenerse a los fundamentos
de la resolución recurrida. No se especificaban en dicha resolución el
alcance de la intervención que se atribuye al recurrente en la huelga
mencionada, ni los cargos concretos que hubiese contra don Jacobo
Castro Santamaría y que motivaron aqueUa sanción.

FUNDAMENTOS LEGALES

PRIMERO: No procede examinar la garantía constituciond que
el recurrente supone infringida con motivo de la imposición de la
multa ya que el recurso interpuesto no es el ordinario de amparo, cuya
procedencia está determinada por infracción de una garantía concre-
ta, sino el establecido por el artículo 18 de la Ley de Orden Público,
que se limita a señalar el recurso de amparo como vía procesal ade-
cuada para reclamar ante este Tribunal contra la imposición de las
multas gubernativas.

SEGUNDO: Alega el recurrente, como excepción previa, la
incompetencia de la Düección General de Seguridad para la imposi-
ción de la multa impuesta.Tal alegación queda desvirtuada con la sola
consideración de que el Pleno de este Tribund ha reconocido la com-
petencia de dicha Dirección en resoluciones anteriores.

TERCERO: La vigente Ley de Orden público, de veintiocho de

ción, se la consideraba incursa por la referida autoridad en el párrafo
cuarto del artículo tercero de la Ley de Orden Público de veintiocho
de junio de mil novecientos treinta y tres.

SEGUNDO: El multado recurrió en alzada negando toda partici-
pación en la mencionada huelga. Soücitado informe por el Ministerio
de la Gobernación a la Dirección General de Seguridad, y siendo éste
favorable a la confirmación de la multa, fue desestimado el recurso de
alzada, sin averiguación alguna nipráctica de la prueba propuesta.

TERCERO: Contra la resolución del Ministerio se interpuso ante
este Tribunal recurso por la vía de amparo, con arreglo al artículo 18
de la citada Ley de veintiocho de junio de mU novecientos treinta y
tres. Se alegaba, además, como infringida la garantía individual inscrita
en el artículo veintiocho de la Constitución, y como excepción previa,
la incompetencia de la Dirección General de Seguridad para la impo-
sición de tales sanciones.



CUARTO: La alegación de un acto contra el orden púbUco, y la
prueba de su existencia, incumben a la autoridad incdpada en el
recurso que impuso la sanción. Faltando aquéüas, ha de ser favorable
al recurrente la sentencia definitiva.

Por todo lo cud, la Sección Primera del Tribunal de Garantías
Constitucionales.

FALLA: Que procede acceder, y accede, a la reclamación formu-
lada, por la vía del recurso de amparo, por don Jacobo Castro
Santamaría, contra resolución del Ministerio de la Gobernación de
veintiséis de noviembre de irilnoveceintos treinta y cuatro, que con-
firmó la mdta de cinco mil pesetas que le impuso la Dirección
General de Seguridad en dieciocho de septiembre anterior, dejando
sin efecto la sanción recurrida. Expídase certificación Uteral de esta

sentencia yremítese a la autoridad inculpada para su inmediato cum-

Así se acuerda y firma

junio de mü novecientos treinta y tres, establece en sus artícdos 18 y
33 que la autoridad gubernativa podrá sancionar los actos contra el
orden púbUco a que dicha Ley se refiere, siempre que no constituyan
deüto, con mdtas ridividudes, en la cuantía que determinan. Es impo-
sible conocer la Ucitud o Uicitud de un hecho sin conocer, en mayor o
menor grado, en que haya consistido.Y como en el expediente de este
recurso no obra atestado, ni denuncia, ni referencia de ninguna clase
a cuáles fueron los actos u omisiones cometidos por el inculpado el
día ocho de septiembre, fdta, en consecuencia, la situación concreta
de hecho en que pueda apoyarse esta jurisdicción para apUcar las nor-
mas de la Ley de Orden PúbUco.
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Madrid, diecinueve de junio de mil novecientos treinta y cinco

Francisco Beceña

Visto el recurso de amparo interpuesto por Don Julián
Zugazagoitia, como Director de El Socialista, contra la resolución del
Consejo de Ministros, de veintisiete de julio de mil novecientos trein-
ta y cuatro, por la que se confirmó la multa de cinco mil pesetas que
le fue impuesta al citado periódico por el Ministro de la Gobernación,
en veintinueve de junio anterior. Siendo Ponente el Excmo. Sr. D.

ANTECEDENTES

PRIMERO. En el periódico de esta capitd El Socialista, corres-
pondiente al día veintiocho de junio del pasado año, número siete mil
novecientos veinticuatro, se publicó un artículo titulado "¡Ladrones,
ladrones! En rescate de las virtudes que agonizan", en el que se vier-
ten conceptos calumniosos o injuriosos contenidos en varias frases
como éstas:"¡Ladrones, ladrones! Yno sólo en este caso, süio, también,
cuando la autoridad se ensaña con los atracadores, a quienes no defen-
demos, pero sin defender les hacemos justicia de considerarles más
decentes que a quienes roban en la impunidad. Ladrones los que
roban y los que, para salüse con la suya y tenerlos prisioneros, les con-
sienten robar. Ladrones los unos ylos otros...", refiriéndose todo el artí-
culo, de un modo claro y manifiesto, a una fracción poUtica que actua-
ba desde el Gobierno.

El Ministro de la Gobernación, con fecha veintinueve de junio
del mismo año, entiende que en el citado artículo se vierten concep-
tos que tienden a alterar el orden público, y en virtud de las facultades
conferidas por el artículo treinta y tres de la Ley de veintiocho de
junio de mil novecientos treinta y tres, impuso a dicho periódico una

Don Francisco Beceña

Don Luis Mdfiote

Don Pedro J.G a de los Ríos



CUARTO. Admitido a trámite el recurso, por auto de once de
abril pasado, y solicitados los oportunos antecedentes del Ministerio
de la Gobernación, informa éste, al remitir el expediente al Tribunal,
que ha obrado dentro de las facultades conferidas por la Ley de
Orden Público, pues no pueden estimarse solamente sancionables
los actos enumerados en el artículo tercero de la Ley, sino que la
autoridad ha de asegurar las condiciones necesarias para que ningu-

na acción externa perturbe el funcionamiento de las instituciones

del Estado y para que los derechos constituciondes se ejerciten nor-
malmente en la forma y con los límites que las leyes prevengan; y
que para velar por el mantenimiento y defensa del orden público,

multa de cinco mU pesetas, como incurso en actos de los que sancio-
na dicha Ley.

SEGUNDO. El director del periódeo, en nombre del mismo,
elevó escrito al Consejo de Ministros, en súplica de que se dejara sin

efecto la sanción impuesta. El Consejo de Ministros, considerando
que las alegaciones del recurrente no desvirtuaban los fundamentos
de la providencia reclamada, y que del artículo sancionado se des-
prende una disculpa de los atracadores, con grave daño para el
orden público, por la repercusión que ejerce en el ánimo de las gen-

tes, y considerando, además, que ya en fecha anterior había sido san-
cionado también, el diario El Socialista, con otra multa de cinco mil
pesetas, por la pubUcación de artícdos de índole análoga, y que la
persistencia de su campaña en desprestigio del Gobierno y de las
personas que desempeñan sus cargos había dado lugar a reiteradas
recogidas del diario, acordó, con fecha veintisiete de julio,confirmar
la sanción impuesta.

TERCERO. El señor Zugazagoitia interpuso recurso de amparo
ante este Tribund, degando, en cuanto al fondo, la violación de la pro-
pia Ley de Orden PúbUco, ya que los hechos sancionados con la vaga
expresión de contener conceptos que tienden a dterar el orden púbU-
co no se haUan comprendidos en ninguno de los casos a que se refie-
re el artículo tercero de la Ley, pues en el artículo de referencia no se
hace una apoloda del atraco, ni se instiga a la redización del mismo,
sino que se critica como mucho más grave el atraco velado, nunca en
peügro de caer bajo la acción de la justicia, y que, a veces con protec-
ción oficid, une a su impunidad la voracidad; que, de ser punible el
hecho, caería bajo la acción de los Tribunales ordinarios de justicia, y
nunca de la sanción gubernativa.



FALLA: Que procede estimar, y estima, el recurso interpuesto
por don Julián Zugazagoitia, como director de El Socialista, contra la
resolución del Consejo de Ministros, de veintisiete de julio de mü
novecientos treinta y cuatro, por la que se confirmó la providencia del
Ministerio de la Gobernación, de veintinueve de junioanterior, en que
se le impuso al recurrente una multa de cinco mil pesetas, debiendo
revocarse plenamente, dicha sanción. Expídase certificación literal de
esta sentencia, y remítase a la autoridad inculpada, para su inmediato
cumplimiento.Así se acuerda y firma.

pasado año

precisa tomar las medidas procedentes, castigando los actos prepa-
ratorios de índole perturbadora, tales como el artículo sancionado,
encaminado, por la repercusión que ejerce en el ánimo de las gen-
tes, no sólo a perturbar la paz pública, sino a consumar una revolu-
ción de las características y volumen de la del seis de octubre del

El recurso ha sido tramitado en forma legal, sin que se haya pre-
sentado por las partes prueba alguna.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Examinado el texto del artículo objeto de la sanción impuesta
para apreciar, debidamente, la única cuestión que se debate en el
presente recurso, y las consecuencias inmediatas que se derivan de
la publicación de dicho trabajo, se obtiene la evidencia de que no
encaja su contenido en el ámbito general de la Ley de Orden
Público, porque no se advierten en el mencionado artículo concep-
tos que tiendan a alterar, materialmente, la paz pública, ni se pertur-
ban, tampoco, las condiciones esenciales que le sirven de funda-
mento y por cuya seguridad y dianzamiento deben velar las autori-
dades gubernativas. No existe en el artículo objeto de la sanción
impuesta un hecho concreto de incitación a la alteración del orden,
exteriorizándose tan solo en su texto una crítica violenta de la actua-
ción de determinado partido político, difundiéndose conceptos que
podrían caer, por su aparente tono injurioso o calumnioso, en la
órbita del Código Penal común, y extraños, por consiguiente, al
imperio de las disposiciones consignadas en la Ley de veinticinco de
julio de mil novecientos treinta y tres.

Por todo lo cual, la Sección Primera de este Tribunal,
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expectación de ingreso. Página 297.

Otro (rectificado) dsponiendo se consideren días especialmen-
te de fiesta naciond, además del 14 de abril, el viernes 12 y sábado 13
de los corrientes, que se declaren inhábües o feriados para todos los
efectos civües, judiciales, mercantües y administrativos. Página 297.

Ministerio de Estado

Decreto autorizando d Ministro de este Departamento para que

se presente a la Diputación Permanente de Cortes un proyecto de
Decreto aprobando la entrada en vigor provisiond del Acuerdo
comercid, Protocolo adicional d mismo y Protocolo sobre Cambios,
firmados en Buenos Aües por los Plenipotenciarios de España y
Argentina el 29 de diciembre de 1934. Página 297.

Otro ídem d ídem id. Un proyecto de Decreto aprobando la
entrada en vigor provisiond del "Modus vivendi" comercid, Protocolo



Otro admitiendo a don Mariano Merédiz y Díaz-Parceño la dimi-
sión del cargo de Düector General de Enseñanza Profesional y

adicional al mismo, Protocolo adicional sobre Cambios y Protocolo
complementario del Protocolo adicional sobre Cambios, firmados en
Montevideo por los Plenipotenciarios de España y Uruguay el 2 de
Enero de 1935. Página 297.

Ministerio de Justicia

Decreto nombrando para el Juzgado de Primera instancia e ins-
trucción número 5, de Madrid, a don Ismael Rodríguez Solano yTarris.
Páginas 297 y 298.

Otro ídem para el ídem id. Número 20, de Madrid, a D. Luis
VUlanueva Gómez. Página 298.

Ministerio de la Gobernación

Decretos nombrando Comisarios de primera clase del Cuerpo
de Investigación y VigUancia a don Julián Seseña Zumeta y don
Eugenio Navascués Castro. Página 298.

Otros ídem id. De segunda clase del ídem id. a don. Luis
Rodríguez Jiménez y don. Leopoldo Hernández Acosta. Página 298.

Ministerio de Instrucción pública y Bellas Artes

Decreto declarando jubilado a don Francisco Albiñana
Marín, Catedrático de Matemáticas del Instituto de Albacete.
Página 298.

Otros aprobando los proyectos redactados por la Oficina técni-
ca de Construcción de Escuelas para constrrir, en los puntos que se
indican, edificios con destino a escuelas. Páginas 298 y 299.



Ministerio de Justicia
Orden concedendo los beneficios de libertad condiciond a los

penados que figuran en la relación que se inserta. Página 300.

Ministerio de Instrucción PúbUca y BeUas Artes

Orden disponiendo se haga cargo de la firma correspondien-
te a la Dirección General de Enseñanza Profesional y Técnica el

Ministerio de Obras Públicas

Decreto autorizando d Ministro de este Departamento para eje-
cutar por el sistema de administración las obras que se expresan.
Página 299.

Ministerio de Agricdtura

Decreto admitiendo a don Juan José Benayas Sánchez
Cabezudo la dimisión del cargo de Director General de Reforma

Otro nombrando Düector General de Reforma Agraria a don
Enrique de las Cuevas Rey. Página 299.

Otro admitiendo a don Isidoro Manuel García Gómez la renun-
cia del cargo de Düector General de Ganadería e Industrias Pecuarias.

Otro nombrando Director General de Ganadería e Industrias
Pecuarias a don José Paünerino San Román. Página 299.

Otro admitiendo a don Juan Díaz Muñoz la dimisión del cargo
de Düector General de Agricdtura. Páginas 299 y 300.

Otro nombrando Düector General de Agricdtura a don Mariano

Jiménez Díaz. Página 300.

Ministerio de Industria y Comercio

Decreto nombrando Düector General de Comercio y PoUtica
Arancelaria a don Francisco Javier Meruéndano Fermoso. Página 300.



Director General de Primera enseñanza don Antonio Gil Muñiz
Página 300.

Otra nombrando Catedrático numerario de Lengua latina del
Instituto Nacional de Segunda Enseñanza "Antonio Nebrija", de
Chamartín de la Rosa, a don Clemente Hernando Balmorí. Página 300.

Otra concediendo la excedencia voluntaria a don Luis Brú y
Vülaseca. Páginas 300 y 301.

Ministerio de Trabajo, Sanidad y Previsión

Orden disponiendo que mientras dure el régimen transitorio
establecido en Cataluña, los Jurados mixtos de dicha región, al igual
que los de toda España, se consideren sometidos a la jurisdicción de
la Dirección General de Trabajo. Página 301.

Otra ídem que el Subsecretario de Sanidad yAsistencia Pública
despache y resuelva, por delegación del Ministro, todos los asuntos y
expedientes que requieran para su resolución definitiva la firma del
Mimstro, exceptuándose los que se expresan. Página 301.

Otra ídem queden en suspenso las oposiciones a las plazas que
se indican. Página 301.

Otra ídem quede anulada la Orden de 28 de diciembre de
1933, que encomendó a la Subsecretaría de Sanidad y Beneficencia
el conocimiento y despacho de todos los asuntos referentes a la
Dirección General de Sanidad y a la Dirección General de
Beneficencia, yrestableciendo en toda su plenitud las funciones que
reglamentariamente incumben a las dos mencionadas Direcciones
generales. Página 301.

Ministerio de Industria y Comercio

Orden prorrogando por el segundo trimestre del año actual el
concierto provisional establecido con la Compañía Trasatlántica para
la prestación de los servicios que se expresan. Página 302.

Otra aprobando los itinerarios que se insertan para los servicios
transoceánicos presentados por la Compañía Trasatlántica para el
segundo trimestre del año en curso. Página 302.



INSTRUCCIÓN PÚBLICA. Dirección General de Primera
Enseñanza. Emplazando por segunda y dtima vez a don Ricardo Agustí
Monsech para que reanude los trabajos de las obras con destino a

Aehriristración General

PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS. Subsecretaría.
Inspección General de las Colonias. Anunciando concursos para pro-

veer las plazas que se indican, vacantes en los territorios y posesiones
españolas del Gotfo de Guinea. Página 302.

Düección General del Instituto Geográfico, Catastral y de
Estadstica. Convocando a oposición para proveer tres plazas vacantes

de Delineantes Cartográficos terceros, Oficides segundos de
Administración, con el sueldo anud de 4.000 pesetas y otras tres de
aprobados en expectación de ingreso. Página 304.

JUSTICIA. Subsecretaría. Rectificando los anuncios de vacantes

de Médcos forenses de los Juzgados que se indican, pubUcados en
Gaceta del 2 del actud. Página 305.

Dirección General de la Deuda y Clases Pasivas. Relación de las
declaraciones de haber pasivo hechas durante la primera quincena del
mes de marzo dtimo. Página 307.

HACIENDA.Düección General delTesoro PúbUco. Exámenes de
aptitud para Corredores de Comercio colegiados. Trasladando la con-
vocatoria para la segunda y dtima vuelta del primer ejercicio al día 15

Dirección General de Rentas Púbücas. Relación número 5 del
año actual de la Contribución General sobre la Rento. Página 306.

GOBERNACIÓN. Dirección General de Administración.
Prorrateo de las cantidades concedidas por jubüación del Secretario

del Ayuntamiento de CercadÜlo (Guaddajara) don Juan Sierra Mier.

ídem id. id. por imposibUidad física del Secretario del
Ayuntamiento de ArquiUos Qaén) don Cíete del Campo de la Calzada.
Página 310.

ídem id. por pensión a favor de la viuda del Secretorio que fue
del Ayuntamiento de Ayerbe (Huesca), don Nicolás Fercer Martínez.
Página 310.



El Presidente del Consejo de Ministros,

Alejandro Lerroux García

Escuelas graduadas en la plaza de San Nicolás y calle de Fructuoso
García, de Valladolid. Página 310.

OBRAS PÚBLICAS. Gabinete Técnico de Accesos y Extrarradio.
Adjudicando a don Edmundo Drapier el concurso para la ejecución
del camino de acceso d monte de Valdelatas. Página 310.

AGRICULTURA. Dirección General del Instituto de Reforma
Agraria. Resolviendo expedientes incoados por don José Pino y otros
vecinos de Carzones, Ayuntamiento de Salvatierra de Miño
(Pontevedra), solicitando sean declarados prestaciones señoriales para
varios foros. Página 310.

ANEXO ÚNICO. BOLSA. OPOSICIONES a plazas de Profesor de
término de Dibujo artístico en las Escuelas de Artes y Oficios Artísticos
de Madrid y Sevilla. SUBASTAS. ADMINISTRACIÓN PROVINCIAL.
ANUNCIOS DE PREVIO PAGO. EDICTOS. CUADROS ESTADÍSTICOS.

SENTENCIAS DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINIS-
TRATIVO DELTRIBUNAL SUPREMO.

PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS

DECRETOS

Presidente,
De acuerdo con el Consejo de Ministros y a propuesta de su

Vengo en aprobar el adjunto Reglamento Orgánico delTribunal
de Garantías Constitucionales, quedando derogado el de 8 de diciem-
bre de 1933.

Dado en Madrid a seis de abrü de mü novecientos treinta ycinco

Niceto Alcalá-Zamora yTorres



TITULO I
De la organización del Tribunal

y de la Junta de Gobierno

CAPÍTULO I
DelTribunal en pleno, de las Secciones

ARTÍCULO 1. ElTribunal de Garantías Constitucionales actuará:
en Tribund Pleno y en Secciones, las cuales funcionarán ridstinta-
mente como Sdas de Justicia y de Amparo, turnándose entre eUas los

asuntos propios de su competencia.

ARTÍCULO 2. ElTribunal en pleno se compone de las personas
que determina el artícdo 21 de la Ley. Se entenderá vdidamente cons-
tituido para tomar acuerdos:

á) Con la presencia de todos sus miembros, sdvo caso de impo-

sibUidad física o incompatibüidad legd, cuando haya de entender en
la responsabüidad de que trata el número 3 o del artícdo 22 de su ley

constitutiva.

b) Con la de sus cuatro quintas partes en los casos de los núme-
ros 1, 2,4, 5,6,7,8, y 9 del mismo; y,

c) Con la asistencia de la mayoría en los restantes casos

La ausencia de los que no concurren deberá ser justificada

y anunciada con la anticipación necesaria al Presidente y al Vocal
suplente que corresponda, quien, en su caso, deberá asimismo jus-

tificar su ausencia por iguales motivos legales que los propieta-
rios.

ARTÍCULO 3. Las Secciones, de ordinario, serán dos, y se cons-
tituirán en la forma prescrito en el artículo 24 de la Ley. Cuando algu-

no de los Vocales no pueda ser sustituido por su correspondiente
suplente, se integrará la Sección dectada por el Vocd propietario a
quien corresponda, según el turno que, bajo la inspección del Pleno,

se Uevará en la Secretaría General. Deberán guardarse en la formación
de aquél las redas que permitan sustitrirse entre sí a los Vocdes de

REGLAMENTO ORGÁNICO DEL TRIBUNAL
DE GARANTÍAS CONSTITUCIONALES



Sección 1.-
DelPresidente y de los Presidentes de Sección

ARTÍCULO 7. Corresponderá al Presidente del Tribunal de
Garantías Constitucionales:

ARTICULO 4. ElTribunal en Pleno podrá acordar la constitución
de nuevas Secciones. Formarán parte de cada una de ellas un Vocal
nato, otro Catedrático y tres regiondes. Cuando al constituirse estas
Sdas los Vocdes natos manifiesten que no pueden actuar de un modo
permanente, serán sustituidos por Vocales Catedráticos. Será
Presidente de la Sección el Vocd de mayor edad que tenga la condi-
ción del Letrado.

Los demás Vocales quedarán adscritos a cada Sección, con la
debida proporcionalidad, y entre todos se turnaran los asuntos de las
mismas. Los Vocales Catedráticos y los regiondes turnarán entre sí
para la constitución de las Secciones, según el turno de asistencia que
se Uevará por la Secretaría General.

ARTÍCULO 5. El Presidente del Tribunal de Garantías, los dos
Vicepresidentes y el Secretario General constituirán la Junta de
Gobierno Interior.

ARTÍCULO 6. ElTribunal en Pleno y sus Secciones tendrán las
facultades que determinan los artículos 22,25 y 26 de la Ley.

Corresponderá a la Junta de Gobierno Interior:
1.° Organizar y distribuir los servicios subalternos delTribund
2. a Formar el proyecto de presupuesto del mismo que, una vez

aprobado por el pleno, remitirá, con la oportuna Memoria, a las
Cortes, por mediación del Ministerio de Hacienda.

3.° Admüüstrar el ridcado presupuesto, celebrar los contratos que
exijan los deferentes servicios, haciendo efectivos los ingresos y presen-
tando para su aprobación cuenta trimestral justificada ante el Pleno.

4o Corregir discipUnariamente a los Vocdes delTribunal

capitulo n
Del Presidente y miembros del Tribunal



2.a Adoptar las medidas que crean necesarios o convenientes

para el mejor funcionamiento de la Sección que presidan, dando cono-
cimiento d Presidente delTribund.

3.° Sustitdr,por su orden,d Presidente delTribunal en los casos

de vacante, ausencia o enfermedad.

ARTÍCULO 9. La fornida de la promesa que han de prestar,

tanto el Presidente como los vocdes delTribund será:

Guardar y hacer guardar la Constitución de la República.

Adiriristrar recta, cumpUda e imparcial justicia.

Cumpür todas las leyes y dsposiciones que se refieran al ejer-

1.° Llevar larepresentación delTribund en los actos oficides y

en las relaciones con otros organismos.

2.° Convocar y presidü elTribund Pleno y la Junta de Gobierno

Interior.

3.° Presidü cudquier Sección cuando lo estüne conveniente

4.° Designar, en caso de urgencia, a los Vocdes que han de com-

pletar el número de los que sean necesarios para el funcionamiento

de cualquier Sección.

corda.

5." Decidü, con voto de cdidad, los empates que se susciten en

las votaciones de la Junte de Gobierno Interior y de las Vistas en dis-

6.° Recibir la promesa que hayan de presentar los Vocales del

Tribunal.

1.a Conceder Ucencias a los Vocales delTribund

8.° Actuar como Jefe del persond del Tribund y de todas sus

dependencias

ARTÍCULO 8. Corresponderá a los Presidentes de las Secciones

1.° Señalar los días y horas en que hayan de verse los asuntos

que correspondan a su Sección y presidü sus sesiones.



ARTÍCULO 12. Las üicompatibüidades de los Vocales suplentes
se reducirán, salvo lo prevenido en el artículo 19, a no poder actuar
ente elTribunal de Garantías en calidad de apoderados o defensores,
ni tampoco intervenir en todos aquellos asuntos que ante cualquier
jurisdicción se planteen y que por su naturaleza puedan corresponder
en su resolución de conformidad a la Ley Orgánica, al Pleno o a las
Secciones.

Los vocales suplentes que ejerzan la Abogacía no formarán
parte del Pleno cuando éste actúe en el caso previsto en el número
séptimo del artículo 22 de la Ley.

ARTÍCULO 13. Los Vocales delTribund no podrán tomar parte
en las discusiones y votaciones cuando tuvieren intereses privados en
el asunto de que se trate.

ARTICULO 14. Los Vocales suplentes percibirán por cada da
que, siendo necesaria su presencia, asistan alTribunal, la cantidad de 100
pesetas en concepto de dietas, más los viáticos correspondentes.

Cuando actúen por vacante definitiva del propietario, percibi-
rán el sueldo que éste tenga asignado.

ARTÍCULO 15. Los Vocales delTribunal podrán ser objeto de
amonestación y apercibimiento por parte de la Junta de gobierno en
los siguientes casos:

1.° Cuando faltaren de palabra, por escrito o de obra a sus supe-
riores en el orden jerárquico, o al respeto o consideración debidos d

ARTICULO 10. Los Vocales delTribunal serán nombrados en la
forma que determinan los artículos 4 al 13 de la Ley, y gozarán de las
prerrogativas que les reconoce el artículo 14 de la misma.

ARTÍCULO 11. El cargo de Vocal será incompatible con cual-
quier otro destino o cargo oficial o particular, cuando su desempeño
implique la adquisición de grado en una determinada jerarquía admi-
nistrativa o adscripción permanente a cualqder servicio privado opúblico retribuido o funciones consultivas de Compañías y Empresas
concesionarias de servicios públicos, y cualesquiera otras que la índo-
le o extensión de sus operaciones deban ser comprendidas en el artí-
culo 16 de la Ley, completado con el Decreto de 20 de octubre de
1933 y Ley de 8 de abrü de 1933.



El día 25 del mismo mes de octubre, y en sesión púbUca, se
posesionarán del cargo los Vocdes nombrados, y se tendrán por cesa-
dos a aqueUos a quienes corresponda con arreglo a la Ley.

2° Cuando fueren negligentes en el cumplimiento de sus

deberes

3.° Cuando por irregdaridad de su conducta moral o por vicios

que los hicieran desmerecer en el concepto púbUco, comprometieren
el decoro delTribund.

Los Vocdes podrán ser separados de sus cargos por elTribund
en Pleno cuando hubiere causa bastante para eUo.

ARTÍCULO 16. El Tribund tendrá tratamiento ünpersond; su
Presidente, los mismos tratamientos y honores que el Presidente de las

Cortes, ylos demás miembros, durante el ejercicio de su cargo, los mis-
mos que los Magistrados delTribunal Supremo de Justicia.

Sección 3.8

De las vacantes y del modo de proveerlas

ARTÍCULO 17. Para la renovación de los Vocdes a quienes
corresponde cesar por extinción de su mandato, se seguirá el siguien-

El Presidente delTribund comunicará d Jefe del Gobierno, con
la necesaria antelación, la relación de los vocdes que deban ser susti-

tuidos en elección ordinaria.

Las elecciones para proveer los cargos de los que deban vacar
se celebrará en la dtima decena del mes de agosto.

El Tribund señalará, con la necesaria antelación, el día en que

deba verificarse el escrutinio, en sesión púbUca, para que los interesa-
dos o quienes legalmente los representen puedan concurrir y defen-
der o contradecü las impugnaciones que formulen o previamente
hayan formdado por escrito.

Antes del da 5 de octubre siguiente elTribund resolverá sin dte-
rior recurso todas las reclamaciones formuladas y comunicará a la
Presidencia del Consejo de Ministros los nombres de los Vocdes eleridos.



y de los Oficiales Letrados

capitulo m
Del Secretario General, de los Secretarios de Sección

ARTÍCULO 20. El Secretario General será nombrado por el
Presidente de la República, en Decreto de la Presidencia del Consejo
de Ministros, a propuesta delTribunal.

Dicho cargo se proveerá por oposición entre Oficiales
Letrados del Ministerio de Justicia, Oficiales del Congreso de los

Los que no se presentaren a posesionarse, se entenderá que
renuncian a su cargo, a no justificar documentalmente, a juicio de la
Junta de Gobierno Interior, su imposibilidad para verificarlo.

A los que justificaren esta imposibiüdad les concederá dicha
Junta la prórroga que estime bastante.

ARTICULO 18. Producirán vacante con carácter definitivo
d) La defunción

&)Las causas de incapacidad determinadas en el artículo 15 de
la Ley.

c) La aceptación de cargo de representación popular, salvo los
Vocales parlamentarios.

d) Las causas de incompatibüidad contenidas en este Redámente
é) La renuncia aceptada por elTribunal

ARTÍCULO 19. Producida la vacante de Vocal titdar por una de
las causas expresadas en el artículo anterior, la ocupará el suplente al
que corresponda.

Si éste produjera asimismo vacante, el Presidente del Tribunal
comunicará al Jefe del Gobierno la necesidad de proveer de repre-
sentación a la Región, Universidad o Colegio de Abogados que hayan
quedado sin Vocal Titular ni suplente para la convocatoria de la elec-
ción correspondiente.

Los vocales suplentes a quienes corresponda ejercer como titu-
lares por término no inferior a un año, tendrán las mismas incompati-
bilidades que las prevenidas para los dtimos en el artículo 11.



11.° Ordenar la pubUcación en la Gaceta de Madrid de cuantos

anuncios, resoluciones o acuerdos sean pertinentes.

12.° Distribuir el servicio interior como Jefe inmediato de todo
el persond auxüiar y subdterno.

Diputados y Secretarios de Sala delTribund Supremo y de Audiencia

ARTÍCULO 21. Corresponde d Secretorio general:

1.° Dar cuenta d Presidente, d Tribund Pleno o a la Junto de

Gobierno Interior de los asuntos que respectivamente les competan.

2.a AuxÜiar dTribund redactando los extractos, notas ydemás tra-

bajos informativos que tiendan a facultar la labor de aquél, recopilando
los antecedentes de hecho necesarios para las resoluciones fundadas.

3.° Asistü con voz a las sesiones que elTribund pleno o la Junta
de Gobierno Interior celebren yredactar las actas de las mismas, con-

signando los nombres de los Vocdes presentes y las excusas alegadas

por los que fdten.

4.a Dar fe de todos los actos en que intervengan

trámite
5.° Ordenar el procedimiento, dictando providencias de mero

6.a Extender fielmente, y autorizar con su firma, las resoluciones
delTribunal Pleno y de la Junta de Gobierno Interior.

7.° Instruü y conservar los expedientes persondes de los fun-

cionarios delTribund, cridando de que en los mismos consten todos
los datos referentes a sus nombramientos, tomas de posesión, exce-
dencias, recompensas, méritos y correcciones.

8.° Distribuü entre las Secciones los asuntos que les correspondan

conforme a las redas establecidas para el reparto por la Presidencia.

9.° Expedü copias y certificaciones que deban remitirse a las
Autoridades y Corporaciones o periódicos oficides.

10.° Dirigüse, para cumplimentar resoluciones del Tribund o
dictadas por su propia competencia, a las partes y a todas las

Autoridades y Corporaciones, excepto a los Ministros y a los
Presidentes de las Cortes, del Consejo de Estado, delTribund Supremo
y delTribund de Cuentos.



ARTICULO 22. El Secretario redactará y firmará las Actas de las
sesiones en que intervenga, señalando en forma clara y sucinta cuan-
to se trate yresuelva, sometiendo la de cada sesión a la aprobación de
la que primeramente se celebre.

Hará constar literalmente las marifestaciones que a cada Vocal
interese que queden en el acta de esta manera, y transcribirá asimis-
mo, fiel e íntegramente, los documentos que para estos efectos se lean
en las sesiones.

ARTICULO 23. El Secretario despachará directamente con el
Pleno o Secciones delTribunal, sin que pueda delegar para ello en nin-
gún Oficid ni Auxiliar.

El Secretario General podrá ser sustituido por cualquiera de los
de Sección

Sección 2. s

De los Secretarios de la Sección

ARTÍCULO 24. Habrá por lo menos tantos Secretarios de
Sección como Secciones existan. El Tribunal en Pleno podrá ampliar
su número cuando el trabajo de las Secciones así lo requiera.

ARTÍCULO 25. Los Secretarios de Sección serán nombrados por
oposición entre los funcionarios a que se refiere el artícdo 20.

13.° Estar al frente de la Biblioteca yArchivo, salvo, que se desig-
nen funcionarios técnicos y especiales.

14.° Llevar los libros siguientes

a) De actas delTribunal Pleno
6) De actas de la Junta de Gobierno

c) De votos particulares del Pleno
d) De Registro General de recursos

é) De ponencias

f) De correcciones disciplinarias

g) De licencias y vacaciones

F-

tí) De turnos de composición de Secciones



Los Secretarios de Sección podrán dictar providencias de mero
trámite respecto de los asuntos en que entienda la Sección corres-

Los Secretarios de Sección podrán sustitrirse entre sí

Sección 3.a

De los Oficiales Letrados

ARTÍCULO 27. A las órdenes inmediatas del Secretario General
habrá siete Oficides Letrados.

ElTribund en Pleno podrá acordar que este número se amplíe,
o bien que se reduzca.

ARTÍCULO 28. Corresponde a los oficiales Letrados hacer
extractos de los asuntos; preparar notas o informes que faculten su
estudio, suministrando a los Vocdes, y especialmente a los ponentes,
los elementos de información de toda clase que estrilen ridspensa-
ble para el más perfecto desempeño de sus funciones.

Deberán también auxüiar a los Secretarios desempeñando las

funciones que éstos encomienden.

ARTÍCULO 29. Los oficides Letrados serán nombrados por opo-
sición entre las personas que reúnan los reqdsitos del artículo 33-

ARTICULO 30. Los ejercicios de oposición versaran sobre cues-
tiones de Derecho PoUtico y Constituciond, Derecho Administrativo,
Civü, Pend y Procesd, Historia del Derecho y de sus Instituciones con
especiaüdad de las de España, y Legislación comparada constituciond
y administrativa. Será ridpensabk también acredtor el conocimiento
de dos lenguas vivas; la francesa como obügatoria, y facdtativas la de-
mana o la indesa, acredtando el de la primera por la lectura, conver-
sación y traducción de viva voz a Ubro abierto, sin dccionario, y
cualquiera de las segundas por la traducción d casteüano de un texto

legd o trabajo doctriral sobre materias relacionadas con el cuestiona-
rio,por escrito y con diccionario. El conocimiento de otro u otros ido-

ARTÍCULO 26. Serán apücabks a los Secretarios de Sección las
disposiciones de los artícdos 20 y 21 en cuanto sean pertinentes a la
función que cumplan ante la Sección en que actúen.



ARTÍCULO 33. Para ser nombrados Secretarios del Tribunal de
Garantías se requerirá:

1.° Ser español, de veinticinco años de edad o más

2.a Ser licenciado en Derecho

3.° No hallarse comprendido en ninguno de los casos de inca-
pacidad o incompatibüidad establecidos en la Ley o en el Redamento.

mas servirá de mérito complementario, y será objeto de examen sólo
en casos de duda.

Acredtarán, por dtimo, los opositores, la práctica burocrática sufi-
ciente para redactar un dctomen, sentencia oresolución de los de más fre-
cuente uso en elTribund. Se estimarán como mérito las pubUcaciones.

ARTICULO 31. Todos los ejercicios serán eliminatorios, y su
extensión, número y pormenores se determinarán en la convocatoria.
Pero el primer ejercicio será escrito e igual para todos los opositores.

Las eliminaciones se harán por mayoría de votos delTribunal

La propuesta delTribunal se hará designando para cada plaza al
opositor que obtenga para ella la mayoría de votos.

ARTICULO 32. ElTribunal estará formado por el Presidente o
un Vocal miembro de la Junta de Gobierno Interior; dos Vocdes de los
designados por las Facultades de Derecho; uno de los elegidos por los
Colegios de Abogados y otro por las Regiones, designados todos ellos
por el Pleno, en votación secreta.

Para todos los ejercicios el Pleno podrá designar, seguidamente,
de la misma manera y en el mismo acto, dos personas especializadas
en aqueUas materias acerca de las cuales no se requiera en los miem-
bros delTribunal de oposición una especial competencia técnica.

Para el ejercicio de idiomas, se agregarán dTribunal dos perso-
nas competentes en la materia, designadas de la misma manera y en el
mismo acto por el Pleno delTribunal.

Sección 4.a

Disposiciones comunes a estos funcionarios



CAPÍTULOS
Del personal administrativo y subalterno

Sección 1.a
De los Oficiales administrativos

ARTÍCULO 36. Los oficides administrativos del Tribund se
nombrarán por oposición entre los funcionarios que pertenezcan a

los distintos Cuerpos de laAdrniristración Civü del Estado.

En la convocatoria se hará constar las condciones que habrán

de reurir los aspirantes, así como los créditos que puedan degar, y los
ejercicios que han de practicarse.

Para ser nombrado Oficid Letrado se requerirán las mismas con-
dciones, sdvo la edad, que bastará que sea superior a los veintiún años.

ARTÍCULO 34. No podrán ser nombrados Secretarios ni

Letrados:

1.° Los impedidos física o intelectualmente

2.° Los que estuvieran procesados por cudquier delito

3.° Los que estuvieran condenados a cualqder pena por razón

de deüto, mientras no hubieran recibido rehabülteción.

4.° Los quebrados no rehabUitados

5.° Los concursados mientras no sean declarados üicdpables

diarios
6.° Los deudores a fondos púbücos como responsables subsi-

Ia Los que tuvieren vicios vergonzosos

8.° Los que hubieren ejecutado actos u omisiones que, aunque

no penables, les haga desmerecer en el concepto púbUco.

ARTÍCULO 35. Los cargos de Secretarios y Letrados delTribunal

de Garantías Constituciondes serán incompatibles con las funciones,

destinos o cargos a que se refiere el número 2 del artículo 17 de laLey,

siéndoles permitido úricamente las actividades de carácter científico
e investigaciones de este orden que no devenguen sueldo ni supon-
gan adscripción permanente a un servicio científico o docente.



ARTICULO 37. Los Oficiales administrativos desempeñarán las
funciones de esta índole que les encomiende la Junta de Gobierno
Interior y el Secretario General.

Sección 2. a

De los Auxiliares escribientes

ARTÍCULO 38. Los auxüiares taquígrafos-mecanógrafos y ama-
nuenses se nombrarán mediante oposición.

ARTICULO 39. Los taquígrafos-mecanógrafos y amanuenses
auxiliarán al Presidente, Vocales, Secretarios y Oficiales Letrados
en los trabajos materiales de transcripción y copia que les enco-
mienden.

Sección 3. a

De los subalternos

ARTÍCULO 40. Los subalternos del Tribunal estarán a las órde-
nes inmediatas del Secretario del mismo.

CAPITULO V
Disposiciones comunes a los funcionarios

a que se refieren los capítulos m y IV

ARTÍCULO 41. Los nombramientos de todos los funcionarios
delTribunal de Garantías se harán previo acuerdo de éste, formdizán-
dose por la oportuna dsposición miristerid.

ARTÍCULO 42. Los funcionarios a que se refiere el presente títu-
lo se presentarán a tomar posesión de sus respectivos cargos dentro
de los treinta días siguientes al de la fecha de su nombramiento.

El que no se presentare en dicho término, se entenderá que
renuncia d cargo, a no justificar documentalmente, a juicio de la Junta
de Gobierno Interior, su imposibiUdad para verificarlo.



2 a. Graves: La indisciplina contra los superiores, la descon-
sideración a las Autoridades o al público en sus relaciones con el
servicio; la falta reiterada de asistencia a la oficina durante las
horas obligadas, sin causa que la justifique, las que afecten al
decoro del funcionario; los altercados y pendencias dentro de las
oficinas, aunque no constituyan delito ni falta punible; la infor-
malidad o el retraso en el despacho de los asuntos, cuando per-
turben sensiblemente el servicio, y la de negarse a prestar
servicio extraordinario en los casos que los ordenen por escrito
los superiores, por imponerlo necesidades de urgente o inaplaza-

3a. Muy graves: El abandono del servicio, el hecho de pertene-
cer a Asociaciones, agrupaciones o representaciones colectivas de fun-
cionarios públicos, contraviniendo la negativa del Tribunal de
aprobación a la orden del mismo de disolverlas, las contrarias d secre-
to que se debe guardar en los trabajos; la insubordinación en forma de
amenaza individud o colectiva; la emisión a sabiendas o por negUgen-
cia o por ignorancia inexcusables de informes manifiestamente injus-
tos o la adopción de acuerdos por las mismas cücunstancias, la fdta
de probidad y las constitutivas de deUto.

Los funcionarios que indujeran düectamente a otros a la comi-
sión de una fdta incurrirán en la correción señdada para la misma,

aunque aqueUa no se hubiera consumado.

Este precepto se apUcará a los Jefes que toleren ya todos los fun-
cionarios que encubran las fdtas graves y las muy graves de los demás.

ARTÍCULO 44. Los castigos o correcciones dsciplriarias que
deberán imponerse a los funcionarios por faltes cometidas en el ejer-
cicio de su cargo, son las siguientes:

A los que justifiquen esta imposibUidad les concederá dicha

Junta una prórroga que estime bastante.

ARTÍCULO 43. Se considerarán fdtas cometidas por los funcio-
narios en el ejercicio de su cargo, las sigdentes:

Ia. Leves: El retraso en el desempeño de las funciones que les
están encomendadas, cuando este retraso no perturbe sensiblemente
el servicio; las que son consecuencia de negUgencia o descuido excu-
sable y la fdta no reiterada de asistencia a la oficina durante las horas
obligadas, sin justificación de causa.



2.a Mdta de uno a quince días de haber.

3. a Suspensión de empleo y sueldo de un mes a un año

4.a Pérdida de uno a veinte puestos en el escddón o del dere-
cho de ascenso por quinquenios

5. a Postergación perpetua

6. a Cesantía o separación definitiva del servicio

La primera correción será apücada a las faltas leves; la segunda, ter-
cera y cuarto, a las fdtas graves; y la quinte y la sexta, a las muy graves.

El apercibimiento se hará por escrito en todo caso, y constará,
como los demás correctivos, en el expediente persond del funciona-
rio. El tercer apercibimiento implicará la imposición de mdta en sus
grados mínimo y medio.

La imposición de suspensión de empleo y sueldo por más de
seis meses irá siempre unida a la pérdida de puestos en el escaldón.

La cesantía impuesta como castigo a los funcionarios activos
sólo les atribuirá derecho a figurar en el escaldón de cesantes. La sepa-
ración definitiva determinará la baja en el escaldón respectivo.

ARTICULO 45. A los funcionarios comprendidos en el capí-
tulo III de este título la corrección de apercibimiento les será
impuesta por el Presidente del Tribunal, o por los Presidentes de
Sección, cuando la falta se hubiere cometido en la Sección que
presidan; las correcciones correspondientes a las faltas graves
serán impuestas por la Junta de Gobierno Interior, con audiencia
del interesado, y la de cesantía o separación definitiva del servi-
cio, por elTribunal Pleno, en virtud de expediente en que sea oído
el interesado.

ARTÍCULO 46. Al personal comprendido en el capítulo IV de
este título, el apercibimiento será impuesto por el Secretario del
Tribund; las correcciones correspondientes a las faltas graves, por el
Presidente del mismo, y la de cesantía o separación, por la Junta de
Gobierno, siendo indispensable en los dos últimos casos la previa
audiencia del interesado.



Si se imposibüitase un ponente, se turnará el asunto a otro

Vocd, pudiéndose recaer la ponencia en el propio suplente de aquél.

Del modo de funcionar el Tribunal

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Sección 1.a

De las reuniones del Pleno y de las Secciones

ARTÍCULO 47. El Pleno se reunirá por convocatoria del

Presidente delTribund, por propia iniciativa o a requerimiento escri-

to de la tercera parte de los Vocales, que deberán expresar en su peti-

ción la materia objeto de la reunión.

ARTÍCULO 48. Para las reuniones del Pleno y de las Secciones
serán citados, por orden del respectivo Presidente, todos los Vocdes

con antelación bastante para que puedan concurcü.

ARTÍCULO 49. Todas las Secciones turnarán con iguddad en el

servicio de vacaciones, que comprenderá desde el 10 de jdiod 10 de

septiembre, y durante las cudes sólo se despacharán los asuntos que

tengan carácter de urgencia.

Se reputarán urgentes

1."Los recursos de amparo

2.° La sustentación de todos los asuntos de que conozca el

Tribund, hasta que se encuentren en estado de vista, y

3.° Los procesos de la Sda de Justicia declarados de urgencia d

iniciarse el período de vacaciones.

ARTÍCULO 50. Los suplentes sustituirán a los propietarios en

las Secciones en la misma forma que en los Plenos. La Presidencia de

la Sección corresponderá, por falta de titular, al Vocal propietario de

más edad, completándose el Tribunal con el suplente que corres-

ponda, sin perjuicio de lo dispuesto en el último párrafo del art. 24

de la ley.



ARTICULO 51. En cada asunto que se sustancie ante las
Secciones delTribunal de Garantías Constitucionales habrá un Vocal

Turnarán en este cargo todos los Vocales de la Sección, a excep-
ción del que la presida.

Sección 2.?
De las partes y de sus defensores y representantes

ARTICULO 52. Las partes podrán actuar ante elTribunal por sí
mismas, conferir su representación a un Procurador o valerse tan sólo
de Letrado habüitado para ejercer su profesión en cualquier punto del
territorio nacional; habrán de señalar un domicilio en Madrid para oir
las notificaciones.

ARTICULO 53. El nombramiento de Defensor de la
Constitucionalidad deberá acompañarse necesariamente con el escri-
to a que se refiere el art. 35 de la Ley, y si entonces no se presentare,
se entregará ocho días antes del señalado para la vista en la Secretaría
General del Tribund.

Con la misma anticipación, y con certificación bastante del
acuerdo, deberá comunicarse a la Secretaría General la designación
circunstanciada de los comisarios a que se refieren los arts. 49, 57,66
y 67 de la Ley.

ARTICULO 54. La recusación de cualesquiera de los miembros
delTribunal por la causa a que se refiere el art. 13 del Reglamento,
habrá de alegarse por el recurrente por medio de otro sí en el escrito
de interposición de recurso o antes de la citación para la vista, si la
causa fuera posterior.

ARTÍCULO 55. Las personas extrañas al Tribunal que actúen o
comparezcan ante el mismo estarán sometidas a las correcciones dis-
cipUnarias de advertencia, apercibimiento y multa hasta 1.000 pese-
tas, en los casos siguientes:

1.° Cuando faltaren al orden y respeto debido al Tribunal

2.° Cuando faltaren notoriamente a las prescripciones de la Ley
y Redamento en sus escritos y peticiones.

ponente



ARTÍCULO 58. De los escritos de demanda o querella, así
como de los demás de que se deba dar cuenta a la parte contraria,

se presentarán tantas copias como partes se muestren en el pro-

3.° Cuando, en el ejercicio de la profesión que desempeñan
ante el Tribund, fdtaren oralmente, por escrito o de obra d respeto
debido al mismo.

4.° Cuando en la defensa de sus cuentes se excederen con sus
colegas de una manera grave e innecesaria para aqueUa.

5.° Cuando Uamados d orden en las alegaciones orales, no obe-

Estas correcciones les serán impuestas por quien presidiere el
Tribunal en funciones

ARTÍCULO 56. Las sanciones a los Abogados a que se refieren
los números 2 y 3 del art. 43 de la Ley, se decretarán:

Las de multa, por mayoría del Pleno o Sección ante el que
hubiere actuado de abogado, en las circunstancias que justifiquen
aquéUa;y la de suspensión del ejercicio profesiond ante este Tribunal,
por el Pleno del mismo.

Sección 3. a

De los escritos de las partes

ARTÍCULO 57. Todas las demandas y reclamaciones que se for-
mulen ante el Tribund de Garantías Constituciondes se presentarán
en la Secretaría General, donde serán registradas y numeradas.

El Secretario General, dentro del primer día hábU siguiente al de
la presentación de cudquier escrito, dará cuenta del mismo al
Presidente del Tribund, a fin de que éste acuerde el reparto a la
Sección que corresponda.

El Presidente del Tribund turnará todas las demandas y recla-
maciones entre las diferentes Secciones, observando para eUo lo dis-
puesto en el apartado b) del artícdo 20 de la Ley Orgánica del
Tribunal y procurando que la distribución sea equitativa.



ARTICULO 59- De todo documento que presenten las partes
acompañarán copia; ésta compulsada con su origind, producirá los efec-
tos de éste, que podrá ser devuelto a petición del que lo presenta.
Cuando se trate de documentos privados o de otros documentos que
carezcan de matriz obrante en archivo púbUco, deberán ser presentados
origiraks y serán unidos a las actuaciones, siempre que el Tribund lo

ARTÍCULO 60. Los escritos que se presenten en el curso de una
reclamación en trámite podrán tener entrada en la Sección corres-
pondiente, la cual llevará a este efecto el oportuno Registro.

Sección 4.-
De las Vistas

ARTÍCULO 61. La vista de los asuntos de que conozca el
Tribunal de Garantías Constitucionales, constituido en Pleno en los
dos primeros casos del arts. 22 de la Ley, o en Secciones, tendrán lugar
en audiencia pública.

Se observará lo dispuesto en la Ley de 14 de jdiode 1933,y con
carácter supletorio en los artículos 649 y 666 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial.

En los demás casos del art. 22, elTribunal acordará lo que esti-
me procedente respecto a la publicidad de los debates.

ARTÍCULO 62. Antes de la visto de cada asunto, el Secretario a
quien corresponda formará nota suficientemente explicativa del
mismo, que entregará a cada uno de los Vocales y a las partes o a sus
defensores comparecidos.

Concluida la vista de cada asunto, cualquiera de los Vocales
podrá pedü los asuntos o expedientes para examinarlos.

Sección 5. a

De las Sentencias

ARTICULO 63. La discusión y votación de las sentencias se veri-
ficará siempre a puerta cerrada.

ordenare



ARTÍCULO 66. Todo el que tome parte en la votación de la sen-
tencia firmará lo acordado, aunque hubiere disentido de la mayoría,
pero podrá en ese caso sdvar su voto, extendiéndolo, fundándolo e
insertándolo con su firma d pie dentro de las veinticuatro horas
siguientes en el Ubro de votos particdares.

ARTÍCULO 67. Las sentencias se firmaran por todos los Vocales
no impeddos dentro de las veinticuatro horas siguientes a aqueUa en
que se hayan acordado.

El ponente someterá a la deüberación delTribund los puntos de
hecho, los fundamentos de derecho y la decisión que deba comprender
la sentencia, y previa la discusión necesaria, se votara sucesivamente.

Votará primero el ponente y después de él todos losVocales por

orden aüabético de apeUidos.

El que presida votará el dtimo

ARTÍCULO 64. La sentencia se dctará por mayoría absoluta de
votos, excepto en los casos en que la Ley exigiera mayor número.

Cuando después de faUar un asunto se imposibUitare un Vocd
de los que votaren y no pudiera firmar, el que hubiere presidido lo
hará por él, expresando el nombre de aquel por quien firma y después
las palabras "votó en Sección y no pudo firmar".

ARTÍCULO 65. Cuando después de la vista y antes de la vota-

ción dgún Vocd se imposibritara y no pudiere asistir a la votación,
dará su voto fundado y firmado, y lo remitirá discretamente d
Presidente de la Sección o d delTribund en su caso.

El voto así emitido se unirá a los demás y se conservará rubri-
cado por el que presida, con el Ubro de sentencias.

Cuando el impedido no pudere votar ni aun de este modo, se
votará el asunto por los no impedidos que hubieren asistido a la vista,
y si hubiere los necesarios para formar mayoría, se dictará sentencia.

Cuando por cudquier causa les corresponda cesar a dgunos de
los Vocdes, votará los asuntos a cuya vista hubiere asistido y que aún
no se hubiesen faüado.

Empezada la votación de una sentencia, no podrá riterrumpü-
se süio por algún impedimento insuperable.



Cuando tampoco resultare mayoría del segundo escrutinio, se
dictará providencia, declarando la discordia y mandando celebrar
nueva vista con asistencia del Presidente del Tribunal o con la del
Presidente de la Sección en el caso de que ésta hubiese sido presidi-
da por el Presidente delTribunal, salvo en los procedimientos de res-
ponsabilidad criminal, que se regirán por lo dispuesto en la Ley de
Enjuiciamiento Criminal, con arreglo al art. 100 de la Ley Orgánica del
Tribunal.

ARTÍCULO 69. El Presidente delTribunal hará el señdamiento de
las vistas en discordia. Los Vocdes discordantes consignarán con toda
claridad en la providencia que hubiera causado la dscordia los puntos
en que convinieren y aqueUos en que dsintieren. Se limitarán a decidir
con los dirimentes aqueUos en que no hubiese habido conformidad.

Cuando en la votación de una sentencia por la Sala de Discordia
no se reuniese tampoco mayoría absoluta de votos sobre los puntos
discordantes, se procederá a nuevo escrutinio, poniéndose solamente
a votación los dos pareceres que hayan obtenido mayor número de
votos en la precedente.

ARTICULO 70. Las discordias que se susciten ante el Pleno
serán objeto de una segunda discusión en la misma forma dispuesta
para las Secciones, y si ésta subsistiese la decidirá el Presidente con su
voto de calidad.

ARTÍCULO 71. Las sentencias y, en general, todas las decisiones
del Tribunal en Pleno o en Secciones, se votarán nomrialmente. Se
exceptúan tan sólo las referentes a elección de cargos, que se hará por
papeletas. Si se suscitasen dudas sobre la forma de una votación, las
resolverá en el acto elTribunal.

Las Secciones o el Tribunal en pleno no podrán variar las sen-
tencias que pronuncien después de firmadas, pero sí aclarar algún
concepto oscuro o suplir cualquier omisión que contengan, dentro de
los tres días hábües siguientes a la notificación.

Estas aclaraciones podran hacerse de oficio o a instancia de parte

ARTICULO 68. Cuando en la votación de una sentencia, auto o
providencia, no resulte mayoría de votos sobre cualquiera de los pro-
nunciamientos de hecho o de derecho que deban hacerse o sobre la
decisión que haya de dictarse, volverán a discutirse y a votarse los
puntos en que hayan disentido los votantes.



Sección 1.a

De la procedencia ypreparación del recurso

ARTÍCULO 72. Recibida en elTribunal de Garantías la consulta

a que se refieren los cuatro primeros números del art. 31 de la Ley, se

le comunicará al que en el pleito que la origine haya alegado la excep-

ción de üiconstitucionaUdad, para que dentro del plazo de diez días
interponga el recurso con los requisitos del art. 35.

Una vez interpuesto o transcurrido el plazo sin hacerlo, se dará

a los autos el curso correspondiente, pudiendo, los que sean parte en
el pleito que motiva la consdta, personarse en este Tribunal antes del
señalamiento para la vista, con el úrico fin de actuar en ella, sin que
por ningún motivo pueda retrocederse en el procedimiento.

ARTÍCULO 73. En el caso a que se refiere el número 5 del artí-
cdo 31 de la Ley, el recurso se interpondrá con sujeción a lo dispues-

to en sus preceptos y a los del art. 35.

ARTÍCULO 74. Formdada la consdta en el caso del art. 32 de la
Ley, se cumplirá lo dspuesto en el 34, tramitándose como si se tratase

de un recurso admitido, pero sólo con intervención del defensor de la
constitucionaUdad, si se hubiera personado. En su defecto, continuará el
procedimiento, en el que podrán comparecer y personarse en cudquier
instante, dctándose sentencia dentro de los plazos del art. 40.

Sección 2. a

De la interposición y admisión delrecurso

ARTÍCULO 75. El escrito de recurso interpuesto por el
Ministerio Fiscal, deberá ajustarse a los requisitos de los apartados c)

Los Secretorios nevarán en cada votación lista exacta de los

votantes, y hecho el escrutinio por la Mesa, publicarán su resultado.

capitulo n
Los recursos de inconstitucionalidad



ARTICULO 78. Cuando el recurso de inconstitucionaUdad se
plantee por declarado con derecho al beneficio de pobreza legal para
litigar, deberá acompañar al recurso certificación bastante de la reso-
lución que le autorice para disfrutar del indicado beneficio. Los decla-
rados con derechos a bonificación del 50 por 100 de los conceptos a
que se refiere el art. 14 de la Ley de Enjuiciamiento Civü tendrán que
hacer el depósito de la mitad de las fianzas prescritas por el artícdo
31 de la Ley Orgánica delTribunal de Garantías.

El declarado pobre no tendrá derecho a que se le nombre
Abogado de oficio cuando interponga el recurso, no obstante el dic-
tamen desfavorable emitido por el organismo a quien corresponda en
los casos del art. 31 de la Ley.

ARTICULO 79. Cuando se impugne la constituciondidad de los
Decretos a que se refiere el art. 61 de la Constitución, se dará a las
Cortes conocimiento del recurso a los efectos de los arts. 34 y 37 de
la Ley.

De igud modo se procederá en los casos del art. 80 de la
Constitución.

ARTÍCULO 80. El plazo de diez días señalado en el párrafo
tercero del art. 34 de la Ley se contará desde que el Presidente de
las Cortes o del organismo correspondiente de la región autónoma
interesada hubiesen recibido la comunicación a que el propio
párrafo se refiere. Si no acusase inmediato recibo de la comunica-
ción, se hará el cómputo a partir del día siguiente a la fecha de su
entrega en la Secretaría de la Presidencia del Congreso, justificada

ARTICULO 76. En el caso de que fuese negativo el dictamen
previsto en los supuestos del art. 31 de la Ley, el recurso no será tra-
mitado sin acreditarse con el resguardo correspondiente el deposito
de la fianza mínima de 5.000 pesetas, sin perjdcio de la mayor que
pueda señdar elTribunal,y con apercibimiento de que si esta última
no se constituye en el plazo que se conceda al efecto, quedará en sus-penso la tramitación del recurso.

Si el recurrente pidiera, en tal caso, la devolución de la cantidad
depositada se acordará así, teniéndole por desistido del recurso.

ARTICULO 77. Cuando se presenten varios recursos sobre
inconstitucionalidad de la misma Ley, el Tribunal, de oficio, podrá
decretar su acumulación.



Sección 3.a

De la sustentación y resolución de recursos

ARTÍCULO 81. Si al evacuar el traslado del recurso por el tér-

mino establecido en el art. 37 de la Ley se invocare la excepción
del incompetencia, se acompañará copia del escrito para entregar-

la al recurrente a los fines de instrucción, señalándose día para la

vista del incidente, con citación de las partes con diez de anticipa-

ción

ARTÍCULO 82. Denegada la excepción de incompetencia, se

concederá un nuevo plazo de cinco días d defensor de la constitu-
cionaUdad para que pueda alegar en defensa de la Ley impugnada lo

que estrile conveniente, si ya no lo hubiese hecho en el escrito, eva-

cuando el traslado del recurso.

ARTÍCULO 83. Alegada la excepción de incompetencia en el

acto de la vista, decidirá elTribunal previamente sobre ella en la sen-
tencia, y si la rechazara resolverá en la misma cuestión de fondo del
recurso

Del recurso de ilegalidad y exceso de desviación de poder

Sección 1.a

De la interposición y admisión del recurso

ARTÍCULO 84. El recurso contra la UegaUdad de los actos o dis-

posiciones emanadas de la Administración en el ejercicio de su potes-

tad redamentaria, prevenidos en el art. 31 de la Ley, sólo podrá
interponerse cuando no esté autorizado en las leyes el recurso con-
tencioso administrativo u otra acción judcid.

ARTÍCULO 85. Tanto el recurso prevenido en el artícdo ante-

rior como el de exceso o desviación de poder en los actos dscrecio
ndes no podrá ser admitido si no se hubiese alegado el abuso en la vía
gubernativa, pidiendo en eUa subsanación.

por la oportuna diligencia que acreditará el Secretario delTribunal,

o desde tres días después de su remisión por correo, en pliego debi-

damente certificado, al Presidente del organismo correspondiente

de la región autónoma.



ARTICULO 90. Admitido el recurso, se dará traslado del
mismo al Centro administrativo designado, donde se hubiese reali-
zado el acto que le dé motivo y, en su caso, a los funcionarios res-
pecto de quienes se hayan reclamado, emplazándolos por término
de veinte días.

ARTICULO 86. En las demandas de estos recursos se consigna-
ra claramente el hecho constitutivo de la UegaUdad, abuso o desvia-
ción, y, en su caso, los preceptos o normas legales infringidos la fecha
y circunstancias del hecho yreferencia d expediente en que se hubie-se cometido la ilegalidad o abuso, si constare.

Asimismo se consignará el nombre y cargos de la Autoridad ofuncionario a qden se atribuyan los hechos que den motivo d recurso.
ARTICULO 87. Se acompañará necesariamente con la demanda

testimonio del escrito en que se hubiese formalizado la reclamación
prevenida en el párrafo quinto del art. 31 de la Ley, y de la resolución
recaída si se hubiese dictado. Si el recurrente manifestare no haberpodido obtener el testimonio expresado en el párrafo anterior, será
reclamado de oficio, sin perjuicio de exigir las responsabUidades que
procedan al responsable de la infracción.

Artícdo 88. ElTribunal examinará el recurso a los efectos de su
admisión, que podrá ser denegada en los casos siguientes:

1." Cuando la demanda no se ajuste a los prevenido en el ar-
tículo 85.

2.a Cuando resulte el defecto de previa reclamación en la vía
gubernativa

3.° Cuando el hecho alegado como motivo del recurso no cons-
tituya manifiestamente UegaUdad, abuso o desviación de poder.

4.a Cuando contra el acto reformado se diese por las leyes
recurso de alzada o contencioso administrativo o procediese acción
civü o penal ante los Tribunales.

ARTICULO 89. La inadmisión de la demanda se decretará en
resolución fundada.

Sección 2. a

De la sustanciación y resolución del recurso



ARTÍCULO 92. El término de proposición de prueba, será de
diez días comunes a las partes. El Tribund admitirá los que considere

pertinentes. El término de ejecución no excederá de treinta días, asi-
mismo comunes a las partes, pudiendo delegar para su ejecución en

cualesquiera autoridades u organismos del Estado.

ARTÍCULO 93. Practicadas las pruebas se unirán a las actua-

ciones, citándose a las partes para sentencia. Si alguna de ellas pidie-

se señalamiento de vista, el Tribunal lo acordará dentro del quinto

día.

ARTÍCULO 94. Cuando en la contestación o en el acto de la
vista se degase como de incompetencia la excepción prevenida en el
número 4.a del art. 88, se resolverá en la sentencia como pronuncia-

miento previo, y si se dése lugar a ella, no se hará pronunciamiento
sobre el fondo del asunto.

CAPÍTULO TV
Del recurso de amparo

Sección 1.a

De la interposición del recurso

pensión

ARTÍCULO 95. El acto concreto a que se refiere el número 1.°
del art. 45 de la Ley deberá tener carácter de firme por haberse
desestimado las acciones y los recursos interpuestos contra el

mismo ante las autoridades e instancias competentes, y ante el
Tribunal de Urgencia en su día, sin perjuicio del incidente de sus-

ARTÍCULO 96. El plazo establecido en la disposición transito-
ria 2.a regüá en el caso a que la misma se refiere, siempre que no

La Administración podrá comparecer por medo del Ministerio

Fiscal. Comparecidos los recurridos, contestarán la demanda dentro

del término de diez días.

ARTÍCULO 91. Si las partes estuvieren conformes en el recibi-
miento a prueba, propondrá cada una concretamente los hechos

sobre que haya de versar y los medos probatorios de que intenten

vderse, si no hubiese conformidad. El Tribunal acordará el recibi-

miento a prueba sólo en el caso de estimarla pertinente y necesaria
para la comprobación de los hechos.



señale otro distinto la Ley reguladora de las reclamaciones contra el
acto causante del agravio.

ARTICULO 97. Se entenderá por superior jerárquico, a los
efectos de la disposición transitoria 2. a de la Ley Orgánica delTribunal, en relación con el número 2 del art. 45 de la misma, al que
por motivos de poder y subordinación en la jerarquía administrativa,
resulte con este carácter, o al que en organizaciones de otro orden
corresponda el conocimiento de los recursos contra las decisiones
de determinada autoridad.

ARTÍCULO 98. Al escrito interponiendo el recurso de amparo
deberán acompañarse necesariamente:

1.° Copia fehaciente de la resolución en que se suponga come-
tido el agravio.

2.a La del escrito de interposición

3.° Todos aqueUos documentos en que la parte funde sus dere-chos y sus copias.

No serán admitidos posteriormente los que en el momento de
la presentación del recurso estuvieren a disposición de la parte.

Sección 2.a

De la tramitación del recurso

ARTICULO 99. El plazo a que se refiere la letra a) del número 2
del art. 49 de la Ley, será de diez días, a contar desde las dos fechas
siguientes al depósito en correos del oportuno pliego con la copia del
escrito. De la contestación se dará vista por cinco días al recurrente,
poniéndola de manifiesto en la Secretaría correspondiente, con docu-
mentos que le acompañen, excepto los que a jdcio de la Sección inte-
rese conservar secretos a los fines del sumario de que procedan, sobre
lo cual informará la autoridad inculpada, en comunicación aparte, diri-
gida al Tribunal.

ARTÍCULO 100. La prueba se practicará en el plazo de diez
días comunes a las partes. De todos los documentos que se presen-
ten en este período, se acompañará copia para entregarla a la parte
contraria



CAPÍTULO V
De las cuestiones de competencia legislativa

ARTÍCULO 102. Al escrito entablando la cuestión de compe-

tencia ledslativa del art. 57, y los de atribución de los arts. 63,66,67 y

68 de la Ley, se acompañará la oportuna copia. También deberán

acompañarla a los escritos de contestación los organismos y

Autoridades interesados.

Estas contestaciones quedarán de manifiesto en elTribund por

el plazo que media desde su recibo hasta la viste, a dsposición de las

partes o de sus representantes debidamente autorizados.

ARTÍCULO 103. Los plazos para las comunicaciones del

Tribunal con los organismos yAutoridades interesados en las cuestio-
nes a que se refiere el títdo V de la Ley, se computarán con arredo a
lo dispuesto en el art. 80 de este Redámente.

ARTÍCULO 104. No será admisible, ni se entenderá promovido
el conflicto de atribución a que se refiere el art. 66 de la Ley, cuando
d escrito iniciándolo no se acompañen las resoluciones que acredten
haberse agotado el trámite previo.

Esta disposición será también apücable en el caso del art. 68, en
relación con el escrito en que el superior jerárqdco correspondiente

dirme de manera ürecurrible su competencia.

CAPÍTULO V
De los recursos de responsabilidad criminal

ARTÍCULO 105. La segunda de las resoluciones a que se refiere

el art. 14 de la Ley de 1.° de abril de 1933, señalará el plazo, dentro del

ARTÍCULO 101. El incidente de suspensión de la medida obje-

to del recurso, se tramitará a petición del interesado en escrito funda-

do. La Sección reclamará de la autoridad incdpada los antecedentes

que estüne necesarios e informe de la misma sobre el extremo inci-
dentd, todo en el plazo de diez días, y resolverá lo que estüne proce-
dente, tomando las meddas necesarias para que la persona del
agraviado no se sustraiga a la acción de la Justicia.

y de los conflictos de atribución



máximo de quince días, para que el Congreso proceda a subsanar los
defectos a que se refiere la indicada disposición.

En el caso del art. 85, párrafo cuarto de la Constitución, en rela-
ción con el último del art. 14 de la Ley Procesal del Presidente de la
RepúbUca, elTribunal declarará disueltas las Cortes, y lo comunicará
así al Presidente de la República, a los efectos del art. 53 de la Cons-
titución, y asimismo al de la Cámara.

ARTICULO 106. El Vocal instructor del sumario a que se refiere
el art. 21 de la Ley de 1." de abril de 1933, tendrá las atribuciones que
la de Enjuiciamiento Criminal concede a los Jueces instructores en los
títdos IVa XI,inclusive, del libro segundo.

El plazo para interponer los recursos contra sus acuerdos será
el de cinco días.

ARTÍCULO 107. La quereUa en los casos de acusación, a que se
refieren los arts. 78,79 y 80 de la Ley, deberán reunir los reqdsitos de
los art. 277 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, excepto
en lo que se refiere a la obligatoriedad de la intervención de Abogado
y Procurador, que sólo será exigibk a la parte agraviada.

CAPITULO VI
De las funciones no jurisdiccionales del Tribunal

ARTÍCULO 108. En el caso de que el Gobierno presentase a
las Cortes, o éstas tomaren en consideración algún proyecto o pro-
posición de Ley de los comprendidos en el art. 19 de la Constitu-
ción, sin que previamente se hubiese declarado su necesidad de que
suspenda su tramitación hasta cumplir el referido precepto consti-
tucional.

Para la validez del acuerdo del Tribunal deberán asistir a la
sesión los dos tercios de sus miembros, y ser citado expresamente el
representante de la Región autónoma interesada.

Si no compareciera, se le citará nuevamente por segunda vez,
celebrándose la sesión aunque no asista.

ARTICULO 109- En los casos a que se refiere el art. 101 de la
Ley, el Tribunal podrá oír al organismo correspondiente de la



ARTÍCULO 111. En lo no previsto en el títdo II del presente

Redámente, se apücará la Ley de Enjdciamiento CivU, con las dos
siguientes excepciones:

á) Respecto de la tramitación pecuüar del recurso de inconsti-

tucionalidad y del de amparo, en que será subsidaria la Ley y

Redámente del recurso contencioso administrativo; y,

b) Respecto de los procedimientos para exigü responsabüidad
criminal, en que será de apUcación supletoria la Ley de Enjuiciamiento
Criminal.

Madrid, 6 de abrü de 1935.Alejandro Lerroux

Región autónoma interesada, para que, en el plazo prudencial que

se señale, alegare lo que estime conveniente sobre la cuestión plan-

teada por el Gobierno o las Cortes en la Memoria remitida a este

TITULO ni
Derecho supletorio

ARTÍCULO 110. En todo lo no previsto en el título I de este

Redámente acerca de los derechos y obligaciones de los funcionarios
delTribunal, serán de apUcación a éstos los preceptos del Redámente
de Funcionarios Públicos de 7 de septiembre de 1918.
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